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PrEsEntaCiÓn

El reporte anual sobre la situación de los derechos humanos en el Para-
guay, que publica la Codehupy, este año cumple 25 ediciones ininterrum-
pidas. La sola mención del tiempo transcurrido es un indicador irrefutable 
de la consolidación de esta obra, hecha de forma colaborativa y articulada 
por las organizaciones de nuestra red, así como por otras personas que son 
¯¼å¯×���Ò����Ò�Î¯�¯Î�×�»�Ò��ÒÌ��Ǟõ�ÁÒį�Ì�ÎÁ�Ò¯�»ÌÎ����Ò��� µ��ÂÌ×¯������ µ��
sociedad civil.

�µ�¯¼¨ÁÎ»�������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ����µ���Á��ÜÌì��Ò��µ�µÜ©�Î��Á»Ý¼����ÍÜ¯�-
nes desean adentrarse en la coyuntura del Paraguay y conocer con el prisma 
de los derechos humanos aquello que está sucediendo. La rigurosidad de la 
información expuesta es reconocida, por lo que deviene en fuente bibliográ-
õ������×Á����ÌÎÁë¯»��¯Â¼��µ�Ì�ǞÒį��¼��ÒÌ��¯�µį���Ò���ÁÎ©�¼¯Ò»ÁÒ�ÍÜ��»Á¼¯-
torean el cumplimiento de las obligaciones internacionales del Estado en la 
materia.

Asimismo, en estos 25 años, el informe se ha convertido también en un po-
deroso instrumento de exigibilidad ciudadana que, en manos de las organi-
zaciones sociales, se ha transformado en argumento y reivindicación de muy 
diferentes demandas, siendo esta, acaso, una de sus funciones más desta-
����Ò��¼�µ�Ò�µÜ��Ò��Á×¯�¯�¼�Ò�ÌÁÎ�»�±ÁÎ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò����å¯���Ì�Î��×Á���µ��
sociedad.

La presente edición conmemorativa, además del contenido propio sobre la 
coyuntura de cada derecho, propone un balance de cómo cada uno de ellos 
evolucionó, en cuanto a su realización, en el periodo mencionado, que, vale 
decirlo, casi se corresponde con la misma cantidad de años que lleva el pro-
ceso político de democratización que sobrevino a la dictadura. 

Finalmente, celebrando este logro, fruto de la unidad y articulación de las 
ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò�ÍÜ��×Î���±�¼��¯�Î¯�»�¼×��ÌÁÎ�Ü¼�V�Î�©Ü�ì�»�±ÁÎį���Ò���µ��
Codehupy y otras organizaciones fraternas y aliadas, presentamos el vige-
simoquinto informe sobre la situación de derechos humanos, no solamente 
reportando hechos y violaciones de derechos humanos, sino también formu-
µ�¼�Á�Î��Á»�¼���¯Á¼�Ò�ÁÎ¯�¼×���Ò���Ü¼�Ì�ǞÒ�»�Ò�±ÜÒ×Áį�ÍÜ���©Ü�Î��»ÁÒ�Ò��
�Á¼å¯�Î×�¼��¼�©ÜǞ�Ò�Ì�Î��µ��¨ÁÎ»Üµ��¯Â¼�ì��±��Ü�¯Â¼����µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�
que los más diversos ámbitos del Estado deben implementar.

Asunción, 10 de diciembre de 2020

Óscar Ayala Amarilla
\��Î�×�Î¯Á��±��Ü×¯åÁ

Codehupy
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El propósito de “Inventar el Paraguay”, de crear ese país soñado que todos y 
×Á��Ò�ÍÜ�Î�»ÁÒį���Ì�Î�¯�Á�ÒÜ��ÎÝ±Üµ��ÌÎ¯¼�¯Ì�µ��¼��Ò×���ÀÁį�Ì�ÎÁ�¼Á��ÒǞ�ÒÜ�
destino. El padre Bartomeu Melià, quien nos honró eligiendo al Paraguay 
�Á»Á�ÒÜ�Ì�×Î¯�į�Ò����¯�Áį��Ò��¯�Î×Áį�Ì�ÎÁ�¼Á�Ò¯¼��¼×�Ò���±�Î¼ÁÒ��µ�×�Ò×¯»Á¼¯Á�
claro de su visión comprometida con la Tierra sin Mal. Del mismo modo, Ida-
lina Gaonaį�»Ü±�Î�����Á¼å¯��¯Á¼�Ò�ÌÎÁ¨Ü¼��Ò�ì�ÒÁµ¯��Î¯����¯ÎÎ�Ò×Î¯�×�į�����Ò¯�
un siglo de germinar sobre esta tierra, es merecedora de nuestro recuerdo y 
admiración. María del Carmen Schaerer Prono, de enorme contribución a 
la educación en el Paraguay, su generosidad no tuvo límites, y antes que su 
presencia se haga memoria, proyectó nuevas vidas hacia el futuro, mediante 
µ���Á¼��¯Â¼����ÒÜÒ�ÂÎ©�¼ÁÒį��Ü�µ�Ýµ×¯»Á�×�Ò×¯»Á¼¯Á�����»ÁÎ���¯��ÒÜÒ�Ò�-
»�±�¼×�ÒĮ��µ��Î×��ÍÜ��Â��Á¼�å��ǞÁÒ�¯»ÌÁÎ×�¼×�Òĭ�Francisca Zayas, conocida 
como Yverá, y Ana Lucrecia Taglioretti���µµ�ÎÁ¼�ÌÁÎ�Ü¼�¯¼Ò×�¼×��µ��»ÝÒ¯��į�
Ì�ÎÁ�ÒÜ�µ�©��Á��Î×ǞÒ×¯�Á�Ò�©Ü¯Î��Ì�Î�¼¼���¼�Á×Î�Ò�åÁ��Ò����»Ü±�Î�Ò�ÍÜ��µÁ©Î�-
ÎÁ¼�ÒÜÌ�Î�Î���å�ÎÒ¯����Ò�ì�Ò�Î��±�»ÌµÁ����×�¼���Ò�µÜ���ÁÎ�ÒĮ�2©Ü�µ»�¼×�į�
extrañaremos mucho a Renate Cosaį��Üì��¯»�©¯¼��¯Â¼��¯¼�»�×Á©Î�õ���¼ÁÒ�
�ìÜ�Â����ÌÎÁë¯»�Î¼ÁÒ�ì��Á»ÌÎ�¼��Î�¯Ò×ÁÎ¯�Ò��Á¼�Ü¼�Ò¯©¼¯õ���Á��µ�ÎÁ����
derechos humanos. El pueblo qom perdió a uno de sus líderes más queri-
dos y respetados, Tito Recalde, a quien seguiremos recordando por su gran 
��Î¯Ò»��ì�åÁ���¯Â¼����Ò�Îå¯�¯Áį�ÍÜ�į� ±Ü¼×Á���Agustina Aguilera, defensora 
del idioma de su pueblo, el angaité, Susana Martínez de Pintos, lideresa del 
pueblo guaraní occidental, y Salustiano Portillo, artista que con su obra ha 
promovido la defensa de los derechos culturales del pueblo avá guaraní, son 
las ausencias más sentidas de las comunidades y los pueblos indígenas del 
Paraguay. Asimismo, Melanio Enciso, Pelusa Villagra, Juan Félix Martínez, 
Nidia González Talavera y Evaristo Antonio González están entre los nu-
merosos héroes y heroínas civiles cuyo recuerdo seguirá acompañándonos, 
para mostrarnos el camino por el cual se tiene que continuar la gran tarea 
����Á¼Ò×ÎÜ¯Î�Ü¼�V�Î�©Ü�ì�»�±ÁÎĮ�Delia López, luchadora por los derechos de 
las víctimas del Ykua Bolaños, también tendrá siempre un recuerdo y home-
¼�±�į�ÌÁÎ�ÒÜ��ÁÎ�±��ì��Á»ÌÎÁ»¯ÒÁ��Á¼��µ�¨Ü×ÜÎÁĮ��µ��ÎĮ�Ricardo Moreno Azo-
reroį�»��¯�Áį�¯¼å�Ò×¯©��ÁÎ�ì��¯�¼×Ǟõ�Áį�ÍÜ¯�¼����¯�Â�©Î�¼�Ì�Î×�����ÒÜ�å¯�����
promover y defender los derechos de los pueblos indígenas, también se ins-
cribe entre las grandes pérdidas acaecidas este año, que merece el respeto y 
reconocimiento de la sociedad, a la cual sirvió en todo momento, asumiendo 
ÒÜ� �Á»ÌÎÁ»¯ÒÁ� ì����¯���¯Â¼�Ì�Î�� �Á¼� µÁÒ�»�¼ÁÒ� ¨�åÁÎ��¯�ÁÒĮ�VÁÎ�Ýµ×¯»Áį�
recordamos la partida de Julio César Franco Alonzo, de destacada contribu-
�¯Â¼���µ��µÜ���ÌÁÎ�µ�Ò�µ¯��Î×���Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ì�µ����»Á�Î�×¯ñ��¯Â¼���µ�V�Î�©Ü�ì�
durante los difíciles tiempos de la dictadura de Stroessner, que pasa a for-
mar parte de esa herencia de lucha que la Memoria Histórica debe preservar 
para alimentar las convicciones de las futuras generaciones.





anÁLiSiS De 
CoYUnTUra





coyuntura política

La poLíTiCa paragUaYa 
en CUarenTena: 

regreSión aUToriTaria
en ConTexTo De panDemia 

La coyuntura política del 2020 ha estado indefectiblemente marcada 
por la situación de emergencia sanitaria causada por la pandemia de la 
covid-19. Este contexto evidenció, por un lado, las deudas históricas del 
Estado paraguayo en la consolidación de un sistema de protección social, 
×�Þ�����Þæ�Ú���ĈÄ¬�Ë��Ä�½��×ÚË×¬���ËÄÞæ¬æê�¬ÌÄ�D��¬ËÄ�½��ËÃË�êÄ��Þæ��Ë�
social de derecho. Por otro lado, la gestión estatal frente a este escenario 
develó la vigencia de una persistente aplicación irregular de las leyes y de 
los procedimientos administrativos, que suponen un desafío constante 
para la protección de los derechos humanos en Paraguay. Así, la dinámica 
política de este año estuvo marcada por el debate sobre el mismo rol del 
Estado paraguayo como garante de derechos y la falta de racionalidad en 

el funcionamiento de la administración pública paraguaya. 

paLabraS CLaveS: pandemia, capacidades estatales, Estado social, 
Estado de derecho, regresión autoritaria.

Liliana rocío Duarte-recalde y Camilo Filártiga-Callizo
�]J�.��.KD�����.�D�.��VJ=0c.�����=�V�Y�&g�y�ɢ��.VVɣ
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la gEstiÓn PúbliCa En El  
COntExtO DE PanDEMia

La llegada al país de la covid-19 implicó la necesidad de prestar atención 
prioritaria a ciertos aspectos del funcionamiento estatal que no ocupaban 
espacio prominente en la agenda de debate político previa a la pandemia. 
Particularmente, esta situación de emergencia sanitaria ubicó en el centro 
del debate las debilidades del sistema de salud paraguayo y la falta de capa-
cidades estatales para garantizar el acceso a la salud a la población nacional. 
Asimismo, ganaron espacio en el análisis las débiles capacidades del Estado 
paraguayo para dar respuesta efectiva a la situación de crisis económica y 
alimentaria derivada de las medidas de aislamiento social establecidas. Si 
bien estas debilidades estructurales han sido previamente señaladas por or-
ganizaciones de la sociedad civil de manera sistemática, en el contexto de 
Ì�¼��»¯��Ì�Ò�ÎÁ¼���Á�ÜÌ�Î�Ü¼��ÒÌ��¯Á���¼×Î�µ��¼�µ�Ò�Î�øµ�ë¯Á¼�Ò����µÁÒ��¯-
versos sectores políticos presentes en el país, interpelando los límites de la 
vigencia de la dimensión social del Estado paraguayo.

�ÜÎ�¼×��µÁÒ�ÌÎ¯»�ÎÁÒ�»�Ò�Ò�×Î�¼Ò�ÜÎÎ¯�ÁÒ���Ò���µ��¯��¼×¯õ���¯Â¼����µ��ÌÎ¯-
mera persona portante del coronavirus en territorio paraguayo, el riesgo de 
colapso del sistema de salud aparecía como constante. Al inicio de la pan-
demia, solo se contaba a nivel nacional con 20 camas de terapia intensiva 
equipadas para acoger casos graves de problemas respiratorios1, las cuales 
se encontraban concentradas en la capital del país. A la débil infraestructura 
Ì�Î���×�¼��Î�Ü¼���å�¼×Ü�µ��ëÌµÁÒ¯Â¼��¼��µ�¼Ý»�ÎÁ�����Á¼×�©¯ÁÒ�Ò��ÒÜ»����µ��
limitada disponibilidad de personal médico, en tanto se contaba solamente 
con 110 profesionales terapistas a nivel nacional. Asimismo, el proceso de 
×�Ò×�Á�Ì�Î��µ��¯��¼×¯õ���¯Â¼�����Á¼×�©¯ÁÒ��Ò×ÜåÁ���Î��×�Î¯ñ��Á��ÜÎ�¼×��µÁÒ�
primeros meses por la escasez de insumos y de equipamiento de biosegu-
ridad necesarios para la toma de muestras y su posterior análisis2. En este 
contexto reaparecieron con fuerza las denuncias de precarización laboral 
que afecta a profesionales de la salud, situación que condiciona su libertad 
Ì�Î���ëÌÎ�Ò�Î�Î��µ�»ÁÒ��¼�ÒÜÒ�µÜ©�Î�Ò����×Î���±Á����¯�Á��µ�×�»ÁÎ���Î�ÌÎ�Ò�-
lias institucionales.

ž�µ�Ò���õ�¯�¼�¯�Ò���µ�Ò¯Ò×�»�����Ò�µÜ��»�¼�¯Á¼���Ò�Ò���©Î�©��µ��¯ÎÎ��¯Á¼�µ¯-
����ÍÜ��ÒÜ�µ���Ò×�Î�ÌÎ�Ò�¼×���¼�µÁÒ�ÌÎÁ��ÒÁÒ����µ¯�¯×��¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Òį�ÍÜ��Ò��
hizo explícita durante este tiempo. Se observó la existencia de corrupción 
¯»Ì�Î�¼×���¼�µÁÒ�ÌÎÁ��ÒÁÒ�����Á»ÌÎ�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò����¯¼ÒÜ»ÁÒ�»��¯�ÁÒį��Á»-
ÌÎÁ�����ÌÁÎ� µ��ÌÎÁÌ¯���Á¼×Î�µÁÎǞ��+�¼�Î�µ���� µ��X�ÌÝ�µ¯���ÍÜ�����»¯×¯�Á�
informes al respecto, evidenciando la responsabilidad de la Dirección Admi-

1 “Hoy, Paraguay solo tiene 20 camas con respiradores disponibles para COVID-19”, Hoy, 26 de marzo de 2020, acceso 
el 30 de octubre de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/hoy-paraguay-solo-tiene-20-camas-con-respiradores-
disponibles-para-covid-19.

2 Nota del Equipo Editor: véase mayor información al respecto en el artículo sobre derecho a la salud en este informe.
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nistrativa, la Unidad Operativa de Contrataciones (UOC) y el Comité de Eva-
luación de Ofertas del Ministerio de Salud en las diversas irregularidades 
detectadas en dichos procesos3.

La situación de emergencia sanitaria tuvo una contraparte de emergencia eco-
nómica que el Estado paraguayo también se vio en necesidad de administrar. 
El cese de actividades productivas y comerciales resultante de las medidas de 
aislamiento social coincidió con la debilidad estructural en que se mantiene la 
economía paraguaya, que afecta principalmente a los sectores de menor in-
greso. En ese sentido, la principal estrategia del Gobierno fue la puesta en fun-
cionamiento de los programas de transferencias monetarias de emergencia 
Ñangareko y Pytyvõ, que se sumaban a la ampliación puntual de otros progra-
mas de asistencia focalizada vigentes en el país con miras a proteger la capaci-
dad de consumo de la población de escasos recursos4. Si bien estos programas 
cumplieron con proporcionar un alivio coyuntural a la crisis económica, a pe-
sar de algunas denuncias de su mala implementación, la protección social de 
la población quedó en manos de su propia capacidad de organización.

En lo que respecta a la crisis económica producida en consonancia con la 
�Î¯Ò¯Ò�Ò�¼¯×�Î¯�į�Ò���¯�Ü±Â��¼�V�Î�©Ü�ì�Ü¼��Ò��¼�Î¯Á�Î�©Î�Ò¯åÁ��¼�»�×�Î¯����µ�
�±�Î�¯�¯Á������Î��ÁÒ�µ��ÁÎ�µ�ÒĮ�>�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò����ÌÎ���Î¯ñ��¯Â¼�µ��ÁÎ�µ�Ò��
han profundizado de manera drástica en estos meses de pandemia, tanto en 
µÁ�ÍÜ��Ò��Î�õ�Î����µ��ÒÜÒÌ�¼Ò¯Â¼�ì�×�Î»¯¼��¯Â¼�����Á¼×Î�×ÁÒ�µ��ÁÎ�µ�Òį���Ò-
pidos masivos5į��ÒǞ��Á»Á���µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�µ��ÁÎ�µ�Ò�Ì�Î��Î��µ¯ñ�Î��µ�×Î���±Á�
desde la casa. En este sentido, han resultado particularmente afectadas las 
»Ü±�Î�Ò�ì����»�Ò��µ�Ò��×ÁÎ����µ��±Üå�¼×Ü�6.

>���»�Î©�¼�¯��Ò�¼¯×�Î¯��×�»�¯�¼���±Â��¼��å¯��¼�¯��µ�Ò�µ¯»¯×���Ò���Ì��¯��-
des del Estado paraguayo para responder a las necesidades de la población 
en el área de la educación7. Si bien la gestión de Eduardo Petta como minis-
tro de Educación ya venía siendo cuestionada desde que asumió esta cartera 
en el año 2018, la suspensión de clases presenciales y migración hacia un 
formato virtual para el desarrollo de los contenidos académicos estuvo ca-
Î��×�Î¯ñ����ÌÁÎ�Ü¼��©�Ò×¯Â¼���õ�¯�¼×��ì�ÍÜ��Ìµ�¼×�Â�¼Ü�åÁÒ���Ò�¨ǞÁÒ�Ì�Î��
la población. A este respecto, se evidenció primeramente la disparidad que 
existe en el acceso a Internet y luego la capacidad para utilizar herramientas 

3 Contraloría General de la República, IQIRUPH�ȍQDO�GH�)LVFDOL]DFLµQ�(VSHFLDO�,QPHGLDWD��)(,��DO�0LQLVWHULR�GH�6DOXG�3¼EOLFD�\�
%LHQHVWDU�6RFLDO, acceso el 30 de octubre de 2020, https://www.contraloria.gov.py/index.php/categorias-de-archivos/
FDWHJRU\����PLQLVWHULR�GH�VDOXG�SXEOLFD�\�ELHQHVWDU�VRFLDO"GRZQORDG ���������LQIRUPH�ȑQDO�IHL�PLQLVWHULR�GH�
salud-publica-mayo-2020.

4 Nota del Equipo Editor: véase más información al respecto en el artículo sobre derecho a la alimentación en este informe.

�� ǘ<D�KD\��������VXVSHQVLRQHV�\�������GHQXQFLDV�SRU�GHVSLGR�LQMXVWLȑFDGRǙ��$%&�&RORU, 1 de mayo de 2020, acceso el 30 de 
octubre de 2020, en https://www.abc.com.py/edicion-impresa/economia/2020/05/01/ya-hay-88000-suspensiones-y-
�����GHQXQFLDV�SRU�GHVSLGR�LQMXVWLȑFDGR��

6 Nota del Equipo Editor: al respecto, véase más información en los artículos sobre derecho a las condiciones dignas y 
equitativas de trabajo y acerca de las trabajadoras domésticas, en este informe.

7 Nota del Equipo Editor: para profundizar el tema, véase el artículo sobre derecho a la educación en este informe.
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�¯©¯×�µ�Ò��Á¼�õ¼�Ò���Ü��×¯åÁÒĮ�a�»�¯�¼�Ò�µ¯�ÎÁ¼��� µ�� µÜñ� µ�Ò���Ò¯©Ü�µ����Ò�
en la posibilidad de distintos sectores de la población para continuar desa-
rrollando los programas académicos desde el espacio doméstico, donde la 
��Î©����ìÂ���ÒÌÎÁÌÁÎ�¯Á¼�µ»�¼×��ÒÁ�Î��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò8. Ante las limitaciones 
didácticas impuestas por un formato virtual poco conocido, la capacidad de 
los(as) estudiantes para asimilar contenidos quedó, en gran medida, condi-
�¯Á¼����ÌÁÎ�µ��¨ÁÎ»��¯Â¼����¯¼×�©Î�¼×�Ò����ÒÜÒ�¼Ý�µ�ÁÒ�¨�»¯µ¯�Î�ÒĮ�ž��Ò×�Ò�
�¯õ�Üµ×���Ò�Ì�Î×¯�Üµ�Î�Ò�å¯¼�Üµ���Ò��� µ���Ü�Î�¼×�¼��Ò���À��Ǟ�¼�ÌÎÁ�µ�»�Ò�
precedentes de infraestructura de los hogares, que ahora se convertían en 
centros educativos. Asimismo, el condicionamiento de la entrega de kits de 
alimentos a la presentación de tareas incrementó la presión para las familias 
de escasos recursos. 

>�Ò�»��¯��Ò�����Á¼õ¼�»¯�¼×Á�¯»ÌÜ�Ò×�Ò�ÌÁÎ��µ�+Á�¯�Î¼Á�¼��¯Á¼�µ��©Î�å�-
ÎÁ¼�×�»�¯�¼�µ��Ò¯×Ü��¯Â¼����åÜµ¼�Î��¯µ¯�������»Ü±�Î�Ò�åǞ�×¯»�Ò����å¯Áµ�¼�¯��
frente a sus agresores. En el primer semestre del 2020 se registraron 12.352 
denuncias de violencia9. La línea SOS 137 –habilitada para el efecto– aumentó 
considerablemente la recepción de llamadas10. El agravamiento de la violen-
cia y el abuso también afectó a niños, niñas y adolescentes11. Tan solo en los 
meses de marzo y abril, se recibieron 4.700 denuncias, de las cuales 1.484 se 
reportaron como casos de maltrato y 327 como abusos. El Gobierno se mos-
tró incapaz de ofrecer una respuesta efectiva a la población para hacer frente 
a esta problemática12.

rEgrEsiÓn aUtOritaria Y   
lÍMitEs DEl EstaDO DE DErECHO

>��å¯©�¼�¯����µ��Ò×��Á������Î��Á��¼�V�Î�©Ü�ìį�Ò�©Ý¼�ÒÜ��¯Ò�ÀÁ��Á¼Ò×¯×Ü�¯Á-
nal, debe operar en el contexto de una democracia representativa, partici-
pativa y pluralista. El régimen democrático pretendido por las instituciones 
formales, a su vez, debe estar sustentado en un diseño institucional de con-
trol y equilibrio entre los poderes que evite la concentración del poder polí-
tico o su uso despótico. Estos preceptos institucionales, sin embargo, han 

8 Patricio Dobrée, “Aplanemos también la curva de los cuidados”, &'(, acceso el 30 de octubre de 2020, https://www.cde.
org.py/tiempodecoronavirus/2020/03/31/aplanemos-tambien-la-curva-de-los-cuidados/.

9 “Fiscalía registra más de 12 mil denuncias por Violencia Familiar durante los primeros 6 meses del año”, 0LQLVWHULR�
3¼EOLFR, 14 de agosto de 2020, acceso el 30 de octubre de 2020, https://www.ministeriopublico.gov.py/nota/-5565.

10 “Con alto número de bromas, el 137 ya recibió más de mil llamadas”, 0LQLVWHULR�GH�OD�0XMHU, acceso el 30 de octubre de 
2020, http://www.mujer.gov.py/index.php/noticias/con-alto-numero-de-bromas-la-linea-137-ya-recibio-este-mes-
mas-de-mil-llamadas.

11� ǘ$EXVR�HQ�QL³RV��Ǖ6XELHURQ�ORV�FDVRV�GXUDQWH�HVWD�SDQGHPLD��HO�HQFLHUUR�VLJQLȑFµ�PD\RU�YLROHQFLDʜǙ��/D�1DFLµQ, 16 de 
agosto de 2020, acceso el 30 de octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/08/16/abuso-en-ninos-
VXELHURQ�ORV�FDVRV�GXUDQWH�HVWD�SDQGHPLD�HO�HQFLHUUR�VLJQLȑFR�PD\RU�YLROHQFLD��

12 Nota del Equipo Editor: véase más información al respecto en los artículos sobre derechos de niños, niñas y 
adolescentes y derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, en este informe.
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sucumbido en el caso paraguayo, como producto de la crisis desatada por la 
emergencia sanitaria.

En esta nueva realidad, se ha acentuado un desequilibrio en el funciona-
miento de los poderes del Estado13. En el Paraguay, la pandemia de covid-19 
¼Á� �� �µ×�Î��Á� �µ� Ò¯Ò×�»�� ÌÁµǞ×¯�Á� ×Î�¼Ò¨ÁÎ»�¼�ÁµÁ� Ò¯¼Á� ¯¼×�¼Ò¯õ��¼�ÁµÁį�
demostrando el rostro y la dimensión real del poder político y normativo del 
VÁ��Î��±��Ü×¯åÁį�ÍÜ���¯ÒÌÜÒÁ��¯Ò�Î��¯Á¼�µ»�¼×��Ü¼��Ò�Î¯�����»��¯��Ò�Î�Ò-
trictivas de derechos fundamentales –sin diálogo, sin debates y sin acuerdos, 
ni control legislativo– que declararon ser necesarias. Se valió de decretos y 
resoluciones, algunas de ellas basadas en normativas anteriores a la Consti-
×Ü�¯Â¼����ĂĊĊă�ìį�ÌÁÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Áį����¯¼¨�Î¯ÁÎ�±�Î�ÎÍÜǞ��¼ÁÎ»�×¯å�14. 

De esta manera, en estos meses de una pandemia que somete al país y el 
mundo, la dimensión republicana del Estado paraguayo ha quedado suspen-
dida. La vigencia del Estado de derecho es puesta en entredicho por voces de 
distintos sectores sociales: periodistas, intelectuales y actores políticos que 
alertan sobre un peligroso escenario de regresión autoritaria en un contexto 
de temor e incertidumbre.

En esta coyuntura hemos sido testigos, como ciudadanía, del actuar com-
pletamente selectivo de los organismos estatales de seguridad para reprimir 
y castigar la conducta de las personas –con la excusa de la violación de la 
cuarentena–, dependiendo de quién(es) se trate. Las denuncias de excesos 
en el uso de la fuerza policial, que incluyeron tratos crueles y resultaron en 
costosas imputaciones15į� Ò�� �Á¼��¼×Î�ÎÁ¼��¼� µ��ÌÁ�µ��¯Â¼� ×Î���±��ÁÎ��ì����
menor poder económico. Los abusos cometidos durante estos procedimien-
tos fueron alentados por la retórica utilizada por el ministro del Interior Eu-
clides Acevedo, cuyo contenido discursivo validó los valores autoritarios que 
persisten en parte importante de la población paraguaya16. 

Al mismo tiempo, la violación de normas sanitarias perpetradas por sectores 
de mayor poder económico y político recibió reprimendas menores o inexis-
×�¼×�Òį��Á»Á�Á�ÜÎÎ¯Â��Á¼�µÁÒ���ÒÁÒ����µ���Á������µ��¯±�����0ÁÎ��¯Á���Î×�Ò�Á�µ��
reunión del mismo exmandatario con su par argentino Mauricio Macri, sin 
ÍÜ���Ò×��Ýµ×¯»Á��Ü»Ìµ¯�Î���Á¼��µ��¯Òµ�»¯�¼×Á�Á�µ¯©�×ÁÎ¯Á�¯»ÌÜ�Ò×Á���ÍÜ¯�¼�Ò�
ingresaban al país. Esta imposición desigual de sanciones por el incumpli-
miento de la cuarentena aparece como evidencia de una tendencia de largo 

13 Camilo Filártiga-Callizo y Rodrigo Ayala, “Hiperpresidencialismo y derechos fundamentales en tiempos de Covid-19. Un 
análisis del caso paraguayo”, en 'HUHFKR�\�5HDOLGDG������ (en prensa).

14 Nota del Equipo Editor: al respecto, véase mayor información en el artículo sobre derecho a la seguridad, en este 
informe.

15 “Los castigados de la cuarentena”, (O�6XUWLGRU, 28 de agosto de 2020, acceso el 30 de octubre de 2020, https://elsurti.com/
scroll/2020/08/28/los-castigados-por-quebrantar-la-cuarentena/.

16 Nota del Equipo Editor: véase más información al respecto en el artículo sobre prohibición de la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes, en este informe.
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plazo a la arbitrariedad en aplicación de las leyes en Paraguay, quebrantando 
el principio de igualdad ante la ley para toda la ciudadanía. 

aÁ�Á��Ò×���Á»Ìµ�±Á��Ò��¼�Î¯Á�Ò�¼¯×�Î¯Áį���Á¼Â»¯�Á�ì�ÒÁ�¯�µ�Ò����å�¼¯�Á���-
sarrollando en un contexto de instituciones débiles y con una marcada or-
fandad de liderazgo y conducción política genuina de parte del propio presi-
��¼×�����µ��X�ÌÝ�µ¯��į�E�Î¯Á�ž��Á���¼Ǟ×�ñĮ��Ò×�į���»�Ò�����ÁÒ��ÀÁÒ�������Î�
iniciado el mandato, no logra consolidar un sustento político sólido con su 
movimiento Añetete, integrado mayoritariamente por caudillos partidarios, 
con bases electorales propias, nucleados en su momento para derrocar a un 
adversario coyuntural: Horacio Cartes.

�Ò×�����¯µ¯����ÌÁµǞ×¯�����µ�±�¨������Ò×��Á�ÍÜ��Â��¼��å¯��¼�¯���¼�å�Î¯ÁÒ�»Á-
mentos de su mandato, pudiendo resaltarse como uno de los más críticos 
�µ�±Ü¯�¯Á�ÌÁµǞ×¯�Á�¨ÎÜÒ×Î��Á��¼�ăāĂĊ��¼�»��¯Á����µ���Î¯Ò¯Ò���µ�ž�×���¯µ�×�Î�µ����
2×�¯ÌÝį��Á¼����µ��ëÌÎ�Ò¯��¼×����Î×�Ò�×ÜåÁ�Ü¼�ÎÁµ�ÌÎÁ×�©Â¼¯�Á��µ����¯�¯Î�õ¼�µ-
»�¼×��¼Á���Á»Ì�À�Î��µ�±Ü¯�¯Á�ÌÁµǞ×¯�ÁĮ�����µµÁ�Î�ÒÜµ×Â�Ü¼��Á¼�¯�¯Á¼�»¯�¼×Á�
Ìµ�¼Á��µ��±�Î�¯�¯Á����ÌÁ��Î�Ì�Î��ž��Á���¼Ǟ×�ñį��Á¼�µ��ÒÁ»�Î���»�¼�ñ�¼×�����
un actor político como Cartes, que concentra poder político, económico y 
mediático, como nunca antes había ocurrido con un expresidente de la Re-
ÌÝ�µ¯����¼�µ��×Î�¼Ò¯�¯Â¼Į�

El mencionado condicionamiento se materializa con la conformación del 
llamado “Operativo Cicatriz”, que se inicia en una reunión celebrada entre 
Abdo Benítez y Horacio Cartes el sábado 14 de marzo de 2020. Entre otros 
acuerdos, implicó la prórroga de mandato, hasta el 2022, del presidente del 
Partido Colorado Pedro Alliana y la decisión de integrar un movimiento in-
terno denominado Concordia Colorada que compita en las elecciones muni-
cipales del próximo año.17 Con estos acuerdos, Mario Abdo Benítez prescinde 
de un elemento que fue central en su campaña electoral y que le permitió 
construir su triunfo electoral en las internas partidarias y, luego, en las gene-
Î�µ�Òĭ��Á»��×¯Î��µ�»Á��µÁ�ÌÁµǞ×¯�Á����0ÁÎ��¯Á���Î×�Òį�ÌÎ�Ò�¼×�ÎÒ��±ÜÒ×�»�¼×��
como una opción alternativa al modelo político (hegemónico y autoritario) 
que pretendió imponer el expresidente18 que es visto, por un sector amplio 
de la población, como una amenaza para la vigencia de la democracia y los 
principios republicanos. 

�Ò×�����¯µ¯����ÌÁµǞ×¯������ÍÜ¯�¼��Á»�¼����µ��±��Ü×¯åÁ�Ò������¼��µ��Á¼×�ë×Á�
de una marcada degradación de las instituciones y los valores republicanos 
que incluye prácticas observadas en el Poder Legislativo. Entre tales prácti-
cas –que distan mucho de lo que se puede esperar de un Estado de derecho–, 

17 “Marito y Cartes inscribieron a Concordia ante el TEP”, �OWLPD�+RUD, 21 de agosto de 2020, acceso el 30 de octubre de 
2020, https://www.ultimahora.com/marito-y-cartes-inscribieron-concordia-el-tep-n2900996.html.

18 Liliana Rocío Duarte-Recalde, “Concentración del poder político y debilitamiento estatal durante el gobierno cartista”, 
en 1RYDSROLV 7, núm. 1 (2014): 37-52.
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Î�ÒÜµ×��µµ�»�×¯å��µ��Ò�¼�¯Â¼�̄ »ÌÜ�Ò×���µ��±�Î�¯�¯Á����µ��µ¯�Î���ëÌÎ�Ò¯Â¼į��»Ì�-
rada por inmunidad parlamentaria, de una diputada de la oposición19. A esas 
ÌÎ��×¯��Ò�Ò��ÒÜ»�¼� µ�Ò�ÌÁÒ×ÜÎ�Ò����Ò��×ÁÎ�Ò��±�¼ÁÒ��µ�Áõ�¯�µ¯Ò»Á��ÁµÁÎ��Á�
ÍÜ���Ì�µ�¼���Ü¼��¯Ò�ÜÎÒÁ�Î����¯Á¼�Î¯Á��Á¼×Î��µ��¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼��¯�¼×Ǟõ��į� µ��
ampliación de derechos, la consagración de los derechos sociales, y hasta po-
nen en duda los hallazgos registrados por la Comisión de Verdad y Justicia, 
ÍÜ��¨ÁÎ»�¼�Ì�Î×����µ�¯¼¨ÁÎ»��õ¼�µ�ÒÁ�Î��µÁÒ��ÎǞ»�¼�Ò����µ���¯�×��ÜÎ��Ò×ÎÁ-
nista presentados en el año 200820.

Este escenario obliga a la ciudadanía a mantenerse alerta y organizada ante 
�Ü�µÍÜ¯�Î��ÎÁ×��Á�¯¼×�¼×Á����Î�×ÎÁ��ÒÁ��Ü×ÁÎ¯×�Î¯Á���õ¼����»�¼×�¼�Î�å¯©�¼×��
el Estado democrático y social de derecho.

sOCiEDaD Civil 

ž�Ì�Ò�Î����µÁÒ�»Ýµ×¯Ìµ�Ò���Ò�¨ǞÁÒ�ÌÎ�Ò�¼×��ÁÒ�ÌÁÎ�µ��Ò¯×Ü��¯Â¼�����»�Î©�¼-
�¯��Ò�¼¯×�Î¯���ÜÎ�¼×���Ò×���ÀÁį�Ò��Á�Ò�Îå��ÍÜ���µ��±�Î�¯�¯Á����µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�
política por parte de organizaciones de la sociedad civil ha sido constante. 
La presencia activa de la sociedad civil fue clave, tanto a modo de efectivizar 
la protección social para la que el Estado no consiguió dar respuesta, como 
Ì�Î��å�µ�Î�ÌÁÎ�Ü¼��©�Ò×¯Â¼��õ�¯�¼×��ì�Î�ÒÌ�×ÜÁÒ�����µ�Ò�Î�¯å¯¼�¯���¯Á¼�Ò����
los distintos sectores sociales. 

Frente a la señalada incapacidad estatal para garantizar derechos básicos, 
sectores sociales organizaron “ollas populares” en distintos puntos del país, 
��õ¼�������Î��¨��×¯åÁ��µ���Î��Á��� µ�� �µ¯»�¼×��¯Â¼�Ì�Î��»¯µ�Ò���� �Á»Ì�-
triotas afectados económica y socialmente por la pandemia. Estos espacios 
autogestionados apoyaron a la población en situación de necesidad econó-
mica, constituyéndose en redes informales de protección social. Este in-
»�¼ÒÁ�×Î���±Á�ÒÁµ¯��Î¯Á�×ÜåÁ��»Ìµ¯��Î�Ì�Î�ÜÒ¯Â¼�ìį�»��¯�¼×��µ��ÌÎ�Ò¯Â¼����
organizaciones sociales, se logró la aprobación de la Ley N.º 6603/2020 “De 
apoyo y asistencia a las ollas populares organizadas en todo el territorio de la 
X�ÌÝ�µ¯�����µ�V�Î�©Ü�ì��ÜÎ�¼×��µ��Ì�¼��»¯�����µ�Î����ÌÁÎ�µ��KÎ©�¼¯ñ��¯Â¼�
Mundial de la Salud a causa del covid-19”21.

Por otro lado, las expresiones de descontento popular –canalizadas median-
te protestas– demostraron la voluntad presente entre la sociedad civil para-
guaya de velar por sus derechos. A lo largo del año se constató la presencia 

19 “Colorados no retroceden y se mantiene polémica sanción a Celeste Amarilla”, �OWLPD�+RUD, 13 de octubre de 2020, https://
www.ultimahora.com/colorados-no-retroceden-y-se-mantiene-polemica-sancion-celeste-amarilla-n2909144.html.

20 Nota del Equipo Editor: para mayores detalles, véase el artículo sobre derecho a la verdad, justicia y reparación, en este 
informe.

21 Nota del Equipo Editor: al respecto, véase mayor información en el artículo sobre derecho a la alimentación, en este 
informe.
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activa de diversas organizaciones sindicales, campesinas e indígenas que se 
movilizaron en defensa de sus derechos. 

Una de las más importantes expresiones de descontento popular fue la pro-
×�©Á¼¯ñ�����¼�×ÁÎ¼Á���µ����»�¼������©Î�×Ü¯�������µ����Ü���¯Â¼�ÌÝ�µ¯��Į�>�Ò�
ÌÎÁ×�Ò×�Òį��»��¼��Î���Ò���±Á�µ���Á¼Ò¯©¼��ŊžÎ�¼��µ���ÎÁŌį�×Üå¯�ÎÁ¼�µÜ©�Î��¼�
distintos puntos del territorio paraguayo, exigiendo la efectivización del 
derecho a la educación mediante la eliminación de barreras económicas de 
¯¼©Î�ÒÁ���µ��Ü¼¯å�ÎÒ¯����ÌÝ�µ¯��Į�>�Ò�»Áå¯µ¯ñ��¯Á¼�Ò�×Üå¯�ÎÁ¼��¨��×Á�ì�µÁ©Î�-
ron que en el mes de noviembre se promulgara la Ley N.º 6628, que indica 
ÍÜ��µÁÒ��ÁÒ×ÁÒ�����Î�¼�Ò�Î�õ¼�¼�¯��ÁÒ�ÌÁÎ��µ�*Á¼�Á�F��¯Á¼�µ����2¼å�ÎÒ¯Â¼�
VÝ�µ¯���ì���Ò�ÎÎÁµµÁ�Ł*Á¼��¯��ł�ì��µ�*Á¼�Á�Ì�Î��µ���ë��µ�¼�¯�����µ����Ü���¯Â¼�
y la Investigación (FEEI). En consecuencia, se estima que aproximadamente 
Á��¼×��»¯µ��Ò×Ü�¯�¼×�Ò�Î�ÒÜµ×�Î�¼���¼�õ�¯��ÁÒ�Ü¼��å�ñ�ÍÜ��Ò��Î�©µ�»�¼×��
la legislación. Además de este logro normativo en particular, como lo hicie-
ron anteriormente22, las movilizaciones estudiantiles volvieron a mostrar la 
importancia de la organización de la sociedad civil como vía para el logro de 
Á�±�×¯åÁÒ�ÌÁµǞ×¯�ÁÒĮ�

DEsafÍOs POlÍtiCOs PEnDiEntEs

Si bien la situación de emergencia sanitaria ha marcado el año 2020, en el 
país persisten debilidades estructurales, falencias en la administración esta-
tal y vicios en la praxis política que condicionan la persistencia de un Estado 
de derecho endeble. En ese sentido, a modo de conclusión abierta, se señalan 
algunos desafíos que quedan pendientes de ser debatidos más allá de la co-
yuntura política vinculada a la pandemia. 

Queda pendiente dar seguimiento al debate acerca de la limitada capaci-
dad del Estado paraguayo para recaudar los fondos necesarios para imple-
»�¼×�Î�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��õ�¯�¼×�Ò�ì��Ò×��µ�Òį�µÁ�ÍÜ����¼×Î��µ���×�¼�¯Â¼��¼�
la cualidad eminentemente regresiva del sistema tributario del país. De 
la mano del debate acerca de la estructura tributaria, queda pendiente de 
seguimiento el debate acerca de la misma estructura productiva vigente en 
el país, así como sus consecuencias ambientales. Respecto a ambos pun-
×ÁÒį�Î�ÒÜµ×��¯»ÌÁÎ×�¼×��ÌÎÁ¨Ü¼�¯ñ�Î��¼�µ��¯��¼×¯õ���¯Â¼����µÁÒ�»���¼¯Ò»ÁÒ�
mediante los cuales los actores interesados en el mantenimiento del statu 
quo��±�Î��¼��µ�ÌÁ��Î�ÌÁµǞ×¯�Áį��Á¼�»¯Î�Ò���µ���Á»ÌÎ�¼Ò¯Â¼����µ�Ò��Ò×Î�×�©¯�Ò�
necesarias de ser encaradas para la eventual construcción de proyectos po-
líticos alternativos. 

22 Liliana Duarte-Recalde y Cynthia González-Ríos, “Paraguay: Entre las movilizaciones sociales y el reordenamiento 
electoral”. 5HYLVWD�GH�&LHQFLD�3RO¯WLFD��6DQWLDJR� 36, núm. 1 (2016): 287-312.
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Igualmente, queda la tarea de discutir acerca de la racionalidad burocrática 
�¼��µ�Ì�ǞÒį�µ��̄ ¼×�©Î¯�����¼�µ����»¯¼¯Ò×Î��¯Â¼����µ���ÁÒ��ÌÝ�µ¯���ì�µ��µÜ����Á¼-
tra la corrupción, así como sobre la necesidad de pensar en propuestas de 
reformas institucionales que pudieran resultar adecuadas para efectivizar el 
Î�ÒÌ�×Á���µÁÒ���Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒĮ�\¯��¯�¼���Ò����µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�Ò��¯»ÌÜµÒÂ�
una iniciativa de reforma estatal en el contexto de la pandemia, ese proceso 
fue excluyente de amplios sectores de la sociedad paraguaya, hasta perder 
fuerza en la agenda política. 

De manera particular, se debe dar seguimiento también al esclarecimiento 
del caso del asesinato de dos niñas en el norte del país a manos de la Fuerza 
���a�Î����Á¼±Ü¼×��Ł*a�łĮ��Ò×����Á�©�¼�ÎÂ�Ü¼�¨Ü�Î×��¯»Ì��×Á�×�¼×Á���¼¯å�µ�
local como internacional. Al respecto, la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos de la Organización de los Estados Americanos (OEA), entre 
otras instancias, se pronunció exigiendo al Estado paraguayo la investiga-
ción y el esclarecimiento de los hechos23. 

*¯¼�µ»�¼×�į�Î�Ò×���Á»Á���Ò�¨ǞÁ�µ��¯��¼×¯õ���¯Â¼�����Ò×Î�×�©¯�Ò�Ì�Î����Î�Î�Ò-
puesta a la cada vez mayor fuerza política en el país de sectores antiderechos 
ÍÜ���ÜÒ��¼���Ò���Î�µÁÒ�µÁ©ÎÁÒ��µ��¼ñ��ÁÒ��ÜÎ�¼×��µ�Ò�Ýµ×¯»�Ò�������Ò��¼��µ�
respeto a los derechos humanos en Paraguay24. El accionar de estos grupos 
mina la misma persistencia de una convivencia democrática y plural, por lo 
que su accionar político merece ser debidamente dimensionado.

23 Nota del Equipo Editor: véase mayor información al respecto en el artículo sobre derechos de niños, niñas y 
adolescente, en este informe.

24 Nota del Equipo Editor: para ampliar los datos, véanse los artículos sobre derecho a la educación, derechos sexuales, 
derechos reproductivos y Estado laico, en este informe.





coyuntura económica

paragUaY enFrenTa LaS 
CriSiS Con mÁS DeUDaS

Paraguay venía ya enfrentando crisis económica y climática. Este año, 
primero declaró la emergencia sanitaria por dengue, para después hacer 
lo mismo por la covid-19. Las medidas dispuestas desde marzo para tratar 
de evitar un descalabro en el sistema sanitario retardando los contagios 
paralizaron la economía y la vida nacional, generando impactos en 
�½� Þ��æËÚ�×ë�½¬�Ë�ü��½�×Ú¬õ��ËɌ��Þ®ɇ� Þ��¤�Ä�ÚÌ�êÄ���Ú¬Þ¬Þ� ÞË�¬�½Ɍ� Ɏy��ÌÃË�
�Ä£Ú�ÄæÌ� �½� �Þæ��Ë� ×�Ú�¤ê�üË� ½�� Þ¬æê��¬ÌÄɍ� �ËÃË� ½Ë� õ¬�Ä�� ©��¬�Ä�Ë�
desde hace tiempo: con mayor endeudamiento. Entre diciembre de 2019 
y septiembre de 2020 creció la deuda externa en 30% y la proyección es 
Ùê��Þ�¤ê¬Ú���êÃ�Äæ�Ä�Ë�×�Ú��ĈÄ�����ÊËɌ�VËÚ�½Ë�æ�ÄæËɇ�æ�Ä�ÃËÞ�êÄ��Þæ��Ë�

sobreendeudado para largo rato.

paLabraS CLaveS:��Ú¬Þ¬Þɇ�ĈÞ��½¬���ɇ�×Ú�Þê×ê�ÞæËɇ���ê���×ë�½¬��ɇ�¤�ÞæË�
social, covid-19.

Lila molinier
tape’a
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la Crisis gEnEral Y la PanDEMia 
���=���Jr.�ɰǽȅ

La pandemia de la covid-19 agudizó la crisis estructural del sistema econó-
»¯�Á�©µÁ��µį���¼�Á�Ü¼��ÜÎÁ�©ÁµÌ����µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ì�õ¼�¼ñ�Ò�ÌÝ�µ¯��ÒĮ�V�Î�-
guay venía de un año 2019 con crisis económica y climática, y se encontraba 
en otra emergencia sanitaria por efectos del dengue. Con una diferencia de 
tan solo cinco semanas, el Gobierno paraguayo declaró emergencia sanitaria 
por epidemia del dengue (Ley N.º 6502/2020) y por la pandemia de la co-
vid-19 (Ley N.º 6425/2020).

La crisis climática regional volvió a manifestarse en forma aguda entre agos-
to y octubre, a causa de la sequía, la ola de altas temperaturas y los incendios 
forestales1. El departamento de Boquerón fue declarado en emergencia am-
biental en octubre (Ley N.º 6623/2020), declaración que fue hecha extensiva 
a todo el territorio, a consecuencia de los incendios y los daños ocasionados 
��µÁÒ���ÁÒ¯Ò×�»�Ò�ì��µ��»�¯�¼×��Ł>�ì�FĮû�ććăĈĺăāăāłĮ�>��Ò�ÍÜǞ��Î��Ü±Á��µ���Ü-
dal de los grandes ríos Paraná y Paraguay a mínimos históricos2, generando 
graves problemas ambientales y económicos, impactando en la población ri-
bereña que vive de la pesca y en el transporte de cargas, por el gran volumen 
ì��µ���±Á��ÁÒ×Á���µ�øµ�×������ëÌÁÎ×��¯Â¼���¯»ÌÁÎ×��¯Â¼Į��µ��Ò×¯�±���¯õ�Üµ×��µ��
navegación y eleva el costo de transporte, asociado con la mediterraneidad 
��µ�V�Î�©Ü�ìĮ�\�©Ý¼��ëÌ�Î×ÁÒ��»�¯�¼×�µ¯Ò×�Òį��Ò×���Ò×¯�±����µ�ÎǞÁ��Ò×���¯Î��-
tamente vinculado con la destrucción de la selva amazónica, que afecta a la 
zona del Pantanal, compartida entre Brasil, Paraguay y Bolivia, de la cual 
depende su caudal3.

Las medidas de aislamiento general decretadas por la pandemia de la co-
vid-19 paralizaron la economía y la vida nacional, en las primeras semanas 
���¨ÁÎ»��×Á×�µ�ì�µÜ�©Á��Á¼�Î�Ò×Î¯��¯Á¼�Ò�Î�µ�±���Ò�©Î��Ü�µ»�¼×�į��Ò×��Á�×Ü-
bre. Las medidas tuvieron impactos importantes en las actividades laborales 
ì���Á¼Â»¯��Ò��¼�©�¼�Î�µį�×�¼×Á��¼��µ�Ò��×ÁÎ�ÌÝ�µ¯�Á��Á»Á��¼��µ�ÌÎ¯å��ÁĮ

>�Ò� ��×¯å¯����Ò� ì� µÁÒ� Ò�Îå¯�¯ÁÒ� ��Ò¯�ÁÒ� ¨�Î»���Ü×¯�ÁÒį� õ¼�¼�¯�ÎÁÒį� ÒÜÌ�Î-
mercados y almacenes de barrios fueron la excepción en todo el ciclo, previa 
��ÁÌ�¯Â¼����ÌÎÁ×Á�ÁµÁÒĮ��µ�Ò��×ÁÎ����µ���Á¼Ò×ÎÜ��¯Â¼����Á�Î�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ÌÜ�Á�

1 “Incendios forestales en el Paraguay y la crisis ambiental”, *X\UD�3DUDJXD\, 5 de octubre de 2020, http://guyra.org.py/
incendios-forestales-en-el-paraguay-y-la-crisis-ambiental/.

2 “Nivel del río”, 'LUHFFLµQ�GH�0HWHRURORJ¯D�H�+LGURORJ¯D, acceso el 30 de octubre de 2020, https://www.meteorologia.gov.py/
nivel-rio/.

3 “El río Paraguay alcanza su nivel más bajo debido a la sequía extrema” [Archivo de video], Euronews, 12 de octubre de 
2020, https://www.youtube.com/watch?v=NOiFEQf2OoY.
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continuar luego de las dos primeras semanas, con avances en alcantarillado4 
y servicio de agua potable5.

�µ�Ì�ÍÜ�ÀÁ��Á»�Î�¯Á����å�¼���ÁÎ�Ò��¼�µÁÒ��ÒÌ��¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�ì�µÁÒ�Ò�Îå¯�¯ÁÒ�
domiciliarios informales fueron directamente afectados por la cuarentena, 
seguidos por los comercios en general, restaurantes, hoteles y turismo. Estas 
��×¯å¯����Ò�Á�ÜÌ���¼��µ�ĆăįĂŧ����µ��¨Ü�Îñ�����×Î���±Á��¼�ăāĂĊį�����Ǟ��µ�©Î�¼�
impacto de la cuarentena en el empleo6Į��¼��µ���ÒÁ���µ�×Î�¼ÒÌÁÎ×�����Ì�Ò�±�-
ros, el sector empresarial habla de situaciones de crisis7. 

Otro gran impacto fue la caída del comercio fronterizo con el Brasil, espe-
cialmente en las capitales departamentales de la frontera, que afectó a co-
merciantes, clientes y empresas conexas, interdependientes a ambos lados 
de la frontera8. Esta crisis, sin embargo, está relacionada con la tendencia 
decreciente de este comercio, debido a la mayor apertura de la economía 
brasileña a las importaciones, particularmente las de origen asiático, sin que 
se hayan previsto alternativas viables.

eL FonDo De emergenCia

>��>�ì�����»�Î©�¼�¯��\�¼¯×�Î¯��ŁFĮû�ćĆăąĺăāăāł�ì�ÒÜÒ�»Á�¯õ���¯Á¼�Ò9 estable-
cieron medidas presupuestarias y administrativas; de protección al empleo y 
»¯×¯©��¯Â¼�õ¼�¼�¯�Î�Ĺ����õ¼�¼�¯�»¯�¼×Áį�ì����×Î�¼ÒÌ�Î�¼�¯��ì�Î�¼�¯�¯Â¼����
�Ü�¼×�ÒĮ�>�Ò�»��¯��Ò����ÌÁµǞ×¯���õÒ��µ���ÁÌ×���Ò�×�¼�Î�¼�¯»Ì��×Á���»��¯�¼Á�
ì�µ�Î©Á�Ìµ�ñÁÒį��¼�Î�µ��¯Â¼��Á¼�µ����¼×¯�������Î��ÜÎÒÁÒ�õ¼�¼�¯�ÎÁÒ�»Áå¯µ¯ñ��ÁÒį�
�¼�Ì�Î×¯�Üµ�Îį��ÒÁ�¯��Á��Á¼�µÁÒ���µ��Î��¯×Á�ÌÝ�µ¯�Á����ÁÎ¯©�¼��ë×�Î¼ÁĮ

Entre las disposiciones estuvo la creación del Fondo de Emergencia de 1.600 
»¯µµÁ¼�Ò�����Âµ�Î�Òį�õ¼�¼�¯��Á�»��¯�¼×��µǞ¼��Ò�����Î��¯×Á�ÌÝ�µ¯�Á��ë×�Î¼Áį�
en el contexto de un Estado sobreendeudado, en relación con su capacidad 
de recaudación y de pago. Además del fondo, la ley orientó a los requeri-
mientos de emergencia sanitaria y sus efectos económicos y sociales, los em-
préstitos que se encontraban en trámites administrativos.

4 “Continúan trabajos de alcantarillado sanitario en Asunción”, 0LQLVWHULR�GH�2EUDV�3¼EOLFDV�\�&RPXQLFDFLRQHV, 26 de octubre de 
2020, en https://www.mopc.gov.py/index.php/noticias/continuan-trabajos-de-alcantarillado-sanitario-en-asuncion.

5 “Inician obras para mejorar servicio de agua potable en Asunción”, (VVDS, 30 de octubre de 2020, http://www.essap.com.
py/inician-obras-para-mejorar-servicio-de-agua-potable-en-asuncion/.

6 “Bacigalupo: COVID-19 afectó al 52,1% de los que tenían empleo hasta diciembre pasado”, $%&�&RORU, 15 de junio de 
2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/06/15/bacigalupo-covid-19-afecto-hasta-diciembre-pasado-al-521-de-
los-que-tenian-empleo/.

7 “Crisis del transporte terrestre nacional e internacional”, $%&�&RORU, 30 de agosto de 2020, https://www.abc.com.py/edicion-
impresa/suplementos/economico/2020/08/30/crisis-del-transporte-terrestre-de-pasajeros-del-interior-e-internacional/.

8 El “turismo de compra” o la triangulación de las importaciones paraguayas orientadas a la demanda brasileña y de 
otros orígenes, por sus ventajas comparativas derivadas de los reducidos impuestos internos y a la importación.

9 Ley N.° 6524/2020, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, acceso el 30 de octubre de 2020, https://www.
bacn.gov.py/buscar/buscar?s=Ley+N%C2%B0+6524%2F20.
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El Fondo de Emergencia propone invertir fuertemente en el sistema de sa-
µÜ��ÌÝ�µ¯���ì�Î�å�Î×¯Î�ÒÜ����¯µ¯�����Ò×ÎÜ�×ÜÎ�µį�ÌÎ�Ì�Î�¼�Á�µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�
Ì�Î���¼¨Î�¼×�Î� µ��Ì�¼��»¯�į��ÒǞ��Á»Á��µ�Ì�©Á����©Î�×¯õ���¯Á¼�Ò�Á��Ò¯Á¼�-
les y contratación temporal del personal de salud. Con las demás medidas 
adoptadas se busca contener la profundización de la crisis económica y la 
crisis social emergente; la caída masiva del empleo y de los ingresos. Esto, 
»��¯�¼×���Ò×Î�×�©¯�Ò�����Á¼×�¼�¯Â¼�ÒÁ�¯�µį�ÒÜ�Ò¯�¯ÁÒ���Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±��Á-
Î�Ò�¯¼¨ÁÎ»�µ�Òį��Á»Ì�¼Ò��¯Á¼�Ò���µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�¨ÁÎ»�µ�Ò�ì��ìÜ-
da alimentaria10 (cuadro 1), a los que se suman medidas de exoneraciones y 
ÌÎÂÎÎÁ©��×�»ÌÁÎ�µ���µ�Ì�©Á����Ò�Îå¯�¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ���Ò¯�ÁÒ11.

Cuadro 1. Fondo de Emergencia, su distribución y 

asignación (en millones de dólares)

proyecto asignado

Fondo de Emergencia Sanitaria. Total 1.600,0 1.183,0 

Salud 514,0 127,0 
MSPyBS 124,0 
Hospital de Clínicas - FCM/UNA 3,0 
Servicios sociales y compromisos del Estado 534,0 521,0 
Personal médico, docente, fuerzas públicas (FFAA y PN) b 300,0 
Personas adultas mayores, Tekoporã b 82,0 
Jubilaciones b 59,0 
Servicio de la deuda pública b 77,0 
Indi, MJ, MTESS b 3,0 
Mipymes y capitalización 61,0 61,0 
AFD - CAII - Essap b 61,0 
Subsidio servicios básicos 48,0 48,0 
ANDE - Essap b 48,0 
Protección social 426,0 426,0 
Pytyvõ, subsidio a personas trabajadoras informales 300,0 300,0 
IPS, compensación a personas trabajadoras aseguradas 100,0 100,0 
Ñangareko, ayuda alimentaria - SEN b 26,0 

Fuente: Ministerio de Hacienda (Ley N.º 6524/2020).

10� /D�KDELOLWDFLµQ�GH�FXHQWDV�EDQFDULDV��ȑQDQFLHUDV�\�ELOOHWHUDV�HOHFWUµQLFDV�SDUD�OD�UHDOL]DFLµQ�GH�ORV�SDJRV�D�ORV�
EHQHȑFLDULRV�WDPEL«Q�EHQHȑFLD�DO�VLVWHPD�EDQFDULR�\�D�ORV�QHJRFLRV�ȑQDQFLHURV�GH�ODV�WHOHIµQLFDV��GH�DK¯�TXH�ODV�
PHGLGDV�HMHFXWDGDV�FRPELQDQ�\�PXHYHQ�GLYHUVRV�VHFWRUHV�SURGXFWLYRV��FRPHUFLDOHV��ȑQDQFLHURV��/RV�VXEVLGLRV�
PRQHWDULRV�VH�GHPRUDURQ��VLQ�HPEDUJR��SRU�GLȑFXOWDGHV�SDUD�FRQIHFFLRQDU�XQ�OLVWDGR�GHSXUDGR�GH�ODV�SHUVRQDV�
EHQHȑFLDULDV��3RU�RWUD�SDUWH��OD�/H\�GH�$SR\R�\�$VLVWHQFLD�D�ODV�2OODV�3RSXODUHV�HQ�7RGR�HO�7HUULWRULR�GH�OD�5HS¼EOLFD�GHO�
Paraguay (N.º 6603/2020) carece de reglamentación e implementación.

11� ([RQHUDFLµQ�GHO������DO�FRQVXPR�GH�HOHFWULFLGDG�KDVWD�����PLO�JXDUDQ¯HV��SUµUURJD�\�UHȑQDQFLDPLHQWR�SDUD�HO�
consumo mayor a dicho monto. Exoneración al consumo domiciliario del agua de la Essap, y prórroga del pago del 
servicio telefónico de Copaco, entre marzo y septiembre.
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eL pLan De reCUperaCión eConómiCa

El Plan de Recuperación Económica se planteó con base en el fortalecimiento 
���µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�õ¼�¼�¯�Î�Ò�ÌÝ�µ¯��Òį�ì�µ��Î��Ò×ÎÜ�×ÜÎ��¯Â¼����ÌÎÁì��×ÁÒ�
�¼��±��Ü�¯Â¼į�õ¼�¼�¯��ÁÒ��Á¼��Î��¯×ÁÒ����µÁÒ�ÁÎ©�¼¯Ò»ÁÒ�õ¼�¼�¯�ÎÁÒ�¯¼×�Î-
nacionales y en trámites administrativos. El costo total del plan fue estimado 
en un poco más de 2.500 millones de dólares12.

En este plan, las medidas vinculadas con la contención de la crisis econó-
mica tienen prevista la recuperación a largo plazo, y están asociadas, por 
Ü¼�µ��Áį��Á¼�µ��¯¼å�ÎÒ¯Â¼�ÌÝ�µ¯���Ì�Î��µ���Î���¯Â¼�����»Ìµ�ÁÒ��¯Î��×ÁÒ���¯¼-
directos en todos los departamentos del país; es la partida más importante, 
Ćąŧ���µ�×Á×�µĮ�VÁÎ�Á×ÎÁ�µ��Áį��Ò×�¼��ÒÁ�¯���Ò��Á¼��µ�õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�ÌÝ�µ¯�Áį���
través del Banco Nacional de Fomento (BNF), para la reconversión laboral y 
empresarial del sector privado y la formalización de las mipymes. Asimismo, 
con el fondo de garantías para la construcción de viviendas, a través de la 
Agencia Financiera de Desarrollo (AFD), con un costo total previsto del 27% 
sobre el total. 

Por otra parte, el descuento al comercio fronterizo –del IVA y del impues-
×Á�Ò�µ��×¯åÁ��µ��Á¼ÒÜ»Á�Ł2\�ł�ÒÁ�Î��Ü¼�øµÜ±Á��Á»�Î�¯�µ����ăĮĉĊĂ�»¯µµÁ¼�Ò����
dólares– ocupa el 19% del total previsto, favoreciendo a los comerciantes de 
dichas zonas.

El costo previsto de 250 millones de dólares para el subsidio monetario de 
500.000 guaraníes –hasta cuatro veces (de agosto a diciembre)–, a 770.000 
Ì�ÎÒÁ¼�Ò� ×Î���±��ÁÎ�Ò� ¯¼¨ÁÎ»�µ�Ò�����Ò×��Ìµ�¼� Ł�Ü��ÎÁ�ăłį��ì�ÍÜ��ÒÜ»�Î�
al Fondo Social del Plan de Emergencia, que prevé para el mismo grupo 
social otros 300 millones de dólares (cuadro 1). Es decir, un total de 550 mi-
llones de dólares, equivalentes a 3 billones 510 mil millones 650 millones de 
guaraníes.

12 “El Gobierno paraguayo presenta su plan de recuperación económica ante el COVID-19”, ICEX, 2 de julio de 2020, 
https://www.icex.es/icex/es/Navegacion-zona-contacto/revista-el-exportador/noticias/NEW2020855738.html.
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Cuadro 2. Plan de Recuperación Económica. Agosto-

diciembre 2020 (en millones de dólares)

descripción
millones 

de usd
%

Fondos para la recuperación económica 2.500,0 100%

Inversión pública, para crear empleos directos e 

indirectos, en todos los departamentos del país 1.360,3 54%

Créditos para el desarrollo, a largo plazo, para la reconversión 
laboral y empresarial del sector privado (BNF), formalización 
de las mipymes y fondo de garantía de la vivienda (AFD)

675,0 27%

Fondo de Protección Social, Ingresos e Integración 465,3 19%

Subsidio de Gs. 500.000 hasta 4 veces (agosto a diciembre) 
para 770.000 personas trabajadoras informales 250,0 b

Descuento al comercio fronterizo del % del IVA y 
del impuesto selectivo al consumo (ISC) sobre un 
ȠOXMR�DSUR[LPDGR�GH�86'�������PLOORQHV

215,3 b

Fuente: Elaboración propia con base en www.presidencia.gov.py/noticias.

La ejeCUCión DeL pLan De emergenCia 
Y La renDiCión De CUenTaS

>��Î�¼�¯�¯Â¼�����Ü�¼×�Ò�ÒÁ�Î��µ���±��Ü�¯Â¼���µ�*Á¼�Á�����»�Î©�¼�¯�į��¼×��µ��
creciente preocupación social sobre el nivel y la tendencia del endeudamien-
×Á�ÌÝ�µ¯�Áį�ì��µ��Á¼×�ë×Á����µ���µ�å�����ÁÎÎÜÌ�¯Â¼�ÌÝ�µ¯��ŅÌÎ¯å����¯»Ì�Î�¼×�į�
se está implementando por medio de una plataforma digital, actualizada por 
µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò��±��Ü×ÁÎ�ÒĮ

�µ�õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á���µ�*Á¼�Á�����»�Î©�¼�¯�į�ÌÎ�å¯Ò×Á��¼�ĂĮćāā�»¯µµÁ¼�Ò����
�Âµ�Î�Òį��Ý¼�¼Á�¨Ü��¯¼×�©Î��Á��¼�ÒÜ�×Á×�µ¯������¯¼¯�¯ÁÒ����¼Áå¯�»�Î�į�Ò¯¼Á�
en 1.240 millones de dólares (78%), como lo evidencia el cuadro 3. De este 
total, 1.000 millones provienen de bonos externos y 240 millones de dólares 
forman parte de dos préstamos contratados con el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID) y otro con el Banco Mundial (BM). Esta información es 
¯»ÌÁÎ×�¼×���Á¼Ò¯��Î�Îį�ÌÜ�Ò��¼�µ��Î�¼�¯�¯Â¼�����Ü�¼×�Ò�ÒÁ�Î��µ���±��Ü�¯Â¼����
µ�Ò� ×Î�¼Ò¨�Î�¼�¯�Ò��� µ�Ò� ¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò��±��Ü×ÁÎ�Ò���¼Á»¯¼����ŊVÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á�
y avances de recursos”13 se parte de un presupuesto total integrado por los 
recursos previstos en la Ley de Emergencia Sanitaria de 1.600 millones de 

13 “Mapa de Inversiones Covid 19, Paraguay”, 5LQGLHQGR�&XHQWDV, acceso el 30 de octubre de 2020, https://www.
rindiendocuentas.gov.py/covid/FichaCovid.
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dólares y de otros 390 millones de dólares de préstamos en trámites adminis-
×Î�×¯åÁÒ�Ł�Ü��ÎÁ�ąłĮ��µ�©Î��Á�����±��Ü�¯Â¼����µ�Ò�×Î�¼Ò¨�Î�¼�¯�Ò��Ò��Ò×¯»��Á�
sobre dicho monto total de 1.990 millones de dólares, traducido en millones 
de guaraníes, lo cual es un error –como se evidencia en el cuadro 3–, pues el 
¨Á¼�Á����ĂĮćāā�»¯µµÁ¼�Ò�����Âµ�Î�Ò�¼Á�Ò����¯¼×�©Î��Á��Ý¼��¼�ÒÜ�×Á×�µ¯���Į

Cuadro 3. Fondo de Emergencia. Financiamiento externo previsto y 

contratado (millones de dólares al 7 de noviembre de 2020)

acreedores
previsto contratado

1.600 1.240

0HUFDGR�ȑQDQFLHUR�LQWHUQDFLRQDO�SULYDGR� Bonos externos 1.000 1.000

Banco Interamericano de Desarrollo (BID) b 210

(i) Tasa de interés variable: 2,11% b b
Plazo: 19 años, con 5 años de gracia 160 b
�LL��7DVD�GH�LQWHU«V�ȑMD��������� b b
Plazo: 24 años, con 7 años de gracia 50 b
Banco Mundial (BM) b b
Tasa de interés variable: 2,69 % b b
Plazo: 30 años, con 7 años de gracia 30 30

En gestión de trámites 360 b

)XHQWH��KWWSV���ZZZ�ULQGLHQGRFXHQWDV�JRY�S\�FRYLG�SHUȑOSUHVWDPR�

�¼�å¯Ò×�����¯�Á��ÎÎÁÎį��¼��µ��Ü��ÎÁ�ą�ÒÁµÁ�Î�©¯Ò×Î�»ÁÒ�µ�Ò�×Î�¼Ò¨�Î�¼�¯�Ò��±�-
�Ü×���Ò��Ò×�� µ��ÌÎ¯»�Î�� Ò�»�¼�����¼Áå¯�»�Î�� Ò�©Ý¼��¯�Á� ¯¼¨ÁÎ»�į�ÌÁÎ�
cada programa, por un total de 7 billones 457 mil millones 231 millones de 
©Ü�Î�¼Ǟ�Òį�Ò¯¼��Ò×¯»�Î��µ�©Î��Á�����±��Ü�¯Â¼į�Ò¯¼Á��µ�ÌÁÎ��¼×�±�����Ì�Î×¯�¯Ì�-
ción en este total, de cada sector o programa de inversión. Cabe mencionar 
×�»�¯�¼�ÍÜ��µ�Ò�ÒÜ»�Ò�×Î�¼Ò¨�Î¯��Ò���µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò��±��Ü×ÁÎ�Ò�ÒÁ¼�Î��ÜÎ-
ÒÁÒ���Ò�Î�©�Ò×��ÁÒ�Ò�©Ý¼��µ���µ�¼��Î¯Á�����±��Ü�¯Â¼���������Ü¼������µµ�Òį�ì�¼Á�
¯»Ìµ¯���ÍÜ��µ���±��Ü�¯Â¼����µ�Ò����¯Á¼�Ò�ì���Ò×���Á¼�µÜ¯�����µ��¨����¯¼�¯����Į

>ÁÒ�ÌÎÁ©Î�»�Ò����µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò���¼�õ�¯���Ò�µµ�å�¼�µ���ë×�¼Ò¯Â¼��Áå¯�ŅĂĊ�
y corresponden a las siguientes: Ministerio de Hacienda (MH), Presiden-
�¯����� µ��X�ÌÝ�µ¯���ŁVX�žłį�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ�
ŁE\Vì�\łį�E¯¼¯Ò×�Î¯Á� �����Ò�ÎÎÁµµÁ� \Á�¯�µ� ŁE�\łį�E¯¼¯Ò×�Î¯Á� ��� aÎ���±Áį�
Empleo y Seguridad Social (MTESS), Ministerio de Justicia/Programa Ins-
tituciones Carcelarias (MJ), Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), 
E¯¼¯Ò×�Î¯Á����K�Î�Ò�VÝ�µ¯��Ò�ì��Á»Ü¼¯���¯Á¼�Ò�ŁEKV�łį�2¼Ò×¯×Ü×Á����VÎ�å¯-
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sión Social (IPS), Agencia Financiera de Desarrollo (AFD) y Crédito Agrícola 
de Habilitación (CAH).

Lo llamativo es que, de dicho total, solo el 7% fue transferido a Salud, al 
E\Vì�\į��¼�ÒÜ�»�ìÁÎ�Ì�Î×�į�ì��µ�0ÁÒÌ¯×�µ�����µǞ¼¯��Òĺ*�EŅfFžĮ�>���±��Ü-
ción del MSPyBS corresponde a los programas de Atención Integral ante 
Emergencia Sanitaria (AES), Equipamiento y Gestión Administrativa para 
el Funcionamiento Institucional. En el caso del Hospital de Clínicas/FCM/
UNA, corresponde al programa de Atención Integral AES.

Las más importantes partidas fueron transferidas para la recuperación eco-
nómica (MOPC, MH/Pytyvõ, MAG); las mipymes (MH, CAH, AFD, MOPC) y 
la protección social (MH, IPS, SEN).

También es elevada la transferencia para el programa Financiamiento del 
Estado, 19% del total transferido para el Ministerio de Hacienda, que cubrió 
�Á¼��¯�ÁÒ�»Á¼×ÁÒĭ��µ�Ì�©Á�×�»ÌÁÎ�µ����±Ü�¯µ��¯Á¼�Ò�ì�Ì�¼Ò¯Á¼�Òį�Ò�Îå¯�¯ÁÒ�
���µ����Ü���ÌÝ�µ¯���ì�Ì�¼Ò¯Â¼���Ì�ÎÒÁ¼�Ò���Üµ×�Ò�»�ìÁÎ�ÒĮ�K×Î�Ò��±��Ü×ÁÎ�Ò�
son el MDS, MJ y MTESS.

Cuadro 4. Recursos previstos y transferencias ejecutadas del Fondo 

de Emergencia (millones de dólares y guaraníes, y porcentajes 

de participación)* Tipo de cambio: Gs. 6.383 por dólar.

ʂ
recursos 
previstos

corregidos 

Art. 33, por 1.600 millones de dólares 10.211.000 10.212.800

Art. 35, por 390 millones de dólares 2.490.000 2.489.370

TOTAL 1.990 millones de dólares 12.701.000 12.702.170

millones 
de gs.

% de 
participación

Transferencias ejecutadas al 

9/11/2020 (en millones de Gs.)
7.457.231 100%

1. Salud 503.077 7%
2. Reactivación económica 1.799.718 24%
3. Protección social 1.741.995 23%
4. Mipymes y capitalización 1.691.757 23%
5. Funcionamiento del Estado 1.393.663 19%
6. Subsidio a servicios públicos 306.719 4%
7. Otros 20.302 0%

Fuente: Ministerio de Hacienda, al 9 de noviembre de 2020 (https://www.rindiendocuentas.gov.py/).
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0�ì� ÍÜ�� ���¯Î� ÍÜ�� Ì�Î�� �µ� E0� ¼Á� �Ò� Ü¼� ÌÎÁ�µ�»�� µ�� ��±�� �±��Ü�¯Â¼� ��µ�
MSPyBS, ni de las demás instituciones, pues las divisas ingresadas, dis-
ponibles, forman parte de las Reservas Monetarias Internacionales, de la 
�Ü�¼×��g¼¯�����µ�a�ÒÁÎÁ�F��¯Á¼�µ�ì����µÁÒ�aǞ×ÜµÁÒ����µ����Ü���VÝ�µ¯��į��Î��-
da a inicios del gobierno de Horacio Cartes (Ley N.º 5097/2013) y reglamen-
tada por Decreto N.º 852/2014. Dicha ley permite utilizar temporalmente los 
recursos existentes de un programa a otro, donde hiciera falta, con la debi-
da aclaración, documentación y reposición para los programas afectados14. 
�Ò×��µ�ì���Ò¯�Á�»Á�¯õ�����Î��¯�¼×�»�¼×�į��¼�Î�µ��¯Â¼��Á¼�µ����»¯¼¯Ò×Î�-
�¯Â¼����µ����Ü���ÌÝ�µ¯��Į

Finalmente, dados los problemas históricos de gestión que tiene el sector 
ÌÝ�µ¯�Áį��ì�Î¯�Ò©ÁÒ������ÒÂÎ��¼�Ò���»¯¼¯Ò×Î�×¯åÁÒ�ì�õ¼�¼�¯�ÎÁÒ�ÌÁÎ�µ��©Î�¼�
cantidad de recursos disponibles, vinculados con las diversas acciones rea-
lizadas por instituciones en forma simultánea y con personal incorporado 
recientemente.

LoS inDiCaDoreS De La CriSiS SoCiaL

La contención de la crisis social a través de los subsidios y la compensación 
no anula sino amortigua la pérdida registrada en los ingresos de las perso-
¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�¨ÁÎ»�µ�Ò���¯¼¨ÁÎ»�µ�ÒĮ

VÁÎ�Á×ÎÁ�µ��Áį�Ò�©Ý¼�µÁÒ�¯¼�¯���ÁÎ�Ò���µ��»Ìµ�Á�ÌÎÁ�Ü�¯�ÁÒ�ÌÁÎ�µ���¯Î���¯Â¼�
General de Estadística, Encuestas y Censos (DGEEC), en el segundo trimes-
tre del año 2020, el periodo de mayores restricciones sociales y económicas, 
la población ocupada de 15 años y más disminuyó en -6%, afectando más a 
µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ŁŅĂāŧł�ÍÜ����µÁÒ�Á»�Î�Ò�Ł�Ü��ÎÁ�ĆłĮ��¼��µ�»¯Ò»Á�Ì�Î¯Á�Áį�µ��ÒÜ-
�Á�ÜÌ��¯Â¼�å¯Ò¯�µ��ŁÎ�µ��¯Á¼�����Á¼�µ���ë×�¼Ò¯Â¼����µ��±ÁÎ¼�������×Î���±Á�»�-
nor a 30 horas a la semana y un salario menor al mínimo legal) aumentó 16%, 
ÌÎÁ»��¯Á�ÍÜ��ÒÜ�����»�Ò���µ��Á�µ���¼��µ���ÒÁ����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ŁĄąŧłĮ

>��ÒÜ�Á�ÜÌ��¯Â¼�¯¼å¯Ò¯�µ�į�Î�µ��¯Á¼�����Á¼��µ�×Î���±Á��¼�ÁÎ�Î¯Á��ë×�¼�¯�Áį�
de más de 30 horas a la semana, y con ingresos inferiores al mínimo (sobre-
�ëÌµÁ×��¯Â¼łį���±Â����Ò�Î�Î�©¯Ò×Î�����¼�µ�Ò��¼�Ü�Ò×�Ò����Á©�Î�Ò����µ���+���į�
a pesar de que era el doble o más que la subocupación visible.

14 Lila Molinier, “¿Hacia un desarrollo humano y sostenible?”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 
2014), 42-43.
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Cuadro 5. Población ocupada y subocupada. 1er. y 2do. 

trimestres 2020 (en números y porcentajes)

Población ocupada 1er. trimestre 2do. trimestre Variación En %
Total 3.321.068 3.133.673 187.395 -6%
Hombre 1.950.446 1.894.301 56.145 -3%
Mujer 1.370.622 1.239.372 131.250 -10%

Población subocupada
Total 209.273 243.324 34.051 16%
Hombre 103.984 102.125 1.859 -2%
Mujer 105.289 141.199 35.910 34%

Población desocupada
Total * 285.904 474.667 188.763 66%

* Incluye a 217.904 personas que perdieron su trabajo y no pudieron buscar otro por la cuarentena y que la DGEEC las 
considera “inactivos circunstanciales”. Fuerza de trabajo total 2do. semestre 2020 es 3.390.555 personas.

Fuente: Elaboración propia según DGEEC, Encuesta Permanente de Hogares Continua (EPHC), segundo semestre 2020, 
covid-19.

En cuanto a la desocupación, existe una controversia15Į� \�©Ý¼� µÁÒ� Î�ÒÜµ×�-
dos de la EPHC del segundo trimestre 2020, el indicador de la desocupación 
ŁÌÁ�µ��¯Â¼����ĂĆ��ÀÁÒ�ì�»�Òį�ÍÜ��Ì�Î�¯Â�ÒÜ�×Î���±Á�ì��Ò×���ÜÒ��¼�Á�Á×ÎÁł��Ü-
mentó en 255.274 personas entre el segundo trimestre 2019 y del 2020, y en 
235.497, si se compara con el primer trimestre 2020. 

En este grupo, que hace la diferencia entre el primer y segundo trimestre de 
��ÒÁ�ÜÌ��ÁÒį�ăĂĈĮĊāą�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�Ì�Î�¯�ÎÁ¼�ÒÜ�×Î���±Áį��Ò×�¼��¯ÒÌÁ¼¯�µ�Ò�Ì�Î��
×Î���±�Îį�Ì�ÎÁ�¼Á�ÌÜ�¯�ÎÁ¼��ÜÒ��Î�×Î���±Á����¯�Á���µ�Ò�»��¯��Ò�Î�Ò×Î¯�×¯å�ÒĮ�
De ahí que la DGEEC las denomina “inactivos circunstanciales” en lugar de 
personas desocupadas. Es decir, la cuarentena por la pandemia de la covid-19 
©�¼�ÎÂ��ÁÒ�©ÎÜÌÁÒ������ÒÁ�ÜÌ��ÁÒĭ�Ăł����µÁÒ�ÍÜ��Ì�Î�¯�ÎÁ¼�ÒÜ�×Î���±Á�ì��¯±�-
ÎÁ¼�ÍÜ���Ò×Üå¯�ÎÁ¼��ÜÒ��¼�Á�¼Ü�åÁ�×Î���±Á�ŁăĆćĮĉĉăłĹ�ì�ăł�µÁÒ�ÍÜ��Ì�Î�¯�ÎÁ¼�
ÒÜ�×Î���±Á�ì�¼Á�ÌÁ�Ǟ�¼��ÜÒ��Î�Á×ÎÁ�ÌÁÎ�µ���Ü�Î�¼×�¼��ŁăĂĈĮĊāąłį�ÌÁÎ�µÁ�ÍÜ��µÁÒ�
llama “inactivos circunstanciales” y no desocupados. 

ž»�ÁÒ�©ÎÜÌÁÒ�Ì�Î�¯�ÎÁ¼�ÒÜ�×Î���±Á�ì��Ò×�¼���ÒÁ�ÜÌ��ÁÒį�ì�ÒÜ»�¼�Ü¼�×Á×�µ�
���ąĈąĮĈĉć�Ì�ÎÒÁ¼�Òį�µÁ�ÍÜ���ÍÜ¯å�µ���µ�Ăąŧ�ÒÁ�Î��µ��¨Ü�Îñ�����×Î���±Á�Á�ÌÁ�µ�-
�¯Â¼���Á¼Â»¯��»�¼×����×¯å�Į�v�µÁ�ÍÜ���������å�Î×¯Î��Ò�ÍÜ��±ÜÒ×�»�¼×��µ���Ü�-
Î�¼×�¼��ÌÁÎ�Ì�¼��»¯��¯¼�¯����¼�µ��¯»ÌÁÒ¯�¯µ¯��������ÜÒ��Î�×Î���±Áį����¯�Á���
la desactivación y el enlentecimiento de la recuperación laboral y económica. 

15 Los resultados de la EPHC del segundo semestre 2020 vienen acompañados de un documento sobre los ajustes 
PHWRGROµJLFRV�GH�OD�(3+&�VHJXQGR�WULPHVWUH��TXH�FDEH�FRQVLGHUDU�SDUD�ȑQHV�FRPSDUDWLYRV�FRQ�OD�VHULH�GH�(3+&�
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Ahora bien, agrupadas las cifras de la subocupación visible y la desocupación 
corregida, tenemos un total aproximado a 717.992 personas económicamen-
×����×¯å�Ò�ÍÜ��Ò���¼�Á¼×Î���¼��¼��µ�Ò�©Ü¼�Á�×Î¯»�Ò×Î��ăāăā��Á¼��¯õ�Üµ×���Ò�
en el empleo y el ingreso laboral.

LoS inDiCaDoreS De La CriSiS eConómiCa

�µ���¼�Á���¼×Î�µ���µ�V�Î�©Ü�ì�Ł��Vł�×�¼Ǟ�į���õ¼�Ò����¨��Î�ÎÁ����ăāăāį�Ü¼��
predicción de crecimiento anual del PIB de 4,1%, de recuperación de la crisis 
201916. Pero a inicios del segundo semestre, las predicciones cambiaron hacia 
una caída anual del PIB de -3,5%, por el impacto de la caída en el segundo 
trimestre de la producción de los servicios, la electricidad y la manufactura, 
entre -11 y -6%, y de los impuestos a los productos del -14%.

V�Î��õ¼�Ò����Á�×Ü�Î�į�Ò¯¼��»��Î©Áį�µ�Ò�ÌÎ��¯��¯Á¼�Ò�����Î��¯»¯�¼×Á�¨Ü�ÎÁ¼�
�±ÜÒ×���Ò���Ü¼����Ǟ����¼Ü�µ����ŅĂįĆŧ�Ł©Î�õ�ÁÒ�Ă�ì�ăł��Á¼���Ò���¼�µ��Î��ÜÌ�-
ración del sector agrícola y de la construcción que, como sabemos, están 
asociadas principalmente con las grandes empresas nacionales y transna-
cionales agroexportadoras, en el primer caso; y las grandes empresas cons-
×ÎÜ�×ÁÎ�Ò��Á¼×Î�×¯Ò×�Ò���µ��Ò×��Áį�Ì�Î��µ�Ò�Á�Î�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò���µ�Ò�ÍÜ���ÌÁÒ×Â��µ�
Gobierno nacional, en el segundo.

*U£ȑFR����3DUDJXD\��(YROXFLµQ�GHO�3,%�HQ�*V��FRQVWDQWHV�
de 2014 (a precios de comprador)

 

Fuente: BCP, 2020, Anexo Estadístico del IEE, 28 de octubre de 2020.

16 “Anexo Estadístico del Informe Económico”, %DQFR�&HQWUDO�GHO�3DUDJXD\, acceso el 13 de noviembre de 2020, https://www.
bcp.gov.py/anexo-estadistico-del-informe-economico-i365.
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*U£ȑFR����3DUDJXD\��3RUFHQWDMHV�����GH�FUHFLPLHQWR�
real del PIB (a precios de comprador)

Fuente: BCP, 2020, Anexo Estadístico del IEE, 28 de octubre de 2020. 

Estudios de organismos internacionales y regionales como la Cepal conside-
ran a Paraguay como uno de los pocos países que serán menos impactados 
por los efectos asociados con la covid-1917.

v��Ò�ÍÜ�į�ÌÁÎ��±�»ÌµÁį�Ü¼�ÌÁÎ��¼×�±������Î��¯»¯�¼×Á���µ�ąŧį����Î��ÜÌ�Î��¯Â¼�
de la crisis 2019 y 2020, para una base relativamente pequeña como el PIB 
de Paraguay, no es tan difícil, ya se ha logrado tras las crisis de 2009 y 2012 
Ł�Á»Á�µÁ�»Ü�Ò×Î���µ�©Î�õ�Á�ăł��Á¼��µ��Ü»�¼×Á����µ����»�¼�����µ�»�Î���Á�̄ ¼-
ternacional de los rubros de agroexportación (granos oleaginosos, cereales, 
carne vacuna y sus derivados y los aceites vegetales). Además, con el aumen-
×Á��Á¼Ò¯��Î��µ�����µ��¯¼å�ÎÒ¯Â¼�ÌÝ�µ¯�����Ò�����¼��µ��¼��Ü��»¯�¼×Á�ÌÝ�µ¯�ÁĮ�
Estos factores vuelven a estar presentes, así como los riesgos de la sostenibi-
µ¯��������¯�Á��Î��¯»¯�¼×Á�ÌÁÎ�µ����Ì�¼��¼�¯�����µÁÒ�ÌÎÁì��×ÁÒ�õ¼�¼�¯��ÁÒ�
con crédito externo.

Asimismo, en relación con las probabilidades de la recuperación y el creci-
miento económico, cabe plantear que es el momento oportuno para discutir 
este modelo de crecimiento y sus límites (esencialmente, las crisis climática 
y ambiental experimentadas cada año, con efectos evaluables para la econo-
»Ǟ��ì�ÒÁ�¯������¼�ÒÜ��Á¼±Ü¼×ÁłĮ

17 Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), ,QIRUPH�(VSHFLDO�1�|���&29,'��� (Santiago: CEPAL, 2020).
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La CreCienTe DeUDa púbLiCa 

\��Ìµ�¼×��¼�ÌÎÁ�µ�»�Ò����ÒÁÒ×�¼¯�¯µ¯�������µ�Ò�õ¼�¼ñ�Ò�ÌÝ�µ¯��Òį�ÌÁÎ��µ����-
µ�Î��Á��¼��Ü��»¯�¼×Á�ÌÝ�µ¯�Á�Î��¯�¼×��ì��µ��Î��¯�¼×��Ì�©Á����µÁÒ�Ò�Îå¯�¯ÁÒ����
µ����Ü��į�µ����±��ÌÎ�Ò¯Â¼�×Î¯�Ü×�Î¯��ì��µ��±ÜÒ×��õÒ��µ���Ò���ăāĂąĮ�aÁ��Ò��Ò×�Ò�
variables fueron agudizadas por la Ley de Emergencia Sanitaria y su Fondo 
����»�Î©�¼�¯���Á¼���Ò���¼��µ��Î��¯×Á�ÌÝ�µ¯�Á��ë×�Î¼ÁĮ

Como resultado de la ley, entre abril y septiembre del presente año, el saldo 
���µ����Ü����ë×�Î¼���Î��¯Â�Ąāŧ�Î�ÒÌ��×Á����õ¼�Ò����ăāĂĊį�¼¯å�µ�ÒÁµÁ�ÒÜÌ�Î��Á�
en 2014, cuando el crecimiento interanual fue del 37%.

*U£ȑFR����3DUDJXD\��6DOGR�GH�OD�GHXGD�S¼EOLFD�WRWDO��
interna y externa (en millones de dólares)

Fuente: Elaboración propia, según datos de MH/DEP, Estadísticas Deuda Pública, serie 2003 - septiembre, 2020.

�µ�Ò�µ�Á����µ����Ü���ÌÝ�µ¯���×Á×�µ���Ò�Ì×¯�»�Î���Ò����ĂĂĮāĂĆįĆ�»¯µµÁ¼�Ò�����Âµ�-
Î�Ò�Ł©Î�õ�Á�Ąłį��ÍÜ¯å�µ�¼×���µ�ĄĂįĄ�ŧ���µ�V2�Į�\Ü��Î��¯»¯�¼×Á��Ò�¯»ÌÜµÒ��Á�ÌÁÎ�
el aumento de la deuda externa, cuyo saldo es de 9.436,3 millones de dólares, 
y ocupa casi el 86% del total, en el mismo periodo. En el cuadro 6 se puede ver 
ÍÜ���¯�Á��Î��¯»¯�¼×Á����µ����Ü���ÌÝ�µ¯��į�×�¼×Á�µ���ë×�Î¼���Á»Á�µ��¯¼×�Î¼�į�
Ò������Á��¼���Ò����Ü¼���¯å�ÎÒ¯õ���¯Â¼����µÁÒ�¯¼Ò×ÎÜ»�¼×ÁÒ������Ü��Į�

Total Interna Externa
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Cuadro 6. Paraguay. Indicadores de la deuda pública

indicadores de la 
deuda pública

millones 
de usd a 

septiembre 
2020

en % comentario

Saldo de la deuda 

pública total 
11.015,5 100% 31,3% del PIB

Saldo de la deuda 

pública externa
9.436,3 85,7% 26,8% del PIB

Préstamos externos 3.884,4 35,3% acreedores multi y bilaterales

Bonos externos 5.360,0 48,7% VHFWRU�ȑQDQFLHUR�
internacional privado

Proyecto “Llave en mano” 191,9 1,7% sector privado externo

Saldo de la deuda 

pública interna
1.579,2 14,3% 0.7% del PIB

Bono perpetuo con el BCP 561,8 5,1% BCP por deuda interna titulada

Bonos del Fondo de 
Garantía de Depósito 34,0 ����b público-privado, obligatorio

Bonos internos y otros* 937,6 8,5% sector privado

Proyecto “Llave en mano” 45,8 0,4% sector privado

Servicios pagados sobre 

la deuda pública 2019
710,2 100% Amortizaciones e intereses

Sobre la deuda externa 519,1 73,1% Sobre bonos y préstamos externos

Sobre la deuda interna 191,1 26,9% Sobre bonos internos

*Otros. Probablemente incluya la deuda pública por el proyecto Alianza Público Privada, sobre la que no se informa de 
manera explícita.

Fuente: Ministerio de Hacienda/DEP. Estadísticas Deuda Pública, a septiembre de 2020.

En el caso de la deuda externa, los bonos externos llamados soberanos son los 
más importantes, pues ocupan casi el 49% de la deuda total, y está asocia-
da con tasas de interés más caras que los préstamos externos. Pero ambos 
¯¼Ò×ÎÜ»�¼×ÁÒ������Ü���ÒÁ¼�Î��ÜÎÎ�¼×�Ò�ì�±Ü¼×ÁÒ�Á�ÜÌ�¼��µ�ĉąŧ����µ����Ü���
total. No obstante, la modalidad Proyecto “Llave en mano”, considerado un 
õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á���ÎÁį�×�»�¯�¼��Î����©Î��Ü�µ»�¼×���¼�Î�µ��¯Â¼��Á¼�µ��¯¼å�Î-
Ò¯Â¼�ÌÝ�µ¯���å¯�µĮ

La deuda interna, por su lado, se mantiene estable por su crecimiento lento y 
©Î��Ü�µį�×�»�¯�¼��Á¼���Ò���¼��Á¼ÁÒ�¯¼×�Î¼ÁÒĹ��µ�õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á���µ�ÌÎÁì��×Á�
žµ¯�¼ñ��VÝ�µ¯�Á�VÎ¯å���į�×�»�¯�¼�å¯¼�Üµ��Á��Á¼�µ��¯¼å�ÎÒ¯Â¼�ÌÝ�µ¯���å¯�µį�ì�µÁÒ�
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ÌÎÁì��×ÁÒ�Ŋ>µ�å���¼�»�¼ÁŌį�õ¼�¼�¯��ÁÒ��Á¼�¨Ü�¼×�Ò�¼��¯Á¼�µ�Ò���µ�Ò��×ÁÎ�ÌÎ¯-
å��ÁĮ�aÁ�ÁÒ��µµÁÒ�©�¼�Î�¼�Ü¼����Î©��õ¼�¼�¯�Î��»�Ò���Î��ÍÜ��µ����Ü����ë×�Î¼�į�
en cuanto a las tasas de interés en relación con los plazos de vencimiento más 
�ÁÎ×ÁÒį�ÍÜ��¨ÁÎ»�¼�Ì�Î×�����µ��ÌÁµǞ×¯����¼�¨�åÁÎ���µ�Ò��×ÁÎ�õ¼�¼�¯�ÎÁ�µÁ��µĮ

�Ò×��Ò¯×Ü��¯Â¼�©�¼�Î���µ��Î��¯»¯�¼×Á�ÒÁÒ×�¼¯�Á����µ����Î©��õ¼�¼�¯�Î�����µÁÒ�
servicios de la deuda, las amortizaciones y los intereses, que a septiembre 
µµ�©Â���ĈĂā�»¯µµÁ¼�Ò�����Âµ�Î�Òį�ì�Ò���ÒÌ�Î��ÍÜ��Ì�Î��õ¼�����ÀÁ�µµ�©Ü����µÁÒ�
1.000 millones de dólares.

Algunos indicadores alertan sobre la situación generada con el proceso de 
�¼��Ü��»¯�¼×Á�ÌÝ�µ¯�Á���Ò�ÎÎÁµµ��Á���Ò����µ�ăāĂĄį����»�Ò����µ�Ò��Á¼�¯�¯Á-
nes de crisis e incertidumbre de 2019-2020, que son preocupantes por su im-
pacto en el corto y mediano plazos.

�¼��µ�©Î�õ�Á�ą�Ò��»Ü�Ò×Î��ÍÜ��µ����Ü����ë×�Î¼��ÒÜÌ�ÎÂ��¼�Ò�Ì×¯�»�Î���µ�¼¯å�µ�
���µ�Ò�Î�Ò�Îå�Ò�»Á¼�×�Î¯�Ò�¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ�Ò�ŁXE2łĮ��¼��µ�©Î�õ�Á�Ć�Ò��å��ÍÜ�į�
��õ¼�Ò���µ�Ì�Î¯Á�Á�ÌÎ�Ò¯��¼�¯�µ���×Ü�µ� ŁăāăĄł�ì��ÜÎ�¼×���µ�Ò¯©Ü¯�¼×��ŁăāăĄŅ
2028), vencen tres series de bonos, porque dos son parte de una misma serie, 
�ÁµÁ���ÁÒ� �¼� �µ�»�Î���Á�õ¼�¼�¯�ÎÁ� ¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ� �Ò×��ÁÜ¼¯��¼Ò�į� ÌÁÎ�Ü¼�
valor total de 1.880 millones de dólares, al mismo tiempo en que se seguirán 
contratando nuevos créditos, y pagando los intereses de los bonos y de los 
préstamos externos.

*U£ȑFR����3DUDJXD\��6DOGR�GH�OD�GHXGD�S¼EOLFD�WRWDO�\�
externa, y de las RMI (en millones de dólares)

Fuente: Elaboración propia, según datos de MH/DEP y BCP, serie 2003-2020.
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*U£ȑFR����3DUDJXD\��%RQRV�H[WHUQRV�VHJ¼Q�YDORU�\�
año de vencimiento (en millones de USD)

Fuente: MH, Bonos internacionales (http://www.economia.gov.py/dpe).

VÜ�Ò��¯�¼į�ĶÒ��±ÜÒ×¯õ����Ò×��Ò¯×Ü��¯Â¼��¼�µ��©�Ò×¯Â¼����µ��¯¼å�ÎÒ¯Â¼�ì�µ����Ü���
ÌÝ�µ¯��ĵ��Ò���Ò�µ��ÌÎ�Á�ÜÌ��¯Â¼�ÍÜ���ëÌÎ�Ò�¼�µ�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò������»¯-
cas, sociales y políticas que critican al gobierno de Mario Abdo Benítez por 
¯¼Ò¯Ò×¯Î��¼��µ��Ü»�¼×Á����µ����Ü���ÌÝ�µ¯����Á»Á�Ý¼¯����Ò×Î�×�©¯�����õ¼�¼�¯�-
»¯�¼×Á����µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Òį��¼×Î���µµ�Òį�µ�Ò�¯¼å�ÎÒ¯Á¼�Ò��¼�¯¼¨Î��Ò×ÎÜ�-
tura vial, que ni siquiera son puestas en discusión, y tampoco se toman en 
�Ü�¼×��µ�Ò�ÍÜ��©�¼�¼��Ò×��Á�ÌÝ�µ¯�Á���×Î�å�Ò�����Ò×Ü�¯ÁÒ18 y manifestaciones 
sociales.

Se estima que el aumento de la deuda externa en 30% entre diciembre de 
ăāĂĊ�ì�õ¼�Ò����Ò�Ì×¯�»�Î�����ăāăā��Î���Î��»�Ò�Ì�Î��õ¼�����ÀÁį�ÌÜ�Ò��¼�
Á�×Ü�Î��¨Ü�ÎÁ¼��ÌÎÁ���ÁÒ�¼Ü�åÁÒ�ÌÎ�Ò×�»ÁÒĮ�>Ü�©Á�Ò��å¯�¼���µ�Î�õ¼�¼�¯�-
miento de los 780 millones de dólares de bonos externos que vencen en 2023 
�ÒǞ��Á»Á�¼Ü�åÁÒ��Á¼ÁÒ�ÍÜ���µ��±��Ü×¯åÁ����¯����»¯×¯Îį�Ò¯¼�µ��¼���Ò¯�������
la aprobación del Congreso Nacional, como lo establece la nueva ley que 
�»ÌµǞ��ì�»Á�¯õ���µ��>�ì�FĮû�ĆāĊĈĺăāĂĄ�ŊWÜ���¯ÒÌÁ¼��»��¯��Ò����EÁ��Î¼¯-
zación de la Administración Financiera del Estado y establece el régimen 

18� ǘ'LH]�UD]RQHV�GHO�ǕQRʜ�DO�SXHQWH�D�&KDFRʜ¯Ǚ��0DQGXʘD, junio de 2020, https://mandua.com.py/diez-razones-del-no-
al-puente-a-chaco-i-n497. En cuanto al crecimiento del endeudamiento sostenido del endeudamiento externo, la 
Sociedad de Economía Política del Paraguay - SEPPY-F y el Centro de Análisis y Difusión de la Economía Paraguaya 
(www.cadep.org.py) tienen posicionamientos críticos y propositivos.
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����Ü�¼×��g¼¯���ì����µÁÒ�×Ǟ×ÜµÁÒ������Ü�����µ�a�ÒÁÎÁ�VÝ�µ¯�ÁŌĮ�a�»�¯�¼��Ò-
tablece disposiciones legales complementarias para la administración de la 
��Ü���ÌÝ�µ¯��19.

>��©�Î�¼×Ǟ��ÍÜ��Á¨Î�����µ�V�Î�©Ü�ì��µ�»�Î���Á�õ¼�¼�¯�ÎÁ�¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ�¼Á�
es la fortaleza de la macroeconomía de la que hablan las autoridades nacio-
¼�µ�Òį�Ò¯¼Á�µ�Ò�¯�ÎÁ�µ��×Î¯��Ò��¯¼��¯Á¼�µ�Òį�µ��2×�¯ÌÝį��¼�Ì�Î×¯�Üµ�Îį�ì�µÁÒ���-
¼�õ�¯ÁÒ�ÍÜ��ÌÁ��»ÁÒ�Á�×�¼�ÎĮ�V�ÎÁį�Ì�Î��µ�Ò�Ì�Î�©Ü�ì�Ò�ì�µÁÒ�Ì�Î�©Ü�ìÁÒį�
ĶÍÜ��Ò¯©¼¯õ��� µ�� 2×�¯ÌÝĵ�ĶWÜ��å�»ÁÒ���¼�©Á�¯�Î��¼�ăāăĄ��Á¼��µ��Î�Ò¯µĵ�>�Ò�
respuestas quedan en la incertidumbre.

La úniCa SaLiDa: Cambiar eL moDeLo De DeSarroLLo 

Si bien se desconoce la evolución que tendrá esta crisis general, quedan po-
cas dudas sobre sus orígenes en el sistema de crecimiento económico de 
producción y acumulación, basado en la especulación y explotación, social 
y ambientalmente insostenible, frente al que hace mucho tiempo se viene 
planteando la necesidad de construir otro sistema social y modelo de desa-
rrollo, sustentable en todos los órdenes, con la vigencia de los derechos hu-
manos y de la naturaleza.

Pues, las medidas adoptadas por el Gobierno para contener la crisis general, 
solo amortiguaron las pérdidas económicas. Quedan pendientes las solu-
ciones a los graves problemas ambientales, sociales y económicos, estrecha-
mente vinculados. No hay disyuntiva posible entre la reparación y el cuidado 
de la naturaleza, la adopción de agroecología, la industrialización, el aumen-
to del empleo y de la calidad de vida de la población.

19 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 30 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/121908. 
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derechos de los pueblos indígenas

DeSamparo, CriSiS 
aLimenTaria, DeSaLojoS: 
raSTroS De La vioLenCia 

haCia pUebLoS inDígenaS

Los crímenes contra los pueblos indígenas se originan en el incesante 
desplazamiento forzoso, consecuencia del acaparamiento de sus tierras. 
DË��û¬Þæ�Ä�×Ë½®æ¬��Þ�×ë�½¬��Þ�ÞêĈ�¬�Äæ�Þ�×�Ú���£ÚËÄæ�Ú�½��×ÚË�½�Ã�æ¬���üɇ�
así, las comunidades se encuentran libradas a su suerte. La emergencia 
sanitaria no es la única culpable del agravamiento de sus condiciones, 
Þ¬ÄË�½��¬Äĉê�Ä�¬����½�¤Ú�Ä���×¬æ�½�Ùê�ɇ�Ã�Þ�Ùê��ÄêÄ��ɇ�Þ���Þ£ê�Úā��×�Ú��
expandirse sobre las tierras ancestrales, avasallando sus derechos, sin 

encontrar protección del Estado.

paLabraS CLaveS: pueblos indígenas, territorio, desalojo, alimenta-
ción, pandemia.

julia Cabello alonso y óscar ayala amarilla
c.�YY�r.r��ɰ��J��+gVy
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balanCE DE lOs 25 añOs 

Nunca como en la Constitución de 1992 se señalaron con tanta claridad los 
derechos de los pueblos indígenas. 28 años después, todavía no se reformó 
la Ley N.º 904/1981 “Estatuto de Comunidades Indígenas”; sigue vigente, aun 
cuando tres sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Corte IDH) la analizaron e impusieron su necesaria reformulación1. 

En 25 años, este marco normativo creció progresivamente. También lo hizo 
la comunidad internacional con marcos de protección concretos y progresi-
vos. Esta giró su mirada a Paraguay para dar cuenta de la situación en la que 
se encontraban los pueblos indígenas. De esta forma, los órganos suprana-
cionales emitieron resoluciones, informes, recomendaciones y tres senten-
cias de la Corte IDH2Į��Ò×Á�Ýµ×¯»Á�¼Á�ÒÁµ�»�¼×��¯»Ìµ¯�Â�Ü¼��¯¼×�ÎÌ�µ��¯Â¼�
al Estado, sino que también contribuyó a obtener mayor presencia ante la 
comunidad internacional igualmente sobre otros derechos, así como cola-
boró a dar los primeros pasos en cuanto a la organización del Estado en la 
recepción de resoluciones internacionales y en la atención de los derechos. 
>��»¯Ò»���Á»¯Ò¯Â¼� 2¼×�Î¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ� �±��Ü×¯å�į� Î�ÒÌÁ¼Ò��µ�� ��� µ�� �±��Ü-
ción de acciones necesarias para el cumplimiento de sentencias, recomen-
daciones, solicitudes y otros compromisos internacionales en materia de 
derechos humanos (CICSI), surgió de una propuesta concreta de la sociedad 
civil para la organización interna del Estado en los casos indígenas. Poste-
riormente, la idea fue tomada y complementada para convertirla en el centro 
de coordinación de todos los compromisos internacionales con relación a 
��ÒÁÒ��ÒÌ��Ǟõ�ÁÒ��¼�×�»�Ò������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒĮ�

�Ò×��å¯Ò¯�¯µ¯ñ��¯Â¼������ÌÁÎ� µ�� �Á»Ü¼¯���� ¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ� Î�øµ�±��Ü¼��Ò¯×Ü�-
ción de sistemática violación de derechos y, sobre todo, evidencia lo poco 
preparado que se encuentra el Estado en cuanto a la recepción concreta del 
derecho. Lo anterior no tanto referido a la creación y visibilización del mis-
mo –puesto que en 25 años se han multiplicado las dependencias en comisio-
¼�Ò���µ��Á¼©Î�ÒÁ�F��¯Á¼�µį�»¯¼¯Ò×�Î¯ÁÒį��¯Î���¯Á¼�Ò�ì�Ò��Î�×�ÎǞ�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�
sobre pueblos indígenas–, sino en la estructura misma del Estado, que no 
termina de desprenderse de cierta hilacha asimilacionista en lugar de desa-
rrollar estrategias de interculturalidad3Į��Ò��ÒǞ�ÍÜ�į��¼�Ü¼��Ü�Î×Á����Ò¯©µÁį��Ý¼�

1 Óscar Ayala Amarilla, “La Cuestión Indígena y los derechos humanos, frente a los privilegiados de siempre. El Estado 
declina su imperio”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2010), 415-429.

2 Óscar Ayala Amarilla y Julia Cabello Alonso, “Entre la realidad y los avances de la justicia internacional”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2006), 370. Ayala Amarilla, “La Cuestión Indígena…”, 415-429. Julia 
Cabello Alonso y Maximiliano Mendieta, “Discriminación estructural del Estado paraguayo contra los pueblos 
indígenas. Políticas neoliberales y acciones ilegales como instrumento de violaciones de los derechos territoriales”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2016), 55-65.

3 Óscar Ayala Amarilla, “Los derechos de los pueblos indígenas en tiempos de una impronta empresarial para el Estado”, 
en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2014), 65-77. Óscar Ayala Amarilla, “Recuento de un año 
con reminiscencias autoritarias, donde lo indígena parece no contar”, en�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2015), 55-62.
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se carece de un plan aprobado, consultado e intercultural sobre derechos de 
pueblos indígenas o prácticas diferenciadas del resto de la población sobre la 
concreción de derechos que dialoguen con las diferentes culturas que ofre-
cen estos pueblos4. Quizás la más crónica representación de lo expuesto, que 
no sería más que la discriminación estructural, es el Instituto Paraguayo del 
Indígena (Indi), ente rector de la política indigenista del Estado, creado por 
la Ley N.º 904 en el año 1981. Este organismo permanece marginalizado del 
propio Estado en los sucesivos gobiernos, con presupuesto y funcionariado 
¯¼ÒÜõ�¯�¼×�Òį��µ�ÌÜ¼×Á�ÍÜ�į���¯�¼�ÁÒ��ÌÎ�å¯Ò×Á��¼�µ��»�¼�¯Á¼����µ�ì���×�Î-
minados tributos de recaudación de los órganos del Estado para conformar 
ÒÜ�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Áį��Á¼�µ�Ò�ÒÜ��Ò¯å�Ò�»Á�¯õ���¯Á¼�Ò�×Î¯�Ü×�Î¯�Ò����µ�Ò�Ýµ×¯»�Ò�
décadas, no se ha reemplazado con otros recursos adicionales5. 

La Ley N.º 234/1993 es un documento de esencial importancia que hace al 
derecho, pues incorpora al cuerpo normativo nacional el Convenio 169 de 
la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes. Este 
convenio, aun cuando desarrolla ampliamente varios derechos indígenas, 
es principalmente conocido al desarrollar el relacionado al consentimiento 
libre, previo e informado. Sin embargo, a 27 años de la promulgación de la 
ley, el Paraguay no ha realizado una reglamentación acabada y totalmente 
��õ¼¯����µ�Î�ÒÌ��×ÁĮ�a�Î����Î�Ü�į���Ò���µÜ�©Áį�Ì�ÎÁ�¼���Ò�Î¯�Į�>��×Î��Ü��¯Â¼�
concreta de esto se da no solamente en atropellos de derechos y falta de con-
sulta, sino en la casi nula participación política activa de indígenas en cargos 
de poder y decisión, a pesar del interés evidenciado de varias comunidades 
�¼���Ò�ÎÎÁµµ�Î�ÒÜÒ���Î��ÁÒ�ÌÁµǞ×¯�ÁÒ��¼��¯����ëÌÎ�Ò¯Â¼�ÌÝ�µ¯��6. 

FÁ�Á�Ò×�¼×�į��Ò�¼Á×ÁÎ¯Á�ÍÜ�į���µÁ�µ�Î©Á�����Ò×ÁÒ��ÀÁÒį�µ���©�¼���ÌÝ�µ¯����Î��¯Â�
en visibilización de los derechos de los pueblos indígenas. Esto como con-
Ò��Ü�¼�¯�����Ü¼��Ò¨Ü�ÎñÁ��Î×¯�Üµ��Á��¼×Î��ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ÌÜ¼×Ü�µ�Ò�ì����
la sociedad civil organizada, tanto de las propias organizaciones indígenas 
como de las instituciones no indígenas que acompañan sus reivindicacio-
nes. El movimiento indígena creció, las comunidades se articularon en or-
©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò�Î�©¯Á¼�µ�Ò�ì�¼��¯Á¼�µ�Òį�»¯ë×�Ò�ì����»Ü±�Î�Òį���¯»ÌÜÒ¯�ÎÁ¼�µ��
å¯Ò¯�¯µ¯ñ��¯Â¼����ÒÜÒ���Î��ÁÒ��¼� µ���©�¼���ÌÝ�µ¯��Į�žÜ¼�Ò¯¼�Ü¼���õ�¯�¼×��
articulación, los tres poderes del Estado toman los derechos indígenas y los 
abordan, aunque de forma –muchas veces– marginalizada. El movimiento 
indígena, sin embargo, sigue presente y creciendo. Se nota esto con mayor 
fuerza en los intentos de reforma, en términos regresivos, de la Ley N.º 904 
Ł�¼�ăāāĂį�ăāāĆį�ăāĂĆį��¼×Î��Á×ÎÁÒłį�ì��¼�µÁÒ�¨�Ò×�±ÁÒ���µ��¯��¼×�¼�Î¯Á��¼��µ�ăāĂĂį�

4 Óscar Ayala Amarilla, “Una política pendiente”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2009), 395-
406. Mario J. Barrios Cáceres, “Una situación crítica que ya no tolera demora ni improvisaciones”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�
HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2019), 71-85.

5 Ayala Amarilla, “Una política pendiente”. Cabello Alonso HW�DO�, “Discriminación estructural…”.

6 Ayala Amarilla, “Una política pendiente”. Mario J. Barrios Cáceres, “Resulta imperativo revertir el patrón de muerte 
y amedrentamiento como respuesta a las reivindicaciones territoriales”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2018), 53-66.
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�Ü�¼�Á�Á�ÜÌ�ÎÁ¼�Ìµ�ñ�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò���µ���¼×ÎÁ����žÒÜ¼�¯Â¼į�Á��Ò¯Â¼��¼�µ��ÍÜ��
también se hacen del todo visibles a la sociedad urbana no indígena. 

En este tiempo también cambiaron las categorías antropológicas. De ser 20 
ÌÜ��µÁÒ� ¯¼�Ǟ©�¼�Òį� �Á¼��µ�Ýµ×¯»Á���¼ÒÁ����ăāĂă�Ì�Ò�¼��� �µ�Ò¯õ��ÎÒ�� �¼� ĂĊĮ�
Asimismo, se reconoce la existencia de pueblos indígenas en aislamiento y 
surgen nuevos desafíos con los indígenas urbanos. 

Entretanto, la marginalización permaneció a lo largo de estos 25 años. El des-
ÌÁ±Á�×�»�¯�¼�Ò¯©Ü¯ÂĮ��ë�µÜ¯�ÁÒ����Ü¼�»Á��µÁ���Á¼Â»¯�Á��å�Ò�µµ�¼×��ì�ÌÎ¯å¯µ�-
©¯��Áį�Ò��å¯Ò¯�¯µ¯ñÂ��Ý¼�»�Ò�µ��å¯Áµ�¼�¯�Į�����Ò×��¨ÁÎ»�į�µÁÒ�ÌÜ��µÁÒ�¯¼�Ǟ©�¼�Ò�
siguen privados de las condiciones que concreten sus derechos7Į�>ÁÒ�¼Ý»�-
ros en cuanto a bienestar indígena permanecen en un aproximado de 65% de 
miembros de pueblos indígenas que viven en la pobreza y más del 30% en po-
breza extrema8. El 97,9% tiene al menos una necesidad básica insatisfecha, con 
Ü¼���µ×��¯¼��×¯å¯����ì���ÒÁ�ÜÌ��¯Â¼Ĺ��»Ìµ�ÁÒ�»Üì�ÌÎ���Î¯ÁÒ�ì������±ÁÒ�¯¼©Î�-
ÒÁÒį�å¯å¯�¼���¼Á���õ�¯×�Î¯��ŁăĂŧłį��µ��×Î¯�¯����ŁćĄįĈŧłį��©Ü��»�±ÁÎ����ŁĆćįĆŧłį�
saneamiento (5,7%)9. Por otra parte, la reivindicación más importante, la terri-
×ÁÎ¯�µį�Ò¯©Ü��Ì�¼�¯�¼×�Į�\�©Ý¼���×ÁÒ�Áõ�¯�µ�Ò�ì�Á×Î�Ò�¨Ü�¼×�Ò����¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�
tomadas por el antropólogo Rodrigo Villagra Carrón, estarían en posesión re-
conocida un poco más de un millón de hectáreas de tierra, 25 a 30 veces menor 
al área total de sus territorios ancestrales y tradicionales10.

sitUaCiÓn DEl DErECHO

�Á»Á�¼Ü¼��į��µ���Ò�»Ì�ÎÁ���� µ�Ò��Á»Ü¼¯����Ò� ¯¼�Ǟ©�¼�Ò�Ò��å¯Á�Î�øµ�±��Á�
en este periodo y no lo fue necesariamente por efectos de la pandemia. Los 
hechos punibles que tuvieron por víctimas a indígenas en situación de calle 
–aquella niña que apareció desmembrada en una mochila cerca de la termi-
nal de ómnibus11, la adolescente que fue abusada sexualmente en las insta-

7 Ayala Amarilla HW�DO�, “Entre la realidad…”, 359-370. Mario J. Barrios Cáceres, “Pueblos indígenas en el centro del discurso 
político”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2008), 533-553. Ayala Amarilla, “Una política 
pendiente”, 395-406. Ayala Amarilla, “La Cuestión Indígena…”, 415-429. Lorna Quiroga, “De la inestabilidad al golpe 
parlamentario”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2012), 85-99. Lorna Quiroga, “¡Arriba las 
manos!”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2013), 59-74. Ayala Amarilla, “Los derechos de 
los pueblos indígenas…”, 65-77. Ayala Amarilla, “Recuento de un año…”, 55-62. Cabello Alonso HW�DO�, “Discriminación 
estructural…”, 55-65. Verónica Barreto, “Sintomatología de la agudización neoliberal en agravio a los pueblos indígenas”, 
en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2017), 59-73. Barrios Cáceres, “Resulta imperativo…”. Barrios 
Cáceres, “Una situación crítica…”, 71-85.

8 Dirección de Estadística, Encuestas y Censos (DGEEC), 3ULQFLSDOHV�UHVXOWDGRV��(QFXHVWD�3HUPDQHQWH�GH�+RJDUHV�������
(QFXHVWD�3HUPDQHQWH�GH�+RJDUHV�������3REODFLµQ�,QG¯JHQD�(Asunción: DGEEC, 2018). 

�� 9¯FWRU�,PDV��9HUµQLFD�6HUDȑQL�\�&ODXGLQD�=DYDWWLHUR��/D�SRO¯WLFD�GH�SURWHFFLµQ�VRFLDO�HQ�HO�3DUDJXD\��6XSHUDFLµQ�GH�OD�SREUH]D�\�
HO�KDPEUH�(Asunción: Codehupy, 2020).

10 Rodrigo Villagra Carrón, “Diagnóstico socio-jurídico de tierras y territorios indígenas en Paraguay”, en 6XSOHPHQWR�
$QWURSROµJLFR�/,,,����������, 129-182. 

11� ǘ,GHQWLȑFDQ�D�QL³D�LQG¯JHQD�HQFRQWUDGD�HQ�EDOG¯R�DOHGD³R�D�7HUPLQDO�GH�$VXQFLµQǙ���OWLPD�+RUD, 25 de febrero de 2020, 
DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�XOWLPDKRUD�FRP�LGHQWLȑFDQ�QLQD�LQGLJHQD�HQFRQWUDGD�EDOGLR�DOHGDQR�
terminal-asuncion-n2871823.html. 
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laciones abandonadas de una cervecería céntrica12 o el reciclador muerto a 
��µ�ñÁÒ�»¯�¼×Î�Ò��ÁÎ»Ǟ���¼�Ü¼��Ì�Î��������Ü×Á�ÝÒ13į�ÌÁÎ��±�»ÌµÁń�ÒÁ¼��ÎǞ-
»�¼�Ò�ÍÜ�į��¼�ÒÜ��¯»�¼Ò¯Â¼�¯Ò×ÂÎ¯��į�Ò��ÌÁ�ÎǞ���õÎ»�Î�ÍÜ���»Ì�ñ�ÎÁ¼���
perpetrarse mucho antes de que se consumaran. 

Los orígenes están en el incesante desplazamiento forzoso de indígenas ha-
cia las ciudades, como resultado del acaparamiento de sus tierras, que se vale 
��µ���Ò�µÁ±Á�¨ÁÎñÁÒÁ�ì�µ���Î¯»¯¼�µ¯ñ��¯Â¼�Ì�Î��Ò�©Ü¯Î��Î��¯�¼�Áį�×�µ��Á»Á�µÁ�
�±�»Ìµ¯õ��¼�µÁÒ���ÒÁÒ�ÍÜ��Ò��Î�ÌÁÎ×�¼��¼��µ�ÌÎ�Ò�¼×��¯¼¨ÁÎ»�Į�

�µ� �Ò��ÒÁ� ��Ò�ÎÎÁµµÁ� ��� ÌÁµǞ×¯��Ò� ÌÝ�µ¯��Ò� Ì�Î�� �¼¨Î�¼×�Î� �Ò×ÁÒ� ÌÎÁ�µ�»�Ò�
��±����µÁÒ�ì�µ�Ò�¯¼�Ǟ©�¼�Ò��µ��µ�ÜÎ�¼Á�ÒÁµ�»�¼×�����Ü¼��Ì�¼��»¯��ńÍÜ��×�»-
bién ha llegado a sus comunidades y de la cual les toca defenderse prácti-
camente a solas–, sino del gran capital que ha redoblado su apuesta y sigue 
promoviendo el agronegocio, expandiéndose sobre sus tierras y derechos 
sin que el Estado intervenga para protegerlos. Este escaso desarrollo de po-
µǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò� ×�»�¯�¼���Áµ������� ¯¼ÒÜõ�¯�¼×��»Á¼¯×ÁÎ�Á�ì�õÒ��µ¯ñ��¯Â¼į�
propiciando tanto el avasallamiento directo de derechos indígenas como la 
introducción de factores y actores externos en temas al interior de las co-
munidades indígenas, favoreciendo el detrimento de derechos, como lo que 
ocurre actualmente en las comunidades qom de Cerrito. 

panDemia Y pUebLoS inDígenaS

Tal como numerosas personas analistas han observado, el impacto económi-
co y social de la pandemia de coronavirus ha evidenciado y agudizado pro-
blemas preexistentes en la sociedad, asociados mayormente a la falta de un 
Ò¯Ò×�»��ÌÎÁ×���¯Â¼� ÒÁ�¯�µ� ¯¼×�©Î�µį�ÌÁÎ� �±�»ÌµÁį�Á� �µ���õ�¯�¼×�� Ò�Îå¯�¯Á����
Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯��14. Estos mismos problemas, pero agravados debido a las con-
diciones de pobreza y extrema pobreza, y de factores contingentes como la 
sequía y los incendios forestales, acrecentaron la situación de desprotección 
de las comunidades indígenas.

�µ�Ò¯Ò×�»�����Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯����Ò���õ�¯�¼×����¯¼ÒÜõ�¯�¼×���¼�ÒÜ��×�¼�¯Â¼���µÁÒ�
ÌÜ��µÁÒ�̄ ¼�Ǟ©�¼�Òį�µÁ��Ü�µ��Ò�Î��Á¼Á�¯�Á�ÌÁÎ�µ�Ò�ÌÎÁÌ¯�Ò��Ò×��ǞÒ×¯��Ò�Áõ�¯�µ�ÒĮ�
Los centros de salud existentes están mal equipados y tienen limitados re-

12 “Minna acompaña a niña indígena en proceso de desintoxicación y rehabilitación”, $JHQFLD�,3, 29 de enero de 2020, 
acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.ip.gov.py/ip/minna-acompana-a-nina-indigena-en-proceso-de-
desintoxicacion-y-rehabilitacion/.

13� ǘ&DVR�LQG¯JHQD�DVHVLQDGR��OD�)LVFDO¯D�D¼Q�QR�ORJUD�LGHQWLȑFDU�DO�DXWRU�GHO�GLVSDUR�PRUWDOǙ���DQGXWL�'LDULR�'LJLWDO, 
18 de febrero de 2020, acceso el 21 de octubre de 2020, http://www.nanduti.com.py/2020/02/18/caso-indigena-
DVHVLQDGR�OD�ȑVFDOLD�DXQ�QR�ORJUD�LGHQWLȑFDU�DO�DXWRU�GHO�GLVSDUR�PRUWDO���a�WH[W =RQD���)UDQFD	WH[W (O���
ind%C3%ADgena%20reciclador%20Lorenzo%20Silva,16%20de%20diciembre%20del%202019. 

14 “La pandemia profundiza problemas ya existentes en las comunidades indígenas”, 7LHUUDYLYD, acceso el 4 de octubre 
de 2020, http://www.tierraviva.org.py/la-pandemia-profundiza-problemas-ya-existentes-en-las-comunidades-
indigenas/. 
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cursos humanos en cantidad y especialidad quienes, a su vez –incluyendo a 
los(as) promotores indígenas de las comunidades–, están sobrepasados por 
µ�Ò�¼���Ò¯����Ò����ÒÜ�ÌÁ�µ��¯Â¼���¼�õ�¯�Î¯�Į�FÁ��ì��¯ÒÌÁ¼¯�µ�Ò�Ü¼¯����Ò�
���×�Î�Ì¯�į�ÒÜõ�¯�¼×�Ò�Î�ÒÌ¯Î��ÁÎ�Òį��»�Üµ�¼�¯�Òį��ÒǞ��Á»Á��µ�»�¼×ÁÒ�Ò�¼¯-
tarios preventivos para distribuir (tapabocas, alcohol, etc.). A esto se suma la 
falta de priorización y fortalecimiento de la Dirección Nacional de Salud de 
los Pueblos Indígenas (Dinasapi) en la propia estructura del Ministerio de 
\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ�ŁE\Vì�\łĮ�>����ÒÌÎÁ×���¯Â¼����µ��ÌÁ�µ��¯Â¼�
indígena, cabe resaltar, no es exclusivamente responsabilidad del MSPyBS, 
sino de las otras carteras e instituciones estatales como el Indi, el Ministe-
Î¯Á����K�Î�Ò�VÝ�µ¯��Ò�ì��Á»Ü¼¯���¯Á¼�Ò�ŁEKV�łį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����aÎ���±Áį�
Empleo y Seguridad Social (MTESS), el Ministerio de Educación y Ciencias 
(MEC), la Secretaría Nacional de Emergencia (SEN), el Instituto de Previsión 
Social (IPS), el Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible (Mades), el 
Servicio Nacional de Saneamiento Ambiental (Senasa) y otras. Todas tienen 
Á�µ¯©��¯Á¼�Ò��ÒÌ��Ǟõ��Ò��Á»Á�µ���Ò¯Ò×�¼�¯��±ÜÎǞ�¯���ì�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯�µį��µ¯»�¼×�Î¯�į�
la protección y seguridad laboral y ambiental, la provisión y el mantenimien-
to de caminos comunitarios, agua potable –entre otros servicios básicos– y 
que no han atendido o priorizado a la población indígena y a sus necesidades 
más básicas, sea con anterioridad a la pandemia o durante ella.

��Ò����µ� ¯¼¯�¯Á����µ���»�Î©�¼�¯��Ò�¼¯×�Î¯�į��¼�¼¯¼©Ý¼�»Á»�¼×Á�µ�Ò��Á»Ü-
¼¯����Ò�¯¼�Ǟ©�¼�Ò��Ò×Üå¯�ÎÁ¼�ÒÜ±�×�Ò���»��¯��Ò����ÌÎ�å�¼�¯Â¼�ì�ÌÎÁ×���¯Â¼�
diseñadas acordes a las obligaciones del Estado surgidas de la singularidad 
±ÜÎǞ�¯�����µ���Î��Á�ÌÎÁÌ¯Á����µÁÒ�ÌÜ��µÁÒ�¯¼�Ǟ©�¼�Ò�ì���µ���Î��Á�¯¼×�Î¼�-
cional de los derechos humanos que, a su vez, tomen en consideración las 
consabidas condiciones de especial vulnerabilidad que atraviesan aquellas 
�¼�Î�ñÂ¼����µ��Ü�¯���¯Â¼�©�Á©Î�õ������»Ü�ÁÒ����ÒÜÒ��Ò�¼×�»¯�¼×ÁÒį�µ����-
rencia crítica de infraestructura vial y la situación de pobreza y pobreza ex-
trema que padecen infortunadamente muchas de ellas.

�µ�¯»Ì��×Á���Á¼Â»¯�Á����µ��Ì�¼��»¯�į���ÒÜ�å�ñį�Ò��å¯Á�Î�øµ�±��Á�¨Ü¼��»�¼-
talmente en la crisis alimentaria desatada en muchas comunidades. Por tal 
»Á×¯åÁį�Ò��å¯�ÎÁ¼�Á�µ¯©���Ò���»�¼¯¨�Ò×�ÎÒ��ÌÝ�µ¯��»�¼×�į��ë¯©¯�¼�Á��Ò¯Ò×�¼-
cia alimentaria y suministro de agua, en el caso de las comunidades chaque-
ñas, que también sufrieron el embate de la sequía y los incendios forestales.

En el caso de algunas comunidades más comprometidas a causa de su si-
×Ü��¯Â¼�����¯Òµ�»¯�¼×Á�ÌÁÎ�¨�µ×�������»¯¼ÁÒį�¯¼�µÜÒÁį�Ü�Á�ÍÜ�����¯Á¼�Î�±Ü-
dicialmente para que las instituciones correspondientes –principalmente la 
SEN– se aboquen a atenderlas. Este fue el caso de la comunidad Paiseya-
meixempa’a, conformada por las aldeas Buena Vista y Colonia 96, que recién 
lograron la asistencia estatal luego de promover una acción de amparo que 
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¨Ü����Á©¯���¨�åÁÎ��µ�»�¼×��ÌÁÎ�Ü¼�±Üñ©��Á����µ����Ì¯×�µ�ÍÜ��ÁÎ��¼Â�µ��Ŋ�Ò¯Ò-
tencia integral de la recurrente”15.

�¼�µÁ�ÍÜ��Î�õ�Î���Ò×Î¯�×�»�¼×����µ�Ò�»��¯��Ò�Ò�¼¯×�Î¯�Òį��Ò�»�¼�Ò×�Î�Î�Ò�µ×�Î�
µ���Ì�Î×ÜÎ�����µ�Ò��Ü×ÁÎ¯����Ò����\�µÜ��VÝ�µ¯���Ì�Î����Á©�Î�ÌÎÁÌÜ�Ò×�Ò�ÒÜÎ-
gidas en el ámbito de la sociedad civil, lo que posibilitó la implementación de 
un protocolo para la visita y el contacto con las comunidades y la difusión de 
las medidas de prevención recomendadas por el MSPyBS para toda la pobla-
ción, en diferentes idiomas, además del castellano y el guaraní.

ž�¯¼¯�¯ÁÒ����¼Áå¯�»�Î�į�µÁÒ�¼Ý»�ÎÁÒ�ÍÜ���ÎÎÁ±��µ��Ì�¼��»¯��Ì�Î��µÁÒ�ÌÜ��µÁÒ�
indígenas en Paraguay dan cuenta de 25 personas fallecidas y 231 contagia-
das, y hasta el momento están en riesgo 61 comunidades indígenas16.

VÁÎ�Ýµ×¯»Áį��¼��Ò×���Á¼×�ë×Áį�Á�ÜÎÎ¯Â�Ü¼��å�¼×Á�ÍÜ����¼Á×���Ü�¼��ëÌÜ�Ò×ÁÒ�
�Ò×�¼�µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò�ì�µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�̄ ¼�Ǟ©�¼�Ò����Î�¯×Î�Î¯�����Ò�ì�ÌÎ��×¯-
cas discriminatorias. Es el caso que afectó a indígenas de la comunidad Y’apy 
Santa Isabel, del distrito Yryvukua, departamento San Pedro, que denuncia-
ron haber sido inyectados para prevenir la covid-19 con un medicamente de 
uso veterinario17Į�>��¯¼×�Îå�¼�¯Â¼��Ò×�×�µ�¼Á���©�¼�Î��Á�Ü¼�Î�ÌÁÎ×��ÌÝ�µ¯�Á�
sobre las medidas gubernamentales adoptadas en torno al caso18.

inDígenaS en SiTUaCión De CaLLe,  
vioLenCia exTrema Y expLoTaCión SexUaL

La violencia hacia indígenas en situación de calle alcanzó niveles alarmantes 
en el periodo informado, tanto por la cantidad como por el tipo de manifes-
tación criminal observado. Además, varias personas sufrieron por violencia 
extrema. Igualmente, se dieron casos de explotación sexual.

HoMICIDIo PoR “PLACER”. Uno de los casos que causaron conmoción 
�Ò��µ����>ÁÎ�¼ñÁ�\¯µå�į�Ü¼�±Áå�¼�¯¼�Ǟ©�¼��»Ü�Î×Á�»¯�¼×Î�Ò��ÁÎ»Ǟ���¼�Ü¼��
Ì�Î��������Ü×Á�ÝÒ��¼� µ�� åǞ��ÌÝ�µ¯��Į�\¯µå�� ¨Ü���×����Á�����µ�ñÁÒ���Ò���Ü¼�
automóvil que transitaba por el lugar. La persona que perpetró el crimen 
habría actuado sin un motivo aparente, que no sea el odio hacia personas 

15 “Ordenan asistencia integral para comunidad indígena”, 7LHUUDYLYD, acceso el 4 de octubre de 2020, http://www.
tierraviva.org.py/ordenan-asistencia-integral-para-comunidad-indigena/. 

16� ǘ3REODFLµQ�LQG¯JHQD�UXUDO�\�XUEDQD�FRQ�FDVRV�FRQȑUPDGRV�GH�&29,'���Ǚ��7LHUUDV�,QG¯JHQDV, acceso el 4 de octubre de 
2020, https://experience.arcgis.com/experience/2a1e7ad30b3549d18b298f51f911b524.

17 “Indígenas inyectados con medicamento animal presentan malestares”, (O�,QGHSHQGLHQWH, 20 de julio de 2020, acceso 
el 4 de octubre de 2020, https://independiente.com.py/indigenas-inyectados-con-medicamento-animal-presentan-
malestares/.

18 “Comitiva corroborará denuncia de nativos obligados a vacunarse con antiparasitario de uso animal”, $JHQFLD�,3, 20 
de julio de 2020, acceso el 4 de octubre de 2020, https://www.ip.gov.py/ip/comitiva-interinstitucional-corroborara-
denuncia-de-nativos-obligados-a-vacunarse-con-antiparasitarios-de-uso-animal/. 
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en situación de pobreza y calle, o por el mero “placer de matar”19, tal como la 
crónica periodística dio cuenta en los días posteriores al hecho.

MuJERES Y NIñAS VíCTIMAS DE VIoLENCIA. Los casos que tuvieron 
ÌÁÎ�åǞ�×¯»�Ò���»Ü±�Î�Ò�ì�¼¯À�Ò�¯¼�Ǟ©�¼�Ò�Î�ÌÁÎ×�¼�¼¯å�µ�Ò����å¯Áµ�¼�¯��Ì�Î-
ticularmente extremos que, si bien no son nuevos20�ì�Î��Á¼Á��¼�»Ýµ×¯Ìµ�Ò�
formas de manifestación, tuvieron una gran visibilidad el presente año. En-
tre estos, está el de una niña indígena de 12 años, del pueblo mbya guaraní, 
cuyo cuerpo desmembrado fue hallado en una mochila en las cercanías de la 
×�Î»¯¼�µ����Â»¼¯�ÜÒĮ�žÒǞ�×�»�¯�¼į��µ����Ü¼��±Áå�¼����ăĄ��ÀÁÒ��¼�Ò¯×Ü��¯Â¼�
de calle, del mismo pueblo, fue hallada muerta en el Parque Caballero: y otra 
niña indígena, que fue encontrada maniatada y con signos de abuso sexual 
en el local abandonado de una cervecería, todos en la ciudad de Asunción. 
�¼×Î�×�¼×Áį��¼�2×�ÌÝ�į�Ò���¯Á��µ���ÒÁ����Ü¼��¼¯À�����Ăă��ÀÁÒ��µµ����»Ü�Î×��
en un maizal, con signos de haber sido violentada sexualmente.

ExPLoTACIÓN SExuAL. Igualmente, surgió la denuncia sobre la presun-
ta explotación sexual de niños y niñas en la comunidad indígena Jaguary21, 
Ü�¯����� �¼� �µ� �¯Ò×Î¯×Á� 4Į� �Į� �Ò×¯©�ÎÎ¯�¯�į� ��Ì�Î×�»�¼×Á� ������©Ü�ñÝĮ� �Ò×��
caso tiene el agravante de haber desencadenado la persecución a dos líderes 
indígenas que denunciaron penalmente uno de los casos. Los mismos fue-
ron imputados por falsa denuncia, luego de una desestimación inusualmen-
×��ÌÎ�»�×ÜÎ�����µ����¼Ü¼�¯��ÌÁÎ��µµÁÒ��ÎÎ¯»�����µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Áį��¼�µÁ�
que sería una represalia urdida por sectores de poder económico que no se 
sentían cómodos con la indagación y publicidad de los graves hechos que se 
estarían registrando no solo en la comunidad citada, sino en al menos otras 
dos que están en la misma zona22. 

ni en panDemia DeSCanSa eL iLimiTaDo 
aCaparamienTo De TierraS

>��¼���Ò¯��������ëÌ�¼Ò¯Â¼���µ��©ÎÁ¼�©Á�¯Á��Á¼×¯¼Ý��ÌÎ�Ò¯Á¼�¼�Á�ÒÁ�Î��µÁÒ�
territorios indígenas y se sigue valiendo de la principal herramienta para su 
�Î��¯»¯�¼×Áĭ�µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ�ì�µ���Î¯»¯¼�µ¯ñ��¯Â¼����µǞ��Î�ÒĮ�ž��Ò×Á��ì�

19� ǘ,GHQWLȑFDQ�DO�LQG¯JHQD�DVHVLQDGR�\�QR�GHVFDUWDQ�FULPHQ�GH�RFLRǙ��$%&�&RORU, 17 de diciembre de 2019, acceso el 4 de 
RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�DEF�FRP�S\�QDFLRQDOHV������������LGHQWLȑFDQ�DO�LQGLJHQD�DVHVLQDGR�\�QR�GHVFDUWDQ�
crimen-de-odio/.

20 Rocío Gómez, “La silenciosa violencia contra niñas indígenas en Paraguay”, /D�1DFLµQ, 31 de mayo de 2019, acceso el 4 de 
octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais_edicion_impresa/2019/05/31/la-silenciosa-violencia-contra-ninas-
indigenas-en-paraguay/. 

21 “Denuncian explotación sexual de niños indígenas en J. Eulogio Estigarribia”, /D�1DFLµQ, 4 de junio de 2020, acceso 
el 4 de octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/06/04/denuncian-explotacion-sexual-de-ninos-
indigenas-en-j-eulogio-estigarribia/. 

22 “Líderes indígenas del Dpto. de Caaguazú son detenidos y procesados judicialmente luego de reunirse con la 
CODEHUPY”, &RGHKXS\, 15 de julio de 2020, acceso el 4 de octubre de 2020, http://codehupy.org.py/lideres-indigenas-
del-dpto-de-caaguazu-son-detenidos-y-procesados-judicialmente-luego-de-reunirse-con-la-codehupy/. 
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ÍÜ��ÒÜ»�Î�µ���Î��¯�¼×��Ü×¯µ¯ñ��¯Â¼�����©�¼×�Ò�¼Á��Ò×�×�µ�Ò��Î»��ÁÒ��¼�µ���±�-
cución de los desahucios ilegales, tal como se reportan en varios de los casos 
registrados durante el periodo del presente informe.

CoMuNIDAD VERARÓ.���¼¯¼��ìÝ�Á¨Î��¯Â��¼�ăāăā�Ü¼�Ì�¼ÁÎ�»�����»Ü-
�ÁÒ��Á¼øµ¯�×ÁÒ��ÒÁ�¯��ÁÒ����¯ÒÌÜ×�Ò�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯�µ�Ò�ÍÜ��¯¼åÁµÜ�Î�ÎÁ¼����Ò�¼×�-
»¯�¼×ÁÒ���»Ì�Ò¯¼ÁÒ�ì��Á»Ü¼¯����Ò�¯¼�Ǟ©�¼�ÒĮ��¼�Î�µ��¯Â¼����Ò×�Ò�Ýµ×¯»�Òį�
resalta el caso del pueblo avá guaraní de la comunidad Veraró, cuyos líderes 
�¼���¼Ü¼�¯��Áį���Ò���õ¼�µ�Ò����ăāĂĊį�Ü¼�Ì�Î»�¼�¼×��ÁÒ×¯©�»¯�¼×Á�����¯-
å¯µ�Ò��Î»��ÁÒ�ÍÜ��ÌÎ�×�¼��¼���ÒÌÁ±�Îµ�Ò�ÌÁÎ��Á»Ìµ�×Á����ÒÜÒ�×¯�ÎÎ�Òį��Á¼���
ya viven arrinconados resistiendo la embestida, pese a que sus tierras cuen-
tan con un título registrado a nombre del Indi. Hasta el momento, ninguna 
de las acciones promovidas por el ente estatal ha logrado revertir la situación 
y dar seguridad a este pueblo23.

CASoS EN CAAGuAZú. El otro departamento donde la crisis de derechos 
Ü»�¼ÁÒ�ÍÜ���¨��×����µ�Ò��Á»Ü¼¯����Ò�¯¼�Ǟ©�¼�Ò��Ò����©Ü�ñÝį��Á¼���Î�©Ü-
larmente se reportaron noticias en los medios de comunicación sobre des-
�µÁ±ÁÒį�̄ ¼�Ǟ©�¼�Ò��¼�Ò¯×Ü��¯Â¼������µµ��ì��×�ÍÜ�Ò��Î»��ÁÒ����Á»Ü¼¯����Ò�ÍÜ��
eran desplazadas. La Organización Nacional de Aborígenes Independientes 
(ONAI) denunció la situación que atraviesan las comunidades Guyra Payu24 
y Huguá Po’i25, víctimas de atropello paraestatal y estatal, respectivamente. 
>��ÌÎ¯»�Î������µµ�Ò�ÒÁÌÁÎ×Â�Ü¼���Ò�µÁ±Á�¯¼×¯»��Á�ÌÁÎ�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Î»���Ò�¼Á�
¯��¼×¯õ����Ò��Á»Á�Ì�Î×�¼��¯�¼×�Ò��� µ�Ò� ¨Ü�Îñ�Ò�ÌÝ�µ¯��Òį�ÍÜ����±�ÎÁ¼��� ĂĈ�
familias en total desamparo sobre la ruta 2, luego de que sus pertenencias 
¨Ü�Î�¼���Ò×ÎÜ¯��Ò�ì��ÎÎÁ±���Ò�×�»�¯�¼���µ��åǞ��ÌÝ�µ¯��Į�>���Á»Ü¼¯�������0Ü-
guá Po’i, también del pueblo mbya guaraní del mismo departamento, que ha 
Î�Á�ÜÌ��Á�ÒÜÒ�×¯�ÎÎ�Ò�µÜ�©Á����ÒÜ¨Î¯Î�å�Î¯ÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ��ÀÁÒ��×Î�Òį�¨Ü��¯¼×¯»�-
���¼Ü�å�»�¼×�����Á»¯�¼ñÁÒ����ăāăā�ÌÁÎ��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Áį�Ì�ÎÁ�µ����×�Î-
minación y la resistencia de los y las indígenas disuadieron el cumplimiento 
de la medida en la oportunidad, aunque su vigencia sigue amenazando a la 
comunidad.

CoMuNIDAD JACuí GuASú26. Nuevamente se informa sobre la actuación 
de civiles armados que irrumpieron con especial violencia al momento de 
ÌÎÁ����Î��µ���Ò�µÁ±Á����µ���Á»Ü¼¯����4��ÜǞ�+Ü�ÒÝ�Łµ���ÎÂ¼¯���Ì�Î¯Á�ǞÒ×¯����Ò�

23 “Comunidad indígena de Canindeyú denuncian atropellos y quema de viviendas”, �OWLPD�+RUD, 5 de diciembre de 2019, 
acceso el 4 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/comunidad-indigena-canindeyu-denuncian-atropellos-
y-quema-viviendas-n2858404.html. 

24 “Repudian violento desalojo y atropello a comunidad indígena en Caaguazù”, �OWLPD�+RUD, 8 de agosto de 2020, acceso 
el 5 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/repudian-violento-desalojo-y-atropello-comunidad-indigena-
caaguazu-n2898895.html. 

25� ǘ+XJXD�3RʜL�UHVLVWH�DO�GHVDORMRǙ��(ʘD, 11 de febrero de 2020, acceso el 5 de octubre de 2020, http://ea.com.py/hugua-poi-
resiste-al-desalojo/. 

26 Roque González Vera, “Indígenas mbya denuncian a civiles armados que arrasaron sus viviendas”, $%&�&RORU, 27 de 
octubre de 2020, acceso el 5 de octubre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/10/27/indigenas-mbya-
denuncian-a-civiles-armados-que-arrasaron-sus-viviendas/.
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especialmente ilustrativa del hecho27). La versión de prensa también es ava-
lada por el senador Pedro Santa Cruz, quien visitó el lugar luego de ocurrido 
el hecho y se entrevistó con las víctimas del atropello28.

YakYe axa: CUanDo eL aCCeSo aL DereCho 
También Forma parTe DeL DereCho

Los enxet de Yakye Axa obtuvieron una sentencia favorable en 2005 ante la 
�ÁÎ×��2¼×�Î�»�Î¯��¼�������Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ�ÍÜ�į�Ò�©Ý¼�Ò���Ò×¯ÌÜµ�����¼��µ�
pronunciamiento tres años después, se debía cumplir íntegramente. El pla-
zo no se cumplió, pero tras 7 años lograron que el Estado les entregue tierras 
±ÜÎǞ�¯��»�¼×�� �Ò�©ÜÎ���Ò� Ì�Î�� ÒÜ� Î��Ò�¼×�»¯�¼×ÁĮ� \¯¼� �»��Î©Áį� �Ò×�� �µ�
presente –tres lustros luego del reconocimiento de sus derechos por el tri-
bunal interamericano– no las han podido ocupar plenamente por no poder 
acceder a ellas.

La dolorosa experiencia de implementación de la sentencia es la de una 
lucha sinfín, que ha confrontado con todo tipo de discriminaciones, aun 
teniendo derechos plenamente reconocidos y siendo propietaria, como 
�Ü�µÍÜ¯�Î�Á×Î��Ì�ÎÒÁ¼��±ÜÎǞ�¯��į����×¯�ÎÎ�Ò���µ�Ò�ÍÜ��ÒÜÒ�å��¯¼ÁÒ�¼Á�µ��Ì�Î»¯-
tían acceder ante la omisión estatal de amparar a la comunidad. Los enxet 
de Yakye Axa ya contaban con tierras aseguradas para su reasentamiento 
desde 2012 pero, a raíz de la negativa de dos propietarios privados que les 
negaban el paso, nunca las pudieron ocupar. Fue necesario que el Congreso 
Ò�¼�¯Á¼�Î��Ü¼��µ�ì�����ëÌÎÁÌ¯��¯Â¼����µ��¨Î�¼±������Á»¯¼¯Á�¼���Ò�Î¯��Ì�Î��
la construcción del camino en 201929 que, a su vez, en 2020 requirió de una 
»Á�¯õ���¯Â¼�Ì�Î��ÍÜ��Ò��ÌÜ����¯»Ìµ�»�¼×�Î30, que fue el hecho resaltante 
del presente año.

27 “Desalojan a nativos que vivieron dos décadas en un asentamiento”, 1RWLFLDV�3DUDJXD\, 26 de octubre de 2020, 
acceso el 26 de octubre de 2020, https://npy.com.py/2020/10/desalojan-a-nativos-que-vivieron-dos-decadas-en-un-
asentamiento/. 

28 “Comunidad indígena Ysyry Miri - Mbya Guaraní desalojado por agro-toro” [Facebook], Pedro Arthuro Santa 
Cruz [@Pedro Arthuro Santa Cruz], 30 de octubre de 2020, https://www.facebook.com/100001114765720/
videos/3389100934470365/. 

29 “Senadora entrega copia de Ley de expropiación a comunidad de Yakye Axa”, &£PDUD�GH�6HQDGRUHV, 11 de diciembre 
de 2019, acceso el 3 de octubre de 2020, http://www.senado.gov.py/index.php/noticias/noticias-comisiones/5059-
senadora-entrega-copia-de-la-ley-de-expropiacion-a-comunidad-de-yakye-axa-2019-12-11-16-57-10. 

30� ǘ,QLFLDU£Q�WUDEDMR�GH�FRQVWUXFFLµQ�GHO��&DPLQR$\DN\H$[DǙ��7LHUUDYLYD, http://www.tierraviva.org.py/iniciaran-trabajos-
de-construccion-del-caminoayakyeaxa/. 
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eL CaSo Loma: USUrpaCión ganaDera 
Y proTeCCión parLamenTaria31

Los ganaderos Miguel A. Muñoz, Kurt Friesen Schroeder y Óscar Hein Ratz-
µ�÷¨�¨Ü�ÎÁ¼���¼Ü¼�¯��ÁÒ�ÌÁÎ�¯¼å��¯Î�ĂāĮāĈĊ���×�Î��Ò�ÍÜ���¼�ĂĊĉą��µ�2¼Ò×¯×Ü×Á�
de Bienestar Rural (IBR) –organismo antecesor del actual Instituto Nacional 
de Desarrollo Rural y de la Tierra (Indert)– consideró que eran de la comu-
nidad Loma, del pueblo guaraní ñandéva, por ser un área de ocupación y do-
minio ancestral de este pueblo originario que habita la zona fronteriza con 
Bolivia y Argentina, en el departamento de Boquerón. El Estado paraguayo 
Î�×¯õ�Â�ÍÜ��µ�Ò�×¯�ÎÎ�Ò�����¼�×¯×Üµ�ÎÒ����¨�åÁÎ����µ���Á»Ü¼¯�����¼��©ÁÒ×Á����
2020 y que los ganaderos que las usurpan las tienen que abandonar y res-
tituirlas a los y las indígenas32. Sin embargo, los usurpadores se resisten y 
promueven una profusa campaña mediática de desprestigio en contra de los 
líderes indígenas y su organización aliada, Alter Vida, que ha encontrado eco 
en la banca ruralista del Partido Patria Querida, cuyo líder –el terrateniente 
senador Fidel Zavala– ha actuado en un claro apoyo a los usurpadores, des-
conociendo las decisiones administrativas del Indert33. 

preSUpUeSTo por Una viDa Digna

La razonable política de austeridad demandada para el año 2021 en materia 
presupuestaria, además de no representar reducciones equitativas o respal-
����Ò�ÌÁÎ��Ò×Ü�¯ÁÒ�ì�Î�øµ�ë¯Á¼�Ò�Ì�Î×¯�¯Ì�×¯åÁÒ�ì�Ìµ�¼¯õ���ÁÒ��¼×Î��µÁÒ��¯¨�-
Î�¼×�Ò��¼×�Ò�ÌÝ�µ¯�ÁÒį� ¯»Ì��×���¼�»�ìÁÎ�»��¯���ÒÁ�Î�� Ò��×ÁÎ�Ò�¯Ò×ÂÎ¯��-
mente vulnerabilizados como es el caso de los indígenas. 

Respecto al Indi, el Presupuesto General de la Nación para el 2021 propues-
×Á�ÌÁÎ��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ���Î��ÁÎ×��Á��¼�Ăćŧ�ÒÜÒ�Î��ÜÎÒÁÒĮ�>��Î��Ü��¯Â¼��Ò�
���ĂāĮĊāā�»¯µµÁ¼�Ò�����Âµ�Î�ÒĮ�V�Î���±�»Ìµ¯õ��Îį� µÁ���Ò×¯¼��Á����Á»ÌÎ�����
tierras aproximadamente estaría disponible para apenas 600 hectáreas en 
todo el país a un costo promedio de 1.000 dólares la hectárea. Cantidad dra-
»�×¯��»�¼×��¯¼ÒÜõ�¯�¼×��ì�ÍÜ��ÒÁµÁ�Î��¯×Ü�Î���¼�»�ìÁÎ�Ò���Î�¼�¯�Ò�Ì�Î��µ�Ò�
comunidades indígenas del país.

31 Maxi Manzoni, “Ganaderos invaden y deforestan tierras indígenas en el Chaco”, (O�6XUWLGRU, 26 de septiembre de 2020, 
acceso el 4 de octubre de 2020, https://elsurti.com/futuros/reportaje/2020/09/26/ganaderos-invaden-y-deforestan-
tierras-indigenas-en-el-chaco/. 

32 Roque González Vera, “Ante atropello a la comunidad, Indert sale en favor de indígenas ñandéva”, $%&�&RORU, 19 de 
octubre de 2020, acceso el 4 de octubre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/10/19/ante-atropello-a-la-
comunidad-indert-sale-en-favor-de-indigenas-nandeva/. 

33� ǘ6HQDGRU�=DYDOD�GHȑHQGH�D�JDQDGHURV�TXH�LQYDGLHURQ�FRPXQLGDG�*XDUDQ¯��DQG«YDǙ��(ʘD, 15 de octubre de 2020, 
DFFHVR�HO���GH�RFWXEUH�GH�������KWWS���HD�FRP�S\�VHQDGRU�]DYDOD�GHȑHQGH�D�JDQDGHURV�TXH�LQYDGLHURQ�FRPXQLGDG�
guarani-nandeva/. 
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Este presupuesto previsto para el Indi compromete seriamente las posibili-
dades de implementar acciones a favor del aseguramiento de tierras, la pro-
ducción de alimentos y la generación de servicios básicos en el corto plazo. 
�Ò×��ÌÁµǞ×¯���ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×�Î¯��Î�©Î�Ò¯å���Ò��µ�Î�øµ�±Á����Ü¼�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á�ÍÜ��¼Á�
está orientado al desarrollo humano. Como es de esperar, ha provocado la 
reacción y el reclamo de numerosas organizaciones indígenas y entidades 
alidadas de la sociedad civil, que han acercado una propuesta para revertir 
µ��Ò¯×Ü��¯Â¼��µ��Á¼©Î�ÒÁį��©Ü�Î��¼�Á�µ���Ò¯©¼��¯Â¼����»�ìÁÎ�Ò�Î��ÜÎÒÁÒ�õ-
nancieros para el 202134.

SoLUCión amiSToSa qUe Se hizo eSperar

El 28 de mayo de 2020 fue sancionada la ley que “declara de interés social y 
expropia a favor del Instituto Paraguayo del Indígena (Indi), para su poste-
Î¯ÁÎ���±Ü�¯���¯Â¼���µ���Á»Ü¼¯����̄ ¼�Ǟ©�¼��vō�³��E�Î�¼©�×Ýį�µ��*¯¼���FĮû�ĆĉĂį�
V��ÎÂ¼�ĊĂĂį��Á¼�Ü¼��ÒÜÌ�Îõ�¯�����ăĂĊ���×�Î��Òį�ąĮĂĂă�»�×ÎÁÒ��Ü��Î��ÁÒ���µ�
�¯Ò×Î¯×Á������ÎµÁÒ�ž¼×Á¼¯Á�>ÂÌ�ñį���Ì�Î×�»�¼×Á����2×�ÌÝ�ŌĮ��¼�µ��»Á×¯å��¯Â¼�
de dicho proyecto se establece la necesidad de restituir las tierras ancestrales 
de la comunidad indígena, por medio de la expropiación, en cumplimiento 
del deber de respetar el derecho de la comunidad a sus tierras, así como el 
deber de las distintas dependencias y poderes del Estado paraguayo de ar-
ticularse para el pleno cumplimiento de las obligaciones internacionales de 
Paraguay, situación celebrada por la CIDH con un comunicado al respecto35.

COnClUsiOnEs

>���Áå¯�ŅĂĊ�Î�ÒÜµ×Â�Ü¼��Ü�¼��¼Ò�ìÁ����µÁ�ÍÜ��ÍÜ����ÌÁÎ�»�±ÁÎ�ÎĮ��Á»Á�Ò��
señaló, la enfermedad no aportó nada nuevo a la situación de los pueblos in-
dígenas, sino que profundizó y agravó la situación en la que se encontraban. 
Igualmente, evidenció con mayor crudeza los pasos que el Estado debe dar 
para avanzar en la concreción de derechos. 

El 2020 fue un año en el que, a todas luces, no se podía contar con un fun-
�¯Á¼�»¯�¼×Á�¼ÁÎ»�µ���µ��Ò×��Á�Ì�Î���µ���Ò�ÎÎÁµµÁ����Ìµ�¼�Ò��ÒÌ��Ǟõ�ÁÒĮ�\¯¼�
embargo, queda la sensación de que esta situación impuesta a todos y todas 
×�»�¯�¼� Ò¯Îå¯Â���� �ë�ÜÒ��Ì�Î����±�Î���� �å�¼ñ�Î� �¼����¯Á¼�Ò�ÍÜ�į� �Ü¼� �Á¼�
Ì�¼��»¯��Á����¯�Á����µµ�į�ÌÁ�ÎǞ�¼����ÎÒ���Á¼�Î�×��ÁĮ�VÁÎ��±�»ÌµÁį��µ��¯�µÁ-
©Á�¯¼×�Î�Üµ×ÜÎ�µį�µ���Î×¯�Üµ��¯Â¼�����Ò¨Ü�ÎñÁÒį�µ�Ò�Á�Î�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ŁÍÜ��¨Ü��Ü¼��

34 Articulación Nacional Indígena por una Vida Digna, “Presupuesto Digno. Propuesta para un Presupuesto General 
de la Nación que garantice la restitución de derechos y desarrollo de las comunidades de los pueblos indígenas del 
Paraguay”, octubre de 2020. Disponible en http://www.tierraviva.org.py/wp-content/uploads/2020/10/Propuesta-
Presupuesto-Digno-2021.pdf. 

35 “CIDH saluda aprobación del proyecto de Ley de expropiación de tierras…”, 2($, 29 de julio de 2020, acceso el 4 de 
octubre de 2020, http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2020/181.asp. 
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de las actividades más autorizadas en las diversas fases sanitarias dictadas 
por el Gobierno). 

�µ��Ò×��Á�×¯�¼��µ���Ò×ÜÌ�¼���ÁÌÁÎ×Ü¼¯�������×Á»�Î��Á»Á��ÌÎ�¼�¯ñ�±���µ�¼Á�
necesitar estar ante urgencias de salud, alimentación o las presentadas por 
fenómenos climáticos para encaminar acciones concretas de prevención y 
»¯×¯©��¯Â¼į��ÒǞ��Á»Á�µ���µ��ÁÎ��¯Â¼����»��¯��Ò�Ìµ�¼¯õ����Òį�ÌÎÁ©Î�Ò¯å�Ò�ì�
consentidas por los pueblos indígenas en materia de concreción de sus de-
rechos humanos.

rECOMEnDaCiOnEs

 Ǻ Implementar medidas preventivas y de mitigación de daños producidos 
por fenómenos climáticos. 

 Ǻ Elaboración de un Plan Nacional de Derechos de Pueblos Indígenas, con-
ÒÜµ×��Á��»Ìµ¯�»�¼×���¼��±�Î�¯�¯Á�������Á���µ��Á¼Ò�¼×¯»¯�¼×Á�µ¯�Î�į�ÌÎ�-
vio e informado, que incluya la amplia gama de derechos civiles y políti-
cos, económicos, sociales, culturales, ambientales y de desarrollo.

 Ǻ En materia de tierra y territorio, por seguir vigentes, se plasman las reco-
mendaciones dadas por Villagra Carrón36:

a. Llevar a cabo un programa coordinado de catastro, registro, men-
ÒÜÎ�į��»Á±Á¼�»¯�¼×Á�ì�ÌÜ�µ¯�¯�������µ�Ò�×¯�ÎÎ�Ò�¯¼�Ǟ©�¼�Ò�×¯×Üµ���Ò�
existentes, así como realizar una base permanente de monitoreo 
ÒÁ�Î��µ�Ò��¯õ�Üµ×���Ò������Á�ì������Î��Á�ÍÜ��µ�Ò�»¯Ò»�Ò��ëÌ�-
Î¯»�¼×�¼�ì�Ü¼�Ìµ�¼����¯¼×�Îå�¼�¯Â¼��¨��×¯åÁį���õ¼����ÍÜ��µ�Ò��Á»Ü-
nidades y poblaciones indígenas gocen del pleno dominio y autode-
terminación sobre sus tierras y recursos.

b. Realizar un catastro de los recursos naturales existentes en las tie-
rras indígenas tituladas y en áreas boscosas y de recursos naturales 
y culturales propios contiguas a ellas, aun cuando estas no sean re-
�µ�»���Ò��Á»Á�ÌÎÁÌ¯������Á»Ü¼¯×�Î¯��ì�Ì�Î»�¼�ñ��¼���±Á��Á»¯-
¼¯Á�ÌÎ¯å��Á�Á�ÌÝ�µ¯�Á�Ł�¼��µ���ÒÁ����Ì�ÎÍÜ�Ò�¼��¯Á¼�µ�Ò�ì�Î�Ò�Îå�Òłį�
estableciéndose áreas indígenas como tierras de tránsito y uso in-
�Ǟ©�¼�į���õ¼����Ì�Î»¯×¯Î�µ���Á¼Ò�Îå��¯Â¼�ì��µ���Ò�ÎÎÁµµÁ����ÒÜÒ���×¯-
vidades tradicionales de subsistencia. 

c. Elaborar un plan de regularización administrativa para las comuni-
����Ò�ì�¼Ý�µ�ÁÒ�¨�»¯µ¯�Î�Ò�¯¼�Ǟ©�¼�Ò�Ò¯¼�×¯�ÎÎ�Ò�ń×�¼×Á���¼¯å�µ�ÎÜÎ�µ�
como urbano– que implique un método rápido de reconocimiento 

36 Villagra Carrón, “Diagnóstico socio-jurídico…”.
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del liderazgo comunitario, de recepción y tramitación de reclamos 
y reivindicaciones de tierras y acceso, restitución y regulación de 
�µµ�Òį��ÁÁÎ�¯¼�¼�ÁÒ����¯¼åÁµÜ�Î�¼�ÁÒ���¼�Ü¼�ÌÎÁ���¯»¯�¼×Á�Ý¼¯�Á�
��×Á��Ò�µ�Ò�¯¼Ò×�¼�¯�Ò�Ì�Î×¯¼�¼×�Òĭ�2¼�¯į�X�©¯Ò×ÎÁ�VÝ�µ¯�Áį���×�Ò×ÎÁį�
Escribanía Mayor de Gobierno, Parlamento, entre otras. Además, 
¯¼�µÜ¯Î�µ���ÝÒÍÜ����ì�Á�×�¼�¯Â¼����Ü¼�Ìµ�¼�����»Ìµ¯��¯Â¼��Á»Ü¼¯-
taria para las comunidades con tierras urbanas y periurbanas que 
tengan problemas de hacinamiento y/o falta de tierras habitables y 
productivas, pudiéndose restituírseles tierras comprendidas en su 
propio territorio tradicional –del pueblo o pueblos a los que perte-
necen– o, eventualmente, optar por tierras alternativas en calidad y 
extensión similares a sus hábitats tradicionales. 

d. Establecer por ley un Fondo Indígena para el pago de indemniza-
ciones de tierras indígenas a titulares particulares y para acompa-
À�Î�Ü¼�ÌÎÁ©Î�»������ÎÎ�¯©Áį��¯�¼�Ò×�Î�ì�»�±ÁÎ�»¯�¼×Á����µ�Ò��Á¼-
diciones de vida de todas las comunidades indígenas, considerando 
sus necesidades y demandas variables.

e. Crear una mesa tripartita de reparación y restitución territorial 
donde se discutan con las organizaciones y pueblos indígenas los 
Î��µ�»ÁÒ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯�µ�Ò�å¯©�¼×�Òį���õ¼�����Ò×��µ���Î�Ü¼�Ìµ�¼����Î�Ò×¯-
tución territorial progresivo y de reparaciones alternativas, inclu-
yendo en él a comunidades desplazadas ambientales por grandes 
emprendimientos como represas hidroeléctricas, rutas y coloniza-
ciones.

 Ǻ Implementar por ley un sistema de control de convencionalidad y de ga-
rantías constitucionales sobre la aplicación de normas constitucionales, 
tratados internacionales y leyes y otros instrumentos –como las 100 Re-
glas de Brasilia– relacionados a los derechos indígenas, particularmente 
sobre sus derechos territoriales, por parte de operadores y operadoras de 
±ÜÒ×¯�¯�į��Ò×��µ��¯�¼�ÁÒ���Ò×�¼��Î�Ò�ì�ÌÎÁ×Á�ÁµÁÒ�Á�µ¯©�×ÁÎ¯ÁÒ��¼���ÒÁ����
å�±�»�¼�Ò��Á¼×Î���Ò×ÁÒ���Î��ÁÒ�ŁÌÁÎ��±�»ÌµÁį�̄ ¼å�Ò¯Á¼�Òį��µÍÜ¯µ�Î�Òį��Á¼-
taminaciones, etc.). Asimismo, habilitar canales efectivos para recepción 
de causas y denuncias de las comunidades y organizaciones indígenas por 
vía de distintas instituciones: Defensoría del Pueblo, Procuraduría Gene-
Î�µ����µ��X�ÌÝ�µ¯��į�2¼�¯į�4ÜÎ��Á�����¼±Ü¯�¯�»¯�¼×Á����E�©¯Ò×Î��ÁÒį���õ¼�
���ÌÎÁ��Ò�Î�ì�±Üñ©�Î����ÍÜ�µµÁÒ�ÁÌ�Î��ÁÎ�Ò�ì�ÁÌ�Î��ÁÎ�Ò�ÍÜ���Á¼�ÜµÍÜ�¼�
en sus actos o desatiendan tales derechos.



derechos de los pueblos indígenas 
en aislamiento voluntario

hiSToria qUe Se repiTe: 
DeSTrUCCión Y CoLonizaCión 

DeL TerriTorio inDígena 

�ËÄ�������®��Ùê��×�Þ�ɇ��½�æ�ÚÚ¬æËÚ¬Ë��üËÚ�Ë�×¬�Ú����ËÞÙê�Þɇ���½¬�������©�-
bitat y bienes y servicios naturales1Ɍ�C¬�ÄæÚ�Þ�æ�ÄæËɇ�½�Þ��êæËÚ¬����Þ�Ä��¬Ë-
nales retozan en los asoleados rincones de los ministerios, dedicándose a 
no evitar los abusos al pueblo y la corrupción. Esa es, sin dudas, la visión 
que portamos todas o casi todas las personas que habitamos este suelo. 
DË�Þ��æÚ�æ�������êÞ�Ú���Ä��¬�ɇ�Þ¬ÄË�����¬�¤ÄËÞæ¬��Ú�êÄ�Ã�½��Ä��Ã¬�Ë�Ùê��
nos afecta transcendentalmente y que tiene el potencial de arrasar con 
las vidas del pueblo ayoreo, los demás pueblos del país y con nosotros 

mismos, que no nos damos cuenta de que también somos pueblo.

paLabraS CLaveS: pueblos indígenas, protección, deforestación, hábitat, 
fragmentación.

Luis maría de la Cruz, miguel Lovera, miguel Ángel alarcón y jieun kang 
iniciativa amotocodie

1 Hecho constatado por los monitoreos de cambio de uso del suelo realizados por Guyra Paraguay, Iniciativa Amotocodie 
y Global Forest Watch, que indican tasas de deforestación entre 250.000 a 350.000 ha por año en los últimos 20 años, 
de las cuales entre un tercio y la mitad ocurren en territorio ayoreo.
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balanCE DE lOs 25 añOs 

La caída de la dictadura del Partido Colorado despertó las esperanzas de di-
¨�Î�¼×�Ò�Ò��×ÁÎ�Ò�ÌÁÒ×�Î©��ÁÒ�ì�ÒÜÒ���Á»Ì�À�¼×�Ò����ÍÜ��µ��Ò¯×Ü��¯Â¼�»�±Á-
raría en cuanto a la implementación del Estado de derecho y el imperio de 
la ley. Con certeza, la nueva situación política favoreció el avance de los de-
rechos civiles, económicos y de los derechos humanos. También, en 1992, la 
nación inaugura una nueva Constitución Nacional y consagra los derechos 
territoriales y culturales de los pueblos indígenas, como grupos de cultura 
anterior a la formación y organización del Estado paraguayo2. Sin embargo, 
¼Á�µµ�©Â��µ�ÌÜ¼×Á����Î��Á¼Á��Î�µ���ë¯Ò×�¼�¯�����µÁÒ�ÌÜ��µÁÒ�¯¼�Ǟ©�¼�Ò�ÍÜ���Ý¼�
viven en aislamiento voluntario en el territorio nacional.

�µ�ÁÎ��¼�»¯�¼×Á�±ÜÎǞ�¯�Á�×�»ÌÁ�Á���Î��Á¼Á�¯�Á�µ���ë¯Ò×�¼�¯������Ò×ÁÒ�ÌÜ�-
blos por vía legal. No se ha promulgado ley alguna a ese efecto, a pesar de 
la referencia indirecta expresada en la Ley N.º 5540/2015, referente a la de-
õ¼¯�¯Â¼���� µÁÒ� µ¯¼��ÎÁÒ���µ�V�ÎÍÜ��F��¯Á¼�µ���¨�¼ÒÁÎ�Ò���µ����Áį��Á¼���
se reconoce la existencia de “silvícolas” que habitan la zona3; pero no se les 
Á×ÁÎ©��¼¯¼©Ý¼��Ò×�×ÜÒ�µ�©�µ�Ì�Î×¯�Üµ�Î�Á��¯¨�Î�¼�¯��Á�ì�ÒÁµÁ�Ò��Î�»¯×���µ��Î���
del parque.

La indiferencia del estamento político y administrativo nacional no se ha 
conmovido con las sucesivas salidas del “monte” de los legendarios “indios 
»ÁÎÁÒŌį����ĂĊĊĉ�ì�ăāāąĮ�\¯��µ�ÁÎ��¼�»¯�¼×Á�±ÜÎǞ�¯�Á�¼��¯Á¼�µ�¼¯�Ò¯ÍÜ¯�Î���Ò�
capaz de reconocer la existencia de los ayoreo que viven en aislamiento vo-
luntario, mucho menos hará por reconocer sus derechos territoriales y me-
¼ÁÒ� �Ý¼��Î��ÌÁÎ� Î�Ò×¯×Ü¯Î� ×�ÎÎ¯×ÁÎ¯ÁÒ4. Así, en la actualidad, las tierras de 
dominio ayoreo5�¼Á� µµ�©�¼��µ� Ăŧ���� µ�� ÒÜÌ�Îõ�¯�� ×�ÎÎ¯×ÁÎ¯�µ�ÁÎ¯©¯¼�µ�����Ò��
pueblo6.

�� &RQVWLWXFLµQ�1DFLRQDO�GHO�3DUDJXD\��&DS¯WXOR�Ț��'H�ORV�3XHEORV�,QG¯JHQDV�

�� /H\�1�|�������PRGLȑFDWRULD�GH�OD�/H\�1�|�������DPEDV�GH�������DUW¯FXOR����TXH�PRGLȑFD�DO�DUW¯FXOR���GH�OD�OH\�RULJLQDO�

4 El reconocimiento de los derechos territoriales en teoría (en su “deber ser jurídico”) incluye la restitución del territorio; 
sin embargo, la realidad nacional e internacional muestra una dicotomía entre “reconocer el derecho” y “restituir el 
objeto de derecho”. Por este motivo, no es redundante incluir el concepto de restitución junto con el de reconocimiento. 
Este, probablemente, es un caso arquetípico de la ruptura que existe entre la teoría jurídica de lo que “debe ser” y lo que 
en la práctica realmente “es”.

5 Se hace referencia a la totalidad del territorio, que incluye a Paraguay y Bolivia. La presencia transfronteriza da cuenta 
GH�OD�PDJQLWXG�GH�OD�YLRODFLµQ�WHUULWRULDO�KHFKD�SRU�ODV�QDFLRQHV�PRGHUQDV�DO�GHȑQLU�VXV�IURQWHUDV��VLQ�FRQVLGHUDU�OD�
identidad territorial de los pueblos que las anteceden en la ocupación efectiva del espacio. En la actualidad, estos 
hechos muestran la complejidad del tema, que deberá ser abordado colectivamente entre los dos países si realmente 
se quiere dar una respuesta a la imposición emergente de los derechos territoriales reconocidos por los Estados 
modernos y por la comunidad internacional. El caso de la realidad transfronteriza del pueblo ayoreo no es el único en 
6XGDP«ULFD��\D�TXH�OD�GHȑQLFLµQ�GH�ODV�IURQWHUDV�GH�ORV�SD¯VHV�ODWLQRDPHULFDQRV�QXQFD�KD�DWHQGLGR�D�OD�WHUULWRULDOLGDG�
de sus pobladores antecedentes, sino a los intereses impuestos desde el proceso de conquista colonial.

6 Antenor Vaz, coord., 3XHEORV�,QG¯JHQDV�HQ�$LVODPLHQWR�HQ�OD�$PD]RQ¯D�\�*UDQ�&KDFR��,QIRUPH�5HJLRQDO��7HUULWRULRV�\�'HVDUUROOR�
��,5 (Land is Life. Estrategia Regional de Protección para Pueblos Aislados, 2019), disponible en https://landislife.org/wp-
content/uploads/2019/10/Land-is-life-25-septiembre-2019.pdf.
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�µ���õ�¯×�»�Ò�©Î�åÁÒÁ���µ��Ò×��Á�Ì�Î�©Ü�ìÁ��¼���Î��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á���µ���Á¼Ò-
titución Nacional7 es, principalmente, la falta de implementación en cuanto 
a la restitución de los territorios tradicionales. Los intentos de convencer a 
µ�Ò��Ü×ÁÎ¯����Ò����µ��¼���Ò¯����ì�µ��±ÜÒ×�ñ�����µÁÒ�Î��µ�»ÁÒ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯�µ�Ò���µ�
pueblo ayoreo no han sido tomados en serio o solamente han servido de dis-
tractores onerosos para las y los integrantes de ese pueblo, pues, mientras 
los reclamos y trámites se efectuaban, las autoridades nacionales transfe-
ÎǞ�¼į��Ò×��õ¼�µ�Ò����ăāĂĉį�ĂĮĉāāĮāāā���×�Î��Ò���Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��¼Á��Ü»ÌµǞ�¼�
�Á¼�µÁÒ�Î�ÍÜ¯Ò¯×ÁÒ�Ì�Î��Ò�Î���±Ü�¯��×�Î¯�Ò����×¯�ÎÎ�Ò�õÒ��µ�Ò8. En general, en 
cuanto al estatus de la tenencia de la tierra en los pasados 25 años, se regis-
×Î��Ü¼��Ò¯×Ü��¯Â¼���×�Ò×ÎÂõ��į��¼×Î��Á×ÎÁÒ� ¨��×ÁÎ�Òį�ÌÁÎ�¼Á��ë¯Ò×¯Î��µ�Î¯����
�¼�µ��×�¼�¼�¯�����µ��×¯�ÎÎ�Į��ÒÁ�Ò�������×�¼×Á���Ü¼����õ�¯�¼�¯���Ò×�×�µ����ÁÎ-
den técnico administrativo como también a la provocación intencional del 
estado de irregularidad ocasionado por el propio Estado, el que permite el 
���Ì�Î�»¯�¼×Á�ì�µ��Á�ÜÌ��¯Â¼�¯µ�©�µ����µ��×¯�ÎÎ�į�Ò�©Ý¼�µÁÒ���Ò¯©¼¯ÁÒ����µÁÒ�
poderes políticos y económicos de turno9. El papel desempeñado por el Es-
×��Á��¼��µ�Î�Ì�Î×Á����×¯�ÎÎ�Ò��¼�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á��ìÁÎ�Á���Ò¯�Á�¼�¨�Ò×Áį���±�¼�Á���
su paso una estela de situaciones engorrosas y delicadas para la subsistencia 
de los indígenas en su hábitat, como ser la exclusión violenta de las tierras 
usurpadas por los guardias armados de las propiedades privadas creadas en 
tierras indígenas10.

Los organismos responsables de la distribución y el control del uso de las 
tierras y los recursos, a saber, el Instituto Nacional de Desarrollo Rural y 
de la Tierra (Indert)11 y el Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible 
(Mades)12į�å�¼��¼�×¯�ÎÎ�Òį��ÌÎÜ���¼���±Ü�¯���¯Á¼�Ò�ì�ÌÎÁì��×ÁÒ����×Î�¼Ò¨ÁÎ-
mación de sus bosques y pastizales, respectivamente, como si no estuvieran 
habitados13Į�V�ÁÎ��Ý¼į��Á»Á�Ò¯�µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��µ�Ò���¯×�¼����¯�Î�¼�Ò�Î��ë-
pulsadas como intrusas o desposeídas de sus derechos legitimados por su 

7 Miguel Lovera, Jieun Kang y Miguel Ángel Alarcón, “Aislados hasta en sus derechos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\�
���� (Asunción: Codehupy, 2016), 67-82.

8 Inés Franceschelli, Miguel Lovera y Luis María de la Cruz, %DK¯D�1HJUD�EDMR�$WDTXH��1HROLEHUDOLVPR�\�6DTXHR (Asunción: 
Heñói - Iniciativa Amocotodie, 2018).

9 Comisión de Verdad y Justicia (2008), 3DUDJXD\�FRP, 7 de abril de 2015, acceso el 30 de octubre de 2020, http://www.
paraguay.com/nacionales/chaco-70-de-tierra-estatal- esta-en-manos-de-especuladores-126244.

10 Miguel Ángel Alarcón, Luis María de la Cruz, Jieun Kang y Miguel Lovera, “Acaparamiento y exclusión en territorio 
ayoreo”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2017), 75-90.

11 Creado por la Ley N.º 2419/2004. Esta establece que el Indert mantendrá relaciones de coordinación permanente con 
OD�6HDP�HQ�WRGRV�DTXHOORV�DVXQWRV�TXH�SRU�VX�QDWXUDOH]D�UHTXLHUDQ�SODQLȑFDFLµQ�\�JHVWLµQ�LQWHJUDGD�HQWUH�DPERV�
organismos (art. 3). 

12 Creado por la Ley N.º 1561/2000. Junto con el Consejo Nacional del Ambiente (creado por la misma ley) son los 
RUJDQLVPRV�UHVSRQVDEOHV�GH�OD�HODERUDFLµQ��QRUPDOL]DFLµQ��FRRUGLQDFLµQ��HMHFXFLµQ�\�ȑVFDOL]DFLµQ�GH�OD�SRO¯WLFD�\�
gestión ambiental nacional (art. 1). 

13 De la totalidad de los relatorios de impacto ambiental (RIMAS) publicados por la Seam y el Mades, analizados 
VLVWHP£WLFDPHQWH�GHVGH�������QLQJXQR�UHȑHUH�D�OD�SUHVHQFLD�GH�JUXSRV�VLQ�FRQWDFWR�HQ�ODV�£UHDV�GH�LQȠOXHQFLD�GLUHFWD�R�
indirecta, así como no entiende que al transformar bosques insertos en grandes extensiones no colonizadas, se trata de 
territorios indígenas en uso actual, inclusive por los grupos ya sedentarizados, quienes acceden a los recursos vitales en 
dichos espacios no transformados.
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histórica presencia y por las normativas nacionales y los acuerdos interna-
cionales14. Con este proceder, los ecosistemas son alterados y destruidos y 
la población ayorea que vive en aislamiento voluntario se retira hacia áreas 
menos afectadas, perdiendo así recursos y tiempo valioso para ser dedicado 
a las actividades de subsistencia.

Sin embargo, a pesar de las fallas del sistema político, de la incapacidad, im-
pericia, mala fe y deshonestidad de los funcionarios y las instituciones esta-
×�µ�ÒĹ��¼��µ���µ�¼�������Ò×ÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ�ăĆ��ÀÁÒ�Ò����Ò×���¼�µÁ©ÎÁÒ�Ò¯©¼¯õ��×¯åÁÒ�
Ì�Î���µ�ÌÜ��µÁ��ìÁÎ�ÁĮ�žµ©Ü¼ÁÒ��Á¼��¨��×ÁÒ��Á¼�Î�×ÁÒ��¼�µ���±��Ü�¯Â¼����µÁÒ�
derechos. Otros, meros enunciados pero que implican reconocimiento de los 
derechos y existencia de grupos aislados sin contacto en el territorio chaque-
ño; enunciados que obligan y abren puertas para proseguir en el camino de 
las reivindicaciones.

�¼�ĂĊĊĄį��µ�2¼Ò×¯×Ü×Á�V�Î�©Ü�ìÁ���µ�2¼�Ǟ©�¼��Ł2¼�¯ł�¯¼¯�¯��Ü¼�ÌÎÁ��ÒÁ�±ÜÎǞ�¯�Á�
y administrativo15 que lleva a la declaración de Patrimonio Natural y Cultural 
Ayoreo Totobiegosode, reivindicando 550.000 ha como parte del territorio 
tradicional de ese subgrupo16. El mismo año, el IBR, en concordancia con el 
citado proceso del Indi, inicia un expediente administrativo a favor de la “co-
munidad indígena totobiegosode de Alto Paraguay”17. En 1998, el Ministerio 
de Educación y Cultura (MEC) declara de interés cultural nacional la preser-
vación del hábitat tradicional reclamado por el pueblo ayoreo18. Posterior-
mente, en 2001, el mismo ministerio declara “Patrimonio Natural y Cultural 
a�¼©¯�µ����2¼×�¼©¯�µ��žìÁÎ�Á�aÁ×Á�¯�©ÁÒÁ��Ō��� µ��ÒÜÌ�Îõ�¯�����ĆĆāĮāāā���
¯��¼×¯õ����Ò�ì�Î��µ�»���Ò�ÌÁÎ��µ�ÌÜ��µÁ19Į��µ�»¯Ò»Á��ÀÁį��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�
Nacional declara la creación de la Reserva de Biosfera del Chaco, abarcan-
do el norte del departamento de Boquerón y Bahía Negra (Alto Paraguay)20. 
Con esta medida se limita la transformación de los bosques a un 50% de la 
ÒÜÌ�Îõ�¯���ÁÒ�ÁÒ��ÌÎ��¯�µĮ����¯�Á���ÍÜ���µ� �Î�����µ�Ì�×Î¯»Á¼¯Á�¼Á��Ò×����
incluida, en 2004 la Secretaría del Ambiente (Seam) declara de interés insti-
tucional “la consolidación del área del hábitat natural de los ayoreo totobie-
gosode”, para lo cual se compromete a complementar la Reserva de Biosfera 
del Chaco21. En 2011, la misma secretaría amplía la extensión de la Reserva 

14 Luis María de la Cruz, Miguel Lovera, Miguel Ángel Alarcón y Jieun Kang, “Legitimación de la ilegalidad. De la 
transformación ambiental al genocidio”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2018), 67-91.

15 Expediente jurídico y administrativo del Indi N.º 764/1993.

16 El pueblo ayoreo, como otros del Chaco, denomina con nombres particulares y dinámicos históricamente a los 
diferentes grupos que conforman al pueblo, que la terminología tradicional denomina “tribales”. “Totobiegosode” es 
una de estas denominaciones para uno de dichos grupos.

17 Expediente administrativo N.º 6073/1993. 

18 Resolución del MEC N.º 11/1998.

19� 5HVROXFLµQ�GHO�0(&�1�|���������UDWLȑFDGD�SRU�OD�6HFUHWDU¯D�1DFLRQDO�GH�&XOWXUD�SRU�5HVROXFLµQ�1�|����������

20 Decreto N.º 13202/2001.

21 Resolución de la Seam N.º 1022/2004.
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de Biosfera del Chaco, extendiéndola hacia el patrimonio22; ampliando así la 
preservación de los bosques que son hábitat del grupo totobiegosode y even-
tualmente de otros que nomadicen en la misma zona.

žÒǞ��Á»Á��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�Î��Á¼Á�����×Î�å�Ò����ÒÜÒ�ÂÎ©�¼ÁÒ�µ��ÌÎ�Ò�¼�¯�����
los grupos aislados en el Chaco mediante varias resoluciones, la Fiscalía Ge-
¼�Î�µ���µ��Ò×��Á�Ł*+�ł�Î��Á¼Á���µ��ÌÎ�Ò�¼�¯������Ò×ÁÒ�©ÎÜÌÁÒ�ì���×Ý����¨�åÁÎ�
de su protección. En 1998 crea una comisión especial para dar seguimiento 
a la familia que salió en Nueva Berlín (Amotocodie, Boquerón)23. En el 2000 
se designa una comisión especial para la asistencia de ayoreo totobiegoso-
de que eventualmente intenten contactarse con la sociedad envolvente24. La 
»¯Ò»���Ò�»Á�¯õ������¼�ăāāąį��µ¯©¯�¼�Á�¼Ü�åÁÒ�»¯�»�ÎÁÒĮ��¼�ăāāĉį��¨��×��
��õÒ��µ�Ò���±Ü¼×ÁÒ�Ì�Î��ÌÎ�Ò�¼×�Î�Ü¼�Ìµ�¼�ÁÌ�Î�×¯åÁ� �Á¼�»Á×¯åÁ���� µ��ÌÁ-
sible aparición de grupos aislados25Į��¼��Ò×��Ýµ×¯»��»��¯���ì��¼Á�Ò��µ¯»¯×��
al grupo totobiegosode, reconociendo tácitamente que existen otros grupos 
nomadizando en el Chaco.

El caso del proyecto de explotación minera del Cerro León en 2015 dio ma-
yor visibilidad a la presencia de los grupos sin contacto. El Poder Judicial, 
mediante el amparo presentado y apoyado por el correspondiente informe 
del Indi, reconoce su existencia y su presencia en el territorio del Parque 
F��¯Á¼�µ���¨�¼ÒÁÎ�Ò���µ����ÁĮ�a�¼×Á��µ�VÁ��Î�>�©¯Òµ�×¯åÁ��Á»Á��µ��±��Ü×¯åÁ�
���¼�µÁ�ÌÎÁÌ¯Á��µ�»Á�¯õ��Î�µ��µ�ì�ÍÜ���Ò×��µ����µÁÒ�µǞ»¯×�Ò���µ�Ì�ÎÍÜ��Ł>�ì�
N.º 5392/2015)26, en donde se destaca la existencia de “comunidades indíge-
nas silvícolas que habitan la zona”.

>��ÌÎ�Ò�¼�¯�����©ÎÜÌÁÒ��¼��¯Òµ�»¯�¼×Áį�¯©¼ÁÎ����Á�¼�©�����Ý¼�ÌÁÎ�»Ü�ÁÒ�
sectores del Estado y de la sociedad civil, tomó dimensiones internacionales 
a propósito de la presentación ante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) del caso totobiegosode, por incumplimientos del Estado 
paraguayo en la protección y restitución del territorio declarado Patrimonio 
Natural y Cultural, Tangible e Intangible Ayoreo Totobiegosode. Asimismo, 
en la décima sesión del Foro Permanente de las Naciones Unidas para las 
Cuestiones Indígenas, en 2011, el Estado paraguayo se vio obligado a dar res-
puestas a cuestiones planteadas en la novena sesión acerca de las acciones 
desarrolladas a favor de las comunidades indígenas en aislamiento.

En términos concretos, el Estado ha intervenido en la restitución de apro-
ximadamente 60.000 ha en lotes aislados, dentro de las 550.000 demanda-
das como patrimonio. No se ha preservado nada fuera de estos límites. Las 

22 Resolución de la Seam N.º 1281/2011.

23 Resolución de la FGE N.º 456/1998.

24� 5HVROXFLµQ�GH�OD�)*(�1�|�����������PRGLȑFDGD�SRU�5HVROXFLµQ�1�|����������GHO�PLVPR�µUJDQR�

25 Resolución de la FGE N.º 3621/2008.

26� /H\�1�|������������HQ�VX�DUW¯FXOR����TXH�PRGLȑFD�DO�DUW¯FXOR���GH�OD�OH\�RULJLQDO�
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propiedades reconocidas no proporcionan la continuidad territorial que 
garantice los derechos y subsistencia de los totobiegosode, ni mucho me-
¼ÁÒ����µÁÒ�Á×ÎÁÒ�©ÎÜÌÁÒ�¯��¼×¯õ���ÁÒ�¨Ü�Î������Ò×��×�ÎÎ¯×ÁÎ¯ÁĮ�*Î�¼×���µ��Á¼-
øµ¯�×Á��Á¼�µ���»ÌÎ�Ò��©�¼���Î��v�©Ü�Î�×��VÁÎ�į�µ���Á»Ì�ÀǞ��¼Á�����Ò��Á�
de realizar deforestaciones dentro del patrimonio, a pesar de las medidas 
±Ü�¯�¯�µ�Ò�ì����µ�Ò�Î�åÁ��×ÁÎ¯�Ò����µ�Ò�µ¯��¼�¯�Ò��»�¯�¼×�µ�ÒĮ��Á»Á�»��¯���
de mitigación estableció un área protegida privada permanente (Reserva 
F�×ÜÎ�µ�v�©Ü�Î�×��VÁÎ�ł�ÍÜ����×Ý���Á»Á��ÁÎÎ��ÁÎ��¯ÁµÂ©¯�Á��¼×Î��µ�Ò�×¯�-
rras tituladas y de zona de paso para los grupos en aislamiento. Yaguareté 
VÁÎ��¼Á��Ò� µ��Ý¼¯����»ÌÎ�Ò��ÍÜ����¼×ÎÁ���µ�Ì�×Î¯»Á¼¯Á�������ÒÁ�Á»¯ÒÁ�
a las restricciones de transformación27; lo cual demuestra que, a pesar de 
existir un marco normativo y un reconocimiento de la presencia de grupos 
�¼��¯Òµ�»¯�¼×Áį��µ��Ò×��Á��Ò�¯¼�õ�¯�¼×����¯¼��Ì�ñ������Î�ÌÎÁ×���¯Â¼�ì����Î�
cumplir sus propias leyes.

Por otro lado, a pesar de las medidas administrativas tomadas por la Seam, 
este organismo ha concedido licencias ambientales dentro de las tierras 
reclamadas para actividades ganaderas, madereras y de prospección de pe-
tróleo sin consultar a las comunidades y en violación de la normativa que 
prohíbe innovar en tierras reclamadas por los pueblos indígenas mientras 
�Ò×���¼��ÜÎÒÁ��µ�ÌÎÁ���¯»¯�¼×Á������±Ü�¯���¯Â¼Į��Ò×Á�����Ü�¼×�����ÍÜ�į�»�Ò�
allá de las capacidades del Estado, se impone la negligencia o mala fe de sus 
funcionarios, quienes con sus acciones niegan derechos adquiridos por el 
pueblo ayoreo.

o�¯¼×¯�¯¼�Á� �ÀÁÒ� ���»�Î��Ò� ì� �Á¼×Î�»�Î��Ò� ÍÜ�� ��±�¼� �Á»Á� Î�ÒÜµ×��Á�
muchas tierras perdidas como “territorio” del pueblo ayoreo, y a la vez una 
conciencia en el pueblo y una visibilidad social y política de la problemática 
que no existían hace cinco lustros.

sitUaCiÓn DEl DErECHO

Se haCe Ceniza eL TerriTorio De LoS aiSLaDoS

Las quemas para preparación de cultivo y cacería son conocidas como prác-
ticas ancestrales de los pueblos indígenas. El uso del fuego tenía sus reglas 
basadas en una relación de cercanía y dependencia con el ambiente. Lo que 
Ò�µǞ�����µ��¼ÁÎ»���Î��×��Ý�ì�×Î�Ǟ���Á¼Ò��Ü�¼�¯�Ò�ÍÜ���¨��×�ÎǞ�¼���×Á�ÁÒ�ì����
maneras trágicas.

Lo ocurrido con los incendios en la región de Chovoreca (agosto a octubre de 
ăāĂĊłį���Ò���µ��Ì�ÎÒÌ��×¯å�����µ��©�¼×���ìÁÎ�Áį�Ò¯©¼¯õ���Ü¼�ÍÜ¯��Î���¼�µ��Î�-
µ��¯Â¼��¼×Î��µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ì��µ�»Ü¼�Á�Łµ��¼�×ÜÎ�µ�ñ�į��¼�×�Î»¯¼ÁÒ�Ò¯»Ìµ¯õ��-

27� 9«DVH�HO�UHFLHQWH�HVWXGLR�SXEOLFDGR�SRU�KWWSV���ZZZ�HDUWKVLJKW�RUJ�XN�JUDQGWKHȻWFKDFR�HV��
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�ÁÒłĮ��µ�»Á¼×��Ò����±Â�ÍÜ�»�Î��Á¼�¨ÜÎ¯��ÌÁÎÍÜ��µÁÒ�Ü»�¼ÁÒ�ÒÁ�Î�Ì�Ò�ÎÁ¼�
los umbrales de tolerancia. Estos umbrales, conocidos por la ciencia como el 
límite de la resiliencia de los sistemas, son reconocidos con claridad por los 
conocimientos ancestrales de quienes, entre la gente ayoreo, tienen la capa-
cidad de hablar con el mundo.

El fuego sin control alteró totalmente los sistemas ambientales del Área 
F�×ÜÎ�µ����E�¼�±Á�2¼×�©Î��Á�ŁžFE2ł�K×ÜÍÜ¯Òį��µ�ǴÎ�������Á¼Ò�Îå��¯Â¼���
Importancia Ecológica (ACIE) Ñemby Guasu, el ANMI del Kaa’iya en Boli-
via y el Monumento Natural Cerro Chovoreca en Paraguay. También pro-
piedades indígenas sufrieron daños: el Territorio Comunitario de Origen 
(TCO) de Santa Teresita y Zapocó en Bolivia y la propiedad del pueblo ayo-
Î�Á��¼��ÁåÁÎ���į� �Ò×��Ýµ×¯»���Á¼�ąāŧ���� ÒÜ�»�Ò�� ¨ÁÎ�Ò×�µ�ÍÜ�»���Į��µ�
¯¼��¼�¯Á��¼��µ�ǴÎ���\¯µå�Ò×Î��VÎÁ×�©¯�����±Á��Á»¯¼¯Á�VÝ�µ¯�Á�EÁ¼Ü»�¼×Á�
Natural Cerro Chovoreca alcanzó a 128.000 ha, equivalentes al 52% de su 
ÒÜÌ�Îõ�¯��×Á×�µĮ�����Ò��×Á×�µį�ĂĄĮāāā���Ò��¯¼��¼�¯�ÎÁ¼�ÌÁÎ����¯Â¼�¯ÎÎ�ÒÌÁ¼-
sable de los ocupantes de la instalación ilegal de la Estancia Karenina28, 
×¯�ÎÎ��ÜÒÜÎÌ����ÌÁÎ�µ��¨�»¯µ¯��<�¼Á¼¼¯³Á÷¨į��¼�Ü¼Á����µÁÒ�Ò��×ÁÎ�Ò�»�Ò�¨Î�-
giles de la reserva29.

Las características de la región y el cambio en el comportamiento del cli-
»���Á¼õ©ÜÎ�ÎÁ¼�µ��Ò¯×Ü��¯Â¼�Ì�Î��ÍÜ���µ�¨Ü�©Á�Ò���Á¼å¯�Î×���¼�Ü¼���»�¼�ñ��
ecocida para el sistema natural y genocida para los grupos aislados.

Todas las quemas son producidas en el marco de prácticas de producción 
agropecuaria, como estrategia de preparación de áreas para la siembra 
Ł��ÍÜ�ÁÒį� �¼��Áµ¯å¯�łį� Î��ÎÁ×����� ¨ÁÎÎ�±�Ò� ì� �Á¼×ÎÁµ�����ÒÌ��¯�Ò�¼Á���Ò��-
das. Las extremas sequías, que se están sucediendo desde 2018, favorecen 
las circunstancias para que los incendios se propaguen aun entre las barre-
ras forestales desecadas y degradadas por el efecto de borde e invasión de 
pastos, pasando de un campo a otro, sin posibilidades de controlarlos. Los 
grandes incendios de 2019, que afectaron sensiblemente al territorio ayoreo, 
se originaron en dos sitios: el ya mencionado en la ocupación ilegal dentro 
del área silvestre protegida, y en la región de Roboré, en Bolivia. Los fuertes 
å¯�¼×ÁÒ�ÌÎÁ�Ü±�ÎÁ¼�Ü¼���¯ÒÌ�ÎÒ¯Â¼�ÒÁ�Î��µÁÒ��ÁÒÍÜ�Ò����»�×ÁÎÎ�µ�ÌÎÁÌ¯ÁÒ����
la región, extendiéndose por más de 200 km y afectando poco menos de un 
millón de hectáreas de cerrado entre Bolivia y Paraguay. La gran deforesta-
ción favoreció la propagación del fuego dentro de las estancias ganaderas. 
De haber estado conservado el bosque, el fuego se hubiera detenido en esos 
sitios, impidiendo su propagación.

28� ,GHQWLȑFDFLµQ�LQ�VLWX realizada por Iniciativa Amotocodie.

29 Monitoreo de incendios realizado conjuntamente entre el Sistema de Alerta Pilcomayo, FUNGIR e Iniciativa 
Amotocodie, desde el 8 de agosto al 30 de octubre de 2019. Se publicaron en diferentes redes sociales los resultados 
diarios del monitoreo.
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En 2020, las quemas se iniciaron más temprano debido a las condiciones 
climáticas extremadamente secas en todo el Chaco. En el territorio ayoreo se 
han observado pocos focos de calor, principalmente en potreros de estancias 
ya establecidas. Se encuentran sin efectos del fuego las áreas más frágiles 
afectadas en 2019.

Los incendios forestales resultan en el deterioro de los sistemas ambienta-
les. Sumado a las grandes áreas deforestadas en el Gran Chaco, provocan 
Ü¼��Î��Ü��¯Â¼�Ò¯©¼¯õ��×¯å�����µÁÒ��ÒÌ��¯ÁÒ�¼�×ÜÎ�µ�Òį�å¯×�µ�Ò�Ì�Î��µÁÒ�©ÎÜÌÁÒ�
�¯Òµ��ÁÒ���µ�ÌÜ��µÁ��ìÁÎ�ÁĮ�\¯©¼¯õ���ÒÜ�ÌÎÁÌ¯Á�õ¼���µ�»Ü¼�Áį�µ��»Ü�Î×�����
la matriz que los contiene y donde encuentran sustento30. El contacto, la al-
ternativa a la que se vieron forzados muchos de ellos, acarrea el colapso de 
ÒÜ��Üµ×ÜÎ�Į��Ò×��ÁÌ�¯Â¼��Ò��µ�Ýµ×¯»Á�Î��ÜÎÒÁĮ��ÜÎ�¼×���µ�Ì�Î¯Á�Á����¯¼��¼�¯ÁÒ�
�¼�ăāĂĊį� ×Î���±��ÁÎ�Ò���� µ�Ò��Ò×�¼�¯�Ò��¼� µ��ñÁ¼����� µ��>Ǟ¼���Ă� ×�Ò×¯»Á¼¯�-
ron el paso (probablemente, la huida) de un grupo aislado, de un lugar de 
¯¼��¼�¯ÁÒ���¯��Á×ÎÁÒ�µÜ©�Î�Ò��Á¼����Ý¼�¼Á���Ǟ��¨Ü�©ÁĮ�\��×Î�×�į�»�Ò��µµ��
del testimonio mismo, de un cuadro muy representativo en donde la huida 
es al mismo tiempo la expulsión del eami31, de la naturaleza, de su mundo y 
µ���ÝÒÍÜ�������Á×ÎÁÒ��ÒÌ��¯ÁÒ����×Î�¼ÍÜ¯µ¯���į��µ�±��ÁÒ���µ��Á¼×��×Á��Á¼�µ��
sociedad que mata al mundo.

ž¼×���µ�Ì�¯Ò�±����ÒÁµ��ÁÎ���µ�»Ü¼�Á���å�Ò×��Á��¼�ăāĂĊį��¼�¯�¼ÁÒ�ì��¼�¯�-
¼�Ò��ìÁÎ�Á��¯±�ÎÁ¼�ÍÜ��Ò����������ÎĮ��Á¼Á���ÁÎ�Ò���µ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á�ì��Á¼�Ü¼��
Î�µ��¯Â¼�ÌÎÁ¨Ü¼��į�×¯�¼�¼�µ�Ò�»�±ÁÎ�Ò�ÌÎÁÌÜ�Ò×�Ò�Ì�Î��Ò�¼�Î�µ�Ò��Î¯��Ò���µ�
fuego. En su conocimiento del mundo, la gente ayoreo propuso declarar una 
pausa ambiental: detener la intervención humana con el modelo que dete-
Î¯ÁÎ�Ő�µŐ ×�ÎÎ¯×ÁÎ¯ÁįŐ�Őõ¼Ő��Ő��Îµ�Ő µ�ŐÁÌÁÎ×Ü¼¯���Ő�Ő µ�Ő¼�×ÜÎ�µ�ñ�Ő��ŐÍÜ�ŐÒ�Ő
reponga, con su propia fuerza, para que logre adaptarse al escenario actual. 
De diferentes maneras, durante el año 2020 organismos de la sociedad civil, 
empresarios privados y el Estado, representado por algunos de sus órganos, 
plantearon estrategias de recuperación de las áreas quemadas en 2019; sin 
embargo, y a pesar de lo acertado del conocimiento de la gente ayoreo, hasta 
el momento no se ha garantizado su participación en las discusiones refe-
ridas a la recuperación del territorio después del desastre con el Estado, los 
interlocutores privados y la sociedad civil.

30 Miguel Ángel Alarcón. “Incendios en territorio Ayoreo”. En conferencia de prensa virtual “Incendios y Deforestación en 
territorios con registros de Pueblos Indígenas Aislados”, 26 de octubre de 2020.

31 (DPL o HUDPL�HV�HO�PXQGR�HQ�HO�FXDO�GHVDUUROOD�VX�YLGD�HO�SXHEOR�D\RUHR��VH�WUDWD�GH�XQD�HQWLGDG�SHUVRQLȑFDGD�TXH�
representa al colectivo natural en un individuo múltiple y único. El mundo, en tanto los elementos de la naturaleza 
que hacen a la existencia del pueblo y le dan identidad. El concepto remite a una ontología donde humanos y el “resto” 
(“la naturaleza”, en algún sentido) si bien están diferenciados como entes, no lo están en sus relaciones que podríamos 
llamar ecosociológicas y en su interdependencia.
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ChovoreCa

Las áreas silvestres protegidas del norte del Chaco conforman una colección 
���¼Ý�µ�ÁÒ�����Á¼Ò�Îå��¯Â¼į�ÌÁÎ��µ�»Á»�¼×Á�¯¼�Á¼�ëÁÒ�Á��Á¼�»Üì�ÌÁ����Á-
nectividad, que se constituyen en refugios de vida para los grupos del pueblo 
�ìÁÎ�Á�ÍÜ���Ý¼�å¯å�¼�µ¯�Î�Ò����µ���ÁµÁ¼¯ñ��¯Â¼�ì�¨Î�¼×����µ���Ü�µ�»�¼×¯�¼�¼�
una relación autogestionada. Pero algo que caracteriza a estas áreas es su 
¯¼Ò�©ÜÎ¯���� ±ÜÎǞ�¯��į� �¼� ×�¼×Á�ÌÁ��Ò�����µµ�Ò��Ò×�¼� ×¯×Üµ���Ò���¼Á»�Î����µ�
organismo de aplicación de su custodia y preservación32į�ÍÜ���¼�Á�ÒÜ±�×�Ò���
todo tipo de violaciones y alteraciones.

�¼��ÁåÁÎ����Ò���¼�Ü�¼×Î��Ü¼������Ò×�Ò��Î��Ò�Ò¯µå�Ò×Î�Ò�ÌÎÁ×�©¯��Ò���±Á��Á-
»¯¼¯Á�ÌÝ�µ¯�ÁĮ��Ò×��Î�©¯Â¼�¨ÁÎ»��Ì�Î×����µ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á����Ì�Î×�¼�¼�¯������µ-
©Ü¼ÁÒ�����Ò×ÁÒ�©ÎÜÌÁÒ�ÍÜ��Ò��»Áå¯µ¯ñ�¼į�Ò�©Ý¼�µÁÒ�×�Ò×¯»Á¼¯ÁÒ�Î��Á©¯�ÁÒ��¼�
µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒį���¯��µÁÒ��ÁÒÍÜ�Ò���µ�ÒÜÎ�ì�ÌÎÁ���µ�»�¼×����¯���µ�V�ÎÍÜ��
Nacional Defensores del Chaco. Esta región es compartida con Bolivia, y sus 
características de cerrado dentro del Chaco la hacen singular y de relevan-
�¯����¼¯å�µ�»Ü¼�¯�µĮ��Ò��Á¼Ò¯��Î����Ý¼¯������¯�Á���µ��Î¯ÍÜ�ñ��ì�ÁÎ¯©¯¼�µ¯����
øµÁÎǞÒ×¯��į�¨�Ü¼ǞÒ×¯���ì�¨ǞÒ¯��Į��¼��µ�Ò¯×¯Á�ÌÜ���¼�Á�Ò�Îå�ÎÒ��ÒÜ�µÁÒ��Î�¼ÁÒÁÒ�
formando colinas y sustratos rocosos. Todas estas características no solo 
hablan de su originalidad en cuanto a la conservación, sino también de su 
aptitud para que el pueblo de los campos, la gente ayoreo garaigosode, de-
sarrolle su vida y sus actividades productivas (cacería, recolección y cultivo 
�Ò×��¯Á¼�Î¯Á���±Á�»Á¼×�ł���¼×ÎÁ����Ü¼�»Á��µÁ����å¯���×Î�ÒÜ»�¼×�Ĺ��ÒÌ��×Á�
humanitario fundamental para defender su integridad.

\¯¼��»��Î©Áį��Ò×��×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á��Ò�Á�±�×Á����Ü¼�ÌÎÁ��ÒÁ����µ�Î��Á�ì�å¯Áµ�¼×Á����
colonización. Su reducción y destrucción como hábitat natural para trans-
¨ÁÎ»�ÎµÁ��¼�Ü¼��Î���ÒÜ±�×����µ��ÌÎÁ�Ü��¯Â¼��©ÎÁÌ��Ü�Î¯���Á¼�õ¼�Ò����»�Î��-
�Á���±�¼�»�Î��Ò�¯ÎÎ�å�ÎÒ¯�µ�ÒĮ�+Î�¼�Ì�Î×��Ò����×Î�¼Ò¨ÁÎ»��Á�ì���×�Î¯ÁÎ��Á�
ambientalmente, en el nombre del “desarrollo” y se evidencia su impacto en 
los incendios, pérdida de biodiversidad y reducción del hábitat intangible de 
los grupos sin contacto.

vioLaCión aL DereCho a La ConSULTa  
Y La parTiCipaCión: CaSo ChovoreCa

>�� ÜÎ©�¼�¯�� ��µ� ×Î�×�»¯�¼×Á� ��µ� ��ÒÁ� ��µ� ǴÎ��� \¯µå�Ò×Î�� VÎÁ×�©¯��� ��±Á�
�Á»¯¼¯Á�VÝ�µ¯�Á�EÁ¼Ü»�¼×Á�F�×ÜÎ�µ���ÎÎÁ��ÁåÁÎ����Ò���������Ü¼��¼Ü�-
va violación de la normativa vigente (violación coherente con el proceso de 
colonización agropecuaria referido arriba), que atenta contra su integridad 
y la seguridad del territorio al que pertenecen los grupos que mantienen dis-

32 Sucesivamente, la Secretaría del Ambiente (Seam) y el Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible (Mades).
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×�¼�¯���Á¼�µ��ÒÁ�¯������Á»¯¼�¼×�Į�\��×Î�×����µ�±Ü¯�¯Á����»�¼ÒÜÎ��¯¼¯�¯��Á33 
Ì�Î����µ¯»¯×�Î�µ��ÒÜÌ�Îõ�¯����ÌÎÁ×�©�Îį���Ò��Á��¼��Á�Ü»�¼×��¯Â¼��ÍÜǞåÁ�����
¯µ�©�µį�ÍÜ��Î��Ü����¼�Ü¼�ćāŧ��µ��Î�������Á»¯¼¯Á�ÌÝ�µ¯�ÁĮ�4Ü¯�¯Á�ÍÜ��Ò��¯¼¯�¯��
sin la consulta libre, previa e informada al pueblo ayoreo a quien pertenecen 
esas tierras. Los líderes ayoreo tomaron conocimiento de esto a través de 
µ�Ò�Î���Ò�ÒÁ�¯�µ�Ò�ì�µ��ÌÎ�¼Ò����¯��õ¼�µ�Ò����ăāĂĊĮ��¼×Î�×�¼×Áį��µ�ÌÎÁ��ÒÁ����
»�¼ÒÜÎ��Ò���¼�Ü�¼×Î���¼��±��Ü�¯Â¼�ì��Ò×���µ�»Á»�¼×Á�¼Á�Î��¯�¯�ÎÁ¼�¼¯¼-
guna comunicación formal, a pesar de afectar directamente a sus intereses 
y a su territorio.

antecedentes del caso

>��»�¼ÒÜÎ��±Ü�¯�¯�µ���µ�ǴÎ���\¯µå�Ò×Î��VÎÁ×�©¯�����±Á��Á»¯¼¯Á�VÝ�µ¯�Á�EÁ-
¼Ü»�¼×Á�F�×ÜÎ�µ���ÎÎÁ��ÁåÁÎ�����Ò�¯»ÌÜµÒ������Ò���õ¼�µ�Ò����ăāĂĊ���¯¼¯-
�¯�����¼�Ò�Ì×¯�»�Î�����ăāăā�ÌÁÎ��µ�2¼��Î×į�±Ü¼×Á��Á¼��µ�E���Ò�ì�ÁÎ©�¼¯ñ�-
ciones de productores y no gubernamentales, pero sin la convocatoria a los 
habitantes originarios de la región: el pueblo ayoreo.

�¼��¯�¯�»�Î�����ăāĂĊį��µ�2¼��Î×�ì�µ��\��»į�±Ü¼×Á��Á¼�µ��žÒÁ�¯��¯Â¼�ž©ÎÁÌ�-
cuaria de Agua Dulce y las organizaciones no gubernamentales Guyra Para-
©Ü�ì�ì�pp*�V�Î�©Ü�ìį�Î�ÒÜ�µå�¼į��¼���Ü�Î�Á�»Ü×ÜÁį�ÍÜ��Ò��¯¼¯�¯���µ�±Ü¯�¯Á�
���»�¼ÒÜÎ����� µ��ÌÁÎ�¯Â¼���µ� �Î��� Ò¯µå�Ò×Î��ÌÎÁ×�©¯�������Á»¯¼¯Á�ÌÝ�µ¯�Á�
determinada por el Decreto N.º 21566/199834, ignorando la ampliación hecha 
por el Decreto N.º 13202/200135, legitimando la pérdida de más de 146.197 ha 
�����ÁÒ¯Ò×�»�Ò�Ý¼¯�ÁÒ�ì�����µ×Á�å�µÁÎ�����Á¼Ò�Îå��¯Â¼į���Ì�Ò�Î����µ����Ò×ÎÜ�-
ción ya consumada por los desmontes ilegales36 y poniendo en riesgo a las 
familias del pueblo ayoreo sin contacto que pertenecen a este territorio. 

33 Tanto el liderazgo ayoreo como Iniciativa Amotocodie accedieron a la información referente al juicio de mensura del 
Área Silvestre Protegida bajo dominio público de Chovoreca, a través de las redes y los medios de prensa del Mades, 
Indert y Guyra Paraguay. Véase “Avanza coordinación de trabajos para mensura judicial del Cerro Chovoreca”, $JHQFLD�
,3, 14 de febrero de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.ip.gov.py/ip/avanza-coordinacion-de-trabajos-
para-mensura-judicial-del-cerro-chovoreca/; “Inicia la Mensura Judicial del Cerro Chovoreca mediante acciones 
público-privadas”, *X\UD�3DUDJXD\, 18 de junio de 2020, acceso el 21 de octubre de 2020, https://guyra.org.py/continuan-
acciones-publico-privadas-para-la-mensura-del-cerro-chovoreca/; “Histórico inicio de mensura judicial del Cerro 
Chovoreca”,�,QGHUW, 16 de septiembre de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, http://www.indert.gov.py/indert/index.
php/noticias/historico-inicio-de-mensura-judicial-del-cerro-chovoreca; “Acuerdan iniciar la mensura judicial en el 
Monumento Natural Cerro Chovoreca”, 0DGHV, 12 de mayo de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, http://www.mades.
gov.py/2020/05/12/acuerdan-iniciar-la-mensura-judicial-en-el-monumento-natural-cerro-chovoreca/; “Histórico inicio 
de mensura judicial de la Reserva Chovoreca”, 0DGHV, 15 de septiembre de 2020, acceso el 21 de octubre de 2020, http://
www.mades.gov.py/2020/09/15/historico-inicio-de-mensura-judicial-de-la-reserva-chovoreca/.

34� &UHD�HO��UHD�6LOYHVWUH�3URWHJLGD�GH�'RPLQLR�3¼EOLFR�0RQXPHQWR�1DWXUDO�&HUUR�&KRYRUHFD��VREUH�XQD�VXSHUȑFLH�GH���������
ha y fracción, a partir de la Resolución del IBR N.º 277, resultante del Acta del Consejo número 17, del día 21 de abril de 
������TXH�DVLJQD�\�GHOLPLWD�ODV�WLHUUDV�SDUD�WDO�ȑQ��0RWLYD�HVWD�GHWHUPLQDFLµQ�HO�DOWR�YDORU�GH�FRQVHUYDFLµQ�GH�OD�UHJLµQ�

35 El Decreto N.º 13202/2001 crea la Reserva de Biosfera del Chaco y amplía varias Áreas Silvestres Protegidas como 
núcleos de la misma.

36� (O�FRQFHSWR�GH�LOHJDOLGDG�GH�ORV�GHVPRQWHV�UHDOL]DGRV�VH�LQȑHUH�GHO�KHFKR�GH�TXH�HO�£UHD�DIHFWDGD�VH�HQFXHQWUD�EDMR�
dominio público como área silvestre protegida; más allá de que la Seam haya otorgado licencias, ya que su validez es 
nula; incurriendo la misma institución en la violación de sus funciones.
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>����õ¼¯�¯Â¼����µ��ÒÜÌ�Îõ�¯��ì�µǞ»¯×�Ò���µ�×�ÎÎ�¼Á���»�¼ÒÜÎ�Î�Ì�Î×�����Ü¼�
presupuesto equívoco, dado por el Decreto N.º 14218/200137, que viola la Ley 
N.º 352/199438 y, por lo tanto, el ordenamiento constitucional de las normati-
vas y la división de poderes del Estado paraguayo.

crónica de una violación anunciada

CoNVENIo 169. En 1993, el Estado paraguayo aprueba y pone en vigencia el 
�Á¼å�¼¯Á�ĂćĊ����µ��KÎ©�¼¯ñ��¯Â¼�2¼×�Î¼��¯Á¼�µ���µ�aÎ���±Á�ŁK2ał�ÒÁ�Î��µÁÒ�
derechos de los pueblos indígenas y tribales en países independientes39. Si 
bien Paraguay no reconoce expresamente con una ley o normativa particular 
la existencia de pueblos en aislamiento, adherirse a este Convenio implica 
una aceptación por parte del país de situaciones territoriales de los pueblos 
tribales40, que debe ser atendida y respetada en el ordenamiento territorial 
de la nación, otorgando prioridad en su consideración.

ÁREAS PRoTEGIDAS EN PARAGuAY Y ENTES A CARGo. El Sistema Na-
cional de Áreas Protegidas fue creado en 199441. Cuatro años después, por su 
alto valor de conservación de la región, se crea el Área Silvestre Protegida de 
�Á»¯¼¯Á�VÝ�µ¯�Á�EÁ¼Ü»�¼×Á�F�×ÜÎ�µ���ÎÎÁ��ÁåÁÎ���42į�ÒÁ�Î��Ü¼��ÒÜÌ�Îõ-
cie de 100.953 ha y fracción. Los organismos responsables de la elaboración, 
¼ÁÎ»�µ¯ñ��¯Â¼į��ÁÁÎ�¯¼��¯Â¼į��±��Ü�¯Â¼�ì�õÒ��µ¯ñ��¯Â¼����µ��ÌÁµǞ×¯���ì�©�Ò×¯Â¼�
�»�¯�¼×�µ�¼��¯Á¼�µ�Ł�Î×Į�Ăł�ÒÁ¼��µ�\¯Ò×�»��F��¯Á¼�µ���µ�ž»�¯�¼×�į��µ��Á¼Ò�±Á�
Nacional del Ambiente y la Secretaría del Ambiente (creados en el 2000). 

RESERVA DE BIoSFERA DEL CHACo Y CHoVoRECA. En el 2001, por De-
creto N.º 13202/2001, se crea esta reserva que amplía las áreas silvestres pro-
×�©¯��Ò��Á»Á�¼Ý�µ�ÁÒ����µ��»¯Ò»�Į��¼×Î���µµ�Ò�Ò���¼�Ü�¼×Î���µ�EÁ¼Ü»�¼×Á�
Natural Cerro Chovoreca, llevándolo a 247.150 ha y fracción. Ese decreto es-
tablece sus nuevos límites, pero la Seam nunca comunicó a los propietarios 
afectados esa ampliación ni la condición de sus inmuebles, ni gestionó ante 
el IBR su desafectación y transferencia a la institución, como establecen la 
Ley N.º 352/94 y el referido decreto.

37� (O�'HFUHWR�1�|������������PRGLȑFD�DO�'HFUHWR�1�|�������������5HGXFH�OD�H[WHQVLµQ�GH�WUHV��UHDV�6LOYHVWUHV�3URWHJLGDV�
de dominio público y elimina una de las áreas citadas en el Decreto N.º 13202/2001.

38 Ley N.º 352/94 “De Áreas Silvestres Protegidas” crea el Sistema Nacional de Áreas Protegidas. La Ley N.º 1561/2000 
estipula que la Seam es autoridad de aplicación de la Ley N.º 352/1994.

39 La Ley N.º 234/1993 aprueba y pone en vigencia el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre los 
derechos de los pueblos indígenas y tribales en países independientes.

40� ǘ3XHEORV�WULEDOHVǙ��XWLOL]DPRV�OD�WHUPLQRORJ¯D�GHO�&RQYHQLR��DXQTXH�HO�FRQFHSWR�GHEHU¯D�VHU�UHYLVDGR�\�FODULȑFDGR�
internacionalmente.

41 Por Ley N.º 352/1994.

42 Por Decreto N.º 21566/1998, a partir de la Resolución del IBR N.º 277, resultante del Acta del Consejo número 17, del día 
���GH�DEULO�GH�������TXH�DVLJQD�\�GHOLPLWD�ODV�WLHUUDV�SDUD�WDO�ȑQ��
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VuELTA ATRÁS EN PoCo TIEMPo. �¼��µ�»¯Ò»Á�ăāāĂ�Ò��»Á�¯õ����µ����Î�-
to N.º 13202/2001 por el N.º 14218/2001. Este reduce la extensión de tres Áreas 
\¯µå�Ò×Î�Ò�VÎÁ×�©¯��Ò�����Á»¯¼¯Á�ÌÝ�µ¯�Á�ì��µ¯»¯¼��Ü¼�����µ�Ò��Î��Ò��¯×���Ò�
en el anterior decreto. El Monumento Natural Cerro Chovoreca es reducido 
a su anterior extensión. Este decreto no está registrado en los archivos de la 
+���×��Kõ�¯�µ�ì���Î�������å�µ¯��ñ�ÌÁÎ�Ò�Î�å¯Áµ�×ÁÎ¯Á���µ��Î×Ǟ�ÜµÁ�ăą�¯¼�¯ÒÁ������
la Ley N.º 352/94. Sin embargo, la Seam nunca se movilizó para exigir su anu-
lación y, en cambio, lo incorporó con valor legal, legitimando la reducción 
��µ��Î���Ò¯µå�Ò×Î��ÌÎÁ×�©¯�������Á»¯¼¯Á�ÌÝ�µ¯�Áį��¼�¨Ü¼�¯Â¼����µÁÒ�¯¼×�Î�Ò�Ò�
de propietarios privados, tal como expresa el decreto de referencia.

FALTA DE ACCIÓN DEL IBR. �Ò×���¼×��¼Á���Ò�¨��×Â�µ�Ò���±Ü�¯���¯Á¼�Ò��¼�
el área silvestre protegida, teniendo la posibilidad de hacerlo por incum-
plimiento de las condiciones establecidas en el Estatuto Agrario (Ley N.º 
1863/2002)43�ÌÁÎ�Ì�Î×����� µÁÒ���±Ü�¯��×�Î¯ÁÒ�Î�©¯Ò×Î��ÁÒ��¼��µ��Î���Ò¯µå�Ò×Î��
protegida establecida por el Decreto N.º 13202/2001. A su vez, incurrió en 
la violación del artículo 41 del Capítulo V de la Ley del Estatuto Agrario, una 
å�ñ�ÍÜ���µ�×�ÎÎ�¼Á�¨Ü�Î����õ¼¯�Á��Á»Á��Î���Ò¯µå�Ò×Î��ÌÎÁ×�©¯�������Á»¯¼¯Á�
ÌÝ�µ¯�Á�Ł���Î�×ÁÒ�FĮû�ăĂĆććĺĂĊĊĉ�ì�FĮû�ĂĄăāăĺăāāĂłĮ

ENTRA EN EL JuEGo EL INDERT. Desde la creación del Indert (2004), se 
��Ò�¨��×�¼�µ�Ò���±Ü�¯���¯Á¼�Ò���µ�2�X�ÍÜ��¯¼�Ü»Ìµ¯�ÎÁ¼��Á¼�µÁ��Ò×��µ��¯�Á�
en el Estatuto Agrario (excepto dos dentro del ASP, por incógnitas razo-
nes), y son puestas en venta, violando la Ley N.º 352/1994 y el Decreto N.º 
13202/2001, donde se establecen las condiciones y formas de proceder con 
los inmuebles afectados por la declaración de área silvestre protegida de do-
»¯¼¯Á�ÌÝ�µ¯�Áį�ì�µ��>�ì�FĮû�ĂĉćĄĺăāāăį���µ��Ò×�×Ü×Á�ž©Î�Î¯Áį��¼�µÁ�Î�¨�Î�¼×����
la determinación de las áreas silvestres protegidas.

SIGuE EL REPARTo ILEGAL. ž�Ì�Î×¯Î����µ��Î���±Ü�¯���¯Â¼����×¯�ÎÎ�Ò���¼×ÎÁ�
��µ��Î���Ò¯µå�Ò×Î��ÌÎÁ×�©¯�������Á»¯¼¯Á�ÌÝ�µ¯�Áį�µ��\��»�ì�µÜ�©Á��µ�E���Ò�Á×ÁÎ-
garon licencias ambientales para la transformación de los bosques a los titu-
lares que adquirieron dichas tierras, mediante actos ilegales del Indert. Estas 
transformaciones o desmontes carecen de legalidad, a pesar de tener licencia, 
ÌÁÎÍÜ��Ò���±��Ü×�ÎÁ¼��¼�Ü¼��Î���Ò¯µå�Ò×Î��ÌÎÁ×�©¯�������Á»¯¼¯Á�ÌÝ�µ¯�Á�ÍÜ��
debía ser preservada por la propia autoridad que otorgó dichos permisos; in-
curriendo en contradicción y falseamiento de sus propias funciones, de lo cual 
Ò�����Ü���µ�Ò¯Â¼�����Á¼õ�¼ñ���¼��µ��±�Î�¯�¯Á����µ��¨Ü¼�¯Â¼�ÌÝ�µ¯��Į

uNA AuDIToRíA, AL FIN. La Resolución de la Contraloría General de la 
X�ÌÝ�µ¯��� Ł�+Xł�FĮû� ĂăĄĉĺăāāĊ��¯ÒÌÁ¼�� µ�� Î��µ¯ñ��¯Â¼����Ü¼���Ü�¯×ÁÎǞ�����
©�Ò×¯Â¼���µ��\��Î�×�ÎǞ����µ�ž»�¯�¼×��Ł\��»łį���õ¼����å�Î¯õ��Î�µ��©�Ò×¯Â¼����µ��

43 En la Ley N.º 1863 “Estatuto Agrario” se establece que aquellas tierras de patrimonio del organismo de aplicación del 
Estatuto Agrario “que observen características ecológicas y ambientales singulares, serán declaradas Áreas de Reserva 
para constitución de Áreas Protegidas bajo Dominio Público, y en tal carácter deberán ser transferidas a título gratuito 
D�OD�$XWRULGDG�$GPLQLVWUDWLYD�GH�$SOLFDFLµQ�GH�OD�/H\�1�|����������Ǖ'H��UHDV�6LOYHVWUHV�3URWHJLGDVʜ��/D�LGHQWLȑFDFLµQ�GH�
HVWDV�£UHDV�VH�KDU£�FRQMXQWDPHQWH�FRQ�OD�6HFUHWDU¯D�GHO�0HGLR�$PELHQWHǙ��&DS¯WXOR�Ț��DUW¯FXOR������
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Dirección General de Protección y Conservación de la Biodiversidad, respec-
×Á��µ�»�¼�±Áį�ÜÒÁ�ì�µ����»¯¼¯Ò×Î��¯Â¼����µ�Ò�ǴÎ��Ò�\¯µå�Ò×Î�Ò�VÎÁ×�©¯��Ò��¼��µ�
periodo 2003-2008. 

Esta auditoría se realiza durante la primera mitad del año 2010. Se pone de 
»�¼¯õ�Ò×Á��µ�¯¼�Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á����µ��\��»�Î�ÒÌ��×Á���µ��ÌÎÁ×���¯Â¼�ì��Á¼Ò�Î-
vación del área silvestre protegida Monumento Natural Cerro Chovoreca 
(entre otras), al haber mantenido la vigencia del Decreto N.º 14218/2001, 
como referencia para la extensión de la misma. LA CGR insta a revertir esta 
situación, recomendando: 

 – ¼Á×¯õ��Î���µÁÒ�ÌÎÁÌ¯�×�Î¯ÁÒ�ÌÎ¯å��ÁÒ�ÍÜ��ÒÜ�ÌÎÁÌ¯������Ò��¨��×����ÌÁÎ�µ��
���µ�Î��¯Â¼�ÌÁÎ����Î�×Á�Á�>�ì����Ü¼�ž\V�ÌÝ�µ¯��į������Ü�Î�Á��Á¼��µ�¯¼�¯ÒÁ�
b del artículo 24 de la ley de ASP.

 – solicitar la expropiación de las propiedades privadas afectadas por la de-
�µ�Î��¯Â¼�ÌÁÎ����Î�×Á�Á�>�ì����Ü¼�ž\V�ÌÝ�µ¯��į������Ü�Î�Á��Á¼��µ�¯¼�¯ÒÁ���
del artículo 24 de la ley de ASP.

 – gestionar ante las instancias que corresponden la anulación de las norma-
tivas contrarias a la Ley N.º 352/1994 “De Áreas Silvestres Protegidas”, en 
lo que hace a la reducción de los límites y/o cambio de categoría facultad 
privativa por Ley de la Nación, en los casos correspondientes, de acuerdo 
con el inciso c del artículo 24 de la citada ley.

SIGuE VIGENTE LA VIoLACIÓN. La Seam –y luego el Mades– incumple 
abiertamente las recomendaciones de la auditoría de la CGR. Se prosigue 
con la autorización de transformación de los bosques y sin procurar la anu-
lación del Decreto N.º 14218/01 por ilegal e inconstitucional. Igualmente, la 
\��»�ì���×Ü�µ»�¼×���µ�E���Ò�¼Ü¼���»Á�¯õ��ÎÁ¼�ÒÜ���Î×Á©Î�¨Ǟ��Î�ÒÌ��×Á��µ�
Monumento Natural Cerro Chovoreca, manteniendo la forma y extensión 
indicadas en el decreto original, y desatendiendo abiertamente la amplia-
ción establecida por el Decreto N.º 13202/2001. Esta violación abierta de una 
norma legal y constitucional, a favor de un norma ilegal e inconstitucional 
como es el Decreto N.º 14218/2001, muestra la expresa actitud sublevada de la 
¯¼Ò×¯×Ü�¯Â¼��Á¼×Î���µ�ÁÎ��¼��Á¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µį��»Ì�Î�¼�Á�ì���¼�õ�¯�¼�Á�¯¼×�-
Î�Ò�Ò�ÌÎ¯å��ÁÒį���¯¼�µÜÒÁ��ë×Î�¼±�ÎÁÒį��¼×�Ò�ÍÜ��µÁÒ�¯¼×�Î�Ò�Ò����µ��X�ÌÝ�µ¯��Į

COnClUsiOnEs

No se cuenta con información que acredite que el Mades haya adoptado medi-
��Ò���»¯¼¯Ò×Î�×¯å�Ò�Ì�Î����±�Î�Ò¯¼��¨��×Á�µ��Î��Ü��¯Â¼����µ��ÒÜÌ�Îõ�¯����µ�EÁ-
numento Natural Cerro Chovoreca, anulando el Decreto N.º 14218/2001, por 
ser contrario a la Ley “De Áreas Silvestres Protegidas”, tal como fuera señalado 
ÌÁÎ�µ���Á¼×Î�µÁÎǞ��+�¼�Î�µ����µ��X�ÌÝ�µ¯��Į��Ò×��Á»¯Ò¯Â¼��¼�µ��Î��ÜÌ�Î��¯Â¼�
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��µ�Ì�×Î¯»Á¼¯Á�¼�×ÜÎ�µ�Ò�ÎǞ�� µ�Ò¯å���µ� ¯¼×�Î�Ò�ÌÝ�µ¯�Á�ì�ÌÁ�ÎǞ���Á»ÌÎÁ»�×�Î�
µ��Î�ÒÌÁ¼Ò��¯µ¯����¯¼�¯å¯�Ü�µ����¨Ü¼�¯Á¼�Î¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�¯¼åÁµÜ�Î��ÁÒį��¼��µ�¼¯-
å�µ���»¯¼¯Ò×Î�×¯åÁį��� ¯¼�µÜÒ¯å���¼� µÁ�Ì�¼�µĮ�>��»�¼ÒÜÎ�� ±Ü�¯�¯�µ� ¯¼¯�¯���į�ÒÁ-
�Î��Ü¼��ÒÜÌ�Îõ�¯��Î��Ü�¯�����µ�EÁ¼Ü»�¼×Á�F�×ÜÎ�µį�ÌÁ�ÎǞ��Ò�Î�¯¼×�ÎÌÎ�×����
como acto encaminado a legalizar el menoscabo sufrido. Y la asociación de dos 
organizaciones no gubernamentales y una organización de productores a los 
organismos del Estado responsables, se podría interpretar como un gesto que 
convalida la inacción estatal frente a la obligación de proteger y recuperar en 
su integralidad el área silvestre protegida de Chovoreca.

aÁ�Á��Ò×��ÌÎÁ��ÒÁ�Ì�Î±Ü�¯������»�¼�Î���¯Î��×����µÁÒ�©ÎÜÌÁÒ���µ�ÌÜ��µÁ��ìÁ-
reo que mantienen su vida en estos bosques, en libertad de la presión colo-
nizadora. La insensatez y las mezquindades privadas ponen en riesgo sus 
vidas y sus sistemas de producción, atentan contra su derecho a la autode-
×�Î»¯¼��¯Â¼�ìį�õ¼�µ»�¼×�į�å¯Áµ�¼�µÁ��Ò×��µ��¯�Á�ÌÁÎ�µ��>�ì�FĮû�ăĄąĺĂĊĊĄĮ

rECOMEnDaCiOnEs

 Ǻ �µ�E���Ò�ì��µ�2¼��Î×�����¼���±�Î�Ò¯¼��¨��×Á��µ�±Ü¯�¯Á����»�¼ÒÜÎ��±Ü�¯�¯�µ���µ�
Monumento Natural Cerro Chovoreca, por inválida en su planteo terri-
torial e inconsulta al pueblo originario ayoreo, siendo el área en cuestión 
parte de su territorio.

 Ǻ �µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á������¯¼å�Ò×¯©�Î�Ì�¼�µ»�¼×�����Ü×ÁÎ¯����Ò�ì�¨Ü¼�¯Á-
narios de la Seam/Mades por las presuntas omisiones en el cumplimiento 
de las medidas dispuestas por la auditoría efectuada por la CGR en base a 
la Resolución N.º 1238/2009, en lo relacionado con la anulación del decreto 
contrario a la Ley N.º 352/1994 “De Áreas Silvestres Protegidas”, que dispu-
so la reducción de los límites del Monumento Natural Cerro Chovoreca.

 Ǻ El Mades debe realizar todas las gestiones administrativas para la anula-
ción del Decreto N.º 14218/2001 por ser violatorio de lo establecido en la 
Ley N.º 352/1994.

 Ǻ El Mades debe restablecer la extensión y los límites del ASP Monumento 
Natural Cerro Chovoreca de acuerdo con lo establecido por el Decreto 
N.º 13202/2001, resolviendo la situación de los propietarios privados 
acorde a la ley.

 Ǻ El Estado paraguayo debe someter a consulta obligatoria, previa e infor-
»�����¼×��µ���Áµ��×¯å¯������µ�ÌÜ��µÁ��ìÁÎ�Áį��µ�Ìµ�¼�����±��Ü�¯Â¼���µ�±Ü¯�¯Á�
de mensura del área silvestre protegida, atendiendo a su extensión total 
de 247.150 ha, como lo establece el Decreto N.º 13202/2001.



discriminación por orientación sexual, 
identidad y expresión de género

reSiSTir eS Crear1

25 años después del primer informe de derechos humanos en Paraguay, 
½ËÞ��õ�Ä��Þ�Ã�Þ�Þ¬¤Ä¬Ĉ��æ¬õËÞ����½ËÞ���Ú��©ËÞ����×�ÚÞËÄ�Þ�æÚ�ÄÞɇ�½�Þ�¬�-
Ä�Þɇ�¤�¬Þ�ü��¬Þ�ûê�½�Þ�ɚc=&�ɛ�æ¬�Ä�Ä�Ùê��õ�Ú�Ãê�©Ë��ËÄ�½�Þ�Ú�Þ¬Þæ�Ä�¬�Þ�
creativas de las organizaciones y poco con el Estado. En este año 2020, 
caracterizado por la pandemia, aumentaron los casos de discriminación y 
õ¬Ë½�Ä�¬��©��¬��×�ÚÞËÄ�Þ�c=&�Ɍ��½�Ã¬ÞÃË�æ¬�Ã×Ëɇ��½��Þæ��Ë�ÃËÞæÚÌ�Ùê��ÄË�
es monolítico y que hay avances posibles, como el Protocolo de Atención 
×�Ú��V�ÚÞËÄ�Þ�×�Úæ�Ä��¬�Äæ�Þ��½��Ë½��æ¬õË�=&c�.���½�C¬Ä¬Þæ�Ú¬Ë����½����-

fensa Pública. 

paLabraS CLaveS: orientación sexual, identidad de género, expresión 
de género, discriminación, igualdad.

rosa posa guinea y Carolina robledo Desh 
aireana, grupo por los derechos de las lesbianas

mariana Sepúlveda
panambi, asociación de travestis, transexuales y transgéneros 

erwing augsten
red contra toda forma de discriminación

1 La palabra UHVLVWHQFLD es clave en la historia de las marchas TLGBI: “Revolución y resistencia” fue el lema de 2020, 
“Memoria, orgullo y resistencia” en 2018, “Orgullo y resistencia” en 2012. Además, “Resistir es crear, resistir es 
transformar” fue el lema del Foro Social Mundial de 2018. 
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balanCE DE lOs 25 añOs 

Entre 1996 y 2020 se desarrolla la historia del movimiento TLGB (trans, les-
bianas, gais y bisexuales) como movimiento social organizado. La primera 
ÁÎ©�¼¯ñ��¯Â¼�ÒÜÎ©���¼�ĂĊĊć���±Á��µ�¼Á»�Î������0KVžį��Á»Ü¼¯����0Á»Á-
sexual del Paraguay. En 1998 se crea Lazos, organización de travestis y, al 
año siguiente, el GAGL - Grupo de Acción Gay Lésbico, que redactó el primer 
artículo en 1999 para el informe de derechos humanos, cuyo título fue “Dere-
cho a la libre orientación sexual”.

Elaborado de forma muy participativa2, ese primer informe de 1999 marcó 
una entrada simbólica en el marco de los derechos humanos. En él se con-
signan hitos de memoria: el asesinato de Bernardo Aranda que dio pie a la 
persecución durante septiembre de 1959, y el caso del asesinato del adoles-
cente Mario Luis Palmieri, que originó una persecución en 1982, donde llegó 
a haber más de 600 personas detenidas3, varones de quienes se sabía o se 
suponía eran gais en su mayoría.

En un contexto más amplio, a nivel latinoamericano aparecieron movimien-
tos de homosexuales, de lesbianas o de travestis en las décadas de los años 60 
y 70, centrados en una idea de liberación. A partir de los 80, surgieron otros 
más ubicados en el marco de los derechos humanos que, aunque tengan un 
fundamento liberador, además son una herramienta efectiva de demanda a 
los Estados. Si bien se sabe que no es necesario cumplir con las etapas que se 
��õ¼�¼ a posteriori desde la academia4�Á�µ��Î�øµ�ë¯Â¼�»¯Ò»�����µÁÒ�»Áå¯»¯�¼-
×ÁÒ�ÒÁ�¯�µ�Òį�Ò��ÌÜ�����õÎ»�Î�ÍÜ���Ò���×�Ì�����µ¯��Î��¯Â¼�¼Á�Ò���¯Á��¼�V�Î�-
guay debido a que la dictadura duró hasta 1989 y que se pasó directamente 
al marco de los derechos humanos como una herramienta perfecta5 que nos 
iba a otorgar el estatus de humanidad, primero; y, en segundo término, la 
forma ineludible de reclamar nuestros derechos al Estado. 

Del terreno del silencio, la perversión, lo delictivo, la enfermedad o pecado 
innombrable heredado de la Colonia6 y muy bien instrumentada por la dic-
×��ÜÎ�į�Ò��Ì�ÒÂ���µ��ÌÁµǞ×¯��į���Ò�Î�ÒÜ±�×ÁÒ�ì�ÒÜ±�×�Ò������Î��ÁÒį���Ìµ�¼×��Î�µ��

2 Hubo personas que revisaron la prensa desde 1959 y de 1982, se hicieron entrevistas y, además, se redactó y publicó una 
edición separada presentada en la Manzana de la Rivera.

�� ,QIRUPH�ȑQDO�&RPLVLµQ�GH�9HUGDG�\�-XVWLFLD��7RPR�9,,����������

4 Un ejemplo puede ser: Carlos Figari, “El movimiento LGBT en América Latina: institucionalizaciones oblicuas”, en 
0RYLOL]DFLRQHV��SURWHVWDV�H�LGHQWLGDGHV�SRO¯WLFDV�HQ�OD�DUJHQWLQD�GHO�ELFHQWHQDULR�(2012), https://www.fundacionhenrydunant.
org/images/stories/biblioteca/derechos-personas-lgtbi/El%20movimiento%20LGBT%20en%20América%20
Latina.%20institucionalizaciones%20oblicuas%20-%20Carlos%20Figari.pdf.

�� 9DOH�UHFRUGDU�TXH�OD�SULPHUD�OH\�DSUREDGD�HQ�GHPRFUDFLD�HV�OD�/H\�1�|���������TXH�UDWLȑFµ�OD�&RQYHQFLµQ�$PHULFDQD�GH�
Derechos Humanos, ya que Paraguay pretendía mostrar con esto su entrada al conjunto de naciones democráticas que 
respetaban los derechos humanos.

�� 0LFKDHO�+RUVZHOO��ǘ8Q�VDFULȑFLR�IXQGDFLRQDO��(O�,QFD�*DUFLODVR�\�ORV�ǕVRGRPLWDVʜ�GH�ORV�&RPHQWDULRV�UHDOHVǙ��HQ�-RUJH�
Bracamonte (ed.), De amores y luchas. Diversidad sexual, derechos humanos y ciudadanía (Lima: Centro de la Mujer 
Peruana Flora Tristán, 2001). 
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posibilidad de tener derechos. En el informe de 2008, se señala que, aun-
que corresponda a una visión muy limitada de los derechos de las personas 
TLGB, la pregunta sobre matrimonio igualitario a los candidatos y a la can-
�¯��×���� µ��ÌÎ�Ò¯��¼�¯����� µ��X�ÌÝ�µ¯���¼ÁÒ��ÎǞ��Ì�Ò�Î�Ò¯»�Âµ¯��»�¼×���µ�
espacio de la política.7 

Lo que construyó el movimiento en estos 25 años fue mucho, pero lo funda-
mental fue multiplicarse, salir de la capital del país, reivindicarse en su diver-
sidad interna, comprender y hacer comprender la pluralidad de identidades, 
estudiar y reivindicar la memoria propia. También legitimarlo ocupando un 
lugar entre otros movimientos sociales y articularse con otros grupos. 

>ÁÒ�»Ǟ¼¯»ÁÒ��å�¼��Ò�ÍÜ��Ü�Á�Ò¯�»ÌÎ��Ò�����¯�ÎÁ¼��µ�×Î���±Á����µ�Ò�ÁÎ©�¼¯-
zaciones que en un momento pudieron articularse con alguna instancia del 
�Ò×��ÁĮ�žµ©Ü¼ÁÒ��±�»ÌµÁÒ�����Ò×Á�ÒÁ¼ĭ�

 – La Resolución N.º 72/2012, de la Dirección General de Establecimientos 
V�¼¯×�¼�¯�Î¯ÁÒ�ì��±��Ü�¯Â¼�V�¼�µ���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����4ÜÒ×¯�¯�į�ŊWÜ���Ò×��µ����
¼Ü�å�Ò�¼ÁÎ»�Ò�Ì�Î���µ�¨Ü¼�¯Á¼�»¯�¼×Á���µ���¼�õ�¯Á����å¯Ò¯×�Ò�ÌÎ¯å���Ò�
�¼�µ�Ò�Ì�¼¯×�¼�¯�ÎǞ�Ò�ì��ÁÎÎ���¯Á¼�µ�Ò����»Ü±�Î�Ò����µ��X�ÌÝ�µ¯��ŌĮ��¼×Î��
�Ò×�Òį�¼Á�Ò����×�Î»¯¼��¼¯�Ò�ëÁ�¼¯�©�¼�ÎÁ����µ��Ì�Î�±��å¯Ò¯×�¼×�����µ��Ì�ÎÒÁ-
na privada de libertad. Este protocolo –reglamentado en el 2012– es igno-
rado por las autoridades desde 2013, pero está vigente. 

 – La declaración de interés cultural de la 10.ª y la 11.ª marchas por los dere-
chos LGTBI por parte de la Secretaría Nacional de Cultura en 2013 y 2014. 

 – El Protocolo de Atención a Personas Trans Privadas de Libertad8 estable-
cido en el 2015. 

 – En el 2015, una persona representante del movimiento TLGB en el Conse-
±Á�F��¯Á¼�µ�����Üµ×ÜÎ�Į�

 – >��X�ÒÁµÜ�¯Â¼�FĮû� ćĊĆĺăāĂć���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯��� ì��¯�¼�Ò×�Î�
Social que recomienda el uso del nombre social para las personas trans.

El Estado nunca fue monolítico, incluso en gobiernos claramente en contra 
pudo haber algunas aperturas. 

Un hito importantísimo fue la condena por el asesinato de Romina Vargas 
�¼�ăāĂĊĮ�FÁ�ÒÁµ�»�¼×��Ò¯©¼¯õ�Â�ÍÜ��µ��±ÜÒ×¯�¯���Ò�ÌÁÒ¯�µ��Ì�Î��µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
trans y travestis, sino que fue también el resultado de los años de esfuerzo 
de las organizaciones para documentar casos y denunciarlos. Además, plan-

7 Rosa Posa, “Ahora nuestros derechos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2008), 366.

8 Resolución N.º 744 del Ministerio de Justicia del 24 de agosto de 2015. Protocolo de Atención a Personas Trans Privadas 
de Libertad. 
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tearlo en una audiencia temática en la Comisión Interamericana de Dere-
�ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ�Ł�2�0ł��¼��µ��ÀÁ�ăāĂĆ�¨Ü��×�»�¯�¼�¨ÎÜ×Á����Ü¼�×Î���±Á�ÒÁÒ×�-
nido con la Fiscalía. 

Paraguay no es impermeable a los avances en el resto de la región y del mun-
do. En la Asamblea General de la ONU en diciembre de 2008, Paraguay fue 
uno de los 66 países promotores de la propuesta presentada por Francia y 
Holanda para despenalizar la homosexualidad en el mundo. Desde 2008 a 
2013 apoyó todas las resoluciones de la asamblea de la OEA sobre derechos 
humanos, orientación sexual e identidad y expresión de género. En el marco 
de la Reunión de Altas Autoridades sobre Derechos Humanos del Mercosur 
ì��Ò×��ÁÒ�žÒÁ�¯��ÁÒ�ŁXžž�0łį�×�»ÌÁ�Á�Á�±�×Â�¼�����¼��µ�©ÎÜÌÁ����×Î���±Á�
LGTBI en ese periodo.

Desde 2014 empezó a manifestar su oposición a los derechos LGTBI ya en 
la Asamblea General de la OEA, que ese año tuvo lugar en Asunción. Al año 
siguiente ya lideró un bloque de países con posiciones antiderechos. Por esto 
ì�ÌÁÎ�ÌÁµǞ×¯��Ò�¯¼×�Î¼�Ò�Ò¯©¼¯õ��×¯å�Òį��Á»Á�µ��ÌÎÁ¯�¯�¯Â¼����µ��Ŋ¯��ÁµÁ©Ǟ�ĺ
teoría de género” (Resolución N.º 29664 del MEC) en materiales educativos 
impresos y digitales, la CIDH convocó a una audiencia temática9����Áõ�¯Á�
sobre políticas de género y diversidad sexual el 25 de febrero de 2018 en el 
167 Periodo de Sesiones. Ahí el Estado paraguayo no respondió satisfactoria-
»�¼×����µ�Ò�ÌÎ�©Ü¼×�Ò�ÒÁ�Î��ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò����¼Á��¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼���a>+�į�
aunque el representante de la Cancillería, Marcelo Scappini, lamentó que 
en 2014 no se haya aprobado la Ley Contra Toda Forma de Discriminación. 

Retrocesos son las declaraciones municipales de ciudades provida y profa-
milia, que representan un intento de institucionalizar el impedimento de la 
garantía de los derechos LGTBI. 

La barrera es que los gobiernos son muy permeables al discurso fundamen-
talista o bien son emisores de este discurso. Los obstáculos estructurales son 
�µ�Ì�×Î¯�Î���Áį�µ��ÒÁ�¯�����±�Î�ÎÍÜ¯ñ����ÌÁÎ��µ�Ò�į�Î�ñ�į�ÁÎ¯�¼×��¯Â¼�Ò�ëÜ�µį�
identidad de género y el capacitismo. En varios periodos legislativos hubo 
congresistas ligados a intereses particulares, donde sigue siendo bien visto 
ser machista y LGTBI fóbico. 

La sociedad cambió para bien, nuestro contexto no es el mismo de hace 25 
años, donde no se podía ni concebir la idea de marchar por los derechos LGT-
BI en las calles. Solamente falta una coyuntura política favorable para que 
esos cambios se hagan normativos. 

9 “Paraguay pilotea en su examen ante la CIDH”, $LUHDQD, 2 de marzo de 2008, acceso el 19 de octubre de 2020, https://
www.aireana.org.py/2018/03/02/paraguay-pilotea-en-su-examen-ante-la-cidh/.
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sitUaCiÓn DEl DErECHO

�µ� E¯¼¯Ò×�Î¯Á� ��� µ�� ��¨�¼Ò�� VÝ�µ¯��į� �� ×Î�å�Ò� ��� µ�� X�ÒÁµÜ�¯Â¼� �Į� +Į� FĮû�
1287/202010 “Por la cual se aprueba el protocolo de atención para personas 
pertenecientes al colectivo LGTBI que acudan a todos los servicios del Minis-
×�Î¯Á����µ����¨�¼Ò��VÝ�µ¯��Ōį���Î��Ü¼��ÌÁÒ¯�¯µ¯����¯»ÌÁÎ×�¼×��Ì�Î��µ��©�Î�¼-
tía de los derechos de las personas LGTBI. Este protocolo, construido con la 
colaboración de diversas organizaciones, se basa en el artículo 46 de la Cons-
titución Nacional, que establece el principio de no discriminación donde la 
orientación sexual, la identidad y expresión de género no suponen limitan-
×�Ò��µ��±�Î�¯�¯Á����µÁÒ���Î��ÁÒĮ�>��¼ÁÎ»�×¯å���¯ÒÌÁ¼���µ�×Î�×Á�Î�ÒÌ�×ÜÁÒÁ���
µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�>+a�2į�¼Á��»¯×¯Î�±Ü¯�¯ÁÒ����å�µÁÎį��µ�Î�ÒÌ�×Á���µ���Ü×Á¼Á»Ǟ�į�ÜÒÁ�
del nombre social para personas trans, el reconocimiento de los contextos 
de discriminación y violencia hacia personas LGTBI, entre otros aspectos. 
Establece, asimismo, que una persona LGTBI puede pedir el cambio de de-
fensor o defensora, si es discriminada en la prestación del servicio por parte 
del funcionariado. 

�¼�±Ü¼¯Á�����Ò×���ÀÁ�Ò��Î�×Á»Â�µ��»�Ò��»Üµ×¯Ò��×ÁÎ¯�µ11 que se había iniciado 
�¼�ăāĂĆ�¯»ÌÜµÒ����ÌÁÎ�µ��žÒÁ�¯��¯Â¼�V�¼�»�¯�Ì�Î��×Î���±�Î�µÁÒ���Î��ÁÒ����
las personas trans entre varias instituciones del Estado y organizaciones de 
µ��ÒÁ�¯������¯å¯µĮ��¼��Ò��Î�Ü¼¯Â¼�Ò��µµ�©Â�����Ü�Î�ÁÒ�Ì�Î��×Î���±�Î�ÒÁ�Î��µ�Ò�
problemáticas de la población trans con la Comisión de Derechos Humanos 
��µ�\�¼��Áį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�
���4ÜÒ×¯�¯��ì��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ����¨�¼Ò��VÝ�µ¯��Į�\����ÁÎ��ÎÁ¼�µÁÒ�×�»�Ò���µ�
acceso a educación, la capacitación laboral, la atención no discriminatoria 
en salud, la situación de las personas trans privadas de libertad, los protoco-
µÁÒ����×Î���±Á�Ì�Î��µ�Ò�¨Ü�Îñ�Ò�ÌÝ�µ¯��Òį��¼×Î��Á×ÎÁÒĮ

La 50.ª Asamblea General de la OEA tuvo lugar de forma virtual del 19 al 21 de 
octubre. El ministro de Relaciones Exteriores, Federico A. González, señaló 
en su discurso que “la Constitución paraguaya garantiza la protección de la 
familia y de la vida humana desde la concepción”12 . Se aprobó la resolución 
de promoción y protección de derechos humanos y, en el capítulo sobre De-
rechos humanos y prevención de la discriminación y la violencia contra las 
personas LGBTI13, Paraguay –como todos los años desde 2014– colocó un pie 
de página cuyo texto no está publicado todavía en el momento del cierre de 
este informe, pero en los años anteriores ha tenido el mismo contenido que 

10 Resolución D. G. N.º 1287/2020 del 23 de octubre de 2020.

11 “Instituciones del Estado y Sociedad Civil se unen para trabajar derechos de la Comunidad LGTBI”, 19 de junio de 2020, 
acceso el 29 de octubre de 2020, http://codehupy.org.py/instituciones-del-estado-y-sociedad-civil-se-unen-para-
trabajar-derechos-de-la-comunidad-lgtbi/.

12 Discurso completo disponible en http://scm.oas.org/pdfs/2020/AG08223TParaguay.pdf.

13 El documento completo se encuentra disponible en http://scm.oas.org/Ag/documentos/.
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alude a la Constitución Nacional y a las reservas sobre los términos identidad 
y expresión de género14. 

FUnCionarioS mUniCipaLeS obSTaCULizan 
eL DereCho a La Libre maniFeSTaCión 
paCíFiCa en La CiUDaD De enCarnaCión

Como se ha denunciado ya en ediciones anteriores en este informe, la vio-
lencia y el amedrentamiento por parte de las autoridades locales de la ciu-
dad de Encarnación se hicieron presente una vez más durante la “sentata” 
en recordación del 30 de septiembre Día Nacional por los Derechos TLGBI, 
realizada el sábado 3 de octubre en la pérgola de la Costanera de esa ciudad. 
\Á�Î��µÁ�Á�ÜÎÎ¯�Áį��õÎ»Â�Ü¼�����µ�Ò�Ì�Î×¯�¯Ì�¼×�Ò�ÍÜ��ŊÒÜÎ©¯�ÎÁ¼�å�Î¯ÁÒ�»Á-
mentos incómodos propiciados por la policía municipal”15.

>�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��Ò��»�¼¯¨�Ò×���¼�Ì��Ǟõ��»�¼×�į��Á¼�×Á��Ò�µ�Ò�»��¯��Ò�Ò�-
nitarias impuestas por el contexto de la pandemia, sufrieron desde pregun-
tas incómodas, insultos y hasta corte del suministro de energía eléctrica por 
parte del funcionariado municipal. La clara intención era dispersarlas.

�Ò×�Ò����¯Á¼�Òį��µ�¼×���Ò�ÌÁÎ��Ü×ÁÎ¯����Ò�µÁ��µ�Ò�ì��±��Ü×���Ò�ÌÁÎ��µ�¨Ü¼�¯Á-
nariado municipal, demuestran un sistemático intento de no solo restringir, 
sino de violar el derecho a la protesta, en este caso, para el movimiento TLGB.

miniSTerio De SaLUD miDe Con DiSTinTaS 
varaS a aCTiviDaD por DereChoS TLgb

En ocasión de la 17.ª marcha por los derechos TLGB de la ciudad de Asun-
ción, las personas organizadoras consultaron a las autoridades sanitarias 
sobre los protocolos de bioseguridad requeridos para realizar la caravana en 
recordación del 30 de septiembre Día Nacional por los Derechos TLGBI. La 
respuesta estuvo sesgada con una disposición que señalaba: “Los ocupantes 
ÌÁÎ�å�Ǟ�ÜµÁÒ�Ò��¼�»¯�»�ÎÁÒ���µ�»¯Ò»Á�¼Ý�µ�Á�¨�»¯µ¯�Îį�ÍÜ���Á¼å¯å�¼��¼�µ��
casa”16. Esta indicación contribuyó a la desmovilización de varias personas 
pertenecientes a los colectivos TLGB debido, principalmente, al temor de ser 

14 El texto del pie de página de 2019 es: “La República del Paraguay reitera su compromiso con los principios de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos y convenciones internacionales suscritos sobre la materia, 
UHDȑUPDQGR�OR�SUHFHSWXDGR�HQ�HO�7¯WXOR�,,�Ǖ'H�ORV�'HUHFKRV��GH�ORV�'HEHUHV�\�ODV�*DUDQW¯DVʜ��&DS¯WXOR�ȗȗȗ�Ǖ'H�OD�,JXDOGDGʜ�
\�&DS¯WXOR�ȗȚ�Ǖ'H�ORV�GHUHFKRV�GH�OD�IDPLOLDʜ�GH�VX�&RQVWLWXFLµQ�1DFLRQDO�\�FRQFRUGDQWHV��3RU�FRQVLJXLHQWH��H[SUHVD�
su reserva sobre el texto del numeral xvii ‘Derechos humanos y prevención de la discriminación y la violencia contra 
ODV�SHUVRQDV�/*7%,ʤ��$VLPLVPR��OD�UHIHUHQFLD�D�ǕLGHQWLGDG�R�H[SUHVLµQ�GH�J«QHURʜ�FRQWHQLGD�HQ�ORV�S£UUDIRV�GH�HVWD�
resolución será interpretada conforme a su ordenamiento jurídico interno”.

15 Entrevista del autor y las autoras. 

16 Memorándum COE N.º 1102/2020 del Viceministerio de Rectoría y Vigilancia de la Salud, MSPyBS. 
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abordadas por las autoridades y ser cuestionadas por los vínculos de familia 
con quienes compartían un automóvil. La base de este temor está en el con-
texto de desprotección en que se encuentran, sumado a que sus familias no 
son reconocidas ni protegidas por las autoridades locales.

Esta disposición no se ha visto en el resto de las autocaravanas organiza-
das en tiempos de la pandemia. Por esto, se considera que son diferentes 
las varas para medir actividades organizadas por personas que se suponen 
heterosexuales de las realizadas abiertamente a favor de los derechos de las 
personas TLGB. Se hace evidente, entonces, la existencia de discriminación 
por motivos de orientación sexual, identidad y expresión de género.

CaSoS oCUrriDoS en 2020

El centro de documentación y registro de violencia hacia las personas trans 
de la Asociación Panambi17 y el servicio Rohendu de Aireana18 registraron un 
incremento de los casos de violencia y discriminación desde el inicio de la 
pandemia. 

žÒ¯»¯Ò»Áį��µ���¼×ÎÁ�����Á¼Ò�Î±�ÎǞ��ì���¼Ü¼�¯�Ò����o20ĺÒ¯���ì���00�V�Î�-
guay recibió 190 denuncias, de las cuales 70 eran de personas trans y varones 
cis gais (o HSH –Hombres que tienen Sexo con Hombres– que es la nomen-
clatura utilizada).

Así, en el periodo de este informe, se recibieron 370 denuncias entre las tres 
organizaciones. 

Hay que tener en cuenta que, como no está aprobada la Ley “Julio Fretes” 
Contra Toda Forma de Discriminación19, no existe un mecanismo de denun-
cia establecido. Esto implica que la resolución de casos muchas veces depen-
de de la buena voluntad de la persona que está a cargo. 

�¼��µ��Ü��ÎÁ�Ă�Ò��»Ü�Ò×Î�¼�µ�Ò���¼Ü¼�¯�Ò�Î��¯�¯��Ò�ÌÁÎ�V�¼�»�¯į��µ�Ò¯õ����Ò�
Ò�©Ý¼�×�»�Ò�����Á¼ÒÜµ×�Į�

17 Véase más información sobre esta asociación en www.panambi.org.py.

18 Véase más información sobre Rohendu en https://www.aireana.org.py/tomando-fuerza/ro-hendu/.

19 El proyecto de ley está pendiente de estudio en Senadores. No se trata desde el 2014. Cuenta con dos dictámenes 
favorables de dos comisiones asesoras. “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, 
acceso el 20 de octubre de 2020, http://silpy.congreso.gov.py/expediente/106146.
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Cuadro 1. Número de denuncias recibidas por Panambi (por temas de consulta)

temas n.º de casos

Discriminación 73

Intimidación o amenaza 7

Acoso y hostigamiento 10

Golpiza o agresión física 8

Agresión intrafamiliar 2

Total 100

Fuente: Elaboración propia con datos de Panambi.

>ÁÒ���ÁÒ� ÒÜ���¯�ÎÁ¼�»�ìÁÎ¯×�Î¯�»�¼×�� �¼�ñÁ¼����� ×Î���±Á� Ò�ëÜ�µį� �¼��µ�
domicilio de la persona afectada y en comisarías. 

Por su parte, Rohendu atendió un total de 200 casos, entre ellos, denuncias, 
solicitud de asesoría y apoyo sobre diferentes temas (cuadro 2).
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Cuadro 2. Número de denuncias recibidas por Rohendu (por temas de consulta)

temas n.º de casos

Discriminación en espacios públicos 8

Discriminación y violencia familiar 29

Afrontar la discriminación 79

Acoso de la expareja 6

Violencia en la pareja 4

Discriminación laboral 5

Discriminación en el ámbito educativo 3

Abuso de poder del Estado 3

Acoso en redes 3

Asesoría en derechos sexuales y reproductivos 3

Prestación de alimentos 2

Contacta luego no responde / Equivocado / Borra mensaje 16

Información y apoyo pedagógico 20

Conocer otras personas 6

Acercamiento de funcionarias(os) del Estado 4

Asesoría solicitada por personas no LGTBI 9

TOTAL 200

Fuente: Elaboración propia con datos de Rohendu.

El tema “Afrontar la discriminación” tiene que ver con diferentes situaciones 
(clóset, violencia, acoso, persecución), donde se requieren apoyo psicológico 
y, en muchas ocasiones, intervención en crisis.

Entre marzo y agosto de 2020, periodo de mayores restricciones por la 
�»�Î©�¼�¯��Ò�¼¯×�Î¯�į��µ�¼Ý»�ÎÁ����µµ�»���Ò�ÒÁµ¯�¯×�¼�Á��ìÜ����¼×���×�ÍÜ�Ò�
de pánico, ansiedad o ideaciones suicidas creció en un 55% con relación al 
201920. Durante este tiempo, muchas personas LGBTI de diferentes edades 

20 Rosa Posa, Erwing Augsten y Mariana Sepúlveda, “Cuando las autoridades alientan el odio, la discriminación aumenta”, 
en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 105-116.
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tuvieron que regresar a la casa familiar y también al clóset, donde la violen-
cia y el maltrato aumentaron con la excusa del encierro ante la pandemia.

>�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î�¼Ò�¼Á�¨Ü�ÎÁ¼���¼�õ�¯���Ò�ÌÁÎ�¼¯¼©Ü¼Á����µÁÒ�ÌÎÁ©Î�»�Ò���µ�
Gobierno: Ñangareko21 y Pytyvõ22Į�\�©Ý¼�å�Î¯�Ò��¼×Î�å¯Ò×�Ò23, esto se relacio-
na con el hecho de que la cédula tiene los datos de la partida de nacimiento 
y se perciben como “no coincidentes” con la imagen de la persona trans so-
licitante. 

Con esfuerzo propio y colaboraciones privadas, las organizaciones trans pu-
dieron realizar entregas de bolsas de alimentos no perecederos y productos 
de higiene. 

Esto supone un contraste con las recomendaciones que dio la CIDH en su 
Resolución N.º 1/202024į� �Á¼��� �ì� Ü¼� ��ÌǞ×ÜµÁ� �ÒÌ��Ǟõ�Á� ÒÁ�Î�� Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
TLGB para que se garantice la inclusión. 

detención arbitraria y tortura

�µ�ĂĆ����±Üµ¯Á����ăāăā25į��¼��µ���ÎÎ¯Á�\�¼�E¯©Ü�µ�����¯Ü������µ��Ò×��Ò��ÌÎÁ�Ü±Á�
una balacera entre presuntos contrabandistas y la Armada paraguaya. En 
este tiroteo, un marino resultó muerto. Con esta excusa, los militares en-
traron en casas rompiendo puertas, detuvieron a 35 personas, entre las que 
��Ǟ�� ×Î�Ò�»Ü±�Î�Ò� ×Î�¼Ò�ì� µ�Ò� µµ�å�ÎÁ¼�å¯Áµ�¼×�»�¼×���� µ����Ò��¼�å�µ��¼� µ��
žÎ»���Į�*Ü�ÎÁ¼�×ÁÎ×ÜÎ���Òį�Ò���ÜÎµ�ÎÁ¼�����µµ�Òį� µ�Ò��¯±�ÎÁ¼�ÍÜ��µ�Ò�¯��¼���
Ŋ���Î�Á»�Î�ÒŌĮ�F¯¼©Ý¼�»¯µ¯×�Î�¨Ü��¯»ÌÜ×��Á�ÌÁÎ��Ò×ÁÒ���ÁÒĮ�

abuso de policías y militares hacia personas trans

Por la emergencia sanitaria y el consecuente cierre de fronteras, se hicieron 
presentes las fuerzas militares en la zona norte del país. El abuso de poli-
cías y militares hacia personas trans se denuncia en este marco. El caso más 
©Î�å���Ò��µ�ÒÜ���¯�Á���E�¯Î�į�Ü¼��»Ü±�Î�×Î�¼Ò�ÍÜ�į����¯�Á���µ�Ò�Ò��Ü�µ�Ò�ÌÒ¯-
cológicas, no puede precisar la fecha exacta del acontecimiento. Ella fue se-
�Ü�Ò×Î����ÌÁÎ��¨��×¯åÁÒ�»¯µ¯×�Î�Ò��¼�µ��åǞ��ÌÝ�µ¯���»¯�¼×Î�Ò�åÁµåǞ�����Î�×¯Î�Î�
su cena. La denunciante asegura que los militares “la agarraron y la llevaron 

21 Programa de asistencia alimentaria del Gobierno nacional, ejecutado por la Secretaría de Emergencia Nacional (SEN).

22 Programa Pytyvõ es un subsidio otorgado por el Gobierno a las personas del sector informal afectadas 
económicamente por la pandemia.

23 “Una comunidad que incomoda a un Estado indiferente” [Archivo de video], Latitud 25 [@EnLatitud25], 17 de 
septiembre de 2020, https://youtu.be/emdoix64UYs. 

24� (Q�ORV�S£UUDIRV����D����KDEOD�HVSHF¯ȑFDPHQWH�GHO�WHPD�HQ�&,'+��3DQGHPLD�\�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�ODV�$P«ULFDV��5HVROXFLµQ�
1�|�������, http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion-1-20-es.pdf.

25 “Marina paraguaya secuestró y torturó a 35 personas, entre ellas 3 mujeres trans”, $JHQFLD�3UHVHQWHV, 20 de julio de 2020, 
acceso el 20 de octubre de 2020, https://agenciapresentes.org/2020/07/20/marina-paraguaya-secuestro-y-torturo-a-
35-personas-entre-ellas-3-mujeres-trans/.
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a pasear por toda la línea internacional para que todo el mundo le vea, se 
burlaron de ella, le quitaron fotos y le volvieron a soltar en el lado brasilero”26. 
Luego, una vez que Maira fue liberada en territorio brasilero, no le permitie-
ÎÁ¼�µ���¼×Î�����µ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á�¼��¯Á¼�µ���±Á��µ��Î©Ü»�¼×Á����ÍÜ��µ�Ò�¨ÎÁ¼×�Î�Ò�
se encontraban cerradas, cometiéndose así varias violaciones a los derechos 
humanos. 

lesbianas: discriminación en el acceso a la Justicia

>Üñ�Ò���¼�Ü�¼×Î���¼�Ü¼��Î�µ��¯Â¼�Ò�¼×¯»�¼×�µ��Á¼�Ü¼��»Ü±�ÎĮ��¼��¼�ÎÁ����
�Ò×���ÀÁį��µµ��Ò��Ò�Ì�ÎÂ����ÒÜ�»�Î¯�Á��Á¼�ÍÜ¯�¼�×ÜåÁ�Ü¼�¯±ÁĮ��µ��ë»�Î¯�Áį��µ�
enterarse de su actual relación, la acusó de “traumar” al niño y amenazó con 
ÜÒ�Î�µ��4ÜÒ×¯�¯��Ì�Î��ŊÒ���Îµ�Ō���ÒÜ�¯±Áį�¯¼�µÜÒÁ�Î��Ü±Á�µ���Ò¯Ò×�¼�¯���µ¯»�¼×¯-
cia que habían acordado de palabra.

�µ�ĄĂ����±Üµ¯Á�����Ò×���ÀÁį�>Üñ�Î��¯�¯Â�Ü¼��¼Á×¯õ���¯Â¼����Ü¼���¯×��¯Â¼��¼å¯�-
���ÌÁÎ�µ����¨�¼ÒÁÎ��ÌÝ�µ¯������µ��F¯À�ñ�ì�µ��ž�Áµ�Ò��¼�¯����µ�a�Î��Î�aÜÎ¼Á����
la ciudad de Lambaré. Se le informaba que debía presentarse a una audien-
�¯��¯¼×�Î¼�į���µ���Ü�µ����Ǟ��¯Î���Á»Ì�À�������ÒÜ�¯±Á����Ą��ÀÁÒĮ��Á¼�µÜǞ��µ��
defensora de la Niñez su nota diciendo: “Así también, se sirve de recalcar a 
µ����Ò×¯¼�×�Î¯�į�ÍÜ��µ��»�¼�¯Á¼�����¯×��¯Â¼��Ò���±Á��Ì�Î�¯�¯»¯�¼×Áį����ÍÜ��
�¼���ÒÁ����¯¼�Á»Ì�Î���¼�¯��Ò��¯¼¯�¯�Î�¼�µÁÒ�×Î�»¯×�Ò�Ì�Î�����¯Á¼�Î�±Ü�¯�¯�µ-
mente”. 

ž�>Üñ�¼Á�µ���ëÌµ¯��ÎÁ¼��µ�»Á×¯åÁ����µ���¯×��¯Â¼į�µ��¼Á×¯õ���¯Â¼�¨Ü��¯¼×¯»¯��¼-
te: se le exigió que lleve a un niño de tres años en medio de la cuarentena27, 
��Ü¼��Áõ�¯¼���Ò×�×�µ�ÍÜ��ÌÁÎ��µ�×Á¼Á�Ì�Î��Ǟ��µ�����Ü¼�±Ü�ñ�Á�±Ü�ñ�Į�>��¯¼��Î×¯-
�Ü»�Î��ì�µÁÒ�×�»ÁÎ�Ò�ÌÎÁÌ¯ÁÒ����µ��Ò¯×Ü��¯Â¼į����»�Ò����µ���¯õ�Üµ×���Ì�Î��
trasladarse hasta ahí, considerando que Luz tiene una discapacidad física 
ÍÜ���¯õ�Üµ×��ÒÜ�»Áå¯µ¯���į�µ��¯�¯�ÎÁ¼�Î��ÜÎÎ¯Î���XÁ�¼�ÜĮ

ž¼×��µ���Á¼¨ÜÒ���¯×��¯Â¼į�Ü¼��åÁµÜ¼×�Î¯����µ��Î���±ÜÎǞ�¯������XÁ�¼�Ü��Á¼-
×��×Â��Á¼�µ����¨�¼ÒÁÎ���¼��Ü�Ò×¯Â¼į���õ¼������µ�Î�Î��µ�»Á×¯åÁ����µ���¯×��¯Â¼�
y los términos amenazantes de la misma. Resultó ser una invitación para 
dialogar ante el área de mediación de la Defensoría, con la intención de no 
±Ü�¯�¯�µ¯ñ�Î��¼���ÒÁ����ÍÜ��Ò���ÌÁÒ¯�µ��Ü¼���Ü�Î�ÁĮ

>��»��¯��¯Â¼��Ò�Ü¼�»�×Á�Á��µ×�Î¼�×¯åÁ����Î�ÒÁµÜ�¯Â¼�����Á¼øµ¯�×ÁÒį�åÁµÜ¼×�-
Î¯Á�ì�©Î�×Ü¯×Áį�Ì�ÎÁ�µ���¯×�ÎÁ¼���±Á��Ì�Î�¯�¯»¯�¼×ÁĮ��Ǟ�Ò���ÒÌÜ�Òį�>Üñ�Î��¯�¯Â�
Á×Î��¼Á×¯õ���¯Â¼į��Ò×��å�ñ����Ì�Î×�����Ü¼��»��¯��ÁÎ�����µ����¨�¼ÒÁÎǞ�į��¼�µ��

26 Entrevista a Leticia Brítez del Grupo Trans Pedro Juan Caballero Actuando por la igualdad de género y la no 
discriminación, recogida por Erwing Szokol.

27 Decreto N.º 3835/2020, “Por el cual se establecen medidas en el marco de la emergencia sanitaria declarada en el 
territorio nacional por la pandemia del coronavirus (covid-19), correspondientes a la fase 4…”, emanado del Poder 
Ejecutivo el 18 de julio de 2020. El mismo documento dispone la restricción de salida a los niños, niñas y adolescentes, 
salvo para atención médica, actividad física y artística.
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�Ü�µ�µ��¯¼å¯×����Ŋİ��Ü¼���Ü�¯�¼�¯���Á¼��µ�Á�±�×¯åÁ����µµ�©�Î���Ü¼���Ü�Î�ÁİŌ�
�Á¼��µ�Ì��Î�����ÒÜ�¯±Áį�Î�ÒÌ��×Á��µ�Î�©¯»�¼����Î�µ��¯Á¼�»¯�¼×Á�ì��µ�Á¨Î��¯-
miento de alimentos. Tal y como debería haber sido desde el inicio. 

Hasta la fecha no se concretó ninguna reunión ni audiencia. El padre del niño 
µ��ÒÜÒÌ�¼�¯Â��ÁÒ�å���Ò�ì�µ���¯±�ÎÁ¼�ÍÜ��µ���å¯Ò�ÎǞ�¼��¼��¯�¯�»�Î��µ��ÌÎÂë¯»��
fecha de realización. Entretanto, el niño recibe la asistencia alimenticia y las 
visitas, cada vez que el padre quiere y en las condiciones que él decide.

La actuación de la defensora de la Niñez, con su nota amenazante, preten-
�¯�¼�Á��Î¯©¯ÎÒ���¼� ±Ü�ñ�į���ÜÒÂ�×�»ÁÎ�ì�¼Á�å�µÂ�ÌÁÎ� µÁÒ���Î��ÁÒ���µ�¼¯ÀÁĮ�
El Estado debe asegurarse de que sus actuaciones no le sumen dolor a la 
å¯������µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Òį�»�¼ÁÒ��Ý¼��¼��µ��»�¯×Á����ÌÎÁ×���¯Â¼Į�\��Î�ÍÜ¯�Î��Ü¼��
�×�¼�¯Â¼�Ü»�¼¯ñ���į�ÍÜ��¨Ü¼�¯Á¼�Î¯ÁÒ�ì�¨Ü¼�¯Á¼�Î¯�Ò���×Ý�¼��Á¼��»Ì�×Ǟ�į�
entendiendo que su intervención puede afectar la vida de familias y causar 
daño. 

Lamentablemente, a este tipo de situaciones, que son frecuentes hacia ma-
�Î�Ò�µ�Ò�¯�¼�Ò�ì���µ��å�ñ����µÁÒ�Ì��Î�Ò����ÒÜÒ�¯±ÁÒ���¯±�Ò�ńÍÜ¯�¼�Ò�¼Á�ÌÜ���¼�
×Áµ�Î�Î�ÍÜ���µµ�Ò� ×�¼©�¼�Ü¼��Ì�Î�±�ńį� Ò��ÒÜ»�¼� µ�Ò� ¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÍÜ�į� µ�±ÁÒ�
de brindar una atención adecuada desde un enfoque de derechos, desatan 
Ì�ÎÒ��Ü�¯Â¼į��ë�µÜÒ¯Â¼�ì�¨�µ×�����©�Î�¼×Ǟ�Ò��¼��µ�����ÒÁ���µ��4ÜÒ×¯�¯�Įŏ

discriminación y violencia familiar 

Una adolescente lesbiana de 16 años sufrió discriminación y violencia fami-
liar, además de hostigamiento por parte del director y la psicóloga del cole-
gio privado evangélico al que asiste.

Desde hace un año, cuando su madre se enteró de que era lesbiana, recurrió 
a la dirección del colegio. La adolescente fue sometida a una serie de “trata-
»¯�¼×ÁÒŌ�Ì�Î��Ŋ�ÁÎÎ�©¯ÎŌ�ÒÜ�ÁÎ¯�¼×��¯Â¼�Ò�ëÜ�µĮ�\�©Ý¼�Î�µ�×�į� µ���¼å¯�ÎÁ¼���
una psicóloga, quien le administró hormonas y luego antidepresivos, cau-
sándole posteriormente secuelas en su salud. Este es un hecho grave de la 
mala praxis dentro de la Psicología, por parte de profesionales que no están 
autorizados a medicar y mucho menos administrar hormonas. 

Ante tanto hostigamiento en el colegio por parte de la directiva, la adolescen-
×��Î��µ¯ñÂ�Ü¼����¼Ü¼�¯���¼��µ���Ì�Î×�»�¼×Á�±ÜÎǞ�¯�Á���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á������Ü-
cación y Ciencias (MEC), el que tomó la denuncia y realizó una investigación 
sobre el hecho. Como resultado, envió una nota al colegio advirtiendo que 
su actuar era discriminatorio. De igual manera, la directiva del colegio puso 
una serie de restricciones a la alumna para volver a matricularse: el director 
¼Á���±����ÍÜ��Ò�����ÎÍÜ����ÒÜÒ��Á»Ì�À�Î�Òį�×�»ÌÁ�Á�ÌÁ�Ǟ��×�À¯ÎÒ���µ�Ì�µÁį�
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��±�Î�µ�Ò�¼Á×�Ò�¼¯��Ò¯Ò×¯Î���µ��¯©µ�Ò¯�į����¯�¼�Á�¯Î�µ��ÌÒ¯�ÂµÁ©��ÍÜ��Î��Á»�¼��-
ba el colegio. 

En conversaciones con la adolescente, esta comentó que a otra chica el año 
anterior le habían hecho lo mismo: sufría persecución y hostigamiento por 
parte de directivos del colegio por declararse bisexual y recibía mucha pre-
sión familiar y, a causa de eso, la adolescente se suicidó.

La presión y el hostigamiento en la familia y el colegio son estresantes para 
muchas(os) adolescentes, pues la salida que encuentran puede llegar a ser 
trágica. La mayoría de los colegios evangélicos tienen una visión discrimina-
×ÁÎ¯�į��Á¼��į�µ�±ÁÒ����Î�ÒÁµå�Î��µ��Á¼øµ¯�×Áį�©�¼�Î�¼�Ì�ÎÒ��Ü�¯Â¼���¯����Áµ�Ò-
��¼×�ÒĮ��µ�E�������ÎǞ��Ò�Î�»Ü�Á�»�Ò�õÎ»����µ��ÁÎ������Á¼¨ÎÁ¼×�Î��Ò×��×¯ÌÁ�
de casos y hacer seguimiento para obtener una solución real del problema.28 

caso asesinato de lesbiana 

Una persona escribió al servicio Rohendu de Aireana desde fuera del país 
�Á¼×�¼�Á�ÍÜ��ÒÜ��»¯©��µ�Ò�¯�¼�į�ÍÜ��»�¼×�¼Ǟ��Ü¼��Î�µ��¯Â¼��Á¼�Ü¼��»Ü±�Îį�
�¼�Á¼×ÎÂ�»Ü�Î×����ÒÜ�Ì�Î�±���¼�µ����Ò���Á¼�Ü¼��ÁÎ×��ÌÎÁ¨Ü¼�Á��¼�µ��©�Î©�¼×�Į�
El culpable se encontraba en el lugar y admitió haberlo hecho. Diferentes 
medios de prensa publicaron la noticia como un feminicidio perpetrado por 
ÒÜ��Á»Ì�À�ÎÁ�Ò�¼×¯»�¼×�µĮ��µ��©Î�ÒÁÎ��Î���Á»Ì�À�ÎÁ����×Î���±Á���� µ��åǞ�-
tima que estaba “enamorado” de ella. Se sentía frustrado por no ser corres-
pondido y no soportaba que ella fuera lesbiana. Existen todas las referencias 
de la prensa, pero, a solicitud de la persona que se comunicó con Rohendu, 
¼Á�Ò����±Ü¼×�¼�Ì�Î��¼Á�ÌÜ�µ¯��Î��µ�¼Á»�Î�����µ��åǞ�×¯»��¼¯��µ���µ��Ò�Ò¯¼ÁĮ�

�Ò×����ÒÁ��ìÜ�����Î�øµ�ë¯Á¼�Î�ÒÁ�Î���µ�Ò¯µ�¼�¯�»¯�¼×Á�����Ò�Ò¯¼�×ÁÒ���� µ�Ò-
bianas. En primer lugar, ser lesbiana no entra en el imaginario. En segundo, 
µ��µ�Ò�Á¨Á�¯���©Î�å���µ�¨�»¯¼¯�¯�¯Á�ìį�ÌÁÎ�Ýµ×¯»Áį�Î�Ò�µ×��ÍÜ�į�����ÜÒ�����µÁÒ�
ÌÎ�±Ü¯�¯ÁÒ�ÒÁ�¯�µ�Òį�µ�Ò�¨�»¯µ¯�Ò�»Ü�Ò×Î�¼�ÌÁ�Á�¯¼×�Î�Ò��¼���µ�Î�Î�µ�Ò�»Á×¯å�-
ciones del crimen. 

primera abogada trans en paraguay

�µ�Ċ����¼Áå¯�»�Î�����ăāăāį�<¯»��Îµì�žì�µ��±ÜÎÂ��Á»Á���Á©�����¼�žÒÜ¼�¯Â¼į�
Ò¯�¼�Á��µ�»¯¼¯Ò×ÎÁ�žµ��Î×Á�E�Î×Ǟ¼�ñ�\¯»Â¼�ÍÜ¯�¼�µ��×Á»Â��µ�±ÜÎ�»�¼×ÁĮ�aÁ-
��åǞ��¼Á��ë¯Ò×��Ü¼��µ�ì����¯��¼×¯�������©�¼�ÎÁ�ì�<¯»��Îµì�×ÜåÁ�ÍÜ��±ÜÎ�Î��Á¼�
ÒÜ�¼Á»�Î��µ�©�µĮ��Ò×����Á¼×��¯»¯�¼×Á�Ò¯©¼¯õ���Ü¼��å�¼���»�Ò�ÍÜ��Ò¯»�Âµ¯�Á�
en los derechos de las personas trans.

28 La Ley de Educación Inclusiva (Ley N.º 5136/2013), aunque centrada en temas de discapacidad, establece la no 
discriminación. 



88 ddhhpy2020��Y��+J���=��.&g�=����y�DJ��.]�Y.C.D��.KD

seguimientos de casos de personas trans

ADA MíA NAoMI GÓMEZ (29 AñoS). Oriunda de Paraguarí, fue asesinada 
�µ�ăĈ�����©ÁÒ×Á����ăāĂĉĮ�\����×�Î»¯¼Â�µ��¨������µ�±Ü¯�¯Á�ÁÎ�µ�ì�ÌÝ�µ¯�Á�Ì�Î��
mayo de 2020, el cual se suspendió y hasta el cierre de este informe no se 
determinó nueva fecha. 

NICoL FERREIRA (31 AñoS). ���µ���¯Ü�������K�µ¯©��Á�Ł2×�ÌÝ�łį�¨Ü���Ò�Ò¯-
nada en su domicilio de ocho puñaladas de arma blanca el 28 de septiembre 
de 2018. Hasta la fecha no ha habido avances en la investigación. Se desco-
nocen a los autores del hecho.

SoLEDAD SoLER FERNÁNDEZ (42). Fue asesinada de nueve disparos la 
noche del lunes 7 de octubre de 2019 cuando caminaba detrás del condomi-
nio privado Villa del Sol de Pedro Juan Caballero (Amambay). Hasta la fecha, 
este crimen sigue en etapa investigativa.

JuICIoS SoBRE CAMBIoS DE NoMBRE DE DoS MuJERES TRANS AC-
TIVISTAS.�žµ��¯�ÎÎ����µ�¯¼¨ÁÎ»��¼Á�Ò����Ǟ��Î�©¯Ò×Î��Á�¼¯¼©Ý¼�»Áå¯»¯�¼×Á�
en el expediente. 

COnClUsiOnEs

El periodo del informe se caracteriza, por un lado, por las peores condiciones 
de vida para las personas TLGB quienes, además de la crisis general econó-
mica, fueron obligadas a estar encerradas con sus agresores, lo que derivó en 
más casos de violencia y discriminación por orientación sexual, identidad y 
expresión de género. En contrapartida, mostrando que el Estado no es mo-
nolítico, se aprobó el Protocolo de Atención para Personas pertenecientes al 
�Áµ��×¯åÁ�>+a�2���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ����¨�¼Ò��VÝ�µ¯��į�µ��ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯���»�Ò�
ÌÎÁ©Î�Ò¯Ò×��ÒÁ�Î����Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ���¯©Ü�µ���Į�žÒ¯»¯Ò»Áį�±ÜÎÂ�µ��ÌÎ¯»�Î��
abogada trans, generando un hecho histórico. 

Está claro que, para seguir avanzando contra viento y marea, es necesario 
resistir, aportando creatividad en esta resistencia para eliminar, de una vez 
por todas, las barreras impuestas por el Estado y hasta por mucha parte de 
la sociedad civil. 
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rECOMEnDaCiOnEs

 Ǻ Aprobar el proyecto de Ley “Julio Fretes” Contra Toda Forma de Discrimi-
nación.

 Ǻ Adoptar todas las medidas para la implementación efectiva de la Resolu-
ción D. G. N.º 1287/2020, “Por la cual se aprueba el protocolo de atención 
para personas pertenecientes al colectivo LGTBI que acudan a todos los 
Ò�Îå¯�¯ÁÒ���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ����¨�¼Ò��VÝ�µ¯��ŌĮ�

 Ǻ ��Ò�ÎÎÁµµ�Î�ÌÎÁ×Á�ÁµÁÒ�������¯Â¼���� µ�Ò�¨Ü�Îñ�Ò�ÌÝ�µ¯��Òį�Ì�Î�� µ��ÌÎÁ×��-
ción y garantía de los derechos civiles y políticos de todas las personas.

 Ǻ a¯Ì¯õ��Î� ��¼×ÎÁ� ��µ� �Â�¯©Á� V�¼�µ� �µ� �©Î�å�¼×�� ��� ÁÎ¯�¼×��¯Â¼� Ò�ëÜ�µ� ��
identidad de género. 

 Ǻ Intervenir, a través del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortu-
ra (MNP), los espacios de encierro de iglesias evangélicas y todo espacio 
���Ŋ�Á¼å�ÎÒ¯Â¼Ō����ÁÎ¯�¼×��¯Â¼�Ò�ëÜ�µ�Á�¯��¼×¯�������©�¼�ÎÁį�×Î���±��Á�¼Á�
��±Á�µ��»Á��µ¯��������¼�¯�ÎÎÁ�Á��¯Òµ�»¯�¼×ÁĮ

 Ǻ Establecer, mediante el Ministerio de Salud y Bienestar Social, la prohibi-
ción de las torturas, mal llamadas “terapias de reconversión”.





derecho de las muJeres a una 
vida libre de violencia

inSUFiCienCia DeL SiSTema 
De proTeCCión anTe La 

vioLenCia De género, 
DoméSTiCa e inTraFamiLiar

=��=�ü����VÚËæ���¬ÌÄ�.Äæ�¤Ú�½���½�Þ�Cê·�Ú�Þ��ËÄæÚ��cË���%ËÚÃ�����r¬Ë½�Ä-
cia se va implementando de modo lento, sesgado y parcial en las distintas 
instituciones que conforman el sistema de protección. La situación en 
pandemia solo acentuó las carencias de la población en general, y de las 
mujeres en particular, para acceder a servicios públicos de calidad y en 
todo el país. Es por eso que mientras el Estado no priorice el cumplimiento 
de las leyes con presupuestos acordes a las necesidades, poco es lo que 

se puede avanzar hacia una vida libre de violencia. 

paLabraS CLaveS: acoso sexual, violencia contra la mujer, violencia 
doméstica, política pública, justicia.

myrian gonzález vera 
��DcYJ�����J�gC�Dc��.KD�y��]cg�.J]�ɢ���ɣ
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balanCE DE lOs 25 añOs 

La vioLenCia ConTra LaS mUjereS, De aSUnTo 
privaDo a púbLiCo: gran ConqUiSTa FeminiSTa

Cuando se presentaba el primer informe de derechos humanos en Paraguay, 
elaborado por organizaciones de la sociedad civil en 1996, la atención a las 
Ò¯×Ü��¯Á¼�Ò����å¯Áµ�¼�¯����¯�� µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ń¯Ò×ÂÎ¯��»�¼×���ÒÜ»¯����Á»Á�
un asunto privado, familiar, íntimo– empezaba a ser abordada por el Estado 
paraguayo, en consonancia con avances regionales y nacionales en el mar-
�Á�¼ÁÎ»�×¯åÁ�ì����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��ÒĮ��µµÁ�¨Ü��ÌÁÒ¯�µ��»��¯�¼×��µ�Ò�µÜ��Ò����
»Ü±�Î�Ò�¨�»¯¼¯Ò×�Ò�ÍÜ�į���Ò���µÁÒ��ÀÁÒ�Ò�Ò�¼×����µ�Ò¯©µÁ�Ì�Ò��Áį�¨Ü�ÎÁ¼�¨Ü¼-
��»�¼×�¼�Á�×�ÂÎ¯��»�¼×��µ�Ò��¯Ò�Î¯»¯¼��¯Á¼�Ò�ÍÜ���¨��×���¼���µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�
ÌÁÎ��µ���Á����Ò�Î�»Ü±�Î�Ò�ì�ÍÜ��Ò��ÒÁÒ×�¼Ǟ�¼�ÒÁ�Î��µ����Ò�����Ü¼�Ò¯Ò×�»��
patriarcal, es decir, la desigualdad en las relaciones de poder entre hombres 
ì�»Ü±�Î�Ò��¼��¯Ò×¯¼×ÁÒ��»�¯×ÁÒį��Ü¼ÍÜ��ÁÎ¯©¯¼�����µ� ¯¼×�Î¯ÁÎ���� µ�� ¨�»¯µ¯��
×Î��¯�¯Á¼�µį��Á¼��� µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì� µ�Ò�¼¯À�Ò� Î�ÒÌÁ¼��¼��µ�ÌÁ��Î�����ÒÌÁÒÁÒį�
padres y hermanos.

Las feministas lograron incidir globalmente para que la violencia hacia las 
»Ü±�Î�Ò�Ò����ÒÜ»¯���ÌÁÎ�µÁÒ��Ò×��ÁÒ��Á»Á�Ü¼��ÒÜ¼×Á�ÌÝ�µ¯�Áį�Ì�ÎÁ�¼Á�¨Ü��
fácil romper las resistencias culturales. En 1989, la Convención para la Eli-
»¯¼��¯Â¼����aÁ��Ò�µ�Ò�*ÁÎ»�Ò�����¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼��Á¼×Î��µ��EÜ±�Î�Ł���žpį�
por sus siglas en inglés), aprobada en 1979 por la Asamblea General de la Or-
ganización de las Naciones Unidas (ONU)1, abordó por primera vez la violen-
�¯���Á¼×Î��µ��»Ü±�Î��¼�ÒÜ�X��Á»�¼���¯Â¼�+�¼�Î�µ�FĮû�ĂăĮ�V�ÎÁ�¨Ü��Î��¯�¼��¼�
1992 que incluye expresamente en su Recomendación General N.º 19/1992 la 
Î�ÒÌÁ¼Ò��¯µ¯������µ��Ò×��Á��¼�µ�Ò�Ò¯×Ü��¯Á¼�Ò����å¯Áµ�¼�¯����¯��µ�Ò�»Ü±�Î�Òį�
sea por incumplimiento u omisión de compromisos, acuerdos, obligaciones 
y leyes, así como también por no adoptar las medidas necesarias para elimi-
¼�Î�µ���¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼��Á¼×Î��µ��»Ü±�Î�Á�ÜÎÎ¯����¼��Ü�µÍÜ¯�Î��»�¯×Á2.

�Ò��»¯Ò»Á��ÀÁį��¼�V�Î�©Ü�ì�Ò���Î�Â� µ��\��Î�×�ÎǞ����� µ��EÜ±�Î���� µ��VÎ�Ò¯-
��¼�¯�����µ��X�ÌÝ�µ¯���ÌÁÎ�>�ì�FĮû�ĄąĺĂĊĊăį��Ò×��µ��¯�¼�Á��Á»Á�Ü¼Á����ÒÜÒ�

1 La CEDAW es considerada el principal instrumento de derechos humanos de las mujeres, “si bien la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobadas 
HQ�������WHQ¯DQ�HVS¯ULWX�GH�GHUHFKRV�SDUD�WRGDV�ODV�SHUVRQDV��QR�LQFOX¯DQ�GH�IRUPD�H[SO¯FLWD�OD�HVSHFLȑFLGDG�GH�ORV�
derechos de las mujeres, a excepción, posiblemente, de la expresión de consentimiento voluntario para contraer 
matrimonio”. Line Bareiro, (QWUH�OD�LJXDOGDG�OHJDO�\�OD�GLVFULPLQDFLµQ�GH�KHFKR��5HFRPHQGDFLRQHV�GHO�&RPLW«�SDUD�OD�(OLPLQDFLµQ�
GH�OD�'LVFULPLQDFLµQ�FRQWUD�OD�0XMHU��&('$:��D�ORV�(VWDGRV�GH�$P«ULFD�/DWLQD�\�HO�&DULEH (Santiago: CEPAL, 2017), 9, https://
ZZZ�FHSDO�RUJ�VLWHV�GHIDXOW�ȑOHV�SURMHFW�ȑOHV�HQWUHBODBLJXDOGDGBOHJDOB\BODBGLVFULPLQDFLRQBGHBKHFKRB��SGI�

2 Esta recomendación fue ampliada en 2017 con la Recomendación N.º 35, en la que se explicita que “la expresión 
ǕYLROHQFLD�SRU�UD]µQ�GH�J«QHUR�FRQWUD�OD�PXMHUʜ�VH�XWLOL]D�FRPR�XQ�W«UPLQR�P£V�SUHFLVR�TXH�SRQH�GH�PDQLȑHVWR�ODV�
causas y los efectos relacionados con el género de la violencia. La expresión refuerza aún más la noción de la violencia 
como problema social más que individual, que exige respuestas integrales, más allá de aquellas relativas a sucesos 
concretos, autores y víctimas y supervivientes” (párr. 10). Comité para la Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer, 5HFRPHQGDFLµQ�JHQHUDO�QXP�����VREUH�OD�YLROHQFLD�SRU�UD]µQ�GH�J«QHUR�FRQWUD�OD�PXMHU��SRU�OD�TXH�VH�DFWXDOL]D�OD�
UHFRPHQGDFLµQ�JHQHUDO�QXP������KWWSV���ZZZ�DFQXU�RUJ�ȑOHDGPLQ�'RFXPHQWRV�%'/������������SGI�
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Á�±�×¯åÁÒ�Ŋ�µ��ÁÎ�Î�Ìµ�¼�Òį�ÌÎÁì��×ÁÒ�ì�¼ÁÎ»�Ò�Ì�Î���ÎÎ��¯��Î�×Á���¨ÁÎ»�����
å¯Áµ�¼�¯���Á¼×Î��µ��»Ü±�ÎŌ�Ł�Î×Ǟ�ÜµÁ�ăį�¯¼�¯ÒÁ��łĮ�žµ��ÀÁ�Ò¯©Ü¯�¼×��Ò��ÌÜÒÁ��¼�
marcha el Primer Plan Nacional para la Prevención y la Sanción de la Violen-
�¯���Á¼×Î��µ��EÜ±�Îį���¼�Á��ÒǞ�×�»�¯�¼��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á��µ��Î×Ǟ�ÜµÁ��Á¼Ò×¯×Ü�¯Á-
¼�µ�¼Ý»�ÎÁ�ćāį����ÌÎÁ×���¯Â¼��Á¼×Î��µ��å¯Áµ�¼�¯�Į��¼�ĂĊĊĆ�Ò���©Î�©���µ�»�Î�Á�
legal paraguayo la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
�ÎÎ��¯��Î�µ��o¯Áµ�¼�¯���Á¼×Î��µ��EÜ±�Îį�»�Ò��Á¼Á�¯����Á»Á��Á¼å�¼�¯Â¼����
Belém do Pará (Ley N.º 605). En el año 2000 se aprueba la Ley N.º 1600/2000 
Ŋ�Á¼×Î��µ��å¯Áµ�¼�¯���Á»�Ò×¯��ŌĮ�VÁÎ�Ýµ×¯»Áį���õ¼�Ò����ăāĂć�Ò���Î���µ��>�ì�FĮû�
ĆĈĈĈĺăāĂć�Ŋ���VÎÁ×���¯Â¼�2¼×�©Î�µ���µ�Ò�EÜ±�Î�Ò��Á¼×Î��aÁ���*ÁÎ»�����o¯Á-
µ�¼�¯�Ōį�Ü¼Á�����ÜìÁÒ��ÌÁÎ×�Ò�»�Ò�¯»ÌÁÎ×�¼×�Ò���Ò¯�Á�µ��×¯Ì¯õ���¯Â¼�Ì�¼�µ�
del feminicidio. 

�Á¼��Ò×���»Ìµ¯Á�»�Î�Á�±ÜÎǞ�¯�Á�Î�¨�Î¯�Á��µ���Î��Á���å¯å¯Î�Ü¼��å¯���µ¯�Î�����
å¯Áµ�¼�¯�� Ò�� ¨Ü�ÎÁ¼���Ò�ÎÎÁµµ�¼�Á��¯å�ÎÒ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò� �¼��Ò×ÁÒ�Ýµ×¯-
mos 25 años en las distintas instituciones del Estado involucradas en la pre-
å�¼�¯Â¼į��×�¼�¯Â¼�ì�Ò�¼�¯Â¼����µ��å¯Áµ�¼�¯����¯��µ�Ò�»Ü±�Î�ÒĮ�\Á¼��Á¼ÍÜ¯Ò×�Ò�
relevantes, las leyes son la primera manifestación política para proteger a las 
personas y garantizar igualdad y no discriminación. Sin embargo, las leyes y 
los mecanismos institucionales son solo el primer paso. 

Ya eSTÁn LaS LeYeS: ahora Se preCiSan 
reCUrSoS Y voLUnTaD poLíTiCa pLena 

Al hacer un balance acerca de cómo el Estado trata de combatir la alta pre-
å�µ�¼�¯�����µ��å¯Áµ�¼�¯����¯��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì�¼¯À�Òį�Ò��ÌÜ�����õÎ»�Î�ÍÜ�į��Ü¼�
cuando los avances normativos son grandes, hasta ahora no se ha podido 
ÌÁ¼�Î��¼�»�Î���Ü¼��ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯���ÍÜ��ÌÜ����Ò�Î�¯»Ìµ�»�¼×����Ò¯¼�¯¼×�-
ÎÎÜÌ�¯Á¼�Òį��Á¼�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×ÁÒ�ÒÜõ�¯�¼×�Ò�ì�ÍÜ��×�¼©���µ��¼���¼��¯Á¼�µį�ÍÜ��
es lo que se precisa con urgencia. Se han hecho esfuerzos ingentes desde 
diversas instituciones, pero muchas de las políticas no pudieron mantenerse 
en el tiempo. Todo empieza una y otra vez cuando hay cambio de autori-
dades o de gobiernos, y a ello debe sumarse la permanencia de conductas 
institucionales todavía muy patriarcales al interior del Estado, que impiden 
�µ��¼¨ÁÍÜ�����©�¼�ÎÁ��¼��µ����¯Á¼�Î�ÌÝ�µ¯�ÁĮ�

�Ò×ÁÒ�¨��×ÁÎ�Ò�¯¼×�Îõ�Î�¼��¼�µ���Î×¯�Üµ��¯Â¼�����Ò¨Ü�ÎñÁÒ�¯¼×�Î¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�-
les tan necesarios para hacer frente a la violencia. Hubo, sin embargo, entre 
ăāāĉ�ì�ăāĂăį�Ü¼�×Î���±Á��Á¼±Ü¼×Á��¼×Î���¯¼�Á�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÍÜ��ÌÜÒ¯�ÎÁ¼��¼�
marcha una serie de acciones que aportaron: i) asesoría y capacitación con 
enfoque de derechos, género y niñez al funcionariado policial; ii) dotación de 
comisarías especializadas para la atención de víctimas de violencia basada 
en género, doméstica e intrafamiliar; y iii) protocolos de actuación y registro 
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estandarizado del relevamiento de los servicios prestados en casos de violen-
cia en el ámbito de la salud3. Lastimosamente, los resultados, auspiciosos al 
principio, se fueron diluyendo con el tiempo debido a que las instituciones 
no contaron con presupuestos propios para dar continuidad a la iniciativa. 

Con la instalación de la Mesa Interinstitucional de Prevención de la Violen-
�¯���Á¼×Î��µ��EÜ±�Î�ŁVX�o2Ełį��Ò×��µ��¯���ÌÁÎ�µ��>�ì�FĮû�ĆĈĈĈĺăāĂćį��µ��Ò×��Á�
Î�¯¼¯�¯Â���Ò����µ��ÀÁ�ăāĂĉ��µ�×Î���±Á��Î×¯�Üµ��Á��¼×Î��µ�Ò��¯Ò×¯¼×�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á-
nes involucradas en la prevención, sanción y erradicación de la violencia ha-
�¯��µ�Ò�»Ü±�Î�ÒĮ��µ�Á�±�×¯åÁ��Ò�ÌÁ��Î�Á¨Î���Î�Ò�Îå¯�¯ÁÒ�̄ ¼×�©Î�µ�Ò���µ�Ò�åǞ�×¯»�Ò�
y prevenir la violencia que no para. 

Lo qUe haCe FaLTa para ConTinUar avanzanDo

El Estado paraguayo ha dado cumplimiento a varias de las recomendaciones 
emitidas por distintos mecanismos internacionales a los cuales está suscri-
×Áį�Ì�ÎÁ�»Ü��Ò�Á×Î�Ò��Ý¼�¼���Ò¯×�¼�Ò�Î��Ü»Ìµ¯��Ò�Á�»�±ÁÎ���Ò��¼�ÒÜ�¯»-
Ìµ�»�¼×��¯Â¼Į�VÁÎ��±�»ÌµÁį��µ��Á»¯×�����µ�����žpį��¼�ÒÜÒ�Á�Ò�Îå��¯Á¼�Ò�
õ¼�µ�Ò�ÒÁ�Î���µ�Ò�Ì×¯»Á�¯¼¨ÁÎ»��Ì�Î¯Â�¯�Á4, reiteró la necesidad de: i) una 
asignación adecuada de presupuestos para recursos humanos y técnicos a 
õ¼�����Ìµ¯��Î� µÁÒ�Ìµ�¼�Ò�ì�ÌÁµǞ×¯��ÒĹ� ¯¯ł�ÌÎÁ»Á�¯Â¼���� µ�� Ò�¼Ò¯�¯µ¯ñ��¯Â¼��¼�
©�¼�ÎÁ���µ��ÌÁ�µ��¯Â¼�ì��µ�¨Ü¼�¯Á¼�Î¯��Á�ÌÝ�µ¯�ÁĹ�¯¯¯ł�¨��¯µ¯×��¯Â¼���µ�����ÒÁ�
��µ��±ÜÒ×¯�¯����µ�Ò�åǞ�×¯»�Ò���¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼����µ�Ò���¼Ü¼�¯�ÒĹ�ì�¯åł�Ü¼�Ò¯Ò×�»��
Ü¼¯õ���Á����Î�©¯Ò×ÎÁ����µÁÒ���ÒÁÒ����å¯Áµ�¼�¯����¼Ü¼�¯��ÁÒĮ�0�Ò×���ÁÎ�į�Ò¯¼�
�»��Î©Áį�µÁÒ�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×ÁÒ��Ò¯©¼��ÁÒ�ÒÁ¼�¯¼ÒÜõ�¯�¼×�Ò�Ì�Î��ÍÜ��µÁÒ�Ìµ�¼�Ò�
y programas tengan alcance nacional, a pesar de los aumentos que se han 
���Á��¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒ5.

Los desafíos de mayor envergadura que tiene el Estado para hacer frente a la 
å¯Áµ�¼�¯���Á¼×Î��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÒÁ¼ĭ�

3 Estas acciones se realizaron bajo un convenio marco para el respeto de los derechos humanos de las mujeres y la niñez 
y la adolescencia, suscrito por la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República (SMPR), la Secretaría Nacional 
de la Niñez y la Adolescencia (SNNA) y los ministerios de Salud Pública y Bienestar Social (MSPyBS), del Interior y el 
Ministerio Público, que fue posible mediante el apoyo de la cooperación internacional.

4 Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. CEDAW/CPRY/CO/7, 2EVHUYDFLRQHV�
ȍQDOHV�VREUH�HO�V«SWLPR�LQIRUPH�SHULµGLFR�GHO�3DUDJXD\, 22 de noviembre de 2017, párrs. 20 y 21, 

 https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/Download.
DVS["V\PEROQR &('$:��I&��I35<��I&2��I�	/DQJ HV�

�� $O�UHVSHFWR��HO�(VWDGR�SDUDJXD\R�UHVSRQGLµ�D�ODV�2EVHUYDFLRQHV�ȑQDOHV�GHO�&RPLW«�&('$:�VH³DODQGR��HQWUH�RWURV�
puntos, que hubo importantes incrementos del presupuesto del Ministerio de la Mujer para la asignación de recursos 
KXPDQRV��W«FQLFRV�\�ȑQDQFLHURV�SDUD�OD�LPSOHPHQWDFLµQ�GH�SODQHV�\�SRO¯WLFDV�D�ȑQ�GH�HQIUHQWDU�OD�YLROHQFLD�KDFLD�ODV�
mujeres. Véase la respuesta a la recomendación 15.a), párrs.10 al 14, en: Ministerio de Relaciones Exteriores, ,QIRUPH�GH�
VHJXLPLHQWR�D�ODV�2EVHUYDFLRQHV�)LQDOHV�GHO�&RPLW«�SDUD�OD�(OLPLQDFLµQ�GH�OD�'LVFULPLQDFLµQ�FRQWUD�OD�0XMHU�VREUH�HO�9,,�,QIRUPH�
3HULµGLFR�GHO�3DUDJXD\, https://www.mre.gov.py/SimorePlus/Adjuntos/Informes/Informe%20de%20seguimiento%20
VII%20Observaciones%20Finales%20CEDAW%202020.pdf.
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1. Voluntad política de los gobiernos para: i) dar cumplimiento real 
a las leyes y que su aplicación sea de alcance nacional y ii) asignar 
recursos adecuados para desarrollar políticas integrales en todo 
el país, así como para designar a autoridades con sensibilidad en 
derechos humanos y perspectiva de igualdad de género, libres de 
pensamientos religiosos y fundamentalismos antiderechos.

2. Inclusión real de la perspectiva de igualdad de género en el currí-
culo educativo formal que permita la implementación efectiva de 
programas de educación integral de la sexualidad, así como la pro-
moción de los derechos humanos en general.

3. Vigencia plena de un Estado no confesional que efectivice los man-
��×ÁÒ� µ�©�µ�Ò� ì�ÌÎÁ»Ü�å��ÌÎ��×¯��Ò� �Üµ×ÜÎ�µ�Ò�ÍÜ��»Á�¯õÍÜ�¼� µ�Ò�
�Á¼�Ü�×�Ò�Ì�×Î¯�Î��µ�Ò�ì�»��¯Ò×�Ò��Ý¼�¨Ü�Î×�»�¼×���ÎÎ�¯©���Ò��¼�
la sociedad.

sitUaCiÓn DEl DErECHO

La panDemia DeSnUDa La preCarieDaD 
DeL SiSTema De prevenCión Y aTenCión 
De La vioLenCia haCia LaS mUjereS 

El encierro y el aislamiento en pandemia develaron las limitaciones que tie-
nen las instituciones para ofrecer servicios integrales de protección y aten-
�¯Â¼��¼�Ò¯×Ü��¯Á¼�Ò����å¯Áµ�¼�¯����¯��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì�¼¯À�ÒĮ�WÜ¯ñ��¼Á��Ò��ë��×Á�
decir que la situación empeoró en tiempos de pandemia –aunque, sin duda, 
µÁÒ���ÒÁÒ��Ü»�¼×�ÎÁ¼į�Ò�©Ý¼�µ��¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼��¯ÒÌÁ¼¯�µ�ń6, sino que se visibi-
µ¯ñ�ÎÁ¼�µ�Ò�©Î�¼��Ò���Î�¼�¯�Ò�ÍÜ��×¯�¼�¼ĭ���±ÁÒ�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×ÁÒį��Ò��ÒÁ�Ì�ÎÒÁ-
¼�µ���µ¯õ���Á�ì��ÜÒ�¼�¯�����Ò�Îå¯�¯ÁÒ��¼�µ�Ò��Î��Ò�ÎÜÎ�µ�Òį���µÁ�ÍÜ��Ò��ÒÜ»���µ�
sistema patriarcal y machista como productor de la violencia de género, esto 
Ýµ×¯»Á�ÒÁÒ×�¼¯�Á�ÌÁÎ�»Ü��Ò��Ü×ÁÎ¯����Ò�ì�Ì�Î×�����µ��ÒÁ�¯����7.

6 La Asociación de Jueces de Paz del Paraguay (AJPP) informó que en los primeros quince días de iniciada la cuarentena 
(12 al 26 de marzo) se registraron 987 casos de violencia doméstica en todo el país. “En cuarentena reportaron 70 
casos de violencia por día”, �OWLPD�+RUD, 29 de marzo de 2020, 54 o en https://www.ultimahora.com/en-cuarentena-
reportaron-70-casos-violencia-dia-n2877422.html. En tanto, el Ministerio Público señaló que en los tres primeros 
meses del 2020 aumentaron los casos de violencia doméstica, en comparación a los mismos meses del año anterior. 
“Violencia familiar explotó en primer trimestre del año, según Fiscalía”, �OWLPD�+RUD, 25 de marzo de 2020, 42 o en 
KWWSV���ZZZ�XOWLPDKRUD�FRP�YLROHQFLD�IDPLOLDU�H[SORWR�SULPHU�WULPHVWUH�GHO�DQR�VHJXQ�OD�ȑVFDOLD�Q��������KWPO�

7 Mecanismos internacionales a los que está suscrito el Paraguay, al igual que organizaciones de la sociedad civil, han 
hecho declaraciones y recomendaciones instando a reforzar los servicios del Estado y trabajar desde una perspectiva 
GH�J«QHUR��D�ȑQ�GH�YLVXDOL]DU�FµPR�OD�SDQGHPLD�DIHFWD�GH�PDQHUD�GLIHUHQFLDGD�D�PXMHUHV�\�KRPEUHV��\�PLQLPL]DU�
las consecuencias. Véase, por ejemplo, la solicitud hecha por la organización Kuña Róga, a la que se adhirieron otras, 
en https://kunaroga.org/wp-content/uploads/2020/04/Recomendaciones-a-las-instituciones-p%C3%BAblicas-en-
contexto-de-pandemia-por-el-COVID-19.pdf. También véanse el “Llamamiento del Comité CEDAW a favor de una 
acción conjunta en tiempos de la pandemia COVID” del Comité CEDAW, https://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/
&('$:�6WDWHPHQWV�&('$:BVWDWHPHQWB&29,'���BȑQDOB63�GRF��ǘ&RYLG����HQ�OD�YLGD�GH�ODV�PXMHUHV��5D]RQHV�SDUD�
reconocer los impactos diferenciados”, de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), https://www.oas.org/es/cim/
docs/ArgumentarioCOVID19-ES.pdf; y “Pandemia y Derechos Humanos en las Américas. Resolución N.º 1/2020”, https://
www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion-1-20-es.pdf.
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�ë¯Ò×�¼�ÌÁ�ÁÒ�Ò�Îå¯�¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�ì��Ò×ÁÒ��Ò×�¼��Á¼��¼×Î��ÁÒ��¼� µ����Ì¯×�µ�ì�
algunas ciudades cabeceras departamentales. Un rápido mapeo de los ser-
å¯�¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ��¯ÒÌÁ¼¯�µ�Ò�Ì�Î�� µ��ÌÎ�å�¼�¯Â¼į��×�¼�¯Â¼�ì�ÌÎÁ×���¯Â¼��Á¼-
×Î��µ��å¯Áµ�¼�¯����¯��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì�¼¯À�Ò�»Ü�Ò×Î��µ�Ò�ÌÁ��Ò��¯Ü����Ò��¼�µ�Ò�
que existen (cuadro 1). No obstante, a tres años de la vigencia de la Ley N.º 
5777/2016, se puede informar que ha habido algunas iniciativas y acciones 
auspiciosas promovidas por algunas de las instituciones integrantes de la 
Mesa Interinstitucional PREVIM8.

�µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ����¨�¼Ò��VÝ�µ¯���ŁE�Vł��Ü�¼×����Ò���õ¼�Ò����ăāĂĊ��Á¼�ĂĈ�
��¨�¼ÒÁÎ�Ò�ì���¨�¼ÒÁÎ�Ò�ÌÝ�µ¯�ÁÒŁ�Òł���µ�*Ü�ÎÁ��ÒÌ��¯�µ¯ñ��Á��¼�µ��>�ì�FĮû�
ĆĈĈĈĺăāĂćį�ÍÜ��µ¯×¯©�¼��Á»Á���¨�¼ÒÁÎ�Ò����»Ü±�Î�Ò�åǞ�×¯»�Ò��¼�µÁÒ�±Ü¯�¯ÁÒ����
violencia. Están en casi todas las capitales departamentales y otras ciudades 
importantes (cuadro 1)9.

\�©Ý¼��¼�¯¼¨ÁÎ»��Áį��¼��µ��Á¼×�ë×Á����µ��Ì�¼��»¯��Ò��×Á»�ÎÁ¼�å�Î¯�Ò�»�-
didas: 

 – El 27 de marzo, la Corte Suprema de Justicia publicó la Circular N.º 8/2020, 
�ÜìÁ�ÌÜ¼×Á�ă��Ò×��µ����µ��ÌÎÂÎÎÁ©�����µ�Ò�»��¯��Ò�±Ü�¯�¯�µ�Ò����ÌÎÁ×���¯Â¼�
a víctimas de violencia a solicitud de parte10.

 – �µ�VÁ��Î�4Ü�¯�¯�µ��Î�Â�Á×Î��Kõ�¯¼�����ž×�¼�¯Â¼�V�Î»�¼�¼×����oǞ�×¯»�Ò����
Violencia Doméstica e Intrafamiliar para el departamento Central, que se 
suma a la de Asunción, y permite la atención fuera del horario regular de 
los Juzgados de Paz11.

 – >��\��Î�×�ÎǞ�����+�¼�ÎÁ����µ���ÁÎ×��\ÜÌÎ�»�����4ÜÒ×¯�¯���Ò×��×Î���±�¼�Á�
en un protocolo en el ámbito de la violencia doméstica e intrafamiliar para 
la atención de casos en el contexto de la pandemia de la covid-19.

 – �µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ��EÜ±�Î�¯»Ìµ�»�¼×���µ�VÎÁ×Á�ÁµÁ����VÎ�å�¼�¯Â¼�ì�ž×�¼-
�¯Â¼���»Ü±�Î�Ò�åǞ�×¯»�ÒĺÒÁ�Î�å¯å¯�¼×�Ò����å¯Áµ�¼�¯���¼×�� µ��Ò¯×Ü��¯Â¼����
emergencia por covid-1912.

8 La Mesa Interinstitucional PREVIM está conformada por 15 ministerios y secretarías del Poder Ejecutivo, organismos 
del Poder Judicial y representantes de la sociedad civil, que tienen como objetivo implementar articuladamente las 
políticas y planes (artículo 27, Ley N.º 5777/2016).

9 Véanse datos de los defensores públicos en el sitio del MDP: http://www.mdp.gov.py/defensores/5777.

10 “Prórroga de medidas de protección a favor de víctimas de violencia”, &RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLD, 27 de marzo de 2020, 
acceso el 11 de octubre de 2020, https://www.pj.gov.py/notas/18144-prorroga-de-medidas-de-proteccion-a-favor-de-
victimas-de-violencia.

11� ǘ2ȑFLQD�GH�$WHQFLµQ�3HUPDQHQWH�D�9¯FWLPDV�GH�9LROHQFLD�HQ�&LUFXQVFULSFLµQ�GH�&HQWUDOǙ��KWWSV���ZZZ�SM�JRY�S\�
QRWDV�������RȑFLQD�GH�DWHQFLRQ�SHUPDQHQWH�D�YLFWLPDV�GH�YLROHQFLD�HQ�FLUFXQVFULSFLRQ�GH�FHQWUDO�

12 “MinMujer trabaja con Protocolo sobre violencia ante Covid-19”, 0LQLVWHULR�GH�OD�0XMHU, acceso el 10 de octubre de 2020, 
http://www.mujer.gov.py/index.php/noticias/ministerio-de-la-mujer-trabaja-con-protocolo-sobre-violencia-contra-
PXMHUHV�DQWH�FRYLG�����9«DVH�SURWRFROR�HQ�KWWS���ZZZ�PXMHU�JRY�S\�DSSOLFDWLRQ�ȑOHV����������������35272&2/2B
PREVENCION_Y_ATENCION_COVID_19_MINMUJER.pdf.pdf.
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Cuadro 1. Instituciones que atienden casos de violencia contra la mujer

institución servicios ofrecidos g�.���.KD�ɰ��=��D���
Ministerio de la Mujer 

Servicio de Atención a 
la Mujer (Sedamur)

Atención integral, información 
y asesoramiento a mujeres en 
situación de violencia doméstica 
e intrafamiliar y de género.

Asunción.

Línea 137 “SOS Mujer” 

Atención telefónica las 24 horas 
GHO�G¯D��LQFOXVR�ORV�ȑQHV�GH�
semana y días feriados. Ofrece 
información y asesoramiento 
en situaciones de violencia. 

Cobertura nacional.

Casa para mujeres en 
situación de violencia 
“Mercedes Sandoval”

Alojamiento temporal para mujeres 
con sus hijas(os), acompañamiento 
legal y apoyo a la salud integral.

Departamento Central 
Capacidad: 50 mujeres 
con hijas(os).

Centros de referencia

Atención especializada en 
situaciones de violencia de 
género, doméstica e intrafamiliar 
o trata de personas.

4 en: Curuguaty (Canindeyú), 
)LODGHOȑD��&KDFR���&LXGDG�
del Este (Alto Paraná) y Pedro 
J. Caballero (Amambay).

Poder Judicial 

&RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLD�
2ȑFLQD�3HUPDQHQWH�GH�
Atención a Víctimas de 
Violencia Doméstica

Recepción de denuncias, aplicación 
inmediata de medidas cautelares 
de urgencia en casos de violencia.

2 en: Asunción y San 
Lorenzo (Central).

Juzgados de Paz Recepción de denuncias sobre 
violencia hacia las mujeres. 

En prácticamente todos 
los distritos del país.

0LQLVWHULR�3¼EOLFR���)LVFDO¯DV�

Unidad Especializada 
de Lucha contra la 
Violencia Familiar 

Investigación penal de los casos 
GH�YLROHQFLD�IDPLOLDU�WLSLȑFDGD�
HQ�HO�&µGLJR�3HQDO�\�PRGLȑFDGD�
por la Ley N.º 5777/2016. 

Asunción, Ciudad del 
Este y Guairá. 

0LQLVWHULR�GH�OD�'HIHQVD�3¼EOLFD�

Defensores públicos 
especializados en la 
Ley N.º 5777/2016

Asistencia jurídica y patrocinio legal 
a mujeres en situación de violencia. 

17 en: Caacupé, Caaguazú, 
Caazapá, Ciudad del Este, 
Concepción, Encarnación, 
)LODGHOȑD��/XTXH��3DUDJXDU¯��
Pedro J. Caballero, Pilar, Salto 
del Guairá, San Juan Bautista 
(2), San Pedro del Ycuamandyyú, 
Villarrica y Asunción. 

Ministerio del Interior - Policía Nacional 

Departamento de 
Atención a Víctimas de 
Violencia Intrafamiliar Recepción de denuncias sobre 

violencia doméstica e intrafamiliar.

Asunción.
En las comisarías de todo el 
país se pueden presentar las 
denuncias sobre violencia 
hacia las mujeres*. 

* La Policía Nacional había instalado seis comisarías especializadas para la atención a víctimas de violencia doméstica, en el 
marco de la política pública implementada entre los años 2008-2012, mencionada más arriba. Actualmente no se cuenta 
FRQ�LQIRUPDFLµQ�RȑFLDO�DFHUFD�GH�OD�YLJHQFLD�GH�HVWDV�XQLGDGHV�HVSHFLDOL]DGDV�

Fuente: Elaboración propia.
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LoS DaToS De vioLenCia haCia LaS mUjereS 
en LaS inSTiTUCioneS púbLiCaS 

Desde hace muchos años, distintas instituciones involucradas en la preven-
�¯Â¼į��×�¼�¯Â¼�ì�Ò�¼�¯Â¼����µ��å¯Áµ�¼�¯����¯��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�å¯�¼�¼�¯»Ìµ�»�¼-
tando diversos modelos de registro de los casos denunciados, aunque hasta 
�ÁÎ��¼Á�Ò����ÌÁ�¯�Á�̄ »Ìµ�»�¼×�Î�Ü¼�Ò¯Ò×�»��Ü¼¯õ���Á�ì��Ò×�¼��Î¯ñ��Á����
registro de casos de violencia doméstica, intrafamiliar y de género, tal como 
se establece en la Ley N.º 5777/2016 y que es una de las recomendaciones re-
iteradas del Comité CEDAW13Į� žÜ¼ÍÜ�� µ�Ò� Î�ÒÌÜ�Ò×�Ò� �Ò×�×�µ�Ò� �Á¼×¯¼Ý�¼�
siendo parciales, se debe reconocer el esfuerzo que están realizando las ins-
tituciones integrantes del sistema de protección para contar con datos cada 
å�ñ�»�Ò��Á»Ìµ�×ÁÒ�ì�õ��µ�ÒĮ

f¼� ¯»ÌÁÎ×�¼×���å�¼��������Á��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á���� µ��EÜ±�Î��Á¼� µ��ÌÜ�Ò×���¼�
»�Î��� �µ�K�Ò�Îå�×ÁÎ¯Á� ��� µ��EÜ±�Î� Ì�Î�� �µ� \�©Ü¯»¯�¼×Á� ÒÁ�Î�� o¯Áµ�¼�¯�į�
desde el cual difunde datos estadísticos y comparativos que ofrecen un pa-
¼ÁÎ�»��©�¼�Î�µ����Î������µÁÒ�¨�»¯¼¯�¯�¯ÁÒ�Á�ÜÎÎ¯�ÁÒ��¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��Ü�×ÎÁ�
años, el reporte periódico de cantidad de víctimas de violencia, así como 
también otras informaciones de interés14. 

A continuación se presenta la información disponible del Ministerio de la Mu-
±�Îį�µ��VÁµ¯�Ǟ��F��¯Á¼�µį�µ���ÁÎ×��\ÜÌÎ�»�����4ÜÒ×¯�¯��ì��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�ÁĮ

ministerio de la mujer

�µ�VÁÎ×�µ�f¼¯õ���Á����2¼¨ÁÎ»��¯Â¼�VÝ�µ¯���Á¨Î�����Ò×ÁÒ���×ÁÒ�Î�¨�Î¯�ÁÒ���µÁÒ�
Ò�Îå¯�¯ÁÒ�ÌÎ�Ò×��ÁÒ�ì�»Ü±�Î�Ò��×�¼�¯��Ò�ÌÁÎ��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á15 (cuadro 2).

Cuadro 2. Ministerio de la Mujer - Mujeres atendidas (enero a agosto de 2020)

tipos de servicios brindados
cantidad de 

muJeres atendidas 
servicios 

brindados 

Servicio de Atención a la Mujer (Sedamur) 1.401 2.956

“SOS Mujer” Línea 137 (llamadas 
sobre casos de violencia) 4.773 10.130

Casa para mujeres en situación de violencia 
“Mercedes Sandoval” (mujeres alojadas) 38 985

Casa para mujeres en situación de violencia 
“Mercedes Sandoval” (hijas[as] alojadas[os]) b 41

Fuente: Elaboración propia a partir de información proveída por el Ministerio de la Mujer. Año 2020.

13 Comité CEDAW, 2EVHUYDFLRQHV�ȍQDOHV..., párr. 21. 

14 Observatorio de la Mujer para los seguimientos de violencia hacia las mujeres, http://observatorio.mujer.gov.py/index.
php/noticias/feminicidios-20107-al-2020.

15 Respuesta a solicitud de información para este artículo, https://informacionpublica.paraguay.gov.py/public/522534-
MEMORANDUMDGCTFVpdf-MEMORANDUMDGCTFV.pdf.
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policía nacional - departamento de estadística 

La Policía Nacional tiene un importante registro sobre las denuncias de 
violencia familiar. De enero a septiembre de 2020 se contabilizaron 2.208 
��ÒÁÒ�ŁÜ¼�ÌÎÁ»��¯Á����ĉ���ÒÁÒ���¼Ü¼�¯��ÁÒ�ÌÁÎ��Ǟ�łĮ��µ�©Î�õ�Á�Ă�»Ü�Ò×Î��
ÍÜ�į���µ�×Á×�µ������ÒÁÒ���¼Ü¼�¯��ÁÒį��µ�ĉąįĉŧ����µ�Ò�åǞ�×¯»�Ò�ÒÁ¼�»Ü±�Î�Ò�ì�
niñas, en comparación a apenas el 15,2% de varones víctimas de violencia 
familiar. 

a�»�¯�¼�Ò��Á�Ò�Îå���¼��µ�»¯Ò»Á�©Î�õ�Á�ÍÜ��»�Ò����µ��»¯×���ŁĆĉŧł���µ�×Á×�µ�
de casos de violencia familiar denunciados ante la Policía Nacional corres-
ÌÁ¼��¼���»Ü±�Î�Ò�åǞ�×¯»�Ò��¼��µ�»�Î�Á����Î�µ��¯Á¼�Ò����Ì�Î�±��ŁĆĆįĉŧł�¨Î�¼×��
al solo 2,2% de víctimas varones. 

�¼��Ü�¼×Á���µ��¨�»¯µ¯��¼Ü�µ��Îį�ÒÁ¼�»��Î�Òį�»��Î�Ò×Î�Òį�¯±�Ò�ì��Î»�¼�Ò�µ�Ò�
ÌÎ¯¼�¯Ì�µ�Ò�åǞ�×¯»�Ò����å¯Áµ�¼�¯��ŁăĄįĉŧłĮ�V��Î�Òį�Ì��Î�Ò×ÎÁÒį�¯±ÁÒ�ì��Î»�-
nos representan el 10,8% de víctimas. 

*U£ȑFR����'HQXQFLDV�GH�YLROHQFLD�IDPLOLDU��VHJ¼Q�UHODFLµQ�GH�
parentesco y sexo de la víctima (enero a septiembre de 2020)

Fuente: Elaboración propia sobre información proveída por el Departamento de Estadística de la Policía Nacional. Año 2020.

Total de casos: 2.208 % Víctimas Mujeres % Víctimas Hombres

Total de casos: 2.208

Otros/as parientes (abuelos, tíos, 
primos, etc.)

Familia nuclear (padre, madre, 
madrastras/padrastros, 

hermanas[os] e hijos[as])

Relación de pareja o expareja 
(esposo[a], concubino[a], novio[a])

100,0%

7,3%

34,6%

58,0%

84,8%

5,1%

23,8%

55,8%

15,2%

2,2%

10,8%

2,2%
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corte suprema de Justicia - secretaría de género 

\�©Ý¼�µ��\��Î�×�ÎǞ�����+�¼�ÎÁ����µ���ÁÎ×��\ÜÌÎ�»�����4ÜÒ×¯�¯�į�µ��»�ìÁÎ���¼-
tidad de denuncias de violencia doméstica e intrafamiliar fue recibida en la 
�¯Î�Ü¼Ò�Î¯Ì�¯Â¼�4Ü�¯�¯�µ���µ���Ì�Î×�»�¼×Á���¼×Î�µ�Ł©Î�õ�Á�ăłĮ

*U£ȑFR����'HQXQFLDV�GH�YLROHQFLD�GRP«VWLFD�H�LQWUDIDPLOLDU�
ingresadas al fuero civil en circunscripciones judiciales 

(enero a agosto de 2020) - Total de casos: 14.369

Fuente: Elaboración propia sobre información proveída por la Secretaría de Género de la Corte Suprema de Justicia. Año 2020. 

ministerio público - fiscalías de todo el país

�µ��Ü��ÎÁ�Ą�ÌÎ�Ò�¼×��µ�Ò���ÜÒ�Ò�¯¼©Î�Ò���Ò��¼�µ�Ò�õÒ��µǞ�Ò����×Á�Á��µ�Ì�ǞÒ�ÌÁÎ�
supuestos hechos punibles referidos a la violencia familiar, al abuso sexual, 
la coacción sexual, el maltrato a menores de edad y el incumplimiento del 
deber alimentario, todas expresiones de la violencia de género, y que afectan 
ÌÎ¯¼�¯Ì�µ»�¼×����»Ü±�Î�Ò�ì�¼¯À�ÒĮ�

Central 

Alto Paraná

Cordillera

Itapúa

Caaguazú

Paraguarí

Canindeyú

Concepción

Misiones

Guairá

Pdte. Hayes

Ñeembucú

Caazapá

Amambay

Alto Paraguay Y Boquerón

45,2%

9,1%

8,5%

8,5%

4,5%

4,4%

3,5%

3,4%

3,1%

2,8%

2,7%

1,5%

1,2%

1,2%

0,6%
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Cuadro 3. Denuncias de violencia de género e 

intrafamiliar (enero a septiembre de 2020)16

presuntos hechos punibles ingresados 
a las fiscalías de todo el país 

total de casos 

Abuso sexual en personas indefensas 48

Acoso sexual 80

Coacción sexual y violación 882

Abuso sexual en niños 1.889

Maltrato de niños y adolescentes bajo tutela 1.031

Incumplimiento del deber alimentario 3.916

Violencia familiar 18.652

)XHQWH��&XDGUR�SURYH¯GR�SRU�OD�'LUHFFLµQ�GH�3ODQLȑFDFLµQ�GHO�0LQLVWHULR�3¼EOLFR��$³R�������

�µ� ©Î�õ�Á� Ą� »Ü�Ò×Î�� ÍÜ�į� ��µ� ×Á×�µ� ��� åǞ�×¯»�Ò� ��� å¯Áµ�¼�¯�� ¨�»¯µ¯�Î� ÍÜ��
ÌÎ�Ò�¼×�¼���¼Ü¼�¯�Òį� �µ� Ĉąįăŧ�ÒÁ¼�»Ü±�Î�Ò�ì� ÒÁµÁ��µ� ĂĊįĊŧ�ÒÁ¼�å�ÎÁ¼�Ò� ŁÒ��
Î�©¯Ò×Î��Ü¼�ĆįĊŧ�Ò¯¼�¯��¼×¯õ��Î��µ�Ò�ëÁ���� µ��åǞ�×¯»�łĮ��¯���ÌÎÁÌÁÎ�¯Â¼�Ò��
mantiene en casi todos los demás hechos punibles, excepto en el maltrato 
de niños(as) y el incumplimiento del deber alimentario, en el que niñas y 
¼¯ÀÁÒ�ÒÁ¼�åǞ�×¯»�Ò��¼�Ò¯»¯µ�Î�ÌÎÁÌÁÎ�¯Â¼Į�>�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÒÁ¼�åǞ�×¯»�Ò������ÁÒÁ�
sexual en más del 90% de los casos denunciados.

16� 'DWRV�SURYH¯GRV�SRU�HO�0LQLVWHULR�3¼EOLFR�D�OD�2ȑFLQD�GH�$FFHVR�D�OD�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��
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*U£ȑFR����&DXVDV�LQJUHVDGDV�D�ȑVFDO¯DV�GH�WRGR�HO�SD¯V�SRU�SUHVXQWRV�
hechos punibles de violencia de género, intrafamiliar y violencia 

sexual según sexo de la víctima (enero a septiembre de 2020) 

)XHQWH��(ODERUDFLµQ�SURSLD�FRQ�GDWRV�GH�OD�'LUHFFLµQ�GH�3ODQLȑFDFLµQ�GHO�0LQLVWHULR�3¼EOLFR��$³R������

�¼��Ü�¼×Á���µÁÒ�¨�»¯¼¯�¯�¯ÁÒį�µÁÒ���×ÁÒ�ÒÁ¼��¯ÒÌ�Î�Ò�Ò�©Ý¼�µ��¨Ü�¼×��ÍÜ��¯¼-
forma. El Centro de Documentación y Estudios (CDE) reporta 39 feminici-
�¯ÁÒ�����¼�ÎÁ���Á�×Ü�Î�����ăāăā�Ł©Î�õ�Á�ąłį��¼�×�¼×Á�ÍÜ���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯-
co contabiliza 29 casos en el mismo periodo. Esta diferencia obedece a que el 
CDE se basa en publicaciones de prensa, mientras que los datos del Minis-
×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�Î�õ�Î�¼�����ÜÒ�Ò�ì����Î�×Üµ���Ò��Á»Á�¨�»¯¼¯�¯�¯Áį���ÒÌÜ�Ò����
haber hecho una primera investigación sobre los hechos ocurridos. 

La mayor cantidad de feminicidios ocurrieron en el marco de relaciones de 
Ì�Î�±��Á��ëÌ�Î�±�į�ì�¨Î��Ü�¼×�»�¼×��ÒÁ¼���ÒÁÒ��Á¼��¼×�����¼×�Ò����å¯Áµ�¼�¯��
¨�»¯µ¯�Î� Ł��¼Ü¼�¯����Á�¼Áłį�»ÁÒ×Î�¼�Á��ÒǞ�ÍÜ���µ� ¨�»¯¼¯�¯�¯Á��Ò��µ�Ýµ×¯»Á�
eslabón de la violencia de género intrafamiliar. 

Violencia familiar

Incumplimiento del deber 
alimentario

Maltrato de niños y 
adolescentes bajo tutela

Abuso sexual en niños

Coacción sexual y violación

Acoso sexual

Abuso sexual en personas 
indefensas

5,9%

0,5%

0,6%

0,2%

2,2%

0,0%

2,0%

19,9%

50,3%

45,8%

15,6%

8,6%

5,8%

23,5%

74,2%

49,2%

53,6%

84,2%

89,2%

94,2%

74,5%

Sexo sin identif. % Víctimas Hombres % Víctimas Mujeres %
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*U£ȑFR����6XSXHVWRV�FDVRV�GH�IHPLQLFLGLRV�SXEOLFDGRV�
en la prensa (enero a octubre de 2020) 

Fuente: Elaboración propia sobre datos de los diarios ABC Color y Última Hora. Año 2020.

CaSoS oCUrriDoS en 2020 

>�� å¯Áµ�¼�¯�� Ò�ëÜ�µ� �Á»Á� �¼×�Ò�µ�� ��µ� ¨�»¯¼¯�¯�¯Áį� �µ� ÍÜ¯��Î�� ��� µ�� õ©ÜÎ��
»��¯Ò×���¼×���µ����¼�Á¼Á����µ��»Ü±�Î��¼�Ü¼��Î�µ��¯Â¼����Ì�Î�±��ì��µ���ÁÒÁ�
Ò�ëÜ�µ��Á»Á����¯Â¼�����Á¼×ÎÁµ�ÒÁ�Î��»Ü±�Î�Ò�ŁÌÎ¯¼�¯Ì�µ»�¼×��±Âå�¼�Òł�ÒÁ¼�
algunas de las formas en que se expresa la violencia de género y que en este 
¯¼¨ÁÎ»��Ò���±�»Ìµ¯õ��¼��Á¼�×Î�Ò���ÒÁÒ�Á�ÜÎÎ¯�ÁÒ��¼��Ò×��Ì�Î¯Á�ÁĮ��µ�ÌÜ¼×Á�
�Á»Ý¼��¼��µ�ÍÜ���Á¼å�Î©�¼��Ò��µ�ÌÁ��Î�Ì�×Î¯�Î��µ����µÁÒ�Á»�Î�Ò�ÍÜ���Á¼-
Ò¯��Î�¼���µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��Á»Á�Á�±�×Á�Ò�ëÜ�µ�ì�ÌÎÁÌ¯�����ÌÎ¯å���Į�ž��»�Òį�ÒÜ�
ocurrencia muestra las falencias del sistema de protección y la necesidad 
¯»Ì�Î¯ÁÒ�����Ü¼�×Î���±Á�¯¼×�Î¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µį��Î×¯�Üµ��Áį�¯¼×�Î�¯Ò�¯Ìµ¯¼�Î¯Áį�¯¼-
×�©Î�µ�ì�×�»�¯�¼�¯¼×�Î�Üµ×ÜÎ�µį�Ì�Î���¼¨Î�¼×�Î��Á¼�»�±ÁÎ�Ò��ÎÎ�»¯�¼×�Ò�µ��
å¯Áµ�¼�¯����¯��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì�¼¯À�ÒĮ�

adolescentes indígenas con nula protección social 

Desde hace décadas, la expulsión de comunidades indígenas de sus tierras 
ancestrales ha ido generando un fenómeno de movilidad y migración de fa-
milias enteras hacia la capital y otras ciudades más pobladas, en busca de 
medios para sobrevivir. Así, se fueron instalando en cinturones urbanos, en 

Total 

Pareja/expareja

Padre

Desconocido

Pariente (cuñado/yerno)

Pariente (cuñado/yerno)

39

22

2

6

4

5
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calles y plazas y en cualquier espacio que les permitiera montar provisoria-
mente un hogar. Pasó el tiempo, niños y niñas de esas familias crecieron, 
y hoy muchas(os) son víctimas de las peores formas de explotación sexual, 
ante la total desidia del Estado y de una sociedad también indolente. 

Esta probablemente sea la historia de la adolescente indígena de 14 años en-
contrada en un estado de intoxicación y con rastros de violencia sexual en 
el predio de una planta cervecera, a orillas del río Paraguay, en Asunción, a 
inicios de este año. Y quizá también sea la historia de Francisca, otra adoles-
cente indígena de 12 años asesinada, cuyo cuerpo fue hallado dentro de una 
mochila en los alrededores de la Terminal de Ómnibus de Asunción, un mes 
después. Y también podría ser la historia de otra indígena de la misma edad 
encontrada muerta y con signos de abuso sexual, en la zona del departamen-
×Á����2×�ÌÝ�į��¼�±Üµ¯ÁĮ�

Son niñas que deberían haber estado en sus comunidades, con sus familias, 
�¼�µ���Ò�Ü�µ�į��¼��µ���ÎÎ¯Áį�¼Á���±Á��µ�����Á����Á»�Î�Ò��µ�ÁÁµ¯ñ��ÁÒ�ì��ÎÁ-
gados hasta matar, tal como se informa sobre los presuntos asesinos. Pero 
ÒÁ¼�̄ ¼�Ǟ©�¼�Òį�ì�ÒÁ¼���Áµ�Ò��¼×�Ò�»Ü±�Î�Òį�Ò¯¼�����ÒÁ���µ�Ò�»Ǟ¼¯»�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�
de protección social. De las desprotegidas del Estado, ellas son las más des-
ÌÁ±���Ò����×Á�Á���Î��ÁĮ�

salud mental y violencia machista

En agosto de 2020, un policía asesinó a cinco integrantes de su familia: a 
ÒÜÒ��ÁÒ�¯±ÁÒ�Ì�ÍÜ�ÀÁÒį���ÒÜ��ÜÀ�������Ăĉ��ÀÁÒį���ÒÜÒ��ÁÒ�ÒÜ�©ÎÁÒ�ì���ÒÌÜ�Ò�
se suicidó17Į�\�©Ý¼�µ�Ò�ÌÎ¯»�Î�Ò�¯¼��©��¯Á¼�Ò�ÌÁµ¯�¯�µ�Òį��µ�»Á×¯åÁ�¨Ü��µ��¼�-
©�×¯å�����ÒÜ��ÒÌÁÒ�����Î�©Î�Ò�Î��µ�Ì�ǞÒ��¼×���µ�Ì��¯�Á���µ�»�Î¯�ÁĮ�>��»Ü±�Î�
��Ǟ��»¯©Î��Á����ÒÌ�À��Ì�Î��×Î���±�Î�ì�µÁÒ�¯±ÁÒ�ÍÜ���ÎÁ¼��µ��Ü¯���Á����ÒÜÒ�
abuelos maternos. También se informó que el asesino tenía antecedentes 
ÌÁÎ���¼Ü¼�¯�Ò����å¯Áµ�¼�¯��¨�»¯µ¯�Î�ì�ÍÜ���Ò×������±Á�µÁÒ��¨��×ÁÒ���µ��µ�ÁÁµ�ì�
las drogas al cometer los crímenes. 

�Ò×����Á���Î¯Â�����×���¼�µ��ÒÁ�¯����į���ÁÒ×Ü»�Î�������ÜÒ��Î�±ÜÒ×¯õ���¯Á-
nes para la violencia machista. Sin dudas, la adicción a estupefacientes y al 
alcohol es un factor de alto riesgo para la salud mental. Sin embargo, en este 
��ÒÁ�����Ò�Ò¯¼�×Á�»Ýµ×¯Ìµ���Ò�¼���Ò�Î¯Á�¯¼�µÜ¯Î��Á»Á��µ�»�¼×ÁÒ���µ�����×��µ��
�Üµ×ÜÎ��»��¯Ò×��ì�Ì�×Î¯�Î��µ���±Á�µ���Ü�µ�Ò����Ò�ÎÎÁµµ�¼�µ�Ò�Î�µ��¯Á¼�Ò����Ì�-
Î�±�Į��µ�Á»�Î���ÜÒ�Â�µ��»�¼�Î�����å�¼©�ÎÒ���¼×��µ��¼�©�×¯å�����ÒÜ�»Ü±�Î����
Î�©Î�Ò�Î��Á¼��µĮ�WÜ¯ñ��Ìµ�¼¯õ�Â�µ�����¯Â¼��Î¯»¯¼�µį�Ì�¼Ò�¼�Á��Â»Á�¯¼øµ¯©¯Î��µ�
»�ìÁÎ��ÁµÁÎ���ÒÜ�»Ü±�Î�ÌÁÎ����ÎµÁ���ÒÁ�����¯�ÁĮ�E�×Â���ÒÜÒ�¯±ÁÒį��µ�Ì��Î�į�
��µ��»��Î��ì���µ���Î»�¼�����ÒÜ�»Ü±�ÎĮ�V�ÎÁ�¼Á�ÒÁµÁ���ÀÂ���ÒÜ��ÒÌÁÒ�į�Ò����ÀÂ�
��ÒǞ�»¯Ò»Á�ÌÁÎ�¼Á����Î��Ü»Ìµ¯�Á��Á¼�ÒÜ�ÎÁµ����ÌÎÁå���ÁÎį����±�¨����µ�Á©�ÎĮ�

17 Caso Isidro Casco Salinas. “Horror en Capiatá: Policía aniquila a una familia y luego se mata”, �OWLPD�+RUD, 4 de julio de 
2020, https://www.ultimahora.com/horror-capiata-policia-aniquila-una-familia-y-luego-se-mata-n2893334.html. 
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Su masculinidad se vio cuestionada ante la desobediencia femenina. Y esa 
frustración, la de no cumplir con los mandatos culturales del patriarcado, 
descompensó su modo de ver el mundo. 

�Ò×����ÒÁ����»�Ò���Ò¼Ü�Â�µ��¨�µ×��×Á×�µ����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�Ì�Î��µ��ÌÎ�å�¼-
�¯Â¼�ì��×�¼�¯Â¼���µ��Ò�µÜ��»�¼×�µį��¼�©�¼�Î�µį�ì�Ì�Î���µ�¨Ü¼�¯Á¼�Î¯��Á�ÌÝ�µ¯�Á�
en particular. Quien sufre de trastornos patológicos, psiquiátricos o psico-
lógicos debería acceder a asistencia profesional, seguimiento y monitoreo 
���ÒÜ��åÁµÜ�¯Â¼į�»�Ò��Ý¼��¼�µÁÒ���ÒÁÒ��¼�ÍÜ���±�Î���Ü¼��¨Ü¼�¯Â¼�ÌÝ�µ¯��18. 
Uno de los más graves problemas respecto a la violencia familiar es la falta 
de seguimiento y control de las medidas de protección a víctimas, así como 
también la ausencia de servicios para la reeducación de la persona agresora, 
acciones contempladas en la Ley N.º 5777/199619 y que son claves para dismi-
nuir los casos de violencia en general, y principalmente los feminicidios, ya 
ÍÜ��Ü¼�ÌÁÎ��¼×�±���µ×Á�����Ò×ÁÒ�Á�ÜÎÎ����ÒÌÜ�Ò����ÍÜ��µ��»Ü±�Î�åǞ�×¯»���ì��
decidido denunciar o separarse de su agresor. 

acosos sexuales: carol, alexa y belén no se 
rinden, a pesar de la Justicia machista

Carol es una estudiante de Medicina que denunció en 2015 a su profesor, 
el doctor Juan Gustavo Rodríguez Andersen, por acoso sexual, coacción se-
xual y violación, ocurridos en el año 2014. Sin embargo, recién en 2017 la 
Justicia decidió imputar al acusado, aunque dictaminó un sobreseimiento 
ÌÎÁå¯Ò¯Á¼�µ�ÍÜ��¨Ü���Ì�µ��Á�ÌÁÎ� µ����¨�¼Ò����� µ�� ±Áå�¼Į�aÎ�Ò��ÀÁÒ���ÒÌÜ�Òį�
�¼�Ò�Ì×¯�»�Î�����ăāăāį�ÌÁÎ�õ¼��ë¯Ò×��µ��ÌÁÒ¯�¯µ¯�������ÍÜ��Ò��µµ�©Ü����±Ü¯�¯Á�
ÁÎ�µį� Ò�©Ý¼��� ¯¼¨ÁÎ»��Á��µ���Á©��Á�ÍÜ�Î�µµ�¼×�20. Este es un caso emble-
»�×¯�Á����±ÜÒ×¯�¯��»��¯Ò×��ì��ÍÜ�į��¼��µ��»�¯×Á����µ��4ÜÒ×¯�¯�į��µ�¯¼¯�¯Á�Ü�Á�
Î�Ò¯Ò×�¼�¯��Ì�Î��ÌÎÁ��Ò�Î��µ�ÌÎÁ¨�ÒÁÎ���±Á��µ��Î©Ü»�¼×Á����ÍÜ��µ��±Áå�¼���Ǟ��
aceptado voluntariamente la invitación de subir al auto, por tanto, el hecho 
¼Á��Á¼õ©ÜÎ�ÎǞ���Á»Á���ÁÒÁ�Ò�ëÜ�µĮ�\¯¼��»��Î©Áį�µ�Ò�ÌÎ�Ò¯Á¼�Ò��Ò×Ü�¯�¼×¯µ�Ò�
–se realizaron varias movilizaciones y campañas contra el acoso sexual en las 
Ü¼¯å�ÎÒ¯����Òń�ì�µ��×�¼��¯�������µ��±Áå�¼��Ò×�¼�×�¼¯�¼�Á��¨��×Áį��Ü¼��Ü�¼�Á�
hayan pasado cinco años de una Justicia esquiva ante un hecho de violencia 
sexual, admitido incluso por el supuesto agresor. 

18 Ibíd. 

19 Artículos 34 y 45 de la Ley N.º 5777/2016, respectivamente. 

20 Jorge Bogarín, abogado de la joven, informó que: “Luego de un sobreseimiento provisional que fue tramitado, que fue 
DSHODGR��VH�UHFXVµ�D�ORV�MXHFHV�GHO�7ULEXQDO�GH�$SHODFLRQHV��\�SRVWHULRUPHQWH�FRQȑUPDGRV�SRU�OD�6DOD�3HQDO�GH�OD�&RUWH�
6XSUHPD�GH�-XVWLFLD��OOHJDPRV�D�HVWD�DXGLHQFLD�SUHOLPLQDU�\�OD�ȑVFDOD�GH�OD�FDXVD�DFXVµ�SRU�DFRVR�VH[XDO��FRDFFLµQ�
sexual y violación”. “Juez debe decidir si va a juicio oral profesor investigado por coacción sexual”, �OWLPD�+RUD, 22 de 
VHSWLHPEUH�GH�������DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�XOWLPDKRUD�FRP�MXH]�GHEH�GHȑQLU�VL�YD�MXLFLR�RUDO�
profesor-investigado-coaccion-sexual-n2906026.html.



Otro caso de acoso sexual que ha tenido un primer revés en la Justicia es el 
���žµ�ë�į�Ü¼��±Áå�¼�ÍÜ����Ǟ����¼Ü¼�¯��Á��µ��ÜÎ�����ÒÜ�Ì�ÎÎÁÍÜ¯���¼�ăāĂć21, y 
que en agosto de este año se encontró que el Tribunal de Sentencia –a pesar 
de haber comprobado el hecho– absolvió al acusado basándose en argumen-
×ÁÒ�ÍÜ��¼Á�©Ü�Î��¼�Î�µ��¯Â¼��Á¼��µ���ÒÁĮ�VÁÎ��±�»ÌµÁį�Ò�À�µ��ÍÜ��¼Á���Ǟ��
Î�µ��¯Â¼���Á¼Â»¯����¼×Î���µ���ÜÒ��Á�ì�µ��±Áå�¼į�ÍÜ��¼Á�»��¯����Ü¼�Ì�©Á�ÌÁÎ�
×Î���±Á�ì�ÍÜ��×�»ÌÁ�Á�Ü�Á�ÁÒ×¯©�»¯�¼×ÁĮ�\¯¼��»��Î©Áį��Ò×��¼Á��Ò�Ü¼���ÒÁ�
de acoso sexual en el ámbito laboral. El Código Penal (Ley N.º 160/1997), en 
ÒÜ��Î×Ǟ�ÜµÁ�ĂĄĄį�¼Ü»�Î�µ�ĂĮûį��¯��ĭ�Ŋ�µ�ÍÜ���Á¼�õ¼�Ò�Ò�ëÜ�µ�Ò�ÁÒ×¯©�Î����Á×Î��
persona, ��ÜÒ�¼�ÁŐ��Őµ�Ő�Ü×ÁÎ¯���ŐÁŐ¯¼øµÜ�¼�¯�ŐÍÜ�Őµ�Ő�Á¼õ�Î�¼ŐÒÜÒŐ¨Ü¼�¯Á-
nes22, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años […]”. 

Hubo muchas reacciones de rechazo a la sentencia. Varios abogados y abo-
©���Ò��õÎ»�ÎÁ¼�ÍÜ���µ�aÎ¯�Ü¼�µ�¼Á�×ÜåÁ��¼��Ü�¼×��×Á�ÁÒ�µÁÒ�¨Ü¼��»�¼×ÁÒ�
±ÜÎǞ�¯�ÁÒ�ÍÜ��Ü�¯�Î�¼�Ì�Î»¯×¯�Á�µ���Á¼��¼���µ��ëÒ���Î�Á×�ĭ�

Desde el primer toqueteo sin consentimiento puede considerarse como un 
��×Á����ÁÒ×¯©�»¯�¼×Á��Á¼�õ¼�Ò�Ò�ëÜ�µ�Ò23. 

>ÁÒ� ±Ü���Ò�ÍÜ����ÒÁµå¯�ÎÁ¼��µ��ÜÎ��\¯µå�Ò×Î��Kµ»��Á�Ŀİŀ��Ìµ¯��ÎÁ¼��¼�¨ÁÎ»��
incorrecta el artículo 133 del Código Penal al interpretar la actuación del sa-
cerdote de acuerdo a la cantidad de veces que hostigó en vez de considerar si 
»Áµ�Ò×Â�Á�¼Á�µ���Ü×Á¼Á»Ǟ��Ò�ëÜ�µ����µ��»Ü±�Î�Ŀİŀ�0ÁÒ×¯©�Î�¼Á��Ò�Î�¯×�Î��¯Â¼į�
sino cuando la víctima esté invadida en su autonomía sexual24. 

Hubo un error de interpretación y sobre todo un error de protección que es-
tablece la norma de acoso sexual, que es la autonomía sexual de la víctima 
ĿİŀĮ�Ŋ�Ò×�»ÁÒ���µ�¼�Á��ÍÜǞ����ÍÜ���µ��¯�¼�±ÜÎǞ�¯�Á�ÌÎÁ×�©¯�Á��Ò�µ���Ü×Á¼Á»Ǟ��
sexual de la víctima y en ese caso se habla de una libertad y un derecho a la 
intimidad, elegir con quién estar”25.

La sentencia fue apelada por las abogadas querellantes, representantes de 
žµ�ë�į�ÌÁÎ� �Á¼Ò¯��Î�Î����ÎÎ�¼×�Ò� µ�Ò��Î©Ü»�¼×��¯Á¼�Ò� ±ÜÎǞ�¯��Ò���µ�aÎ¯�Ü-

21 El caso tuvo mucha repercusión porque, en su momento, el propio arzobispo de Asunción, Edmundo Valenzuela, se 
UHȑULµ�DO�FDVR�PLQLPL]DQGR�OD�YLROHQFLD�HMHUFLGD�SRU�VX�SDVWRU��GLFLHQGR�TXH�ǘQR�VH�GHEH�KDFHU�XQD�PRQWD³D�GH�XQD�
piedrita”.

22 Énfasis agregado por la autora. 

23  José Ignacio González Macchi, “Desde el primer toqueteo se puede hablar de hostigamiento”, Hoy, 11 de agosto de 2020, 
acceso el 15 de octubre de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/desde-el-primer-toqueteo-se-puede-hablar-de-
KRVWLJDPLHQWR�FRQ�ȑQHV�VH[XDOHV�

24� -RV«�&DVD³DV�/HYL��ǘ3HQDOLVWD�DȑUPD�TXH�MXHFHV�HUUDURQ�\�QR�DXWRQRP¯D�GH�OD�GHQXQFLDQWH�GH�DFRVRVǙ��$%&�&RORU, 11 de 
DJRVWR�GH�������DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�DEF�FRP�S\�QDFLRQDOHV������������SHQDOLVWD�DȑUPD�
que-jueces-erraron-y-no-tuvieron-en-cuenta-autonomia-de-la-denunciante-de-acoso/.

25 Jorge Bogarín, “Los jueces interpretaron mal la norma de acoso sexual”, $%&�&RORU, 16 de agosto de 2020, acceso el 15 de 
octubre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/08/16/los-jueces-interpretaron-mal-la-norma-del-acoso-
sexual/.
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nal26, con lo cual se espera que la Justicia pueda revisar la actuación de los 
±Ü���Ò�ÍÜ����ÒÁµå¯�ÎÁ¼��µ��ÜÎ��ì��Á¼��¼�Î��µ���Á��Á»ÌÎÁ���Á��¼�±Ü¯�¯ÁĮ�

El de Belén –estudiante de la Universidad Católica de Asunción que actual-
mente está exiliada en el Uruguay por no contar con las garantías necesa-
rias para enfrentar un proceso penal abierto en el que está acusada de haber 
comprado notas de la Universidad– también es otro caso emblemático por 
�µ���Á����ÍÜ�į�Ò�©Ý¼�ÒÜÒ���Á©��ÁÒ�ì��µµ��»¯Ò»�į�µ����×Ü�µ���¼Ü¼�¯���¼�ÒÜ�
contra es resultado de la venganza del profesor Cristian Kriskovich por ha-
berlo denunciado anteriormente por acoso sexual27. Hace más de un año que 
Belén espera que la Corte Suprema de Justicia se expida ante la acción de in-
constitucionalidad presentada por sus abogados. Sin embargo, hasta ahora 
¼Á�×¯�¼��Î�ÒÌÜ�Ò×�Òį�ÌÁÎ�µÁ�ÍÜ��Ò��ÌÁ�ÎǞ��ÒÜÌÁ¼�Î�ÍÜ��µ�Ò�¯¼øµÜ�¼�¯�Ò�ÌÁµǞ×¯-
cas tienen su peso en la Justicia, ya que Kriskovich es miembro del Jurado de 
�¼±Ü¯�¯�»¯�¼×Á����E�©¯Ò×Î��ÁÒ���¯¼×�©Î�¼×����µ��Á¼Ò�±Á����µ��E�©¯Ò×Î�×ÜÎ�Į�

aÎ�Ò���ÒÁÒ������ÁÒÁ�Ò�ëÜ�µį� ×Î�Ò���×Ü��¯Á¼�Ò� ±Ü�¯�¯�µ�Ò�ÍÜ��»Ü�Ò×Î�¼��Ü�¼�
¨Ü�Î×���Ò×���ÎÎ�¯©����µ���Üµ×ÜÎ��Ì�×Î¯�Î��µ��¼��µ�Ò¯Ò×�»�����±ÜÒ×¯�¯��Ì�Î�©Ü�-
yo. Por eso, hay que continuar denunciando los casos y pelear en los estrados 
±Ü�¯�¯�µ�Òį���Ò�¼»�Ò��Î�¼�Á�µÁÒ��Î©Ü»�¼×ÁÒ�±ÜÎǞ�¯�ÁÒ�»��¯Ò×�Ò�ÍÜ��Ì�Îå¯-
å�¼��¼�µ�Ò�Ò�¼×�¼�¯�Ò�ÒÁ�Î��å¯Áµ�¼�¯����¯��µ�Ò�»Ü±�Î�ÒĮ�0�ì�ÍÜ��¯Î���Ò×�ÎÎ�¼-
do el silencio, así como lo han hecho Carol, Alexa y Belén. 

COnClUsiOnEs

f¼��Î�Ì¯����å�µÜ��¯Â¼���µ��ÀÁ�Ì�Î»¯×���õÎ»�Î�ÍÜ������¯�Á�Ì�ÒÁÒ�×Ǟ»¯�ÁÒ�
�¼�µ��¯»Ìµ�»�¼×��¯Â¼����µ��>�ì����VÎÁ×���¯Â¼�2¼×�©Î�µ���µ�Ò�EÜ±�Î�Ò��Á¼×Î��
Toda Forma de Violencia. No obstante, los avances continuarán siendo len-
tos en tanto no se asignen partidas presupuestarias a las instituciones inte-
grantes del sistema de protección para fortalecer las unidades de atención, 
�Î��Î�¼Ü�å�Ò���Ì�¼��¼�¯�Òį��ÒǞ��Á»Á�»�±ÁÎ�Î�µ�Ò���Ì��¯����Ò���µ�¨Ü¼�¯Á¼�-
Î¯��Á�ÌÝ�µ¯�Á�Ì�Î��Î�ÒÌÁ¼��Î��Á¼��õ�¯�¼�¯��ì���µ�Î¯�����¼×��µ�Ò���»�¼��Ò�
de violencia. 

Igualmente, se precisa fortalecer la articulación interinstitucional de modo 
que las actuaciones sean efectivas, interdisciplinarias e integrales. La de-
nuncia es el primer paso: a partir de ella se deben aplicar las medidas de pro-
tección, de prevención y de sanción que apunten a un cambio de conducta de 
µÁÒ�Ì�ÎÌ�×Î��ÁÎ�Ò����µ��å¯Áµ�¼�¯����¯��µ�Ò�»Ü±�Î�ÒĮ�

26 Sonia Von Leppel Acosta y Mirta Moragas Mereles, “Cura absuelto: ‘Es aberrante, no esperábamos semejante 
SUHFDULHGDG�GH�DUJXPHQWRVʜǙ��/D�1DFLµQ, 11 de agosto de 2020, acceso el 15 de octubre de 2020, https://www.lanacion.
com.py/pais/2020/08/11/cura-absuelto-es-aberrante-no-esperabamos-semejante-precariedad-de-argumentos/.

27 En el caso de acoso sexual denunciado por Belén, Kriskovich había sido sobreseído en 2015. Para más información sobre 
el “caso Belén”, véase González Vera, Myrian “Acceso igualitario a la justicia: ¿Con qué jueces, con qué instituciones?”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Codehupy: Asunción, 2019), 117-132. 
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rECOMEnDaCiOnEs

Tres recomendaciones reiterativas, pero que son claves para una vida libre 
de violencia de género, doméstica e intrafamiliar. El Estado paraguayo debe: 

 Ǻ promover la ampliación de presupuestos que permitan la implementación 
de políticas de alcance nacional y el cumplimiento de la Ley N.º 5777/2016, 
con la instalación de espacios efectivos para la prevención, atención y pro-
tección a víctimas de violencia, en todo el país. 

 Ǻ impulsar una educación igualitaria y sin discriminaciones que promue-
va, desde los primeros años de formación escolar, la igualdad de derechos 
para todas las personas, así como también la implementación de una edu-
cación integral de la sexualidad, como modos de prevenir las diversas ma-
nifestaciones de la violencia de género.

 Ǻ generar sensibilización ciudadana desde un enfoque de derechos y de gé-
¼�ÎÁį�Ì�Î��×Î�¼Ò¨ÁÎ»�Î�µ�Ò�ÌÎ��×¯��Ò��Üµ×ÜÎ�µ�Ò�ÍÜ���Á¼×¯¼Ý�¼�ÒÁ»�×¯�¼�Á�
��¼¯À�Òį���Áµ�Ò��¼×�Ò�ì�»Ü±�Î�Ò���Î�µ��¯Á¼�Ò�����Á»¯¼��¯Â¼�ì�ÒÜ�ÁÎ�¯¼�-
ción ante los varones.



derechos de las
trabaJadoras domésticas

hora De impLemenTar 
LoS avanCeS LegaLeS

�½�ĈÄ����½���¬Þ�Ú¬Ã¬Ä��¬ÌÄ���½�æÚ���·Ë��ËÃ�Þæ¬�Ë��Þ�êÄË����½ËÞ���Ã�¬ËÞ�
más importantes de los últimos años en materia de derechos humanos. A 
pesar de los avances legislativos, la emergencia sanitaria por la covid-19 
agravó la situación de las trabajadoras domésticas quienes, ante el altísi-
ÃË�×ËÚ��Äæ�·�����¬Ä£ËÚÃ�½¬���ɇ�£ê�ÚËÄ�Ë�·�æË������Þ×¬�ËÞ�¬Ä·êÞæ¬Ĉ���ËÞ�
o suspensiones sin goce de salario, con limitado acceso a los progra-
mas sociales. Es necesario que el Estado trabaje en políticas públicas 
que permitan llevar los cambios legales a la vida diaria de las mujeres 

trabajadoras.

paLabraS CLaveS: trabajo, trabajo doméstico, mujeres, discriminación, 
salario.

marcella zub Centeno
;gI��YK&��y���DcYJ����.Dr�]c.&��.KD�Cg=c.�.]�.V=.D�Y.��V�Y���=���]�YYJ==J�ɢ�.C��ɣ�
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balanCE DE lOs 25 añOs

�µ�×Î���±Á��Á»�Ò×¯�Á�ì�ÒÜ�Î�©Üµ��¯Â¼�µ�©�µ��¼��Ò×��Á�¯Ò×ÂÎ¯��»�¼×��å¯¼�Ü-
µ��ÁÒ���µ��Î�µ��¯Â¼�Ŋ�»Á�Ņ��Ò�µ�åÁĺÒ¯Îå¯�¼×�Ō�ìį�ÌÁÎ��¼��į�ÒÜ±�×ÁÒ���Î�µ��¯Á¼�Ò�
de poder, de subordinación y de género. Se ha regulado de manera diferen-
ciada a lo largo de la historia del Paraguay1 al efecto de excluirlo del régimen 
©�¼�Î�µ� ��� µ�Ò� Ì�ÎÒÁ¼�Ò� ×Î���±��ÁÎ�Òį� �Á¼� �µ� Á�±�×¯åÁ���� Î�Ò×�Î� ��Î��ÁÒ� ì�
mantener esa relación de semiesclavitud. 

Con la Constitución de 1992 se reconoce la igualdad entre todas las personas 
en dignidad y derechos (artículo 46), y el capítulo sobre derechos laborales 
Î��Á¼Á���Ü¼��Ò�Î¯�������Î��ÁÒ��¼��µ���»ÌÁ���µ�×Î���±Á�ì�µ�Ò�Î�µ��¯Á¼�Ò�µ�-
borales (artículos 86 al 99). Un año después de la Constitución, se aprobó 
µ�� >�ì�FĮû� ăĂĄĺĂĊĊĄį��Â�¯©Á���µ�aÎ���±Áį� ÍÜ��»Á�¯õ�Â� å�Î¯�Ò��¯ÒÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò�
�¯Ò�Î¯»¯¼�×ÁÎ¯�Ò�Î�ÒÌ��×Á��µ�×Î���±Á����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì�Î��Á¼Á�¯Â�µ��¯©Ü�µ����
�¼×Î��Á»�Î�Ò�ì�»Ü±�Î�Ò��¼��µ��»�¯×Á����µ�Ò�Î�µ��¯Á¼�Ò�µ��ÁÎ�µ�ÒĮ�FÁ�Á�Ò×�¼-
×�į�»�¼×ÜåÁ�Ü¼���ÌǞ×ÜµÁ��ÒÌ��¯�µ�ÒÁ�Î��×Î���±Á��Á»�Ò×¯�Á��Á¼���õ±�����Á»Á�
Ò�µ�Î¯Á��µ�ąāŧ���µ�»Ǟ¼¯»Á�µ�©�µį�±ÁÎ¼���Ò�µ��ÁÎ�µ�Ò�����Ò×��Ăă�ÁÎ�Ò�Ò¯¼���-
recho al cobro por horas extras, sin estabilidad laboral, con plazos menores 
���ÌÎ��å¯ÒÁ�ì�Ò¯¼���Î��Á���±Ü�¯µ��¯Â¼�ì��Á¼¯õ���¯Â¼�¨�»¯µ¯�ÎĮ�

X�ÒÌ��×Á���µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�µ��ÁÎ�µ�Ò����µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Òį��µ�¯¼¨ÁÎ-
me de derechos humanos de 1996 describía lo siguiente:

Las condiciones laborales de las empleadas domésticas son difíciles, y además 
�Ò×�¼�ÒÜ±�×�Ò����¯ÒÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò�µ�©�µ�Ò�ÍÜ��Áõ�¯�µ¯ñ�¼�ÒÜ��¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼��Á»Á�
×Î���±��ÁÎ�Òĭ�©�¼�¼�»�¼ÁÒ�ÍÜ���µ�»Ǟ¼¯»Áį�����»�¯Á������¯×��¯Â¼�ì��Á»¯���
que no necesariamente compensan la diferencia, y tienen menos protecciones 
en general. [...] la vida de las empleadas domésticas en Paraguay está asociada 
a problemas serios. La mayoría de ellas son migrantes internas [...]. En Asun-
�¯Â¼į��µ�ÌÁÎ��¼×�±�����»¯©Î�¼×�Ò��¼×Î��µ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò���Ò¯�×Î¯Ìµ¯����µ����µ�Ò�¼Á�
migrantes. Otro problema que acecha es el de la prostitución [...], ya que mu-
�ÁÒ�Ì�×ÎÁ¼�Ò��Á¼Ò¯��Î�¼�ÍÜ��Ì�Î×����µ�×Î���±Á����µ���»Ìµ������Á»�Ò×¯���ÒÁ¼�
las prestaciones sexuales [...].2 

Para el año 2003 se registraron las acciones de sensibilización y de inclusión 
����Ò×�� ×�»���¼� µ���©�¼���ÌÝ�µ¯�����µ��Ò×��Áį�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ»�¼×�����Ì�Î×�����
µ��KÎ©�¼¯ñ��¯Â¼�2¼×�Î¼��¯Á¼�µ���µ�aÎ���±Á�ŁK2ałį��µ�\¯¼�¯��×Á����aÎ���±��Á-
res Domésticos del Paraguay (Sintradop)3 y la Comisión Nacional Tripartita 
Ì�Î���ë�»¯¼�Î�ì�VÎÁ»Áå�Î�µ��V�Î×¯�¯Ì��¯Â¼����µ��EÜ±�Î��¼��µ�aÎ���±Á�Ł�a2KłĮ�

1 Ver: Hugo Valiente, “Se necesita muchacha sin…derechos. Las leyes sobre trabajo doméstico remunerado en Paraguay” 
en 7UDEDMR�GRP«VWLFR�UHPXQHUDGR�HQ�3DUDJXD\ (Asunción: Organización Internacional del Trabajo, 2005), 57-167.

2 María Lilian Román y Clyde Soto, “Trabajo doméstico de las mujeres”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 1996). 

3 Actualmente denominado Sindicato de Trabajadoras Domésticas del Paraguay - Legítimo (Sintradop-L), luego de su 
separación de la Central Nacional de Trabajadores en 2017.
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Igualmente, se esperaba lograr cambios en este campo4 con el II Plan Na-
�¯Á¼�µ����2©Ü�µ�������KÌÁÎ×Ü¼¯����Ò��¼×Î��EÜ±�Î�Ò�ì�0Á»�Î�Ò�ì�Ü¼��µǞ¼���
�ÒÌ��Ǟõ���Î�ÒÌ��×Á��µ�×Î���±Á�¨�»�¼¯¼ÁĮ�

En el derecho internacional de los derechos humanos, en 2005, en sus ob-
Ò�Îå��¯Á¼�Ò�õ¼�µ�Ò��µ��Ò×��Á�Ì�Î�©Ü�ìÁį��µ��Á»¯×��Ì�Î�� µ���µ¯»¯¼��¯Â¼����
µ���¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼��Á¼×Î��µ��EÜ±�Î�Ł�Á»¯×�����µ�����žpł��ëÌÎ�ÒÂ�ÒÜ�ÌÎ�Á-
�ÜÌ��¯Â¼�ÌÁÎ�µ�Ò�ÌÎ��×¯��Ò��¯Ò�Î¯»¯¼�×ÁÎ¯�Ò��Á¼×Î��µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò-
×¯��Òį�×�µ�Ò��Á»Á�µ�Ò�±ÁÎ¼���Ò����×Î���±Á�����Á���ÁÎ�Ò�ì�µ��Î�»Ü¼�Î��¯Â¼�¯¼-
¨�Î¯ÁÎ��µ�»Ǟ¼¯»Áį�ì�Î��Á»¯�¼�����ÁÎ��Î�µ���Ü�Ò×¯Â¼����µ�Ò�¼¯À�Ò��¼��µ�×Î���±Á�
doméstico, así como el aumento de la edad mínima de admisión al empleo y 
µ��ÌÎÁ¯�¯�¯Â¼����µ�Ò�Ì�ÁÎ�Ò�¨ÁÎ»�Ò����×Î���±Á�¯¼¨�¼×¯µ5. Cinco años después, 
en 2011, el Comité CEDAW6 volvió a manifestar su preocupación por la situa-
�¯Â¼���� µ�Ò� ×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò�ì� Î��Á»�¼�Â��ëÌÎ�Ò�»�¼×���µ��Ò×��Á�
»Á�¯õ��Î�µ��µ�©¯Òµ��¯Â¼į���õ¼����»�±ÁÎ�Î�µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�µ��ÁÎ�µ�Ò����µ�Ò�×Î�-
��±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Òį�¯¼�µÜ¯�Á��µ�����ÒÁ���ÌÎ�Ò×��¯Á¼�Ò����Ò�©ÜÎ¯����ÒÁ�¯�µį�
e hizo énfasis en reforzar la vigilancia sobre el criadazgo para la erradicación 
de esta práctica, entre otras cosas7. Estas recomendaciones también se de-
ben a la información remitida por la sociedad civil en el Informe Sombra o 
informe alternativo de la sociedad civil, que expuso las discriminaciones a 
µ�Ò�ÍÜ���Ò×���¼�ÒÜ±�×�Ò�µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò��¼�µ��µ�ì�ì��¼�µ��ÌÎ��×¯��8. 

a�»�¯�¼��¼��µ�ăāĂĂį�µ��K2a���ÁÌ×Â��µ��Á¼å�¼¯Á�ÒÁ�Î��×Î���±��ÁÎ�Ò�ì�×Î���±�-
dores domésticos (Convenio 189), en el cual participaron representantes de 
µÁÒ�×Î�Ò�Ò¯¼�¯��×ÁÒ����×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò��Á¼Ò×¯×Ü¯�ÁÒ��¼�V�Î�©Ü�ìĭ��µ�
\¯¼�¯��×Á����aÎ���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯�ÁÒ���µ�V�Î�©Ü�ì�Ł\¯¼×Î��ÁÌłį��µ�\¯¼�¯��-
×Á����aÎ���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò�ì�žõ¼�Ò����2×�ÌÝ��Ł\¯¼×Î��¯ł�ì�µ��žÒÁ�¯��¯Â¼�
de Empleadas Domésticas del Paraguay (ADESP)9. Casi de inmediato, las 
ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò�¯¼¯�¯�ÎÁ¼��µ����¯µ��Á��¼��µ��Á¼©Î�ÒÁ�Ì�Î��µ��Î�×¯õ���¯Â¼���µ�
Convenio 189, el cual se logró mediante la Ley N.º 4819/2012, siendo Paraguay 
Ü¼Á����µÁÒ�ÌÎ¯»�ÎÁÒ��¯�ñ�Ì�ǞÒ�Ò��¼�Î�×¯õ��Î��Ò×��¯¼Ò×ÎÜ»�¼×Á10. 

4 Ofelia Martínez y Myrian González, “La igualdad de las mujeres y los desafíos ante el nuevo gobierno”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2003), 109.

5 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. 32 periodo de sesiones. CEDAW/C/PAR/CC/3-5 
(Ginebra, 2005), párrs. 30 y 31.

6 Otros órganos de tratados como el Comité de Derechos Humanos, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. Además, también se han recibido recomendaciones en el marco del Examen Periódico Universal (EPU) y de 
la Relatora Especial sobre extrema pobreza y derechos humanos, etc. 

7 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. 50 periodo de sesiones. CEDAW/C/PRY/CO/6 (Ginebra, 
2011), párr. 29. 

8 Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (CLADEM Paraguay), Coordinación de 
Mujeres del Paraguay (CMP) y Centro de Documentación y Estudios (CDE), ,QIRUPH�6RPEUD�&('$:��9LJLODQFLD�FLXGDGDQD�
VREUH�ORV�GHUHFKRV�KXPDQRV�GH�ODV�PXMHUHV�HQ�3DUDJXD\ (Asunción: 2005), 72. 

9 Desde el 2018 se convirtió en Sindicato de Trabajadoras del Servicio Doméstico del Paraguay (Sintradespy).

10 Ver texto del Convenio en “Convenio sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos, 2011, (Núm. 189)”, 2,7, 
acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f ?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO:12100:P12100_
INSTRUMENT_ID:2551460:NO.
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A partir del 2013, estos tres sindicatos, con el apoyo de organizaciones de 
la sociedad civil, la OIT y agencias de las Naciones Unidas, emprendieron 
el proceso de cambio legislativo para lograr la plena igualdad de derechos 
���µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��ÒĮ��µ�ÌÎÁì��×Á��Ò×ÜåÁ��¼��Ò×Ü�¯Á��ÌÎÁë¯»���-
mente dos años11 y terminó con la promulgación de la Ley N.º 5407/2015 “Del 
aÎ���±Á��Á»�Ò×¯�ÁŌĮ��Ò×��µ�ì�»Á�¯õ�Â�×�»�Ò�ÒÜÒ×�¼�¯�µ�Òį��Á»Á�µ��±ÁÎ¼����
���×Î���±Á����Á�Á�ÁÎ�Ò�ì��µ�����ÒÁ����µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��µ�Î�©¯»�¼�©�¼�Î�µ����
±Ü�¯µ��¯Â¼12. Sin embargo, mantuvo la discriminación salarial, pasando del 
40% del salario mínimo al 60% y estableció la edad mínima en 16 años, lo cual 
¨Ü��å�×��Á�ÌÁÎ��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁį�ÍÜ���¼�Á�õ¼�µ»�¼×���¼�Ăĉ��ÀÁÒ13. 

f¼ÁÒ�»�Ò�Ò���ÒÌÜ�Òį��¼�»�ÎñÁ����ăāĂćį�µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò�ÁÎ©�¼¯-
ñ���Ò�åÁµå¯�ÎÁ¼���ÌÎ�Ò�¼×�Î�Ü¼�ÌÎÁì��×Á����µ�ì�Ì�Î��»Á�¯õ��Î��µ��Î×Ǟ�ÜµÁ�Ăāį�
Î�¨�Î�¼×���µ�Ò�µ�Î¯Áį����µ��>�ì�FĮ�û�ĆąāĈĺăāĂĆį��µ��Ü�µ�õ¼�µ»�¼×�į�×Î�Ò�»Ü�ÁÒ�
����×�Ò�ì���Ò��µ¯õ��×¯åÁÒ�ÌÁÎ�Ì�Î×������µ©Ü¼ÁÒ�Ò��×ÁÎ�Ò�ÌÁµǞ×¯�ÁÒ�ì�ÒÁ�¯�µ�Òį�
Ò���ÌÎÁ�Âį�Ò¯�¼�Á�µ��>�ì�FĮû�ćĄĄĉĺăāĂĊ�µ��ÍÜ��õ¼�µ»�¼×���ÍÜ¯Ì�Î���µ�Ò�µ�Î¯Á�
���µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò��µ���µ�Î�Ò×Á����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á¼���-
recho al 100% del mínimo legal. 

El primer informe de derechos humanos de 1996 señalaba: “en Paraguay to-
davía habrá que caminar un buen trecho antes de que las nuevas disposicio-
nes se cumplan plenamente”14, haciendo referencia a las disposiciones del 
Código Laboral. Efectivamente, pasaron veinticuatro años hasta ver la elimi-
¼��¯Â¼����µ�Ò��¯Ò�Î¯»¯¼��¯Á¼�Ò��µ�×Î���±Á��Á»�Ò×¯�Á��¼�µ��µ�©¯Òµ��¯Â¼į�Ì�ÎÁ�
ÍÜ����Ü¼�µ�Î©Á�×Î��Á��Ý¼�Ì�Î��µÁ©Î�Î�ÒÜ�©�Î�¼×Ǟ��ì��õ��ñ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×ÁĮ�>��
»¯Î���� Î�×ÎÁÒÌ��×¯å�� Î�ÒÌ��×Á��� µÁÒ���Î��ÁÒ� µ��ÁÎ�µ�Ò���� µ�Ò� ×Î���±��ÁÎ�Ò�
domésticas permite apreciar la importancia de la organización y de la lucha 
colectiva de la cual se derivan estas conquistas, también fruto de un proceso 
de investigación, de denuncia, de formación y sensibilización de las actoras 
ÌÎ¯¼�¯Ì�µ�Òĭ�µÁÒ�Ò¯¼�¯��×ÁÒ����×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��ÒĮ�

11 Se inició el 1 de agosto de 2013 con la presentación del proyecto por parte del senador Derlys Osorio y concluyó el 
���GH�RFWXEUH�GH������FRQ�OD�SXEOLFDFLµQ�GH�OD�OH\�HQ�OD�*DFHWD�2ȑFLDO��'XUDQWH�HO�SURFHVR��VH�FRQIRUPµ�XQD�0HVD�
,QWHULQVWLWXFLRQDO�GH�VHJXLPLHQWR�DO�SUR\HFWR�\�VH�SUHVHQWDURQ�PRGLȑFDFLRQHV�D�OD�SURSXHVWD�RULJLQDO��

12 Durante el gobierno de Fernando Lugo, en 2009, el seguro social obligatorio para el personal doméstico en el Instituto 
de Previsión Social (IPS) se extendió a todo el país. Este seguro no cubría jubilación, únicamente cubría principios 
de enfermedades, accidentes de trabajo y maternidad, incluyendo estudios y medicamentos. Genoveva Ocampos, 
“Los extremos de la discriminación y de la precariedad laboral. Trabajo doméstico y trabajo forzoso de indígenas”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2009), 470.

13 El debate sobre la edad mínima para la admisión al trabajo doméstico fue un punto ampliamente discutido entre las 
organizaciones sindicales, la OIT, representantes del Estado, etc., por estar asociada a una forma de trabajo infantil. 
En 2005, el Decreto N.º 4951/2005 lista una serie de actividades consideradas peligrosas, entre las que se incluyen el 
trabajo infantil doméstico y el criadazgo. Finalmente, con la Ley N.º 5407/2015 “Del Trabajo Doméstico” se prohíbe 
el trabajo doméstico a personas menores de 18 años, justamente por considerarlo trabajo peligroso. Librada Maciel 
y Marcella Zub Centeno, “Paso a paso. Un largo camino en el reconocimiento de derechos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2015), 125-127.

14 María Lilian Román y Clyde Soto, “Trabajo doméstico de las mujeres”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 1996).
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sitUaCiÓn DEl DErECHO

ž�µ��Ì�Î����µ���ÌÎÁ���¯Â¼����µ��>�ì�FĮû�ćĄĄĉĺăāĂĊ�ÍÜ��»Á�¯õ����µ��Î×Ǟ�ÜµÁ�Ăā�
de la Ley N.º 5407/2015, se aprobó la Ley N. º 6339/2019 que regula el em-
Ìµ�Á���×¯�»ÌÁ�Ì�Î�¯�µĮ��Ò×��Ýµ×¯»��¼ÁÎ»�×¯å��Ò���Ìµ¯����µ�×Î���±Á��Á»�Ò×¯�Á�
cuando el servicio es por hora y contempla el aporte patronal al sistema de 
salud, pero no permite que varias empleadoras paguen a prorrata, es decir, 
en partes proporcionales el monto de la seguridad social por una misma 
×Î���±��ÁÎ�Į��µ�Ò�©ÜÎÁį�ÌÁÎ�µÁ�×�¼×Áį�×�Î»¯¼���Á�Î�¼�Á��µ�Ăāāŧ����×Á��Ò�µ�Ò�
�»Ìµ���ÁÎ�Ò�ÍÜ��ÌÜ���¼�×�¼�Î�Ü¼��»¯Ò»��×Î���±��ÁÎ��ì�×�»ÌÁ�Á�Ì�Î»¯×����
�Ò×��Ýµ×¯»���Á»Ìµ�×�Î��µ��ÌÁÎ×��Ì�Î��µ��±Ü�¯µ��¯Â¼Į�

>��Ì�¼��»¯��ÌÁÎ�µ���Áå¯�ŅĂĊ�¯»Ì��×Â��ÜÎ�»�¼×���¼��µ�Ò��×ÁÎ�×Î���±��ÁÎ�ì��¼�
µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò��¼�Ì�Î×¯�Üµ�ÎĮ�\�©Ý¼���×ÁÒ�ÌÎÁå�Ǟ�ÁÒ�ÌÁÎ��µ�\�Î-
vicio de Atención de Asuntos Laborales (SAAL), dependiente de la Dirección 
+�¼�Î�µ����µ��VÎÁ»Á�¯Â¼���µ��EÜ±�Î�aÎ���±��ÁÎ����µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����aÎ���±Áį�
Empleo y Seguridad Social (MTESS), de enero a octubre del 2020 realizaron 
50.040 atenciones, de las cuales el 68% de los casos corresponde a atenciones 
Î��µ¯ñ���Ò��µ�Ò��×ÁÎ��Á»�Ò×¯�Áį�µÁ�ÍÜ��Î�ÌÎ�Ò�¼×��ĄąĮāăĈį�ÒÁµÁ��¼�Ü¼��Áõ�¯¼��
del MTESS15. Esto implica 50% más casos que en 2019 y 412% más que en 2018 
en el mismo periodo de tiempo, de enero a octubre16. 

En el sector doméstico, el mayor problema reportado ante el SAAL se rela-
�¯Á¼���Á¼�µ��ÒÜÒÌ�¼Ò¯Â¼����×Î���±��ÁÎ�Ò�¯¼¨ÁÎ»�µ�Ò�ì�µ��¯»ÌÁÒ¯�¯µ¯��������Á-
brar subsidio del Instituto de Previsión Social (IPS), las desvinculaciones, las 
»Á�¯õ���¯Á¼�Ò����µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�µ��ÁÎ�µ�Ò�ìį��¼��µ���ÒÁ����µÁÒ�Ì�Î»¯ÒÁÒ�ÌÁÎ�
»�×�Î¼¯���į��µ��Á�ÎÁ���µ�ÒÜ�Ò¯�¯Á����»�×�Î¼¯�������µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�¨ÁÎ»�-
les e informales suspendidas.

Otra diferencia del impacto de la pandemia se observa en el registro de con-
×Î�×ÁÒĮ���Ò����µ�ăāĂĆ��Ò×�� ±Ü¼¯Á����ăāĂĊį�ÒÁµ�»�¼×����Ǟ���¯¼�Á��Á¼×Î�×ÁÒ�
Î�©¯Ò×Î��ÁÒŏ�¼×���µ�Ea�\\Į��¼��µ�ăāĂĊ�Ò��Î�©¯Ò×Î�ÎÁ¼ŏĂĮĂĉĂ��Á¼×Î�×ÁÒŏ��� ±Ü-
nio a diciembre, coincidente con la entrada en vigencia de la nueva Ley N.º 
ćĄĄĉĺăāĂĊĮ�����Ò×ÁÒį�ĊĈă��ÁÎÎ�ÒÌÁ¼��¼��� µ��»Á��µ¯������� ×Î���±Á��� ×¯�»ÌÁ�
parcial y 209 a la modalidad general. Sin embargo, este registro de contratos 
��ìÂ��¼��µ�ăāăāĭ���ŏ�¼�ÎÁ���Á�×Ü�Î��Ý¼¯��»�¼×��Ò��Î�©¯Ò×Î�ÎÁ¼�Ăāă��Á¼×Î�×ÁÒ�
ante el MTESS, 29 generales y 73 a tiempo parcial. 

>��Ò¯×Ü��¯Â¼��¼� µ����¼×¯��������Á×¯ñ�¼×�Ò���� µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò���
tiempo completo también se vio reducida entre los años 2019 y 2020, como 
puede observarse en el cuadro 1. 

15 Datos proporcionados a la autora por medios electrónicos por parte de la Dirección General de la Promoción a la Mujer 
Trabajadora. 

16� 0DUFHOOD�=XE�&HQWHQR��ǘc$O�ȑQ��c,JXDOGDG�VDODULDO�Ǚ��HQ�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 139. 
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Cuadro 1. Cantidad de cotizaciones domésticas a 

tiempo completo. Periodo 2017-2020

mes 
año

2017 2018 2019 2020

Enero 18.893 17.419 16.610 11.324

Febrero 18.704 17.263 16.585 11.165

Marzo 18.602 17.159 16.613 11.096

Abril 18.501 17.052 16.584 10.887

Mayo 18.574 17.061 16.568 10.721

Junio 18.477 17.020 16.539 10.610

Julio 18.377 16.903 15.821 10.498

Agosto 18.283 16.860 12.933

Septiembre 18.146 16.818 12.078

Octubre 18.024 16.799 11.149

Noviembre 17.878 16.812 11.572

Diciembre 17.681 16.741 11.451

Fuente: MTESS, Dirección General de Seguridad Social, “Situación y Evolución de Cotizantes del Régimen General del IPS”, 
en )LFKD�(VWDG¯VWLFD�1�|�����$JRVWR�����, 10.

\�©Ý¼�µÁÒ���×ÁÒ�Î�©¯Ò×Î��ÁÒ��¼��µ��Ü��ÎÁ�Ăį�Ò��¼Á×��ÌÎ¯»�ÎÁ�Ü¼����Ǟ����¼��µ�
Î�©¯Ò×ÎÁ���Ì�Î×¯Î����±Üµ¯Á���µ�ăāĂĊį�µÁ�ÍÜ��ÌÜ�����Ò×�Î�Î�µ��¯Á¼��Á��µ��Ü»�¼×Á�
de la cotización en IPS a raíz del cálculo sobre el 100% del salario mínimo. 
V�ÎÁ��µ�¯¼¨ÁÎ»��¯¼�¯���ÍÜ��Ŋµ��©Î�¼�»�ìÁÎǞ�����µ�Ò���±�Ò�Î�©¯Ò×Î���Ò�ÌÁÒ×�-
riormente fueron dadas de alta en la modalidad a tiempo parcial”17, lo que 
evidencia la relación estrecha entre ambas leyes18. Por otro lado, si se com-
Ì�Î�¼�µÁÒ���×ÁÒ����±Üµ¯Á��Á¼��¼�ÎÁ���µ�»¯Ò»Á��ÀÁį�Î�Ò�µ×��µ����Ǟ������µ�Ò��Á-
tizaciones a partir de abril del 2020, coincidente con la pandemia iniciada a 
»��¯��ÁÒ����»�ÎñÁ�ì��Á¼�µ��Ò�µ¯������Ü¼�Ò�ĉăć�×Î���±��ÁÎ�ÒĮ

Por otra parte, conforme datos de la Dirección General de Estadística, En-
�Ü�Ò×�Ò�ì���¼ÒÁÒ�Ł�+���łį���õ¼�µ�Ò���µ�ăāĂĊ���Ǟ��ăćĆĮąĂā�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�Á�ÜÌ�-

17 MTESS, Dirección General de Seguridad Social, “Situación y Evolución de Cotizantes del Régimen General del IPS”, 
en )LFKD�(VWDG¯VWLFD�1�|�����$JRVWR�����, acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.mtess.gov.py/application/
ȑOHV����������������6LWXDFLRQB\B(YROXFLRQBGHB&RWL]DQWHVBGHOB5HJLPHQB*HQHUDOBGHOB,36�SGI�/HDOL]DFLµ�GHUHFKRV�
ganización e ciconocimiento de sus derechos laborales, sin discriminaciones. la ideraron la situacie Nacione

18 La publicación del MTESS también consigna la cantidad de cotizaciones domésticas por tiempo parcial en el periodo 
2019-2020. Asimismo, registra en promedio de 4.200 cotizaciones a tiempo parcial por mes, entre enero y julio del 
2020. Ibíd. 
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das en el servicio doméstico19Į�V�Î���µ�Ò�©Ü¼�Á�×Î¯»�Ò×Î����µ�ăāăāį��µ�¼Ý»�ÎÁ�
de personas ocupadas en el mismo sector cayó a 210.289, o sea, más de cin-
�Ü�¼×��ì��¯¼�Á�»¯µ�Ì�ÎÒÁ¼�Ò����¯����Ò��µ� ×Î���±Á��Á»�Ò×¯�Á��¼�ăāĂĊ�ì��¼Á�
�Ò×�¼�Á�ÜÌ���Ò��¼�ăāăāĮ�����Ò×��Ýµ×¯»Á�¼Ý»�ÎÁį�µ���+�����Ò×¯»��ÍÜ��ÒÁµÁ�
10.983 están formalizadas, dato bastante coincidente con el del MTESS y que 
Î�ÌÎ�Ò�¼×��ÍÜ���Ì�¼�Ò��µ�Ćįăŧ����µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò��Ò×�¼�¨ÁÎ»�µ¯-
zadas y cuentan con IPS20.

�µ���±Á�ÌÁÎ��¼×�±�����¨ÁÎ»�µ¯ñ��¯Â¼���µ�Ò��×ÁÎ��Á»�Ò×¯�Á�¼Á�ÒÁµ�»�¼×��¯»-
Ì¯���Á��¨��×��ÒÜÒ���Î��ÁÒ�µ��ÁÎ�µ�Òį��µ�����ÒÁ���µ��Ò�µÜ��ì�ÒÜ��ÌÁÎ×��±Ü�¯µ�×Á-
rio, sino que también le impide acceder a la compensación económica por 
suspensión laboral en el contexto de la covid-19 y el subsidio de reposo a tra-
��±��ÁÎ�Ò��Á×¯ñ�¼×�Ò��¼×����ÒÁÒ�ÌÁÒ¯×¯åÁÒ�����Áå¯�ŅĂĊ�ìį�ÌÁÎ�µÁ�×�¼×Áį��µ�Ì�©Á�
de un subsidio mientras dure el aislamiento por 14 días. Sobre este punto, el 
SAAL registró, deŏ��Î¯µ���Á�×Ü�Î����µ�ăāăāį�ĂĮăĆą�ÒÜÒÌ�¼Ò¯Á¼�Òŏ����Á¼×Î�×ÁÒ�
en el sector doméstico21Į��µ�Î�Ò×Á����µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò�¼Á�¨ÁÎ»�µ�Òį�
es decir, no registradas en el IPS, podrían haber accedido al programa de 
subsidio Pytyvõ, destinado al sector informal afectado por la pandemia de la 
covid-19. No obstante, este programa no alcanzó a muchísimas personas y, 
conforme consultas realizadas a representantes del sector sindical domésti-
co, casi ninguna de ellas cobró, a pesar de haberse registrado y haber llama-
�Á�Ì�Î���Á¼ÒÜµ×�Î��¼�µÁÒ�¼Ý»�ÎÁÒ��¯ÒÌÁ¼¯�µ�Òį�Ò¯¼�Á�×�¼�Î�Î�ÒÌÜ�Ò×�Į�

žÒǞį�µ��©Î�¼�»�ìÁÎǞ�����µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò�¼Á��Á�Î�ÎÁ¼�µÁÒ��Ǟ�Ò�¼Á�
×Î���±��ÁÒ���Î�Ǟñ���� µ���Ü�Î�¼×�¼����ÒÁµÜ×�����Î�×����ÌÁÎ��µ�+Á�¯�Î¼ÁĮ�žµ-
©Ü¼�Ò�Ò��ÍÜ���ÎÁ¼���×Î���±�Î���¼×ÎÁ����µ�Ò���Ò�Ò�Ì�×ÎÁ¼�µ�Òį�Ò¯¼���Î��Á���
retorno y sin posibilidades efectivas de hacerlo, pues no había transporte 
ÌÝ�µ¯�ÁĮ�K×Î�Ò� ¨Ü�ÎÁ¼���ÒÌ��¯��Ò�Ò¯¼��Á�Î�Î� µ�� µ¯ÍÜ¯���¯Â¼��ÁÎÎ�ÒÌÁ¼�¯�¼-
te: no sabían dónde ir ni dónde denunciar, pues las atenciones se realizan 
exclusivamente por consultas de manera virtual (web o aplicación) o remo-
ta (teléfono). Otras fueron suspendidas verbalmente con la promesa de ser 
reincorporadas al acabarse las restricciones por la pandemia, situación que 
�Ì�¼�Ò� �»Ì¯�ñ���� Î�×Á»�ÎÒ��Ì�Î��õ¼�Ò���µ� ăāăā22. Por otro lado, hay que 
�Á¼Ò¯��Î�Î�ÍÜ���µ���Ò�����µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò�×�»�¯�¼�ÌÜ�Á���ÎÒ��
como un impacto indirecto a la crisis económica de la covid-19, con la pérdi-
������ÌÜ�Ò×ÁÒ����×Î���±Á����µ�Ò�ì�µÁÒ��»Ìµ���ÁÎ�Ò�ì��µ�Î�©Î�ÒÁ���µ�Ò���Ò�Ò����µ�Ò�
»Ü±�Î�Òį���¯�¼�ÁÒ����Î©Á����µ�Ò�×�Î��Ò�����Ü¯���Á�ì����µ¯»Ì¯�ñ�į��Á»Á�¨Ü�į�
ÌÁÎ��±�»ÌµÁį��µ���ÒÁ����µ�Ò��Á��¼×�ÒĮ�

19 El dato no está desagregado por sexo, pero se sabe por datos anteriores, como la Encuesta Permanente de Hogares 
2018, que las mujeres representan el 93,6% del sector. 

20 Dirección General de Estadística, Encuestas y Censos (DGEEC), 3REODFLµQ�RFXSDGD�SRU�D³R�\�RFXSDFLµQ�IRUPDO��QR�DJU¯FROD��
VHJ¼Q�FDWHJRU¯D�RFXSDFLRQDO�HQ�OD�RFXSDFLµQ�SULQFLSDO��$³RV�����������, 2019 y 2020, acceso el 16 de octubre de 2020, https://
www.dgeec.gov.py/default.php?publicacion=3. 

21 Abril: 213; mayo: 290; junio: 189; julio: 176; agosto: 127; septiembre: 120; octubre: 79.

22 Entrevista realizada a Librada Maciel, secretaria general de Sintradi. 
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COnClUsiOnEs

>�Ò� ×Î���±��ÁÎ�Ò� �Á»�Ò×¯��Ò� �¼� �¼¨Î�¼×��Á� ������Ò� ��� �¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼�
ì���Òå�µÁÎ¯ñ��¯Â¼���� ÒÜ� ×Î���±Áį� ì��� Ò¯�Á��Á¼�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Â¼�ì�Ì�ÎÒ¯Ò×�¼�¯��
que han logrado cambios legislativos importantes para alcanzar el reconoci-
miento de sus derechos laborales sin discriminaciones. 

>���»�Î©�¼�¯��Ò�¼¯×�Î¯���¼��µ�ăāăā��©Î�åÂ�µ��Ò¯×Ü��¯Â¼���� µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�
�Á»�Ò×¯��Ò�ÍÜ�į��¼×���µ��µ×ǞÒ¯»Á�ÌÁÎ��¼×�±�����¯¼¨ÁÎ»�µ¯���į�¨Ü�ÎÁ¼�Á�±�×Á�
�����ÒÌ¯�ÁÒ�¯¼±ÜÒ×¯õ���ÁÒ�Á�ÒÜÒÌ�¼Ò¯Á¼�Ò�Ò¯¼�©Á������Ò�µ�Î¯Á�ì�Ò¯¼���Î��Á�
a acceder a los planes del Gobierno en el marco del IPS. El programa Pytyvõ 
era una cuestión de suerte. Los datos muestran una desocupación del sector 
doméstico y las propuestas del Gobierno durante la crisis de la covid-19 y en 
la reactivación económica no han considerado la situación particular de las 
×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��ÒĮ�

Finalmente, a pesar de los avances legales, claves de un Estado social de de-
recho, las brechas en el campo de su realización persisten antes, durante y 
después de la covid-19. Es hora de implementarlos de manera efectiva.

rECOMEnDaCiOnEs

El Estado paraguayo debe desarrollar políticas, planes o programas destina-
�ÁÒ���µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Òį���µÁÒ��¨��×ÁÒ����ÌÎÁ»Áå�Î�ì�©�Î�¼×¯ñ�Î�ÒÜ�
ocupación, evitando una crisis mayor en los hogares de las mismas.

�µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����aÎ���±Áį��»Ìµ�Á�ì�\�©ÜÎ¯����\Á�¯�µ�ŁEa�\\ł�±Ü¼×Á��Á¼��µ�2¼Ò-
×¯×Ü×Á����VÎ�å¯Ò¯Â¼�\Á�¯�µ� Ł2V\ł�����¼�»Á�¯õ��Î� µ��Î�©µ�»�¼×��¯Â¼���µ�Î�©¯-
»�¼����×Î���±Á���×¯�»ÌÁ�Ì�Î�¯�µ�ÍÜ��Ì�Î±Ü�¯���µÁÒ���Î��ÁÒ����µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�
�Á»�Ò×¯��Òį��¼��ÒÌ��¯�µį��µ�Î�©¯»�¼���µ�ÌµÜÎ¯�»Ìµ�Á�ì��µ�����ÒÁ���µ��±Ü�¯µ��¯Â¼Į�

�µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����aÎ���±Áį��»Ìµ�Á�ì�\�©ÜÎ¯����\Á�¯�µ�ŁEa�\\ł�����ĭ

 Ǻ ÌÎÁ»Áå�Î� µ�� ¨ÁÎ»�µ¯ñ��¯Â¼� ��� µ�Ò� ×Î���±��ÁÎ�Ò� �Á»�Ò×¯��Ò� ì� �µ� �Ü»Ìµ¯-
»¯�¼×Á����ÒÜÒ���Î��ÁÒ�µ��ÁÎ�µ�Ò���×Î�å�Ò������»Ì�À�Òį�õÒ��µ¯ñ��¯Á¼�Ò�ì�
Áõ�¯¼�Ò���µ�×Î���±Á��¼��¯Ò×¯¼×ÁÒ�ÌÜ¼×ÁÒ���µ�Ì�ǞÒĮ�

 Ǻ �¯¨Ü¼�¯Î�¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�Î�ÒÌ��×Á���µÁÒ���Î��ÁÒ����µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò-
ticas en colectivos, plazas, mercados, medios digitales y radiales, así como 
µÁÒ�¼Ý»�ÎÁÒ����×�µ�¨Á¼Á�ì�Áõ�¯¼�Ò�Î�©¯Á¼�µ�Ò�Ì�Î��ÒÁµ¯�¯×�Î�¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ì�
presentar denuncias. 

 Ǻ ¨ÁÎ×�µ���Î�µ�Ò�Áõ�¯¼�Ò���µ�×Î���±Áį��¼��ÒÌ��¯�µ����µ���¯Î���¯Â¼�+�¼�Î�µ����
µ��VÎÁ»Á�¯Â¼���µ��EÜ±�Î�aÎ���±��ÁÎ�į��Á¼�Î��ÜÎÒÁÒ�Ü»�¼ÁÒ���Ì��¯×��ÁÒ�
Ì�Î��ÌÎ�Ò×�Î��Ò¯Ò×�¼�¯��ì���Ò�ÎÎÁµµ�Î�ì�ÌÎÁÌÁ¼�Î�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��¯Î¯©¯-
��Ò���µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��ÒĮ�



derechos de las muJeres 
trabaJadoras sexuales 

preCarizaCión, eSTigma
Y DiSCriminaCión 
aCenTUaDoS por 

La panDemia 

La pandemia obligó al Estado a tomar medidas extremas para poder aten-
der las necesidades derivadas de esta situación sin precedentes. Este 
hecho evidenció la discriminación y el estigma social a las mujeres traba-

jadoras sexuales. 

paLabraS CLaveS: trabajo sexual, discriminación, violencia contra las 
mujeres, derecho al trabajo, feminicidio.

unidas en la esperanza1

1 La organización agradece a Mirta Moragas el apoyo para sistematizar la versión inicial de este artículo, que se basa en 
XQ�DQ£OLVLV�FROHFWLYR�GH�OD�RUJDQL]DFLµQ�UHDOL]DGR�HQ�RFWXEUH�GH�������7RGDV�ODV�DȑUPDFLRQHV�DTX¯�VRVWHQLGDV�WLHQHQ�
como fuente testimonios, archivos y trabajos no publicados de la organización. 
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balanCE DE lOs 25 añOs

DebaTe proSTiTUCión vS. Trabajo SexUaL

Este debate tiene bastante tiempo en la región.

�µ�ÌÎ¯»�Î�Ì�Î��¯©»��Î�ÒÌÁ¼����� µ�� ¯�������ÍÜ�� µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÍÜ���±�Î��¼� µ��
ÌÎÁÒ×¯×Ü�¯Â¼�ÒÁ¼�»Ü±�Î�Ò�ÍÜ���Ò×�¼�¯¼��¨��×¯�µ�»�¼×���¼�Ò¯×Ü��¯Â¼����å¯Á-
lencia y que carecen de agencia para tomar sus propias decisiones. Esta vi-
Ò¯Â¼��Ò�µ��ÍÜ��ÌÎÁÌÜ©¼��µ����Áµ¯�¯Â¼���µ�×Î���±Á�Ò�ëÜ�µ2.

�µ�Ò�©Ü¼�Á�Ì�Î��¯©»����µ�×Î���±Á�Ò�ëÜ�µ�ÒÁÒ×¯�¼��ÍÜ��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�×¯�¼�¼���-
Ì��¯����������¯�¯Î� µ¯�Î�»�¼×�� �µ� �±�Î�¯�¯Á���µ� ×Î���±Á� Ò�ëÜ�µį� ÍÜ�� �¼� �µ�¼Á�
hay una “venta del cuerpo”, sino la prestación de un servicio que tiene una 
�Á¼×Î�ÌÎ�Ò×��¯Â¼���Á¼Â»¯���Á����Á×ÎÁ�×¯ÌÁĮ�žÒ¯»¯Ò»Áį��õÎ»��ÍÜ���ì�Ü¼��
moral sexual detrás de la idea de que no se puede ofrecer un servicio de na-
×ÜÎ�µ�ñ��Ò�ëÜ�µ�ì��Á�Î�Î�ÌÁÎ��µµÁĮ�>Á�Î�ÌÎ�Ò�¼×�¼�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò����»Ü±�Î�Ò�
×Î���±��ÁÎ�Ò� Ò�ëÜ�µ�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ���Òį� ÍÜ¯�¼�Ò� Î�¯å¯¼�¯��¼��µ� Î��Á¼Á�¯»¯�¼×Á�
��µ� ×Î���±Á�Ò�ëÜ�µ��Á»Á�×Î���±Á�ì��µ�����ÒÁ�����Î��ÁÒ� µ��ÁÎ�µ�Ò���Î¯å��ÁÒ�
de ello. 

De La organizaCión a La evoLUCión 
DeL TraTamienTo DeL Tema

�¼�µ��Î�©¯Â¼į��¼��µ��ÀÁ�ĂĊĊĈ�¼����µ��X������EÜ±�Î�Ò�aÎ���±��ÁÎ�Ò�\�ëÜ�µ�Ò����
Latinoamérica y el Caribe (RedTraSex)3Į��¼�V�Î�©Ü�ìį�µÁÒ���ÁÎ��±�Ò�¯¼¯�¯�-
µ�Ò�¨Ü�ÎÁ¼�å¯¼�Üµ��ÁÒ��µ�o20ĺÒ¯��į�ÌÁÎ�µÁ�ÍÜ��µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Ò��Î�¼�
å¯Ò×�Ò�Ý¼¯��»�¼×���Á»Á�ŊÌÁ�µ��¯Â¼����Î¯�Ò©ÁŌ�ì�µ�Ò�Ý¼¯��Ò�»��¯��Ò�ÍÜ��µ�Ò�
¯��¼×¯õ����¼��Á»Á�×�µ�Ò��Ò×���¼�Î�µ��¯Á¼���Ò����Ò×ÁĮ�4ÜÒ×�»�¼×�į�µ�Ò�ÌÎ¯»�-
ras organizaciones de la sociedad civil que colaboraron con ellas lo hacían 
��Ò����µ� ×�»����µ�o20ĺÒ¯���ì� µ�Ò�Á¨Î��Ǟ�¼�ÁÌ�¯Á¼�Ò� µ��ÁÎ�µ�Ò�Ì�Î����±�Î����
�±�Î��Î��µ�×Î���±Á�Ò�ëÜ�µĮ�

Ya en el año 2004 se conforma la organización Unidas en la Esperanza 
Łf¼�Òłį� �Á»ÌÜ�Ò×�� �ë�µÜÒ¯å�»�¼×��ÌÁÎ� ×Î���±��ÁÎ�Ò� Ò�ëÜ�µ�Ò4. Esta evolu-
ción en la organización coincidió con la evolución en la discusión del tema, 
que pasó desde un punto de vista netamente epidemiológico a otros más 
amplios. 

2 “El abolicionismo de la prostitución es antipatriarcal, anticapitalista, antirracista y anticolonialista”, 'LDULR�'LJLWDO�
)HPHQLQR, 13 de febrero de 2020, acceso el 17 de octubre de 2020, https://diariofemenino.com.ar/el-abolicionismo-de-
la-prostitucion/.

3 “RedTraSex. Nuestra Historia”, 5HG7UD6H[, acceso el 17 de octubre de 2020, https://www.redtrasex.org/-Sobre-Nosotras-.

4 “Unes. Nuestra Historia”, 5HG7UD6H[ acceso el 17 de octubre de 2020, https://www.redtrasex.org/-unes- 
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Este paso adelante en el tratamiento del tema también puede constatarse 
en el informe de la Codehupy. El primer artículo sobre los derechos de las 
»Ü±�Î�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Ò���×����µ��ÀÁ�ăāĂāį�ÍÜ���Á¼×Â��Á¼� µ���Ü×ÁÎǞ��
�Á»Ì�Î×¯������µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ���Ò�ì�Ü¼��KF+�ÍÜ��µ�Ò��ÌÁì���5. A par-
×¯Î����ăāĂąį��µ��Î×Ǟ�ÜµÁ��Ò×������Î©Á�Ý¼¯��»�¼×�����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�
sexuales organizadas. 

avanCeS

En primer lugar, se puede mencionar la aprobación en la capital de la Orde-
nanza N.º 278 del año 2013 “De habilitación de casas de citas, clubes noctur-
nos y moteles urbanos en la ciudad de Asunción”, que reemplazó a otra del 
año 1975. Si bien esta normativa utiliza los términos trabajo sexual y trabajado-
ra sexualį��Á¼×¯¼Ý��Ò¯�¼�Á��¯Ò�Î¯»¯¼�×ÁÎ¯���Á¼�Î�µ��¯Â¼��µ�o206. 

Otro hito considerado como avance se relaciona con el respeto de derechos 
ÍÜ����Î¯åÂ����µ��ÁÎ©�¼¯ñ��¯Â¼����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�ì�µ��×Á»������Á¼-
�¯�¼�¯�Į��Ò×Á�×ÜåÁ��Á»Á��Á¼Ò��Ü�¼�¯��ÍÜ��»Ü��Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Ò�ì��
¼Á����Ì×�Î�¼���¼×�±��ÌÁÎ�Ì�Î×����� µ��VÁµ¯�Ǟ�Į�ž��»�Òį��¼�ăāĂĆį�å�Î¯�Ò�×Î�-
��±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Ò�¨Ü�ÎÁ¼�Î��Á¼Á�¯��Ò��Á»Á�¨��¯µ¯×��ÁÎ�Ò�±Ü�¯�¯�µ�Ò7, lo que 
derivó en una transformación de la relación con los agentes estatales. Las fa-
�¯µ¯×��ÁÎ�Ò��ÌÁì�ÎÁ¼���ÒÜÒ��Á»Ì�À�Î�Ò�ì�×Á»�ÎÁ¼�¯¼×�Îå�¼�¯Â¼��¼��Á¼øµ¯�×ÁÒ�
ÌÁµ¯�¯�µ�Ò�ì�±Ü�¯�¯�µ�Òį��¼���¼�õ�¯Á���µ�Î�ÒÌ�×Á����ÒÜÒ���Î��ÁÒĮ�\¯¼��»��Î©Áį�
�Ò×Á��Ò�×Á��åǞ��ÌÜ¼×Ü�µ�ìį��¼��µ�Ýµ×¯»Á�×¯�»ÌÁį��µ�VÁ��Î�4Ü�¯�¯�µ�»ÁÒ×ÎÂ�»�Ò�
resistencias para sostener la relación con ellas. 

reTroCeSoS

En estos 25 años, y a pesar del esfuerzo de visibilizar los derechos de las mu-
±�Î�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Òį�Ì�ÎÒ¯Ò×�¼�µ���¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼�ì�µ���Î¯»¯¼�µ¯ñ��¯Â¼�
å¯¼�Üµ���Òį�ÌÁÎ�Ü¼�µ��Áį��Á¼�µ��ÌÎ���Î¯ñ��¯Â¼���µ�×Î���±Á�ìį�ÌÁÎ��µ�Á×ÎÁį��Á¼��µ�
��ÁÎ��±��ÍÜ���Á¼¨Ü¼����µ�×Î���±Á�Ò�ëÜ�µ��Á¼�µ��×Î�×�����Ì�ÎÒÁ¼�ÒĮ��Ò��ÒǞ��Á»Á�
los retrocesos y estancamientos siguen siendo muchos. 

En cuanto a la relación con los agentes policiales, persisten la violencia, los 
��¼×�±�Ò� ì� µ�Ò���×�¼�¯Á¼�Ò� �Î�¯×Î�Î¯�ÒĮ��Ò� ×Á��åǞ�� �Á»Ý¼�ÍÜ�� �µ� Ì�ÎÒÁ¼�µ�
policial solicite favores sexuales como medio de soborno, amenazando a las 

5 Mónica Aquino HW�DO�, “Del silencio a la denuncia. Avanzando en el ejercicio de los derechos de las mujeres trabajadoras 
sexuales”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2010), 221-227.

6 María Luisa Otazú�HW��DO�, “Reconocimiento jurídico del trabajo sexual a partir de normas discriminatorias, ¿avance o 
retroceso?”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Codehupy. Asunción, 2013), 140. 

7 “Trabajadoras sexuales juran como facilitadoras judiciales”, 3RGHU�-XGLFLDO, 24 de junio de 2015, acceso el 16 de octubre de 
2020, https://www.pj.gov.py/notas/11136-trabajadoras-sexuales-juran-como-facilitadoras-judiciales.
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×Î���±��ÁÎ�Ò��Á¼�¯¼�Î¯»¯¼�Îµ�Ò��¼��µ©Ý¼�ÎÁ�Áį�Ò¯�¼Á�������¼Į��Ò×Á�Ò��Î�©¯Ò×Î��
particularmente en Asunción y los departamentos Central y Alto Paraná. 

Con respecto al tema de salud, si bien se había avanzado en reuniones con el 
E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ�ŁE\Vì�\ł��Á¼��µ�õ¼�����µ��Á-
rar un protocolo de salud integral, esta iniciativa fue derivando otra vez en 
�µ���ÁÎ��±��»�Î�»�¼×���Ì¯��»¯ÁµÂ©¯�ÁĮ�*¯¼�µ»�¼×�į��Ò×���µ�»Á»�¼×Á�¼Á�Ò��
��ÌÎ�Ò�¼×��Á�¼¯¼©Ý¼�ÌÎÁì��×Á����µ�ì����Î��Á¼Á�¯»¯�¼×Á���µ�×Î���±Á�Ò�ëÜ�µį�
pese al impulso desde la sociedad civil. 

sitUaCiÓn DEl DErECHO

impaCToS eConómiCoS De LaS meDiDaS 
De emergenCia SaniTaria

>ÁÒ���Î��ÁÒ����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Ò��¼�Ò¯�Á�»Üì��Á�Î×��ÁÒ�
en el contexto de las medidas sanitarias implementadas para frenar la pro-
pagación de la covid-19, lo que implicó durante varios meses la imposibilidad 
����±�Î��Î��µ�×Î���±Á�Ò�ëÜ�µĮ�ž�¯�¯Á¼�µ»�¼×�į�µ���Î¯Ò¯Ò���Á¼Â»¯�����Î¯å�������
µ��¨�µ×�����×Î���±Á�¯»Ì��×Â���ÒÌÎÁÌÁÎ�¯Á¼���»�¼×���¼�µ�Ò�»¯Ò»�Ò8. La orga-
¼¯ñ��¯Â¼�f¼�Ò��Ò×���¼��Á¼×��×Á�ì��Áµ��ÁÎ�¼�Á��Á¼��µ�»�¼ÁÒ�ąĮĄāā�»Ü±�Î�Ò�
×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Òį��Ü¼ÍÜ��Ò����Î�������¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ÒÁ�Î���µ�×Á×�µ����×Î�-
��±��ÁÎ�Ò��¨��×���ÒĮ�

>���¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼��©Î�åÂ�µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Òį�ÍÜ��ì���Î�¼�ÒÜõ�¯�¼×�»�¼×���Î�-
»�×¯��ÒĮ� >�Ò� ×Î���±��ÁÎ�Ò� Ò�ëÜ�µ�Ò� ÁÎ©�¼¯ñ���Ò� ��¼Ü¼�¯�ÎÁ¼� ÍÜ�� µ�� ©Î�¼�
mayoría de las compañeras registradas para acceder al subsidio de emer-
gencia Pytyvõ no accedieron9����µį�Ò¯¼�Î��¯�¯Î�¼¯¼©Ý¼�×¯ÌÁ�����ëÌµ¯���¯Â¼į�ÌÁÎ�
lo que el mayor apoyo provino de la autogestión10. Sin embargo, incluso en 
este contexto volvieron a sufrir marginación social. En varios lugares donde 
se realizaron ollas populares y entregas de víveres, algunas fueron excluidas 
��µ�����ÒÁ�ÌÁÎ�Ò�Î�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�ÒĮ�

8 Las medidas se tomaron sin considerar las recomendaciones de organismos de promoción y protección de los derechos 
humanos como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH/OEA). Ver texto de la Resolución en CIDH/
OEA, 3DQGHPLD�\�'HUHFKRV�+XPDQRV��5HVROXFLµQ�1�r�����, acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.oas.org/es/cidh/
decisiones/pdf/Resolucion-1-20-es.pdf.

�� (VWR��SHVH�D�TXH�OD�OH\�GH�HPHUJHQFLD�ODV�LQFOX¯D�\�SHVH�D�TXH�KXER�GHFODUDFLRQHV�DȑUPDWLYDV�DO�UHVSHFWR��9HU��ǘ3\W\Y·�
también alcanzará a trabajadores sexuales”, $'1�3DUDJXD\R, 9 de junio de 2020, acceso el 16 de octubre de 2020, 
https://www.adndigital.com.py/pytyvo-tambien-alcanzara-a-trabajadores-sexuales/; “Pytyvõ 2.0 alcanzará a las 
trabajadores sexuales”, (O�5HGDFWRU, 9 de junio de 2020, acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.elredactor.
com.py/2020/06/09/pytyvo-2-0-alcanzara-a-las-trabajadoras-sexuales/; “Trabajadoras sexuales podrán acceder al 
programa Pytyvõ 2.0”, /D�1DFLµQ, 9 de junio de 2020, acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/
hoy/2020/06/09/trabajadores-sexuales-podran-acceder-al-programa-pytyvo-20/.

10 Esto provino principalmente de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales, cooperación internacional, apoyo 
sindical y solidaridad de personas y organizaciones fraternas. 
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SaLUD

Las políticas de salud se enfocaron casi exclusivamente en la atención a todo 
lo relacionado con la covid-19. En el caso de servicios de salud sexual, los es-
×��µ��¯»¯�¼×ÁÒ����Ò�µÜ��¼�©�ÎÁ¼�µ���¼×Î�©�����ÌÎ�Ò�Îå�×¯åÁÒ���×Î���±��ÁÎ�Ò�
Ò�ëÜ�µ�Ò�ÌÁÎÍÜ�į������Ü�Î�Á��Á¼�µ�Ò�»��¯��Ò�Ò�¼¯×�Î¯�Òį�¼Á�Ò��ÌÁ�Ǟ���±�Î��Î�
�µ�×Î���±Á�Ò�ëÜ�µĮ�>Á�ÍÜ��Ò���Î©Ü»�¼×Â�¨Ü��ÍÜ���¼×Î�©�Î�µÁÒ�ÌÎ�Ò�Îå�×¯åÁÒ��Î��
Ŋ���Ì×�ÎŌ�ÍÜ��µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�©ÜǞ�¼��±�Î�¯�¼�Á�ÒÜ�×Î���±Á�ì�ÍÜ���µ��Ò×��Á�
¼Á�ÌÁ�Ǟ��Ì�Î»¯×¯Î��ÒÁĮ��Ò×Á���±Â���»Ü��Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Ò�»Üì���Ò-
ÌÎÁ×�©¯��Òį�ì��ÍÜ�į��¨��×¯å�»�¼×�į�Ì�Î��»Ü��Ò�����µµ�Ò���±�Î����×Î���±�Î�¼Á�
era una opción. En consecuencia, es esperable un aumento de infecciones de 
transmisión sexual. 

ž��»�Òį��µ�¯©Ü�µ�ÍÜ���µ�Î�Ò×Á����µ��ÌÁ�µ��¯Â¼į� µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Ò�ÒÜ-
frieron limitaciones para el acceso a otro tipo de servicios de salud que no 
�Ò×Üå¯�Î�¼�å¯¼�Üµ��ÁÒ��Á¼�µ���Áå¯�ŅĂĊĮ�VÁÎ��±�»ÌµÁį�Ü¼��×Î���±��ÁÎ��Ò�ëÜ�µ�
tuvo una complicación de salud durante su embarazo y la atención fue ex-
cesivamente demorada porque los recursos y el personal habían sido redi-
rigidos para la atención de la pandemia. Recién después de la intervención 
���µ�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò�ÒÁ�¯�µ�Òį��Ò×��»Ü±�Î�ÌÜ�Á�Ò�Î����¯��»�¼×���×�¼�¯��Į�

impUniDaD en CaSoS De aSeSinaToS 
De TrabajaDoraS SexUaLeS

EÜ��Ò��Á»Ì�×Î¯Á×�Ò��±�Î��¼��µ�×Î���±Á�Ò�ëÜ�µ��¼�µ��¨ÎÁ¼×�Î���Á¼��Î�Ò¯µĮ��¼�
�µ�»�Ò����»�ìÁį�Ü¼��×Î���±��ÁÎ��Ò�ëÜ�µ�Ì�Î�©Ü�ì��¨Ü���Ò�Ò¯¼�����¼�*Áñ����
v©Ü�ñÝį�Ò¯¼�ÍÜ���Ò×���µ�»Á»�¼×Á��µ���Á�Ò���ì���Ò�µ�Î��¯�Á11. A este caso 
Ò�� ÒÜ»�¼�Á×ÎÁÒ��ÁÒį�Ü¼Á�Á�ÜÎÎ¯�Á� ×�»�¯�¼��¼�*Áñ����v©Ü�ñÝ�ì�Á×ÎÁ��¼� µ��
frontera con Pedro Juan Caballero, los que tampoco han sido esclarecidos. 

vioLaCión De inTimiDaD

>�� �¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼� ÌÁÎ� �±�Î��Î� �µ� ×Î���±Á� Ò�ëÜ�µ� ×�»�¯�¼� ÌÜ�Á� �Á¼Ò×�×�Î-
se en los controles sanitarios por la pandemia. En el mes de mayo, cuatro 
»Ü±�Î�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Ò�¨Ü�ÎÁ¼�Î�×�¼¯��Ò�ÌÁÎ��Á¼×ÎÁµ�Ò�Ò�¼¯×�Î¯ÁÒ��¼�
las cercanías de Ciudad del Este, cuando retornaban del Brasil, donde había 
movilidad pese a las medidas sanitarias. Fueron retenidas y derivadas a la 

11 Ver: “Desde @codehupy99 apoyamos el comunicado de @UnesPy Unidas en las Esperanza,...” [Tweet], Codehupy [@
codehupy99], 8 de octubre de 2020, https://twitter.com/Codehupy99/status/1258833662130487296/photo/1; Véase 
también: Radio Virtual del Este, “Hallan cuerpo de mujer asesinada a golpes en Foz de Yguazú”, 5 de mayo de 2020, 
acceso el 16 de octubre de 2020, https://radiovirtualdeleste.com/hallan-cuerpo-de-paraguaya-asesinada-a-golpes-
HQ�IR]�GH�\JXD]X�"ȠEFOLG ,Z$5�;&N��2S�*,H0�B.+�3,�4*].�-:70[ZI%'*U(Z�-%P2OH'/�/=S�1N8$��
“Paraguaya Muerta en Foz de Iguazú Brasil”, [Facebook], Despertar Juvenil [https://www.facebook.com/
Despertar-Juvenil-113878480266693/], 5 de mayo de 2020, https://m.facebook.com/story.php?story_
ȠELG ���������������	LG ���������������"VIQVQ ZLZVSZD	H[WLG IT���=O�9I8Z%&]]�
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�Á»¯Ò�ÎǞ��Ì�Î��Ò�Î�ÌÜ�Ò×�Ò����¯ÒÌÁÒ¯�¯Â¼����µ�Ò��Ü×ÁÎ¯����Ò�Ò�¼¯×�Î¯�Òį���õ¼�
de que se les realice el test correspondiente y ser enviadas posteriormente a 
un albergue. El trato diferenciado que recibieron fue que sus identidades, 
imágenes y ocupación se publicaron en medios de comunicación y redes so-
�¯�µ�Òį��ëÌÁ¼¯�¼�Áµ�Ò���µÁÒ��Ò×¯©»�Ò�ÒÁ�¯�µ�Ò�ÌÁÎ�Ò�Î�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�ÒĮ

COnClUsiOnEs

La pandemia acentuó problemas derivados de la precarización y discrimina-
�¯Â¼�ÌÁÎ�µ��¨�µ×�����Î��Á¼Á�¯»¯�¼×Á���µ�×Î���±Á�Ò�ëÜ�µ��Á»Á�Ü¼�×Î���±ÁĮ�>�Ò�
medidas económicas por la emergencia sanitaria tuvieron un desproporcio-
¼��Á�¯»Ì��×Á��¼� µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Òį�ÍÜ��¼Á�×¯�¼�¼�¼¯¼©Ý¼���Î��Á�
laboral reconocido. Igualmente, el hecho de que la mayor atención del Es-
×��Á��Ò×ÜåÁ��Á¼��¼×Î�����¼�µ��Ì�¼��»¯�����µ���Áå¯�ŅĂĊį�Ò¯©¼¯õ�Â�»�¼ÁÒ�Î�-
cursos de atención de otros temas de salud que también repercutieron en las 
×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�ÒĮ�>���¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼�ÌÁÎ��±�Î��Î��µ�×Î���±Á�Ò�ëÜ�µ�Ò¯©Ü¯Â�
estando presente, tanto desde el Estado como de la sociedad. 

rECOMEnDaCiOnEs

Debido a que las recomendaciones realizadas en ediciones anteriores12 no se 
han cumplido, se reiteran a continuación: 

 Ǻ implementar protocolos de atención integral de la salud que contemplen 
µ�Ò��ÒÌ��¯õ�¯����Ò����µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Òį�Ì�Î��ÌÁ��Î�������Î���µÁÒ�
Ò�Îå¯�¯ÁÒ����Ò�µÜ��¯¼×�©Î�µĮ�VÁÎ��±�»ÌµÁį�µÁÒ�ÁÎ�Î¯ÁÒ�����×�¼�¯Â¼��¯¨�Î�¼-
�¯��ÁÒį��¼�å¯Ò×�����ÍÜ���µ��±�Î�¯�¯Á���µ�×Î���±Á�Ò�ëÜ�µ�å�ÎǞ����Ì�¼�¯�¼�Á����
la modalidad. 

 Ǻ ¯»ÌÜµÒ�Î�Ü¼��µ�ì����Î��Á¼Á�¯»¯�¼×Á�µ�©�µ���µ�×Î���±Á�Ò�ëÜ�µ��¼�V�Î�©Ü�ìĮ

 Ǻ ¨ÁÎ×�µ���Î�»���¼¯Ò»ÁÒ������¼Ü¼�¯�Ò�Ì�Î��©�Î�¼×¯ñ�Î��µ�����ÒÁ���±ÜÒ×¯�¯��
���µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�ÒĮ

 Ǻ ÒÁµ¯�¯×�Î�µ��¯¼�µÜÒ¯Â¼����Î�ÌÎ�Ò�¼×�¼×�Ò����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�-
µ�Ò��¼�µ��»�Ò��¯¼×�Î¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ�ÒÁ�Î��×Î�×�����Ì�ÎÒÁ¼�Òį��Á¼��µ�õ¼����ÍÜ��
las mismas colaboren con la tarea de distinguir los casos de trata de los 
��ÒÁÒ��Á¼����Ò�×Î���±Á�Ò�ëÜ�µĮ�

 Ǻ ¯¼Ò×�ÜÎ�Î�»��¯��Ò�����Ü���Ò��Á¼��µ�Á�±�×¯åÁ����ÌÎ�å�¼¯Îį��Á»��×¯Î�ì�Ò�¼-
cionar la violencia institucional e implementar campañas de sensibili-

12 Unidas en la Esperanza (Unes), “La doble moral y la violencia siguen atropellando derechos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 149-150.



ӊȆȇddhhpy2020 cY���9��JY�]�]�xg�=�]

zación dirigidas tanto a las fuerzas de seguridad como a la población en 
©�¼�Î�µ�Ì�Î�� �Á»��×¯Î� �µ� �Ò×¯©»��ì� µ���¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼���¯�� µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�
×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�ÒĮ�

 Ǻ implementar mecanismos que faciliten la toma de denuncias que realicen 
µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Òį��»Ìµ¯�Î� µÁÒ�ÌÜ¼×ÁÒ����×Á»������¯��Ò���¼Ü¼-
cias, así como elaborar y distribuir protocolos con enfoque en derechos 
humanos entre fuerzas policiales y operadores y operadoras de Justicia 
Ì�Î��©�Î�¼×¯ñ�Î��µ�����ÒÁ���µ��±ÜÒ×¯�¯�����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�ÒĮ�

 Ǻ establecer protocolos para la investigación de casos de femicidios contra 
µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Ò�ÍÜ���å¯×�¼�µ��¯¼å¯Ò¯�¯µ¯ñ��¯Â¼�ì��Ò�©ÜÎ�¼��µ����¯-
do proceso, el esclarecimiento de los casos y la condena a los culpables, en 
¨Ü¼�¯Â¼����©�Î�¼×¯ñ�Î��µ���Î��Á��������ÒÁ���µ��±ÜÒ×¯�¯�����µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�
sexuales. 

 Ǻ �Ò×��µ���Î��¼�×Á��Ò�µ�Ò��Î��Ò�©Ü��Î¼�»�¼×�µ�Ò�µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�¼���-
sarias para promover la erradicación de la tortura y garantizar el derecho 
��µ��å¯������µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Òį��¼�Ì�Î×¯�Üµ�Î��¼�µ�Ò��Î��Ò����±ÜÒ×¯�¯��
y de salud. 

 Ǻ ��ÎÁ©�Î�¼ÁÎ»�Ò�±ÜÎǞ�¯��Ò�ÍÜ���Ò×¯©»�×¯ñ�¼�ì�åÜµ¼�Î�¼�µÁÒ���Î��ÁÒ����µ�Ò�
»Ü±�Î�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Òį�×�µ�Ò��Á»Á�µ�Ò�ÁÎ��¼�¼ñ�Ò�FĮû�ĂāĺĂĊĊĄ����
Ciudad del Este, departamento de Alto Paraná, y N.º 240/2014 de la ciudad 
����¼��Î¼��¯Â¼į���Ì�Î×�»�¼×Á����2×�ÌÝ�Į





derechos de las personas con discapacidad

eL DeSaFío De avanzar
en meDio De La panDemia

El año 2020 se inició con avances en los planes de cumplimiento de nu-
merosas leyes y políticas de protección para las personas con discapa-
�¬���ɇ�×�ÚË�æË�Ë�½Ë�×½�Ä¬Ĉ���Ë�£ê��ÞêÞ×�Ä�¬�Ë��½�¬Ä¬�¬Ë���½�Ã�Þ����Ã�ÚāË�
con los primeros casos positivos de covid-19. La situación afectó de ma-
Ä�Ú��Þ¬¤Ä¬Ĉ��æ¬õ����½�Þ�×�ÚÞËÄ�Þ��ËÄ��¬Þ��×��¬���ɇ�×ËÚ�½�Þ�½¬Ã¬æ��¬ËÄ�Þ��Ä�
la comunicación, la incertidumbre en la atención médica y rehabilitación, 
½�� �¬Ĉ�ê½æ��� �ËÄ� ½�Þ� �½�Þ�Þ�õ¬Úæê�½�Þɇ� �� ¬Ä�½êÞ¬õ�� ½�� ¬Ä����Þ¬�¬½¬���� �� ½ËÞ�
×ÚË��ÞËÞ�����üê���ÃËÄ�æ�Ú¬��Ùê�� ¬ÄÞæ�êÚÌ��½�&Ë�¬�ÚÄË�×�Ú��ÞË�Ú�½½�õ�Ú�

la pandemia.

paLabraS CLaveS: discapacidad, personas con discapacidad, covid-19, 
�ËÄõ�Ä�¬ÌÄ�ÞË�Ú��½ËÞ���Ú��©ËÞ����½�Þ�V�ÚÞËÄ�Þ��ËÄ��¬Þ��×��¬���ɇ��Ä£Ë-

que de derechos.

beatriz Sarubbi, blásida giménez, graciela benítez, mario rubén marecos, emilio 
pineda, eva insfrán, maría Celia Díaz, josé amarilla, alicia de la pera1

1 Integrantes de organizaciones de la sociedad civil de y para personas con discapacidad que forman parte de la OSC-
Conadis (Comisión Nacional por los Derechos de las Personas con Discapacidad).
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balanCE DE lOs 25 añOs

Al mirar atrás, en estos 25 años se pueden visualizar las luchas de las per-
sonas con discapacidad y sus familias, de las organizaciones de y para las 
personas con discapacidad pioneras, así como el nacimiento de varias otras 
desde un lugar de soledad y con la necesidad imperiosa del cambio cultural 
en el país. 

INICIo DEL EMPoDERAMIENTo. El Programa de Acción Mundial por los 
Derechos de las Personas con Discapacidad2 fue el marco gracias al cual co-
menzó la unión de las Organizaciones de Personas con Discapacidad (OPD) 
ÍÜ��ì��Ò���¼�Á¼×Î���¼�×Î���±�¼�Á���Ò�������×¯�»ÌÁį�Ì�ÎÁ����¨ÁÎ»��Ò�Ì�Î�-
��Į��µ�×Î���±Á��¼��Á¼±Ü¼×Á����µ�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò�Ì¯Á¼�Î�Ò��Á¼�µ�Ò�ÍÜ��¨Ü�ÎÁ¼�
surgiendo aceleradamente en todo el país permitió incidir en las conquistas 
que se fueron sucediendo.

uNA “DéCADA PERDIDA”. Hasta el 2005, había un estancamiento de la 
situación que seguía “siendo tan lamentable desde el punto de vista del res-
peto de sus derechos humanos como hace 10 años, debido principalmente 
��µ��¨�µ×�����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ÍÜ��ÁÎ¯�¼×�¼�µ��©�Ò×¯Â¼���µ��Ò×��ÁŌį��Á»Á�Ò��
mencionó ese año en el informe de derechos humanos3. 

PRIMERoS AVANCES LEGISLATIVoS. Los esfuerzos iniciales comen-
ñ�ÎÁ¼� �� �Á¼å�Î×¯ÎÒ�� �¼� µ�ì�Ò� �¼×Î�� ĂĊĊć� ì� ăāāĈĮ� VÁÎ� �±�»ÌµÁį� µ�� >�ì� FĮû�
2479/2004 “Que establece la obligatoriedad de la incorporación de personas 
�Á¼��¯Ò��Ì��¯�����¼� µ�Ò� ¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��ÒŌĹ� µ��>�ì�FĮû� ĄĄćĆĺăāāĈ� ŊWÜ��
�ëÁ¼�Î����Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Á¼��¯Ò��Ì��¯����å¯ÒÜ�µ�Ł�¯�©�Òł���µ�Ì�©Á����Ì�Ò�±���¼��µ�
×Î�¼ÒÌÁÎ×��×�ÎÎ�Ò×Î�ŌĹ�ì� µ��>�ì�FĮû�ĂĊăĆĺăāāă�ÍÜ��Î�×¯õ���µ���Á¼å�¼�¯Â¼�2¼-
teramericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra las Personas con Discapacidad, entre otras. 

GRAN SALTo: LA RATIFICACIÓN DE LA CoNVENCIÓN SoBRE LoS DE-
RECHoS DE LAS PERSoNAS CoN DISCAPACIDAD (CDPD). Paraguay 
�å�¼ñÂ���Ì�ÒÁ�©¯©�¼×���¼��µ�ăāāĉ��Á¼�µ��Î�×¯õ���¯Â¼ńÌÁÎ�>�ì�FĮû�ĄĆąāĺăāāĉ4– 
de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
Ł��V�ł����µ�Ò�F��¯Á¼�Ò�f¼¯��Ò�ì�ÒÜ�VÎÁ×Á�ÁµÁ�*��Üµ×�×¯åÁį�ÍÜ��Î��õÎ»��ÍÜ��
todas las personas, cualquiera sea su discapacidad, pueden gozar de todos 
los derechos humanos y las libertades fundamentales sin discriminación 
�µ©Ü¼�Į��Ò��µ�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ� ¯¼Ò×ÎÜ»�¼×Á� ±ÜÎǞ�¯�Á� ¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ�ÍÜ��ÌÎÁ×�©�� µÁÒ�

2 Programa de Acción Mundial para las Personas con Discapacidad, https://www.un.org/development/desa/disabilities-
es/programa-de-accion-mundial-para-las-personas-con-discapacidad-4.html.

3 Julio César Fretes, Zulma Ferreira, Claudia Pacheco y Marta Codas, “Derechos de las personas con discapacidad: Otra 
década perdida”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2005), 221-238.

4 Ley N.º 3540/2008, del 26 de junio de 2008, que aprueba la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad y su Protocolo Facultativo, 3RGHU�/HJLVODWLYR��KWWSV���VHQDGLV�JRY�S\�DSSOLFDWLRQ�ȑOHV����������������
ley_3540-2008.pdf. 
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derechos de las personas con discapacidad. En primer lugar, porque esta-
blece un cambio de paradigma al considerar a la discapacidad como una 
cuestión de derechos humanos y no como una enfermedad o carga, como lo 
hacía el modelo médico-rehabilitador. Además, porque considera que, para 
�µ��¨��×¯åÁ�©Á���ì��±�Î�¯�¯Á����µÁÒ���Î��ÁÒ����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Á¼��¯Ò��Ì��¯����
en igualdad de condiciones con los demás, es necesaria la eliminación de 
barreras, tanto en lo referente a infraestructura/instalaciones, servicios de 
información, comunicación, como las actitudinales. 

CASo HoSPITAL PSIquIÁTRICo. También el 2008 fue un año de destaque 
Ì�Î���µ��å�¼���±ÜÎǞ�¯�ÁĮ�>���Á»¯Ò¯Â¼�2¼×�Î�»�Î¯��¼�������Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ�
(CIDH)5 dictó la Medida Cautelar a favor de los pacientes del Hospital Psi-
quiátrico, a raíz de los hechos de violencia física y sexual sufridos e inclusive 
la muerte de dos de ellos, y por la falta de una investigación efectiva de parte 
del Estado para esclarecer lo ocurrido y sancionar a los responsables6.

AVANCES EN LA EDuCACIÓN. En vista de los escasos espacios de forma-
�¯Â¼�Ì�Î��¼¯À�Òį�¼¯ÀÁÒ�ì���Áµ�Ò��¼×�Ò��Á¼��¯Ò��Ì��¯����»Ýµ×¯Ìµ�į���¯¼Ò×�¼�¯��
de la Asociación Braille Paraguay, se creó en Asunción, en el año 2009, la 
Escuela N.º 3 “Don Luis Braille”, primera institución escolar para niños, ni-
À�Òį���Áµ�Ò��¼×�Ò�ì� ±Âå�¼�Ò��Á¼��¯Ò��Ì��¯����å¯ÒÜ�µ�ì�»Ýµ×¯Ìµ�Į�K�Á��ÀÁÒ�
más tarde, el Ministerio de Educación y Ciencias (MEC) aprobó la apertura 
y habilitación en el 2017 del Centro Educativo Integral Helen Keller, cuyo 
ÌÎ¯¼�¯Ì�µ�Á�±�×¯åÁ��Ò�©�Î�¼×¯ñ�Î�Ü¼��¨ÁÎ»��¯Â¼�¯¼×�©Î�µ�ÍÜ��ÌÁÒ¯�¯µ¯×����µ�Ò�
personas con discapacidad el disfrute de una vida independiente.

CREACIÓN DE SENADIS Y CoNADIS. A la luz de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, se crea en el 2012 la Secretaría 
Nacional por los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad (Se-
nadis), por Ley N.º 4720/20127į���õ¼����Ò�Î��µ��¼×��Î��×ÁÎ����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯-
cas en materia de los derechos humanos de las personas con discapacidad. 
Esta ley derogó, a su vez, la N.º 780/19798, “Que crea el Instituto Nacional de 
Protección a Personas Excepcionales (Inpro)”, que pasó a formar parte de la 
Senadis como Dirección de Protección y Rehabilitación. Este cambio eviden-
cia un compromiso desde lo normativo, en concordancia con lo establecido 
por la CDPD, de trascender el modelo o enfoque médico hacia el enfoque de 
derechos. Así también, pueden notarse avances en materia de participación 
con la creación de la Comisión Nacional por los Derechos de las Personas 

5 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 0HGLGDV�&DXWHODUHV�����, http://www.cidh.org/medidas/2008.sp.htm.

6 Julio Fretes, “Desde un pasado de frustraciones, esperanzas de cambios positivos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\�
���� (Asunción: Codehupy, 2008), 326-336.

7 Ley N.º 4720/2020, que crea la Senadis, 6HQDGLV, acceso el 16 de octubre de 2020, https://senadis.gov.py/application/
ȑOHV����������������/(<B�����SGI�

8 Ley N.º 780/1979, del 30 de noviembre de 1979, que crea el Inpro, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, 
acceso el 13 de octubre de 2020, https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/3133/ley-n-780-crea-el-instituto-nacional-
de-proteccion-a-personas-excepcionales-inpro.
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con Discapacidad (Conadis) por el artículo 7 del Decreto N.º 10514/2013 que 
reglamenta la Ley N.º 4720/2012.

APRoBACIÓN DEL INFoRME INICIAL DE PARAGuAY. En el 2013, el Co-
mité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad aprobó las obser-
å��¯Á¼�Ò�õ¼�µ�Ò9 10 concernientes al informe inicial del Paraguay. En ellas se 
hicieron visibles los pocos esfuerzos del país para implementar la ley, enfa-
tizándose la falta de participación de los miembros de las organizaciones de 
y para personas con discapacidad en la toma de decisiones en todo lo con-
cerniente a sus derechos. Asimismo, se señaló la necesidad de contar con 
un órgano independiente para el monitoreo, conforme a los Principios de 
París11�ì����Î��×¯õ��Î�µ���Á�µ���Á»Ì�×�¼�¯��Á×ÁÎ©������µ��\�¼��¯Òį�Ì�ÎÁ��Ò×��
el momento no se ha avanzado en la creación del órgano independiente12. 
Estas observaciones llevaron al Estado paraguayo a iniciar cambios legislati-
vos e impulsar políticas de inclusión.

oTRo GRAN AVANCE: EL PLANPCD 2015-2030. En el 2015 se elaboró el 
Plan de Acción Nacional por los Derechos de las Personas con Discapacidad 
(PLANPcD 2015-2030), con la participación de las organizaciones de y para 
las personas con discapacidad, la cooperación técnica del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) y el apoyo de 
la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID). 
El PLANPcD representa un gran avance, pues se establecen los lineamien-
tos que deben ser cumplidos por el Estado paraguayo para que las personas 
�Á¼��¯Ò��Ì��¯����×�¼©�¼��µ�Ìµ�¼Á��±�Î�¯�¯Á����ÒÜÒ���Î��ÁÒ��Á¼Ò�©Î��ÁÒ��¼�
la CDPD, la Constitución Nacional y las leyes nacionales.

RECoMENDACIoNES DE LA RELAToRA ESPECIAL SoBRE LoS DERE-
CHoS DE LAS PERSoNAS CoN DISCAPACIDAD. ž�õ¼�µ�Ò� ��µ� ăāĂĆ13, el 
Paraguay recibió la visita de la Sra. Catalina Devandas Aguilar. En sus obser-
vaciones preliminares14, la relatora especial realizó varias recomendaciones 
al Estado paraguayo, pero se puntualizan aquí dos de ellas: 

9 Laura Riveros Tapia, “Paraguay, un país que no logra incluir a las personas con discapacidad”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2013), 159-168.

10� 2EVHUYDFLRQHV�ȑQDOHV�VREUH�HO�LQIRUPH�LQLFLDO�GHO�3DUDJXD\��DSUREDGDV�SRU�HO�&RPLW«�HQ�VX�QRYHQR�SHULRGR�GH�VHVLRQHV�
(15 al 19 de abril de 2013), &53'�&�35<�&2��, 14 de mayo de 2013, acceso el 13 de octubre de 2020, https://tbinternet.
RKFKU�RUJ�BOD\RXWV����WUHDW\ERG\H[WHUQDO�'RZQORDG�DVS["V\PEROQR &53'��I&��I35<��I&2��I�	/DQJ HV�

11 ACNUR, 3ULQFLSLRV�UHODWLYRV�DO�HVWDWXWR�\�IXQFLRQDPLHQWR�GH�ODV�LQVWLWXFLRQHV�QDFLRQDOHV�GH�SURWHFFLµQ�\�SURPRFLµQ�GH�ORV�GHUHFKRV�
KXPDQRV, acceso el 15 de octubre de 2020,

KWWSV���ZZZ�DFQXU�RUJ�ȑOHDGPLQ�'RFXPHQWRV�3URWHFFLRQ�����������SGI�

12 Nota del Equipo Editor: hubo un trabajo de elaboración participativa de una propuesta de anteproyecto de ley para la 
creación de un mecanismo independiente a la luz de lo establecido por el art. 33. inc. 2 de la CDPD, que fuera realizada 
por las OSC-Conadis con la cooperación técnica de la OACNUDH.

13 Álvaro Martínez, “De vitalidades, caminos y des(a)tinos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 
2016), 127-139.

14 ACNUDH, 2EVHUYDFLRQHV�SUHOLPLQDUHV�GH�OD�5HODWRUD�(VSHFLDO�GH�1DFLRQHV�8QLGDV�VREUH�ORV�GHUHFKRV�GH�ODV�SHUVRQDV�FRQ�
GLVFDSDFLGDG��6UD��&DWDOLQD�'HYDQGDV�$JXLODU��YLVLWD�DO�3DUDJXD\�GHO����DO����GH�QRYLHPEUH�GH�����, 27 de noviembre de 2015, 
DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�GH������b 
KWWSV���ZZZ�RKFKU�RUJ�63�1HZV(YHQWV�3DJHV�'LVSOD\1HZV�DVS["1HZV,' �����	/DQJ,' 6�
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1. La transferencia de las atenciones de salud y rehabilitación de la 
Senadis al MSPyBS, y que los servicios sean descentralizados y pue-
dan encontrarse en cada región sanitaria del país; además, que el 
MSPyBS sea encargado de crear políticas de salud para personas 
con discapacidad; y 

ăĮ� >��ÜÎ©�¼�¯�����µ��»Á�¯õ���¯Â¼���µ��Â�¯©Á��¯å¯µ�V�Î�©Ü�ìÁ��¼�µÁ�Î�-
µ�×¯åÁ���µ�Ò�¯¼��¯µ¯×��¯Á¼�Ò�±Ü�¯�¯�µ�Ò�ÌÁÎ�»Á×¯åÁ�����¯Ò��Ì��¯���į�
situación que priva del derecho de autonomía a las personas con 
discapacidad y viola el principio convencional de igual reconoci-
miento ante la ley establecido en el artículo 12 de la CDPD.

EDuCACIÓN INCLuSIVA AL FIN. Desde el año 2013 se cuentan con la Ley 
N.º 5136/2013 de Educación Inclusiva y el Decreto N.º 2837/2014 que la regla-
menta. Estos instrumentos facultan al Ministerio de Educación y Ciencias 
a establecer acciones y mecanismos tendientes a la creación e implemen-
tación de un modelo educativo inclusivo dentro del sistema regular. En ese 
sentido, se han implementado proyectos de capacitación a docentes, como 
el Proyecto IncluYendo15į�ÍÜ��×¯�¼���Á»Á�Á�±�×¯åÁ�µ��¨ÁÎ»��¯Â¼���µǞ��Î�Ò��Á-
centes que fomenten la educación inclusiva. Esto constituye un paso adelan-
te en el largo camino a hacer efectiva la educación inclusiva. Sin embargo, 
luego de la visita de la relatora especial al año siguiente, esta constató que 
varias de sus observaciones del 2015 sobre la educación inclusiva seguían vi-
gentes16. Al respecto, expresó que “le preocupa que la misma no cuente con 
un presupuesto adecuado que le permita avanzar en el proceso de fortale-
�¯»¯�¼×Á����µ�Ò���Ì��¯����Ò�×��¼¯��Ò���µ�Ì�ÎÒÁ¼�µ��Á��¼×��Ì�Î���µ���ÁÎ��±��
inclusivo en aula”17.

“VoTo ACCESIBLE”. En el 2014, a través de la Resolución N.º 270/2014, el 
Tribunal Superior de Justicia Electoral (TSJE) estableció el plan piloto de 
“Voto Accesible”, el cual se puso en práctica en las Elecciones Municipales 
del 2015. Para las elecciones generales y departamentales del 2018, el TSJE18, 
por Resolución N.º 41/2017, estableció el “Reglamento para el Voto Accesible”, 
instaurando las modalidades de “Mesa Accesible”, “Voto en Casa” y “Mesa 
de Consulta”; aparte de las modalidades establecidas en el Código Electoral 
Paraguayo, que son el “Voto Asistido” y el “Voto Preferente”. Este reglamento 

15 “Formación a Líderes Docentes que Fomenten la Educación Inclusiva”, 0(&, acceso el 15 de octubre de 2020, https://
www.mec.gov.py/cms/?ref=299203-formacion-a-lideres-docentes-que-fomenten-la-educacion-inclusiva.

16 Mario Rubén Marecos, Emilio Pineda y Eva Insfrán, “La gran brecha”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2019), 151-162.

17 Consejo de Derechos Humanos, ,QIRUPH�GH�OD�5HODWRUD�(VSHFLDO�VREUH�ORV�GHUHFKRV�GH�ODV�SHUVRQDV�FRQ�GLVFDSDFLGDG�VREUH�VX�
YLVLWD�DO�3DUDJXD\��$VDPEOHD�*HQHUDO�GH�ODV�1DFLRQHV�8QLGDV, 21 de diciembre de 2016, acceso el 14 de octubre de 2020, 
https://www.mre.gov.py/SimorePlus/Adjuntos/Informes/Relatora%20Especial%20sobre%20los%20derechos%20
de%20las%20Personas%20con%20Discapacidad%202016.pdf.

18 “Voto Accesible”, TSJE, acceso el 15 de octubre de 2020, https://tsje.gov.py/voto-accesible.html.
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Ò¯©¼¯õ�Â�Ü¼�Ì�ÒÁ����¯Ò¯åÁ���¯���µ��±�Î�¯�¯Á�Ìµ�¼Á����µÁÒ���Î��ÁÒ����µ�Ò�Ì�Î-
sonas con discapacidad (PcD)19. 

LEY DE SITuACIÓN DE EMERGENCIA EN SuSPENSo. En el año 2019 se 
promulgó la Ley N.º 6292/2019 “Que declara en emergencia la situación de 
personas con discapacidad y dispone tomar medidas concretas a favor de las 
mismas”20 con el Decreto Reglamentario N.º 2323. Sin embargo, no se ha po-
dido avanzar en su cumplimiento, considerando la situación acaecida con la 
pandemia producida por la covid-19. Así también, se avanzó en la Matriz del 
Plan Operativo por parte del Comité de Emergencia, que fuera creado para 
ÒÜ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Áį��ÜìÁ�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ�Á�±�×¯åÁ��Ò�¯»ÌÜµÒ�Î��µ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á����µ�Ò�
leyes de protección de las personas con discapacidad que tiene el país21.

sitUaCiÓn DEl DErECHO En 2020

V�D��C.��VJY�=���Jr.�ɰǽȅ

La Senadis ha impulsado una serie de acciones para sobrellevar de una ma-
nera digna la crisis sanitaria, económica, educativa y social generada por la 
pandemia del coronavirus. De esta forma, dio cumplimiento a lo establecido 
en el artículo 11 de la CDPD, sobre obligaciones en situaciones de riesgo y 
emergencias humanitarias. 

En ese sentido, en paralelo a un proceso de consulta con agencias y organis-
»ÁÒ�¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ�Ò�ÒÁ�Î���µ�¯»Ì��×Á�ì��µ�Ò¯©¼¯õ���Á����µ��Ì�¼��»¯���¼��µ�
sector de discapacidad, el 27 de marzo se llevó a cabo el 1.er Foro Virtual22 en-
tre autoridades y miembros de organizaciones de y para personas con disca-
Ì��¯���Į��µ�Á�±�×¯åÁ�¨Ü���Á¼Á��Î�µ�Ò�¯¼ÍÜ¯�×Ü��Ò���µ�Ò��×ÁÎ�ì�µ�Ò��µ×�Î¼�×¯å�Ò�
de soluciones que presentan las autoridades de las diferentes instituciones.

Como resultado, se consensuó establecer un plan de contingencia, el cual se 
inició con la recepción de inquietudes y sugerencias por parte de las ONG, 

19 Más detalles sobre el sistema del voto accesible, ver Ricardo Yamil Derene O., “Inclusión, una tarea pendiente”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2018), 150-151.

20 Ley N.º 6292/2019, del 16 de abril de 2019, que declara en emergencia la situación de las personas con discapacidad y 
dispone tomar medidas concretas a favor de las mismas, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, acceso el 10 
de octubre de 2020, https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/8879/ley-n-6292-declara-en-emergencia-la-situacion-
de-personas-con-discapacidad-y-dispone-tomar-medidas-concretas-a-favor-de-las-mismas.

21 Nota del Equipo Editor: un hito de la mayor relevancia en la trayectoria de los 25 años que no puede dejar de ser 
mencionado fue la presentación del proyecto de Ley contra Toda Forma de Discriminación, en cuya elaboración 
tuvieron destacado liderazgo los defensores de derechos de las personas con discapacidad. De hecho, el proyecto, 
que aún se encuentra en estudio en el Poder Legislativo, lleva el nombre del abogado Julio Fretes, en homenaje a ese 
GHVWDFDGR�GHIHQVRU�GHO�FROHFWLYR�GH�SHUVRQDV�FRQ�GLVFDSDFLGDG�YLVXDO��XQR�GH�ORV�DUW¯ȑFHV�\�UHGDFWRUHV�GHO�SUR\HFWR�

22 “Reunión virtual sobre políticas públicas de inclusión”, 6HQDGLV, 6 de mayo de 2020, acceso el 14 de octubre de 2020, 
https://senadis.gov.py/index.php/noticias/reunion-virtual-sobre-politicas-publicas-de-inclusion. 
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etapa denominada demandas y acciones23Į��Ò×Á��ÎÎÁ±Â��Á»Á�Î�ÒÜµ×��Á�µ���Á¼Ò-
×ÎÜ��¯Â¼����Ü¼��»�×Î¯ñ�����Á¼×¯¼©�¼�¯��ÍÜ���Á¼×�»Ìµ���¯¼�Á��±�Ò��Ò×Î�×�-
©¯�ÁÒ��¼×��µ��Ì�¼��»¯�ĭ�Ò�µÜ�į���Ü���¯Â¼į�×Î���±Áį��×�¼�¯Â¼��¼�Ò¯×Ü��¯Â¼����
emergencia y protección social.

>ÁÒ�©ÎÜÌÁÒ����×Î���±Á��Áµ��ÁÎ�×¯åÁį��Á¼�»¯�»�ÎÁÒ����µ��ÒÁ�¯������¯å¯µ�ì�Î�¨�-
rentes de las diferentes instituciones que tienen competencia para el cum-
Ìµ¯»¯�¼×Á����µÁÒ��¯¼�Á��±�Ò��Ò×Î�×�©¯�ÁÒį��¼�Ò¯Ò×�»�×¯ñ��Á��¼�Ü¼��Ü��ÎÁ24 de 
cumplimiento que contiene las propuestas, estrategias, acciones, producto. 
Pero no pudieron determinarse el plazo, la entidad responsable, las entida-
��Ò��Á¼�µ�Ò�ÍÜ��������Î×¯�Üµ�ÎÒ��ì�µ��¯��¼×¯õ���¯Â¼����Ü¼�Î�¨�Î�¼×�Į�X�ÒÜµ×��
preocupante la falta de avances en el cumplimiento de este plan de contin-
gencia, considerando que, al cierre del informe, han pasado ocho meses del 
inicio de la crisis.

ž�õ¼����¯¼¨ÁÎ»�Î����¨ÁÎ»���µ�Î�į�µ��\�¼��¯Ò���Ò�ÎÎÁµµÂ�Ü¼����»Ì�À���¼�¨ÁÎ-
mato accesible con las recomendaciones25 para PcD, cuidadores y ciudadanía 
en general a ser tenidos en cuenta durante la pandemia. Así también, a través 
��µ���¼×ÎÁ����X�µ�åÁ����µ��\��Î�×�ÎǞ��a��¼¯������Vµ�¼¯õ���¯Â¼�Ł\aVł�ì�µ��ao�
VÝ�µ¯��į�Ò��©�Î�¼×¯ñÂ�ÍÜ�� µ�� ¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼����Î������ µ�Ò����¯Ò¯Á¼�Ò�×Á»���Ò�
por el Gobierno y las recomendaciones varias dictadas por las autoridades 
nacionales, llegasen a todas las personas con discapacidad, especialmente al 
colectivo de las personas con discapacidad auditiva, con la incorporación de 
intérpretes en lengua de señas en las conferencias de prensa.

�Á»Á�Ò�µå�©Ü�Î������µÁÒ�¯¼©Î�ÒÁÒ����µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò�ì�µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��¼�
situación de informalidad con énfasis en ciudades de frontera y otras me-
didas que impulse la economía nacional, se promulgó la Ley N.º 6587/202026 
que establece el programa Pytyvõ 2.0. Lamentablemente, este no contempla 
���»�¼�Î���ÒÌ��¯�µ��Á»Á���¼�õ�¯�Î¯�Ò���µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Á¼��¯Ò��Ì��¯���Į�>��
página web y los formularios no son accesibles a las personas con discapaci-
dad sensorial27.

23 “Plan de contingencia covid-19. Demandas y acciones”, 6HQDGLV, acceso el 14 de octubre de 2020, https://senadis.gov.py/
DSSOLFDWLRQ�ȑOHV����������������'(0$1'$6B<B$&&,21(6B'(/B3/$1B'(B&217,1*(1&,$BTYS��Z���SGI�

24 “Cuadro / Plan de contingencia COVID-20 - personas con discapacidad”, 6HQDGLV, acceso el 15 de octubre de 2020, https://
VHQDGLV�JRY�S\�DSSOLFDWLRQ�ȑOHV����������������FXDGURBSODQBGHBFRQWLQJHQFLDB&29,'BB),1$/BET�����N�SGI��

25� 6HQDGLV��UHFRPHQGDFLRQHV�HQ�IRUPDWR�DFFHVLEOH��KWWSV���VHQDGLV�JRY�S\�DSSOLFDWLRQ�ȑOHV����������������)RUPDWRB
Accesible_8ltcwtaf.pdf.

26 Ley N.º 6587/2020, del 1 de agosto de 2020, que establece el programa Pytyvõ 2.0..., %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�
&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, acceso el 10 de octubre de 2020, https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/9309/ley-n-
6587-establece-el-programa-pytyvo-20-como-salvaguarda-de-los-ingresos-de-los-trabajadores-en-situacion-de-
informalidad-con-enfasis-en-ciudades-de-frontera-y-otras-medidas-que-impulsen-la-economia-nacional. 

27 Sitio web habilitado por el Ministerio de Hacienda para consulta ciudadana: https://pytyvo2.hacienda.gov.py/
ConsultaPytyvo/index.jsf. 
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�gCV=.C.�DcJ���=�V=�DV���ǾǼǽȁɰǾǼǿǼ

El PLANPcD es un instrumento valioso cuya implementación cabal derrum-
��ÎǞ��µ�Ò���ÎÎ�Î�Ò�ÍÜ��¯»Ì¯��¼��µ�©Á���ì��±�Î�¯�¯Á������Î��ÁÒ����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
con discapacidad. No obstante, a cinco años de su aprobación, la difusión y 
el cumplimiento de sus lineamientos han sido lentos. Esta situación empeo-
ró en el 2020 debido a la pandemia del coronavirus28.

Para avanzar, la Senadis, en alianza con la Agencia Española de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo (AECID), a través del Proyecto “Bridging the 
+�Ì�Ņ�ž�ÁÎ×�¼�Á��¯Ò×�¼�¯�ÒŌį��¯Ò�À�ÎÁ¼�õ��Ò����¯¼�¯���ÁÎ�Ò���µ�Vµ�¼����ž�-
ción Nacional por los Derechos de las Personas con Discapacidad, de forma 
participativa con miembros de la OSC-Conadis. Estas fueron construidas y 
å�µ¯����Ò���õ¼�µ�Ò����ăāĂĊ��Á¼��µ�Á�±�×¯åÁ����»Á¼¯×ÁÎ��Î� µÁÒ�ÌÎÁ©Î�ÒÁÒ��¼�
su implementación y el impacto en el goce de derechos de las personas con 
discapacidad29.

Dichos indicadores se encuentran en una etapa de implementación desde los 
organismos y las entidades del Estado (OEE). Estos deben incluirlos desde 
�µ��±�Î�¯�¯Á�*¯Ò��µ�ăāăĂ��¼��µ�a��µ�ÎÁ���µ�\¯Ò×�»�����Vµ�¼¯õ���¯Â¼�ÌÁÎ�X�ÒÜµ-
×��ÁÒ�Ł\VXłĮ��µ�Á�±�×¯åÁ��Ò�©�¼�Î�Î���×ÁÒ�ÒÁ�Î��µÁÒ���Î��ÁÒ����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
con discapacidad que serán exigibles a todos los OEE para dar cumplimiento 
al Presupuesto por Resultado (PPR) del nivel de inversión presupuestaria de 
cada OEE con relación a la garantía de cumplimiento de los derechos de las 
personas con discapacidad. La institución encargada de su implementación 
ì�»Á¼¯×ÁÎ�ÁÒ��Ò�µ��\��Î�×�ÎǞ��a��¼¯������Vµ�¼¯õ���¯Â¼�Ł\aVłĮ

SaLUD 

Con la pandemia de la covid-19 se acrecentaron las carencias y desigualda-
��Ò���¼×ÎÁ���µ�Ò¯Ò×�»�����Ò�µÜ�Į��¼��Ò��Ò�¼×¯�Áį� µÁÒ�Ò�Îå¯�¯ÁÒ����Ò�µÜ��ÌÝ-
blicos y privados no cuentan con personal capacitado para la atención de 
personas con discapacidad. La falta de intérpretes de lengua de señas en los 
ÁÒÌ¯×�µ�Òį�×�¼×Á�Ì�Î���µ��Î������ÜÎ©�¼�¯�Ò��Á»Á����¯¼×�Î¼��¯Á¼�Òį��¯õ�Üµ×��
el diagnóstico y tratamiento de las personas con discapacidad auditiva. In-
clusive, existen pocos seguros médicos privados que otorguen cobertura y, 
si las otorgan, los costos son muy elevados. Por este motivo, es necesario que 

28 “Plan de Acción Nacional por los Derechos de las Personas con Discapacidad. 2015-2030”, Secretaría Nacional por 
los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad, Comisión Nacional por los Derechos de las Personas con 
'LVFDSDFLGDG�\�2ȑFLQD�GHO�$OWR�&RPLVLRQDGR�GH�ODV�1DFLRQHV�8QLGDV�SDUD�ORV�'HUHFKRV�+XPDQRV��DFFHGLGR�HO���GH�
octubre de 2020, disponible en https://acnudh.org/load/2019/07/047-Plan-de-Acci%C3%B3n-Nacional-DPcD.pdf.

29 “Desarrollan indicadores para el Plan por derechos de las personas con discapacidad”, 6HFUHWDU¯D�7«FQLFD�GH�3ODQLȍFDFLµQ�
GHO�'HVDUUROOR�(FRQµPLFR�\�6RFLDO, 2 de abril de 2019, acceso el 4 de octubre de 2020, https://www.stp.gov.py/v1/
desarrollan-indicadores-para-el-plan-por-derechos-de-las-personas-con-discapacidad/.
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la Superintendencia General de Salud30, conforme a las atribuciones que le 
Á×ÁÎ©��µ��µ�ìį�ÒÜÌ�Îå¯Ò����µ�Ò��Ò�©ÜÎ��ÁÎ�Ò����Ò�µÜ����õ¼����ÒÜ�Ò�¼�Î�ì��å¯×�Î�
que, por discriminación, las personas con discapacidad sean excluidas del 
sistema de atención de salud.

Para paliar la imposibilidad de la atención presencial durante la pandemia, 
la Senadis dispuso que los servicios de atención psicológica, estimulación 
×�»ÌÎ�¼��ì�Î���¯µ¯×��¯Â¼�¨ǞÒ¯���Ò��¼�Î��µ¯ñ��ÁÒ����»�¼�Î��Î�»Á×�Į���±Á��µ�
¼Á»�Î�����a�µ�×Î���±Áĺa�µ�Î���¯µ¯×��¯Â¼į�Ò��Ìµ�¼×�Â�µ��Ü×¯µ¯ñ��¯Â¼�����ÎÎ�-
mientas informáticas y tecnológicas correspondientes para cada servicio de 
rehabilitación, así como también atención médica primaria vía online.

Igualmente, se dispuso el trámite en línea de habilitación para circulación de 
las personas con discapacidad intelectual y/o discapacidad física o motora 
durante el tiempo de vigencia de las medidas restrictivas ante el riesgo de 
expansión del coronavirus en el territorio nacional y de que así se agrave su 
condición. 

ž¼×��µ��Ò¯×Ü��¯Â¼�����¼©ÜÒ×¯��©�¼�Î����ÌÁÎ��µ��Á¼õ¼�»¯�¼×Áį��µ�E\Vì�\���-
terminó que las unidades de salud mental entreguen las recetas de los medi-
camentos a los pacientes registrados sin necesidad de consulta previa, para 
continuar con la medicación. Ahora bien, no se previó la atención en caso de 
ÍÜ���µ�Ì��¯�¼×��¼���Ò¯×��µ��»Á�¯õ���¯Â¼����µ��»��¯���¯Â¼�ì��Ò���Ì�Î���Ü»�¼-
tar o disminuir la dosis. 

El Hospital Psiquiátrico prosiguió con las atenciones de urgencia, los trata-
mientos ambulatorios y, solo en caso de extrema necesidad, la internación, 
considerando que en septiembre se registraron contagios entre los pacien-
tes internados y funcionarios del nosocomio31.

eDUCaCión

Con la pandemia, niñas, niños y adolescentes con discapacidad fueron 
�¨��×��ÁÒ� Ò¯©¼¯õ��×¯å�»�¼×��ÌÁÎ� �µ� ��»�¯Á���� µ��»Á��µ¯����ÌÎ�Ò�¼�¯�µ����
la educación a una virtual. En muchos casos es muy difícil suplir las clases 
ÌÎ�Ò�¼�¯�µ�Ò�ÌÁÎ�µ�Ò�¼���Ò¯����Ò��ÒÌ��Ǟõ��Ò�����ÌÁìÁ���Ü��×¯åÁ���������×¯ÌÁ�
����¯Ò��Ì��¯���į��Ò�©ÜÎ�¼�Á�µ��¯»Ìµ�»�¼×��¯Â¼�����±ÜÒ×�Ò�Î�ñÁ¼��µ�Ò�Ì�Î-
tinentes.

30 Ley N.º 2319, del 13 de septiembre de 2006, que establece las funciones y competencias de la Superintendencia de 
Salud…”, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, acceso el 4 de octubre de 2020, https://www.bacn.gov.py/
leyes-paraguayas/1880/establece-las-funciones-y-competencias-de-la-superintendencia-de-salud-creada-por-ley-n-
1032-de-fecha-30-de-diciembre-de-1996-que-crea-el-sistema-nacional-de-salud.

31 “Hospital psiquiátrico registra 40 pacientes y 16 funcionarios con COVID-19”, /D�1DFLµQ, 21 de septiembre de 2020, 
acceso el 5 de octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/09/21/hospital-psiquiatrico-registra-40-
pacientes-y-16-funcionarios-con-covid-19/.
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žµ� Î�ÒÌ��×Áį� ¼¯ÀÁÒį� ¼¯À�Ò� ì� ±Âå�¼�Ò� �Á¼� �¯Ò��Ì��¯���� å¯ÒÜ�µ� ì�»Ýµ×¯Ìµ�� Ò��
å¯�ÎÁ¼��¨��×��ÁÒį�ÌÜ�Ò��µ���ÁÎ��±���Á¼��µµÁÒ��Ò�Ì�ÎÒÁ¼�µ¯ñ��Áį�ì��ÍÜ��Ò��Ü×¯-
liza primordialmente el contacto físico. Por lo tanto, las clases virtuales solo 
sirven de guía para realizar las tareas en casa, siempre con ayuda de la fa-
milia.

Como estrategia educativa a distancia para el desarrollo de clases, el MEC 
impulsó la iniciativa “Tu escuela en casa”32 para los niveles de Educación Ini-
cial, Escolar Básica y Media por los canales de televisión y radios adheridos. 
Asimismo, puso a disposición una plataforma de recursos digitales33 para 
facilitar el desarrollo de las clases tanto para los docentes, alumnos(as) y fa-
»¯µ¯�Òį�µ�Ò�¼¯À�Ò�ì�µÁÒ�¼¯ÀÁÒ�ÒÁÎ�ÁÒ��Á¼õ¼��ÁÒ��¼�ÒÜÒ���Ò�ÒĮ�>�Ò��Ü×ÁÎ¯����Ò�
educativas han tratado de implementar clases a distancia para estos, pero 
la mayoría proviene de familias sin recursos tecnológicos o limitados para 
conectarse a distancia y privados de la interacción social en un ambiente de 
comunicación accesible.

En cuanto a la adecuación de los centros educativos para recibir al alumnado 
con discapacidad, conforme lo establece la Ley de Educación Inclusiva, se 
está tornando muy lenta, considerando que los centros educativos del Es-
tado no cuentan con docentes de apoyo. Esta situación se convierte en una 
barrera más para la verdadera inclusión, pues el costo del o la docente de 
apoyo corre por cuenta de las familias y estas, en la mayoría de los casos, no 
pueden asumirlo. Tampoco se cuenta con herramientas didácticas adapta-
��Ò��Á¼��±ÜÒ×�Ò�Î�ñÁ¼��µ�Òį�¼¯�ÒÜõ�¯�¼×�Ò��Á��¼×�Ò���Ì��¯×��ÁÒ�Ì�Î��Î��¯�¯Î�
a niños y niñas con discapacidad en las aulas.

En mayo de 2020 fue promulgada la Ley N.º 6530/2020 “Que otorga recono-
�¯»¯�¼×Á�Áõ�¯�µ���µ��>�¼©Ü�����\�À�Ò�V�Î�©Ü�ì��Ł>\Vìł34” como primera len-
gua de las personas con discapacidad auditiva de Paraguay, además de ser 
reconocida como lengua de comunicación, de instrucción y de promoción 
���µ��¯��¼×¯���į�µ���Üµ×ÜÎ��ì�µÁÒ���Î��ÁÒ�µ¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒĮ�ž�×Î�å�Ò����µ��»¯Ò»��
también se regularán el plan educativo de las instituciones de formación y 
capacitación y la acreditación de intérpretes, cuya autoridad de aplicación 
Ò�Î��µ��\��Î�×�ÎǞ�����VÁµǞ×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ×¯��Ò�Ł\V>łĮ�

32� ǘǕ7X�(VFXHOD�HQ�&DVDʜ�SURVLJXH�FRQ�FRQWHQLGRV�SHGDJµJLFRV�SDUD�FDGD�QLYHO�HVFRODUǙ��0(&, acceso el 5 de octubre de 2020, 
https://www.mec.gov.py/cms/?ref=299605-tu-escuela-en-casa--prosigue-con-contenidos-pedagogicos-para-cada-
nivel-escolar.

33 Plataforma de recursos digitales de “Tu Escuela en Casa”, 0(&, acceso el 6 de octubre de 2020, https://aprendizaje.mec.
edu.py/aprendizaje/.

34� /H\�1�|������������GHO����GH�PD\R�GH�������TXH�UHFRQRFH�RȑFLDOPHQWH�D�OD�OHQJXD�GH�VH³DV��%LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�
GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, acceso el 10 de octubre de 2020, https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/9206/ley-n-6530-
RWRUJD�UHFRQRFLPLHQWR�RȑFLDO�D�OD�OHQJXD�GH�VHQDV�SDUDJXD\DV�OVS\��a�WH[W /D���SUHVHQWH���/H\���WLHQH���
por,personas%20con%20discapacidad%20auditiva%20del.
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En el marco del proceso de elaborar el decreto reglamentario de la Ley N.º 
6530/2020, se está iniciando un debate sobre la educación de las personas 
con discapacidad auditiva que exigen que la lengua de señas sea la primera 
lengua de acceso de los niños y las niñas sordos(as) o lengua materna. Algu-
nos interpretan eso como una regresión a la educación segregada, pero el 
�Î×Ǟ�ÜµÁ�ăą����µ����V��Ò��Î�õ�Î��×�»�¯�¼���µ��Ì�ÎÒÌ��×¯å���×¼¯�ÁŅµ¯¼©ßǞÒ×¯��Į

Trabajo

A pesar de los esfuerzos de las diversas organizaciones de la sociedad civil de 
y para personas con discapacidad, son pocos los OEE que dan cumplimiento 
�µ�ÌÁÎ��¼×�±�����Ćŧ��Ò×��µ��¯�Á��¼�µ��>�ì�Ì�Î��µ�Ò�V�ÎÒÁ¼�Ò��Á¼��¯Ò��Ì��¯���Į�
>��\��Î�×�ÎǞ����� µ��*Ü¼�¯Â¼�VÝ�µ¯��� Ł\*Vł� ¯¼¨ÁÎ»Â35 a la Sub Comisión de 
*Ü¼�¯Â¼�VÝ�µ¯������µ���Á¼��¯Ò��¼�±Üµ¯Á����ăāăā�µ��Ò¯×Ü��¯Â¼���µ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á�
���µ��>�ì�FĮû�ăąĈĊ�ì�ÒÜ�»Á�¯õ��×ÁÎ¯��>�ì�FĮû�ĄĆĉĆĮ

En este aspecto, se puede observar que existen 26 OEE que tienen 413 fun-
cionarios con discapacidad, representando el 6,30%36, 21 OEE37 cuentan con 
planes de inclusión y 21538 OEE que incorporan personas con discapacidad 
en sus nóminas, pero no cumplen con el 5%, lo que hace necesaria la aplica-
ción de las sanciones que contempla la norma. 

�¼�»�ìÁį��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ���ÌÎ�Ò�¼×��Á����¯å�ÎÒÁÒ���×ÁÎ�Ò�ÒÁ�¯�µ�Ò��µ��Á-
rrador del “Anteproyecto de Ley del Servicio Civil” y del “Anteproyecto de 
Ley que establece el Sistema Nacional de Gestión del Servicio Civil y Crea la 
Dirección Nacional del Servicio Civil como Órgano Rector del Sistema”, en 
cuyo Título XII “De los Regímenes Especiales”, Capítulo I “De las personas 
con discapacidad”, se reglamentan de manera más clara las responsabilida-
��Ò��¼���ÒÁ����¯¼�Ü»Ìµ¯»¯�¼×Áį�µÁÒ�ÒÜ±�×ÁÒ�Á�µ¯©��ÁÒ�ì�µÁÒ�×¯ÌÁÒ����Ò�¼�¯Á-
¼�ÒĮ�ž�õ¼�����¼�µ¯ñ�Î��¯�ÁÒ��ÁÎÎ��ÁÎ�Ò�Ò����̄ ¼Ò×�µ��Á�Ü¼��»�Ò��×��¼¯����Á¼�
miembros de los sindicatos, de la sociedad civil con técnicos de la Secretaría 
���µ��*Ü¼�¯Â¼�VÝ�µ¯��Į�2©Ü�µ»�¼×�į�µ����»�Î�����\�¼��ÁÎ�Ò39 convocó a una 
�Ü�¯�¼�¯��ÌÝ�µ¯���å¯Î×Ü�µ��µ�Ăĉ����Ò�Ì×¯�»�Î�į��¼�µ���Ü�µ�Ò���¼�µ¯ñ�ÎÁ¼��»�ÁÒ�
borradores de proyectos de ley.

35 Secretaría de la Función Pública, “Funcionarios con discapacidad (FcD) en los organismos y entidades del Estado (OEE) 
por sexo y tipo de vínculo…”, https://www.sfp.gov.py/sfp/archivos/documentos/PcD_07_20_pvfc5yri.pdf. 

36 Véanse porcentajes en el informe de la Secretaría de la Función Pública, https://www.sfp.gov.py/sfp/archivos/
documentos/Cumplen_PcD_0720_x1dkbazq.pdf. 

37 Véase cantidad de OEE que cuentan con planes de inclusión en el informe de la Secretaría de la Función Pública, https://
www.sfp.gov.py/sfp/archivos/documentos/ConPIn_PcD_07_20__3w1ibkkw.pdf. 

38 Véanse cantidad y porcentajes de OEE que incorporan personas con discapacidad en sus nóminas
en el informe de la Secretaría de la Función Pública, https://www.sfp.gov.py/sfp/archivos/documentos/EnProceso_

PcD_0720_ncs8zrov.pdf.

39 “Ficha Técnica de la Audiencia Pública”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 6 de octubre de 2020, 
http://silpy.congreso.gov.py/audienciapublica/102808.
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Además, puede notarse que es necesaria la reglamentación de los tipos de 
×Î���±Á�ÍÜ��ÌÜ���¼����Î�µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Á¼��¯Ò��Ì��¯���į������Ü�Î�Á��Á¼�µ�Ò�
�Ì×¯×Ü��Ò�ÍÜ��ÌÁÒ��¼Į�>ÁÒ��¼×�Ò�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�ÍÜ��¯¼�ÁÎÌÁÎ�¼���Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Á¼��¯Ò-
capacidad no dan funciones determinadas y de responsabilidad, lo cual no 
�¯©¼¯õ����µ�×Î���±Á�ÍÜ��Ò��Î��µ¯ñ�Į

LiberTaD De expreSión Y De opinión 
Y aCCeSo a La inFormaCión

La comunicación y el acceso a la información de las personas con discapaci-
�����Á¼Ò×¯×Üì�¼�Ü¼�©Î�¼���õ�¯×�¼Á�ÒÁµÁ���µ��Ò×��Áį�Ò¯¼Á�×�»�¯�¼����µÁÒ�»�-
dios de comunicación. En especial, la comunicación dirigida a las personas 
con discapacidad auditiva y visual, que se resiente más durante la pandemia 
del coronavirus, considerando que no siempre la información llega de ma-
nera rápida y veraz. 

La Ley N.º 4336/201140 de lengua de señas en los noticieros informativos siem-
pre fue resistida por los medios privados de comunicación. No obstante, se 
espera que con el decreto reglamentario de la Ley N.º 6530/2020 se contem-
Ìµ���µ©Ý¼� ×¯ÌÁ���� Ò�¼�¯Â¼�Ì�Î�� µÁÒ�»��¯ÁÒ�����Á»Ü¼¯���¯Â¼��Ü�¯Áå¯ÒÜ�µ�Ò�
que incumplan la norma. 

Se estableció una mesa técnica entre las OSC, la Secretaría de Políticas Lin-
©ßǞÒ×¯��Òį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á������Ü���¯Â¼�ì��¯�¼�¯�Òį�µ��\�¼��¯Ò�ì��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�
de Tecnología de la Información y Comunicación (Mitic) para presentar el 
proyecto de decreto reglamentario. Asimismo, se ha incluido a la Dirección 
Nacional de Propiedad Intelectual (Dinapi), por su carácter de institución 
que vela por los derechos intelectuales, puesto que debe ser visualizada la 
Ley N.º 5362/1441 para facilitar el acceso a los libros por parte de las personas 
con discapacidad visual, considerando que hay derechos de autor de tales 
publicaciones. También, eventualmente, se requerirán video-libros para las 
personas con discapacidad auditiva.

40 Ley N.º 4336, del 3 de junio de 2011, que establece la obligatoriedad del lenguaje de señas en los informativos o 
noticieros de los medios de comunicación audiovisuales, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, acceso el 
5 de octubre de 2020, https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/3687/ley-n-4336-establece-la-obligatoriedad-del-
lenguaje-de-senas-en-los-informativos-o-noticieros-de-los-medios-de-comunicacion-audiovisuales. 

41  Ley N.º 5362, del 24 de noviembre de 2014, que aprueba el Tratado de Marrakech para facilitar el acceso a las obras 
SXEOLFDGDV�D�ODV�SHUVRQDV�FLHJDV��FRQ�GLVFDSDFLGDG�YLVXDO�R�FRQ�RWUDV�GLȑFXOWDGHV�SDUD�DFFHGHU�DO�WH[WR�LPSUHVR��
%LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, acceso el 5 de octubre de 2020, https://www.bacn.gov.py/
leyes-paraguayas/4565/aprueba-el-tratado-de-marrakech-para-facilitar-el-acceso-a-las-obras-publicadas-a-las-
SHUVRQDV�FLHJDV�FRQ�GLVFDSDFLGDG�YLVXDO�R�FRQ�RWUDV�GLȑFXOWDGHV�SDUD�DFFHGHU�DO�WH[WR�LPSUHVR��a�WH[W /H\HV���
Paraguayas-,%20Ley%20N%C2%BA%205362%20%2F%20APRUEBA%20EL%20TRATADO%20DE%20
MARRAKECH%20PARA%20FACILITAR,PARA%20ACCEDER%20AL%20TEXTO%20IMPRESO.
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COnClUsiOnEs

El lento avance en el cumplimiento del Plan de Acción Nacional por los 
��Î��ÁÒ����µ�Ò�V�ÎÒÁ¼�Ò��Á¼��¯Ò��Ì��¯���į�ì��¼��ÒÌ��¯�µ���µ��±��ŊaÁ»�����
�Á¼�¯�¼�¯�Ōį��¯õ�Üµ×���µ� ��»�¯Á��Üµ×ÜÎ�µ�ÍÜ��Ò��¼���Ò¯×��Ì�Î���Á»ÌÎ�¼��Î�
µ��ÜÎ©�¼�¯�����µ��Î�»Á�¯Â¼����µÁÒ�Á�Ò×��ÜµÁÒį���õ¼����ÍÜ��µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Á¼�
discapacidad puedan hacer efectivo el goce de sus derechos, en igualdad de 
condiciones con los demás miembros de la sociedad. 

\��ÌÜ����Á�Ò�Îå�Î�ÍÜ��ÒÁµÁ��¼�µÁÒ��»�¯×ÁÒ����Ò�µÜ�į���Ü���¯Â¼�ì�¨Ü¼�¯Â¼�ÌÝ-
blica se encuentran familiarizados con el cambio de paradigma que inició la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Por ende, 
todavía se trata a la discapacidad como un problema médico, obviando que 
sus necesidades laborales, sociales y académicas deben ser satisfechas. Ade-
más, en caso de encontrarse barreras, deben ser derribadas con leyes, cam-
pañas de concientización y, por sobre todo, con un cambio cultural que debe 
Ò�Î�Ìµ�¼¯õ���Á����ÁÎ×Áį�»��¯�¼Á�ì�µ�Î©Á�Ìµ�ñÁÒĮ

Con la crisis de la covid-19, el colectivo de personas con discapacidad se 
�¼�Ü�¼×Î�� ÒÜ»�»�¼×�� åÜµ¼�Î��µ�į� ÌÜ�Ò� �µ� �Á¼õ¼�»¯�¼×Á� µ�Ò���ÌÎ¯å��Á���
muchas de ellas dar continuidad a los procesos de rehabilitación de forma 
ÌÎ�Ò�¼�¯�µį� �Üì�Ò� �Á¼Ò��Ü�¼�¯�Ò� �� ¨Ü×ÜÎÁ� ÌÁ�ÎǞ�¼� Ò¯©¼¯õ��Î� Ü¼� ��×�Î¯ÁÎÁ�
en su salud. Por otro lado, no pueden cumplir cabalmente con el distancia-
miento social, puesto que dependen de apoyos para llevar adelante cualquier 
��×¯å¯���Ĺ��¼��Á¼Ò��Ü�¼�¯�į�Ò���¼�Ü�¼×Î�¼��Ý¼�»�Ò��ëÌÜ�Ò×�Ò����Á¼×Î��Î��µ�
coronavirus.

La falta de políticas de salud para personas con discapacidad tiene como re-
sultado la ausencia de proyectos de prevención de enfermedades discapa-
citantes42, así como de la discapacidad adquirida debido a accidentes auto-
»Áå¯µǞÒ×¯�ÁÒį����×Î���±Á�ì�Á×ÎÁÒį�µÁÒ�ÍÜ���Á¼��Ü�¼�Ò���»Ì�À�Ò����ÌÎ�å�¼�¯Â¼�
son evitables.

Durante esta crisis de salud, las clases y tareas han quedado a cargo de las 
¨�»¯µ¯�Òį���±Á� µ�Ò�©ÜǞ�Ò�å¯Î×Ü�µ�Ò���� µÁÒ��Á��¼×�ÒĮ�\¯¼��»��Î©Áį��¼�»Ü�ÁÒ�
��ÒÁÒ��ë¯Ò×�¼�Á�Ò×��ÜµÁÒ�Ì�Î��ÒÜ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Áį��µ©Ü¼�Ò�å���Ò�ÌÁÎ� µ�Ò��¯õ-
cultades pedagógicas que no pueden sortearse por las familias, y en algunos 
casos provienen de familias sin lectoescritura y poco o nada pueden ayudar 
��ÒÜÒ�¯±ÁÒĮ�aÁ�Á��Ò×Áį�ÒÜ»��Á���µ����ÎÎ�Î���Á»Ü¼¯���¯Á¼�µį�µ��¼���Ò¯�������
intérpretes de lengua de señas para las clases y el gran problema de la co-
nectividad en el país. Así es que este año hubo poco o nulo aprovechamiento 
pedagógico.

42� &RPR�DWURȑD�PXVFXODU��HVFOHURVLV�ODWHUDO�DPLDWUµȑFD��HVFOHURVLV�P¼OWLSOH��GLVWURȑD�PXVFXODU��SROLRPLHOLWLV��HWF�
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Más allá de los progresos en materia legislativa, ha habido muy poco avance 
en el cambio cultural de la sociedad hacia las personas con discapacidad. Se 
sigue considerando como un problema de otro, sin ser conscientes de que 
las barreras las pone la sociedad misma y que el Estado tiene la obligación 
de visibilizarlas y eliminarlas, pero solo con el involucramiento de todos y 
todas, sociedad, autoridades, medios de comunicación, asociaciones, etc., 
estas pueden ser derribadas y convertirse en una sociedad inclusiva y ami-
gable para las personas con discapacidad.

rECOMEnDaCiOnEs

El Estado paraguayo debe:

 Ǻ urgir la transferencia de la asistencia de salud y rehabilitación de las per-
ÒÁ¼�Ò��Á¼��¯Ò��Ì��¯�����µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µĮ

 Ǻ agilizar el cumplimiento del Plan de Acción Nacional por los Derechos de 
las Personas con Discapacidad (PLANPcD 2015-2030).

 Ǻ impulsar el cumplimiento de la Ley N.º 6292/2019 “Que declara en emer-
gencia la situación de personas con discapacidad y dispone tomar medi-
das concretas a favor de las mismas”.

 Ǻ incrementar el presupuesto del Ministerio de Educación y Ciencias para 
fortalecer la inclusión educativa, a través de la contratación de docentes 
��� �ÌÁìÁ� ì� ��Ì��¯×��¯Â¼���� µÁÒ�»¯Ò»ÁÒį� �µ� ¯©Ü�µ� ÍÜ�� �±ÜÒ×�Ò� Î�ñÁ¼��µ�Ò�
pertinentes acordes a cada tipo de necesidad de apoyo educativo a estu-
diantes con discapacidad.

 Ǻ �ë¯©¯Î���µ�Ò�̄ ¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�Ì�Î��ÍÜ���Ü�¼×�¼��Á¼�̄ ¼×�ÎÌÎ�×�Ò����µ�¼-
gua de señas, que acompañen a las personas con discapacidad auditiva a 
realizar las gestiones que necesiten.

 Ǻ ÌÎÁ»Áå�Î�µ��»Á�¯õ���¯Â¼���µ���ÌǞ×ÜµÁ�o2�ì��µ���ÌǞ×ÜµÁ�u222���µ�>¯�ÎÁ�VÎ¯-
»�ÎÁ���µ��Â�¯©Á��¯å¯µ�V�Î�©Ü�ìÁį���õ¼������Î��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á���µÁ��Ò×��µ��¯-
do en el artículo 12 de la CDPD.

El Ministerio de Educación y Ciencias debe presentar una política de aten-
ción especializada en cada región sanitaria.



ӊȇȍddhhpy2020 �.]��V��.���

Nota del Equipo Editor: Debe mencionarse el no cumplimiento de recomen-
daciones anteriores relacionadas a la aprobación del proyecto de Ley Contra 
Toda Forma de Discriminación (Ley “Julio Fretes”), medida legislativa que 
además ya fue señalada por el Comité sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad y la relatora especial sobre los derechos de las personas con 
discapacidad43, por lo que debe reiterarse la vigencia de esta recomendación 
en el 2020.

43 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 2EVHUYDFLRQHV�ȍQDOHV�VREUH�HO�LQIRUPH�LQLFLDO�GHO�3DUDJXD\��
DSUREDGDV�SRU�HO�&RPLW«�HQ�VX�QRYHQR�SHULRGR�GH�VHVLRQHV�����D����GH�DEULO�GH������ (Doc. ONU CRPD/C/PRY/CO/1, 15 de mayo de 
2013). Consejo de Derechos Humanos, ,QIRUPH�GH�OD�5HODWRUD�(VSHFLDO�VREUH�ORV�GHUHFKRV�GH�ODV�SHUVRQDV�FRQ�GLVFDSDFLGDG�VREUH�
VX�YLVLWD�DO�3DUDJXD\ (Doc. ONU A/HRC/34/58/Add.1, 21 de diciembre de 2016), párr. 76.b.





igualdad y no discriminación 
hacia las muJeres 

enCUenTro De Lo púbLiCo 
Con Lo privaDo

La pandemia de la covid-19 puso una lupa sobre la división sexual del tra-
bajo, mostrando que “quedarse en casa” no afecta a todas las personas 
×ËÚ�¬¤ê�½Ɍ�+¬āË�Ùê��½Ë�×ë�½¬�Ë�ü�½Ë�×Ú¬õ��Ë�ü��ÄË��Þæ�Ä��Ä��ËÃ×�Úæ¬Ã�ÄæËÞ�
estancos, sino que se fusionaran. Además, evidenció que al Estado para-
guayo le falta mucho para ser un “Estado que sale al cuidado de la gente”1 

y, en especial, de las mujeres. 

paLabraS CLaveS: discriminación, mujeres, división sexual del trabajo, 
covid-19, trabajo de cuidado.

mirta moragas mereles2

�JJY�.D��.KD����Cg9�Y�]���=�V�Y�&g�y�ɢ�CVɣ

1 “¿Qué es? ¿Un Estado materno? ¿Un Estado que sale al cuidado de la gente?”, se pregunta Rita Segato en una entrevista 
sobre el contexto de la pandemia. “Entrevista a la antropóloga Rita Segato en Brotes Verdes” [Archivo de video], C5N [@
&�1@�����GH�PDU]R�GH�������KWWSV���ZZZ�\RXWXEH�FRP�ZDWFK"Y /�-M8$:��LV	IHDWXUH \RXWX�EH�

2 La autora agradece a Clyde Soto, Lania Rojas, Natalia Ferreira y Rosa Posa Guinea por sus aportes para este artículo. 
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balanCE DE lOs 25 añOs

El balance coincide con el tiempo de existencia de la plataforma de acción 
���µ��2o��Á¼¨�Î�¼�¯��2¼×�Î¼��¯Á¼�µ�ÒÁ�Î�� µ��EÜ±�Îį�Î��µ¯ñ�����¼���¯±¯¼©��¼�
19953. Esa plataforma constituye un hito importante en el reconocimiento 
���µÁÒ���Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ����µ�Ò�»Ü±�Î�ÒĮ�f¼��Ü�Î×Á����Ò¯©µÁ���ÒÌÜ�Ò�ÌÜ����
�õÎ»�ÎÒ��ÍÜ��Ò���¼����Á�Ì�ÒÁÒį�»Ü�ÁÒ�����µµÁÒ��¼��µ��ÒÌ��×Á�¨ÁÎ»�µ���¯¼Ò-
titucional, y están vigentes varios desafíos, sobre todo de vigencia efectiva de 
µ��¯©Ü�µ�������µ�Ò�»Ü±�Î�ÒĮ�

CreCimienTo DeL movimienTo FeminiSTa

En Paraguay, es innegable el crecimiento del movimiento feminista. En 1996 
se organizó lo que podría ser la primera marcha por el 8 de marzo, Día Inter-
¼��¯Á¼�µ����µ��EÜ±�Î�aÎ���±��ÁÎ�Į�*Ü����Ò���µ��Ìµ�ñ��4Üµ¯Á���Ò�Î�*Î�¼�Á��¼�
žÒÜ¼�¯Â¼��Ò×���µ�E�Î���Á�ąį��Î�¼�»Üì�ÌÁ��Ò�»Ü±�Î�Òį�¼Á�µµ�©���¼���Ò�Î��¯�ñ�
con sus carteles con consignas. En aquella ocasión, cuentan que las vendedo-
ras del mercado se reían de ellas y les decían: “Moõgui osӁ ko’ã tavyrai trópa” 
ŁŊĶ����Â¼���Ò�µ¯�ÎÁ¼��Ò×�Ò�µÁ��ÒĵŌłĮ���Ò����Ǟį�ÌÁ¼¯�¼�Á��Á»Á��±�»ÌµÁ�ÒÁµÁ�
el 8 de marzo, el movimiento hizo un recorrido que tuvo un hito importante 
�¼�ăāĂĈ��Á¼��¯�ñ�»¯µ�Ì�ÎÒÁ¼�Òį�µ��»�ìÁÎǞ��±Âå�¼�Òį��¼�µ��»�Î����¼�žÒÜ¼�¯Â¼�
y manifestaciones en Concepción, Ciudad del Este, Coronel Oviedo, Encar-
nación, Pilar y San Pedro4. Esta visibilidad, sin precedentes, tiene su con-
×Î�Ì�Î×¯����¼� µ��ÒÁõÒ×¯���¯Â¼�����Ò×Î�×�©¯�Ò���� µÁÒ�©ÎÜÌÁÒ��¼×¯��Î��ÁÒ��¼�
Paraguay y en el mundo.

vioLenCia De género: De Lo privaDo a Lo púbLiCo

Uno de los logros más importantes del movimiento feminista en Paraguay 
ì��¼�µ��Î�©¯Â¼��¼��Ò×ÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ�ăĆ��ÀÁÒ���Ò¯�Á�Î�Ü�¯��Î��µ�×�»�����µ��å¯Áµ�¼-
�¯�����©�¼�ÎÁ�Łå¯Áµ�¼�¯���Á»�Ò×¯��į�å¯Áµ�¼�¯���Á¼×Î��µ�Ò�»Ü±�Î�Òł����µ���Ò¨�Î��
���µÁ�ÌÎ¯å��Á���µ��ÌÝ�µ¯��Į��¼�ăāăāį�µ��¼���Ò¯�������ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò������
vez más integrales en el tema de violencia es algo evidente, pero antes no lo 
era. Durante décadas, el movimiento feminista tuvo que demostrar que se 
trataba de un tema legítimo que merecía la atención del Estado. Tuvo que 
desmantelar –y lo sigue haciendo– las creencias que avalaban las prácticas 
violentas. Además, fue necesario que desafíe toda la complicidad de un Es-
×��Á�Ì�×Î¯�Î��µ�Ì�Î��¯¼Ò×�µ�Î���õ¼¯×¯å�»�¼×���µ���Î��Á���å¯å¯Î�Ü¼��å¯���µ¯�Î��
de violencia.

�� 'HFODUDFLµQ�\�SODWDIRUPD�GH�DFFLµQ�GH�%HLMLQJ��KWWSV���EHLMLQJ���XQZRPHQ�RUJ�a�PHGLD�KHDGTXDUWHUV�DWWDFKPHQWV�
VHFWLRQV�FVZ�ESDBVBȑQDOBZHE�SGI��

4 “Y tembló nomás de alegría la tierra al caer la tarde...”, ,QIRUPDWLYR�0XMHU���&HQWUR�GH�'RFXPHQWDFLµQ�\�(VWXGLRV��&'(�, 21 de 
marzo de 2017, acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.cde.org.py/8m/tag/8m/.
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�Á»Á�Î�øµ�±Á�����Ò×Áį���¼¯å�µ�¯¼×�Î�»�Î¯��¼Áį�Ü¼Á����µÁÒ�¯¼Ò×ÎÜ»�¼×ÁÒ�»�Ò�
importantes ha sido sin duda la Convención Interamericana para Preve-
¼¯Îį�\�¼�¯Á¼�Î�ì��ÎÎ��¯��Î�µ��o¯Áµ�¼�¯���Á¼×Î��µ��EÜ±�Îį�»�Ò��Á¼Á�¯����Á»Á�
Convención de Belém do Pará. Esta reconoce la responsabilidad estatal con 
Î�µ��¯Â¼���µ��å¯Áµ�¼�¯����¯��µ�Ò�»Ü±�Î�Òį�»�Î��¼�Á�Ü¼�Ì�Î��¯©»���Á¼���µ��
å¯Áµ�¼�¯�����©�¼�ÎÁ���±�����Ò�Î�Ü¼�Ŋ�ÒÜ¼×Á�ÌÎ¯å��ÁŌ����µ�Ò�»Ü±�Î�Òį���Ò�Î�Ü¼�
×�»�������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒĮ��µ�V�Î�©Ü�ì�Î�×¯õ����Ò×���Á¼å�¼�¯Â¼�ÌÁÎ�>�ì�
N.º 605/1995. 

avanCeS LegiSLaTivoS e inSTiTUCionaLeS SigniFiCaTivoS

VÁÎ�¯»ÌÜµÒÁ���µ�»Áå¯»¯�¼×Á����»Ü±�Î�Ò�ì�¨�»¯¼¯Ò×�į�Ò���ÌÎÁ��ÎÁ¼�µ��>�ì�FĮû�
1600/2000 contra la violencia doméstica5 y la Ley N.º 5777/2016 “De Protec-
�¯Â¼�2¼×�©Î�µ��� µ�Ò�EÜ±�Î�Òį��Á¼×Î��aÁ���*ÁÎ»�����o¯Áµ�¼�¯�Ōį��Ü¼ÍÜ���Ò×��
Ýµ×¯»����Î�¼×�����µ��Ì�ÎÒÌ��×¯å�����©�¼�ÎÁ6. 

Otro progreso importante tiene que ver con la consolidación institucional, 
�Ü¼ÍÜ���Á¼�µ¯»¯×��¯Á¼�Òį�ÍÜ��Ò¯©¼¯õ�Â�µ���µ�å��¯Â¼����µ��\��Î�×�ÎǞ�����µ��EÜ-
±�Î��µ�Î�¼©Á����E¯¼¯Ò×�Î¯Á7 en el 2012. 

Asimismo, se aprueban importantes normativas para la igualdad de las mu-
±�Î�Òĭ��¼��µ�ăāĂĆį�µ��>�ì�FĮû�ĆąāĈĺăāĂĆ�Ŋ��µ�aÎ���±Á��Á»�Ò×¯�ÁŌį�ÍÜ���Î��Ü¼Á�
���µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ�×Î���±ÁÒ�µ�©�µ»�¼×���¯Ò�Î¯»¯¼��ÁÒ�ì�ÍÜ���Ò��±�Î�¯�Á�»�ìÁÎ¯-
×�Î¯�»�¼×��ÌÁÎ�»Ü±�Î�ÒĮ��¼��Ò��»¯Ò»Á��ÀÁ�×�»�¯�¼�Ò���ÌÎÜ����µ��>�ì�FĮû�
5508/2015 de “Promoción, Protección de la Maternidad y Apoyo a la Lactan-
cia Materna”. 

f¼��å�¼��� �Á¼� µ¯»¯×��¯Á¼�Ò� �Ý¼� Ò�� Î�µ��¯Á¼�� �Á¼� µ�� �ÌÎÁ���¯Â¼���� �ÜÁ×�Ò�
Ì�Î���»Ìµ¯�Î�µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�ÌÁµǞ×¯������µ�Ò�»Ü±�Î�Òį�µÁ�ÍÜ����»ÁÒ×Î��Á�Ò�Î�
¯¼ÒÜõ�¯�¼×��Ì�Î�����µ�Î�Î�µ��¯©Ü�µ�����¨��×¯å�����µ�Ò�»¯Ò»�Ò��¼�µ��ÌÁµǞ×¯��8. 
Por esto, se ha progresado en la discusión sobre la paridad democrática gra-
�¯�Ò���Ü¼���µ¯�¼ñ���¯å�ÎÒ�����»Ü±�Î�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò����×Á�ÁÒ�µÁÒ��ÒÌ��×ÎÁÒ�ÌÁµǞ×¯-
�ÁÒ�ì�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò����»Ü±�Î�ÒĮ��Ò×���¯Ò�ÜÒ¯Â¼į�Ò¯¼��»��Î©Áį�¼Á���µÁ©Î��Á�
permear en el Poder Legislativo, ya que el proyecto de ley de paridad fue va-
�¯��Á�����Á¼×�¼¯�Á�ì�õ¼�µ»�¼×��å�×��Á�×Á×�µ»�¼×��ÌÁÎ��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ9. 

5 Esta ley es producto de una iniciativa de la Coordinación de Mujeres del Paraguay (CMP) y resultado de varios foros de 
discusión que se realizaron desde el año 1998. 

6 Myrian González Vera, Mirta Moragas Mereles, Rosa Posa Guinea, “La igualdad de género en el Estado paraguayo: los 
peligros ante las oleadas anti-derechos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2017), 633. 

7 Ley N.º 4675/2012. 

8 Para un análisis en profundidad, ver el artículo sobre participación política de las mujeres en el capítulo de derechos 
políticos. 

9 Ibíd. 



ӊȈȈ ddhhpy2020��Y��+J���=��.&g�=����y�DJ��.]�Y.C.D��.KD

Finalmente, se ha logrado la instalación del tema de las políticas de cuidados 
ì�Ò���¼����Á�Ì�ÒÁÒ���¯��Ü¼��ÌÁµǞ×¯���ÍÜ��ÌÁ�ÎǞ��Ì�Î»¯×¯Î�µÁ©Î�Î�µ��»Á�¯õ-
���¯Â¼����µ���¯å¯Ò¯Â¼�Ò�ëÜ�µ���µ�×Î���±Á10.

LimiTaCioneS en TemaS De SexUaLiDaD Y reproDUCCión

Los temas vinculados a sexualidad y reproducción han ganado en protago-
¼¯Ò»Áį�Ì�ÎÁ�¼Á��¼�µÁ©Î��Á�Ì�Î»��Î��¼�µ�ì�Ò�ì�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��ÒĮ�>�Ò�¯¼¯�¯�-
tivas sobre despenalización del aborto y educación integral de la sexualidad, 
ÌÁÎ�¼Á»�Î�Î��µ©Ü¼�Òį��¼�Ò¯�Á��¯Ò�Ü×¯��Ò��¼��µ��»�¯×Á�ÌÝ�µ¯�Á�Ò¯¼�ÍÜ���Ò×��
�µ�»Á»�¼×Á�Ò��Î�©¯Ò×Î�¼�»�ìÁÎ�Ò�ÌÎÁ©Î�ÒÁÒĮ��µ�Ý¼¯�Á��å�¼���Î�©¯Ò×Î��µ���¼�
ese aspecto es la aprobación de las normas de atención humanizada posa-
borto en el año 201211.

“LeY morDaza” para eL género en La eDUCaCión 

El género en el ámbito de la educación es uno de los más graves retrocesos. Este 
×�»���Ò��µ�å��Ì�Î��»Á�¯õ��Î��Ò×�Î�Á×¯ÌÁÒ����©�¼�ÎÁ�ì���Î��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á��µ��Î-
tículo 5 de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
¼��¯Â¼��Á¼×Î��µ��EÜ±�Î�Ł���žpį�ÌÁÎ�ÒÜÒ�Ò¯©µ�Ò��¼�̄ ¼©µ�ÒłĮ�ž�Ì�Î×¯Î���µ��ÀÁ�ăāĂĈį�
con una resolución del Ministerio de Educación y Ciencias (MEC)12, se prohibió 
la perspectiva “y/o ideología” de género en la educación. Esta decisión, en la 
práctica, funciona como una especie de ley mordaza que impide que muchos 
temas sean abordados en el aula, incluso el de violencia basada en el género. 

avanCe DeL DiSCUrSo anTiDereChoS en eL eSTaDo

A estas decisiones en el ámbito educativo se sumaron otras que muestran el 
avance del discurso antiderechos13 en el Estado: declaraciones de ciudades 
“provida” y “profamilia”14, las declaraciones de las Cámaras de Diputados15 

10 “Aunque parezca natural, la división de las tareas productivas (trabajo) y reproductivas (cuidado) de la sociedad tiene 
un origen histórico. La historia y la sociología han denominado este proceso de división y distribución del trabajo 
FRPR�ǕGLYLVLµQ�VH[XDO�GHO�WUDEDMRʜ��ǕGLYLVLµQ�GHO�WUDEDMR�HQ�EDVH�DO�VH[Rʜ�R�ǕGLYLVLµQ�JHQ«ULFD�GHO�WUDEDMRʜǙ��&(3$/��ǘ/DV�
mujeres cuidan y proveen”, en %ROHW¯Q��, abril de 2011, https://www.cepal.org/cgi-bin/getprod.asp?xml=/mujer/noticias/
SDJLQDV���������3������[PO	[VO �PXMHU�

11 Resolución N.º 46/2012, MSPyBS.

12 Resolución N.º 29664/2017. 

13 Se denominan grupos antiderechos aquellos grupos de presión organizados para obstaculizar y/o retroceder en 
derechos vinculados a la sexualidad y al género principalmente, aunque también se oponen, en general, al avance de 
los derechos humanos. 

14 Mirta Moragas Mereles y María M. Pereira, “Fe privada, cuentas públicas”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2018), 409. 

15 Mirta Moragas Mereles y María M. Pereira, “Cuando el discurso de odio legitima la violencia en democracia”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 430.
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y Senadores16 como “provida” y la obstaculización de otros temas que ni si-
ÍÜ¯�Î�� ×¯�¼�¼�ÍÜ��å�Î� �Á¼�©�¼�ÎÁį� �Á»Á��µ�ž�Ü�Î�Á�����Ò��ñÝ17 o el Pacto 
Migratorio18.

miraDa inTerSeCCionaL DeSDe eL 
eSTaDo: Un DeSaFío penDienTe

Uno de los grandes desafíos pendientes es la profundización de la mirada in-
×�ÎÒ���¯Á¼�µ�ÒÁ�Î��µ��¯©Ü�µ�������µ�Ò�»Ü±�Î�Ò���Ò����µ��Ò×��Á�Ì�Î�©Ü�ìÁĮ�>�Ò�
»Ü±�Î�Ò��¼�×Á���ÒÜ��¯å�ÎÒ¯����Ò¯©Ü�¼�Ò¯¼�Ò�Î��¨��×¯å�»�¼×��¯¼�ÁÎÌÁÎ���Ò���µ�Ò�
ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��ÒĮ�VÁÎ��±�»ÌµÁį�����ÌÁ�Á�µ��»¯¼¯Ò×Î�����µ��EÜ±�Îį�F¯µ���XÁ»�-
ÎÁį�Î��Á¼Á�¯Â�ÍÜ��ÒÜ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�¼Á�×¯�¼���Á¼×�»Ìµ���Ò���µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�×Î�¼Ò19. 

El proyecto de Ley Contra Toda Forma de Discriminación, que podría ser 
una herramienta para la incorporación de la mirada interseccional, está 
pendiente de trámite en su segunda presentación desde el año 2015, luego 
de que fuera rechazado por escaso margen en el 201420. 

De todas maneras, en estos 25 años han surgido y se han consolidado orga-
¼¯ñ��¯Á¼�Ò����»Ü±�Î�Ò�µ�Ò�¯�¼�Òį��¯Ò�ëÜ�µ�Òį�×Î�¼Òį�¯¼�Ǟ©�¼�Òį�»Ü±�Î�Ò�±Âå�-
¼�Òį�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Òį�×Î���±��ÁÎ�Ò�Ò�ëÜ�µ�Òį�ÍÜ���¼���Á�»Ü�Á�
×Î���±Á�¼Á�ÒÁµÁ����å¯Ò¯�¯µ¯ñ��¯Â¼į�Ò¯¼Á�×�»�¯�¼�����ë¯©¯�¯µ¯�����µ��Ò×��ÁĮ�

sitUaCiÓn DEl DErECHO

La panDemia Y La DiviSión SexUaL DeL Trabajo. 
apLanar La CUrva DeL CUiDaDo21

Las medidas sanitarias implementadas incluyeron, entre otras cosas, la obli-
gación de “quedarse en casa” y la suspensión de clases presenciales en todos 
µÁÒ�¼¯å�µ�ÒĮ��Ò×�� ��»�¯Á�Ì�Î»¯×¯Â� �Á»ÌÎ�¼��Î�»�±ÁÎ� µ�� ¯»Ìµ¯��¼�¯����� µ�Ò�

16 Ibíd. 

17 “Abdo retiró proyecto de acuerdo ambiental tras crítica del arzobispo Valenzuela”, �DQGXWL�'LDULR�'LJLWDO, 2 de diciembre 
de 2019, acceso el 10 de octubre de 2020, http://www.nanduti.com.py/2019/12/02/paraguay-revisara-acuerdo-
ambiental-latinoamericano-tras-critica-arzobispo/.

18� ǘ*UXSRV�SURYLGD�SLGHQ�TXH�3DUDJXD\�QR�ȑUPH�3DFWR�GH�0LJUDFLµQ��SRU�WHPRU�D�LGHRORJ¯D�GH�J«QHURǙ���OWLPD�+RUD, 6 
de diciembre de 2019, acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/grupos-provida-piden-que-
SDUDJXD\�QR�ȑUPH�SDFWR�PLJUDFLRQ�WHPRU�LGHRORJLD�JHQHUR�Q��������KWPO��

19 “Una comunidad que incomoda a un Estado indiferente” [Archivo de video], Latitud 25 [@EnLatitud25], 17 de 
septiembre de 2020, https://youtu.be/emdoix64UYs. 

20 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 20 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/106146.

21 El subtítulo se basa en el artículo de Patricio Dobrée: “Aplanemos también la curva de los cuidados”, ,QIRUPDWLYR�
0XMHU��&'(����(VSHFLDO�&29,'���, 31 de marzo de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.cde.org.py/
WLHPSRGHFRURQDYLUXV������������DSODQHPRV�WDPELHQ�OD�FXUYD�GH�ORV�FXLGDGRV��BȻWQ���



ӊȈȊ ddhhpy2020��Y��+J���=��.&g�=����y�DJ��.]�Y.C.D��.KD

×�Î��Ò�����Ü¯���Á�ì�µ���¯å¯Ò¯Â¼�Ò�ëÜ�µ���µ�×Î���±ÁĮ�>���¯Á¼�Ò��ÌÎ�¼�¯��Ò����
otras pandemias, como las de ébola o zika, muestran que los desequilibrios 
�¼�µ���¯å¯Ò¯Â¼�Ò�ëÜ�µ���µ�×Î���±Á�×¯�¼��¼����©Î�å�ÎÒ���¼��ÒÁÒ��Á¼×�ë×ÁÒ22. Por 
tanto –señalan–, políticas aparentemente neutrales al género podrían no ser 
ÒÜõ�¯�¼×�Ò�Ì�Î��»¯×¯©�Î�µÁÒ�¯»Ì��×ÁÒ���¯��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò23. La escasa prioridad 
a la incorporación de la perspectiva de género pudo verse en la ausencia del 
E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ��EÜ±�Î��¼�µ�Ò�»�Ò�Ò�������¯Ò¯Â¼�ÒÁ�Î��µ�Ò�ÌÎ¯»�Î�Ò�»��¯��Ò�
a ser tomadas, en el mes de marzo pasado24. Incluso, cuando una periodista 
consultó al ministro del Interior, Euclides Acevedo, sobre las medidas a ser 
tomadas en caso de violencia de género, este respondió con sorna que “las 
»Ü±�Î�Ò�×�»�¯�¼�µ�Ò�Ì�©�¼���µÁÒ�Á»�Î�ÒŌ25. 

De acuerdo con un informe del Banco Mundial, el empleo informal alcanza 
�µ�ĈĂŧ����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò26. Asimismo, la tasa de ocupación laboral 
¼��¯Á¼�µ��¼�ăāĂĈ��Î�����ĉāįĂăŧ�Ì�Î��Á»�Î�Ò�ì� ĆĄįćĂŧ�Ì�Î��»Ü±�Î�Ò27. Las 
»Ü±�Î�Ò��¼�ž»�Î¯���>�×¯¼�28 y en Paraguay29 son quienes mayoritariamente 
×¯�¼�¼�×Î���±ÁÒ�»�Ò�ÌÎ���Î¯ñ��ÁÒ�Á�¯¼¨ÁÎ»�µ�Òį�ÌÁÎ�µÁ�ÍÜ��µ�Ò�Î�Ò×Î¯��¯Á¼�Ò�
sanitarias pusieron a muchas de ellas en situación de mayor vulnerabilidad. 

�¼�V�Î�©Ü�ìį��µ�×Î���±Á�����Ü¯���Á����Ò×��Á�¯Ò×ÂÎ¯��»�¼×���¼�»�¼ÁÒ����µ�Ò�
»Ü±�Î�ÒĮ�ž¼×�Ò����µ��Ì�¼��»¯�į��µ�ÌÎÁ»��¯Á����ÁÎ�Ò�Ò�»�¼�µ�Ò����¯����Ò��µ�
×Î���±Á�����Ü¯���Á��Î�����ĂăįĊĉ�Ì�Î��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì�ĈįĆĂ�Ì�Î��µÁÒ�Á»�Î�Ò30. Por 
Á×Î��Ì�Î×�į��µ�ÌÎÁ»��¯Á����ÁÎ�Ò�Ò�»�¼�µ�Ò����¯����Ò��µ�×Î���±Á�¼Á�Î�»Ü-
nerado con presencia de niños, niñas y adolescentes en el hogar es de 35,10 
Ì�Î��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì�ĂąįĊā�Ì�Î��µÁÒ�Á»�Î�Ò31. Las clases en modalidad virtual 
o a distancia trasladaron la responsabilidad del cumplimiento de activida-

22 Helen Lewis, “The Coronavirus Is a Disaster for Feminism”, 7KH�$WODQWLF, 19 de marzo de 2020, acceso el 21 de octubre 
de 2020, https://www.theatlantic.com/international/archive/2020/03/feminism-womens-rights-coronavirus-
covid19/608302/. 

23 Ibíd. 

24 En las primeras mesas de acuerdo no participó el Ministerio de la Mujer ni se dio a conocer ninguna medida con 
perspectiva de género. Ver, por ejemplo, esta noticia con una foto donde aparecen solamente hombres representantes 
de todos los poderes del Estado: “El Gobierno paraguayo toma medidas más drásticas para mitigar circulación del 
COVID-19”, 236�3DUDJXD\, 11 de marzo de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.paho.org/par/index.
SKS"RSWLRQ FRPBFRQWHQW	YLHZ DUWLFOH	LG �����HO�JRELHUQR�SDUDJXD\R�WRPD�PHGLGDV�PDV�GUDVWLFDV�SDUD�PLWLJDU�
FLUFXODFLRQ�GHO�FRYLG���	,WHPLG �����

25 https://twitter.com/osvaldozayas/status/1239587370346917888. 

26 Banco Mundial, /D�QDWXUDOH]D�FDPELDQWH�GHO�WUDEDMR (Washington: Banco Mundial, 2019), disponible en versión pdf: 
http://documents1.worldbank.org/curated/en/767331554985479543/pdf/Main-Report.pdf. 

27 Dirección General de Estadística, Encuestas y Censos (DGEEC), $WODV�GH�*«QHUR��7DVD�GH�RFXSDFLµQ�GH�OD�SREODFLµQ�GH����D³RV�\�
P£V�GH�HGDG, 2017, https://atlasgenero.dgeec.gov.py/detalle-indicador.php?id=55.

28 https://www.clacso.org/creemos-necesaria-colocar-en-el-debate-publico-los-impactos-que-tiene-la-pandemia-en-las-
desigualdades-de-genero-y-el-cuidado-en-nuestra-region/. 

29 https://atlasgenero.dgeec.gov.py/detalle-indicador.php?id=69. 

30 Dirección General de Estadística, Encuestas y Censos (DGEEC), $OWDV�GH�*«QHUR��3URPHGLR�GH�KRUDV�VHPDQDOHV�GHGLFDGDV�D�
DFWLYLGDGHV�GH�FXLGDGR�D�PLHPEURV�GHO�KRJDU, https://atlasgenero.dgeec.gov.py/detalle-indicador.php?id=77. 

31 Dirección General de Estadística, Encuestas y Censos (DGEEC). $WODV�GH�*«QHUR��3URPHGLR�GH�KRUDV�GHGLFDGDV�DO�WUDEDMR�QR�
UHPXQHUDGR�FRQ�SUHVHQFLD�GH�PHQRUHV�HQ�HO�KRJDU, https://atlasgenero.dgeec.gov.py/detalle-indicador.php?id=80. 
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��Ò��Ò�Áµ�Î�Ò��¼� µ�Ò� ¨�»¯µ¯�Ò�ìį�»�ìÁÎ¯×�Î¯�»�¼×�į��¼� µ�Ò�»Ü±�Î�ÒĮ�EÜ��Ò�
�¼�×�¼¯�Á�ÍÜ��Î�ÁÎ©�¼¯ñ�Î�ÒÜÒ�ÎÜ×¯¼�Ò�µ��ÁÎ�µ�Ò�ÌÁÎ��µ�×Î���±Á����¯Ò×�¼�¯��ìį�
en paralelo, ocuparse de la administración de tareas escolares. Consideran-
do que todavía es incierta la situación en lo que resta del año y en el 202132, 
»Ü��Ò�»Ü±�Î�Ò�Ò��å�¼�ńì�å�Î�¼ń�Á�µ¯©���Ò���Î�Ìµ�¼×��Î�µ��ÁÎ©�¼¯ñ��¯Â¼���µ�
×Î���±Á�����Ü¯���Áį�Ò¯¼��Á¼×�Î��Á¼�Ü¼�Ò¯Ò×�»������Ü¯���ÁÒ�ÍÜ��ÌÜ���į���Ò���
el Estado, proporcionar soluciones a corto y mediano plazos. 

reeSTrUCTUraCioneS en LoS ServiCioS De SaLUD 
aFeCTaron DeSproporCionaDamenTe a LaS mUjereS

Los servicios de salud fueron reestructurados, redirigiéndolos a la atención 
���µ���Áå¯�ŅĂĊį���Ò�×�¼�¯�¼�Á�Á×ÎÁÒĮ�VÁÎ��±�»ÌµÁį��µ�0ÁÒÌ¯×�µ�F��¯Á¼�µ����2×-
auguá fue reorganizado para ser un hospital de contingencia33. Esto, entre 
otras cosas, impactó en la posibilidad de atender a enfermas de cáncer, tor-
nándose dramática su situación. Al menos 140 pacientes oncológicas fueron 
�¨��×���Ò� ÌÁÎ� µ�Ò�»Á�¯õ���¯Á¼�Ò� Î��µ¯ñ���Ò34, varias de las cuales fallecie-
ron35Į��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ�¯¼¨ÁÎ»Â�ÍÜ���µ�ćāŧ�
���µÁÒ�Ì��¯�¼×�Ò�Á¼�ÁµÂ©¯�ÁÒ�ÍÜ���¯�ÎÁ¼�ÌÁÒ¯×¯åÁ��¼��Ò��ÁÒÌ¯×�µ�ÒÁ¼�»Ü±�Î�Òį�
de los cuales el 27% tiene cáncer de mama36.

�¯�Î×�»�¼×�į�µ�Ò�»Á�¯õ���¯Á¼�Ò��¼�µÁÒ�Ò�Îå¯�¯ÁÒ����Ò�µÜ���Î�¼�¼���Ò�Î¯�Ò���
impostergables. Estos casos dan cuenta de que, en el ya frágil sistema de 
salud paraguayo, la reestructuración se realizó a expensas de otros servicios 
ÍÜ���¨��×�ÎÁ¼���»Ü±�Î�Ò����»�¼�Î�Ò��ÒÌ��Ǟõ��ÒĮ

32 “Clases presenciales en el 2021 no serán obligatorias por la pandemia del COVID-19”, /D�1DFLµQ, 28 de agosto de 2020, 
acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/08/28/clases-presenciales-en-el-2021-no-
seran-obligatorias-por-la-pandemia-del-covid-19/. 

33 “Avanzan obras de nuevos pabellones de contingencia en Hospital de Itauguá”, /D�1DFLµQ, 29 de octubre de 2020, acceso 
el 29 de octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/10/29/avanzan-obras-de-nuevos-pabellones-de-
contingencia-en-hospital-de-itaugua/. 

34� ǘ3DFLHQWHV�RQFROµJLFRV�GHVDORMDGRV�GH�KRVSLWDO��Ǖ(O�F£QFHU�QR�VH�SUHYLHQH�ODYDQGR�ODV�PDQRVʜǙ��Hoy, 26 de mayo de 2020, 
acceso el 29 de octubre de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/pacientes-oncologicos-desalojados-de-hospital-
el-cancer-no-se-previene-lavando-las-manos. 

35� ǘǕ(O�F£QFHU�QR�HVSHUDʜ�DȑUPµ�SDFLHQWH�TXH�FODPDED�PHGLFDPHQWRV�D�6DOXG�3¼EOLFD�\�ȑQDOPHQWH�IDOOHFLµǙ��Hoy, 30 de 
RFWXEUH�GH�������DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�KR\�FRP�S\�QDFLRQDOHV�HO�FDQFHU�QR�HVSHUD�DȑUPR�
SDFLHQWH�TXH�FODPDED�PHGLFDPHQWRV�D�VDOXG�SXEOLFD�\�ȑQDOPHQWH�IDOOHFLR�

36 “Más de cien pacientes oncológicos contrajeron covid-19 en Paraguay”, $JHQFLD�,3, 20 de octubre de 2020, acceso el 23 de 
octubre de 2020, https://www.ip.gov.py/ip/mas-de-cien-pacientes-oncologicos-contrajeron-covid-19-en-paraguay/. 
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CriminaLizaCión De DeFenSoraS De 
DereChoS De niñaS Y mUjereS37

El 2 de septiembre del corriente, dos niñas de 11 años fueron presuntamente 
�±��Ü×���Ò��ë×Î�±Ü�¯�¯�µ»�¼×���¼�Ü¼�ÁÌ�Î�×¯åÁ���� µ��*Ü�Îñ�����a�Î����Á¼-
±Ü¼×�� Ł*a�ł38. En ese contexto, el 5 del mismo mes, un grupo de personas 
�Ü×Á�Á¼åÁ����Òį�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ»�¼×����×¯å¯Ò×�Ò�¨�»¯¼¯Ò×�Òį�»Ü±�Î�Ò�ì���¨�¼ÒÁÎ�Ò�
y defensoras de derechos humanos realizaron una protesta frente al Pan-
teón Nacional de los Héroes39. En ese marco, una persona habría traspasado 
µ��å�µµ����µ�»¯Ò»Áį�Ì¯¼×��Á�Ü¼�©Î�õ×¯����ÌÎÁ×�Ò×����¯¼×�¼×��Á�¯¼��¼�¯�Î�Ü¼�
adorno con los colores de la bandera paraguaya40Į�f¼��»Ü±�Îį�V�µÁ»����Ì�-
rro, fue imputada y procesada por varios hechos punibles41. Adicionalmente, 
otras dos personas están con orden de captura por los mismos hechos42. 

VÜ�Á�¯��¼×¯õ��ÎÒ��Ü¼�Ì�×ÎÂ¼�Ò¯Ò×�»�×¯�Á����Ì�ÎÒ��Ü�¯Â¼��Á¼×Î��µ�Ò���»�Ò�
Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��Ò��»�¼¯¨�Ò×���¼�µ�©Ǟ×¯»��ì�Ì��Ǟõ��»�¼×�Į�žµ�»�¼ÁÒ�Á×Î�Ò�×Î�Ò�
Ì�ÎÒÁ¼�Ò� �¼� Ò¯�Á� ¯��¼×¯õ����Ò� ì� µµ�»���Ò� �� �Ü�¯�¼�¯�� ¯¼��©�×ÁÎ¯�į� Ì�ÒÁ�
previo a la imputación por violación de la cuarentena43. Es alarmante que la 
*¯Ò��µǞ��ÒÁÒ×�¼©��ÍÜ��µ�Ò�»�¼¯¨�Ò×��¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��Ò×�¼�ÌÎÁ¯�¯��Ò�ÌÁÎ�µ�Ò�
»��¯��Ò�Ò�¼¯×�Î¯�Òį� µÁ�ÍÜ��¼Á�ÒÁµÁ�¼Á�Ò���±ÜÒ×���� µ��å�Î���į�Ò¯¼Á�ÍÜ���Á¼Ò-
tituye una violación del derecho humano a la libertad de expresión y ma-
nifestación. El acta de imputación de Elizabeth Escobar Flores señala que 
“[las procesadas] estuvieron apostadas en la Calle Palma esq. Chile, Barrio 
Catedral de la Ciudad de Asunción, realizando actos de manifestación y protesta, 
actos que se encuentran vedados conforme a la recomendación del Ministerio de Salud 
y el decreto presidencial emitido al respecto”44. 

37 Apartado basado en la Carta enviada por la CMP a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, relatorías 
temáticas de la Organización de las Naciones Unidas, la Comisión Interamericana de Mujeres y el Mecanismo de 
Seguimiento de la Convención de Belém do Pará. 

38 “Paraguay: Comisión Interamericana de DD.HH. repudia la muerte de dos adolescentes en acción de las Fuerzas 
Armadas”, 1RGDO��1RWLFLDV�GH�$P«ULFD�/DWLQD�\�HO�&DULEH, 4 de septiembre de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, https://
www.nodal.am/2020/09/paraguay-comision-interamericana-de-dd-hh-repudia-la-muerte-de-dos-adolescentes-en-
accion-de-las-fuerzas-armadas/. 

39 “Fiscalía abre investigación por pintata y quema en el Panteón”, 5'1, 5 de septiembre de 2020, acceso el 20 de octubre 
GH�������KWWSV���ZZZ�UGQ�FRP�S\������������ȑVFDOLD�DEUH�LQYHVWLJDFLRQ�SRU�SLQWDWD�\�TXHPD�HQ�HO�SDQWHRQ���

40 Ibíd.

41 “Arresto domiciliario por el caso Panteón”, �OWLPD�+RUD, 2 de octubre de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, https://
www.ultimahora.com/arresto-domiciliario-el-caso-panteon-n2907448.html. 

42 Causa N.º 5616/2020 “Paloma Chaparro y otras s/ S. H. P. Daños a cosas de interés común y otros, transgresión de la ley 
716/96 Delitos contra el medio ambiente en vedas y cuarentenas”, ante la Unidad Penal N.º 1 Especializada en Seguridad 
y Convivencia entre las Personas y la Unidad Penal Ordinaria N.º 2 de la Sede N.º 1 Capital.

43� ǘ$ERJDGR�GH�LQYHVWLJDGD�SRU�SURWHVWD�IUHQWH�DO�3DQWHµQ�FULWLFD�DFFLRQDU�GH�OD�)LVFDO¯D��Ǖ$F£�HVW£Q�LQYHQWDQGR�KHFKRVʜǙ��
�DQGXWL�'LDULR�'LJLWDO, 19 de septiembre de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, http://www.nanduti.com.
S\������������DERJDGR�LQYHVWLJDGD�SURWHVWD�IUHQWH�DO�SDQWHRQ�FULWLFD�DFFLRQDU�OD�ȑVFDOLD�DFD�HVWDQ�LQYHQWDQGR�
hechos/.

44� 0LQLVWHULR�3¼EOLFR��DFWD�GH�LPSXWDFLµQ�GH�(OL]DEHWK�(VFREDU�)ORUHV��GHO���GH�VHSWLHPEUH�GH�������ȑUPDGD�SRU�HO�ȑVFDO�
Rodolfo Fabián Centurión Ortiz, página 21, expediente “Elizabeth Escobar Flores s/ ley 716 que sanciona delitos contra el 
ambiente”. Énfasis propio.
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Luego de la imputación y el procesamiento de estas tres personas, el Minis-
×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á���Î��µ¯ñ��Á�Ü¼�µµ�»��Á�ÌÝ�µ¯�Á�Ì�Î��ÍÜ��µ���¯Ü����¼Ǟ���Î¯¼���
¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ÍÜ��Ì�Î»¯×��µ��¯��¼×¯õ���¯Â¼����µ�Ò���»�Ò�Ì�Î×¯�¯Ì�¼×�Ò����µÁÒ�
��ÁÒį��Á¼��µ�Á�±�×¯åÁ����ÌÎÁ��Ò�Îµ�Ò�ÌÁÎ�µ��å¯Áµ��¯Â¼����µ�Ò�»��¯��Ò�Ò�¼¯-
tarias45. El Estado paraguayo, a través de la Fiscalía General del Estado, está 
criminalizando selectivamente la protesta social. Una manifestación pací-
õ���ŁÍÜ��×ÜåÁ�Ü¼��Ì¯ÒÁ�¯Á������ÀÁÒ�»�×�Î¯�µ�Òį�Ì�ÎÁ�¼¯¼©Ý¼���Á����å¯Á-
µ�¼�¯���Á¼×Î��¼¯¼©Ü¼��Ì�ÎÒÁ¼�ł�¨Ü��Á�±�×Á����Ü¼��¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼��ë�ÜÒ×¯å�į�
pidiendo la colaboración de la gente en un verdadero modelo de delación 
ciudadana, tan propio de la dictadura paraguaya. En contrapartida, luego 
���µ���Á������µ��¯±����µ��ëÌÎ�Ò¯��¼×�����µ��X�ÌÝ�µ¯���0ÁÎ��¯Á���Î×�Ò��¼��µ�
mes de agosto, de la cual participaron casi 150 personas, no se abrió ninguna 
��ÎÌ�×��õÒ��µ��Ò×��ÍÜ���µ�ÌÎÁÌ¯Á�ÌÎÁ×�©Á¼¯Ò×����µ��å�¼×Á�Ì¯�¯Â�Ò�Î�ÌÎÁ��-
sado46. La Fiscalía le aplicó un criterio de oportunidad. Posteriormente a la 
manifestación frente al Panteón, el 11 de septiembre, la Asociación Nacio-
nal Republicana (ANR, Partido Colorado) realizó un acto con varias docenas 
de personas luego de que una senadora dio positivo a la covid-1947. En esta 
ocasión, al momento de cierre de este informe, no fue abierta una carpeta 
��� ¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼�õÒ��µĮ��Ò×���Ìµ¯���¯Â¼� ×�¼��¯ÒÌ�Î���� µ��¼ÁÎ»��Ì�¼�µ� ì� µÁÒ�
antecedentes de persecución de la lucha social en el Paraguay48, son la base 
Ì�Î���õÎ»�Î�ÍÜ��Ì�ÎÒ¯Ò×��Ü¼�Ì�×ÎÂ¼����»�¼¯ÌÜµ��¯Â¼����µ��¼ÁÎ»��Ì�¼�µ�Ì�Î��
reprimir la protesta social y perseguir a defensores y defensoras de derechos 
humanos. 

f¼��Ò×��Á�ÍÜ��Î�ÌÎ¯»���� µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÍÜ��Ò��»�¼¯õ�Ò×�¼�ÌÁÎ���Î��ÁÒ�¼Á�
ÒÁµ�»�¼×��»�¼���Ü¼�»�¼Ò�±��©�¼�Î�µ���µ��ÌÁ�µ��¯Â¼į�Ò¯¼Á�ÍÜ���¼�Ì�Î×��µ�Ò�
Î��Ü�Î�����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÍÜ���µ��ÒÌ��¯Á�ÌÝ�µ¯�Á�¼Á��Ò��µ��ÒÌ��¯Á�ÍÜ������ÎǞ�¼�
Á�ÜÌ�ÎĮ�žÒǞį� µ��Î�ÌÎ�Ò¯Â¼���µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÍÜ��ÌÎÁ×�Ò×�¼�¼Á��Ò�Ý¼¯��»�¼×��Ü¼�
acto de arbitrariedad, sino también un acto de disciplinamiento49.

Paraguay ya fue observado por diversos órganos de tratados de la Organiza-
�¯Â¼����µ�Ò�F��¯Á¼�Ò�f¼¯��Ò�ì�ÌÁÎ��µ��Á¼Ò�±Á������Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ��ÜÎ�¼×��
el Examen Periódico Universal (EPU) sobre la protección a defensores y de-

45� 'HFODUDFLRQHV�GHO�ȑVFDO�5RGROIR�&HQWXULµQ�D�*(1��ǘ+DEOD�HO�)LVFDO�)DEL£Q�&HQWXULµQ���Ǚ�>7ZHHW@��*(1�>#6RPRV*(1@�����
de septiembre de 2020, https://twitter.com/somosgen/status/1305898625915027456?s=12. 

46 “The Guardian se hace eco de la boda de Sol Cartes”, �OWLPD�+RUD, 24 de agosto de 2020, acceso el 23 de octubre de 2020, 
https://www.ultimahora.com/the-guardian-se-hace-eco-la-boda-sol-cartes-n2901557.html. 

47� ǘ6HQDGRUD�/LOLDQ�6DPDQLHJR�FRQȑUPD�TXH�GLR�SRVLWLYR�DO�WHVW�GH�&RYLG���Ǚ���OWLPD�+RUD, 15 de septiembre de 2020, 
DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�XOWLPDKRUD�FRP�VHQDGRUD�OLOLDQ�VDPDQLHJR�FRQȑUPD�TXH�GLR�SRVLWLYR�
al-test-covid-19-n2904932.html. 

48 El Informe Chokokue registra 115 casos de ejecuciones y desapariciones de dirigentes en el marco de la lucha por la 
tierra en Paraguay en el periodo 1989-2013. Disponible en línea: http://codehupy.org.py/informe-chokokue-1989-2013/. 

49 María Mercedes Gómez acuñó la expresión “violencia por prejuicio” para hacer alusión a la violencia ejercida contra 
FLHUWRV�JUXSRV��PXMHUHV��/*7%��HWF����TXH�WLHQH�HO�ȑQ�VLPEµOLFR�GH�ǘGLVFLSOLQDPLHQWRǙ��0DU¯D�0HUFHGHV�*µPH]��
“Violencia por prejuicio”, en Cristina Motta y Macarena Sáez (editoras), /D�PLUDGD�GH�ORV�MXHFHV��6H[XDOLGDGHV�GLYHUVDV�HQ�OD�
MXULVSUXGHQFLD�ODWLQRDPHULFDQD (Bogotá: Red Alas, 2008), 90-180.
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fensoras de derechos humanos50. El Comité de Derechos Humanos, en sus 
Á�Ò�Îå��¯Á¼�Ò�õ¼�µ�Ò��µ�V�Î�©Ü�ì��¼��µ��ÀÁ�ăāĂĊį��ëÌÎ�ÒÂ�ÒÜ�ÌÎ�Á�ÜÌ��¯Â¼�
“por los ataques, represalias y agresiones” contra las y los defensores de de-
rechos humanos51 y recomendó “evitar cualquier práctica de vigilancia” con-
tra las y los defensores52Į��Á¼�Î�µ��¯Â¼���µ�Ò�»Ü±�Î�Ò���¨�¼ÒÁÎ�Ò������Î��ÁÒį�
�µ��Á»¯×��Ì�Î��µ���µ¯»¯¼��¯Â¼����µ���¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼��Á¼×Î��µ��EÜ±�Î�Ł�Á»¯×��
CEDAW) manifestó: 

su preocupación por los actos de intimidación y hostigamiento contra las de-
fensoras de los derechos humanos, así como contra los maestros, periodistas, 
abogados y miembros de organizaciones no gubernamentales que se ocupan 
���µÁÒ���Î��ÁÒ����µ��»Ü±�Îį�µ��¯©Ü�µ�������©�¼�ÎÁį�µ��å¯Áµ�¼�¯���Á¼×Î��µ��»Ü±�Î�
y la violencia sexual53. 

La represión contra las defensoras de derechos humanos de las niñas y mu-
±�Î�Ò�Á�Ò×��Üµ¯ñ��ÒÜ�×Î���±Á�ì�©�¼�Î��»¯��Á���¯¼Ò�©ÜÎ¯�����¼×Î��ÍÜ¯�¼�Ò�Ò��
»�¼¯õ�Ò×�¼�µ�©Ǟ×¯»�»�¼×���Á¼×Î��µ�Ò�å¯Áµ��¯Á¼�Ò����µÁÒ���Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒĮ�

vioLenCia haCia DeFenSora inDígena

En el mes de octubre, Bernarda Pesoa, líder indígena qom, fue agredida físi-
camente por un grupo de personas luego de que ella se opusiera a la planta-
ción de eucaliptos en la comunidad54. Esta plantación era parte de un acuer-
do entre una fundación privada con la comunidad, proyecto al cual Bernarda 
se oponía55. Este tipo de agresiones es otra muestra de los peligros a los que 
se enfrentan las defensoras de derechos humanos y la forma todavía patriar-
��µ����Î�ÒÁµå�Î��Á¼øµ¯�×ÁÒį�ÍÜ���Ò���×Î�å�Ò����µ��å¯Áµ�¼�¯�Į

50 Durante el EPU, en el año 2016, Paraguay fue observado por los siguientes países: Honduras (párrafo 102.128); Brasil 
(párrafo 102.126); Italia (párrafo 102.119); Noruega (párrafo 102.129); Suecia (párrafo 102.130); Holanda (párrafo 
102.132); Suiza (párrafo 102.134); Costa Rica (párrafo 102.131), documento A/HRC/32/9. Todas estas recomendaciones 
fueron aceptadas por el Paraguay. 

51 Comité de Derechos Humanos, 2EVHUYDFLRQHV�ȍQDOHV�VREUH�HO�FXDUWR�LQIRUPH�SHULµGLFR�GHO�3DUDJXD\ (CCPR/C/PRY/CO/4, 20 
de agosto de 2019, párrafo 36), http://docstore.ohchr.org/SelfServices/FilesHandler.ashx?enc=6QkG1d%2FPPRiCAqhKb-
�\KVK<6X[08LI5,\��9Q$[4HF*�(X0�-Y:G/H�E2D��\RJ��)8,\$*MD:Y3*]��NVTK5�/]U�/8�9��+D9�MNVOXOȔ-6�E-
BhZVmk4lcrxpo%2BWw1Bw. 

52 Ídem, párrafo 37. 

53 Comité CEDAW, 2EVHUYDFLRQHV�ȍQDOHV�VREUH�HO�V«SWLPR�LQIRUPH�SHULµGLFR�GHO�3DUDJXD\ (CEDAW/C/PRY/CO/7, 22 de 
noviembre de 2018, párrafo 28), https://acnudh.org/load/2018/03/N1739459.pdf.

54 “Analizan denuncia de comunidad indígena qom”, &RQDGHUQD, 12 de agosto de 2020, acceso el 22 de octubre de 2020, 
http://www.conaderna.gov.py/noticias/analizan-denuncia-de-comunidad-indgena-qom-1299. 

55 Ibíd.
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paragUaY preSenTó inForme De 
SegUimienTo aL ComiTé CeDaW

En el 2017, Paraguay fue evaluado por el Comité CEDAW. En sus observa-
�¯Á¼�Ò� õ¼�µ�Ò56, el Comité solicitó al Estado presentar un informe de se-
©Ü¯»¯�¼×Á� ÒÁ�Î�� �µ©Ü¼�Ò� Î��Á»�¼���¯Á¼�Ò� �ÒÌ��Ǟõ��Ò57. Estas eran: dero-
gar la Resolución N.º 29664/2017 que prohibía materiales sobre “teoría y/o 
¯��ÁµÁ©Ǟ�����©�¼�ÎÁŌĹ���Î�ÌÎ¯ÁÎ¯�����µ�»�¼��×Á���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ��EÜ±�ÎĹ�
implementar el mecanismo interinstitucional establecido en la Ley de Trata 
ì����µ�Î�Î�µ��Ì�¼�µ¯ñ��¯Â¼���µ�×Î���±Á�¯¼¨�¼×¯µ��Á»�Ò×¯�Á�¼Á�Î�»Ü¼�Î��ÁĮ��µ�
Estado presentó su informe58 con unos meses de demora. Con relación a la 
derogación de la Resolución N.º 29664, informó que había aprobado el Plan 
Nacional de Igualdad, pero no hizo referencia a la derogación de esa norma. 
En el informe59 de la relatora del Comité, encargada de la revisión del reporte 
del Estado, se señala que la gran mayoría de estas recomendaciones fueron 
cumplidas parcialmente y recomienda que el Estado vuelva a reportar sobre 
estos puntos en su próximo informe al Comité. 

COnClUsiOnEs

>��Ì�¼��»¯�����µ���Áå¯�ŅĂĊ�å¯Ò¯�¯µ¯ñÂ��Ý¼�»�Ò�µ�Ò�¯»Ìµ¯��¼�¯�Ò����µ���¯å¯Ò¯Â¼�
Ò�ëÜ�µ���µ�×Î���±ÁĮ�VÁÎ�Ü¼��Ì�Î×�į��µ�ŊÍÜ���ÎÒ���¼���Ò�Ō�ÌÜÒÁ�ÒÁ�Î��µÁÒ�Á»-
�ÎÁÒ����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�Ü¼����Î©����ÒÌÎÁÌÁÎ�¯Á¼��������Ü¯���Áį�Ò¯¼�ÍÜ���Ò×���µ�
»Á»�¼×Á��µ��Ò×��Á��ì��Ìµ�¼×���Á�ÒÁµÜ�¯Á¼�Ò��õ�¯�¼×�Ò����ÁÎ×Á�ì�»��¯�¼Á�
Ìµ�ñÁÒĮ�\���¼�Á¼×Î�ÎÁ¼į�ÌÁÎ�µÁ�×�¼×Áį�µÁÒ��»�¯×ÁÒ�ÌÝ�µ¯�Á�ì�ÌÎ¯å��ÁĮ

ž�ÒÜ�å�ñį��¼�Á×ÎÁ���ÌǞ×ÜµÁ�»�Ò����µ��Î�ÌÎ�Ò¯Â¼����µ��ÌÎÁ×�Ò×��ÒÁ�¯�µį�»Ü±�Î�Ò�
��¨�¼ÒÁÎ�Ò������Î��ÁÒ����¼¯À�Ò�ì�»Ü±�Î�Ò�¨Ü�ÎÁ¼��Î¯»¯¼�µ¯ñ���Ò�ÌÁÎ��µ��Ò-
tado y agredidas en sus comunidades. 

Finalmente, el contexto de la emergencia sanitaria enfrentó a la sociedad a 
la interrogante de si tenemos lo que Rita Segato llama “un Estado que sale 
�µ��Ü¯���Á����µ��©�¼×�ŌĮ�>�Ò��å¯��¼�¯�Ò��ÌÜ¼×�¼���ÍÜ���Ò×�»ÁÒ�µ�±ÁÒ�����ÒÁĮ

56 Comité CEDAW, 5HFRPHQGDFLRQHV�ȍQDOHV�D�3DUDJXD\. Documento CEDAW/C/PRY/CO/7, 22 de noviembre de 2017. 

57 Ibíd., párrafos 9 a), 15 a), 23 b) y 35 c). 

58� ,QIRUPDFLµQ�VXPLQLVWUDGD�SRU�HO�3DUDJXD\�HQ�UHODFLµQ�FRQ�HO�VHJXLPLHQWR�GH�ODV�REVHUYDFLRQHV�ȑQDOHV�VREUH�VX�V«SWLPR�
informe periódico. Documento CEDAW/C/PRY/FCO/7, 31 de marzo de 2020. 

59 El reporte de la relatora Lia Nadaraia se encuentra disponible en versión pdf (en idioma inglés), en este enlace: https://
tbinternet.ohchr.org/Treaties/CEDAW/Shared%20Documents/PRY/INT_CEDAW_FUL_PRY_42759_E.pdf.  
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rECOMEnDaCiOnEs

Varias de las recomendaciones formuladas en ediciones anteriores60 persis-
ten por su falta de cumplimiento, por lo que se reiteran a continuación.

 Ǻ Garantizar la vigencia de políticas de género y remover los obstáculos 
Ì�Î���µ�����ÒÁ�ì�©Á������µÁÒ���Î��ÁÒ����µ�Ò�»Ü±�Î�ÒĮ�

 Ǻ Garantizar el presupuesto adecuado a los mecanismos institucionales de 
género, en todos los poderes del Estado. 

 Ǻ žÒ�©ÜÎ�Î�µ��å¯©�¼�¯����µ��Ò×��Á�µ�¯�Á�ì��å¯×�Î�×Á���¯¼±�Î�¼�¯��¨Ü¼��»�¼×�-
µ¯Ò×���¼�µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��ÒĮ�

 Ǻ Derogar, de manera inmediata, las resoluciones prohibitivas y restrictivas 
del MEC sobre el enfoque de género en el sistema educativo. 

 Ǻ Asegurar la vigencia de la educación sexual integral en el sistema educativo. 

 Ǻ Formular e implementar una política nacional de cuidados.

 Ǻ Aprobar el proyecto de Ley Contra Toda Forma de Discriminación. 

 Ǻ Aprobar una Ley de Paridad Democrática.

60 Cfr. Elba Núñez, “En busca del ejercicio y goce de los derechos humanos de las mujeres en Paraguay”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 174-175.
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derecho a la salud

Un paíS qUe vive en 
emergenCia Y Una reForma 
���]�=g�����=J]��IJ]�ȅǼ�

La covid-19 ha venido a relevar en la agenda pública lo que venimos de-
nunciando hace 25 años, la salud de la población está determinada por 
el modelo de producción y reproducción social que genera empobreci-
miento, desigualdad, enfermedad y muerte, y el sistema nacional de salud 
funcional a las políticas neoliberales, está deliberadamente precarizado, 
��ÞĈÄ�Ä�¬��Ë�ü�Ã�Äæ¬�Ä��¬Ä�Ùê¬����Þ�Þ�Ä¬æ�Ú¬�Þ�×ËÚ��ê�Þæ¬ËÄ�Þ����¤�Ä�-
ÚËɇ��½�Þ��ÞË�¬�½ɇ��æÄ¬��ü�æ�ÚÚ¬æËÚ¬ËɌ�DË�Ë�Þæ�Äæ�ɇ��Þæ�ÃËÞ��Äæ��½��Ë×ËÚæêÄ¬-
dad histórica de construir un sistema de salud universal, gratuito, integral 
y de calidad, pero el Estado se desentiende de los aprendizajes que este 
año 2020 ha dejado al mundo global, y promueve la privatización con un 
modelo de reforma similar a las propuestas de la década del 90 y el lucro 

por encima de la vida.

paLabraS CLaveS: derecho a la salud, epidemiología crítica, emergen-
cia sanitaria, reforma del sistema de salud, acceso.

mariluz martín martínez
�]J�.��.KD�=�c.DJ�C�Y.��D�����C��.�.D��]J�.�=�y�]�=g���J=��c.r��ɢ�=�C�]ɣ

movimiento por el derecho a la salud “maría rivarola”

patricia Lima pereira
�]J�.��.KD�=�c.DJ�C�Y.��D�����C��.�.D��]J�.�=�y�]�=g���J=��c.r��ɢ�=�C�]ɣ
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balanCE DE lOs 25 añOs 

ž�ăĆ��ÀÁÒį�µ���Áå¯�ŅĂĊ�å¯¼Á���Î�µ�å�Î��¼�µ���©�¼���ÌÝ�µ¯���µ����Ü���¯Ò×ÂÎ¯���
que ya denunciábamos desde los años 90.

��Ò���ĂĊĊćį��µ��ë¯©ÜÁ�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á��Ò¯©¼��Á��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì�
�¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ�ŁE\Vì�\łį��ÒǞ��Á»Á�µ����±���±��Ü�¯Â¼į��¼��Á¼�¯�¯Á¼��Á��µ�
sistema de salud a un permanente desabastecimiento de insumos y medica-
mentos, al deterioro de la infraestructura y a la precarización laboral de las 
Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�����Ò×��Ò��×ÁÎĮ�

ž�õ¼�µ�Ò����µÁÒ�Ċā�µµ�©�ÎÁ¼���¨�µ×�Î�¯¼�µÜÒÁ�¯¼ÒÜ»ÁÒ��Ò�¼�¯�µ�Òį�×�µ�Ò��Á»Á�
los biológicos para el Programa de Vacunación1, y en plena epidemia de sa-
rampión, la deuda con el Fondo Rotatorio del Programa Ampliado de Inmu-
¼¯ñ��¯Á¼�Ò�Î�×Î�ÒÂ�µ��ÌÎÁå¯Ò¯Â¼����¯¼ÒÜ»ÁÒ�Ì�Î��µ����»Ì�À�į�ÍÜ��õ¼�µ»�¼×��
tuvo que iniciar con dosis donadas por el Brasil2Į�ž��»�Òį�Ò��ÌÎÁ�Ü±�ÎÁ¼��ÁÒ�
huelgas hospitalarias3, debido a las precarias condiciones en la atención en 
los hospitales y los centros de salud4.

A inicios de la década del 2000, el Estado respondió a la crítica situación 
Ò�¼¯×�Î¯���Á¼�ÌÎÁì��×ÁÒ�¨Á��µ¯ñ��ÁÒ��¼�µ��Ò�µÜ��»�×�Î¼��¯¼¨�¼×¯µį�õ¼�¼�¯��ÁÒ�
por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el Banco Mundial. Estos 
ÌÎÁ©Î�»�Ò�Î�©¯Ò×Î�ÎÁ¼�ÌÎÁ�µ�»�Ò�����±��Ü�¯Â¼�ì�¼Á�Á�×Üå¯�ÎÁ¼��µ�¯»Ì��×Á�
esperado en los indicadores de salud5. En el 2006, si bien se aprobó la Ley 
N.º 2907/2006 de “Aseguramiento Presupuestario para los Programas de Sa-
lud Reproductiva y Kit de Partos”, lo cierto es que tuvo limitaciones en la 
implementación, debido a que las partidas presupuestarias para la compra 
����¼×¯�Á¼��Ì×¯åÁÒ�¼Á�Ò���±��Ü×�ÎÁ¼�ì�Ì�ÎÒ¯Ò×¯�ÎÁ¼�µ�Ò���¼Ü¼�¯�Ò����¨�µ×�����
insumos. En el 2007 se presentó el Parlamento el proyecto de ley de Salud de 
\�ëÜ�µį�X�ÌÎÁ�Ü�×¯å��ì�E�×�Î¼Á�V�Î¯¼�×�µį��Á¼��µ�Á�±�×¯åÁ����ÌÎÁ×�©�Î�µÁÒ���-
Î��ÁÒ�Ò�ëÜ�µ�Ò�ì�Î�ÌÎÁ�Ü�×¯åÁÒį�Ì�ÎÁ����¯�Á���µ��ÌÎ�Ò¯Â¼��±�Î�¯���ÌÁÎ�©ÎÜÌÁÒ�
fundamentalistas6 fue rechazada. 

En cuanto a los arreglos institucionales del Estado, en 1996 se aprobó la Ley 
N.º 1032. “Que crea el Sistema Nacional de Salud”, sin debate parlamenta-

1 Carmen Gómez, “Derechos Humanos en Salud”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida et al., 
1998),144-146.

2 No fue hasta el 2003 que se dio un avance en este sentido, ya que, para evitar nuevos desabastecimientos, se aprobó la 
Ley “De Protección Infantil sobre Enfermedades Inmunoprevenibles”.

3 Lourdes I. Talavera, “Derecho a la salud”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Adavi et al., 1997), 238-239.

4 El detonante fue la condena por homicidio culposo de dos médicos tras la muerte de un niño en 1990, debido a que 
durante la práctica quirúrgica no contaron con los insumos necesarios.

5 Esperanza Martínez, “Exclusión e inequidad social: señales de la salud en deterioro”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\�
���� (Asunción: Codehupy, 2002), 338-344.

6 Natalia Slepoy Benites, “Derechos sexuales y reproductivos: una asignatura pendiente”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2007), 313-314.
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Î¯Áį�ì�×Î�Ò�µ��Ò�¼�¯Â¼�õ�×���¼��µ�\�¼��ÁĮ��Ò×��µ�ì�ì�ÒÜ����Î�×Á�Î�©µ�»�¼×�Î¯Á�
N.º 19966/1998 que “reglamenta la descentralización sanitaria”, apuntaron a 
µ���Ü×Á©�Ò×¯Â¼�»Ü¼¯�¯Ì�µ��Á»Á��µ×�Î¼�×¯å���¼×��µ����Òõ¼�¼�¯��¯Â¼���¼×Î�µ�
del Estado. La lógica fue otorgar competencias a los municipios para la 
��»¯¼¯Ò×Î��¯Â¼����µÁÒ�Ò�Îå¯�¯ÁÒ�Ò�¼¯×�Î¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒį�¯¼�µÜì�¼�Á�µ��å¯©¯µ�¼�¯��
Ò�¼¯×�Î¯�� ì� �Ì¯��»¯ÁµÂ©¯��� µÁ��µĮ� �Ò×�Ò� Ýµ×¯»�Ò� ¨Ü¼�¯Á¼�Ò� Î��×ÁÎ�Ò� �¼� µ��
práctica no llegaron a ser asumidas. Entre el 2002 y 2007, una veintena 
municipios que suscribieron acuerdos con el MSPyBS, administraron un 
ÌÁÎ��¼×�±����µ�¯¼©Î�ÒÁ����Î��ÜÎÒÁÒ��Á¼Ò�©Ü¯�ÁÒ���×Î�å�Ò�����Î�¼��µ�Ò�µÁ��-
les, pero no lograron incidir directamente en las barreras de acceso, y se 
ÌÎÁ¨Ü¼�¯ñÂ�µ��ÌÎ���Î¯ñ��¯Â¼�µ��ÁÎ�µ�Ì�Î��µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò�ì�µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�
de salud.

El presupuesto como herramienta política y técnica fundamental para avan-
zar hacia el pleno respeto, protección y garantía del derecho a la salud, ha 
arrastrado históricas limitaciones, a excepción de algunos años. Entre 1997 
ì�ăāĂąį��µ�©�Ò×Á�ÌÝ�µ¯�Á��¼�Ò�µÜ���Ü»�¼×Â�Ò¯©¼¯õ��×¯å�»�¼×�į���µ�ăįĆŧ���µ�
PIB al 4,5% del PIB7Į��ÒÌ��Ǟõ��»�¼×�į��¼×Î��µÁÒ��ÀÁÒ�ăāāĊ�ì�ăāĂą�Ò��Î�©¯Ò×ÎÂ�
un crecimiento de gastos corrientes en salud del MSPyBS del orden de 30% 
anual (a excepción del 20138). Desde el 2015, en coincidencia con la Ley N.º 
5098 de “Responsabilidad Fiscal”9 este crecimiento cayó a menos del 5%10, 
�¯õ�Üµ×�¼�Á�µ��Î�ÒÌÜ�Ò×����µ���Î��¯�¼×����»�¼������Ò�Îå¯�¯ÁÒĮ�

Una de las consecuencias de la falta de acceso ha sido la lógica histórica de 
µ��»¯©Î��¯Â¼�ÌÁÎ�Ò�µÜ�į�Ü¼�Ì�Î�©Î¯¼�±��ńå¯Ò¯�¯µ¯ñ��Á��¼�µÁÒ�¯¼¨ÁÎ»�Ò����µÁÒ�
años 2007 y 2008– en el que se registró el traslado de centenares de familias 
��µ��žÎ©�¼×¯¼��Ì�Î��������Î�µÁÒ�ÁÒÌ¯×�µ�Ò�ÌÝ�µ¯�ÁÒ11 ante la desatención del 
Estado paraguayo12.

�¼�ăāāĉ�Ò��ÌÎÁ�Ü±�ÎÁ¼��å�¼��Ò��¼�µ���µ¯»¯¼��¯Â¼�����µ©Ü¼�Ò���ÎÎ�Î�Ò���Á¼Â-
»¯��Ò�ì�©�Á©Î�õ��Ò��¼��µ�����ÒÁ���µ��Ò�µÜ�Į��µ�E\Vì�\��ÌÎÁ�Â�µ�Ò�ŊVÁµǞ×¯��Ò�
ÌÝ�µ¯��Ò�Ì�Î��µ����µ¯�������å¯���ì�Ò�µÜ���Á¼��ÍÜ¯���Ō���±Á�µÁÒ�ÌÎ¯¼�¯Ì¯ÁÒ����
universalidad, integralidad, participación social e interculturalidad. En la 
gestión se cambió de la lógica de atención por niveles a la de redes integrales 

7 OPS/OMS, &RPLW«�,QWHULQVWLWXFLRQDO�GH�FXHQWDV�GH�VDOXG�(Asunción: OPS/OMS, 2003). MSPyBS, $Q£OLVLV�GHO�*DVWR�7RWDO�HQ�
6DOXG�HQ�3DUDJXD\��$³RV�����������(Asunción: MSPyBS, 2015).

8 El 2013 fue el único año de todo el periodo analizado en que se dio un recorte de 8,6% para el MSPyBS, desde 1999.

9 La Ley N.º 5098/2005 de Responsabilidad Fiscal establece que “el incremento anual del gasto corriente primario del 
6HFWRU�3¼EOLFR�QR�SRGU£�H[FHGHU�D�OD�WDVD�GH�LQȠODFLµQ�LQWHUDQXDO�P£V�HO���Ǚ�

10 OCDE, (VWXGLR�PXOWLGLPHQVLRQDO�GH�3DUDJXD\��&DS¯WXOR����5HIRUPDQGR�HO�VLVWHPD�GH�VDOXG�SDUDJXD\R (Organisation for 
Economic Co-operation and Development, 2019).

11 Hasta la fecha, el criterio de universalidad y enfoque de derechos del sistema de salud argentino ha contribuido a 
que muchas familias paraguayas puedan acceder a la atención en salud, particularmente en el caso de enfermedades 
FDWDVWUµȑFDV�

12  Lilian Soto, “¿Es un derecho la salud en Paraguay?”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2007), 
371-386. Cristina Guillén, “De la exclusión a la expectativa de universalidad”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������
(Asunción: Codehupy, 2008), 572-575.
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��¯¼×�©Î���Ò����Ò�µÜ�į�ì�Ò��ÌÎÁì��×�ÎÁ¼�»�×�Ò��Ü�¼×¯õ���µ�Ò�ì�ÌÎÁ©Î�Ò¯å�ÒĮ�
Así se aprobó la estrategia de Atención Primaria de la Salud (APS), cuyo ob-
±�×¯åÁ�¯¼¯�¯�µ�¨Ü��µµ�©�Î���ĂĮĄāā�f¼¯����Ò����\�µÜ��*�»¯µ¯�Î�Łf\*ł�ì�ĂăĆ�ÌÁµ¯-
clínicas de especialidades, para garantizar la atención en territorios socia-
les, con una cobertura poblacional de entre 2.500 y 5.000 habitantes. Entre 
2008 y 2012 se crearon 704 USF, en los años siguientes hasta 2019, hubo una 
desaceleración y precarización de esta estrategia, y solo se crearon 104 USF 
adicionales (un 62% de la meta de una década atrás). 

Un hito fundamental para la garantía del derecho a la salud fue la declara-
�¯Â¼����©Î�×Ü¯����Ü¼¯å�ÎÒ�µŏ���µ�Ò�¯¼×�Î¼��¯Á¼�Ò�ÁÒÌ¯×�µ�Î¯�Òį��ÒǞ��Á»Á����
las cirugías de urgencias y programadas de las diferentes especialidades, a 
través de la Resolución N.º 140, que derivó en el 2013, en la promulgación de 
la Ley N.º 5099 de “Gratuidad de los Aranceles de las Prestaciones de Salud 
de los Establecimientos del MSPyBS”13. La gratuidad contribuyó a evidenciar 
la demanda de atención no satisfecha, que anteriormente ni siquiera había 
Ò¯�Á��Ü�¼×¯õ����Į��¼×Î��ăāāĈ�ì�ăāĂĂ�Ò��Î�©¯Ò×ÎÂ�Ü¼��Ü»�¼×Á���µ�ĈĈŧ�����Á¼-
ÒÜµ×�Ò�ì���µ�Ćĉŧ��¼��µ�¼Ý»�ÎÁ����Ì�ÎÒÁ¼�Ò��×�¼�¯��Òį�Ì�ÎÁ�Ì�ÎÒ¯Ò×¯�ÎÁ¼�µ�Ò�
��õ�¯�¼�¯�Ò� �¼� µ�� ��µ¯������� �×�¼�¯Â¼�ÌÁÎ� �µ� ¯¼ÒÜõ�¯�¼×����Ò�ÎÎÁµµÁ���� µ�Ò�
redes de atención14.

A pesar de los avances del periodo 2009-2012, este no estuvo exento de ten-
Ò¯Á¼�Ò�ì��Á¼øµ¯�×ÁÒĮ��¼��Ò×ÁÒ��ÀÁÒį�µ����Ò��µ¯õ���¯Â¼�Ì�Î»�¼�¼×�����µÁÒ�©Î�-
mios médicos respecto de la nueva estrategia de Atención Primaria de la Sa-
lud y la permanente deslegitimación de las acciones por parte de la prensa 
comercial, indicaron el rechazo de los sectores políticos tradicionales y los 
poderes técnicos retardatarios hacia este cambio de paradigma. 

�¼��Ü�¼×Á���µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò����µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò�ì�×Î���±��ÁÎ�Ò����Ò�µÜ���¼��µ�
Ò¯Ò×�»��ÌÝ�µ¯�Áį�Ò¯��¯�¼�Ò��Î�ÌÁÎ×�ÎÁ¼��å�¼��Ò��¼��µ�ăāāĊ��Á¼�µ��¯¼×ÎÁ�Ü��¯Â¼�
de concurso de méritos15 y el incremento de los salarios que contribuyeron a 
la profesionalización, las denuncias por prebendarismo y partidización per-
sistieron, y a pesar de varios intentos de los sectores afectados e incluso del 
apoyo legislativo, no llegó a implementarse la Carrera Sanitaria. 

Es importante subrayar que han existido poblaciones históricamente exclui-
das y permanentemente vulneradas en su derecho a la salud. Con la Ley N.º 
5469/2015 “De Salud Indígena” se obtuvo un avance en el reconocimiento 
de sus necesidades particulares, sin embargo, han persistido las grandes 

13 La ley fue promovida y aprobada ante la intención del Gobierno de ese periodo de retroceder y eliminar esta conquista 
histórica de la sociedad paraguaya.

14 Ruth Irala Rivas y Pablino Caballero, “La salud es un derecho, no es un privilegio”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2012), 225-226.

15 Ibíd., 227.
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inequidades y las personas de pueblos indígenas siguen teniendo los peores 
indicadores de salud16.

�¼��µ�ăāĂĊį��µ�E\Vì�\��¼Ü¼�¯Â�ÌÝ�µ¯��»�¼×��ÍÜ���Ò×������¼�Á�Ì�ÒÁÒ��¼�µ��
reforma del sistema de salud, con el apoyo del Banco Mundial. La reforma 
propuesta está orientada al mercado y a ampliar la participación del sector 
ÌÎ¯å��Á��Á»Á�ÌÎ�Ò×��ÁÎ����Ò�Îå¯�¯ÁÒį�õ¼�¼�¯��ÁÒ��Á¼�Î��ÜÎÒÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒĮ��Á¼�
esta reforma se pretende sustituir la gratuidad de la salud, por el de la pro-
×���¯Â¼�õ¼�¼�¯�Î�����µÁÒ��Ò×Î�×ÁÒ�»�Ò�ÌÁ�Î�Òį�ì�µ��Ü¼¯å�ÎÒ�µ¯������µ���Î��Á�
Ł����ÒÁ����×Á��Ò� µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��¼� ¯©Ü�µ������ µ���×�¼�¯Â¼��¼�Ò�µÜ��Ò�©Ý¼�ÒÜ�
necesidad particular) por la universalidad de las coberturas (un paquete de 
servicios mínimos para todas las personas). 

sitUaCiÓn DEl DErECHO

preSUpUeSTo con covid o sin covid DeSnUDa 
LoS probLemaS De geSTión Y De CorrUpCión

El presupuesto 2020 aprobado por el Congreso aumentó solamente el 7% con 
respecto al 2019, un incremento que, como viene señalándose en años ante-
riores17į�Î�ÒÌÁ¼�����µ��µÂ©¯�����µ���Òõ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�ÌÎÁ©Î�Ò¯åÁ18 de la salud 
ÌÝ�µ¯���Ł©Î�õ�Á�Ăłį���Ì�Ò�Î����µ�Ò���õ�¯�¼�¯�Ò�¯Ò×ÂÎ¯��Ò�ÍÜ��×¯�¼�¼�µÁÒ�Ò�Îå¯-
cios de salud para atender a las necesidades de la población.

*U£ȑFR����3UHVXSXHVWR�DSUREDGR�\�HMHFXWDGR�GHO�063\%6��3DUDJXD\����������

Fuente: Ministerio de Hacienda, 2020.

16 María Gloria Montórfano, “La salud en Paraguay: ¿retrocedió como derecho? De la teoría a la práctica. Una brecha que 
afecta a la población”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2015), 152-164. Ministerio de Salud 
Pública, 'DWRV�DELHUWRV (Asunción: MSPyBS, 2020). Disponible en http://portal.mspbs.gov.py/digies/datos/.

17 Mariluz Martín Martínez, “El derecho a la salud es inalcanzable sin justicia social y calidad de vida”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2018), 173-175. Mariluz Martín Martínez, “Salud, un camino hacia la 
mercantilización”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 183-184.

18 Martín Martínez, “Salud, un camino hacia la mercantilización”, 183-184.
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�Á¼�µ��Ì�¼��»¯��ì�µ�����µ�Î��¯Â¼�����»�Î©�¼�¯�����Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯�����¼¯å�µ�¯¼-
ternacional, el MSPyBS tomó medidas extraordinarias para incrementar la 
capacidad de atención del sistema de salud a las personas con covid-19. A 
través de la Ley de Emergencia N.º 6524, el Gobierno accedió a un préstamo 
���f\��ĂĮćāā�»¯µµÁ¼�Òį���� µÁÒ��Ü�µ�Ò�f\��ąĉĊ�»¯µµÁ¼�Ò� ¨Ü�ÎÁ¼�õ¼�µ»�¼×��
��Ò×¯¼��ÁÒ�Ì�Î��\�µÜ��VÝ�µ¯��Į���¼×ÎÁ���µ�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Áį��µ� �Î��¯×Á��ë×�Î¼Á�
presentó un crecimiento del 274,7%, del cual el 167,5% correspondió a dona-
ciones, destinadas a fortalecer el sistema sanitario19, alcanzando un total de 
USD 377.88920 en recursos económicos, y USD 10.000.00021 en donaciones de 
equipamiento biomédico, entre otras donaciones. Además, se reprograma-
ÎÁ¼��Î��¯×ÁÒ�ì���ÌÎÁ���ÁÒ��¼×�Î¯ÁÎ»�¼×��Ì�Î��Á×Î�Ò�¯¼å�ÎÒ¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��ÒĮ��µ�
MSPyBS nunca había obtenido tantos recursos como en el 2020.

�ÜÎ�¼×��µÁÒ�ÌÎ¯»�ÎÁÒ�»�Ò�Ò����µ��Ì�¼��»¯��Ü�Á�Ü¼���µ�Î»�¼×����±���±�-
cución presupuestaria y se evidenciaron graves problemas de gestión. En 
±Üµ¯Áį�ÒÁµÁ��µ�ĆįĆŧ����µÁÒ�Î��ÜÎÒÁÒ�Ì�Î��µ���»�Î©�¼�¯����Ǟ�¼�Ò¯�Á�Ü×¯µ¯ñ��ÁÒ�
y para octubre, de los 489 millones de dólares aprobados para el MSPyBS22 
µ���±��Ü�¯Â¼�µµ�©�����Ò��Ò�»�¼×���µ�ĂāŧĮ�\¯��¯�¼��µ�E\Vì�\��ÎÎ�Ò×Î��µ¯»¯×�-
�¯Á¼�Ò�¯Ò×ÂÎ¯��Ò����©�Ò×¯Â¼į�µ���±��Ü�¯Â¼�Î�µ��¯Á¼������µ���»�Î©�¼�¯��ÌÁÎ�
la covid-19, se vio agravada por los problemas de escasez y la subida de los 
precios en el mercado nacional e internacional, generados por el exceso 
de demanda y la especulación23 en los primeros meses de la pandemia, así 
como por los actos de corrupción24 y el incumplimiento de los términos de 
Î�¨�Î�¼�¯�����µ�Ò��»ÌÎ�Ò�Ò���±Ü�¯����Òį�ÍÜ��Î�ÒÜµ×�ÎÁ¼��¼�µ����¼��µ��¯Â¼�
de varios contratos y retrasos en la disponibilidad de los insumos y equipos 
médicos25Į�>����±���±��Ü�¯Â¼��¼��µ�Î�Ò×Á����µÁÒ�ÌÎÁ©Î�»�Ò�¼Á�×¯�¼��¼¯¼©Ü¼��
±ÜÒ×¯õ���¯Â¼Į

19 Ministerio de Hacienda, 3DUDJXD\��%DODQFH�MXOLR�����.

20 Fundación Cird, 5HQGLFLµQ�GH�GRQDFLRQHV (Asunción: CIRD, 2020) Disponible en https://rendicionescovid19.cird.org.py/
donaciones.

21 MSPyBS, 5HQGLFLµQ�GH�FXHQWDV. Disponible en https://www.MSPyBS.gov.py/dependencias/portal/adjunto/94aa33-MatrizR
endicindeCuentasMSPYBSENEASEP2020.pdf.

22 Informe de la Comisión Bicameral del Congreso, de carácter transitorio, para el control de los recursos previstos en la 
Ley de Emergencia N.º 6524/2020, al 26 de octubre de 2020.

23 Organización Mundial de la Salud. Disponible en https://www.who.int/es/news/item/03-03-2020-shortage-of-
personal-protective-equipment-endangering-health-workers-worldwide.

24 Contraloría General de la Nación, ,QIRUPH�ȍQDO�VREUH�LQVXPRV�GHO�063\%6������, https://es.scribd.com/
GRFXPHQW�����������,QIRUPH�)LQDO�GH�OD�&RQWUDORULD�VREUH�LQVXPRV�GH�0LQLVWHULR�GH�6DOXG�IURPBHPEHG�

25 Ministerio de Hacienda, https://www.hacienda.gov.py/web-presupuesto/index.php?c=311.
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aCCeSo UniverSaL a La SaLUD: avanCeS Y reTroCeSoS

medidas de contención frente a la pandemia

El 7 de febrero la OMS declaró la Emergencia Internacional por el brote de 
�ÁÎÁ¼�å¯ÎÜÒį� ì� �µ� ÌÎ¯»�Î� ��ÒÁ� �Á¼õÎ»��Á� �¼�V�Î�©Ü�ì� ¨Ü�� �µ� Ĉ� ���»�ÎñÁĮ�
Paraguay fue uno de los países que tomó las medidas de vigilancia y pre-
vención con mayor rapidez26, lo que permitió, durante los primeros meses 
��� µ�� �Á¼×¯¼©�¼�¯�į� ÍÜ�� �µ� ¼Ý»�ÎÁ� ��� ��ÒÁÒ� ÌÁÎ�»¯µµÂ¼� ��� ��¯×�¼×�Òį� �ÒǞ�
como la letalidad27 se mantengan inferiores al resto de la región. Entre las 
medidas tomadas estuvieron: la suspensión temprana de clases y eventos 
masivos (desde el 20 de marzo de 2020); el aislamiento preventivo general y 
el cierre de fronteras (desde el 16 de marzo de 2020); la instalación de alber-
©Ü�Ò�ÒÜÌ�Îå¯Ò��ÁÒ�ì��µ�×�Ò×�Á�Ü¼¯å�ÎÒ�µ�Ì�Î��å¯�±�ÎÁÒ�Ł��Ò����µ�Ċ������Î¯µ����
2020); el fortalecimiento de la vigilancia, con rastreo de contactos y testeos 
a sospechosos. Desde el 4 de mayo (SE19), debido a la presión de los sectores 
económicos, y con la escasa protección social a la población, el Gobierno im-
plementó un Plan de Levantamiento Gradual del Aislamiento Preventivo Ge-
¼�Î�µ�Ł�Ü�Î�¼×�¼��2¼×�µ¯©�¼×�łĮ��¼��µ�©Î�õ�Á�ă�ÌÜ���¼�Á�Ò�Îå�ÎÒ��µÁÒ��¨��×ÁÒ�
del levantamiento. Durante el mes de mayo, la mayoría de los casos fueron 
��×��×��ÁÒ��¼�µÁÒ��µ��Î©Ü�Ò����Ò�µÜ�į�ì���Ì�Î×¯Î����±Ü¼¯Á�Ł\�ăĆł��Ü»�¼×�ÎÁ¼�
µÁÒ���ÒÁÒ��¼�µ���Á»Ü¼¯���į�Ò¯¼�¼�ëÁ��Á¼Á�¯�Á�Ł©Î�õ�Á�ăłĮ�

*U£ȑFR����&DVRV�FRQȑUPDGRV�GH�FRYLG����SRU�VHPDQD�
epidemiológica y región regiones, en Paraguay, 2020 

Fuente: Centro de Información Epidemiológica (MSPyBS, www.mspbs.gov.py/covid-19.php).

26 Reporte de medidas, https://www.MSPyBS.gov.py/covid-19-actualizacion.php.

27 La tasa de letalidad promedio de Paraguay fue de 2,2, mientras que en la región de América del Sur fue de 3,1.
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�¼×Î��µÁÒ�»�Ò�Ò����±Üµ¯Á�ì��©ÁÒ×Á�Ł\�ăĉŅ\�Ąćłį��µ�¼Ý»�ÎÁ������ÒÁÒ�����Áå¯�ŅĂĊ�
Ò�� ¯¼�Î�»�¼×Â�¼Á×��µ�»�¼×�į�Ò�©Ý¼�Ò��Á�Ò�Îå���¼��µ�©Î�õ�Á�ăĮ�FÁ�Á�Ò×�¼-
×�į���Ò���Ò�Ì×¯�»�Î��ì��Ò×��õ¼�µ�Ò����Á�×Ü�Î�� Ł\�ĄĈŅ\�ąăłį� µ�� ×�Ò����� ¯¼-
cidencia acumulada de la enfermedad y su tasa de mortalidad se mantuvo 
�Á¼Ò×�¼×�į�ÌÁÎ�����±Á����µ��×�¼��¼�¯��Î�©¯Á¼�µ28. Al 7 de noviembre de 2020, 
�¼�V�Î�©Ü�ì�Ò����Ǟ�¼�Î�©¯Ò×Î��Á�ććĮąĉĂ���ÒÁÒ��Á¼õÎ»��ÁÒ�ì�ĂĮąĈă�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
fallecidas29. 

albergues, una experiencia limitada

La cuarentena obligatoria supervisada en albergues habilitados30 para las 
personas que regresaban al país fue una medida epidemiológica de conten-
�¯Â¼�̈ Î�¼×����µ���Áå¯�ŅĂĊ�ÍÜ�į��µ��Á»¯�¼ñÁ����µ��Ì�¼��»¯�į�±Ü¼×Á��Á¼�µ�Ò�»��¯-
das de aislamiento preventivo de la población, tuvo como logro la contención 
y ralentización de la circulación comunitaria del virus. 

Algunas limitaciones de dichos albergues, con consecuencias para los dere-
chos de las personas que fueron privadas de su libertad, radicaron en la falta 
de estandarización de las condiciones de dichos espacios, tanto en infraes-
tructura, como en el trato del personal a cargo, en la alimentación, limpieza, 
entre otros. En algunos albergues se observó la falta de atención médica y 
psicológica oportuna, a pesar de la evidencia de que muchas personas pre-
sentaban cuadros de estrés, ansiedad, y problemas de sueño, situación que 
se vio agravada por la falta de acceso a información sobre su situación per-
sonal31.

medidas extraordinarias en el sistema de salud: 
pabellones de contingencia para la covid-19

En el 2019 se recomendó al Estado aumentar la capacidad de internación y 
���×�Î�Ì¯��¯¼×�¼Ò¯å�į�Ì�Î�����Î�¨Î�¼×���µ���õ�¯×�ì���µ�Ò�¯¼�ÍÜ¯����Ò�Ò�¼¯×�-
rias generadas por las desigualdades en el acceso y de cobertura a nivel te-
rritorial en el país. Con el presupuesto 2020 aprobado por el Congreso, no se 
ÌÎÁì��×����µ��»�±ÁÎ��ÒÜÒ×�¼�¯�µ��¼��Ò×��Ò�¼×¯�Áį�Ì�ÎÁ�µ���ÁìÜ¼×ÜÎ���ë×Î�ÁÎ�¯-
naria de la pandemia y con la aprobación de la Ley de Emergencia, se obtu-

28 Organización Mundial de la Salud. Coronavirus Disease (COVID-19) Dashboard. Actualizado al 2020/11/7, 11:34am CET, 
https://covid19.who.int/, acceso el 7 de noviembre 2020, 09:40.

29 MSPyBS, https://www.mspbs.gov.py/covid-19.php, acceso el 7 de noviembre de 2020, 09:50.

30 Decreto N.º 3526 “Habilitación de albergues para personas con COVID19”, del 9 de abril de 2020.

31� 9DULDV�SHUVRQDV�UHODWDURQ�TXH�OOHYDEDQ�KDVWD�GRV�PHVHV�HQFHUUDGDV��\�TXH�OD�LQGHȑQLFLµQ�GH�VX�IHFKD�GH�VDOLGD��MXQWR�
con la incertidumbre de la enfermedad, les generaba problemas de salud mental. Mecanismo Nacional de Prevención 
de la Tortura, ,QIRUPHV�GH�0RQLWRUHR��&DVD�GH�OD�)DPLOLD�6DOHVLDQD�&$)$6$��GHO����GH�MXOLR�GH������\�$OEHUJXH�3ROLGHSRUWLYR�
7DNXUX�3XNX��GH����GH�DJRVWR�GH����� (Asunción: MNP, 2020), http://www.mnp.gov.py/index.php/repository/informes-de-
monitoreo-y-seguimiento/albergue-sanitario. Consultado el 1/11/2020, 12:00.
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vieron los recursos necesarios para realizar aceleradamente un crecimiento 
cuantitativo. 

�Á¼��µ�Á�±�×Á����¯¼�Î�»�¼×�Î�µ����Ì��¯�������¯¼×�Î¼��¯Â¼�ì����×�Î�Ì¯��¯¼×�¼-
siva, se construyeron siete pabellones de contingencia para casos respirato-
rios, a través de un acuerdo entre E\Vì�\�ì��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����K�Î�Ò�VÝ�µ¯��Ò�
y Comunicaciones (MOPC), con los fondos obtenidos a partir de la reprogra-
mación de un préstamo anterior del BID32Į�>ÁÒ���¼×ÎÁÒ����Ò�µÜ����¼�õ�¯��ÁÒ�
fueron: Hospital Pediátrico Niños de Acosta Ñu, Hospital Distrital de San 
Ignacio, Hospital Distrital Lambaré, Hospital Distrital de Limpio, Hospital 
Regional de Pedro Juan Caballero, Hospital Regional de Ciudad del Este y 
Hospital Nacional de Itauguá33. 

�¼� ×�Î�Ì¯�� ¯¼×�¼Ò¯å�į� �µ� Ò¯Ò×�»����� Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯���Ì�ÒÂ���� Ąāą� ��»�Ò��¼��µ�
2019, a 529 camas con una proyección de ampliación de hasta 57034 al ter-
minar el 2020. De estas camas, 480 han sido destinadas a los cuadros respi-
ratorios de adultos35. El crecimiento en las camas de Unidad de Terapia In-
tensiva (UTI), sin embargo, no ha hecho frente a las inequidades sanitarias 
históricas del sistema, ya que la cobertura se ha centrado fundamentalmente 
en Asunción y Central con 348 camas, mientras que los departamentos de 
��¼¯¼��ìÝį�V�Î�©Ü�ÎǞį�o¯µµ��0�ì�Òį�J��»�Ü�Ýį�žµ×Á�V�Î�©Ü�ì�ì��ÁÍÜ�ÎÂ¼į�
no tienen ni una sola cama.

\�©Ý¼��Ò×¯»��¯Á¼�Ò����µ��KE\��¼�V�Î�©Ü�ìį��¼�å¯Î×Ü�����µ����¼×¯����ÌÁ�µ�-
cional y sin tener en cuenta las medidas extraordinarias por la pandemia, 
�µ�Ò¯Ò×�»�����Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯�������ÎǞ��×�¼�Î��¯ÒÌÁ¼¯�µ�Ò�Ĉāā���»�Ò����×�Î�Ì¯��
intensiva. Sin embargo, existe una limitación estructural para poder reali-
zar este crecimiento36į�ì��ÍÜ�į��¼��µ�Ì�ǞÒ�Ý¼¯��»�¼×���ë¯Ò×�¼�ăăā�»��¯�ÁÒ�ì�
médicas intensivistas y 700 profesionales de enfermería especializados en el 
área37. Los profesionales no optan por esta especialidad, debido a las condi-
�¯Á¼�Ò����ÌÎ���Î¯������¼�µ�Ò�ÍÜ��×¯�¼�¼�ÍÜ��Î��µ¯ñ�Î�ÒÜ�×Î���±Á��¼��µ�Ò��×ÁÎ�
ÌÝ�µ¯�Áĭ�©Ü�Î�¯�Ò�����Ò×��ăą�ÁÎ�Ò��Á¼�Ü¼��Î�»Ü¼�Î��¯Â¼�¼Á�����Ü������

32� /D�LQYHUVLµQ�VHU£�ȑQDQFLDGD�SRU�HO�&RQWUDWR�GH�3U«VWDPR�%,'������2&�35�2SHUDFLµQ�35�/�����3UR\HFWR�GH�
Mejoramiento del Tramo San Juan Nepomuceno - Ruta PY 06, mediante una reprogramación presupuestaria de fondos 
ya aprobados y no de ningún nuevo préstamo.

33 “Paraguay instala su séptimo pabellón de contingencia, construido con recursos ahorrados de un crédito del BID”, 
$JHQFLD�,3, 20 de octubre de 2020, acceso el 4 de noviembre de 2020, https://www.ip.gov.py/ip/sistema-sanitario-suma-
su-septimo-pabellon-de-contingencia-construido-con-recursos-ahorrados-de-un-credito-del-bid.

34 “Solo habrá 570 camas de UTI”, $%&�&RORU, 16 de septiembre de 2020, acceso el 4 de noviembre de 2020, https://www.
abc.com.py/nacionales/2020/09/16/solo-habra-570-camas-de-uti/.

35 MSPyBS, 2FXSDFLµQ�GH�FDPDV��KWWSV���SXEOLF�WDEOHDX�FRP�SURȑOH�063\%6���YL]KRPH�
OcupacindeCamasDescargadeDatos/CAMAS.

36 El MSPySP tuvo que crear una segunda línea no experta para las UTI, implementando cursos presenciales y virtuales 
para 1.530 profesionales de otras especialidades (personal médico y enfermería), con el objeto de dotarles de algunos 
conocimientos básicos, habilidades en terapia intensiva y en la evaluación y manejo inicial de pacientes con covid-19, 
con el objeto que realicen este trabajo bajo supervisión de intensivistas.

37 MSPyBS, 2020, https://www.MSPyBS.gov.py/portal/21400/uti-220-medicos-especialistas-a-nivel-pais.html.
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las responsabilidades del cargo y los horarios; falta de insumos biomédicos, 
Î���×¯åÁÒ�ì�»��¯��»�¼×ÁÒ��¼�µÁÒ�Ò�Îå¯�¯ÁÒ�ÍÜ���¯õ�Üµ×�¼�ÒÜ�µ��ÁÎ�ì�©�¼�Î�¼�
problemas de salud mental, como ansiedad y estrés en los profesionales, en-
tre otros38. 

medidas poco extraordinarias favorecen  
a los servicios privados de salud39

�Á¼�µ��øµ�ë¯�¯µ¯ñ��¯Â¼����µ���Ü�Î�¼×�¼��¯¼×�µ¯©�¼×���¼��©ÁÒ×Áį�Ü�Á�Ü¼�¯¼�Î�-
mento de los casos de covid-19. El 3 de septiembre, ante el inminente pico 
��� µ��Ì�¼��»¯��ì��µ���Ò�ÁÎ�����µ�ÌÎ���Î¯ñ��Á�Ò�Îå¯�¯Á�ÌÝ�µ¯�Á����Ò�µÜ�į�Ò��
aprobó el Decreto presidencial N.º 4010, que facultó al MSPyBS, como medida 
extraordinaria, a la compra de servicios de internación y terapia intensiva a 
sanatorios privados40 y al uso de laboratorios también de este sector. Esta 
medida denominada extraordinaria, en realidad ha sido una práctica perma-
¼�¼×�����µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒį�ì��ÍÜ�į��¼�Ò¯»Üµ×�¼�Á��µ���Òõ¼�¼�¯�»¯�¼×Á���µ¯-
��Î��Á����µ��Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯��į�Ò���¼�å�¼¯�Á�×Î�¼ÒõÎ¯�¼�Á�Î��ÜÎÒÁÒ���µ�a�ÒÁÎÁ�
al sector privado, a través de seguros VIP y tercerizaciones de servicios. El 
¯¼�Î�»�¼×Á�����Ò×��×Î�¼Ò¨�Î�¼�¯�����Î��ÜÎÒÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ��µ�Ò��×ÁÎ�ÌÎ¯å��Á�ÌÁÎ�
parte de los gobiernos de turno ha pasado de ser del 4% a más del 12%41 del 
×Á×�µ����µ��¯¼å�ÎÒ¯Â¼�ÌÝ�µ¯����¼�Ò�µÜ�Į

desprotección del personal de salud, golpeó 
también la atención en los servicios

��Ò����µ�»�Ò����»�ÎñÁį��¯Ò×¯¼×ÁÒ�©Î�»¯ÁÒ����Ò�µÜ��»�¼¯¨�Ò×�ÎÁ¼�ÌÝ�µ¯��-
mente sentirse desprotegidos frente a la covid-19. El 17 de agosto emitieron 
Ü¼��Á»Ü¼¯���Á��Á¼±Ü¼×Á42, por el cual denunciaban los desabastecimientos 
de insumos de bioseguridad y equipamiento biomédico, y el incremento 
��µ�¼Ý»�ÎÁ���� �Á¼×�©¯ÁÒ� �¼×Î�� µ�Ò� ì� µÁÒ�ÌÎÁ¨�Ò¯Á¼�µ�Ò43. En septiembre, el 

38 Según declaraciones de la Dra. Liz Karina Fernández, de la Sociedad paraguaya de medicina crítica y cuidados 
intensivos, el número de intensivistas a nivel país es de 190 médicos y médicas. “Covid puso al tapete realidad de 
intensivistas”, $%&�&RORU, 7 de septiembre de 2020, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.abc.com.py/
nacionales/2020/09/07/covid-puso-al-tapete-realidad-de-intensivistas/.

39 “Carencia y elevados costos en la UTI de Salud Pública”, $%&�&RORU, 6 de septiembre de 2020, acceso el 5 de noviembre de 
2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/09/06/carencia-y-elevados-costos-en-la-uti-de-salud-publica/.

40 Los costos en sanatorios privados son más caros, ya que estos cotizan a precio de mercado (para obtener rentabilidad y 
ganancias). Ibíd.

41� �9HUµQLFD�6HUDȑQL��3DQGHPLD�\�VDOXG�HQ�3DUDJXD\��GRV�PLWRV�VREUH�HO�SDSHO�GHO�(VWDGR�\�HO�GHVDUUROOR (Asunción: Cadep, 2020.

42 Pronunciamiento de Gremios Médicos Unidos: Círculo Paraguayo de Médicos, Colegio Médico Quirúrgico del Paraguay, 
Academia de Medicina del Paraguay, Sindicato Nacional de Médicos, Asociación de Médicos de Ciudad del Este, AMIPS, 
6,75$&(0��6,38+1,��ǘʜ(VWDPRV�SHUGLHQGR�HVWD�JXHUUDʜ��0«GLFRV�LQGLJQDGRV�HPLWHQ�FRPXQLFDGR�H[LJLHQGR�DFFLRQHV�
al Gobierno”, �DQGXWL�'LDULR�'LJLWDO, 18 de agosto de 2020, acceso el 4 de noviembre de 2020, http://www.nanduti.com.
py/2020/08/18/estamos-perdiendo-esta-guerra-medicos-indignados-emiten-comunicado-exigiendo-acciones-al-
gobierno/.

43 “Aumenta el número de médicos contagiados de covid-19”, $%&�&RORU, 1 de septiembre de 2020, acceso el 5 d noviembre 
de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/09/01/aumenta-el-numero-de-medicos-contagiados-de-covid-19/.
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MSPyBS emitió una alerta44�ÌÁÎ��µ�¯¼�Î�»�¼×Á����µÁÒ��Á¼×�©¯ÁÒ��¼�×Î���±�-
�ÁÎ�Ò�ì�×Î���±��ÁÎ�Ò����Ò�µÜ�45. Además, ante las condiciones de inseguridad 
y miedo, el personal de salud presentó cuadros de estrés y ansiedad46. Esta 
Ò¯×Ü��¯Â¼�×�»�¯�¼�ÌÎÁ�Ü±Á�µ¯»¯×��¯Á¼�Ò��¼��µ�����ÒÁ���µÁÒ�Ò�Îå¯�¯ÁÒ����Ò�µÜ�į�
particularmente en el primer nivel, ya que algunos y algunas profesionales 
�¯Ò»¯¼Üì�ÎÁ¼�µÁÒ�ÁÎ�Î¯ÁÒ����×Î���±Á��¼�µ�Ò�f\*į��µ©Ü¼ÁÒ���±�ÎÁ¼�����×�¼��Î�
casos respiratorios, y algunos servicios incluso se quedaron sin atención.

epiDemiaS inviSibiLizaDaS

personas con ecnt, vulnerabilizadas
y vulnerables ante la covid-19

Las Enfermedades Crónicas No Transmisibles (ECNT), entre las que se en-
cuentran las afecciones cardiovasculares, la diabetes, las enfermedades res-
Ì¯Î�×ÁÎ¯�Òŏ�ÎÂ¼¯��Ò�ì��µ���¼��Î�ÒÁ¼�µ��ÌÎ¯»�Î����ÜÒ�����»Ü�Î×���¼��µ�Ì�ǞÒ�ì�
tienen mayor carga de morbilidad. Este año, con la pandemia de covid-19, 
debido a la mala gestión de la cartera sanitaria, las medidas de aislamiento 
social, la reducción de horas e incluso la suspensión de la atención en algu-
nos servicios, muchas personas que necesitan tratamiento para ECNT no 
pudieron acceder a los servicios sanitarios, ni a los medicamentos necesa-
rios. Esta situación, además de impactar en la salud de las personas con al-
guna ECNT, ha vulnerabilizado a las personas frente a la covid-19. Así, del 
×Á×�µ����¨�µµ��¯�ÁÒ�ÌÁÎ��Áå¯�ŅĂĊį��µ�ĊĆŧ�×�¼Ǟ���µ©Ý¼�¨��×ÁÎ����Î¯�Ò©Áį�»¯�¼×Î�Ò�
que el 66% (783/1.188) tenían al menos dos factores coadyuvantes. Entre los 
factores y/o comorbilidades se encontraron por orden de incidencia, las car-
diopatías, la diabetes y la obesidad, y el grupo etario más afectado fue el de 
los mayores de 65 años47. 

En el caso de las personas con cáncer, 106 fueron diagnosticadas con co-
å¯�ŅĂĊ�Łāįąŧ���µ�×Á×�µ�����Á¼õÎ»��ÁÒłį�ì�µ��»�ìÁÎǞ��¨Ü�ÎÁ¼�»Ü±�Î�Ò���µ���-
partamento Central con cáncer con mama48Į� �¼� �Ò×�� Ò�¼×¯�Áį� µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�

44 “Aumento de casos de covid-19 en personal de salud”, 063\%6��%ROHW¯Q���������KWWS���ZZZ�YLJLVDOXG�JRY�S\�ȑOHV�VOLGHU�
BOLETIN_Aumento%20de%20casos%20COVID-19%20en%20Personal%20de%20Salud.pdf.

45� 6HJ¼Q�GDWRV�GHO�063\%6��DO���GH�VHSWLHPEUH�GH�������VH�QRWLȑFDURQ�������SHUVRQDOHV�GH�VDOXG�H[SXHVWRV�D�6$56�&R9���
R�FRQ�VRVSHFKD�GH�FRYLG�����GH�ORV�FXDOHV�������IXHURQ�FRQȑUPDGRV�SRU�ODERUDWRULR�SDUD�LQIHFFLµQ�SRU�6$56�&R9����
LQFOXLGRV�WUHV�IDOOHFLGRV��OR�TXH�FRUUHVSRQGH�DO����GHO�WRWDO�GH�FDVRV�FRQȑUPDGRV�D�QLYHO�QDFLRQDO�

46 “Médicos y enfermeras se sienten desprotegidos y claman por equipos”, �OWLPD�+RUD, 13 de marzo de 2020, acceso el 
4 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/medicos-y-enfermeras-se-sienten-desprotegidos-y-claman-
equipos-n2874636.html.

47 Boletín informativo casos acumulados de mortalidad por ECNT S41, MSPyBS.

48 El Cáncer de mama es la principal causa de muerte de las mujeres en Paraguay. En 2019, fueron diagnosticadas 1.747 
personas, de las cuales 429 fallecieron, con una letalidad que alcanzó el 20%. Los datos fueron reportados de 17 centros 
asistenciales (públicos y privados) que atendieron y/o diagnosticaron a estos pacientes ese año. DGVS, http://vigisalud.
JRY�S\�SDJH�������
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denunciaron su exposición al virus49, con la decisión del MSPyBS de trasla-
dar el servicio de Mastología al que accedían 200 pacientes oncológicas, del 
Hospital Nacional de Itauguá al Hospital San Pablo de Asunción. El anterior 
espacio donde radicaba Mastología pasó a ser una sala de terapia intensiva 
para pacientes con covid-19. La Sociedad Paraguaya de Mastología manifes-
×Â�ÌÝ�µ¯��»�¼×��ÒÜ�ÌÎ�Á�ÜÌ��¯Â¼�ÌÁÎ�µ��ÌÁÒ×�Î©��¯Â¼�ì�µ���¯»¯¼Ü�¯Â¼��¼�µ��
atención a enfermedades como el cáncer, que tienen alta tasa de morbilidad 
y mortalidad en la población50.

cáncer, con recursos, pero con pésima gestión: 
muertes evitables y sufrimiento

En Paraguay fallecen por cáncer alrededor de 4.000 a 4.500 personas por 
año51, y aproximadamente 12.000 son diagnosticadas52. Es la primera causa 
de muerte prematura antes de los 70 años, y la segunda causa en términos 
poblacionales. Se desconocen los datos precisos de prevalencia, incidencia 
y supervivencia53Į��µ���¼��Î��Ò�Ü¼���¼¨�Î»�����»Üµ×¯��ÜÒ�µ�ì��Á»Ìµ�±�į�Î�-
lacionada no solamente a factores de riesgo (estilos de vida individuales), 
sino también a modos colectivos de vida que determinan la salud y que no 
ÌÜ���¼�Ò�Î���»�¯��ÁÒ�¯¼�¯å¯�Ü�µ»�¼×�į��Á»Á��µ�����ÒÁ���ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�
garantes del bienestar y la calidad de vida, ambientes saludables, modos de 
ÌÎÁ�Ü��¯Â¼į�×Î���±Á�ì�Ì�×ÎÁ¼�Ò��Üµ×ÜÎ�µ�Ò�����Á¼ÒÜ»Áį�©�Î�¼×Ǟ�Ò����ÌÎÁ×��-
ción social durante todo el ciclo de vida, entre otros. 

A pesar de la Ley N.º 6266 de “Atención Integral a las Personas con Cáncer”, 
�µ��Ò×��Á�Ì�Î�©Ü�ìÁ�Ò¯©Ü����¼�Á�Ü¼��Î�ÒÌÜ�Ò×����õ�¯�¼×���¼�ÒÜ���ÁÎ��±�į�µÁ�
ÍÜ��Ò��å¯ÒÜ�µ¯ñ���¼�ÒÜ�¯¼��Ì��¯�������Î��Ü�¯Î�Ò¯©¼¯õ��×¯å�»�¼×��µ�Ò�»Ü�Î×�Ò�
prematuras, en aumentar las tasas de supervivencia54į�ì��¼�»�±ÁÎ�Î�µ����µ¯-
�������å¯������ µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��¨��×���Òį�ÌÁÒ¯�¯Á¼�¼�ÁÒ���Á»Á��µ�Ì�¼Ýµ×¯»Á�

49� $VRFLDFLµQ�GH�3DFLHQWHV�2QFROµJLFRV�GHOb+RVSLWDO�GH�,WDXJX£��ǘ3DFLHQWHV�RQFROµJLFRV�VH�PDQLȑHVWDQ�HQ�+RVSLWDO�GH�
Itauguá”, �OWLPD�+RUD, 28 de mayo de 2020, acceso el 2 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/pacientes-
RQFRORJLFRV�VH�PDQLȑHVWDQ�KRVSLWDO�LWDXJXD�Q��������KWPO�

50 “Apoyamos al Servicio de Mastología” [Facebook], Sociedad Paraguaya de Mastología [@
SociedadParaguayadeMastología], 29 de mayo de 2020, https://www.facebook.com/
SKRWR"ȠELG ����������������	VHW D������������������

51 MSPyBS, ,QGLFDGRUHV�%£VLFRV�GH�6DOXG (Asunción: MSPyBS, 2019).

52� 'HFODUDFLRQHV�GHO�H[GLUHFWRU�GHO�,QFDQ��-XOLR�5ROµQ�HQb5DGLR�1DFLRQDO�GHO�3DUDJXD\��ǘ8QRV��������SDUDJXD\RV�UHFLEHQ�
diagnóstico de cáncer anualmente”, 30 de enero de 2018, acceso el 4 de noviembre de 2020, https://www.ip.gov.py/ip/
unos-15-000-paraguayos-reciben-diagnostico-cancer-anualmente/.

53 El MSPyBS no tiene un registro de cáncer de base poblacional. Actualmente, existe un proyecto en fase incipiente, que 
cuenta con el apoyo técnico de GICR (Iniciativa Mundial para el desarrollo de Registros de Cáncer), cuyo objetivo es 
DYDQ]DU�HQ�HVWH�VHQWLGR��\�FRQWDU�FRQ�GDWRV�ȑGHGLJQRV�GH�OD�VLWXDFLµQ�GHO�F£QFHU�HQ�HO�SD¯V��ǘ5HJLVWUR�GH�F£QFHU�GH�EDVH�
poblacional, una realidad en el país”, 063\%6��KWWS���YLJLVDOXG�JRY�S\�SDJH�������

54 Paraguay y Bolivia se presentan como los países con mayor faltante (desabastecimiento) de medicamentos 
oncológicos, de la región. Índice de preparación para el abordaje del cáncer. Preparación para el abordaje del cáncer 
América Latina. (ICP) International Cancer Control Partnership. Preparación para el abordaje del cáncer en América 
Latina. (London: The Economist Intelligence Unit Limited, 2019), 5-7.
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país55��Á¼�µ��Ì�ÁÎ���µ¯õ���¯Â¼��¼�ÌÁµǞ×¯��Ò�ì�Ìµ�¼¯õ���¯Â¼����×Á���µ��Î�©¯Â¼�µ�-
×¯¼Á�»�Î¯��¼�į�ì��¼��µ�Ýµ×¯»Á�µÜ©�Îį��¼�×�Î»¯¼ÁÒ��������ÒÁ���µÁÒ�Ò�Îå¯�¯ÁÒ����
salud56. En el 2020 esto quedó en evidencia con el incumplimiento de indica-
dores de las instituciones de referencia, y los graves problemas de gestión y 
�±��Ü�¯Â¼�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×�Î¯�Į

Durante todo el año se registraron faltantes de medicamentos para el se-
guimiento de tratamientos oncológicos, tanto en el MSPyBS57 como en el 
IPS58. El Instituto Nacional del Cáncer (Incan) a mediados de año, solo había 
Î��µ¯ñ��Á��µ�ĆćįĈŧ����µ�Ò��×�¼�¯Á¼�Ò�ÌÎ�å¯Ò×�Ò�ì��±��Ü×��Á��µ�ĂĂįĄŧ����µÁÒ�Î�-
cursos asignados (40 mil millones, de 354 mil millones asignados) para ese 
Ò�»�Ò×Î�į� Ò¯�¼�Á�Ü¼Á���� µÁÒ�ÌÎÁ©Î�»�Ò���µ�E\Vì�\��Á¼�»�¼ÁÎ��±��Ü�¯Â¼�
presupuestaria. En el caso del programa de atención a población con cáncer 
����Ü�µµÁ�Ü×�Î¯¼Áį�Ò�©Ü¼�����ÜÒ�����»Ü�Î×��ÌÁÎ���¼��Î����µ�Ò�»Ü±�Î�Òį�µ���±�-
cución fue todavía menor, alcanzando solamente el 3,2% de lo previsto, y una 
�±��Ü�¯Â¼����+ÒĮ�Ąĉ�»¯µµÁ¼�Òį����µÁÒ�+ÒĮ�ĂĮăĂą�»¯µµÁ¼�Ò��Ò¯©¼��ÁÒ59.

Asimismo, se interrumpieron los tratamientos de radioterapia a 80 per-
ÒÁ¼�Òį�ÌÁÎ�µ���å�ÎǞ���¼��ÁÒ�Á��Ò¯Á¼�Ò���µ�Ý¼¯�Á����µ�Î��ÁÎ�µ¯¼��µ���µ�Ò��×ÁÎ�
ÌÝ�µ¯�ÁĮ�\�©Ý¼�µ�Ò��¯Î��×Î¯��Ò��ÜÎÁÌ��Òį�Ò��Î��Á»¯�¼���Ü¼����µ�Î��ÁÎ�µ¯¼��µ�
por cada 183.000 a 500.000, personas, es decir mínimo deberían estar dis-
ponibles 14 equipos, sin embargo, recién en octubre de este año, el MSPyBS 
arregló un acelerador, compró otro, y proyectó la compra de un tercero. En 
�Ò×��Ò�¼×¯�Áį��ì�ÍÜ��»�¼�¯Á¼�Î�ÍÜ�į�Ò¯��¯�¼��Ò×Á��¯Ò»¯¼Üì��µ���Î���į��Ý¼�
�Ò×�»ÁÒ� µ�±ÁÒ���� µ��Î��Á»�¼���¯Â¼�¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ�ì��Ò�¼���Ò�Î¯Á�ÒÜÌ�Î�Î� µ��
inequidad producida por la centralización de estos servicios en la capital del 
país, ya que las personas que requieren de este tratamiento deben despla-
zarse, con lo que esto supone en términos de gasto de bolsillo e impacto en 
la economía familiar. 

55 Hasta el 2018, Bolivia era el país más rezagado, pero con la aprobación e implementación de la Ley del Sistema Único 
de Salud, se está avanzando en el alcance gradual de la atención médica gratuita y universal a través de instituciones de 
salud pública. Preparación para el abordaje del cáncer América Latina. (ICP) International Cancer Control Partnership 
(London: The Economist Intelligence Unit Limited, 2019), 16-17.

56 Se estima que por año en el Incan se tratan aproximadamente 1.400 personas y quedan 3.600 fuera del sistema, que 
deben o bien costear el tratamiento por su cuenta o quedarse sin el mismo. “Instituto del Cáncer inaugura segundo 
acelerador lineal”, /D�1DFLµQ, 19 de octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/10/19/instituto-del-cancer-
inaugura-segundo-acelerador-lineal/.

57 “Pacientes con cáncer se manifestarán por falta de medicamentos”, $%&�&RORU, 21 de junio de 2020, acceso 3l 4 de 
noviembre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/06/21/pacientes-con-cancer-se-manifestaran-por-falta-
de-medicamentos/.

58 “Pacientes oncológicos urgen compra de medicamentos faltantes en el IPS”, $%&�&RORU, 26 de junio de 2020, acceso el 
2 de noviembre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/06/26/pacientes-oncologicos-urgen-compra-de-
PHGLFDPHQWRV�IDOWDQWHV�HQ�HO�LSV�"ȠEFOLG ,Z$5�&(R*DWKY�U�<7](EK�7P]Z4V4T4;�7�'L*&9NUQ10.KS2SXU(7�
KQsyw.

59 Ministerio de Hacienda, ,QIRUPH�GH�PHGLR�D³R��3UHVXSXHVWR�SRU�UHVXOWDGRV (Asunción: 
MH, 2020), 45, https://www.hacienda.gov.py/web-presupuesto/archivo.
SKS"D �����D���E���D�������������������E�D�I���������������I���F�������D�F�����	[ ������I	\ �H�H�EF�
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�Ò�¯»ÌÁÎ×�¼×��»�¼�¯Á¼�Î�ÍÜ��µ��¯¼�õ�¯�¼�¯���¼�µ��¯»Ìµ�»�¼×��¯Â¼����Ü¼��
política universal del cáncer también puede interpretarse a partir de la in-
terseccionalidad de la clase y del género. El cáncer de cuello uterino, un 
cáncer prevenible en gran medida, tiene una altísima tasa de incidencia y 
mortalidad en el país. A pesar de que la vacuna contra el HPV previene el 
70% de los cánceres cervicales, y de que los estudios de papanicoláu, que 
�ìÜ��¼��� µ����×���¯Â¼� ×�»ÌÎ�¼�į� ÒÁ¼�©Î�×Ü¯×ÁÒ� �¼� µÁÒ� Ò�Îå¯�¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒĮ�
Por lo que se evidencian las grandes desigualdades en el acceso a la salud, 
que afectan principalmente a las personas de los estratos socioeconómicos 
»�Ò���±ÁÒĮ

al menos fallecieron 100 personas  
con cáncer por la mala gestión

�ÜÎ�¼×�� ×Á�Á� �µ� ăāăā� Ü�Á�»�¼¯¨�Ò×��¯Á¼�Ò� ÌÝ�µ¯��Ò� ÌÁÎ� ¨�µ×�� ��� ×Î�×�-
miento de quimioterapia y radioterapia60 en el país. Las organizaciones de 
Ì��¯�¼×�Ò�ÍÜ��Î��¯��¼�ÒÜÒ�×Î�×�»¯�¼×ÁÒ��¼��µ�Ò��×ÁÎ�ÌÝ�µ¯�Á���¼Ü¼�¯�ÎÁ¼�
permanentemente la muerte evitable de aproximadamente 100 personas 
por falta de acceso61Į� žÒǞ� �Á»Á� �¼� �µ�E\Vì�\�Ü�Á� ÒÜõ�¯�¼×�Ò� Î��ÜÎÒÁÒį�
Ì�ÎÁ�Ü¼�� ¯¼�õ�¯�¼×��©�Ò×¯Â¼���� µ�� ��Î×�Î�� Ò�¼¯×�Î¯�į� µ�� å¯��ÌÎ�Ò¯��¼×�����
la Asociación de Pacientes Oncológicos de IPS, Gloria Fornerón, señaló a 
la prensa que el problema con el tema de los medicamentos en el IPS es 
también la mala gestión. 

invisibilizar, para ocultar las causas y los causantes  
de la peor epidemia de dengue de los últimos años

El dengue es una enfermedad endémica en América Latina. Desde los 90 la 
epidemia ha crecido a más del doble en su incidencia poblacional, pasando 
en el 2001 de 482.799 personas afectadas por dengue, a 3.139.335 de personas 
en el 2020. Desde hace cuatro décadas, los países de la región, incluido Pa-
raguay, han venido construyendo y profundizando modelos de producción 
basados en actividades extractivistas de carácter intensivo, como las explo-
taciones mineras al aire libre, las grandes extensiones de monocultivo (caña 
����ñÝ��Îį�ÒÁ±�į���¼�¼Áį��×�Įł�ì�µ��©�¼���ÎǞ�Į��¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ�ăĆ��ÀÁÒį�V�Î�©Ü�ì�
ha pasado de tener 27 millones de hectáreas de bosque a tener 12,9 millones, 
en las zonas del Chaco y región Oriental. El 80% de las tierras cultivables 
�Ò×�¼�Ò�»�Î���Ò����ÒÁ±�Į��¼��µ�ăāĂĄį�¨Ü���µ�Ò�©Ü¼�Á�Ì�ǞÒ���µ�»Ü¼�Á��Á¼�×�Ò��
de deforestación más alta, coincidiendo con la peor epidemia de dengue de 

60 “Pacientes con cáncer, de nuevo sin radioterapia y siguen sin quimioterápicos”, $%&�&RORU, 9 de septiembre de 2020, 
acceso el 4 de noviembre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/09/09/pacientes-con-cancer-de-nuevo-
sin-radioterapia-y-siguen-sin-quimioterapicos/.

61 APACFA informó a varios medios de la muerte de unas 100 personas por falta de acceso. “De nuevo sin 
radioterapia”, $%&�&RORU, 10 de septiembre de 2020, acceso el 2 de noviembre de 2020, https://www.abc.com.py/
nacionales/2020/09/10/de-nuevo-sin-radioterapia/.
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µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ�ăā��ÀÁÒį�ì��¼��µ�ăāĂĊ��µ���»�¯Á��µ¯»�×¯�Á62 castigó el país con tem-
peraturas superiores a los 40 grados y graves inundaciones que desplazaron 
a miles de personas en las zonas urbanas. Cuando la agricultura extensiva 
sustituye al bosque, la regeneración de los arbustos proporciona un entorno 
mucho más apropiado para los mosquitos, es decir, la desaparición de bos-
ques es garantía para el incremento y agravamiento de las epidemias63.

žÒǞį��¼��Ò×���Á¼×�ë×Áį���õ¼�µ�Ò���µ�ăāĂĊ�ì�ÌÎ¯¼�¯Ì¯ÁÒ���µ�ăāăāį�åÁµå¯�ÎÁ¼�����Î-
se las condiciones para una de las epidemias de dengue más grandes de la 
historia del país64.

En el registro del MSPyBS, para el año 2020 constan 160.000 personas afec-
×���Òį��¼×Î����ÒÁÒ��¯�©¼ÁÒ×¯���ÁÒ�ì���ÒÁÒ�¼Á×¯õ���ÁÒ�ÍÜ��¼Á�¨Ü�ÎÁ¼��Á¼õÎ-
mados, y un total de 73 personas fallecidas65. Sin embargo, se sospecha que 
�µ�¼Ý»�ÎÁ� ¨Ü��»Ü�Á�»�ìÁÎ66, no solo por la mera observancia familiar y 
comunitaria, sino por las declaraciones de las autoridades del Ministerio67 
ÍÜ�� �õÎ»�ÎÁ¼� ÍÜ�� Ý¼¯��»�¼×�� ÌÁ�Ǟ�»ÁÒ� å�Î� Ü¼�� Ì�Î×�� ��� µ�� �Ì¯��»¯�Į�
En febrero, parlamentarios de la oposición denunciaron la posible falta de 
transparencia sobre la envergadura del problema, así como el ocultamiento 
de datos. La Cámara de Diputados declaró emergencia sanitaria (una decla-
ración política) sin acuerdo con la cartera sanitaria, que lo consideró innece-
sario para afrontar el avance del dengue y sus repercusiones en el sistema de 
salud68. El 27 de marzo, el MSPyBS dio por terminada la epidemia de dengue 
(antes de los 90 días de la declaración del Congreso). 

El sistema de salud estuvo prácticamente colapsado desde inicios de año y 
así recibió la declaración de la emergencia por la pandemia de covid-19. En la 

62� &RPXQLFDGR�GH�OD�&RPLVLµQ�1DFLRQDO�GH�ORV�'HUHFKRV�+XPDQRV�UHFRQRFH�TXH�ǘ>Ǡ@bODV�]RQDV�WURSLFDOHV�HQIUHQWDQ�HO�
FDPELR�FOLP£WLFR��OD�GHIRUHVWDFLµQ��OD�H[SORWDFLµQ�PDGHUHUD��OD�XUEDQL]DFLµQ�\�ORV�FDPELRV�GHPRJU£ȑFRVǙ��1DFLRQHV�
Unidas, (O�IXWXUR�OH�SHUWHQHFH�D�ODV�]RQDV�WURSLFDOHV, https://www.un.org/es/observances/tropics-day.

63 https://www.jcu.edu.au/state-of-the-tropics/publications/2020.

64 La otra gran epidemia fue en el 2013, que registró la muerte de 250 personas. “Dengue: de 250 muertes en 2013, 
incidencia bajó a cero en el 2017”, 063\%6, 4 de diciembre de 2017, acceso el 3 de noviembre de 2020, https://www.
mspbs.gov.py/portal-13794/dengue-de-250-muertes-en-2013-incidencia-bajo-a-cero-en-el-2017.html.

65 DGVS/MSPyBS, %ROHW¯Q�GH�YLJLODQFLD�GH�DUERYLURVLV, 6 de noviembre de 2020, acceso el 7 de noviembre de 2020, http://
ZZZ�YLJLVDOXG�JRY�S\�SDJH��YLVWDBEROHWLQHVBGSWR�KWPO�

66� 0XFKRV�FDVRV�QR�IXHURQ�FRQȑUPDGRV�FRQ�ORV�UHDFWLYRV�GH�GHQJXH�SRU�XQD�FXHVWLµQ�GH�UHFXUVRV��VHJ¼Q�GHFODUDFLRQHV�
de autoridades de la cartera sanitaria. “Cada 60 min. hay 83 nuevos casos de dengue”, $%&�&RORU, 29 de enero de 2020, 
acceso el 4 de noviembre de 2020, https://www.abc.com.py/edicion-impresa/locales/2020/01/29/cada-60-min-hay-83-
nuevos-casos-de-dengue/.

67� 'HFODUDFLRQHV�GHO�GLUHFWRU�GH�YLJLODQFLD�*XLOOHUPR�6HTXHUD��ǘ+D\�FDVRV�TXH�QR�QRV�QRWLȑFDQ��QRVRWURV�VDEHPRV�TXH�OR�
que vemos es la punta del iceberg”. “Advierten que epidemia de dengue será una de las más grandes en años”, $%&�&RORU, 
8 de enero de 2020, acceso el 2 de noviembre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/01/08/advierten-que-
epidemia-de-dengue-sera-una-de-las-mas-grandes-en-anos/.

68 El diputado Hugo Capurro, del Partido Liberal Radical Auténtico, votó a favor de la declaración y “criticó al ministro de 
Salud, Julio Mazzoleni, y lo tildó de mentiroso. Sostuvo que el secretario de Estado quiso “ocultar cifras” sobre lo que 
realmente sucede [con el dengue] a nivel país”. “Diputados aprueba declaración de emergencia sanitaria por dengue”, 
�OWLPD�+RUD, 17 de febrero de 2020, acceso el 4 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/diputados-
aprueba-declaracion-emergencia-sanitaria-dengue-n2870495.html.
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�©�¼���ÌÝ�µ¯��į��Á¼��Ò×��¼Ü�å�����µ�Î��¯Â¼į�ÍÜ���ÎÁ¼�Ü¼��å�ñ�»�Ò�¯¼å¯Ò¯�¯µ¯-
ñ���Òĭ�µ�Ò�åǞ�×¯»�Ò����µ���Ì¯��»¯����µ���¼©Ü�Ĺ�µ��¯¼ÒÜõ�¯�¼×��Î�ÒÌÜ�Ò×���Ò×�×�µ�
para prevenirla, las barreras de acceso para atender a la población en el sistema 
de salud; el impacto económico; y a los que generan las condiciones para que 
�����å�ñ�»�Ò�Ò���©Î�å�¼���¯¼×�¼Ò¯õÍÜ�¼��Ò×��×¯ÌÁ����»�µ�Ò��ÁÎ���¼��»¯�ÁÒĮ

La reForma DeL SiSTema De SaLUD Con TinTeS 
privaTiSTaS Se aCeLeró Con La panDemia

�µ�+Á�¯�Î¼Á�ÌÎ�Ò�¼×Â�ÌÝ�µ¯��»�¼×���µ��Á¼©Î�ÒÁį��¼�¨��Î�ÎÁ�ăāăāį�µ��ŊPropues-
ta de reforma gradual del sistema de salud 2019-2030”, y durante los primeros 
meses de la pandemia presentó los avances a la Comisión bicameral para la 
Î�¨ÁÎ»����µ��Ò×��Áį�Ò¯¼���¯µ¯×�Î�¼¯¼©Ý¼��ÒÌ��¯Á����Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼��¯Ü����¼�Į 

Esta propuesta toma como modelo a la Cobertura Universal en Salud, con 
×Î�Ò��±�Ò��¼�ÒÜ�ÌÎ¯»�Î��¨�Ò�����¯»Ìµ�»�¼×��¯Â¼ĭ�¯ł�Ò�Ì�Î��¯Â¼����µ��Î��×ÁÎǞ��
y de la prestación (provisión) de servicios en salud; ii) integración de ser-
vicios; y iii) »�±ÁÎ���¼�µ���Á»ÌÎ��ì�©�Ò×¯Â¼����¯¼ÒÜ»ÁÒ�ì�»��¯��»�¼×ÁÒ���
través de la centralización. La reforma plantea el reordenamiento de todo 
el sistema de salud, y supone un avance en algunos elementos determina-
�ÁÒį�ì��ÍÜ����õ¼��µÁÒ�ÎÁµ�Ò�ì�Î�ÒÌÁ¼Ò��¯µ¯����Ò����µÁÒ���×ÁÎ�Ò���µ�Ò¯Ò×�»�����
Ò�µÜ�į�×�¼×Á�ÌÝ�µ¯�ÁÒ��Á»Á�ÌÎ¯å��ÁÒĹ�¯¼�Î�»�¼×���µ�ÎÁµ��Á¼×Î�µÁÎ�ÌÁÎ�Ì�Î×��
del Estado; optimiza los servicios al integrarlos; garantiza la atención de al-
gunas enfermedades que están cubiertas en el “paquete universal de presta-
�¯Á¼�ÒŌĹ�ì�»�±ÁÎ��µ���Á»ÌÎ�����¯¼ÒÜ»ÁÒ�ì�»��¯��»�¼×ÁÒĮ�ž�¼¯å�µ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯�µį�
»�±ÁÎ���µ©Á��µ�����ÒÁ��Á¼�µ��¯¼×�©Î��¯Â¼����µÁÒ�Ò�Îå¯�¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�ì�»¯ë×ÁÒį�
de segundo y tercer nivel. También plantea un crecimiento cuantitativo de 
la Atención Primaria de Salud para lograr la ampliación de cobertura, como 
primer nivel. 

No obstante, esta reforma cambia el concepto de “la universalidad del dere-
cho a la salud”, que incluye la atención gratuita de calidad para todos y todas 
ÌÁÎ�¯©Ü�µį�Ò¯¼��¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼����¼¯¼©Ý¼�×¯ÌÁį�ÌÁÎ��µ����ŊÜ¼¯å�ÎÒ�µ¯ñ�Î��Á��Î-
turas de paquetes prestacionales ante eventuales enfermedades”. El Estado, 
a través de mecanismos de mercantilización, elimina el concepto de gratui-
�������µ��Ò�µÜ�į�ÌÎÁÌÁ¼¯�¼�Á��µ����ÌÎÁ×���¯Â¼�õ¼�¼�¯�Î����×Î�å�Ò����µ���Î��-
ción de un seguro o varios, que paga a las empresas privadas prestadoras de 
Ò�Îå¯�¯ÁÒį��Á¼�Î��ÜÎÒÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒĮ��µ�+Á�¯�Î¼Á�ì���¯Á� µÁÒ�Ì�ÒÁÒ�Ì�Î���Á¼Ò×¯-
tuir este modelo al separar las funciones del sistema de salud, en rectoría y 
�×�¼�¯Â¼į���Ò��ÁÒ��¼��µ�»Á��µÁ����õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á����Ŋ�Á��Î×ÜÎ��f¼¯å�ÎÒ�µ�
�¼�\�µÜ�Ō�ÍÜ��Ò��ÒÜÒ×�¼×���¼�µ�Ò��µ¯�¼ñ�Ò�ÌÝ�µ¯�ÁŅÌÎ¯å���ÒĮ�>�Ò��»ÌÎ�Ò�Ò����
medicina prepaga ya se manifestaron a favor de la reforma, puesto que con-
sideran que promoverá el crecimiento del sector privado. Esta reforma es un 
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retroceso en el derecho universal a la salud, porque limita las funciones del 
Estado, convirtiéndolo en un árbitro regulador que garantiza la competen-
cia del mercado de la salud69. 

COnClUsiOnEs

Estamos ante una crisis civilizatoria. El paradigma capitalista y los Estados 
¼�Áµ¯��Î�µ�Ò� �Á¼� ÒÜÒ� ÌÁµǞ×¯��Ò� ���»¯©�±�Ò� ÒÁ�¯�µ�Ò� ÍÜ��»�¼×¯�¼�¼� �µ� statu 
quo, son insostenibles para la propia vida. La covid-19 es el síntoma de que 
la sociedad global se encuentra ante las consecuencias de 4ta. revolución 
industrial, donde el extractivismo ha pasado a ocupar un lugar central. La 
epidemiología clásica lineal70� ì� µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò���¼×Î���Ò��¼� ¨��×ÁÎ�Ò�
de riesgo individual, se muestran incapaces para garantizar el derecho a la 
Ò�µÜ����� µ��ÌÁ�µ��¯Â¼Į�FÁ��Ò�ÒÜõ�¯�¼×�� µ����Ò�Î¯Ì�¯Â¼�ÒÁ�Î���µ��Á¼±Ü¼×Á����
factores relacionados a formas de contagio, las características de las perso-
nas vulnerables y los síntomas. Esto solo representa la punta del iceberg del 
problema, ya que diligentemente se ocultan e invisibilizan las causas pro-
fundas de esta contingencia; la sobreexplotación de la naturaleza71, el mo-
delo de agricultura industrial y un metabolismo socioambiental malsano72. 
>��×�ÁÎǞ��»�Ò��ë×�¼�¯�����¼¯å�µ�Áõ�¯�µ��Ò�ÍÜ��µ���Áå¯�ŅĂĊ��Ò�Ü¼���¼¨�Î»�����
zoonótica73, que son aquellas que se pueden transmitir de animales a seres 
humanos de manera natural. Sin embargo, algunos epidemiólogos críticos74 
Ò���µ�±�¼���� µ��ÌÁµ�»¯��� Ŋå¯ÎÜÒŅ¼�×ÜÎ�µŅå¯ÎÜÒŅµ��ÁÎ�×ÁÎ¯ÁŌ�ì� µµ�»�¼� µ���×�¼-
�¯Â¼�ÒÁ�Î���µ�Á�Üµ×�»¯�¼×Á�¯¼×�¼�¯Á¼��Á��¼�µÁÒ��¯Ò�ÜÎÒÁÒ�Áõ�¯�µ�Ò�����Â»Á�
el origen de este virus, ya sea en laboratorio o por zoonosis, en realidad es el 
»¯Ò»ÁĮ��µ�»Á��µÁ����ÌÎÁ�Ü��¯Â¼�ì�Î�ÌÎÁ�Ü��¯Â¼���Ì¯×�µ¯Ò×�į���±Á��µ��»Ì�ÎÁ�

69 La diputada Kattya González, del Partido Encuentro Nacional, presentó a la Comisión Bicameral de Reordenamiento de 
la Estructura del Estado, una propuesta de reforma basada en algunos elementos del sistema de salud uruguayo, con la 
asesoría de una empresa de medicina prepaga. La propuesta también se basa en el modelo de Cobertura Universal de 
Salud. “Presentan nuevo modelo de salud pública”, �OWLPD�+RUD, 27 de abril de 2020, acceso el 5 de noviembre de 2020, 
https://www.ultimahora.com/presentan-nuevo-modelo-salud-publica-n2882182.html.

70 Jaime Breilh, analiza cómo la pandemia desde la epidemiología lineal, cartesiana, que reduce su objeto de estudio y 
metodología al problema de observación empírica del brote y multiplicación por contagio de casos individuales de 
enfermedad y muerte para correlacionarlos con factores de riesgo de transmisión, y enfatiza que la ciencia responde 
al control de los Estados. Es ese control el que les permite ordenar el mundo de acuerdo con las propias condiciones 
de “aceptabilidad del sistema” para poder mantener el poder, como mencionaba Foucault (1982). Jaime Brilh et al., 
3RVQRUPDOHV (Editorial ASPO, junio 2020).

71 https://www.debate.com.mx/cdmx/Pandemia-fue-posible-por-el-desequilibrio-ambiental-
especialistas-20200724-0022.html.

72 Jaime Breilh, /D�HSLGHPLRORJ¯D�FU¯WLFD��XQD�QXHYD�IRUPD�GH�PLUDU�OD�VDOXG�HQ�HO�HVSDFLR�XUEDQR, https://www.scielosp.org/
article/scol/2010.v6n1/83-101/.

73 El 61 por ciento de los patógenos para el ser humano tiene origen zoonótico y representa el 75 por ciento de las 
enfermedades emergentes. “Zoonosis: 75% de las enfermedades transmitidas al ser humano es de origen animal”, 
063\%6, 6 de julio de 2020, acceso el 4 de noviembre de 2020, https://www.mspbs.gov.py/portal/21256/zoonosis-75-de-
las-enfermedades-transmitidas-al-ser-humano-es-de-origen-animal.html.

74 Jaime Breilh. Md. MSc. PhD. Epidemiólogo ecuatoriano; exrector de la Universidad Andina Simón Bolívar, Ecuador; 
expresidente de la Academia Ecuatoriana de Medicina; director del Centro de Investigación y Laboratorios de 
Evaluación de la Salud Colectiva (Universidad Andina Simón Bolívar -UASB-E.).



ӊȋȆ ddhhpy2020��Y��+J]���JDKC.�J]ɇ�]J�.�=�]�y��g=cgY�=�]

de Estados y políticas neoliberales, con sus procesos destructivos de los eco-
sistemas, promueve procesos zoonóticos cada vez más virulentos. En el caso 
que se haya producido en un laboratorio75, la intencionalidad de promover 
nuevos mercados, con nuevas lógicas de enfermedad y medicalización de la 
sociedad, también responde a los intereses del capital. 

El Estado neoliberal paraguayo requiere de políticas de salud funcionales a 
µ�� ÒÁÒ×�¼¯�¯µ¯������µ� Ò¯Ò×�»����×Ü�µ�ÍÜ�� µ�Ò�Ì�Î»¯×�� ±ÜÒ×¯õ��Î�ì�»�¼�±�Î� µ��
pandemia en el marco de las condiciones de aceptabilidad social que convie-
nen al capital, sin profundizar en las causas y sin cuestionamientos, porque 
así se pueden dar respuestas limitadas, como el “quédate en casa” y recibe 
500.000 guaraníes para no morir de hambre, y en simultáneo realizar com-
pras por excepción y urgencia en millones de dólares para terapia intensiva 
(a pesar de ser una deuda histórica), o promover el modo covid de vivir, evitan-
do las manifestaciones ante la reforma privatista del Estado y esperando en 
casa con las ventanas cerradas mientras se queman miles de hectáreas de 
bosque nativo para el agronegocio. 

�¼��Ü�¼×Á��µ��¼¨ÁÍÜ����Ò���\�µÜ��VÝ�µ¯���Ì�Î�����Î�¨Î�¼×����µ�Ò��µ×�Ò�×�Ò�Ò�
de morbi-mortalidad de las ECNT (cáncer, diabetes, cardiopatías, obesidad, 
etc.) sigue la misma lógica funcional de la covid-19. Si bien se habla de la ne-
cesidad de la implementación de acciones multisectoriales para hacer frente 
a los determinantes sociales, políticos y ambientales, lo cierto es que el en-
foque de los programas y políticas no incorpora acciones para enfrentar as-
pectos estructurales76, sino que se enfoca en factores individuales (estilos de 
å¯��ł�ÍÜ��×¯�¼�¼�Ü¼��¨��×Á�»Üì�µ¯»¯×��Á��¼�»�±ÁÎ�Î�µ�Ò�×�Ò�Ò����»ÁÎ�¯Ņ»ÁÎ-
talidad. Las políticas del MSPyBS son enunciativas, y no tienen capacidad de 
incidencia en los otros sectores e instituciones relacionadas directamente al 
modelo de producción. 

Después del modo covid de vivir, vendrá el modo vivir en alerta y en emergencia 
permanente porque el pronóstico de la aparición de virus cada vez más agre-
sivos por procesos zoonóticos, del incremento exponencial de cánceres77 y 
de infecciones arbovirales: como el dengue, zika, chikungunya, malaria, y 
otros, es una realidad que está tomando forma de la manera más dolorosa. 

75 El profesor Luc Montagnier, ganador del premio Nobel de Medicina en 2008 por su descubrimiento de los virus de la 
LQPXQRGHȑFLHQFLD�KXPDQD��9,+���VRVWLHQH�TXH�HO�JHQRPD�GHO�6$56�&R9���KDEU¯D�VLGR�GLVH³DGR�\�FRQWLHQH�DOJXQRV�
JHQHV�GHO�9,+����\�DȑUPD�TXH�HVD�VLPLOLWXG�JHQµPLFD�HV�LPSRVLEOH�GH�KDEHUVH�ORJUDGR�VLQ�LQWHUYHQFLµQ�GLUHFWD�GH�
OD�LQJHQLHU¯D�JHQ«WLFD��ǘ/DV�HYLGHQFLDV�FLHQW¯ȑFDV�H[SOLFDQ�TXH�HO�6$56�&R9���VXUJLµ�GH�IRUPD�QDWXUDO��QR�IXH�FUHDGR�
en un laboratorio”, 1DWLRQDO�*HRJUDSKLF�(VSD³D, 21 de abril de 2020, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.
nationalgeographic.com.es/ciencia/coronavirus-ni-se-creo-ni-se-escapo-laboratorio_15452.

76 Condiciones laborales (horarios, sedentarismo laboral, estrés, etc.), la deforestación y la contaminación ambiental, el 
control del uso de agrotóxicos, la protección social en todo el ciclo de vida, etc.

77 Según la Organización Panamericana de la Salud, si las tendencias actuales continúan, para el año 2030 se prevé que el 
número de mujeres diagnosticadas con cáncer de mama en América aumente hasta en un 34%. https://www.paho.org/
KT�LQGH[�SKS"RSWLRQ FRPBFRQWHQW	YLHZ DUWLFOH	LG ����������EUHDVW�FDQFHU	,WHPLG ����	ODQJ HV��a�WH[W 6L���
las%20tendencias%20actuales%20contin%C3%BAan,es%20el%20segundo%20en%20mortalidad.
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A pesar de que la mayor parte de los países del mundo ha reconocido la 
¯»ÌÁÎ×�¼�¯�����ÍÜ�� µ�� Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯�������� ×Î��Ü�¯ÎÒ�� �¼� Ò¯Ò×�»�Ò�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�
Ü¼¯å�ÎÒ�µ�Ò����Ò�µÜ�į�õ¼�¼�¯��ÁÒ��Á¼�Î��ÜÎÒÁÒ���µ��Ò×��ÁÒ��¼���Ò����µÂ©¯��Ò�
¯»ÌÁÒ¯×¯å�Ò�Î��¯Ò×Î¯�Ü×¯å�Òį��µ�+Á�¯�Î¼Á��Á¼×¯¼Ý���Á¼�ÒÜ�Î�¨ÁÎ»��ÌÎ¯å�×¯Ò×��
de salud, anunciada en el 2019. El modelo se basa en la propuesta de la Co-
bertura Universal en Salud, que ha impulsado en América Latina, el Banco 
Mundial y la Fundación Rockefeller, desde la década de los 90. Este modelo 
Ò����Ò���¼��µ�õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�ÌÁÎ�Ò�©ÜÎÁÒ����Ò�µÜ���¯¨�Î�¼�¯��ÁÒ��¼�¨Ü¼�¯Â¼�
de la capacidad de pago de la población (con subsidio a la demanda). Con la 
õ¼�¼�¯�Î¯ñ��¯Â¼�ì� µ��»�Î��¼×¯µ¯ñ��¯Â¼���� µ��Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯��į�Ò���ÜÒ���©�Î�¼-
×¯ñ�Î�µ��Ò�µÜ�����µÁÒ�Ò¯Ò×�»�Ò���Á¼Â»¯�ÁÒ�ì�õ¼�¼�¯�ÎÁÒ��¼���×Î¯»�¼×Á����µ��
salud de la población. Algunos de los países que siguieron esta lógica, como 
Colombia, Chile, México, entre otros, han sufrido efectos devastadores para 
el derecho a la salud, con la privatización de los servicios, la precarización 
���µ��Î���ÌÝ�µ¯��į�ÌÎÁ�µ�»�Ò��������ÒÁ�ì���ÎÎ�Î�Ò��ÜÎÁ�Î�×¯��Ò�Ì�Î��µ��ÌÁ�µ�-
�¯Â¼į�±Ü�¯�¯�µ¯ñ��¯Â¼į�»Ü�Î×�Ò��å¯×��µ�Òį��¼×Î��Á×ÎÁÒĮ�

�Á¼��Ò×��ÌÎÁì���¯Â¼į��Á�Î��Ò�¼×¯�Á�µÁ�Ì�Î��Â±¯�Á����ÍÜ��Ì�Î���µ�ăāăĂį��¼��µ�»�Î-
�Á���µ�Ìµ�¼�����ÜÒ×�Î¯�����¼Ü¼�¯��Á�ÌÁÎ��µ��±��Ü×¯åÁ78, a pesar de la necesidad 
���õ¼�¼�¯��¯Â¼�ÍÜ��ÒÁÒ×�¼©��×Á���µ��¯¼å�ÎÒ¯Â¼�����Ò×���ÀÁį�Ò���ì���¼Ü¼�¯��Á�
Ü¼�Î��ÁÎ×����µ�ĄįĄŧ�Ì�Î���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯��Į�>�Ò�Î��Ü��¯Á¼�Ò�»�Ò�
Ò¯©¼¯õ��×¯å�Ò�Ò��Á�Ò�Îå�¼��¼��µ�VÎÁ©Î�»�����ž×�¼�¯Â¼�VÎ¯»�Î¯�����µ��\�µÜ�į�
con un recorte del 5,4% con respecto al 2020, y en algunos hospitales como el 
Hospital Nacional con 8% menos y Hospital del Trauma con 13% menos. 

rECOMEnDaCiOnEs

 Ǻ Adoptar la Resolución N.º 1/2020, Pandemia y derechos humanos en las Amé-
ricas, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, del 10 de abril 
de 2020, con énfasis en la urgencia de adoptar medidas inmediatas y dili-
gentes para prevenir la ocurrencia de afectaciones al derecho a la salud. El 
Estado debe generar políticas que garanticen el acceso universal, tanto en 
la atención sanitaria por covid-19 como de las otras necesidades en salud 
de la población.

 Ǻ Realizar la reforma participativa del Estado, para garantizar el derecho a 
µ��Ò�µÜ�į���×Î�å�Ò����Ü¼�Ò¯Ò×�»�����Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯�Áį�Ü¼¯å�ÎÒ�µį�Ý¼¯�Áį�¯¼×�©Î�µ�
ì�©Î�×Ü¯×Áį�õ¼�¼�¯��Á��Á¼�Î��ÜÎÒÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒĮ�

 Ǻ Crear canales de participación social y popular protagónica, decisión, moni-
×ÁÎ�Á�ì��Á¼×ÎÁµ�ÒÁ�Î��µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò����Ò�µÜ����¼¯å�µ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯�µ�ì�¼��¯Á-
nal, y realizar foros sociales para la participación en el proceso de reforma. 

78 “Austeridad del presupuesto 2021 será fundamental para la recuperación económica”, $JHQFLD�,3, 9 de septiembre de 
2020, https://www.ip.gov.py/ip/austeridad-del-pgn-2021-sera-clave-para-la-recuperacion-economica/.
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 Ǻ Fortalecer la estrategia de Atención Primaria de la Salud (APS), desde un 
modelo de atención integral, superando la visión de “Salud pobre para po-
bres”; integrando enfoques conceptuales: derechos, determinación social 
de la salud, interseccionalidad, con estrategias de cuidado promociona-
les, preventivas, curativas y de rehabilitación, durante todos los momen-
tos del ciclo vital, desde el nacimiento hasta la muerte. 

 Ǻ Abrir nuevas Unidades de Salud de la Familia, para llegar a la cobertura 
territorial progresiva del 100% de la población en 3 años, garantizando los 
�ÍÜ¯Ì�»¯�¼×ÁÒį�¯¼ÒÜ»ÁÒ�ì�ÌÎÁ¨�Ò¯Á¼�µ�Ò����Ò�µÜ��ÒÜõ�¯�¼×�ÒĮ�

 Ǻ Contratar médicos(as), licenciados(as) y agentes comunitarios, en con-
diciones laborales dignas de igualdad salarial a los(as) profesionales de 
hospitales.

 Ǻ Cumplir los criterios de progresividad presupuestaria para la Política Na-
cional de Salud con resultados y metas a corto, mediano y largo plazos, 
ÍÜ��Ì�Î»¯×�¼�Î�¼�¯Î��Ü�¼×�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ÒÁ�Î��µÁÒ��å�¼��Ò����µ��Î�¨ÁÎ»����µ�
sistema de salud.

 Ǻ ��Ò�ÎÎÁµµ�Î�Ü¼�Ìµ�¼�Ì�Î���µ�»�¼×�¼¯»¯�¼×Á����µ�Ò�»�±ÁÎ�Ò�Î��µ¯ñ���Ò��Á¼�
los “pabellones de contingencia” y proyectar la infraestructura, los recur-
sos, y el cronograma para fortalecer UTI hospitalarias. 

 Ǻ Aprobar y socializar el Protocolo del MSPyBS sobre intervención en casos 
���å¯Áµ�¼�¯��Á�Ò×�×Î¯��į�����Ò¯�µ�Ò���µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì�ÒÜÒ�¨�»¯µ¯�ÒĮ

 Ǻ Diseñar una política intersectorial nacional que enfrente las ECNT (como 
el cáncer, la diabetes, las cardiopatías, obesidad, entre otras) desde la de-
terminación social de salud, que permita garantizar los derechos huma-
nos y realizar cambios estructurales en lo modos de vivir colectivos, como: 
�»�¯�¼×��Ò�µÜ���µ�į��Á¼�¯�¯Á¼�Ò��¯©¼�Ò����×Î���±Áį�ÌÎÁ×���¯Â¼�ÒÁ�¯�µ�Ü¼¯-
versal en todo el ciclo de vida, etc. 

 Ǻ Garantizar con carácter de urgencia, la universalidad y gratuidad del ac-
ceso a la promoción de la salud, la prevención y el tratamiento del cáncer 
�¼��Ü�µÍÜ¯�Î��Ò×��¯Áį��¼���Ò�����Î¯×�Î¯ÁÒ��Ò×�¼��Î¯ñ��ÁÒ����Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯��į�
Ò�©Ý¼�µ��>�ì�FĮû�ćăćć����ž×�¼�¯Â¼�2¼×�©Î�µ���µ�Ò�V�ÎÒÁ¼�Ò��Á¼���¼��ÎĮ�

 Ǻ Aprobar urgentemente una Ley y un Programa Nacional con partidas pre-
supuestarias determinadas, que garanticen los cuidados paliativos uni-
versales; particularmente los ambulatorios, con atención especializada 
��µ�Ì�ÎÒÁ¼�µ����Ò�µÜ�į���±Á��µ�ÌÎ¯¼�¯Ì¯Á������Î��Á���µ��Ò�µÜ��ì�µ���¯©¼¯����
humana. Aprobar urgentemente el protocolo de cuidados paliativos para 
las personas enfermas con covid-19. 



derechos ambientales

CróniCa De
TrageDiaS anUnCiaDaS

Las adversidades de la crisis ambiental de dimensión planetaria compor-
tan desafíos particulares para la realidad paraguaya, requiriéndose del 
Estado políticas fortalecidas en favor del ambiente sano y, consecuen-
temente, para la cautela de los derechos de todas las personas. Las evi-
dencias de los impactos del cambio climático en el país, aumento de la 
temperatura, mayor extensión e intensidad de la sequía o anomalías en 
las precipitaciones, dan cuenta de los límites del modelo de crecimiento 
vinculado a la degradación de los bienes naturales y a la muy débil insti-
tucionalidad para la aplicación de instrumentos legales correspondientes, 
panorama que exige no solo revertir prácticas de producción y aplicación 
efectiva de la normativa ambiental, sino también adopción urgente de 

planes de restauración y de recuperación ambiental. 

paLabraS CLaveS: ambiente, desarrollo, deforestación, incendios, 
contaminación.

guillermo achucarro, julia Cabello, gladys Casaccia, marcos glauser, Fosco 
gugliotta ruggeri y miguel Lovera

�JJY�.D��JY�������Y��+J]�+gC�DJ]���=�V�Y�&g�y�ɢ�J��+gVyɣ

grupo temático ambiente y derechos humanos1

1 El grupo temático está conformado por las instituciones: Base Investigaciones Sociales, Heñói, Gente Ambiente y 
Territorio, Iniciativa Amotocodie, Tierraviva y la secretaría ejecutiva de la Codehupy.
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balanCE DE lOs 25 añOs

Es un cuarto de siglo de avances y retrocesos del derecho a un ambiente sano 
en Paraguay.

avanCeS Y reTroCeSoS

Es indudable la progresiva incorporación de este derecho en el ordenamien-
×Á� ±ÜÎǞ�¯�Á��¼��Ò×ÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ�ăĆ��ÀÁÒĮ�v���¼�ĂĊĊă�Ò���µ�åÂ���Î�¼©Á��Á¼Ò×¯×Ü-
cional el derecho a un ambiente saludable; cuestión relevante tomando en 
consideración su ausencia, en dichos términos de protección, en las Consti-
tuciones anteriores. 

>�� ±�Î�ÎÍÜǞ�� ¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ� Ò��»�×�Î¯�µ¯ñÂ� ×�»�¯�¼��¼� µ�� �Î���¯Â¼��¼��µ� �ÀÁ�
2000 del Sistema Nacional del Ambiente (Ley N.º 1561), responsable de la 
política y la gestión ambientales nacionales coordinadas por un ente rector 
�ÒÌ��Ǟõ�Áį� µ�� \��Î�×�ÎǞ�� ��µ� ž»�¯�¼×�į� �ÌÎÁ��¼�ÁÒ�� µ�� VÁµǞ×¯��� ž»�¯�¼×�µ�
Nacional (PAN) en el 2005. El ente fue elevado a rango ministerial en el 2018, 
pasando a denominarse Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible2 
ŁE���ÒłĮ�\¯¼��»��Î©Áį��Á¼� µ��»¯Ò»�� µ�ì���� ±�Î�ÎÍÜ¯ñ��¯Â¼���»¯¼¯Ò×�Î¯Á�Ò��
�ë�µÜìÂ��µ��Á¼Ò�±Á�F��¯Á¼�µ���µ�ž»�¯�¼×�į���±�¼�Á���Ò�Ò×ÎÜ�×ÜÎ��Á��µ�\¯Ò×�-
ma Nacional, afectando la calidad de la gobernanza. 

El marco normativo nacional fue creciendo, aunque no exento de tropiezos 
y reticencias3. Leyes, decretos, resoluciones, convenios bilaterales y multila-
terales sobre diversos temas, desde disposiciones relativas a la protección 
forestal, calidad del aire, cambio climático, vida silvestre, recursos hídricos, 
contaminación, agroquímicos, entre tantos otros, pasaron a engrosar el 
marco normativo4Ĺ�×�»�¯�¼��Á»Á�Î�øµ�±Á����Ü¼�»Ü¼�Á���»�¯�¼×��ì��ë¯©�¼×��
en cuanto a la visibilización y protección del ambiente. 

Al aplicar el derecho ambiental a las capacidades estatales, se nota un pro-
gresivo avance en la creación de instrumentos propios para su concreción 

2 Ley N.º 6123/2018 del 5 de mayo de 2018, que eleva a rango de ministerio a la Secretaría del Ambiente y pasa a 
denominarse Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible, *DFHWD�2ȍFLDO�1�|����, http://digesto.senado.gov.py/ups/
leyes/10215.pdf.

3 Myriam Caballero y Cristina Vila, “Derecho a un ambiente sano”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter 
Vida HW�DO�, 1997), 262-281. Fernando H. González Parini, “Un paso más en la dirección equivocada”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�
HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2009), 75-84. Mirtha Bareiro, “El agua: bien irrecuperable; compromisos 
asumidos, responsabilidades en espera”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2011), 211-223. 
Oscar Ayala Amarilla, Julia Cabello Alonso y Walter Isasi, “¿Desarrollo y progreso? Más bien exclusión y despojo. Medio 
Ambiente en emergencia”, en Derechos Humanos en Paraguay 2019 (Asunción: Codehupy, 2019), 205-219.

4 En el sitio web del Mades puede encontrarse la normativa vigente, acceso el 16 de septiembre de 2020, http://www.
mades.gov.py/leyes/.
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ì�õÒ��µ¯ñ��¯Â¼Į�\¯¼��»��Î©Áį�Î�ÒÜµ×Â�¯¼ÒÜõ�¯�¼×��Ì�Î��Ìµ�Ò»�Î�µ�Ò��¯ÒÌÁÒ¯-
ciones en realidades. Las designaciones sobre quienes ocuparían la cabeza 
��µ��¼×��Î��×ÁÎ�Î�ÒÌÁ¼�¯�ÎÁ¼�»�Ò���µ�Ò�å¯�±�Ò�ì��ÎÎ�¯©���Ò�ÌÎ��×¯��Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�
Ì�Î×¯��Î¯�Ò�ìĺÁ��õ¼�Ò��µ�ÌÁ��Î���Á¼Â»¯�Á���µ�Ò��×ÁÎ�ÌÎ¯å��Áį��¼×�Ò�ÍÜ����Ü¼�
análisis acabado sobre las personas más aptas para ocupar un cargo de tal re-
µ�å�¼�¯�Į�\��ÌÎ�Ò�¼×�ÎÁ¼��ë��Ì�¯Á¼�Ò����¯����õÎ»��¯Â¼į�µµ�©�¼�ÁÒ����¼Á»-
brar a un par de personas con experiencia y/o trayectoria, provenientes de 
µ��ÒÁ�¯������¯å¯µ�Á����Á×ÎÁÒ��¼×�Ò�ÌÝ�µ¯�ÁÒ����¯����Ò��µ�Á�±�×Á����ÌÎÁ×���¯Â¼Į�
Pero estas excepciones, por ser tales, no constituyeron la constante de actua-
�¯Â¼���µ��Ò×��Áį�ÒÜ»�¼�ÁÒ��µ�Ò��Á¼Ò×Î¯��¯Á¼�Ò�ÌÎÁÌ¯�Ò��±�Î�¯��Ò�ÌÁÎ��µ�±Ü�©Á�
de intereses sectoriales. Se evidencia así el rango real dado al tema y su pos-
terior constatación en disposiciones que retrotraen el avance del derecho, 
permitiéndose la cesión de este en aras de actividades totalmente opuestas 
al mismo, como las de cambio de uso de suelos o deforestación, transgénicos 
y agrotóxicos, entre otros. Poco duró el entusiasmo normativo, y la amplia 
ÌÎÁ�µ�»�×¯����»�¯�¼×�µ�¼Á��µ��¼ñ�����Á¼×�Î��Á¼��µ�»�Î�Á�ÒÜõ�¯�¼×���Á»Á�
para abordarlo con estándares de derechos humanos. 

probLema ambienTaL en aUmenTo

Indicadores del avance de la problemática ambiental constituyen las inter-
venciones de deforestación, registrándose ya en 1996 la pérdida diaria de 780 
hectáreas de bosques debido a acciones humanas, incluyendo la urbaniza-
ción5. Igualmente, los escenarios de sequía e incendios se agudizan. 

Para 2007, la Secretaría de Emergencia Nacional (SEN) señalaba que miles 
de familias se encontraban afectadas por incendios en el norte de la región 
Oriental6. La cifra aumenta como consecuencia de la sequía, mismo panora-
ma que se repite año tras año, tanto con incendios naturales como provoca-
�ÁÒį�Ì�ÎÁ��Ý¼�Ò¯¼�Ü¼�Ìµ�¼�������¯Â¼�ì��»�Î©�¼�¯���Á¼�Î�×Á�ì�ÒÜõ�¯�¼×��Ì�Î��
��Î�Ü¼��ÌÎÁ¼×��Î�ÒÌÜ�Ò×�����Ò×�Ò���×�Ò×ÎÁ¨�Ò�ÍÜ���Á¼×¯¼Ý�¼�¯¼�Î�»�¼×�¼�Á-
se7, llegando en el 2019 a perderse más de 300.000 hectáreas de bosque como 
producto de incendios8. Asimismo, fenómenos atípicos como las sucesivas 
crecidas de las aguas en 2018 y 2019 daban cuenta de miles de desplazados 

5 María Molinas y Manuelita Escobar, “Derecho a un ambiente sano”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Alter Vida HW�DO�, 1996), 375-398.

6 Beatriz Silvero, “Paraguay: violaciones al derecho humano a un ambiente sano. Ausencia de justicia ambiental”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2007), 70-84.

7 Ya en el índice de vulnerabilidad y adaptación al cambio climático en la región de América Latina y el Caribe, Paraguay 
era señalado, en 2014, junto a Bolivia, como los de mayores riesgos de vulnerabilidad. CAF, �QGLFH�GH�YXOQHUDELOLGDG�\�
DGDSWDFLµQ�DO�FDPELR�FOLP£WLFR�HQ�OD�UHJLµQ�GH�$P«ULFD�/DWLQD�\�HO�&DULEH, (Caracas: CAF, 2014), https://scioteca.caf.com/
handle/123456789/517.

8 SEN, Mades, Infona, AEP, UNA, 5HSRUWHV�GH�IRFRV�GH�FDORU�VREUH�OD�5HS¼EOLFD�GHO�3DUDJXD\����GH�RFWXEUH�GH�����, acceso el 16 
GH�VHSWLHPEUH�GH�������KWWS���LQIRQD�JRY�S\�DSSOLFDWLRQ�ȑOHV����������������PRQLWRUHRBIRFRVBFRQMXQWRB��������B
lq9y21vh.pdf.
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en dichos periodos.9 En materia de contaminación relacionada a los agrotó-
ë¯�ÁÒ�¯»ÌÁÎ×��ÁÒį�µ��õÒ��µ¯ñ��¯Â¼�¨Ü��¯¼ÒÜõ�¯�¼×�Į��Ò×Á�Ýµ×¯»Á�µ��å�µ¯Â��µ�Ì�ǞÒ�
el ser el primero del mundo en contar con una resolución internacional por 
el uso indiscriminado de agrotóxicos en detrimento del derecho a la vida10. 
Así, la amplia diversidad temática relacionada al ambiente registra esta riña 
entre el deber esperado de protección y una realidad que dista de serlo. 

meDiDaS inSUFiCienTeS para garanTizar 
La viDa en Un ambienTe Sano 

>���Á¼�Î��¯Â¼���µ���Î��Á�×�»�¯�¼�����ÎǞ��×Î��Î��Ì�Î�±��Á�Ü¼�»���¼¯Ò»Á�
��� �ë¯©¯�¯µ¯���Į���Ò��� ĂĊĊąį� �µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á� ×Î���±�� �Á¼�Ü¼���Ì�Î×�-
»�¼×Á����E��¯Á�ž»�¯�¼×�į�±�Î�ÎÍÜ¯ñ��Á���f¼¯�����ÒÌ��¯�µ¯ñ�����¼��µ�ăāāĈ11. 

En 1998 ya se presentaban numerosas denuncias relativas a la violación e 
incumplimiento de leyes ambientales12 y se constataban delitos ambientales, 
especialmente relacionados a la deforestación y a la contaminación de cur-
ÒÁÒ�����©Ü��ÌÁÎ�Î�Ò¯�ÜÁÒ�¯¼�ÜÒ×Î¯�µ�Òį�»�×���ÎǞ�Ò�ì���Ò�©ß�Ò��µÁ���µ�Ò�Ò¯¼�
tratamiento previo. Esta situación registrada hace 22 años se sigue repitien-
�Á�ì�¼Á�Ò���Ü�¼×���Ý¼��¼��µ�Ì�ǞÒ��Á¼�Ü¼�¨Ü�ÎÁ��©ÎÁ�»�¯�¼×�µ�ÍÜ����×Ý���Á¼�
un rol tutelar de las partes más vulnerabilizadas y del ambiente sano; bien 
±ÜÎǞ�¯�Áį�õ¼�µ»�¼×�į����×Á��Ò�µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�ÒĮ

Aun sin un estudio detallado del presupuesto, resulta notorio el hecho de 
favorecer con créditos a sectores económicos vinculados a grandes produc-
ciones que pudieron verse afectados por catástrofes ambientales sin traduc-
�¯Â¼��¼�¯©Ü�µ�¨ÁÎ»��Ì�Î��Ò��×ÁÎ�Ò�»�Ò�åÜµ¼�Î��¯µ¯ñ��ÁÒ�ìĺÁ�Ò¯¼�»��¯��Ò��õ-
caces para evitar la repetición o lograr la mitigación de dichos fenómenos. 
En el 2002 fue emitido el Decreto N.º 17303, por el cual se aprueba el marco 
orientador de la política de desarrollo sostenible del ámbito agrario, la cual 
termina siendo utilizada como generadora de desavenencias sociales y de-
gradación de elementos ambientales13. 

9 Servicio Paz y Justicia, “14 familias asuncenas afectadas por la inundación... y la falta de respuesta estatal”, 6HUSDM�
3DUDJXD\, 12 de junio de 2019, acceso el 16 de septiembre de 2020, https://www.serpajpy.org.py/14-mil-familias-
asuncenas-afectadas-por-la-inundacion-y-la-falta-de-respuesta-estatal/.

10 Dictamen del Comité de Derechos Humanos sobre el caso Yerutí, versión en pdf disponible en el sitio de Codehupy, 
acceso el 16 de septiembre 2020, http://codehupy.org.py/wp-content/uploads/2019/08/Caso-Yeruti-Dictamen-
Comit%C3%A9-DDHH-2019.pdf.

11 Ministerio Público, 8QLGDG�(VSHFLDOL]DGD�GH�'HOLWRV�$PELHQWDOHV, acceso el 19 de septiembre de 2020, https://www.
ministeriopublico.gov.py/archivos/Archivos_pdf/Publicaciones/Materiales_Informativos/UNIDAD_ESPECIALIZADA_
DE_MEDIO_AMBIENTE.pdf ?time=1562085432182.

12 Myriam Caballero y Cristina Vila, “Derecho a un ambiente sano”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter 
Vida HW�DO�, 1998), 154-159.

13 Quintín Riquelme, “Para disminuir efectivamente la pobreza rural”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2008), 665-680.
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CUarTo De SigLo De DeSarroLLo maL enCaraDo

La arremetida visible de la importancia del derecho en el escenario nacional 
en estos 25 años es indudable y responde a una realidad concreta nacional 
e internacional. Pero sin traducirse en términos de protección. Al contrario, 
las autoridades ven el exigir el derecho como un supuesto obstáculo para un 
mal denominado desarrollo, el cual así resulta privativo solo a sectores de 
poderío económico14. 

sitUaCiÓn DEl DErECHO En El 2020

Una popular frase señala como necedad el hacer lo mismo esperando resul-
tados diferentes. Eso resulta aplicable a lo ocurrido en el 2020. Las crisis am-
bientales de 201915� ¨Ü�ÎÁ¼� ¯¼ÒÜõ�¯�¼×�Ò�Ì�Î�� Î�Ìµ�¼×��Î��µ� ��ÁÎ��±����� ÒÜÒ�
causas con la expectativa de atravesar el 2020 en un escenario diferente. Por 
el contrario, las autoridades permanecieron impasibles ante la tragedia que 
se anunciaba. 

“CreCimienTo” qUe ConLLeva DeForeSTaCión, 
inCenDioS Y SaTUraCión DeL aire

En la actualidad, Paraguay es un país extremadamente vulnerable, a conse-
cuencia de su modelo de crecimiento y producción basado en el agronego-
cio, que tiene como resultado la expulsión masiva de la población rural a la 
ciudad, como se ve en Asunción y sus áreas aledañas, que concentran a uno 
de cada cuatro habitantes16Į��Ò×Á�Ò���Á¼õÎ»���Á¼�µÁÒ���×ÁÒ����2��Î��>�×�»�
que indican que, aunque en cuanto a medio ambiente Paraguay tiene en pro-
medio un desarrollo alto, presenta grandes heterogeneidades entre regiones 
ÍÜ����±�¼����µ©Ü¼�Ò�����µµ�Ò�ÌÁÎ�����±Á����µÁÒ�»Ǟ¼¯»ÁÒ17. La crisis del capi-
talismo, agudizada por la pandemia de la covid-19, muestra que la produc-
�¯Â¼�����µ¯»�¼×ÁÒ�Ò�¼ÁÒį�ÌÁÎ��±�»ÌµÁį�¼Á��Ò�ÌÎ¯ÁÎ¯����Ì�Î���µ�+Á�¯�Î¼ÁĮ��Á¼�
esta coyuntura, las personas consumidoras erogaron hasta 150% más por el 
precio de hortalizas, y la Cámara Paraguaya de Supermercados (CPS) atribu-
yó esto a la suba de los precios de importación debido a la dependencia del 
95% de alimentos que ingresan desde Argentina18.

14 Ayala HW�DO�, “¿Desarrollo y progreso?...”.

15 6XSUD nota 13. 

16 “Paraguay debe repensar su modelo de desarrollo y productivo para sobrevivir a una crisis”, 2UJDQL]DFLµQ�1DFLRQDO�
&DPSHVLQD, 16 de marzo de 2020, acceso el 16 de septiembre de 2020, https://coprofam.org/2020/03/16/paraguay-debe-
repensar-su-modelo-de-desarrollo-y-productivo-para-sobrevivir-a-una-crisis/.

17 Dr. Adrián Rodríguez Miranda y Dr. Camilo Vial Cossani, 5HVXPHQ�(MHFXWLYR (Idere Latam, 2020), acceso el 20 de octubre 
de 2020, http://www.iderelatam.com/wp-content/uploads/2020/10/IDERE-LATAM-2020-Resumen-Ejecutivo.pdf.

18 Heñói, Centro de Estudios, 7RPDWHV�\�ORFRWHV�DIHFWDGRV�HQ�&HQWUDO, 8 de julio de 2020, acceso el 14 de septiembre de 2020, 
https://henoi.org.py/2020/07/08/tomates-y-locotes-afectados-en-central/.
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Respecto a los problemas acarreados por el modelo extractivista y el cambio 
de uso de suelo, este 2020 inició el proceso de construcción de una propuesta 
���VÎÁ×Á�ÁµÁ����2¼×�Îå�¼�¯Â¼��Á¼±Ü¼×��ì�Ü¼�Ìµ�¼����»�±ÁÎ�»¯�¼×Á����µÁÒ�ÌÎÁ-
cesos que previenen la conversión del uso de suelo, en el marco del Proyecto 
Bosques para el Crecimiento Sostenible, liderado por el Mades19. Protocolo ne-
cesario para evitar el aumento de las cifras, en donde el 93% de la pérdida de 
masa forestal en Paraguay se dio por actividades ligadas a la producción de 
materia prima, aumento que llega a las 314.372 hectáreas destruidas en todo el 
territorio paraguayo en el año 201920Į�\�©Ý¼���×ÁÒ�Áõ�¯�µ�Ò��¯ÒÌÁ¼¯�µ�Ò��Ò×��
inicios del mes de octubre, la zona del gran Chaco paraguayo es la que sufrió la 
mayor destrucción en el 2020, abarcando 7.586 hectáreas, mientras que, en la 
región Oriental, la cifra llega a 180 hectáreas deforestadas21.

�����Ü�Î�Á��Á¼���×ÁÒ��ÎÎÁ±��ÁÒ�ÌÁÎ��µ�Ò¯Ò×�»��Ò�×�µ¯×�µ�+µÁ��µ�*ÁÎ�Ò×�p�×�į�
Paraguay es el segundo país con mayor cobertura arbórea perdida en la re-
gión, después de Brasil. A las 314.000 ha de cobertura perdidas en el 2019 
�ÍÜ¯å�µ�¼×�Ò��ŏąąįĄ�E×ŏ����»¯Ò¯Á¼�Ò�����KƂį�Ò��ÒÜ»�¼�µ�Ò�¯¼×�¼Ò�Ò���×¯å¯��-
des de deforestación registradas en el 2020, y que ni tan siquiera la pande-
mia logró frenar. Numerosas denuncias fueron replicadas por la sociedad 
civil, organizaciones indígenas22, medios de comunicación social y por las 
»¯Ò»�Ò�Ì�©¯¼�Ò�Áõ�¯�µ�Òį�¯¼�µÜÒÁ��¼���×Î¯»�¼×Á����»��¯��Ò���Ü×�µ�Î�Ò��¯�-
tadas por órganos competentes o de normativa vigente y además en reservas 
naturales. En general, como causas de estas deforestaciones23, las denuncias 
apuntan a actividades agroganaderas, comercialización forestal o explota-
ción de hornos de carbón. Organizaciones de pequeños agricultores, como 
la Federación Nacional Campesina (FNC), e indígenas, como la Federación 
por la Autodeterminación de los Pueblos Indígenas (FAPI), se manifestaron 
en contra de la deforestación24. �¼��µ�22��¼�Ü�¼×ÎÁ�F��¯Á¼�µ����EÜ±�Î�Ò�2¼-

19 “Trabajan en un protocolo de intervención interinstitucional para casos de cambio de uso de suelo”, 0DGHV, 6 de julio 
de 2020, acceso el 16 de septiembre de 2020, http://www.mades.gov.py/2020/07/06/trabajan-en-un-protocolo-de-
intervencion-interinstitucional-para-casos-de-cambio-de-uso-de-suelo/.

20 Aldo Benítez, “Paraguay es el segundo país más deforestador de Sudamérica”, /D�1DFLµQ, 15 de junio de 2020, acceso 
el 16 de septiembre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/06/15/paraguay-es-el-segundo-pais-mas-
deforestador-de-sudamerica/. 

21� ǘ6ROLFLWXG���������,QIRUPH�VREUH�GHIRUHVWDFLµQ�SHULRGR����������Ǚ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO�
���GH�VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG��������

22 Comunidad Loma del pueblo guaraní ñandéva denunció en mayo de 2020 la deforestación de sus tierras en 
Boquerón. Los yshir de Alto Paraguay habían hecho lo propio en febrero, en tanto que los ayoreo de María Auxiliadora 
denunciaron tala ilegal en agosto. 

23 En el periodo 2000-2017 se registra en el país gran pérdida de bosques, correspondiente a 5.549.099 hectáreas 
GHIRUHVWDGDV��GH�DFXHUGR�FRQ�GDWRV�RȑFLDOHV��$�SHVDU�GH�OD�YLJHQFLD�GH�OD�/H\�1�|������������FRQRFLGD�FRPR�/H\�GH�
Deforestación Cero, vigente desde el 2005 y extendida hasta el 2020, cuya promulgación ha sido en respuesta a la 
deforestación en el Bosque Húmedo de la Región Oriental (BHRO), se perdieron 480.000 ha en 12 años (a una tasa de 
40.000 ha/año). Infona, Mades, 6HJXQGR�,QIRUPH�%LHQDO�GH�$FWXDOL]DFLµQ���$QH[R�7«FQLFR�5(''��GH�3DUDJXD\, 2018. MAG, 
0DUFR�GH�*HVWLµQ�$PELHQWDO�\�6RFLDO��0*$6���3UR\HFWR�,QVHUFLµQ�D�0HUFDGRV�$JUDULRV��3,0$�, 2020.

24 Ver el pronunciamiento de la FNC de junio de 2020 en: La Nación, “Medio ambiente: FNC pide atención al sector 
campesino y reforma agraria para combatir la crisis”, /D�1DFLµQ, 5 de junio de 2020, acceso el 15 de septiembre de 2020, 
https://www.lanacion.com.py/politica/2020/06/05/medio-ambiente-fnc-pide-atencion-al-sector-campesino-y-reforma-
agraria-para-combatir-crisis/; Federación por la Autodeterminación de los Pueblos Indígenas (FAPI), “Hambre, falta 
de política general de salud para Pueblos Indígenas y deforestación, golpean fuerte a las comunidades en tiempo de 
pandemia”, FAPI, acceso el 15 de septiembre de 2020, https://www.fapi.org.py/hambre-falta-de-una-politica-general-de-
salud-para-pueblos-indigenas-y-deforestacion-golpean-fuerte-a-las-comunidades-en-este-tiempo-de-pandemia/.
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�Ǟ©�¼�Ò���µ�V�Î�©Ü�ì�¨Ü����¼Ü¼�¯���į���õ¼�µ�Ò����ăāĂĊį�µ��¯¼�Á¼×ÎÁµ��µ����-
forestación que afecta a muchas de sus comunidades, dañando el principal 
centro natural de abastecimiento. 

Esto tiene directa consecuencia en la biodiversidad del país. Entre los prin-
cipales tipos de vegetación natural que se observan actualmente se encuen-
×Î�¼� µÁÒ�Ü»���µ�Òį��µ� ��ÎÎ��Áį� µ�Ò� Ò���¼�Ò�ì� µÁÒ��ÁÒÍÜ�ÒĮ�v� Ò���µµ�¼���±Á�
amenaza las ecorregiones presentes, como el Bosque Atlántico del Alto Para-
¼��Ł�žžVžłį��µ����Á�Ł\��Á�ì�0Ý»��Áłį��µ�V�¼×�¼�µ�ì��µ���ÎÎ��ÁĮ�\��Î�©¯Ò×Î��
una merma en la funcionalidad de los ecosistemas25 y, consecuentemente, 
disminuye la producción de bienes y servicios ambientales de los que de-
pende la población, principalmente aquellos directamente relacionados a la 
naturaleza para la obtención de medios de subsistencia, el campesinado y los 
pueblos indígenas.

Actualmente, el 94 % de la tierra cultivada en Paraguay corresponde a ru-
bros empresariales, destinados principalmente al mercado internacional. 
En contrapartida, menos del 6 % de la tierra es utilizada para rubros de cul-
tivo campesino26. El 2% de la población concentra el 85% de las tierras, acen-
tuándose un modelo de desarrollo excluyente27, que resulta en la afectación 
periódica y repetitiva de sistemas clave: el ambiental, con la degradación de 
ecosistemas y destrucción de caracteres naturales, y el social, aumentando 
la brecha de desigualdades. Hoy, la ganadería empresarial detenta el poder 
económico respaldado en casi 15 millones de cabezas de ganado bovino, a 
razón de 2 animales por habitante; además de un territorio ganadero de más 
de 17 millones de hectáreas28. La mayor parte de la expansión ganadera tiene 
lugar en el Chaco paraguayo, sobre territorio ancestral de numerosos pue-
�µÁÒ�ÁÎ¯©¯¼�Î¯ÁÒ�ì��Á¼���¯¼×�©Î�¼×�Ò���µ�ÌÜ��µÁ��ìÁÎ�Á��Ý¼�å¯å�¼��¼��¯Òµ�-
miento voluntario29. 

Como agravante de la situación en general, Paraguay sigue importando 
agrotóxicos prohibidos, tanto de China como de la Unión Europea (UE). En 
febrero del 2020 se dio a conocer que el paraquat es uno de ellos, y que en 
2019 se importó en cantidades cercanas a los 7 millones de kilos, casi un kilo 

25 “En estas ecorregiones se estima que existen unas 8.000 a 13.000 especies de plantas y 100.000 especies de 
LQYHUWHEUDGRV��GH�HVWDV�KDQ�VLGR�LGHQWLȑFDGDV�������SODQWDV��������LQYHUWHEUDGRV������HVSHFLHV�GH�SHFHV������GH�DYHV��
����GH�PDP¯IHURV��GH�����UHSWLOHV�\����GH�DQȑELRV��01+13�������Ǚ��0DGHV��4XLQWR�LQIRUPH�QDFLRQDO�DO�FRQYHQLR�VREUH�OD�
GLYHUVLGDG�ELROµJLFD�3DUDJXD\ (Asunción: Mades/PNUD, fmam, ENPAB, 2016), 14, versión digital disponible en http://
chmparaguay.com.py/publicaciones/libros/5TO%20Informe%20Nacional%20al%20CDB%20-%202016.pdf.

26 Luis Rojas y Heñói, Centro de Estudios, “¿Por qué el kit de alimentos del gobierno no incluía soja?”, +H³µL, 26 de marzo de 
2020, acceso el 16 de septiembre de 2020, https://henoi.org.py/2020/03/26/por-que-el-kit-de-alimentos-del-gobierno-
QR�LQFOXLD�VRMD��BȻWQUHI���

27 Oxfam International, “Paraguay: el país donde la soja mata”, acceso el 16 de septiembre de 2020, https://www.oxfam.
org/es/paraguay-el-pais-donde-la-soja-mata. 

28 Instituto Tecnológico de Massachusetts, “Paraguay”, en 2EVHUYDWRU\�RI�(FRQRPLF�&RPSOH[LW\��2(&�, acceso el 16 de 
VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���DWODV�PHGLD�PLW�HGX�HV�SURȑOH�FRXQWU\�SU\��

29 Miguel Lovera, 7KH�(QYLURQPHQWDO�DQG�6RFLDO�,PSDFWV�RI�8QVXVWDLQDEOH�/LYHVWRFN�)DUPLQJ�DQG�6R\EHDQ�3URGXFWLRQ�LQ�
3DUDJXD\��$�&DVH�6WXG\ (Ámsterdam: Global Forest Coalition, 2014), acceso el 16 de septiembre de 2020, https://
JOREDOIRUHVWFRDOLWLRQ�RUJ�ZS�FRQWHQW�XSORDGV���������SDUDJXD\BFDVHBVWXG\BȑQDO�FRPSUHVVHG���SGI�
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por habitante30, siendo utilizado a modo de desecante en proporciones apro-
ximadas de 2 litros por hectárea en zonas como Alto Paraná31, en lo que va 
del primer semestre de este año. Es un agente generador de efectos adversos 
sobre la salud humana, como intoxicación al ser manipulado en los procesos 
���ÒÁ±¯ñ��¯Â¼į�ÍÜ��ÌÜ�����Á¼�Ü�¯Î���µ��»Ü�Î×�Į

Se impone así, en Paraguay, un modelo agrario que promueve la concentra-
�¯Â¼����µ��×¯�ÎÎ��ì�µ�����µÁÒ�»��¯ÁÒ����ÌÎÁ�Ü��¯Â¼į�µ�Ò�»Á�¯õ���¯Á¼�Ò����µ�Ò�
semillas, formas agroganaderas en oposición al medio ambiente y a prácti-
cas culturales, condiciones que necesariamente serán cuestionadas por la 
mayoría de la población campesina e indígena32. 

Sobre la permanencia de este modelo de producción se genera nuevamen-
×���¼��Ò×���ÀÁ�Ü¼��Áµ��������¯¼��¼�¯ÁÒį�ÍÜ���Ü»�¼×�¼��µ�¼Ý»�ÎÁ������×�-
reas con pérdida de montes y matorrales. En el Parque Nacional Caazapá, 
el Pantanal y el Chaco, pastizales y bosques fueron arrasados por el fuego33. 
�µ� 2¼Ò×¯×Ü×Á�*ÁÎ�Ò×�µ�F��¯Á¼�µ� Ł2¼¨Á¼�ł� Ò�À�µ��ÍÜ���¼� µ�Ò�Ýµ×¯»�Ò�Ò�»�¼�Ò�
de septiembre se registraron más de 17.500 focos de calor, mayormente en 
la región Oriental, atribuyéndose los mismos a la actividad humana, desde 
plantaciones de marihuana34. Y se indica también la falta de resultados de los 
ÌÎÁ��ÒÁÒ��¼��»¯¼��ÁÒ�ÌÁÎ��µ�Ò¯Ò×�»�����±ÜÒ×¯�¯�Į�V�Î���µ�ă����Á�×Ü�Î�į�2¼¨Á¼��
reportaba 13.833 focos de calor en 24 horas35. 

v��Ò�Î��¯�¼���ÌÎ¯¼�¯Ì¯ÁÒ����Á�×Ü�Î��ÍÜ���µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ����¯����¼�µ¯ñ�Î�µ��
situación y medidas para la prevención y la concienciación sobre la peligro-
sidad de quema e incendios36Į�\¯¼��»��Î©Áį��µ�Î�µ�×Á�Áõ�¯�µ�Ò��»Ü�Ò×Î��µ¯»¯-
tado, focalizado sobre la ciudadanía en general, colocando la responsabilidad 
exclusiva en la gente de a pie, excluyéndose las actividades toleradas de gran-
des productores que recurren a la quema autorizada y desbordada para acti-
vidades orientadas al lucro sin medidas efectivas para frenar la destrucción. 
Por otro lado, a diferencia del 2019, los incendios se incrementaron en zonas 

30 Maxi Manzoni, “Paraguay importa agroquímico prohibido en China y la UE”, (O�6XUWLGRU, 24 de febrero de 2020, acceso el 
16 de septiembre de 2020, https://elsurti.com/futuros/scroll/2020/08/22/paraguay-importa-agroquimico-prohibido-
en-china-y-la-ue/.

31 Víctor Enciso, 62-$��GDWRV��HVWDG¯VWLFDV�\�FRPHQWDULRV���0DU]R�����. Área de Economía Rural, FCA -UNA, acceso el 15 de 
septiembre de 2020, http://www.agr.una.py/ecorural/cultivo/soja_marzo_2020.pdf.

32 Abel Irala, “Campesinos/as e indígenas criminalizados por un modelo excluyente”, en &RQ�OD�VRMD�DO�FXHOOR��,QIRUPH�VREUH�
$JURQHJRFLRV����� (Asunción, Base Investigaciones Sociales, 2019), 88.

33 “Paraguay en llamas. S.O.S.”, [Tweet], Lucy Aquino [@LucyAquinoOrtiz], 2 de octubre de 2020, https://twitter.com/
LucyAquinoOrtiz/status/1312091699959787523?s=08. 

34 “Infona presentará un informe detallado sobre las hectáreas afectadas por incendios desde el 2018 al 2020”, $JHQFLD�
,3, 30 de septiembre de 2020, acceso el 30 de septiembre de 2020, https://www.ip.gov.py/ip/infona-presentara-un-
informe-detallado-sobre-las-hectareas-afectadas-por-incendios-desde-el-2018-al-2020/.

35 Infona, “Reporte de focos de calor sobre la República del Paraguay” [Facebook], Instituto Forestal Nacional del Paraguay [@
InfonaPy], 2 de octubre de 2020, https://www.facebook.com/InfonaPy/photos/pcb.1374175746104713/1374175676104720.

36 “Impulsarán acciones conjuntas de prevención y concientización sobre peligrosidad de quemas e incendios”, 0DGHV, 
1 de octubre de 2020, acceso el 3 de octubre de 2020, http://www.mades.gov.py/2020/10/01/impulsaran-acciones-
conjuntas-de-prevencion-y-concientizacion-sobre-peligrosidad-de-quemas-e-incendios/.
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urbanas, incluyendo en la capital, Asunción, al Jardín Botánico y el vertedero 
de Cateura. Como efecto de relieve estuvo la calidad del aire, que se volvió 
particularmente irrespirable. Las ciudades fueron envueltas en un aire bru-
»ÁÒÁ�ì�¼Á��ë�¼×Á������ÜÒ�Î��¯õ�Üµ×���Ò�Î�ÒÌ¯Î�×ÁÎ¯�Ò���¯¼�µÜÒÁ�µ��»Ü�Î×�37. 

A principios de octubre, el Congreso Nacional sancionaba el proyecto “Que 
declara en situación de emergencia nacional a todo el territorio de la Re-
ÌÝ�µ¯��į��Á»Á��Á¼Ò��Ü�¼�¯�����µÁÒ�¯¼��¼�¯ÁÒ�ì�µÁÒ���ÀÁÒ�Á��Ò¯Á¼��ÁÒ���µÁÒ�
ecosistemas y al ambiente”38, que ordenaba la adopción de medidas para ca-
nalizar recursos y solicitar ayuda internacional para combatir los incendios, 
apoyar acciones de restauración y recuperación de los daños ocasionados. 
Quedó a la vista que la Ley N.º 4014/201039 de prevención y control de incen-
dios debe ser exhaustivamente revisada, así como su efectiva aplicación. 

vULnerabiLiDaD CLimÁTiCa Y reCUrSoS híDriCoS

�ÜÎ�¼×�� �µ� Ýµ×¯»Á� �ÀÁ� Ò�� Î�©¯Ò×Î�ÎÁ¼� Î�ÒÜµ×��ÁÒ� ¯Ò×ÂÎ¯�ÁÒ� �¼� µÁ� ÍÜ�� Î�Ò-
Ì��×���µ�»�¼�±Á����Î��ÜÎÒÁÒ�Ǟ�Î¯�ÁÒį�Ì�Î×¯�Üµ�Î»�¼×���¼�µÁ�ÍÜ�����©Ü�Ò�ÒÜ-
Ì�Îõ�¯�µ�Ò�Ò��Î�õ�Î�Į��¼�»�¼ÁÒ����Ü¼��ÀÁį��µ�ÎǞÁ�V�Î�©Ü�ì�Ì�ÒÂ����×�¼�Î�Ü¼�
aproximado de 7 metros en periodo de lluvias, a tener resultados negativos, 
a punto de llegar al mínimo negativo luego de 53 años. Este comportamiento 
es inusual, ya que el río Paraguay es un río de llanuras, que no suele presen-
tar una variación tan brusca en un periodo de tiempo tan corto40Į�>����±����
del nivel del río está también relacionada a un descenso en el régimen de 
precipitaciones, el cual este año tiene la particularidad de ser mucho menor 
que años anteriores, incluso al 201941. Esta situación del río Paraguay se re-
gistra en los otros ríos del país. La sequía que actualmente está azotando al 
país empezó a tener incidencias en la cuenca del Paraná a inicios de la cua-
Î�¼×�¼�Į�0Áì��¼��Ǟ��µ���Ü�¼�����µ�V�Î�©Ü�ì��Ò�µ��»�Ò��¨��×���į�Ì�Î±Ü�¯��¼�Á�
de esta manera a varios sectores de la economía del país.

La sequía, acrecentada por el fenómeno “La Niña”, solo tiende a acentuar-
Ò����¯��õ¼�µ�Ò���� ăāăāĮ� >���¯Î���¯Â¼�F��¯Á¼�µ����E�×�ÁÎÁµÁ©Ǟ�� ��0¯�ÎÁ-
µÁ©Ǟ�� Ł�E0ł�Ò�À�µ�� µ�� ��¼×¯������õ�¯×�Î¯���¼� ×Á�Á��µ� ×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á�¼��¯Á¼�µ42, 

37 “Junto a una persona que falleció en Itapúa…” [Tweet], Luis Recalde [@Drunken_Forest], 2 de octubre de 2020, https://
twitter.com/Drunken_Forest/status/1312029398837661697. 

38 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 3 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/122204.

39 Ley N.º 4014/2010, https://www.bacn.gov.py/archivos/3547/20150709090059.pdf.

40 Dirección Nacional de Meteorología e Hidrología (DMH), “Nivel del río”, acceso el 3 de octubre de 2020 https://www.
meteorologia.gov.py/nivel-rio/.

41 Es decir, la temporada de lluvias terminó mucho antes que lo normal y, durante el periodo donde normalmente se 
registran lluvias dispersas menos frecuentes, casi no las hubo.

42 Dirección Nacional de Meteorología e Hidrología (DMH), “Extenso periodo de sequía sobre el territorio paraguayo”, 
acceso el 3 de octubre de 2020 https://www.meteorologia.gov.py/2020/09/extenso-periodo-de-sequia-sobre-el-
territorio-paraguayo/.
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ì� �¼Ü¼�¯�� ÍÜ�� �ÜÎ�¼×�� µÁÒ� Ýµ×¯»ÁÒ�»�Ò�Ò� ��� ăāăā� �µ� ĂĂįĆāŧ� ��µ� ×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á�
nacional estará en sequía extrema, 6,41 % en sequía excepcional, 15,47% en 
sequía severa, 34,73% en moderada, 18,37% en anormalmente seca. Esto lleva 
a preguntarse por qué, teniendo las herramientas necesarias para obtener 
��×ÁÒ��¯�¼×Ǟõ�ÁÒį��µ��Ò×��Á�¼Á�Î��µ¯ñÂ�»��¯��Ò����»¯×¯©��¯Â¼�¼���Ò�Î¯�Ò�Ì�Î��
afrontar este fenómeno. 

Ya con la crisis desatada, nuevamente se recurre a medidas paliativas y des-
esperadas que, en gran parte, pasan por la “buena voluntad” de la ciudadanía, 
ÍÜ��Ò���¯ÒÌÁ¼����±Ü¼×�Î�¯¼ÒÜ»ÁÒ�Ì�Î�����Î�¨Î�¼×����µ��Ł¯ÎłÎ�ÒÌÁ¼Ò��¯µ¯����
del Gobierno. Esto también contribuye a las altas temperaturas registra-
das que periódicamente superan récords a nivel nacional43. El meteorólogo 
��¼±�»Ǟ¼�+Î�ÒÒ¯į�ÌÎÁ¨�ÒÁÎ����E�×�ÁÎÁµÁ©Ǟ�����µ��*��Üµ×���VÁµ¯×��¼¯������µ��
Universidad Nacional de Asunción, en audios difundidos por los medios de 
comunicación, señaló que el clima ya no será el de antes, que ya se afectó 
demasiado, y que cada vez nuestra nueva realidad será la de romper récords 
en esta materia44. 

Efectivamente, todo tipo de fenómeno climático cuenta con su componen-
te natural, es decir, ocurre teniendo en cuenta un patrón cíclico. Pero no 
�Ò��µ�Ý¼¯�Áĭ����Ò×���Á»ÌÁ¼�¼×��¼�×ÜÎ�µ��ì�ÍÜ��ÒÜ»�Î� µ�����¯Â¼�Ü»�¼�Į�
El país viene sufriendo tanto inundaciones devastadoras como sequías año 
×Î�Ò��ÀÁį��µ�»�¼ÁÒ��¼��µ�Ýµ×¯»Á�µÜÒ×ÎÁĮ�>��©Î�¼�Ì�Î�¯������»�Ò���ÁÒ�ÁÒ��ì�µ��
consecuente pérdida de biodiversidad hacen que todo el territorio nacional 
Ò��×ÁÎ¼���Ý¼�»�Ò�åÜµ¼�Î��µ���¼×�� µ��Á�ÜÎÎ�¼�¯�����µÁÒ�»�¼�¯Á¼��ÁÒ�¨�¼Â-
menos. 

*¯¼�µ»�¼×�į��µ��Ò×��Á���±��Ò¯¼��×�¼�¯Â¼į�Á��Á¼��×�¼�¯Â¼�¯¼ÒÜõ�¯�¼×�į��ÍÜ�-
llos factores que de por sí deben ser abordados y que hacen al cálculo de 
vulnerabilidad: pobreza, desigualdad, capacidad de gestión, medios de sub-
sistencia, entre otros. Por tanto, la acción humana y la acción u omisión del 
�Ò×��Á�¯¼øµÜì�¼�×�¼×Á��¼�µ��¨Î��Ü�¼�¯�����µÁÒ��¯�µÁÒ�¼�×ÜÎ�µ�Òį��¼�µ��¯¼×�¼Ò¯-
dad y duración de los fenómenos, así como en la estrategia de mitigación o 
¨�µ×������µµ�Į��Ò×Áį��¼���õ¼¯×¯å�į�×�¼�Î��Î�Ì�Î�ÜÒ¯Â¼��¼�×Á��Ò�µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Òį�
pero actualmente el impacto se da con mayor fuerza en los sectores vulne-
rabilizados, como se señaló en la edición del informe de derechos humanos 
de 201945.

43 Dirección Nacional de Meteorología e Hidrología (DMH), “Se registraron nueve récords históricos de temperatura 
máxima en la jornada”, acceso el 3 de octubre de 2020, https://www.meteorologia.gov.py/2020/10/se-registraron-
nueve-records-historicos-de-temperatura-maxima-en-la-jornada/. 

44� ǘ&KDX�D�ODV�WHPSHUDWXUDV�GH�DQWHV��Ǖ\D�GHIRUHVWDPRV�GHPDVLDGRʜǙ��Hoy, 2 de octubre de 2020, acceso el 3 de octubre de 
2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/chau-a-las-temperaturas-de-antes-ya-deforestamos-demasiado. 

45 Ayala HW�DO�, “¿Desarrollo y progreso?...”.
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reSiDUoS SóLiDoS

En esta materia se releva la situación de la capital del país, donde para el 
periodo 2019-2020 el gobierno municipal de Asunción, luego de esperar 25 
�ÀÁÒ���Ò����µ�Ýµ×¯»Á��¼�µ¯Ò¯Ò�����¯�©¼ÂÒ×¯�Áį���Ò�ÎÎÁµµÂ��µ��Ò×Ü�¯Á������Î��-
terización de Residuos Sólidos Urbanos. Esto debió actualizarse en periodos 
mucho más cortos para la correcta adaptación de todo el sistema de gestión, 
obteniendo información cualitativa y cuantitativa sobre los residuos sólidos 
municipales46. Este sistema expone constantemente a la población a condi-
ciones insalubres, amenazando su salud. Se suma el hecho de que el sistema 
de alcantarillado de la Empresa de Servicios Sanitarios del Paraguay S.A. 
(Essap) pasa en el límite del establecimiento del relleno sanitario, el cual se 
descarga en una laguna y se conecta con el arroyo Ferreira, siendo esto una 
palpable contaminación por parte de las dos entidades.

En enero del 2020 se aprueba en la Cámara de Diputados el proyecto de ley 
ŊWÜ��»Á�¯õ����µ�žÎ×Į�ăĈ����µ��>�ì�FĮû�ĄĊĆćĺăāāĊį�+�Ò×¯Â¼�2¼×�©Î�µ����µÁÒ�X�-
Ò¯�ÜÁÒ�\Âµ¯�ÁÒ� �¼� µ��X�ÌÝ�µ¯�����µ�V�Î�©Ü�ì� Ł2»ÌÁÎ×��¯Â¼łŌ47, a pedido de 
µ��f¼¯Â¼� 2¼�ÜÒ×Î¯�µ�V�Î�©Ü�ì�� Łf2Vłį� ��±Á� µ�� ±ÜÒ×¯õ���¯Â¼����ÍÜ�� �Á¼� �Ò×��
Î�¨ÁÎ»��Ò��Á×ÁÎ©�Î��»�ìÁÎ�Ò�©ÜÎ¯���� ±ÜÎǞ�¯���ì� Ò�� ¨Á»�¼×�Î�� µ����×¯å¯����
económica del tratamiento de residuos sólidos no peligrosos. Cuestionable 
»Á�¯õ���¯Â¼į�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ»�¼×�����¯�Á���ÍÜ���µ�Ì�ǞÒ�¼Á��Ò×���¼��Á¼�¯�¯Á¼�Ò����
producción y mercado para ser receptores. Apenas se puede llevar adelante 
una mediocre gestión de los residuos generados a nivel país. 

La Ley N.º 5414/2015 de “Promoción de la Disminución del Uso De Plástico 
VÁµ¯�×¯µ�¼ÁŌ�×¯�¼��ÌÁÎ�Á�±�×Á�Î�©Üµ�Î��µ��Á¼ÒÜ»Á�����ÁµÒ�Ò����ÌÁµ¯�×¯µ�¼Á����
un solo uso en general para el transporte de productos o mercaderías, dando 
paso a la implementación de aquellas biodegradables fue postergada por el 
VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�»��¯�¼×���µ����Î�×Á�FĮû�ĄĊăā��Ò×���¼�ÎÁ���µ�ăāăĂ48. La nor-
mativa “antibolsas” debía entrar en vigencia desde septiembre de este año. 
�¼�ÒÜÒ��¯�×�»�¼�Ò�×��¼¯�ÁÒį��ÜÒ��¼�Á�±ÜÒ×¯õ���¯Â¼��¼�µ���ÁìÜ¼×ÜÎ����×Ü�µ�
de la pandemia por covid-19, el Ministerio de Industria y Comercio (MIC) 
ì��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯��� ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ� ŁE\Vì�\ł� Î��Á»�¼��-
ron mantener el uso de las bolsas de polietileno debido a que el hábito está 
incorporado en la ciudadanía, mientras que la introducción de bolsas reu-
tilizables en los establecimientos sin su sanitación adecuada constituye un 

46 PNUD, acceso el 16 de septiembre de 2020, https://www.py.undp.org/content/paraguay/es/home/presscenter/
pressreleases/2020/segunda-etapa-estudio-caracterizacion-residuos-solidos-urbanos.html. 

47 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 3 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/115355.

48 Decreto N.º 3920, del 10 de agosto de 2020, que establece de forma temporal la aplicación de la excepción prevista 
en el artículo 9.º de la Ley N.° 5414/2015 “Promoción de la disminución del uso de plástico polietileno en el marco de 
las medidas sanitarias dispuestas ante el riesgo de expansión del covid-19 o coronavirus”, 3UHVLGHQFLD�GH�OD�5HS¼EOLFD�GHO�
3DUDJXD\, https://www.presidencia.gov.py/archivos/documentos/DECRETO3920_ehws39da.PDF.
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riesgo49. Esta normativa se vino aplazando desde su concepción, principal-
»�¼×��ÌÁÎÍÜ��ÒÜ��¼×Î�����¼�å¯©�¼�¯��Ò¯©¼¯õ��ÎǞ��Ü¼��»�Î»����Á¼Â»¯������
importantes proporciones para las empresas involucradas en su producción 
y distribución.

JcY�]����.JD�]�ɢy�JC.].JD�]ɣ�
LegiSLaTivaS Y aDminiSTraTivaS

�µ�ž�Ü�Î�Á�X�©¯Á¼�µ�ÒÁ�Î���µ�ž���ÒÁ���µ��2¼¨ÁÎ»��¯Â¼į�µ��V�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�VÝ�µ¯-
ca y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Ca-
Î¯���Á�ž�Ü�Î�Á�����Ò��ñÝ�µ�å�¼×Â�Ü¼�Î�åÜ�µÁ�ÍÜ�į���×Á����ÁÒ×�į�¯¼×�¼×��¯¼Ò×�-
lar una narrativa sobre el peligro que representa este acuerdo a los procesos 
de producción e inversiones. Medios de comunicación han reproducido la 
oposición del Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG)50, que señaló que 
este acuerdo pretendía instalar el principio precautorio. Asimismo, el MAG 
�õÎ»Â�ÍÜ��µ�Ò�¼ÁÎ»�×¯å�Ò����µ��KÎ©�¼¯ñ��¯Â¼�EÜ¼�¯�µ���µ��Á»�Î�¯Á�ŁKE�ł�
ì� Á×ÎÁÒ� ÁÎ©�¼¯Ò»ÁÒ�»Üµ×¯µ�×�Î�µ�Ò� ÒÁ¼� ÒÜõ�¯�¼×�Ò� Ì�Î�� ©�Î�¼×¯ñ�Î� ŊÎ�©µ�Ò�
claras, transparentes y por sobre todo equilibradas y balanceadas” para un 
desarrollo sostenible. Gremios de la producción apoyaron efusivamente esta 
posición51. 

De esta forma, el ministro del MAG desconoce que Paraguay, de forma ex-
presa, hace tiempo incorporó a su propia Política Ambiental Nacional52 el 
principio precautorio. Además, se ha adherido a otros instrumentos inter-
nacionales en materia ambiental que lo recogen. Por otro lado, cabe señalar 
ÍÜ�� µ��KE��×¯�¼��Á�±�×¯åÁ�ì�¼�×ÜÎ�µ�ñ���¯Ò×¯¼×ÁÒ�ÍÜ��¼Á�ÌÁ�ÎǞ�¼�ÒÜÌµ¯Î� µ��
¯¼�ÁÎÌÁÎ��¯Â¼����»�±ÁÎ�Ò�¼ÁÎ»�Ò�ÌÎÁ×��×ÁÎ�Ò���µ� �»�¯�¼×�Į�>�� �Î¯Ò¯Ò��»-
biental, tanto a nivel nacional como internacional, amerita los máximos es-
fuerzos del Estado y de los mecanismos más garantes posibles, por lo que el 
ž�Ü�Î�Á�����Ò��ñÝ������Î�×¯õ��ÎÒ�Į�

Respecto a otros intentos legislativos, además de los ya citados, en la primera 
Ì�Î×������Ò×���Î×Ǟ�ÜµÁ�Ò����Ǟ��Î�¨�Î�¼�¯����ÍÜ���µ��Á¼Ò�±Á�F��¯Á¼�µ���µ�ž»-
biente había quedado excluido del Sistema Nacional Ambiental. Esto intentó 
Ò�Î� Î�å�Î×¯�Á� �Á¼�Ü¼�ÌÎÁì��×Á���� µ�ì�ÍÜ�� ¨Ü�� Î���ñ��Á��Ò×�� �ÀÁį���±�¼�Á�
���¯µ¯����Ò��¼�»�×�Î¯�����©Á��Î¼�¼ñ���¼��Ü�¼×Á���µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�ÌÝ�µ¯���

49 “Ejecutivo posterga entrada en vigencia de ley para disminución de bolsas plásticas”, $JHQFLD�,3, 12 de agosto de 2020, 
acceso el 16 de septiembre de 2020, https://www.ip.gov.py/ip/ejecutivo-posterga-entrada-en-vigencia-de-ley-para-
disminucion-de-bolsas-plasticas/. 

50 “MAG pide rechazar tratado de Escazú”, $%&�&RORU, 5 de octubre de 2020, acceso el 16 de septiembre de 2020, https://
www.abc.com.py/nacionales/2020/10/05/mag-pide-rechazar-tratado-de-escazu/.

51 “Gremios respaldan al MAG y rechazan Acuerdo de Escazú”, �OWLPD�+RUD, 6 de octubre de 2020, acceso el 16 de septiembre 
de 2020, https://www.ultimahora.com/gremios-respaldan-al-mag-y-rechazan-acuerdo-escazu-n2907940.html. 

52 Mades, 3RO¯WLFD�$PELHQWDO�1DFLRQDO�GHO�3DUDJXD\��3$1�, acceso el 3 de octubre de 2020, http://mades.gov.py/sites/default/
ȑOHV�SROLWLFDBDPELHQWDOB1DFLRQDO�SGI��
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en la toma de decisiones ambientales53. También fue presentado en el Con-
greso el proyecto de ley por el cual se brinda carácter de ley a la Reserva de la 
Biosfera del Chaco, Paraguay, asignación otorgada por la Unesco en el 2005. 
En esta propuesta se plantea una mayor protección para los bosques nativos 
����¯���ÒÜÌ�Îõ�¯�Į�\Ü��Ò×Ü�¯Á�ÍÜ��Â�ÌÁÒ×�Î©��Á54.

Sumado a esto, a mediados del 2020, el MAG, a pedido del entonces minis-
tro Rodolfo Friedmann, planteó cambiar el Decreto N.º 175/2018, que regla-
menta el artículo 42 de la Ley N.º 422/1973 con disposiciones que podrían 
blanquear la pérdida de 2.383.356 hectáreas de cobertura forestal natural55. 
Esto se pretendía lograr reduciendo la exigencia establecida a propiedades 
rurales de 20 hectáreas o más de contar con zonas forestales en un 25% de 
reservas forestales a solamente 5%, es decir, cinco veces menos. La pro-
puesta fue retirada luego de las duras críticas por parte de la sociedad en 
general.

Por otro lado, a más de un año de la reactivación del Comité de Gestión de 
µ���¯ÁÒ¨�Î����µ����Áį�¼Á� Ò�� �Ü�¼×���Ý¼��Á¼� Î�ÒÁµÜ�¯Â¼���µ�E���Ò�ÍÜ�� Î�-
�Á¼Áñ����µ��Á¼Ò�±Á��¯Î��×¯åÁ�����¯�Á��Á»¯×�į��µ��×Á��¼��Ò�»�µ���©�¼�Î�µ�
ÁÎ�¯¼�Î¯���¼�±Ü¼¯Á����ăāĂĊį��Á¼�Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼����»Üµ×¯��×ÁÎ�Òį��¯õ�Üµ×�¼�ÁÒ��
su funcionamiento.

CaSoS oCUrriDoS en 2020

LAGuNA CERRo. La contaminación de la laguna de Piquete Cué tomó 
�Ò×��Á�ÌÝ�µ¯�Á� ì� �Á¼Ò¯©Ü¯Â�»Áå�Î� µ�Ò� åÁµÜ¼×���Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò� �Ü�¼�Á��µ� ��×ÁÎ�
Leonardo DiCaprio se hizo eco56. Autoridades acudieron, constataron la 
presencia de químicos y sancionaron administrativamente a la curtiembre 
WalTrading S.A., responsable de la situación57Į�>��µ�©Ü¼����Ǟ���Ò×��Á�ÒÜ±�×��
a distintas agresiones, desde falta de licencia ambiental para la construcción 
de un camino municipal que la corta58hasta la contaminación ya señalada y 

53 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 16 de septiembre de 2020, http://
silpy.congreso.gov.py/expediente/121340. 

54 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 3 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/118060. 

55 “Ambientalistas rechazan pedido de Friedmann de cambiar Ley Forestal”, /D�1DFLµQ, 14 de agosto de 2020, acceso 
el 16 de septiembre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/08/14/ambientalistas-rechazan-pedido-de-
friedmann-de-cambiar-ley-forestal/. 

56 “The Cerro Lagoon in the Paraguayan city of Limpio…” [Instagram], Leonardo DiCaprio [@leonardodicaprio], 16 de 
agosto de 2020, https://www.instagram.com/p/CD9wzPyFnbK/?utm_source=ig_embed. 

57 “MADES multa por más de 1.600 millones a WalTrading S.A. por contaminación de Laguna Cerro”, 0DGHV, 11 de 
septiembre de 2020, acceso el 3 de octubre de 2020, http://www.mades.gov.py/2020/09/11/mades-multa-por-mas-de-
1-600-millones-a-waltrading-s-a-por-contaminacion-de-laguna-cerro/. 

58 “Contaminación de la laguna Cerro: más de un responsable”,�,'($, 16 de septiembre de 2020, acceso el 3 de octubre de 
2020, https://www.idea.org.py/2020/09/16/contaminacion-laguna-cerro/. 
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la afectación producida por la sequía59. Pobladores(as) de la zona han señala-
do denuncias concretas y la larga lucha que han emprendido antes y después 
de la repentina fama del caso60Į�\��¯ñÁ��å¯��¼×���µ�©Î��Á�����Á»Ìµ�±¯�������
Ü¼��Á¼øµ¯�×Á��»�¯�¼×�µ�ì�×�»�¯�¼�µ����ÒÁµÜ×��¯¼ÒÜõ�¯�¼�¯�����»���¼¯Ò»ÁÒ�
���õÒ��µ¯ñ��¯Â¼į����»�Ò����µ��¯»ÌÁÎ×�¼�¯�����µ��å¯Ò¯�¯µ¯ñ��¯Â¼����µÁÒ���ÒÁÒ�ì�
µ�Ò��µ¯�¼ñ�Ò�»Áå¯µ¯ñ��ÁÎ�ÒĮ�0��Î��ÍÜ��å�Î�Ò¯�×Á�Á��Ò×Á��Ò�ÒÜõ�¯�¼×�Į�

CINCo ESTANCIAS DEL CHACo. Por otro lado, hay que señalar la inope-
Î�¼�¯���Ò×Î�×�©¯�����µ��Ò×��ÁĮ�\�©Ý¼�Ü¼��¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼���������Á¼Á��Î�ÌÁÎ�
El Surtidor en mayo, el Mades intervino cinco estancias ubicadas en el Chaco 
por incendios forestales que afectaron miles de hectáreas en una zona donde 
en 2020 se presentaron 10 veces más alertas de incendios que en fechas simi-
lares de 201961. La hipótesis es que se buscaba transformar las áreas boscosas 
�¼�Ì�Ò×ÜÎ�Ò�Ì�Î��©�¼��ÁĮ��µ�õÒ��µ�����Î©Á��Ò�Ü¼��Ì�ÎÒÁ¼����¼Ü¼�¯����ÌÁÎ��µ�
E���Ò��¼×���µ�4ÜÎ��Á�����¼±Ü¯�¯�»¯�¼×Á����E�©¯Ò×Î��ÁÒ�Ł4�Eł�ÌÁÎ��Ì�Î�¼-
temente encubrir desmontes de miles de hectáreas62. 

PATRIMoNIo NATuRAL Y CuLTuRAL AYoREo ToToBIEGoSoDE. Una 
investigación de la organización británica Earthsight63 demuestra cómo em-
presas particulares habrían invadido y deforestado tierras pertenecientes al 
patrimonio, con intenciones de expansión ganadera. Además, intenta deve-
µ�Î�µ���µ×ǞÒ¯»���ÁÎÎÜÌ�¯Â¼��µ�¯¼×�Î¯ÁÎ����µÁÒ��¼×�Ò�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�ÍÜ��¨�åÁÎ���¼��Á¼�
¯»ÌÜ¼¯������ µÁÒ� Î�ÒÌÁ¼Ò��µ�Ò���� µ�Ò�©Î�¼��Ò��»ÌÎ�Ò�Òį���±�¼�Áµ�Ò���×Ü�Î�
a su arbitrio. La rigurosa información contiene revisión de al menos 200 
fuentes y fue rápidamente replicada en el medio local. Eso también dio pie a 
declaraciones desde sectores productivos que, defendiendo lo indefendible, 
Ò¯©Ü�¼�Ò�À�µ�¼�Á��µ��Ò×�Î���×Ü�¼�Á���±Á��»Ì�ÎÁ����µ��µ�ì64. Respecto a la in-
vestigación, no se conoce alguna reacción del Estado.

MoNoCuLTIVo DE EuCALIPToS EN TERRIToRIo INDíGENA. Institu-
ciones sociales y de derechos humanos se han adherido al reclamo de co-
munidades del pueblo qom que se oponen a la plantación de eucaliptos en 

59 “¡Impotencia! La Laguna Cerro se está secando”, 13<, 16 de octubre de 2020, acceso el 16 de septiembre de 2020, https://
npy.com.py/2020/10/impotencia-la-laguna-cerro-se-esta-secando/. 

60 “Laguna Cerro: pobladores urgen respuesta y cese de la impunidad ambiental”, /D�1DFLµQ, 7 de agosto de 2020, acceso 
el 3 de octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/08/07/laguna-cerro-pobladores-urgen-respuesta-
y-cese-de-la-impunidad-ambiental/; “Limpio: Pobladores exigen soluciones para recuperar la Laguna Cerro”, Hoy, 22 
de agosto de 2020, acceso el 3 de octubre de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/limpio-pobladores-exigen-
soluciones-para-recuperar-la-laguna-cerro. 

61 Maxi Manzoni, “Paró todo, menos los incendios en el Chaco”, (O�6XUWLGRU, 25 de mayo de 2020, acceso el 3 de octubre de 
2020, https://elsurti.com/reportaje/2020/05/25/chaco-arde-cuarentena/. 

62 “Fiscal de Villa Hayes es denunciado por MADES ante el JEM por mal desempeño de funciones”, 0DGHV, 25 de febrero de 
������DFFHVR�HO���GH�RFWXEUH�GH�������KWWS���ZZZ�PDGHV�JRY�S\������������ȑVFDO�GH�YLOOD�KD\HV�HV�GHQXQFLDGR�SRU�
mades-ante-el-jem-por-mal-desempeno-de-funciones/. 

63 Earthsight, *UDQG�7KHȷW�&KDFR��7KH�OX[XU\�FDUV�PDGH�ZLWK�OHDWKHU�IURP�WKH�VWROHQ�ODQGV�RI�DQ�XQFRQWDFWHG�WULEH, septiembre de 
������DFFHVR�HO���GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�HDUWKVLJKW�RUJ�XN�JUDQGWKHȻWFKDFR�HQ��

64 “Hola, Maxi, los cambios de uso de suelo (que llamas deforestación)…” [Tweet], Diego Zavala [@DiegoZavala67], 1 de 
octubre de 2020, https://twitter.com/DiegoZavala67/status/1311649293925789697. 
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su territorio y deforestación de árboles nativos, de parte de una fundación. 
Una de las voceras de esta lucha, Bernarda Pesoa65, ha descrito la serie de 
�Á¼øµ¯�×ÁÒ�ÍÜ��×¯�¼���¼¨Î�¼×���Ò����Ò×�Ò��Á»Ü¼¯����Ò��Á¼��µ�ÌÎÁì��×Á����µ��
fundación, entre los cuales señala la violación de los derechos indígenas a 
la consulta, puesto que no todas las comunidades fueron consultadas, y las 
���¯Á¼�Ò�¯¼ÒÜõ�¯�¼×�Ò���µ��Ò×��Á�Ì�Î����ÁÎ��Î��Ò×��Ò¯×Ü��¯Â¼Į

COnClUsiOnEs

Dice Boaventura de Sousa Santos: “El capitalismo funciona, como si hubie-
se un planeta B, o sea ‘destruye este, pues hay otro’. Pero no hay. Entonces, 
habrá una reacción brutal de la Madre Tierra, no sabemos cómo66”. Progresi-
vamente, el cómo reaccionará el planeta se hace visible, respirable, palpable. 
El Estado debe dimensionar a cabalidad la crisis ambiental. Más allá de las 
responsabilidades individuales de quienes están al frente de los entes que 
deben intervenir en esta realidad, lo cierto es que tampoco el Estado en su 
�Á¼±Ü¼×Á��Áµ��ÁÎ��Ì�Î���Á×�Î�����ÎÎ�»¯�¼×�Ò�ì�×�µ�¼×ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ���µÁÒ�»¯Ò-
mos. Entretanto, sigue asintiendo, obediente y en silencio, a la narrativa de 
sectores de grandes productores, donde las medidas país frente a la crisis 
ambiental y los particulares disparadores domésticos guardan relación con 
la ciudadanía de a pie. No se observa efectividad en la revisión de causales 
å¯¼�Üµ��ÁÒ��µ�»Á��µÁ�����Î��¯»¯�¼×Á���Á¼Â»¯�Á��Á»Á�×�»ÌÁ�Á�»�±ÁÎǞ���¼�
ÒÜÒ��Ò×Î�×�©¯�Ò����õÒ��µ¯ñ��¯Â¼�ì�Ò�¼�¯Â¼���µÁÒ�©Î�¼��Ò���Ò»Á¼×�Ò�Á�ÜÒÁ�¯¼-
discriminado de agrotóxicos. De igual modo, se observa muy débil o ausente 
el registro de las sanciones penales a responsables de violaciones de la nor-
mativa ambiental67. 

\��¼¯�©�į����»�Òį���Î�×¯õ��Î��µ�ž�Ü�Î�Á�����Ò��ñÝ�Ò¯©Ü¯�¼�Á�ÒÜ�µ�»�¼×��µ��
ÌÎÁ����Î����õ¼�Ò����ăāĂĊį��������Î��¼×��µÁÒ�Î��µ�»ÁÒ����Ò��×ÁÎ�Ò�ÌÁ��ÎÁÒÁÒ68, 
que ven al mismo, como un freno a su acumulación y no como una herra-
mienta de información, participación y defensa de los derechos ambientales. 

65 “Bernarda Pesoa sobre eucalipto en territorio Qom” [YouTube], Conamuri [https://www.youtube.com/channel/
UCkxVqJ-QhXY5hZwO2b9obvQ], 3 de agosto de 2020, acceso el 3 de octubre de 2020, https://www.youtube.com/
watch?v=sHoqYrEdBe0.

66 “Muy interesante entrevista a Boaventura...” [Facebook], Eduardo Nava Hernández [https://m.facebook.com/eduardo.
navahernandez.9], 16 de septiembre de 2020, acceso el 3 de octubre de 2020, https://m.facebook.com/story.php?story_
ȠELG ����������������	LG �����������������

67 En un estudio publicado en 2016 sobre el análisis de 32 causas ambientales, la conclusión arribada fue la de indicadores 
de: a) displicencia en el abordaje de la investigación y b) orfandad argumentativa al momento de exponer los 
IXQGDPHQWRV��WDQWR�GH�ORV�UHTXHULPLHQWRV�ȑVFDOHV�FRPR�GH�ODV�UHVROXFLRQHV�MXGLFLDOHV��(GXDUGR�$JXD\R��'HIRUHVWDFLµQ�
H�LPSXQLGDG��$Q£OLVLV�GH�OD�DFWXDFLµQ�GHO�0LQLVWHULR�3¼EOLFR�\�GHO�3RGHU�-XGLFLDO�HQ�ORV�FDVRV�GH�GHIRUHVWDFLµQ�HQ�OD�]RQD�GHO�%RVTXH�
$WO£QWLFR�GHO�$OWR�3DUDQ£��%$$3$� (Asunción: Inecip-Paraguay, 2016).

68 “Cancillería participa de reuniones informativas sobre la implementación del Acuerdo de Escazú”, 05(, 30 de abril 
de 2020, acceso el 3 de octubre de 2020, https://www.mre.gov.py/index.php/noticias-de-embajadas-y-consulados/
cancilleria-participa-de-reuniones-informativas-sobre-la-implementacion-del-acuerdo-de-escazu. 
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El malestar colectivo surge por la permanencia de privilegios excesivos para 
algunos sectores y condiciones paupérrimas de abandono para la mayoría. 
El cambio del predominante modelo de agronegocios, con especial conside-
ración a los daños ambientales que conlleva, enseña imperativos en función 
de las posibilidades de bienestar social para todos y todas por igual, armonía 
ambiental para esta y futuras generaciones.

El panorama no se muestra alentador, no se avizoran medidas de gobierno 
ÒÜõ�¯�¼×�Ò��¼��µ�»�Î�Á����Ü¼�Ìµ�¼����Î�Ò×�ÜÎ��¯Â¼�ì�Î��ÜÌ�Î��¯Â¼��»�¯�¼×�µ�
que permitan sustentabilidad, donde, si bien los sectores vulnerables son los 
ÌÎ¯»�ÎÁÒ��¨��×��ÁÒį�Ò��ÌÁ¼�¼��¼�±Ü�©Á�µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò����µ��å¯���»¯Ò»�Į�

rECOMEnDaCiOnEs

Por considerarse vigentes, se reiteran las recomendaciones de 2019.

 Ǻ Sancionar y promulgar una ley de “Deforestación Cero” para el Chaco. 

 Ǻ Diseñar y aplicar planes de prevención, contingencia, mitigación en casos 
de desastres naturales en consulta y participación de las comunidades po-
×�¼�¯�µ»�¼×���¨��×���Ò�ì��Á¼�¯¼å�ÎÒ¯Â¼�ÒÜõ�¯�¼×�����Î��ÜÎÒÁÒ�»�×�Î¯�µ�ÒĮ

 Ǻ Eliminar los privilegios otorgados a algunos sectores de producción por 
sobre otros en detrimento al principio de igualdad, no discriminación y 
con consecuencias en el disfrute del derecho a un ambiente sano. 

 Ǻ X�×¯õ��Î��µ�ž�Ü�Î�Á�X�©¯Á¼�µ�ÒÁ�Î���µ�ž���ÒÁ���µ��2¼¨ÁÎ»��¯Â¼į�µ��V�Î×¯�¯-
Ì��¯Â¼�VÝ�µ¯���ì��µ�ž���ÒÁ���µ��4ÜÒ×¯�¯���¼�žÒÜ¼×ÁÒ�ž»�¯�¼×�µ�Ò�Łž�Ü�Î�Á�
����Ò��ñÝłĮ

 Ǻ X�©Üµ�Îį�ÒÜÌ�Îå¯Ò�Î�ì�õÒ��µ¯ñ�Î� µ�Ò���×¯å¯����Ò�×�¼�¯�¼×�Ò���ÌÎÁ�Ü�¯Î�Ü¼�
impacto en el ambiente, en especial, las que se encuentran afectando po-
tencialmente a comunidades vulnerabilizadas, dotando de una inversión 
ÒÜõ�¯�¼×��ì�Ü¼�ÌÎÁ���¯»¯�¼×Á��¨��×¯åÁĮ�

 Ǻ ž�ÁÌ×�Î��µ�ÌÎ¯¼�¯Ì¯Á�ÌÎ���Ü×ÁÎ¯Á��Á»Á�»��¯���������¯Â¼į���õ¼����ÌÎÁ-
teger el derecho al ambiente y los demás derechos que dependen de su 
concreción.

 Ǻ Crear el Fuero Agrario y Ambiental.



derecho a un ambiente sano

vioLaCión De DD. hh. 
en eSCUeLaS rUraLeS 

FUmigaDaS1: oTro impaCTo 
DeL moDeLo DeL agronegoCio

��Þ���¬Ä¬�¬ËÞ���½�Äê�õË�Þ¬¤½Ë�Þ��õ¬�Ä����ÄêÄ�¬�Ä�Ë�½��õ¬Ë½��¬ÌÄ������Ú�-
chos en las escuelas rurales fumigadas, por organizaciones y comunida-
��ÞɌ�]¬Ä��Ã��Ú¤Ëɇ�Ú��¬�Ä��Ä��½�ë½æ¬ÃË��ÊË�©��Þ¬�Ë��Þæê�¬����Ú¬¤êÚËÞ�Ã�Ä-
æ�Ɍ�]��©�Ä�¬��Äæ¬Ĉ���Ë�ȅȅ��Þ�ê�½�Þ��Ä�Ú¬�Þ¤Ë����£êÃ¬¤��¬ÌÄ��Ä�ǽǼ��¬ÞæÚ¬æËÞ�
del país, a las que acuden 8.628 estudiantes y 1.168 docentes que están 
expuestos a fumigaciones con agrotóxicos y cuyos derechos están sien-
do vulnerados. Aunque hay marcos normativos, estos no son respetados 
y las instituciones que deberían actuar no lo hacen. Por lo tanto, varios 
derechos son afectados y se convierte en un problema de gran magnitud, 

consecuencia del modelo de agronegocio que sigue el país. 

paLabraS CLaveS: derechos de la niñez y la adolescencia, derecho a la 
educación, derecho a la calidad del ambiente, derecho a la salud, comu-

nidades rurales.

abel areco y marielle palau
base investigaciones sociales

1  Este artículo resume los aspectos más vinculados a los derechos humanos del libro de Regina Kretschmer, Abel Areco y 
Marielle Palau, (VFXHODV�UXUDOHV�IXPLJDGDV�HQ�3DUDJXD\��(VWXGLR�GH�FDVRV�HQ�WUHV�GLVWULWRV (Asunción: BASE IS, 2020).
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intrODUCCiÓn

�µ��Î������Ò¯�»�Î���Á¼�ÎÜ�ÎÁÒ�����ëÌÁÎ×��¯Â¼į�ÒÁ�Î��×Á�Á����ÒÁ±�į���¯�Á��Ü-
mentando vertiginosamente desde mediados de la década del 90, principal-
mente por la creciente demanda internacional y la liberación comercial de 
Ò�»¯µµ�Ò�©�¼�×¯��»�¼×��»Á�¯õ����ÒĮ��Ò×��×�¼��¼�¯��Ò¯©Ü��å¯©�¼×�Į�

Actualmente, el 94% de las tierras agrícolas están destinadas a rubros del 
agronegocio, mientras que solo el 6% a la producción de rubros campesinos. 
>��ÒÜÌ�Îõ�¯�����»Á¼Á�Üµ×¯åÁ����©Î�¼ÁÒ�Ì�Î���ëÌÁÎ×��¯Â¼����Î��¯�Á�å�Î×¯©¯-
nosamente a raíz del incremento continuo de la demanda internacional de 
commodities ŁÌÎ¯¼�¯Ì�µ»�¼×��ÒÁ±�į��Ü¼ÍÜ��×�»�¯�¼��ÎÎÁñį�»�Ǟñį�×Î¯©Áį�©¯Î�ÒÁµ�
y caña dulce) y de la incapacidad de las autoridades de impulsar y apoyar un 
modelo más respetuoso de los derechos2.

En estos monocultivos se aplica un paquete tecnológico que incluye semi-
llas híbridas o transgénicas, que requieren necesariamente la utilización de 
agrotóxicos y fertilizantes para hacer frente a lo que el agronegocio conside-
ra como plagas. Por otro lado, las malezas desarrollan resistencia, por lo que 
la aplicación de herbicidas en las parcelas aumenta ante su uso constante, 
motivo por el cual se debe ir aplicando con el correr del tiempo en mayor 
cantidad para mantener la efectividad.

Existe una vasta bibliografía sobre los efectos sociales que causan las fumi-
gaciones de pesticidas tanto a nivel nacional3 como internacional. En menor 
medida también existen investigaciones médicas, entre ellas se puede men-
cionar estudios liderados por la Dra. Benítez Leite4 y Arias5.

Desde el año 20036, organizaciones campesinas e indígenas, así como orga-
nizaciones no gubernamentales de derechos humanos y ambientalistas han 
Î��µ¯ñ��Á���¼Ü¼�¯�Ò� ÒÁ�Î�� µ�Ò�»Ýµ×¯Ìµ�Ò� å¯Áµ��¯Á¼�Ò������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ�

�� *XLOOHUPR�2UWHJD��ǘ(O�DYDQFH�GHO�DJURQHJRFLR�VLJXH�ȑUPHǙ��HQ�0DULHOOH�3DODX��FRRUG����&RQ�OD�VRMD�DO�FXHOOR��,QIRUPH�VREUH�
DJURQHJRFLRV������(Asunción: BASE-IS, 2019), 16-23.

3 “Los impactos socioambientales de la soja en Paraguay”, elaborado por Tomás Palau y otros (2012), el informe de 
la Misión de Observación Internacional sobre la situación de los Derechos Humanos en Paraguay (2013), “Efectos 
socioambientales del enclave sojero” de Fogel y Riquelme (2005), 7KH�SROLWLFV�RI�WUDQVSUHQF\�RI�1HROLEHUDO�3DUDJXD\ de 
Hetherington (2011), entre otros.

�� 6WHOD�%HQ¯WH]�/HLWH��ǘ&RQWURYHUVLD�FLHQW¯ȑFD��7UDQVJ«QLFRV��SODJXLFLGDV�\�VDOXG�KXPDQDǙ��0HPRULD�GHO�6LPSRVLR�
Internacional (Asunción: FCM-UNA, 2014). Stela Benítez Leite, HW�DO�, 'D³R�FHOXODU�HQ�XQD�SREODFLµQ�LQIDQWLO�SRWHQFLDOPHQWH�
H[SXHVWD�D�SHVWLFLGDV��'RFXPHQWR�GH�7UDEDMR�1�|���� (Asunción: BASE-IS/UNA, 2010). Stela Benítez Leite, “Exposición a 
plaguicidas causa daño genotóxico”, en Marielle Palau (ed.), &RQ�OD�VRMD�DO�FXHOOR��,QIRUPH�VREUH�DJURQHJRFLRV�HQ�3DUDJXD\�
(Asunción: BASE-IS, 2017). Stela Benitez Leite HW�DO�, “DNA damage induced by exposure to pesticides in children of rural 
areas in Paraguay”, en ,QGLDQ�-RXUQDO�RI�0HGLFDO�5HVHDUFK��9RO�����, 2019.

5 Arias V., Aquino F., Delgadillo L., Ferreira J., González C., González L., Ojeda A. ,QWR[LFDWLRQ�E\�SHVWLFLGHV�LQ�SDWLHQWV�DVVLVWHG�
DW�WKH�1DWLRQDO�&HQWHU�RI�7R[LFRORJ\�RI�WKH�0LQLVWU\�RI�3XEOLF�+HDOWK, Mem. Inst. Investig. Cienc. Salud, Vol. 4(2). Cátedra de 
Toxicología. Facultad de Medicina. Universidad Nacional de Asunción.

6 Guillermo Ortega, &URQRORJ¯D�GH�GHQXQFLDV�GH�LQWR[LFDFLµQ�\�'HUHFKRV�+XPDQRV�DQWH�HO�DYDQFH�GH�ORV�DJURQHJRFLRV (Asunción: 
BASE-IS, 2008).
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que genera el incumplimiento o vulneración de la legislación ambiental. Jus-
tamente, en el 2003 se documentó por primera vez el fallecimiento de una 
persona a causa de las fumigaciones con agrotóxicos: el niño Silvino Tala-
vera, de 11 años, en una comunidad campesina de Pirapó, departamento de 
2×�ÌÝ�7. 

El Estado paraguayo ha recibido, desde el año 2007, reiteradas observacio-
nes y recomendaciones de organismos internacionales con relación al “uso 
����©ÎÁ×Âë¯�ÁÒŌĮ�\��×¯�¼�¼į�ÌÁÎ��±�»ÌµÁį�µ�Ò�Î��Á»�¼���¯Á¼�Ò���µ��Á»¯×�����
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Igualmente se puede mencio-
nar el informe de la relatora especial sobre el derecho a la alimentación acer-
ca de su misión en Paraguay en el año 20178. Además de las recomendaciones 
»�¼�¯Á¼���Òį�¼Á�Ò��ÌÜ������±�Î����Ò�À�µ�Î�ÍÜ��V�Î�©Ü�ì�Ò���Á¼å¯Î×¯Â��¼��µ�
primer país condenado por el Comité de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas9 por no controlar y sancionar el uso indebido de agrotóxicos, situa-
ción que violenta derechos humanos de la población rural.

Lo más grave del avance de los cultivos del agronegocio es su proximidad a 
instituciones educativas, además de centros de salud, plazas e incluso cur-
ÒÁÒ�����©Ü�Į��µ��Ò×��Á�Ì�Î�©Ü�ìÁ�¼Á����¯Ò�À��Á�Ü¼��ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯���ÍÜ��
considere la particular situación de escuelas en cercanías de monocultivos 
ì�ÌÎÁ×�±����µ���Á»Ü¼¯������Ü��×¯å�����µÁÒ�¯»Ì��×ÁÒ����µ�Ò�¨Ü»¯©��¯Á¼�Ò��Á¼�
agrotóxicos. Tampoco se han implementado controles efectivos del cum-
Ìµ¯»¯�¼×Á����µ��µ�©¯Òµ��¯Â¼��»�¯�¼×�µį���õ¼����©�Î�¼×¯ñ�Î�µÁÒ���Î��ÁÒ��Á¼-
sagrados en la Constitución Nacional y en compromisos internacionales, a 
pesar de las innumerables denuncias10.

En consecuencia, el Estado paraguayo es responsable de la situación actual, 
que instituciones educativas estén rodeadas de monocultivos, sobre todo 
por no atender la problemática y por no hacer cumplir el marco normativo 
Î�¨�Î�¼×����µ��¨Ü»¯©��¯Â¼��Á¼�ÌÎÁ�Ü�×ÁÒ�õ×ÁÒ�¼¯×�Î¯ÁÒį�¼Á�Î�ÒÌ�×�Î�ÌÎ���Ì-
tos de la Constitución Nacional y hacer caso omiso a recomendaciones in-
ternacionales.

7 Diana Viveros, “La guerra de una madre contra los agroquímicos. ¿Cuánto cuesta la muerte de un niño por 
fumigaciones en Paraguay?”, (O�6XUWLGRU, 24 de octubre de 2017, acceso el 20 de octubre de 2020, https://archivo.elsurti.
com/madre-vs-agroquimicos/.

8 https://undocs.org/pdf ?symbol=es/A/73/567.

9 Comité de Derechos Humanos, Portillo Cáceres HW�DO��F��3DUDJXD\��FRPXQLFDFLµQ�1�|�������������'RF��218b&&35�
C/126/D/2751/2016, párr. 7.3, 9 de agosto de 2019, acceso el 30 de septiembre de 2020, https://tbinternet.ohchr.
RUJ�BOD\RXWV����WUHDW\ERG\H[WHUQDO�'RZQORDG�DVS["V\PEROQR &&35��I&��I�����I'��I������I����	/DQJ HQ��
ǘʜ3DUDJXD\�UHVSRQVDEOH�GH�YLRODFLRHV�GH�GHUHFKRV�KXPDQRV�HQ�FRQWH[WR�GH�IXPLJDFLRQHV�FRQ�DJURTX¯PLFRVʜ��GLFH�OD�
ONU”, %$6(�,6, acceso el 23 de octubre de 2020, http://www.baseis.org.py/paraguay-responsable-de-violaciones-de-
derechos-humanos-en-contexto-de-fumigaciones-masivas-con-agroquimicos-dice-la-onu/. “Paraguay es el primer 
país condenado en la ONU por un caso de trasfondo ambiental”, �OWLPD�+RUD, 16 de agosto de 2019, acceso el 30 de 
septiembre de 2020, https://www.ultimahora.com/paraguay-es-el-primer-pais-condenado-la-onu-un-caso-trasfondo-
ambiental-n2838472.html.

10 Guillermo Ortega, &URQRORJ¯D�GH�GHQXQFLDV�GH�LQWR[LFDFLµQ�\�'HUHFKRV�+XPDQRV�DQWH�HO�DYDQFH�GH�ORV�DJURQHJRFLRV (Asunción: 
BASE-IS, 2008).
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probLemÁTiCa DeSaTenDiDa 

casi un centenar de escuelas en riesgo de fumigación

Un reciente estudio titulado “Mapeamiento de centros educativos e iden-
×¯õ���¯Â¼���µ�Ì�µ¯©ÎÁ�����Á¼×�»¯¼��¯Â¼��»�¯�¼×�µ�ÌÁÎ���Î¯å�����ÌÎÁ�Ü�×ÁÒ�
õ×ÁÒ�¼¯×�Î¯ÁÒŌ11 concluyó que 

��� µ�Ò�ĆĆĈ� ¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò���Ü��×¯å�Ò� ¯��¼×¯õ����Ò�¯¼¯�¯�µ»�¼×�į�Ò�©Ý¼�µ����Ò��
de datos del Ministerio de Educación y Ciencias, 327 fueron analizadas. De 
�Ò×��¼Ý»�ÎÁį� ąĉ��Ò×���¼���Î��¼�Ò����Î��Ò���� �Üµ×¯åÁÒ��ë×�¼Ò¯åÁÒ� Ł»�¼ÁÒ����
200 mts.) y 51 se encontraban a menos de 100 metros de los mismos, totali-
zando así 99 instituciones en mayor riesgo de deriva, en caso de aplicación de 
los defensivos agrícolas, al momento del análisis de las imágenes satelitales 
�¯ÒÌÁ¼¯�µ�ÒĮ�>ÁÒ��¯Ò×Î¯×ÁÒ��¼��Á¼���Ò���¼�¯��¼×¯õ���Á�Ü¼�»�ìÁÎ�ÌÁÎ��¼×�±��
de escuelas y/o centros educativos cercanos a cultivos (menos de 100 metros 
����¯Ò×�¼�¯�ł�̈ Ü�ÎÁ¼ĭ�2×�ÌÝ��VÁ×ì�ŁĆĉįāćŧłį����µ¯Î��ŁąăįĆĆŧłį�E¯¼©��VÁÎ��ŁĄăŧłį�
Guayaibí (5,97%) y Liberación (2,50%)12. 

Se tiene, así, que de las 557 escuelas de 14 distritos, casi el 18% de las escuelas 
rurales están en riesgo de afectación directa por las fumigaciones y, de ellas, 
casi un 10% a menos de 100 metros, incumpliendo la normativa vigente. Sin 
embargo, hay que señalar que escuelas con monocultivos cercanos se ubi-
can en 10 distritos. La situación es más preocupante en aquellos territorios 
donde predominan los agronegocios: se observa una relación directa entre la 
cantidad de escuelas afectadas y el tipo de producción agropecuaria predo-
»¯¼�¼×�Į���Ò¯��µ�ĉāŧ����µ�Ò�̄ ¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò���Ü��×¯å�Ò�̄ ��¼×¯õ����Ò��Á¼�»Á¼Á-
cultivos cercanos a centros educativos se encuentran en los departamentos 
2×�ÌÝ��ì�žµ×Á�V�Î�¼�į��Á¼����µ��©ÎÁ¼�©Á�¯Á��©ÎǞ�Áµ��ńÌÎ��Á»¯¼�¼×�»�¼×��
de granos– es la producción agropecuaria principal. 

>�Ò� �Ò�Ü�µ�Ò� ¼Á� ÒÁ¼� Ò¯»Ìµ�»�¼×�� ��¯õ���¯Á¼�Òį� �� �µµ�Ò� ��Ü��¼� �Á×¯�¯�¼�-
mente –salvo en este periodo de cuarentena– gran parte del año niñas, niños 
y adolescentes de familias campesinas, que con mucha esperanza confían 
ÍÜ���µ��Ò¨Ü�ÎñÁ�Î��Ü¼��Î���¼�Ü¼�¨Ü×ÜÎÁ��Á¼�»�±ÁÎ�Ò�ÁÌÁÎ×Ü¼¯����ÒĮ�\ÁµÁ��¼�
µ�Ò�ĊĊ��Ò�Ü�µ�Ò� ¯��¼×¯õ����Òį��µÎ����ÁÎ���� µ�Ò��Ü�µ�Ò��ë¯Ò×�¼�»Á¼Á�Üµ×¯åÁÒ�
ilegales y que son sistemáticamente fumigadas, asisten 8.628 estudiantes 
que, al igual que 1.168 docentes, están expuestos y expuestas a fumigaciones 
con potentes agrotóxicos. 

Los riesgos que implica la exposición de niños, niñas y adolescentes a pes-
×¯�¯��Ò��Ò×�¼��ë×�¼Ò�»�¼×���Á�Ü»�¼×��ÁÒį�ÌÁÎ��±�»ÌµÁį��¼� µ��ÌÜ�µ¯���¯Â¼�

11 Carlos Mora (coord.), Víctor Portillo y Miguel Delpino, 0DSHDPLHQWR�GH�FHQWURV�HGXFDWLYRV�H�LGHQWLȍFDFLµQ�GHO�SHOLJUR�GH�
FRQWDPLQDFLµQ�DPELHQWDO�SRU�GHULYD�GH�SURGXFWRV�ȍWRVDQLWDULRV (Asunción: Alianza por el cumplimiento local de leyes 
ambientales, INECIP, 2019).

12 Ibíd., 121.
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“Niñez y Riesgo Ambiental en Argentina”, editado por la Defensoría Argenti-
na en cooperación con PNUD, Unicef y OIT, que resalta esta particularidad:

debido a que los niños tienen un metabolismo diferente al de los adultos, pue-
den tener una distinta capacidad para descomponer o metabolizar, excretar, 
activar o desactivar los plaguicidas. Dichos factores pueden provocar que los 
plaguicidas tengan efectos tóxicos más pronunciados en los niños, o posible-
»�¼×��ÌÎ�Ò�¼×�Î��¯Ò×¯¼×ÁÒ� ÒǞ¼×Á»�Ò���� ¯¼×Áë¯���¯Â¼���� µÁÒ�ÍÜ��»�¼¯õ�Ò×�¼�
los adultos13.

Testimonios recogidos en el estudio realizado en que se basa el artículo evi-
dencian algunos de los impactos de las fumigaciones en las cercanías de las 
escuelas. Docentes de una de las escuelas ubicadas en Capiibary (San Pedro) 
señalaron:

“Cuando�Ò��¨Ü»¯©�į�µÁÒ��¯�ÁÒ�Ò��ÍÜ�±�¼�»Ü�Áį�ÍÜ��×¯�¼��»Üì�»�µ�ÁµÁÎį��ì�
ÍÜ��¯Î���µ����Ò��ì�õ¼�µ»�¼×��×�Î»¯¼�»ÁÒ�ÒÜÒÌ�¼�¯�¼�Á�µ�Ò��µ�Ò�Òį�ÌÁÎÍÜ��ì��
¼Á�ÌÁ��»ÁÒ���Ò�ÎÎÁµµ�Î�¼���į��µµÁÒ�ì��¼Á�ÌÎ�Ò×�¼��×�¼�¯Â¼Į��¼×Á¼��Òį�»�±ÁÎ�
retirarnos todos nosotros, sin embargo, los de primer y segundo ciclo, se que-
dan en el aula, pero no salen ni al receso, un poco más protegidos están ahí 
encerrados” (Docente, C 1).

“Y tienen que cerrar todas las puertas y ventanas, porque es inaguantable el 
olor del veneno. Otras veces se suspenden las clases por semanas, el año pasa-
do no pudieron dar el examen por eso. Suspendimos una, dos semanas. Cuan-
�Á�ì��¯�����×�Î»¯¼�Î�µ�Ò��µ�Ò�Òį��¯»ÁÒ�×Î���±Á�ÌÎ��×¯�Á�ì��ÒǞ������ÌÁ�Á�×Üå¯»ÁÒ�
¼Ü�Ò×ÎÁÒ��ë�»�¼�Ò��Á¼�×Î���±ÁÒ�ÌÎ��×¯�ÁÒĮ��¼��Ò���ÌÁ��į�ÌÎ��×¯��»�¼×��¼Á�Ò��
ÌÜ������Î�×Î���±Á��¼�µ���Ò�Ü�µ�Ō�Ł�Á��¼×�į���ĂĂł14. 

Docentes de una escuela ubicada en el distrito Minga Porá (Alto Paraná), en 
el estudio señalado, indicaron que: 

“Los días de fumigaciones en horario de clases, las 9 o 10 de la mañana fu-
migan, a las 11 o 12 algunos alumnos ya tienen dolor de estómago, otros de 
cabeza. Ya tiene efectos en las criaturas” (Docente, MP 10)15. 

“El efecto de la fumigación es al día siguiente de la fumigación, se llena de 
humareda y los niños vienen tragando y eso va directamente al estómago. Y 
llegan con malestar, dolor de estómago, de cabeza. No soy técnico, pero me 
supongo que es efecto del agrotóxico que está en la comunidad” (Docente, 
MP 11)16. 

13 Defensor del Pueblo de la Nación, 1L³H]�\�5LHVJR�$PELHQWDO�HQ�$UJHQWLQD (Buenos Aires: Defensoría del Pueblo/PNUD 
Argentina, Unicef Argentina/OPS/OIT, 2010).

14 Kretschmer HW�DO�, (VFXHODV�UXUDOHV�IXPLJDGDV���, 79.

15 Ibíd., 131.

16 Ibíd., 132.
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“Cuando se fumiga, tratamos de cerrar las puertas, esta sala tiene aire, las de-
más, ventiladores, en época de verano no se puede estar con las puertas cerra-
das con 30 o 40 chicos adentro” (Docente, MP 11). (Ibíd.).

El estudio también recogió testimonios de la comunidad educativa de Ita-
ÌÝ��VÁ×ìį��¯Ò×Î¯×Á����2×�ÌÝ�į�ÍÜ¯�¼�Ò�¯¼�¯��ÎÁ¼�ÍÜ�ĭ�

“Fumigan en horas de clase y con el viento, el olor ataca. [...] Lo que pasa es que 
ellos fumigan de noche o a la madrugada y ya amanecemos con el mal olor, 
insoportable es. A 20 metros está la escuela de la plantación, fumigan todo el 
tiempo” (Docente, IP 12).

“No programan su fumigación, no piensan en las criaturas, estamos hablando 
de los escueleros” (Padre, IP 10)17. 

“En cuanto a la escuela, la mayoría son alumnos de la zona rural de la comuni-
���į��¼×Á¼��Òį��µ�¯Î���µ���Ò�Ü�µ�į�×Á�ÁÒ�µÁÒ���»¯¼ÁÒ��Ò×�¼�ÎÁ����ÁÒ����ÒÁ±�į�ÌÁÎ�
eso es que ya llegan a la escuela sintiéndose mal, y les piden a los profesores, 
volver a sus casas por dolor de cabeza o de estómago. Ahí se nota la total con-
taminación que estamos viviendo” (IP 15).

“Por el camino fumigan, ellos salen a las 10:30, 11:00, por la siesta ellos fumi-
gan, se evapora más a la siesta el veneno. No hay barrera acá” (Padre, IP 11)18.

“Al salir a la calle, ya estás en la fumigación de ambos lados de la calle” (Padre)19. 

De esta manera, la exposición a los agrotóxicos no se da solo cuando las fu-
migaciones se realizan en los predios cercanos a las escuelas, inclusive en 
horario del almuerzo escolar, los caminos que deben recorrer hasta la ins-
titución educativa son otro espacio de riesgo, dado que los productores del 
agronegocio no respetan siquiera las distancias establecidas por ley para los 
monocultivos lindantes con caminos.

normativa vigente no respetada

En Paraguay no se cuenta con un marco legal detallado para escuelas rurales 
y pulverizaciones a cultivos agrícolas con agrotóxicos. Pero existen normas 
que necesariamente deben ser observadas a la hora de realizar pulveriza-
ciones en inmediaciones de las escuelas rurales. En primer lugar, la misma 
Constitución reconoce el derecho al ambiente saludable. Igualmente, la Ley 
FĮû�ĄĈąăĺăāāĊ�Ŋ����Á¼×ÎÁµ����ÌÎÁ�Ü�×ÁÒ�õ×ÁÒ�¼¯×�Î¯ÁÒ����ÜÒÁ��©ÎǞ�Áµ�Ō��¯Ò-
ÌÁ¼��ÒÁ�Î��Ŋµ�Ò�¨Î�¼±�Ò����ÌÎÁ×���¯Â¼Ō��Á»Á�»��¯��Ò����Ò�©ÜÎ¯�����¼×��ÌÜµ-
verizaciones con plaguicidas, prohibiendo fumigaciones a 100 y 200 metros 

17 Ibíd., 100.

18 Ibíd.

19 Ibíd., 98.
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(en forma terrestre y aérea respectivamente) en las cercanías de centros edu-
��×¯åÁÒį�µÜ©�Î�Ò�����Á¼�ÜÎÎ�¼�¯��ÌÝ�µ¯���ì��ÜÎÒÁÒ�����©Ü�Į

Como puede observarse, las escuelas, los asentamientos humanos, los cursos 
de agua naturales, los centros y puestos de salud, los templos, las plazas y 
Á×ÎÁÒ�µÜ©�Î�Ò�����Á¼�ÜÎÎ�¼�¯��ÌÝ�µ¯����Ò×�¼�ÌÎÁ×�©¯�ÁÒ�ÌÁÎ�µ�ì��¼×��µ�Ò�ÌÜµ-
verizaciones con pesticidas. Están establecidas áreas libres de aplicación de 
los pesticidas y también barreras vivas, con el propósito de mitigar los efec-
tos de las derivas de las pulverizaciones con distancias de seguridad de 50, 
100 y 200 metros, dependiendo del medio de pulverización y de la existencia 
Á�¼Á����¨Î�¼±�������ÎÎ�Î��å¯å�Į

Se debe señalar, asimismo, que las distancias establecidas por la Ley N.º 
ĄĈąăĺăāāĊ�ÒÁ¼�¯¼ÒÜõ�¯�¼×�Ò�Ì�Î��ÌÎÁ×�©�Î���µ��ÌÁ�µ��¯Â¼�ì��µ��¼×ÁÎ¼Á��Áµ¯¼-
dante de las pulverizaciones estándar en Paraguay. La distancia de 100 me-
tros establecida en la ley es fácilmente alcanzada por pulverizaciones, aun 
con barrera viva. Marcos Tomasoni indica que: 

0��µ�¼�Á��ÒÌ��Ǟõ��»�¼×����µ��©ÎÁÍÜǞ»¯�Á�©µ¯¨ÁÒ�×Áį��µ�»�Ò�Ü×¯µ¯-
ñ��Á��¼�žÎ©�¼×¯¼��ÒÁ�Î���Üµ×¯åÁÒ����ÒÁ±��×Î�¼Ò©�¼¯��į�F¯å¯��ŁĂĊĊĊł�
en Colombia, describe cómo en aplicaciones terrestres, entre el 
14% y el 78% de este compuesto aplicado sale del sitio, describiendo 
muertes de plantas a más de 40 metros y encontrando residuos a 
400 metros de una aplicación terrestre. En aplicaciones con heli-
cóptero describe cómo las pérdidas de glifosato desplazado fuera 
de sitio oscilan entre el 41% y 82%, encontrándolo en mediciones 
a más de 800 metros de su punto de aplicación. Situación que se 
agrava con los aviones como lo demuestra un estudio en California 
donde se encontraron residuos a 800 metros del punto de aplica-
ción, que fue la mayor distancia estudiada20.

Una distancia con un rango razonable de seguridad sería de por lo menos 
ĂĮāāā�»�×ÎÁÒĮ�VÁÎ��±�»ÌµÁį��¼�žÎ©�¼×¯¼�į�µ�Ò��¯Ò×�¼�¯�Ò����ÌÎÁ×���¯Â¼��¼×��µ�Ò�
ÌÜµå�Î¯ñ��¯Á¼�Ò��Á¼�Ì�Ò×¯�¯��Ò�Ò���Ò×�¼��Ò×��µ��¯�¼�Á�±ÜÎ¯ÒÌÎÜ��¼�¯�µ»�¼×��
entre 500 a 1.000 metros de distancia de la población y escuelas rurales para 
aplicación terrestre, y entre 1.000 a 3.000 metros para pulverización aérea21.

Por otro lado, un aspecto crítico es que son las pocas herramientas que esta-
blece la ley para controlar e imponer sanciones a las instituciones o funcio-
¼�Î¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�ÍÜ��¼Á��Ü»Ìµ�¼��Á¼�µ��Á�µ¯©��¯Â¼�����Á¼×ÎÁµ�Îį���¼Ü¼�¯�Î�ì�
castigar los incumplimientos de la propia ley. Y, en este aspecto, hay una ca-

20 Marcos Tomasoni, “No hay fumigación controlable. Generación de derivas de plaguicidas”, 5HG�SRU�OD�-XVWLFLD�$PELHQWDO�
HQ�&RORPELD��QRYLHPEUH�GH�������DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���UHGMXVWLFLDDPELHQWDOFRORPELD�ȑOHV�ZRUGSUHVV�
com/2013/12/colectivo-paren-de-fumigar-no-hay-fumigacion-controlable-nov-2013.pdf.

21 Fernando Cabaleiro, 3UD[LV�-XU¯GLFD�VREUH�ORV�$JURWµ[LFRV�HQ�OD�$UJHQWLQD (Buenos Aires: Naturaleza de Derechos, 2019).
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dena de responsabilidades fallidas en prácticamente todas las instancias que 
deberían preservar o perseguir el cumplimiento de la ley, desde el Servicio 
F��¯Á¼�µ������µ¯����ì�\�¼¯����o�©�×�µ�ì����\�»¯µµ�Ò�Ł\�¼�å�ł��Ò×��µÁÒ�±Üñ-
gados, pasando por Fiscalía, Infona, Mades o las mismas municipalidades, 
con su deber de informar de delitos en sus territorios. Haciendo referencia 
al tema de escuelas rurales, además tienen responsabilidades no asumidas 
�µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á������Ü���¯Â¼�ì��¯�¼�¯�Ò�ŁE��ł�ì��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���
y Bienestar Social (MSPyBS).

instituciones competentes en el tema

El Senave es la institución facultada para controlar el ingreso, transpor-
te, comercialización, depósito, etiquetado y la aplicación de agrotóxicos o 
“Productos Fitosanitarios de Uso Agrícola”, como se los denomina en la Ley 
N.º 3742/2009, que establece las normas de control de los agrotóxicos. Tiene 
como principal misión, entre otras, la prevención de afectaciones al ser hu-
mano, los animales, las plantas y el medio ambiente, asegurando su inocui-
dad. Las municipalidades también tienen competencia, conforme a la Ley 
KÎ©�¼¯���EÜ¼¯�¯Ì�µį����õÒ��µ¯ñ�Î��µ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á����µ�Ò�¼ÁÎ»�Ò��»�¯�¼×�-
les nacionales, previo convenio con las autoridades nacionales competentes. 
El Ministerio de Educación y Ciencias, de acuerdo con su Carta Orgánica 
(Ley N.º 5749/2017), tiene la facultad de intervenir las instituciones educati-
vas de todo tipo y nivel, ante situaciones que pongan en riesgo la seguridad 
de estudiantes, docentes o el personal administrativo. El Ministerio de la Ni-
À�ñ�ì� µ��ž�Áµ�Ò��¼�¯�� ŁE2FFžłį�Ò�©Ý¼�ÒÜ� µ�ì�ÁÎ©�¼¯���Ł>�ì�FĮû�ćĂĈąĺăāĂĉłį�
cuenta con amplias facultades para promover investigaciones y promoción 
de reglamentos y buenas prácticas, en lo relativo a la protección y promoción 
de derechos de niños, niñas y adolescentes (NNA). El Ministerio de Salud 
VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µį������Ü�Î�Á��Á¼�ÒÜ�µ�ì�ÁÎ©�¼¯���Ł���Î�×Á�>�ì�FĮû�
ăāāĂĺĂĊĄćłį��Ò��Á»Ì�×�¼×��Ì�Î��µ��ÌÎÁ×���¯Â¼�ì��Ò¯Ò×�¼�¯��Ò�¼¯×�Î¯��ÌÝ�µ¯���
de NNA.

VÁÎ�Ýµ×¯»Áį��Ü¼ÍÜ��¼Á�»�¼ÁÒ�¯»ÌÁÎ×�¼×�į��µ�2¼Ò×¯×Ü×Á�F��¯Á¼�µ������Ò�ÎÎÁ-
llo Rural y de la Tierra (Indert) tiene competencias para la regulación del 
sistema de producción a ser desarrollado en las colonias campesinas, en el 
sentido de eliminar el uso de agroquímicos que dañen el suelo, el agua, el 
aire o envenenen a las personas. Estas disposiciones, establecidas en el Es-
tatuto Agrario, son relevantes porque la mayoría de las escuelas rurales se 
�¼�Ü�¼×Î�¼��¼�µ�Ò��ÁµÁ¼¯�Ò���»Ì�Ò¯¼�Ò���±Á���»¯¼¯Ò×Î��¯Â¼�����¯�Á��¼×�Į

Tomando en cuenta el marco normativo de los derechos de la niñez y la ado-
lescencia, se reconoce el Principio del Interés Superior del Niño que estable-
ce que todas las medidas concernientes a niñas, niños y adolescentes que 
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×Á»�¼�µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ŁÌÝ�µ¯��Ò�Á�ÌÎ¯å���Òł��Ò�©ÜÎ�Î�¼�µ��ÌÎÁ×���¯Â¼�ì��µ�
cuidado que sean necesarios para su bienestar. En este sentido, el Senave, 
las municipalidades, el Indert, el MEC, el MSPyBS y el MINNA tienen com-
petencias y la obligación de actuar ante la problemática de las fumigaciones 
a escuelas rurales, asegurando el cumplimiento efectivo de todos los dere-
chos de NNA a la luz de este principio. Los entes deben tener en cuenta otras 
normas de protección de derechos humanos a la hora de hacer uso de estas 
facultades de sus leyes orgánicas22.

COnClUsiOnEs

Tal como se ha señalado, recientes estudios sobre escuelas fumigadas han 
constatado que existe un alto nivel de incidencia de este fenómeno en un 
¼Ý»�ÎÁ�Ò¯©¼¯õ��×¯åÁ�����Ò�Ü�µ�Ò��¼�ñÁ¼�Ò����ÌÎÁ�Ü��¯Â¼����»Á¼Á�Üµ×¯åÁÒĮ�
Solo en 99 escuelas en las que se pudo constatar la cercanía de monoculti-
vos, están en exposición directa 8.628 estudiantes y 1.168 docentes de estas 
instituciones educativas. Asimismo, el estudio (supra nota 1) evidencia que, 
�Ü�¼×Á�»�ìÁÎ��µ��å�¼�����µ��©ÎÁ¼�©Á�¯Áį�»�Ò��µ×Á��Ò��µ�¼Ý»�ÎÁ�����Ò�Ü�µ�Ò�
en riesgo de fumigación. Zonas de agronegocios (70%), zonas mixtas (20%) y 
aun los monocultivos mecanizados de pequeña escala afectan directamente 
a la comunidad.

El riesgo potencial de contaminación por deriva de productos atenta direc-
tamente contra disposiciones de la Constitucional Nacional, leyes naciona-
les, además de acuerdos internacionales y recomendaciones al Estado para-
guayo. Es importante señalar el Principio del Interés Superior del Niño y la 
Niña que debería primar por sobre cualquier otro.

Las fumigaciones en las cercanías de centros educativos violentan el dere-
cho a la salud y la educación de niñas, niños y adolescentes, evidenciando el 
incumplimiento del Estado de obligaciones de protección. Se ha constatado 
que, a pesar de la frecuencia y la gravedad de los malestares o problemas de 
salud denunciados por la población, las instituciones con responsabilidades 
en esta área no han prestado atención al problema, de tal forma que la co-
munidad educativa se ha encontrado desamparada. Especialmente respecto 
al MEC, los testimonios señalan que los superiores de las y los docentes se 
deslindan generalmente de responsabilidades y les sugieren “persuadir” a 
los productores de no fumigar en horas de clases o ignoran directamente 
las solicitudes de suspensión de clases en ocasiones muy graves. Se eviden-

22 El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador), la 
Convención sobre los Derechos del Niño, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos 
y de Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales, la Declaración de Río Sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
de 1992, las Directrices Voluntarias sobre la Gobernanza de la Tierra, la Pesca y los Bosques, aprobadas por el Comité de 
Seguridad Alimentaria en 2012, y el Código Internacional de Conducta para la Distribución y Utilización de Plaguicidas.
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cia, así, la ausencia de directrices que orienten a las autoridades escolares en 
caso de fumigaciones cercanas o malestares en estudiantes a consecuencias 
de las mismas, como también la ausencia de sistemas efectivos de monitoreo 
de los cultivos extensivos que podrían afectar a la comunidad educativa. 

Teniendo en cuenta que los casos en estudio se realizan en comunidades 
campesinas, se evidencian también la inobservancia de las disposiciones del 
Estatuto Agrario en cuanto al sistema productivo que debería desarrollarse 
en una comunidad campesina y la complicidad o permisividad del ente agra-
rio al no intervenir para el cumplimiento de la norma agraria.

Todas las situaciones señaladas evidentemente generan exposiciones y ries-
gos de las personas, animales y plantas a productos tóxicos, y terminan vio-
lentando otros derechos constitucionales de las personas, como el derecho a 
µ����Ü���¯Â¼į���µ��Ò�µÜ�į��µ�×Î���±Á�ì��µ��»�¯�¼×��Ò�µÜ���µ�Į�2©Ü�µ»�¼×�į�¯»-
plican violación de derechos de nivel internacional como los derechos econó-
micos sociales y culturales y los derechos civiles y políticos.

rECOMEnDaCiOnEs

�¼���Ò����µÁÒ�Î�ÒÜµ×��ÁÒ�ÍÜ���ÎÎÁ±�¼�µÁÒ��Ò×Ü�¯ÁÒį�Ì�Î���µ�Î�ÒÌ�×Á����µÁÒ���Î�-
�ÁÒ�Ü»�¼ÁÒį�Ò��ÌÎÁÌÁ¼�¼�Î��Á»�¼���¯Á¼�Ò��ÒÌ��Ǟõ��Ò�ì�ÍÜ���Á»Ì�×�¼���
diferentes instituciones, las que deben ser priorizadas teniendo en cuenta el 
Principio del Interés Superior del Niño y la Niña.

En general, el Estado paraguayo debe:

 Ǻ desarrollar iniciativas de coordinación interinstitucional e impulsar ac-
�¯Á¼�Ò��Á¼±Ü¼×�Ò�Ì�Î��ÌÎÁ×�©�Î���µ�Ò��Ò�Ü�µ�Ò�ì�Á×ÎÁÒ���¼×ÎÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ����
la afectación por pesticidas.

 Ǻ hacer cumplir los artículos 67 y 68 de la Ley N.º 3742/2009, tomando todas 
las medidas necesarias para que monocultivos extensivos se retrotraigan 
a la distancia exigida por la normativa vigente.

 Ǻ tomar medidas urgentes ante las recomendaciones de los organismos 
internacionales, y adecuar la política en materia ambiental acorde a los 
parámetros y directrices internacionales; esto por principios del libre con-
sentimiento y de la buena fe y el principio pacta sunt servanda que están 
universalmente reconocidos.
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El Ministerio de la Niñez y la Adolescencia debe:

 Ǻ establecer protocolos de gestión de riesgos ante denuncias de exposición 
a agrotóxicos de centros educativos, de salud, recreativos y caminos don-
����ë¯Ò×���øµÜ�¼�¯�����¼¯ÀÁÒį�¼¯À�Ò�ì���Áµ�Ò��¼×�Òį��Ò�©ÜÎ�¼�Á�ÒÜ�¯»Ìµ�-
mentación, monitoreo y evaluación permanente.

 Ǻ desarrollar un monitoreo permanente de estos locales por parte de la Con-
Ò�±�ÎǞ��EÜ¼¯�¯Ì�µ�ÌÁÎ�µÁÒ���Î��ÁÒ���µ�F¯ÀÁį�F¯À��ì�ž�Áµ�Ò��¼×��Ł�Á��¼¯łĮ

El Ministerio de Educación y Ciencias debe:

 Ǻ solicitar apoyo a organismos internacionales, como OMS y Unicef, entre 
otros, para establecer indicadores de cumplimiento de escuelas libres de 
contaminaciones. 

 Ǻ diseñar un protocolo e instrumentos de monitoreo de las normas ambien-
tales y creación de responsables de esta área. 

 Ǻ capacitar a la comunidad educativa sobre riesgos e impactos del agrone-
gocio.

Mades y Senave deben:

 Ǻ promover –cada uno por su parte– la instalación de un sistema de moni-
×ÁÎ�Áį�ÍÜ��Ì�Î»¯×���Á¼Ò×ÎÜ¯Î�Ü¼����Ò�������×ÁÒ�ÌÝ�µ¯�������Á¼×ÎÁµ����ÌÜµ-
verizaciones. Los datos serán de acceso ciudadano y las irregularidades 
que pudieran constituir hechos punibles ambientales deberán ser comu-
¼¯����Ò�ÌÁÎ��µ�E���Ò�ì��µ�\�¼�å���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�¯¼»��¯�×�»�¼×�Į

 Ǻ impulsar de inmediato –en caso del Senave– la constitución de los “Comi-
tés de Evaluación de los efectos nocivos de los plaguicidas”, como manda 
la ley, integrados por representantes de las asociaciones de cooperadoras 
escolares y/o integrantes de la comunidad educativa de las comunidades 
más expuestas a los impactos de los pesticidas en un primer momento y 
ampliar en todo el país de forma gradual.

El Poder Legislativo debe:

 Ǻ revisar y analizar la normativa interna que regula actualmente la aplica-
�¯Â¼����Ì�Ò×¯�¯��Ò��¼� µÁÒ��Üµ×¯åÁÒ��©ÎǞ�Áµ�Òį�ì�å�Î�ÒÜ�Î��µ��õ���¯��Ì�Î�� µ��
protección de la población ante las derivas de pesticidas.
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 Ǻ »Á�¯õ��Î�µ��>�ì�FĮû�ĄĈąăĺăāāĊį��»Ìµ¯�¼�Á�µ�Ò�»��¯��Ò����ÌÎÁ×���¯Â¼��¼�
base a estudios técnicos solventes y con mecanismos que realmente pue-
dan proteger ante las derivas y correntías de los pesticidas, distancia que 
no debería ser inferior a 1.000 metros.

 Ǻ incluir en la ley lo referente a la contaminación odorífera por pesticidas. 

 Ǻ prohibir por ley los plaguicidas altamente peligrosos, como el paraquat y 
el 2-4D, entre otros, que ya están prohibidos en otros países.

 Ǻ Î�×¯õ��Î��µ�ž�Ü�Î�Á�X�©¯Á¼�µ�ÒÁ�Î���µ�ž���ÒÁ��ŏµ��2¼¨ÁÎ»��¯Â¼į�µ��V�Î×¯�¯-
Ì��¯Â¼�VÝ�µ¯���ì��µ�ž���ÒÁ���µ��4ÜÒ×¯�¯���¼ŏžÒÜ¼×ÁÒ�ž»�¯�¼×�µ�Ò��¼�ž»�-
Î¯��ŏ>�×¯¼�� ì� �µ���Î¯���Ì�Î��ÌÁÒ¯�¯µ¯×�Î�»�±ÁÎ� ����ÒÁ� �� µ�� ¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ì�
protección a las poblaciones rurales que accionan y se resisten ante las 
violaciones de normas ambientales.

�µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�ì��µ�VÁ��Î�4Ü�¯�¯�µ�����¼ĭ

 Ǻ ��»�¯�Î�ÒÜÒ�ÌÎ��×¯��Ò���¯¼×�Îå�¼¯Î��¼�µÁÒ��Á¼øµ¯�×ÁÒ�ÒÁ�¯Á�»�¯�¼×�µ�Òį�×�-
niendo en cuenta:

- los principios que rigen para el derecho ambiental y 

- los compromisos internacionales asumidos por el Estado paragua-
yo en la materia. 

Finalmente, Conacyt y universidades deben desarrollar investigaciones so-
bre las consecuencias para la salud de la población y el ambiente generadas 
por las diversas formas de producción, de tal manera a eliminar sus externa-
lidades y efectos negativos en las comunidades. 



derecho humano a una alimentación 
y nutrición adecuadas

De maL en peor

La crisis alimentaria agudizada por la pandemia de covid-19, sumada a las 
crisis económica y climática, dejó en evidencia las falencias estructura-
les que impiden la vigencia de la seguridad y la soberanía alimentaria. La 
Þ¬æê��¬ÌÄ�ÄË�©����Þ¬ÄË��Ã×�ËÚ�ÚɌ��ËÄ�Ã�Þ����ȄȀǼ�Ã¬½�×�ÚÞËÄ�Þ�Þê��½¬-
mentadas, y más de 2 millones en riesgo de estarlo, urgen medidas que 
garanticen la recuperación de la producción de alimentos y fomenten el 

acceso a los mismos por parte de la población más vulnerable.

paLabraS CLaveS: alimentación, hambre, ollas populares, subsidios 
alimentarios, reforma agraria.

inés Franceschelli y miguel Lovera
heñói
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balanCE DE lOs 25 añOs

Un hambre De 25 añoS

�¼��µ�¯¼¨ÁÎ»�����ĂĊĊćį�aÁ»�Ò�V�µ�Ü��õÎ»����ÍÜ���¼��µ�Ì�ǞÒ�ŊăĊŧ����µ��ÌÁ�µ�-
ción no tiene acceso a una alimentación mínima acorde a su condición de 
Ì�ÎÒÁ¼��Ü»�¼��ì���Î�����µ�ćāŧ�ÌÎ�Ò�¼×����õ�¯×�¯»ÌÁÎ×�¼×���¼��Ò×��Ò�¼×¯-
do”1Į���Ò����¼×Á¼��Òį��¼�Ì�Ò��Á�ăĆ��ÀÁÒ�ì�¼Á�Ò��Î�ÌÁÎ×�ÎÁ¼�»�±ÁÎ�Ò�Ò¯©¼¯õ-
cativas en cuanto a su vigencia. 

La ConDiCión eSTrUCTUraL DeL hambre

En aquella primera evaluación, Palau recomendaba al Estado que, para al-
canzar la plena vigencia de la seguridad alimentaria, “...debe ser garantizada 
la igualdad de oportunidades en la vida social, económica y política, funda-
»�¼×�µ»�¼×�� Î�¨�Î�¼×���� µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì��� µÁÒ�©ÎÜÌÁÒ����»�¼ÁÎ�Ò� Î��ÜÎÒÁÒį�
particularmente campesinos, pobladores marginales, indígenas, niños y an-
cianos [...]”2. Describía así la razón estructural fundamental por lo que este 
��Î��Á��Ý¼��Ò×��×�¼�µ�±ÁÒ����×�¼�Î�Ìµ�¼��å¯©�¼�¯���¼��µ�Ì�ǞÒĭ�µ����Ò¯©Ü�µ���į�
fruto de la exclusión de parte de la población, dada la necesidad de empresas 
transnacionales de liberar el territorio para el saqueo de bienes comunes.

Es que la vigencia del derecho a una alimentación y nutrición adecuadas está 
mucho más allá del combate al hambre, que es la “solución” aplicada por los 
gobiernos cuando la población clama soluciones. El derecho a la alimenta-
ción es de alcance progresivo y no se reduce a paliar puntualmente el ham-
bre, también tiene que ver con evitar la malnutrición, que sea culturalmente 
apropiado, en cantidad y calidad y garantizar el acceso permanente y soste-
¼¯�µ�Į��Ò�Ü¼���Î��Á�¯¼Ò�Ì�Î��µ�����µ��±ÜÒ×¯�¯��ÒÁ�¯�µ�ì����µ���ÎÎ��¯���¯Â¼����
la pobreza.

�Ò×���¯ÒÌÜ×���Ò×ÎÜ�×ÜÎ�µ����¯¼×�Î�Ò�Ò�Ò��ÌÁ¼Ǟ���ÒÌ��¯�µ»�¼×�����»�¼¯õ�Ò×Á�
en 2010. En ese momento, tras dos años del primer gobierno no colorado 
después de seis decenios, quedaba en evidencia el 

ĿĮĮĮŀ��Ò��ÒÁ��å�¼����¼�µ��¯»Ìµ�»�¼×��¯Â¼����µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ì����õ¼¯��Ò��¼��µ�Vµ�¼�
Nacional de Soberanía y Seguridad Alimentaria y Nutricional como claves 
Ì�Î��©�Î�¼×¯ñ�Î��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�����±�Î�¯�¯Á���µ���Î��Á��� µ���µ¯»�¼×��¯Â¼����-
cuada de la población, salvo en cuanto a programas asistenciales a familias 
en situación de extrema pobreza. En contradicción con los postulados de so-
beranía y seguridad alimentaria expuestos en ese plan gubernamental, salvo 

1 Tomás Palau, “Derecho a la Seguridad Alimentaria”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida HW�DO�, 
1996), 543.

2 Ibíd., 551.



205ddhhpy2020 �=.C�Dc��.KD�y�DgcY.�.KD�����g���]

algunos esfuerzos institucionales, las posiciones y acciones de los principa-
µ�Ò�ÂÎ©�¼ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ��Á»Ì�×�¼×�Ò��ÌÜ¼×�ÎÁ¼���µ��ÌÎÁ¨Ü¼�¯ñ��¯Â¼���µ�»Á��µÁ�
agroexportador de monocultivos transgénicos y a la continuidad de prácticas 
oligopólicas en los sectores de la producción, la industria y el comercio; esto 
es, al fortalecimiento de factores generadores de pobreza, hambre y desigual-
dad en el país3.

La DemanDa De LeYeS, De poLíTiCaS 
púbLiCaS Y De reForma agraria

En 1996, Palau proponía la sanción de “leyes y normas institucionales para 
��õ¼¯Î� ì� ÌÎÁ×�©�Î� �ëÌµǞ�¯×�»�¼×�� µÁÒ� ��Î��ÁÒ� ì� Á�µ¯©��¯Á¼�Ò� ��� µÁÒ� ÌÎÁ-
ductores de alimentos [...]”. Entre las recomendaciones realizadas, incluía 
la necesidad de “organizar programas de ayuda alimentaria y alimentación 
suplementaria [...]” y “contener la emigración campo-ciudad [...]”. Asimis-
mo, indicaba que el Estado “debe realizar una reforma agraria integral, de 
manera a garantizar el acceso a la tierra, así como a otros recursos naturales, 
ì�ÌÎÁ»Áå�Î�µ��Ü×¯µ¯ñ��¯Â¼��õ��ñ����µÁÒ�Î��ÜÎÒÁÒ��©ÎǞ�Áµ�Ò�ì��µ�Î��Ò�¼×�»¯�¼×Á�
en nuevas tierras cuando sea posible”4. 

�Ò×�Ò�Î��Á»�¼���¯Á¼�Ò���Î¯å���¼����ÒÜ��¯�©¼ÂÒ×¯�Áį�ÍÜ��¯��¼×¯õ�����ÍÜ��µ��

alimentación popular es percibida por el sistema económico y político nacio-
nal como un espacio de mercado. Sin miramiento alguno hacia la función so-
cial que cumple y sin consideración acerca del derecho humano que se está 
violando. Por otro lado, no son pocos los hechos que muestran que el acceso a 
µ���µ¯»�¼×��¯Â¼��Ò�»�¼�±��Á��Á»Á�Ü¼���ÎÎ�»¯�¼×������Á¼×ÎÁµ�ÌÁµǞ×¯�Áį�ì��Ò���
ÌÁÎ�µ��åǞ�����µ����Ò»Áå¯µ¯ñ��¯Â¼�ÍÜ�����ÎÎ��Î��µ���ÝÒÍÜ����¯¼��Ò�¼×�����»�-
dios cotidianos de supervivencia, como por las restricciones que se imponen 
a la libre comercialización de la producción alimentaria entre productores y 
�Á¼ÒÜ»¯�ÁÎ�Ò�õ¼�µ�Ò5.

En 2009, de manera inédita, en el informe de ese año, Pereira reportaba 
la primera iniciativa del gobierno de la Alianza Patriótica para el Cambio 
orientada a combatir el hambre en el país y que ofrecía una esperanza: el 
Plan Nacional de Soberanía y Seguridad Alimentaria y Nutricional del Para-
©Ü�ì�ŁVµ�¼�µłĮ�\¯¼��»��Î©Áį�Ü¼��ÀÁ���ÒÌÜ�Òį�µ��»¯Ò»���Ü×ÁÎ���õÎ»����ÍÜ��
en “el periodo analizado ha existido escaso avance en la implementación de 
µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ì����õ¼¯��Ò��¼��µ�Vµ�¼�µ��Á»Á��µ�å�Ò�Ì�Î��©�Î�¼×¯ñ�Î��Á¼�¯�¯Á-
¼�Ò�����±�Î�¯�¯Á���µ���Î��Á���µ���µ¯»�¼×��¯Â¼�����Ü�������µ��ÌÁ�µ��¯Â¼į�Ò�µåÁ�
en cuanto a programas asistenciales a familias en situación de extrema po-

3 Milena Pereira, “Cuestión de modelos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2010), 461.

4 Palau, “Derecho a la Seguridad Alimentaria”, 551-552.

5 Ibíd., 548.
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breza”, y agregaba que “[...] a pesar de que la reforma agraria fue una de las 
principales promesas electorales del actual gobierno, hasta el momento poco 
se ha avanzado en la materia. [...]”. Asimismo, indicaba que “tampoco han 
avanzado anteproyectos que, además de tornar menos regresivo el sistema 
tributario, contribuirían a disminuir el impacto del agronegocio en el país, 
como el impuesto a los latifundios y a la exportación de granos”6.

Los reportes recogen también otros intentos de avances, la mayoría de ellos 
¯¼×�ÎÎÜ»Ì¯�ÁÒ�ÌÁÎ��µ��ÜÎÒÁ����µ��¯Ò×ÁÎ¯����Á¼Â»¯���¼��¯Á¼�µĮ��Á»Á��±�»-
plo se mencionan: la Ley Marco de Soberanía, Seguridad Alimentaria y Nu-
×Î¯�¯Á¼�µ�ì���Î��Á���µ��žµ¯»�¼×��¯Â¼į�Ò�¼�¯Á¼�����¼�ăāĂĉį�ÍÜ��õ¼�µ»�¼×��
¨Ü��å�×����ÌÁÎ��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ��¼�ăāĂĊĹ�µ��>�ì������¨�¼Ò�į�X�Ò×�ÜÎ��¯Â¼�ì�
Promoción de la Agricultura Familiar Campesina que, aunque fuera promul-
©�����¼�ăāĂĊį��Ý¼�¼Á�¨Ü��Î�©µ�»�¼×���į�ì�ÒÜ�¯»Ìµ�»�¼×��¯Â¼��Ò×��Ì�¼�¯�¼×��
en el Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG); los sucesivos proyectos 
de Ley de Seguro Agrícola que circularon por el Congreso desde 2006 sin que 
hasta hoy exista ese recurso para los pequeños productores; el proyecto de 
ley de protección y preservación de las variedades locales de maíz, impulsa-
do por diversas organizaciones campesinas, que no llegó a debatirse en el 
pleno del Senado7.

Especialmente graves, en cuanto a políticas que impactaron en la vigencia 
del derecho a la alimentación, fueron los retrocesos en 2012, tras el quiebre 
democrático que destituyó al gobierno constitucional de Fernando Lugo; al 
õ¼�µ�����Ò���ÀÁį��µ�¯¼¨ÁÎ»��Î�ÌÁÎ×���ĭ�

0�Ò×��±Ü¼¯Á����ăāĂă��Î��ÌÁÒ¯�µ��Î�©¯Ò×Î�Î��¯�Î×�Ò�¯¼¯�¯�×¯å�Ò�©Ü��Î¼�»�¼×�µ�Ò�
ÍÜ��ÌÁ¼Ǟ�¼��µ©Ý¼�µǞ»¯×���µ��å�Ò�µµ�»¯�¼×Á����µ�Ò���Ò�Ò���µ�Ò¯Ò×�»���µ¯»�¼×�-
rio tradicional, así como a la creciente destrucción de las condiciones de pro-
�Ü��¯Â¼�����µ¯»�¼×ÁÒ��¯å�ÎÒ¯õ���ÁÒ�ÌÁÎ�µ���©Î¯�Üµ×ÜÎ����»Ì�Ò¯¼����¯¼�Ǟ©�¼�Į�
>Ü�©Á���µ�©ÁµÌ��Ì�Îµ�»�¼×�Î¯Á����±Ü¼¯Áį��Ò��Ò×��Ü¼Á����µÁÒ���»ÌÁÒ��Á¼���Ò��
observan las señales más alarmantes de retroceso. El nuevo gobierno inició 
un proceso de ‘depuración’ arbitraria en entes estratégicos competentes en la 
»�×�Î¯�į��Á¼�»¯Î�Ò����ÁÎÎ�Î�µ��Ì�ÎÒÌ��×¯å�������Î��ÁÒ��¼�µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯-
cas. El debilitamiento de las políticas sociales se evidenció en ello, en el cierre 
���Ü¼¯����Ò��ÒÌ��Ǟõ��Ò� �µ�å�Ò�ì� �¼� µ�����µ�Î������ÎÎ�Î����� ŋµ�©�µ¯ñ��¯Â¼� ¯µ�-
gal’ de transgénicos. A este panorama desalentador se sumaron medidas más 
¨Ü�Î×�Ò�����Î¯»¯¼�µ¯ñ��¯Â¼���� µ��ÌÁ�Î�ñ��ì���Ò�µÁ±ÁÒ���»Ì�Ò¯¼ÁÒ��Á¼�»�ìÁÎ�
abuso de la fuerza8. 

6 Pereira, “Cuestión de modelos”, 461-464.

7 “Ficha Técnica del Expediente”, SILPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 24 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/3193.

8 Milena Pereira, “A trompadas y en tiempo récord”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2012), 
235-252.
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CriminaLizaCión DeL CampeSinaDo

En aquel primer informe en 1996, en el reporte de violaciones del derecho a 
la vida, 15 víctimas de un total de 55 reportadas (27,3%) pertenecían a orga-
nizaciones campesinas, quienes desde décadas atrás venían luchando por 
�µ���Î��Á���µ��×¯�ÎÎ��ì�ÌÁÎ��ÌÁìÁ���ÒÜ�×Î���±Á�ÌÎÁ�Ü�×¯åÁ��¼�ÎÜ�ÎÁÒ��µ¯»�¼-
tarios9. El campesinado sigue siendo vanguardia en la defensa del derecho 
��µ���µ¯»�¼×��¯Â¼į�ì�ÒÜÒ���×¯å¯Ò×�Ò�Ò¯©Ü�¼��Ò×�¼�Á��¼�µ��ÌÎ¯»�Î��õµ���¼×Î��µ�Ò�
víctimas de la criminalización y la violencia estatal y paraestatal. En ese sen-
tido, se destacan el reporte de 2012, en el que se pone en evidencia el asesi-
nato de once campesinos en los trágicos sucesos conocidos como la masacre 
de Curuguaty10, y el reporte 2017, que da cuenta de la detención de Genaro 
Meza, militante del Partido Paraguay Pyahura y, casualmente, cocinero de 
las movilizaciones de diversas organizaciones sociales11. 

TranSgéniCoS, agroTóxiCoS Y ambienTe

En 1996, el fenómeno de la migración campo-ciudad no se había acelerado. 
Se desconocía el impacto que tendría en la demografía nacional el fenómeno 
���µ��ÒÁ±¯ñ��¯Â¼�×Î�¼Ò©�¼¯���ì��µ�ÜÒÁ�����©ÎÁ×Âë¯�ÁÒį�ì�ÒÁµÁ�Ò��»�¼�¯Á¼����ÒÜ-
Ì�Îõ�¯�µ»�¼×���µ�ÌÎÁ�µ�»���»�¯�¼×�µį�µ¯»¯×�¼�ÁÒ����µ����¨ÁÎ�Ò×��¯Â¼Į�v��Ò��
¯��¼×¯õ����¼�µÁÒ���»�¯ÁÒ��¼�µ���¯�×�į�¨ÎÜ×Á����µ��Á¨�Î×���Î��¯�¼×������Á»¯���
industrializada importada, y de los estímulos que recibía la población por la 
vía de la televisión12. 

En 1997, el mismo Palau, con la coautoría de Stella García, señalaba que 

la inseguridad alimentaria es revelada también por el rápido proceso de defo-
restación, la pérdida de la biodiversidad, el deterioro del ecosistema, la erosión 
del suelo en la región oriental y la salinización en la occidental, ocasionando 
Ì�Î�¯��Ò����µ��¨�Î×¯µ¯������µ�×�ÎÎ�¼Áį�µ���Á¼×�»¯¼��¯Â¼�����©Ü�Ò�ÒÜÌ�Îõ�¯�µ�Ò�
ì�ÒÜ�×�ÎÎ�¼��Ò����¯�Á���µ��¯¼�õ�¯�¼�¯���¼��µ�»�¼�±Á����µÁÒ�Î�Ò¯�ÜÁÒ�ÒÂµ¯�ÁÒį�
líquidos, domiciliares e industriales13. 

9 Soledad Villagra y Juan Carlos Yuste, “Derecho a la Vida”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida HW�
DO�, 1996), 27-42.

10 Codehupy, ,QIRUPH�GH�'HUHFKRV�+XPDQRV�VREUH�HO�FDVR�0DULQD�.XH (Asunción: Codehupy, 2012).

11 Abel Irala y Vidal Acevedo, “Seguridad Militarizada. En el Norte siguen los secuestros, atropellos, impunidad y el 
elevado gasto militar vigente, en medio de la pobreza rural”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2017), 475-476.

12 Palau, “Derecho a la Seguridad Alimentaria”, 549-550.

13 Stella Mary García y Tomás Palau, “Derecho a la Seguridad Alimentaria”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������
(Asunción: Adavi�HW�DO�, 1997), 432.
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Eran estas las primeras manifestaciones del impacto ambiental producto del 
avance de la siembra directa, de los monocultivos, de la creciente presencia 
�Î�Ò¯µ�À��Ò�»�Î�¼�Á�ÒÁ±��×Î�¼Ò©�¼¯��Į�

En el informe de 2002 se reportan las primeras denuncias de la Coordina-
�ÁÎ��F��¯Á¼�µ����EÜ±�Î�Ò���»Ì�Ò¯¼�Ò��� 2¼�Ǟ©�¼�Ò� Ł�Á¼�»ÜÎ¯ł� Î�µ��¯Á¼�-
das con fumigaciones. En febrero de ese año había fallecido el niño Silvino 
Talavera, tras haber sido rociado con glifosato. Se denunciaba también la 
toxicidad agrotóxica depositada en puntos clandestinos: “varios depósitos 
�¼��¯Ò×¯¼×ÁÒ�ÌÜ¼×ÁÒ���µ�Ì�ǞÒ�Ü�¯���ÁÒ� ¯¼����Ü���»�¼×��ì�Ò¯¼�¼¯¼©Ý¼�×¯ÌÁ�
de control, que son utilizados incluso como depósitos de semillas vencidas 
pertenecientes a empresas privadas”. Al año siguiente, aparecen con fuerza 
más denuncias de toxicidad en la producción agrícola, tras el incendio del 
��ÌÂÒ¯×Á����µ��Kõ�¯¼��*¯Ò��µ¯ñ��ÁÎ�����žµ©Á�Â¼�ì�a����Á�ŁK*žał���µ�Ež+į�
en Asunción14.

�¼�ăāāĈ�Ò����¼Ü¼�¯�ÎÁ¼�µ��ÒÁ±¯ñ��¯Â¼�ì��µ�̄ »Ì��×Á����µ��̄ ¼Ò×�µ��¯Â¼���µ�ÌÜ�Î×Á�
���µ���»ÌÎ�Ò����Î©¯µµ��¼�o¯À�Ò��Ü�Ĺ�Ò���Ü�Ò×¯Á¼����µ��ÌÎÁ�Ü��¯Â¼����ÒÁ±��ŊÒ¯¼�
impuestos”, y el hecho de que la Secretaría de Acción Social y el Despacho de 
µ��VÎ¯»�Î����»���¼×Î�©���¼���µÁÒ�ÌÁ�Î�Ò�µ����ì���Î¼�����ÒÁ±�Į��Ò���ÀÁ�Ò��
había iniciado entre las organizaciones sociales el debate sobre la necesaria 
“ley de seguridad y soberanía alimentaria”15. 

v���¼�ăāāĊį�×Î�Ò�µ��Ò�¼�¯Â¼����µ��>�ì�FĮû�ĄĈąăĺăāāĊ�Ŋ���ÌÎÁ�Ü�×ÁÒ�õ×ÁÒ�¼¯×�-
rios”, los informes registran la necesidad de reglamentarla, de precisar me-
canismos de aviso previo y protección de la población vecina a las fumigacio-
¼�Òį�ì���Ò�Î¯��¼�µÁÒ�ÒÜ��Ò¯åÁÒ��Á¼øµ¯�×ÁÒ�ÒÜÒ�¯×��ÁÒ�ÌÁÎ�ÒÜ�¯¼×�ÎÌÎ�×��¯Â¼16. 
Especialmente fuerte es el informe 2012 que relata que, entre las medidas 
tomadas por el gobierno de facto, se incluyeron el desmantelamiento de la 
incipiente red de semillas nativas y criollas y la derogación de la Resolución 
N.º 1160/2011 que establecía precisiones para la aplicación de la Ley N.º 3742 
Î�µ��¯Á¼���Ò��Á¼��µ��å¯ÒÁ�ÌÎ�å¯Á���µ�Ò�¨Ü»¯©��¯Á¼�Òį�µ����õ¼¯�¯Â¼������»¯¼ÁÒ�
ÌÁ�µ��ÁÒį� µ�Ò��¯Ò×�¼�¯�Ò������ÎÎ�Î�Ò�å¯å�Ò�ì� ¨Î�¼±�Ò����Ò�©ÜÎ¯���į�»��¯��Ò�
destinadas a proteger los intereses de la población aledaña a las fumigacio-
¼�Òį��ÒǞ��Á»Á�µÁÒ��µ¯»�¼×ÁÒ�ÌÎÁ�Ü�¯�ÁÒ��¼�ÒÜÒ�õ¼��Ò17.

Uno de los pocos reportes positivos en 25 años fue la declaración del Comité 
de Derechos Humanos de Naciones Unidas que, en un dictamen histórico en 
2019, declaró que Paraguay había incumplido sus obligaciones con relación 

14 Tomás Palau, “Medidas neoliberales atentan contra el derecho a la alimentación”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\�
���� (Asunción: Codehupy, 2002), 349-360.

15� 'LHJR�6HJRYLD��ǘ(O�GLI¯FLO�FDPLQR�KDFLD�XQD�DOLPHQWDFLµQ�VXȑFLHQWH�\�DGHFXDGDǙ��HQ�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2007), 418-429.

16 Diego Segovia, “Amenazas y postergaciones en dos derechos esenciales”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������
(Asunción: Codehupy, 2009), 435-444.

17 Pereira, “A trompadas y en tiempo récord”, 235-252.
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al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos por no haber cumplido 
sus responsabilidades que hubieran evitado la muerte de Rubén Portillo Cá-
��Î�Ò��¼�µ��µµ�»�����ÁµÁ¼¯��v�ÎÜ×Ǟį���¼¯¼��ìÝį��¼�Ü¼���ÒÁ�����Á¼×�»¯¼��¯Â¼�
ambiental y derechos campesinos. El Comité también señaló que el Estado 
paraguayo tiene la obligación de adoptar medidas para evitar que se come-
×�¼�×Î�¼Ò©Î�Ò¯Á¼�Ò�Ò�»�±�¼×�Ò��¼��µ�¨Ü×ÜÎÁ18.

La DiSponibiLiDaD De aLimenToS

En 2008 se reporta por primera vez el incremento de importación de ali-
mentos:

los índices de exportación de alimentos han aumentado considerablemente, 
al igual que el hambre. El año pasado Paraguay exportó más de 4,3 millones de 
×Á¼�µ���Ò����ÒÁ±��ì�ĄĈāĮāāāĮāāā�����Âµ�Î�Ò�¼ÁÎ×��»�Î¯��¼ÁÒ��¼���Î¼�Į�žµ�»¯Ò-
mo tiempo, 600.000 niños sufrían distintos grados de desnutrición y 270.000 
personas se incorporaban a la lista de quienes que no pueden acceder a una 
alimentación básica19. 

Este aspecto del análisis, orientado a evaluar la disponibilidad de alimentos 
Ò�¼ÁÒį�¨Ü�����¼×Ü��Á��¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ�¯¼¨ÁÎ»�Òį���Ì�Î×¯Î���µ�ăāĂćĮ��¼�ăāĂĊ�Ò��
¯¼¨ÁÎ»����ÍÜ���¼��µ�Ýµ×¯»Á�����¼¯Á�ăāāĊŅăāĂĉį��µ��Ü»�¼×Á����µ��̄ »ÌÁÎ×��¯Â¼�
de alimentos tuvo incrementos de hasta 222%20.

�¼�Î�ÒÜ»�¼į���µÁ�µ�Î©Á�����Ò×ÁÒ�ăĆ�¯¼¨ÁÎ»�Òį��Á»Á�Ü¼�Ì�¯Ò�±�����¨Á¼�Á��¼�
todos ellos, se sucedió como una letanía la recomendación de avanzar en la 
implementación de la reforma agraria, así como la denuncia del clientelismo 
�Á»Á�Ý¼¯���Î�ÒÌÜ�Ò×����µ�Ò���»�¼��Ò�ÒÁ�¯�µ�ÒĮ�\¯¼��»��Î©Áį��µ��Ò×��Áį�µ�±ÁÒ�
de reaccionar en consecuencia, sigue profundizando el modelo productivo 
ÍÜ����ÒÌÁ±����µ��ÌÁ�µ��¯Â¼�����Ò×����Î��Á�¨Ü¼��»�¼×�µĮ

sitUaCiÓn DEl DErECHO

El periodo observado está signado por el impacto de la mayor crisis de la 
historia reciente, producida por la pandemia de covid-19, que involucró ame-
¼�ñ�Ò��µ�¨Ü¼�¯Á¼�»¯�¼×Á����µÁÒ�Ò¯Ò×�»�Ò�Ò�¼¯×�Î¯Áį�õ¼�¼�¯�ÎÁį���Á¼Â»¯�Á�ì�
alimentario globales.

18 Comité de Derechos Humanos, Comunicación N.º 2751/2016, Portillo Cáceres y otros c. Paraguay (CCPR/
C/126/D/2751/2016, 9 de agosto de 2019).

19 Diego Segovia, “El hambre sigue creciendo en Paraguay”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 
2008), 587.

20 Inés Franceschelli y Miguel Lovera, “Inanición programada: los esfuerzos de un Estado para hambrear a su pueblo”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 199.
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Tras las primeras medidas de aislamiento social dispuestas por el Gobierno 
nacional, quedó en evidencia la debilidad estructural del país para satisfa-
��Î�µ��¼���Ò¯�����µ¯»�¼×�Î¯�����µ��ÌÁ�µ��¯Â¼ĭ�µ���¯Ò»¯¼Ü�¯Â¼����µ��ÒÜÌ�Îõ�¯��
sembrada con cultivos alimenticios; la falta de políticas de apoyo a la pro-
�Ü��¯Â¼�����µ¯»�¼×ÁÒĹ�µ�Ò�»Ýµ×¯Ìµ�Ò�¨ÁÎ»�Ò����ÒÜ�Ò¯�¯Áį�ÌÎÁ»Á�¯Â¼�ì��µ¯�¼×Á�
hacia los agronegocios; el descontrol en las fronteras; el nulo control de la sa-
nidad e inocuidad de alimentos. Todos estos son rasgos de esa debilidad que 
impactaron muy seriamente en los más de 840 mil habitantes con hambre21 y 
cerca de 2 millones en riesgo en cuanto a seguridad alimentaria22. 

Ni bien comenzó la cuarentena, las diferentes cadenas de supermercados 
desarrollaron carreras vertiginosas de remarcado especulativo de precios, 
hasta 200%23Į���Ò����Î�Ò¯µ���±�ÎÁ¼����µµ�©�Î�»�Î����ÎǞ�ÒĮ�\�©Ý¼��µ�»¯¼¯Ò×ÎÁ�
de Agricultura de ese momento, Rodolfo Friedmann, al menos el 95% de la 
demanda de productos hortícolas se abastecía de lo que ingresaba desde Ar-
gentina24. En ese país, los mercados también registraban importantes alzas 
de precios25į��×Î¯�Ü¯��Ò�ń���»�Ò����µ���ÒÌ��Üµ��¯Â¼ń���µ�Ò��¯õ�Üµ×���Ò�µÁ©ǞÒ-
ticas generadas por las restricciones impuestas para enfrentar la pandemia. 

En Paraguay, apenas 10 importadores controlan el 51% del mercado de toma-
te importado26 y el 82% del locote importado27. Esta dependencia de un oligo-
polio –que además cumple la ley solo ocasionalmente– agudiza la amenaza 
de escasez. Esta subordinación a empresas y la falta de una política orienta-
da a asegurar la disponibilidad de alimentos sanos se observaron cuando el 
Gobierno nacional, en la persona de la ministra de Industria y Comercio Liz 
Cramer, celebraba las primeras medidas para “garantizar el abastecimiento 
���ÌÎÁå¯Ò¯Á¼�Ò����»�¼�Î��Ò�©ÜÎ��ì��õ�¯�¼×����µ��ÌÁ�µ��¯Â¼Ō�ÌÎÁå�¼¯�¼×�Ò����
la Cámara de Alimentos y Bebidas del Paraguay (CABE), integrada por las 

21 FAO, FIDA, UNICEF, PMA y OMS, 2018. (O�HVWDGR�GH�OD�VHJXULGDG�DOLPHQWDULD�\�OD�QXWULFLµQ�HQ�HO�PXQGR��)RPHQWDQGR�OD�
UHVLOLHQFLD�FOLP£WLFD�HQ�DUDV�GH�OD�VHJXULGDG�DOLPHQWDULD�\�OD�QXWULFLµQ (Roma: FAO, 2018). Versión en pdf disponible en http://
www.fao.org/3/I9553ES/i9553es.pdf.

22 Prevalencia de subalimentación en la población total: 11,2%. Ibíd. 

23 “Suben precios de frutihortícolas y el MAG culpa a los proveedores”, �OWLPD�+RUD, 24 de marzo de 2020, acceso 
el 20 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/suben-precios-frutihorticolas-y-el-mag-culpa-los-
proveedores-n2876492.html.

24 “Ingresan más frutas y verduras y precios se normalizan, dice MAG”, �OWLPD�+RUD, 26 de marzo de 2020, acceso el 20 
de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/ingresan-mas-frutas-y-verduras-y-precios-se-normalizan-dice-el-
mag-n2876871.html.

25 Florencia Barragan, “¿Por qué aumentaron la fruta, verdura y hortalizas tanto en tan pocos días?”, 3£JLQD���, 25 de 
marzo de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.pagina12.com.ar/255095-por-que-aumentaron-la-fruta-
verdura-y-hortalizas-tanto-en-ta.

26 Según Senave, los 10 mayores importadores de tomate son Cipriano Contreras Caballero; Julio César Ruda Benítez; 
Guido Ernesto González Giménez; Nicolasa Alfonso Pesoa; Antolina Ramona Rolón; Herrera Agrocomercial; Eladio 
Figueredo; Feliciano Villasboa; Adalberto Franco Gil; Pirareta Py Import Export. Juntos ingresaron el 51% del total 
importado en 2018.

27 Conforme a datos de Senave, los 10 mayores importadores de locote son: Sanchez Comercial Import Export S.A.; César 
Osvaldo Pineda; Carmen González; Fruterías y verdulerías Dos Amigos; Gladys Manuela Espínola Pereira; Cándido Arce 
Caballero; Pirareta Py Import Export; Víctor Sosa Villalba; Cipriano y César Contreras Caballero. Entre los 10 ingresaron 
el 81% del locote importado en 2018. 
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empresas Nestlé, Arcor, Pepsico, Bebidas del Paraguay S.A., Coca-Cola Pa-
resa y Unilever28. 

Con un 71% de empleo informal29 y una economía de “cuentapropismo” que 
superaría el 40% del PIB30, una gran cantidad de familias del país se encon-
traban en ese momento aisladas sin ninguna capacidad de proveerse de los 
alimentos básicos necesarios para garantizar su subsistencia. 

LaS oLLaS popULareS

>��ÌÎ¯»�Î�� Î����¯Â¼� Î�©¯Ò×Î���� �¼� �µ� Ì�ǞÒį� µ�±ÁÒ����ÌÎÁå�¼¯Î� ���Ü¼��Ò×��Á�
Î�ÒÌÁ¼Ò��µ�į��Ò×ÜåÁ�����Î©Á����»Ü±�Î�Ò������ÎÎ¯ÁÒ�ÌÁ�Î�Ò����žÒÜ¼�¯Â¼į���-
partamento Central y de la periferia de otras ciudades grandes (Encarna-
ción y Ciudad del Este), así como en comunidades indígenas y campesinas. 
*Ü�ÎÁ¼��¼�ÒÜ�»�ìÁÎǞ��»Ü±�Î�Ò�ÍÜ¯�¼�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ�ÎÁ¼�»Ýµ×¯Ìµ�Ò� ����¼�Ò����
solidaridad para instalar cientos de ollas populares, es decir, comidas bási-
��Ò���Ò×¯¼���Ò���Ò�µå�Î��µ��Ǟ�������ÎÎ¯���Ò��Á»Ìµ�×�ÒĮ�\�©Ý¼�µ��ÁÎ©�¼¯ñ��¯Â¼�
Civilab31, al menos 172 ollas populares enfrentaron el hambre desde el inicio 
de la pandemia, abasteciendo al menos 20.070 raciones diarias32. Merece 
��Ò×���ÎÒ���µ���Á����ÍÜ���ì�¼�Ò¯�Á�µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�µ�Ò�µǞ��Î�Ò�����Ò×�Ò�¯¼¯�¯�-
tivas, prácticamente en todos los casos. Incluso muchas de estas ollas llevan 
nombres que ponen en evidencia este rasgo: Kuña Guapa, Kuña Katupyry, 
EÜ±�Î�Ò��»ÌÎ�¼���ÁÎ�Òį�EÜ±�Î�Ò�<Üæ�¯į�EÜ±�Î�Ò�f¼¯��Òį�EÜ±�Î�Ò�o�µ¯�¼-
×�Òį�EÜ±�Î�Ò��µ�VÁ��Îį�EÜ±�Î�Ò�aÎ¯Ü¼¨��ÁÎ�Ò, son los nombres de algunos de 
los grupos que salvaron de la inanición a miles de personas.

*Ü�ÎÁ¼�×�»�¯�¼�»Ü±�Î�Ò�µ�Ò�ÍÜ��µ¯��Î�ÎÁ¼�µ���Á¼¨ÁÎ»��¯Â¼����Ü¼��X���F�-
cional por el Derecho a la Alimentación, y la iniciativa legislativa que culmi-
nó con la sanción de la Ley N.º 6603/2020 “de apoyo y asistencia a las ollas 
ÌÁÌÜµ�Î�Ò� ÁÎ©�¼¯ñ���Ò� �¼� ×Á�Á� �µ� ×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á� ��� µ�� X�ÌÝ�µ¯��� ��µ� V�Î�©Ü�ì�
durante la pandemia declarada por la Organización Mundial de la Salud a 
causa del covid-19”. Consiguieron que la ley se promulgue el 14 de septiembre 
y, a la fecha de cierre del presente informe, demandan su reglamentación y 
efectiva implementación.

28 “[...] miembros de la Cámara de Alimentos y Bebidas del Paraguay (CABE) [...] asegurar la cadena de abastecimiento…”, 
[Facebook], Arcor [@ArcorParaguay], 25 de marzo de 2020, acceso el 14 de octubre de 2020, https://www.facebook.
com/ArcorParaguay/posts/2830337000414295.

29 Banco Mundial, /D�QDWXUDOH]D�FDPELDQWH�GHO�WUDEDMR (Washington: Banco Mundial, 2019).

30 “Economía informal mueve US$ 16 mil millones”, ��'¯DV, 22 de noviembre de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, 
https://www.5dias.com.py/2019/11/economia-informal-mueve-us-16-mil-millones/.

31 Alianza de organizaciones que “Contribuyen al desarrollo social a través de la tecnología, educación y la innovación”. 
Más información en https://civilab.org.py/. Han desarrollado un “Mapa social”, censando iniciativas de ollas populares, 
HQWUH�RWUDV�HQWLGDGHV�GH�SHUȑO�VRFLDO��

32 Directorio de organizaciones e iniciativas sociales del Paraguay: https://elmapasocial.org/home.
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Por su parte, el Ministerio de Desarrollo Social, consultado –a los efectos del 
presente informe– sobre la asistencia prestada a familias vulnerables para 
paliar la crisis alimentaria en contexto de pandemia covid-19, informó33 la 
entrega de alimentos por mes, por departamento, desde abril hasta agosto 
Ł�Ü��ÎÁ�ĂłĮ�\�©Ý¼�µÁÒ���×ÁÒ�ÌÎÁÌÁÎ�¯Á¼��ÁÒ�ÌÁÎ��µ�»¯¼¯Ò×�Î¯Áį������Ì�ÎÒÁ¼��
asistida recibió entre 2,02 y 3,97 kg de alimentos por mes34. 

Cuadro 1. Asistencia del Ministerio de Desarrollo Social a familias en situación 

de vulnerabilidad para paliar crisis alimentaria en contexto de covid-19 

mes departamento
cantidad de 

personas 
beneficiarias

cantidad de kilos 
de alimentos 
entregados

$EULOb

Capital 4.250 21.925 

Central 5.010 13.887 

Caaguazú 1.100 3.796 

Misiones 150 690 

Total abril 10.510 40.298 

Mayo

Capital 1.590 6.824 

Central 1.500 5.550 

Caaguazú 200 760 

Alto Paraná 1.000 3.250 

San Pedro 2.000 6.200 

Presidente Hayes 300 1.410 

Total mayo 6.590 23.994 

Junio

Caaguazú 921 3.124 

Central 3.470 13.778 

Capital 3.570 14.241 

Alto Paraná 500 2.350 

Itapúa 200 700 

Paraguarí 220 1.034 

Total junio 8.881 35.227 

33� ǘ6ROLFLWXG�������Ǚ��,QIRUPH�VREUH�DVLVWHQFLD�GXUDQWH�OD�SDQGHPLDǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO�
���GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

34 Los promedios informados son: abril: 3,83 kg por persona; mayo: 3,64 kg por persona; junio: 3,97 kg por persona; julio: 
3,77 kg por persona; agosto: 2,02 kg por persona.
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Julio

Caaguazú 1.000 3.619 

Alto Paraná 500 2.150 

Capital 1.800 6.512 

Central 510 1.910 

Amambay 600 2.340 

San Pedro 400 1.065 

Ñeembucú 220 1.380 

Total julio 5.030 18.976 

Agosto

Alto Paraná 3.126 9.589 

Caaguazú 280 952 

Itapúa 1.030 6.380 

Central 6.820 5.770 

Total agosto 11.256 22.691 

Fuente: Ministerio de Desarrollo Social.

En el portal de rendición de cuentas del Gobierno nacional35, el Ministerio de 
��Ò�ÎÎÁµµÁ�\Á�¯�µ�¯¼¨ÁÎ»��Ü¼���±��Ü�¯Â¼����Î��ÜÎÒÁÒ�Ŋ��Ò×¯¼��ÁÒ���µ���»�Î-
gencia generada por el COVID-19” en concepto de “protección social a las 
familias” de Gs. 223.926 millones. Otras instituciones (Indi, Ministerio de la 
Niñez, hasta el Instituto Paraguayo de Artesanía) también repartieron comi-
da en todo el territorio nacional. Hasta el cierre del informe, se desconocen 
�µ��Î¯×�Î¯Á����Ìµ�¼¯õ���¯Â¼����µÁ���×Ü��Á��ÜÎ�¼×��µ���Î¯Ò¯Ò�¼¯�Ò¯�Ü�Á��ÁÁÎ�¯-
nación interinstitucional en este sentido.

LoS SUbSiDioS aLimenTarioS

Una segunda línea de intervención estatal para paliar la crisis fue la trans-
ferencia directa de recursos por medio de dos programas36: Ñangareko37 y 
Pytyvõ38 (cuadro 2).

35 Mapa Inversiones + Módulo COVID-19 - Paraguay, https://www.rindiendocuentas.gov.py/.

36 Informados en el mismo portal de rendición de cuentas en contexto covid-19.

37 Ñangareko es una asistencia alimentaria del Gobierno nacional, ejecutada por la Secretaría de Emergencia Nacional 
(SEN) en coordinación con el Gabinete Social y otras instituciones. La iniciativa pretende alcanzar a 330.000 personas. 
(O�EHQHȑFLR��DQJDUHNR�VH�RWRUJD�XQD�VROD�YH]��\�FRQVLVWH�HQ�XQD�WUDQVIHUHQFLD�PRQHWDULD�SRU�PHGLR�GH�HPSUHVDV�
telefónicas privadas. Secretaría de Emergencia Nacional, https://www.sen.gov.py/index.php/acciones/nangareko.

38 Pytyvõ es un subsidio otorgado por el Gobierno nacional (a través del Ministerio de Hacienda) a las personas del 
sector informal afectadas económicamente por las medidas adoptadas para enfrentar la emergencia sanitaria por la 
SDQGHPLD�GH�OD�FRYLG�����6RQ�SRWHQFLDOHV�EHQHȑFLDULRV�DV��WUDEDMDGRUHV�DV��SRU�FXHQWD�SURSLD�R�GHSHQGLHQWHV�GH�ODV�
PLFUR��SHTXH³DV�\�PHGLDQDV�HPSUHVDV��PLS\PHV���/DV�WUDQVIHUHQFLDV�VH�GHSRVLWDQ�HQ�ODV�FXHQWDV�GH�EHQHȑFLDULRV�DV���
por medio de empresas telefónicas privadas. Datos sobre el acceso, véanse en la página de Zimple: https://www.zimple.
com.py/app/pytyvo.html.
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Cuadro 2. Transferencia de recursos de los programas Ñangareko y Pytyvõ

total de 
subsidios 

entregados

total de dinero 
cY�D]%�Y.�J�ɢ&]Ɍɣ

promedio gs. 
por subsidio

Ñangareko 285.340 165.000 millones 578.257

Pytyvõ 1.152.565 1.241.589 millones 1.077.240

Fuente: Mapa Inversiones + Módulo COVID-19 - Paraguay, rindiendocuentas.gov.py

La distribución de dinero se realizó por medio de las cuentas telefónicas de 
empresas privadas. La efectivización de esos recursos solo puede hacerse en 
�Á»�Î�¯ÁÒ�ÍÜ�����Ì×�¼�Ì�©ÁÒ�ÌÁÎ�×�µ�¨Á¼Áį�ÌÁÎ�µÁ�ÍÜ��Ý¼¯��»�¼×��µ�Ò�©Î�¼-
des cadenas de supermercados y otras tiendas importantes son quienes re-
�¯��¼��Ò�� ��Ü��µ�»Á¼�×�Î¯Áį� ±Ü¼×Á� �� µ�Ò� ×�µ�¨Â¼¯��Ò�ÍÜ�į� Ŋ©�¼�ÎÁÒ�»�¼×�Ōį�
han renunciado a cobrar comisión a los usuarios y solo cobran comisión a las 
empresas. Así, esta política de subsidios impacta negativamente en las redes 
�Á»�Î�¯�µ�Ò�»¯¼ÁÎ¯Ò×�Òį��µ� ×¯�»ÌÁ�ÍÜ��å¯�¼���� Î�ÒÁµå�Î��Ì�¼�Ò�Ü¼�� Ǟ¼õ»��
parte de la necesidad de la población más pobre.

La promoCión De hUerTaS FamiLiareS

Ante la pérdida de empleos informales y precarios producida por las restric-
ciones de la emergencia sanitaria, uno de los fenómenos reportados por las 
¨�»¯µ¯�Ò���»Ì�Ò¯¼�Ò�̈ Ü��µ��µµ�©�����¼�Ìµ�¼�Î�×ÁÎ¼Á����ÒÜÒ�¯±ÁÒ���¯±�Ò�ÍÜ���-
bían migrado a las ciudades o fuera del país. Este reporte se daba en paralelo 
a los informes de una enorme retracción productiva de rubros alimentarios, 
como consecuencia de la crisis climática (por padecer el tercer año conse-
cutivo de sequía) y por una grave carencia de material germinativo (al estar 
��ÎÎ���Ò�µ�Ò�¨ÎÁ¼×�Î�Òį���±�ÎÁ¼����¯¼©Î�Ò�Î��µ�Ì�ǞÒ�µ�Ò�Ò�»¯µµ�Ò��»ÌÎ�Ò�Î¯�µ�Òį�
de las que Paraguay se hizo dependiente). 

La producción hortícola, clave para garantizar la disponibilidad de alimen-
tos frescos, viene padeciendo un constante retroceso, víctima del abando-
no estatal, del contrabando impune, de la falta de acceso a infraestructura 
y asistencia técnica por parte de pequeños(as) productores(as). Ya en 2018, 
la Federación Nacional Campesina había propuesto al MAG la implementa-
ción de un programa hortícola que no fue tenido en cuenta por la cartera de 
Estado.
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Como respuesta a la grave situación de inicios de año, una tercera línea de 
intervención estatal fue implementada desde el Ministerio de Agricultura y 
Ganadería, con el nombre de “Apoyo a la seguridad alimentaria”, consistente 
en la “instalación de 50.000 huertas familiares en apoyo a las familias de la 
agricultura familiar y comunidades indígenas, teniendo en cuenta las inci-
dencias del covid-19 al sector agrario”. 

\�©Ý¼�µÁ�Î�ÌÁÎ×��Á�ÌÁÎ��µ�»¯¼¯Ò×�Î¯Á39, 61.060 familias rurales y de zonas ur-
banas y periurbanas ahorran un monto aproximado de 2 millones de guara-
níes en concepto de compra de hortalizas; incorporan a su dieta fuentes de 
�µ¯»�¼×ÁÒ�Î¯�ÁÒ��¼�å¯×�»¯¼�Òį�»¯¼�Î�µ�Ò�ì�õ�Î�ÒĹ��Á¼ÒÜ»�¼��µ¯»�¼×ÁÒ�Ò�µÜ-
dables, sin el uso de químicos, con participación de toda la familia (mano de 
obra de personas adultas, niños, niñas y adolescentes); aprovechan espacio 
y tiempo disponibles y aprenden técnicas de producción; meta alcanzada y 
sobrepasada por el MAG: 61.060 huertas instaladas. 

La asistencia reportada por el MAG con tanto optimismo consistió en la dis-
tribución de paquetes de semillas de algunos rubros de huerta, por parte de 
técnicos de la Dirección de Extensión Agraria (DEAG), a quienes lo solicita-
ban. El material germinativo era apenas esencial y no venía acompañado de 
asistencia alguna40. 

eL pLan aLimenTario naCionaL iDeaL

ž¼×�� Ü¼� Ì�¼ÁÎ�»�� ��Ò�õ�¼×�į� ����� ÌÎ�©Ü¼×�ÎÒ�� �Ü�µ� ÌÁ�ÎǞ�� Ò�Î� Ü¼� �Ü�¼�
Ìµ�¼� �µ¯»�¼×�Î¯Á� ¼��¯Á¼�µĮ� WÜ¯�¼� ÌÜ���� Î�ÒÌÁ¼��Î� »�±ÁÎ� �Ò� µ�� ¯¼Ò×�¼�¯��
Î�ÒÌÁ¼Ò��µ�����µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�¼Ü×Î¯�¯Á¼�µ�Òĭ��µ�2¼Ò×¯×Ü×Á�F��¯Á¼�µ����
žµ¯»�¼×��¯Â¼�ì�FÜ×Î¯�¯Â¼�Ł2FžFłį�ÍÜ���Ìµ¯�Â�µ��Ýµ×¯»���¼�Ü�Ò×��žµ¯»�¼×�-
ria-Nutricional Nacional entre 1962-1965. 

Sobre41 los avances en la implementación de una nueva encuesta, anunciada 
en 2016, el INAN respondió con un detalle del alcance de la prueba piloto 
Î��µ¯ñ�����¼�µÁÒ�»�Ò�Ò����±Ü¼¯Á�ì�±Üµ¯Á����ăāĂĊį�ì���Á»Ü¼¯������¼��µ�¯¼¨ÁÎ»��
de Codehupy de ese año.

Igualmente, acerca de qué políticas se impulsaron en el contexto de la crisis 
pandémica, el organismo mencionó42:

39� ǘ�6ROLFLWXG�1�|��������,QIRUPH�VREUH�DOFDQFH�GH�DVLVWHQFLD�D�KXHUWDV�IDPLOLDUHVǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�
3¼EOLFD��DFFHVR�HO����GH�VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�
solicitud/34033.

40 Observación de campo directa de los autores de este artículo.

41� ǘ�6ROLFLWXG�1�|��������,QIRUPH�VREUH�SRO¯WLFDV�GH�,1$1��LPSOHPHQWDFLµQ�GH�,1$1Ǚ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�
3¼EOLFD��DFFHVR�HO����GH�VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�
solicitud/34034.

42 Ibíd.
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 – �»¯Ò¯Â¼�����¯Î��×Î¯��Òį�Ò�©Ü¯»¯�¼×Á��Á¼Ò×�¼×��ì�×Î���±Á��ÁÁÎ�¯¼��Á��Á¼�
µ�Ò�Î�©¯Á¼�Ò�Ò�¼¯×�Î¯�Ò���õ¼����Ò�µå�©Ü�Î��Î�µ���±��Ü�¯Â¼���µ�VÎÁ©Î�»��žµ¯-
»�¼×�Î¯Á�FÜ×Î¯�¯Á¼�µ�2¼×�©Î�µ�VžF2��¼�Ò�Îå¯�¯ÁÒ����Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯����¼�×Á�Á�
el territorio nacional [...].

 – Elaboración de recomendaciones técnicas en relación a los kits de víveres 
que serán destinados a elaboración de ollas populares.

 – Realización de un estudio exploratorio digital acerca de las prácticas ali-
»�¼×�Î¯�Ò�ì��Ò×¯µÁÒ����å¯����Á¼��µ�Á�±�×¯åÁ������Ò�Î¯�¯Î��µ��Á¼×�ë×Á��µ¯»�¼-
tario-nutricional y los cambios generados durante el aislamiento social 
en Paraguay.

 – Elaboración de materiales educativos relacionados a selección, compra, 
manipulación de alimentos, orientaciones para alimentación saludable 
en épocas de covid 19, recomendaciones para ollas populares, disponibles 
para descarga en la página Web institucional.

 – Realización de charlas de sensibilización virtual sobre los temas incluidos 
en los materiales educativos.

 – V�Î×¯�¯Ì��¯Â¼��¼�»�Ò�Ò����×Î���±Á�¯¼×�Î¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ�Ò��¼��µ�»�Î�Á����µ��
implementación de un proyecto de cooperación en 2 regiones del país. 
WÜ��×¯�¼���¼×Î��ÒÜÒ�Á�±�×¯åÁÒ���Ì��¯×�Î��µ�Ì�ÎÒÁ¼�µ����Ò�µÜ�����µ�Ò�f\*43 
sobre nutrición en primera infancia: lactancia materna y alimentación 
complementaria.

COnClUsiOnEs 

Después de 25 años, seguimos de mal en peor. La alimentación sigue sien-
do un enorme negocio para contrabandistas y comerciantes de diversa laya, 
una oportunidad de manipulación para la clase política y el funcionariado y 
un trágico desafío para el pueblo paraguayo.

Ante la extrema gravedad de la situación descrita, es imperioso destacar que 
la humanidad entera enfrenta condiciones de desigualdades sociales genera-
das por la misma opción gubernamental a favor de un modelo social inacepta-
�µ�į���×�µÁ©��Á��¼×Î��µÁÒ�»�Ò�¯¼±ÜÒ×ÁÒ���µ�»Ü¼�Áį�ÍÜ��ÌÎÁÌ¯�¯��µ��¯»Ìµ�»�¼-
tación de un esquema productivo insustentable, que deforesta, contamina, 
�ëÌÜµÒ��ì��»ÌÁ�Î������»¯µµÁ¼�Ò�����Á»Ì�×Î¯Á×�Òį�ì�Ì�Î±Ü�¯����ÒÌ��¯�µ»�¼×����
»Ü±�Î�Òį�¼¯ÀÁÒ�ì�¼¯À�Òį�ÒÁ�Î��×Á�Á���»Ì�Ò¯¼ÁÒŁ�Òł���¯¼�Ǟ©�¼�ÒĮ�

El riesgo de hambrunas es concreto y requiere de medidas urgentes y radi-
cales. 

43 Unidades de Salud de la Familia (USF).
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rECOMEnDaCiOnEs

 Ǻ Desarrollar y aplicar con urgencia medidas que coloquen la vida y la dig-
¼¯����Ü»�¼�Ò��¼��µ���¼×ÎÁ���� µ�Ò����¯Ò¯Á¼�Ò�ì�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Òį�ÌÎ¯Á-
rizando la vigencia del derecho humano a una alimentación y nutrición 
adecuadas, buscando alcanzar la seguridad alimentaria y recobrar la so-
beranía alimentaria. 

 Ǻ Avanzar en la implementación de la reforma agraria contemplada en la 
Constitución Nacional. Suspender inmediatamente todos los procesos 
±Ü�¯�¯�µ�Ò��¼�µÁÒ�ÍÜ��Ò��µ¯×¯©��×¯×Üµ�Î¯�������×¯�ÎÎ�Òį��ÒǞ��Á»Á�ÌÎÁ��ÒÁÒ����
��Ò�µÁ±Áį�ÍÜ��¯»Ì¯��¼��µ���Î��Á���µ��×¯�ÎÎ��ì��µ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á���Ì�ÍÜ�ÀÁÒ��©Î¯-
cultores familiares y comunidades indígenas, garantizados en la Consti-
tución Nacional, el Estatuto Agrario, entre otras normas.

 Ǻ Reglamentar e implementar la Ley N.º 6603/2020 “de apoyo y asistencia 
��µ�Ò�Áµµ�Ò�ÌÁÌÜµ�Î�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ���Ò��¼�×Á�Á��µ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á����µ��X�ÌÝ�µ¯�����µ�
Paraguay durante la pandemia declarada por la Organización Mundial de 
la Salud a causa del covid-19”. Crear comités departamentales y municipa-
les de combate al hambre y fomento de la producción de alimentos, con 
Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼����µÁÒ��Á¼Ò�±ÁÒ����\�µÜ�į��Á��¼¯Òį�Áõ�¯¼�Ò�����ÒÜ¼×ÁÒ�ÒÁ�¯�-
les y organizaciones de la sociedad civil en territorio, para articular una 
respuesta inmediata a las familias con hambre.

 Ǻ Implementar de forma rápida el Programa Nacional de Producción Hor-
tícola presentado por la Federación Nacional Campesina a las autoridades 
nacionales, para iniciar el camino de la recuperación de la soberanía ali-
mentaria. 

 Ǻ Urgir la implementación de un programa de multiplicación de semillas 
nativas y criollas, especialmente de los rubros más sensibles de la dieta 
nacional (maíz, poroto, maní, mandioca), para iniciar la recuperación del 
germoplasma nativo. 

 Ǻ Establecer una política de control de precios de la canasta básica alimen-
taria, si es necesario subsidiarlos.

 Ǻ �¯ÒÌÁ¼�Î�ÍÜ���Ò×�Ò�»��¯��Ò�Ò��õ¼�¼�¯�¼��¯Î��×�»�¼×��ÌÁÎ� µ��Î�×�¼�¯Â¼�
��µ���ëÌÁÎ×��¯Â¼����ÒÁ±�į��µ��Ü»�¼×Á���µ�¯»ÌÜ�Ò×Á��µ�×����Áį��µ�ÁÁµ�ì���-
�¯��Ò��ñÜ��Î���Òį�Ü¼��»�ìÁÎ�×Î¯�Ü×��¯Â¼���µ�Ò��×ÁÎ�õ¼�¼�¯�ÎÁį�ì��µ���Ò��
���Ì�©ÁÒ����µ����Ü���ÌÝ�µ¯��į����»Á�Á����å¯×�Î��µ�¯¼¼���Ò�Î¯Á�ì�Ì�µ¯©ÎÁÒÁ�
mayor endeudamiento del país. 





derecho a la educación

eDUCaCión en panDemia: 
Se proFUnDiza Una 

CriSiS preexiSTenTe

A pesar de las sucesivas recomendaciones para garantizar el derecho a 
la educación, persisten profundas desigualdades en el acceso, la perma-
nencia y calidad, sobre todo para los grupos en situación de vulnerabili-
dad por razones de género, etnia, nivel socioeconómico, discapacidad. La 
pandemia de la covid-19 ha profundizado estas desigualdades y se regis-

tra una profunda crisis en el sistema educativo paraguayo.

paLabraS CLaveS: desigualdad educativa, pandemia covid-19, educa-
ción integral de la sexualidad, injerencia religiosa.

ramón Corvalán y ana portillo 
serpaJ py
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balanCE DE lOs 25 añOs 

Un DereCho hUmano enTre DoS obSTÁCULoS

Un balance de la evolución del derecho a la educación en Paraguay en un 
periodo de 25 años puede resumirse apelando a dos títulos de artículos pu-
blicados en el informe: “Pasos para adelante, pasos para atrás” (2011) y “Un 
derecho humano sin lugar” (2018).

f¼��Ò¯×Ü��¯Â¼�Ì�Î��Â±¯�����Á»Ì�ÀÂ�Ò¯�»ÌÎ�����¯����åÁµÜ�¯Â¼ĭ�ŊÜ¼Á����µÁÒ�
rasgos más notorios del proceso de transición política, abruptamente inicia-
da en 1989, fue la inmediata atención brindada por la ciudadanía al campo 
de la educación”1į�Ì�ÎÁį��Á¼×Î��¯�×ÁÎ¯�»�¼×�į�¼Á�¨Ü��ÌÁÒ¯�µ��»Á�¯õ��Î��� µ��
educación en su carácter de asignatura pendiente de la democracia paragua-
ya. Al mismo tiempo que se registraban algunos avances (que analizaremos 
más adelante), siempre se obstaculizaba la plena realización del derecho a la 
educación y fueron dos factores los que incidieron en ello: la politización y la 
¯¼±�Î�¼�¯��Î�µ¯©¯ÁÒ�Į

politización

Un factor clave que operó como importante obstáculo fue “el extremo grado 
de politización al que el régimen (del stronismo) había sumido a la educación 
paraguaya”2. Debe recordarse que el Informe Final de la Comisión de Verdad 
y Justicia (2008) ubicaba precisamente al Ministerio de Educación y Cultura 
(MEC) dentro de las entidades estatales que formaban parte de la estructura 
represiva sobre la sociedad. Esto implicó la introducción profunda de los in-
tereses político-partidarios al interior de la dinámica institucional del MEC, 
vía una exacerbada práctica prebendaria, y un disciplinamiento autoritario 
que permeó la vida cotidiana de los establecimientos escolares y de la comu-
nidad educativa. “En la escuela, los supervisores fueron los encargados de 
�å¯×�Îį�»��¯�¼×��Ü¼�Î¯©ÜÎÁÒÁ��Á¼×ÎÁµį�ÍÜ�� µÁÒ��Á��¼×�Ò�ÌÜ�¯�Ò�¼��±�Î��Î� µ��
libertad académica del cuerpo docente y que los alumnos pudiesen hacerlo”3. 
Se destaca que el férreo control de los contenidos curriculares se extendía 
igualmente a los colegios privados. El proceso de la Reforma Educativa im-
plementado a partir del año 1994 encontró un nudo reacio a ser desatado en 
�Ò×��¼Ý�µ�Á��Ü×ÁÎ¯×�Î¯Áį�ÍÜ����Î¯åÂ��¼�µ���Á¼Ò×¯×Ü�¯Â¼���µ���»ÌÁ���Ü��×¯åÁ��¼�
un espacio en el que el derecho a la educación no encontró su lugar.

1 Domingo M. Rivarola, “La reforma Educativa: hacia la equidad y el desarrollo sustentable”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Adavi HW�DO�, 1997), 361-364.

2 M. Rivarola, “La reforma Educativa: hacia la equidad y el desarrollo sustentable”, 361.

3 Comisión de Verdad y Justicia, ,QIRUPH�)LQDO��$QLYH�KDJX¥�RLNR��/DV�5HVSRQVDELOLGDGHV�HQ�ODV�YLRODFLRQHV�GH�'HUHFKRV�+XPDQRV���
7RPR�9, (Asunción: Comisión de Verdad y Justicia, 2008), 18.
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Esta situación se tornó en una pauta que caracterizó al funcionamiento del 
MEC. De esta forma, en el 2003 se destacaba en el informe que “la educación 
�Á¼×¯¼Ý���µ�Ò�Îå¯�¯Á����µ�Ò��Ò×ÎÜ�×ÜÎ�Ò�ÌÁµǞ×¯�ÁŅÌ�Î×¯��Î¯�ÒŌ4 y en el 2005, un 
�Á�Ü»�¼×Á���µ��Á¼Ò�±Á�F��¯Á¼�µ������Ü���¯Â¼�ì��Üµ×ÜÎ��Ł�Á¼��ł5, señalaba 
ÍÜ��Ŋ��ÒÌÜ�Ò����ÍÜ¯¼����ÀÁÒ���µ�å¯Î�±��ÌÁµǞ×¯�Áį��Ò�ÌÁÒ¯�µ���Á¼Ò×�×�Î�ÍÜ���µ�µ�-
gado autoritario todavía exhibe una preocupante capacidad de pervivencia y 
de reproducción”6. La ausencia de una estrategia educativa basada en la edu-
cación en derechos humanos –relevada en los informes anuales del Instituto 
Interamericano de Derechos Humanos7 (IIDH)– se sumaba a este panorama 
�¼��µ�ÍÜ��µ����Ü���¯Â¼��Ý¼�¼Á�Ò���Á¼Ò×¯×ÜǞ���¼�Ü¼�Ŋ¯¼Ò×ÎÜ»�¼×Á�õÎ»�����µ��
democracia paraguaya”. Por este motivo, no fue casual que una recomenda-
ción reiterada cada año desde el informe fuera la necesidad de incorporar la 
educación en derechos humanos como política educativa. 

El ciclo de la Reforma Educativa alcanza un punto crítico en el 2009, cuando 
el propio ministro de Educación declara “el fracaso de la Reforma Educati-
va”8. Sin embargo, es posible señalar los logros de este proceso que corres-
ponden a aspectos puntuales del derecho a la educación: la extensión de la 
�Á��Î×ÜÎ�į��µ��Ü»�¼×Á����µ���õ�¯�¼�¯��¯¼×�Î¼��ŁÎ�×�¼�¯Â¼��Ò�Áµ�Î�ì��¯Ò»¯¼Ü-
ción de la repetición y el abandono), el desarrollo de procesos de focalización 
con atención dirigida a ciertos sectores en condiciones de mayor exclusión y 
�µ�»Á¼×�±������Ò×ÎÜ�×ÜÎ�Ò�Ì�Î�µ�µ�Ò���µ�Ò�Ìµ�¼×�Ò�Ì�Î»�¼�¼×�Ò����µÁÒ�»¯¼¯Ò-
terios de Educación9.

injerencia religiosa

El otro factor que progresivamente se constituyó en un obstáculo para el des-
pliegue del derecho a la educación en cuanto educación en derechos huma-
¼ÁÒį�̈ Ü��µ��̄ ¼±�Î�¼�¯��Î�µ¯©¯ÁÒ���¼��µ�Ò��×ÁÎ���Ü��×¯åÁĮ������Áį��Ò×Á�¼Á�ÒÜÌÁ-
ne novedad en tanto se registra históricamente ya desde tiempos coloniales 
que “la Iglesia Católica, en tensión intermitente con la provincia, se oponía 
a las conquistas educativas del humanismo reformista, desde una posición 
dominante que impidió durante siglos la laicización de la enseñanza”10. La 

4 Cristina Coronel y Marta Almada, “Desafíos impostergables en educación”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2003), 319-329.

5 Actualmente, Consejo Nacional de Educación y Ciencias.

6 Consejo Nacional de Educación y Cultura, 6LWXDFLµQ�\�SHUVSHFWLYDV�GH�OD�HGXFDFLµQ�SDUDJXD\D��$Q£OLVLV�SURVSHFWLYR�\�DFFLRQHV�
SULRULWDULDV�SDUD�HO�ELHQLR�����������(Asunción: CONEC, 2005), 15.

7 Desde el año 2002, el IIDH comenzó a publicar, en forma anual, el Informe Interamericano de la Educación en 
Derechos Humanos que efectuaba un seguimiento del proceso de implementación de la educación en derechos 
humanos en la región. 

8 Ramón Corvalán, “La calidad educativa sigue postergada”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 
2009), 446.

9 Rodolfo Elías, $Q£OLVLV�GH�OD�5HIRUPD�(GXFDWLYD�HQ�3DUDJXD\��GLVFXUVRV��SU£FWLFDV�\�UHVXOWDGRV (Buenos Aires: CLACSO, 2014), 2 y 
39. Disponible en línea: http://biblioteca.clacso.edu.ar/gsdl/collect/clacso/index/assoc/D10067.dir/IFRE.pdf.

10 David Velázquez Seiferheld, 0%2ʘ(��,QWURGXFFLµQ�D�OD�KLVWRULD�GH�OD�HGXFDFLµQ�SDUDJXD\D (Asunción: Centro de Artes 
Visuales/Museo del Barro, 2019), 13.
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Î�¨�Î¯���×�¼Ò¯Â¼��ÒÜ»¯Â�Ì�Îõµ�Ò�ÌÎÁÌ¯ÁÒ��¼��µ�ăāĂĂ��Ü�¼�Áį�åǞ��X�ÒÁµÜ�¯Â¼�
E¯¼¯Ò×�Î¯�µ�FĮû�ĄĆćĄĆĺăāĂĂį�Ò����±Â�Ò¯¼��¨��×Á��µ�ÌÎÁ��ÒÁ����ÒÁ�¯�µ¯ñ��¯Â¼���µ�
Marco Rector Pedagógico para la Educación Integral de la Sexualidad, así 
como su implementación que debería realizarse luego en el sistema educati-
vo nacional, posterior a su revisión. Los cuestionamientos al documento fue-
ÎÁ¼�¨ÁÎ»Üµ��ÁÒ�ÌÁÎ�Ü¼��Á¼±Ü¼×Á����ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò�å¯¼�Üµ���Ò���µ�Ò�2©µ�Ò¯�Ò�
católica, anglicana y otras cristianas, además de sectores civiles11. Los ata-
ques a la educación sexual con perspectiva de género se profundizaron más 
desde el 2017 con la Resolución N.º 29664/201712, por la que el MEC prohíbe 
“la difusión y utilización de materiales educativos referentes a la teoría y/o 
¯��ÁµÁ©Ǟ�����©�¼�ÎÁŌ��¼�µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò���Ü��×¯å�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò13. Mientras, el 
Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos (PLANEDH), elaborado 
�¼�¨ÁÎ»���Á¼±Ü¼×���Á¼�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò����µ��ÒÁ�¯������¯å¯µ�ì�µ�Ò��¯Î���¯Á¼�Ò�
del MEC y presentado en octubre del 2012, sigue cumpliendo con su destino 
����Á�Ü»�¼×Á�Ŋ��±Á¼���ÁŌĮ

Durante este proceso, el entorno fue irrumpiendo a su vez en las escuelas con 
temas críticos: a partir del 2004 se registran hechos de violencia en las escue-
las, acoso sexual en establecimientos escolares, suicidios de adolescentes y 
�µ�ÌÎÁ�µ�»�����µ�Ò��Ò�Ü�µ�Ò���Î��¼�Ò���µ�Ò�Ìµ�¼×��¯Á¼�Ò����ÒÁ±��×Î�¼Ò©�¼¯���ì�
que, por tanto, deben soportar las fumigaciones14. Ante estos hechos, el MEC 
respondió de manera puntual como fue el caso de la campaña “Aprender sin 
»¯��ÁŌį�¯¼¯�¯�����¼��Á¼±Ü¼×Á��Á¼�µ��\��Î�×�ÎǞ��F��¯Á¼�µ����µ��F¯À�ñ�ì�µ��ž�Á-
lescencia y Plan Paraguay desde el año 2009 hasta el 2011. El caso de las deno-
minadas “escuelas fumigadas” no fue abordado puntualmente por el MEC. 

avanCeS, Siempre qUe no perTUrben 
o amenaCen inTereSeS 

En este contexto pueden mencionarse avances en lo normativo, como la pro-
mulgación de la Ley General de Educación (1998), la Ley N.º 4088 “Que esta-
blece la gratuidad y obligatoriedad de la educación inicial y media” (2010), la 
Ley N.º 4084 de “Protección a las estudiantes en estado de gravidez y mater-
nidad” (2010), la promulgación de la “Ley de Lenguas en el Paraguay” (2010) 
que derivó en la creación de la Academia de la Lengua Guaraní (ALG), que 
��ÒÜ�å�ñ��¯Á�ÁÎ¯©�¼���µ��\��Î�×�ÎǞ�����VÁµǞ×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ×¯��Ò�Ł\V>łį�µ��>�ì�FĮû�

11 Ramón Corvalán, “Pasos adelante, pasos para atrás”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2011), 
226-227.

12 La Resolución fue precedida por una campaña con noticias falsas difundida en las redes sociales sobre supuestos 
materiales didácticos que el MEC distribuiría en los establecimientos educativos, que derivó en una audiencia pública 
FRQYRFDGD�SRU�OD�GLSXWDGD�2OJD�)HUUHLUD��3DUWLFLSDURQ�YDULRV�JUXSRV�DXWRGHȑQLGRV�FRPR�RUJDQL]DFLRQHV�GH�OD�VRFLHGDG�
civil que se oponían a la “ideología de género”. 

13 Ramón Corvalán, “Un derecho en cuarentena”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción, Codehupy, 2017), 234.

14 Marta Almada y Ramón Corvalán, “Sigue pendiente el desafío de la calidad educativa”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\�
���� (Asunción: Codehupy, 2004), 335-343. Véase el artículo sobre escuelas fumigadas en este informe.
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5136 de Educación Inclusiva (2013) reglamentada por el Decreto N.º 2837; la 
promulgación de la Carta Orgánica del Ministerio de Educación y Ciencias 
(2017); la Ley N.º 6202 que “Adopta normas para la prevención del abuso 
sexual y la atención integral de los niños, niñas y adolescentes víctimas de 
abuso sexual”, establece la responsabilidad del MEC en “incluir en las mate-
Î¯�Ò�Î�µ��¯Á¼���Ò���µ��Ò�µÜ��×�»�Ò��¯Î¯©¯�ÁÒ���ÌÎ�å�¼¯Îį�¯��¼×¯õ��Î��µ���ÜÒÁ�
Ò�ëÜ�µŌ�Ł�Î×Į�ćłĹ�ì�µ��>�ì�FĮû�ćĆĄā��Ò�µ��ÍÜ��Á×ÁÎ©���µ�Î��Á¼Á�¯»¯�¼×Á�Áõ�¯�µ����
la lengua de señas paraguayas (mayo de 2020). 

V�ÎÁ��ì�ÍÜ��Î��ÁÎ��Î�ÍÜ���Ò×ÁÒ�µÁ©ÎÁÒ�ÌÜ�¯�ÎÁ¼�Î�©¯Ò×Î�ÎÒ��Ý¼¯��»�¼×���¼�
temas que no se contraponen a intereses político-partidarios o de creencias 
religiosas, los dos factores que, como hemos analizado, condicionan fuerte-
mente al derecho a la educación en Paraguay.

sitUaCiÓn DEl DErECHO 

2020 Y La perSiSTenCia De DeUDaS en eDUCaCión

Este año se cumplió una década de la publicación del Informe del Relator 
Especial de las Naciones Unidas sobre el derecho a la educación en Para-
guay15. Tanto en este informe como en el segundo ciclo del Examen Periódico 
Universal (2016) se han realizado recomendaciones al Estado paraguayo en 
materia del derecho a la educación que han abarcado aspectos como: acce-
Ò¯�¯µ¯���į��»Ìµ¯��¯Â¼���µ��µ��¼��į�»�±ÁÎ�������µ¯������¯¼�µÜÒ¯Â¼�����Á»Ü¼¯-
dades rurales, indígenas, guaraní parlantes y niñez y adolescencia con dis-
capacidad. Así también, se recomendó la implementación de una Educación 
Integral de la Sexualidad e incorporación de educación cívica y de derechos 
humanos en los planes de estudio curricular en todo el sistema educativo.

Ambos informes plantearon una serie de recomendaciones al Estado para-
guayo sobre necesidades urgentes que debieron haber sido priorizadas por 
µÁÒ�©Á�¯�Î¼ÁÒį���õ¼����»�±ÁÎ�Î��µ�����ÒÁ���Ü¼����Ü���¯Â¼�ÌÝ�µ¯��į�©Î�×Ü¯×�į�
de calidad, inclusiva y democrática para todas las personas, sobre todo para 
niñas, niños y adolescentes. Sin embargo, como se observará a lo largo de 
las siguientes páginas, persisten profundas deudas en el deber del Estado de 
garantizar el cumplimiento pleno del derecho a la educación.

15 Vernor Muñoz, ,QIRUPH�GHO�5HODWRU�(VSHFLDO�VREUH�HO�GHUHFKR�D�OD�HGXFDFLµQ��0LVLµQ�D�3DUDJXD\ (Doc. ONU A/HRC/14/25/
Add. 2, 2010).
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perSiSTen LaS proFUnDaS 
DeSigUaLDaDeS en eDUCaCión

cobertura, acceso y permanencia

La cobertura de la educación inicial es el 41%, la del preescolar 75%, de la Edu-
cación Escolar Básica en el primer y segundo ciclos del 80%, para el tercer 
ciclo es del 74% y para la educación media del 46%16. Todavía persiste una 
brecha entre la población de la edad correspondiente a cada ciclo y el por-
��¼×�±�����ÒÜ�»�×Î¯�Üµ��¯Â¼��¼��µ�»¯Ò»ÁĮ�ž��»�Òį��Ü¼ÍÜ���Î��¯Â�µ��»�×ÎǞ�Ü-
la, la asistencia a una institución educativa no garantiza necesariamente el 
�ÌÎ�¼�¯ñ�±�ĭ�Ĉ���������Ăā��Ò×Ü�¯�¼×�Ò�¼Á��µ��¼ñ�¼��µ�»Ǟ¼¯»Á��ÒÌ�Î��Á��¼�µ�Ò�
pruebas de matemáticas y de lengua castellana y guaraní, obteniendo resul-
tados inferiores a los logrados en la medición anterior (de 2015) en casi todos 
los niveles y asignaturas17.

Aunque el promedio de años de estudio de las y los adolescentes de 15 o más 
años ha aumentado de 6,7 a 8,3 entre 1998 y 201918, existe una diferencia del 
promedio entre zonas rurales y urbanas. La población de 15 y más años que 
vive en zonas urbanas estudia aproximadamente 3 años más que las perso-
nas del mismo grupo de edad de las zonas rurales.19 La población más pobre 
Ý¼¯��»�¼×���µ��¼ñ��Ćįĉ��ÀÁÒ�����Ò×Ü�¯Á�ì�µ��»�Ò�Î¯���µµ�©�į��¼�ÌÎÁ»��¯Áį���
10,8 años, mientras que las personas de pueblos indígenas solamente alcan-
zan hasta 3 años20.

Si bien las niñas y adolescentes que están dentro del sistema muestran me-
±ÁÎ���Ò�»Ì�ÀÁ������»¯�Áį�×¯�¼�¼�»�ìÁÎ�Ò��¯õ�Üµ×���Ò�Ì�Î��������Î�ì�Ì�Î-
manecer dentro del sistema educativo por factores asociados a los estereoti-
ÌÁÒ����©�¼�ÎÁ�ÍÜ��µ�Ò�¯»ÌÁ¼�¼�µ����Î©����µ�×Î���±Á��Á»�Ò×¯�Á�ì�����Ü¯���ÁÒ�
o las exponen a la sexualización temprana y la violencia sexual. El 61,8% de 
»Ü±�Î�Ò���Áµ�Ò��¼×�Ò�ÍÜ��¼Á��Ò¯Ò×�¼���Ü¼��¯¼Ò×¯×Ü�¯Â¼���Ü��×¯å��Î�õ�Î��ÍÜ��
no lo hace por “motivos familiares”.21�ĂĮāāāĮāāā����±Âå�¼�Ò�����¼×Î��ĂĆ�ì�ăĊ�
años que no terminaron la escuela no asisten a ninguna institución educa-
×¯å�Į�f¼�ăāŧ�����Ò×�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�¼Á��Ò×Ü�¯��¼¯�×Î���±��ì�µ��»�ìÁÎ�Ì�Î×������Ò��
ÌÁÎ��¼×�±��ÒÁ¼�»Ü±�Î�ÒĮ��Ò×Á�Ò���������ÍÜ��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÒÁ¼�µ�Ò�ÍÜ��Ò�����¼�

16 Observatorio Educativo Ciudadano, Plan Nacional de Desarrollo 2030, acceso el 20 de octubre de 2020, https://
observatorio.org.py/planes/2.

17 Ministerio de Educación y Ciencias, 3URJUDPD�GH�(YDOXDFLµQ�&HQVDO�GH�/RJURV�$FDG«PLFRV�D�HVWXGLDQWHV�GH�ȍQDOHV�GH�FLFOR�QLYHO�\�
GH�IDFWRUHV�DVRFLDGRV�DO�DSUHQGL]DMH (julio, 2019), https://www.mec.gov.py/cms_v2/adjuntos/15456?1565099029.

18 Datos de la Encuesta Permanente de Hogares 2019 publicados en: Observatorio sobre Políticas Públicas y Derechos de 
la Niñez y la Adolescencia - CDIA Observa, acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.cdia.org.py/infancia-cuenta/
LQGH[�KWPO���HGXFDFLRQ�

19 Ibíd.

20 Ibíd.

21� 'LDQD�6HUDȑQL��ǘ3URJUDPD�QDFLRQDO�SDUD�OD�LJXDOGDG�GH�RSRUWXQLGDGHV�\�UHVXOWDGRV�SDUD�ODV�PXMHUHV�HQ�OD�HGXFDFLµQǙ�
(ponencia, Seminario sobre Política Educativa en Paraguay, 30 de agosto de 2019).
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cargo de las tareas domésticas, la crianza de niños(as) o el cuidado de las 
personas adultas22.

analfabetismo

Las tasas de analfabetismo se han incrementado del 4% a casi el 7% entre 
�µ�ăāĂą�ì��µ�ăāĂĊ�ì��¨��×�¼�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ»�¼×����»Ü±�Î�Ò�¯¼�Ǟ©�¼�ÒĮ23 Aunque el 
MEC cuenta con una Dirección General de Educación Permanente para Per-
sonas Jóvenes y Adultas y algunos programas –orientados a la población que 
no pudo acceder a educación a la edad pertinente–, existe una alta tasa de 
abandono en esta modalidad. En cuanto al analfabetismo funcional, si bien 
la tasa de alfabetización para toda la población es de 94,02%, solo 1 de cada 5 
Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Á»ÌÎ�¼���×�ë×ÁÒ��Á»Ìµ�±ÁÒĮ

�µ��Ü»�¼×Á���µ��¼�µ¨���×¯Ò»Á�ì�µ�Ò��¯õ�Üµ×���Ò��¼�µ��×Á�Ò�Î¯×ÜÎ��ì��Á»ÌÎ�¼-
sión lectora están íntimamente relacionados a la imposición y primacía de 
la enseñanza en castellano. A pesar de que la Ley N.º 1264/1998 “General de 
Educación” establece las acciones para garantizar la enseñanza en la lengua 
Áõ�¯�µ�»�×�Î¼�����������Ò×Ü�¯�¼×�į�µ�Ò�¼¯À�Òį�µÁÒ�¼¯ÀÁÒ�ì���Áµ�Ò��¼×�Ò�»Á¼Á-
µ¯¼©ß�Ò�©Ü�Î�¼Ǟ�ÒÁ¼�Á�µ¯©��ÁÒ�����ÁÌ×�Î��µ���Ò×�µµ�¼Á��Á»Á�µ�¼©Ü���Ò�Áµ�ÎĮ�
En 2018, el 37% de la población de más de cinco años habla el guaraní en sus 
casas, el 29,3% el español y un 30,7%24 combina ambos idiomas, haciendo del 
guaraní paraguayo la lengua más hablada en los hogares. Además, hay una 
deuda pendiente en la incorporación y producción de materiales educativos 
en la diversidad de las 19 lenguas existentes habladas por los 19 pueblos ori-
ginarios.

baja calidad educativa

Las mediciones estandarizadas en las que ha participado el país –como el 
\F�V��ì�µ�Ò�VÎÜ���Ò�V¯Ò���ń���¼��Ü�¼×�����µ����±����µ¯������Ü��×¯å���¼��¯�Î-
×�Ò��Î��Òį�Ì�ÎÁ�¼Á��Á¼Ò¯��Î�¼�Á×ÎÁÒ��ÒÌ��×ÁÒ�¨Ü¼��»�¼×�µ�Ò���µ��ÌÎ�¼�¯ñ�±�į�
como el pensamiento crítico y la educación cívica. Las personas adolescentes 
ì�±Âå�¼�Ò���Ò�Á¼Á��¼��µ�Ì�Ò��Á�Î��¯�¼×����µ�Ì�ǞÒį��¼��ÒÌ��Ǟõ�Áį��µ�Ì�Î¯Á�Á����
la dictadura y sus principales violaciones de derechos humanos25. Este hecho 
Ò��å¯¼�Üµ����Ü¼��¯Ò×ÁÎ¯��Áõ�¯�µ¯Ò×��¯»Ì�Î×¯����¼�µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò���Ü��×¯å�Ò�
que exalta el autoritarismo militarista y desconoce los procesos históricos y 
sociales. El ministro de Educación, Eduardo Petta, y otras autoridades na-
cionales han realizado declaraciones y acciones negacionistas de la dicta-

22 UNFPA, *DVWR�S¼EOLFR�VRFLDO�HQ�DGROHVFHQFLD�\�MXYHQWXG�������������3DUDJXD\ (Asunción: UNFPA, 2018). 

23 Observatorio Educativo Ciudadano, $SUHQGHU�D�OHHU�\�HVFULELU���FµPR�HVWDPRV�HQ�3DUDJXD\", acceso el 20 de octubre de 2020, 
https://www.observatorio.org.py/especial/20.

24 DGEEC. Encuesta Permanente de Hogares 2018. DGEEC, Asunción, 2018.

25 Sistema Regional de Evaluación y Desarrollo de Competencias Ciudadanas (SNEPE), ,QIRUPH�1DFLRQDO��3DUDJXD\��(VWXGLR�
,QWHUQDFLRQDO�GH�(GXFDFLµQ�&¯YLFD�\�&LXGDGDQD�,&&6������(Bogotá: Banco Interamericano de Desarrollo, 2010). 
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dura y sus nefastas consecuencias para la sociedad paraguaya26. Entre ellas, 
�¼�Î�¯»ÌÎ¯»¯�Á��Á¼��¯¼�ÎÁ�ÌÝ�µ¯�Á��µ�µ¯�ÎÁ����µ��×ÜÎ��Áõ�¯�µ����µ��Î�¨ÁÎ»��
educativa aplicada por la dictadura27 y condecorado a uno de los ministros 
de Educación de dicho régimen28. El autoritarismo se refuerza también en 
la práctica política de la conducción actual del Ministerio de Educación que 
�Ò×���¼��Á¼øµ¯�×Á�Ì�Î»�¼�¼×���Á¼�µÁÒ�©Î�»¯ÁÒ�����Ò×Ü�¯�¼×�Òį��Á��¼×�Ò�ì�Ì�-
dres/madres de familia, y es incapaz de construir un consenso en las sucesi-
vas reuniones para implementar la educación a distancia. 

žÜ¼ÍÜ���ë¯Ò×��Ü¼��>�ì�FĮû�ĆĂĄćĺăāĂĄ�Ŋ�����Ü���¯Â¼�¯¼�µÜÒ¯å�Ōį��ÜìÁ�Á�±�×Á�
es establecer las acciones correspondientes para la creación de un modelo 
educativo inclusivo dentro del sistema regular, en la realidad todavía existen 
escuelas segregadas para niños, niñas y adolescentes (NNA) con discapaci-
dad. No se logra la inclusión a centros educativos, ya que muchos de ellos 
rechazan a niñas y niños con discapacidad intelectual y psicosocial29.

educación en emergencia, mucho antes de covid-19

En Paraguay, muchas comunidades educativas ya vienen gestionando como 
pueden la educación en contextos de emergencia, previos a la pandemia de 
la covid-19, que usualmente son vistos como casos aislados, pero que en rea-
lidad son la mayoría. La violencia sexual, de género y la intrafamiliar tie-
nen cifras alarmantes. Las inundaciones estacionales desplazan a una gran 
población anualmente.30 Desde hace una década, tres departamentos, los 
»�Ò�ÌÁ�Î�Ò���µ� Ì�ǞÒį� å¯å�¼� �¼� �Á¼×�ë×ÁÒ����»¯µ¯×�Î¯ñ��¯Â¼�ÌÁÎ� �µ� �Á¼øµ¯�×Á�
entre la narcoganadería, grupos armados irregulares, sicariato y Fuerza de 
a�Î����Á¼±Ü¼×��ŁÌÁµ¯�¯�µį�»¯µ¯×�Î�Òį��©�¼×�Ò��¼×¯¼�Î�Â×¯�ÁÒłĹ��ì��å¯��¼�¯�Ò�
de cómo la falta de atención desde el Estado a la política educativa en estos 
�Ò��¼�Î¯ÁÒ���Á¼��µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�Ì�Î���µ�Î��µÜ×�»¯�¼×Á������Áµ�Ò��¼×�Ò�ì�±Â-
å�¼�Ò���Ò���µÁÒ�©ÎÜÌÁÒ��Î»��ÁÒ�ì�µ�Ò�Î���Ò����¼�Î�Á×Î�õ�Á31.

26 “El presidente paraguayo Mario Abdo Benítez reivindicó la dictadura de Stroessner: ‘Ipu porã la 3 de Noviembre 
�QDKDQLUL"ʜǙ��/DWLQRDP«ULFD�3LHQVD, 23 de julio de 2020, acceso el 25 de octubre de 2020, https://latinoamericapiensa.
com/el-presidente-mario-abdo-benitez-reivindico-la-dictadura-de-stroessner-ipu-pora-la-3-de-noviembre-
nahaniri/26265/.

27 “Reimpresión de Semillita crea polémica”, �OWLPD�+RUD, 7 de febrero de 2020, acceso el 27 de octubre de 2020, https://
www.ultimahora.com/reimpresion-semillita-crea-polemica-n2868887.html

28 “Lanzan ediciones limitadas de los emblemáticos libros de lectura Semillita y Estrellita”, $JHQFLD�,3, 6 de febrero de 
2020, acceso el 15 de octubre de 2020, https://www.ip.gov.py/ip/lanzan-ediciones-limitadas-de-los-emblematicos-
libros-de-lectura-semillita-y-estrellita/. “Critican homenaje de Petta a dictadura”, �OWLPD�+RUD, 8 de febrero de 2020, 
acceso el 15 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/critican-homenaje-petta-dictadura-n2869059.html.

29 Mario Rubén Marecos, Emilio Pineda, Eva Insfrán, “La gran brecha”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2019), 151-162.

30 Alcira Sosa, ('8&$5�(1�7,(0326�'(Ǡ��SDQGHPLDV�\�RWUDV�FLUFXQVWDQFLDV���5HȜOH[LRQHV�HQ�HVWDGR�GH
&RQȍQDPLHQWR�(Asunción, UNIBE, 2020), https://postgrado.unibe.edu.py/images/2020/Educar_en_tiempos_de_

FRQȑQDPLHQWRB\BRWUDVBFLUFXQVWDQFLDV�SGI�

31 Serpaj, 1RV�WUDMHURQ�PLHGR��/RV�URVWURV�GHO�GD³R��YDORUDFLµQ��GLPHQVLRQHV��WLSRORJ¯DV�\�DFWRUHV�GHO�GD³R��$GROHVFHQWHV�\�MµYHQHV�HQ�
WHUULWRULRV�GH�FRQȜOLFWR�(Asunción, Servicio Paz y Justicia, Paraguay, 2017).
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Persiste la tendencia a la invisibilización de los grupos en situación de mayor 
vulnerabilidad por razones de género, etnia, nivel socioeconómico, discapa-
cidad. Los programas dirigidos a la niñez y adolescencia son pensados exclu-
sivamente para la clase más privilegiada y de zonas urbanas32.

desafío pendiente: educación integral de la sexualidad

Uno de los desafíos pendientes en materia de educación es la recomendación 
ÒÁ�Î���µ���ÁÎ��±�����µ����Ü���¯Â¼�2¼×�©Î�µ����µ��\�ëÜ�µ¯����Ł�2\ł33. Siguen vi-
gentes las Resoluciones N.º 29664/2017 “Que prohíbe la difusión y utilización 
de materiales impresos como digitales referentes a la teoría y/o ideología de 
género, en instituciones educativas dependientes del Ministerio de Educa-
ción y Ciencias”34 y la N.º 1761/2019 “Por la cual se dispone la no utilización 
del material denominado ‘Guía para docentes sobre Educación Integral de la 
Sexualidad - Educación Permanente’, en instituciones educativas de gestión 
Áõ�¯�µį�ÌÎ¯å����ì�ÌÎ¯å����ÒÜ�å�¼�¯Á¼�������×Á�Á��µ�Ì�ǞÒŌĮ35 Ambas resolucio-
nes atentan contra las posibilidades de una educación más equitativa para 
niños, niñas y adolescentes, y son contrarias a varios acuerdos, planes y polí-
ticas nacionales e internacionales suscritos por el Estado paraguayo36.

inConvenienTeS en eL ConTexTo  
���=��V�D��C.�����=���Jr.�ɰǽȅ

�µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�×Á»Â�µ�����¯Ò¯Â¼����¼Á�Î�×ÁÎ¼�Î����µ�Ò�Ò�ÌÎ�Ò�¼�¯�µ�Ò�ÌÁÎ�
la pandemia de la covid-19 desde mediados de marzo del 2020 y, en conse-
cuencia, el MEC adoptó la modalidad de educación a distancia para el desa-

32 Patricia A. Misiego T., /RV�GHVDI¯RV�GH�OD�GRFHQFLD�IUHQWH�D�ODV�LQIDQFLDV�H[FOXLGDV�\�UHOHJDGDV (Asunción: Desarrollo, 
Participación y Ciudadanía – Instituto de Desarrollo, 2014).

33 Entre otros, ver: CDH, 2013: párrafo 13; CDESC, 2015: párrafo 29 d); EPU, 2016: párrafo 102.157 (Recomendación del Reino 
8QLGR���5HODWRU�(VSHFLDO�VREUH�HO�'HUHFKR�D�OD�6DOXG��3ĬUDV��������S£UUDIR�����

34 Véase CEDAW, 2017: párrafo 9; Comunicado de Prensa de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(Disponible en Comunicado de Prensa. CIDH lamenta la prohibición de la enseñanza de género en Paraguay. 15 de 
diciembre de 2017, https://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2017/208.asp); CDH, 2013 y 2019.

35 Disponible en https://www.mec.gov.py/cms/?ref=298357-mec-resuelve-prohibicion-y-difusion-de-materiales-sobre-
ideologia-de-genero; https://www.mec.gov.py/sigmec/resoluciones/29664-2017-RIERA.pdf; véase CDH, 2019.

36� (QWUH�HOORV��OD�/H\�1�|����������TXH�UDWLȑFD�OD�ǘ&RQYHQFLµQ�,QWHUDPHULFDQD�SDUD�3UHYHQLU��6DQFLRQDU�\�(UUDGLFDU�OD�9LROHQFLD�
Contra la Mujer”, Belém do Pará, establece que “…debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o 
conducta, basada en su género, que cause [...] daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer”. La Ley N.º 
4633/2012 “Contra el acoso escolar en las instituciones educativas públicas y privadas”, que entre sus 'HȍQLFLRQHV establece 
que las normas de convivencia tienen el objetivo de regular la conducta de todos sus integrantes, dentro de los principios 
democráticos y participativos, basados en los derechos humanos y de género. Por su parte, el Parlamento nacional cuenta 
con una Comisión de Equidad y Género; el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social cuenta con una Dirección de 
Género y un Manual de Atención Integral a Víctimas de Violencia Intrafamiliar y de Género; la Policía Nacional cuenta 
con un Manual de Procedimientos de Actuación Policial para la Atención a Víctimas de Violencia Doméstica y de Género; 
la Secretaría de la Función Pública del Estado paraguayo tiene un Protocolo de actuación ante casos de violencia laboral, 
con perspectiva de género; la Corte Suprema de Justicia tiene una Secretaría de Género y un Observatorio de Justicia y 
Género; la Dirección General de Estadística, Encuestas y Censos tiene una plataforma digital denominada Atlas de Género 
(https://atlasgenero.dgeec.gov.py/); el Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG) tiene una Dirección General de 
Género y Juventud Rural, que debe trabajar con el MEC en los programas de educación rural; el Ministerio del Ambiente y 
Desarrollo Sostenible cuenta con una Estrategia Nacional de Género ante el Cambio Climático.
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ÎÎÁµµÁ���µ�ÌÎÁ��ÒÁ�����¼Ò�À�¼ñ�Ņ�ÌÎ�¼�¯ñ�±���¼�×Á�ÁÒ�µÁÒ�¼¯å�µ�Ò�ì�»Á��µ¯��-
des del sistema educativo nacional. 

¡Tu ESCuELA EN CASA! El MEC presentó el documento Plan de Educa-
ción en tiempos de pandemia ¡Tu escuela en casa!37 La plataforma digital 
habilitada para las clases virtuales se denominaba de igual forma. El minis-
×�Î¯Á�Ìµ�¼×�Â�©�Î�¼×¯ñ�Î�Ŋµ�Ò��µ�Ò�ÒŌ��Ì�µ�¼�Á���µ���Ò×Î�×�©¯������ÌÎ�¼�¯ñ�±��
consistente en envío y descarga de tareas y no como proceso pedagógico a 
través del cual se generan actividades de enseñanza adecuadas al contexto, 
características de los estudiantes y en función a posibilidades/limitaciones 
de los recursos digitales. 

CRISIS ALIMENTARIA. El cierre de las escuelas implicó una crisis alimen-
×�Î¯��Ì�Î��µ��»�ìÁÎǞ�����µ�Ò�¨�»¯µ¯�Ò�ÍÜ��������¼���µ�Ò��Ò�Ü�µ�Ò�ÌÝ�µ¯��Òį�ì��
ÍÜ���µ�����ÒÁ���¼Ü×Î¯�¼×�Ò�ÒÜõ�¯�¼×�Ò����»Ü��Ò�¼¯À�Ò�ì�¼¯ÀÁÒ��¼�������Ò�Á-
lar depende del programa de alimentación escolar. Solo durante el año 2017, 
102.851 niños(as) menores de 5 años requirieron complemento nutricional 
del Programa Alimentario Nutricional Integral (PANI) porque sus familias 
no pueden proveerles del alimento necesario.38 Una de las primeras accio-
nes del ministro Eduardo Petta San Martín fue condicionar la entrega de 
alimentos al cumplimiento de las tareas escolares39. Luego, amenazó a los 
Ì��Î�Ò�ì�µ�Ò�»��Î�Ò��Á¼���¼Ü¼�¯�ÎµÁÒŁ�Òł���µ�Ò��Á¼Ò�±�ÎǞ�Ò�EÜ¼¯�¯Ì�µ�Ò�ÌÁÎ�
los Derechos del Niño, la Niña y el Adolescente (Codeni), como medida para 
“garantizar el derecho a la educación”40. Además, desde la Federación Nacio-
nal de Estudiantes Secundarios (Fenaes) se denunció que los kits repartidos 
contenían productos vencidos o incluso en descomposición y, en algunos 
��ÒÁÒį��Î�¼�¯¼ÒÜõ�¯�¼×�ÒĮ��Ò×��©Î�»¯Á�����Ò×Ü�¯�¼×�Ò���¯µ¯×Â�Ü¼��µǞ¼���×�µ�-
fónica para recibir denuncias sobre casos similares. Llegaron a recepcionar 
llamadas por más de 26 situaciones irregulares en la entrega de kits41. Hasta 
la fecha, no existe ninguna explicación del MEC con relación a las mismas. 

FALENCIAS EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS TECNoLoGíAS DE LA 
INFoRMACIÓN Y LA CoMuNICACIÓN (TIC) EN EDuCACIÓN.� �µ� ��±Á�
acceso a las TIC es un gran obstáculo para la educación a distancia y se da 
principalmente en las zonas más vulnerables de Asunción y el departamento 
Central, en las zonas rurales y las comunidades indígenas. Existen incon-
gruencias entre los datos de acceso presentados por el MEC, el presidente de 
µ��X�ÌÝ�µ¯���ì�ÌÁÎ�ÁÎ©�¼¯Ò»ÁÒ�¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ�ÒĮ��¼×Î��µÁÒ��Ò×Ü�¯�¼×�Ò�»�×Î¯-

37 Presentado en abril, véase https://www.mec.gov.py/cms_v2/adjuntos/15716?1589908264.

38 Cobertura General del Programa Alimentario Nutricional Integral (PANI) por Año 2013- 2018, acceso el 8 de octubre de 
������KWWSV���GULYH�JRRJOH�FRP�ȑOH�G��41[�/Z$B+�F�V'\M0),XD&1.5$;5\O9��YLHZ�

39 “Petta condiciona entrega de kits alimenticios a cambio de tareas”, �OWLPD�+RUD, 27 de abril de 2020, acceso el 23 de octubre 
de 2020, https://www.ultimahora.com/petta-condiciona-entrega-kits-alimenticios-cambio-tareas-n2882299.html.

40 Memorándum N.º 1044 de la Dirección de Educación Capital del 9 de julio de 2020. 

41 “Fenaes denuncia más irregularidades en entrega de kits”, Hoy, 2 de abril de 2020, acceso el 23 de octubre de 2020, 
https://www.hoy.com.py/nacionales/fenaes-denuncia-mas-irregularidades-en-entrega-de-kits.html.
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�Üµ��ÁÒ��¼��µ�Ò��×ÁÎ�ÌÝ�µ¯�Áį��µ�Ċăŧ�¼Á�ÌÁÒ�������ÒÁ���2¼×�Î¼�×��¼�µÁÒ�Á©�-
res y 50% en el caso del sector privado42. Sin embargo, el ministro, durante 
su interpelación43 en el Senado el 13 de mayo de 2020, declaró que reciben 
respuestas de 918.343 estudiantes (un 60% de la totalidad del estudiantado). 
�µ�ÌÎ�Ò¯��¼×����� µ��X�ÌÝ�µ¯��į�ÌÁÎ�ÒÜ�Ì�Î×�į����µ�Î���¼�ÒÜ� ¯¼¨ÁÎ»�����©�Ò-
tión que 1.500.000 estudiantes y 80.000 docentes acceden gratuitamente a 
la plataforma (virtual)44Į�\�©Ý¼�Ü¼�Ì��¯�Á����¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ÌÝ�µ¯�����µ�ć����
mayo de 2020, el MEC reporta que son 245.279 personas y no distingue entre 
estudiantes y docentes.45 Más adelante, Unicef Paraguay, en su Encuesta de 
percepción sobre la covid-19 en Paraguay, publica datos similares: apenas un 
22% accede a la educación mediante plataformas web habilitadas para las 
clases virtuales, mientras el 52% de los estudiantes declaró que sus docentes 
envían tareas por WhatsApp o correo electrónico. Es decir, el acceso a los 
materiales se da gracias a que dichos docentes están costeando paquetes de 
datos de Internet por cuenta personal46. 

Pese a que el Fondo para la Excelencia de la Educación y la Investigación 
Ł*��2ł�õ¼�¼�¯����Ò���ăāĂą��µ�ÌÎÁ©Î�»�����ŊE�±ÁÎ�»¯�¼×Á����µ�Ò��Á¼�¯�¯Á-
¼�Ò�����ÌÎ�¼�¯ñ�±��»��¯�¼×�� µ�� ¯¼�ÁÎÌÁÎ��¯Â¼����a2���¼��Ò×��µ��¯»¯�¼×ÁÒ�
educativos y unidades de gestión educativa en Paraguay”, con 112 millones 
de dólares, a cinco años de iniciado, la suspensión de las clases presencia-
les y la implementación de la educación a distancia a causa de la pandemia 
de la covid-19 desnudaron las falencias del sistema educativo en cuanto a 
implementación de las TIC en educación. En mayo de 2020 se aprobó una 
reprogramación de dicho programa a partir de un diagnóstico que da cuen-
×�į��¼×Î��Á×Î�Ò��ÁÒ�Òį����µ����±���±��Ü�¯Â¼į�µ�Ò�¯¼×�Îå�¼�¯Á¼�Ò��¯Òµ���Ò�ì�µ����Ò-
coordinación entre los componentes, la ausencia de estrategia para comple-
mentar las intervenciones en diferentes niveles y la falta de registro de las 
personas capacitadas por el programa47.

Aunque el MEC ha reportado que 40.000 estudiantes no se comunicaron lue-
go del inicio de las clases a distancia48, y la Asociación de Instituciones Edu-
cativas Privadas del Paraguay (AIEPP) ha declarado que alrededor de 30.000 
�Ò×Ü�¯�¼×�Ò�»¯©Î�ÎÁ¼����Ò�Ü�µ�Ò�ì��Áµ�©¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ49į��Ý¼�¼Á�Ò���Ü�¼×���Á¼�

42 “¿Cómo es la infraestructura de internet en Paraguay?”, 7HGLF, 7 de mayo de 2020, acceso el 23 de octubre de 2020, 
https://www.tedic.org/como-es-la-infraestructura-de-internet-en-paraguay/.

43 Sesión Extraordinaria de la Cámara de Senadores - 13-05-2020.

44� 6HJXQGR�,QIRUPH�2ȑFLDO�GHO�SUHVLGHQWH�0DULR�$EGR�%HQ¯WH]�������DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���
informepresidencial.gov.py/.

45� ǘ6ROLFLWXG���������'RFXPHQWDFLµQ�UHVSDOGDWRULD�VREUH�c7X�HVFXHOD�HQ�FDVD�Ǚ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��
DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

46 Unicef, (QFXHVWD�GH�SHUFHSFLRQHV�VREUH�&RYLG����HQ�3DUDJXD\ (Asunción: Unicef, 2020).

47� &$)((,�5HVROXFLµQ�1�|���������������'LVSRQLEOH�HQ�KWWSV���QXEH�VWS�JRY�S\�V�I�DL%%3DL1[N%\R�SGIYLHZHU�

48 “Educación establece orientaciones para evaluar en pandemia”, �OWLPD�+RUD, 22 de julio de 2020, acceso el 23 de octubre 
de 2020, https://www.ultimahora.com/educacion-establece-orientaciones-evaluar-pandemia-n2896139.html.

49 “Alto índice de desmatriculados preocupa al sector privado educativo”, Hoy, 18 de junio de 2020, acceso el 22 de octubre 
de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/alto-indice-de-desmatriculados-preocupa-al-sector-privado-educativo.
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datos acerca de este proceso. El Plan de Educación en tiempos de pandemia 
del MEC prevé en el mes de noviembre del 2020 una evaluación del mismo.

CAPACITACIoNES CoN PERSPECTIVAS CoNTRARIAS A LA CIENCIA Y 
A LoS DERECHoS. Durante la pandemia continuó la alianza y colaboración 
del MEC con la organización confesional Funda Joven50 –fundación cuestio-
nada por realizar, durante una capacitación docente, apología al maltrato 
infantil como forma de “curar” el suicidio51–. La alianza es para capacitacio-
¼�Ò����Á��¼×�Òį�Ì�ÎÁ��µ� �¼¨ÁÍÜ��¼Á�ÌÁÒ���Ì�ÎÒÌ��×¯å���¯�¼×Ǟõ���ì������Î�-
chos52Į�f¼Á����µÁÒ�Ò�»¯¼�Î¯ÁÒ�Î��µ¯ñ��ÁÒ��¼��Á¼±Ü¼×Á�̈ Ü���µ����Ŋ\�µÜ��2¼×�©Î�µ�
del Niño”, dirigido a educadores y padres de familias.53 Una de las exposito-
ras fue la actriz mexicana María Antonieta de las Nieves –conocida como 
Ŋ>���¯µ¯¼�Î¯¼�Ō�ÌÁÎ�ÒÜ�Ì�ÎÒÁ¼�±���¼��µ�ÌÎÁ©Î�»�����×�µ�å¯Ò¯Â¼�Ŋ�µ���åÁ���µ�
ĉŌ�ń�ÒÁ�Î��ÌÎ�å�¼�¯Â¼���µ���ÜÒÁ���FFžĮ�\Ü��ëÌÁÒ¯�¯Â¼�×ÜåÁ�Ü¼���ÁÎ��±���Á¼-
×Î�Î¯Á��µ�Î��Á»�¼���Á�ÌÁÎ��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ�
(MSPyBS), pues utilizó eufemismos para referirse a los genitales, siendo que 
en los materiales del MSPyBS orientados a docentes recomiendan enseñar a 
FFž�µ�Ò�Ì�Î×�Ò���µ��Ü�ÎÌÁ��Á¼�ÒÜÒ�¼Á»�Î�Ò�ì�Ò¯¼�×��Ý�Ò54 55.

INCERTIDuMBRE EN CuANTo AL REGRESo. Al momento del cierre de 
este informe se están debatiendo protocolos de regreso a clases semipre-
senciales para algunos niveles56�ì�Ü¼�ÌÜ¼×Á��Á¼øµ¯�×¯åÁ�ÒÁ¼�µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�
de salubridad necesarias para garantizar la salud de docentes y estudiantes. 
Muchas instituciones educativas no cuentan con las condiciones mínimas 
de infraestructura y se requiere reparación/adecuación para 12.939 aulas y 
ĄĮąĈĆ�Ò�¼¯×�Î¯ÁÒĹ��¼�»Ü�ÁÒ���ÒÁÒ��ì���±Á�����ÒÁ����©Ü��ÌÁ×��µ��ì��¯ÒÌÁÒ¯-
�¯Â¼�õ¼�µ����Î�Ò¯�ÜÁÒ57.

50 Ministerio de Educación y Ciencias, Resolución N.º 12595 del 10 de junio de 2015, Resolución N.º 15973 del 30 de agosto 
de 2016 y Resolución N.º 14686 del 23 de mayo de 2017.

51 Maximiliano Manzoni, “El plan de Petta para la salud mental de los niños: una ONG evangélica”, (O�6XUWLGRU, 13 de agosto 
de 2019, https://elsurti.com/reportaje/2020/08/05/el-plan-de-petta-para-la-salud-mental-de-los-ninos-una-ong-
evangelica/.

52 Seminarios Virtuales “Salud Emocional del Docente”: https://www.mec.gov.py/cms_v4/?ref=299718-inicio-ciclo-
de-seminarios-virtuales-que-buscan-fortalecer-la-salud-emocional-del-docente; https://www.mec.gov.py/
cms/?ref=299724-seminario-virtual-manejo-del-estres-ansiedad-y-depresion-con-gran-convocatoria-de-docentes.

53 Realizado el 22 de agosto por medio de la plataforma Teams, con transmisión en vivo por Facebook. Con las 
disertaciones de la psiquiatra Dra. Cynthia Oviedo, la Mag. psicóloga Patricia Cañiza, el Lic. psicólogo Christian Verdún 
y la participación especial de la actriz mexicana María Antonieta de las Nieves, más conocida como “La Chilindrina” de 
la serie televisiva “El Chavo del 8”.

54 Pepa Horno Goicoechea y F. Javier Romeo Biedma, /D�5HJOD�GH�.LNR��*X¯D�'LG£FWLFD�SDUD�HGXFDGRUHV�(Madrid: Federación 
de Asociaciones para la Prevención del Maltrato Infantil, 2011), 9. Publicada en la web del Ministerio de Salud Pública 
y Bienestar Social del Paraguay como material de apoyo del Programa de Promoción y prevención de una vida libre de 
violencia.

55 Campaña “Todos somos responsables” de Unicef Paraguay (2019), https://www.unicef.org/paraguay/todos-somos-
responsables.

56 Decreto N.º 4220/2020 del Poder Ejecutivo, https://www.mspbs.gov.py/dependencias/portal/adjunto/05e25a-
DECRETO4220anl90l72.pdf.

57 Juntos por la Educación, )LQDQFLDPLHQWR�S¼EOLFR�GH�OD�HGXFDFLµQ�HQ�HO�3DUDJXD\��1RWDV�SDUD�HO�GHEDWH�\�FRQVWUXFFLµQ�GH�SRO¯WLFDV�
S¼EOLFDV (Asunción: Juntos por la Educación, 2019).
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preSUpUeSTo en eDUCaCión

\¯©Ü��Î�ÌÎ�Ò�¼×�¼�Á��µÎ����ÁÎ���µ�ąŧ���µ�V2�į�Ü¼Á���� µÁÒ�»�Ò���±ÁÒ���� µ��
región. Aunque la creación del Fondo para la Excelencia de la Educación y 
µ�� 2¼å�Ò×¯©��¯Â¼�Ò¯©¼¯õ�Â�Ü¼��å�¼����¼��µ�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á��¯ÒÌÁ¼¯�µ��Ì�Î�� µ�Ò�
ÌÁµǞ×¯��Ò���Ü��×¯å�Òį���Ò���ÍÜ��¯¼¯�¯Â�ÒÜ�¯»Ìµ�»�¼×��¯Â¼��¼��µ�ăāĂą�Ò����±Â�
de cumplir el mandato constitucional de otorgar a la educación un mínimo 
del 20% del gasto del Gobierno Central.58 En la elaboración del Presupuesto 
General de la Nación 2021, el Estado plantea una política de austeridad59. 
Esta austeridad implicaría recortes a las instituciones del Estado del área 
social –entre las que se encuentra el MEC–, que sufrirían una reducción del 
7,6% (USD 83.762.972) en comparación al 2020.

COnClUsiOnEs

La educación en derechos humanos es la traducción pedagógica del proyecto 
político que se deriva del derecho a la educación y esta concepción sigue sin 
�¼�Á¼×Î�Î�ÒÜ� µÜ©�Î��¼� µ����Ü���¯Â¼�ÌÝ�µ¯���ìį��¼�×¯�»ÌÁÒ���� µ���Áå¯�ŅĂĊį� µ��
incertidumbre se profundizó más.

En el contexto de la pandemia, el MEC impulsó una propuesta de educación 
virtual dirigida a docentes y establecimientos escolares que no contaban con 
las experiencias ni con los recursos culturales y tecnológicos básicos para 
garantizar la continuidad pedagógica en entornos virtuales.

En Paraguay creció la matrícula, pero no necesariamente por asistir a la es-
�Ü�µ��Ò���ÌÎ�¼���»�Ò�ì�»�±ÁÎĮ�>Á�ÍÜ���¼×ÎÂ��¼��Î¯Ò¯Ò��µ���ÎÎ�Î� µ�Ò��Ò�Ü�µ�Ò�
ÌÁÎ�µ��Ì�¼��»¯��¼Á��Ò��µ��ÌÎ�¼�¯ñ�±��ńÍÜ��ì���Ò×�����¼��Î¯Ò¯Ò���Ò���»Ü�Á�
antes–60, sino el sistema de gestión comunitario, de cuidados y de alimenta-
�¯Â¼�ÍÜ��¯»Ìµ¯�����µ���Ò�Ü�µ��ÌÝ�µ¯���Ì�Î��µ�Ò�¨�»¯µ¯�Ò��¼�Ò¯×Ü��¯Â¼����åÜµ-
nerabilidad.

Las condiciones de desigualdad profundizadas en el campo educativo mues-
tran la ausencia de la perspectiva de derechos en el enfoque del MEC y en 
sus propuestas e iniciativas puntuales ante la pandemia. El balance de los 
25 años revela, por su parte, que esta ausencia no es precisamente un rasgo 
novedoso sino un modo histórico de funcionamiento institucional. El he-
cho instala inquietudes e incertidumbres sobre las posibilidades efectivas 
de producir una transformación educativa que permita realizar a plenitud 

58 Lila Molinier, (O�'HUHFKR�D�OD�(GXFDFLµQ�\�HO�*DVWR�3¼EOLFR�HQ�3DUDJXD\�(Asunción: Servicio Paz y Justicia, Paraguay, 2016).

59 “En 2021 la deuda llegará a 34,8% del PIB, según Hacienda”, $%&�&RORU, 8 de septiembre de 2020, acceso el 29 de octubre 
de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/09/08/en-2021-la-deuda-llegara-a-348-del-pib-segun-hacienda/.

60 Ramón Corvalán, “Derecho al aprendizaje: un derecho postergado”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2007), 430-439.
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�µ�¼Ý�µ�Á���Ò¯�Á���µ���Î��Á���µ����Ü���¯Â¼�ÍÜ���Ò�µ����Ü���¯Â¼��¼���Î��ÁÒ�
humanos.

Es urgente y necesario un debate democrático y participativo sobre las con-
�¯�¯Á¼�Ò�Î��µ�Ò����µ��ÌÁ�µ��¯Â¼�Ì�Î��������Î���Ü¼����Ü���¯Â¼�ÌÝ�µ¯��į�©Î�×Ü¯-
ta, emancipadora y pertinente.

rECOMEnDaCiOnEs

A partir del balance de los 25 años de la situación del derecho a la educación 
y el análisis correspondiente al 2020, debe destacarse la vigencia de casi la 
mayoría de las recomendaciones formuladas en los informes anuales desde 
su primera edición61. Pese a ello, se insiste en:

 Ǻ žÎ×¯�Üµ�Î�µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò���Ü��×¯å�Ò��Á¼�µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÒÁ�¯�µ�Ò��±��Ü×���Ò�ÌÁÎ�
otras instancias, como el Ministerio de Agricultura y Ganadería, el Minis-
terio de Salud, el Ministerio de la Niñez y la Adolescencia, el Ministerio de 
Desarrollo Social y la Secretaría de Emergencia Nacional, principalmente 
aquellas orientadas a las poblaciones más vulnerabilizadas, como las de 
apoyo a la agricultura familiar campesina e indígena.

 Ǻ Aprobar el Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos e imple-
mentar una política nacional de educación en derechos humanos.

 Ǻ Aumentar el presupuesto de educación en al menos un 0,5% anual, hasta 
alcanzar el 6% del PIB, como parte de la estrategia de lucha contra la po-
breza.

 Ǻ Promover investigaciones multidisciplinarias que puedan dar cuenta de 
µÁÒ�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ�Ò�Î�×ÁÒ��¼��Ü�¼×Á��µ�»�±ÁÎ�»¯�¼×Á����µ����µ¯������Ü��×¯å���¼�
�µ�Ì�ǞÒį�ì�ÌÁ��Î�×�¼�Î��å¯��¼�¯���¯�¼×Ǟõ���ÒÁ�Î��µ��¯¼�¯��¼�¯�����µÁÒ�¨��×Á-
res pedagógicos y los factores socioeconómicos que determinan la calidad 
Ì�Î��»�±ÁÎ�Î�µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò���Ü��×¯å�ÒĮ

 Ǻ Elaborar e implementar una Política Nacional de Educación Integral de 
µ�� \�ëÜ�µ¯���� �¯�¼×Ǟõ��į� µ�¯��į� �Á¼�Ì�ÎÒÌ��×¯å�����©�¼�ÎÁ� ì������Î��ÁÒ�
Ü»�¼ÁÒ��¼��ÁÁÎ�¯¼��¯Â¼��Á¼��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�
Social y el Ministerio de la Niñez y la Adolescencia para todas las institu-
ciones educativas del país, que incluya la formación docente de todos los 
niveles.

61 A modo de ejemplo, basta mencionar que en el informe de 1996 ya se llamaba la atención sobre “el deterioro de la 
calidad de la enseñanza pública”.
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 Ǻ Convertir la asignatura optativa de Autoritarismo en la Historia Reciente 
��µ�V�Î�©Ü�ì��¼�Ì�Î×��Áõ�¯�µ���µ��ÜÎÎǞ�ÜµÜ»����µ�Ò��Ò¯©¼�×ÜÎ�Ò����0¯Ò×ÁÎ¯��
y Ciencias Sociales.

 Ǻ Repensar las políticas de alimentación escolar dándoles un sentido comu-
nitario, pedagógico y nutricional, más allá de la entrega de víveres, or-
ganizar programas de huertas escolares, cantinas saludables, talleres de 
ciencias a través de la cocción de alimentos.

 Ǻ E�±ÁÎ�Î�µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�µ��ÁÎ�µ�Ò����µ�ÒŁÁÒł��Á��¼×�Ò��¼�×�Î»¯¼ÁÒ����Ò�-
larios acordes a sus responsabilidades, estímulos para la formación con-
tinua y actualización pedagógica, e investigar sus condiciones de salud 
física y mental.

 Ǻ Generar procesos de evaluación de manera participativa con los gremios 
�Á��¼×�Ò���õ¼����×�¼�Î���×ÁÒ��Ü�¼×¯×�×¯åÁÒ�ì��Ü�µ¯×�×¯åÁÒį�ÍÜ��Ì�Î»¯×�¼�
×Á»�Î�»�±ÁÎ�Ò����¯Ò¯Á¼�Ò��¼�µ��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼���Ü��×¯å�Į�

 Ǻ Investigar con mayor profundidad las brechas en el acceso al servicio de 
Internet, a las Tecnologías de la Información y la Comunicación a nivel te-
rritorial, con énfasis en sus posibilidades, limitaciones y condicionantes.

 Ǻ Promover y respetar la autonomía de las y los estudiantes para formar 
sus organizaciones, elegir a sus representantes y manifestarse cuando lo 
�Á¼Ò¯��Î�¼�¼���Ò�Î¯Á�ÌÁÎ� �µ� �Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á���� ÒÜÒ���Î��ÁÒį� Ò¯¼�¼¯¼©Ý¼�
×¯ÌÁ����Î�ÌÎ�Ò¯Â¼į�¼¯�Î�ÌÎ�Ò�µ¯�Ò�ÌÁÎ��±�Î��Î�ÒÜ�Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�ÌÎÁ×�©Â¼¯���
y libertades cívicas.





derechos lingüísticos

rUmbo aL DeCenio De 
LaS LengUaS inDígenaS: 

impULSar La pLaniFiCaCión 
LingüíSTiCa

�Ä� �½� ǾǼǾǼ� Þ�� �êÃ×½�� êÄ�� ������� ��� ½�� ×ÚËÃê½¤��¬ÌÄ� ��� ½�� =�ü� DɌċ�
ȀǾȁǽɒǾǼǽǼ� ɶ���=�Ä¤ê�Þɷɇ�Ùê�� Ú�¤½�Ã�Äæ�� ½ËÞ��Úæ®�ê½ËÞ��ËÄÞæ¬æê�¬ËÄ�½�Þ�
relativos al uso de los idiomas en el país, y garantiza los derechos lingüís-
ticos a ser salvaguardados. El artículo analiza el nivel de garantía del de-
Ú��©Ë���õ¬õ¬Ú��Ä�½��½�Ä¤ê��×ÚË×¬���½��Äā��Ë�©�Þæ���½�×Ú�Þ�Äæ�Ɍ�]����Þæ����
que son necesarios planes de normalización de las lenguas habladas en 
�½�×�®Þɇ�½��×½�Ä¬Ĉ���¬ÌÄ�½¬Ä¤î®Þæ¬���ü�Ã�üËÚ�×Ú�Þê×ê�ÞæË�×�Ú��½�Þ�×Ë½®æ¬��Þ�

lingüísticas.

paLabraS CLaveS: derechos lingüísticos, guaraní, políticas lingüísti-
��Þɇ�×½�Ä¬Ĉ���¬ÌÄ�½¬Ä¤î®Þæ¬��ɇ�×ê��½ËÞ�¬Ä�®¤�Ä�ÞɌ

miguel Ángel verón
fundación yvy marãe’Ӻ
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balanCE DE lOs 25 añOs

anTeCeDenTeS

>�� �Á¼�¯�¼�¯�� ���Î��� ��� µ�� ¼���Ò¯���� ��� ÌÎ�Ò�Îå�Î� µ�� �¯å�ÎÒ¯���� µ¯¼©ßǞÒ×¯-
����Á»Á� µ��ÌÎÁ»Á�¯Â¼�ì���¨�¼Ò����� µÁÒ���Î��ÁÒ� µ¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒ���×�¼���� µÁÒ�
Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒ���µ�Ò¯©µÁ�Ì�Ò��ÁĮ��¼�ĂĊĊć�Ò���ÌÎÁ�Â��¼���Î��µÁ¼�į��ÒÌ�À�į� µ��
���µ�Î��¯Â¼�f¼¯å�ÎÒ�µ����µÁÒ���Î��ÁÒ�>¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒį�ÍÜ���Ò��µ�ÌÎ¯»�Î��Á�Ü-
mento internacional sobre estos derechos. La Declaración fue producto de 
una reunión de 61 ONG, 41 centros de escritores del PEN Club y 40 expertos 
�¼���Î��ÁÒ�µ¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒ����×Á�Á��µ�»Ü¼�ÁĮ�>���Á¼åÁ��×ÁÎ¯�����µ���Á¼¨�Î�¼-
�¯��EÜ¼�¯�µ������Î��ÁÒ�>¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒ�Ł�E�>ł�¨Ü��Ü¼��¯¼¯�¯�×¯å����µ��Á»¯-
×�����aÎ��Ü��¯Á¼�Ò� ì���Î��ÁÒ�>¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒ���µ�V�F��µÜ�� 2¼×�Î¼��¯Á¼�µ� ì�
el CIEMEN (Centre Internacional Escarré per a les Minories Ètniques i les 
Nacions), con el apoyo moral y técnico de la Unesco1.

En Paraguay, en las instituciones académicas y los espacios de defensa de los 
derechos humanos, se empezó a hablar de ellos ya en el presente siglo. Pro-
ducto de esa conciencia, la Codehupy incorporó en sus informes los artículos 
ÒÁ�Î����Î��ÁÒ�µ¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒ���Ò��������Á����ÀÁÒ2.

LeY De LengUaS

La sinergia construida entre varias instituciones e individualidades fue gra-
å¯×�¼×��Ì�Î����¨�¼��Î�µ���¯å�ÎÒ¯����µ¯¼©ßǞÒ×¯��į��ÒÌ��¯�µ»�¼×��µ��¼ÁÎ»�µ¯ñ�-
ción y normativización de la lengua guaraní. Resultado de estos esfuerzos 
sinérgicos fue la promulgación de la Ley N.º 4251/2010 de Lenguas, en di-
�¯�»�Î�����ăāĂāĮ��Ò×��¼ÁÎ»�×¯å���Î�Â�µ��\��Î�×�ÎǞ�����VÁµǞ×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ×¯��Ò�
(SPL) y la Academia de la Lengua Guaraní (ALG), y estableció las modalida-
��Ò����Ü×¯µ¯ñ��¯Â¼���µ�©Ü�Î�¼Ǟ�ì��µ���Ò×�µµ�¼Á��Á»Á�µ�¼©Ü�Ò�Áõ�¯�µ�Òį��µ�×¯�»-
po de disponer las medidas adecuadas para promover y garantizar el uso de 
las lenguas indígenas y asegurar el respeto de la lengua de señas3.

Se logró esta histórica ley gracias a la primavera democrática que duró cua-
tro años y en el marco del Bicentenario de la Independencia Nacional. A un 
año de su promulgación, en el Año del Bicentenario, se conformó la Secreta-

1 Comité de seguimiento de la Declaración Universal de Derechos Lingüísticos, Declaración Universal de Derechos 
/LQJ¾¯VWLFRV��%DUFHORQD��,QVWLWXW�Gʜ(GLFLRQV�GH�OD�'LSXWDFLµ�GH�%DUFHORQD���������KWWSV���ZZZ�SHQFDWDOD�FDW�ZS�FRQWHQW�
uploads/2016/02/dlr_espanyol.pdf.

2 Miguel Ángel Verón, “Las lenguas y los derechos humanos en Paraguay”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������
(Asunción: Codehupy, 2008), 375-399.

3 Perla Álvarez y Lilian Coronel, “Una ley postergada, pese a muchas declamaciones de apoyo”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\�������$VXQFLµQ��&RGHKXS\������������������(GJDU�5ROµQ�%U¯WH]��ǘ+DFLD�XQD�GLJQLȑFDFLµQ�UHDO�GH�OD�OHQJXD�
guaraní”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2011), 95-110.
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ÎǞ�����VÁµǞ×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ×¯��Òį�ì����ÁÒ��ÀÁÒį�µ��ž����»¯�����µ��>�¼©Ü��+Ü�Î�¼Ǟ�
(el 12 de octubre de 2012)4. 

SeCreTaría De poLíTiCaS LingüíSTiCaS,
Sin preSUpUeSTo ni pLan De 
normaLizaCión De LaS LengUaS

�¼��µ�Ò�©Ü¼�Á��ÀÁ�����ë¯Ò×�¼�¯�į�µ��\��Î�×�ÎǞ�����VÁµǞ×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ×¯��Ò�×ÜåÁ�
un presupuesto de aproximadamente 8.000 millones de guaraníes. Lamen-
×��µ�»�¼×�į� �Ò��ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Áį����ÌÁÎ� ÒǞ� ��±Áį� ¨Ü�� Î��ÁÎ×��Á��� ��Ò¯� µ��»¯×���
��ÒÌÜ�Ò���µ�©ÁµÌ��Ì�Îµ�»�¼×�Î¯Á����±Ü¼¯Á����ăāĂăĮ��¼��Ò×ÁÒ�Á�Á��ÀÁÒį�¼Ü¼���
fue repuesto ese presupuesto ni recibido aumento alguno5.

Así como exige la Ley de Lenguas6, son necesarios planes de normalización 
de las lenguas habladas en el país. Desde su creación, sin embargo, la SPL no 
���µ��ÁÎ��Á�¼¯¼©Ý¼�Ìµ�¼����¼ÁÎ»�µ¯ñ��¯Â¼���� µ�Ò� µ�¼©Ü�Òį��ÒÌ��¯�µ»�¼×��
del guaraní, a pesar de la exigencia de la normativa señalada. Su presupues-
×Á���×Ü�µ�Ò¯©Ü��Î�ÌÎ�Ò�¼×�¼�Á�Ü¼���Ò�¯Î��Ì�Î��µ���¯å�ÎÒ¯����µ¯¼©ßǞÒ×¯�����µ�
Ì�ǞÒĮ�\¯¼�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á��¯©¼Á�¼¯�Î��ÜÎÒÁÒ�Ü»�¼ÁÒ��Ü�µ¯õ���ÁÒ�ì�ÒÜõ�¯�¼×�Ò�
en cantidad, será imposible para esta secretaría asegurar el cumplimiento 
���ÒÜÒ�Á�±�×¯åÁÒ�»¯Ò¯Á¼�µ�Ò����©�Î�¼×¯ñ�Î�µÁÒ���Î��ÁÒ�µ¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒį��Ò×��µ�-
cidos en la Ley de Lenguas.

avanCeS, obSTÁCULoS Y DeSaFíoS

En el marco normativo, se han logrado avances muy importantes, como la 
promulgación de Ley de Lenguas y otras normativas que garantizan los de-
Î��ÁÒ�µ¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒĮ�žÒ¯»¯Ò»Áį�µ���Î���¯Â¼�ì�ÌÜ�Ò×���¼�¨Ü¼�¯Á¼�»¯�¼×Á����µ��
\��Î�×�ÎǞ�����VÁµǞ×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ×¯��Ò�ì�µ��ž����»¯�����µ��>�¼©Ü��+Ü�Î�¼ǞĮ����
igual forma, se valoran los progresos en la educación para garantizar a los 
pueblos indígenas el derecho a recibir alfabetización en sus lenguas y vivir 
en ellas, amén de los pasos dados para promover la lengua de señas. 

Empero, los avances para el goce de estos derechos no condicen con las polí-
×¯��Ò�µ¯¼©ßǞÒ×¯��Ò�µÁ©Î���Òį��ÒÌ��¯�µ»�¼×��Ì�Î��©�Î�¼×¯ñ�Î���µÁÒ���µ�¼×�Ò����
µ��µ�¼©Ü��©Ü�Î�¼Ǟį�¯�¯Á»��Áõ�¯�µ���µ��Ò×��Áį��µ���Î��Á���å¯å¯Î��¼�ÒÜ�µ�¼©Ü��ì�
no seguir siendo presionados compulsivamente para abandonarla y abrazar 
el castellano, lengua de prestigio y de la administración del Estado. 

4 Edgar Rolón Brítez, “Entre la novedad del discurso y la continuidad del statu quo”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������
(Asunción: Codehupy, 2012), 109-138.

5 Miguel Ángel Verón, “Año Internacional de las Lenguas Indígenas: el derecho a vivir en la propia lengua en riesgo”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 244.

6 Edgar Rolón, “El triunfo del status quo”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2013), 87-101.
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Tampoco se han podido superar racionalidades adversas a la diversidad 
µ¯¼©ßǞÒ×¯��į� å�Î×��Î���Ò��¼��µ� ¯»�©¯¼�Î¯Á��Áµ��×¯åÁ�ÌÁÎ� µ�Î©ÁÒ� Ò¯©µÁÒ�����Á-
µÁ¼¯�µ¯Ò»Á��Üµ×ÜÎ�µ�ì�µ¯¼©ßǞÒ×¯�Áį��ÒÌ��¯�µ»�¼×��Ì�Î��¼ÁÎ»�µ¯ñ�Î��µ�ÜÒÁ����µ��
µ�¼©Ü��©Ü�Î�¼Ǟį��Á»Á�¯�¯Á»��Áõ�¯�µ���µ��Ò×��ÁĮ�

>��Ý¼¯��� ¨ÁÎ»�����©�Î�¼×¯ñ�Î� µ�� �Á¼Ò�Îå��¯Â¼į� Î�å¯×�µ¯ñ��¯Â¼� ì�ÌÎÁ»Á�¯Â¼�
��� µ���¯å�ÎÒ¯���� µ¯¼©ßǞÒ×¯����Ò� µ��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼���µ�ÌÎ�Ò�¼×��ì���µ� ¨Ü×ÜÎÁ����
las lenguas7Į�v��Ò×��×�Î���ÌÎ��×¯��»�¼×��¼Á�µ����¯¼¯�¯��Á��Ý¼��µ��Ò×��Á�Ì�-
raguayo.

sitUaCiÓn DEl DErECHO

LAS LENGuAS oFICIALES. �Á¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ»�¼×�į�µ�Ò��ÁÒ�µ�¼©Ü�Ò�Áõ�¯�µ�Ò�
���µ��X�ÌÝ�µ¯���ÒÁ¼��µ���Ò×�µµ�¼Á�ì��µ�©Ü�Î�¼ǞĮ��µ���Ò×�µµ�¼Á�ń�ÒÜ»¯�Á�ÌÁÎ��µ�
�Ò×��Á�Ì�Î�©Ü�ìÁ��Á»Á�µ�¼©Ü�����×Î���±Á���Ò����µ�»Á»�¼×Á����µ��¯¼��Ì�¼-
dencia nacional– es de uso normal en el país en todos los ámbitos. Sus ha-
blantes no reciben del Estado ninguna discriminación, ya que él se comuni-
ca con ellos en su lengua, sea en forma oral o escrita. La deuda histórica del 
Estado es con la lengua guaraní, lengua proscripta del Estado y perseguida 
¯¼±ÜÒ×�»�¼×�į���Ì�Ò�Î����ÍÜ��¯Ò×ÂÎ¯��»�¼×����Ò¯�Á��µ�¯�¯Á»����Ò¯�Ý¼¯�Á���µ�
país. Sus hablantes han soportado las discriminaciones y segregaciones más 
øµ�©Î�¼×�Ò�Ò¯¼�Ì�Î�¼©Â¼į�ÍÜ¯ñ�Òį��¼�µ��¯Ò×ÁÎ¯��»Ü¼�¯�µĮ

En la actualidad, esta y las demás lenguas del país tienen una cartera del Es-
×��Á�ÍÜ��µ�Ò��×¯�¼��ĭ�µ��\��Î�×�ÎǞ�����VÁµǞ×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ×¯��ÒĮ��µ�©Ü�Î�¼Ǟ�×¯�¼��
Ü¼��Ü�ÎÌÁ��Áµ�©¯��Á�ÍÜ��×Î���±��ÒÜ���Ò�ÎÎÁµµÁ�¯¼×�Î¼Áį��Ò����¯Îį�ÒÜ��ÁÎÌÜÒį�
que es la Academia de la Lengua Guaraní. Esta institución se compone ac-
×Ü�µ»�¼×�����Ąā������»¯�ÁÒ����¼Ý»�ÎÁ�ì�»�Ò����ąā�»¯�»�ÎÁÒ��ÁÎÎ�ÒÌÁ¼-
�¯�¼×�ÒĮ�0��ÌÜ�µ¯���Á�µ��ÁÎ×Á©Î�¨Ǟ��ì�µ��©Î�»�×¯���Áõ�¯�µ�Òį�ì��Ò×���ÀÁ��ÌÎÁ�Â�
el Diccionario General de la Lengua Guaraní8. De esta manera, esta lengua 
propia del país está pasando por un proceso de estandarización y moderni-
zación promitentes, que facilita su uso en todos los ámbitos de interacción 
social, como una lengua moderna. 

�µ���Ò�ÎÎÁµµÁ���� ÒÜ��ÁÎÌÜÒ�¼Á��Ò���Á»Ì�À��Á�ÌÁÎ� ÒÜ�ÜÒÁ�Áõ�¯�µį� µ�»�¼×�-
blemente: su uso es todavía escaso en la administración. Por otra parte, el 
guaraní está pasando por un proceso inusitado de sustitución de parte del 
castellano. En más de 30 años de vida democrática, el Estado paraguayo no 
��Ò¯�Á���Ì�ñ�����ÎÎ��¯��Î�ÌÎ�±Ü¯�¯ÁÒį�̄ ��ÁµÁ©Ǟ�Ò���å�ÎÒ�Ò���ÒÜ�¼ÁÎ»�µ¯ñ��¯Â¼�
y asimetrías sufridas por esta lengua, con relación a la lengua castellana. La 

7 David Crystal, /D�PXHUWH�GH�ODV�OHQJXDV (Madrid: Cambridge University Press, 2001).

8 “Academia de la Lengua Guaraní aprobó primer diccionario”, 6HFUHWDU¯D�GH�3RO¯WLFDV�/LQJ¾¯VWLFDV, 5 de noviembre de 2020, 
en http://www.spl.gov.py/es/index.php/noticias/academia-de-la-lengua-guarani-aprobo-primer-diccionario.
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relación diglósica9��¼×Î��µ�Ò��ÁÒ�µ�¼©Ü�Ò�Áõ�¯�µ�Ò���Ì�Î±Ü�¯���Á�ì�»�µµ��Á�
ÌÎÁ¨Ü¼��»�¼×���¼�µÁÒ���µ�¼×�Ò�����Ò×��¯�¯Á»��ÌÎÁÌ¯Áį�ì�Ì�Î±Ü�¯���Á�ÒÜ�ÌÁ-
Ò¯�¯Á¼�»¯�¼×Á�ÒÁ�¯�µĮ�\¯��¯�¼��¼�µ����×Ü�µ¯�����ë¯Ò×��Ü¼��ÌÁµǞ×¯���µ¯¼©ßǞÒ×¯���
clara para su normalización, en la práctica sus hablantes siguen amordaza-
�ÁÒ�ì��»ÌÜ±��ÁÒ������¼�Á¼�Îµ��ì���Î�ñ�Î�µ��µ�¼©Ü����µ�ÌÁ��Î�Ł�µ���Ò×�µµ�¼Áł�
para vivir, estudiar, recibir atención médica, informarse y encontrar puestos 
laborales.

RECoNoCIMIENTo oFICIAL A LA LENGuA DE SEñAS PARAGuAYA 
(LSPY). �¼��µ�ÌÎ�Ò�¼×���ÀÁį��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�ÌÎÁ»Üµ©Â�µ��>�ì�FĮû�ćĆĄāĺăāăā�
ŊWÜ��Á×ÁÎ©��Î��Á¼Á�¯»¯�¼×Á�Áõ�¯�µ���µ��>�¼©Ü�����\�À�Ò�V�Î�©Ü�ì��Ł>\VìłŌį�
ÍÜ��×¯�¼��ÌÁÎ�Á�±�×Á�Á×ÁÎ©�Î�Î��Á¼Á�¯»¯�¼×Á�Áõ�¯�µ���µ��µ�¼©Ü�����Ò�À�Ò�Ì�-
Î�©Ü�ì���Á»Á�µ�¼©Ü�±������Á»Ü¼¯���¯Â¼į����¯¼Ò×ÎÜ��¯Â¼į����ÌÎÁ»Á�¯Â¼����
µ�� ¯��¼×¯���į� µ�� �Üµ×ÜÎ�� ì� µÁÒ� ��Î��ÁÒ� µ¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒį� Î��Á¼Á�¯�¼�Áµ�� �Á»Á�
primera lengua de las personas con discapacidad auditiva del Paraguay, 
para la participación plena y efectiva en la sociedad. Con respecto a las otras 
lenguas, sigue el mismo marco normativo de los años anteriores a este in-
forme.

�¼� ăāăāį� �µ� 2¼Ò×¯×Ü×Á� F��¯Á¼�µ� ��� ��Ü���¯Â¼� \ÜÌ�Î¯ÁÎ� Ŋ�ÎĮ� X�Ýµ� V�À�Ō�
(INAES) habilitó un Profesorado en Lengua de Señas (Resolución DGFPE 
FĮû�ăāĺăāăāłĮ��Ò×��ÌÎÁ¨�ÒÁÎ��Á�Ŋ×¯�¼���Á»Á�Á�±�×¯åÁ��Î¯¼��Î��µ�Ò¯Ò×�»����Ü-
cativo profesionales docentes sordos con competencias para la enseñanza 
de Lengua de Señas Paraguaya”10. El Instituto Técnico Superior de Estudios 
�Üµ×ÜÎ�µ�Ò�ì�>¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒ�våì�E�Î��ōӻ viene enseñando, con la habilitación 
del Ministerio de Educación y Ciencias (MEC), el Curso Taller de Lengua de 
Señas Paraguaya, donde se capacitan numerosas personas, especialmente 
docentes, para comunicarse en esta lengua.

uNIDADES LINGüíSTICAS ESPECIALIZADAS EN EL PoDER EJECuTI-
Vo. E��¯�¼×�����Î�×Á�FĮû�ĈĊĈĺăāĂĈį��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ��Ò×��µ��¯Â��¼�×Á�ÁÒ�µÁÒ�
KÎ©�¼¯Ò»ÁÒ�ì��¼×¯����Ò���µ��Ò×��Á�ŁK��ł���Ì�¼�¯�¼×�Ò���µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�
Ü¼¯����Ò�µ¯¼©ßǞÒ×¯��Òį�Ì�Î��¯»ÌÜµÒ�Î�µ��¼ÁÎ»�µ¯ñ��¯Â¼����µ��µ�¼©Ü��©Ü�Î�¼ǞĮ�
�¼��µ�×¯�»ÌÁ��Á»ÌÎ�¼�¯�Á��¼��Ò×��¯¼¨ÁÎ»�į��Ò×�Ò�Ü¼¯����Ò�Ò¯©Ü�¼�×Î���±�¼-
do. A través de ellas se han iniciado procesos de normalización del guaraní 
�Á»Á�µ�¼©Ü��Áõ�¯�µ��¼�µÁÒ�ÁÎ©�¼¯Ò»ÁÒ���Ì�¼�¯�¼×�Ò���µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁĮ�>�Ò�
personas responsables de estas unidades son nombradas por resolución, al-
©Ü¼�Ò��Á¼�Áõ�¯¼�Ò�ì�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×ÁÒ�ÌÎÁÌ¯ÁÒĮ��¼��µ�ÌÎ�Ò�¼×���ÀÁį����µ�Ò�ĊĆ�¯¼Ò-
×¯×Ü�¯Á¼�Ò���Ì�¼�¯�¼×�Ò���µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁį�ćă��Ü�¼×�¼��Á¼�Î�ÒÁµÜ�¯Â¼����
�Î���¯Â¼����µ�Ò�Ü¼¯����ÒĮ�����Ò×����¼×¯���į���Î������ăā��Ò×�¼�×Î���±�¼�Á��¼�

9 La diglosia se presenta en una situación de convivencia entre dos lenguas en el seno de una población o territorio, 
GRQGH�XQD�GH�ODV�OHQJXDV�JR]D�GH�PD\RU�HVWDWXV�\�HV�GH�XVR�RȑFLDO��\�OD�RWUD�HV�UHOHJDGD�D�VLWXDFLRQHV�VRFLDOHV�LQIHULRUHV�
y a la oralidad. En Paraguay, históricamente el castellano ha sido la lengua de prestigio y de uso escrito administrativo, y 
el guaraní relegado a la oralidad, fuera de la administración del Estado y del sistema educativo. 

10 INAES, Profesorado en Lengua de Señas [en línea], 2020, https://www.inaes.edu.py/index.php/carrera/carreras/
carreras-de-pregrado/profesorado-en-lengua-de-senas.
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�ÁÁÎ�¯¼��¯Â¼��Á¼�µ��\��Î�×�ÎǞ�����VÁµǞ×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ×¯��ÒĮ�žµ�Î�ÒÌ��×Áį�Ò��Î��Á-
nocen los esfuerzos prodigados por las autoridades y los técnicos de la SPL. 
El mencionado decreto se va desarrollando a través de la Red de Normali-
ñ��¯Â¼����µ��>�¼©Ü��+Ü�Î�¼Ǟ��¼�µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Òį�ÍÜ��Ò���»Ì�ñÂ���
poner en funcionamiento ya en el año 2014. Por tal motivo, hoy se observan 
��Î×�µ�ÎǞ�Ò���¯¼¨ÁÎ»��¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��¼�©Ü�Î�¼Ǟ�ì���Ò×�µµ�¼ÁĹ��ÒǞ�×�»�¯�¼�Ò��
��Ò�ÎÎÁµµ�¼���Îµ�Ò����Ò�¼Ò¯�¯µ¯ñ��¯Â¼�µ¯¼©ßǞÒ×¯���ì��ÜÎÒÁÒ��Á»Ü¼¯��×¯åÁÒ����
lengua guaraní. Esta red también se está impulsando en gobernaciones y 
municipios. Muchas acciones importantes tendientes a la gradual normali-
zación del uso oral y escrito de la lengua guaraní se están desarrollando en 
los departamentos, a pesar de las limitaciones, incluida la pandemia de la 
covid-19.

PoDER JuDICIAL. Este poder del Estado cuenta con una Dirección de Polí-
×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ×¯��Ò�4Ü�¯�¯�µ�Òį��Î���������Á�Á��ÀÁÒį�ÍÜ��×Î���±��Ì�Î��¨ÁÎ»�Î�
operadores y auxiliares de Justicia con competencia comunicativa oral y es-
�Î¯×���¼��»��Ò�µ�¼©Ü�Ò�Áõ�¯�µ�Òį���×Î�å�Ò����µ��f¼¯�������VÁµǞ×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ-
×¯��Ò�4Ü�¯�¯�µ�Ò�ì�µ��f¼¯�������X�µ��¯Á¼�Ò�2¼×�Î¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ�ÒĮ�aÎ���±���Á¼�
la Academia de la Lengua Guaraní y la Academia Paraguaya de la Lengua 
�ÒÌ�ÀÁµ���¼�µ��¼ÁÎ»�µ¯ñ��¯Â¼����ÜÒÁ����µÁÒ�¯�¯Á»�Ò�Áõ�¯�µ�Òį��µ�©Ü�Î�¼Ǟ�ì��µ�
��Ò×�µµ�¼ÁĮ��¼��Ò×��Ò�¼×¯�Áį���×Ü�µ»�¼×��̈ Ü¼�¯Á¼�Î¯ÁÒ�ì�̈ Ü¼�¯Á¼�Î¯�Ò�±Ü�¯�¯�-
µ�Ò�Ò����Ì��¯×�¼��¼��µ��Á»¯¼¯Á����µ��µ�¼©Ü�Į�VÎÁ���µ�»�¼×�į��Ò×Á���¯¼øµÜ¯�Á�
�¼�µ��Î��µ¯ñ��¯Â¼�����µ©Ü¼ÁÒ�±Ü¯�¯ÁÒ�ÁÎ�µ�Ò��¼�µ�¼©Ü��©Ü�Î�¼Ǟ�ì���Ò×�µµ�¼Áį�ì�
en la publicación de algunas resoluciones también en ambas lenguas. Por 
�±�»ÌµÁį��µ�4Üñ©��Á����µ��F¯À�ñ�ì�ž�Áµ�Ò��¼�¯����µ�VÎ¯»�Î�aÜÎ¼Á����µ���¯Î-
cunscripción Judicial de Guairá dictó el A. I. N.º 316 del 6 de octubre de 2020 
�¼�å�ÎÒ¯Â¼��¯µ¯¼©ß���ÒÌ�ÀÁµŅ©Ü�Î�¼Ǟį��¼�Ü¼���ÒÁ�ÍÜ��¯¼åÁµÜ�Î����Ü¼���Áµ�Ò-
cente perteneciente a la comunidad indígena mbya guaraní11.

PoDER LEGISLATIVo. Este poder del Estado es el que ha hecho menos por 
¼ÁÎ»�µ¯ñ�Î� µ�� µ�¼©Ü�� ©Ü�Î�¼ǞĮ� �¼� �µ� ăāĂĉį� µ�� ��»�Î�� ��� \�¼��ÁÎ�Ò� õÎ»Â�
un Convenio de Cooperación con la Fundación Yvy Marãe’ӻ, para que estu-
�¯�¼×�Ò���µ�2¼Ò×¯×Ü×Á�a��¼¯�Á�\ÜÌ�Î¯ÁÎ�����Ò×Ü�¯ÁÒ��Üµ×ÜÎ�µ�Ò�ì�>¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒ�
Yvy Marãe¶ӻį��ÒÌ��Ǟõ��»�¼×�����µ����ÎÎ�Î�����aÎ��Ü��¯Â¼���2¼×�ÎÌÎ�×��¯Â¼�
Castellano-guaraní, pudieran realizar pasantías y traducir del castellano al 
guaraní los diarios de sesiones y materiales de publicación de esta cámara12. 
�¯�Á��Á¼å�¼¯Á���Ò¯�Á�Î�¼Áå��Á�ì��µ�×Î���±Á��ÁÁÌ�Î�×¯åÁ�Ò¯©Ü�Į��µ�\�¼��Á�
×�»�¯�¼�������Á¼×�Î��Á¼�Ü¼���¯Î���¯Â¼�ÍÜ���×¯�¼���µÁÒ�×�»�Ò�µ¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒį�
�ÒÌ��¯�µ»�¼×���µ�ÜÒÁ�Áõ�¯�µ����µ��µ�¼©Ü��©Ü�Î�¼ǞĮ

11 “Se desarrolló juicio oral en guaraní y castellano en Caacupé”, &RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLD, 9 de agosto de 2016, acceso el 25 
de octubre de 2020, https://www.pj.gov.py/notas/12648-se-desarrollo-juicio-oral-en-guarani-y-castellano-en-caacupe.

12 “Firman convenio sobre uso de Lengua Guaraní en la Cámara de Senadores”, &£PDUD�GH�6HQDGRUHV, 21 de marzo de 2018, 
DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�GH�������HQ�KWWS���ZZZ�VHQDGR�JRY�S\�LQGH[�SKS�QRWLFLDV�QRWLFLDV�SUHVLGHQFLD�����ȑUPDQ�
convenio-sobre-uso-de-lengua-guarani-en-la-camara-de-senadores-2018-03-21-15-59-47.
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LIMITACIoNES PRESuPuESTARIAS DE LAS PoLíTICAS LINGüíS-
TICAS. Estas acciones tendientes a la normalización de la lengua guaraní, 
�Á»Á�µ�¼©Ü��Áõ�¯�µ�±Ü¼×Á��µ���Ò×�µµ�¼Á��¼�µ����»¯¼¯Ò×Î��¯Â¼į�ÒÁ¼�¯»ÌÁÎ×�¼-
×�Òį�Ì�ÎÁ�×Á×�µ»�¼×��¯¼ÒÜõ�¯�¼×�ÒĮ�>��\V>į�ÌÁÎ�»�Ò�åÁµÜ¼×���ÍÜ��×�¼©�¼�ÒÜÒ�
directivos y técnicos, no puede mucho con el paupérrimo presupuesto e ín-
õ»����¼×¯�������×��¼¯�ÁÒĮ��¼�µ����×Ü�µ¯���į��Ò×����Î×�Î��×¯�¼��Ü¼�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò-
to anual inferior a 5.000 millones de guaraníes, suma que se considera un 
�©Î�å¯Á�Ì�Î��µ���¯å�ÎÒ¯����µ¯¼©ßǞÒ×¯���Ì�Î�©Ü�ì�Į�>��¯¼Ò×¯×Ü�¯Â¼��Ü�¼×���Á¼�
apenas 20 técnicos en las tres direcciones generales, incluidos los directores. 
�ÒÁÒ� ×��¼¯�ÁÒ� ×¯�¼�¼�ÍÜ����Ò�Á�µ�ÎÒ��Ì�Î�� �×�¼��Î� µ�Ò��ÁÒ� µ�¼©Ü�Ò�Áõ�¯�-
les, las veintenas de lenguas indígenas, la lengua de señas y otras lenguas de 
comunidades de migrantes. Humana y técnicamente es imposible encarar 
ÌÁµǞ×¯��Ò�µ¯¼©ßǞÒ×¯��Ò�ÒÁÒ×�¼¯��Ò�ì��ë¯×ÁÒ�Ò��Á¼��Ò��ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á�ì�µ¯»¯×��ÁÒ�
recursos humanos. Esta secretaría deberá contar –como mínimo– con 100 
×��¼¯�ÁÒ��µ×�»�¼×���ÒÌ��¯�µ¯ñ��ÁÒ��¼�ÌÁµǞ×¯��Ò�ì�Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�µ¯¼©ßǞÒ×¯��Ò13, 
y con un presupuesto por lo menos diez veces mayor que el actual. Sin estos 
recursos, el Estado paraguayo seguirá siendo responsable del debilitamiento 
ì����µ��ÌÁÒ¯�µ���¯Ò»¯¼Ü�¯Â¼����µ���¯å�ÎÒ¯����µ¯¼©ßǞÒ×¯���Ì�Î�©Ü�ì�Į

LA PANDEMIA DE LA CoVID-19 Y LA PRoMoCIÓN DE LAS LENGuAS. 
Las crisis pueden ofrecer grandes oportunidades. La SPL, con el apoyo del 
�Á¼Ò�±Á������Ü���¯Â¼�2¼�Ǟ©�¼����µ�E��į���×Î���±��Á��ÜÎ�¼×���µ�ÌÎ�Ò�¼×��
año en la elaboración y difusión de audiovisuales breves sobre prevención de 
la covid-19 en cuatro lenguas: qom, nivaclé, guaraní occidental y enxet sur. 
Además de estos, no se ha podido recoger si se publicaron otros materiales 
¯¼¨ÁÎ»�×¯åÁÒ��¼� µ�Ò�Á×Î�Ò� µ�¼©Ü�ÒĮ�f¼���Î��Á� µ¯¼©ßǞÒ×¯�Á���Ò¯�Á��Ò��Á¼×�Î�
con informaciones sobre la salud en la lengua propia; auspiciosamente, aho-
ra existe esa conciencia sobre ese derecho. En el guaraní paraguayo también 
existen informaciones acerca de la pandemia, pero no en el volumen como 
Ò��»�Î����Ü¼�� µ�¼©Ü��Áõ�¯�µĮ��¼��Ò×�� µ�¼©Ü�į� ÒǞ� Ò�� Î��µ¯ñ�ÎÁ¼�»Ü�ǞÒ¯»�Ò�
actividades de promoción y difusión durante la pandemia. Numerosos semi-
narios, congresos, conversatorios, charlas y actividades de diferentes tipos 
fueron organizados en manera virtual. Los medios virtuales son importan-
tísimas herramientas para la promoción y difusión de las lenguas, y consti-
tuyen medios para acercar a las personas que viven en diferentes partes del 
mundo.

LAS LENGuAS INDíGENAS. El Estado atiende las lenguas indígenas. Se 
Á�Ò�Îå��ÍÜ���Ü×ÁÎ¯����Ò���� µ��\��Î�×�ÎǞ�����VÁµǞ×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ×¯��Ò� ì� µ���¯-
rección General de Educación Escolar Indígena (DGEEI) del Ministerio de 
��Ü���¯Â¼�ì��¯�¼�¯�Ò�×Î���±�¼��Î×¯�Üµ���»�¼×��Ì�Î��©�Î�¼×¯ñ�Î��� µÁÒ��¯¨�-
rentes pueblos indígenas el derecho a vivir en sus lenguas y ser alfabetizados 

13 En Paraguay, ni una sola universidad ofrece carreras de grado y de posgrado en Antropología, Lingüística, 
Traductología, Terminología, Políticas Lingüísticas. Las universidades paraguayas, especialmente las públicas, siguen 
con deudas históricas con las culturas y lenguas paraguayas. El Estado debe proveer becas para que profesionales 
paraguayos(as) estudien estas carreras en el exterior. 
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en ellas. La SPL viene esforzándose desde hace unos años en la revitalización 
���µ�Ò�µ�¼©Ü�Ò�»�Ò��»�¼�ñ���Ò�����ë×¯¼�¯Â¼��¼��µ�Ì�ǞÒĭ��µ�©Ü�¼��ì��µ�»�¼±Ü¯Į�
Igualmente, está haciendo lo mismo con el angaité, otra lengua en situación 
���Ì�µ¯©ÎÁĮ� >ÁÒ� ×Î���±ÁÒ���ÒÌµ�©��ÁÒ�ÌÁÎ� µ�� ��Î×�Î�� ×¯�¼�¼� Î�ÒÜµ×��ÁÒ�»Üì�
alentadores.

Desde el MEC, a través de la DGEEI, a partir de su creación hace 13 años, se 
están encarando acciones para garantizar la alfabetización de los pueblos en 
sus respectivas lenguas. Muchos de los pueblos ya tienen materiales propios 
para la alfabetización, elaborados en su lengua. Otros están en proceso de 
elaboración de materiales propios, a partir de palabras generadoras.

Es de poner de relieve que muchos pueblos, con el apoyo del Estado, están 
×Î���±�¼�Á��µ���Ò�ÎÎÁµµÁ�¯¼×�Î¼Á����ÒÜÒ�µ�¼©Ü�Òį��Ò����¯Îį��µ��ÁÎÌÜÒį����»�-
nera que ellas sean estandarizadas y modernizadas para ser empleadas en 
todos los ámbitos de interacción. Los nivaclé cuentan con una Comisión Lin-
©ßǞÒ×¯��į�ì��Ò×�¼�¯»ÌÜµÒ�¼�Á�µ���Î���¯Â¼����Ü¼��ž����»¯�����µ��>�¼©Ü�Į�>ÁÒ�
ayoreo y los aché guaraní también están siguiendo en esa línea. 

DECENIo DE LAS LENGuAS INDíGENAS. A nivel mundial, la conciencia 
ì�µ����¨�¼Ò�����µ���¯å�ÎÒ¯����µ¯¼©ßǞÒ×¯��į��ÒÌ��¯�µ»�¼×��µ�Ò�µ�¼©Ü�Ò�¯¼�Ǟ©�-
nas (que representan más del 50% de las lenguas a nivel mundial), se han 
expresado en la celebración, en el 2019, del Año Internacional de las Lenguas 
Indígenas, de manera a poner de relieve el peligro de desaparición que las 
amenaza. Las ricas experiencias y los resultados alentadores logrados para 
la defensa, revitalización y promoción de las lenguas indígenas durante la 
celebración del Año Internacional de las Lenguas Indígenas motivaron que 
la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptara el 18 de diciembre de 
2019 una resolución proclamando al periodo 2022-2032 como Decenio de las 
>�¼©Ü�Ò�2¼�Ǟ©�¼�Òį��ÜìÁ��±�����ÎÜ×���Ò×Î�×�©¯����Ò��µ��»ÌÁ��Î�»¯�¼×Á����µÁÒ�
��µ�¼×�Ò�����Ò�Ò�µ�¼©Ü�ÒĮ��µ�ÌÎ�Ò�¼×���ÀÁ�ì��µ�ăāăĂ�Ò�Î�¼����Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�
Ì�Î���¼��Î�Î��Ò×������¼¯Áį���±Á� µ�� �ÁÁÎ�¯¼��¯Â¼���� µ��f¼�Ò�ÁĮ�žµ� Î�ÒÌ��×Áį�
en la Declaración de Los Pinos (Chapoltepek) se sentaron las bases para esta 
Ìµ�¼¯õ���¯Â¼14. El documento contiene los principios fundamentales, las 
orientaciones estratégicas, las consideraciones temáticas, las directrices de 
aplicación para el Decenio Internacional de las Lenguas Indígenas, así como 
el calendario a seguir.

14 “Declaración de Los Pinos”, 8QHVFR, 15 de julio de 2020, acceso el 25 de octubre de 2020, https://en.unesco.org/sites/
GHIDXOW�ȑOHV�ORVBSLQRVBGHFODUDWLRQBMXO\�����SGI�
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COnClUsiOnEs

Se recomienda aprovechar los años venideros, en el marco del Decenio In-
×�Î¼��¯Á¼�µ����µ�Ò�>�¼©Ü�Ò�2¼�Ǟ©�¼�Òį�Ì�Î��µ��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�µ¯¼©ßǞÒ×¯����¼��µ�
Ì�ǞÒĮ�VÎ��¯Ò�»�¼×�į� µ��Ý¼¯���»�¼�Î�����ÌÎ�Ò�Îå�Î� µ���¯å�ÎÒ¯���� µ¯¼©ßǞÒ×¯���
Ì�Î�©Ü�ì���Ò���×Î�å�Ò����Ü¼��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�µ¯¼©ßǞÒ×¯���Ì�Î×¯�¯Ì�×¯å�į����ÁÎ×Áį�
medio y largo plazos, que resulte de esfuerzos sinérgicos entre el Estado y las 
comunidades de hablantes. En Paraguay, se deben elaborar varios planes: un 
Ìµ�¼�¼��¯Á¼�µ����µ�¼©Ü�Ò�ì�Ìµ�¼�Ò��ÒÌ��Ǟõ�ÁÒ�Ì�Î��µ��µ�¼©Ü��©Ü�Î�¼Ǟ�Ł©Ü�Î�-
ní paraguayo), las lenguas indígenas y la lengua de señas. La Ley de Lenguas 
Ł�Î×Ǟ�ÜµÁ�ĄĈł���±���Ò×�� Î�ÒÌÁ¼Ò��¯µ¯����¯Ò×ÂÎ¯����¼�»�¼ÁÒ���� µ��\��Î�×�ÎǞ��
���VÁµǞ×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ×¯��Òį��ÒÌ��Ǟõ��»�¼×���Á»Á�Ü¼��¨Ü¼�¯Â¼����µ���¯Î���¯Â¼�
+�¼�Î�µ����Vµ�¼¯õ���¯Â¼�>¯¼©ßǞÒ×¯��Į�

>��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼��Ò�Ü¼�� ¨ÁÎ»����� ¯¼×�Îå�¼�¯Â¼���µ��Ò×��Á�Ì�Î��Î�å¯×�µ¯ñ�Îį�
promocionar y normalizar la(s) lengua(s). Históricamente, ha sido concebi-
�����Ò����ÁÒ�ÌÁÒ¯�¯Á¼�Òĭ� µ��ÒÁ�¯Áµ¯¼©ßǞÒ×¯���ì��µ�¯¼Ò×ÎÜ»�¼×�µ¯Ò»Á15. Desde 
µ��ÌÎ¯»�Î�į�Ò����õ�¼���ÍÜ���Ò×��×¯ÌÁ����Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�¼Á������Á�ÜÌ�ÎÒ�����µ��
µ�¼©Ü��Ý¼¯��»�¼×�į�Ò¯¼Á����µ��ÒÁ�¯����Ĺ�Ò�������Ìµ�¼×��Î���ÍÜ��×¯ÌÁ����ÒÁ�¯�-
dad se aspira, atender las necesidades de los hablantes del idioma, que ellos 
Ò��Ò¯�¼×�¼�ÁÎ©ÜµµÁÒÁÒ����ÒÜ�µ�¼©Ü�Į���õ�¼���ÍÜ��µ��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼����µ��µ�¼©Ü��
debe contemplar los aspectos culturales. 

>��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�µ¯¼©ßǞÒ×¯���»¯Î������Ò���µ��Ì�ÎÒÌ��×¯å��̄ ¼Ò×ÎÜ»�¼×�µ¯Ò×�į��¼�
cambio, sostiene que las lenguas son solo instrumentos de comunicación, 
que ellas no guardan relación con el sistema simbólico ni con la sociedad en 
µ���Ü�µ�ÒÁ¼�ÜÒ���ÒĮ��Ò×��Ì�ÎÒÌ��×¯å��Ìµ�¼×���Ìµ�¼¯õ��Î�ÒÁµÁ�µ�Ò�µ�¼©Ü�Òį�Ò¯¼�
tener en cuenta a sus hablantes y las culturas que ellas catalizan16.

\���Á¼Ò¯��Î��ÍÜ��µ��å�Î����Î��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�µ¯¼©ßǞÒ×¯����Ò�µ���Á¼���¯���ì�å�Î-
×��Î������Ò���µ��ÌÁÒ¯�¯Â¼�ÒÁ�¯Áµ¯¼©ßǞÒ×¯��į����Á�ÍÜ��¼Á�Ò��ÌÜ���¼��µ��ÁÎ�Î�
planes y proyectos tendientes solamente al desarrollo de las lenguas, ya que 
ellas no viven solas, aisladas, sino son habladas por seres humanos concre-
tos que viven en sociedades concretas, que necesitan condiciones materiales 
Ì�Î��å¯å¯Î��¼�ÒÜ�µ�¼©Ü��ì�ÒÜ��Üµ×ÜÎ�į�ì��¼��µµ�Ò�»¯Ò»�ÒĮ�\�©Ý¼�µ��f¼�Ò�Á17, el 
territorio, la lengua y la cultura son una unidad.

15� &DUOD�$PRUµV��ǘ'LIHUHQWHV�SHUVSHFWLYDV�HQ�WRUQR�D�OD�SODQLȑFDFLµQ�OLQJ¾¯VWLFDǙ��;;;9,,�6LPSRVLR�,QWHUQDFLRQDO�
de la Sociedad Española de Lingüística (SEL), 10 de agosto de 2015), disponible en http://dadun.unav.edu/
handle/10171/21076.

16 Perla Álvarez Brítez, Mauro Javier Lugo, Manuel Fernández y Miguel Ángel Verón, &RPSLODU�OD�WHUPLQRORJ¯D�JXDUDQ¯�
H[LVWHQWH�\�HODERUDU�QXHYRV�W«UPLQRV�HQ�HO�£PELWR�GH�OD�LQIRUP£WLFD�H�LQWHUQHW, Tomo 2 (Asunción: Editorial Arandurã, 2017).

17  Ver VXSUD nota 12.
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rECOMEnDaCiOnEs

 Ǻ Preparar desde el Estado, con la participación de los pueblos indígenas, el 
Decenio de las Lenguas Indígenas, que se iniciará en el 2022.

 Ǻ ž»Ìµ¯�Î� �µ� ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á���� µ��\��Î�×�ÎǞ�����VÁµǞ×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ×¯��Òį� �Á»Á�
demostración de la voluntad política, para conmemorar el Decenio de las 
Lenguas Indígenas. 

 Ǻ Elaborar y poner en marcha un Plan Nacional de Uso de Lenguas, así 
�Á»Á�Ìµ�¼�Ò��ÒÌ��Ǟõ�ÁÒ�Ì�Î��µ��µ�¼©Ü��©Ü�Î�¼Ǟį�µ�Ò�µ�¼©Ü�Ò�¯¼�Ǟ©�¼�Ò���µ�
Ì�ǞÒ�ì�µ��µ�¼©Ü�����Ò�À�Òį���Ò���µ��\��Î�×�ÎǞ�����VÁµǞ×¯��Ò�>¯¼©ßǞÒ×¯��ÒĮ

 Ǻ *ÁÎ×�µ���Î�µ�Ò�Ü¼¯����Ò�µ¯¼©ßǞÒ×¯��Ò��ÒÌ��¯�µ¯ñ���Ò��¼�µÁÒ�ÁÎ©�¼¯Ò»ÁÒ�ì�µ�Ò�
entidades del Estado, creadas por el Decreto N.º 6797/2017. Para ello, la 
SPL debe desarrollar talleres y cursos de capacitación permanentes para 
la formación de los responsables de estas unidades, de manera que ellas 
puedan cumplir sus funciones.

 Ǻ 2»ÌÜµÒ�Î��¼�µ�Ò�Ü¼¯å�ÎÒ¯����Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ì�ÌÎ¯å���Ò���ÎÎ�Î�Ò����©Î��Á�ì�ÌÁÒ-
©Î��Á��¼�>¯¼©ßǞÒ×¯��į�ž¼×ÎÁÌÁµÁ©Ǟ�į�VÁµǞ×¯��� ì�Vµ�¼¯õ���¯Â¼�>¯¼©ßǞÒ×¯��į�
Traductología y otras que ayuden a formar profesionales para la conserva-
ción, revitalización y promoción de todas las lenguas habladas en el país. 

 Ǻ Aumentar el presupuesto de la Academia de la Lengua Guaraní para que la 
¯¼Ò×¯×Ü�¯Â¼�ÌÜ�����Ü»Ìµ¯Î�ÒÜÒ�Á�±�×¯åÁÒ�»¯Ò¯Á¼�µ�ÒĮ

 Ǻ Implementar de manera efectiva la Ley N.º 6530/2020 “Que otorga reco-
¼Á�¯»¯�¼×Á�Áõ�¯�µ���µ��>�¼©Ü�����\�À�Ò�V�Î�©Ü�ì��Ł>\VìłŌį�ì�ÌÎÁå��Î�ÌÎ�-
supuestos adecuados a las instituciones responsables de su aplicación.

 Ǻ Garantizar a los guaraní hablantes y a los pueblos indígenas el derecho a 
la tierra y territorios, ya que de esa manera se contribuirá a la preserva-
ción de sus lenguas.



derechos culturales

TiempoS aCiagoS: 
regreSión De LoS DereChoS 

CULTUraLeS en paragUaY

La tendencia regresiva en el campo de los derechos culturales se ha 
acentuado en el último año, al igual que la combinación de pensamiento 
fundamentalista, enfoque nacionalista y práctica reactiva y sectorial. La 
pandemia no solo desnuda fragilidades institucionales, sino que pone al 
descubierto sus abdicaciones y omisiones, cuyas consecuencias pueden 

ser nefastas.

paLabraS CLaveS: derechos culturales, perspectiva cultural, transver-
Þ�½¬ā��¬ÌÄɇ�×½�Ä¬Ĉ���¬ÌÄɇ�Þ¬Ä�Ú¤¬�

vladimir velázquez moreira
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balanCE DE lOs 25 añOsǽ

perSpeCTiva Y DereChoS CULTUraLeS en CUeSTión 

En Paraguay, la adopción formal de los derechos culturales es tardía respecto 
��Á×ÎÁÒ�Ì�ǞÒ�ÒĮ�>���Á��ÜÌì���Ò×¯¼��Ü¼��Ì�Î×��Á��ÒÌ��Ǟõ�Á�Ì�Î��ÒÜ��¼�µ¯Ò¯Ò�
y seguimiento, desde el 2002. Los principales instrumentos internacionales 
ÒÁ�Î���Üµ×ÜÎ��¨Ü�ÎÁ¼�Î�×¯õ���ÁÒ��¼��µ�¼Ü�åÁ�Ò¯©µÁį��Ü¼ÍÜ���µ©Ü¼ÁÒ���×�¼����
hace 30 años o más2. Sin embargo, ninguno de ellos ha logrado incidencia 
Î�µ�å�¼×���¼�µ��ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯����¼��µ�Ì�Î¯Á�Á����µ��×Î�¼Ò¯�¯Â¼���»Á�Î�×¯��į�µÁ�
cual constituye un rezago diferencial respecto a la agenda política y progra-
mática de otros derechos humanos3.

La noción de derechos culturales es un proyecto en vías de realización con 
escenarios inciertos. Mencionada recurrentemente en arenas políticas, so-
ciales y académicas, lo cultural sigue siendo el componente accesorio o resi-
dual de la clase política, el sector privado, la academia, la comunicación y la 
sociedad civil. 

�µ�»Á��µÁ��Üµ×ÜÎ�µ��Á¼Ò×ÎÜ¯�Á��ÜÎ�¼×��µ���¯�×��ÜÎ��Ò×ÎÁ¼¯Ò×��Ì�Îå¯å��±ÜÒ×�-
»�¼×���¼�µ����¼�µ¯�������µÁ�����ÒÁÎ¯Áį�ÍÜ���Ü�Î��µ���Á»Ìµ�±��µ�©¯×¯»��¯Â¼�
de una violencia estructural, que es también una violencia simbólica estruc-
tural4.

El patrimonio cultural es mayormente desconocido y está abandonado, la 
¯Ò×ÁÎ¯Á©Î�¨Ǟ��Áõ�¯�µ�Ò¯©Ü��Ò¯�¼�Á�µ��0¯Ò×ÁÎ¯Á©Î�¨Ǟ�į�µ�Ò��ëÌÎ�Ò¯Á¼�Ò�ì��Î��-
ciones no cuentan con circuitos de circulación o están obstruidas por la 
fuerza de lo típico, las culturas campesinas habitan la diáspora, los pueblos 
¯¼�Ǟ©�¼�Ò�Ò¯©Ü�¼�ÒÜ¨Î¯�¼�Á��µ��×¼Á�¯�¯Áį�µ����¨ÁÎ�Ò×��¯Â¼�µ¯¼©ßǞÒ×¯��5 avanza 
���µ�Î���»�¼×��ì�µ�Ò��Üµ×ÜÎ�Ò�ÜÎ��¼�Ò�Ò��̈ ÁÎ±�¼�Ò¯¼��Á¼Á��Î�µ���¯Ü���Į�>�Ò�Î�-
des sociales captan a una población que no ha podido crear una tradición de 
ÜÒÁ���µ��ÒÌ��¯Á�ÌÝ�µ¯�Á�×Î¯�Ü×�Î¯Á����Ü¼�Î�©¯»�¼���»Á�Î�×¯�Á��Á¼ÒÁµ¯���ÁĮ�

1 Este balance fue escrito a partir de la revisión de los informes de derechos culturales producidos por la Codehupy hasta 
la fecha. Además, se ha inspirado en una conversación con Ticio Escobar y Mabel Causarano. Sin embargo, es el autor el 
único responsable de desaciertos interpretativos.

�� (O�(VWDGR�SDUDJXD\R�UDWLȑFD��HQ�������OD�&RQYHQFLµQ�SDUD�OD�3URWHFFLµQ�GHO�3DWULPRQLR�0XQGLDO�&XOWXUDO�\�1DWXUDO��HQ�
1992, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; en 2006, la Convención sobre la Protección 
del Patrimonio Cultural Subacuático y la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial. Además, 
HQ�HO������UDWLȑFD�OD�&RQYHQFLµQ�VREUH�OD�3URWHFFLµQ�\�OD�3URPRFLµQ�GH�OD�'LYHUVLGDG�GH�ODV�([SUHVLRQHV�&XOWXUDOHV�
(2005).

3 Los derechos culturales están abordados en diversos instrumentos, sin que exista una visión articulada, ni tampoco 
mecanismos de seguimiento incisivos a nivel supranacional.

4 La violencia simbólica estructural alude a situaciones persistentes en las cuales las relaciones de poder, la 
jerarquización del espacio social y las prácticas consideradas legítimas imponen y despojan sentidos que están 
vinculados con la expresión, la creación, los ritos y las creencias, las identidades, los roles, los géneros, las normas y la 
diferencia.

5 Bartomeu Melià, “La Guerra Grande y la Lengua Guaraní”, en 0£V�$OO£�GH�OD�*XHUUD��$SRUWHV�SDUD�XQ�GHEDWH�FRQWHPSRU£QHR 
(Asunción: Secretaría Nacional de Cultura, 2016), 110.
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En una de las sociedades más desiguales de la región, el mercado es el prin-
cipal mediador ante un Estado cooptado por el clientelismo y los poderes 
fácticos6.

hiToS en La ConSTrUCCión De Un eSTaDo 
garanTe De DereChoS CULTUraLeS

NoRMATIVAS PRoMuLGADAS. En este cuarto de siglo se destacan la Ley 
Nacional de Cultura (2006), la Ley de Lenguas (2012), la nueva Ley de Patri-
monio Cultural (2016) y la Ley del Audiovisual (2018).

INSTITuCIoNALIDAD. En el 2007 se instaura la Secretaría Nacional de 
�Üµ×ÜÎ��Ł\F�łį��Á¼��µ��Á»Ìµ�±Á���Ò�¨ǞÁ����ÌÎÁ»Áå�Î�µÁÒ���Î��ÁÒ��Üµ×ÜÎ�µ�Ò�
en el país y de garantizar los deberes del Estado en la materia, a través de la 
articulación de decenas de entidades de los tres poderes del Estado y los tres 
niveles territoriales. En el nivel departamental, cabe destacar que todas las 
©Á��Î¼��¯Á¼�Ò��¯ÒÌÁ¼�¼�����µ©Ý¼�×¯ÌÁ�����Î���å¯¼�Üµ������µ���Üµ×ÜÎ�Į�X�ÒÌ��-
to a las municipalidades, no existen datos sistematizados. 

CoNSEJo NACIoNAL DE CuLTuRA (CoNCuLTuRA). Creado en el 2011, 
es un mecanismo consultivo del titular de la SNC, integrado por institucio-
¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ì�Î�ÌÎ�Ò�¼×�¼×�Ò����ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò����µ��ÒÁ�¯������¯å¯µĮ��µ�»¯Ò-
mo logra profundización y ampliación entre el 2014 y el 2016, mediante una 
asiduidad creciente y la inclusión de integrantes que amplían la diversidad. 

oTRoS DISPoSITIVoS, PLANES Y PRoGRAMAS. También enriquecen la 
institucionalidad cultural en construcción: la instauración de los Fondos de 
Cultura (2010); la conmemoración del Bicentenario de la Independencia Na-
cional (2011)7; la instauración del Sistema de Información Cultural (2011) y la 
del proceso de descentralización de la gestión cultural (2014); el Plan Maes-
tro para la Recuperación del Centro Histórico de Asunción (2015); el impulso 
del Memorial 1A - Ycuá Bolaños (2015); el Programa Regional “Más Allá de la 
Guerra” (2015)8. Además, en el 2019 se aprobó el Plan Nacional de Cultura.

�� 0LOGD�5LYDUROD��ǘ&R\XQWXUD�3RO¯WLFD��7HPLPHʜHPE\��-RDY\�KD�3RNDWX��'HUHFKRV��GHVLJXDOGDG�\�SRGHU�Ǚ��HQ�'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy), 37-50. El análisis de esta autora pone de relieve la expansión de la 
desigualdad, el clientelismo y la “feudalización” del territorio.

7 Aunque fugaz, un nuevo modelo cultural tomó expresión de multitud en el espacio público durante los eventos de 
conmemoración del Bicentenario.

8 Iniciativa gestada en la Reunión de Ministros de Cultura del Mercosur, bajo el liderazgo de Paraguay, que planteaba 
la conmemoración de los 150 años de la Guerra Grande, promoviendo lecturas plurales y vinculando la perspectiva 
QDFLRQDO�FRQ�OD�SHUVSHFWLYD�UHJLRQDO��)XH�FDQFHODGD�SRU�OD�DGPLQLVWUDFLµQ�GH�)HUQDQGR�*ULȞȑWK��TXH�SULYLOHJLµ�OD�
conmemoración basada en el enfoque nacionalista.
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reTroCeSoS Y eSTanCamienToS

El incumplimiento parcial o total afecta a las normativas promulgadas. Prác-
ticamente todos los planes y programas citados fueron interrumpidos o re-
semantizados en clave nacionalista, con excepción del Programa Memorial 
Ăž�Ņ�v�Ü���Áµ�ÀÁÒį�©Î��¯�Ò���µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼��õ��ñ����µ�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò����
åǞ�×¯»�Òį�¨�»¯µ¯�Î�Ò�ì��»¯©ÁÒ�ì��µ��µ¯¼��±�����ÒÜÒ�Î��ÜÎÒÁÒ�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×�Î¯ÁÒĮ�
El Plan Nacional de Cultura –como analizaremos más adelante– no es pro-
piamente un plan nacional. 

Las decenas de entidades vinculadas al campo cultural conforman un ar-
chipiélago institucional sin mayores conexiones entre sí y con las políticas 
ÌÝ�µ¯��Ò�Î��µ»�¼×��¯¼�¯Ò¯å�ÒĮ�>���¯¼�»¯ñ��¯Â¼��Ò×Î�×�©¯�������Á¼�Üµ×ÜÎ��¨Ü��
¯¼×�ÎÎÜ»Ì¯���±ÜÒ×�»�¼×���Ü�¼�Á��Ò×����¯¼¯�¯�¼�Á�µ��¨�Ò������Á¼ÒÁµ¯���¯Â¼Į�

TenDenCia Y obSTÁCULo

La tendencia es la regresión. Los avances para construir un Estado garante 
�����Î��ÁÒ��Üµ×ÜÎ�µ�Ò�ì���Ì�ñ�����×�¼��Î�µ���õÎ»��¯Â¼����Ì�ǞÒ�ÌµÜÎ¯�Üµ×ÜÎ�µ�
reconocido en la Constitución Nacional fueron truncados (artículo 140). Esa 
agenda –que logró instalarse por periodos– fue desplazada por otra naciona-
lista y por la práctica sectorial, operativa, eventista y reactiva. La perspectiva 
cultural sigue siendo desconocida, desvalorizada o incomprendida por am-
plias mayorías, incluso por quienes deben garantizarla y promoverla9.

Por lo tanto, aquella violencia simbólica estructural se recrudece al unísono 
��µ�»Áå¯»¯�¼×Á�¨Ü¼��»�¼×�µ¯Ò×��ÍÜ��Ò��¯¼õ�¯Á¼Â��¼�µ���Ò×ÎÜ�×ÜÎ����µ�ÌÁ��Î�
político, debilitando o anulando conquistas históricas trascendentales. 

La regresión es poderosa porque combina la continuidad de la cultura stro-
nista; la hegemonía del economicismo y de la cultura como sinónimo de 
cierto tipo de arte y de nacionalismo; la fragmentación de la sociedad civil y 
de las y los intelectuales.

sitUaCiÓn DEl DErECHO En 2020

pLan naCionaL De CULTUra: Ser o no Ser

��Ò���ÒÜ�ÌÎÁ»Üµ©��¯Â¼��¼��µ�ăāĂĊį��µ�Vµ�¼�F��¯Á¼�µ�����Üµ×ÜÎ���Ý¼�¼Á�¨Ü��
completado con metas, plazos, responsables y presupuesto, como se reco-

9 Es un problema homólogo el que enfrentan la perspectiva de género, el ambientalismo, la diversidad sexual, la 
inclusión de personas con discapacidad, la perspectiva de los derechos del niño o la alteridad étnica. Los nuevos 
paradigmas aún no han desplazado a los viejos.
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mendó en el informe precedente10. Al respecto, la SNC informó que “en este 
�ÀÁ�ăāăāį�Ò����Î��µ¯ñ��Á��µ��±ÜÒ×����� µÁÒ�ÌÎÁì��×ÁÒ���� µÁÒ�Ą�ÌÎÁ©Î�»�Ò����
acción”11.

Esta respuesta, sumada a las que expresaron algunas instituciones sobre el 
Vµ�¼į�ÒÜÒ�¯×�¼�Ü¼��ÌÎ�©Ü¼×�ĭ�Ķ�Ò�Ü¼�Ìµ�¼�¼��¯Á¼�µ�����Üµ×ÜÎ��Á��Ò�µ��Ìµ�¼¯õ-
cación de una institución? 

>��¯¼×�ÎÎÁ©�¼×����Î¯åÂ��¼�Ü¼��¯¼��©��¯Â¼�ÍÜ��¯��¼×¯õ�Â�Ò¯×Ü��¯Á¼�Ò��¯ÒÌ�Î�ÒĮ�

Hay organismos que informan varias actividades, pero no vinculan ni se 
vinculan con el Plan (Dinapi12, Senatur13, Mitic14, Mades15). Luego se encuen-
tran las entidades que demarcan competencias. El Instituto Paraguayo de 
Artesanía (IPA) expresa que “no posee articulación directa en el marco del 
Plan Nacional de Cultura”16į�Ò�µåÁ�ÌÎÁì��×ÁÒ��ÒÌ��Ǟõ�ÁÒĮ�>��\V>17, por su lado, 
»�¼¯õ�Ò×��ÍÜ��Ŋ�µ�Vµ�¼�F��¯Á¼�µ�����Üµ×ÜÎ���Ò��Á»Ì�×�¼�¯��ÌÎÁÌ¯�����µ��\�-
cretaría Nacional de Cultura, coadyuvando la SPL en las áreas de consultas 
solicitadas por dicha entidad rectora”18. 

Hubo casos en que la consulta no fue respondida (Fondec19, MOPC20) o reci-
bió respuesta contradictoria (Indi21).

De las instituciones consultadas, solo el Ministerio de Relaciones Exteriores 
ŁEX�ł��õÎ»Â�ÍÜ��×¯�¼��Î�ÒÌÁ¼Ò��¯µ¯����Ò��¼��µ�»�Î�Á���µ�Vµ�¼�F��¯Á¼�µ����
�Üµ×ÜÎ�į��Á¼Ò¯Ò×�¼×���¼�µ���Á�±��Ü�¯Â¼���µ��Á»ÌÁ¼�¼×�����Ŋ�¯ÌµÁ»��¯���Üµ-
tural”. 

10 Vladimir Velázquez y Zulma Masi, “Desidia de los garantes pone en peligro los derechos culturales”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2019), 259.

11 Información proveída por la SNC a través del Portal de Información Pública, acceso el 16 de octubre del 2019. Los tres 
programas que informa la institución son “Desarrollo Sostenible”, “Procesos Culturales” y “Bienes Culturales”.

12 La Dirección Nacional de Propiedad Intelectual (Dinapi) es responsable del Plan Nacional de Propiedad Intelectual.

13 La Secretaría Nacional de Turismo (Senatur) es responsable del Plan Maestro de Turismo y de la gestión de las Ruinas 
Jesuíticas, por citar dos ejemplos de envergadura.

14 El Ministerio de Tecnologías de la Información y Comunicación (Mitic) informa acerca de un listado amplio de acciones 
ejecutadas a nivel de medios públicos, particularmente TV Paraguay y Radio Nacional.

15� /DV�YLQFXODFLRQHV�HQWUH�HO�SDWULPRQLR�FXOWXUDO�\�HO�SDWULPRQLR�QDWXUDO�HVW£Q�GHȑQLGDV�FRQFHSWXDO�\�HVWUDW«JLFDPHQWH�
HQ�OD�&RQYHQFLµQ�GHO�3DWULPRQLR�1DWXUDO�\�&XOWXUDO�GH�OD�8QHVFR��UDWLȑFDGD�SRU�3DUDJXD\�HQ�������TXH�HV�XQR�GH�ORV�
instrumentos internacionales que enmarcan la acción del Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible (Mades).

16� ǘ6ROLFLWXG���������,QIRUPH�SDUD�HO�DUW¯FXOR�GH�GHUHFKRV�KXPDQRVǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO����
GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

17 La Secretaría de Políticas Lingüísticas (SPL) informa que debe elaborar el Plan Nacional de Promoción, Revitalización y 
Fortalecimiento de las Lenguas Indígenas, además de promover el bilingüismo en el Paraguay.

18� ǘ6ROLFLWXG���������,QIRUPH�SDUD�HO�DUW¯FXOR�VREUH�GHUHFKRV�KXPDQRVǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�
HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

19 Fondo Nacional de la Cultura y las Artes (Fondec).

20 Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones (MOPC).

21 El Instituto Nacional del Indígena (Indi) menciona que, por Ley, debe articular con los órganos responsables de cultura. 
6LQ�HPEDUJR��LQGLFD�TXH�OD�LQVWLWXFLµQ�QR�DERUGD�GH�PDQHUD�HVSHF¯ȑFD�HO�FRPSRQHQWH�FXOWXUDO�GHQWUR�GHO�3URJUDPD�GH�
Apoyo a los Pueblos Indígenas en sus Hábitat.
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Un plan nacional es intersectorial, no compete solo a una institución, aun-
que alguna puede asumir un rol coordinador. Debe tener perspectiva de Es-
tado y erigirse en un dispositivo para la transversalización. Los planes na-
cionales están convocados para interactuar entre sí, de forma colaborativa y 
sinérgica, no competitiva.

>�Ò��å¯��¼�¯�Ò�Î��Á©¯��Ò���»Ü�Ò×Î�¼��µ�Î�»�¼×��ÍÜ��Î�Ò×���Ý¼�Ü¼��Ü�¼�×Î�-
cho por recorrer para hacer del Plan Nacional de Cultura una agenda colecti-
va que sinergice diversos esfuerzos institucionales. 

inverSión en CULTUra: Una agenDa penDienTe

Sigue sin realizarse un cálculo sobre la inversión en cultura que hacen insti-
tuciones del Estado. 

Sobre la necesidad e importancia de este relevamiento, se viene observando 
y recomendando desde el 201722, a través de esta sección del informe de Co-
dehupy. 

�µ�©Î�õ�Á�Ă�Î�ÒÜµ×�����Ü¼���µ�ÜµÁ���Ò��Á��¼���×ÁÒ�ÌÎÁÌÁÎ�¯Á¼��ÁÒ�ÌÁÎ��µ©Ü-
nas instituciones.

*U£ȑFR����,QYHUVLµQ�HQ�FXOWXUD������GH�023&��63/��)RQGHF��,3$��'LQDSL�\�61&

)XHQWH��(ODERUDFLµQ�SURSLD�FRQ�LQIRUPDFLµQ�SURYH¯GD�D�WUDY«V�GHO�3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD�

22 Vladimir Velázquez, “Los desafíos de Estado en materia de derechos culturales”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2017), 263-281.

MOPC

45%

SNC

25%

Dinapi

18%

IPA

6%

SPL

2%

Fondec

4%
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La suma de la inversión de estas seis instituciones asciende a Gs. 
178.432.660.635, el 0,37% del Presupuesto General de la Nación 2020. El 45% 
corresponde al MOPC, cuya asignación señalada se vincula con sus progra-
mas de restauración del patrimonio. La SNC representa el 25%; la Dinapi, el 
18%; el IPA, el 6%; el Fondec, el 4% y la SPL, el 2%23. 

Mades, MRE, Mitic24, el Ministerio de Educación y Ciencias (MEC)25 y el Con-
Ò�±Á�F��¯Á¼�µ�����¯�¼�¯��ì�a��¼ÁµÁ©Ǟ��Ł�Á¼��ì×łį�ÌÁÎ��±�»ÌµÁį�Î��Á¼Á��¼�ÍÜ��
invierten en cultura, pero no cuentan con el cálculo hecho. El Indi alega que 
Ŋ¼Á���ÁÎ������»�¼�Î���ÒÌ��Ǟõ����µ��Á»ÌÁ¼�¼×���Üµ×ÜÎ�µŌ26.

�Ò×���±�Î�¯�¯Á�ńÍÜ���ÍÜǞ�Ò���������¨ÁÎ»��Î�¨�Î�¼�¯�µń��Ò�¯»ÌÁÎ×�¼×��ì�¼���-
sario porque favorece el conocimiento de los recursos existentes y sus ob-
±�×ÁÒ����©�Ò×ÁÒĹ�ì�ÌÎ��¯Ò���µ��µ��¼������µÁÒ�Ìµ�¼�Ò�å¯©�¼×�Òį��ÒǞ��Á»Á����ÒÜÒ�
condiciones materiales. 

Su ampliación es inexcusable para fortalecer el rigor del análisis situacional, 
µ��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�ì�µ��©�Ò×¯Â¼Į�Ķ�Â»Á�ÌÜ���¼�µ�Ò�¯¼å�ÎÒ¯Á¼�Ò����µ�Ò��¯¨�Î�¼×�Ò�
�¼×¯����Ò��Á»Ìµ�»�¼×�ÎÒ��Ì�Î����ÁÎ��Î�ÌÎÁ�µ�»�×¯��Ò�ì�Á�±�×¯åÁÒ��Á»Ü¼�Òĵ�

emergenCia paTrimoniaL

�¼��©ÁÒ×Á���µ�ăāăāį�µ���Á¼×Î�µÁÎǞ��+�¼�Î�µ����µ��X�ÌÝ�µ¯���ÌÎ�Ò�¼×Â�Ü¼�2¼-
forme de Auditoría de la Secretaría Nacional de Cultura (SNC)27, el cual puso 
���»�¼¯õ�Ò×Á��µ����¼�Á¼Á��Ò×ÎÜ�×ÜÎ�µ��¼��µ�ÍÜ��Ò���¼�Ü�¼×Î���µ�Ì�×Î¯»Á¼¯Á�
cultural del país. Además, evidenció el incumplimiento de funciones funda-
mentales en el que incurre dicha institución. 

El informe comprende once observaciones referidas a la SNC: 

1. No concluyó la reglamentación de la Ley N.º 5621/2016 “Protección 
del Patrimonio Cultural”.

ăĮ� FÁ���Î�»¯×¯�Á��Á�Ü»�¼×ÁÒ�ÍÜ��Î�øµ�±�¼�µ���Á¼¨ÁÎ»��¯Â¼���µ�\¯Ò×�-
ma Nacional del Patrimonio Cultural.

23 A diferencia del MOPC, estas cinco instituciones culturales en sentido total, por lo que todo su presupuesto es 
imputado al ámbito. En esta edición, no han contestado instituciones como el Ministerio de Industria y Comercio (MIC) 
y no se ha podido acceder al Centro Cultural de la República “El Cabildo”. 

24 Informa que medios públicos como Paraguay TV y Radio Nacional destinan importantes espacios para la difusión 
cultural. 

25 El MEC informa, por ejemplo, que el Plan Nacional de Lectura no dispone de presupuesto.

26 La respuesta del Indi es contradictoria, como se evidencia en el apartado anterior. Se presume que la institución no 
tiene una sistematización conceptual ni operativa hecha desde la perspectiva cultural. 

27 Informe Final de Auditoría de Cumplimiento a la Secretaría Nacional de Cultural, Dirección General de Control de 
Gestión Ambiental y Cultural de la CGR, Resolución CGR N.° 629/19 (artículo 1.º, numeral 64, agosto del 2020).
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3. No reglamentó los mecanismos de consulta a la ciudadanía.

4. No tiene inventariado ni catalogado el acervo de todos los museos 
�Üµ×ÜÎ�µ�Ò�¼��¯Á¼�µ�Ò������Î��×�Î�ÌÝ�µ¯�ÁĮ

5. No gestionó acciones oportunas tendientes a la conservación de las 
�Ü¼�Ò�ì�µ��Ìµ�ì����µ�µ�©Á�\¯Î�¼��Ł��ÎÎ¯×Áį�J��»�Ü�Ýłį��Á¼���Ò���å¯-
dencian vestigios arqueológicos. 

Además, el reporte expresa que: 

6. Monumentos y sitios históricos en propiedades privadas se encuen-
×Î�¼��¼��Ò×��Á�������¼�Á¼Áį�µÁ��Ü�µ�Î�øµ�±��ÍÜ��µ��\F��¼Á��ë¯©¯Â��¼�
¨ÁÎ»��ÁÌÁÎ×Ü¼��µ��Î��µ¯ñ��¯Â¼����×Î���±ÁÒ�×�¼�¯�¼×�Ò���µ���Á¼Ò�Îå�-
ción y restauración de los mismos.

ĈĮ� >��\F��¼Á��Ü�¼×���Á¼�Î�©¯Ò×ÎÁÒ�ÍÜ��Î�øµ�±�¼�µÁÒ���»�¯ÁÒ�Î��µ¯ñ��ÁÒ�
a una pieza del Museo de Independencia (restauración y otros cam-
bios).

ĉĮ� \���å¯��¼�¯�¼���õ�¯�¼�¯�Ò��¼��µ�Ò¯Ò×�»�����Ò�©ÜÎ¯�������µÁÒ�»ÜÒ�ÁÒ�
visitados.

ĊĮ� V�Î×����µ�µÁ��µ���µ�EÜÒ�Á�ŊV��ÎÁ�0�Î»ÁÒ�Ō�Ł2Òµ��f»�Ýį�J��»�Ü�Ýł�
¨Ü���µÍÜ¯µ��Á���×�Î��ÎÁÒ�Ì�Î����×¯å¯����Ò��±�¼�Ò���ÒÜÒ�õ¼�ÒĮ�

>�Ò�Ýµ×¯»�Ò��ÁÒ�Á�Ò�Îå��¯Á¼�Ò��µÜ��¼���µÁÒ�K�±�×¯åÁÒ������Ò�ÎÎÁµµÁ�\ÁÒ×�¼¯-
ble (ODS)28, y advierten que la SNC: 

ĂāĮ� FÁ�¯��¼×¯õ�Â�¼¯���ÁÌ×Â�»�×�Ò����µÁÒ�K�\�ÍÜ��å¯¼�Üµ�¼�ÒÜÒ���×¯å¯��-
des. 

11. No asumió el compromiso de los ODS y la Agenda 2030.

Varias de estas observaciones vienen siendo señaladas desde el 2017, a través 
del informe de Codehupy29, particularmente la dilación en la reglamentación 
de la Ley N.º 5621/2016 “Protección del Patrimonio Cultural”. La SNC ha to-
mado el camino de reglamentarla paulatinamente. Sin embargo, este crite-
rio se abstrae del estado de emergencia y no se condice con las motivaciones 
que promovieron la promulgación de un nuevo instrumento legislativo.

28 Conviene subrayar que los ODS no están siendo operacionalizados adecuadamente desde ninguna institución 
vinculada al ámbito cultural, como tampoco la perspectiva cultural está siendo atendida con rigor por parte de la 
Agenda Nacional de los ODS. Por otra parte, instrumentos como el SIMORE Plus evidencian que los derechos culturales 
tienen una presencia formal, vaga y dispersa.

29 Velázquez, “Los desafíos de Estado...”, 263-281
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proYeCToS CiUDaDanoS: La ConCUrSabiLiDaD 
Se ConSoLiDa, pero La DeSCenTraLizaCión 
SigUe SienDo Un DeSaFío

En el 2020, la SNC, el Fondec y el IPA, tres de las principales instituciones 
ÌÝ�µ¯��Ò� ��µ� ¼¯å�µ� ��¼×Î�µ� å¯¼�Üµ���Ò� �Á¼� �µ� ��»ÌÁ� �Üµ×ÜÎ�µį� �ÌÁì�ÎÁ¼� ăĆć�
proyectos ciudadanos, mayormente a través de mecanismos de concursa-
bilidad30. 

Fondec apoyó 154 proyectos, la SNC, 9531 y el IPA, 732. Conacyt informó que 
��õ¼�¼�¯��Á�ÌÎÁì��×ÁÒ����¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼�å¯¼�Üµ��ÁÒ��Á¼��µ���»ÌÁ��Üµ×ÜÎ�µį�
pero no cuenta con los datos organizados desde esa perspectiva33. 

Con relación a la distribución territorial, solo el Fondec presentó informa-
ción desagregada. El 68% de los proyectos que ha apoyado provienen de 
Asunción y el departamento Central. Con bastante distancia, siguen Encar-
nación (5%), Alto Paraná (4%) y Paraguarí (4%). Departamentos como Guairá, 
���©Ü�ñÝį����ñ�Ì��ì�E¯Ò¯Á¼�Ò�ÌÎ�Ò�¼×�¼�ń�����Ü¼Áń��µ�å�µÁÎ���µ�ĄŧĮ�K×ÎÁÒ�
µµ�©�¼��µ�ĂŧĮ���¼¯¼��ìÝį��ÁÍÜ�ÎÂ¼�ì�žµ×Á�V�Î�©Ü�ì�×¯�¼�¼��µ�āŧĮ

La concentración poblacional, la densidad de artistas y gestores culturales34 
y la acumulación de destrezas para la gestión de proyectos son factores que 
explicarían la concentración de apoyo en Asunción y el departamento Cen-
tral. Convendría, no obstante, que tales criterios se combinen con la diversi-
dad, la atención de minorías culturales y la disminución de asimetrías. 

Ninguna institución, salvo el IPA, informó acerca de la relación con grupos 
ÒÁ�¯�µ�Ò�Á� �Üµ×ÜÎ�µ�Ò� Ł»Ü±�Î�Òį�¼¯ÀÁÒį�¼¯À�Òį� ��Áµ�Ò��¼×�Òį� ±Âå�¼�Òį� ¯¼�Ǟ©�-
nas, personas con discapacidad, afrodescendientes, etc.). Algunas, incluso, 
aclaran que no corresponde porque existen instituciones responsables de 
dichos grupos, lo que evidencia una perspectiva claramente sectorialista.

30 No se ha podido contactar con el Centro Cultural de la República “El Cabildo” a través del Portal de Acceso a la 
Información Pública. Es una institución que apoya en número relevante proyectos ciudadanos culturales en el país. 

31 Del total de proyectos, 54 corresponden al Programa Fondos de Cultura para Proyectos Ciudadanos, 22 al Concurso de 
Creación Artística por los 150 años de la Guerra Guasu y 19 al Programa Bonos Creativos impulsado por el CIRD, con 
apoyo de la SNC. Este último en el contexto de la pandemia. 

32 En el marco del Fondo de Artesanías del Paraguay.

33� ǘ6ROLFLWXG���������,QIRUPH�SDUD�HO�DUW¯FXOR�GH�GHUHFKRV�KXPDQRVǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO����
GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

34 Son contrapartes principales del Fondec artistas y gestores culturales. Aun en baja proporción, otros sujetos y 
subjetividades. 
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eSFUerzoS eSToiCoS, pero inSUFiCienTeS  
para Frenar La DeForeSTaCión LingüíSTiCa

En el año 2020 se ha promulgado la Ley N.° 6530 que otorga el reconocimien-
×Á�Áõ�¯�µ���µ��µ�¼©Ü�����Ò�À�Ò�Ì�Î�©Ü�ì�Ò�Ł>\Vìł35, verdadero hito para una 
��� µ�Ò�»¯¼ÁÎǞ�Ò� �Üµ×ÜÎ�µ�Ò� ì� µ¯¼©ßǞÒ×¯��Ò�»�Ò� ¯¼å¯Ò¯�¯µ¯ñ���Ò� ��µ� Ì�ǞÒį� ÍÜ��
�Á¼×Î¯�Üì����»�±ÁÎ�Î�µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�Ì�Î���Ò�©ÜÎ�Î�µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�Ìµ�¼��ì�
efectiva en la sociedad.

La SPL, instancia de aplicación y regulación, debe avanzar en los pasos para 
su efectivo cumplimiento. 

�Ò×��¯¼Ò×¯×Ü�¯Â¼�×�»�¯�¼�¯¼¨ÁÎ»��ÍÜ��Ŋ�Ò×��×Î���±�¼�Á��Á¼�µÁÒ�ÌÜ��µÁÒ�©Ü�-
¼�į�»�¼±Ü¯� ì� �¼©�¯×�� �¼� µ���Á�Ü»�¼×��¯Â¼���� µ�� µ�¼©Ü�Į�FÁ�Á�Ò×�¼×�į� ÌÁÎ�
limitaciones presupuestarias no es posible un alcance a todas las lenguas en 
peligro de extinción”36.

Desde este informe se expresa un llamado al Estado para que incremente 
los esfuerzos en consonancia con la gravedad del problema. El peligro de 
extinción de varias lenguas indígenas viene siendo advertido desde el 2017, a 
partir de esta sección del informe de Codehupy37. 

La anunciada formulación del Plan Nacional de Promoción, Revitalización y 
Fortalecimiento de las Lenguas Indígenas requiere nutrirse de los aprendi-
ñ�±�Ò�ÍÜ�į��¼�»�×�Î¯�����Ìµ�¼¯õ���¯Â¼į�Ò�����¼��¼��Ò×����ÌǞ×ÜµÁį����»Á�Á���
evitar errores y procedimientos improcedentes. 

reToS De La panDemia

Ámbitos vinculados a las artes, en particular escénicas, y grupos sociales 
�Á»Á�µÁÒ�ÌÜ��µÁÒ�¯¼�Ǟ©�¼�Òį�µ�Ò�»Ü±�Î�Òį�µÁÒ�¼¯ÀÁÒ�ì�µ�Ò�¼¯À�Òį�µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
�Á¼��¯Ò��Ì��¯���į����µ��×�Î��Î������į��¼�Ò¯×Ü��¯Â¼����ÌÁ�Î�ñ�į�µ�Ò�×Î���±��Á-
ras en situación de informalidad38, así como las mipymes resienten los efec-
tos de la pandemia de forma devastadora. 

La embestida afecta también a las instituciones, siendo notoria entre las 
entidades vinculadas a los derechos culturales. Sus debilidades en la previ-
Ò¯Â¼į�Ìµ�¼¯õ���¯Â¼į� å¯Ò¯Â¼��Ò×Î�×�©¯��į� ¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼į�ÌÎ�ÒÜÎ��ì��Î×¯�Üµ��¯Â¼�

35 Ley N.º 6530/2020, Biblioteca y Archivo Central del Congreso de la Nación, acceso el 16 de octubre de 2020, https://
ZZZ�EDFQ�JRY�S\�OH\HV�SDUDJXD\DV������OH\�Q������RWRUJD�UHFRQRFLPLHQWR�RȑFLDO�D�OD�OHQJXD�GH�VHQDV�
paraguayas-lspy.

36 Secretaría de Políticas Lingüísticas, Portal de Información Pública, octubre del 2020.

37 Velázquez, “Los desafíos de Estado...”, 276.

38� 3HUȑO�TXH�FRQFHQWUD�D�ORV�WUDEDMDGRUHV�GH�ORV�£PELWRV�YLQFXODGRV�FRQ�OD�FXOWXUD��
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fueron desnudadas. Si bien se han promovido acciones coordinadas entre 
organismos en torno a actividades de contingencia, no se ha organizado un 
frente interinstitucional que logre posicionar el campo cultural –en su espe-
�¯õ�¯����ì�Î�µ�å�¼�¯�ń��¼�µ���©�¼���ÌÁµǞ×¯������µ���»�Î©�¼�¯�39. La primera 
reunión de Concultura en el 2020 fue el 3 de agosto40. 

>�Ò��Á¼Ò��Ü�¼�¯�Ò����å¯�±ÁÒ�ÌÎÁ�µ�»�Òį��Á»Á��µ�Î�ñ�©Á��������ÒÁ����¯�¼�Ò�
ì� Ò�Îå¯�¯ÁÒ� ÌÝ�µ¯�ÁÒ� ÌÁÎ� Ì�Î×�� ��� ©ÎÜÌÁÒ� ¯Ò×ÂÎ¯��»�¼×�� ÌÁÒ×�Î©��ÁÒ� Ł¯¼-
�Ǟ©�¼�Òį� ÌÁÎ� �±�»ÌµÁłĹ� Á� �µ� ��õ�¯×� �ÎÂ¼¯�Á� ��� �¯Î�Ü¯×ÁÒ� ��� �¯Î�Üµ��¯Â¼� ���
contenidos, bienes y servicios, se agravaron geométricamente, a la vez de 
combinarse con nuevos problemas, como la coerción de la virtualidad sobre 
actividades que, históricamente en Paraguay, operaron de forma presencial. 
“La pandemia vino a desmontar el mito de la conectividad”41.

SUbSiDio para arTiSTaS, geSToreS 
Y geSToraS CULTUraLeS

Con apoyo de varias organizaciones, la SNC impulsó la promulgación de la 
Ley N.º 6584/2020, que prevé subsidio a artistas, gestoras y gestores cultu-
rales afectados por la covid-19. Asimismo, instauró una plataforma para el 
primer registro de artistas, gestoras y gestores y organizaciones culturales 
del Paraguay, denominado Téra ŁÌ�µ��Î���¼�©Ü�Î�¼Ǟ�ÍÜ��Ò¯©¼¯õ���¼Á»�Î�łį 
ÍÜ��Ò�Îå¯Î�����Ì��ÎÂ¼�Ì�Î����õ¼¯Î��µ�ÌÝ�µ¯�Á���¼�õ�¯�Î¯Á����µ��µ�ì��¯×���Į�

Siendo octubre del 2020, se han inscripto 10.433 personas, de las cuales 8.516 
manifestaron su conformidad de ser incluidas en el padrón para el subsidio. 
����Ò×�Òį�ĈĮāĉĈ�Ì�Îõµ�Ò��Ü»Ìµ�¼��Á¼�µÁÒ�Î�ÍÜ¯Ò¯×ÁÒ��Ò×¯ÌÜµ��ÁÒ��¼�µ��>�ì�FĮû�
6584/2020. El padrón fue remitido al Ministerio de Hacienda para su análisis 
ì��ëÌ��¯�¯Â¼Į�FÁ��ë¯Ò×��ÌÎ�å¯Ò¯Â¼����Î�������Ü�¼�Á�Ò���±��Ü×�ÎǞ���µ�ÒÜ�Ò¯�¯ÁĮ�
�¯å�ÎÒ�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò�å¯�¼�¼�»�¼¯¨�Ò×�¼�ÁÒ���¼�Î��µ�»Á����ÒÜ��±��Ü�¯Â¼Į�

reDUCCión DeL iva para eL SeCTor De arTeSanía

El IPA impulsó la promulgación del Decreto N.º 3739/2020, a través del cual 
Ò���Ü×ÁÎ¯ñ��µ�����Ü��¯Â¼���µ�2ož��µ�Ćāŧ���µ�å�µÁÎ��¼�±�¼��Á��¼�µ���Á»�Î�¯�-
lización desarrollada por artesanos o empresas artesanas, inscriptos en el 
Registro de Artesanos del Instituto Paraguayo de Artesanía. La medida tiene 
vigencia hasta diciembre del 2020.

39 Vladimir Velázquez, “La debilidad de la institucionalidad cultural de Paraguay se ha acentuado en la crisis 
pandémica”, en 5HYLVWD�*HVWLµQ�&XOWXUDO�����, 85-92, versión digital en http://rgcediciones.com.ar/la-debilidad-de-la-
institucionalidad-cultural-de-paraguay-se-ha-acentuado-en-la-crisis-pandemica/.

40 Puede accederse al acta de la reunión desde http://www.cultura.gov.py/wp-content/uploads/2020/10/CONCULTURA-
03-08-20-Acta-Anexo-Aprobaci%C3%B3n.pdf http://www.cultura.gov.py/concultura/

41 Velázquez, “La debilidad de la institucionalidad...”, 88.



256 ddhhpy2020��Y��+J]���JDKC.�J]ɇ�]J�.�=�]�y��g=cgY�=�]

Sin embargo, la normativa se encuentra con obstáculos de diversa índole 
Ł¯¼¨ÁÎ»�µ¯������µ�Ò��×ÁÎ�����Î×�Ò�¼Ǟ�į���õ�¯×����¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼į��×�Įł�ÍÜ�į��¼�
Ýµ×¯»��¯¼Ò×�¼�¯�į����¼�ÍÜ���µ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á�Ò���Ì�Î�¯�µ�Á�Ò�©»�¼×��ÁĮ�

reSpUeSTaS Y DeSaFíoS anTe La panDemia

La mayoría de las instituciones vinculadas al ámbito cultural cambió su 
agenda, incorporando actividades de asistencia social (distribución de kits 
����µ¯»�¼×ÁÒł�ì�õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á������×¯å¯����Ò��Á»Ì�×¯�µ�Ò��Á¼�µ���Ü�Î�¼×�-
na (festivales virtuales, etc.). En este nivel de respuestas, diferentes entida-
des aunaron esfuerzos. 

ž�×¯å¯����Ò�×Î��¯�¯Á¼�µ�Ò�µÁ©Î�ÎÁ¼����Ì×�ÎÒ�Į�f¼��±�»ÌµÁ��Ò�µ��ÌÎ¯»�Î��¨�Î¯��
virtual del libro, que consiguió la articulación de las tres cámaras del libro 
que existen en el país42, alcanzando resultados relevantes de facturación y 
�øµÜ�¼�¯�����å¯Ò¯×�¼×�ÒĮ

Las ferias de artesanías organizadas por el IPA, cuando la cuarentena pasó 
��¨�Ò�Ò����øµ�ë¯�¯µ¯ñ��¯Â¼į�µÁ©Î�ÎÁ¼�Ü¼���µ×���Á¼åÁ��×ÁÎ¯��ì�©�¼�Î��¯Â¼����¯¼-
©Î�ÒÁÒį���»ÁÒ×Î�¼�Á�Ü¼��ÌÁ×�¼�¯�µ¯�����Ý¼�¼Á���Ò�ÎÎÁµµ�����¼�×ÁÎ¼Á���Ì�-
queños productores. 

Los condicionamientos de la pandemia favorecieron que se apostara por el 
õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�����Á¼×�¼¯�ÁÒ�¼��¯Á¼�µ�Ò��� ×Î�å�Ò����V�Î�©Ü�ì�ao� Ł�¯¼���¼�
casa43), costeando los derechos de autor, una iniciativa que es regla en otros 
países donde hay políticas de comunicación y políticas de cultura articuladas. 

>���Á¼Ò×ÎÜ��¯Â¼�����ÌÎ�¼�¯ñ�±�Òį�µ��Ò¯¼�Î©¯���¼×Î��¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Òį�µ��Î�å¯Ò¯Â¼�
de los programas y proyectos a la luz del “modo coronavirus de vivir”, la pre-
visión y la atención de problemas estructurales del campo cultural (ver re-
trospectiva) son algunos de los retos clave que, en primera instancia, señala 
la crisis pandémica. 

“CULTUra, CaUSa naCionaL”

En marzo del 2020, más de 700 personas –entre ellas, intelectuales, refe-
rentes culturales, líderes y lideresas de diferentes ámbitos– movilizaron un 
�Á»Ü¼¯���Á� ÌÝ�µ¯�Á� �¯Î¯©¯�Á� �µ� ÌÎ�Ò¯��¼×�� ��� µ�� X�ÌÝ�µ¯��į� ��¼Á»¯¼��Á�
“Cultura, Causa Nacional”, manifestando que, de no tomarse las medidas 
adecuadas, los problemas tienden a agravarse: 

42 Debido a que existen tres cámaras del libro, en Paraguay hay varias ferias nacionales del libro. 

43 http://www.cultura.gov.py/2020/05/continua-el-festival-cine-en-casa-en-el-marco-de-las-medidas-de-contingencia-
implementadas-por-la-snc-ante-el-covid19/
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el cuadro de emergencia en que se encuentra el patrimonio cultural, el recru-
decimiento de la intolerancia y la discriminación, la agudización de la des-
igualdad social para la creación y el acceso a bienes y servicios simbólicos, la 
profundización del etnocidio cultural de los pueblos indígenas y el desplaza-
miento de los lazos simbólicos que articulan la nación por el miedo, la insegu-
ridad y la violencia44.

COnClUsiOnEs

La regresión en el enfoque y en la capacidad de gestión de las instituciones 
garantes de derechos culturales no solamente persiste, sino que se ha acen-
tuado, y esto es preocupante. Hay una devaluación notoria en la visión estra-
tégica. El acento está puesto en un nivel táctico y operativo. De esa forma, las 
instituciones no solo postergan la atención de las causas de los problemas, 
sino abdican de sus roles fundamentales: dirigir, orientar, articular, regular, 
ÌÎÁ»Áå�Îį�ÌÎ�å�Îį�Ìµ�¼¯õ��ÎĮ�

Asimismo, evaden el desafío de desplazar aquel paradigma homogeneizante 
y reduccionista de cultura por una perspectiva que reconozca el pluralismo 
y la interculturalidad.

�µ�¯¼¨ÁÎ»��ÌÜ�µ¯���Á�ÌÁÎ�µ���Á¼×Î�µÁÎǞ��+�¼�Î�µ����µ��X�ÌÝ�µ¯������Î�����µ�
desempeño de la SNC es sintomático de una realidad que, en mayor o menor 
medida, caracteriza a las diversas instituciones. 

>��Ì�¼��»¯��å¯¼Á���ÌÎ���Î¯ñ�Î��Ý¼�»�Ò�µ��̈ Î�©¯µ¯����̄ ¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µĮ�ž��¯¨�Î�¼-
cia de otros temas, lo cultural o la perspectiva cultural no han sido posicio-
¼��ÁÒ��Á»Á�Î�µ�å�¼×�Ò��¼��µ��Á¼×�ë×Á����µ���»�Î©�¼�¯�į�Ò��¯»�¼×�¼�Á��Ý¼�
más los obstáculos para el tiempo pospandémico, que pronostica nuevos y 
prolongados problemas, al igual que condicionamientos. 

Lo más inquietante es que no se observan señales concretas de parte de nin-
guna institución cultural para superar la dispersión institucional y el secto-
rialismo. Es notoria la evidencia recogida al respecto. 

Cada institución está atrincherada con sus temas. A lo sumo, expresa aper-
×ÜÎ��Ì�Î���Î×¯�Üµ��¯Á¼�Ò�ÁÌ�Î�×¯å�Ò�ì��ÒÌ��Ǟõ��ÒĮ��µ�Vµ�¼�F��¯Á¼�µ�����Üµ×Ü-
Î��¼Á��Ò�×�µ�ÌÁÎÍÜ��¼Á�»Áå¯µ¯ñ�į��Á¼åÁ���¼¯�Ò¯©¼¯õ������¯Á¼�Ò��Ò×Î�×�©¯��Ò�
colectivas e intersectoriales. Tampoco otros planes distan mucho de esta 
situación. 

44 Texto de la petición en change.org: https://www.change.org/p/se%C3%B1or-presidente-de-la-rep%C3%BAblica-del-
paraguay-mario-abdo-ben%C3%ADtez-cultura-causa-nacional?use_react=false.
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Las decenas de instituciones que tienen alguna vinculación con el ámbito 
�Üµ×ÜÎ�µ��Á¼õ©ÜÎ�¼�Ü¼��Î�¯Ì¯�µ�©Á�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ���Ò�Á¼��×��Á����µÁÒ�ÌÎÁ-
cesos políticos, sociales y económicos. Es una tendencia que, sumada al neo-
fundamentalismo creciente, habilita escenarios desalentadores. 

En este tiempo aciago, resta indagar en los embates de sentido de la pandemia, 
que vino a desnudar y precarizar fragilidades. ¿Tanto desasosiego podría 
propiciar un “malestar en esta cultura” que anhele otros modelos culturales? 

rECOMEnDaCiOnEs

 Ǻ La SNC debe superar las omisiones y carencias del Plan Nacional de Cul-
tura y promover un diálogo con otras instituciones para desplazar el enfo-
que sectorialista, a favor de un enfoque colaborativo y sinérgico.

 Ǻ El IPA, la SPL, el Fondec, el MOPC, Dinapi, el Indi, Mitic, entre otras ins-
tituciones, deben asumir su corresponsabilidad en este instrumento, a la 
vez de sinergizar sus planes y programas.

 Ǻ Redinamizar Concultura, tanto en su dimensión estratégica como en su 
��Î��×�Î������±�����Î�ÒÁ¼�¼�¯����µ�ÌµÜÎ�µ¯Ò»Á��Üµ×ÜÎ�µ���µ�Ì�ǞÒĮ�

 Ǻ La SPL debe acelerar la formulación del Plan Nacional de Promoción, Re-
vitalización y Fortalecimiento de las Lenguas Indígenas y, en ese marco, 
poner en marcha una estrategia nacional que prevenga la extinción de 
lenguas indígenas. 

 Ǻ >��\F�������õ¼�µ¯ñ�Î�µ��Î�©µ�»�¼×��¯Â¼����µ��>�ì�FĮû�ĆćăĂĺăāĂć�ŊVÎÁ×��-
ción del Patrimonio Cultural” e instalar el Sistema Nacional de Patrimo-
nio Cultural. 

 Ǻ Se reitera la recomendación de elaborar el estudio sobre la inversión en 
cultura que realizan instituciones del Estado, incluyendo las goberna-
ciones. 

 Ǻ Articular los fondos concursables de alcance nacional existentes de modo 
a generar sinergia, y vincularlos con una base de datos que permita el 
�¼�µ¯Ò¯Ò�Ò�©Ý¼�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Áį�©�¼�ÎÁį��¯�µÁ��������į��×¼¯�į��¯Ò��Ì��¯����ì�Á×Î�Ò�
variables. 

 Ǻ \¯Ò×�»�×¯ñ�Î�ì�©�¼�Î�Î�Ü¼��Î�øµ�ë¯Â¼��Áµ��×¯å��ÒÁ�Î��µÁÒ��ÌÎ�¼�¯ñ�±�Ò����µ�Ò�
acciones de contingencia desarrolladas durante la pandemia desde la pers-
pectiva cultural, de cara a alimentar medidas de corto y mediano plazo. 
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 Ǻ Acelerar las gestiones para efectivizar la Ley N.º 6584/2020 que prevé sub-
sidio para artistas y gestores culturales. 

 Ǻ Difundir estratégicamente y de forma periódica el procesamiento de da-
tos de la base de datos Téra.

 Ǻ Vincular la base de datos Téra con otras (como la del Registro de Artesa-
¼ÁÒį�ÌÁÎ��±�»ÌµÁłį����»Á�Á���¯¼�Î�»�¼×�Î�µ��Ò¯¼�Î©¯��ì�µ��©�Ò×¯Â¼��Î×¯�Ü-
lada.

 Ǻ Evaluar la gestión de Mitic, particularmente los procesos y los resultados 
���µÁÒ�»��¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�Łao�V�Î�©Ü�ì�ì�X��¯Á�F��¯Á¼�µł��¼�µ��ÌÎÁ»Á�¯Â¼�
de los derechos culturales. 





libertad sindical / condiciones 
equitativas y satisfactorias de trabaJo

haCia La FULminaCión De 
LoS DereChoS LaboraLeS

La pandemia de la covid-19 se ha constituido en un fenómeno que ha 
atravesado la vida socioeconómica en todo el mundo, afectando con es-
pecial énfasis la vida de la clase trabajadora y dentro de ella a los secto-
res en situación de mayor vulnerabilidad. Esto ha determinado en nuestro 
×�®Þ� ½��×ÚË£êÄ�¬ā��¬ÌÄ���� ½ËÞ�×½�Ä�Þ���½�&Ë�¬�ÚÄË��×êÄæ��ËÞ��� ÞË��õ�Ú�
conquistas fundamentales en materia de derechos humanos en el ámbito 
laboral y de seguridad social, retrotrayendo aún más las condiciones de 

vida de población. 

paLabraS CLaveS: Ú�£ËÚÃ��½��ËÚ�½ɇ�Ú�£ËÚÃ��×Ú�õ¬Þ¬ËÄ�½ɇ�ĉ�û¬�¬½¬ā��¬ÌÄɇ�
precarización, persecución sindical.

eduardo aguayo
�JD%���Y��.KD����=���=�]��cY���9��JY��ɢ��cɣ
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balanCE DE lOs 25 añOs 

avanCeS, eSTanCamienToS Y reTroCeSoS 

En el marco de los 25 años del informe anual de derechos humanos, realizar 
un balance de la situación de los derechos laborales nos impulsa a hacer una 
ÌÎ¯»�Î��Î�øµ�ë¯Â¼�ÍÜ��Ò���¯ÒÌ�Î����Ò¯��Á»Á�Ü¼���×Á�Î�øµ�±Áĭ�µ��å¯Áµ��¯Â¼����µÁÒ�
derechos laborales en el país no es concebida –en general– como una trans-
gresión a los derechos humanos. Y a lo largo de estos años, se dieron avances, 
estancamientos y retrocesos.

REFoRMA DEL CÓDIGo DEL TRABAJo. Sancionado en 1993 con posterio-
Î�Ò�»Á�¯õ���¯Á¼�Ò1, a pesar de las carencias de que adolece, estableció una 
serie de principios y normativas progresivas en congruencia con los dispo-
sitivos establecidos en la recién inaugurada Constitución Nacional de 1992. 
Entre los aspectos progresivos formales pueden mencionarse: el principio 
de la irrenunciabilidad de los derechos que ampara el Código; la nulidad de 
µ�Ò��¯ÒÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò����µ��Ì�×ÎÁ¼�µ�ÍÜ��Î���±��µÁÒ���Î��ÁÒ��¼��µ��Ò×��µ��¯�ÁĹ�µ��
å¯©�¼�¯�����µÁÒ���Î��ÁÒ���ÍÜ¯Î¯�ÁÒ�»�Ò���¼�õ�¯ÁÒÁÒ����µÁÒ��Ò×��µ��¯�ÁÒ��¼�
la legislación; el principio de que, en caso de duda de la interpretación de la 
¼ÁÎ»�į�µ��»¯Ò»��Ò�Î���¼×�¼�¯����¼���¼�õ�¯Á����µ��Ì�ÎÒÁ¼��×Î���±��ÁÎ�Ĺ�µ��
�Ò×��¯µ¯����Ò¯¼�¯��µ�ÍÜ��©Áñ�¼�µÁÒŁ�Òł�×Î���±��ÁÎ�ÒŁ�Òł�ÍÜ���Á¼¨ÁÎ»�¼�µ���¯-
Î���¯Â¼����µÁÒ�Ò¯¼�¯��×ÁÒĹ��µ���Î��Á���µ��Ò¯¼�¯��µ¯ñ��¯Â¼��¼��µ�Ò��×ÁÎ�ÌÝ�µ¯�Á�
producto de las luchas. 

LEYES ESPECIALES quE SIGNIFICAN uN AVANCE. Entre las que se san-
cionaron en el transcurso de estos 25 años están: la ley que garantiza la es-
×��¯µ¯�������µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��ÜÎ�¼×���µ��»��Î�ñÁ�ì��µ�Ì�Î¯Á�Á����µ��×�¼�¯�į��Á¼�
ÒÜ�»Á�¯õ���¯Â¼�ì��»Ìµ¯��¯Â¼2; la que garantiza el salario mínimo para las 
Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Òį�×Î���±Á�ÍÜ���Ò��±�Î�¯�Á�»�ìÁÎ¯×�Î¯�»�¼-
×��ÌÁÎ�»Ü±�Î�Ò3Ĺ�µ��>�ì�FĮû�ćăĂĂĺăāĂĉ�ÍÜ��»Á�¯õ����µ��Î×Ǟ�ÜµÁ�ĂĮû����µ��>�ì�FĮû�
ĄĉāĄĺăāāĊ�ŊWÜ��Á×ÁÎ©�� µ¯��¼�¯����×Î���±��ÁÎ�Ò�Ì�Î��ÒÁ»�×�ÎÒ�����ë�»�¼�Ò�
de papanicolau y mamografía”4Ĺ�µ��µ�ì�ÍÜ���Ò×��µ������¼�õ�¯ÁÒ�Ì�Î��µÁÒ��»-
pleadores, a los efectos de incentivar la incorporación de personas con dis-
capacidad en el sector privado5; la Ley N.º 5804/2017 que establece el Sistema 

�� (O�&µGLJR�GHO�7UDEDMR��/H\�1�|�����������KD�VLGR�PRGLȑFDGR�HQ�WUHV�RFDVLRQHV��FRQ�OD�/H\�1�|�����������OD�/H\�1�|�
����������\�OD�/H\�1�|������������PRGLȑFDWRULD�GH�OD�/H\�1�r�����������

2 Texto de la ley disponible en versión pdf en http://www.irunvillamayor.com.py/uploads/legislaciones/ley-6453-que-
PRGLȑFD�\�DPSOLD�OD�OH\�Q������GH�SURPRFLRQ�SURWHFFLRQ�GH�OD�PDWHUQLGDG�\�DSR\R�D�OD�ODFWDQFLD�PDWHUQD�SGI�

�� /H\�1�|�������GHO���GH�MXOLR�GH�������TXH�PRGLȑFD�HO�DUW¯FXOR����GH�OD�/H\�1�|������������%LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�
&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ��KWWSV���ZZZ�EDFQ�JRY�S\�OH\HV�SDUDJXD\DV������OH\�Q������PRGLȑFD�HO�DUWLFXOR����GH�OD�
ley-n-540715-.

4 Texto de la ley disponible en versión pdf en http://www.irunvillamayor.com.py/uploads/legislaciones/ley-6211-que-
PRGLȑFD�HO�DUWLFXOR���GH�OD�OH\�Q�����������TXH�RWRUJD�OLFHQFLD�D�WUDEDMDGRUDV�SDUD�VRPHWHUVH�D�H[DPHQHV�GH�
SDSDQLFRODX�\�PDPRJUDȑD�SGI�

5 Texto de la ley disponible en versión pdf en http://www.irunvillamayor.com.py/uploads/legislaciones/ley-4962-13-que-
HVWDEOHFH�EHQHȑFLRV�SDUD�OD�FRQWUDWDFLRQ�GH�SHUVRQDV�FRQ�GLVFDSDFLGDG�SGI�
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Nacional de Prevención de Riesgos Laborales6; la Ley de Inclusión Laboral 
FĮû�ăąĈĊĺăāāąį�ÒÜ�»Á�¯õ��×ÁÎ¯��FĮû�ĄĆĉĆĺăāāĉ7, con su Decreto Reglamen-
tario N.º 6369/20118. Igualmente, la Ley N.º 6258/20199 “que aprueba el PGN 
para la inclusión de las personas con discapacidad de manera obligatoria 
�Á»Á�»Ǟ¼¯»Á��¼�Ü¼�Ćŧ��Á¼�Î�µ��¯Â¼��µ�×Á×�µ����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��×Î���±�¼��¼�
µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��ÒŌį��¼×Î��Á×Î�ÒĮ�

LEYES ESPECIALES quE IMPLICAN uN RETRoCESo EN CuANTo A 
GARANTIZAR EL PLENo EMPLEo. �ÒÌ��Ǟõ��»�¼×�į��Ò×�Ò�µ�ì�Ò��¼�ÌÎÁ-
¯±��Á� µ�� øµ�ë¯�¯µ¯ñ��¯Â¼� µ��ÁÎ�µį���Ò���Îĭ� µ��>�ì����VÎ¯»�Î��»Ìµ�Á10 (2002), 
Ley de Inserción al Empleo Juvenil11 (2012), la Ley de Mipymes12 (2012) o la 
Ley de Empleo a Tiempo Parcial13 (2019), cuyos dispositivos establecen con-
diciones de precarización laboral en torno a los plazos de contratación, re-
muneración, seguros sociales, indemnización, entre otros. 

PRoBLEMAS ESTRuCTuRALES DE LA ECoNoMíA. Los informes anua-
les dan cuenta de algunos de estos problemas, que no fueron superados en 
lo que va de este cuarto de siglo. La estructura productiva no solo mantiene 
ÒÜ�õÒÁ¼Á»Ǟ�į�Ò¯¼Á�ÍÜ��µÁÒ�Î�Ò©ÁÒ���Î��×�ÎǞÒ×¯�ÁÒ�Ì�Î¼¯�¯ÁÒÁÒ�×¯�¼��¼����©Ü-
dizarse. 

 – En el sector primario, el empleo es absorbido mayormente por la agri-
cultura familiar campesina y, en mucha menor medida, en el negocio 
agroganadero. La agudización de la concentración de tierras, cuyo aca-
paramiento ostenta el agronegocio, hace que la diversidad productiva 
campesina descienda ostensiblemente año tras año. Las condiciones de 
empleo en este sector son, en general, absolutamente precarias, e incluso 
Ò��ÌÎ�Ò�¼×�ÎÁ¼�©Î�åǞÒ¯»�Ò���¼Ü¼�¯�Ò�ÒÁ�Î��µ��Ò¯×Ü��¯Â¼����×Î���±Á��Ò�µ�-

6 Texto de la ley disponible en versión pdf en http://www.irunvillamayor.com.py/uploads/legislaciones/que-establece-el-
sistema-nacional-de-prevencion-de-riesgos-laborales.pdf.

7 Ley N.º 3595, del 28 de agosto de 2008, que establece la obligatoriedad de incorporar a personas con discapacidad 
en instituciones públicas, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, https://www.bacn.gov.py/leyes-
SDUDJXD\DV������PRGLȑFD�ORV�DUWLFXORV�����\���GH�OD�OH\�Q��������TXH�HVWDEOHFH�OD�REOLJDWRULHGDG�GH�OD�
incorporacion-de-personas-con-discapacidad-en-las-instituciones-publicas.

8 Texto del decreto disponible en versión pdf en https://www.csj.gov.py/cache/lederes/G-81-28042011-D-6369-1.pdf.

�� /H\�1�|�������GHO���GH�HQHUR�GH�������TXH�DSUXHED�HO�3UHVXSXHVWR�*HQHUDO�GH�OD�1DFLµQ�SDUD�HO�HMHUFLFLR�ȑVFDO�������
%LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/8716/ley-n-6258-
DSUXHED�HO�SUHVXSXHVWR�JHQHUDO�GH�OD�QDFLRQ�SDUD�HO�HMHUFLFLR�ȑVFDO������

10 Ley N.º 1980, del 20 de septiembre de 2002, de Primer Empleo, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, 
KWWSV���ZZZ�EDFQ�JRY�S\�OH\HV�SDUDJXD\DV������OH\�Q������GH�SULPHU�HPSOHR��a�WH[W $UW�&��$'FXOR���
1%C2%B0.,retribuida%20de%20la%20actividad%20laboral 

11 Ley N.º 4951, del 26 de junio de 2013, de Inserción al Empleo Juvenil, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, 
https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/4776/de-insercion-al-empleo-juvenil.

12 Texto de la ley disponible en versión pdf en http://www.sice.oas.org/SME_CH/PRY/Ley_No_4457_s.pdf.

13 Ley N.º 6339, del 8 de julio de 2019, que regula el empleo a tiempo parcial, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�
1DFLµQ, https://www.bacn.gv.py/leyes-paraguayas/8905/ley-n-6339-que-regula-el-empleo-a-tiempo-parcial.
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vo y servidumbre por deuda que sufren las comunidades indígenas en el 
Chaco14. 

 – El sector secundario mantiene un desarrollo rezagado en el país, compa-
Î�×¯å�»�¼×����µÁÒ����µ��Î�©¯Â¼į��Ü¼ÍÜ���¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒ����Î��¯�Á��µ�
sector de la construcción. 

 – El sector terciario, por su parte, sigue siendo el que absorbe mayor ocu-
pación15�ŁÌÎÁ�Ü��¯Â¼�����¯�¼�Ò�ì�Ò�Îå¯�¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒį����©Á�¯�Î¼Áį�Á©�Î�Òį�
�Á»�Î�¯Á�ì�õ¼�¼ñ�ÒłĮ�\¯��¯�¼��Ò��µ�»�Ò��¯¼�»¯�Áį��µ�»¯Ò»Á�×¯�»ÌÁ��Ò��µ�
sector en el que existe menos capacidad para organizarse sindicalmente16 
y, por ende, son mayores las denuncias de violaciones de derechos labo-
rales17. 

ExIGuA TASA DE SINDICALIZACIÓN EN EL PAíS. Esta situación se vino 
resaltando año tras año en los informes de la Codehupy, los cuales dan cuen-
ta además de la falta de monitoreo censitario para tener referencia de sus 
variaciones en el tiempo18Į��¼�ăāāăį��µ�ÌÁÎ��¼×�±��×Á×�µ����Ò¯¼�¯��µ¯ñ��¯Â¼���
nivel país llegaba a un 3%19. Actualmente, la tasa de sindicalización se man-
×¯�¼���¼�ćįĆŧ��ÌÎÁë¯»���»�¼×�į�Ò¯�¼�Á��µ�Ò��×ÁÎ�ÌÝ�µ¯�Á��µ�ÌÎ��Á»¯¼�¼×�į�
15 veces superior a la del sector privado20. La escasa tasa de sindicalización 
�Ò��µ�Î�øµ�±Á����µ��Ì�ÎÒ��Ü�¯Â¼�Ò¯¼�¯��µį���¼Ü¼�¯��×�»�¯�¼�Î��ÜÎÎ�¼×���¼�µÁÒ�
informes anuales de derechos humanos21 22. A la persecución por parte de las 

14 Álvaro Bedoya Silva-Santisteban y Eduardo Bedoya Garland, 6HUYLGXPEUH�SRU�'HXGDV�\�0DUJLQDFLµQ�HQ�HO�&KDFR�GH�3DUDJXD\ 
(Ginebra: OIT, 2005), https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---declaration/documents/publication/
wcms_081941.pdf.

15 Lila Molinier, “Entre algunos avances y grandes retrocesos. Los desafíos organizativos para la sociedad y el Estado”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2015), 205-224.

16� 5REHUWR�9LOODOED��ǘ&RQȠOLFWRV�HQ�HO�VHFWRU�S¼EOLFR�\�SHUVHFXFLRQHV�HQ�HO�VHFWRU�SULYDGRǙ��HQ�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\�
���� (Asunción: Codehupy, 2015), 477-485.

17 Marcello Lachi, “El desequilibrio entre actores arrasa con los derechos laborales y sindicales”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2010), 529-545. 

18 “Según la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) 2002, de la población total de 15 años de edad y más –869.133 
SHUVRQDVǓ�DVRFLDGD�D�XQ�JUXSR�X�RUJDQL]DFLµQ��VROR�HO������HVW£�DȑOLDGD�D�XQD�DVRFLDFLµQ�R�VLQGLFDWR�GH�
trabajadores(as), es decir, unas 55.624 personas. Si se toma este dato tal cual y se lo compara con los datos del Censo 
Sindical, se tiene que la sindicalización bajó alrededor del 50% en relación al año 1993, cuando 108.761 obreros estaban 
sindicalizados”. Roberto Villalba, “Movimiento sindical: aún mucho por resolver”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2003), 199-208.

19 “Diez años después (2002), según datos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) 2002, de la población total de 
15 años de edad y más asociada a un grupo u organización, que eran 869.133 personas, pertenecían a una asociación 
o sindicato de trabajadores solo 55.624 personas, el 6,4% del total. Si tenemos en cuenta al total de la PEA, 1.964.160 
personas, estamos ante apenas el 3% de sindicalizados(as)”. Dania Pilz, “Pérdida de protagonismo del movimiento 
VLQGLFDO�\�GHWHULRUR�GH�ODV�FRQGLFLRQHV�ODERUDOHV�PDUFDQ�HO�ȑQDO�GH�XQD�G«FDGDǙ��HQ�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2005), 295-303. 

20 Ministerio de Trabajo, Empelo y Seguridad Social, Características del mercado laboral en Paraguay (Asunción: MTESS, 
�������KWWSV���ZZZ�PWHVV�JRY�S\�DSSOLFDWLRQ�ȑOHV����������������&$5$&7(5,67,&$6B'(/B0(5&$'2B/$%25$/B(1B
PARAGUAY.pdf.

21 Raúl Monte Domecq, “El país del doble discurso y las leyes que no se aplican”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������
(Asunción: Codehupy, 2017), 283-292. 

22 Raúl Monte Domecq, “La tendencia a reducir los derechos laborales”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2018), 241-250.
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patronales, se suma la política abierta de obstruccionismo para la inscrip-
�¯Â¼����Ò¯¼�¯��×ÁÒ���Ò����µ�ÌÎÁÌ¯Á�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����aÎ���±Áį��»Ìµ�Á�ì�\�©ÜÎ¯-
dad Social (MTESS)23. 

ESTANCAMIENTo DEL REAJuSTE DEL SALARIo MíNIMo LEGAL 
(SML) Y FALTA DE CoNTRoL DE PRECIoS DE LA CANASTA FAMILIAR. 
Estas dos necesarias reivindicaciones no registran avances, no solo en el pe-
riodo analizado, sino incluso mucho antes24 . Señala Lila Molinier, citando a 
Monte Domecq25, que: 

µ��Ò¯×Ü��¯Â¼������ÒÌÎÁ×���¯Â¼����µ�Ò�ì�µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò�×¯�¼���¼��µ��ÒÌ��×Á�Ò�-
µ�Î¯�µ�Ü¼�ÌÜ¼×Á����×�¼Ò¯Â¼��Á¼Ò×�¼×�į�ÌÜ�Ò���������±ÜÒ×�����Î�×��Á�ÌÁÎ�Ü¼�+Á-
bierno le siguen el remarcado y alza de los precios de los bienes de consumo y 
Ò�Îå¯�¯ÁÒ���Ò¯�ÁÒį�±ÜÒ×¯õ���Á�ÌÁÎ�µ��ŊÒÜ��Ō���µ�\E>Į��µ��Ò×Ü�¯Á�ÍÜ���¯Á�ÒÜÒ×�¼×Á�
�µ�Î��µ�»Á���µ��±ÜÒ×����µ�ăĆŧ���µ�\E>���»ÁÒ×ÎÂ�ÍÜ��¼Á��ë¯Ò×¯�ÎÁ¼�×�µ�Ò�ÒÜ��Ò�
¼¯�µÁÒ��±ÜÒ×�Ò�µµ�©�¼���Ò�Î�×�µ�Òį�ÌÜ�Ò��Ò×ÁÒ��¼�Ò¯�Á�»�¼ÁÎ�Ò�ÍÜ��µ�Ò�ÒÜ��Ò����
precios26. 

��Ò���µ���Á¼¨���Î��¯Â¼����µ���µ�Ò��aÎ���±��ÁÎ��Ł��ał�Ò��ÒÁÒ×¯�¼��ÍÜ�į�¯¼-
cluso con los parámetros utilizados –cuya base es el IPC (índice del precio 
al consumidor) determinado por el Banco Central del Paraguay (BCP) y ex-
traído de las variaciones de una lista de productos básicos de la canasta fa-
miliar–, el SML está desvalorizado hoy en un 34% aproximadamente. Esto 
Ò¯©¼¯õ���ÍÜ���¼�µ����×Ü�µ¯����µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò�©�¼�¼�Ąąŧ�»�¼ÁÒ����µÁ�ÍÜ��
ganaban hace 20 o 22 años atrás27. 

23 Eduardo Aguayo, “Reformas laborales regresivas. Una política estatal antisindical, de ajuste y austeridad”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 261-274.

24� (O�GHVIDVH�HQWUH�HO�VDODULR�P¯QLPR�RȑFLDO�\�HO�FRVWR�GH�YLGD��FRPR�FDXVD�GH�FRQȠOLFWR�VRFLDO��HV�XQD�GH�ODV�FRQVWDQWHV�
que pueden encontrarse señaladas desde el primer número publicado de 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\ y, de hecho, 
es muy anterior a estos. Roberto Villalba, “Ajustes que faltan para el cumplimiento de los derechos de trabajadores y 
trabajadoras”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2007), 462-469.

25 Lila Molinier, “Por una política de Salario Mínimo Legal de protección”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2015), 283-297. Raúl Monte Domecq, (YROXFLµQ�GHO�6DODULR�0¯QLPR�HQ����D³RV�GH�GHPRFUDFLD�HQ�3DUDJXD\ 
(Asunción: OIT, 2017), http://www.relats.org/documentos/PES.MonteD.pdf.

26 En el contexto de los 25 años del proceso de democratización posdictadura que vivió el país, los trabajadores y las 
trabajadoras han experimentado la pérdida del poder adquisitivo del SML, y, por lo tanto, del consumo básico familiar, 
D�SHVDU�GH�ORV����DMXVWHV�DSOLFDGRV�FRPR�UHVSXHVWD�DO�SURFHVR�LQȠODFLRQDULR�GH�OD�HFRQRP¯D�QDFLRQDO�HQWUH�HO���GH�MXQLR�
de 1989 (el primer ajuste salarial realizado por el primer Gobierno de la transición democrática) y enero de 2014. Según 
ORV�F£OFXORV��OD�S«UGLGD�GHO�SRGHU�DGTXLVLWLYR�GHO�60/�DFXPXODGR�HQ�GLFKR�SHULRGR�HV�GHO�������\�KD�VLJQLȑFDGR�XQD�
reducción del consumo, del nivel y la calidad de vida de las y los trabajadores. Molinier, “Por una política...”.

27 El cálculo de desajuste se basa en una sencilla comparación entre el índice de variación del IPC (dato del propio 
Banco Central) y las variaciones que ha tenido el SML en este lapso, es decir, los distintos incrementos salariales que 
se produjeron en todo este periodo. El resultado de estos cálculos y la comparación entre la variación del IPC (que nos 
LQGLFD�HO�QLYHO�GH�LQȠODFLµQ�HQ�HVWH�WLHPSR��\�ORV�UHDMXVWHV�VDODULDOHV�QRV�PXHVWUDQ�TXH�KD\�XQ�GHVIDVDMH�LPSRUWDQWH��/D�
LQȠODFLµQ�HV�FDGD�YH]�PD\RU��SRU�HQGH��OD�GHVYDORUL]DFLµQ�VDODULDO�\�ORV�QLYHOHV�GH�DMXVWHV�VRQ�P£V�VLJQLȑFDWLYRV�



266 ddhhpy2020��Y��+J]���JDKC.�J]ɇ�]J�.�=�]�y��g=cgY�=�]

CUarTo De SigLo De DegraDaCión De 
DereChoS Y garanTíaS LaboraLeS

Durante estos 25 años se ha mantenido una marcada debilidad de la estruc-
×ÜÎ����µ� �»Ìµ�Áį� Ò����ÌÎÁ¨Ü¼�¯ñ��Á��µ���Ò¨�Ò�±����µ� å�µÁÎ���µ� Ò�µ�Î¯Á� ì� Ò��
han acentuado la persecución sindical y el obstruccionismo para formalizar 
sindicatos por parte del MTESS.

�Ò×��Ì�¼×�µµ�ñÁ�Î�øµ�±��µ��Ò¯¼©Üµ�Î¯�������Ü¼�ÌÎÁ��ÒÁ����Î�¨ÁÎ»���¼��µ�»�Î�Á�
de una degradación de derechos y garantías laborales como parte de una 
ÌÁµǞ×¯����Ò×�×�µ����øµ�ë¯�¯µ¯ñ��¯Â¼�ì���ÒÎ�©Üµ��¯Â¼��Á»Á��Á¼Ò��Ü�¼�¯����� µ��
agudización de la crisis del sistema capitalista que se descarga sobre las es-
Ì�µ��Ò����µ���µ�Ò��×Î���±��ÁÎ�Į

sitUaCiÓn DEl DErECHO

inCUmpLimienTo CoTiDiano De DereChoS 
LaboraLeS Y perSeCUCión SinDiCaL

�¼�»Ü�ÁÒ�µÜ©�Î�Ò����×Î���±Áį��µ�¯¼�Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á����©�Î�¼×Ǟ�Ò�µ��ÁÎ�µ�Ò���-
sicas es la regla. Así vemos en las maquilas28 cómo, en algunas, a duras penas 
se pagan el salario mínimo y el seguro del Instituto de Previsión Social (IPS). 
V�ÎÁ�»¯µ�Ò����×�Ò×¯»Á¼¯ÁÒ�Î�øµ�±�¼�ÍÜ��µÁÒ���Î©��ǞÒ¯»ÁÒ�ÁÎ�Î¯ÁÒ�µ��ÁÎ�µ�Ò�
sin pago de horas extras constituyen el mayor peso sobre las personas tra-
��±��ÁÎ�ÒĮ�

>�Ò��ë×�¼Ü�¼×�Ò�±ÁÎ¼���Ò�¼Á�Ò���Á»Ì�����¼��Á¼��µ�Ò�µ�Î¯Á�»Ǟ¼¯»Á�»¯Ò�Î�-
ble que se paga en las maquilas, que producto de su devaluación por la pér-
dida del valor adquisitivo entre un 32 a 34 por ciento, no alcanza para llegar 
��õ¼����»�Ò29. 

No se dispone de dato de alguna maquila en el país que cuente con un sindi-
cato. Todos los intentos han resultado en despidos de quienes se han coloca-
do al frente de su organización30. Esta situación, como muchas otras, habla a 
las claras de la falta de libertad sindical en el país. 

28 “Trabajadores de maquiladora denuncian régimen de cuasi explotación laboral”, /D�&ODYH, 29 de mayo de 2019, acceso el 
10 de octubre de 2020, https://www.laclave.com.py/2019/05/29/trabajadores-de-maquiladora-denuncian-regimen-de-
cuasi-explotacion-laboral/.

29� ǘ7UDEDMDGRUHV�FRQVLGHUDQ�XQ�ǕGHVSURSµVLWRʜ�GHO�*RELHUQR�QR�DXPHQWDU�HO�VDODULR�P¯QLPRǙ��/D�1DFLµQ, 14 de julio de 2020, 
acceso el 15 de octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/negocios/2020/07/14/trabajadores-consideran-un-
desproposito-del-gobierno-no-aumentar-el-salario-minimo/.

30 La CCT ha recibido la denuncia de trabajadores y trabajadoras de las maquilas Sumidenso Paraguay (dedicada al 
ensamblaje de cableados eléctricos para automóviles y motos) y Yamazuki A.M. Reguera S.A. (dedicada al ensamblaje 
GH�DXWRSDUWHV�GH�PRWLFLFOHWDV���(Q�OD�SULPHUD��HO�LQWHQWR�GH�RUJDQL]DFLµQ�GH�XQ�JUXSR�GH�WUDEDMDGRUHV�VLJQLȑFµ�HO�GHVSLGR�
LQMXVWLȑFDGR�GH�TXLHQHV�VH�SXVLHURQ�DO�IUHQWH�SDUD�LQWHQWDU�RUJDQL]DU�XQ�VLQGLFDWR��(Q�FXDQWR�D�OD�VHJXQGD��VH�UHFLELµ�OD�
denuncia de trabajadoras que reclamaban el pago de horas extras, mayor tiempo de descanso, entre otras exigencias. 
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2©Ü�µ»�¼×�į��ë¯Ò×�¼�Á×ÎÁÒ��Ò×��µ��¯»¯�¼×ÁÒį��Á»Á�µÁÒ�¨Î¯©ÁÎǞõ�ÁÒ�ÍÜ��ÁÌ�-
Î�¼��¼�µ���µ�¼��Ò×¯¼¯���į��Á¼���×Î���±�¼���Ò���»Ü±�Î�Ò��»��Î�ñ���Ò��Ò×��
adolescentes, en abierta violación de los más elementales derechos labora-
les31 y cuyos despidos se dieron en pleno inicio de la pandemia, sin cumplir 
con las indemnizaciones correspondientes.

>����¼Ü¼�¯�����×Î���±��ÁÎ�ÒŁ�Òł���µ��Á»Ìµ�±Á�X�³¯ÜÎ�32 puso al desnudo no 
ÒÁµ�»�¼×��µ��øµ�ë¯�¯µ¯ñ��¯Â¼������Î��ÁÒ�µ��ÁÎ�µ�Òį�Ò¯¼Á�×�»�¯�¼�µ��Ò¯Ò×�»�×¯-
�¯���������ÁÒ����»�µ×Î�×ÁÒ�ÒÜ¨Î¯�ÁÒĮ�>����¼Ü¼�¯��ÌÝ�µ¯���©�¼�ÎÂ�ÍÜ��»¯µ�Ò�
���×Î���±��ÁÎ�Ò�ì�×Î���±��ÁÎ�Ò���¼Ü¼�¯�¼��¼�Î���Ò�ÒÁ�¯�µ�Ò���ÁÒ�Ò¯»¯µ�-
res. Con ello se constató la extensión de estas prácticas en diversos sectores 
como el gastronómico, entretenimientos, limpieza, seguridad, delivery, call 
center, entre otros, donde el incumplimiento de derechos básicos, como el de 
µ��Á�µ¯©�×ÁÎ¯�������µ�Ì�©Á����Ò�©ÜÎÁ�ÒÁ�¯�µį��Á¼¯õ���¯Â¼�ÌÁÎ�¯±ÁÒŁ�Òłį�ÁÎ�Ò�
extras y hasta el pago del salario mínimo hacen parte del cotidiano que viven 
»¯µ�Ò����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��¼��¯Ò×¯¼×�Ò��»ÌÎ�Ò�Ò��¼×��µ��¯¼���¯Â¼�ì��µ�
��Ò¯¼×�Î�Ò���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����aÎ���±Á33. 

A todo esto se suma que miles de empresas fueron denunciadas por incum-
plir las medidas básicas sanitarias para garantizar la salud y la vida de las 
×Î���±��ÁÎ�Ò�ì�µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò��¼��µ�»�Î�Á����µ��Ì�¼��»¯�34. 

Además de las denuncias por incumplimiento de las normativas sanitarias, 
�µ©Ü¼ÁÒ�µÜ©�Î�Ò����×Î���±Á�Á�µ¯©�ÎÁ¼���ÒÜÒ��»Ìµ���ÁÒŁ�Òł�ÍÜ���¯�ÎÁ¼�ÌÁÒ¯×¯-
åÁ���µ��ÌÎÜ�������µ���Áå¯�ŅĂĊ���ÌÎ�Ò�¼×�ÎÒ�����¯©Ü�µ�»�¼�Î����±Á��»�¼�ñ�����
descuentos y despidos, sin importarles las consecuencias para las personas 
afectadas, así como para las de sus demás compañeros y compañeras35. Va-
rias fueron las gravísimas denuncias de este tipo que se registraron en el 
E¯¼¯Ò×�Î¯Á����aÎ���±Á36. 

31 “Segundo video de DENUNCIA…”, [Facebook Watch], Confederación de la Clase Trabajadora CCT [@CCTparaguay], 3 de 
junio de 2020, https://www.facebook.com/watch/?v=638317533443830.

32 “Intervinieron empresa ante denuncias de maltrato laboral”, �OWLPD�+RUD, 7 de julio de 2020, acceso el 15 de octubre de 
2020, https://www.ultimahora.com/intervinieron-empresa-denuncias-maltrato-laboral-n2893745.html.

33 “Rakiura se vuelve WUHQGLQJ�WRSLF�tras denuncias por maltrato laboral”, /D�1DFLµQ, 7 de mayo de 2020, acceso el 15 de 
octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/07/05/rakiura-se-vuelve-trending-topic-tras-denuncias-por-
maltrato-laboral/.

34 “Denuncias a empresas por no cumplir medidas sanitarias. Ministerio de Trabajo prosigue controles”, Hoy, 24 de marzo 
de 2020, acceso el 15 de octubre de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/denuncias-a-empresas-por-no-cumplir-
medidas-sanitarias-ministerio-de-trabajo-prosigue-controles.

35 “Empleados de Coomecipar deben ir a trabajar pese a tener covid-19 y hay amenaza de descuentos, denuncian”, Hoy, 21 
de agosto de 2020, acceso el 15 de octubre de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/empleados-de-coomecipar-
deben-ir-a-trabajar-pese-a-tener-covid-19-y-son-amenazados-con-descuentos-denuncian. 

36 “Trabajadores con covid positivo obligados a trabajar deben denunciar”, $'1�3DUDJXD\R, 13 de septiembre de 2020, 
acceso el 15 de octubre de 2020, https://www.adndigital.com.py/trabajadores-con-covid-positivo-obligados-a-trabajar-
deben-denunciar/.



268 ddhhpy2020��Y��+J]���JDKC.�J]ɇ�]J�.�=�]�y��g=cgY�=�]

VÁÎ�Ýµ×¯»Áį�µ��Ò¯×Ü��¯Â¼����Ì�ÎÒ��Ü�¯Â¼�Ò¯¼�¯��µ�Ò��Ò¯©Ü��Î�©¯Ò×Î�¼�Á��¼��¯Ò-
tintas empresas privadas37�ì��¼�µ��¨Ü¼�¯Â¼�ÌÝ�µ¯��38, así como la impunidad 
±Ü�¯�¯�µ39. En este contexto, el MTESS sigue manteniendo una actitud indo-
lente y de obstruccionismo para la formalización o reorganización de sindi-
catos.

aUmenTo De CaSoS De aCoSo SexUaL 
en LoS LUgareS De Trabajo 

>���Î¯Ò¯Ò���Á¼Â»¯���¼Á�ÒÁµÁ���Ò��Î©Â�×Á�Á��µ��ÁÒ×Á�ÒÁ�Î��µ���µ�Ò��×Î���±��ÁÎ�į�
Ò¯¼Á�©Î�¼�Ì�Î×����µ�Ì�ÒÁ�ì�ÒÁÒ×�¼¯»¯�¼×Á�Î���ìÂ��¼�µ�Ò�»Ü±�Î�Òį�ÍÜ��ÒÁ¼��Á-
blemente explotadas y oprimidas. Aparte de esto, la crisis exacerbó la situa-
�¯Â¼����å¯Áµ�¼�¯��ÍÜ��å¯å�¼�»¯µ�Ò����»Ü±�Î�Ò����»�¼�Î���Á×¯�¯�¼�40. 

�¼�µÁÒ�µÜ©�Î�Ò����×Î���±Á��Ü»�¼×�ÎÁ¼�µÁÒ���ÒÌ¯�ÁÒ�ì�µ�Ò�ÒÜÒÌ�¼Ò¯Á¼�ÒĮ��Ò×Á�
©�¼�ÎÂ�ÍÜ��»Ü��Ò�»Ü±�Î�Ò�Ò��¼�åǞ�×¯»�Ò������ÁÒÁÒ�Ò�ëÜ�µ�Ò�ÌÁÎ�Ì�Î×�����
ÒÜÒ�ÒÜÌ�Î¯ÁÎ�Òį�ÍÜ¯�¼�Ò�µ�Ò���¼×�±��¼�Ì�Î��»�¼×�¼�Î��µ�ÌÜ�Ò×Á����×Î���±Á�Á�
para acceder al mismo durante las entrevistas41. 

�Ò×�Ò� Ò¯×Ü��¯Á¼�Ò� Ò�� ��¼� ×�¼×Á� �¼� �µ� Ò��×ÁÎ� ÌÝ�µ¯�Á� �Á»Á� ÌÎ¯å��Áį� �Á¼���
�¯�¼×ÁÒ����»Ü±�Î�Ò�å¯å�¼�Ü¼���µå�Î¯Á�ÌÁÎ� µ��Ì�ÎÒ��Ü�¯Â¼į��¨��×�¼�Áµ�Ò�©Î�-
vemente en su salud física y psíquica. Un caso emblemático fue la denuncia 
de acoso sexual por parte de los directores de la Patrulla Caminera que per-
siguen a las cadetes y las someten a todo tipo de maltrato en caso de no acce-
der a sus pedidos42Į�>����¼Ü¼�¯������ÌÁÎ�µ��žÒÁ�¯��¯Â¼����EÜ±�Î�Ò�\¯¼�¯��-
lizadas del MOPC con relación a lo que ocurre en la Patrulla Caminera puso 
�µ���Ò¼Ü�Á�ÍÜ��ÒÁ¼�å�Î¯�Ò�µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¨��×���Òį�Ì�ÎÁ�ÍÜ��ÌÁ��Ò�Ò���¼¯»�¼�
����¼Ü¼�¯�Î�ÌÁÎ��µ�»¯��Á���Ì�Î��Î�ÒÜ�×Î���±Á�ì���Á×ÎÁÒ�×¯ÌÁÒ����Î�ÌÎ�Ò�µ¯�ÒĮ

37 Los trabajadores de la fábrica Inpet reoganizaron el Sindicato de Trabajadores de Industrias PET S.A.E.C.A. Inpet 
(Sintrinpet) y presentaron en diciembre de 2019 su pedido de reorganización de la Comisión Directiva. El secretario 
general, Jorge González, denunció que hasta la fecha el MTESS no ha dado respuesta al pedido y siguen sin poder 
registrar formalmente la reorganización del sindicato. 

38 Los casos en la función pública son diversos. La CCT recibió denuncias de persecusión del Sindicato de Trabajadores de 
la Municipalidad de San Lorenzo, el Sindicato de Empleados y Obreros del IPS (SEOIPS), el Sindicato de Trabajadores 
del Ineram (Sitraineram), entre otros. Otro caso emblemático fue el ataque del Gobierno contra el Sitrande para rebajar 
las condiciones establecidas en su contrato colectivo de condiciones de trabajo (CCCT). 

39 Los trabajadores despedidos del Sindicato de Funcionarios y Sindicato de Empleados de la Universidad Católica no 
solamente no han sido repuestos, sino que hasta el momento no se ha resuelto la medida cautelar con relación a la 
inviolabilidad de los fueros sindicales de los trabajadores despedidos en diciembre de 2017.

40 “Aumentan los casos de abuso sexual y violencia hacia la niñez y adolescencia”, $%&�&RORU, 29 de mayo de 2020, acceso el 
15 de octubre de 2020, https://www.abc.com.py/edicion-impresa/sociales/2020/05/29/aumentan-los-casos-de-abuso-
sexual-y-violencia-hacia-la-ninez-y-adolescencia/.

41 “Denuncian casos de acoso en entrevistas laborales”, /D�1DFLµQ, 1 de agosto de 2020, acceso el 16 de octubre de 2020, 
https://www.lanacion.com.py/pais_edicion_impresa/2020/08/01/denuncian-casos-de-acoso-en-entrevistas-laborales/.

42 “Denuncian acosos contra mujeres en la Patrulla Caminera”, $%&�&RORU, 14 de octubre de 2020, acceso el 16 de octubre de 
2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/10/14/denuncian-acosos-contra-mujeres-en-la-patrulla-caminera/.
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preCarizaCión LaboraL en LoS mUniCipioS 

A través de la Resolución CGR N.º 256, de fecha 11 de mayo de 2020, se re-
glamenta parte del Presupuesto General de Gastos de la Nación 202043. Esta 
norma aprueba una actualización de la guía básica de documentos para ren-
�¯�¯Â¼�����Ü�¼×�Ò����µ���±��Ü�¯Â¼����µÁÒ�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ�Ò�ÎÜ�ÎÁÒ�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×�Î¯ÁÒ�
���µÁÒ�ÁÎ©�¼¯Ò»ÁÒ�ì�µ�Ò��¼×¯����Ò���µ��Ò×��Á���Ò�Î�õÒ��µ¯ñ��ÁÒ�ÌÁÎ�µ���Á¼×Î�-
µÁÎǞ��+�¼�Î�µ����µ��X�ÌÝ�µ¯��Į�

�¼×Î��µÁÒ��¯Ò×¯¼×ÁÒ�ÎÜ�ÎÁÒ���Ò�Î��å�µÜ��ÁÒ�Ò���Ò×��µ�����µ����µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò�
�Á¼×Î�×��ÁÒ���µ�Ò��×ÁÎ�ÌÝ�µ¯�Áį��Á»Á��ÒǞ�×�»�¯�¼�µÁÒ�ÍÜ��×Î���±�¼��¼���µ¯����
���±ÁÎ¼�µ�ÎÁÒĮ�

El problema que presenta esta resolución es que no se ciñe a los contratos de 
prestación de servicios parciales, sino que se hace extensivo a las personas 
que, a pesar de tener un contrato de prestación de servicios44, en los hechos, 
ÁÌ�Î�¼��Á»Á�×Î���±��ÁÎ�ÒŁ�Òł��¼��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�ÁÎ�¯¼�Î¯�ÒĮ�

Es decir, la resolución afecta a quienes prestan un servicio en calidad de con-
×Î�×��ÁÒį�Ì�ÎÁ��Üì����×¯å¯����Ò���ÍÜ¯Ì�Î����µ�����Ü¼�×Î���±��ÁÎ�¼Á»�Î��ÁĮ�\��
trata de los denominados contratos “basura”45��¼�µ��¨Ü¼�¯Â¼�ÌÝ�µ¯��į�»���-
¼¯Ò»Á�ÍÜ��Ò��Ü×¯µ¯ñ��Ì�Î��ÒÜ±�×�Î��¼��Á¼�¯�¯Â¼��µ¯�¼×�µ�Î����µ���Ü×ÁÎ¯�������
×ÜÎ¼Á���µ��Ì�ÎÒÁ¼��×Î���±��ÁÎ�Į�

Igualmente, estos funcionarios contratados con salarios miserables, que en 
algunos casos ni siquiera llegan al salario mínimo, deberán emitir facturas 
personales. 

No se trata de prestador(a) de servicios casuales de una actividad liberal, 
�Á»Á�ÌÁ�ÎǞ��Ò�Î�Ü¼��Ì�ÎÒÁ¼����Á©���į��µ��×Î¯�¯Ò×�į��ÎÍÜ¯×��×��Á����Á×ÎÁ�Áõ-
cio o profesión que presta una actividad concreta por la que emite una fac-
×ÜÎ��µ�©�µĮ�\��Î�õ�Î����Ì�ÎÒÁ¼�Ò��¼�Î�µ��¯Â¼������Ì�¼��¼�¯���Á¼�Ü¼��Á¼×Î�×Á�
civil que encubre una relación laboral típica. 

Muchos de estos contratos no se condicen con la actividad que desarrolla el 
personal, con el tiempo de la prestación de la actividad, ni con la dependen-
cia que de ella se desprende; en consecuencia, la persona no puede emitir 

43 Por la cual se actualiza la guía básica de documentos de rendición de cuentas que sustentan la ejecución de los 
principales rubros presupuestarios de ingresos y gastos de los Organismos y Entidades del Estado, sujetos al control de 
la Contraloría General de la República, y se deja sin efecto la Resolución CGR N.° 653 del 17 de julio de 2008. Texto de la 
UHVROXFLµQ�GLVSRQLEOH�HQ�KWWSV���ZZZ�FRQWUDORULD�JRY�S\�LQGH[�SKS�OD�FJU�UHVROXFLRQHV�GH�FDUDFWHU�JHQHUDO�ȑOH�������
resolucion-cgr-n-236-2020.

44 Figura de derecho civil que encubre relaciones típicas de orden laboral.

45 Los contratos denominados “basura” son aquellos en los que una relación laboral típica se hace pasar por una 
“prestación de servicio”, es decir, se disimula una prestación laboral por una de carácter civil y, en consecuencia, 
se desconocen todos los derechos y las garantías establecidos en la legislación laboral vigente. Eduardo Aguayo, 
“Reformas laborales regresivas...”.
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factura alguna. Y, aunque pudiese inscribirse ante la Subsecretaría de Esta-
�Á����aÎ¯�Ü×��¯Â¼�Ł\�ałį�¼Á��ë¯Ò×��¼¯¼©Ý¼�ÎÜ�ÎÁ�ÍÜ��ÌÜ������Ò�Á¼×�Î�µÁ�ÍÜ��
�����Ì�©�Î��µ�õÒ�Á�ÌÁÎ��µ�×Î���±Á�ÍÜ��Î��µ¯ñ�Į��Ò×Á��Ò��ÒǞ�ÌÁÎÍÜ��ÒÜ���×¯å¯����
está relacionada a una prestación laboral ordinaria encubierta a través de un 
contrato civil. 

>��X�ÒÁµÜ�¯Â¼��+X�FĮû�ăĆć��¨��×��×�»�¯�¼���Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�±ÁÎ¼�µ�-
ras nombradas, quienes deberán pasar a emitir factura. Estos casos se pre-
Ò�¼×�¼��¼�µ��Î��µ¯����Ì�Î��µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�ì�µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò����µÁÒ�»Ü¼¯�¯-
Ì¯ÁÒĮ�2»�©¯¼�»Á¼ÁÒ���Ü¼��Ì�ÎÒÁ¼��×Î���±��ÁÎ������Ò�Á�ÜÎ��¼Á�¼Á»�Î����
�¼���µ¯�������±ÁÎ¼�µ�Î��ÍÜ�������ÌÎ�Ò�¼×�Î�ÒÜ�¨��×ÜÎ����õ¼����»�Ò�ì�ÍÜ��ÒÁµÁ�
podría descontarse el impuesto a partir de la acumulación de gastos factu-
rados relacionados a su actividad (limpieza). Esto supondría que esta, para 
deducir sus gastos, compre durante el mes su escoba, repasador, trapo de 
Ì¯ÒÁį�±��Â¼į��×��×�Î�Į�

�Ò×�� �Ò� µ�� Î��µ¯���� �Á¼� µ�� ÍÜ�� ����¼� µ¯�¯�Î� µ�ÒŁÁÒł� ×Î���±��ÁÎ�ÒŁ�Òł� ��� µÁÒ�
municipios, con excepción de los de la Municipalidad de Asunción, ya que, 
como esta no recibe royalties de los entes binacionales, están exonerados. 

proYeCToS LegiSLaTivoS Como parTe 
DeL pLan De reForma eSTaTaL

De los aspectos que guardan relación con la reforma estatal46, lo que respecta 
�µ�ÌÎÁì��×Á����>�ì����µ��*Ü¼�¯Â¼�VÝ�µ¯���ì���µ�\�Îå¯�¯Á��¯å¯µį�ÌÎ�Ò�¼×��Á�ÌÁÎ�
�µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ47į����»�Ò����¼Á����Î�Ò¯�Á��¯Ò�Ü×¯�Á��Á¼�µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò�
��µ��Ò×��Á�ŁÒÜ±�×Á�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ����µ��¨Ü¼�¯Â¼�ÌÝ�µ¯��łį��Ò×��Ò��ÁÎ¯�¼×�����»Ì�Á-
rar las condiciones laborales. En ese sentido, mantiene intacta la situación 
���ÌÎ���Î¯ñ��¯Â¼�µ��ÁÎ�µ��Á¼�Î�µ��¯Â¼���»¯µ�Ò����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�ÍÜ��
se encuentran en la modalidad de “contratadas”. Es decir, aquellas cuya re-
lación laboral ordinaria es encubierta por un contrato civil de prestación de 
servicios. 

El proyecto de ley presentado menoscaba el derecho de la estabilidad laboral 
al elevar de 2 a 4 años el tiempo para adquirirla y, por ende, es desfavorable a 
µÁÒ�¯¼×�Î�Ò�Ò����µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò�ì�µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�ÒĮ�VÁÎ�Á×Î��Ì�Î×�į�×Î�¼Ò©Î�-
����µ��ÒÌǞÎ¯×Ü�±ÜÎǞ�¯�Á����µÁÒ��Á¼å�¼¯ÁÒ��Áµ��×¯åÁÒ��µ�¼�©�Î�µ��ÌÁÒ¯�¯µ¯�������
��ÁÎ��Î���¼�õ�¯ÁÒ�¼Á�ÌÎ�å¯Ò×ÁÒ��¼�µ��µ�ì�Łµ���Ò�¼�¯��±ÜÎǞ�¯������µÁÒ��Á¼×Î�×ÁÒ�

46 Gabriela Delvalle Agüero, “Representantes del Ejecutivo presentan proyectos para reforma del Estado”, &£PDUD�GH�
6HQDGRUHV���&RQJUHVR�1DFLRQDO, 27 de abril de 2020, acceso el 15 de octubre de 2020, http://www.senado.gov.py/index.
php/noticias/noticias-comisiones/5552-representantes-del-ejecutivo-presentan-proyectos-para-reforma-del-
estado-2020-04-27-23-48-50.

47 Lic. Renée Campagna, “Ejecutivo presenta proyecto de la función pública y el servicio civil, &£PDUD�GH�6HQDGRUHV���&RQJUHVR�
1DFLRQDO, 1 de septiembre de 2020, acceso el 16 de octubre de 2020, http://www.senado.gov.py/index.php/noticias/
noticias-comisiones/6535-ejecutivo-presenta-proyecto-de-la-funcion-publica-y-el-servicio-civil.
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colectivos es establecer condiciones más favorables por encima del mínimo 
que establece la ley). A pesar de enunciar la responsabilidad del Estado en el 
Ò¯Ò×�»��±Ü�¯µ�×ÁÎ¯Áį�¼Á�Ò���Ò×��µ���¼�µÁÒ�ÌÁÎ��¼×�±�Ò�����ÌÁÎ×�Ò����Ì�Î×����µ�
�Ò×��Áį�ÒÜ±�×Á�»ÁÎÁÒÁ��¼�µ����×Ü�µ¯���Į�

Además de lo expuesto, mantiene la política coercitiva al derecho a la huelga 
previsto en la Ley N.º 1626/2000. El artículo 15148 de la mencionada ley res-
×Î¯¼©��µ�����¯Â¼��¨��×¯å�����µ�Ò�Ü�µ©�Ò��¼�µ��¨Ü¼�¯Â¼�ÌÝ�µ¯��49.

El vaciamiento de los contratos colectivos es la punta de lanza para abrir un 
ÌÎÁ��ÒÁ������Ò×ÎÜ��¯Â¼����µÁÒ�Ò¯¼�¯��×ÁÒ��¼��µ�Ò��×ÁÎ�ÌÝ�µ¯�ÁĮ�>ÁÒ��Á¼×Î�×ÁÒ�
colectivos se constituyen, en la mayoría de los casos, en conquistas producto 
de luchas y en la herramienta con la que las direcciones sindicales disputan 
»�±ÁÎ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�µ��ÁÎ�µ�Ò�Ì�Î��µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�ÒĮ�\¯¼��Á¼×Î�×Á�
colectivo se desarma sustancialmente a los sindicatos al arrebatar una con-
quista histórica, corroyendo así la estructura organizativa gracias a la cual 
fue adquirida dicha herramienta. 

LeY De SUperinTenDenCia De penSioneS Y jUbiLaCioneS

La reforma estatal también pretende volver a colocar el proyecto de Ley de 
Superintendencia de Pensiones y Jubilaciones planteado ya durante el go-
bierno del expresidente Horacio Cartes y rechazado en las calles por las tra-
��±��ÁÎ�Ò�ì�µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò���¯¼¯�¯ÁÒ���µ���×Ü�µ�©Á�¯�Î¼Á����ž��Á���¼Ǟ×�ñ50. 

�Ò×��ÌÎÁì��×Á� Ò�� ¯¼Ò�Î¯��� �¼� �µ�»�Î�Á���� µ�� Î�¨ÁÎ»�� ±Ü�¯µ�×ÁÎ¯��ÍÜ���ÜÒ���
avanzar en el continente. En él se planteó crear una superintendencia de 
Ì�¼Ò¯Á¼�Ò� �Á¼� �µ� ÒÜÌÜ�Ò×Á� õ¼� ��� �µ¯¼��Î� µÁÒ� ¨Á¼�ÁÒ� ÌÎ�å¯Ò¯Á¼�µ�Ò� ��±Á� µ��
responsabilidad y garantías del Estado. Esta instancia concentraría todas 
µ�Ò���±�Ò����±Ü�¯µ��¯Á¼�Òį�ÌÎ¯å���Ò�ì�ÌÝ�µ¯��Òį�ì� µ��ÒÜÌ�Î¯¼×�¼��¼�¯������Î��
garantizar y precautelar los fondos y hacerlos rentables con inversiones de 
largo plazo.

48� ǘ$UW¯FXOR�����|���'HVGH�HO�PRPHQWR�TXH�OD�DXWRULGDG�DGPLQLVWUDWLYD�GHO�WUDEDMR�WRPH�FRQRFLPLHQWR�GHO�FRQȠOLFWR��
KDVWD�TXH�SRQJD�ȑQ�D�OD�JHVWLµQ�FRQFLOLDWRULD��QR�SRGU£�PHGLDU�XQ�SOD]R�PD\RU�GH�GLH]�G¯DV�FRUULGRV��(VWH�SOD]R�SRGU£�
prorrogarse por cinco días más cuando, en atención a la actitud de las partes, el conciliador estime viable la posibilidad 
de lograr un acuerdo. Vencidos los plazos mencionados sin que hubiese sido aceptada una fórmula de conciliación ni 
suscrito compromiso arbitral, el sindicato afectado podrá recurrir a la declaración de huelga o a otros medios de acción 
directa que estimase conveniente”.

49 Esta norma somete la decisión de las trabajadoras y los trabajadores a un intento de conciliación obligatoria que 
suspende la medida hasta por un plazo de 10 días prorrogables por otros 5 a criterio de la autoridad administrativa. En 
ORV�KHFKRV�HVWR�VLJQLȑFD�TXH��XQD�YH]�GHFODUDGD�OD�KXHOJD�SDUD�XQD�GHWHUPLQDGD�IHFKD��OD�DXWRULGDG�DGPLQLVWUDWLYD��D�
pedido de la patronal, establece la suspensión en los días previos al inicio de la huelga intentando avenir a las partes. 
Esto genera que el tiempo de la conciliación frustre los días ya resueltos como días de huelga, debiendo llamarse a 
otra asamblea una vez más para volver a declararla, supeditado a que no se intente nuevamente frustrar por vía de la 
tentativa de composición. Eduardo Aguayo, “Reformas laborales regresivas...”.

50 “Ficha Técnica del Expediente”, Silpy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 10 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/109184. 
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>��¯¼×�¼�¯Â¼�Ýµ×¯»������Ò×��ÌÎÁì��×Á��Ò�ÌÎ¯å�×¯ñ�Î��µ�ÜÒÁ����µÁÒ�¨Á¼�ÁÒ�ì��µ¯-
minar el tripartismo o colegiado, centralizando el poder administrativo en 
Ü¼��ÒÁµ��Ì�ÎÒÁ¼�į��µ�ÒÜÌ�Î¯¼×�¼��¼×�į���Ì�¼�¯�¼×����µ��±��Ü×¯åÁĮ�

El problema no solo radica en la falta de paridad en la conformación del Con-
Ò�±Á���� µ��\ÜÌ�Î¯¼×�¼��¼�¯�į� Ò¯¼Á� ÒÁ�Î�� ×Á�Á��¼��µ�Ì�µ¯©ÎÁ�ÍÜ�� Ò¯©¼¯õ��� µ��
Ü×¯µ¯ñ��¯Â¼����µÁÒ�¨Á¼�ÁÒ�±Ü�¯µ�×ÁÎ¯ÁÒ�Ì�Î��µÁÒ�¼�©Á�¯��ÁÒ�ì�µ���ÒÌ��Üµ��¯Â¼�
õ¼�¼�¯�Î�Į�

Además, al tener el carácter de máxima autoridad en el sistema previsional, 
este organismo sería el conducto para incrementar la edad mínima para la 
±Ü�¯µ��¯Â¼į�µÁ�ÍÜ��Ò¯©¼¯õ����Ü»�¼×�Î�µÁÒ��ÀÁÒ����×Î���±Á���õ¼����ÍÜ��µ��»�-
yoría no pueda alcanzar este derecho. 

�µ�Á×ÎÁ��±����µ�Á�±�×¯åÁ���µ�ÌÎÁì��×Á��Ò��¼¯ÍÜ¯µ�Î��µ�ÌÎ¯¼�¯Ì¯Á����Î�Ì�Î×Á�ÒÁµ¯-
dario que actualmente rige en nuestro sistema previsional y pasaría a imple-
mentarse la capitalización individual obligatoria, lo que ha conllevado a un 
desastre en experiencias como la chilena y las repudiadas AFP (Administra-
doras de Fondos de Pensiones)51.

Rechazar la ley que plantea la creación de la Superintendencia de Jubilacio-
nes y Pensiones también se orienta a cuidar el patrimonio de las(os) traba-
±��ÁÎ�ÒŁ�Òł�Ì�Î���Ò�©ÜÎ�Î�ÒÜ�¨Ü×ÜÎÁ�ì�¼Á�ÌÁ¼�ÎµÁ��¼�Î¯�Ò©ÁĮ�VÁÎ�Á×Î��Ì�Î×�į�
se constituye también en una lucha contra la corrupción el cuidado de los 
¨Á¼�ÁÒ�±Ü�¯µ�×ÁÎ¯ÁÒ����µ�Ò�©�ÎÎ�Ò����µ�Ò��ÁÎÌÁÎ��¯Á¼�Ò�õ¼�¼�¯�Î�Ò�ÍÜ��ÍÜ¯�-
ren utilizarlos.

FLexibiLizaCión LaboraL en panDemia 

En plena situación de crisis sanitaria y socioeconómica, el Ministerio de Tra-
��±Áį��»Ìµ�Á�ì�\�©ÜÎ¯����\Á�¯�µ�ń��×Î�å�Ò����µ��X�ÒÁµÜ�¯Â¼�FĮŵ�ĊĉĊĺăāăā52 del 
Ăć����±Üµ¯Á����ăāăā�ì� µ��X�ÒÁµÜ�¯Â¼�FĮŵ�ĂāāĂĺăāăā���µ�ĂĈ����±Üµ¯Á���µ��ÀÁ��¼�
curso– plantea la suspensión por un periodo de seis meses de la obligación a 
los empleadores de costear los exámenes médicos para la admisión, como los 
ÍÜ��Ò��Î��µ¯ñ�¼����»�¼�Î��Ì�Î¯Â�¯���µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò53.

En primer lugar, con estas resoluciones se derogan de manera absolutamen-
te arbitraria normativas instituidas en el Código Laboral, como la relaciona-

51 “Gran marcha nacional familiar No+AFP, domingo 3 de septiembre, en repudio al proyecto de ley que deja intacta a las 
AFP”, 1R�$)3, 13 de agosto de 2017, acceso el 15 de octubre de 2020, http://www.nomasafp.cl/inicio/?p=730.

52 Resolución MTESS N.º 989/2020, 07(66, acceso el 10 de octubre de 2020, https://www.mtess.gov.py/documentos/
resolucion-mtess-n-989-2020.

53� ǘ$ERJDGRV�FXHVWLRQDQ�ǕDWULEXFLRQHV�LOHJDOHVʜ�GHO�0LQLVWHULR�GH�7UDEDMRǙ���OWLPD�+RUD, 24 de julio de 2020, acceso el 
15 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/abogados-cuestionan-atribuciones-ilegales-del-ministerio-
trabajo-n2896631.html.



273ddhhpy2020 cY���9J�y�=.��Yc���].D�.��=

da a los estudios médicos obligatorios establecidos en el artículo 275 y regla-
mentados en el Decreto N.º 14390/92, que son parte del ordenamiento legal 
å¯©�¼×��ì����µ�Ò�©�Î�¼×Ǟ�Ò�»Ǟ¼¯»�Ò�Ì�Î��µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò��¼�ÒÜÒ��»�¯�¼×�Ò����
×Î���±ÁĮ��Ò×��©�Î�¼×Ǟ��»Ǟ¼¯»��Ò��×ÁÎ¼���Ý¼�»�Ò�¯¼�¯ÒÌ�¼Ò��µ���¼×���µ��Ò��¼-
so de la circulación comunitaria de la covid-19. 

En cuanto a lo estrictamente legal, las resoluciones señaladas –dispositivos 
���»�¼ÁÎ�±�Î�ÎÍÜǞ�ń�¼Á�ÌÜ���¼��µ×�Î�Î�¼¯¼©Ü¼��¼ÁÎ»�×¯å�����»�ìÁÎ�±�Î�Î-
ÍÜǞ���Á»Á�Ü¼��µ�ìĮ��Ò����¯Îį�Ü¼��Î�ÒÁµÜ�¯Â¼�¼Á�ÌÜ������±�Î����µ��Á�Ü¼��¼ÁÎ-
»���Ò×��µ��¯����¼�Ü¼��µ�ìį��Á»Á��Ò��µ���ÒÁ���µ��Â�¯©Á���µ�aÎ���±Áį�ÍÜ��Î�©Üµ��
las relaciones laborales en el país. Esta antinomia normativa está en contra-
vención a lo establecido en el artículo 554���µ��Â�¯©Á���µ�aÎ���±Á�ì�¼Á�ÌÜ����
Ò�Î���Ò�Á¼Á�¯�Á���±Á�¼¯¼©Ü¼���¯Î�Ü¼Ò×�¼�¯��ÌÁÎ�Ü¼��Î�ÒÁµÜ�¯Â¼�»¯¼¯Ò×�Î¯�µĮ

proyecto de ley que establece un régimen excepcional de 
contratación y terminación de la relación laboral durante 
la vigencia de la emergencia sanitaria por la covid-19

�¼�µÁÒ�ÌÎ¯»�ÎÁÒ��Ǟ�Ò����±Üµ¯Á����ăāăāį�µÁÒ��¯ÌÜ×��ÁÒ��ÁµÁÎ��ÁÒ�E¯©Ü�µ�Ǵ¼©�µ�
��µ�VÜ�Î×Á�ì�X�Ýµ�>�×ÁÎÎ��ÌÎ�Ò�¼×�ÎÁ¼�Ü¼�ÌÎÁì��×Á����µ�ì55��Á¼��µ�Á�±�×¯åÁ���į�
ÒÜÌÜ�Ò×�»�¼×�į�¯¼��¼×¯å�Î��µ��»Ìµ�Áį�Ì�ÎÁ�ÍÜ��¼Á��Ò�Á×Î���ÁÒ��ÍÜ��µ��øµ�ë¯�¯-
µ¯ñ��¯Â¼�µ¯Ò��ì�µµ�¼����µ��Â�¯©Á���µ�aÎ���±Á56. 

�µ�ÌÎÁì��×Á��Ò×��µ����ÍÜ���µ���ÒÌ¯�Á�Ò¯¼���ÜÒ��±ÜÒ×¯õ�������µ�×Î���±��ÁÎį��-
biendo mediado o no preaviso, obligará al empleador al pago de siete salarios 
diarios por cada año de servicio o fracción de más de seis meses, calculado 
�Á¼¨ÁÎ»���µ��Î×Ǟ�ÜµÁ�Ċăį�¯¼�¯ÒÁ��ł���µ��Â�¯©Á���µ�aÎ���±Á57.

ž�µÁÒ��¨��×ÁÒ�ÌÎ�å¯Ò×ÁÒ��¼�µÁÒ��Î×Ǟ�ÜµÁÒ�ĉĈį�ĉĉį�ĉĊ�ì�Ċā���µ��Â�¯©Á���µ�aÎ���±Áį�
µ��ÌÎÁÌÜ�Ò×��¯¼�¯���ÍÜ���µ�Ìµ�ñÁ����ÌÎ��å¯ÒÁ�Ì�Î��×Î���±��ÁÎ�Ò��Á¼��Ò×��Ü¼�
�ÀÁ�����¼×¯©ß����������Ò�Î����ĂĆ��Ǟ�Òį�»¯�¼×Î�Ò�ÍÜ����µÁÒ����»�Ò����Ü¼��ÀÁ�ì�
hasta dos años, corresponderán 23 días.

A todas luces, el proyecto atenta contra las garantías básicas de los traba-
±��ÁÎ�Ò��Á¼×�»Ìµ���Ò��¼�µ��µ�©¯Òµ��¯Â¼�ÁÎ�¯¼�Î¯�į�ÒÁ�Î��×Á�Á��Á¼Ò¯��Î�¼�Á�

54� ǘ$UW¯FXOR�����/DV�GLVSRVLFLRQHV�GH�HVWH�&µGLJR�FRQWLHQHQ�HO�P¯QLPR�GH�JDUDQW¯DV�\�GHUHFKRV�HQ�EHQHȑFLR�GH�ORV�
trabajadores. Ese mínimo no podrá alterarse en detrimento de éstos”.

55 “Ficha Técnica del Expediente”, Silpy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 15 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/121419. 

56� ǘ(Q�SOHQD�SDQGHPLD��SUHVHQWDQ�SUR\HFWR�TXH�ȠOH[LELOL]D�&µGLJR�/DERUDOǙ���OWLPD�+RUD, 14 de julio de 2020, acceso el 16 
GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�XOWLPDKRUD�FRP�HQ�SOHQD�SDQGHPLD�SUHVHQWDQ�SUR\HFWR�TXH�ȠOH[LELOL]D�FRGLJR�
laboral-n2894987.html.

57 “Artículo 92º.- El preaviso y las indemnizaciones de que tratan los artículos anteriores, se regirán por las siguientes 
reglas: […] b) La indemnización que corresponde se calculará tomando como base el promedio de los salarios 
devengados por el trabajador, durante los últimos seis meses que tenga de vigencia el contrato o fracción de tiempo 
menor, si no se hubiese ajustado dicho término; […]”. 
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la cantidad de más de 25.000 despidos y más de 70.000 suspensiones58, ci-
¨Î�Ò��ÁÎÎ�ÒÌÁ¼�¯�¼×�Ò��µ�»�Ò����±Üµ¯Áį�ÍÜ���Ò×���ÁÎ��Ò��»�¼×¯�¼�¼59. Estos 
¼Ý»�ÎÁÒ�ÒÁ¼��ÌÎÁë¯»��ÁÒ����¯�Á���ÍÜ�� µ�� ¯¼¨ÁÎ»�µ¯���� µ��ÁÎ�µ��¼��µ�Ì�ǞÒ�
alcanza un 65%60, de los cuales se estima que 1,7 millones fueron afectados 
directamente por la pandemia61. Además, la Dirección General de Estadísti-
ca, Encuestas y Censos (DGEEC) señaló que el 68,5% de un total de 1.873.122 
Á©�Î�Ò�Î�ÌÁÎ×Â�ÍÜ���µ©Ý¼�»¯�»�ÎÁ���µ�Á©�Î�Î�©¯Ò×ÎÂ�Ì�Î�¯������ÒÜÒ�¯¼©Î�-
sos62. 

Ante la situación de desesperación para el mantenimiento de empleos, este 
ÌÎÁì��×Á�å¯�¼�����»�¼�ñ�Î��Ý¼�»�Ò��µ���×�Î¯ÁÎÁ������Î��ÁÒ�µ��ÁÎ�µ�Ò�ì�×ÁÎ-
¼�ÎǞ���¼�»�ìÁÎ�»��¯���ÌÎ���Î¯��µ��Ò¯×Ü��¯Â¼����»¯µ�Ò����×Î���±��ÁÎ�Ò��¼��µ�
país ante la brutal crisis. Por otra parte, el Congreso ha hecho caso omiso al 
proyecto de despidos cero planteado por algunas de las centrales de traba-
±��ÁÎ�Ò63. 

pago de aguinaldo fraccionado 

A raíz de las consecuencias generadas por la pandemia en la economía, des-
����µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����aÎ���±Á�Ò��ÌÎÁÌÜÒ¯�ÎÁ¼�×Î�Ò��µ×�Î¼�×¯å�Ò�Ì�Î���µ�Ì�©Á����
aguinaldo. Las opciones fueron: el cobro en cuotas; el acceso de las patrona-
les a un nuevo crédito blando para realizar el pago; o el acceso a fondos del 
IPS en carácter de préstamo.

Lo insólito de la posición del representante del Gobierno, el viceministro de 
aÎ���±Áį�>Ü¯Ò�KÎÜ�į�¨Ü���µ�ÒÜÒ×�¼×Á����Á�Ì�Î��±ÜÒ×¯õ��Î�µ��ÁÌ�¯Â¼����µ���å�¼-
×Ü�µ�Ü×¯µ¯ñ��¯Â¼����µÁÒ�¨Á¼�ÁÒ�±Ü�¯µ�×ÁÎ¯ÁÒ���µ�2V\�Ì�Î��Ì�©�Î�µÁÒ��©Ü¯¼�µ�ÁÒį�
“[...] O aplicar la plata de los fondos de IPS que es plata del empresario, por-
que ellos son los que aportan al sistema […]”64. En las relaciones laborales 
típicas, una cuestión elemental es que el dinero que aporta la patronal, tanto 
µÁ���Ò�Á¼×��Á��µ�×Î���±��ÁÎ��Á»Á��µ��ÌÁÎ×��Ì�×ÎÁ¼�µį��Ò�Ì�Î×�����µ���ÌÎÁÌ¯�-
�¯Â¼���µ�×Î���±Á��±�¼Á�ÍÜ��Î��µ¯ñ���µ���Ì¯×�µ¯Ò×�Į��µ��ÌÁÎ×��Ì�×ÎÁ¼�µ�¼Á��Ò�Á×Î��

58� KWWSV���ZZZ�PWHVV�JRY�S\�DSSOLFDWLRQ�ȑOHV����������������6XVSHQVLRQHVB337B'2/B����������B5(9�SGI�

59 “25.000 despidos registrados desde inicio de la pandemia”, �OWLPD�+RUD, 14 de julio de 2020, acceso el 14 de octubre de 
2020, https://www.ultimahora.com/25000-despidos-registrados-inicio-la-pandemia-n2894854.html.

60 MTESS - Dirección de Observatorio Laboral,�5HJLVWURV�GH�VXVSHQVLRQHV�GH�FRQWUDWR�GH�WUDEDMR, 3 de junio de 2020, https://
ZZZ�PWHVV�JRY�S\�DSSOLFDWLRQ�ȑOHV����������������3ULQFLSDOHVB,QGLFDGRUHVBGHB(PSOHRB\BGHB2FXSDFLRQB
Informal_2002-2018.pdf.

61 “Cuarentena golpea a 1,7 millones de trabajadores informales”, ��'¯DV, 28 de marzo de 2020, acceso el 15 de octubre de 
2020, https://www.5dias.com.py/archivo/cuarentena-golpea-a-17-millones-de-trabajadores-informales. 

62 “DGEEC publica resultados sobre efectos del COVID-19 en cuanto a situaciones adversas”, '*((&, 6 de agosto de 2020, 
acceso el 15 de octubre de 2020, https://www.dgeec.gov.py/news/news-contenido.php?cod-news=495. 

63 “Ficha Técnica del Expediente”, Silpy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 14 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/120275. 

64 “Ministerio de Trabajo baraja alternativas para pago de aguinaldo”, �OWLPD�+RUD, 7 de septiembre de 2020, acceso el 15 
de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/ministerio-trabajo-baraja-alternativas-pago-aguinaldo-n2903730.
html. 
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�ÁÒ��ÍÜ��Ì�Î×�����µÁ�ÍÜ��Ò���ë×Î�����µ�ÌÎÁ�Ü�×Á���µ�×Î���±ÁĮ��Ò����¯Îį�µ�Ò�Ì�Î-
ÒÁ¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�ÒÁ¼�µ�Ò�Ý¼¯��Ò�ì�å�Î����Î�Ò��ÌÁÎ×�¼×�Ò���µ�Ò�©ÜÎÁ�ÒÁ�¯�µ�
en su totalidad. Esto se da en la generalidad de los vínculos laborales, salvo 
excepciones. 

Con relación a estas propuestas, hubo un rechazo categórico de la clase tra-
��±��ÁÎ�Į�\¯¼��»��Î©Áį����¯�Á��� µ�� Ò¯×Ü��¯Â¼�ÍÜ���×Î�å¯�Ò���µ�»Áå¯»¯�¼×Á�
sindical, es poco probable que pueda asegurarse el cobro efectivo de manera 
Î�©Üµ�Î��¼�×Á�ÁÒ�µÁÒ�µÜ©�Î�Ò����×Î���±ÁĮ�

COnClUsiOnEs 

Uno de los efectos más nítidos del neoliberalismo ha sido la desregulación 
���µ�Ò�Î�µ��¯Á¼�Ò�µ��ÁÎ�µ�Ò��Á»Á�×�¼��¼�¯�Į��Ò×Á�Ò����Î�øµ�±��Á��¼���»�¯ÁÒ�
introducidos en la legislación que generan no solo antinomias normativas, 
sino trastocan el espíritu de los cimientos de la legislación. 

>��øµ�ë¯�¯µ¯ñ��¯Â¼�ÍÜ��Ò��¯¼×ÎÁ�Ü���¯»Ìµ¯���µ��¨ÁÎ»�µ¯ñ��¯Â¼����¼Ü�åÁÒ�Î�©Ǟ-
menes en las relaciones laborales que precarizan las condiciones de presta-
�¯Â¼����×Î���±Áį��¼��Á¼×Î�å�¼�¯Â¼��µ��ÒÌǞÎ¯×Ü����µ��µ�©¯Òµ��¯Â¼��¼�µ��»�×�Î¯�Į

Lo que hoy se conoce como proceso de uberización65 es la decantación de un 
largo trayecto de degradación de los derechos laborales y que se patentiza en 
µ��ÌÎ�å�µ�¼�¯�����µÁÒ�×Î���±ÁÒ�����Ò×�±Á���×Î�å�Ò����×�Î��Î¯ñ��¯Á¼�Òį�µÁÒ�×Î���-
±ÁÒ����¯Ò×�¼�¯��Á�×�µ�×Î���±Áį�µ���Á¼×Î�×��¯Â¼�×�¼×Á��¼��µ�Ò��×ÁÎ�ÌÝ�µ¯�Á��Á»Á�
�¼��µ�ÌÎ¯å��Á���±Á�õ©ÜÎ�Ò��Á»Á��µ��Á¼×Î�×Á����ÌÎ�Ò×��¯Â¼����Ò�Îå¯�¯ÁÒĮ�

>��>�ì�����»Ìµ�Á���a¯�»ÌÁ�V�Î�¯�µį�ÌÁÎ��±�»ÌµÁį��Á¼Ò�©Î��µ��¯¼×�Î»¯×�¼�¯��
�¼��µ�����ÒÁ��µ�×Î���±Áį�µÁ�ÍÜ���Á¼µµ�å��Ü¼���×�Î¯ÁÎÁ�ÌÁÎ��µ���Ò©�Ò×��¨ǞÒ¯�Á�ì�
ÌÒǞÍÜ¯�Á����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�ÍÜ������¼��Ü�Î¯Î�Ü¼�Ò�µ�Î¯Á���Ò¯�Á��»-
pleándose en más de una actividad. 

��±Á��Ò×�Ò�¼Ü�å�Ò�»Á��µ¯����Ò�ÁÌ�Î���Á¼�¨Ü�Îñ��µ��ÌÎ�Ò¯Â¼�ÌÁÎ�µ����±��Ò�µ�-
Î¯�µį�µÁ�ÍÜ���Á¼µµ�å��µ���Á»Ì�×�¼�¯���¼×Î��µ�Ò�ÌÎÁÌ¯�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�
ÍÜ��Î���±�¼�µ�Ò��ë¯©�¼�¯�Ò�µ��ÁÎ�µ�Ò�Ì�Î��ÌÁ��Î�Ò�Î���ÒÁÎ�¯��Ò��Á»Á�»�¼Á�
de obra efectivamente empleada.

A toda esta situación de deterioro en las condiciones laborales y competen-
�¯���¼×Î��µ�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�ì�µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Òį�Ò��ÒÜ»��µ��Ì�ÎÒ��Ü�¯Â¼��ÎÜ×�µ�

65� ǘ8EHUL]DFLµQ�HV�HO�QRPEUH�GH�XQ�IHQµPHQR�SRSXODUL]DGR�SRU�0DXULFH�/«Y\��Ǖ8EHUL]DFLµQʜ�HV�HVD�LGHD�TXH�DO�GHVSHUWDU�
una mañana uno descubre que su trabajo ha desaparecido” (Thompson, 2014). La nueva incorporación a la estrategia 
de control del trabajo es lo que ha venido a llamarse el modelo Uber de explotación laboral”. Ángel Estigarribia, “Crisis 
económica, post pandemia y el problema laboral”, en .HUD�\YRW\��UHȜOH[LRQHV�VREUH�OD�FXHVWLµQ�VRFLDO�����Q¼PHUR�HVSHFLDO����
)$&62�����GH�MXQLR�GH�������DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���UHYLVWDVFLHQWLȑFDV�XQD�S\�RMV�LQGH[�SKS�NHUD\YRW\�
article/view/491/412.
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de las patronales a quienes intenten organizarse sindicalmente para exigir 
»�±ÁÎ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�ÒĮ�

�Á¼�µÁÒ��¯ÒÌÁÒ¯×¯åÁÒ�µ�©�µ�Ò��¼×�Î¯ÁÎ»�¼×���¯×��ÁÒį��µ��Ò×��Á���±�����µ��Á�Ü¼�
pilar fundamental de la política estatal de rango constitucional que establece 
que debe promover políticas que tiendan al pleno empleo66. Estas disposicio-
¼�Ò�µ�©�µ�Ò����¼�ÍÜ���µ��Ò×��Á�Ò����Ò�»��Î�������©�Î�¼×¯ñ�Î�×Î���±Á��¯©¼Á�
ì�×�Î»¯¼�¼�ÌÁÎ��Ò×¯»Üµ�Î�µ��ÌÎ���Î¯ñ��¯Â¼�ì�øµ�ë¯�¯µ¯ñ��¯Â¼�µ��ÁÎ�µĮ

En el marco de la pandemia, el propio MTESS incentivaba a echar mano a 
la Ley de Empleo a Tiempo Parcial, de forma tal a encuadrar las relaciones 
µ��ÁÎ�µ�Ò���±Á��Ò×��»Á��µ¯����Ì�Î��ÒÜÌÜ�Ò×�»�¼×��Ò�µå�©Ü�Î��Î�µÁÒ�ÌÜ�Ò×ÁÒ�
���×Î���±Á67Į�\¯¼��»��Î©Áį�µ��õ¼�µ¯����Ýµ×¯»���Ò�ÍÜ��µ��Ò¯×Ü��¯Â¼�����Î¯Ò¯Ò��Á-
µÁÍÜ���µ��Á¼±Ü¼×Á����µ�Ò�Î�µ��¯Á¼�Ò�ÁÎ�¯¼�Î¯�Ò����×Î���±Á���±Á�µ�Ò�ÌÎ�å¯Ò¯Á¼�Ò�
����Ò×��¼ÁÎ»�×¯å��ÍÜ��ÌÎ���Î¯ñ��µ��å¯������µ���µ�Ò��×Î���±��ÁÎ�Į�

Es así como todos los cambios en la legislación que se han operado en el país 
�¼�µ�Ò�Ýµ×¯»�Ò�������Ò�ÒÁ¼�ÌÎÁ�Ü�×Á����Ü¼��Î�¨ÁÎ»��µ��ÁÎ�µ� µ�¼×�į��¼�¨ÎǞÁį�
que ha trastocado parte del endeble sistema de garantías laborales. A esto se 
suman la situación de persecución sindical y la arbitrariedad con la que ope-
ra tanto el MTESS al obstruir procesos de sindicalización, como el sistema 
���±ÜÒ×¯�¯�į��ÜìÁÒ�ÁÌ�Î��ÁÎ�Ò��¼�µ��©Î�¼�»�ìÁÎǞ�����µÁÒ���ÒÁÒ�ÒÁ¼�¨Ü¼�¯Á¼�µ�Ò�
�µ�Î�©¯»�¼�����¯�×��ÜÎ���Á¼��µ�ÍÜ����×Ý�¼�µ�Ò�Ì�×ÎÁ¼�µ�ÒĮ

Finalmente, el plan de reactivación económica del Gobierno supone mayor 
�¼��Ü��»¯�¼×Áį�µÁ�ÍÜ��Ò��Î�øµ�±���¼��µ�VÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á�+�¼�Î�µ����+�Ò×ÁÒ�ăāăĂ68. 
Esta proyección69 mantendrá intacta la inequidad tributaria y también otros 
�±ÜÒ×�Ò�Ì�Î��µÁÒ��Ü�ÀÁÒ���µ�©Î�¼���Ì¯×�µĮ�

>�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò����×Î���±��ÁÎ�Ò�×¯�¼�¼�ÌÁÎ���µ�¼×�į����»�Ò���µ���Ò�¨ǞÁ�
de luchar para que el peso de la crisis no se descargue sobre las espaldas de 
ÍÜ¯�¼�Ò�ÌÎÁ�Ü��¼�×Á�Á��¼�µ��ÒÁ�¯����į��µ�Á�±�×¯åÁ����Î�å�Î×¯Î�×Á�Á�Ü¼�ÁÎ��¼�
que ha legitimado una esclavitud moderna que degrada la vida de miles día 
a día. 

66 “Artículo 87.- Del pleno empleo: El Estado promoverá políticas que tiendan al pleno empleo y a la formación profesional 
de recursos humanos, dando preferencia al trabajador nacional”.

67 “Contrato a tiempo parcial, por pandemia”, $%&�&RORU, 2 de agosto de 2020, acceso el 15 de octubre de 2020, https://
www.abc.com.py/nacionales/2020/08/02/contrato-a-tiempo-parcial-por-pandemia/. 

68 “En 2021 la deuda llegará a 34,8% del PIB, según Hacienda”,�$%&�&RORU, 8 de septiembre de 2020, acceso el 16 de octubre 
de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/09/08/en-2021-la-deuda-llegara-a-348-del-pib-segun-hacienda/.

69 “El servicio de la deuda pública aumenta 31% en presupuesto 2021”, $%&�&RORU, 4 de septiembre de 2020, acceso el 16 de 
octubre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/09/04/el-servicio-de-la-deuda-publica-aumenta-31-en-
presupuesto-2021/.
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rECOMEnDaCiOnEs

El Estado paraguayo debe desarrollar un programa de emergencia de con-
¨ÁÎ»¯������µÁÒ�¯¼×�Î�Ò�Ò����µ���µ�Ò��×Î���±��ÁÎ�į��Á¼�Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�ì��Á¼×ÎÁµ�
���ÒÜÒ�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò��¼��µ���µ¯¼��»¯�¼×Á����ÒÜÒ��¯Î��×Î¯��Ò�ì��±��Ü�¯Â¼Į��¼�
materia de la crisis socioeconómica, este programa debe comprender:

 Ǻ La sanción de una ley que prohíba los despidos para los sectores del capital 
cuya envergadura permita mantener los empleos.

 Ǻ �µ��Ò×��µ��¯»¯�¼×Á����Ü¼�¨Ü�ÎÁ�Ò¯¼�¯��µ�Ì�Î��×Á�ÁÒ�µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò�»¯�¼-
tras dure la pandemia y el desarrollo de una campaña para la formación 
de sindicatos en todos los sectores.

 Ǻ La implementación de un seguro de desempleo que sea igual al salario 
mínimo. 

 Ǻ El cumplimiento efectivo de la Resolución N.° 388/201970 que dispone la 
obligación de contar con protocolos que establecen el procedimiento de 
actuación ante casos de violencia laboral, mobbing y acoso sexual en los 
µÜ©�Î�Ò����×Î���±Áį���¼×ÎÁ����µ�Ò��»ÌÎ�Ò�ÒĮ

 Ǻ �µ���Ò�ÎÎÁµµÁ����Ü¼�Ìµ�¼����Á�Î�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ÍÜ��ÌÎ¯ÁÎ¯���µ���Á¼Ò×ÎÜ��¯Â¼����
escuelas y hospitales y el apoyo real a las mipymes para generar empleo 
donde se respeten todos los derechos laborales, a través del sistema de 
�ìÜ���»Ü×Ü�į�Ì�Î��©�Î�¼×¯ñ�Î��µ��õ��ñ�»�¼�±Á����µÁÒ�¨Á¼�ÁÒ�ì�µ��Ü×¯µ¯ñ�-
ción de mano de obra de los miles de albañiles y maestros desempleados 
actualmente.

 Ǻ �µ��±ÜÒ×����µ�\>E��µ�Ąąŧį�Ì�Î�¯������ÒÜ�å�µÁÎ���×Ü�µĮ�X�µ��¯Á¼��Á����Ò×Áį�
es necesario elaborar una nueva política salarial que contemple una rees-
×ÎÜ�×ÜÎ��¯Â¼����µ�Ò�¯¼Ò×�¼�¯�Ò�ÍÜ�����¯��¼�µÁÒ��±ÜÒ×�Ò�Ò�µ�Î¯�µ�ÒĮ�V�Î���µµÁ�
debe crearse un órgano interinstitucional conformado por representan-
×�Ò����µÁÒ�×Î���±��ÁÎ�Ò��µ��×ÁÒ���»Á�Î�×¯��»�¼×��ÌÁÎ�ÒÜÒ�Ì�Î�Òį�Î�¨�Î�¼-
tes de la Universidad Nacional expertos en la materia y representantes del 
E¯¼¯Ò×�Î¯Á����aÎ���±Á71.

70� 5HVROXFLµQ�1�r�����������GHO����GH�IHEUHUR�GH�������TXH�FUHD�OD�2ȑFLQD�GH�$WHQFLµQ�\�3UHYHQFLµQ�GH�OD�9LROHQFLD�/DERUDO�
y se establece el procedimiento de actuación ante casos de violencia laboral, PREELQJ y acoso sexual en los lugares de 
trabajo, dentro de las empresas, 07(66��KWWSV���ZZZ�PWHVV�JRY�S\�DSSOLFDWLRQ�ȑOHV����������������UHVBPWHVVB�������
pdf.

71 El Banco Central del Paraguay no puede seguir siendo el órgano encargado de determinar los datos a tener en cuenta 
para los aumentos salariales. El BCP es una institución encargada de la política de regulación monetaria, función que 
es incompatible con la de proporcionar los datos de manera objetiva para la determinación de los reajustes salariales, 
SXHV�HO�%&3�VXSHGLWD�OD�QHFHVLGDG�GH�UHDMXVWH�R�QR�FRQIRUPH�D�OD�VLWXDFLµQ�LQȠODFLRQDULD�
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 Ǻ >�� ©�Î�¼×Ǟ�� ��� Ü¼�� ±Ü�¯µ��¯Â¼� �¯©¼�� Ì�Î�� ×Á�ÁÒ� µÁÒ� ×Î���±��ÁÎ�Òį� ×�¼×Á�
��µ�Ò��×ÁÎ�ÌÝ�µ¯�Á��Á»Á�ÌÎ¯å��ÁĮ�VÎÁ»Áå�Îį�ÌÁÎ� µÁ�×�¼×Áį��µ�Î���ñÁ��� µ��
Ü×¯µ¯ñ��¯Â¼����µÁÒ�¨Á¼�ÁÒ�±Ü�¯µ�×ÁÎ¯ÁÒ�ì�µ����¨�¼Ò����µ�Ò¯Ò×�»�����Î�Ì�Î×Á�
solidario. 

 Ǻ La promoción del rechazo al plan de reforma estatal en el marco de la pan-
��»¯��ì�Ò¯¼�Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�Î��µ����µ�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±�-
doras. 



derecho a la vivienda y derecho a la ciudad

DereCho a La vivienDa 
�D�c.�CVJ]�����Jr.�ɰǽȅ

El derecho a una vivienda digna está contemplado en el artículo 100 de 
Äê�ÞæÚ���ËÄÞæ¬æê�¬ÌÄ�D��¬ËÄ�½Ɍ��Þ��½���Ú��©Ë����æË��Þ�½�Þ�×�ÚÞËÄ�Þ����ËÄ-
tar con un lugar y hábitat adecuados para vivir, ya que promueve el desa-
rrollo socioeconómico y cultural. Adicionalmente, se encuentra vinculado 
a otros derechos humanos como el de vivir en seguridad, paz y dignidad1. 
En estos últimos 25 años, se han registrado varios avances en términos 
�������ÞË���êÄ��õ¬õ¬�Ä�������ê���ɇ�×�ÚË�ÄË�½ËÞ�ÞêĈ�¬�Äæ�ÞɌ�=��×�Ä��Ã¬��
de la covid-19 ha profundizado las desigualdades existentes en su acce-
ÞËɇ��Þ×��¬�½Ã�Äæ��×�Ú��½�Þ�×�ÚÞËÄ�Þ����¬Ä¤Ú�ÞËÞ�Ã��¬ËÞ�ü���·ËÞɌ��ËÃË�½Ë�
�û×Ú�ÞÌ�½���ûÚ�½�æËÚ�����õ¬õ¬�Ä������½�Þ�D��¬ËÄ�Þ�gÄ¬��ÞɆ�ɶ½��õ¬õ¬�Ä���Þ��

ha convertido en la primera línea de defensa contra el virus”2.

paLabraS CLaveS: derecho a la vivienda y hábitat, desarrollo urbano, 
asequibilidad, asentamientos informales, desalojos. 

maría del Carmen Fleitas Delgado
hábitat para la humanidad paraguay

aportes de:
raquel bertrán sisa, carlos cáceres y mary lechenuk ɚ+��¬æ�æ�×�Ú��½��+êÃ�Ä¬����V�Ú�¤ê�üɛɇ

olga caballero ɚc��©Ë�V�Ú�¤ê�üɛɇ�aldo pusineri ɚ%��Ú¬���]Ë�¬�½ɛ�ü�Juan carlos cristaldo ɚ��ÄæÚË����
.Äõ�Þæ¬¤��¬ÌÄɇ���Þ�ÚÚË½½Ë���.ÄÄËõ��¬ÌÄ����½��%��ê½æ�������ÚÙê¬æ��æêÚ�ɇ��¬Þ�ÊË�ü��Úæ�����½��gD�ɛ

1 Observación General N.º 4. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1991).

�� ǘǕ/D�YLYLHQGD��OD�SULPHUD�O¯QHD�GH�GHIHQVD�IUHQWH�DO�EURWH�GHO�&29,'���ʜ��DȑUPD�XQ�H[SHUWR�GH�OD�218Ǚ��2ȑFLQD�GHO�
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (marzo 2020), https://www.ohchr.org/SP/
1HZV(YHQWV�3DJHV�'LVSOD\1HZV�DVS["1HZV,' �����	/DQJ,' 6��
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balanCE DE lOs 25 añOs

Camino haCia Una poLíTiCa naCionaL 
De vivienDa Y hÁbiTaT

f¼��»¯Î�������µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ�ăĆ��ÀÁÒ�¼ÁÒ�Ì�Î»¯×��Á�Ò�Îå�Î�¯×ÁÒ�ì���Ò�¨ǞÁÒ��¼�
el cumplimiento del derecho a la vivienda y al hábitat adecuados.

�¼�µ�Ò�Ýµ×¯»�Ò�×Î�Ò�������Òį�V�Î�©Ü�ì�Ò�����Á¼å�Î×¯�Á��¼�Ü¼�Ì�ǞÒ��Á¼�Ü¼��
población más urbana que rural. Actualmente, el 60,5% de la población se 
�Á¼��¼×Î���¼�ñÁ¼�Ò�ÜÎ��¼�Ò�ì�Ò���Ò×¯»��ÍÜ��Ì�Î���µ�ăāăĆ��Ò×��¼Ý»�ÎÁ��µ��¼-
zará el 64,4%3. Este cambio histórico en los patrones sociales y económicos 
de la sociedad paraguaya ha conllevado a una variación de los problemas 
y oportunidades que enfrenta el país. A pesar de que han pasado 30 años 
��Ò����Ò×��¯¼øµ�ë¯Â¼�¯Ò×ÂÎ¯��į� µ��ÒÁ�¯�����Ì�Î�©Ü�ì���Ý¼��¼�Ü�¼×Î���¯¨Ǟ�¯µ�
��õ¼¯ÎÒ����ÒǞ�»¯Ò»���Á»Á�ÌÎ��Á»¯¼�¼×�»�¼×��ÜÎ��¼�Į��¼��Á¼Ò��Ü�¼�¯�į�µ��
�Ü�Ò×¯Â¼�ÜÎ��¼���¼�V�Î�©Ü�ì��Ý¼�¼Á�Î��¯���µ���×�¼�¯Â¼���¼×Î�µ�ÍÜ��»�Î����
�¼�»�×�Î¯�����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ì��¼��µ�����×���»Ìµ¯Á����µ��ÒÁ�¯������¯å¯µĮ�

�Á¼¨ÁÎ»���µ���¼ÒÁ���µ�ăāĂăį�ĄĊįĆŧ���� µ�Ò�å¯å¯�¼��Ò���µ¯õ��ÎÁ¼��Á»Á����Ì-
table de acuerdo con el Global Index of Overall Quality of Housing4Į�\�©Ý¼�
ÌÎÁì���¯Á¼�Ò�©Ü��Î¼�»�¼×�µ�Òį��¼��µ�ăāĂă�Ò���Ò×¯»Â�ÍÜ���µ���õ�¯×����å¯å¯�¼-
da en Paraguay era alrededor de 1.100.000 viviendas5į�Ò¯�¼�Á��µ�ĂĄŧ���õ�¯×�
�Ü�¼×¯×�×¯åÁ�Ł�Á¼Ò×ÎÜ��¯Â¼����å¯å¯�¼��Ò�¼Ü�å�Òł�ì��µ�ĉĈŧ���õ�¯×��Ü�µ¯×�×¯åÁ�
Ł»�±ÁÎ�»¯�¼×Á�ìĺÁ�Î�»Á��µ��¯Â¼����å¯å¯�¼��Ò��ë¯Ò×�¼×�Òł6. 

Con esta deuda histórica, Paraguay asumió un papel importante en la cum-
bre internacional del Hábitat III, realizada en octubre de 2016 en Ecuador, 
donde el país se comprometió a implementar una política nacional de la vi-
vienda, en consonancia con los principios globales establecidos en la Nueva 
Agenda Urbana7. 

Dentro de este compromiso asumido por el Estado paraguayo, en el 2016 se 
promulgó el Decreto N.º 60438 que estableció el Comité Nacional de Vivienda 

3 Secretaría Nacional de la Vivienda y el Hábitat (Senavitat), ,QIRUPH�1DFLRQDO�GHO�3DUDJXD\��7HUFHUD�FRQIHUHQFLD�GH�ODV�
1DFLRQHV�8QLGDV�VREUH�OD�YLYLHQGD�\�HO�GHVDUUROOR�XUEDQR�VRVWHQLEOH���+£ELWDW�,,, (Asunción: Senavitat, 2016), http://habitat3.
org/wp-content/uploads/National-Report-LAC-Paraguay-Spanish.pdf. 

4 Dirección General de Estadística, Encuestas y Censos (DGEEC), $Q£OLVLV�GHO�G«ȍFLW�KDELWDFLRQDO�GHO�3DUDJXD\�����, 
KWWSV���ZZZ�GJHHF�JRY�S\�3XEOLFDFLRQHV�%LEOLRWHFD�LQYHVWLJDFLRQ���WHPDWLFD�$QDOLVLV���GHO���GHȑFLW���
habitacional%20en%20Paraguay,%202012.pdf.

5 PLANHAVI, Senavitat (2012).

6 Ibíd. 

7 Política Nacional de la Vivienda y el Hábitat, https://www.muvh.gov.py/sitio/wp-content/uploads/2018/07/PNVH-
Digital.pdf.

8 Decreto Nacional N.º 6043/2016, https://www.presidencia.gov.py/archivos/documentos/DECERTO6043_4pqy99r8.pdf.
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y Hábitat (CNVH)9Į��Á»ÌÜ�Ò×Á�ÌÁÎ�ćĈ�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ì�ÌÎ¯å���Ò10, su 
Á�±�×¯åÁ��Ò�Ò�Îå¯Î��Á»Á��Ü�¯×ÁÎ����µ��ÌÁµǞ×¯���¼��¯Á¼�µ�Î�µ��¯Á¼������å¯å¯�¼���
y hábitat adecuados. 

ž��»�Òį��¼�±Üµ¯Á����ăāĂĉį�µ��\��Î�×�ÎǞ��F��¯Á¼�µ����o¯å¯�¼���ì�0��¯×�×į���-
tualmente el Ministerio de Urbanismo, Vivienda y Hábitat (MUVH), publicó 
la Política Nacional de Vivienda y Hábitat (PNVH)11. Este documento contie-
ne el marco básico para formular e implementar planes, programas y pro-
yectos institucionales relacionados a: 

 – E�±ÁÎ�»¯�¼×Á����µ����µ¯�������å¯��Į

 – Derecho a una vivienda digna12 y ambiente saludable13.

Esta política está sustentada en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, en la Constitución Nacional del Paraguay y transversalmente 
ÁÎ¯�¼×���� �� �Á¼×Î¯�Ü¯Î� �¼� �µ� �Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á� ��� µÁÒ�K�±�×¯åÁÒ� �����Ò�ÎÎÁµµÁ�
Sostenible, la Nueva Agenda Urbana y el Plan de Desarrollo Paraguay 2030.

9 Comité Nacional de Vivienda y Hábitat, https://www.muvh.gov.py/comitenacionaldelhabitat/.

10 Las instituciones del CNVH son: Administración Nacional de Electricidad, Agencia Financiera para el Desarrollo, Alter 
Vida - Centro de Estudio y Formación para el Eco-Desarrollo, Arzobispado de Asunción - Pastoral Social, Asociación 
Ciudadela, Asociación de Profesionales de la Construcción, Asociación para el Desarrollo Sustentable - Migara, 
Asociación Paraguaya de Arquitectos, Asociación Paraguaya de Empresas Loteadoras, Asociación Rural del Paraguay, 
Asociación de Juntas Municipales del Paraguay, Banco Nacional de Fomento, Cámara de Diputados (Comisión de 
Desarrollo Social, Población y Vivienda), Cámara de Senadores (Comisión de Energía, Recursos Naturales, Población, 
Ambiente, Producción y Desarrollo Sostenible; Comisión Nacional de Defensa de los Recursos Naturales - Coderna), 
Cámara Paraguaya de Desarrolladores Inmobiliarios, Cámara Paraguaya de Empresas Inmobiliarias, Cámara 
Paraguaya de la Industria de la Construcción, Cámara Paraguaya de la Vivienda y la Infraestructura, Cedes Hábitat 
(ONG), Centro Paraguayo de Ingenieros, Colegio de Arquitectos del Paraguay, Comité de Iglesias para Ayuda de 
Emergencia, Compañía Paraguaya de Comunicaciones S. A., Consejo de Gobernantes del Paraguay, Consejo Paraguayo 
de Construcción Sostenible, Contraloría General de la República del Paraguay, Dirección General de Estadística, 
Encuestas y Censos, Empresa de Servicios Sanitarios del Paraguay S. A., Ente Regulador de Servicios Sanitarios, Entidad 
Binacional Yacyretá, Gabinete Social - Presidencia de la República, Gestión Ambiental para el Desarrollo Sustentable, 
Hábitat para la Humanidad (ONG), Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra, Instituto Paraguayo del 
Indígena, Itaipú Binacional, Ministerio de Agricultura y Ganadería, Ministerio de Defensa Nacional, Ministerio de 
Educación y Ciencias, Ministerio de Hacienda, Ministerio de Industria y Comercio, Ministerio de la Mujer, Ministerio de 
Obras Públicas y Comunicaciones, Ministerio de Relaciones Exteriores, Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, Ministerio del Interior, Ministerio de Justicia, Organización Paraguaya 
de Cooperación Intermunicipal, Red Paraguaya por Ciudades Sustentables, Secretaría Nacional de la Vivienda y el 
Hábitat, Secretaría de Acción Social, Secretaría de Emergencia Nacional, Secretaría de la Juventud, Secretaría del 
Ambiente, Secretaría Nacional de Cultura, Secretaría Nacional de Tecnologías de la Información y Comunicación, 
6HFUHWDU¯D�1DFLRQDO�SRU�ORV�'HUHFKRV�+XPDQRV�GH�ODV�3HUVRQDV�FRQ�'LVFDSDFLGDG��6HFUHWDU¯D�7«FQLFD�GH�3ODQLȑFDFLµQ�
del Desarrollo Económico y Social, Servicio Nacional de Promoción Profesional, Servicio Nacional de Saneamiento 
Ambiental, Sistema Nacional de Formación y Capacitación Laboral, Techo Paraguay (ONG), Unión Industrial 
Paraguaya (UIP), Universidad Católica Nuestra Señora de la Asunción, Universidad Nacional de Asunción (Facultad de 
Arquitectura, Diseño y Arte).

11 Secretaría Nacional de la Vivienda y el Hábitat, 3RO¯WLFD�1DFLRQDO�GH�OD�9LYLHQGD�\�HO�+£ELWDW (Asunción: Senavitat, 2018), 
https://www.muvh.gov.py/sitio/wp-content/uploads/2018/07/PNVH-Digital.pdf. 

12 Derecho establecido en el artículo 100 de la Constitución Nacional (1992), https://www.oas.org/juridico/spanish/
par_res3.htm.

13 Derecho establecido en el artículo 7 de la Constitución Nacional (1992), https://www.oas.org/juridico/spanish/par_res3.htm.
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>��VFo0��Ò×���¯å¯�¯����¼�×Î�Ò��±�Ò��Ò×Î�×�©¯�ÁÒĭ�Ł¯ł�©Á��Î¼�¼ñ����¯¼Ò×¯×Ü�¯Á-
¼�µ¯���į� Ł¯¯ł� Ìµ�¼¯õ���¯Â¼� ì� �¯Ò�ÀÁį� Ł¯¯¯ł� ��Á¼Â»¯�Á� ì� õ¼�¼�¯�ÎÁĮ� VÎ�Ò�¼×��
�Á���Á�±�×¯åÁÒ��Ò×Î�×�©¯�ÁÒ�ÍÜ�� ¯��¼×¯õ��¼� µÁÒ��ÒÌ��×ÁÒ�»�Ò� Î�µ�å�¼×�Ò����
la problemática de la vivienda y el hábitat en el contexto actual del país14. 
Esta política fue un hito en el cumplimiento de los compromisos asumidos a 
nivel internacional por Paraguay en el contexto del derecho a la vivienda y el 
��¯×�×�����Ü��ÁÒĮ�VÁÎ�ÌÎ¯»�Î��å�ñ�Ò��ÌÎÁ�Ü±Á�Ü¼��Ò×Ü�¯Á�Ì�Î×¯�¯Ì�×¯åÁ�ń¯¼-
cluyendo a varios sectores de la sociedad paraguaya, articulados y legalmen-
te reconocidos por medio del CNVH–, analizando los principales desafíos y 
problemáticas de la vivienda y hábitat en el país, e igualmente se delinearon 
�Ò×Î�×�©¯�Ò�Ì�Î���¼¨Î�¼×�Î��Ò×ÁÒ�Á�Ò×��ÜµÁÒ��Á¼�»¯Î�Ò����Ü»Ìµ¯Î�µÁÒ�K�±�×¯åÁÒ�
de Desarrollo Sostenible al 2030. 

Lastimosamente, en la actualidad, la Política Nacional de Vivienda y Hábitat 
¼Á��Ò×��Ò¯�¼�Á��±��Ü×�������»Á�Á��Á¼Ò¯Ò×�¼×��ì��Î×¯�Üµ��Á�ÌÁÎ��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�
de Urbanismo, Vivienda y Hábitat. Existen actividades efectivamente imple-
mentadas por el MUVH que de manera tangencial coinciden con la PNVH, 
�Á»Á�µ��ÌÜ�µ¯���¯Â¼�ÌÁÎ�µ��\��Î�×�ÎǞ��a��¼¯������Vµ�¼¯õ���¯Â¼�Ł\aVł����Ü¼��
©ÜǞ��Ì�Î���µ���Ò�ÎÎÁµµÁ����µ��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�ÜÎ��¼��ì�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯�µ15, o el avance 
���Ü¼��ÁÎÎ��ÁÎ����>�ì����Vµ�¼¯õ���¯Â¼���µ�fÒÁ���µ�\Ü�µÁ16. Estas acciones se 
�µ¯¼��¼�����µ©Ý¼�»Á�Á��Á¼�µÁÒ�Á�±�×¯åÁÒ����µ��VFo0�Ì�ÎÁ�¼Á��ë¯Ò×�į��µ�»Á-
mento de la formulación de este documento, una implementación sistémica 
y articulada de la misma.

Por otro lado, el Comité Nacional de Vivienda y Hábitat tiene el mandato 
¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ� ��� ×Î���±�Î� �Á¼±Ü¼×�»�¼×�� �Á¼� �µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á� ���fÎ��¼¯Ò»Áį�
Vivienda y Hábitat en el proceso de implementación de la PNVH17. Sin em-
��Î©Áį�µ��Ýµ×¯»��Î�Ü¼¯Â¼���µ��Fo0�¨Ü��Î��µ¯ñ�����¼�»�ÎñÁ����ăāĂĉ18, lo que 
evidencia la ausencia de articulación y seguimiento por parte del Comité a 
este proceso. Esto ha generado que diversas organizaciones de la sociedad 
civil reaccionen solicitando al MUVH la reactivación del CNVH y la imple-
mentación de la PNVH, sin lograr avances a la fecha19.

14 Véase VXSUD nota 11.

15 “Presentaron Guía de Planes de Ordenamiento Urbano y Territorial para Municipios”, Secretaría Técnica de 
3ODQLȑFDFLµQ�GHO�'HVDUUROOR�(FRQµPLFR�\�6RFLDO�����GH�MXOLR�GH�������DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�VWS�
gov.py/v1/presentaron-guia-de-planes-de-ordenamiento-urbano-y-territorial-para-municipios/.

16 “Impulsan estudio sobre Ley de ordenamiento territorial”, &£PDUD�GH�6HQDGRUHV, 13 de diciembre de 2019, acceso el 20 de 
octubre de 2020, http://www.senado.gov.py/index.php/noticias/noticias-comisiones/5074-impulsan-estudio-sobre-
ley-de-ordenamiento-territorial-2019-12-13-14-04-43.

17 Secretaría Nacional de la Vivienda y el Hábitat (Senavitat), 3ODQ�1DFLRQDO�GH�+£ELWDW�\�9LYLHQGD�GHO�3DUDJXD\ (Asunción: 
Senavitat, 2013), http://www.stp.gov.py/v1/wp-content/uploads/2019/02/Vol-6.-PLANHAVI.pdf.

18 Por favor ver: Octava Jornada 15-03-2018, https://www.muvh.gov.py/comitenacionaldelhabitat/?post_
type=archivoscnh.

19 Solicitud enviada en julio de 2019 por el Centro de Investigación, Desarrollo e Innovación de la Facultad de 
Arquitectura, Diseño y Arte de la Universidad Nacional de Asunción, dirigida al viceministro Jorge Bosch. Se ha 
realizado seguimiento en febrero de 2020 en alianza con Techo Paraguay y Hábitat para la Humanidad Paraguay. 
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Esta situación genera preocupación para lograr las metas propuestas en el 
Plan Nacional de Desarrollo 2030 y los compromisos asumidos a nivel inter-
nacional en la cumbre Hábitat III20�ì�µÁÒ�K�±�×¯åÁÒ������Ò�ÎÎÁµµÁ�\ÁÒ×�¼¯�µ�Į�

programaS De FinanCiamienTo aSeqUibLe 
promoviDoS por eL eSTaDo

Para poder resolver la problemática de acceso a una vivienda digna, a través 
de los años el Estado ha promulgado dos programas dirigidos a la población 
�Á¼��¯õ�Üµ×���Ò��������ÒÁ���õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á��Ò�ÍÜ¯�µ��Ì�Î��µ���Á¼Ò×ÎÜ��¯Â¼�
de sus viviendas. 

fonavis: subsidio habitacional asequible  
para familias en situación de vulnerabilidad

En el 2009 se aprobó el Fondo Nacional de Vivienda Social (Fonavis). Su mi-
Ò¯Â¼��Ò�ÌÎÁå��Î���¨�»¯µ¯�Ò����¯¼©Î�ÒÁÒ�»��¯ÁÒ�ì���±ÁÒ�ÒÜ�Ò¯�¯ÁÒ���¯×��¯Á¼�-
µ�Ò�Ì�Î���µ�»�±ÁÎ�»¯�¼×Á����ÒÜ���µ¯�������å¯��Į�žÒ¯»¯Ò»Áį��Ò×��ÁÎ¯�¼×��Á���
�¯Ò»¯¼Ü¯Î��µ���õ�¯×���¯×��¯Á¼�µ��¼�×Á�Á��µ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á�¼��¯Á¼�µ���¯»ÌÜµÒ�Î�µ��
economía nacional21. Los niveles de subsidio son variables de acuerdo con 
el grado de renta familiar, desde un 15% (familias con ingreso entre 3,5 y 5 
salarios mínimos) al 95% del subsidio (familias con ingreso inferior a 1 sala-
rio mínimo)22. Llega a los 17 departamentos del país y opera a través de los 
\�Îå¯�¯ÁÒ����žÒ¯Ò×�¼�¯��a��¼¯���Ł\žałį�ÍÜ����×Ý�¼��Á»Á�Ò�×�µ¯×�Ò�×��¼¯�ÁÒ����
µ�� ¯¼Ò×¯×Ü�¯Â¼į���Ì��¯×�¼�Á��� µ�Ò�ì� µÁÒ� Î�¨�Î�¼×�Ò��Á»Ü¼¯×�Î¯ÁÒ�ÍÜ���±�Î��¼�
�Á»Á��Á¼×Î�µÁÎ�Ò����µÁÒ�ÌÎÁ©Î�»�Ò��ÜÎ�¼×��ÒÜ��±��Ü�¯Â¼�ì�©�¼�Î�¼�Á�ÌÎÁ��-
ÒÁÒ�Ì�Î×¯�¯Ì�×¯åÁÒ��Á»Ü¼¯×�Î¯ÁÒĮ�\¯¼��»��Î©Áį���Î��������©¯µ¯���į��õ�¯�¼�¯��
y sostenibilidad, esencialmente, por tres motivos. 

En primer lugar, la burocracia que enfrentan las familias para acceder al be-
¼�õ�¯ÁĮ�>����»ÁÎ��ÌÎ¯¼�¯Ì�µ�Ò������¼�µÁÒ�ÌÎÁ��ÒÁÒ�¯¼×�Î¼ÁÒį�ì��ÍÜ��Ò��ÒÁ»�-
×¯�ÎÁ¼���¯»ÌÁÎ×�¼×�Ò�õµ×ÎÁÒ�Ì�Î���å¯×�Î�µ���ÁÎÎÜÌ�¯Â¼�ì��µ�»�¼ÁÒ�Á�ÍÜ���Ò×ÁÒ�
fondos tuvieron históricamente. Esto afecta la revisión de los documentos 
solicitados durante el proceso que cuentan con vencimiento, como el caso 
���µÁÒ��¼×�����¼×�Ò�ÌÁµ¯�¯�µ�Ò�ì�±Ü�¯�¯�µ�Ò�ÍÜ�į��¼��µ�»Á»�¼×Á�������ÎÒ��µ��
revisión, muchos de ellos ya están vencidos, requiriendo nuevamente su pre-
sentación, generando gastos extras en tiempo y costo para las familias y la 
institución. 

20 ONU Hábitat, 1XHYD�$JHQGD�8UEDQD (Naciones Unidas, 2016), https://habitat3.org/wp-content/uploads/NUA-Spanish.
pdf.

21 Véase el artículo 2 de la Ley N.º 3637 en https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/1820/crea-el-fondo-nacional-de-la-
vivienda-social-fonavis.

22 Véase el artículo 8 de la Ley N.º 3637 en https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/1820/crea-el-fondo-nacional-de-la-
vivienda-social-fonavis.
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En segundo término, la falta de participación de la banca de segundo piso23, 
ya que la misma sigue sin una participación efectiva en el otorgamiento de 
�Î��¯×ÁÒ�Ì�Î��µ�Ò�¨�»¯µ¯�Ò�ÍÜ��ÍÜ¯�Î�¼���¼�õ�¯�ÎÒ����µ�ÌÎÁ©Î�»�Į�>�����-
sión de la banca permitiría mayor complementariedad y dinamización del 
proyecto24. 

VÁÎ�Ýµ×¯»Áį�µ��¨�µ×�����Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�ÜÎ��¼���¼�µ���±��Ü�¯Â¼���µ�*Á¼�å¯Ò�Áį��¯-
cho de otro modo, la visión centrada exclusivamente en la vivienda como 
Á�±�×Á��¯Òµ��Á�ÍÜ��ÒÜ�ì�����µ�*Á¼�å¯ÒĮ�

En su momento, Fonavis fue un avance histórico al garantizar recursos ge-
nuinos del Tesoro para viviendas de interés social. Sin embargo, si bien ha 
�Áµ��ÁÎ��Á��¼�µ���¯Ò»¯¼Ü�¯Â¼���µ���õ�¯×���¯×��¯Á¼�µ��Ü�¼×¯×�×¯åÁį����¯©Ü�µ�
manera ha contribuido a la expansión de la mancha urbana sin incidir in-
×�©Î�µ»�¼×���¼��µ���¯×�×�ì�Á�å¯�¼�Á�µ��¯»ÌÁÎ×�¼�¯�����Ìµ�¼¯õ���¯Â¼����µÁÒ�
asentamientos urbanos25Į�f¼�ÌÜ¼×Á��ÎǞ×¯�Á���µ��¼��»¯�±��µ�©�µ���µ�*Á¼�å¯Ò�
–que debe ser revisto– es que no permite el uso de sus recursos para las obras 
de infraestructura y equipamiento urbano que deben acompañar a las vi-
viendas y, por tanto, estimulan la producción de nuevos barrios de vivienda 
social sin servicios.

ley de fomento de la vivienda y desarrollo urbano

�¼�±Üµ¯Á����ăāĂćį�µ��>�ì����*Á»�¼×Á����µ��o¯å¯�¼���ì���Ò�ÎÎÁµµÁ�fÎ��¼Á�¨Ü��
sancionada26Į�\ÜÒ�Á�±�×¯åÁÒ�ÒÁ¼ĭ� ŁĂł�å¯��¯µ¯ñ�Î��µ�����ÒÁ���Ü¼��å¯å¯�¼����¯©-
¼��»��¯�¼×��Ü¼�Ò¯Ò×�»�����õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�ÁÎ¯�¼×��Á��� ¨�»¯µ¯�Ò���� ¯¼©Î�-
sos medios; (2) promover la vivienda como estructurador determinante del 
desarrollo urbano, con créditos en condiciones preferenciales para empren-
dimientos; (3) establecer zonas o emprendimientos prioritarios para recu-
perar la funcionalidad de ciertas áreas; y (4) establecer el marco referencial 
para la formalización del mercado de alquileres.

Esta nueva medida esperaba ser otra alternativa para familias de ingresos 
»��¯ÁÒ�ì���±ÁÒ���õ¼����������Î���Ü¼�õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á��Ò�ÍÜ¯�µ����×Î�å�Ò����µ��
banca de segundo piso, la cual –por medio de la Agencia Financiera de De-
sarrollo– recibe fondos destinados para la colocación de créditos destinados 

23� /DV�LQVWLWXFLRQHV�ȑQDQFLHUDV�GH�VHJXQGR�SLVR�VRQ�DTXHOODV�TXH�QR�WLHQHQ�WUDWR�GLUHFWR�FRQ�HO�FOLHQWH��6X�DFWLYLGDG�
principal es canalizar los fondos a través de otras entidades de crédito.

24� ;LPHQD�$PDULOOD��ǘ/D�SRO¯WLFD�KDELWDFLRQDO�GHO�3DUDJXD\��HQWUH�OD�LQIRUPDOLGDG�\�OD�PRYLOLGDG�GHO�ǕPRGHOR�FKLOHQRʜǙ�
�WHVLV�GH�0DJ¯VWHU�HQ�'HVDUUROOR�8UEDQR��,QVWLWXWR�GH�(VWXGLRV�8UEDQRV�\�7HUULWRULDOHV���3RQWLȑFLD�8QLYHUVLGDG�
GH�&KLOH���������KWWSV���ZZZ�UHVHDUFKJDWH�QHW�SURȑOH�0DULDB$PDULOODB5LYHURV�SXEOLFDWLRQ����������B
La_politica_habitacional_en_Paraguay_entre_la_informalidad_y_la_movilidad_del_modelo_chileno/
links/5c1a62cb92851c22a336d16b/La-politica-habitacional-en-Paraguay-entre-la-informalidad-y-la-movilidad-del-
modelo-chileno.pdf.

25 Ibíd.

26 Ley N.º 5638/2016, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.
bacn.gov.py/leyes-paraguayas/5155/ley-n-5638-fomento-de-la-vivienda-y-desarrollo-urbano.
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a la construcción de nuevas viviendas con sus productos Primera vivienda y 
Mi casa27. 

sitUaCiÓn DEl DErECHO

Se mencionan brevemente los avances en materia del derecho a la vivienda y 
la ciudad con un enfoque en la Política Nacional de Vivienda y Hábitat. Asi-
mismo, se hará énfasis en las alternativas establecidas por el Estado en ma-
×�Î¯�����õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á��Ò�ÍÜ¯�µ�į��¼�µ¯ñ�¼�Á��µ�ÌÎÁ©Î�»��*Á¼�Á�F��¯Á¼�µ�
de Vivienda Social (Fonavis) y la Ley de Fomento a la Vivienda y Desarrollo 
fÎ��¼ÁĮ�VÁÎ�Ýµ×¯»Áį�Ò���¯Ò�Ü×¯Î��µ��Ò¯×Ü��¯Â¼����µÁÒ��Ò�¼×�»¯�¼×ÁÒ�¯¼¨ÁÎ»�-
les urbanos en el contexto de la pandemia y la necesidad de una respuesta 
integral en estas comunidades. 

La situación actual que enfrenta el mundo entero con respecto a la pandemia 
ha exacerbado la importancia de la vivienda. Como mencionó la exrelatora 
especial del derecho a la vivienda de las Naciones Unidas, la vivienda se ha 
convertido en primera línea de defensa frente al brote de la covid-1928. En 
Paraguay, la llegada de esta enfermedad sacó a relucir las profundas des-
igualdades sociales y la falta de acceso a los servicios sociales.

El Gobierno ha tomado medidas para poder mitigar los efectos de la covid-19 
en la sociedad paraguaya. En marzo de 2020, se sanciona la Ley de Emergen-
cia Sanitaria (Ley N.º 6524)29, que incluye temas como derecho a la vivienda, 
agua segura y empleo. En cuanto al derecho a la vivienda, el Gobierno tomó 
µ��»��¯��� ×�»ÌÁÎ�µ� ��� ÌÎÁ¯�¯�¯Â¼� ��� ��Ò�µÁ±ÁÒ� �Ò×�� ±Ü¼¯Á� ��µ� ÌÎ�Ò�¼×��
año30. Al momento del cierre de este informe, se está estudiando su reno-
vación hasta diciembre31. Asimismo, la mayoría de los pagos de crédito de 
å¯å¯�¼���¨Ü�ÎÁ¼��Á¼©�µ��ÁÒ��Ò×���µ�»�Ò����±Ü¼¯Á����ăāăā32. 

Dentro de las disposiciones gubernamentales para poder reactivar la econo-
»Ǟ����µ�Ì�ǞÒ�ì�Î�å�Î×¯Î�µÁÒ�¯»Ì��×ÁÒ����µ���Áå¯�ŅĂĊį��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�µ�¼ñÂ��¼�

27 Véanse ambos productos en https://www.afd.gov.py/productos. 

28� ǘǕ+RXVLQJ��WKH�IURQW�OLQH�GHIHQFH�DJDLQVW�WKH�&29,'����RXWEUHDNʜ��VD\V�81�H[SHUWǙ��1DFLRQHV�8QLGDV, 18 de marzo de 2020, 
acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.ohchr.org/EN/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=25727.

29 Ley N.° 6524/2020. “Ficha Técnica de la Ley”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, http://silpy.congreso.gov.py/
ley/142934.

30 Artículo 52 de la Ley N.º 6524/2020.

31 A la fecha se encuentra en la Cámara de Diputados bajo el segundo trámite constitucional. “Ficha Técnica del 
Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, http://silpy.congreso.gov.py/expediente/121538.

32 “Medidas tomadas por los bancos, en marco por lo dispuesto por el Gobierno nacional”, Ministerio de Industria 
y Comercio, 23 de marzo de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, http://www.mic.gov.py/mic/w/contenido.
SKS"SDJLQD �	LG �����



286 ddhhpy2020��Y��+J]���JDKC.�J]ɇ�]J�.�=�]�y��g=cgY�=�]

±Ü¼¯Á��µ�Vµ�¼����X��ÜÌ�Î��¯Â¼���Á¼Â»¯���J�ÌÜō��V�Î�©Ü�ì33. En este plan se 
×ÜåÁ��¼��Á¼Ò¯��Î��¯Â¼�µ��å¯å¯�¼����Á»Á��±��������¯Â¼�Ì�Î��µ��¯¼å�ÎÒ¯Â¼Į�

Existe un reconocimiento de la importancia del sector vivienda para la reac-
tivación económica. Un estudio de Hábitat para la Humanidad Internacio-
nal34 señala la importancia de impulsar estrategias inclusivas y políticas de 
estímulo dirigidas al mercado de la vivienda para fomentar la reactivación 
económica poscovid-19.

FonDo naCionaL De vivienDa SoCiaL: programa 
para La reaCTivaCión De La eConomía

�Á¼�Î�µ��¯Â¼��µ�*Á¼�å¯Òį��¼�Ò�Ì×¯�»�Î�����ăāăā��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�ÌÎ�Ò�¼×Â�
un proyecto de ley, en el que proponía la asignación de USD 47.000.000 para 
µ���Á¼Ò×ÎÜ��¯Â¼����å¯å¯�¼��Òį���±Á� µ��ÌÎ�»¯Ò�����ÍÜ��Ŋµ���Á¼�Î��¯Â¼����¯»-
portantes proyectos de construcción de viviendas permitirá lograr efectos 
Ò¯©¼¯õ��×¯åÁÒ��¼�×Á�Á��µ�Ì�ǞÒį�ÒÁÒ×�¼¯�¼�Á��»Ìµ�ÁÒ���¯»ÌÜµÒ�¼�Á�µ��Î��ÜÌ�-
ración económica”35.

Al momento de desarrollo de este informe, el proyecto de ley fue aproba-
�Áį��Á¼��µ©Ü¼�Ò�»Á�¯õ���¯Á¼�Òį�ÌÁÎ�µ����»�Î������¯ÌÜ×��ÁÒ�ì��¼å¯��Á����
nuevo a la Cámara de Senadores para su discusión36Į�žÝ¼�¼Á�Ò��ÌÜ�����å�-
luar su implementación ni su impacto en la reactivación económica, pero 
es fundamental resaltar la importancia de considerar los cuestionamientos 
anteriormente señalados sobre dicho programa. Dentro de este nuevo esce-
¼�Î¯Áį��Ò�¯¼»¯¼�¼×��ÒÜ�Î�¨ÁÎ»��Ì�Î���Ò�©ÜÎ�Î�Ü¼��»�±ÁÎ��±��Ü�¯Â¼�ÌÎ�ÒÜ-
puestaria. Esto teniendo en cuenta que se espera pedir otro préstamo para 
µÁ©Î�Î�ÌÁ¼�Î��¼�»�Î����Ò×��Ìµ�¼į�ì�ÍÜ��ÌÜ�����Ü»Ìµ¯Î��Á¼�ÒÜ�Á�±�×¯åÁį�ÍÜ��
�Ò���¼�õ�¯�Î���¨�»¯µ¯�Ò�Ì�Î�©Ü�ì�Ò����¯¼©Î�ÒÁÒ���±ÁÒ�ì�»��¯ÁÒ��Á¼�å¯å¯�¼-
das asequibles.

33� 3ODQ�GH�5HFXSHUDFLµQ�(FRQµPLFD��DSXʜ¥�3DUDJXD\��KWWSV���ZZZ�VHW�JRY�S\�SRUWDO�QDSXD3\���

34 “Cornerstone of Recovery: How Housing Can Help Emerging Market Economies Rebound from COVID-19”, +DELWDW�
IRU�+XPDQLW\�,QWHUQDWLRQDO��������KWWSV���ZZZ�KDELWDW�RUJ�VLWHV�GHIDXOW�ȑOHV�GRFXPHQWV�&RUQHUVWRQH�RI�5HFRYHU\B
Oct2020.pdf.

35 Mensaje del Poder Ejecutivo N.º 438, Ministerio de Hacienda, de fecha 24 de septiembre de 2020, por el cual remite el 
proyecto de Ley “Que establece medidas en el marco del plan de recuperación económica por los efectos causados por 
la pandemia COVID-19 (CORONAVIRUS), bajo el eje de acción de inversión a través de la construcción de viviendas”. 
Véase “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 21 de octubre de 2020, http://
silpy.congreso.gov.py/SIL3py-web/expediente/122136.

36� ǘ&RQ�PRGLȑFDFLRQHV��DXWRUL]DQ�FRQVWUXFFLµQ�GH�YLYLHQGDV�VRFLDOHV�SRU����PLOORQHV�GH�GµODUHVǙ��&£PDUD�GH�'LSXWDGRV��
11 de abril de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, http://www.diputados.gov.py/ww5/index.php/noticias/con-
PRGLȑFDFLRQHV�DXWRUL]DQ�FRQVWUXFFLRQ�GH�YLYLHQGDV�VRFLDOHV�SRU����PLOORQHV�GH�GRODUHV��
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LeY De FomenTo De La vivienDa Y DeSarroLLo Urbano: 
CreaCión De Un FonDo De garanTía para aSiSTir a 
FamiLiaS en La Compra De SU primera vivienDa

En febrero de 2020 fue aprobado el Decreto N.º 331737 que regula la Ley de 
Fomento de la Vivienda y Desarrollo Urbano y nombra una Comisión Con-
sultiva del Sistema Nacional de la Vivienda. Esta debe estar compuesta por 
¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ì�ÌÎ¯å���Òį��ÒǞ��Á»Á�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò����µ��ÒÁ�¯������¯-
å¯µ�ì�×Î���±�Î���¼��Á¼±Ü¼×Á��Á¼��µ��Á»¯×��F��¯Á¼�µ����o¯å¯�¼���ì�0��¯×�×Į�\¯¼�
embargo, en la actualidad este organismo no se encuentra activo. 

�¼�×�Î»¯¼ÁÒ����å¯å¯�¼����Ò�ÍÜ¯�µ�į��µ�Á�±�×¯åÁ�����Ò×��µ�ì�¼Á��Ò×��Ò¯�¼�Á��±�-
cutado efectivamente, debido a dos factores. Por un lado, la escasa disponi-
�¯µ¯�������õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�ÌÝ�µ¯�Á���×Î�å�Ò���µ�VÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á�+�¼�Î�µ����µ��F�-
�¯Â¼Į�VÁÎ��µ�Á×ÎÁį�ÌÁÎ�µ�Ò��ë¯©Ü�Ò��ÁÁÎ�¯¼��¯Á¼�Ò�����¯��Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�
lideradas desde el MUVH en su articulación con los principales entes regu-
µ��ÁÎ�Ò�ì���×ÁÎ�Ò���µ�Ò¯Ò×�»��õ¼�¼�¯�ÎÁį��Á»Á��µ���¼�Á���¼×Î�µ���µ�V�Î�©Ü�ì�
(BCP), Instituto Nacional de Cooperativismo (Incoop), Agencia Financiera 
de Desarrollo (AFD) y Banco Nacional de Fomento (BNF), y las instituciones 
õ¼�¼�¯�Î�Ò�ÌÎ¯å���ÒĮ��¼��Ò×���ÒÌ��×Áį�µ����±���Î×¯�Üµ��¯Â¼�ì�Ò¯¼�Î©¯��Î�ÒÜµ×��
�¼�Ü¼���Î����Ì�Î��¯¼�ÁÎÌÁÎ�Î��µ�Ò��×ÁÎ�õ¼�¼�¯�ÎÁ��¼��µ�»�Î���Á����å¯å¯�¼-
����Ò�ÍÜ¯�µ��ì��ÒǞ�Î�ÒÌÁ¼��Î��Á¼�ÌÎÁ�Ü�×ÁÒ�õ¼�¼�¯�ÎÁÒ��¯Î¯©¯�ÁÒ���¨�»¯µ¯�Ò�
con ingresos inferiores a 5 unidades de salario mínimo (USM). Este enfoque 
inclusivo a los mercados de viviendas requiere un análisis de la caracteri-
ñ��¯Â¼���Á¼Â»¯������µ��ÌÁ�µ��¯Â¼Į�\�©Ý¼���×ÁÒ��Ò×��ǞÒ×¯�ÁÒį��µ�ĄĉįĂŧ38 de la 
ÌÁ�µ��¯Â¼���Á¼Â»¯��»�¼×����×¯å���Ü�¼×���Á¼�̄ ¼©Î�ÒÁÒ�»��¯ÁÒ�ì���±ÁÒ�Ł�¼×Î��
1 y 5 USM39), sean estos provenientes de la fuerza laboral dependientes, inde-
Ì�¼�¯�¼×�Ò�Á�»¯�ÎÁ�»ÌÎ�¼���ÁÎ�Ò�ÍÜ��Î�ÍÜ¯�Î�¼�Ü¼���ÁÒ¯Ò×�»��õ¼�¼�¯�ÎÁ�
¯¼�µÜÒ¯åÁ��¼��Á¼ÒÁ¼�¼�¯���Á¼�µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò����å¯å¯�¼�����µ�Ì�ǞÒĮ�

Igualmente, se da una ausencia de lineamientos establecidos para la imple-
mentación de la ley, enfocada en el desarrollo de vivienda asequible para 
asistir a este segmento de la población. De acuerdo con el Decreto N.º 3317, 
los préstamos estarán disponibles a través de una serie de resoluciones ad-
ministrativas publicadas por el MUVH40. Sin embargo, la demanda existente 
¼Á�Î�Ý¼��µÁÒ�Î�ÍÜ�Î¯»¯�¼×ÁÒ�»Ǟ¼¯»ÁÒ��ë¯©¯�ÁÒ�ÌÁÎ�µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�õ¼�¼-
cieras, teniendo en cuenta que no están adecuadas al segmento de dicha 
ÌÁ�µ��¯Â¼Į��Ò� �ÒǞ� �Á»Á� µ�Ò� ¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�õ¼�¼�¯�Î�Ò� ì� µ�Ò� Î�ÒÁµÜ�¯Á¼�Ò���µ�
Efo0��Á¼øµ¯�×Ý�¼��Á¼� µ�Ò�Î�©Üµ��¯Á¼�Ò��¼»�Î����Ò�ÌÁÎ��µ���Vį�ÍÜ���Ò��µ�
ÂÎ©�¼Á����©Á��Î¼�¼ñ��ÌÎ¯¼�¯Ì�µ����µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�õ¼�¼�¯�Î�ÒĮ

37� 'HFUHWR�1�|������������KWWS���GLJHVWR�VHQDGR�JRY�S\�GHWDOOHV	LG ������

38 PNUD, ,PSXOVDQGR�OD�UHFXSHUDFLµQ�VRFLRHFRQµPLFD�HQ�3DUDJXD\���(VWUDWHJLDV�GH�UHDFWLYDFLµQ�IUHQWH�DO�&29,' (Asunción: PNUD, 
2020), https://www.py.undp.org/content/dam/paraguay/docs/UNDP-PY-Informe-Socioeconomico-2020.pdf.

39 DGEEC, (QFXHVWD�3HUPDQHQWH�GH�+RJDUHV�����.

40 Artículo 6 del Decreto N.º 3317 del 10 de febrero de 2020. Véase VXSUD nota 37.
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Conforme a los datos de la AFD, se cuenta para el 2020 con un presupuesto 
total de USD 345.000.000 para el otorgamiento de créditos a los diferentes 
Ò��×ÁÎ�Ò���Á¼Â»¯�ÁÒį�¯¼�µÜ¯�Á��µ�Ò��×ÁÎ����å¯å¯�¼��Į�\�©Ý¼��µ�¯¼¨ÁÎ»������±�-
�Ü�¯Â¼�����¼�ÎÁ��� ±Üµ¯Á�ăāăāį� µ��ž*��Á×ÁÎ©Â� �Î��¯×ÁÒ�ÌÁÎ� µ�� ÒÜ»�����f\��
172.115.350, de los cuales corresponden al sector vivienda USD 25.717.757, que 
representa el 14,94% del total de desembolsos, para atender a 668 familias con 
Ü¼�ÌÎÁ»��¯Á�����Î��¯×ÁÒ����f\��ĄĉĮĆāāĮ��Ò×ÁÒ�¼Ý»�ÎÁÒ�Ò�À�µ�¼�ÍÜ���ë¯Ò×�¼�
¨Á¼�ÁÒ��¯ÒÌÁ¼¯�µ�Òį����µ����¼������Ò�©Ü¼�Á�Ì¯ÒÁį�ÍÜ��¼Á��Ò×�¼�Ò¯�¼�Á��±��Ü-
×��ÁÒ�ÌÁÎ��µ�Ò¯Ò×�»��õ¼�¼�¯�ÎÁĮ�>����ÜÒ��¨Ü¼��»�¼×�µ��Ò�µ��¨�µ×������Î×¯�Üµ�-
�¯Â¼�ì��ÁÁÎ�¯¼��¯Â¼��¼×Î���µ�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ��¼×��ÌÝ�µ¯�Á����å¯å¯�¼���ì���¯×�×�ń�µ�
MUVH– y las demás instituciones reguladoras del Estado paraguayo. Esta 
�Î×¯�Üµ��¯Â¼��Ò�¯»ÌÎ�Ò�¯¼�¯�µ��Ì�Î���Á¼å�Î×¯Î��¼�ÒÜ±�×ÁÒ�å¯��µ�Ò�����Î��¯×Á���
la ciudadanía que es productiva y económicamente activa, pero que no gana 
µÁ�¼���Ò�Î¯Á�Á�¼Á�Î�Ý¼��µ�Ò�©�Î�¼×Ǟ�Ò�����Ò×��¯µ¯����¼ÁÎ»�µ»�¼×��Î�ÍÜ�Î¯��Ò�
en créditos hipotecarios.

Organizaciones de la sociedad civil enfocadas en el sector vivienda se en-
cuentran impulsando la activación del Fondo de Garantía de Vivienda (Foga-
å¯łį�ÍÜ����¼�õ�¯�ÎǞ����¼Ý�µ�ÁÒ�̈ �»¯µ¯�Î�Ò����̄ ¼©Î�ÒÁÒ�»��¯Á�ì�»��¯ÁŅ��±Á��Á¼�
õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á��Ò�ÍÜ¯�µ�Į��Ò�¼���Ò�Î¯��µ���Î×¯�Üµ��¯Â¼����µÁÒ�Ò��×ÁÎ�Ò�ÌÝ�µ¯�Á�
ì�ÌÎ¯å��Á�Ì�Î��¯¼�¯�¯Î��¼��Á¼×�Î��Á¼�µÁÒ�Î��ÜÎÒÁÒ�¼���Ò�Î¯ÁÒ���õ¼������×¯å�Î�
ì��±��Ü×�Î��¯�Á�¨Á¼�Á����©�Î�¼×Ǟ��ÍÜ��Ì�Î»¯×���µ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á���µ���Î��Á�
humano a la vivienda y el hábitat adecuados, propiciando la reactivación de 
la economía a través de la generación de empleo y de toda la cadena de valor 
de la construcción. La propuesta del fondo de garantía se encuentra dentro 
del Plan de Recuperación Económica Ñapu’ã Paraguay41, pero requiere de 
recursos disponibles para su fondeo por parte del Estado. Sin la posibilidad 
����Ò×��̈ Á¼�Áį��Ò�»Üì��¯¨Ǟ�¯µ�ÍÜ��µ�Ò�̄ ¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�õ¼�¼�¯�Î�Ò�ÌÜ���¼�Á×ÁÎ©�Î�
préstamos a este segmento de la población.

DereCho a La vivienDa en  
aSenTamienToS inFormaLeS42 

\�©Ý¼� ��×ÁÒ� ��� µ�� �¯Î���¯Â¼� +�¼�Î�µ� ��� �Ò×��ǞÒ×¯��į� �¼�Ü�Ò×�Ò� ì� ��¼ÒÁÒ�
(DGEEC), para el año 2025 el 64,4% de la población del Paraguay se concen-
trará en zonas urbanas43. La mayoría de la población se encuentra en Asun-
�¯Â¼�ì�ÒÜ��Î���»�×ÎÁÌÁµ¯×�¼�į�ÍÜ��×¯�¼��ÌÁÎ��¼×�±�Ò�»Üì��µ×ÁÒ����¯¼�ÍÜ¯����
urbana. Los resultados de la investigación “Relevamiento de Asentamientos 

41 Favor ver: Plan de Recuperación Económica +. Equipo Económico Nacional.

42� /D�GHȑQLFLµQ�GH�ODV�1DFLRQHV�8QLGDV�GH�ORV�DVHQWDPLHQWRV�LQIRUPDOHV�HV�XQ�JUXSR�GH�P£V�GH����YLYLHQGDV�HQ�WHUUHQRV�
públicos o privados, construidas sin el permiso del dueño, sin ninguna formalidad legal y sin cumplir con las leyes de 
SODQLȑFDFLµQ�XUEDQD��

43 Informe Nacional del Paraguay, VXSUD nota 3.
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Precarios”, de Techo Paraguay44į��Á¼õÎ»��ÍÜ���¼�µ�Ò��¯Ü����Ò���µ�ǴÎ���E�-
tropolitana de Asunción (AMA) existen 405 asentamientos, en donde habi-
tan más de 38.000 familias. Asimismo, se estima que un 20% de la población 
de Asunción vive en los bañados del río Paraguay45. Estos asentamientos in-
¨ÁÎ»�µ�Ò�ÒÁ¼�µÁÒ�»�Ò�©Î�¼��Ò���µ�Ì�ǞÒ�ì�»�Ò��Á»Ìµ�±ÁÒ���Ò���µÁÒ�ÌÜ¼×ÁÒ����
vista urbano, ambiental y social. Estos lugares se caracterizan por no contar 
con tenencia formal de títulos de propiedad y disponen de un acceso pre-
cario o parcial a servicios básicos (agua, saneamiento, electricidad, entre 
otros)46. Actualmente, vivir en un asentamiento informal es la manifestación 
extrema de la desigualdad, donde no se puede gozar de la ciudad próspera 
que prometió el desarrollo.

covid-19 en los asentamientos informales

Las recomendaciones para prevenir la propagación de la covid-19 de lavar-
se las manos, distanciamiento físico y aislamiento suponen la existencia de 
condiciones básicas de vida y acceso a servicios esenciales (espacio adecua-
do, agua y saneamiento, entre otros). Estas medidas son muy difíciles de 
implementar en barrios con escasos recursos y asentamientos informales, 
convirtiéndolos en áreas de mayor riesgo para la propagación del virus.

\�������å¯��¼×��ÍÜ�����ë¯Ò×¯�Á�Ü¼��¨�µ×�����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�Ì�Î��»�±Á-
rar la infraestructura de los asentamientos informales, así como cambios de 
comportamiento y culturales en el contexto de esta pandemia. Las familias 
que viven en estos asentamientos se encuentran en condiciones de hacina-
miento y muchas carecen de acceso al agua y saneamiento47. 

desalojos forzosos en el contexto de pandemia48

Hoy en día, con el contexto de pandemia, debemos asegurar más que nunca 
un espacio para todas las personas. Sin embargo, siguen registrándose des-
�µÁ±ÁÒ����¨�»¯µ¯�Ò�Ì�ÎÌ�×Î��ÁÒ�ÌÁÎ�µÁÒ�»Ü¼¯�¯Ì¯ÁÒ49 y el Estado paraguayo50. 

44 Relevamiento de Asentamientos Precarios 2015 - Área Metropolitana de Asunción, 7HFKR�3DUDJXD\, https://www.
mapadeasentamientos.org.py/.

45 José Galeano Monti, 7HUULWRULRV�GH�([FOXVLµQ�6RFLDO (Asunción: Enfoque Territorial, 2017), http://enfoqueterritorial.org.py/
wp-content/uploads/2017/04/Territorios-de-exclusi%C3%B3n-social-ENFOQUE-TERRITORIAL.pdf.

46 Informe Nacional del Paraguay, VXSUD nota 3.

47 Naciones Unidas, “La vivienda adecuada como elemento integrante del derecho a un nivel de vida adecuado”, A/75/148 
(julio 2020), https://undocs.org/es/A/75/148.

48 Véase también el artículo sobre desalojos forzosos en este informe.

49 “Ejecutan desalojos en Zona Costanera”, $%&�&RORU, 11 de agosto de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.
abc.com.py/este/2020/08/11/ejecutan-desalojo-en-la-zona-de-la-futura-costanera/.

50 “Liberan franja de dominio en Minga Guazú”, $%&�&RORU, 10 de septiembre de 2020, https://www.abc.com.py/
este/2020/09/10/mopc-libera-franja-de-dominio-en-minga-guazu/.
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Es importante tener en cuenta que, sin disponer de un espacio donde las 
¨�»¯µ¯�Ò�ÌÜ���¼�¯Î��¯©¼�»�¼×�į�µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ��×�¼×�¼��Á¼×Î��µÁÒ���-
rechos humanos. La Conferencia sobre los Asentamientos Humanos de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) y sus distintos organismos han 
realizado permanentes recomendaciones respecto a lo que denominan “des-
�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒŌĮ��µ��Á»¯×�������Î��ÁÒ���Á¼Â»¯�ÁÒį�\Á�¯�µ�Ò�ì��Üµ×ÜÎ�µ�Ò�µÁ�
��õ¼���Á»Á�Ŋ�µ���Á�������Î�Ò�µ¯Î���Ì�ÎÒÁ¼�Òį�̈ �»¯µ¯�Ò�ìĺÁ��Á»Ü¼¯����Ò����
los hogares y/o las tierras que ocupan, en forma permanente o provisional, 
sin ofrecerles medios apropiados de protección legal o de otra índole ni per-
mitirles su acceso a ellos”51Į�\�©Ý¼�µ���Á»¯Ò¯Â¼������Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ����µ��
KFfį�µ��ÌÎ��×¯������µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ�Ŋ�Á¼Ò×¯×Üì��Ü¼��å¯Áµ��¯Â¼�©Î�å�����
los derechos humanos”52 y solo pueden realizarse de manera legal en casos 
muy excepcionales y garantizando que las personas afectadas tengan acceso 
a una vivienda digna en otro espacio53. 

>��¨�µ×�����å¯å¯�¼�����ÜÒ����ÌÁÎ�µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ�¯»Ìµ¯���Ü¼��åÜµ¼�Î�-
ción de los derechos humanos, debido a su impacto transversal en el cumpli-
miento y goce integral de otros derechos económicos, sociales y culturales. 
>����ÎÁ©��¯Â¼���µ�ŊVµ�¼����ž��¯Â¼��Á¼±Ü¼×��Ì�Î����ÒÁÒ������ÁÒ�ÌÜ¼¯�µ�Ò�
���¯¼å�Ò¯Â¼����¯¼»Ü��µ���±�¼Á54”, en septiembre de 2019, ha empeorado la 
Ò¯×Ü��¯Â¼����µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ55. Si bien no contemplaba la satisfacción 
plena de los derechos humanos de las personas en situación de vulnerabili-
dad56į�µ����ÎÁ©��¯Â¼�����Ò×��Ìµ�¼�¯»Ìµ¯���ÍÜ��µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�Ò��Î��µ¯ñ�¼����¨ÁÎ-
»��¯¼»��¯�×��ì�µ�Ò�¨�»¯µ¯�Ò��¨��×���Ò��Ý¼�¼Á�×¯�¼�¼�����ÒÁ���¼¯¼©Ý¼�»��¯Á�
de protección legal. De esta manera, siguen sin existir mecanismos institu-
cionales que garanticen la reubicación de estas familias en un lugar seguro, 
vulnerando plenamente sus derechos humanos a una vivienda adecuada57. Si 
existen tantas ocupaciones, es evidente que es de suma urgencia una plani-
õ���¯Â¼�ÜÎ��¼��ÍÜ���Á¼×�»Ìµ����×Á�ÁÒ�ì�×Á��ÒĮ��¼�»��¯Á����µ���»�Î©�¼�¯��
Ò�¼¯×�Î¯�į�µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�ÌÁ�ÎǞ�¼�×�¼�Î�Ü¼���Ò�¼µ����¼Á���Ò���Á��¼�×�Î»¯¼ÁÒ�
de salud, considerando la falta de albergues alternativos. A su vez, en lo eco-
nómico, afectarían a la recuperación del país.

51 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2EVHUYDFLµQ�*HQHUDO�1�|����(O�GHUHFKR�D�XQD�YLYLHQGD�DGHFXDGD�������, 
véase en Red-DESC, https://www.escr-net.org/es/recursos/observacion-general-no-7-derecho-una-vivienda-adecuada.

52 Comisión de Derechos Humanos, Resolución N.° 1993/77.

53 6XSUD nota 51.

54 Policía Nacional, 3ODQ�GH�$FFLµQ�&RQMXQWD�SDUD�FDVRV�GH�KHFKRV�SXQLEOHV�GH�LQYDVLµQ�GH�LQPXHEOH�DMHQR, https://www.
policianacional.gov.py/wp-content/uploads/2018/03/PLAN-DE-ACCI%C3%93N-CONJUNTA-PARA-CASOS-DE-
HECHOS-PUNIBLES-DE-INVACI%C3%93N-DE-INMUEBLE-AJENO.pdf.

55 “Dejan sin efecto protocolo utilizado en procedimientos de desalojo de inmuebles invadidos”, 0LQLVWHULR�GHO�,QWHULRU, 19 
de septiembre de 2019, acceso el 20 de octubre de 2020, http://www.mdi.gov.py/index.php/component/k2/item/11787-
dejan-sin-efecto-protocolo-utilizado-en-procedimientos-de-desalojo-de-inmuebles-invadidos.

56 Óscar Ayala Amarilla, “La privación arbitraria de la vivienda y la tierra como cuestión vertebral de la política de 
criminalización de las demandas económicas y sociales”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 
2016), 498-506.

57 Milena Pereira y Abel Areco. “La negación del derecho: cada vez más lejos del programa constitucional”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2019), 299-302.
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El reconocimiento de los asentamientos informales como territorios de 
vulneración de derechos humanos es un punto de partida clave; pero debe 
��Á»Ì�À�ÎÒ��������¯Á¼�Ò��Á¼�Î�×�Ò�ÍÜ��¯¼�¯×�¼���µ��×Î�¼Ò¨ÁÎ»��¯Â¼�ì�»�±Á-
ra de dichos territorios a partir de la participación, políticas diferenciadas e 
inclusivas, voluntad política y económica que involucre y articule al Estado, 
organizaciones de la sociedad civil, ciudadanía y a todos los actores involu-
crados en el desarrollo de la ciudad.

>ÁÒ�K�±�×¯åÁÒ������Ò�ÎÎÁµµÁ�\ÁÒ×�¼¯�µ�į��ÒÌ��Ǟõ��»�¼×���µ�K�\�ĂĂ58, delinean 
un camino hacia el desarrollo por medio de una nueva agenda urbana mun-
dial, contexto internacional favorable a la implementación de acciones e ini-
ciativas de transformación positiva de las ciudades y sus asentamientos. Es 
en esa interacción donde se podrán evidenciar los mayores logros desde la 
comisión ODS Paraguay 2030, que expresa “De aquí a 2030, aumentar la ur-
��¼¯ñ��¯Â¼�¯¼�µÜÒ¯å��ì�ÒÁÒ×�¼¯�µ��ì�µ����Ì��¯����Ì�Î��µ��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�ì�µ��©�Ò-
tión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos 
en todos los países”59. Es necesario que el Gobierno tome en consideración 
µ��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�ì�»�±ÁÎ�����µÁÒ��Ò�¼×�»¯�¼×ÁÒ�ÜÎ��¼ÁÒ���¼×ÎÁ���µ�Ìµ�¼����
reactivación del país poscovid-19. Este segmento de la población representa 
Ü¼�ÌÁÎ��¼×�±��Î�µ�å�¼×�����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��å¯å�¼��¼��µ��Î���»�×ÎÁÌÁµ¯×�¼��
���žÒÜ¼�¯Â¼į�ì�Î��õÎ»���µ�»¯Ò»Á�×¯�»ÌÁ�ÍÜ��×Á�Á��¯Ü����¼Á�Ò¯¼��¯Ò�Î¯»¯-
nación tiene derecho a una vivienda digna y al goce pleno de sus derechos a 
una ciudad y un hábitat adecuados.

desafíos

Queda como desafío la colaboración entre el Gobierno, la Academia y las or-
ganizaciones de la sociedad civil, utilizando un enfoque de derechos para 
apoyar a estas comunidades con la participación activa de las organizacio-
nes de base. 

žÒǞį��¼��Á¼±Ü¼×Áį�Ò��ÌÁ�Î�¼��Á¼Ò×ÎÜ¯Î�ÌÎÁì��×ÁÒ�Ì�Î×¯¼�¼×�Ò��¼�Î�ÒÌÜ�Ò×����
µ��¼���Ò¯�������å¯å¯�¼��Ò�ì���¯×�×�����Ü��ÁÒį��Á¼�µÁÒ�Á�±�×¯åÁÒ�����å¯×�Î��µ�
��¯¼�»¯�¼×Áį�ÌÎÁÌ¯�¯�Î��µ�����ÒÁ����©Ü��ì�Ò�¼��»¯�¼×Áį��ÒǞ��Á»Á�µ��»�±ÁÎ��
de la calidad de vida de cada una de las personas. Todo, asegurando la inclu-
sión y la no discriminación, así como la asequibilidad, teniendo en cuenta la 
edad, la discapacidad, situaciones de pobreza y pobreza extrema60. 

58 Objetivo de Desarrollo Sostenible 11: Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, 
resilientes y sostenibles.

59 Comisión ODS Paraguay 2030, http://comisionods.mre.gov.py/objetivo-11.

60  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2EVHUYDFLµQ�*HQHUDO�1�|����(O�GHUHFKR�D�XQD�YLYLHQGD�DGHFXDGD�
�S£UUDIR���GHO�DUW¯FXOR����GHO�3DFWR�. Véase en Red-DESC, https://www.escr-net.org/es/recursos/observacion-general-no-4-
derecho-una-vivienda-adecuada-parrafo-1-del-articulo-11-del-pacto.
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COnClUsiOnEs

V�Î�©Ü�ì��� ÒÜ¨Î¯�Á�©Î�¼��Ò�»Á�¯õ���¯Á¼�Ò��ÜÎ�¼×�� µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ�Ąā��ÀÁÒĮ�
Ha pasado de ser un país con una población primordialmente rural, a uno 
con una población proclive a lo urbano. Ha habido varios avances en materia 
��� ÌÁµǞ×¯��� ÌÝ�µ¯��� Î�µ��¯Á¼���� �µ� ��Î��Á� �� Ü¼�� å¯å¯�¼��� ì� Ü¼� ��¯×�×�
adecuados, principalmente con el desarrollo del Plan Nacional de Vivienda 
ì�0��¯×�×Į�>�Ò×¯»ÁÒ�»�¼×�į��Ý¼�¼Á�Ò���å¯��¼�¯�¼�µÁÒ�¨ÎÜ×ÁÒ�����Ò×��ÌÁµǞ×¯��ĭ�
Ò¯©Ü�¼�µ�Ò���Ò¯©Ü�µ����Ò�ì��¯Ò�Î¯»¯¼��¯Á¼�Ò��¼�×�Î»¯¼ÁÒ��������ÒÁ���Ü¼�õ-
nanciamiento y viviendas asequibles para la población de ingresos medios 
ì���±ÁÒĮ�

Adicionalmente, la carencia de inclusión de los asentamientos informales 
�¼�µ���±��Ü�¯Â¼����µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��Ò�Ü¼��ÌÎÁ�µ�»�×¯���ÍÜ��Ò����å¯Ò×Á�
fuertemente evidenciada con la llegada de la covid-19. La ausencia del ma-
Ì�Á����åÜµ¼�Î��¯µ¯����Ò�����Ò×ÁÒ��Ò�¼×�»¯�¼×ÁÒ����¯õ�Üµ×��Á� µ���×�¼�¯Â¼�
rápida a estas comunidades que más necesitan atención de salud, acceso a 
servicios básicos y asistencia económica. Se suma la falta de reconocimiento 
de la vivienda como un pilar para la mitigación de la covid-19. Luego de la 
õ¼�µ¯ñ��¯Â¼����µ��»��¯���×�»ÌÁÎ�µ����ÌÎÁ¯�¯�¯Â¼������Ò�µÁ±ÁÒ��¼�±Ü¼¯Á����
2020, han continuado estos de manera forzosa en comunidades vulnerables, 
sin dar pie a soluciones para que estas familias tengan una alternativa de 
albergue adecuado. 

��±Á��µ�µ�»�����µÁÒ�K�±�×¯åÁÒ������Ò�ÎÎÁµµÁ�\ÁÒ×�¼¯�µ��ÍÜ���ÜÒ���Ŋ¼Á���±�Î���
nadie atrás”, es necesario que el Estado realice un replanteamiento de priori-
dades. Se debe considerar a la vivienda no solamente como un techo seguro, 
sino como un espacio que permite a las familias poder desarrollarse en los 
ámbitos económico, social y educativo. El Estado debe reconocer la impor-
tancia de la vivienda como un derecho humano y colocarla en el centro de la 
Î���×¯å��¯Â¼���Á¼Â»¯���ÌÁÒ�Áå¯�ŅĂĊį� �Á¼��µ� Á�±�×¯åÁ���� �µ��¼ñ�Î� µ�Ò�»�×�Ò�
propuestas por el país en materia de desarrollo para el 2030. 

rECOMEnDaCiOnEs

 Ǻ Establecer mecanismos que operativicen la Ley de Fomento de la Vivienda 
y Desarrollo Urbano vinculada a la reactivación económica del país adap-
tados al contexto de la covid-19. 

 Ǻ Impulsar la implementación de la Política Nacional de la Vivienda y el Há-
bitat, así como la reactivación del Comité Nacional de Vivienda y Hábitat.
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 Ǻ VÎÁ»Áå�Î��Ò×Î�×�©¯�Ò��ÁÁÎ�¯¼���Ò�ì�Ò¯Ò×�»�×¯��Ò��¼×Î���µ�Ò��×ÁÎ�ÌÝ�µ¯�Á�ì�
�µ�ÌÎ¯å��Á�Ì�Î��Á¨Î���Î�õ¼�¼�¯�»¯�¼×ÁÒ��Ò�ÍÜ¯�µ�Ò���̈ �»¯µ¯�Ò��Á¼�̄ ¼©Î�ÒÁÒ�
inferiores a 5 unidades de salario mínimo.

 Ǻ Disponer de recursos para la implementación del fondo de garantía a fa-
»¯µ¯�Ò��Á¼Ò¯��Î���Ò�����µ×Á�Î¯�Ò©Á�ÌÁÎ�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�õ¼�¼�¯�Î�ÒĮ

 Ǻ ž�ÁÌ×�Î�ì�¨ÁÎ×�µ���Î�ÌÁµǞ×¯��Ò����»�±ÁÎ�»¯�¼×Á�¯¼×�©Î�µ��¼��Ò�¼×�»¯�¼×ÁÒ�
precarios que garanticen procesos de tenencia segura de tierra y acceso a 
Ò�Îå¯�¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ������µ¯���į��Ò�©ÜÎ�¼�Á�µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼���� µÁÒ���¼�õ-
�¯�Î¯ÁÒ�ì�µ�Ò���¼�õ�¯�Î�Ò��¼�µ�Ò��¯Ò×¯¼×�Ò��×�Ì�Ò��Á¼Ò¯��Î�¼�Á��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�
de vulnerabilidad, sus capacidades y la organización comunitaria.

 Ǻ VÎ�å�¼¯Î�µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ���×Î�å�Ò����µ��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�ÜÎ��¼�į�¨ÁÎ×�µ�-
ciendo programas existentes dentro del marco de los derechos humanos. 





reforma agraria y derechos campesinos

25 añoS: La reForma 
agraria en eL papeL, eL 

CapiTaL en expanSión, eL 
CampeSinaDo en LUCha

El territorio rural paraguayo ha demostrado ser esencial en la vida política, 
económica y cultural del país. Los últimos 25 años han tenido al cam-
pesinado, las y los terratenientes y al agroempresariado, así como a las 
¬ÄÞæ¬æê�¬ËÄ�Þ��¤Ú�Ú¬�Þ�ü�·ê�¬�¬�½�Þɇ��Ä��½���ÄæÚË����¬ÄÄêÃ�Ú��½�Þ��ËÄĉ¬�æËÞ�
y disputas no solo por la tierra, sino también por la forma de producción, 
la relación con el ambiente y el sentido cultural de la vida. El Estado ha 
actuado como aliado de los intereses terratenientes; la reforma agraria 

sigue siendo una deuda con el pueblo. 

paLabraS CLaveS: reforma agraria, derechos de los campesinos y las 
campesinas, tenencia de la tierra, políticas agrarias.

Luis rojas villagra
heñói
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balanCE DE lOs 25 añOs 

En 1996 se publicaba el primer informe sobre derechos humanos en Paraguay, 
incluyendo la evaluación en cuanto a los derechos de la población campesina, 
en un artículo titulado “Derecho al Desarrollo Rural”, escrito por Tomás Palau. 
El marco histórico correspondía a la primera década de la posdictadura, ese 
periodo denominado “de transición”, aunque con poca claridad sobre hacia 
�Â¼���Ò��×Î�¼Ò¯×���Į�>���Á¼Ò×¯×Ü�¯Â¼����ĂĊĊăį�µ��ÍÜ����õ¼¯Â��Á¼��»Ìµ¯×Ü��µ��
importancia de la reforma agraria y la necesidad de superar la estructura la-
tifundista de tenencia de la tierra en el país, llevaba poco tiempo de vigencia. 
Gobernaba entonces Juan Carlos Wasmosy, implementando políticas neolibe-
rales y fomentando el modelo agroexportador en el sector rural. Era la década 
del neoliberalismo expansivo y de fuertes resistencias populares en América 
Latina. En Paraguay eran tiempos de crispación política, con una deteriora-
da situación social, una pobreza extendida, fuerte concentración de la tierra 
y una desigualdad social creciente. El campesinado, duramente reprimido en 
×¯�»ÌÁÒ��¯�×�×ÁÎ¯�µ�Òį�¼Á�µÁ�Ì�Ò����»Ü�Á�»�±ÁÎ��¼���»Á�Î��¯�Į�aÁ»�Ò�V�µ�Ü�
describía el cuadro de situación en aquel año: 

La agricultura familiar [...] adolece de penurias: cantidad y calidad de tierras, 
õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á���ÎÁ�ì��Ò��ÒÁį�¯¼¨Î��Ò×ÎÜ�×ÜÎ��ÌÎ���Î¯�į�×��¼ÁµÁ©Ǟ��¯¼����Ü�-
da, altos precios de los insumos agrícolas, deterioro del medio, formas de te-
¼�¼�¯��¯¼Ò�©ÜÎ�Òį�ÌÁ���Á¨�Î×�����×Î���±Áį�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Â¼���õ�¯�¼×�į�¨�µ×�������-
pacitación y asistencia técnica, migración y minifundización de la propiedad 
¨�»¯µ¯�Îį���±ÁÒ�ÌÎ��¯ÁÒ�ì�»�Î���ÁÒ��©ÎǞ�Áµ�Ò�¯¼Ò�©ÜÎÁÒ�ì��¯Ò×ÁÎÒ¯Á¼��ÁÒ�ĿĮĮĮŀ�¼Á�
tienen instrumentos de labranza como no sean el machete y la azada [...] las 
políticas de reparto de tierras para campesinos sin tierra no fueron capaces 
de invertir el proceso de concentración de tierras [...] el marco institucional 
inadecuado es el resultado del cautiverio en que éste se encuentra por parte de 
los sectores latifundistas, agroexportadores [...] énfasis sobre los cultivos de 
exportación que el Estado propicia, por el escaso presupuesto que se destina a 
la investigación y a la extensión agrícolas; por la formación tradicional de los 
agrónomos basada en una agricultura rubrista y productivista...1

Entonces, en su gran mayoría, los asentamientos campesinos eran conquis-
tas de sus luchas, mientras el Instituto de Bienestar Rural (IBR) se limitaba 
a regularizar la situación posteriormente. El Ministerio de Agricultura y Ga-
nadería (MAG) era descrito como una “institución verticalista y cerrada, que 
funciona anteponiendo los intereses políticos partidarios [...] la elaboración 
de programas que responden no en pocos casos, más que a las necesidades 
���µ��ÌÁ�µ��¯Â¼�ÎÜÎ�µį���µ��±ÜÒ×¯õ���¯Â¼����µÁÒ�Ò�µ�Î¯ÁÒ�Ì�Î�¯�¯�ÁÒ�ÌÁÎ�µÁÒ�¨Ü¼-
cionarios…”2. El IBR y la política de tierras no contaban con el presupuesto 

1 Tomás Palau, “Derecho al Desarrollo Rural”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida HW�DO�, 1996), 523-541.

2 Tomás Palau, Stella García y Víctor Bareiro, “Derecho al Desarrollo Rural”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Adavi HW�DO�, 1997), 417.
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necesario para cumplir con sus responsabilidades, menos con el apoyo po-
µǞ×¯�ÁĮ�E�Ò��¯�¼į��Ò×���¼×���Ü»ÌµǞ��Ü¼�ÎÁµ����»��¯��ÁÎ��¼�µÁÒ��Á¼øµ¯�×ÁÒ����
tierras, en varios casos con resultados positivos. Los programas de desarro-
llo rural se caracterizan por el prebendarismo y el clientelismo político. Las 
¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò���µ�Ò��×ÁÎ�ÎÜÎ�µ�×Î���±�¼���Ò�ÁÁÎ�¯¼���»�¼×�į������Ü¼��ÌÁÎ�ÒÜ�
lado, y sin participación de las organizaciones campesinas. 

Las desacertadas políticas agrarias provocaban que muchas familias cam-
pesinas abandonen el campo y se desarraiguen, generando una urbaniza-
ción periférica creciente en torno a las principales ciudades. Las campañas 
algodoneras del MAG fracasaron, con un alto componente de corrupción en 
�µ�ÌÎÁ��ÒÁĮ�ž�õ¼�Ò���µ�Ò¯©µÁ�uuį��¼��Ò��»�Î�Á�Ò������¼�¯»ÌÁÎ×�¼×�Ò�»Áå¯µ¯-
zaciones y manifestaciones de protesta del campesinado organizado3. Ade-
más de la desconcentración de la tierra, se vislumbraba la necesidad de una 
renovación en las instituciones y leyes agrarias, dados los pobres resultados 
logrados hasta entonces. 

A inicios del siglo XXI, la situación continuaba igual. El IBR sin presupuesto 
��¯¼õ�¯Á¼��Á�ÌÁÎ�µ���ÁÎÎÜÌ�¯Â¼į�»¯�¼×Î�Ò��µ�Ež+�Ò�©ÜǞ��ÁÎ¯�¼×��Á���¨�åÁÎ����
los sectores productivos cercanos al poder, el ganadero y el agroexportador4. 
En el 2002 se aprobó el nuevo Estatuto Agrario, y en 2004 se creó el Instituto 
Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra (Indert) en sustitución del IBR, 
cambios que despertaron expectativas en el sector campesino. Sin embargo, 
los problemas persistieron. El artículo de Quintín Riquelme del 2005 daba 
cuenta de ello: 

En 15 años de apertura política, los problemas siguen siendo los mismos. Nin-
guno de los gobiernos ha podido establecer ni una estrategia de reforma agra-
ria ni de desarrollo rural [...] La tierra cada vez está más concentrada en poder 
���ÌÁ��Ò�»�¼ÁÒ�ĿĮĮĮŀ� µÁÒ�×Î�Ò�Ýµ×¯»ÁÒ�»�Ò�Ò���µ�ăāāąį� µ�Ò����¯Á¼�Ò�Î�ÌÎ�Ò¯å�Ò�
del gobierno se manifestaron en toda su dimensión contra las organizaciones 
campesinas. Éstas lanzaron una gran ofensiva demandando el derecho a la 
×¯�ÎÎ�į���µ��ÒÁ��Î�¼Ǟ��ì��µ���Ò�ÎÎÁµµÁ�ÎÜÎ�µĮ�>��Î�ÌÎ�Ò¯Â¼į��µ���Ò�µÁ±Áį�µ����Ò×ÎÜ�-
ción de casas y cultivos y la cárcel fueron las respuestas inmediatas del go-
�¯�Î¼Á���µÁÒ�Î��µ�»ÁÒ���»Ì�Ò¯¼ÁÒĮ�>��Á×Î��Î�ÒÌÜ�Ò×��¨Ü��µ��±Ü�¯�¯�µ¯ñ��¯Â¼�ĿĮĮĮŀ�
Los referidos artículos (sobre la reforma agraria), que favorecen a la población 
campesina, fueron sistemáticamente olvidados y violados por el Estado para-
guayo, que ha hecho del incumplimiento de estas normas constitucionales la 
regla [...] las leyes y las garantías constitucionales son observadas y aplicadas 
unilateralmente por el Estado sólo a favor de un sector de la población, aquel 
que detenta el poder político y económico5.

3 Carlos Ortiz, “Derecho al Desarrollo Rural”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida HW�DO�, 1998), 301-308.

4 Elizabeth Duré, “El Estado cada vez más ausente para el sector rural”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2002), 277-286.

5 Quintín Riquelme, “Movimiento Campesino: siguen los mismos problemas”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2005), 288-289.
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En el 2008 ocurrieron tres hechos destacables: se realizó el nuevo Censo 
Agropecuario Nacional (CAN), se presentó el informe sobre tierras malhabi-
das de la Comisión de Verdad y Justicia, y se cortó la seguidilla de gobiernos 
colorados con la elección de Fernando Lugo. El CAN demostró que la con-
centración de la tierra en pocas explotaciones agropecuarias aumentó, pues 
�µ�ăįĆŧ�����µµ�Ò��Á¼��¼×Î�����µ�ĉĆŧ����µ��ÒÜÌ�Îõ�¯�Į��µ�¯¼¨ÁÎ»��ÒÁ�Î��×¯�ÎÎ�Ò�
malhabidas comprobó que el IRA6 y el IBR entregaron de manera irregular, 
entre 1954 y el 2003, nada menos que 7.851.295 hectáreas a personas no bene-
õ�¯�Î¯�Ò����µ��Î�¨ÁÎ»���©Î�Î¯�į��µ�ćąŧ���µ�×Á×�µ����×¯�ÎÎ�Ò���±Ü�¯����Ò7. Por su 
parte, el gobierno de Lugo había presentado como principal promesa elec-
toral la reforma agraria e impulsó algunas iniciativas en esa dirección. Por 
�±�»ÌµÁį� µ���Á»¯Ò¯Â¼��±��Ü×¯å��Ì�Î�� µ��X�¨ÁÎ»��ž©Î�Î¯�� Ł��VXžłį��� ��Î©Á�
��µ�2¼��Î×į�ì��µ�VÎÁ©Î�»�����VÎÁ�Ü��¯Â¼����žµ¯»�¼×ÁÒ�ŁVVžłį��±��Ü×��Á�ÌÁÎ��µ�
Viceministerio de Agricultura. Sin embargo, la fuerte presión de los sectores 
conservadores y las debilidades del propio Gobierno impidieron la imple-
mentación de una política más efectiva: “No es casual que la derecha política 
y el poder real (el económico) se conglomeren para la defensa de los intereses 
latifundistas [...] La alianza con la derecha marcó la conformación del gabi-
¼�×�Į�*Ü���Ǟį��¼�µ���×�ÎÁ©�¼�¯������µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁį��Á¼���Ò��©�Ò×�ÎÁ¼�
los primeros obstáculos para la reforma agraria”8.

La masacre de Curuguaty en el 2012 fue la excusa del poder terrateniente 
para destituir a aquel gobierno. Desde entonces, la contrarreforma agraria, 
favorable a los agroempresarios y terratenientes, tomó fuerza9. Liberación 
masiva de semillas transgénicas, debilitamiento de la política de tierras, sus-
Ì�¼Ò¯Â¼����»�¼ÒÜÎ�Ò�±Ü�¯�¯�µ�Ò�ì��ëÌÎÁÌ¯��¯Á¼�Òį�¼Á�Î��ÜÌ�Î��¯Â¼����×¯�ÎÎ�Ò�
malhabidas, recortes de presupuesto, criminalización de la lucha campesina 
¯¼�µÜì�¼�Á��Ò�Ò¯¼�×ÁÒ�����¯Î¯©�¼×�Òį� ��Ò�µÁ±ÁÒ� �� ¯»ÌÜ×��¯Á¼�Òį� ÌÎ¯å¯µ�©¯ÁÒ�
õÒ��µ�Ò�Ì�Î���µ��©ÎÁ¼�©Á�¯Áį�¨Ü�ÎÁ¼�Ì�Î×�����µ��ÌÁµǞ×¯����©Î�Î¯���Ò×��µ����-
tualidad, como consta en los sucesivos informes sobre la reforma agraria 
presentados por la Codehupy10. 

6 Instituto de Reforma Agraria, sustituido por el IBR en 1963.

7 Comisión de Verdad y Justicia, ,QIRUPH�)LQDO��7LHUUDV�0DOKDELGDV��7RPR�,9 (Asunción: CVJ, 2008).

8 Tomás Palau, “Situación campesina: herencia oligárquica y debilidades del gobierno actual”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2010), 561-573.

9 Luis Rojas, “De la Reforma Agraria en la Constitución de 1992 a la contrarreforma agraria del poder terrateniente. La 
contrarreforma agraria toma fuerza”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2013), 313-326.

10 Inés Franceschelli, “La contrarreforma agraria sigue avanzando”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
&RGHKXS\������������������,Q«V�)UDQFHVFKHOOL��ǘǕ/D�SURSLHGDGʜ�YV��ǕOD�VRFLHGDGʜǙ��HQ�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2015), 339-354. Abel Areco, Luis Rojas e Inés Franceschelli, “Sembrando inequidades y mayor 
dependencia externa”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2016), 213-226. Milena Pereira, 
“Derecho a la reforma agraria: ¿Quién ejerce su defensa jurídica?”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2017), 309-330. Milena Pereira, “La gobernanza de la tenencia de la tierra: nudo crítico para los derechos 
humanos en el Paraguay”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2018), 267-284. Milena Pereira 
y Abel Areco, “La negación del derecho: cada vez más lejos del programa constitucional”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 293-310. 
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En estos 25 años, los avances en materia de reforma agraria y derechos cam-
pesinos han sido mínimos, y el principal no ha venido de parte del Estado: 
la conquista de tierras y asentamientos gracias a la lucha campesina. A pe-
sar de partir en 1996 de una situación claramente negativa, ha habido más 
retrocesos: impunidad en la apropiación ilegal de tierras, corrupción gene-
Î�µ¯ñ���į��Î��¯�¼×���Î¯»¯¼�µ¯ñ��¯Â¼į�Î�ÌÎ�Ò¯Á¼�Ò�ì���Ò�µÁ±ÁÒį����¯µ¯×�»¯�¼×Á�
progresivo de la política de distribución de tierras, hasta su casi extinción en 
la actualidad. 

�µ�Á�Ò×��ÜµÁ��Ò×ÎÜ�×ÜÎ�µ�»�Ò�Ò¯©¼¯õ��×¯åÁ�Ì�Î��µ��Î��µ¯ñ��¯Â¼����µÁÒ���Î��ÁÒ�
��»Ì�Ò¯¼ÁÒ� �� Ò¯�Á� �µ� ÌÁ��Î� ×�ÎÎ�×�¼¯�¼×�į� ÍÜ�� »�¼�±�� µ�Ò� ¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�
estatales, el Poder Judicial, medios de comunicación, guardias privados, e 
incluso sicarios. Ese poder económico devino en poder político, instrumen-
tando a partidos e instituciones para garantizar sus privilegios, evitando la 
realización efectiva de la necesaria reforma agraria. Como se verá en el pre-
sente informe, la tendencia general es a la profundización de estos aspectos 
negativos y, en consecuencia, a la continuidad de la sistemática negación de 
los derechos de la población campesina. 

sitUaCiÓn DEl DErECHO

�µ�Ýµ×¯»Á��ÀÁį��¼�µ¯ñ��Á��¼��Ò×�� ¯¼¨ÁÎ»�į���Ò¯�Á�Ü¼�Ì�Î¯Á�Á�����Á¼×¯¼Ü¯-
dades y novedades. Las continuidades tienen que ver con el modelo de pro-
ducción, sus características, dinámicas y problemas, así como con el desem-
Ì�ÀÁ�Ò�Ò©��Á�ì���õ�¯�¼×�����µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò��Ò×�×�µ�Ò���µ�Ì�ǞÒ��¼�»�×�Î¯��
agraria. Las novedades del periodo han venido de la mano de la pandemia 
mundial de la covid-19 que, al generar una situación inédita de aislamiento 
ÒÁ�¯�µ�ì�»Ýµ×¯Ìµ�Ò�Î�Ò×Î¯��¯Á¼�Òį�ÌÎÁåÁ�Â��µ©Ü¼�Ò�Ò¯×Ü��¯Á¼�Ò�¼Áå��ÁÒ�Òį��µ�
tiempo de mostrar con mayor claridad una serie de problemas estructura-
les que padece la sociedad paraguaya. En las siguientes páginas analizamos 
esas dinámicas repentinas generadas por la situación sanitaria, así como las 
Ì�Ò���Ò�¯¼�Î�¯�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ì�ÒÁ�¯Á��Á¼Â»¯��Ò�ÍÜ���Á¼×¯¼Ý�¼���¼�õ�¯�¼�Á���
Ü¼��»¯¼ÁÎǞ��ÒÁ�¯�µį��µ�×¯�»ÌÁ����Ì�Î±Ü�¯��Î����»Ìµ¯ÁÒ�Ò��×ÁÎ�Ò�ì���µ��ÒÁ�¯�����
�¼�ÒÜ��Á¼±Ü¼×ÁĮ

V�D��C.�����=���Jr.�ɰǽȅ

Las consecuencias y los efectos negativos del modelo de producción agroin-
dustrial han tendido a agravarse a raíz de la cuarentena decretada por el Go-
bierno desde marzo hasta octubre del presente año. Uno de los efectos que 
más rápido se presentó fue el de la suba de precios de productos agrícolas 
básicos, por la limitada producción nacional y las restricciones al ingreso 
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���ÌÎÁ�Ü�×ÁÒ��ë×Î�¼±�ÎÁÒį�ÍÜ���¼�©Î�¼�»��¯���¯¼©Î�Ò���¼��µ�Ì�ǞÒ�����Á¼×Î�-
bando. A dos semanas de iniciadas las restricciones, el precio de la cebolla se 
��Ǟ��¯¼�Î�»�¼×��Á�Ăąĉŧį����µ��Ì�Ì��ĂĄĉŧį�µ��¼�Î�¼±��Ćĉŧį���µ�×Á»�×��ćŧ11, 
µÁ�ÍÜ��©�¼�ÎÂ�µ��ÍÜ�±��©�¼�Î�µ¯ñ�������µ�Ò�ì�µÁÒ��Á¼ÒÜ»¯�ÁÎ�Òį�ÌÁÎ�µÁ��Ü�µ��µ�
MAG tuvo que intervenir de modo a aumentar la importación de esos pro-
�Ü�×ÁÒį�ì���±�Î��¼�Ì�Î×��µÁÒ�ÌÎ��¯ÁÒĮ�

La pandemia evidenció la crisis en la producción de alimentos en Paraguay, 
lo cual se pudo constatar, además de por la suba de precios, por el fuerte 
incremento en las importaciones de hortalizas y frutos frescos en el primer 
semestre del año. El volumen de las hortalizas importadas en dicho periodo 
se incrementó en 98% (cuadro 1), mientras el valor pagado por las mismas 
�Î��¯Â��¼�Ăăĉŧį� µÁ��Ü�µ�Ò¯©¼¯õ���ÍÜ��¯»ÌÁÎ×�»ÁÒ�»�Ò���¼×¯����ì���ÌÎ��¯ÁÒ�
más altos. Los rubros frescos, como frutas y productos de verdeo, se incre-
mentaron en un 43% en el volumen y 37% en el valor pagado. Estos datos 
�ÁÎÎÁ�ÁÎ�¼� µ���Î��¯�¼×����Ì�¼��¼�¯����¯��ÌÎÁ�Ü�×ÁÒ��ë×Î�¼±�ÎÁÒ�Ì�Î���Ü-
�Î¯Î�µ����»�¼����µ¯»�¼×�Î¯���¼��µ�Ì�ǞÒį��ÒǞ��Á»Á�µ��¯¼�õ���¯�����µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�
ÌÝ�µ¯��Ò�Ì�Î���Ò×¯»Üµ�Î�µ��ÌÎÁ�Ü��¯Â¼�¼��¯Á¼�µĮ�

Cuadro 1. Importaciones agrícolas (en millones de USD y toneladas)

importaciones agrícolas  hortalizas  frutos frescos 

Valor (USD millones)

Enero a junio 2019 10 7

Enero a junio 2020 23 10

Variación en % 128 37

b

Toneladas

Enero a junio 2019 56.401 24.794

Enero a junio 2020 111.746 35.448

Variación en % 98 43

Fuente: Elaboración propia en base a Boletines Bimestrales del Senave.

Paralelamente a esta situación, horticultores y horticultoras del departa-
mento Central, organizados en la Federación Nacional Campesina (FNC), 
denunciaron ante los entes responsables de la política agraria que sus culti-
vos, principalmente de tomate y locote, eran atacados por diferentes plagas. 
Reclamaron en reiteradas ocasiones asistencia técnica y apoyo para inver-

11 Servicio de Información de Mercados Agropecuarios, MAG, Dirección de Comercialización, acceso en diversas fechas 
entre marzo y octubre de 2020, http://www.mag.gov.py/index.php/institucion/dependencias/sima. 



ȇȄӊddhhpy2020 Y�%JYC���&Y�Y.�

sión en infraestructuras básicas; pero, más allá de alguna visita, no lograron 
una asistencia efectiva ni solucionar el problema, por lo que se perdieron mi-
les de toneladas de hortalizas12. A esta situación se sumó la acelerada expan-
sión inmobiliaria en territorios rurales y periurbanos de municipios como 
2×�Ü©Ü�į� 2×��ì� 4Į�žÜ©ÜÒ×Á�\�µ�Ǟå�Îį�ÍÜ��Ò��å�Î¯õ�Â� ¯¼�µÜÒÁ��¼��µ�Ì�Î¯Á�Á����
cuarentena, acaparando tierras que históricamente fueron destinadas a la 
producción hortícola, y hoy se desmontan para el negocio inmobiliario, que 
se expande sin regulación, ni criterios sociales o ambientales13. 

En los meses de la pandemia también se notó una fuerte escasez de semi-
llas, tanto las de autoconsumo como las de algunos rubros de renta, lo cual 
remite a las mismas causas del encarecimiento de alimentos, la dependencia 
��¯��ÌÎÁå���ÁÎ�Ò����ÁÎ¯©�¼��ë×Î�¼±�ÎÁ�ì�µ��¨�µ×�����Ü¼��ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯���Ì�Î��
fortalecer la recuperación del acervo semillero nacional14. 

K×Î��Ò¯×Ü��¯Â¼�Î�Ò�µ×����ÌÁÎ�µ��¯¼��¯×���ÁìÜ¼×ÜÎ��¨Ü��µ���¯õ�Üµ×���Ì�Î������-
der a alimentos destinados a una gran parte de la población, lo cual derivó en 
la multiplicación espontánea de miles de ollas populares en todo el territorio 
nacional, la mayoría de ellas autogestionadas por la propia población nece-
Ò¯×��������µ¯»�¼×ÁÒį�»�ìÁÎ»�¼×��µ¯��Î���Ò�ÌÁÎ�»Ü±�Î�Ò15. Por varios meses, 
miles de familias pudieron acceder a un plato de comida gracias a esas ollas, 
ÍÜ����±�ÎÁ¼�å�Î�ÍÜ��µ��ÌÎÁ�Ü��¯Â¼�����µ¯»�¼×ÁÒ�����Ü×Á�Á¼ÒÜ»Á��¼��µ�Ì�ǞÒ�
es cada vez menor; que los precios de los alimentos son una barrera signi-
õ��×¯å��Ì�Î��Ü¼��»Ìµ¯Á�Ò��×ÁÎ����µ��ÌÁ�µ��¯Â¼Ĺ�ì�ÍÜ��µÁÒ�¯¼©Î�ÒÁÒ���Î¯å��ÁÒ�
����»Ìµ�ÁÒ�Á�×Î���±ÁÒ�ÌÁÎ��Ü�¼×��ÌÎÁÌ¯��ÒÁ¼�¯¼ÒÜõ�¯�¼×�Òį�»�Ò��Ý¼��Ü�¼�Á�
se dan en condiciones de informalidad, situación que alcanza al 71% de la 
población16. 

>��ÌÁ�Î�ñ��ì��µ��»�Î��ÒÁ¼�Î��µ¯����Ò�»�¼¯õ�Ò×�Òį�ì�Ò���©Ü�¯ñ�¼��¼��Á¼-
textos como del presente año, lo que impulsó manifestaciones de quienes 
dependen de las ollas para que se sancione una ley de apoyo a las mismas, 
µÁ�ÍÜ��õ¼�µ»�¼×��Ò��»�×�Î¯�µ¯ñÂ��¼�Ò�Ì×¯�»�Î���Á¼�µ��ÌÎÁ»Üµ©��¯Â¼����µ��
Ley N.º 660317 “de apoyo y asistencia a las ollas populares organizadas en 
×Á�Á��µ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á����µ��X�ÌÝ�µ¯����ÜÎ�¼×��µ��Ì�¼��»¯����µ��Áå¯��ĂĊŌį���µ�-

12 “Tomates y locotes afectados en Central”, +H³µL, acceso el 8 de julio de 2020, https://henoi.org.py/2020/07/08/tomates-
y-locotes-afectados-en-central/. 

13 “La paradoja del futuro. ¿Alimentación o especulación inmobiliaria?”, +H³µL, acceso el 16 de octubre de 2020, https://
henoi.org.py/2020/10/16/la-paradoja-del-futuro-alimentacion-o-especulacion-inmobiliaria/.

14 “Si la semilla vive”, +H³µL, acceso el 31 de marzo de 2020, https://henoi.org.py/2020/03/31/si-la-semilla-vive/.

15 Plataforma Social de DDHH, Memoria y Democracia, 2OODV�SRSXODUHV��UHVSXHVWD�FRPXQLWDULD�\�VROLGDULD�IUHQWH�DO�KDPEUH 
(Asunción, Revista Acción N.º 406, 2020).

16 Banco Mundial, ,QIRUPH�VREUH�HO�GHVDUUROOR�PXQGLDO�������/D�QDWXUDOH]D�FDPELDQWH�GHO�WUDEDMR (Washington, Banco Mundial, 
2019).

17 Ley N.º 6603/2020, del 14 de septiembre de 2020, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, acceso el 16 de 
octubre de 2020, https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/9365/ley-n-6603-de-apoyo-y-asistencia-a-las-ollas-
populares-organizadas-en-todo-el-territorio-de-la-republica-del-paraguay-durante-la-pandemia-declarada-por-la-
organizacion-mundial-de-la-salud-a-causa-del-covid-19.
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gando la provisión de alimentos a la Secretaría de Emergencia Nacional 
(SEN), el Ministerio de Desarrollo Social (MDS) y el Instituto Paraguayo 
del Indígena (Indi).

poLíTiCa De TierraS

�¼�Ü¼�Ì�ǞÒ��Á¼�Ü¼���µ×ǞÒ¯»���Á¼��¼×Î��¯Â¼����×¯�ÎÎ�Òį�ì�Ü¼�Ò��×ÁÎ�Ò¯©¼¯õ-
cativo de la población que carece de ellas para asentarse y producir, una 
vigorosa política de acceso y distribución es fundamental, tal como está 
establecido en la Constitución Nacional del país, para avanzar en un proce-
so de reforma agraria y desarrollo rural inclusivo y sostenible. Sin embar-
go, ha ocurrido todo lo contrario, la política de tierras del gobierno actual 
es prácticamente inexistente: los instrumentos legales para que el Indert 
pueda contar con tierras han sido casi abandonados, como la compra, la 
expropiación y la recuperación de tierras irregularmente ocupadas, redu-
ciéndose la acción del ente agrario a solo procesos de regularización de 
µÁ×�ÒĮ�\�©Ý¼���×ÁÒ���µ�ÌÎÁÌ¯Á�2¼��Î×�Ł�Ü��ÎÁ�ăłį��¼�×Á�Á��µ�ăāĂĊ�ÒÁµ�»�¼×��
Ò��Î��µ¯ñ�ÎÁ¼��ÁÒ���ÍÜ¯Ò¯�¯Á¼�Ò����×¯�ÎÎ�Òį�Ü¼���¼����©Ü�ñÝ�ì�Á×Î���¼��ÁÎ-
dillera, que sumaron 332 hectáreas, por un valor aproximado de Gs. 3.500 
millones18. En ese mismo año se realizaron pagos a cuenta de tierras adqui-
ridas o expropiadas en periodos anteriores, por Gs. 33.500 millones. Es el 
��ÒÁ����×¯�ÎÎ�Ò��¼����©Ü�ñÝį�2×�ÌÝ��ì��Á¼��Ì�¯Â¼Ņž»�»��ìį��Ò×��Ýµ×¯»��
correspondiente a la expropiación en 1995 de las tierras conocidas como 
ž¼×��¯��Ü�į�Áì�Á�ÜÌ���Ò��¼�ÒÜ�»�ìÁÎ�Ì�Î×��ÌÁÎ�©�¼���ÎÁÒ�¼Á�ÒÜ±�×ÁÒ����
la reforma agraria. En una actitud inaudita, el propio presidente del Indert 
ha planteado legitimar la situación irregular en Antebi Cué, de forma que 
�µ��¼×��ÌÜ����Î���Ü��Î�̈ Á¼�ÁÒ�Ì�Î��Ì�©�Î�ÒÜÒ���Ü��Òį�̄ ¼¯�¯�×¯å��ÍÜ���Ý¼�¼Á�
se concretó19Į��¼�ăāĂĊį�µ���±��Ü�¯Â¼�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×�Î¯����µ��¼×��¨Ü�����ÒÁµÁ�ćąŧį�
de un presupuesto ya de por sí muy escaso.

18� 3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD���������6ROLFLWXG���������'LVSRQLEOH�HQ��KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�
JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

19� ǘ,QGHUW�EXVFD�UHFXSHUDU�UHFXUVRV�SDUD�FXPSOLU�FRQ�FRPSURPLVRV�D�IDYRU�GH�EHQHȑFLDULRVǙ��,QGHUW, acceso el 10 de octubre 
de 2020, http://www.indert.gov.py/indert/index.php/noticias/indert-busca-recuperar-recursos-para-cumplir-con-
FRPSURPLVRV�IDYRU�GH�EHQHȑFLDULRV�



303ddhhpy2020 Y�%JYC���&Y�Y.�

Cuadro 2. Compras y pagos de tierras. Indert 2019-2020

concepto  distrito superficie 
ɢ+��c�Y��]ɣ�

 precio por 
hectárea 

ɢC.==JD�]�&]Ɍɣ�

 monto 
total 

ɢC.==JD�]�&]Ɍɣ

Compra 2019 Yhú - Caaguazú 312 10,5 3.206

Compra 2019 25 de Diciembre - Cordillera 20 14 286

Pago a cuenta 2019 Yhú - Caaguazú 1.550 17,8 9.500

Pago a cuenta 2019 Bella Vista Sur - Itapúa 462 15 2.000

Pago a cuenta 2019 Concepción-Amambay 224.610 1 22.000 

Compra 2020 Santa Rita - Alto Paraná 232 17 3.944

Pago a cuenta 2020 Yhú - Caaguazú 1.550 18 1.361

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Indert. 

La situación en el 2020 empeoró en el contexto de la pandemia mencionada. 
0�Ò×���µ�»�Ò����Á�×Ü�Î�į�Ý¼¯��»�¼×��Ò��Î��µ¯ñÂ�Ü¼���Á»ÌÎ�����×¯�ÎÎ�Òĭ�ăĄă�
hectáreas en la localidad de Santa Rita, departamento de Alto Paraná, adqui-
ridas a un precio de 17 millones la hectárea, totalizando Gs. 3.944 millones. A 
esto se suma tan solo el pago parcial de Gs. 1.361 millones por una propiedad 
��ÍÜ¯Î¯����¼×�Î¯ÁÎ»�¼×���¼�vÝį����©Ü�ñÝĮ��Ò×ÁÒ���×ÁÒ���»Ü�Ò×Î�¼�µ���¼�-
mica política de tierras del Indert, incapaz de dar respuesta a las demandas 
��»Ì�Ò¯¼�ÒĮ�\Ü��±��Ü�¯Â¼�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×�Î¯���µ�ĄĂ�����©ÁÒ×Á��Î����µ�ąĈŧ20. 

\�©Ý¼�Ü¼�¯¼¨ÁÎ»����µ�ăāĂć21, en el Indert existían registradas entre 65.000 y 
ĈĆĮāāā�ÒÁµ¯�¯×Ü��Ò����µÁ×�Ò�ÌÁÎ�Ì�Î×�����¨�»¯µ¯�Ò���»Ì�Ò¯¼�Ò�ÍÜ���Ý¼��ÒÌ�-
raban una resolución. En el año 2019 se registraron 2.167 nuevas solicitudes 
de lotes, mientras que en el 2020 fueron otras 525 solicitudes22. La mayoría 
de estas solicitudes corresponden a los departamentos de Concepción, San 
Pedro, Caazapá, Alto Paraná y Amambay, que se suman a las de años ante-
Î¯ÁÎ�ÒĮ��µ��¼×���©Î�Î¯Á�����»ÁÒ×Î��Á�Ü¼����±ǞÒ¯»����Ì��¯�������Î�ÒÌÜ�Ò×��
�� �Ò×�Ò� ÒÁµ¯�¯×Ü��Ò��¼� µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒį� Ò¯×Ü��¯Â¼�ÍÜ�� Ò�� å¯Á��©Î�å�����Ý¼�
más por el contexto particular del presente año. Entre 2019 y 2020 no se ha 
��¯µ¯×��Á�¼¯¼©Ü¼���ÁµÁ¼¯����»Ì�Ò¯¼�Ĺ� µ��Ý¼¯�����¯µ¯×����ÌÁÎ��µ� ¯¼Ò×¯×Ü×Á�
�ÁÎÎ�ÒÌÁ¼�����Ü¼��Ò�¼×�»¯�¼×Á�ÜÎ��¼Á��¼��µ��¯Ò×Î¯×Á����E¯¼©��+Ü�ñÝį��Á¼�

20 Portal de Datos Abiertos (2020), acceso el 30 de septiembre de 2020, https://datos.hacienda.gov.py/. 

21 Arantxa Guereña y Luis Rojas, <Y\�-£UD��/RV�GXH³RV�GH�OD�WLHUUD�HQ�3DUDJXD\ (Asunción: OXFAM, 2016), 72.

22� ǘ6ROLFLWXG���������,QIRUPH�VREUH�ORWHV�\�FRORQLDVǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO����GH�VHSWLHPEUH�
GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������



304 ddhhpy2020��Y��+J]���JDKC.�J]ɇ�]J�.�=�]�y��g=cgY�=�]

Ăăĉ�µÁ×�Ò��¼�Ü¼��ÒÜÌ�Îõ�¯�����ćĂ���×�Î��Ò23. La regularización de tierras se 
ÌÎ�Ò�¼×���Á»Á��µ�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ�Á�±�×¯åÁ���µ�2¼��Î×�ì����Ò����µ�©Á�¯�Î¼Á������Î×�Òį�
que tiene continuidad en el de Abdo. El acceso y la distribución de tierras 
han quedado prácticamente en el olvido.

0Ü�Á�Ü¼�ÒÁµÁ�¯¼×�¼×Á�Ò¯©¼¯õ��×¯åÁ�����ëÌÎÁÌ¯��¯Â¼����Ü¼��õ¼������ĂĮąĆă���-
táreas para la reforma agraria, ubicada en el distrito de Tacuatí, San Pedro. 
La expropiación había sido aprobada por la Cámara de Diputados en octubre 
de 2019; posteriormente fue rechazada por la Cámara de Senadores, por la 
¨Ü�Î×��ÌÎ�Ò¯Â¼��±�Î�¯���ÌÁÎ� µÁÒ�©Î�»¯ÁÒ��»ÌÎ�Ò�Î¯�µ�Òį��Á»Á� µ��žÒÁ�¯��¯Â¼�
Rural del Paraguay (ARP) y la Unión de Gremios de la Producción (UGP), a 
los que se sumó el propio presidente del Indert, Mario Vega24į�ÍÜ¯�¼��õÎ»Â�
no apoyar el proyecto por no contar con recursos para el pago. Vega estuvo 
å¯¼�Üµ��Á���µÁÒ�©Î�»¯ÁÒ����ÌÎÁ�Ü��¯Â¼����ÒÁ±���¼×�Ò�����ÒÜ»¯Î��¯�Á���Î©Á25. 
�µ�ÌÎÁì��×Á�¨Ü���Î�¯å��Á���õ¼¯×¯å�»�¼×���¼�¼Áå¯�»�Î�����ăāĂĊĮ�

Tampoco el Gobierno ha avanzado en la recuperación de tierras ocupadas 
¯µ�©�µ»�¼×�į��Á»Á�µ�Ò�×¯�ÎÎ�Ò�»�µ��¯��Òį�µÁÒ��ë����¼×�Ò�õÒ��µ�Ò�Á�µÁ×�Ò��Á-
µÁ¼¯�µ�Ò�Á�ÜÌ��ÁÒ����¨ÁÎ»��¯ÎÎ�©Üµ�Î�ÌÁÎ�¼Á���¼�õ�¯�Î¯ÁÒ���µ��Ò×�×Ü×Á�ž©Î�-
rio. Esto se debe a la falta de voluntad política del sector gubernamental, así 
como a la sistemática oposición a dichos procesos por parte de los sectores 
×�ÎÎ�×�¼¯�¼×�Òį�ÍÜ¯�¼�Ò�×¯�¼�¼�Ü¼��»Üì�¨Ü�Î×��¯¼øµÜ�¼�¯���¼�µÁÒ�×Î�Ò�ÌÁ��Î�Ò�
del Estado26. Tal es el caso de las tierras ilegalmente apropiadas por la em-
presa Perfecta S.A., actualmente en manos de la Agroganadera Pindó S.A. 
de la familia Bendlin, reclamadas por familias campesinas desde hace varios 
años27. A esto se suma la corrupción endémica del ente agrario, y la displi-
cencia de los órganos de control que alimentan la impunidad; casi todos los 
Ýµ×¯»ÁÒ�ÌÎ�Ò¯��¼×�Ò���µ�2¼��Î×��¼���±��Á��µ���Î©Á��¼�»��¯Á������¼Ü¼�¯�Ò����
corrupción, como los casos de Horacio Torres, Justo Cárdenas, Luis Ortigoza 
y, recientemente, Mario Vega. 

>ÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ����×¯�ÎÎ�Òį�ÍÜ��Ò����Ǟ�¼�»Üµ×¯Ìµ¯���Á��¼��µ�ăāĂĊ�×�¼×Á��¼�ñÁ-
nas rurales como urbanas, tuvieron una desaceleración en el 2020 dadas las 
Î�Ò×Î¯��¯Á¼�Ò��Î����Ò�ÌÁÎ�µ��Ì�¼��»¯�į��Ü¼ÍÜ��¯©Ü�µ»�¼×��Ò���±��Ü×�ÎÁ¼��¼�
�¯�Î×ÁÒ���ÒÁÒĮ�\¯¼��»��Î©Áį��ë¯Ò×�¼�»Ü�ÁÒ�ÌÎÁ��ÒÁÒ�±Ü�¯�¯�µ�Ò���¯�Î×ÁÒį�ì�µ��
permanente presión de los sectores terratenientes, apoyados por campañas 
en los medios comerciales de comunicación, para reiniciar los procesos de 
��Ò�µÁ±ÁÒĮ�a�µ��Ò��µ���ÒÁ����µ���ÁµÁ¼¯��+Ü�ÁÎìį���µ��¯Ò×Î¯×Á����a�»�¯�ÌÁÎ�į�
���©Ü�ñÝį��Á¼���¨�»¯µ¯�Ò���»Ì�Ò¯¼�Ò��¼�Î�Ò¯Ò×¯�Á���å�Î¯ÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ��¼�µÁÒ�

23 Ibíd. 

24� 0DULR�9HJD�IXH�GHVWLWXLGR�HO����GH�RFWXEUH�GH�������DO�VHU�LPSXWDGR�SRU�OHVLµQ�GH�FRQȑDQ]D��

25 Instituto para el Desarrollo Rural de Sudamérica (IPDRS), ,QIRUPH�������$FFHVR�D�OD�WLHUUD�\�WHUULWRULR�HQ�6XGDP«ULFD (La Paz: 
IPDRS, 2020), 254-264. 

26 Guereña y Rojas, <Y\�-£UD��/RV�GXH³RV�GH�OD�WLHUUD�HQ�3DUDJXD\.

27 Pereira, “La negación del derecho...”.
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Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒĮ���Ò���Ò�Ì×¯�»�Î�į�¼Ü�å�»�¼×��ÌÎÁ�Ü�×ÁÎ�Ò����ÒÁ±�į���Á©��ÁÒ�
ì�Ì�Î¯Á�¯Ò×�Ò�å¯�¼�¼�ÌÁÒ¯�¯Á¼�¼�Á�µ��¼���Ò¯�������åÁµå�Î����±��Ü×�Î�Á×ÎÁ���Ò-
�µÁ±Á��¼��¯�Á�µÜ©�ÎĮ�a�»�¯�¼��¼��µ���ÒÁ����µ�Ò�×¯�ÎÎ�Ò�»�µ��¯��Ò�Á�ÜÌ���Ò�
por la Agroganadera Pindó en Yvyrarobana, aumenta la presión empresarial 
Ì�Î��ÍÜ��Ò���±��Ü×���µ���Ò�µÁ±Á����Ü¼�Ò�ąāā�¨�»¯µ¯�Ò���»Ì�Ò¯¼�ÒĮ�K×ÎÁÒ��Ò�¼-
tamientos campesinos, como María de la Esperanza en Tavaí28, Caazapá, y 
varias comunidades indígenas, corren el mismo peligro.

proYeCTo De CreaCión De La DireCCión naCionaL 
�����c�]cYJ�y�Y�&.]cYJ]�Vh�=.�J]�ɢ�.D���Y�ɣǾȅ

Siguiendo en el ámbito de la política de tierras, en este periodo ha toma-
do impulso el proyecto de ley que crea la Dinacare (Dirección Nacional de 
��×�Ò×ÎÁ�ì�X�©¯Ò×ÎÁÒ�VÝ�µ¯�ÁÒłį�Ü¼�¼Ü�åÁ��¼×��ÌÝ�µ¯�Á�ÍÜ����ÒÁÎ��ÎǞ���� µ�Ò�
actuales Secretaría Nacional de Catastro (SNC), la Dirección Nacional de Re-
©¯Ò×ÎÁÒ�VÝ�µ¯�ÁÒ�ì��µ���Ì�Î×�»�¼×Á����ž©Î¯»�¼ÒÜÎ��ì�+�Á��Ò¯�į�µ��ÌÎ¯»�Î��
dependiente del Ministerio de Hacienda, la segunda del Poder Judicial y el 
×�Î��ÎÁ���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����K�Î�Ò�VÝ�µ¯��Ò�ì��Á»Ü¼¯���¯Á¼�Ò�ŁEKV�łĮ��µ�ÌÎÁ-
yecto tiene el apoyo de los tres poderes del Estado, y sus principales defen-
ÒÁÎ�Ò��¼��µ��Á¼©Î�ÒÁ�ÒÁ¼�µÁÒ�Ò�¼��ÁÎ�Ò��¼Î¯ÍÜ��X¯�Î��ì�*¯��µ�{�å�µ�į�Ò�©Ý¼�
�Á¼Ò×���¼�Î�Ü¼¯Á¼�Ò�ì��Ü�¯�¼�¯�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�Î��µ¯ñ���ÒĮ��¼��¯��Ò��Ü�¯�¼�¯�Òį�
el proyecto fue casi unánimemente rechazado por organizaciones sociales, 
campesinas, indígenas, de derechos humanos, incluso por agremiaciones de 
escribanos y agrimensores. Entre las muchas críticas a este proyecto, está la 
relacionada a la Dirección General de Regularización que se crearía dentro 
����¯���¯¼Ò×¯×Ü�¯Â¼į�µ���Ü�µ�×�¼�Î���×Î¯�Ü�¯Á¼�Ò�Ì�Î���¯Î¯»¯Î��Á¼øµ¯�×ÁÒ��¼�
×ÁÎ¼Á���ÌÁÒ�Ò¯Á¼�Ò�ì�×Ǟ×ÜµÁÒ����×¯�ÎÎ�Òį�ÌÜ�¯�¼�Á�Ò�Î�»�µ�Ü×¯µ¯ñ�����Á¼�õ¼�Ò�
de legitimación30. Al cierre de este informe, el proyecto seguía en estudio en 
varias Comisiones del Senado.

C.D.]c�Y.J�����&Y.�g=cgY��y�&�D���Y0��ɢC�&ɣ

>��ÌÁµǞ×¯����©Î�Î¯����µ�©Á�¯�Î¼Á���×Ü�µ���Ò¯�Á��ÎÎ�×¯�����¯¼�õ��ñ�Ì�Î��ÌÎÁ-
mover el desarrollo de la agricultura campesina. En poco más de dos años 
de gestión, ya han sido nombrados al frente de este ente clave tres minis-
×ÎÁÒĭ���¼¯Ò�>¯�¯į�XÁ�Áµ¨Á�*Î¯��»�¼¼�ì��µ�Ýµ×¯»Á���Ò���Ò�Ì×¯�»�Î�į�\�¼×¯�-

28 Asentamiento que fue declarado Colonización de Hecho en el 2012 por parte del Indert. “Actualmente las familias del 
Asentamiento María de la Esperanza…” [Facebook], OLT. Caazapá [@OLTCAAZAPA], 11 de octubre de 2020, acceso el 12 
de octubre de 2020, https://web.facebook.com/OLTCAAZAPA/photos/a.2193608294064280/3372006066224491/.

29 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 13 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/121539.

30 “Audiencia Pública: Proyecto de Ley que crea…” [Facebook], Cámara de Senadores de la República del Paraguay [@
SenadoresPy], 31 de agosto de 2020, acceso el 11 de octubre de 2020, https://web.facebook.com/667283816674793/
videos/4847306548616614/.
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go Bertoni. Los dos primeros han tenido una pobre gestión, continuidad de 
gestiones anteriores, y el tercero no despierta ninguna esperanza en una re-
ÁÎ¯�¼×��¯Â¼�Ò¯©¼¯õ��×¯å�����µ��ÌÁµǞ×¯����©Î�Î¯�Į������Áį��µ�¼Á»�Î�»¯�¼×Á�
de Bertoni fue saludado por los gremios del agronegocio como un acierto, y 
el mismo se había dado días después de declaraciones del entonces vicemi-
nistro, desacreditando las denuncias sobre la incidencia de la ganadería en 
la deforestación en el país, formuladas por el Instituto Ambiental de Estocol-
mo31. Ya en función de ministro, Bertoni recomendó el rechazo del Acuerdo 
����Ò��ñÝį�ÍÜ��ÌÎÁÌÁ¼��Ü¼��»�ìÁÎ�×Î�¼ÒÌ�Î�¼�¯��ì�Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼��¯Ü����¼��
en los temas ambientales. 

El ministro anterior, Rodolfo Friedmann, cuya gestión abarcó la mayor parte 
��µ�Ì�Î¯Á�Á��¼�µ¯ñ��Á��¼��Ò×��¯¼¨ÁÎ»�į�×ÜåÁ�Ü¼����ÒµÜ�¯���©�Ò×¯Â¼į���±�¼�Á�
el cargo en medio de denuncias de corrupción. Durante la crisis generada 
por la pandemia y el deterioro de la situación alimentaria, el MAG tuvo que 
improvisar algunas medidas de asistencia, anunciando un plan de apoyo a 
ĂāāĮāāā�õ¼��Ò����ÌÎÁ�Ü��¯Â¼�ì�ĆāĮāāā�Ü�Î×�Ò�¨�»¯µ¯�Î�Ò�����Ü×Á�Á¼ÒÜ»Áį�
más entrega de créditos e insumos a las y los productores32. Esta propuesta 
fue rechazada por varias organizaciones, entre ellas la Federación Nacional 
��»Ì�Ò¯¼��Ł*F�łį�ÍÜ���õÎ»Â�ÍÜ��Î�ÌÎ�Ò�¼×����»�Ò����µÁ�»¯Ò»Á�ÌÁÎ�Ì�Î×��
del MAG, y lo que correspondía era impulsar una reforma agraria real, que 
incluya la distribución de tierras, entre otras medidas33. Con el transcurrir de 
µÁÒ�»�Ò�Òį��¯�Á�Ìµ�¼�Ò��¨Ü���¯µÜì�¼�Áį�ì�µ�Ò�ÍÜ�±�Ò����µ�Ò�¨�»¯µ¯�Ò���»Ì�Ò¯-
nas por el abandono estatal se volvieron a escuchar. 

La Coordinadora Nacional Intersectorial (CNI) y la Articulación Campesina, 
Indígena y Popular (ACIP) realizaron una movilización nacional en el mes 
de octubre en la capital, reclamando acceso a la tierra y regularización de la 
×�¼�¼�¯�����µ��×¯�ÎÎ��Ì�Î��µ�Ò�¨�»¯µ¯�Ò���»Ì�Ò¯¼�Òį���Ò�����µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒį��Á¼-
donación de deudas, reactivación productiva de la agricultura familiar, im-
plementación de la ley de defensa y promoción de la agricultura campesina. 
Luego de unos días de movilización y diversas reuniones con responsables 
���µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Òį�µµ�©�ÎÁ¼���Ü¼���Ü�Î�Á34 que contempla, entre otros 
aspectos, la reasignación de USD 25 millones a cargo del MAG para desti-
¼�ÎµÁÒ���Ìµ�¼�Ò�ÌÎÁ�Ü�×¯åÁÒ����õ¼��Ò���»Ì�Ò¯¼�Òį�µ��ÌÎÁå¯Ò¯Â¼�����Î��¯×ÁÒ���
µ�Î©Á�Ìµ�ñÁ�ì���±�Ò�×�Ò�Ò����¯¼×�Î�Òį����»�Ò����µ��¯¼Ò×�µ��¯Â¼����Ü¼��»�Ò�����
×Î���±Á�ÍÜ��ÌÜ����¯¼×�Îå�¼¯Î�ÒÁ�Î����ÒÁÒ������Ò�µÁ±ÁĮ

31 Instituto Ambiental de Estocolmo, $QXDULR�7UDVH�������(O�HVWDGR�GH�ODV�FDGHQDV�GH�VXPLQLVWUR�GH�ULHVJR�IRUHVWDO (Estocolmo: 
SEI, 2020), acceso el 30 de septiembre de 2020, https://insights.trase.earth/yearbook/contexts/paraguayan-beef/.

32 “MAG entregará insumos para asegurar autoconsumo de 150.000 familias agrícolas”, $JHQFLD�,3, 2 de abril de 2020, 
acceso el 30 de septiembre, https://www.ip.gov.py/ip/mag-entregara-insumos-para-asegurar-autoconsumo-de-150-
000-familias-agricolas/.

33 Federación Nacional Campesina, 3RVLFLRQDPLHQWR�VREUH�3ODQ�GHO�0$*, 5 de abril de 2020. 

34 Acuerdo de compromiso entre la Unidad Campesina, Indígena y Popular, integrada por la Coordinadora Nacional 
Intersectorial (CNI) y la Articulación Campesina, Indígena y Popular (ACIP) con el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. 
Asunción, 15 de octubre de 2020. 
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=�y�DɌċ�ȂǾȄȂɒǾǼǽȅ�ɶ�����%�D]�ɇ�Y�]c�gY��.KD�y�
promoCión De La agriCULTUra FamiLiar CampeSina”

�Ò×��µ�ìį�ÌÎÁ»Üµ©����ÌÁÎ��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ��¼�»�ìÁ����ăāĂĊį����Ǟ��Ò�Î�Î�©µ�-
mentada por el Gobierno en un plazo de seis meses para que pueda ser ope-
rativizada. Sin embargo, dicha reglamentación recién fue dada a conocer en 
el mes de agosto de 2020, a través del Decreto N.º 392935, aunque la misma 
�Ý¼�¼Á���Ò¯�Á�ÁÌ�Î�×¯å¯ñ���Į��µ����Î�×Á��Á¼×�»Ìµ��ÍÜ��µ���Ü×ÁÎ¯��������Ìµ¯-
cación de la ley será el Viceministerio de Agricultura Familiar Campesina 
Łož*łį�Ì�ÎÁ��µ�»¯Ò»Á��Ý¼�¼Á���Ò¯�Á��Î���ÁĮ�

Esta ley ha sido el resultado de la fusión de diversos proyectos en el Congreso 
y cuestionada por diversos sectores en varios aspectos. Incluye declaracio-
nes de buenas intenciones, pero en los aspectos prácticos presenta lagunas e 
incluso puntos contradictorios con normativas vigentes, que podrían causar 
problemas, lo que genera dudas sobre su operatividad. Los principales as-
pectos de la ley son36: 

 – Creación del Viceministerio de Agricultura Familiar Campesina, dentro 
del MAG.

 – �Î���¯Â¼���µ��Á¼Ò�±Á�2¼×�Î¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ����µ��ž©Î¯�Üµ×ÜÎ��*�»¯µ¯�Î���»-
pesina, conformado por agricultores campesinos e indígenas, y las insti-
×Ü�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�å¯¼�Üµ���Ò��µ�Ò��×ÁÎĮ

 – Inscripción en el Registro Nacional de la Agricultura Familiar (Renaf) 
Ì�Î��Ò�Î���¼�õ�¯�Î¯ÁĮ�žÁÎ���¯�¼į�Ü¼Á����µÁÒ�Î�ÍÜ¯Ò¯×ÁÒ�Ì�Î��¯¼Ò�Î¯�¯ÎÒ���Ò�
poseer un lote, con lo cual campesinos y campesinas sin tierras no pueden 
Ò�Î���¼�õ�¯�Î¯ÁÒĮ�V�Î��Ò�Î���±Ü�¯������Á¼�Ü¼�µÁ×�į�Ü¼��Ì�ÎÒÁ¼��������Ò×�Î�
�¼��µ�X�¼�¨�Á�Ò�Î���¯×�¼×��ÜÎ��¼¯ñ�����Á¼�åÁµÜ¼×������×Î���±�Î��¼�µ��ž*�į�
lo cual excluye a la población rural que no posee tierras. 

 – Creación del Fondo Solidario de reserva de tierras, por fuera del ámbi-
to de funcionamiento del Indert, que es el ente encargado de la política 
de tierras para la población campesina. Esto crea una superposición de 
funciones entre ambos entes. Este punto podría ser peligroso, si es que 
se plantea la necesidad de eliminar el Indert que, aunque tiene muchos 
problemas, es la institución que, con el Estatuto Agrario vigente, repre-
senta la posibilidad de una política de tierras no mercantilizada, acorde a 
la reforma agraria. 

35 Decreto N.º 3929/2019 “Por el cual se reglamenta la Ley 6286/19”, acceso el 30 de agosto de 2020, http://digesto.senado.
gov.py/ups/leyes/11383.pdf. 

36 Instituto para el Desarrollo Rural de Sudamérica (IPDRS), ,QIRUPH�������$FFHVR�D�OD�WLHUUD�\�WHUULWRULR�HQ�6XGDP«ULFD (La Paz: 
IPDRS, 2020), 263-264.
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 – �Ò×��µ��¯»¯�¼×Á����Á�±�×¯åÁÒ�ÍÜ�� �Á¼×�»Ìµ�¼��µ©Ü¼�Ò���»�¼��Ò�¯Ò×Â-
ricas, como la soberanía alimentaria, la agroecología y la asociatividad. 

 – Referencia confusa sobre la población indígena, la que cuenta con su pro-
Ì¯Á��Á¼±Ü¼×Á����µ�ì�Ò��ÒÌ��Ǟõ��ÒĮ�

 – Inclusión de incentivos a los servicios ambientales, muy cuestionados por 
promover la mercantilización de la naturaleza. 

VÁÎ�Á×Î��Ì�Î×�į��µ�Ež+��Ò×ÜåÁ�×Î���±�¼�Á�Ì�Î��ÌÁ¼�Î��¼�¨Ü¼�¯Á¼�»¯�¼×Á��µ�
Programa Nacional de Desarrollo Económico y Social de la Agricultura Fa-
miliar 2020/2025, en el cual nada menos que el 87% del presupuesto estaría 
��Ò×¯¼��Á���»���¼¯ñ�Î�µ�Ò�õ¼��Ò���»Ì�Ò¯¼�Òį��Á¼�ÒÁ±��ì�»�Ǟñ�×Î�¼Ò©�¼¯�ÁÒį�
además de sésamo37. En la conducción estratégica de este programa está 
incluida la Unión de Gremios de la Producción (UGP), el principal gremio 
ÒÁ±�ÎÁ���µ�Ì�ǞÒĮ�\¯¼��»��Î©Áį�µ��»���¼¯ñ��¯Â¼�»�Ò¯å��¼Á��Ò��µ���»¯¼Á����-
cuado para fortalecer la agricultura campesina, que requiere de una amplia 
�¯å�ÎÒ¯õ���¯Â¼�Ì�Î��Ò�Î�ÒÁÒ×�¼¯�µ�Į�

proYeCTo De LeY DeL SegUro para  
La agriCULTUra FamiLiar CampeSina

Sobre esta histórica carencia de apoyo a la agricultura campesina, fueron 
presentados varios proyectos de ley en el Senado. El 1 de octubre fue aproba-
do por la Cámara de Senadores el proyecto de ley que crea el Seguro Agrícola 
para la Agricultura Familiar Campesina (SAFC)38, que pasó para su trata-
miento en la Cámara de Diputados. El mismo estará a cargo del Viceminis-
×�Î¯Á����µ��ž©Î¯�Üµ×ÜÎ��*�»¯µ¯�Î���»Ì�Ò¯¼�į�ì�Ò��õ¼�¼�¯�Î���Á¼�Ü¼�¯»ÌÜ�Ò×Á�
a la exportación de granos en estado natural de 0,5% sobre el valor aduanero 
����ëÌÁÎ×��¯Â¼į�Ò�©Ý¼��Ò×��µ�����µ��Î×Ǟ�ÜµÁ�ĂĈĮ

DeCLaraCión De DereChoS CampeSinoS Y oTraS 
perSonaS qUe Trabajan en zonaS rUraLeS

La Resolución N.º 73/165 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
del 17 de diciembre de 2018, aprobó esta importante Declaración, impulsa-
da principalmente por organizaciones campesinas, en la que, entre otros 
aspectos, se reconoce el derecho a la tierra de la población campesina. Sin 
embargo, el Gobierno paraguayo no votó a favor de la Declaración en aquella 
oportunidad, ni realizó ninguna gestión para hacer conocer la misma una 

37 Sociedad de Economía Política del Paraguay (SEPPY), &DPLQR�DO�GHIDXOW�VRFLDO�\�ȍVFDO, acceso el 16 de agosto de 2020, 
KWWS���VHSS\�RUJ�S\�FDPLQR�DO�GHIDXOW�VRFLDO�\�ȑVFDO��

38 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 15 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/121853.
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vez aprobada. Frente a la consulta realizada para este informe al Ministerio 
���X�µ��¯Á¼�Ò��ë×�Î¯ÁÎ�Òį�Î�ÒÌ��×Á���Ò¯�µ�����µ�Î��¯Â¼�¨Ü��Á»ÁµÁ©���į�Î�×¯õ-
cada, incorporada o comunicada a las instituciones vinculadas a la temática 
campesina en nuestro país, dicha instancia respondió que “las resoluciones 
de la Asamblea General tienen un carácter de recomendaciones por dispo-
sición de la Carta de las Naciones Unidas, por tal motivo, no requieren ser 
Á»ÁµÁ©���Òį�Î�×¯õ����Ò�Á�¯¼�ÁÎÌÁÎ���ÒŌ39. Tampoco la comunicaron a nin-
©Ý¼��¼×��ÌÝ�µ¯�ÁĮ�VÁÎ�×�¼×Áį��µ�+Á�¯�Î¼Á����V�Î�©Ü�ì�¼Á���×Á»��Á�¼¯¼©Ü¼��
medida para promover el contenido de este instrumento internacional. 

poLíTiCa FiSCaL

En el periodo de análisis se han mantenido las características principales 
��� µ��ÌÁµǞ×¯���õÒ��µ���µ�Ì�ǞÒĭ���±��ÌÎ�Ò¯Â¼� ×Î¯�Ü×�Î¯�į� Î�ÒÜµ×��Á���� µÁÒ���±ÁÒ�
impuestos, que favorecen particularmente a los sectores empresariales y 
ÌÎÁ�Ü�×¯åÁÒ�����µ×ÁÒ�¯¼©Î�ÒÁÒį��Á»Á��µ���ÒÁ���µ�Ò��×ÁÎ�©�¼���ÎÁį�ÒÁ±�ÎÁ�ì�×�-
ÎÎ�×�¼¯�¼×�Ĺ��Á»Ìµ�»�¼×�Î¯�»�¼×�į�Ü¼����±��¯¼å�ÎÒ¯Â¼�ÌÝ�µ¯����¼�©�¼�Î�µ�ì�
Ü¼����±��¯¼å�ÎÒ¯Â¼�ÒÁ�¯�µ��¼�Ì�Î×¯�Üµ�ÎĮ�>��Î�¨ÁÎ»��×Î¯�Ü×�Î¯��¯»ÌÜµÒ����ÌÁÎ�
�µ�+Á�¯�Î¼Á�ì��ÌÎÁ�����ÌÁÎ��µ��Á¼©Î�ÒÁ��¼��µ�ăāĂĊ�¼Á����¨��×��Á�Ò¯©¼¯õ��-
×¯å�»�¼×��¼¯¼©Ý¼��ÒÌ��×Á�����¯�Á�Ò¯Ò×�»�į�ÌÎÁµÁ¼©�¼�Á�ÌÎ¯å¯µ�©¯ÁÒ�ì���Ò-
igualdades. En el 2020, en el contexto de la pandemia, hubo varias iniciativas 
para incrementar los tributos de ciertos sectores, pero no prosperaron. Las 
carencias presupuestarias fueron sofocadas con un acelerado aumento del 
�¼��Ü��»¯�¼×Á�ÌÝ�µ¯�Áį�ÍÜ����µµ�©��Á���¼¯å�µ�Ò�¯¼ÒÁÒ×�¼¯�µ�Ò40. 

Esta situación de carencias se expresa en varios sectores, entre ellos, el pre-
supuesto destinado al sector campesino a través del Indert. El mismo, histó-
Î¯��»�¼×�į���Ò¯�Á�¯¼ÒÜõ�¯�¼×��Ì�Î��Î�ÒÌÁ¼��Î���µ�Ò�µ�©Ǟ×¯»�Ò���»�¼��Ò���µ�
Ò��×ÁÎį�Ì�ÎÁ�µÁ�»�Ò�©Î�å���Ò�ÒÜ�ÒÁÒ×�¼¯���Î��Ü��¯Â¼��¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒ�Ł©Î�-
õ�Á�ĂłĮ��µ��¼×��×ÜåÁ�Ü¼�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á�ÌÁÎ��¼�¯»�����µÁÒ�+ÒĮ�ĄāāĮāāā�»¯µµÁ¼�Ò�
�¼×Î���µ�ăāĂĂ�ì��µ�ăāĂĆĮ�\��»�¼×¯�¼��µ�å�»�¼×��ÌÁÎ�����±Á�����Ò���¯¨Î���¼�ăāĂć�
y 2017, y a partir de allí la caída del presupuesto es pronunciada y contraria a 
las necesidades de las familias campesinas, expresada en una alta cantidad 
de solicitudes de lotes en el ente. En el 2019, el presupuesto fue de Gs. 159.000 
»¯µµÁ¼�Òį�»Á¼×Á�ÍÜ��Ò��Î��Ü±Á��¼��µ�ăāăā���ĂąćĮāāā�»¯µµÁ¼�ÒĮ��µ�ÌÎÁì��×Á����
presupuesto para el 2021, enviado por Hacienda para su estudio al Congre-
so, contempla una enorme caída de -26%, quedando en tan solo Gs. 108.000 
millones. Si hoy la política de tierras para el campesinado es prácticamente 
inexistente, con estos cambios, que expresan la voluntad política hegemóni-
ca en el Estado, terminará por hundirse en la absoluta intrascendencia. 

39� ǘ6ROLFLWXG���������7U£PLWHV�VREUH�5HVROXFLµQ�GH�1DFLRQHV�8QLGDVǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO����
GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

40 Sociedad de Economía Política del Paraguay (SEPPY), &DPLQR�DO�GHIDXOW�VRFLDO�\�ȍVFDO, acceso el 16 de agosto de 2020, 
KWWS���VHSS\�RUJ�S\�FDPLQR�DO�GHIDXOW�VRFLDO�\�ȑVFDO��
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*U£ȑFR����,QGHUW��3UHVXSXHVWR�DQXDO������������HQ�*V��

Fuente: Ministerio de Hacienda. 

CaSoS oCUrriDoS en eL 2020 

CASo ASENTAMIENTo 1.º DE MARZo, DISTRITo DE YVYRARoBANA, 
CANINDEYú. �Ò×���µ�ÎÁ��±�»ÌµÁ����×¯�ÎÎ��»�µ��¯��į���¼Ü¼�¯��Á�ÌÁÎ�¨�-
milias campesinas que ocupan el lugar desde el 2012 y reclaman su recupe-
ración al Indert, es una muestra de la impunidad de que siguen gozando los 
terratenientes. El IBR había permutado 4.500 hectáreas por una avioneta, 
a favor de la empresa Perfecta S.A. en 1969, en abierta violación al Estatu-
to Agrario de 196341. Desde el 2019 existe un expediente en el ente donde se 
solicita un dictamen sobre el origen de estas tierras, pero no ha habido un 
pronunciamiento de la institución sobre el mismo. A raíz de la visita de par-
lamentarios al asentamiento campesino, sectores empresariales y políticos 
han aumentado la criminalización de la lucha campesina y la presión para 
µÁ©Î�Î��µ���Ò�µÁ±Á����µ�Ò�¨�»¯µ¯�Ò���»Ì�Ò¯¼�Ò42. 

CoLoNIA YVYPE, SExTA LíNEA. Es una antigua colonia campesina ubica-
da en el distrito de Lima, departamento de San Pedro. Desde hace varios años 
viene siendo fragmentada y reducida por efecto de la irregular transferencia 

41 Pereira, “La negación del derecho...”. Pereira, “La gobernanza...”. 

42 “Pronunciamiento de la Asociación de Productores Joaju y otros” [Facebook], Asociación de Productores Joaju [@
asociacionJoaju], 6 de octubre de 2020, acceso el 14 de octubre de 2020, https://web.facebook.com/asociacionJoaju/
photos/pcb.759003667995365/759003507995381/. 
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���µÁ×�Ò���¼Á�ÒÜ±�×ÁÒ����µ��Î�¨ÁÎ»���©Î�Î¯�į��Á¼�µ���Á¼Ò��Ü�¼×��ÒÁ±¯ñ��¯Â¼���µ�
territorio. El Indert ha mostrado total complicidad con los intereses de los 
ÌÎÁ�Ü�×ÁÎ�Ò����ÒÁ±�į�¼Á�Î��ÜÌ�Î�¼�Á��ÒÁÒ�µÁ×�Ò�Á�ÜÌ��ÁÒ�¯ÎÎ�©Üµ�Î»�¼×�Į�>��
comunidad campesina que sigue resistiendo en sus lotes ha sufrido atrope-
µµÁÒį��µµ�¼�»¯�¼×ÁÒ�ì���Ò�µÁ±ÁÒ��¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒĮ��ë¯Ò×�¼�¼Ü�å�Ò��»�¼�ñ�Ò�
�����Ò�µÁ±Á��µ��¯�ÎÎ������Ò×��¯¼¨ÁÎ»�Į��µ�ÌÎ�Ò¯��¼×����� µ���Á»¯Ò¯Â¼�å��¯¼�µ�
Sexta Línea Yvype, Ceferino Peralta, y la secretaria Aida González fueron de-
×�¼¯�ÁÒ��µ�Ăą����Á�×Ü�Î�į�ÌÁÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á���Ò���×Á���Ü¼��ÁÎ��¼�±Ü�¯�¯�µ43. 

ASESINATo DE ARNALDo RoDRíGuEZ. �Ò×�� ±Áå�¼���»Ì�Ò¯¼Á�Ì�Î×�¼�-
cía a la Comisión de sin tierras 7 de Enero, del distrito de Pedro Juan Caba-
llero, departamento de Amambay. Eran unas 30 familias que ocupaban 300 
��×�Î��Ò�ÍÜ��Î��µ�»���¼��µ�2¼��Î×��Á»Á�×¯�ÎÎ�Ò�ÌÝ�µ¯��ÒĮ�f¼��Á»�Î�¯�¼×��
de nombre Héctor Calonga las reclamaba como su propiedad, aunque no lo 
demostraba documentalmente. En varias ocasiones amenazó con arma de 
fuego a las familias campesinas, incluso quemó algunas viviendas. El 8 de 
±Ü¼¯Á����ăāăāį��¼�Ü¼��Ò¯×Ü��¯Â¼����×�¼Ò¯Â¼��¼×Î����µÁ¼©��ì�µÁÒ���»Ì�Ò¯¼ÁÒį�
µ��VÁµ¯�Ǟ��Ò��Î�×¯ÎÂ���µ�µÜ©�Îį�»Á»�¼×Á��¼��µ��Ü�µį�Ò�©Ý¼�µÁÒ�×�Ò×¯»Á¼¯ÁÒį��µ��Á-
merciante habría disparado a quemarropa a Arnaldo Rodríguez, quien mu-
rió minutos después en el lugar44. Calonga se encuentra detenido al cierre de 
�Ò×��¯¼¨ÁÎ»��ì��µ�ÌÎÁ��ÒÁ�±Ü�¯�¯�µ��Ò×����¯�Î×ÁĮ

COnClUsiOnEs

El periodo analizado, de noviembre de 2019 a octubre del presente año, da 
cuenta de la continuidad de los problemas estructurales en el modelo y la 
ÌÁµǞ×¯����©Î�Î¯�į�ÍÜ����Î¯å�¼��¼��µ����¼�Á¼Á��Ò×�×�µ�ì�»Ýµ×¯Ìµ�Ò���Î�¼�¯�Ò�ÍÜ��
afectan a la población campesina. La reforma agraria establecida en la Cons-
titución Nacional, que no solo contempla una política de tierras, sino de asis-
×�¼�¯��¯¼×�©Î�µį��¯Î��×�»�¼×��¼Á��ë¯Ò×�ĭ�µ��ÌÁµǞ×¯������×¯�ÎÎ�Ò��Ò�¯¼Ò¯©¼¯õ��¼-
te, la asistencia técnica productiva es marginal, el presupuesto destinado al 
sector es escaso y de progresiva reducción, los derechos del campesinado no 
son promovidos ni garantizados por el Estado. 

La situación excepcional generada por la crisis sanitaria agravó las conse-
cuencias de los factores recién mencionados, agudizó la escasez de alimen-
tos, semillas y el hambre, favoreció una mayor dependencia de la importación 
���ÌÎÁ�Ü�×ÁÒ��ë×Î�¼±�ÎÁÒį�ÁÎ¯©¯¼Â��±ÜÒ×�Ò�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×�Î¯ÁÒ��¼���×Î¯»�¼×Á����
µ���©Î¯�Üµ×ÜÎ����»Ì�Ò¯¼��ì��µ�����ÒÁ���µ��×¯�ÎÎ�į���×�Î¯ÁÎÂ��Ý¼�»�Ò�µ�Ò��Á¼�¯-
ciones de vida de la población. Por todo esto, las proyecciones con relación a 
la población campesina son muy poco alentadoras.

43 Colonia Sexta Línea Yvype Lima, acceso el 16 de octubre de 2020, https://web.facebook.com/Colonia-Sexta-
L%C3%ADnea-Yvype-Lima-290014191824880/?ref=page_internal.

44 Abel Irala y Lis García, /DV�EDODV�DVHVLQDV�QR�VROXFLRQDUDQ�HO�LQIRUWXQLR�GH�OD�WLHUUD (Asunción: BASE-IS, 2020).
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rECOMEnDaCiOnEs

 Ǻ 2»Ìµ�»�¼×�Î��µ�»�¼��×Á��Á¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ���� µ��Î�¨ÁÎ»���©Î�Î¯�į�Ò�©Ý¼� µÁ�
establecido en los artículos 114, 115 y 116 de la Carta Magna, incorporando 
efectivamente a la población campesina al desarrollo económico y social, 
en el marco de un modelo sustentable.

 Ǻ Promover efectivamente un sistema equitativo de distribución, propie-
dad y tenencia de la tierra, a través de una política de tierras que incluya 
un mayor presupuesto para el Indert, expropiaciones y recuperación de 
×¯�ÎÎ�Ò�»�µ��¯��Ò�Á�µÁ×�Ò�¯ÎÎ�©Üµ�Î»�¼×��Á�ÜÌ��ÁÒ�ÌÁÎ�¼Á���¼�õ�¯�Î¯ÁÒ�
del Estatuto Agrario.

 Ǻ \ÜÒÌ�¼��Î� µ��ÌÁµǞ×¯��������Ò�µÁ±ÁÒ� ¨ÁÎñÁÒÁÒ��¼�Ò¯×Ü��¯Á¼�Ò�����Á¼øµ¯�×ÁÒ�
por tierras, hasta tanto se implementen políticas redistributivas de tierras 
de manera amplia.

 Ǻ \�¼��Î�µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò����µ�Ò��¯¼�»¯��Ò�����ÁÎÎÜÌ�¯Â¼���¯»ÌÜ-
nidad que las desnaturalizan, en especial el Poder Judicial y el Indert.

 Ǻ Implementar reformas en el ámbito tributario, que permitan generar ma-
ìÁÎ�Ò�¯¼©Î�ÒÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ���Ò���µÁÒ�Ò��×ÁÎ�Ò���Á¼Â»¯�ÁÒ����»�ìÁÎ�Ò�¯¼©Î�-
sos; reformar el impuesto inmobiliario del sector rural, de modo que sea 
ÌÎÁ©Î�Ò¯åÁį�ÍÜ��©Î�å���¼�»�ìÁÎ�»��¯�����µ�Ò�ÌÎÁÌ¯�����Ò����©Î�¼�ÒÜÌ�Îõ-
cie, y efectivamente sea un desaliento para los latifundios.

 Ǻ Promover la participación directa de las organizaciones campesinas en 
las decisiones y la gestión de las políticas agrarias.

 Ǻ Comunicar, difundir y promover la Declaración de las Nacionales Unidas 
sobre los Derechos Campesinos y otras personas que viven en zonas ru-
rales.

 Ǻ 2»ÌÜµÒ�Î� Ü¼�� ÌÁµǞ×¯��� ���»�±ÁÎ�»¯�¼×Á� ì� �»Ìµ¯��¯Â¼� ��� µ�� ÌÎÁ�Ü��¯Â¼�
nacional de alimentos frescos y sanos, provenientes de la agricultura fa-
miliar campesina, en sustitución de las importaciones de productos ex-
×Î�¼±�ÎÁÒĮ

 Ǻ Potencializar la producción agrícola sustentable, de manera a preservar 
el medio ambiente, a partir del uso sostenible de los recursos naturales, la 
agroecología y la soberanía alimentaria.



protección contra los desaloJos forzosos

Tierra Sin LeY:
La arbiTrarieDaD en 
LoS proCeDimienToS 

De DeSaLojo Como 
Signo eSTrUCTUraL

En el periodo bajo estudio se han continuado perpetrando desalojos for-
āËÞËÞ�����ËÃêÄ¬����Þɇ� �Ä� Þê�Ã�üËÚ®�� �£��æê��ËÞ�×ËÚ� �¤�Äæ�Þ�ĈÞ��½�Þ�
ü�×Ë½¬�®�ÞɌ��ËÄ� ½��Þê×Ú�Þ¬ÌÄ���½�V½�Ä�������¬ÌÄ��ËÄ·êÄæ��×�Ú����ÞËÞ����
hechos punibles de invasión de inmueble ajeno, el procedimiento penal 
×Ú�õ¬Ë��� ½ËÞ���Þ�½Ë·ËÞ�ĈÞ��½�Þ� Ú�Þê½æ���ëÄ�Ã�Þ��Ú�¬æÚ�Ú¬Ë�ü��¬Þ�Ú��¬ËÄ�½Ɍ�
Las organizaciones sociales han logrado avances, tanto en materia de 
proyectos de ley de expropiación, como en la consecución de acuerdos 

con instituciones estatales para la prevención de desalojos forzosos.

paLabraS CLaveS: ��Ú��©Ë���� ����ÞË� �� ½�� 9êÞæ¬�¬�ɇ� ��Ú��©ËÞ� ��Ë-
nómicos y sociales, derecho a la tierra, derecho a la vivienda, desalojos 

forzosos.

milena pereira Fukuoka
plataforma social de derechos humanos, memoria y democracia
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balanCE DE lOs 25 añOs 

>���Á»¯Ò¯Â¼����o�Î����ì�4ÜÒ×¯�¯��ÒÁÒ×ÜåÁ��¼�ÒÜ�¯¼¨ÁÎ»��õ¼�µ�ÍÜ��µ��Î��ÜÌ�-
Î��¯Â¼����µ�Ò�×¯�ÎÎ�Ò�»�µ��¯��Ò�ì�ÒÜ���±Ü�¯���¯Â¼���µÁÒ�ÒÜ±�×ÁÒ����µ��Î�¨ÁÎ»��
agraria constituían un imperativo para el restablecimiento del orden legal y 
legítimo de las tierras en el Paraguay1.

No han existido avances en dicho sentido hasta la fecha. La Fiscalía Gene-
ral del Estado no ha abierto ninguna línea de investigación respecto de ese 
�ÒÍÜ�»��×�¼�©Î�å������ÁÎÎÜÌ�¯Â¼į����»�µå�ÎÒ��¯Â¼����×¯�ÎÎ�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ÍÜ��
���Ǟ�¼�Ò�Î���Ò×¯¼���Ò���µ�Ò�ì�µÁÒ�ÒÜ±�×ÁÒ����µ��Î�¨ÁÎ»���©Î�Î¯�į�Ì�Ò�������ÎÒ��
constatado que el mismo continuó funcionando luego de la apertura política 
en 1989. Tampoco ha sido posible recuperar ninguna tierra malhabida a tra-
å�Ò����ÌÎÁ���¯»¯�¼×ÁÒ�±Ü�¯�¯�µ�Ò�×Î�»¯×��ÁÒ��¼×��µ��±ÜÎ¯Ò�¯��¯Â¼��¯å¯µ2.

Hasta el 2003, el 19,3% del territorio nacional se encontraba afectado por la 
grave ilegalidad que representan las tierras malhabidas. Tras la conversión 
del Instituto de Bienestar Rural (IBR) en el Instituto Nacional de Desarrollo 
XÜÎ�µ�ì����µ��a¯�ÎÎ��Ł2¼��Î×ł��¼�ăāāąį�µ���ÁÎÎÜÌ�¯Â¼��¼�»�×�Î¯�������±Ü�¯��-
ción de tierras continuó, desconociéndose la cantidad de tierras malversa-
das entre 2003 y 2020.

La impunidad en torno a las tierras malhabidas compromete la propia po-
sibilidad de funcionamiento de un Estado social y democrático de derecho 
en el país, porque vicia la base territorial y porque el poder terrateniente, 
originado en el latifundio fraudulento, precisa de la mayor opacidad posible 
en todo lo que hace a la administración de la tenencia (registros, tributación, 
ÁÎ��¼�»¯�¼×Á�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯�µł�ì���µ��ÒÁµÜ�¯Â¼�����Á¼øµ¯�×ÁÒ��¼�×ÁÎ¼Á���µÁÒ���Î��ÁÒ�
de tenencia. Existe pues una incompatibilidad entre la aplicación del dere-
�Á���� µ�� Î�¨ÁÎ»���©Î�Î¯��å¯©�¼×��ì� µÁÒ� ¯¼×�Î�Ò�Ò����ÍÜ¯�¼�Ò� Ò����¼�õ�¯�¼�
desde hace décadas con tierras que no les corresponden en derecho.

Esta contradicción ha impactado en numerosos aspectos de la política agra-
Î¯��¼��¯Á¼�µį�¯¼�µÜì�¼�Á�µ��×�¼��¼�¯�����¨��×Ü�Î�ÌÎÁ���¯»¯�¼×ÁÒ������Ò�µÁ±Á�
forzoso de comunidades rurales, con diferentes grados de ilegalidad.

Ya en el artículo sobre “Organizaciones campesinas”, publicado en el infor-
me sobre los derechos humanos en Paraguay del año 1996, Quintín Riquel-
»��¯��¼×¯õ�����µ�Ò�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ�Ò���ÜÒ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ�Ò����åÜµ¼�Î��¯Â¼����µÁÒ�
derechos humanos del campesinado en el país. Respecto del Instituto de 

1 Comisión de Verdad y Justicia, Paraguay, ,QIRUPH�)LQDO���$QLYH�KDJX¥�RLNR��7RPR�, (Asunción: CVJ, 2008), 103.

2 El caso de la comunidad San Isidro del Jejuí ha sido una excepción. La comunidad logró recuperar 182 hectáreas del 
total de 230 hectáreas que le correspondían, tras un litigio judicial que duró doce años. Por las características del caso, 
la Asociación Campesina San Isidro del Jejuí fue la parte actora. Véase: “Estudio de caso. Asociación Campesina San 
Isidro del Jejuí”, Movimiento Regional por la Tierra, acceso el 2 de noviembre de 2020, https://www.porlatierra.org/
docs/a8769b60ae0c224c121f0454b6dc1333.pdf .
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Bienestar Rural, explicaba: “De aproximadamente 132 nuevos asentamien-
tos que hay en todo el país desde 1989, ninguno ha sido programado por el 
IBR por su propia iniciativa, todos los asentamientos son productos de la 
lucha de los campesinos”3. 

Evidenciando un contexto de auge de las luchas campesinas por acceder a la 
tierra, con una brutal respuesta represiva, dicho informe daba cuenta de que 
entre diciembre de 1995 y noviembre de 1996 se habían registrado al menos 
8 asesinatos contra miembros de organizaciones campesinas, 5 atentados 
frustrados contra la vida de dirigentes campesinos, 2 casos de envenena-
»¯�¼×Á��Áµ��×¯åÁ��ÁµÁÒÁ��¼�Ì�Î±Ü¯�¯Á�����Á»Ü¼¯����Ò���»Ì�Ò¯¼�Òį�ă���¼Ü¼-
cias por torturas perpetradas por policías, 387 detenciones de campesinos, 
»Ü��Ò�����µµ�Ò��¨��×Ü���Ò�Ò¯¼�ÁÎ��¼��Ò�Î¯×�����±Ü�ñ��Á»Ì�×�¼×�į�ì��¼�»Ü-
�ÁÒ���ÒÁÒ��Á¼�ÂÎ��¼�Ò�±Ü�¯�¯�µ�Ò�¯µ�©�µ�Ò������Ì×ÜÎ��©�¼�Î¯��į�ì�ĂĆ���Ò�µÁ±ÁÒį�
la mayoría de ellos violentos, con quema de ranchos, destrucción de cultivos 
y robo de utensilios de labranza y animales4. La mayoría de las detenciones 
Ò���¨��×Ü�ÎÁ¼��¼��µ�»�Î�Á����µÁÒ�ÌÎÁ���¯»¯�¼×ÁÒ������Ò�µÁ±ÁĮ

Riquelme señalaba que:

Todos los actos atentatorios contra los derechos humanos cometidos de 
un tiempo a esta parte contra los campesinos son consecuencias directas 
de la apropiación indebida de las tierras por parte de una minoría de lati-
¨Ü¼�¯Ò×�Ò�ÍÜ��Ò��Î�Ò¯Ò×�¼���µ��»Á�¯õ���¯Â¼����µ���Ò×ÎÜ�×ÜÎ�����µ��×�¼�¼�¯��
de la tierra amparados […] por la corrupción imperante en el ámbito de las 
¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò5.

En ese sentido, cuestionaba la falta de investigación respecto de las tierras 
malhabidas y llamaba la atención sobre una de las principales causas ins-
titucionales de la falta de efectividad del derecho a la tierra de campesinas 
y campesinos hasta el presente, la reticencia del Poder Judicial a impartir 
±ÜÒ×¯�¯�į��Ü�¼�Á�Ò��×Î�×�����µ��ÌÎÁ×���¯Â¼������Î��ÁÒ����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ì��Á»Ü¼¯-
dades campesinas: 

La institución ante la que campesinos denuncian los casos de violación a sus 
��Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ��Òį�©�¼�Î�µ»�¼×�į��µ�V�Îµ�»�¼×Á�F��¯Á¼�µį��ÒÌ��Ǟõ��»�¼-
te la Comisión de Derechos Humanos y la Bicameral de Investigación (CBI). 
También recurren a los fueros penales en caso de asesinatos y amedrenta-
mientos, pero con chances muy escasas6.

3 Quintín Riquelme, “Organizaciones campesinas”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida HW�DO�, 
1996), 233.

4 Riquelme, “Organizaciones campesinas”, 236.

5 Ibíd., 244.

6 Ibíd., 235.
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Además de la continuidad de la violencia contra asentamientos campesi-
¼ÁÒį��¼��µ�¯¼¨ÁÎ»����µ��ÀÁ�ĂĊĊĈ�Ò����Ǟ��»�¼�¯Â¼�×�»�¯�¼���µÁÒ��Á¼øµ¯�×ÁÒ��¼�
torno a la tierra urbana y la resistencia en los asentamientos a los intentos 
�����Ò�µÁ±ÁĮ�>�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò����Ò¯¼�×��Á���Ǟ�¼�µÁ©Î��Á�Ü¼���Ü�Î�Á��Á¼�
�µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á���µ� 2¼×�Î¯ÁÎ���õ¼�µ�Ò����ĂĊĊĆį���Ì�Î×¯Î���µ��Ü�µ�Ò�� ¨ÁÎ»ÜµÂ�Ü¼�
VÎÁ©Î�»�����X�©Üµ�Î¯ñ��¯Â¼����žÒ�¼×�»¯�¼×ÁÒ�ÍÜ����¼�õ�¯�ÎǞ����»�Ò����ćā�
asentamientos ubicados en el área metropolitana, los cuales se encontraban 
��±Á��»�¼�ñ�������Ò�µÁ±ÁĮ��µ�¯¼¨ÁÎ»��������Ü�¼×�����ÍÜ��µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ��-
�Ǟ�¼��¯Ò»¯¼Ü¯�Á��¼�̈ ÁÎ»��¼Á×��µ�į�µÁ��Ü�µ�Î�øµ�±����µ���ëÌ��×�×¯å�����ÒÁµÜ�¯Â¼�
de la problemática a través del programa de regularización gubernamental7.

Cabe señalar que hasta el año 1998, los informes mostraban que los desalo-
±ÁÒ��Á¼×Î���Á»Ü¼¯����Ò�Ò���¨��×Ü���¼�»�ìÁÎ¯×�Î¯�»�¼×���¼���Ò����ÍÜ�Î�µµ�Ò�
�Î¯»¯¼�µ�Ò���Á»Ì�À���Ò����ÒÁµ¯�¯×Ü��Ò������Ò�µÁ±Áį�ÌÎÁ»Áå¯��Ò��¼×��±Ü���Ò�
Ì�¼�µ�Òį�ÍÜ¯�¼�Ò� ×�¼�Ǟ�¼���ÁÎ��¼�Î���Ò�µÁ±ÁÒ�ì���×�¼�¯Á¼�ÒĮ�žÜ¼ÍÜ�� ×�»-
�¯�¼�Ò��Î�©¯Ò×Î���¼���ÒÁÒ������Ò�µÁ±ÁÒ�����Ò�¼×�»¯�¼×ÁÒ�ì��Á»Ü¼¯����Ò�Ò¯¼�
¼¯¼©Ý¼�×¯ÌÁ����ÁÎ��¼�±Ü�¯�¯�µĮ

En 1998 se promulgó un nuevo Código de Procedimientos Penales para la 
aplicación del Código Penal adoptado en 1997, pasándose de un sistema in-
ÍÜ¯Ò¯×¯åÁ���Ü¼Á���ÜÒ�×ÁÎ¯ÁĮ�>�Ò��Á»Ì�×�¼�¯�Ò����µÁÒ�±Ü���Ò�Ì�¼�µ�Ò�ì����µÁÒ�
�©�¼×�Ò�õÒ��µ�Ò�¨Ü�ÎÁ¼��ëÌÎ�Ò�»�¼×���Ò×¯ÌÜµ���Ò��¼�µ��>�ì�FĮû�ĂăĉćĺĂĊĊĉ�ì�
en la Ley N.º 1562/2000, conforme a las reglas y los principios del Estado so-
cial de derecho, establecidos en la Constitución Nacional de 1992. A la Justi-
�¯��V�¼�µ�¼Á�µ��̈ Ü���Á¼¨�Î¯���¼¯¼©Ü¼���×Î¯�Ü�¯Â¼�µ�©�µ�Ì�Î��ÁÎ��¼�Î���Ò�µÁ±ÁÒ�
de comunidades.

Pese a ello, en el informe del año 2003 ya se registraban numerosos casos de 
��Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ�����Á»Ü¼¯����Ò���»Ì�Ò¯¼�Ò��¨��×Ü��ÁÒ�ÌÁÎ��©�¼×�Ò�õÒ-
cales penales8Į��µ�»Á�Á������×Ü�Î����µ�Ò�ì�µÁÒ�õÒ��µ�Ò��Î��Ò¯»¯µ�Î��µ����±Ü���Ò�
ì�±Ü�ñ�Ò��¼��µ�Ò¯Ò×�»��¯¼ÍÜ¯Ò¯×¯åÁ��¼×�Î¯ÁÎĭ�ÁÌ�Î�×¯å¯ñ���¼���Ò�µÁ±ÁÒ�»�Ò¯åÁÒ�
con apoyo policial, ordenando detenciones; con el agravante de que no se 
×Î�×�������±Ü���Ò�ì�±Ü�ñ�Ò�ì����ÍÜ���µ�¨Ü�ÎÁ�Ì�¼�µ�¼Á��Á¼×�����Á¼��Ò���×Î¯�Ü-
ción legal. Los Juzgados de Garantía solo pasaron a intervenir explícitamen-
te en lo relativo a la continuidad o no de las privaciones de libertad. Por ende, 
�Á¼� µ�� Î�¨ÁÎ»��Ì�¼�µ�ì� µ���Î���¯Â¼���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Áį� µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ����
comunidades continuaron efectuándose mayoritariamente por la vía penal, 
��×Î�å�Ò����Ü¼�»���¼¯Ò»Á�»�¼¯õ�Ò×�»�¼×��¯µ�©�µį�Ò¯¼�ÁÎ��¼�¼¯�ÒÜÌ�Îå¯Ò¯Â¼�
±Ü�¯�¯�µį�ì�Ò¯¼�ÌÁÒ¯�¯µ¯�������Î��ÜÎÒÁ�±Ü�¯�¯�µ��µ©Ü¼Á�Ì�Î�� µ�Ò��Á»Ü¼¯����Ò�
afectadas.

7 Oscar López, “Derecho a la participación. Organizaciones vecinales”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Adavi HW�DO�, 1997), 157.

8 Quintín Riquelme, “Organizaciones campesinas”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2003), 
195-197.
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>���Á»¯Ò¯Â¼������Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ�ÌÁÎ��µ��Ò×��Á�Ì�Î�©Ü�ìÁ�ì��¨Ü��Á�Ò�Îå����
por diversos mecanismos y órganos de tratados, en razón de la violación del 
debido proceso legal y el uso excesivo de la fuerza. Dichas observaciones in-
×�Î¼��¯Á¼�µ�Ò�Ò���¼��¨��×Ü��Á�Î�ÒÌ��×Á������ÒÁÒ��ÒÌ��Ǟõ�ÁÒ�ì����µ��ÌÁµǞ×¯���
ÌÝ�µ¯���©�¼�Î�µ9.

Desde 1989, las organizaciones de familias campesinas sin tierra ocuparon 
tierras malhabidas como método de acceso a la tierra, ante la impunidad de 
�Ò×�Ò��ÌÎÁÌ¯��¯Á¼�Ò�ì�µ��¨�µ×������Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á����µ�Ò�¼ÁÎ»�Ò�±ÜÎǞ�¯��Ò�ÍÜ��
ordenaban la reforma agraria, aun en su nivel más elemental que es el de la 
�ÁµÁ¼¯ñ��¯Â¼�Ìµ�¼¯õ����Į�>���¯õ�Üµ×������ÍÜ¯�¼�Ò���×�¼×���¼�×¯�ÎÎ�Ò�»�µ�-
�¯��Ò�Ì�Î��µÁ©Î�Î�ÂÎ��¼�Ò������Ò�µÁ±Á��¼�µ��±ÜÎ¯Ò�¯��¯Â¼��¯å¯µį�ÌÁÎ�µ��̄ µ�©�µ¯����
���µ�Ò���±Ü�¯���¯Á¼�Ò�ÍÜ��ÁÎ¯©¯¼�ÎÁ¼�ÒÜ�×�¼�¼�¯�į�µ�Ò�¯ñÁ�¯»ÌÎ�Ò�¯¼�¯�µ��µ��
continuidad de la vía penal para efectivizar los lanzamientos.

Desde el primer informe de derechos humanos, se ha documentado un pa-
×ÎÂ¼� ��� ��Ò�µÁ±ÁÒ� ¨ÁÎñÁÒÁÒ� ��� �Á»Ü¼¯����Ò� ��»Ì�Ò¯¼�Òį� µÜ�©Á� �¨��×�¼�Á�
también a comunidades indígenas y periurbanas. En el informe del año 2016, 
µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ�¨Ü�ÎÁ¼��µ�×�»����µ��ÀÁĮ�ž��»�Ò����µ����¼Ü¼�¯�������ÒÁÒ�
�Á¼�Î�×ÁÒį��µ��Î×Ǟ�ÜµÁ�¯¼�µÜìÂ�Ü¼��¼�µ¯Ò¯Ò����Î�����µ�Vµ�¼����ž��¯Â¼��Á¼±Ü¼×��
Ì�Î����ÒÁÒ������ÁÒ�ÌÜ¼¯�µ�Ò����¯¼å�Ò¯Â¼����¯¼»Ü��µ���±�¼Á�ì�µ��ÒǞ¼×�Ò¯Ò����
µÁÒ��Ò×�¼��Î�Ò�±ÜÎǞ�¯�ÁÒ�ÍÜ������¼��Ü»Ìµ¯ÎÒ��Ì�Î��ÍÜ��Ü¼���Ò�µÁ±Á�Ò���±ÜÒ×����
las obligaciones del Estado y sea compatible con el derecho internacional de 
los derechos humanos10.

>ÁÒ�¼¯å�µ�Ò���� å¯Áµ�¼�¯�� ì� �Î�¯×Î�Î¯������¼� µ�� ÁÌ�Î�×¯å¯ñ��¯Â¼������Ò�µÁ±ÁÒ�
han incluido el uso de fuerzas militares, el acompañamiento de civiles ar-
mados, la irrupción de agentes armados en escuelas; la lesión y el amedren-
tamiento de niños, niñas y adolescentes, la quema masiva de viviendas y 
chacras, el robo de enseres y otras pertenencias, el asesinato y la lesión de 
ocupantes11Į�>ÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�����Á»Ü¼¯����Ò�ÁÎ��¼��ÁÒ�ÌÁÎ� ±Üñ©��ÁÒ��¯å¯µ�Ò�
han sido excepcionales, con lo cual las familias afectadas se han visto priva-
��Ò����µ��ÌÁÒ¯�¯µ¯���������¨�¼Ò��±Ü�¯�¯�µ����ÒÜÒ���Î��ÁÒį�Ò¯�¼�Á��Ò×��Ü¼�����
µ�Ò���Î��×�ÎǞÒ×¯��Ò����µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒĮ

9 Comité contra la Tortura (CAT/C/PRY/CO/7, párrs. 22-23), Comité de Derechos Humanos (CCPR/C/PRY/CO/4, párrs. 24-
25), Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (E/C.12/PRY/CO/4, pár. 6), Relatora Especial sobre el Derecho 
a la Alimentación (A/HRC/34/48/Add.2, párrs. 39-43, 58) y Relatora Especial sobre Derechos de los Pueblos Indígenas 
(A/HRC/30/41/Add.1pár. 27, 79.d).

10 Óscar Ayala Amarilla, “La privación arbitraria de la vivienda y tierra como cuestión vertebral de la política de 
criminalización de las demandas económicas y sociales”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 
2016), 497-506.

11 Véase, por ejemplo, el informe sobre derechos humanos en Paraguay del año 2005, en el cual varios artículos describen 
graves violaciones de derechos humanos cometidas en el marco de desalojos forzosos, dentro de una ola represiva 
iniciada en 2004.
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aÎ�×�¼�ÁÒ������Á»Ü¼¯����Ò�¯¼�Ǟ©�¼�Òį�µ��¯µ�©�µ¯�������µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ���Ò¯�Á�
�Ý¼�»�Ò�©Î�å�į������µ��ÌÎÁ¯�¯�¯Â¼��Á¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ����Î�»Á�¯Â¼�Á�×Î�Òµ��Á����
las mismas de sus hábitats sin su expreso consentimiento12. Esta prohibición 
�Á»ÌÎ�¼���×�»�¯�¼���µ��±ÜÎ¯Ò�¯��¯Â¼��¯å¯µĮ

sitUaCiÓn DEl DErECHO

En el informe sobre derechos humanos en Paraguay del año 2019 se denun-
�¯����µ��¯¼×�¼Ò¯õ���¯Â¼����µ��ÌÁµǞ×¯��������Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ��Á¼×Î���Á»Ü¼¯-
dades periurbanas y campesinas. Numerosos lanzamientos ordenados por 
�©�¼×�Ò�õÒ��µ�Òį��µ©Ü¼ÁÒ��Á¼��µ�å��ÁÒ�¼¯å�µ�Ò����å¯Áµ�¼�¯�į�¨Ü�ÎÁ¼��¨��×Ü�-
�ÁÒ��¼×Î��ăāĂĉ�ì�ăāĂĊĮ��¯���ÁÎ¯�¼×��¯Â¼�©Ü��Î¼�»�¼×�µ���Î¯åÂ��¼�µ��õÎ»��
de un Acta de Conclusión el 24 de septiembre de 2019, a través de la cual el 
E¯¼¯Ò×�Î¯Á���µ�2¼×�Î¯ÁÎį�µ��VÁµ¯�Ǟ��F��¯Á¼�µ�ì��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á���ÁÎ��ÎÁ¼�
��±�Î�Ò¯¼��¨��×Á��µ�Vµ�¼����ž��¯Â¼��Á¼±Ü¼×��Ì�Î����ÒÁÒ������ÁÒ�ÌÜ¼¯�µ�Ò����
¯¼å�Ò¯Â¼����¯¼»Ü��µ���±�¼Á����ăāĂă�ì�ÒÜ��¼�ëÁ����ăāĂĈĮ���Ò����µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�
VÝ�µ¯�Á�Ò�����µ�ÎÂ�ÍÜ��µÁÒ�ÌÎÁ���¯»¯�¼×ÁÒ������Ò�µÁ±Á�Ì�Ò�ÎǞ�¼���Ò�Î��¨��×Ü�-
�ÁÒ�ÌÁÎ�µ��VÁµ¯�Ǟ��F��¯Á¼�µį�Ò¯¼�ÌÎ�Ò�¼�¯��õÒ��µ13. 

�µ�Vµ�¼����ž��¯Â¼��Á¼±Ü¼×�į��Á¼Á�¯�Á��Á»Á�VÎÁ×Á�ÁµÁ������Ò�µÁ±Áį�ÌÎ�×�¼�¯Â�
�Á×�Î���� �¯�Î×���Ì�Î¯�¼�¯����� µ�©�µ¯������ µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�õÒ��µ�Òį� ¯¼�µÜì�¼�Á�
¨�Ò�Ò��¼�µ�Ò��Ü�µ�Ò�Ò�����Ǟ�¼�ÒÁµ¯�¯×�Î�¯¼¨ÁÎ»�Ò�ÒÁ�Î��µ��Ò¯×Ü��¯Â¼�±ÜÎǞ�¯�����µ�
¯¼»Ü��µ�Į��¼�Î��µ¯���į�µ��Î��µ¯ñ��¯Â¼������Ò�µÁ±ÁÒ��Á¼×Î���Á»Ü¼¯����Ò��Ò�¼-
tadas por la vía penal es ilegal porque la legislación procesal vigente no atri-
�Üì����µÁÒ�±Üñ©��ÁÒ�Ì�¼�µ�Ò��Á»Ì�×�¼�¯�Ò�Ì�Î��µ��Î�Ò×¯×Ü�¯Â¼����¯¼»Ü��µ�Ò���
×Î�å�Ò������Ò�µÁ±ÁÒĮ�E�Ò�©Î�å���Ý¼�Î�ÒÜµ×��µ���Á»¯Ò¯Â¼������Ò�µÁ±ÁÒ�õÒ��µ�Òį�
�µ��ÎÎÁ©�ÎÒ���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�¨Ü¼�¯Á¼�Ò�±ÜÎ¯Ò�¯��¯Á¼�µ�Òį�µÁ��Ü�µ�µ���Ò×��
absolutamente prohibido14. 

�¼��µ�Ì�Î¯Á�Á���±Á��Ò×Ü�¯Á�Ò��Ò¯©Ü¯�ÎÁ¼��¨��×Ü�¼�Á���Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ�ÁÌ�Î�-
×¯å¯ñ��ÁÒ�ÌÁÎ�õÒ��µ�Ò�ì�ÌÁµ¯�Ǟ�Òį��Ü¼ÍÜ���¼�»�¼ÁÎ�»��¯��į�ÌÁÎ�µÁÒ�¯»Ì��×ÁÒ�
de la emergencia sanitaria15Į��Á¼�µ��ÒÜÌÎ�Ò¯Â¼���µ�Vµ�¼����ž��¯Â¼��Á¼±Ü¼×�į�
�µ�ÌÎÁ���¯»¯�¼×Á�Ì�¼�µ�ÌÎ�å¯Á���µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�õÒ��µ�Ò�Î�ÒÜµ×���Ý¼�»�Ò��Î�¯-
trario y discrecional.

žÒ¯»¯Ò»Áį������µ���Á¼ÒÜ�×Ü�¯¼�Î¯��ÌÎ��×¯���̄ ¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ����Î��µ¯ñ�Î���Ò�µÁ±ÁÒ�
de comunidades contrariando las reglas constitucionales, convencionales y 
legales; la absoluta falta de control de estos procedimientos y la consiguiente 

12 Constitución Nacional, artículo 64 LQ�ȍQH.

13 Milena Pereira Fukuoka y Abel Areco, “La negación del derecho: cada vez más lejos del programa constitucional” en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 301.

14 Artículo 248 de la Constitución Nacional y artículo 56 de la Ley N.º 1286/1998 Código Procesal Penal.

15 “En Luque desalojan a 100 familias de predio privado”, Hoy, 4 de marzo de 2020, acceso el 19 de octubre de 2020, 
https://www.hoy.com.py/nacionales/en-luque-desalojan-a-100-familias-de-predio-privado.
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desprotección de las comunidades que viven en asentamientos precarios, se 
�¼�Ò�©Ü¯�Á��Á»�×¯�¼�Á���Ò�µÁ±ÁÒ����¨��×Á�ÌÁÎ�Ì�Î×�����ÒÜÌÜ�Ò×ÁÒ�ÌÎÁÌ¯�-
tarios acompañados de civiles armados16; así como lanzamientos en base a 
�»Ì�ÎÁÒ�±Ü�¯�¯�µ�Ò17, lo cual no corresponde en derecho, siendo la vía legal el 
±Ü¯�¯Á������Ò�µÁ±ÁĮ

DeSaLojoS Y emergenCia SaniTaria

La adopción de medidas preventivas del covid-19 se inició en el país el 9 de 
marzo de 202018, con la consiguiente declaración de emergencia sanitaria e 
imposición del aislamiento preventivo general19. 

En 2015, se había relevado la existencia de 405 asentamientos precarios 
en diez de las ciudades que componen el área metropolitana de Asunción. 
Una de las características de dichos asentamientos es la situación irregular 
����Á»¯¼¯Á���µ�ÒÜ�µÁ�ìį�ÌÁÎ��¼��į�µ��¯¼�¯��¼�¯�������Ò�µÁ±ÁÒ�ì��»�¼�ñ�Ò����
��Ò�µÁ±ÁÒ���¯��µ�Ò�¨�»¯µ¯�Ò��Ò�¼×���Ò20Į�FÁ�Ò���Ü�¼×���Á¼���×ÁÒ�Ü¼¯õ���ÁÒ�
ÒÁ�Î���µ�¼Ý»�ÎÁ�×Á×�µ�����Ò�¼×�»¯�¼×ÁÒ�ÌÎ���Î¯ÁÒ��¼��µ���Ì�Î×�»�¼×Á���¼-
tral, ni a nivel país.

Las organizaciones comunitarias existentes en los asentamientos precarios 
y barrios populares, así como en las comunidades campesinas y las comuni-
dades indígenas, desplegaron acciones de máxima importancia para hacer 
frente a las consecuencias socioeconómicas de la cuarentena sanitaria en los 
territorios sociales en situación de mayor vulnerabilidad.

La política de criminalización y estigmatización de dichas familias y sus or-
©�¼¯ñ��¯Á¼�Òį��Á»Á�»�×Á�Á�Ì�Î��±ÜÒ×¯õ��Î�µ��Î�ÒÌÜ�Ò×��ÌÜ¼¯×¯å¯Ò×��ì������Ò-
�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ��¼×��ÌÎÁ�µ�»�×¯��Ò�ÒÁ�¯�µ�Òį��å¯��¼�¯Â�×Á���ÒÜ�Ò¯¼Î�ñÂ¼��¼��µ�
contexto de pandemia. Las comunidades y sus organizaciones desarrollaron 
prácticas en extremo virtuosas ante el contexto de acuciante necesidad y la 
falta de apoyos gubernamentales mínimos, constituyendo las ollas popula-
res solidarias y autogestionadas una de sus más extendidas expresiones.

16 Resultaron víctimas de los desalojos de facto la comunidad indígena Guyrapaju, del departamento de Caaguazú, y una 
comunidad indígena de la localidad de Jacuí Guazú, departamento de Itapúa. Se incluyen mayores datos sobre estos 
desalojos en el apartado de casos de este artículo.

17 Afectando a cientos de familias campesinas en la colonia 3 de Noviembre de Caaguazú. “Desalojo en 3 de Noviembre”, 
&DDJXD]¼�1RWLFLDV�'LJLWDO, 21 de enero de 2020, acceso el 22 de octubre de 2020, https://es-la.facebook.com/
CaaguazuNoticiasDigital/videos/desalojo-en-3-de-noviembre/169583387595138/.

18 Decreto N.º 3442/2020, del 9 de marzo, por el cual se dispone la implementación de acciones preventivas ante el riesgo 
de expansión del coronavirus (covid-19) al territorio nacional.

19 Decreto N.º 3456/2020, del 16 de marzo, por el cual se declara estado de emergencia sanitaria en todo el territorio 
nacional para el control del cumplimiento de las medidas sanitarias dispuestas en la implementación de las acciones 
preventivas ante el riesgo de expansión del coronavirus (covid-19).

20� 7HFKR�3DUDJXD\�\�6HFUHWDU¯D�7«FQLFD�GH�3ODQLȑFDFLµQ�GHO�'HVDUUROOR�(FRQµPLFR�\�6RFLDO��5HOHYDPLHQWR�GH�DVHQWDPLHQWRV�
SUHFDULRV�5$3���UHD�PHWURSROLWDQD�GH�$VXQFLµQ����� (Asunción: Techo, 2016).
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Esta realidad de las comunidades que viven en asentamientos torna impres-
cindible la implementación de un programa de regularización de la tenencia 
de la tierra de asentamientos y barrios populares urbanos y periurbanos, que 
debe partir de un registro de dichos barrios. 

Con relación a las comunidades campesinas, es el Instituto de Desarrollo 
Rural y de la Tierra el ente que debería contar con una política para la regula-
rización dominial de los asentamientos campesinos. Tratándose de comuni-
dades indígenas, correspondería al Instituto Paraguayo del Indígena (Indi) 
ń�Á»Á��¼×��Î��×ÁÎ����µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò����ÌÎÁ»Á�¯Â¼�ì�ÌÎÁ×���¯Â¼����µÁÒ�
derechos de los pueblos indígenas– desarrollar una política de regulariza-
�¯Â¼�����Ò�¼×�»¯�¼×ÁÒ�¯¼�Ǟ©�¼�Òį��Á¼±Ü¼×�»�¼×���Á¼��µ�2¼��Î×į��×�¼�¯�¼�Á�
las competencias legales del instituto.

Durante la emergencia sanitaria, a través del artículo 52 de la Ley N.º 6524/2020, 
se brindó una protección mínima a las personas locatarias, eximiendo tempo-
Î�µ»�¼×���Á»Á���ÜÒ�µ������Ò�µÁ±Á�µ��¨�µ×�����Ì�©Á��Á»Ìµ�×Á���µ��µÍÜ¯µ�Îį�Ò¯�»-
ÌÎ��ÍÜ��Ò��±ÜÒ×¯õ��Î�����Î���Á¼��Á��Ü�¼×Á�»�¼ÁÒ��µ�ąāŧ���µ�å�µÁÎ���µ��µÍÜ¯µ�Î�
mensual21Į��¯���Ò�µå�©Ü�Î���Î¯©¯Â��Ò×���µ�»�Ò����±Ü¼¯ÁĮ�

X�ÒÌ��×Á� ��� µÁÒ� ��Ò�µÁ±ÁÒ� ��� �Á»Ü¼¯����Ò� ÍÜ�� å¯å�¼� �¼� �Ò�¼×�»¯�¼×ÁÒ� ì�
barrios populares, no se estableció ninguna prohibición expresa, pese a las 
Î��Á»�¼���¯Á¼�Ò����ÌÎÁ¯�¯Î�µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ��ÜÎ�¼×��µ��Ì�¼��»¯�į��¨��×Ü���Ò�
por órganos y procedimientos internacionales de protección de derechos 
humanos, como las recomendaciones emitidas por el relator especial de las 
Naciones Unidas sobre la vivienda adecuada22.

expropiaCioneS Como meDiDa  
De reparaCión Y proTeCCión

aÎ�Ò��µ��ÎÜ×�µ���Ò�µÁ±Á�¨ÁÎñÁÒÁį�ÁÌ�Î�×¯å¯ñ��Á��µ�ć����»�ÎñÁ����ăāĂĊ�ÌÁÎ��©�¼-
×�Ò�õÒ��µ�Ò�ì�ÌÁµ¯�¯�µ�Ò��Á¼×Î��»�Ò����»¯µ�¨�»¯µ¯�Ò��¼�Ò¯×Ü��¯Â¼����ÌÁ�Î�ñ��
que se encontraban asentadas en un inmueble de la Compañía Paraguaya 
de Comunicaciones (Copaco) en Luque, 400 familias se reorganizaron en un 
��»Ì�»�¼×Áį��Á¼¨ÁÎ»�¼�Á� µ���Á»¯Ò¯Â¼�å��¯¼�µ� Ŋ+Ü¯µµ�Î»Á�4�ÒÝÒŌį��¼�»�-
»ÁÎ¯�����Ü¼������ÍÜ��¨�µµ��¯Â���ÌÁ�ÁÒ��Ǟ�Ò���µ���Ò�µÁ±Á23.

21 Ley N.º 6524/2020, del 26 de marzo, que declara estado de emergencia en todo el territorio de la República del Paraguay 
ante la pandemia declarada por la Organización Mundial de la Salud a causa del covid-19 o coronavirus y se establecen 
PHGLGDV�DGPLQLVWUDWLYDV��ȑVFDOHV�\�ȑQDQFLHUDV�

22 “Ban evictions during COVID-19 pandemic, UN expert urges”, 1DFLRQHV�8QLGDV, acceso el 2 de noviembre de 2020, 
KWWSV���ZZZ�RKFKU�RUJ�HQ�1HZV(YHQWV�3DJHV�'LVSOD\1HZV�DVS["1HZV,' �����	/DQJ,' (��ǘ([SHUWR�GH�OD�218�LQVWD�
a prohibir los desalojos durante la pandemia de COVID-19”, +,&�$/, acceso el 2 de noviembre de 2020, https://hic-al.
org/2020/09/04/experto-de-la-onu-insta-a-prohibir-los-desalojos-durante-la-pandemia-de-covid-19/.

23 Rodrigo Rojas, Natalia Rodríguez y Ángel Domínguez, “La digna resistencia del arraigo a la tierra ante desalojos 
forzosos y políticas urbanas de exclusión” en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 285-286.
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El 10 de agosto de 2020 fue promulgada la Ley N.º 6580, por la cual se declara 
de interés social y se expropia a favor del Ministerio de Desarrollo Social par-
te del inmueble de la Copaco en Isla Bogado, Luque, para su posterior trans-
¨�Î�¼�¯����µ�Ò�¨�»¯µ¯�Ò���µ��Ò�¼×�»¯�¼×Á�Ŋ+Ü¯µµ�Î»Á�4�ÒÝÒŌĮ��µ�ÌÎÁì��×Á����µ�ì�
��Ǟ��Ò¯�Á�ÌÎ�Ò�¼×��Á��µ�ĂĄ����»�ìÁ����ăāĂĊį�×Î�Ò��µ���Ò�µÁ±Á����µ�Ò�¨�»¯µ¯�Òį�
por la bancada del Frente Guasu en la Cámara de Senadores.

A su vez, ante la falta de respuestas a sus reclamos territoriales iniciados en 
�µ��ÀÁ� ĂĊĊĆ�ì� ×Î�Ò� ÒÜ¨Î¯Î��»�¼�ñ�Ò������Ò�µÁ±Á�ì�ÁÒ×¯©�»¯�¼×ÁÒ�ÌÁÎ�Ì�Î×��
de particulares, la comunidad indígena Y’akã Marangatu formuló una de-
nuncia contra el Estado paraguayo ante la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos (CIDH) en 2005. En el año 2009, el Estado suscribió un 
acuerdo de solución amistosa con la comunidad. 

Luego de una larga demora estatal, en febrero del presente año, el Poder 
�±��Ü×¯åÁ�Î�»¯×¯Â��µ��Á¼©Î�ÒÁ�F��¯Á¼�µ��µ�ÌÎÁì��×Á����>�ì�ŊWÜ�����µ�Î�����
interés social y expropia a favor del Instituto Paraguayo del Indígena (INDI), 
Ì�Î��ÒÜ�ÌÁÒ×�Î¯ÁÎ���±Ü�¯���¯Â¼���µ���Á»Ü¼¯����2¼�Ǟ©�¼��vō�³��E�Î�¼©�×Üį�
µ��*¯¼���FĮû�ĆĉĂį�V��ÎÂ¼�ĊĂĂį��Á¼�Ü¼��ÒÜÌ�Îõ�¯�����ăĂĊ���×�Î��Òį�ąĂĂă�»�×ÎÁÒ�
�Ü��Î��ÁÒ���µ��¯Ò×Î¯×Á������ÎµÁÒ�ž¼×Á¼¯Á�>ÂÌ�ñį���Ì�Î×�»�¼×Á����2×�ÌÝ�Ōį�
de conformidad con el Acuerdo de Solución Amistosa. El 18 de septiembre 
de 2020 fue promulgado como Ley N.º 661524.

Por su parte, en el informe de derechos humanos del año 2019 se daba cuenta 
de la intimación a abandonar sus viviendas que había hecho llegar la agen-
×��õÒ��µ��µ�¼���žÍÜ¯¼Á���µ�Ò�Ąāā�¨�»¯µ¯�Ò�ÍÜ��¯¼×�©Î�¼�µ���Á»Ü¼¯����V�×Î¯��
FÜ�å��22����2×�Ü©Ü�Į�>��ÁÎ��¼�õÒ��µ����Ŋ��Ò�������Á��¼×¯±ÜÎǞ�¯�ÁŌ25 estaba 
õ±����Ì�Î���µ�ă����Á�×Ü�Î�����ăāĂĊĮ�aÎ�Ò�µ��ÌÎ�Ò�¼×��¯Â¼����»�¼¯¨�Ò×��¯Á¼�Ò�
ÜÎ©�¼×�Ò��¼×��µ���©�¼×��õÒ��µį��µ�ÁÌ�Î�×¯åÁ�¨Ü��ÒÜÒÌ�¼�¯�Á26. Este caso mues-
×Î��µÁÒ�¼¯å�µ�Ò�����Î�¯×Î�Î¯������Á¼�µÁÒ�ÍÜ��Á�Î���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Áį�ì��ÍÜ��
µ��*¯Ò��µǞ����Ǟ��ÁÎ��¼��Á�Ü¼���Ò�µÁ±Á����¨��×Áį�Ò¯¼�×�¼�Î��Á¼Á�¯»¯�¼×Á��µ©Ü-
¼Á����Î������µ���¼×¯©Ü��ÌÁÒ�Ò¯Â¼��ë¯Ò×�¼×��ì����µÁÒ�©Î�å�Ò��Á¼øµ¯�×ÁÒ�±ÜÎǞ�¯-
cos, emanados de actos fraudulentos, que viciaban los títulos de propiedad 
de los actuales detentadores. La comunidad ya había sufrido amenazas de 
��Ò�µÁ±Á�ì�µ����Ò×ÎÜ��¯Â¼����ÒÜÒ��Üµ×¯åÁÒ��¼�±Üµ¯Á����ăāĂĉ27. 

24 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 2 de noviembre de 2020, http://
silpy.congreso.gov.py/expediente/119911.

25 Denominación utilizada en el “Plan de Acción Conjunta para casos de hechos punibles de invasión de inmueble ajeno” 
SDUD�UHIHULU�D�OD�UHDOL]DFLµQ�GH�GHVDORMRV�HQ�RSHUDWLYRV�ȑVFDOHV�SROLFLDOHV�

26 Rojas, Rodríguez y Domínguez, “La digna resistencia del arraigo a la tierra ante desalojos forzosos y políticas urbanas 
de exclusión...”, 288-289.

27 Patricia Lima, “Frutillas, cocoteros y tractores: disputa entre producción y especulación por el acceso a la tierra en 
Itauguá”, (ʘD, 12 de julio de 2018, acceso el 24 de octubre de 2020, http://ea.com.py/frutillas-cocoteros-y-tractores-
disputa-entre-produccion-y-especulacion-por-el-acceso-a-la-tierra-en-itaugua/.
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El 21 de mayo de 2019 fue presentado en el Senado el proyecto de ley de ex-
propiación que declara de interés social y expropia a favor del Ministerio 
���fÎ��¼¯Ò»Áį�o¯å¯�¼���ì�0��¯×�×�ŁEfo0ł�µ��õ¼���ĂĮāĄĂį�Ì��ÎÂ¼�ĉăį���� µ��
compañía Mbocayaty Sur de Itauguá para ser transferida a sus actuales ocu-
pantes28, las familias que integran la comunidad Patria Nueva II. El 19 de 
�¯�¯�»�Î�į��µ�ÌÎÁì��×Á�¨Ü���ÌÎÁ���Á��Á¼�»Á�¯õ���¯Á¼�ÒĮ�aÎ�Ò�Ò�Î�©¯Î��Á���µ��
Cámara de Diputados, fue rechazado el 27 de mayo de 2020. El 20 de agosto 
���ăāăāį�µ����»�Î�����\�¼��ÁÎ�Ò�Ò��Î�×¯õ�Â��¼�µ���ÌÎÁ���¯Â¼���µ�ÌÎÁì��×Á����
ley de expropiación, existiendo un informe técnico favorable a la expropia-
�¯Â¼����Ì�Î×����µ�Efo0Į�ž�õ¼�µ�Ò����Á�×Ü�Î�į��µ�ÌÎÁì��×Á����µ�ì�Ò���¼�Á¼×Î�-
ba en estudio en la Cámara de Diputados29.

aCUerDoS enTre organizaCioneS SoCiaLeS Y enTeS 
gUbernamenTaLeS para prevenir DeSaLojoS 

En septiembre de 2020, organizaciones campesinas y comisiones vecinales 
��µ���Ì�Î×�»�¼×Á����\�¼�V��ÎÁ�Ì�Î×¯�¯Ì�ÎÁ¼��¼�Ü¼��žÜ�¯�¼�¯��VÝ�µ¯����Á¼�
autoridades locales, departamentales y del Indert. Las y los referentes cam-
Ì�Ò¯¼ÁÒ�ì�µ�Ò��Ü×ÁÎ¯����Ò�µÁ��µ�Ò���ÁÎ��ÎÁ¼�µ��õÎ»�����Ü¼���×������Á»ÌÎÁ»¯-
so, que fue suscrita por el gobernador de San Pedro, Carlos Giménez, y por el 
diputado departamental, Ariel Villagra, además de los representantes de los 
campesinos y las campesinas. En el acta, las autoridades se comprometieron 
a mediar ante las instituciones para lograr la mensura de las tierras reclama-
��Ò�ÌÁÎ�µ�Ò��Á»Ü¼¯����Ò�ì�¨Î�¼�Î�µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�»¯�¼×Î�Ò��ÜÎ���µ�ÌÎÁ��ÒÁ����
regularización de tierras de los asentamientos30.

En el nivel nacional, tras movilizaciones realizadas en distintos lugares del 
país y en la capital, la Unidad Campesina Indígena y Popular, integrada por 
la Coordinadora Nacional Intersectorial y la Articulación Campesina, Indí-
gena y Popular, logró el 15 de octubre de 2020 un acuerdo de compromiso 
�Á¼��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�ì��µ�VÁ��Î�>�©¯Òµ�×¯åÁĮ�>ÁÒ�ÌÜ¼×ÁÒ�ćį�Ĉ�ì�Ċ���µ���Ü�Î�Á�
���¼�Î�¨�Î�¼�¯����µ��ÌÎ�å�¼�¯Â¼������Ò�µÁ±ÁÒĹ��µ�����ÒÁį�µ��µ�©�µ¯ñ��¯Â¼�ì�µ��
Î��ÜÌ�Î��¯Â¼����×¯�ÎÎ�Ò�Ì�Î��µ��Î�¨ÁÎ»���©Î�Î¯�į�ì���µ��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼���µ�ÌÎ�-
supuesto para viviendas sociales:

ćĮ�VÁÎ�Ì�Î×����µ�VÁ��Î�>�©¯Òµ�×¯åÁ�ì��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ���×Î�å�Ò���µ�2F��Xa�ì��µ�
2F�2������Î�Ü¼��»�Ò�����×Î���±Á�Ì�Î��¯¼×�Îå�¼¯Î��¼�µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒį��å¯×�¼�Á�ÒÜ�
�±��Ü�¯Â¼��¼�×�¼×Á�¼Á�Ò����»Ü�Ò×Î��¨���¯�¼×�»�¼×��µ��ÌÎÁÌ¯��������µ��»¯Ò-
ma en una acción civil y estudiando caso por caso.

28 Los proyectistas fueron los senadores Sixto Pereira y José Gregorio Ledesma.

29 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 24 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/116504.

30 “San Pedro: Campesinos logran compromiso de frenar desalojos”, Base Investigaciones Sociales, acceso el 25 de octubre 
de 2020, https://www.baseis.org.py/san-pedro-campesinos-logran-compromiso-de-frenar-desalojos/.
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ĈĮ�VÁÎ�Ì�Î×����µ�VÁ��Î�>�©¯Òµ�×¯åÁ�ì��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ���×Î�å�Ò���µ�2F��Xa�ì�
2F�2�����Î¯Î�Ü¼��»�Ò�����×Î���±Á��Á¼�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò�Ì�Î��×Î���±�Î��µ�����ÒÁį�
legalización y recuperación de tierras para la reforma agraria [...]

ĊĮ�VÁÎ�Ì�Î×����µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�ì��µ�VÁ��Î�>�©¯Òµ�×¯åÁį�������×¯Îį��Ò×Ü�¯�Î�ì�
Ìµ�¼×��Î��Á¼±Ü¼×�»�¼×���µ�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á�ÒÁ�¯�µ�ì� µ�Ò�å¯å¯�¼��Ò�ÒÁ�¯�µ�Ò��Á¼��µ�
Ministerio de Urbanismo, Vivienda y Hábitat31.

Los tres compromisos, de cumplirse, tendrán suma relevancia para la ga-
rantía del derecho a la tierra y el derecho a la vivienda adecuada. Resulta de 
particular importancia, por la inexistencia hasta la fecha de mecanismos mí-
¼¯»ÁÒ����ÌÎ�å�¼�¯Â¼������Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒį�µ���Î���¯Â¼����Ü¼��»�Ò�����×Î�-
��±Á�¯¼×�Î¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ��¼�µ��ÍÜ��Ò���Ò×Ü�¯�¼�×Á�ÁÒ�µÁÒ���ÒÁÒ�����Á»Ü¼¯����Ò�
��±Á��»�¼�ñ�������Ò�µÁ±Áį����»Á�Á�ÍÜ��Ò��ÌÜ���¼��¨��×Ü�Î�¯¼×�Îå�¼�¯Á¼�Ò�
ÌÎÁ��Ò�µ�Ò�ÍÜ���å¯×�¼�µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒį�×�¼×Á�µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�õÒ��µ�Ò�ńµÁÒ�
�Ü�µ�Ò�����ÎǞ�¼��Ò×�Î�ÌÎÁ¯�¯�ÁÒ�ì�Ì�¼�µ¯ñ��ÁÒńį��Á»Á�µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�ÌÁÎ� µ��
vía civil sin haberse comprobado fehacientemente la legalidad de los títulos 
de tenencia.

CaSoS

desalojos de facto cometidos por particulares, 
acompañados de civiles armados

El 8 de agosto de 2020, la Organización Nacional de Aborígenes Indepen-
dientes (ONAI) emitió un pronunciamiento denunciando que, en horas de 
µ��»�À�¼�į�µ���Á»Ü¼¯����¯¼�Ǟ©�¼��+ÜìÎ�Ì�±Üį�Ü�¯������¼��µ��¯Ò×Î¯×Á�������-
©Ü�ñÝį�ÒÜ¨Î¯Â�Ü¼�å¯Áµ�¼×Á���Ò�µÁ±ÁĮ�>���Á»Ü¼¯����¯¼×�©Î����ÌÁÎ�ĂĈ�¨�»¯µ¯�Ò�
vivía en unas veinte hectáreas de tierra desde hacía doce años. La expulsión 
por la fuerza habría sido perpetrada por parte de un hombre, a quien la ONAI 
¯��¼×¯õ����Á»Á�2©¼��¯Á��Î¯ñÜ�µ�į�ÍÜ¯�¼�µµ�©Â���Á»Ì�À��Á�ÌÁÎ�Ü¼���Á©��Á�
y seis civiles armados con grandes escopetas. Los líderes de la comunidad 
explicaron que las personas responsables del atropello no tenían ninguna or-
��¼�µ�©�µ������Ò�µÁ±Á�ì�×�»ÌÁ�Á��Ò×���¼���Á»Ì�À���Ò�ÌÁÎ�¼¯¼©Ý¼�Ì�ÎÒÁ¼�µ�
de la Fiscalía ni de la Policía32.

A su vez, el 19 de octubre de 2020, una comunidad indígena de la localidad 
���4��ÜǞ�+Ü�ñÝį�E�ìÁÎ�K×�ÀÁį���Ì�Î×�»�¼×Á����2×�ÌÝ�į�¨Ü����Ò�µÁ±������µ�
asentamiento en que habitaba hace más de veinte años. Conforme a lo de-

31 RTV Paraguay, acceso el 26 de octubre de 2020, https://www.facebook.com/RadioTvNuevoParaguay/photos/
SFE�����������������������������������"W\SH �	WKHDWHU�

32 “Repudian violento desalojo y atropello a comunidad indígena en Caaguazú”, �OWLPD�+RUD, 8 de agosto de 2020, 
acceso el 3 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/repudian-violento-desalojo-y-atropello-comunidad-
indigena-caaguazu-n2898895.html; “Desalojo en comunidades indígenas ubicadas en Caaguazú”, &RQDSL, acceso el 19 
de octubre de 2020, http://www.conapi.org.py/interna.php?id=540.
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¼Ü¼�¯��Á�ÌÁÎ��µ�µǞ��Î����µ���Á»Ü¼¯���į��µ���Ò�µÁ±Á�¨Ü���±��Ü×��Á��Á¼�»Ü���
å¯Áµ�¼�¯��ÌÁÎ�Ü¼�Á»�Î��ÍÜ���¯±Á�Ò�Î�Áõ�¯�µ����4ÜÒ×¯�¯������¯Ü������µ��Ò×�į�
acompañado de guardias con armas en mano. Los mismos procedieron a 
destruir las viviendas de las familias, incluso, una de las viviendas habría 
Ò¯�Á���»Áµ¯����Á¼�Ü¼��»Ü±�Î��¼�¯�¼���¼�ÒÜ�¯¼×�Î¯ÁÎĮ�>�Ò�¨�»¯µ¯�Ò�ÍÜ���ÎÁ¼�
�¼�µ��¯¼×�»Ì�Î¯�į�Ò¯¼��Á¼Á��Î�ÍÜ¯�¼�ÁÎ��¼Â�ÒÜ���Ò�µÁ±Á33.

asentamiento 3 de Julio

El asentamiento 3 de Julio se encuentra en el distrito de Maracaná, depar-
×�»�¼×Á������¼¯¼��ìÝį�ì��Ò×��¯¼×�©Î��Á�ÌÁÎ�ĂĄĆ�¨�»¯µ¯�Ò���»Ì�Ò¯¼�Ò�ÍÜ��Ò��
dedican a la producción de alimentos agroecológicos. Está ubicado frente a 
la Colonia Virgen de los Milagros “Suizo Kue”, una antigua comunidad cam-
pesina en la que viven cientos de familias. Por la falta de ordenamiento te-
rritorial y por el incumplimiento de la legislación agraria y ambiental, la co-
munidad se encuentra cada vez más cercada por monocultivos transgénicos. 
>ÁÒ�¯±ÁÒ�ì�µ�Ò�¯±�Ò����ÍÜ¯�¼�Ò�µÜ��ÎÁ¼�ÌÁÎ�µ��×¯�ÎÎ��ì�¨Ü¼��ÎÁ¼�\Ü¯ñÁ�<Ü��Ò��
organizaron para acceder a la tierra y constituyeron una comisión vecinal, 
buscando poder seguir viviendo y produciendo en territorio campesino. Con 
apoyo de la Organización de Lucha por la Tierra (OLT), en febrero de 2019, 
iniciaron los trámites ante el Indert, solicitando la compra de una propiedad 
de casi dos mil hectáreas que se encuentra frente a la colonia y que pertenece 
a un ciudadano holandés que no reside en el país, y que la arrienda para mo-
nocultivos transgénicos34.

Ante la falta de respuestas del Indert, la comisión vecinal instaló un campa-
»�¼×Á��¼��¯�Á�¯¼»Ü��µ�į��µ��Ǟ��Ą����±Üµ¯Á����ăāĂĊį����»�¼�Î��Ì��Ǟõ��Į��µ�ăć�
����¯�¯�»�Î�����ăāĂĊį��µ��©�¼×��õÒ��µ�4Ü�¼���¼¯�µ���¼Ǟ×�ñį��Ò¯©¼��Á���µ��f¼¯-
dad N.º III y Unidad Especializada de Lucha contra el Abigeato de la Fiscalía 
{Á¼�µ�����ÜÎÜ©Ü�×ìį�ÌÎÁ���¯Â���ÁÌ�Î�×¯å¯ñ�Î�Ü¼���Ò�µÁ±Á� ¨ÁÎñÁÒÁ��Á¼��ÌÁìÁ�
de la Policía Nacional. La OLT denunció que en el operativo participaron tam-
bién civiles armados. Para salvaguardar la integridad personal de las familias 
y proteger de la violencia a los niños y las niñas, la comisión decidió abandonar 
�µ�ÌÎ��¯ÁĮ�aÎ�Ò��µ���Ò�µÁ±Á�õÒ��µį�µ��K>a�Î��ÁÎ�Â�ÍÜ���¼�µ��»�¼¯¨�Ò×��¯Â¼į�Î��-
lizada frente al Indert el 11 de diciembre de 2019, el titular de las tierras había 
presentado una carta de oferta, conformándose una mesa de diálogo entre el 
2¼��Î×į�µ��K>a�ì�4ÁÒ�¨�o�¼�o��×į�¯¼×�ÎÎÜ»Ì¯���ÌÁÎ��µ���Ò�µÁ±ÁĮ

33 “Indígenas son desalojados de asentamiento que habitan hace 20 años”, �OWLPD�+RUD, 26 de octubre de 2020, acceso el 
3 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/indigenas-son-desalojados-asentamiento-que-habitan-hace-
20-anos-n2911102.html; “Desalojan a nativos que vivieron dos décadas en un asentamiento”, 1RWLFLDV�3DUDJXD\, 26 de 
octubre de 2020, acceso el 3 de noviembre de 2020, https://npy.com.py/2020/10/desalojan-a-nativos-que-vivieron-dos-
decadas-en-un-asentamiento/.

34 Organización de Lucha por la Tierra, acceso el 26 de octubre de 2020, https://es-la.facebook.com/olt.paraguay/; Gaspar 
Florenciano (dirigente de la Organización de Lucha por la Tierra), en conversación con la autora, octubre de 2020; 
“INDERT no da respuestas al reclamo de tierra de más de 200 familias campesinas”, Base Investigaciones Sociales, 3 de 
julio de 2019, acceso el 26 de octubre de 2020, http://www.baseis.org.py/indert-no-da-respuestas-al-reclamo-de-tierra-
de-mas-de-200-familias-campesinas/.
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Las familias campesinas reocuparon el inmueble de 1.800 hectáreas y vol-
vieron a cultivar alimentos para autosustento familiar y para la comunidad. 
Desde la OLT se intentó en varias oportunidades llegar a un acuerdo con el 
apoderado del dueño y con el Indert35.

>�Ò��»�¼�ñ�Ò������Ò�µÁ±Á��Á¼×Î��µ���Á»Ü¼¯�����Á¼×¯¼Ý�¼36, así como el con-
øµ¯�×Á��Á¼��ÎÎ�¼��×�Î¯ÁÒ�ÍÜ���ÜÒ��¼�Ò�»�Î�Î�ÒÁ±��×Î�¼Ò©�¼¯����¼��µ�ÌÎ��¯Áį��µ�
�Ü�µ��Á¼Ò×¯×Üì���µ�Ýµ×¯»Á��ÒÌ��¯Á�µ¯�Î�����»Á¼Á�Üµ×¯åÁÒ��¼�µ��ñÁ¼�37.

asentamiento rosarino

Unas 90 familias campesinas sin tierra han conformado en agosto del co-
rriente año el asentamiento Rosarino, ubicado en el distrito de Maracaná, 
��Ì�Î×�»�¼×Á������¼¯¼��ìÝĮ�ž�Á»Ì�À���Ò�ÌÁÎ� µ��KÎ©�¼¯ñ��¯Â¼����>Ü���
por la Tierra, han solicitado al Indert la compra del inmueble para el arraigo 
de la comunidad campesina.

La OLT ha denunciado el constante amedrentamiento por parte de civiles 
�Î»��ÁÒ��Á¼×Î��µ���Á»Ü¼¯���Į��µ�Ăą����Ò�Ì×¯�»�Î�į��µ��©�¼×��õÒ��µ�>Ü�Î��¯Á�
Cabrera, asignado a la Unidad Penal N.º II de la Fiscalía Zonal de Curugua-
×ìį��Á¼���Á»Ì�À�»¯�¼×Á�ÌÁµ¯�¯�µį�ÌÎÁ���¯Â����¨��×Ü�Î�Ü¼���Ò�µÁ±Á� ¨ÁÎñÁÒÁį�
en el cual se quemaron y destruyeron todas las pertenencias de las familias 
campesinas sin tierra, ordenándose además la detención de personas. Las 
familias organizadas en una comisión vecinal de sin tierras reocuparon el 
¯¼»Ü��µ�į�ÒÜ¨Î¯�¼�Á�Ü¼�Ò�©Ü¼�Á���Ò�µÁ±Á��µ�Ă����Á�×Ü�Î�į�ÁÌ�Î�×¯å¯ñ��Á�ÌÁÎ�
�µ�»¯Ò»Á��©�¼×��õÒ��µ� ì� µ��VÁµ¯�Ǟ��F��¯Á¼�µĮ��¼� µ����×Ü�µ¯���į� µ�Ò� ¨�»¯µ¯�Ò�
campesinas han vuelto a reconstruir el campamento, encontrándose en ple-
¼��µ��ÁÎ����ÌÎÁ�Ü��¯Â¼��©ÎǞ�Áµ������µ¯»�¼×ÁÒ��¯å�ÎÒ¯õ���ÁÒ�Ì�Î��µ��ÒÜ�Ò¯Ò-
tencia. Además, han procedido a la reforestación de los espacios que ante-
Î¯ÁÎ»�¼×��Ò����Ǟ�¼�Ü×¯µ¯ñ��Á�Ì�Î��ÌÎÁ�Ü�¯Î�ÒÁ±��×Î�¼Ò©�¼¯��38. 

comunidad indígena hugua po’i

>���Á»Ü¼¯����¯¼�Ǟ©�¼��0Ü©Ü��VÁō¯�Ò���¼�Ü�¼×Î���¼�µ��µÁ��µ¯�������X�Ýµ�žÎ-
Ò�¼¯Á�Kå¯��Áį���Ì�Î×�»�¼×Á�������©Ü�ñÝį�ì��Ò×��¯¼×�©Î����ÌÁÎ�Ćā�¨�»¯µ¯�ÒĮ�
�µ�Ĉ�����©ÁÒ×Á����ăāĂĊį�µ���Á»Ü¼¯����ì����Ǟ��ÒÜ¨Î¯�Á�Ü¼�¯¼×�¼×Á������Ò�µÁ±Á�
forzoso, que se pretendió operativizar con la presencia de cientos de agentes 
ÌÁµ¯�¯�µ�ÒĮ��µ�ÁÌ�Î�×¯åÁ��ÜÒ������Ü»Ìµ¯Î�Ü¼�»�¼��»¯�¼×Á������Ò�µÁ±Á�ÁÎ��-

35 Organización de Lucha por la Tierra, acceso el 26 de octubre de 2020, https://es-la.facebook.com/olt.paraguay/; Gaspar 
Florenciano (dirigente de la Organización de Lucha por la Tierra), en conversación con la autora, octubre de 2020.

36 “Ante pedido de ampliación del asentamiento 3 de Julio, pobladores temen a un desalojo forzoso”, &RGHKXS\, 7 
de febrero de 2020, acceso el 26 de octubre de 2020, http://codehupy.org.py/ante-pedido-de-ampliacion-del-
asentamiento-3-de-julio-pobladores-temen-a-un-desalojo-forzoso/.

37 Gaspar Florenciano (dirigente de la Organización de Lucha por la Tierra), en conversación con la autora, octubre de 2020.

38 Organización de Lucha por la Tierra, acceso el 26 de octubre de 2020, https://es-la.facebook.com/olt.paraguay/; Gaspar 
Florenciano (dirigente de la Organización de Lucha por la Tierra), en conversación con la autora, octubre de 2020.
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¼��Á�ÌÁÎ�µ��±Ü�ñ��¯¼×�Î¯¼����µ�4Üñ©��Á����VÎ¯»�Î��2¼Ò×�¼�¯���¼�µÁ��¯å¯µį��Á-
»�Î�¯�µ�ì�>��ÁÎ�µ���µ�VÎ¯»�Î�aÜÎ¼Á����µ���¯Î�Ü¼Ò�Î¯Ì�¯Â¼�������©Ü�ñÝ���µ�Ą�
���±Üµ¯Á����ăāĂĊĮ��¼��µ�»�¼��»¯�¼×Á�Ò�����Ǟ���Ìµ¯��Î�Ü¼��Ò�¼×�¼�¯��±Ü�¯�¯�µ�
del año 2014, recaída en un interdicto de recobrar la posesión favorable a una 
sociedad civil denominada Tres Palmas. Ante la negativa de la comunidad a 
abandonar su tekohaį��µ���Ò�µÁ±Á�¨ÁÎñÁÒÁ�¼Á�¨Ü���±��Ü×��Á39.

�µ�ĂĂ����¨��Î�ÎÁ����ăāăāį�Á×ÎÁ��Á¼×¯¼©�¼×��ÌÁµ¯�¯�µį���Á»Ì�À��Á����Ü¼�Áõ�¯�µ�
���4ÜÒ×¯�¯�į�Ò��¯ñÁ�ÌÎ�Ò�¼×���¼�µ���Á»Ü¼¯����Ì�Î���±��Ü×�Î�Ü¼��ÁÎ��¼�±Ü�¯-
�¯�µ������Ò�µÁ±ÁĮ�ž¼×��µ���Á¼»¯¼��¯Â¼�������¼�Á¼�Î�Ì��Ǟõ��»�¼×��ÒÜ���¯-
×�×į�µ���Á»Ü¼¯�������¯�¯Â�Ì�Î»�¼���Î�ì��µ���Ò�µÁ±Á�¼Á�µµ�©Â����¨��×Ü�ÎÒ�40.

COnClUsiOnEs

El histórico incumplimiento del derecho de la reforma agraria vigente, la fal-
ta de mecanismos efectivos de protección de los derechos territoriales de los 
pueblos indígenas, la inexistencia de políticas que desalienten el latifundio 
ì��µ���õ�¯×����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÍÜ��¨��¯µ¯×�¼��µ�����ÒÁ���µ��×¯�ÎÎ��ì�µ��å¯å¯�¼������µÁÒ�
sectores populares urbanos, constituyen las causas del acaparamiento cre-
ciente de las tierras en el país sobre una base cada vez más ilegal: tierras 
malhabidas, apropiación de territorios indígenas, realización de transaccio-
¼�Ò�̈ Î�Ü�Üµ�¼×�Ò��Á¼�̄ ¼»Ü��µ�Ò�ÌÝ�µ¯�ÁÒį��»Ìµ¯��ÒÜÌ�ÎÌÁÒ¯�¯Â¼����×Ǟ×ÜµÁÒ����
propiedad. Asimismo, dichos factores propician la especulación inmobilia-
ria y se traducen en la falta de vías institucionales de acceso a tierras, ya no 
solo en el ámbito rural, sino también en el ámbito urbano, generando altos 
¼¯å�µ�Ò�����Á¼øµ¯�×¯å¯����ÒÁ�¯�µĮ

En este contexto, se generan ocupaciones de inmuebles por parte de fami-
lias sin tierra y sin techo. La falta de mecanismos institucionales de solución 
����Á¼øµ¯�×ÁÒ��¼�×ÁÎ¼Á���µ��×¯�ÎÎ��¨�åÁÎ����µ���Á»¯Ò¯Â¼������Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒį�
�Á»�×¯�¼�ÁÒ����Ò��������ÀÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�õÒ��µ�Ò�ÌÁÎ�¨Ü�Î����� µ�� µ�ìĮ�>��Ò¯-
×Ü��¯Â¼������ÒÌÎÁ×���¯Â¼į� å¯Áµ�¼�¯�į� �»�¼�ñ�Ò������Ò�µÁ±Á� �� ¯µ�©�µ¯���� �¼�
µÁÒ�ÌÎÁ���¯»¯�¼×ÁÒ�����ëÌÜµÒ¯Â¼��Ò��Ý¼�»�ìÁÎ�×Î�×�¼�ÁÒ������Á»Ü¼¯����Ò�
indígenas.

En este año, por primera vez, organizaciones sociales han obtenido un com-
ÌÎÁ»¯ÒÁ�©Ü��Î¼�»�¼×�µ�Ì�Î��µ��ÌÎ�å�¼�¯Â¼������Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ�����Á»Ü-
¼¯����Òį�ÍÜ��Î��Á¼Á���ÍÜ��µ��Ý¼¯���±ÜÎ¯Ò�¯��¯Â¼��Á»Ì�×�¼×��Ì�Î��Î�ÒÁµå�Î�µÁÒ�
�Á¼øµ¯�×ÁÒ�ÒÁ�Î����Î��ÁÒ����×�¼�¼�¯�����¯¼»Ü��µ�Ò��Ò�µ��±ÜÎ¯Ò�¯��¯Â¼��¯å¯µį�

39� &RPXQLGDG�,QG¯JHQD�+XJXD�3RʜL��DFFHVR�HO���GH�QRYLHPEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�IDFHERRN�FRP�&RPXQLGDG�
Ind%C3%ADgena-Hugua-Poi-2370424329663305/.

40 Robert Figueredo, “Indígenas se resisten a desalojo de tierras en Caaguazú”, �OWLPD�+RUD, 11 de febrero de 2020, acceso 
el 3 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/indigenas-se-resisten-desalojo-tierras-caaguazu-n2869567.
KWPO��&RPXQLGDG�,QG¯JHQD�+XJXD�3RʜL��DFFHVR�HO���GH�QRYLHPEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�IDFHERRN�FRP�&RPXQLGDG�
Ind%C3%ADgena-Hugua-Poi-2370424329663305/.
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así como la responsabilidad del Indert y del Indi de intervenir en los proce-
dimientos que involucran a comunidades campesinas y comunidades indí-
©�¼�Òį��å¯×�¼�Á�µ���Á»¯Ò¯Â¼������Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒĮ

rECOMEnDaCiOnEs

 Ǻ *ÁÎ×�µ���Î�µ��µ��ÁÎ����µ��»�Ò�����×Î���±Á�Ì�Î��ÌÎ�å�¼¯Î���Ò�µÁ±ÁÒ�����Á»Ü-
nidades, hasta institucionalizar procedimientos que prohíban y preven-
©�¼�µÁÒ���Ò�µÁ±ÁÒ�¨ÁÎñÁÒÁÒ��¼��µ�Ì�ǞÒĮ

 Ǻ Constituir una comisión para la elaboración de un anteproyecto de crea-
�¯Â¼����µ��±ÜÎ¯Ò�¯��¯Â¼��©Î�Î¯�į���µ�Î�©¯»�¼�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯�µ�¯¼�Ǟ©�¼��ì��»�¯�¼-
×�µį����»Á�Á����Á×�Î����±ÜÒ×¯�¯��¯µ¯������µÁÒ���Î��ÁÒ���»Ì�Ò¯¼ÁÒį�µÁÒ���-
rechos territoriales de los pueblos indígenas y los derechos ambientales 
de carácter colectivo.

 Ǻ Para la consecución de la Meta 1.4 de los ODS, crear un Registro Nacional 
���žÒ�¼×�»¯�¼×ÁÒ�ì���ÎÎ¯ÁÒ�VÁÌÜµ�Î�Ò�ÍÜ��ÌÁÒ¯�¯µ¯×��Ìµ�¼¯õ��Î��� ¯»Ìµ�-
mentar respuestas programáticas articuladas en los tres niveles de go-
bierno, para la regularización dominial y la integración social de dichos 
territorios, con participación protagónica de los movimientos sociales.

 Ǻ ��Ò×¯¼�Î�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á�ÌÝ�µ¯�Á�Ì�Î��µ��¯»Ìµ�»�¼×��¯Â¼����Ü¼��»Ìµ¯Á�ÌÎÁ-
grama de regularización dominial e integración social de asentamientos 
y barrios populares.





capítulo 3

DereCho
a La LiberTaD





trata de personas, laboral y sexual 
de niños, niñas y adolescentes

en paragUaY perSiSTen 
La expLoTaCión Y eL 

DeSpojo De LaS inFanCiaS 
Y LaS aDoLeSCenCiaS

En un repaso de los informes sobre la situación de los derechos humanos 
�Ä��½�V�Ú�¤ê�üɇ�Ùê��½���Ë��©ê×ü�õ¬�Ä��×ê�½¬��Ä�Ë���Þ���©����êÄ��ê�ÚæË�
���Þ¬¤½Ëɇ�×ê����õ�ÚÞ��êÄ��¬Ã×ËÚæ�Äæ���õË½ê�¬ÌÄ���½���Ú��©Ë��Þ×��®Ĉ�Ë���
la protección integral de niñas, niños y adolescentes, al menos en su di-
mensión formal. Al mismo tiempo, se evidencia un preocupante estanca-
miento en la aplicación efectiva de este mismo derecho, que no ha dejado 
���Þ�Ú�õê½Ä�Ú��Ë�ü���Ú��Ä��Ëɇ�×ê�Þɇ����©��©Ëɇ� ½ËÞ���ÞËÞ��Þ×��®Ĉ�ËÞ����
explotación sexual y trata de personas que tienen como víctimas a este 

�Ë½��æ¬õË�×�Úæ¬�ê½�Ú�Þ��©�Ä�¬Äæ�ÄÞ¬Ĉ���Ë��Ä�ÄëÃ�ÚË�ü��Ä�õ¬Ë½�Ä�¬�Ɍ

paLabraS CLaveS: trata de personas, explotación sexual de niñas, ni-
ños y adolescentes, explotación laboral infantil, protección integral de ni-

ños, niñas y adolescentes, normativa de trata de personas.

Luis Caputo y manuel Severo Cárdenas
observatorio de políticas públicas y derechos de la niñez y adolescencia

���=���JJY�.D��JY��VJY�=J]���Y��+J]����=��.D%�D�.��y�=����J=�]��D�.��ɢ��.�ɣ
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balanCE DE lOs 25 añOs

En las primeras ediciones del informe de derechos humanos en Paraguay, la 
trata era apenas mencionada como una más de las tantas situaciones álgidas 
ÍÜ���ÍÜ�±���¼�Łì��ÍÜ�±�¼ł���µ�Ò�¯¼¨�¼�¯�Ò�ì���Áµ�Ò��¼�¯�Ò�ń�©ÎÜÌ���Ò���±Á��µ�
rótulo entonces novedoso de “Derechos del Niño y de la Niña”1. Recién desde 
ăāāĄ��Ì�Î�����¼��µ�¯¼¨ÁÎ»��Ü¼��Î×Ǟ�ÜµÁ��ÒÌ��Ǟõ�Á�ÒÁ�Î��µ��×Î�×�����»Ü±�Î�Òį�
ÌÎÁë�¼�×¯Ò»Á�ì��ëÌµÁ×��¯Â¼�Ò�ëÜ�µ����»Ü±�Î�Òį�¼¯À�Ò�ì�¼¯ÀÁÒį��Á¼��Ì×Ü�µ¯ñ�-
���ì�å¯Ò¯�¯µ¯ñ�����Á»Á�ÌÎÁ�µ�»�×¯����ÒÌ��Ǟõ�������Ò×��»Á�ÁĮ�ž�Ì�Î×¯Î�����¼-
tonces queda instalada como una cuestión puntual, con una denominación 
que permanecerá hasta el presente, vinculada al derecho básico a la libertad2.

El Estado fue avanzando con la lentitud con la que se mueven los estamentos 
políticos-institucionales del Paraguay, al menos para el tratamiento de estos 
×�»�ÒĮ�>���Á¼å�¼�¯Â¼�ÒÁ�Î��µÁÒ���Î��ÁÒ���µ�F¯ÀÁ�Î��¯�¼�¨Ü��Î�×¯õ������¼�
1990 y, dos años después, se incorporan a la Constitución las garantías de-
rivadas de ese acuerdo. En 2001 se promulgó el Código de la Niñez y la Ado-
lescencia (Ley N.º 1680/2001), luego de un lustro de trámites en el Congreso 
Nacional. Este fue un hito relevante porque, a partir de esta reformulación, 
V�Î�©Ü�ì���±Â����µ��Á�µ���Á�×Î¯¼�����µ��Ò¯×Ü��¯Â¼�¯ÎÎ�©Üµ�Î�ì���ÁÌ×Â�µ�����µ��
protección integral. También fue creada la Secretaría de la Niñez y la Ado-
lescencia3. Esta institución fue convertida en Ministerio de la Niñez y la Ado-
lescencia (MINNA), en el 2018, manteniendo las funciones del organismo 
ÌÎ�å¯Áį��Á¼��µ�»¯Ò»Á�̄ ¼ÒÜõ�¯�¼×��ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Áį��Ü¼ÍÜ���Á¼�»�ìÁÎ���Ì��¯����
operativa, al menos desde la formalidad burocrática4.

�¼��µ�»¯Ò»Á�ÁÎ��¼���� �åÁµÜ�¯Â¼����¼ÁÎ»�Òį� �µ��Ò×��Á� Î�×¯õ�Â� �¼� ăāāĄ� �µ�
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, rela-
tivo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en 
µ��ÌÁÎ¼Á©Î�¨Ǟ��Ł>�ì�FĮû�ăĂĄąĺăāāĄłĮ��¼��µ�ăāāĉ�Ò��»Á�¯õ����µ���µ¯×Á����×Î�×��
���Ì�ÎÒÁ¼�Ò��¼��µ��Â�¯©Á�V�¼�µ�Ì�Î�©Ü�ìÁį�Ì�ÎÁ� µ��»Á�¯õ���¯Â¼�¼Á�ÌÎ�å��
la trata interna, y aplica las mismas penas si las víctimas son niñas, niños, 
��Áµ�Ò��¼×�Ò�Á���Üµ×�Ò�ì���Üµ×ÁÒĮ�ž�Ì�Ò�Î�����Ò����õ�¯×į�¯¼×ÎÁ�Ü���Ü¼��ÒÌ��×Á�
fundamental: que el supuesto consentimiento de la víctima no será tomado 
en cuenta si se incurre en esta clase de hechos punibles, lo que facilita la 
ÌÎÜ����ÌÁÎ�Ì�Î×����µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�ì�Î��Á©��ÌÎ¯¼�¯Ì¯ÁÒ���µ���Î��Á�¯¼-

1 Véase, por ejemplo: Rosa María Ortiz, “Derechos del niño y de la niña”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción, 
Alter Vida HW�DO�, 1996), 146-164. Angélica Roa, “Explotación sexual de niñas y adolescentes”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida HW�DO�, 1998), 63-71. Heve Otero, “Avances que se deben consolidar”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2003), 353-368.

2 Ofelia Martínez y Myrian González, “La igualdad de las mujeres y los desafíos ante el nuevo gobierno”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\�������$VXQFLµQ��&RGHKXS\�����������������(OED�%HDWUL]�1¼³H]��ǘ/D�WUDWD�GH�PXMHUHV�FRQ�ȑQHV�GH�
explotación sexual y las obligaciones impostergables del Estado paraguayo”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2005), 84-98.

3 Heve Otero, “A un año de vigencia del nuevo Código”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 
2002), 374-413.

4 Luis Caputo, “La explotación sexual de niñas y adolescentes. Tras las huellas de los explotadores y el desafío de romper 
el silencio”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2018), 285-304.
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ternacional5. En 2012 se promulga la Ley Integral contra la Trata de Personas 
(Ley N.º 4788/2012), la cual, entre otros aspectos, vino a corregir un impor-
×�¼×����×�µµ����¯¼�µÜìÂ�µ��×Î�×��¯¼×�Î¼����¼×ÎÁ����µ��×¯Ì¯õ���¯Â¼���µ���µ¯×Á�ìį�
además, elevó las penas efectivas a los criminales condenados6.

�¼�»�×�Î¯�������ÁÌ�¯Â¼����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Òį��¼�ăāāă�Ò���Î�Â�µ��E�Ò��aÎ¯-
Ì�Î×¯×��Ì�Î��µ���µ¯»¯¼��¯Â¼����µ���ëÌµÁ×��¯Â¼�Ò�ëÜ�µ�¯¼¨�¼×¯µ��Á»�Î�¯�µį���õ¼�
de efectivizar el Plan Nacional para la Eliminación de la Explotación Sexual 
Comercial. Al año siguiente, con el impulso de la Coordinadora por los Dere-
chos de la Infancia y la Adolescencia (CDIA), se presentó el Plan Nacional de 
Prevención y Eliminación de la Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adoles-
centes (ESNNA, 2003), dando cumplimiento a compromisos internacionales 
asumidos por el Paraguay en la materia, iniciativas positivas en su formula-
ción, pero que se presentan como un nudo problemático constante hasta la 
actualidad, pues siguen siendo invalidadas por la falta de presupuesto7.

Posteriormente, la Ley Integral contra la Trata de Personas (Ley N.º 
4788/2012) reestructuró la Mesa Interinstitucional –que pasó a llamarse 
ŊÌ�Î��µ��VÎ�å�¼�¯Â¼�ì��µ��Á»��×����µ��aÎ�×�����V�ÎÒÁ¼�Ò��¼�µ��X�ÌÝ�µ¯�����µ�
Paraguay”–, excluyendo expresamente a las organizaciones de la sociedad 
civil (OSC), hecho que provocó obvias reacciones en los sectores que venían 
luchando en este campo desde hace décadas.

A lo largo de estos años, el informe ha dado cuenta de la situación de vul-
nerabilidad frente a la trata en poblaciones de niñas, niños, adolescentes, 
personas indígenas y trans, afectadas por la pobreza8. Asimismo, un pro-
�µ�»������ÒÌ��Ǟõ���©Î�å������Ò�µ��×Î�×��¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ��Á¼�õ¼�Ò�����ëÌµÁ×�-
ción laboral y sexual de niños, niñas y adolescentes (NNA) provenientes de 
ámbitos rurales en particular. El movimiento irregular migratorio de NNA 
demuestra que las fronteras siguen siendo sumamente permeables para la 
salida de personas menores de edad9. También se ha destacado la ESNNA 

5 Cynthia Bendlin, “Tímidos esfuerzos de articulación, pequeños pasos de protección legal” en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\�
���� (Asunción: Codehupy, 2008), 212-227. Elizabeth Duré y Raquel Fernández, “Sin castigo. Los cambios legislativos no 
contemplan la trata interna”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2009), 119-130.

�� /XLV�&DSXWR��ǘ(O�GHVSRMR�GHO�ǕWHNRKDʜ�\�ODV�HQFRPLHQGDV�VH[XDOHVǙ��HQ�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2012), 349-362.

7 Otero, “Avances que se deben consolidar”. Sobre la falta de presupuesto: Isolina Centeno, “Formas contemporáneas 
de esclavitud”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2007), 152-168. Raquel Céspedes y Silvina 
Francezón, “Leyes, políticas y estrategias todavía lejos de las personas. Esfuerzos que no llegan a detener las formas 
contemporáneas de esclavitud”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2010), 125-136. María 
Angelina Luna Pastore, “Escasa dotación de recursos facilita impunidad”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2011), 287-294. Regina Bachero, Corina Leguizamón y Raquel Fernández, “Leyes sin políticas, 
políticas sin presupuesto, son letra muerta”, en�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2014), 355-370.

8 Elizabeth Duré, “La trata de personas: desafíos que permanecen a pesar del nuevo marco jurídico vigente”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2013), 341-352. Raquel Fernández y Regina Bachero, “Los vacíos en la 
LQYHUVLµQ�KDEODQ�GHO�G«ȑFLW�HQ�OD�LQWHUYHQFLµQǙ�HQ�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2015), 212-
�����/RXUGHV�%DUER]D��ǘ$V¯�VH�ORV�ǕWUDWDʜ��LQG¯JHQDV��QL³RV�\�QL³DV�HQ�WUDEDMRV�IRU]RVRV�\�FULDGD]JRǙ��HQ�'HUHFKRV�+XPDQRV�
HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2016), 227-236.

�� 5REHUWR�6WDUN��ǘ'HOJDGD�O¯QHD�IURQWHUL]D��FULDGD]JR��WU£ȑFR�\�WUDWD�GH�SHUVRQDVǙ��HQ�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������
(Asunción: Codehupy, 2015), 267-282.
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�¼��»�¯×ÁÒ�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ�Ò���±Á�µ��ÂÎ�¯×����µ��Ò×��Áį��Á»Á�µ��žÎ»����Ì�Î�-
©Ü�ì��ì��µ�Ò¯Ò×�»��Ì�¼¯×�¼�¯�Î¯Áį�ì��¼��Ò��¼�Î¯ÁÒ��Á»Ìµ�±ÁÒ�å¯¼�Üµ��ÁÒ���µÁÒ�
�©ÎÁ¼�©Á�¯ÁÒį��Á¼Ò×ÎÜ¯�ÁÒ�ÒÁ�Î���µ�Ò¯Ò×�»��øµÜå¯�µ�ÍÜ��ÎÁ�����µ�Ì�ǞÒį�ì�ÒÁ�Î��
el que se asienta una gran parte de la economía nacional10.

En el balance de los 25 años, podemos concluir que el proceso tuvo enormes 
ÌÎÁ©Î�ÒÁÒį��¼��Ü�¼×Á���Ò�¼�¯Â¼����µ�ì�Òį��Î���¯Â¼����¯¼Ò×�¼�¯�Ò��ÒÌ��Ǟõ��Ò�
dentro del aparato del Estado, intentos de articulación al interior del Estado 
y al exterior, de cara a la sociedad, con políticas preventivas y de protección 
���µ�Ò�åǞ�×¯»�ÒĹ�»Á�¯õ���¯Â¼����Ì�Î��¯©»�Òį��ÒÜ¼�¯Â¼����Î�ÒÌÁ¼Ò��¯µ¯����Ò�
compartidas y otros aspectos fundamentales. Pero también tuvo importan-
tes estancamientos y retrocesos, vinculados especialmente con la dotación 
de las herramientas concretas necesarias para que los funcionarios y equi-
pos técnicos designados puedan cumplir con las tareas que se les encargan.

sitUaCiÓn DEl DErECHO 

Seguidamente se abordan algunas cuestiones actuales en el campo de la trata 
de personas y la explotación sexual de niñas, niños y adolescentes (ESNNA), 
en un contexto particular signado por varios factores, entre los que se desta-
can el agravamiento de la violencia de género, las violencias intrafamiliares, 
la caída de la actividad económica y la profundización de las desigualdades. 
aÁ�Á��Ò×Á��¼��µ�»�Î�Á���µ��Á¼õ¼�»¯�¼×Á�ÒÁ�¯�µ�©�¼�Î��Á��Á»Á��Á¼Ò��Ü�¼-
cia de las medidas sociosanitarias por la pandemia de la covid-19, que afectó 
de manera diferenciada a la manifestación de esos crímenes, agravando al-
gunos y ocultando otros.

Una rápida mirada sobre las fechas en que ocurrieron los crímenes más des-
tacados hace notar que, a partir de la instalación de la denominada “cuaren-
tena inteligente”, se registró una llamativa reducción en los casos denun-
ciados y publicados por la prensa. Sin embargo, esto no implica que hayan 
��±��Á� ��� ÒÜ����Îį� Ò¯¼Á� ÍÜ�� Ò�� ×Î�Òµ���ÎÁ¼� �� �»�¯×ÁÒ�»�Ò� ÌÎ¯å��ÁÒį�»�Ò�
clandestinos, debido a la agilidad con la que los proxenetas y perpetradores 
saben adaptarse a los nuevos escenarios; o a la posibilidad cierta de que las 
víctimas encuentran mayores obstáculos para realizar las denuncias11. Esta 
inferencia se hace a partir de los datos compartidos por organismos como 
la Organización Internacional de Policía Criminal (Interpol)12, que indican 

10 Caputo, “La explotación sexual de niñas y adolescentes…”.

11� (Q�HVWH�VHQWLGR��UHVDOWD�OD�IXQFLµQ�HVWUDW«JLFD�GH�ORV�GRFHQWHV�HQ�ODV�HVFXHODV��TXH�SXHGHQ�Ǔ\�GHEHQǓ�RȑFLDU�FRPR�
agentes detectores de situaciones de abuso que tengan como víctimas a sus alumnos(as), y canalizar las denuncias 
FRUUHVSRQGLHQWHV��VLJXLHQGR�ORV�SURWRFRORV�UHVSHFWLYRV��(Q�VLWXDFLµQ�GH�FRQȑQDPLHQWR�VRFLDO��FRQ�ODV�HVFXHODV�VLQ�
funcionar, desaparece este instrumento de alerta, pues las potenciales víctimas están encerradas con sus victimarios, 
con escasas oportunidades de expresar de alguna forma la situación que sufren.

12 Interpol 2020, %DVH�GH�GDWRV�LQWHUQDFLRQDO�VREUH�H[SORWDFLµQ�VH[XDO�GH�PHQRUHV, https://www.interpol.int/es/Delitos/Delitos-
contra-menores/Base-de-datos-internacional-sobre-explotacion-sexual-de-menores. 
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que –en la mayoría de los países en los que operan las redes de trata y ex-
plotación– estas actividades delictivas aumentaron notoriamente, aunque 
»Á�¯õ��¼�Á��µ©Ü¼ÁÒ�Î�Ò©ÁÒ����µÁÒ�modus operandi que vienen desarrollando 
�Á¼�µ��õ¼�µ¯����������Ì×�ÎÒ���µ��¯Òµ�»¯�¼×Á�Ò�¼¯×�Î¯ÁĮ

>ÁÒ�Î��ÜÎÒÁÒ��Á¼�µÁÒ�ÍÜ���Ü�¼×�¼�µ�Ò�Î���Ò�»�õÁÒ�Ò�ÌÁÒ¯�¯µ¯×�¼�ÍÜ��ÒÜ����¯Á-
¼�Î�Ò���Á¼õ©ÜÎ���Á»Á�Ü¼�¨�¼Â»�¼Á��µ×�»�¼×���¯¼�»¯�Á�ì����Ì×��µ�į�ÍÜ��
muta permanentemente de escenarios mediante estrategias tales como la 
actual migración a entornos virtuales de los grupos proxenetas y de tratan-
tes sexuales13, entornos en los que es cuantiosa la circulación de imágenes 
ÍÜ���Á»ÌÎÜ���¼�µ��¯¼×�¼Ò¯õ���¯Â¼����µÁÒ���ÒÁÒ������ÜÒÁ�Á��ëÌµÁ×��¯Â¼�Ò�-
xual infantil.

�Ò×�Ò��¯Î�Ü¼Ò×�¼�¯�Ò�ÌÎÁ¨Ü¼�¯ñ�¼�µ��»�Ò¯õ���¯Â¼����µ��åÜµ¼�Î��¯µ¯�������µ�Ò�
¯¼¨�¼�¯�Òį� ��Áµ�Ò��¼�¯�Ò� ì�»Ü±�Î�Òį� ©�¼�Î�¼�Á��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�ÌÎÁÌ¯�¯�Ò�Ì�Î��
¯¼×�¼Ò¯õ��Î�µ���ÁÒ¯õ���¯Â¼����ÒÜÒ��Ü�ÎÌÁÒį�ÌÎÁ��ÒÁ�ÍÜ���¨��×��µÁÒ���Î��ÁÒ�
��µ��å¯���Ò�µÜ���µ�į�µ��Ò�©ÜÎ¯���į�µ��ÌÎÁ×���¯Â¼�ì�µ��±ÜÒ×¯�¯�į�×�µ��Á»Á�Ò��å¯�¼��
Ìµ�¼×��¼�Á��¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ�¯¼¨ÁÎ»�Ò����µ���ÁÁÎ�¯¼��ÁÎ�������Î��ÁÒ�0Ü»�-
nos del Paraguay (Codehupy) y OSC aliadas.

�Á¼¨ÁÎ»������×ÁÒ���µ�K�Ò�Îå�×ÁÎ¯Á���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ��EÜ±�Î����»�ÎñÁ����
2020, la situación familiar viene acompañada de una serie de vulnerabilida-
des y exposición a violencias, ante lo cual son altamente preocupantes los 
feminicidios y las tentativas de feminicidios, donde se reporta que las infan-
cias y adolescencias son a quienes más afectan los casos de violencia, desde 
el 11 de marzo en que comenzó la larga cuarentena14. 

Asimismo, otro dato relevante –obtenido en un estudio desarrollado durante 
los primeros meses de la pandemia de la covid-19– es que “en las comunida-
des indígenas se reporta que en las zonas rurales la violencia afecta mayo-
Î¯×�Î¯�»�¼×����»Ü±�Î�Ò�ì��¼�ñÁ¼�Ò�ÜÎ��¼�Ò���¼¯À�Òį�¼¯ÀÁÒ�ì���Áµ�Ò��¼×�ÒŌ15, 
cuestión que es congruente con la trata de personas y explotación sexual de 
µ�Ò�¯¼¨�¼�¯�Ò�ì���Áµ�Ò��¼�¯�Ò�¯¼�Ǟ©�¼�Ò�ÍÜ��Ò���ëÌÁ¼��»�Ò����±ÁĮ

13 Informe Europol 2020, &DWFKLQJ�WKH�YLUXV�F\EHUFULPH��GHVLQIRUPDWLRQ�DQG�WKH�&29,'����SDQGHPLF�

14� &RQIRUPH�DO�2EVHUYDWRULR�GHO�0LQLVWHULR�GH�OD�0XMHU��GH�HQHUR�D�ȑQDOHV�GH�PDU]R�GH������VH�KDE¯DQ�GDGR�RFKR�
feminicidios y tres tentativas de feminicidios. De estos hechos de violencia, perdieron a sus madres 16 personas: ocho 
eran NNA cuya madre fue asesinada el 28 de marzo. Desde el 11 de marzo (inicio de la cuarentena) hasta el 30 de junio, 
el total de feminicidios fue de nueve. 

15 Observatorio de Políticas Públicas y Derechos de la Niñez y la Adolescencia (CDIA Observa), �����9RFHV��$PSOLȍFDQGR�
ODV�9RFHV�GH�ODV�3HUVRQDV�5HIHUHQWHV�HQ�ODV�&RPXQLGDGHV�(Asunción: CDIA, 2020), 54. Se puede acceder a un resumen desde 
KWWSV���ZZZ�FGLDREVHUYD�RUJ�S\������������UHVXPHQ�HVWXGLR������YRFHV�DPSOLȑFDQGR�ODV�YRFHV�GH�ODV�SHUVRQDV�
referentes-en-las-comunidades/.
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LaS CiFraS naCionaLeS De La TraTa

La Unidad Especializada en la Lucha Contra la Trata de Personas y la Explo-
tación Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes (UFETESI), o Fiscalía Antitra-
×�į��Ò�Ü¼�ÂÎ©�¼Á���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�ÍÜ��×¯�¼��ÌÁÎ�»¯Ò¯Â¼�µ���ÁÁÎ�¯¼��¯Â¼�
–a nivel nacional e internacional– de la persecución penal de las personas 
Î�ÒÌÁ¼Ò��µ�Ò� ��� �Ò×ÁÒ� �ÎǞ»�¼�Ò�»��¯�¼×�� µ�� ±Ü�¯�¯�µ¯ñ��¯Â¼� ��� µ�� ×Î�×�� ���
personas, además de la protección de las víctimas. Tiene la competencia de 
Ŋ��Î×¯õ��Î���µ�Ò�åǞ�×¯»�Ò����×Î�×�Ō�Ì�Î��ÍÜ��������¼���µÁÒ�ÌÎÁ©Î�»�Ò�ì�Ò�Îå¯-
cios de atención a víctimas de trata del Ministerio de la Niñez y la Adolescen-
�¯��ŁE2FFžł�ì���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ��EÜ±�ÎĮ

Elaborar y sistematizar información actualizada es una labor estratégica 
para realizar diagnósticos situacionales sobre la trata de personas y formu-
µ�Î�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��¼×¯×Î�×��ì��¼×¯Ņ�\FFž��õ�¯�¼×�Ò�ì��õ����Òį��ÒǞ��Á»Á�
para monitorear los procesos y resultados de las mismas, incluso para insta-
lar sistemas de prevención y alertas tempranas.

En el cuadro 1 se registran datos proporcionados por la UFETESI sobre los 
Ýµ×¯»ÁÒ�×Î�Ò��ÀÁÒ�Ł�Ò×��±Ü¼¯Á����ăāăāł����FFž��Á¼�»�¼ÁÒ����Ăć��ÀÁÒĮ

Cuadro 1. Intervención del equipo técnico de la Dirección 

de Trata. Víctimas con menos de 16 años

zona crimen 2018 2019 2020

Asunción

Trata de personas 1 6 0

Imágenes de abuso / Explotación sexual infantil 8 5 8

Proxenetismo 3 6 4

Caaguazú

Trata de personas 3 1 21

Imágenes de abuso / Explotación sexual infantil 1 1 0

Proxenetismo 1 9 8

Resto 
del país

Trata de personas 19 25 41

Imágenes de abuso / Explotación sexual infantil 19 19 16

Proxenetismo 32 71 58

Totales b 87 143 156

Fuente: UFETESI, periodo 2018-2020 (hasta junio de 2020). 
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�ÒÌ��Ǟõ��»�¼×�į��Á»Á�Ò��Á�Ò�Îå���¼��µ��Ü��ÎÁ�Ăį��¼�µÁ�ÍÜ��å����µ��ÀÁ�ăāăā�
hubo 156 intervenciones por parte de la UFETESI en todo el país. Los indica-
�ÁÎ�Ò�Î�å�µ�¼�ÍÜ���Ò��¼����©Ü�ñÝ��µ���Ì�Î×�»�¼×Á��Á¼���Ò��ÌÎ�Ò�¼×�¼�µ�Ò�
cifras más elevadas de trata de personas, con 21 casos registrados, y 41 en el 
resto del país.

Por otra parte, en los datos divulgados por la Dirección de Trata de la UFE-
a�\2�¨Ü�ÎÁ¼�¯��¼×¯õ���ÁÒ�ą���ÒÁÒ����ÌÎÁë�¼�×¯Ò»Á��¼�žÒÜ¼�¯Â¼į�ĉ��¼����-
©Ü�ñÝ�ì�Ćĉ��¼��µ�Î�Ò×Á���µ�Ì�ǞÒĮ

En cuanto a las imágenes de abuso / explotación sexual infantil, la UFETESI 
informa que se realizaron 8 operativos en Asunción y 16 en el país.

�������Ò×���Î�ÍÜ�į� ��¼¯å�µ�Ì�ǞÒį� �Á»Ì�Î�¼�Á� µÁÒ���×ÁÒ���� µÁÒ� ×Î�Ò�Ýµ×¯»ÁÒ�
años, hay un aumento considerable de intervenciones en los crímenes de 
×Î�×�����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�����¼�ÎÁ��Ò×��±Ü¼¯Á����ăāăāĭ����ăĄ�¯¼×�Îå�¼�¯Á¼�Òį�Ò��Ì�ÒÂ�
a 62. Lo mismo ocurre con los casos de proxenetismo: de 36 intervenciones 
hace dos años, se ascendió bruscamente a 70.

CasOs OCUrriDOs En 2020

A continuación, complementando los datos difundidos por las instituciones 
dedicadas al seguimiento de estos crímenes sexuales, se hace un mapeo de 
los casos registrados en los medios de prensa. En ellos resaltan los sufri-
mientos de cientos de miles de NNA en todo el territorio paraguayo, pero 
especialmente en ámbitos urbanos, donde se da una situación de calle en 
las que NNA quedan expuestos a sufrir las condiciones más degradantes, 
inducidos a la adicción a las drogas, que los lleva luego a caer en situaciones 
de explotación sexual, las que frecuentemente se combinan con privación de 
la libertad, violencias que llegan hasta los límites de la crueldad, e incluso el 
asesinato en escenarios aberrantes.

DeSpojo De niñaS Y aDoLeSCenTeS 
De ComUniDaDeS inDígenaS 

Aunque los casos relevados por la prensa en los primeros cinco meses del año 
2020 y la correspondiente cantidad de víctimas puedan considerarse esca-
sos, sobre todo teniendo en cuenta los antecedentes históricos del problema, 
ÒÁ¼�ÒÜõ�¯�¼×�Ò�Ì�Î���Á¼õÎ»�Î�Ü¼��×�¼��¼�¯��ÍÜ���Ì�Î�����Á¼�¼¯×¯��ñ���ÒÁ-
luta: la especial vulnerabilidad en la que se encuentran NNA indígenas, que 
se han convertido –al parecer– en las víctimas más buscadas por los explota-
dores sexuales. Estos abusan de su poder para obligar a NNA a realizar actos 
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sexuales utilizando para ello las violencias psicológica, física y sexual. Esta 
Ò¯×Ü��¯Â¼���Ò¯�Á�Î�Ì�×¯��»�¼×���µ�Î×����ÌÁÎ�µÁÒ�ÁÎ©�¼¯Ò»ÁÒ��ÒÌ��Ǟõ�ÁÒ���-
dicados a la lucha por los derechos conculcados a la niñez y adolescencia, y 
las OSC que acompañan las reivindicaciones de los pueblos indígenas.

>��Î��µ¯����Î�øµ�±����ÌÁÎ�µÁÒ�»��¯ÁÒ�Ì�Î¯Á�ǞÒ×¯�ÁÒ��Á¼ÒÜµ×��ÁÒ��Ò�Ò�¼�¯µµ�����
comprender en este sentido, en particular cuando se la interpreta mediante 
indicadores relativos, es decir, planteados en términos porcentuales. En el 
82% del total de crímenes sexuales registrados en el periodo consignado, las 
víctimas fueron niñas indígenas16Į� 2¼�µÜÒÁ�Ò¯�ÌÜ�¯�Î���±ÜÒ×�ÎÒ���Ý¼�»�Ò��µ�
margen de error estadístico, incorporando a las cifras absolutas aquellos ca-
ÒÁÒ��¼�µÁÒ�ÍÜ��¼Á�Ò���Á¼Ò¯©¼�¼�ÌÝ�µ¯��»�¼×��ÒÜõ�¯�¼×�Ò���×�µµ�Ò��Á»Á�Ì�Î��
considerarlos vinculados a estos crímenes contra la intimidad y dignidad de 
las personas –y que tienen como víctimas a NNA no indígenas–, las propor-
�¯Á¼�Ò�¼Á�å�Î¯�ÎǞ�¼���»�Ò¯��Áį�ì��ÍÜ�µ�Ò��×ÁÎ�ÒÁ�¯Á��»Á©Î�õ�Á�ń���ÌÁÎ�ÒǞ�
totalmente vulnerabilizado en sus derechos– aparece como el más sensible 
frente a este problema.

discriminación interseccional por razones de género, edad y etnia

No es simplemente un problema de discriminación por motivos étnicos –
aunque es evidente que esta existe, y del modo más profundo–, sino de uno 
»�Ò��Á»Ìµ�±Áį�ÍÜ��ÌÜ�����ëÌµ¯��ÎÒ���Ì�µ�¼�Á��µ��Á¼��Ì×Á����interseccionali-
dad. Este se fundamenta en una característica propia de todas las personas, 
�Ü�µ��Ò�µ�����ÌÁÒ��Î�»Ýµ×¯Ìµ�Ò�¨Ü�¼×�Ò����¯��¼×¯õ���¯Â¼į��¼×Î��µ�Ò�ÍÜ��õ©ÜÎ�¼�
la edad, el género, la posición social y, en los casos analizados, la etnia y el lu-
gar de origen, por mencionar las más analizadas. En la intersección de estas 
��Ò�Î¯Ì�¯Á¼�Ò�ÒÁ�¯�µ�Ò�Ò���¼�Ü�¼×Î���µ�ÒÜ±�×Áį��¼��µ�ÍÜ��Ò���ëÌÎ�Ò�¼��¯Ò×¯¼×�Ò�
discriminaciones y violencias.

Una niña o adolescente indígena ocupa una posición social que le otorga la 
sociedad no indígena, en medio de estructuras de poder, y en esa posición 
experimenta distintas opresiones de manera simultánea. La trata de perso-
nas y la explotación sexual –quizás las peores de las opresiones– se funda-
mentan en una interseccionalidad que pone el acento en varios hechos: el de 
Ò�Î�¼¯À�į��µ����Ò�Î�»Ü±�Îį��µ����Ò�Î�¯¼�Ǟ©�¼�į��µ����Ò�Î���ÒÌµ�ñ�������ÒÜ�µÜ©�Î�
de origen, el de no contar con la posibilidad de satisfacer sus necesidades 
vitales fundamentales. 

\�©Ü¯��»�¼×�į� Ò��ÌÎ�Ò�¼×�¼� µÁÒ���ÒÁÒ�ÍÜ����¼��Ü�¼×����� øµ�©Î�¼×�Ò�å¯Áµ�-
ciones a los derechos humanos y a la dignidad humana de NNA indígenas. 

16 Conforme a la base de datos de noticias de la prensa escrita del Observatorio de Políticas Públicas y Derechos de la 
Niñez y la Adolescencia de la Coordinadora por los Derechos de la Infancia y la Adolescencia (CDIA Observa). En el 
periodo que va de enero a septiembre de 2020 se registraron en la prensa varios hechos de ESNNA y trata, en las que 
fueron víctimas un total de 43 NNA; de ese total, 35 son niñas y adolescentes indígenas.
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�¼��Ò×��Ò�¼×¯�Áį�ÒÁ¼�×Î�Ò���ÁÒ�Î�ÌÎ�Ò�¼×�×¯åÁÒ��ÒÌ��Ǟõ�ÁÒ�Î�©¯Ò×Î��ÁÒ��¼�
el mapeo17. 

El primer caso tuvo como víctima a una adolescente indígena, de 14 años, 
ÍÜ��¨Ü��ÒÁ»�×¯�����»Ýµ×¯Ìµ�Ò�å¯Áµ�¼�¯�Ò�ÍÜ���×�¼×�¼��Á¼×Î��µ���¯©¼¯����Ü-
»�¼�į��¼�Ü¼���ÌÂÒ¯×Á�ÍÜ��Ì�Î×�¼������µ��õÎ»����Îå���ÎǞ��V�Î�©Ü�ì�į�Ü�¯��-
da en el centro de la ciudad de Asunción. 

�µ�Ò�©Ü¼�Á�¨Ü���Ý¼�»�Ò�©Î�å�į�ÌÜ�Ò�×�Î»¯¼Â��¼�µ��»Ü�Î×�����Ü¼��¼¯À����µ�
ÌÜ��µÁ�»�ì��©Ü�Î�¼Ǟ�̄ ��¼×¯õ�����µÜ�©Á��Á»Á�*Î�¼�¯Ò��į����Ăă��ÀÁÒĭ���õ¼�µ�Ò�
de febrero fue drogada y abusada sexualmente por un grupo de criminales, 
quienes la asesinaron y escondieron dentro de una mochila18, en un predio 
lindero a la Terminal de Ómnibus de Asunción19.

Y el tercero ocurrió a principios de marzo cerca de Pedro Juan Caballero: la 
víctima es una niña de la colonia Táva Mbuae, de 10 u 11 años20. Este caso 
Î�Ý¼����Î��×�ÎǞÒ×¯��Ò�ÍÜ�����¼�Ì�¼Ò�Î��¼��ëÌµÁ×��¯Â¼�µ��ÁÎ�µ����FFžį��Ò-
Ì��Ǟõ��»�¼×���¼� µ��»Á��µ¯��������Î¯���ñ©Á21, pues la víctima –que termi-
nó internada en el área de pediatría del Hospital Regional de la capital del 
��Ì�Î×�»�¼×Á����ž»�»��ìń� ¯����¼��ÜÒ������×Î���±ÁĮ�>��¼Á×��Ì�Î¯Á�ǞÒ×¯���
reporta que la niña indígena “subió al colectivo que la llevó hasta Pedro Juan 
����µµ�ÎÁ�Ì�Î�� ×Î���±�Î��Á»Á��Î¯�����¼�Ü¼��å¯å¯�¼��Į�>���¼��Î©�������Î�-
cibirla no se acercó al lugar acordado previamente y la niña desorientada 
permaneció sola hasta que un desconocido la llevó en una motocicleta”.

En este punto, es válida una llamada de atención acerca de la situación de 
»¯µ�Ò����FFž��¼��µ�Ì�ǞÒ�ÍÜ��å¯å�¼��¼��Á¼�¯�¯Â¼����×Î���±Á�¯¼¨�¼×¯µ��Á»�Ò×¯�Á�
o criadazgo, como es conocido en Paraguay, rol en el cual desarrollan tareas 
domésticas en hogares de terceros. El criadazgo es una forma de esclavitud 
»Á��Î¼��ìį�Ò�©Ý¼��µ��Á¼å�¼¯Á�Ăĉă����µ��KÎ©�¼¯ñ��¯Â¼�2¼×�Î¼��¯Á¼�µ���µ�aÎ�-

17 En un principio, las personas encargadas de la investigación plantearon como hipótesis que se trataría del accionar 
de una banda de violadores seriales, pues existen varias similitudes en ambas escenas de crimen. Con la detención 
de los responsables, se comprobó que se trataba de casos aislados, con el detalle común de que ambos delitos fueron 
cometidos por grupos o “manadas” de depredadores sexuales.

18 “Hallan a niña indígena desnuda y maniatada en depósito de Asunción”, �OWLPD�+RUD, 28 de enero de 2020, acceso 
el 5 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/hallan-nina-indigena-desnuda-y-maniatada-deposito-
asuncion-n2867100.html.

19� ǘ1L³D�LQG¯JHQD�PXULµ�DVȑ[LDGD�\�QR�GHVFDUWHQ�DWDFDQWH�VHULDOǙ��$%&�&RORU, 25 de febrero de 2020, acceso el 29 de octubre 
GH�������KWWSV���ZZZ�DEF�FRP�S\�QDFLRQDOHV������������QLQD�LQGLJHQD�PXULR�DVȑ[LDGD�\�QR�GHVFDUWDQ�DWDFDQWH�
serial/.

20 “Niña indígena de 11 años fue abusada en Pedro Juan Caballero”, /D�1DFLµQ, 4 de marzo de 2020, acceso el 27 de octubre 
de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/03/04/nina-indigena-de-11-anos-fue-abusada-en-pedro-juan-
caballero/.

21� 6HJ¼Q�OD�2,7��HO�WUDEDMR�LQIDQWLO�GRP«VWLFR�ǘ6H�UHȑHUH�D�ODV�DFWLYLGDGHV�GRP«VWLFDV�HMHUFLGDV�SRU�SHUVRQDV�GH�PHQRV�GH�
18 años bajo cualquier modalidad contractual o forma de compensación en aquellos hogares de terceros, ajenos o casa 
particular a cargo de personas con las que la niña, el niño o adolescente no poseen relación de parentesco ascendiente 
HQ�O¯QHD�GLUHFWD�SRU�FRQWUDSDUWLGD�D�VXV�KRJDUHV�GH�RULJHQǙ��2UJDQL]DFLµQ�,QWHUQDFLRQDO�GHO�7UDEDMR��2,7���2ȑFLQD�
Regional para América Latina y el Caribe. Programa Internacional para la Erradicación del Trabajo Infantil (IPEC). 
3UHYHQFLµQ�\�(OLPLQDFLµQ�GHO�7UDEDMR�,QIDQWLO�'RP«VWLFR�HQ�6XGDP«ULFD�(Perú, 2002). 
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��±Á�ŁK2ał�ì��µ����Î�×Á�FĮû�ąĉćĺăāāĆį��µ�Ò¯Ò×�»��Ŋ�Ò×��¯¼�µÜ¯�Á��¼�µ��µ¯Ò×�����
µ�Ò�Ì�ÁÎ�Ò� ¨ÁÎ»�Ò���� ×Î���±Á� ¯¼¨�¼×¯µŌĮ� Ŋ\Ü�Ì�ÎÒ¯Ò×�¼�¯��ÌÁ¼���¼��Ò×��Á����
vulnerabilidad a cientos de NNA, lo cual crea las condiciones para la explo-
tación laboral en forma de servidumbre, además de maltratos y abusos”22. 
����� ×�¼�ÎÒ���¼��Ü�¼×��ÍÜ��ÒÁ¼��µ×ÁÒ� µÁÒ�ÌÁÎ��¼×�±�Ò����åǞ�×¯»�Ò���� ×Î�×��
�Á¼�õ¼�Ò�����ëÌµÁ×��¯Â¼�Ò�ëÜ�µ�ÍÜ��ń�¼�ÒÜ�»Á»�¼×Áń�¨Ü�ÎÁ¼�¼¯À�Ò�ìĺÁ���Á-
µ�Ò��¼×�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��Á»�Ò×¯��Ò��¼�Á©�Î�Ò����×�Î��ÎÁÒĮ�VÁÎ�×�¼×Áį��ë¯Ò×��
Ü¼��å¯¼�Üµ��¯Â¼�ńÍÜ���Ò�ÌÎ��¯ÒÁ��×�¼��Îń��¼×Î��µ��×Î�×��¯¼×�Î¼���Á¼�õ¼�Ò����
explotación sexual y esta forma (lastimosamente bastante naturalizada) de 
explotación laboral.

FÁ��Ò�¼���Ò�Î¯Á��Á¼��Î��¼� µ�Ò��ÒÌ��¯õ�¯����Ò�����������ÒÁ��¼�Ì�Î×¯�Üµ�Î�
–de todas formas, si fuera de interés, puede seguirse el desarrollo de las 
¼Á×¯�¯�Ò�»��¯�¼×�� µ�Ò� Î�¨�Î�¼�¯�Ò� �µ� Ì¯�����Ì�©¯¼�� ì� µ�Ò� ��ÎÌ�×�Ò�õÒ��µ�ÒńĹ�
Ì�ÎÁ�ÒǞ��Ò�¯»ÌÁÎ×�¼×����Ò×���Î��µ©Ü¼ÁÒ��ÒÌ��×ÁÒ�Ò¯©¼¯õ��×¯åÁÒĮ�VÁÎ��±�»ÌµÁį�
�µ���Á�ÍÜ��ńÒ�©Ý¼�ÒÜÒ�¨�»¯µ¯�Î�Òń�*Î�¼�¯Ò���Łµ��åǞ�×¯»����µ�Ò�©Ü¼�Á���ÒÁ�
expuesto) abandonó el hogar cuando tenía solo ocho años23. En el análisis de 
este dato se corre el riesgo de caer en reduccionismos que omitirían aspectos 
contextuales importantes, entre los cuales el más crítico es la situación a la 
ÍÜ���¼� Ò¯�Á��»ÌÜ±���Ò� µ�Ò� �Á»Ü¼¯����Ò� ¯¼�Ǟ©�¼�Ò� ŁÌÁÎ� �µ� �ë×Î��×¯å¯Ò»Á�
agrario, por los cultivos ilícitos, entre otros), vulneradas y vulnerabilizadas 
hasta el punto de hacerles perder gran parte de su soporte cultural-espiritual 
y los fundamentos de su conciencia colectiva e individual, de tal modo que la 
desaparición de sus integrantes –incluso NNA y dependientes– está siendo 
naturalizada. 

Lo fundamental es poner el foco, por un lado, en los daños y la vulneración 
de los derechos inherentes a NNA amparados por las leyes y, por el otro, en 
quienes perpetran estos crímenes, vale decir, en las personas adultas y gru-
ÌÁÒ����¯¼�¯å¯�ÜÁÒ�Á¨�¼ÒÁÎ�Ò�ÍÜ��Á�×¯�¼�¼�©Î�×¯õ���¯Â¼�ì�ÒÁ¼�µÁÒ�Î�ÒÌÁ¼Ò�-
bles de llevar estas prácticas inhumanas en la clandestinidad, que para bue-
na parte de la sociedad ni siquiera es considerado un crimen. 

acerca de la respuesta del estado 

Un �ÒÌ��×Á�Ò¯©¼¯õ��×¯åÁ��Ò��µ�å¯¼�Üµ��Á��Á¼�µ��Î�ÒÌÜ�Ò×���Î¯¼�����ÌÁÎ��µ�Ò¯Ò-
tema de atención y prevención de este tipo de crímenes y sus consecuencias, 
�¼��ÒÌ��¯�µ��¼�µ�Ò�¯¼¨�¼�¯�Ò�ì���Áµ�Ò��¼�¯�ÒĮ�V�Î���¼×�¼��Î�µ���Ò��Ò���õ�¯�¼-
cia de la actuación de las instituciones estatales competentes en trata de 
personas, comunidades indígenas y los derechos de NNA, conviene recordar 
que la víctima del primer caso había sido rescatada de una red dedicada a la 

22 “El criadazgo es una de las peores formas de esclavitud infantil”, &RGHKXS\, 16 de enero de 2017, acceso el 29 de octubre 
de 2020, http://codehupy.org.py/el-criadazgo-es-una-de-las-peores-formas-de-esclavitud-infantil/.

23 “Niña indígena asesinada habría abandonado su comunidad a los 8 años”, /D�1DFLµQ, 3 de marzo de 2020, acceso 
el 28 de octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/03/03/nina-indigena-asesinada-abandono-su-
comunidad-a-los-8-anos/.
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explotación sexual24���»��¯��ÁÒ���µ��ÀÁ�ăāĂĊį�Ì�ÎÁ�¼Á�Î��¯�¯Â�ÒÜõ�¯�¼×���Á¼-
×�¼�¯Â¼�ì�åÁµå¯Â������Î��¼�µ�Ò�»�¼ÁÒ�����¯��Ò�»�õ�ÒĮ��Ò×��̄ ¼�õ�¯�¼�¯��ÌÜ����
ser atribuida a cierta negligencia por parte de los funcionarios responsables, 
pero eso constituiría otro reduccionismo simplista, pues hay al menos otros 
dos factores determinantes. Uno es el presupuestario: los limitados recursos 
con los que cuentan los organismos para cumplir con sus responsabilidades 
���»�¼�Î���õ��ñ�Ò��åÜ�µå�¼�¼ÜµÁÒ�¨Î�¼×����Ü¼��Î��µ¯�����¼�µ��ÍÜ��µ�Ò�ÁÎ©�-
nizaciones delictivas –incluso las menos importantes– tienen acceso a todos 
los instrumentos que precisan para desarrollarse. Y el otro es la carencia de 
µ��¼���Ò�Î¯����Ì��¯×��¯Â¼����µÁÒ��ÍÜ¯ÌÁÒ�×��¼¯�ÁÒ�Ì�Î��Î��µ¯ñ�Î�Ü¼���ÁÎ��±��
intercultural de situaciones que tienen como víctimas a personas de comu-
nidades indígenas o provenientes de otros contextos.

Para precisar el análisis de esta dimensión del problema se debe tener en 
cuenta que incluso para responder a los hechos protagonizados por proxe-
netas y explotadores sexuales que operan aisladamente –como en el tercer 
caso planteado–, los organismos de seguridad deben contar con una míni-
ma infraestructura (piénsese por un momento en el millonario presupues-
×Á��Ò¯©¼��Á���µ��*Ü�Îñ�����a�Î����Á¼±Ü¼×��Ŀ*a�ŀ�ì�ÒÜÒ��»�¯©ÜÁÒ�ì�Î�ÌÎÁ-
���µ�Ò�Î�ÒÜµ×��ÁÒłĮ�>���ÝÒÍÜ�������ÌÎÁë�¼�×�Ò�ì�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�Ì�ÎÌ�×Î��ÁÎ�Ò�
Á��ëÌµÁ×��ÁÎ�Ò�ÍÜ��Ò��»�¼�±�¼��Á¼�ÒÁµ×ÜÎ���¼�×�ÎÎ�¼ÁÒ��»Ìµ¯ÁÒį�ÌÎ��×¯��-
»�¼×��Ò¯¼���±�Î�Î�Ò×ÎÁÒį� ¯»Ìµ¯���¼Á�ÒÁµÁ�Ü¼��¯»ÌÁÎ×�¼×��»Áå¯µ¯ñ��¯Â¼����
agentes capacitados(as) –con enfoques y estrategias adecuados, como el 
enfoque de derechos, el intercultural y el interseccional–, sino también la 
disposición de estructuras logísticas en las que el Estado no invirtió de ma-
nera proporcional a las exigencias que se le plantean, quedando así en una 
posición debilitada.

algunos reclamos de la sociedad

\¯� Ò�� ×Î�Òµ���¼��Ò×�Ò� �¯Î�Ü¼Ò×�¼�¯�Ò��� �Ò��¼�Î¯ÁÒ�»�Ò��Á»Ìµ�±ÁÒį� �µ���õ�¯×�
aumenta, dando lugar a los reclamos de la sociedad que exige la aplicación 
de las leyes vigentes25. Cuando el Estado aparece a destiempo, su accionar 
Ò����Òå¯Î×Ý�į�»�Ò��µµ�����µ��µ�©¯×¯»¯����ì�Ì�Î×¯¼�¼�¯�����µÁÒ�Á�±�×¯åÁÒ�ÍÜ��Ò��
propongan para los operativos y de los resultados que estos obtengan. En 
este sentido pueden ser interpretadas las tareas cumplidas días después del 
primer caso comentado, en las que fueron rescatados 33 NNA indígenas que 
subsistían en calles y plazas de la ciudad de Encarnación26, además de idén-

24 “Abuso sexual contra niña indígena ya fue denunciado más de un año atrás y no se investigó”, Hoy, 29 de enero de 2020, 
acceso el 28 de octubre de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/abuso-sexual-contra-nina-indigena-ya-fue-
denunciado-mas-de-un-ano-atras-y-no-se-investigo.

25 “Asesinato de niña indígena en zona terminal”, $%&�&RORU, 27 de febrero de 2020, acceso el 27 de octubre de 2020, 
https://www.abc.com.py/tv/abc-noticias/2020/02/27/asesinato-de-nina-indigena-en-zona-terminal/.

26 “Fiscalía paraguaya rescata a 33 menores indígenas en Encarnación”, 'LDULR�/LEUH, 2 de enero de 2020, acceso el 27 de 
RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�GLDULROLEUH�FRP�DFWXDOLGDG�LQWHUQDFLRQDO�ȑVFDOLD�SDUDJXD\D�UHVFDWD�D����PHQRUHV�
indigenas-en-encarnacion-DP16800517.
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×¯�Á�¼Ý»�ÎÁ����¼¯À�Ò�ì�¼¯ÀÁÒ�Ü�¯���ÁÒ��¼�Á×ÎÁÒ�µÜ©�Î�Ò���µ�Ì�ǞÒ27 a merced 
de explotadores(as) sexuales. 

La reacción del MINNA y de los demás organismos e instituciones dedica-
dos a la problemática es válida pero tardía, y además se limita a morigerar 
los síntomas28 sin intentar atender las causas profundas de un fenómeno 
cuya manifestación visible está constituida por miles de NNA, indígenas y 
no indígenas, que viven en situación de calle, prácticamente concentrados 
en varias cabeceras departamentales y particularmente en la zona de la ter-
minal de autobuses y en las áreas abandonadas del centro histórico, cerca 
del puerto de Asunción, expuestos sin defensas al ataque de explotadores(as) 
sexuales, quienes con frecuencia están bien organizados, tal como lo denun-
cian entidades como el Instituto Paraguayo del Indígena (Indi)29.

eSnna Y TraTa en ÁmbiToS inTraFamiLiareS

No solo las infancias indígenas que sufren desarraigo, y en particular las que 
se encuentran en situación de calle, están vulnerabilizadas y expuestas al pe-
ligro real que encarnan proxenetas, intermediarios(as) y explotadores(as) de 
sus cuerpos. En escenarios diametralmente opuestos, surgen algunos casos 
de ESNNA que tienen como víctimas a personas no indígenas, sometidas 
ÌÁÎ�¨�»¯µ¯�Î�Ò�Á�õ©ÜÎ�Ò���µ��¼×ÁÎ¼Á��¨��×¯åÁ���Î��¼Áį��¼�Ò¯×Ü��¯Á¼�Ò�ÍÜ���¯-
õ�Üµ×�¼�µ����×���¯Â¼���µ��Î¯»�¼�Ł»�Ò��Ý¼��¼��Á¼×�ë×Á����µ��µ�Î©���Ü�Î�¼×�¼��
de la covid-19), pues las posibilidades de descubrimiento del crimen depen-
den de denuncias concretas o de circunstancias fortuitas.

Durante los primeros nueve meses del año 2020, la cantidad de casos en-
cuadrados en el ámbito intrafamiliar –a diferencia de años anteriores– es 
»Ǟ¼¯»�Į�FÁ�Á�Ò×�¼×�į�µ�Ò�ÌÎÁ���¯µ¯����Ò����ÍÜ���Ò×��Î�øµ�±Á�Î�©¯Ò×Î��Á��¼�µ��
ÌÎ�¼Ò���¯©¯×�µ�¼Á�Ò���±ÜÒ×����µ��Î��µ¯����ÒÁ¼��µ×ǞÒ¯»�Òį��Á¼Ò¯��Î�¼�Á�µÁÒ��¼-
tecedentes históricos recientes, pero especialmente las condiciones estable-
cidas por el aislamiento obligatorio, que sin dudas limita las posibilidades, 
de por sí escasas, de plantear situaciones de abuso, trata o explotación, para 
denunciarlas o al menos verbalizarlas. 

27� ǘ2SHUDWLYR�,QYLHUQR�DVLVWLµ�D����QL³RV�\�QL³DV�HQ�VLWXDFLµQ�GH�FDOOH�GXUDQWH�HO�ȑQ�GH�VHPDQDǙ��$JHQFLD�,3, 15 de junio de 
2020, acceso el 27 de octubre de 2020, https://www.ip.gov.py/ip/operativo-invierno-asistio-a-33-menores-de-edad-en-
VLWXDFLRQ�FDOOH�GXUDQWH�HO�ȑQ�GH�VHPDQD��

28 “Adulto durmiendo con niña en zona Terminal: cae uno, pero el drama se multiplica”, Hoy, 5 de marzo de 2020, acceso el 
27 de octubre de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/adulto-durmiendo-con-nina-en-zona-terminal-cae-uno-
pero-el-drama-se-multiplica.

29 “Menor maniatada y abusada: INDI habla de red de explotación de menores”, Hoy, 28 de enero de 2020, acceso el 27 
de octubre de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/adolescente-maniatada-y-abusada-indi-habla-de-red-de-
explotacion-de-menores.
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En un rápido repaso que tiene intenciones meramente enunciativas, se 
destaca el procesamiento –por parte de la Unidad Especializada en la Lu-
����Á¼×Î�� µ��aÎ�×�����V�ÎÒÁ¼�Òń����Ü¼��»Ü±�Î�ÍÜ�į��µ�Ì�Î���Îį� �ëÌµÁ×����
Ò�ëÜ�µ»�¼×����ÒÜ�¯±�����Ăă��ÀÁÒ�ì���Á×Î��¼¯À�į�Ü¼��ÀÁ�»�ìÁÎį��¼�µ��å¯å¯�¼���
familiar30į�Ü�¯������¼�µ���¯Ü�������E¯¼©��+Ü�ñÝĮ��¼�Á×ÎÁ���Áį��Á¼�Î¯��×�Ò�
igualmente preocupantes, se dio el rescate de una niña brasileña de siete 
�ÀÁÒ�ÍÜ�į�Ò�©Ý¼�Ò����¼Ü¼�¯�į���ÎǞ��Ò¯�Á�Ò��Ü�Ò×Î����ÌÁÎ�ÒÜ�Ì��Î���¼�ÒÜ�Ì�ǞÒ�
de origen: esta víctima sufrió un abuso sexual sistemático por parte de su 
progenitor, quien ya tenía antecedentes en este sentido por abusar sexual-
»�¼×�����ÒÜ�Á×Î��¯±�31.

K×ÎÁ���Á�ÍÜ��Î�ÒÁ¼Â��Ò��µ�Á�ÜÎÎ¯�Á��¼�µ��Ýµ×¯»��Ò�»�¼�������Î¯µ��¼�>ÜÍÜ�į�
donde a través del Programa de Atención Integral a Víctimas de Trata y Ex-
plotación Sexual (PAIVTES), el Estado paraguayo –desde el MINNA y con la 
colaboración de otros organismos– intervino en el rescate de un adolescente 
de 17 años, una niña de 13 y un niño de 1032, quienes se encontraban en situa-
ción de vulnerabilidad. Estos fueron contenidos y luego puestos en guarda a 
cargo de miembros de la familia ampliada. 

*¯¼�µ»�¼×�į� ����¼� ��Ò×���Î� �ÁÒ� ¯¼å�Ò×¯©��¯Á¼�Ò� õÒ��µ�Ò� �¼� �µ� �ÀÁ� ăāăā�
que merecerían un seguimiento más detallado, con datos provenientes de 
Á×Î�Ò�¨Ü�¼×�Òį�ÌÜ�Ò�µ��ÌÎ�¼Ò��¼Á�¯ñÁ�Ü¼���Ò�ÎÎÁµµÁ�ÒÜõ�¯�¼×�Į�>��ÌÎ¯»�Î��
tiene un interés particular: en los primeros días del año, en Fernando de 
µ��EÁÎ�į� µ��*¯Ò��µǞ�� ¯¼×�¼×Â�å�Î¯õ��Î�ÍÜ��Ü¼����ÁÌ�¯Â¼�¯µ�©�µ�¼Á�¨Ü�Î���¼�
Î��µ¯����Ü¼���ÒÁ����×Î�õ�Á����Ì�ÎÒÁ¼�Ò33į��Î¯»�¼��ÒÌ��Ǟõ�Á�ÍÜ����Î��×�Î¯-
zaba al Paraguay, al que se tenía como uno de los países donde se facilitaba 
la venta de bebés. La segunda investigación se inició en Ciudad del Este, 
�Á¼����µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á��ÜÒ�������Ü¼��ÌÎÁ���µ��åǞ�×¯»������ëÌµÁ×��¯Â¼�
sexual infantil34: sobre este hecho en particular los datos son muy escasos 
para encuadrarlo.

30 “Imputan a mujer que explotaba sexualmente a su hija menor de edad y a otra niña”, /D�1DFLµQ, 10 de septiembre de 
2020, acceso el 27 de octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/judiciales/2020/09/10/imputan-a-mujer-que-
explotaba-sexualmente-a-su-hija-menor-de-edad-y-a-otra-nina/.

31 “Rescatan a niña que fue secuestrada y abusada por su padre”, $%&�&RORU, 21 de enero de 2020, acceso el 27 de octubre de 
2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/01/22/rescatan-a-nina-que-fue-secuestrada-y-abusada-por-su-padre/.

32 “Menores en situación vulnerable fueron rescatados en Luque”,�/D�1DFLµQ, 23 de abril de 2020, acceso el 27 de octubre de 
2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/04/23/menores-en-situacion-vulnerable-fueron-rescatados-en-luque/.

33 “Fiscalía amplía pesquisa e imputa a mamá adolescente”, /D�1DFLµQ, 3 de enero de 2020, acceso el 27 de octubre de 2020, 
KWWSV���ZZZ�ODQDFLRQ�FRP�S\�MXGLFLDOHV������������ȑVFDOLD�DPSOLD�SHVTXLVD�H�LPSXWD�D�PDPD�DGROHVFHQWH��

34 “Ciudad del Este: Menor sería víctima de explotación sexual”, 3DUDJXD\�FRP, 11 de febrero de 2020, acceso el 27 de 
octubre de 2020, http://paraguay.com/nacionales/cuidad-del-este-menor-seria-victima-de-explotacion-sexual-193632.
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eL DeSpojo inTernaCionaL: La TraTa De nna en eL 
braSiL Con FineS De expLoTaCión LaboraL Y SexUaL 

VÁÎ�Ýµ×¯»Áį��Ò�ÌÎ��¯ÒÁ�Ò�À�µ�Î��µ��Á¼Ò×�¼×����ÒÌÁ±Á����µ��¼¯À�ñ�ì���Áµ�Ò��¼-
cia, inclusive fuera de las fronteras. Durante el año 2020 se reitera el siempre 
¯»ÌÁÎ×�¼×���Ò��¼�Î¯Á����µ��×Î�×��¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ��Á¼�õ¼�Ò�����ëÌµÁ×��¯Â¼�µ��Á-
ral y sexual. La crisis sanitaria y el temor a sus consecuencias económicas lle-
varon a que, en el mes de mayo, fueran “devueltas” al Paraguay unas 22 niñas 
y adolescentes paraguayas de entre 12 y 17 años, quienes eran explotadas en 
diversas ciudades del Brasil –siendo São Paulo el epicentro de este fenóme-
no–. Estas víctimas fueron abandonadas en zonas limítrofes –especialmente 
�¼�*Áñ����v©Ü�ñÝń�Á��¼�µÁÒ��Á¼ÒÜµ��ÁÒį���Ò����Á¼���¨Ü�ÎÁ¼�Î�Ì�×Î¯���Ò35. 

El caso tiene al menos un par de aristas. La primera es la relacionada con la 
permeabilidad de la frontera –lo cual es clara responsabilidad del Estado–, 
ÍÜ��Ì�Î»¯×��ÍÜ��FFž�Ò�µ©�¼���µ�Ì�ǞÒ�Ò¯¼�ÍÜ��ÍÜ����¼¯¼©Ý¼�Î�©¯Ò×ÎÁ���µ�»Á-
vimiento. La segunda tiene que ver con el rol que cumplen los padres, las 
madres y/o tutores de esas niñas y adolescentes que fueron llevadas con la 
intención de ser explotadas laboralmente en fábricas textiles o en el servicio 
doméstico. Pero más allá de estas cuestiones, lo grave es que solo se trata de 
µ��ÌÜ¼×����µ�¯����Î©ĭ�Ò�©Ý¼��µ�Î�µ�×Á����µ�Ò�åǞ�×¯»�Ò�Î�Ò��×���Òį��¼�µÁÒ�Ò¯×¯ÁÒ�
donde eran explotadas siguen estando cientos de víctimas de nacionalidad 
paraguaya en la misma situación.

�µ��Î¯»�¼����µ��×Î�×��¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ����Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Á¼�õ¼�Ò�����ëÌµÁ×��¯Â¼�µ�-
�ÁÎ�µ�ì�Ò�ëÜ�µ��Ò����Ü¼���Á»Ìµ�±¯����©Î�åǞÒ¯»�į�ÌÜ�Ò�µ�Ò�Î���Ò����¯����Ò���
esta actividad tienen conexiones con los poderes económicos, políticos y de 
seguridad de los países de origen y los países de destino que les permiten una 
total impunidad. Como es sabido, Paraguay tradicionalmente es considera-
do uno de los muchos países latinoamericanos que proveen mano de obra 
esclava al sistema que alimentan las redes de trata, debido a varios factores, 
�¼×Î��µÁÒ��Ü�µ�Ò���Ò×���¼�ÒÜ��Á»ÌÁÒ¯�¯Â¼���»Á©Î�õ���ń�Á¼�Ǟ¼�¯��Ò�»Üì��µ-
×ÁÒ����ÌÁ�µ��¯Â¼� ±Áå�¼ńį� µ��ÌÎÁ¨Ü¼����Î����ÌÎÁåÁ�����ÌÁÎ� µ����Ò¯©Ü�µ����
ì� µ�Ò��Ò��Ò�Ò�ÁÌÁÎ×Ü¼¯����Ò�����»�¼�¯Ì��¯Â¼���� µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�±Âå�¼�Òį�ÍÜ��
�¨��×���¼�Ì�Î×¯�Üµ�Î���µ�Ò�»Ü±�Î�ÒĮ�

La noticia de la recuperación de las 22 niñas y adolescentes debe servir para 
recordar una observación que ya se le hiciera al Estado paraguayo por parte 
del Comité de la CEDAW acerca de este fenómeno, que no pierde vigencia y 
al parecer está en pleno desarrollo. Puntualmente, dicho Comité recomienda 
Ŋ���µ�Î�Î�µ���ÌÎÁ���¯Â¼���µ�ÌÎÁì��×Á����µ�ì�ÍÜ��×¯Ì¯õ����Á»Á���µ¯×Á�µ��ÌÎ��×¯-
������×Î���±Á�¯¼¨�¼×¯µ��Á»�Ò×¯�Á�ì��Ò�©ÜÎ�Î�µ��¯»Ìµ�»�¼×��¯Â¼��¨��×¯å�����µ��

35 “Unas 22 niñas paraguayas víctimas de trata en Brasil fueron abandonadas en la frontera”, �OWLPD�+RUD, 7 de mayo de 
2020, acceso el 27 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/unas-22-ninas-paraguayas-victimas-trata-brasil-
fueron-abandonadas-la-frontera-n2884090.html.
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�Ò×Î�×�©¯��F��¯Á¼�µ�Ì�Î��µ��VÎ�å�¼�¯Â¼�ì��ÎÎ��¯���¯Â¼���µ�aÎ���±Á�2¼¨�¼×¯µ�
ì�Ì�Î��µ��VÎÁ×���¯Â¼����ž�Áµ�Ò��¼×�Ò�aÎ���±��ÁÎ�Ò�ŁăāĂĊŅăāăął��¼��µ�Ò�©Ü¯-
miento y erradicación de esta práctica”.

Un nudo problemático para tener en cuenta es que estos crímenes que aten-
tan contra los derechos de las nuevas generaciones son perpetrados, en bue-
¼��Ì�Î×�į�ÌÁÎ�ÌÁ��ÎÁÒ�Ò��� ¯¼øµÜì�¼×�Ò�»�õ�Ò� ×Î�¼Ò¨ÎÁ¼×�Î¯ñ�Ò����¯����Ò���
varios negocios criminales simultáneos. Frente a estos, el Sistema Nacional 
de Protección y Promoción de Derechos de la Niñez y la Adolescencia (SN-
VV2ł�ì��µ��Á¼Ò�±Á�F��¯Á¼�µ����F¯À�ñ�ì�ž�Áµ�Ò��¼�¯����µ�V�Î�©Ü�ì�¼Á�µÁ©Î�¼�
contar con dispositivos de prevención, apelando a la responsabilidad y el 
compromiso de los organismos que operan en las fronteras, y recurriendo 
al respaldo institucional de las autoridades departamentales y municipales 
que deben involucrarse fuertemente. 

Como se describe en este informe de 2020, los mecanismos de detección de 
×Î�×�����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÒÁ¼�ÌÎ���Î¯ÁÒ�ì��µ×�»�¼×����õ�¯�¼×�ÒĮ��¯�Î×�»�¼×�į��¼�µÁÒ�
vastos territorios transfronterizos, la institucionalidad vinculada a la ni-
À�ñ�ì���Áµ�Ò��¼�¯��ì���µ��Ò�©ÜÎ¯����ÌÝ�µ¯�����Î���į�ÌÁÎ�Ü¼�µ��Áį����Ò¯Ò×�»�Ò�
efectivos de alerta de situaciones de trata de personas, cruces de frontera de 
NNA y personas adultas para ser explotadas; y, por el otro, de articulación de 
���¯Á¼�Ò�Ì�Î��Ü¼���ÁÎ��±������Ü��Á�ÍÜ��©�Î�¼×¯���µ��ÌÎÁ×���¯Â¼���FFž����µ��
ESNNA y la trata de personas, especialmente perseguir y procesar a las redes 
de explotación (que pueden ser de tres o más personas).

Además, al parecer de un estudio reciente de CDIA, otro nudo problemático 
�Ò��µ�å¯¼�Üµ��Á��µ�Ò¯Ò×�»�����±ÜÒ×¯�¯����µ�V�Î�©Ü�ìį�ÌÁ�Á�Ò�¼Ò¯�¯µ¯ñ��Á��Á¼�µ��
ESNNA y la trata de personas. Esto se percibe en signos tales como las pe-
nas mínimas a los abusadores, proxenetas y perpetradores; las dudas sobre 
la ecuanimidad de los magistrados que ceden ante las presiones de perso-
¼�±�ÒŅÌ�ÎÌ�×Î��ÁÎ�Ò�ÍÜ��×¯�¼�¼�ÌÁ��Îį��Ü×ÁÎ¯ñ��¯Á¼�Ò���¼�õ�¯ÁÒ�Ò�Ì�Î��µÁÒ�
autores de crímenes sexuales, expresiones despectivas de los acusados hacia 
µ�Ò�åǞ�×¯»�Ò��¼�Ìµ�¼Á��¼±Ü¯�¯�»¯�¼×Áį�¯¼��¨�¼Ò¯Â¼����µ�Ò�åǞ�×¯»�Ò�ì�»��Î�Ò�
ÌÎÁ×��×ÁÎ�Ò��ÜÎ�¼×��µÁÒ�ÌÎÁ��ÒÁÒ�±Ü�¯�¯�µ�Òį��ÜÎÁ�Î�×¯ñ��¯Â¼��¼�×�Î»¯¼ÁÒ����
�µ�Î©�»¯�¼×ÁÒ��Î×¯õ�¯ÁÒÁÒ���� µÁÒ�ÌÎÁ��ÒÁÒ� ±Ü�¯�¯�µ�Ò��Ò×��ÌÎ�Ò�Î¯Ì�¯Â¼����
causas, liberando de culpa a los acusados, entre otros. Todo esto, en desme-
dro de los derechos de las víctimas.

ž��µµÁ�Ò���©Î�©�¼į�Ò�©Ý¼�µ����2žį��µ���Ò�¼×�¼�¯»¯�¼×Á���µ��Ò×��Á�Łå¯Ò×Á��Ò-
pecialmente en la desprotección de las personas explotadas) y la revictimiza-
ción de los NNA y de las madres denunciantes36.

36 Situación del derecho a la protección contra el abuso y la explotación sexual infantil y adolescente, según relatos de la 
prensa escrita (CDIA Observa, marzo de 2020).
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COnClUsiOnEs

\Á¼�å�Î¯�Ò�µ�Ò�¨Ü�Îñ�Ò�ÍÜ��Ò���Á¼±Ü©�¼�ì���Ò�»�Á��¼��¼�µÁÒ���ÒÁÒ�Ìµ�¼×��-
dos. La brutal explotación laboral y sexual de NNA indígenas y no indígenas 
crece porque se dan varios fundamentos, o “porqués”, al decir de Rosa Cobo 
(2019)37, quien plantea que existen circuitos semiinstitucionalizados, econo-
mías depredadoras y un clima ideológico favorable que lo permiten.

Asimismo, las condiciones macroeconómicas regionales presentan grandes 
��ÎÎ�Î�Ò��¼�©�¼�Î�µį�Ì�ÎÁ��¼�Ì�Î×¯�Üµ�Î���µ�Ò�±Üå�¼×Ü��Òį�ÍÜ��å�¼��¯õ�Üµ×��Á�
el acceso a una distribución más equitativa de la riqueza, a la tierra, a opcio-
nes laborales y a toda la serie de derechos que hacen a la construcción de un 
ÌÎÁì��×Á����å¯����¯�Î×Á�ì�å¯��µ�Į��¼�µÁÒ�Ò�©»�¼×ÁÒ�ÒÁ�¯ÁŅ��»Á©Î�õ��»�¼×��
»�Ò�±Âå�¼�Òį�µÁÒ�FFž�ÒÁ¼�µÁÒ�»�Ò��ëÌÜ�Ò×ÁÒ���µ�Ò�Ì�ÁÎ�Ò��Á¼Ò��Ü�¼�¯�Ò����µ��
exclusión, y por ello aparecen como víctimas mayoritarias de la explotación 
sexual y laboral, siendo las niñas y las adolescentes las más afectadas. 

Las distintas violaciones asociadas a las condiciones estructurales de las co-
munidades y familias (pobreza, desigualdad) generan vulneraciones y dete-
Î¯ÁÎÁ���µ�×�±¯�Á�ÒÁ�¯�µ�ì����µÁÒ��¼×ÁÎ¼ÁÒ�Î�µ��¯Á¼��ÁÒ��Á¼�FFžį�»�Î��¼�Á��µ�
curso de las biografías familiares y las afectaciones simbólicas de los NNA. 
Por otra parte, como se vio, existen diversas situaciones contextuales en las 
ÍÜ��µÁÒ�FFž�ÒÁ¼��ëÌµÁ×��ÁÒ�Ò�ëÜ�µ»�¼×��ì���ÒÌÁ±��ÁÒ����ÒÜÒ���Î��ÁÒ��¼�
V�Î�©Ü�ìį�ÌÎÁ��ÒÁÒ��¯õ�Üµ×ÁÒÁÒ��¼�µÁÒ�ÍÜ�į����»�Ò����µÁÒ��ÒÌ��×ÁÒ�»�×�Î¯�-
les, opera todo un sistema de relaciones inequitativas de género, donde se 
��ÒÌµ¯�©�¼�µ�Ò�»�Ò�Üµ¯¼¯����Ò��ëÌµÁ×��ÁÎ�Ò�ÍÜ��»�¼ÁÒÌÎ��¯�¼���µ�Ò�»Ü±�-
res, infancias y adolescencias.

El escenario pospandemia será un contexto inigualable para la que las re-
��Ò�»�õÁÒ�Ò�ì�����ëÌµÁ×��¯Â¼��»ÌµǞ�¼�ÒÜ�ÌÁ��Î����¯¼øµÜ�¼�¯��Ì�Î���×Î��Î�ì�
captar víctimas, dada la alta situación de vulnerabilidad en la que se encuen-
tran ante la desocupación y precariedad laboral de las familias, con NNA y 
»Ü±�Î�Ò�»�Ò� åÜµ¼�Î��¯µ¯ñ���Ò� �¼� ÒÜÒ� ��Î��ÁÒį� �¼×Î�� Á×Î�Ò� �Á¼Ò��Ü�¼�¯�Ò�
previsibles.

37 Rosa Cobo, /D�SURVWLWXFLµQ�HQ�HO�FRUD]µQ�GHO�FDSLWDOLVPR (Madrid: Catarata, 2019).
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rECOMEnDaCiOnEs

Considerando las situaciones constatadas y para neutralizar el probable 
nuevo impulso de la trata y la ESNNA, cabe enfatizar las siguientes reco-
mendaciones.

 – Instalar la convicción política que se requiere para incorporar la trata de 
FFž�¯¼�Ǟ©�¼�Ò��¼�µ���©�¼���ÌÝ�µ¯��į�µÁ��Ü�µ�¯»Ìµ¯���Ü¼�¯¼�Î�»�¼×Á����µ�Ò�
capacidades del Estado y las OSC en este ámbito, articulando la dimen-
sión teórica y práctica para desarrollar las condiciones programáticas 
pertinentes.

 Ǻ Articular y combinar el enfoque de derechos con el de interculturalidad y 
el de interseccionalidad para que toda estrategia emprendida pueda in-
×�Îå�¼¯Î�»�Ò�����Ü����ì��õ��ñ»�¼×��ÒÁ�Î��ÌÎÁ��ÒÁÒ�����¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼�ì�
opresión, lo que implica poner el acento sobre las construcciones sociales 
y, claro, en la condición de vulnerabilidad de NNA de comunidades indí-
genas y NNA en situación de migración forzada. 

 Ǻ Desarrollar y fortalecer estructuras de capacitación de todo el sistema de 
funcionarios y técnicos que se encarga de la concreción de las políticas 
ÌÝ�µ¯��Ò�ÁÎ¯�¼×���Ò���µ��¯¼×�©Î��¯Â¼����µÁÒ�ÌÜ��µÁÒ�ÁÎ¯©¯¼�Î¯ÁÒ�ì��µ�×Î���±Á�
�ÒÌ��Ǟõ�Á��Á¼�FFž�¯¼�Ǟ©�¼�ÒĮ

 Ǻ Adecuar y fortalecer los modelos de atención de NNA en situación de ca-
lle, en comunidades indígenas, campesinas y periurbanas (asentamientos 
urbanos).

 Ǻ Atender con urgencia a NNA que particularmente se encuentran en situa-
�¯Â¼����×Î�×�����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�Á��\FFžį�Ò¯�¼�Á�Ü¼��±����¼×Î�µ� µ��Î�Ò×¯×Ü�¯Â¼�
de derechos, considerando la integralidad de las víctimas, que requieren 
asistencia psicológica, económica, sanitaria, a largo plazo, en el marco de 
µ���Á¼õ©ÜÎ��¯Â¼����ÌÎÁì��×ÁÒ����å¯����»�¼�¯Ì��ÁÎ�ÒĮ

 Ǻ Promover mecanismos de detección temprana de potenciales víctimas de 
trata de personas y ESNNA, con énfasis en la protección integral.

 Ǻ Fortalecer los sistemas de vigilancia fronteriza y todos los demás meca-
nismos que puedan servir para la detección y prevención de la trata inter-
¼��¯Á¼�µį��Á¼��ÒÌ��¯�µ��¼¨�Ò¯Ò��¼��µ�×Î�õ�Á����FFžĮ�>���Î×¯�Üµ��¯Â¼�ÌÎ��¯Ò��
y en tiempo real entre las instituciones encargadas del control del movi-
miento de personas entre países limítrofes –desde aquellas que emiten 
las documentaciones que acreditan identidad hasta las agencias que se 
�¼��Î©�¼����õÒ��µ¯ñ�Î��µ� øµÜ±Á�»¯©Î�×ÁÎ¯Áį�Ì�Ò�¼�Á�ÌÁÎ� µÁÒ��Á¼ÒÜµ��ÁÒ�ì�
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×Á��Ò�µ�Ò�ÍÜ������µ©Ý¼�»Á�Á�Ò��å¯¼�Üµ�¼��Á¼�µ��Ò�µ¯�����µ�Ì�ǞÒ�ì�µ��Ì�Î»�-
nencia en otros países– es un requisito fundamental para la atención de 
esta problemática. 

 Ǻ �Ò×��µ���Î�¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�Ò¯Ò×�»�×¯��į���×Ü�µ¯ñ����ì��Á¼õ��µ��ÒÁ�Î��µ�Ò���-
¼Ü¼�¯�Òį� µÁÒ�ÌÎÁ��ÒÁÒį� µ�Ò��Á¼��¼�Ò�Î��µ¯ñ���Òį� µ�Ò���ÜÒ�Ò� ±Ü�¯�¯�µ�Ò�ì��µ�
desmantelamiento de infraestructuras. Además, deben incluirse datos re-
µ�×¯åÁÒ���×¯ÌÁÒ�ì�»Á��µ¯����Ò����µÁÒ��ÎǞ»�¼�Òį�åǞ�×¯»�Ò�Î�Ò��×���Òį�Ì�Îõµ�Ò�
de las víctimas y victimarios, métodos de reclutamiento, rutas utilizadas, 
escenarios, comunidades, distritos, departamentos de mayor incidencia, 
entre otros datos estratégicos. La producción y difusión de conocimientos 
pertinentes y situados, e información apropiada y desagregada, permite 
Ò�¼Ò¯�¯µ¯ñ�Î��µ��Ò×��Á�ì���µ��ÁÌ¯¼¯Â¼�ÌÝ�µ¯���Ì�Î���Ü»�¼×�Î�µ���Á¼�¯�¼�¯�į�
en particular de los propios pueblos indígenas, sobre sus oportunidades/
riesgos, prioridades, modos de actuación y agenda. 

 Ǻ Promover procesos de construcción de conocimiento en el campo de la 
trata de personas y ESNNA que se desarrollen en contextos colaborativos 
(alianza de actores sociales, técnicos y políticos), que alimenten articula-
�¯Á¼�Ò��� ¯¼�¯��¼�¯���¼��ÒÌ��¯ÁÒ��Á¼����Á¼øµÜì�¼���×ÁÎ�Ò��Á¼���Ì��¯����
de decisión.



derecho a la seguridad ciudadana

eL año en qUe LaS 
poLíTiCaS De SegUriDaD 

CiUDaDana También 
FUeron a CUarenTena

�êÚ�Äæ��½���Ã�Ú¤�Ä�¬��Þ�Ä¬æ�Ú¬�ɇ� ½��×Ë½®æ¬������Þ�¤êÚ¬����£ê��êÄ���ÞæÚ�-
tegia clave para lograr, por parte de la población, el acatamiento de las 
Ã��¬��Þ�����ËÄĈÄ�Ã¬�ÄæË����Ú�æ���ÞɌ�=���Ã×½¬��¬ÌÄ���½���Ú��©Ë�×�Ä�½�
y del rol de las agencias de criminalización secundaria a nuevas tareas e 
hipótesis de seguridad interna, dejaron un preocupante legado de forta-
lecimiento de la militarización de la seguridad y de pérdida de libertades 

públicas. 

paLabraS CLaveS: orden público, criminalidad, población civil, delitos 
contra la libertad, militarización.

ximena López jiménez y Sonia von Lepel acosta 
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balanCE DE lOs 25 añOs 

ž�Ì�Ò�Î�������Î�Ò¯�Á��Î������¼�ĂĉąĄį�µ��¯¼Ò×¯×Ü�¯Â¼�ÌÁµ¯�¯�µ�Ò��±�Î�ÎÍÜ¯ñ����
independiza de la tutela militar recién en la Constitución de 1992. Duran-
×��µ���¯�×��ÜÎ�į�µ��VÁµ¯�Ǟ����Ì�¼�¯Â�¯Ò×ÂÎ¯��»�¼×�����±�¨�×ÜÎ�Ò�»¯µ¯×�Î�Òį�Ò��
encontraba fuertemente militarizada y abocada de forma prioritaria a la re-
presión política. Tampoco era una institución con una carrera establecida y 
Ü¼�»�¼�Á�Ý¼¯�ÁĮ�ž�¼¯å�µ���Ì�Î×�»�¼×�µį��µ���µ�©��Á����©Á�¯�Î¼Á�̈ Ü��µ��»�ë¯-
»���Ü×ÁÎ¯���į�¼Á»�Î��Á�ÌÁÎ��µ�ÌÎ�Ò¯��¼×�����µ��X�ÌÝ�µ¯��į��Á¼�µ��¨��Üµ×���
de crear alcaldías y nombrar directamente a personas sin formación como 
agentes de policía en los distintos municipios.

Con este rol constitucional, se adecua la normativa orgánica (Ley N.º 
ăăăĺĂĊĊĄł� ��� µ�� ¯¼Ò×¯×Ü�¯Â¼į� Ò�� õ±�¼� ÒÜ� ÁÎ©�¼¯ñ��¯Â¼į� Ü¼� �Ò��µ�¨Â¼� ÌÁµ¯�¯�µ�
ÌÎÁ¨�Ò¯Á¼�µį�¨Ü¼�¯Á¼�Òį��×Î¯�Ü�¯Á¼�Ò�ì�õ¼�Ò���×Ü�µ�ÒĮ��¼�ĂĊĊĊį��Á¼�µ���¼×Î����
en vigencia del Código Procesal Penal, se atribuyen a la Policía sus funciones 
�¼�»�×�Î¯�����¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼��Î¯»¯¼�µį���±Á��¯Î���¯Â¼���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á���µ�2¼×�-
Î¯ÁÎ�ì��Á¼×ÎÁµ�±ÜÎ¯Ò�¯��¯Á¼�µĮ

>Ü�©Á����ĂąĊ��ÀÁÒ����ÒÜ�¯¼Ò×¯×Ü�¯Â¼į�¯¼©Î�Ò�¼�µ�Ò�ÌÎ¯»�Î�Ò�»Ü±�Î�ÒĮ�ž�µ��¨�-
��į�ąĮĄĆĊ�»Ü±�Î�Ò�Ò���¼�Ü�¼×Î�¼��¼�µ����ÎÎ�Î��ÌÁµ¯�¯�µį��¼�µÁÒ��¯¨�Î�¼×�Ò�©Î�-
�ÁÒ����Áõ�¯�µ�Ò�ì�ÒÜ�Áõ�¯�µ�Òį��ÒǞ��Á»Á�¨Ü¼�¯Á¼�Î¯�Ò1.

Haciendo un análisis comparativo de los informes publicados a lo largo de 
estos 25 años, encontramos que las preocupaciones manifestadas en ellos 
alrededor de las políticas de seguridad giraron principalmente en torno a la 
prisionización, la brutalidad policial y la militarización, en especial la crea-
�¯Â¼�ì��µ�¨ÁÎ×�µ��¯»¯�¼×Á����µ��*Ü�Îñ�����a�Î����Á¼±Ü¼×��Ł*a�łį��Á»Á�ÌÎ¯¼�¯-
pales respuestas del Estado frente a la inseguridad.

Prisionización. Aunque la Constitución, los tratados internacionales y el Có-
�¯©Á�VÎÁ��Ò�µ�V�¼�µ���õ¼�¼��µ���Î��×�Î��ë��Ì�¯Á¼�µ����µ��ÌÎ¯Ò¯Â¼�ÌÎ�å�¼×¯å�į�
reformas legislativas (principalmente las Leyes N.º 2493/2004 y N.° 4431/2011, 
ambas ya derogadas en 2019) invirtieron dicho principio, en el sentido de 
Î�Ò×Î¯¼©¯Î�µ��¨��Üµ×������µÁÒ�±Üñ©��ÁÒ�Ì�¼�µ�Ò����©�Î�¼×Ǟ��Ì�Î��»��¯��Ò��µ×�Î-
¼�×¯å�Ò���µ��ÌÎ¯Ò¯Â¼��¼��ÍÜ�µµÁÒ���ÁÒ�ÌÜ¼¯�µ�Ò���µ¯õ���ÁÒ��Á»Á��ÎǞ»�¼�Ò�ì�
otras circunstancias. Estas disposiciones regresivas marcaron un acelerado 
aumento de la población penitenciaria, que pasó de 7.161 a 15.475 personas 
privadas de libertad entre 2011-20192Į��Ò×��ÌÁµǞ×¯���¼Á�Ò��×Î��Ü±Á��¼�µ���¯Ò»¯-

1 “La Policía Nacional y la Igualdad”, Ministerio de la Mujer, acceso el 20 de octubre de 2020, http://www.mujer.gov.py/
index.php/noticias/la-policia-nacional-y-la-igualdad-1. De todos modos, los requisitos de admisión vigentes impiden 
que las mujeres casadas con o sin hijos, solteras o divorciadas con hijos puedan postularse. Estos obstáculos de carácter 
LQFRQVWLWXFLRQDO�SHUPLWHQ�DȑUPDU�TXH�OD�LJXDOGDG�QR�HV�XQD�UHDOLGDG�SDUD�ODV�PXMHUHV�HQ�OD�3ROLF¯D�1DFLRQDO�

2 “Personas privadas de libertad en Paraguay - Septiembre de 2020”, 0HFDQLVPR�1DFLRQDO�GH�3UHYHQFLµQ�GH�OD�7RUWXUD, 6 de 
octubre de 2020, http://www.mnp.gov.py/index.php/investigacion-social/2015-08-23-04-10-39/func-startdown/415/.
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nución de índices de criminalidad, más bien favoreció el empeoramiento de 
las condiciones inhumanas de privación de libertad3.

Brutalidad e impunidad policiales. Las prácticas policiales siguen registran-
do situaciones de abusos, como las privaciones ilegítimas de libertad, las tor-
turas físicas y psíquicas, las aprehensiones ilegales por “portación de rostro”4 
o los pedidos de coimas para liberar a las personas. En el anterior sistema 
Ì�¼�µ�¯¼ÍÜ¯Ò¯×¯åÁį�ÍÜ���Ò×ÜåÁ�å¯©�¼×���Ò×��ĂĊĊĊį�µÁÒ�±Üñ©��ÁÒ�ÌÎÁ��Ò���¼�ì�
�Á¼��¼���¼���Ì�ÎÒÁ¼�Ò��¼���Ò����Ì�Î×�Ò�ÌÁµ¯�¯�µ�Ò�ÍÜ����±���¼��¼��å¯��¼�¯��
irregularidades, hechos de tortura o privación ilegítima de libertad, no ins-
truyéndose sumarios de investigación ante estas situaciones ni sancionan-
do a sus responsables5. Las mismas prácticas han continuado con el nuevo 
proceso penal garantista, no existiendo una verdadera garantía de control 
±ÜÎ¯Ò�¯��¯Á¼�µ���� µ����×Ü��¯Â¼�ÌÁµ¯�¯�µĮ�>��VÁµ¯�Ǟ��F��¯Á¼�µ�Ò¯©Ü��Ò¯¼��Á¼×�Î�
con mecanismos internos efectivos para investigar y sancionar a agentes 
que cometen violaciones de derechos humanos.

Militarización. Un hito regresivo en materia de políticas de seguridad ha sido 
µ��»Á�¯õ���¯Â¼����µ��>�ì������¨�¼Ò��F��¯Á¼�µ�ì�\�©ÜÎ¯����2¼×�Î¼���¼�ăāĂĄ�
(Ley N.º 5036/2013) que permite el empleo operacional de elementos de com-
bate de las fuerzas militares en tareas de seguridad interna, en los siguientes 
casos: i) situaciones de extrema gravedad en que el sistema de seguridad 
¯¼×�Î¼��ÌÎ�Ò�Î¯Ì×Á��¼��Ò×��µ�ì�Î�ÒÜµ×��»�¼¯õ�Ò×�»�¼×��¯¼ÒÜõ�¯�¼×�Ĺ�¯¯ł���ÒÁÒ�
��µ¯õ���ÁÒ��Á»Á�×�ÎÎÁÎ¯Ò»ÁĹ�ì�¯¯¯ł��»�¼�ñ�Ò�Á����¯Á¼�Ò�å¯Áµ�¼×�Ò��Á¼×Î��µ�Ò�
�Ü×ÁÎ¯����Ò�µ�©Ǟ×¯»�»�¼×���Á¼Ò×¯×Ü¯��Ò�ÍÜ��̄ »Ì¯��¼��µ�µ¯�Î���±�Î�¯�¯Á����ÒÜÒ�
funciones constitucionales y legales. Esta ley, en combinación con la de te-
ÎÎÁÎ¯Ò»Á�Ł>�ì�FĮû�ąāăąĺăāĂāłį��Ìµ¯�������µ����×Ü��¯Â¼���µ��±�Î�¯×Á���µ�VÜ��µÁ�
Paraguayo (EPP), habilitó la militarización permanente de la zona Norte del 
país (departamentos de San Pedro, Concepción y Amambay), a través de la 
*Ü�Îñ�����a�Î����Á¼±Ü¼×��Ł*a�łĮ���Ò���ÒÜ��Î���¯Â¼��¼��µ��ÀÁ�ăāĂĄį�µ��*a����
aumentado su presupuesto conforme se puede apreciar en el cuadro 1.

3 Véase más información al respecto en el artículo sobre derecho al trato humano a las personas privadas de libertad, en 
este informe.

4 Nota del Equipo Editor: “portación de rostro” es el nombre coloquial con el que se denomina a la práctica de utilizar 
el fenotipo de las personas o su condición socioeconómica como la base preferente de sospecha en las tareas de 
prevención policial.

5 Carlos Abadíe Pankow, “Detenciones ilegales y arbitrarias”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida 
HW�DO�, 1996), 85-94.
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Cuadro 1. Porcentaje del aumento del presupuesto de la FTC

año monto asignado 
porcentaJe 
de aumento 

2013 6.784.180.126

2014 21.723.327.627 + 320%

2015 62.723.727.805 + 288%

2016 41.003.069.073 - 65% 

2017 41.003.069.073 =

2018 70.000.000.000 +170%

2019 70.000.000.000 =

2020 67.641.000.000 - 3,5%

Fuente: Elaboración propia, basada en datos del informe de 20196 y el dato de 2020, según la prensa7.

Se ha señalado reiteradamente en los informes de los años 2014 al 2019 que 
µ�Ò�¯¼å�Ò×¯©��¯Á¼�Ò�Ì�¼�µ�Ò�ÌÁÎ���ÁÒ������×�¼�¯Á¼�Ò�¯µ�©�µ�Òį�×ÁÎ×ÜÎ�Òį��±�-
cuciones cometidos por miembros de la FTC no han avanzado en la Fiscalía 
de Derechos Humanos y, hasta el momento, ninguna persona responsable 
de tales abusos ha sido condenada8. 

Desde la creación de la FTC, se han presentado varias iniciativas legislativas 
–algunas rechazadas y otras paralizadas– para derogar la Ley N.º 5036/2013, 
pero no hay avances ni voluntad legislativa para hacer efectiva la deroga-
ción9. Al contrario, se sigue fortaleciendo a nivel presupuestario, lo que evi-
dencia que la voluntad política del Estado es mantener la militarización de 
la seguridad interna.

Varios órganos de las Naciones Unidas, como el Comité de Derechos Hu-
»�¼ÁÒ�ì��µ��Á»¯×���Á¼×Î��µ��aÁÎ×ÜÎ�į��¼�¯¼Ò×��Á�µ��»Á�¯õ���¯Â¼���µ�»�Î�Á�
¼ÁÎ»�×¯åÁ�����Î���¯Â¼����µ��*a�į��Á¼��µ�õ¼����Î�Ò×Î¯¼©¯Î�µ�Ò�µ��ÁÎ�Ò�����Á¼-
trol de la seguridad interna a la Policía10.

6 Sonia Von Lepel Acosta, “Uniforme nuevo, viejas políticas de seguridad. El orden sobre el derecho de la ciudadanía”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 343-352.

�� ǘ)XHU]DV�GH�VHJXULGDG�GHȑHQGHQ�VXV�JDVWRV�HQ�PHGLR�GH�FU¯WLFDVǙ���OWLPD�+RUD, 11 de septiembre de 2020, acceso el 20 de 
RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�XOWLPDKRUD�FRP�IXHU]DV�VHJXULGDG�GHȑHQGHQ�VXV�JDVWRV�PHGLR�FULWLFDV�Q��������KWPO�

8 Sonia Von Lepel, “La investigación y sanción de los responsables de actos de tortura para el Estado sigue siendo materia 
pendiente”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2017), 499-510.

9 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, http://silpy.congreso.gov.py/
expediente/104601; “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, http://silpy.congreso.gov.
py/expediente/104567.

10 Comité de Derechos Humanos, 2EVHUYDFLRQHV�ȍQDOHV�VREUH�HO�FXDUWR�LQIRUPH�SHULµGLFR�GHO�3DUDJXD\ (Doc. ONU CCPR/C/PRY/
CO/4, 20 de agosto de 2019), párrs. 22-23. Comité contra la Tortura, 2EVHUYDFLRQHV�ȍQDOHV�VREUH�HO�V«SWLPR�LQIRUPH�SHULµGLFR�
GHO�3DUDJXD\ (Doc. ONU CAT/C/PRY/CO/7, 5 de septiembre de 2017), párrs. 18-19.
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En síntesis, el balance de estos 25 años indica que no estuvo en la agenda es-
tatal como prioridad tender hacia una gestión democrática de la seguridad 
ciudadana. Más bien, las reformas legales, las prácticas policiales y militares, 
y los discursos de autoridades políticas evidencian que hay el respaldo a una 
línea de seguridad que apuesta a la militarización y a la impunidad de los 
abusos y las violaciones de derechos humanos cometidos por las fuerzas de 
seguridad.

sitUaCiÓn DEl DErECHO

meDiDaS De proTeCCión Se voLvieron 
exCUSaS De aCTUaCioneS arbiTrariaS 

El 23 de enero de 2020, la Dirección General de Vigilancia de la Salud del Mi-
¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ�ŁE\Vì�\ł��»¯×¯Â�µ��žµ�Î×���Ì¯��-
miológica N.º 01/2020 sobre el brote del nuevo coronavirus11. Poco después, 
�µ�Ċ����»�ÎñÁį��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�ÁÎ��¼Â�µ��¯»Ìµ�»�¼×��¯Â¼�������¯Á¼�Ò�ÌÎ�-
ventivas ante el riesgo de expansión del coronavirus en el territorio nacional, 
conforme al Plan Nacional de Respuesta a Virus Respiratorios 2020 (Decreto 
N.º 3442 del 9 de marzo de 2020). El 16 de marzo, basándose en disposiciones 
de la Ley N.º 836/1980 Código Sanitario (artículos 13, 25, 32 y 298) que le per-
»¯×�¼���µ���Ü×ÁÎ¯����Ò�¼¯×�Î¯����ÁÌ×�Î�»��¯��Ò�����»�Î©�¼�¯�į��µ�VÁ��Î��±�-
cutivo declaró Estado de Emergencia Sanitaria en todo el territorio nacional 
y se dispuso el aislamiento preventivo general por razones sanitarias de toda 
la población (Decreto N.º 3456 del 16 de marzo de 2020).

Las medidas de cuarentena sanitaria conllevaron desde la limitación de acti-
vidades diversas (suspensión de clases, las actividades que implicaban aglo-
»�Î��¯Â¼����Ì�ÎÒÁ¼�Òį�µÁÒ��å�¼×ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�ì�ÌÎ¯å��ÁÒł��Ò×��µ��ÌÎÁ¯�¯�¯Â¼�
de circulación de las personas dentro del territorio nacional o la restricción 
del derecho de retornar al territorio por parte de connacionales residentes 
�¼��µ��ë×Î�¼±�ÎÁĮ�V�Î���Ò�©ÜÎ�Î��µ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á����µ�Ò�ÌÎÁ¯�¯�¯Á¼�Òį�Ò����-
tivaron todas las instituciones del sistema penal del Estado para procesar y 
sancionar penalmente a las personas que violaron las medidas adoptadas 
en el marco de la declaración de emergencia. Estas fueron renovándose de 
forma sucesiva y se mantuvieron de manera estricta hasta inicios de mayo, 
»Á»�¼×Á��¼�ÍÜ���Á»�¼ñÂ�Ü¼��©Î��Ü�µ�øµ�ë¯�¯µ¯ñ��¯Â¼Į

La disposición de aislamiento sanitario fue impuesta con la utilización de 
forma intensiva de todas las agencias de seguridad del Estado y tuvieron un 
plan correlativo que vinculó la política de seguridad al cumplimiento estricto 
de las mismas. La Policía Nacional, por Resolución N.º 316 del 16 de marzo de 

11 Alerta Epidemiológica N.º 1/2020, Nuevo coronavirus (2019-nCoV), '*96�063\%6��KWWS���YLJLVDOXG�JRY�S\�ȑOHV�VOLGHU�
BOLETIN_Nuevo%20coronavirus.pdf.
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2020, estableció su plan de contingencia a nivel nacional por plazo ilimitado, 
�Á¼��µ�õ¼�����å¯×�Î�µ���µ×�Î��¯Â¼���µ�ÁÎ��¼�ÌÝ�µ¯�Á��¼×��ÌÁÒ¯�µ��¯ÌÂ×�Ò¯Ò����
psicosis general de la sociedad, estado de pánico de personas internadas y 
�µ×�Î��¯Â¼���µ�ÁÎ��¼�ÌÝ�µ¯�Á��ÜÎ�¼×���µ�Ì�Î¯Á�Á����¯¼×�Îå�¼�¯Â¼���ÜÒ��Á�ÌÁÎ�
familiares12.

ž»¼¯Ò×Ǟ��2¼×�Î¼��¯Á¼�µį��¼���Ò����¯¼¨ÁÎ»�Ò�Áõ�¯�µ�Ò����µ��VÎ�Ò¯��¼�¯�����µ��
X�ÌÝ�µ¯��į�Ò�À�µÂ�ÍÜ��Ŋ�¼×Î��»�ÎñÁ�ì� ±Ü¼¯Áį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á���µ�2¼×�Î¯ÁÎ���Ò-
plegó a 24.000 agentes de policía y al menos a 3.000 efectivos militares para, 
�¼×Î��Á×Î�Ò��ÁÒ�Òį����Î��Ü»Ìµ¯Î��µ��Á¼õ¼�»¯�¼×Á�ì�Ì�×ÎÜµµ�Î� µ�Ò�¨ÎÁ¼×�Î�Ò�
[...]”13.

De esta manera, se priorizaron modelos coercitivos para mantener la acep-
×��¯Â¼����µ�Ò�»��¯��Ò�����Á¼õ¼�»¯�¼×Áį��¼×�Ò�ÍÜ��Ü¼��¼¨ÁÍÜ����Ò��Á��¼��µ�
consentimiento con información. Así, el cumplimiento de la cuarentena se 
metió en la economía política del castigo y fue administrada por las agencias 
de criminalización.

En diversos casos, agentes de policía desplegados en estos operativos in-
terpretaron sus facultades como una autorización para extralimitarse. Las 
medidas que estaban destinadas a la protección se volvieron excusa para la 
represión y el abuso. Se registraron diversas denuncias de personas que fue-
ron arbitrariamente detenidas por barreras policiales en ocasión de salir a 
buscar atención hospitalaria o alimentos. Muchas de estas situaciones inclu-
yeron denuncias de torturas, abusos sexuales y detenciones ilegales, algunas 
de las cuales documentadas en videos caseros que incluso fueron grabados y 
distribuidos en las redes sociales por los mismos policías14. 

En el periodo del informe se dieron varios episodios graves con relación a 
estos controles15 y situaciones en las que la cuarentena fue utilizada como 
�ë�ÜÒ��Ì�Î���Î¯»¯¼�µ¯ñ�Î�Î�Ü¼¯Á¼�Ò�Ì��Ǟõ��Ò����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��»�¼¯¨�Ò×���¼�
opiniones contrarias al Gobierno, denunciando corrupción o abusos a los 
derechos humanos16.

12 Resolución N.º 316, del 16 de marzo de 2020, en 3ODQ�GH�FRQWLQJHQFLD�D�QLYHO�QDFLRQDO�DQWH�HO�LQJUHVR�GH�FRURQDYLUXV�FRYLG���, 
Comandancia - Policía Nacional, https://www.policianacional.gov.py/wp-content/uploads/2020/06/1.pdf.

13 Amnistía Internacional, &XDQGR�OD�SURWHFFLµQ�VH�YXHOYH�UHSUHVLµQ��&XDUHQWHQDV�REOLJDWRULDV�GXUDQWH�&RYLG����HQ�ODV�$P«ULFDV 
(Londres: Amnistía Internacional, 2020), 20.

14 “Fiscalía de Derechos Humanos solicitó informes sobre Video en redes sociales” [Tweet], Fiscalía Paraguay [@
MinPublicoPy], 25 de marzo de 2020, https://twitter.com/MinPublicoPy/status/1242824707969335296. “Castigos de 
efectivos de grupo Lince a quienes no se quedan en sus casas” [Archivo de video], 3ULPHU�3OLHJR, 24 de marzo de 2020, 
KWWSV���ZZZ�\RXWXEH�FRP�ZDWFK"Y &WSP�F�V8=$��ǘ2WUR�FLXGDGDQR�TXH�QR�UHVSHWµ�OD�FXDUHQWHQD��4XHGDWH(Q&DVDǙ�
[Archivo de video], /LQFH�3<�2ȍFLDO, 24 de marzo de 2020, https://www.youtube.com/watch?v=zptyzDDZn5Y. 
“Intervenciones del Grupo Lince 24.3.2020” [Archivo de video], $%&'LJLWDO3\, 24 de marzo de 2020, https://www.
youtube.com/watch?v=FVJFnbtLAtU.

15 Véase el artículo sobre Prohibición de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en este informe.

16 Véase el artículo sobre Defensores y defensoras de derechos humanos en este informe.
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El Mecanismo de Prevención de la Tortura (MNP) se pronunció sobre las me-
�¯��Ò���ÁÌ×���Ò��¼��µ�»�Î�Á����µ���»�Î©�¼�¯��Ò�¼¯×�Î¯�į��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�
y, especialmente, acerca de la participación de fuerzas militares para el pa-
×ÎÜµµ�±�����µ�Ò���µµ�ÒĮ�E�¼¯¨�Ò×Â��¼�å�Î¯�Ò�ÁÌÁÎ×Ü¼¯����Ò�ÍÜ��µ��Ò�µ¯������µÁÒ�
militares a las calles para realizar tareas de seguridad es inconstitucional, 
ÌÜ�Ò�ÌÁÎ×�¼��Î»�Ò����©Ü�ÎÎ��ì�¼Á��Ò×�¼��¼×Î�¼��ÁÒ�Ì�Î��Î�ÒÁµå�Î��Á¼øµ¯�×ÁÒ�
de la ciudadanía, y que deberían limitarse al apoyo sanitario, dando asisten-
�¯����µ�Ò�ÌÁ�µ��¯Á¼�Ò�åÜµ¼�Î��µ�Òį�ì��¼�¼¯¼©Ý¼���ÒÁ�ÌÜ���¼��ÒÜ»¯Î�¨Ü¼�¯Á¼�Ò�
de la Policía Nacional17.

CaUSaS penaLeS por vioLaCión a 
La CUarenTena SaniTaria

La política de criminalización de presuntos infractores de la cuarentena sa-
¼¯×�Î¯��¨Ü��ÌÁÒ¯�µ�����¯�Á���µ��×¯Ì¯õ���¯Â¼�ÌÎ�å¯Ò×���¼�Ü¼��µ�ì��ÒÌ��¯�µ�Á�ley 
penal en blanco que sanciona delitos contra el medio ambiente18. En conse-
�Ü�¼�¯�į��µ� ¯¼�Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á����Ü¼����Î�×Á�ÌÎ�Ò¯��¼�¯�µ�ÌÜ�Á�Ò�Î�Á�±�×Á����
persecución penal.

0�Ò×��õ¼�Ò�����©ÁÒ×Á����ăāăāį�µ��VÁµ¯�Ǟ��F��¯Á¼�µ�¯¼¨ÁÎ»Â�ÍÜ����Ǟ���¨��-
tuado la aprehensión de 8.634 personas por trasgresiones al aislamiento 
sanitario, la mayoría de ellas en la capital y los departamentos Central y 
Alto Paraná. Asimismo, procedió a incautar 2.024 vehículos y 17.239 moto-
cicletas19.

�µ� VÁ��Î� 4Ü�¯�¯�µ� ��Ò¯©¼Â� �� ��×�Î»¯¼��ÁÒ� ±Üñ©��ÁÒ� Ì�¼�µ�Ò� ��� ©�Î�¼×Ǟ�Ò�
Ì�Î��µ���×�¼�¯Â¼������ÒÁÒ�ÌÁÎ�å¯Áµ��¯Â¼���µ���Ü�Î�¼×�¼��Ò�¼¯×�Î¯�Į��Ò×ÁÒ�±Üñ-
gados han procesado20, de marzo a septiembre, a 2.942 personas imputadas 
ÌÁÎ� �µ� E¯¼¯Ò×�Î¯Á� VÝ�µ¯�Á� ÌÁÎ� å¯Áµ��¯Â¼� �� µ�� �Ü�Î�¼×�¼�Į� ��Ì¯×�µį� ��¼×Î�µį�
ž»�»��ìį��Á¼��Ì�¯Â¼�ì����©Ü�ñÝ�Î�©¯Ò×Î�¼�ÌÁÎ��¼�¯»�����×Î�Ò�¯�¼×ÁÒ�ÌÎÁ-
cesamientos cada uno y, sumadas, representan el 70% de las causas abiertas 
(cuadro 2). Prima facie, ni la densidad poblacional, ni la cantidad de habitan-
tes21� Ò�ÎǞ���µ� ±ÜÒ×¯õ��×¯åÁ�Ì�Î�� µ��»�ìÁÎ��Ì�Î×ÜÎ�������ÜÒ�Òį�ÌÜ�Ò×Á�ÍÜ���¼�

17 “MNP exhorta al respeto irrestricto de los derechos humanos en el marco de la emergencia sanitaria”, 013, 18 de 
marzo de 2020, http://www.mnp.gov.py/index.php/comunicacion/2015-08-23-04-11-31/134-mnp-exhorta-al-respeto-
irrestricto-de-los-derechos-humanos-en-el-marco-de-la-emergencia-sanitaria.

18 La Ley N.º 716/1996 que sanciona delitos contra el medio ambiente establece, en su artículo 10, que quienes violen las 
vedas, pausas ecológicas o cuarentenas sanitarias serán sancionados con penitenciaría de seis a dieciocho meses y 
PXOWD�GH������FLHQ��D������TXLQLHQWRV��MRUQDOHV�P¯QLPRV�OHJDOHV�SDUD�DFWLYLGDGHV�GLYHUVDV�QR�HVSHFLȑFDGDV�

19� ǘ6ROLFLWXG���������$SUHKHQVLRQHV�SRU�YLRODFLµQ�GH�FXDUHQWHQD�VDQLWDULDǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��
DFFHVR�HO����GH�VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

20� ǘ6ROLFLWXG���������6ROLFLWXG�GH�LQIRUPDFLµQ�D�OD�'LUHFFLµQ�GH�(VWDG¯VWLFD�-XGLFLDO�GH�OD�&RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLD��DFFHVR�
HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

21  “Población Paraguay 2020 por departamento y sexo según proyección”, 'LUHFFLµQ�*HQHUDO�GH�(VWDG¯VWLFD��(QFXHVWDV�\�&HQVRV, 
acceso el 4 de noviembre de 2020, https://www.dgeec.gov.py/vt/Poblacion-Paraguay-2020-por-departamento-y-sexo-
segun-proyeccion.php.
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µÁÒ���Ì�Î×�»�¼×ÁÒ�žµ×Á�V�Î�¼����2×�ÌÝ��ń�Á¼�»�ìÁÎ���¼Ò¯����ÌÁ�µ��¯Á¼�µ�ì�
cantidad de habitantes, con respecto a Concepción y Amambay– se abrieron 
aproximadamente 150 causas en cada uno.

Cuadro 2. Personas procesadas por violación de la 

cuarentena sanitaria por situación procesal

situación procesal cantidad

Pendientes

Con medidas alternativas 1.391

Con prisión preventiva 309

Finiquitadas

Criterio de oportunidad 611

Suspensión condicional del procedimiento 219

Rebeldía 188

6REUHVHLPLHQWR�GHȑQLWLYR 46

Desestimadas 35

6LQ�HVSHFLȑFDU 63

Total 2.942

Fuente: Dirección de Estadística del Poder Judicial.

De las 2.942 personas procesadas, 309 soportan la medida cautelar más gra-
vosa, es decir, la prisión preventiva. Llama la atención que más de la mitad 
de la totalidad de los prevenidos pertenezcan a la circunscripción de Amam-
bay, que contaba con 417 personas procesadas al momento de cierre de este 
informe, de las cuales 178 estaban en detención preventiva. La intensidad de 
µ��¯¼×�Îå�¼�¯Â¼�Ì�¼�µ�ÌÁ�ÎǞ���¼�Á¼×Î�Î�±ÜÒ×¯õ���¯Â¼��¼�µ��¯»ÌÁÒ¯�¯µ¯�������
Î��µ¯ñ�Î�Ü¼��Á¼×ÎÁµ�»�Ò��ë�ÜÒ×¯åÁ��¼�µ��¨ÎÁ¼×�Î��Ò����ÍÜ��Î�Ò×Î¯¼±��µ���¯Î�Ü-
lación de personas entre Pedro Juan Caballero y Ponta Porá.

Por otra parte, el departamento Central cuenta con 630 personas procesa-
das, de las cuales 47 se encuentran en prisión preventiva. Capital tiene 365 
Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÌÎÁ��Ò���Ò�ì�ĂĂ��¼�ÌÎ¯Ò¯Â¼�ÌÎ�å�¼×¯å�Į��¼��»��Ò�±ÜÎ¯Ò�¯��¯Á¼�Òį�µ��
característica principal es la densidad poblacional, que en este caso sí podría 
resultar un factor decisivo para la utilización del sistema penal como una 
herramienta de control y disciplinamiento de la sociedad.
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De acuerdo con la información suministrada, se mantendrán abiertos al-
rededor de 2.250 procesos penales, ya que solamente en 692 casos fueron 
utilizadas algunas de las herramientas procesales, como el criterio de opor-
tunidad, el procedimiento abreviado y la desestimación, que permiten una 
desvinculación rápida del proceso.

ConFUSa inTervenCión De La FTC

VÁÎ�Ýµ×¯»Áį������»�¼�¯Á¼�Î�µ��»Ü�Î×������ÁÒ�¼¯À�Ò�Á�ÜÎÎ¯����¼�Ü¼���Á¼¨ÜÒ��
intervención el 2 de septiembre, a manos de la FTC, en el marco de un ope-
rativo militar en contra del EPP22. Luego de casi una semana del hecho, el 
E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�¯¼¨ÁÎ»Âį���×Î�å�Ò����ÒÜ�Ì�Îõµ�Áõ�¯�µ��¼�Ü¼��Î���ÒÁ�¯�µį�ÍÜ��
la Unidad Especializada de Derechos Humanos iniciaría una investigación 
para determinar las circunstancias en que se dieron estas muertes23. Resulta 
sorprendente la respuesta poco expeditiva de esta institución para impulsar 
una investigación que debería haber sido iniciada de forma inmediata debi-
do a varias situaciones –cuanto menos llamativas– que ocurrieron en torno 
al hecho24. Organismos internacionales de derechos humanos han manifes-
tado su preocupación y han solicitado al Estado una pronta intervención 
para el esclarecimiento de lo sucedido25.

COnClUsiOnEs

En 2020, la seguridad ciudadana también entró en cuarentena. El Estado 
Ì�Î�©Ü�ìÁ���ÌÎ¯ÁÎ¯ñ��Á�Ü¼��ÌÁµǞ×¯�������»�Î©�¼�¯��ÍÜ����±���¼��å¯��¼�¯��
su naturaleza eminentemente punitiva y su marcado carácter autoritario. 
*Î�¼×����µ���Á¼øµ¯�×¯å¯����ÒÁ�¯�µ�ÍÜ���µ��Á¼õ¼�»¯�¼×Á�»�Ò¯åÁ����µ��ÌÁ�µ��¯Â¼�
¼���Ò�Î¯�»�¼×��ÌÎÁåÁ��ÎǞ�į�¼Á� µÁ©ÎÂ��Î×¯�Üµ�Î�Á×ÎÁ���ÁÎ��±��»�Ò��µµ����� µ��
intervención penal. Los datos sobre detenciones y encausamientos penales 
en dicho marco dan cuenta de la forma en la que se recurrió a políticas duras 
de seguridad ciudadana y al uso masivo de las agencias de criminalización 
secundaria para someter a las personas al aislamiento general.

22 Véase el artículo sobre Derechos de niños, niñas y adolescentes en este informe.

23 “Unidad Especializada de Derechos Humanos intervendrá...” [Facebook], Ministerio Público - Fiscalía General de la 
República del Paraguay [@FiscaliaParaguay], 8 de septiembre de 2020, https://www.facebook.com/121539894584064/
posts/4333849926686352/ y “Niñas abatidas: Fiscalía investigará si se trató de un homicidio o no”, $%&�&RORU, 8 de 
septiembre de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/09/08/ninas-abatidas-
HQ�\E\�\DX�ȑVFDOLD�LQYHVWLJDUD�VL�VH�WUDWR�GH�XQ�KRPLFLGLR�R�QR��

24 Los cuerpos fueron inhumados a las pocas horas de ocurrido el hecho, no se realizaron autopsias antes de enterrarlos y, 
OXHJR�GH�YDULRV�G¯DV��ORV�FXHUSRV�IXHURQ�H[KXPDGRV�SDUD�OD�UHDOL]DFLµQ�GH�HVWH�SURFHGLPLHQWR��$GHP£V��HO�ȑVFDO�D�FDUJR�
del operativo ordenó la destrucción de la indumentaria que llevaban al momento de ser abatidas. 

25 “La ONU exigió a Paraguay esclarecer la muerte de dos niñas durante un operativo contra la guerrilla EPP”, ,QIREDH, 6 de 
septiembre de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.infobae.com/america/america-latina/2020/09/06/
la-onu-exigio-a-paraguay-esclarecer-la-muerte-de-dos-ninas-durante-un-operativo-contra-la-guerrilla-epp/.
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Estos datos demuestran la debilidad institucional de otras instancias esta-
×�µ�Ò�Ü� Á×Î�Ò�»��¯��Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�»�¼ÁÒ� µ�Ò¯å�Ò�Ì�Î�� µ�Ò� µ¯��Î×���Ò�ÌÝ�µ¯��Òį�
propiciando de esta manera una mayor utilización del derecho penal. Para-
�Â±¯��»�¼×�į��Ò×��»Á��µÁ�����Ò×��Á�Î�ÌÎ�Ò¯åÁ�Ò�µ¯Â�Î�¨ÁÎñ��Á�ì�µ�©¯×¯»��Á�
en un momento en el que la emergencia exigía un Estado social de derecho 
ÍÜ��ÌÎÁ×�±��ì�©�Î�¼×¯���µÁÒ���Î��ÁÒ��»�¼�ñ��ÁÒ�ÌÁÎ�µ��Ì�¼��»¯�Į

Los más de 2.000 casos por violación a la cuarentena que ingresaron al sis-
×�»��±Ü�¯�¯�µį�ÍÜ��¼Á��¼�Ò¯�Á��Ý¼�Î�ÒÜ�µ×ÁÒį�¼���Ò�Î¯�»�¼×������Î�¼�×�¼�Î�
un tratamiento o salida procesal. Dicha situación conlleva una sobrecarga 
�¼��µ�Ò¯Ò×�»��±Ü�¯�¯�µį�µÁ�ÍÜ���Á¼×Î¯�Üì����Ü¼��»�¼ÁÎ���µ¯������µ�Ò�Îå¯�¯Á����
±ÜÒ×¯�¯�Į�\Á�Î��×Á�Áį�×Á»�¼�Á��¼��Ü�¼×��ÍÜ��µ�Ò��Á¼�Ü�×�Ò�ÌÁÎ�µ�Ò��Ü�µ�Ò��Ò-
tas personas han sido procesadas eran punibles conforme a normas que ya 
no están vigentes luego del levantamiento del aislamiento general y el inicio 
de las fases. 

rECOMEnDaCiOnEs

El Poder Judicial debe implementar un plan de depuración y extinción masi-
va de las causas iniciadas por violación de la cuarentena sanitaria, mediante 
la aplicación de salidas alternativas y en base al principio de la ley penal más 
favorable a la persona procesada.

Se reiteran, asimismo, las recomendaciones anteriores, por mantener su vi-
gencia en el 2020: 

 Ǻ Elaborar un plan de seguridad con un enfoque de derechos y seguridad 
humana que adopte estrategias de inclusión a sectores en condiciones de 
vulnerabilidad.

 Ǻ Investigar y sancionar los abusos cometidos por parte de la Fuerza de Ta-
Î����Á¼±Ü¼×��ì��µ�+ÎÜÌÁ�>¯¼��Į�

 Ǻ 2»Ìµ�»�¼×�Î�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�¯¼×�©Î�µ�Ò�ÍÜ��¯¼�µÜì�¼�µ��ÌÎ�å�¼�¯Â¼����
la criminalidad, vinculados los problemas estructurales como la pobreza, 
el desempleo y la migración interna. 

 Ǻ Transversalizar en la malla curricular de formación de los agentes policia-
les los derechos humanos y la perspectiva de género.



derecho al trato humano a las 
personas privadas de libertad

Una CriSiS DenTro De oTra 

El presente artículo aborda las acciones del Estado para hacer frente a 
la crisis producida por la pandemia de la covid-19 y el alcance de las me-
�¬��Þ��ÞêÃ¬��Þ���ÄæÚË���½�Þ¬Þæ�Ã��×�Ä¬æ�Ä�¬�Ú¬ËɌ�]��Ú��½¬ā�ɇ����Ã�Þɇ�êÄ�
recuento sobre el estado del derecho al trato humano a las personas pri-
vadas de libertad a lo largo de los últimos 25 años, con sus avances y re-
trocesos que permiten establecer el escenario en el que irrumpe el estado 

de emergencia sanitaria.

paLabraS CLaveS: personas privadas de libertad, hacinamiento, vul-
nerabilidad, condiciones de detención, políticas públicas.

ximena López jiménez
enfoque territorial
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balanCE DE lOs 25 añOs 

Para casi nadie es un misterio el estado en el que se encuentran las cárceles 
de Paraguay y las condiciones de detención que soportan las personas priva-
das de libertad (PPL) por parte del Estado paraguayo. Esta situación ha sido 
documentada, relevada e incluso denunciada por representantes estatales, 
técnicos de organismos internacionales de derechos humanos y, principal-
mente, por la sociedad civil que, de forma sistemática, ha generado informa-
ción en el tema por casi tres décadas1.

El relato, a lo largo de los años, resulta prácticamente el mismo. Persisten los 
å¯�±ÁÒ�ÌÎÁ�µ�»�Ò��Ò×ÎÜ�×ÜÎ�µ�Ò��¼��µ�Ò¯Ò×�»��Ì�¼¯×�¼�¯�Î¯Á�ÍÜ��å¯�¼�¼�Ò¯�¼�Á�
evidenciados frecuentemente año tras año, de manera reiterada por los in-
formes de la Coordinadora de Derechos Humanos del Paraguay (Codehupy). 
�¼�Ü¼�Î��ÁÎÎ¯�Á�©µÁ��µį�ÌÜ�����õÎ»�ÎÒ��ÍÜ���ÍÜ�µµÁ�ÍÜ��¼Á���å�Î¯��Á��¼��µ�
tiempo es el aumento exponencial de la población penitenciaria2.

Las recomendaciones realizadas por la sociedad civil sobre la necesidad de 
generar verdaderos cambios dentro del sistema penitenciario surgen con el 
primer informe de situación de derechos humanos sistematizado por Code-
hupy, donde se sostenía claramente que construir más cárceles no resuelve 
el problema del sistema penitenciario3 y que es imperiosa la necesidad de 
»�±ÁÎ�Î�µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò����ÌÎ¯å��¯Â¼����µ¯��Î×��Į�

ž�Ì�Ò�Î�����Ò×Áį� µ��Ý¼¯���ÌÁµǞ×¯�������Ò×��Á��Á¼Ò¯Ò×�¼×��¨Ü�� µ������Á¼Ò×ÎÜ¯Î�
más cárceles. En 1996 se contaba con 11 centros penitenciarios para personas 
adultas y un correccional para adolescentes infractores, con una capacidad 
����µÁ±�»¯�¼×Á����ĂĮćĂĄ�Ìµ�ñ�Ò4. Actualmente existen 18 centros penitencia-
rios para personas adultas y centros educativos para adolescentes, con 9.877 
plazas en todo el sistema. La mayoría de estos nuevos centros se construye-
ÎÁ¼���ÒÌÜ�Ò���µ�ăāāāį�ì�¼Á�Ò¯©¼¯õ��ÎÁ¼�»�±ÁÎ���µ©Ü¼���¼��Ü�¼×Á���µ�Ò��Á¼�¯-
ciones de las personas privadas de libertad porque se basan en la expansión 
��µ�»Á��µÁ�a��Ü»�Ý����å¯Áµ�¼�¯�į�¯¼±ÜÒ×¯�¯�Ò�ì�ÌÎ¯å��¯Á¼�ÒĮ

1  Soledad Villagra y Hugo Valiente, “Situación Carcelaria”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida HW�
DO�, 1996), 115-134. Jorge Rolón Luna, “Situación Carcelaria”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida 
HW�DO�, 1997), 71-84. Yeny Villalba, “Situación carcelaria: Los avances son todavía imperceptibles”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�
HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2005), 81-96. Juan Martens, “Las cárceles mantienen en condiciones indignas a 
reclusos y reclusas”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2010), 159-172.

2 Dante Leguizamón, “Alarmante crecimiento de la población penitenciaria y pocas acciones para revertir este 
fenómeno”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2015) pp. 299-316.

3 Una de las principales recomendaciones surgidas en el informe de 1996 ya advertía que: “El estado calamitoso de 
la infraestructura edilicia de los establecimientos penitenciarios es una violación de los derechos humanos de los 
reclusos, y es una pena más, añadida arbitrariamente a la que ya sufren los privados de su libertad. La mayoría de los 
FHQWURV�SHQLWHQFLDULRV�VRQ�HGLȑFLRV�YLHMRV�VLQ�QLQJXQD�IXQFLRQDOLGDG�SDUD�HO�ȑQ�DO�TXH�HVW£Q�DVLJQDGRV��/D�VROXFLµQ�
QR�HV�FRQVWUXLU�P£V�F£UFHOHV��GDGR�HO�IUDFDVR�\�OD�LQHȑFDFLD�KLVWµULFD�GHO�VLVWHPD�FDUFHODULR��SHUR�SDUDOHODPHQWH�DO�
GHVSREODPLHQWR�GH�ODV�F£UFHOHV��VH�LPSRQH�TXH�ODV�PLVPDV�VHDQ�FRQVWUXLGDV�GH�QXHYR�\��VREUH�WRGR��SODQLȑFDGDV�HQ�
función de educar y capacitar humana y profesionalmente a los internos”. Villagra y Valiente, “Situación Carcelaria”, 131.

4 Villagra y Valiente, “Situación Carcelaria”, 120.
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�¼��µ�×Î�¼Ò�ÜÎÒÁ����µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ�ăĆ��ÀÁÒ�Ò���¼�ÌÎÁ�Ü�¯�Á�¯»ÌÁÎ×�¼×�Ò���»-
bios en el ámbito legislativo. Algunos fueron claves para la reestructuración 
de la Justicia y la implementación del modelo garantista del sistema penal, 
adoptado por la Constitución de 1992. Estos fueron: el Código Penal que en-
×ÎÂ��¼�å¯©�¼�¯���¼�ĂĊĊĉį��µ��Â�¯©Á�VÎÁ��Ò�µ�V�¼�µ��¼�ĂĊĊĊ�ì��µ��Â�¯©Á�����±�-
cución Penal en el 20155. 

\¯��¯�¼�µÁÒ���»�¯ÁÒ�µ�©¯Òµ�×¯åÁÒ��¼�Ò¯©¼¯õ���Á�Ü¼��å�¼���¯»ÌÁÎ×�¼×�į��Ò×Á�
no necesariamente se ha traducido en transformaciones reales y efectivas 
hacia las personas privadas de libertad, sobre todo con relación a las condi-
ciones de detención o sus situaciones procesales. 

El discurso de mano dura de diversos sectores, la respuesta legislativa emer-
gencista y la intervención inquisitiva de operadores y operadoras de Justi-
�¯��Ł±Ü���Òį�±Ü�ñ�Ò�ì�õÒ��µ�Òł�Ò���¼��¼��Î©��Á�����ëÌ�¼�¯Î��µ���Î��Á�Ì�¼�µį�
endurecer el derecho procesal penal y sostener el abuso de la prisión pre-
ventiva como herramientas para abordar distintas problemáticas de la so-
ciedad, lo que se ha traducido en el incremento exponencial de la población 
penitenciaria en el periodo6. Este estuvo acompañado por un crecimiento 
de la infraestructura con la construcción de nuevas cárceles. Sin embargo, 
la vertiginosidad con la que se da este aumento demuestra con claridad que 
la simple construcción de cárceles no logrará abordar el problema. Además, 
resulta insostenible en el tiempo “seguirles el ritmo” a los niveles de escalada 
poblacional7.

Desde la primera edición de este informe se advirtió sobre los importantes 
niveles de sobrepoblación (118%)8. El hacinamiento no solo persiste en la ac-
tualidad, sino que se ha agravado.

Entre 1996 y 2020, la tasa de personas condenadas pasó de 4,3% al 25% apro-
ximadamente. Si bien a simple vista se podría decir que se ha avanzado en 
este sentido, Paraguay se mantiene como el cuarto país en el mundo con 
mayor cantidad de población penitenciaria en prisión preventiva9. De igual 
manera, este incremento de personas condenadas podría deberse a diver-
sos factores. Uno de ellos sería la mayor utilización de la salida procesal del 

5 Jorge Rolón Luna y José Caballero, “Situación carcelaria”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida�HW�
DO�, 1998), 53-64. Jorge Rolón Luna, “Situación carcelaria: crítica e insostenible”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2004), 65-80. Dante Leguizamón, “Alarmante crecimiento de la población penitenciaria y pocas 
acciones para revertir este fenómeno”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2015), 299-316.

6 Entre el 2000 y el 2020, la población penitenciaria fue de 3.200 a 15.000 aproximadamente. Si bien los informes hoy 
hablan de 13.300 personas en el sistema penitenciario, en las comisarías se encuentran aproximadamente 1.500 
personas con prisión preventiva esperando ser trasladadas al sistema penitenciario, por lo que la disminución no es tan 
auspiciosa como parece inicialmente. 

7 MNP, 3DEHOOµQ�OD�EURQFD���QGLFH�GH�RFXSDFLµQ�GH�,QVWLWXFLRQHV�GH�3ULYDFLµQ�GH�/LEHUWDG�GH�OD�5HS¼EOLFD�GHO�3DUDJXD\ (Asunción, 
MNP, 2018). MNP, 3HUVRQDV�SULYDGDV�GH�OLEHUWDG�HQ�3DUDJXD\�Ǔ�$JRVWR�������

8 Villagra y Valiente, “Situación Carcelaria”, 119.

9 Referencia de estudio de prisión preventiva o MNP.
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procedimiento abreviado, que permite la aplicación de una condena en un 
menor plazo de tiempo y durante la audiencia preliminar, es decir, sin la rea-
µ¯ñ��¯Â¼����Ü¼�±Ü¯�¯Á�ÁÎ�µĮ��¼�µ��ÌÎ��×¯��į��Ò×���ÎÎ�»¯�¼×��ÍÜ���¨��×¯å¯ñ��µ��
condena podría contar con menor control de garantías para su aplicabilidad 
y así se podrían estar cambiando las prisiones preventivas por condenas sin 
±Ü¯�¯ÁÒ��Á¼�Ìµ�¼�Ò�©�Î�¼×Ǟ�Ò10.

Los niveles de hacinamiento producen precarias condiciones de privación 
de libertad, hecho que fue informado de manera sistemática casi durante 
cada periodo de informe. Esta realidad persiste en la actualidad, lo que rea-
õÎ»��ÍÜ���µ���»¯¼Á�����Á¼Ò×ÎÜ��¯Â¼������Î��µ�Ò�¼Á��Ò��µ�¯¼�¯���Á�Ì�Î����ÁÎ-
��Î�µ���Á»Ìµ�±��ÌÎÁ�µ�»�×¯���Ì�¼¯×�¼�¯�Î¯�Į

X�øµ�ë¯Á¼�Ò�ÒÁ�Î���µ��¼�µ¯Ò¯Ò���µ��Á»ÌÁÎ×�»¯�¼×Á���µ�Ò¯Ò×�»�����4ÜÒ×¯�¯���¼�
���Î���Á�µ��»¯Î������¯��±Ü���Ò�ì�±Ü�ñ�Ò�Ì�¼�µ�Ò����©�Î�¼×Ǟ�Òį�ÍÜ¯�¼�Ò�ń�¼�
gran medida– son responsables del aumento de la población penitenciaria. 
Estos, con su actuación negligente, admiten los lineamientos discursivos de 
la criminología mediática, validando con ello al sistema penitenciario como 
herramienta disuasoria11.

Esta práctica fue acompañada por regresiones legislativas, como la “Ley Ca-
»��ÁŌ� ì� ÒÜÒ�»Á�¯õ��×ÁÎ¯�Òį� ÍÜ�� ¯»Ìµ¯��ÎÁ¼� µ�� Î�Ò×Î¯��¯Â¼� ��� µ�� �Ü�µ¯����
å�µÁÎ�×¯å��Á×ÁÎ©������±Ü���Ò�Ì�¼�µ�Ò����©�Î�¼×Ǟ�Ò��µ�»Á»�¼×Á�����Ìµ¯��Î�»�-
didas sustitutivas, estableciendo criterios tasados que obligaban a la imposi-
ción de la prisión preventiva en determinados casos12. 

Resulta urgente generar cambios estructurales, no solo en las condiciones de 
å¯������µ�Ò�VV>�Ì�Î��Î��¼��Üñ�Î��µ�Ò¯Ò×�»��Ì�¼¯×�¼�¯�Î¯Á��Á¼¨ÁÎ»����µÁÒ�õ¼�Ò�
�Á¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ�Ò����µ��Ì�¼�į�Ò¯¼Á��¼�µ���¨��×¯å��»Á�¯õ���¯Â¼���µ�Ì�Î��¯©»��
ÍÜ���Î¯©���µ���Î��Á�Ì�¼�µ��Á»Á�Ł��Ò¯�Ý¼¯��ł��ÎÎ�»¯�¼×��Ì�Î���µ���ÁÎ��±��
de los problemas sociales. Se ha sostenido también la necesidad de aplicar 
µ��ÌÎ¯Ò¯Â¼�ÌÎ�å�¼×¯å����±Á��µ��Î¯×�Î¯Á�����ë��Ì�¯Á¼�µ¯����×�µ��Á»Á�Ìµ�¼×���µ��
norma constitucional.

Debe destacarse la instauración del Mecanismo Nacional de Prevención de 
la Tortura (MNP)13į�¯¼Ò×¯×Ü�¯Â¼������Î��×�Î�ÌÝ�µ¯�Áį��¼��Î©������µ��Á¼×ÎÁµ����

10� (O�SURFHGLPLHQWR�DEUHYLDGR�HV�XQD�ȑJXUD�LQFRUSRUDGD�HQ�OD�/H\�1�|�����������GHO�&µGLJR�3URFHVDO�3HQDO��TXH�SHUPLWH�
la aplicación de una condena por parte del juez Penal de Garantías durante la audiencia preliminar, sin necesidad de 
llegar a un juicio oral y público.

11 Roque Orrego y Juan Martens, “La peligrosidad judicial”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 
2012), 381. 

12 Roque Orrego, “Ausencia de verdad y terror en el Sistema judicial paraguayo”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������
(Asunción: Codehupy, 2011), 501-511.

13 Creado por Ley N.º 4288/2011, el Mecanismo Nacional de Prevención contra la Tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes (MNP) fue implementado en reglamentación de la Ley N.º 2754/2005 que “aprueba el 
Protocolo Facultativo de la Convención de las Naciones Unidas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes”.
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condiciones de detención de personas que se encuentran restringidas en 
ÒÜ�µ¯��Î×��į�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ»�¼×����±Á�×Ü×�µ����µ��Ò×��ÁĮ��Ò×��ÂÎ©�¼Á��Ò×�×�µ�å¯�¼��
Î��µ¯ñ�¼�Á�Ü¼�×Î���±Á��ë�ÜÒ×¯åÁ�Ì�Î���µ�Î�µ�å�»¯�¼×Á����¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ÍÜ��
Ì�Î»¯×���Ò×��µ���Îį����»�¼�Î��Î�ÒÌÁ¼Ò��µ�į�Î��Á»�¼���¯Á¼�Ò�Ì�Î���µ�»�±Á-
ramiento de la privación de libertad a las distintas instancias intervinientes. 
Otro hito fue la condena al Estado paraguayo en el caso Panchito López, que 
sentó precedentes muy valiosos para fortalecer un cambio de paradigma en 
µ��ÌÁµǞ×¯���Ì�¼�µ�ì�Ì�¼¯×�¼�¯�Î¯��±Üå�¼¯µ14.

Es sumamente necesario el diseño de una política criminal que no se base 
exclusivamente en la represión de los delitos y crímenes como estrategia, 
sino que se desarrolle un profundo análisis de los hechos punibles recurren-
tes, y en base a esto se diseñen e implementen programas de prevención.

sitUaCiÓn DEl DErECHO

=��V�D��C.�����=���Jr.�ɰǽȅ�y��=�].]c�C��V�D.c�D�.�Y.J

La pandemia de la covid-19 ha generado un impacto en gran parte de la po-
blación a nivel nacional e internacional. Por tanto, las personas privadas de 
su libertad dentro del sistema penitenciario paraguayo no han sido la excep-
ción. Con respecto a esto, es preciso recordar determinadas particularidades 
en lo que respecta a la realidad de los centros de privación de libertad de todo 
el país.

La crisis sanitaria irrumpe en medio de una emergencia decretada en el sis-
tema penitenciario en septiembre de 201915. La medida fue adoptada como 
respuesta a la ola de violencia desatada por los enfrentamientos que se pro-
�Ü±�ÎÁ¼��¼×Î��©ÎÜÌÁÒ��Î¯»¯¼�µ�Ò�ÍÜ��ÁÌ�Î�¼���¼×ÎÁ����µ�Ò���Î��µ�Ò���µ�Ì�ǞÒĮ�
�Ò×�� �Á¼øµ¯�×Á��¼�Ü�¼×Î����Á¼Á��¼� µ�Ò�ÌÎ���Î¯�Ò� �Á¼�¯�¯Á¼�Ò���� Ò�©ÜÎ¯����
que propician el autogobierno y la disputa por el poder dentro del sistema, 
poniendo en riesgo a la población de personas privadas de libertad16.

Las condiciones de hacinamiento que producen efectos negativos para el 
goce de derechos –como el acceso al agua potable, a los servicios de salud, a 
la alimentación, y espacio físico que garantice un mínimo grado de privaci-
dad– agravan el panorama que se presenta ante la declaración de la pande-
mia por la covid-19. 

14 Corte Interamericana de Derechos Humanos, &DVR�ǘ,QVWLWXWR�GH�5HHGXFDFLµQ�GHO�0HQRU�YV��3DUDJXD\, sentencia del 2 de 
septiembre de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas).

15 Ley N.º 6365/2019 que declara en Situación de Emergencia todos los Establecimientos penitenciarios del territorio de la 
República y amplía el Presupuesto General de Gastos de la Nación para el Ejercicio Fiscal.

16 Fernando Mendoza y Ximena López, “Apagar incendios en lugar de prevenirlos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������
(Asunción: Codehupy, 2019), 334.
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El acceso al agua resulta un problema particularmente grave, sobre todo en 
el contexto de la emergencia sanitaria. Del total de la población penitencia-
ria, casi la mitad (44,5%) accede al agua menos de doce horas diarias y alrede-
dor del 12% no cuenta con agua potable en sus espacios de reclusión celular17.

Datos del MNP de 2019 advierten que el sistema penitenciario cuenta con 47 
profesionales médicos, 200 profesionales de enfermería, 6 psiquiatras y 108 
profesionales de psicología para asistir a más de 15 mil personas privadas de 
libertad18. 

Por lo tanto, las carencias estructurales del sistema penitenciario no sola-
mente exponen a un elevado riesgo de transmisión a toda la población de 
personas privadas de libertad, sino que obligan al Estado a realizar el doble 
de los esfuerzos para afrontar esta situación. 

medidas preventivas adoptadas por el ministerio de Justicia

El Ministerio de Justicia (MJ) ha emitido varias directrices19��Á¼��µ�Á�±�×Á����
establecer medidas preventivas para evitar la propagación de la covid-19 en 
la población de personas privadas de libertad. 

RESoLuCIÓN MINISTERIAL N.º 250/2020. Las primeras disposiciones 
adoptadas fueron establecidas en esta Resolución de fecha 11 de marzo, al ini-
cio de la declaración de la pandemia. Las directrices contemplaron acciones 
concretas, como reforzar las medidas de higiene, la obligación de divulgar y 
generar conciencia sobre estas medidas previstas por el Ministerio de Salud 
VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ�ŁE\Vì�\ł�ì�µ���ÁµÁ���¯Â¼������Î×�µ�Ò��¼�µÜ©�Î�Ò�å¯Ò¯-
bles para concientizar sobre la importancia de cumplir las indicaciones de lim-
pieza y cuidado para evitar contagios. También restringió los días y horarios 
de visitas tanto para los centros penitenciarios como para los centros educa-
tivos por un periodo de 15 días. Sin embargo, solo días después esto fue modi-
õ���Á�ì�Ò�����Î�×Â�µ��ÌÎÁ¯�¯�¯Â¼�×Á×�µ���µ�¯¼©Î�ÒÁ����å¯Ò¯×�Ò�����Ü�µÍÜ¯�Î�×¯ÌÁĮ�

SISTEMA DE CoNTRoL DE INGRESo. �¼� ±Ü¼¯Á���µ��ÁÎÎ¯�¼×��Ò���Ò×��µ�-
cieron pautas para el ingreso del personal penitenciario y educador, tanto a 
las penitenciarías como a centros educativos, que implicaban el control de 
×�»Ì�Î�×ÜÎ�į��µ�µ�å��Á����»�¼ÁÒį��Î�ñÁÒ�ì�ÎÁÒ×ÎÁ��Á¼��©Ü��ì�±��Â¼į��ÒǞ��Á»Á�
µ��Á�µ¯©��¯Â¼����Ü×¯µ¯ñ�Î��µ�Ü¼¯¨ÁÎ»��Ý¼¯��»�¼×����¼×ÎÁ����µÁÒ���¼×ÎÁÒ�Ì�¼¯-
tenciarios y educativos, disponiendo el traslado de estos en bolsas cerradas 
para evitar la exposición de la indumentaria. 

17 Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, 6HG�GH�GHUHFKRV��$FFHVR�DO�DJXD�SRWDEOH�HQ�LQVWLWXFLRQHV�GH�SULYDFLµQ�GH�
OLEHUWDG�GH�OD�5HS¼EOLFD�GHO�3DUDJXD\ (Asunción: Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, 2019).

18 MNP, “Anuario estadístico de personas privadas de libertad en la República del Paraguay 2019” (Asunción: MNP, 2020).

19 Las directrices fueron establecidas mediante resoluciones emitidas por el Ministerio de Justicia. Algunas de ellas 
fueron: Resolución N.º 250 de fecha 11 de marzo de 2020; Resolución N.º 267 del 16 de marzo de 2020; Resolución N.º 
276 del 18 de marzo de 2020; Resolución N.º 295 de fecha 26 de marzo de 2020.
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RESoLuCIÓN N.º 295/2020. Emitida el 26 de marzo de 2020, esta norma 
estableció medidas de control de higiene con relación al ingreso de las enco-
miendas depositadas en los distintos centros penitenciarios y educativos. La 
resolución también delimitó los criterios para la detección de posibles casos 
y para el uso correcto de equipos de protección individual (EPI) por parte del 
funcionariado penitenciario y educativo, entre otras cuestiones. 

CAMPAñAS DE LA DIRECCIÓN DE SALuD PENITENCIARIA20. Esta de-
Ì�¼��¼�¯��¯¼¨ÁÎ»Â�ÍÜ��Ò����ÁÌ×�ÎÁ¼�»��¯��Ò��ÒÌ��Ǟõ��Ò�Ì�Î��ÌÎ�å�¼¯Î��µ�
ingreso de la covid-19 mediante campañas de concientización, charlas edu-
cativas y preparación de los protocolos que posteriormente fueron utilizados 
al momento de presentarse los brotes. Además, fueron reforzadas las sanida-
des para dar atención las 24 horas con la incorporación de personal médico y 
de enfermería, entre quienes se encontraban profesionales en Neumología, 
para la asistencia de los casos sospechosos que se fueron presentando21. 

VACuNACIÓN MASIVA. También se realizaron campañas de vacunación 
dentro de las penitenciarías22, con una cobertura mayor a la prevista en años 
anteriores, y se ha tomado conocimiento de que esta medida efectivamente 
alcanzó a una parte considerable de la población.

CENSo DE PERSoNAS PRIVADAS DE LIBERTAD EN ZoNA DE RIESGo. 
El MJ impulsó un censo de personas privadas de libertad que se encuentran 
en estado de vulnerabilidad frente a la pandemia y elevó los datos a minis-
×ÎÁÒ�ì�»¯¼¯Ò×Î�Ò����µ���ÁÎ×��\ÜÌÎ�»�����4ÜÒ×¯�¯��Ł�\4łį��Á¼��µ�Á�±�×Á����ÒÁµ¯-
�¯×�Î�µ��¯¼×�Îå�¼�¯Â¼����Áõ�¯Á����µÁÒ�±Üñ©��ÁÒ�����±��Ü�¯Â¼į�Ì�Î��µ��Î�å¯Ò¯Â¼�
de estas privaciones de libertad. A su vez, la CSJ involucró en la iniciativa al 
E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�ì�E¯¼¯Ò×�Î¯Á���� µ����¨�¼Ò��VÝ�µ¯��į��Á¼��µ�õ¼�����Ü¼�Î�
esfuerzos para generar descompresión de la población con la medida23.

recomendaciones y monitoreo del mnp

�Á¼��µ�»¯Ò»Á�õ¼����ÌÎ�å�¼�¯Â¼���µ� ¯¼©Î�ÒÁ���� µ���¼¨�Î»�����ì����Î�Ì¯���
acción ante un eventual brote, el Mecanismo Nacional de Prevención de la 
Tortura realizó varias recomendaciones relacionadas a la población peniten-
�¯�Î¯�į��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����4ÜÒ×¯�¯��ì��µ�ÌÎ�Ò¯��¼×�����µ��X�ÌÝ�µ¯���E�Î¯Á�ž��Á�
Benítez, a través de la sistematización de unas “Pautas básicas para la miti-

20 Información remitida por Nota DSP N.º 672/2020 de fecha 15 de octubre de 2020.

21 Según datos extraídos de la Nota DSP N.º 672/2020, del 15 de octubre de 2020, emitida por el Dr. Milciades Daniel 
Cantero Leiva, de la Dirección de Salud Penitenciaria (DGEP), Ministerio de Justicia. 

22� ǘ6DOXG�3¼EOLFD�UHFLEH�����������GRVLV�DQWLLQȠOXHQ]D�H�LQLFLDU£�YDFXQDFLRQHV�HVWH�PHVǙ��$JHQFLD�,3�����GH�DEULO�GH�������
DFFHVR�HO���GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�LS�JRY�S\�LS�VDOXG�SXEOLFD�UHFLEH�����������GRVLV�DQWLLQȠOXH]D�H�LQLFLDUD�
vacunacion-este-martes/.

23 “Internos que están en situación de riesgo podrían dejar las cárceles”, �OWLPD�+RUD, 19 de marzo de 2020, acceso 
el 2 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/internos-que-estan-situacion-riesgo-podrian-dejar-las-
carceles-n2875700.html.
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gación del riesgo de propagación del coronavirus en relación a las poblacio-
nes en situación de encierro en el territorio nacional”24.

�Ò×�� ¯¼Ò×ÎÜ»�¼×Á���µ�EFV� ¯��¼×¯õ��� �¯�Î×�Ò� �Á¼�¯�¯Á¼�Ò� �Ò×ÎÜ�×ÜÎ�µ�Ò����
Î¯�Ò©Á���µ�Ò�ÍÜ��Ò���¼¨Î�¼×�¼�µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÌÎ¯å���Ò����µ¯��Î×��Į�VÁÎ��±�»ÌµÁį�
�µ���¯¼�»¯�¼×Áį�µ���Ò��Ò�ñ����Ì�ÎÒÁ¼�µ���µ¯õ���Á��¼�©�¼�Î�µį�µ��¨�µ×�����ÌÎÁ-
visión de agua potable y la carencia de elementos de limpieza tanto de aseo 
personal como de su entorno. A su vez, otorga ciertas pautas a ser tenidas en 
cuenta para la implementación y divulgación de medidas de higiene, como 
el lavado de manos. Asimismo, recomienda acciones sencillas y oportunas, 
como la instalación de tanques de agua con acceso fácil para el estímulo de 
prácticas de limpieza.

Durante tres visitas de monitoreo realizadas por el MNP se ha podido veri-
õ��Î��µ��µ��¼������µ�Ò�»��¯��Ò���ÁÌ×���Ò���¯¼¨ÁÎ»���Ò�ÌÁÎ��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����
Justicia con relación a las disposiciones emitidas para evitar la propagación 
de la covid-19 dentro del sistema penitenciario. Las mismas fueron realiza-
das en la Penitenciaría Regional de Emboscada (antigua)25, Penitenciaría 
Padre Juan Antonio de la Vega26�ì��µ���¼×ÎÁ�V�¼¯×�¼�¯�Î¯Á����EÜ±�Î�Ò�Ŋ��Ò��
del Buen Pastor”27.

\�©Ý¼�µÁÒ�¯¼¨ÁÎ»�Ò����»Á¼¯×ÁÎ�Áį�Ò��ÌÜ�Á��Á¼Ò×�×�Î�ÍÜ�į�Ò¯��¯�¼�¨Ü�ÎÁ¼�¯»-
plementadas las medidas de seguridad, estas no se cumplen de forma co-
ÎÎ��×��ì��¼��µ©Ü¼�Ò�Á��Ò¯Á¼�Ò�Î�ÒÜµ×�¼�¯¼ÒÜõ�¯�¼×�ÒĮ��¼��Ò×��Ò�¼×¯�Á�Ò����
advertido que el uso de tapabocas por parte del funcionariado de penitencia-
ría que está en contacto con la población de personas privadas de libertad es 
incorrecto, ya que no todas las personas se colocan cubriendo el área de boca 
y nariz y, en algunos casos, se los sacan para hablar, lo cual resulta infructuo-
ÒÁ�Ì�Î���µ�õ¼�ÍÜ��ÌÎ�×�¼���ÒÜ�ÜÒÁĮ

Se ha observado que no se cuenta con dispositivos de higiene para el lavado 
de manos en todas las áreas, especialmente dentro de los centros penitencia-
Î¯ÁÒ�å¯Ò¯×��ÁÒį�ì�ÍÜ��µ��ÌÎÁå¯Ò¯Â¼�����µ�»�¼×ÁÒ����µ¯»Ì¯�ñ��Î�ÒÜµ×��̄ ¼ÒÜõ�¯�¼-
te ya que no es constante. Varias personas privadas de libertad han referido 
que no se ha recibido información sobre las medidas de prevención desde las 
instituciones, principalmente en la penitenciaría de Emboscada.

24 El documento fue elaborado en consulta con destacados médicos especialistas en la materia, como el Dr. Iván 
Allende, el Dr. Eugenio Báez Maldonado y el Dr. Guillermo Sequera. El MNP ha remitido el instrumento a todas las 
instituciones referenciadas en marzo de 2020, al inicio de la declaración de estado de emergencia sanitaria por la 
pandemia de la covid-19. Versión disponible para descarga en http://www.mnp.gov.py/index.php/investigacion-
social/2015-08-23-04-10-11/func-download/367/chk,a72d683dbc28f310bf6b5f1b294ccb70/no_html,1/.

25 Visita realizada el 2 y 6 de julio de 2020.

26 Visita realizada el 1 y 4 de julio de 2020.

27 Visita realizada el 15 de julio de 2020.
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La penitenciaría del Buen Pastor advierte problemas de suministro de agua, 
hecho que supone un grave riesgo para la propagación del coronavirus y 
otras enfermedades en general. A esto debe sumarse el limitado acceso a 
productos de limpieza, combinación que agrava las condiciones de insalu-
bridad tanto a nivel personal como de los espacios físicos. 

>�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÍÜ��Ò���¼�Ü�¼×Î�¼��µÁ±���Ò��¼��µ�Ì���µµÂ¼�Ŋž»�¼���ÎŌ28 no pue-
��¼�������Î���Á×ÎÁÒ��ÒÌ��¯ÁÒį���Á�ÍÜ��Î�Ò×Î¯¼©���Ý¼�»�Ò�µ��ÌÁÒ¯�¯µ¯�������
»Áå¯µ¯���� ¨ǞÒ¯��Į� �Ò×Á� ÌÎÁ�Ü��� Ü¼� ¯»Ì��×Á� ¼�©�×¯åÁ� ×�¼×Á� �¼� µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�
�Á»Á��¼�ÒÜÒ�¯±ÁÒ���¯±�Òį�ÍÜ¯�¼�Ò�Ò���¼�å¯Ò×Á��¨��×��ÁÒ�ÌÁÎ�µ��Ò¯×Ü��¯Â¼Į

Las actividades laborales y de estudio se han limitado de forma general, he-
cho que acarrea disminución de ingresos económicos e incerteza sobre los 
programas de formación, que se vieron interrumpidos. Además, se ha reco-
gido información sobre las restricciones para el acceso a una alimentación 
ÒÜõ�¯�¼×��ì������µ¯���Į

El problema del hacinamiento, con todas las consecuencias que involucra, 
es observado en los tres centros visitados. En el contexto de pandemia, esta 
situación adquiere una mayor gravedad, ya que impide cumplir con la dis-
posición del distanciamiento físico necesario para reducir el riesgo de con-
tagio. El alto nivel de densidad poblacional que se registra en la mayoría de 
los centros penitenciarios propicia la insalubridad y la falta de higiene. Esta 
situación, combinada con otros factores, como la ausencia de instalaciones 
edilicias apropiadas, expone gravemente al riesgo de brotes de covid-19 a 
toda la población de personas privadas de libertad. 

Por otro lado, se debe resaltar como una buena práctica la realización de 
�Ò�»�µ��Ò� �¼×Î�� Ì�ÎÒÁ¼�Ò� ÌÎ¯å���Ò� ��� µ¯��Î×��į� �ÒÌ��Ǟõ��»�¼×�� Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
delegadas de pabellones y operadores y operadoras de Justicia29. Entre estos 
Ýµ×¯»ÁÒį�Ì�Î×¯�¯Ì�ÎÁ¼�å�Î¯ÁÒ�»¯¼¯Ò×ÎÁÒ�ì�Ü¼��»¯¼¯Ò×Î�����µ���ÁÎ×��\ÜÌÎ�»��
���4ÜÒ×¯�¯��Ł�\4łį�±Ü�ñ�Ò�����±��Ü�¯Â¼�ì�Î�ÌÎ�Ò�¼×�¼×�Ò���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯-
co, del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y del Ministerio de 
µ����¨�¼Ò��VÝ�µ¯��Į��Ò×�Ò�Ò��Î��µ¯ñ�ÎÁ¼����»�¼�Î��ÌÎ�Ò�¼�¯�µ�ì�å¯Î×Ü�µ30.

>ÁÒ� �¼�Ü�¼×ÎÁÒ� ×Üå¯�ÎÁ¼� �µ� Á�±�×¯åÁ� ��� �ëÌÁ¼�Î� µ�Ò� ÌÎ�Á�ÜÌ��¯Á¼�Ò� ��� µ�Ò�
Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÌÎ¯å���Ò����µ¯��Î×���Î�µ��¯Á¼���Ò����¯Ò×¯¼×ÁÒ�×�»�Òį��Á»Á�µ��Ü¼¯õ-

28 El pabellón “Amanecer” está destinado a mujeres que se encuentran privadas de libertad con hijos pequeños. 
Actualmente residen en el lugar 13 madres y 12 niños cuyos rangos de edad van de 3 meses a 5 años y 9 meses; se 
registra una embarazada de alto riesgo. 

29 Los delegados de pabellones son personas privadas de libertad que actúan como responsables de los sectores que 
ocupan dentro de las penitenciarías.

30 “Teleconferencia entre PPL de Tacumbú y actores del sistema de justicia”, 0LQLVWHULR�GH�-XVWLFLD, 30 de abril de 2020, 
acceso el 2 de octubre de 2020, http://www.ministeriodejusticia.gov.py/noticias/teleconferencia-entre-ppl-
GH�WDFXPEX�\�DFWRUHV�GHO�VLVWHPD�GH�MXVWLFLD"ȠEFOLG ,Z$5���NFL'�NXW-D,���L�QN-�I$G)26ST[)�W28]%V]<B
W4SZtQH7J0PeSY.
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���¯Â¼�����Î¯×�Î¯ÁÒ�Ì�Î��������Î����¯å�ÎÒÁÒ���¼�õ�¯ÁÒ��Ò×��µ��¯�ÁÒ�ÌÁÎ�µ��µ�ì�
����±��Ü�¯Â¼�Ì�¼�µį�µ��¼���Ò¯���������µ�Î¯�����¼�µÁÒ�ÌÎÁ��ÒÁÒ�±Ü�¯�¯�µ�Òį�µ�Ò�
restricciones al uso de la prisión preventiva, entre otros. 

La actividad fue replicada en otras penitenciarías del país y debe ser tenida 
en cuenta como una acción positiva que permite acercar las realidades que 
vienen soportando las personas privadas de libertad, a los distintos actores 
y responsables en materia de Justicia. Este tipo de actividades permite esta-
blecer canales de comunicación genuinos que favorecen el impulso de políti-
��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��±ÜÒ×���Ò���µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�ÍÜ��Ì�����¼��ÍÜ�µµ�ÒĮ

proyectos de ley de carácter paliativo

�¼��µ�»�Ò����±Ü¼¯Áį��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ31 impulsó un proyecto de ley que pre-
tende la aplicación de la prisión domiciliaria temporal a personas condena-
das, en el marco de la emergencia sanitaria. Por otra parte, los senadores 
Arnaldo Augusto Franco Echevarría, Gilberto Antonio Apuril Santiviago y 
Fernando Alberto Silva Facetti32 también presentaron un proyecto de ley que 
buscaría descomprimir el índice de la población penitenciaria, otorgando el 
arresto domiciliario a personas condenadas y prevenidas de grupos vulnera-
�µ�ÒĮ�ž»�ÁÒ�ÌÎÁì��×ÁÒ�¼Á�µÁ©Î�ÎÁ¼��å�¼ñ�Î�ì��Ý¼�Ò���¼�Ü�¼×Î�¼��¼��Ò×Ü�¯Á�
por parte de las comisiones revisoras. Si bien este tipo de acciones pueden 
tener un resultado, en apariencia positivo, resultan meramente paliativas y 
no apuntan a tratar los problemas estructurales. 

ingreso de la covid-19 a las penitenciarías

Pese a los esfuerzos realizados por parte del Ministerio de Justicia y las per-
sonas privadas de libertad, que resignaron por varios meses la visita de sus 
¨�»¯µ¯�Î�Òį���õ¼�Ò���µ�»�Ò����±Üµ¯Á�Ò��ÌÎÁ�Ü����µ�ÌÎ¯»�Î��ÎÁ×�����µ���¼¨�Î»�-
dad en la Penitenciaría Regional de Ciudad del Este. Posteriormente se ex-
×¯�¼�����µ��Ì�¼¯×�¼�¯�ÎǞ�����»Ü±�Î�Ò�4Ü�¼��E�ÎǞ�����>�Î�����µ��»¯Ò»���¯Ü���Į�
En ambas instituciones, adquirieron el virus casi todo el personal de seguri-
dad y administrativo, así como las personas privadas de libertad. 

>ÁÒ���×ÁÒ�Á×ÁÎ©��ÁÒ�ÌÁÎ��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����4ÜÒ×¯�¯��Î�õ�Î�¼�ÍÜ��¨Ü�ÎÁ¼�Î��µ¯-
ñ���Ò��µÎ����ÁÎ����ĂĮĈāā�»Ü�Ò×Î�Ò�µ��ÁÎ�×ÁÎ¯�µ�Òį�ÍÜ���ÎÎÁ±�ÎÁ¼�Ü¼ÁÒ�ĂĮăąĂ�
casos positivos por covid-1933. De acuerdo con estos datos, solo el 13% de la 
población penitenciaria fue sometida a la prueba de la covid-19, y el 70% de 
los exámenes resultaron positivos. 

31 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 1 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/121200.

32 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 1 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/121212.

33 Según datos extraídos de la Nota DSP N.º 672/2020, del 15 de octubre de 2020, emitida por el Dr. Milciades Daniel 
Cantero Leiva, de la Dirección de Salud Penitenciaria (DGEP), Ministerio de Justicia.
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VÁÒ×�Î¯ÁÎ���µ��Ò¯×Ü��¯Â¼����µ�Ò�Ì�¼¯×�¼�¯�ÎǞ�Ò�����¯Ü������µ��Ò×�į�Ò��ÌÎÁ�Ü±�-
ron contagios en otras penitenciarías del país. 

Llama la atención que solo en las penitenciarías de Ciudad del Este, los por-
��¼×�±�Ò�����Ìµ¯���¯Â¼����×�Ò×��Á¼�Î�µ��¯Â¼���µ����¼×¯�������Ì�ÎÒÁ¼�Ò��µÁ±���Ò�
ÒÁ�Î�Ì�Ò���µ�ĆāŧĮ��¼�×Á��Ò�µ�Ò���»�Ò�Ì�¼¯×�¼�¯�ÎǞ�Ò��µ�ÌÁÎ��¼×�±���Ò×���¼×Î��
�µ�ăć�ì��µ�Ĉŧį�¯¼�µÜ¯���µ��V�¼¯×�¼�¯�ÎǞ��F��¯Á¼�µ����a��Ü»�ÝĮ�

La escasa aplicación de pruebas dentro de las penitenciarías no impidió que 
en la mayoría de ellas se produzca el cierre epidemiológico. El MJ informó 
que esta disposición se iba tomando a medida que surgían los brotes, lo que 
implicó el cierre total de las instituciones afectadas por el periodo de 30 días 
�ÁÎÎ¯�ÁÒį��Á¼��µ�Á�±�×¯åÁ����»¯×¯©�Î�µ��ÌÎÁÌ�©��¯Â¼���µ�å¯ÎÜÒĮ�

Esto, obviamente, implicó el cese temporal de ingresos de personas con or-
den de prisión preventiva, así como familiares de las personas privadas de 
libertad. Se tiene conocimiento de la habilitación de albergues para los fun-
cionarios que dieron positivo, pero la información remitida no es clara en 
ese sentido. 

El cese de tomas de muestras y exámenes, así como las declaraciones de cie-
rre epidemiológico son acciones que impiden medir el nivel de contagio y, 
por ende, se desconoce si las medidas adoptadas para evitar la propagación 
del virus fueron efectivas. Es imposible evaluar correctamente estas medi-
��Òį�ì��ÍÜ���µ�¼Ý»�ÎÁ�Áõ�¯�µ����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ���¼��Á¼×Î�Ǟ�Á��µ�å¯ÎÜÒ��¼�µ�Ò�
��Î��µ�Ò�¼Á�Î�øµ�±�ÎǞ��µ��ÌÎÁÌ�©��¯Â¼��¨��×¯å����µ�å¯ÎÜÒ��¼��µ�Ò¯Ò×�»�į����¯�Á���
la decisión de limitar la realización de pruebas. 

A partir de un seguimiento de medios se han registrado 8 muertes de perso-
nas por covid-19: 4 personas privadas de libertad y 4 funcionarios del sistema 
penitenciario. El MJ no ha brindado información al respecto. 

algunas consecuencias de las medidas tomadas 

Desde un primer momento, el MJ ordenó la prohibición de ingresos de per-
ÒÁ¼�Ò�ÌÎ¯å���Ò����µ¯��Î×����µ�Ò¯Ò×�»��Ì�¼¯×�¼�¯�Î¯ÁĮ��Ò×Á�Ò��×Î��Ü±Á��¼�Ü¼��
�¯Ò»¯¼Ü�¯Â¼�Ò¯©¼¯õ��×¯å�����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÌÎ¯å���Ò����µ¯��Î×��Į�>��ÌÁ�µ��¯Â¼�Ò��
Î��Ü±Á��¼×Î���¼�ÎÁ�ì�Ò�Ì×¯�»�Î����µ�ăāăā��¼�ăĮăąą�Ì�ÎÒÁ¼�Òį�Ò�©Ý¼���×ÁÒ���µ�
MNP34. 

Si bien esto se puede considerar como auspicioso, el descenso no respondió 
��Ü¼��ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯��������Ò�Á»ÌÎ�Ò¯Â¼���µ�Ò¯Ò×�»��Ì�¼¯×�¼�¯�Î¯Áį�ÍÜ���¯�¼�
pudo haber sido implementada a favor de grupos de riesgo o a partir de un 

34� 6HJ¼Q�GDWRV�RȑFLDOHV�GHO�013��HQ�VHSWLHPEUH�GH�������HO�VLVWHPD�SHQLWHQFLDULR�FRQWDED�FRQ��������33/��HVWDEOHFLHQGR�
un descenso importante en comparación a enero del mismo año, cuando registraba 15.544. 
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análisis de pertinencia de las prisiones preventivas que pesan sobre algunas 
personas privadas de libertad. 

Este descenso responde más bien a la prohibición del ingreso y posterior 
restricción para la recepción de personas35, que tuvo un impacto directo en 
las comisarías, que se vieron obligadas a albergar a un grupo importante de 
personas.

Para el mes de agosto de 2020, la Policía Nacional había registrado un to-
tal de 1.224 personas con orden de prisión preventiva a nivel nacional36, que 
aguardaban su traslado a distintos centros penitenciarios del país. Está de 
más advertir que esta disposición ha puesto en riesgo a las personas afecta-
das por la aplicación de la medida cautelar, atendiendo a que las comisarías 
no cuentan con infraestructura adecuada para dar respuesta a este tipo de 
acciones.

Con respecto a la violación de la cuarentena sanitaria, esta ha generado 
–de marzo a septiembre– 2.942 procesamientos penales en todo el país. De 
la totalidad de estas personas, 309 soportan prisión preventiva37. Resulta 
un despropósito incorporar a personas dentro de un sistema penitenciario 
colapsado por el hacinamiento, en un momento en que se pretende mini-
mizar situaciones de contacto para evitar la propagación del coronavirus. 

Este hecho podría dar cuenta de la descoordinación existente entre los dis-
tintos actores del sistema de Justicia, entendiendo que el Poder Judicial, 
��Ò���µÁÒ�±Üñ©��ÁÒ�����±��Ü�¯Â¼į���¯¼×�¼×��Á�ÌÎÁÌ¯�¯�Î�Ò�µ¯��Ò����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
privadas de libertad que se encuentren en grupos de riesgo; mientras que, 
por otro lado –como ya se ha mencionado–, el ingreso de personas al sistema 
penitenciario solo fue contenido por las comisarías, que actuaron de centros 
de privación de libertad durante el cierre epidemiológico de los centros pe-
nitenciarios. 

CUarenTena obLigaDa: SoLapaDa 
reSTriCCión a La LiberTaD

FÁ�Ò��ÌÜ������±�Î����»�¼�¯Á¼�Î��µ� ¨�¼Â»�¼Á���� µÁÒ��µ��Î©Ü�Ò���¯µ¯×��ÁÒ�
por el MSPyBS para el cumplimiento de la cuarentena de personas que fue-
ron ingresando al país con casos positivos por covid-19. Si bien estos aisla-
mientos no se dan en el marco del derecho penal, los mismos constituyen 

35 Se implementó un sistema de cuarentena en el Departamento de Judiciales, examen previo y posterior cuarentena en 
los centros penitenciarios más alejados de la capital. 

36 Esta información fue proporcionada por Nota N.º 239 de fecha 26 de agosto de 2020 emanada por la Dirección General 
de Prevención y Seguridad de la Policía Nacional.

37� ǘ�6ROLFLWXG��������,QIRUPDFLµQ�VROLFLWDGDV�D�OD�&RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLDǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ��DFFHVR�HO����
GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������
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una restricción a la libertad que ha tenido una afectación a otros derechos. 
Varias personas sometidas a la medida han mencionado estas limitaciones y 
han sido sometidas por largos periodos de aislamiento. 

reSpUeSTa inaDeCUaDa aL probLema  
De aDiCCioneS en eL SiSTema penaL

Si bien el consumo de drogas no es una práctica penada, la respuesta estatal 
Ò��Î��Ü�����Ò¯�Ý¼¯��»�¼×����µ��ÌÎ¯Ò¯Á¼¯ñ��¯Â¼����Ì�ÎÒÁ¼�Ò��ÎÁ©Á��Ì�¼�¯�¼-
tes que llegan al sistema penal por hechos delictivos derivados del consumo 
problemático de estupefacientes. Por este motivo, se registra un importante 
¼Ý»�ÎÁ����ÜÒÜ�Î¯ÁÒ�ì�ÜÒÜ�Î¯�Ò�����ÎÁ©�Ò�ÍÜ��¯¼©Î�Ò�¼��µ�Ò¯Ò×�»��Ì�¼¯×�¼-
ciario. Sin embargo, el Estado es, en realidad, el que debiera proporcionarles 
un programa de desintoxicación y recuperación de la drogadicción. 

COnClUsiOnEs

El contexto de la pandemia puso al sistema penitenciario en una crisis den-
tro de otra ya preexistente. Si bien el MJ informa sobre la implementación 
de medidas de prevención, contención y mitigación de las restricciones 
¯»ÌÜ�Ò×�Òį� �¼×Î�� µ�Ò� �Ü�µ�Ò� Ò�� ÌÜ���¼� å�Î¯õ��Î� �µ©Ü¼�Ò� �Ü�¼�Ò� ÌÎ��×¯��Òį�
µ��©Î�¼�»�ìÁÎǞ����� �µµ�Ò� �ÌÜ¼×�ÎǞ��Ý¼¯��»�¼×���� �Á¼×�¼�Î� µ�� Ò¯×Ü��¯Â¼����
emergencia. 

\���ÒÌ�Î��ÍÜ��µ�Ò�»��¯��Ò�Î�µ��¯Á¼���Ò��µ�»�±ÁÎ�»¯�¼×Á����µ��ÌÎÁå¯Ò¯Â¼����
agua y al fortalecimiento de las áreas de sanidad de las instituciones peni-
tenciarias hayan sido implementadas para abordar la problemática estruc-
×ÜÎ�µĮ�\¯¼��»��Î©Áį��Ò×�Ò��¯ÒÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò�ÒÁ¼� ¯¼ÒÜõ�¯�¼×�Ò� ¨Î�¼×���� µ��Ò¯×Ü�-
ción extremadamente precaria del sistema penitenciario. 

Las acciones realizadas por ciertos sectores del Poder Judicial no han sido 
ÒÜõ�¯�¼×�Ò�Ì�Î�� ��ÁÎ��Î� µ��ÌÎÁ�µ�»�×¯�����µ���¯¼�»¯�¼×Áį� �µ� ��ÜÒÁ���� µ��
prisión preventiva y la protección de los grupos de riesgo. Las iniciativas 
impulsadas por el MJ para la revisión de medidas cautelares de las perso-
nas pertenecientes a grupos de riesgo no habrían encontrado respuestas del 
todo satisfactorias por parte de la Justicia.

Aunque la medida del cierre temporal de los centros penitenciarios se podría 
considerar efectiva para mitigar la propagación del virus, esta tiene impor-
tantes consecuencias en la vida de las personas privadas de libertad, puesto 
que restringe las posibilidades de contacto exterior y de acceder a recursos 
�ë×�Î¼ÁÒ�ÍÜ��Ì�Î»¯×�¼�»�±ÁÎ�Î��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�ÍÜ���µ�Ò¯Ò×�»��¼Á�ÌÜ����©�Î�¼-
×¯ñ�Î��Á»Áį�ÌÁÎ��±�»ÌµÁį�µ���µ¯»�¼×��¯Â¼�����Ü���Į�
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Asimismo, como se viene sosteniendo en los anteriores informes, la cons-
trucción de nuevas infraestructuras no resolverá el problema del sistema 
penitenciario.

Las acciones implementadas a lo largo de 25 años no han sido efectivas y 
los problemas del sistema penitenciario crecieron en directa relación al in-
cremento de la población penitenciaria. La mayoría ha apuntado a la cons-
trucción de cárceles y/u otras medidas que no se enmarcarían en políticas 
ÌÝ�µ¯��Ò���� �»Ìµ¯Á� �µ��¼��� �Á¼�Á�±�×¯åÁÒ� �� �ÁÎ×Áį�»��¯�¼Á� ì� µ�Î©Á�Ìµ�ñÁÒį�
donde el compromiso del Estado exceda al gobierno de turno y se constituya 
�¼�Ü¼��ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯���ÌÎ¯ÁÎ¯×�Î¯�Į

Se requiere de una mirada más incisiva que busque detectar el foco del con-
øµ¯�×Á�»Ü�Á��¼×�Ò�ÍÜ���Ò×��µµ�©Ü���µ�Ò¯Ò×�»��Ì�¼�µĮ�V�Î���µµÁį��µ��Ò×��Á�ì�µ��
�¯Ü����¼Ǟ���¼�©�¼�Î�µ�����¼�Ì�¼Ò�Î��¼�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ÍÜ����ÁÎ��¼� µ�Ò�
problemáticas de manera diferencial. Es necesario también acometer con 
más seriedad el problema de la drogodependencia desde una mirada de sa-
µÜ��ÌÝ�µ¯���ì���±�Î����µ��Á�µ�Ò��ÎÎ�»¯�¼×�Ò���µ�Ò¯Ò×�»��Ì�¼�µ.

Como ya se mencionó más arriba, es necesario avanzar en el diseño de una 
política criminal que no se base exclusivamente en la represión de los delitos 
y crímenes como estrategia, sino que se desarrolle un profundo análisis de 
los hechos punibles recurrentes y, considerando esto, se diseñen e imple-
menten programas de prevención. 

rECOMEnDaCiOnEs

 Ǻ Coordinar los esfuerzos de todas las instancias estatales responsables del 
sistema penitenciario, para lograr la descompresión de la población pe-
¼¯×�¼�¯�Î¯�į���õ¼����»¯×¯©�Î�µÁÒ��¨��×ÁÒ�ÌÎÁ�Ü�¯�ÁÒ�ÌÁÎ�µ��Ì�¼��»¯�����µ��
covid-19, y brindar efectiva protección a todas las personas privadas de 
libertad, principalmente a aquellas que se encuentren en condiciones de 
especial vulnerabilidad.

 Ǻ Realizar acciones para generar procesos de cambios estructurales que im-
pacten en las condiciones de detención de las personas privadas de liber-
tad en el sistema penitenciario.

 Ǻ aÎ���±�Î� �¼� �µ� �¯Ò�ÀÁ����Ü¼��ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯���»Üµ×¯�¯»�¼Ò¯Á¼�µ� ÍÜ�� ¯¼-
volucre a los tres poderes del Estado y a la sociedad civil, con miras a re-
�¯Î���¯Á¼�Î��µ� �¨��×¯åÁ� �Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á���� µÁÒ�õ¼�Ò� �Á¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ�Ò���� µ��
condena y la efectivización de la excepcionalidad de la prisión preventiva.



derechos digitales

DereChoS DigiTaLeS 
�D�CJ�J��Jr.�ɰǽȅ

Esta es la quinta ocasión consecutiva en que los derechos digitales inte-
¤Ú�Ä��½�¬Ä£ËÚÃ���Äê�½����½���Ë��©ê×ü�üɇ���½Ë�½�Ú¤Ë�����ÞæËÞ��ÊËÞɇ�Þ��Ë�Þ�Ú-
õ��êÄ�Þ�½æË�¬Ã×ËÚæ�Äæ���Ä��½�����ÞË����½�Þ�×�ÚÞËÄ�Þ���.Äæ�ÚÄ�æ��Ä�V�Ú�-
guay. Por lo tanto, se evidencia la importancia de fortalecer los derechos 
©êÃ�ÄËÞ��Ä��½��ÄæËÚÄË��Ä�½®Ä��Ɍ���Þ����Ùê�½�æ¬�Ã×Ëɇ�ü��Ä��Þ×��¬�½��Ä��½�
periodo del presente informe, se ha observado un gran recrudecimiento 
de las normativas de vigilancia estatal de las comunicaciones, de las vio-
laciones de libertad de expresión en línea, de la violencia digital de géne-
ro, así como abusos en el tratamiento de datos personales. Las políticas 
públicas sobre tecnología e inclusión digital deben apuntar a mejorar la 
calidad de vida y la integridad de las personas en entornos digitales, en 

vez de avasallar y violentar derechos.

paLabraS CLaveS:� ×Ú¬õ��¬���ɇ���æËÞ�×�ÚÞËÄ�½�Þɇ�¤�Ä�ÚË��Ä� .Äæ�ÚÄ�æɇ�
libertad de expresión, vigilancia de las comunicaciones.

maricarmen Sequera buzarquis y paloma Lara Castro escobar 

tedic
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balanCE DE lOs 25 añOs

LoS DereChoS hUmanoS También exiSTen en inTerneT

Los derechos digitales nacen a partir de la necesidad de contar con una res-
ÌÜ�Ò×��±ÜÎǞ�¯���ÌÎ��¯Ò��Ì�Î��×Á�����×¯å¯����Î�µ��¯Á¼�����Á¼�µÁÒ�Ò�Îå¯�¯ÁÒ����
la sociedad de la información y de la comunicación. Si bien son los derechos 
humanos propiamente dichos, que surgen como resultado del reconoci-
miento de los derechos fundamentales en la red de redes, actualmente cuen-
×���Á¼�ÒÜ�ÌÎÁÌ¯��Î�©Üµ��¯Â¼į�µ�¼©Ü�±��ì��µ�»�¼×ÁÒ�×��¼ÁµÂ©¯�ÁÒĮ��Ò×���µ�»�¼-
to tecnológico es transversal, sobre todo Internet, que está atravesando en 
nuestras vidas, al igual que está ocurriendo en el derecho. 

La capacidad de compartir información y comunicarse libremente a través 
de Internet es la piedra angular para la realización de los derechos huma-
nos consagrados en la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1976), 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1976) y la Convención 
ÒÁ�Î��µ���µ¯»¯¼��¯Â¼����aÁ��Ò�µ�Ò�*ÁÎ»�Ò�����¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼��Á¼×Î��µ��EÜ±�Î�
(CEDAW, 1980).

Una de las primeras declaraciones sobre derechos digitales la hizo Robert B. 
Gelman, quien en 1997 difundió una propuesta de Declaración de los Dere-
chos Humanos en el Ciberespacio, delineada sobre la base de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos de 1948. En la Declaración de Itacuruçá 
(2000) se consagra por primera vez el derecho al acceso democrático a la so-
ciedad del conocimiento. También se encuentra la Declaración de Indepen-
dencia del Ciberespacio de John Perry Barlow, de 1996, donde se entiende a 
2¼×�Î¼�×��Á»Á�Ü¼���»¯¼Á���¯�Î×Á�Ì�Î��µ��»�±ÁÎ�����µ���Á¼�¯�¯Â¼�Ü»�¼��ì�
de la sociedad. La Declaración de Florianópolis (2000) recoge la aspiración 
de los países latinoamericanos de integrarse en la sociedad de la informa-
�¯Â¼Į��¼×Î���Ò×ÁÒ��Ò¨Ü�ÎñÁÒ�Ò����Ò×����µ�����µ�Î��¯Â¼��Á¼±Ü¼×��ÒÁ�Î��>¯��Î-
tad de Expresión e Internet, del año 2011, por las diversas relatorías para 
la libertad de expresión de la Organización de las Naciones Unidas (ONU). 
Desde entonces, los organismos internacionales y los Estados han puesto su 
interés en cubrir estos temas desde un enfoque integral para el desarrollo de 
las sociedades.

En Paraguay surge esta discusión e interés con la ola global de las reformas 
de propiedad intelectual en Internet y la descentralización de servicio de In-
ternet exclusivamente estatal desde el 2007 hasta el inicio del 2010, que más 
×�Î����¯Á� µÜ©�Î��µ�¼��¯»¯�¼×Á���� µ��žÒÁ�¯��¯Â¼�a��¯�į�ÍÜ�� ×Î���±���¼��Ò×ÁÒ�
temas desde hace 8 años. 
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avanCeS Y reTroCeSoS

�¼��Ò×��Ýµ×¯»Á�ÍÜ¯¼ÍÜ�¼¯Á�Ò��Á�Ò�Îå��Ü¼�¯»ÌÁÎ×�¼×���å�¼����¼�»�×�Î¯�����
derechos digitales en la agenda del Estado, sector privado, organizaciones 
de sociedad civil, academia y comunidades técnicas en Paraguay. Y esto se 
debe a que en los recientes años han aumentado el acceso a Internet y el uso 
de las tecnologías en general en América Latina. Es decir, la penetración de 
Internet se incrementó en todos los países y quintiles entre el 2011 y el 2015. 
Sin embargo, en Paraguay, el acceso a Internet sigue sumamente desigual 
entre los hogares más ricos y los más pobres. La diferencia es de 20 veces 
superior del quintil más rico con relación al quintil más pobre. La brecha de 
conexión entre zona urbana y rural es de 20 puntos porcentuales. Además, 
menos del 50% de la población cuenta con acceso a Internet y la velocidad 
ÌÎÁ»��¯Á��Ò����ĂĂįĆ�E�ÌÒĮ�����Ò×��¨ÁÎ»�į��µ�Ì�ǞÒ�Ò��Ü�¯����¼�Ü¼Á����µÁÒ�Ýµ×¯-
mos lugares en América del Sur1.

A medida que más personas acceden a este espacio digital, sin una política 
ÌÝ�µ¯���¯¼×�©Î�µ��¼�×��¼ÁµÁ©Ǟ����Ò�����¼�µ��å¯������µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Òį�»Ü��Ò����
ellas quedarán excluidas. Al igual que el proceso de globalización con el que ha 
estado estrechamente entrelazada, la expansión del acceso a Internet se pro-
duce con resultados desiguales y a menudo exacerba las desigualdades socioe-
conómicas. Esto se ha evidenciado en tiempos de emergencias de la salud, con 
ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ŊÌ�Î��ÒŌ�ÍÜ��Á�µ¯©�ÎÁ¼���µÁÒ�Ò�Îå¯�¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒį�µ����Ü���¯Â¼�
ì��µ�×Î���±Á��¼�©�¼�Î�µ�Ò��×Î�Òµ���¼���ÎÜÌ×�»�¼×����2¼×�Î¼�×Į��Ò×Á�©�¼�ÎÂ�Ü¼��
gran brecha digital y de género, excluyendo a personas que no cuentan con 
acceso de calidad a Internet, habilidades y destrezas digitales2.

žÒ¯»¯Ò»Áį��¼×Î��µÁÒ��ÒÌ��×ÁÒ�»�Ò��µ�Î»�¼×�Ò����µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒ�Ò���¼�¼Á-
tado un recrudecimiento de las normativas de vigilancia estatal y un aumen-
to de recursos a las instituciones del sistema penal y vigilancia Estatal, sin un 
»�Î�Á�±ÜÎǞ�¯�Á�µ�©�µ�ÍÜ��Ì�Î»¯×��ì�µ¯»¯×��µ��Ü×¯µ¯ñ��¯Â¼����×��¼ÁµÁ©Ǟ������µ×��
intromisión a la vida privada de las personas.

hiToS reLevanTeS De LoS DereChoS 
DigiTaLeS en paragUaY

MINISTERIo DE TECNoLoGíAS DE LA INFoRMACIÓN Y CoMuNICA-
CIÓN (MITIC). �¼��µ�ăāĂĉ�Ò���Î�Â��Ò×��¯¼Ò×¯×Ü�¯Â¼į��ÜìÁ�õ¼��Ò��¯Ò�À�Î���¯»-
Ìµ�»�¼×�Î�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ÍÜ��ÌÎÁ»Ü�å�¼�ì� ¨��¯µ¯×�¼� µ�� �Á¼��×¯å¯���į� µ��
inclusión, la innovación tecnológica y la economía digital. Antes de llegar 
��Ò�Î�E¯¼¯Ò×�Î¯Áį�×ÜåÁ�å�Î¯�Ò�»Á�¯õ���¯Á¼�Ò���»¯¼¯Ò×Î�×¯å�Ò��Ò×ÎÜ�×ÜÎ�µ�ÒĮ�

1 Maricarmen Sequera, 27 de abril de 2020, “La educación virtual y la infraestructura de Internet en Paraguay”. %ORJ�GH�
7HGLF, https://www.tedic.org/la-educacion-virtual-y-la-infraestructura-de-internet-en-paraguay/.

2 Ibíd.
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�Ò×����»�¯Á�Ò¯©¼¯õ�Â�µ���Î���¯Â¼����Ü¼���©�¼����¯©¯×�µ�»Üì��»�¯�¯ÁÒ�į�ÍÜ��
se encuentra en pleno desarrollo y que comprende políticas de inclusión di-
gital con perspectiva de derechos humanos. El desafío está en desarrollar 
metodologías de participación de todos los sectores, en el marco de la trans-
parencia, la rendición de cuentas, la participación ciudadana y con una eva-
luación previa del posible impacto de las políticas en los derechos humanos.

LEY N.º 5777/2016 “DE PRoTECCIÓN INTEGRAL A LAS MuJERES CoN-
TRA ToDA FoRMA DE VIoLENCIA”. Esta normativa3 es la primera que 
incluye a la violencia telemática como una forma de violencia que ocurre en 
2¼×�Î¼�×Į��Ò×���å�¼���µ�©�µ�Ò¯©¼¯õ�Â��»Ìµ¯�Î�µ���Ìµ¯���¯Â¼����µ��µ�ì��¼��ÒÌ�-
cios digitales. Sin embargo, el desafío está en crear mecanismos efectivos 
para su aplicación.

RECHAZo DE LA LEY “PYRAwEBS” Y oTRAS SIMILARES. En el 2015 se 
logró el rechazo de un proyecto de ley denominado “Conservación obligato-
Î¯�������×ÁÒ����×Î�õ�ÁŌį��ÁµÁÍÜ¯�µ»�¼×���Á¼Á�¯�Á��Á»Á�>�ì�ŊVìÎ�æ��ÒŌĮ��Ò×��
normativa pretendía obligar a proveedoras de Internet a retener los meta-
��×ÁÒ����×Î�õ�Á��ÜÎ�¼×��Ăă�»�Ò�Òį�ÌÁ¼¯�¼�Á��¼�Î¯�Ò©Á�µ��ÌÎ¯å��¯�������×Á��Ò�
las personas por ser una medida desproporcionada y masiva de vigilancia de 
las comunicaciones4. La iniciativa “anti-Pyrawebs” fue la primera campaña 
ciudadana enteramente digital sobre derechos digitales, que tuvo como con-
secuencia el rechazo absoluto y archivo del proyecto de ley5. Además, logró 
�Á¼�¯�¼×¯ñ�Î�Ü¼�×�»��»Üì��Á»Ìµ�±Áį��Á»Á��Ò�µ��×��¼ÁµÁ©Ǟ���¼�Ü¼��Á¼×�ë×Á�
�Á¼���±���Á¼��×¯å¯������¼¯å�µ�¼��¯Á¼�µ6. Tomando esta campaña como im-
pulso, se han logrado frenar otras normativas parecidas7 y se ha alertado a 

3 Ley N.º 5777, del 27 de diciembre de 2016, de protección integral a las mujeres contra toda forma de violencia, %LEOLRWHFD�
\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/8356/ley-n-5777--de-proteccin-
integral-a-las-mujeres-contra-toda-forma-de-violencia.

�� ǘ/D�5HWHQFLµQ�GH�'DWRV�GH�7U£ȑFR�HQ�3DUDJXD\�(V�(VSLRQDMH�0DVLYR�H�,QFRQVWLWXFLRQDOǙ��(OHFWURQLF�)URQWLHU�)RXQGDWLRQ, 
DFFHVR�HO���GH�PDU]R�GH�������KWWSV���ZZZ�HȞI�RUJ�HV�GHHSOLQNV���������OD�UHWHQFLRQ�GH�GDWRV�GH�WUDȑFR�HQ�SDUDJXD\�
es-espionaje-masivo-e.

�� -DYLHU�3DOOHUR��ǘ%UHDNLQJ�QHZV��Ǖ3\UDZHEVʜ�UHMHFWHG�IRU�JRRGǙ��$FFHVV�1RZ, 4 de junio de 2015, acceso el 10 de octubre de 
2020, https://www.accessnow.org/breaking-news-internet-data-retention-bill-pyrawebs-rejected-for-good-espan/.

6 Maricarmen Sequera, “La educación virtual y la infraestructura de Internet en Paraguay”.

7 Algunos casos fueron:
1. Ley N.º 5883/2017, “Que regula la activación del servicio de telefonía móvil”, presentada en el 2017. “Acertada decisión de 

vetar el proyecto de ley de registro de huellas dactilares para acceder a servicios de Internet”, %ORJ�GH�7HGLF, 28 de septiembre 
de 2017, https://www.tedic.org/acertada-decision-del-poder-ejecutivo-para-la-defensa-de-nuestra-privacidad/. 

2. Proyecto de ley “Que obliga a proveedores de aplicaciones y redes sociales a suspender y retirar publicaciones con carácter 
ofensivo o difamatorio, presentado por el diputado Edgar Ortiz en el 2017. “Se archiva el proyecto de ley de Censura política 
en Internet”, %ORJ�GH�7HGLF, 11 de octubre de 2017, https://www.tedic.org/un-proyecto-de-censura-politica/.

3. Proyecto de ley “Que sanciona el incumplimiento de las medidas dispuestas ante alertas epidemiológicas y en 
estado de emergencia sanitaria declarada”, presentado el 18 de marzo de 2020 y retirado poco tiempo después, 
el 1 de abril. “El Congreso paraguayo retira el proyecto de ley sobre desinformación en tiempos de emergencia”, 
%ORJ�GH�7HGLF, 3 de abril de 2020, https://www.tedic.org/el-congreso-paraguayo-retira-el-proyecto-de-ley-sobre-
desinformacion-en-tiempos-de-emergencia/. 

4. Rechazo de una acción de amparo constitucional que buscaba censurar una publicación de un activista en Twitter. “El 
Poder Judicial aboga por la defensa de la libertad de expresión”, %ORJ�GH�7HGLF, 16 de junio de 2016, https://www.tedic.
org/una-victoria-en-favor-de-nuestra-libertad-de-expresion-en-internet/.
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la ciudadanía sobre acciones del Estado que conllevan un alto riesgo para el 
�±�Î�¯�¯Á�Ìµ�¼Á������Î��ÁÒ��¼�µÁÒ��ÒÌ��¯ÁÒ��¯©¯×�µ�ÒĮ

SISTEMA NACIoNAL DE INTELIGENCIA (SINAI). Creado en el 20148, 
�Ò×���Á»ÌÜ�Ò×Á�ÌÁÎ�å�Î¯�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò���µ��Ò×��Á�ÁÎ¯�¼×���Ò���×Î���±ÁÒ����
inteligencia. El Sinai, la Secretaría Nacional Antidrogas (Senad), las Fuerzas 
Armadas y el Ministerio del Interior no cuentan con la obligación de publicar 
informes sobre las actividades de vigilancia de las comunicaciones, por lo 
que operan con total autonomía, poca supervisión efectiva o, dicho de otra 
forma, con total impunidad.

VoTo ELECTRÓNICo. La implementación del voto electrónico como solu-
ción tecnológica ante los diversos tipos de irregularidades que ocurren en 
las elecciones nacionales ha sido otro importante hito. Esta “solución” tiene 
varios riesgos, expuestos en el informe anterior9. Sin embargo, el Tribunal 
Superior de Justicia Electoral (TSJE) ha ignorado y ha realizado la licitación 
de alquiler de las máquinas de votación, cuya implementación está paraliza-
da por la emergencia sanitaria actual10.

SiSTemaS De vigiLanCia De LaS ComUniCaCioneS

Como resultado de la falta de transparencia de las políticas y prácticas de la 
vigilancia en Paraguay, no queda claro qué tipo de capacidades posee el país. 
\¯¼��»��Î©Áį� �¼� µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒ��¼��Ì�Î��¯�Á�å�Î¯ÁÒ� ¯¼¨ÁÎ»�Ò�ÍÜ����¼�
cuenta de la existencia de sistemas de vigilancia de las comunicaciones en la 
ÂÎ�¯×���Ò×�×�µį�ì��Ò×Á��¯õ�Î��ÒÜÒ×�¼�¯�µ»�¼×�����µÁ�ÍÜ���Ò×��¯¼�¯���Á��¼�µ��µ�ìĮ�
�Á»Á��±�»ÌµÁÒ�����Ò×Á�Ò��ÌÜ���¼��¯×�Îĭ�µ����ÍÜ¯Ò¯�¯Â¼���µ�malware llamado 
FinFisher11, las conversaciones para la adquisición del malware de Hacking-
team12, el uso de cámaras de reconocimiento facial13, así como la adquisición 
����ÎÁ¼�Ò�Ì�Î��å¯©¯µ�¼�¯���¼��ÒÌ��¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ14.

8 Ley N.º 5241, de 20 de agosto de 2014, que crea el Sistema Nacional de Inteligencia, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�
&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ��KWWS���ZZZ�EDFQ�JRY�S\�1'<\0$  	OH\�Q�������

9 Maricarmen Sequera y Paloma Lara Castro, “¿Quién vigila al vigilante?”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2019), 365-390.

10 “Máquinas de votación podrían no salir de Argentina por Covid-19”, �OWLPD�+RUD, 23 de marzo de 2020, acceso el 14 de 
abril de 2020, https://www.ultimahora.com/maquinas-votacion-podrian-no-salir-argentina-covid-19-n2876321.html.

11� %LOO�0DUF]DN��-RKQ�6FRWW�5DLOWRQ��$GDP�6HQȻW��,UHQH�3RHWUDQWR�\�6DUDK�0FNXQH��ǘ3D\�1R�$WWHQWLRQ�WR�WKH�6HUYHU�%HKLQG�
WKH�3UR[\��0DSSLQJ�)LQ)LVKHUʜV�&RQWLQXLQJ�3UROLIHUDWLRQǙ��HQ�7KH�&LWL]HQ�/DE, 15 de octubre de 2015, acceso el 27 de 
VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���FLWL]HQODE�FD���������PDSSLQJ�ȑQȑVKHUV�FRQWLQXLQJ�SUROLIHUDWLRQ���

12  “The Hackingteam Archives”, :LNL/HDNV, 8 de julio de 2015, acceso el 3 de abril de 2017, https://wikileaks.org/
hackingteam/emails/emailid/4132. 

13  “Reconocimiento facial: nueva estrategia para combatir la delincuencia”, $%&�&RORU, 11 de julio de 2019, acceso el 11 de 
julio de 2019, https://www.abc.com.py/nacionales/2019/07/11/reconocimiento-facial-nueva-estrategia-para-combatir-
la-delincuencia. 

14  Paloma Lara Castro, “Uso de drones: ¿combaten la pandemia o refuerzan el control ciudadano?”, %ORJ�GH�7HGLF, 22 de 
abril de 2020, https://www.tedic.org/uso-de-drones-covid19/.
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En el marco de las actividades de vigilancia, en 2016, Paraguay aceptó las 
recomendaciones del Examen Periódico Universal (EPU)15. A pesar de esto, 
Î��¯�¼×�»�¼×�� Ò�� Î��µ¯ñÂ�Ü¼�� ÒÁµ¯�¯×Ü���������ÒÁ��� ¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ÌÝ�µ¯����µ�
Ministerio de Relaciones Exteriores de Paraguay, que fue respondida de la 
Ò¯©Ü¯�¼×��¨ÁÎ»�ĭ�ŊĿİŀ�FÁ�Ò���Ü�¼×���Ý¼��Á¼��µ�Ò�©Ü¯»¯�¼×Á��ÁÎÎ�ÒÌÁ¼�¯�¼×��
por parte de las instituciones competentes [...]”16.

El Ministerio del Interior17 y la Senad18 han respondido a la solicitud de in-
¨ÁÎ»��¯Â¼�ÌÝ�µ¯����Á»Ì�Î×¯�¼�Á�µ��¼ÁÎ»�×¯å��ÍÜ��µ�Ò�Ì�Î»¯×��»Á¼¯×ÁÎ��Î�
µ�Ò��Á»Ü¼¯���¯Á¼�ÒĮ�\¯¼��»��Î©Áį�Ò���Á¼Ò¯��Î��ÍÜ��¼Á�ÒÁ¼�ÒÜõ�¯�¼×�Ò�Ì�Î��
aclarar las adquisiciones y el uso de hardware y Ë»ǡÐÝ}Ç���ÒÌ��Ǟõ�ÁÒ�Ì�Î�� µ��
vigilancia de las comunicaciones que se describen en este documento. La re-
gulación compartida por estas instituciones solo alude a la interceptación 
telefónica. En cuanto a la solicitud de información sobre los mecanismos de 
rendición de cuentas acerca de la adquisición de�Ë»ǡÐÝ}Ç��de vigilancia, solo 
Ò��Î�õ�Î�¼����Ü�Ò×¯Á¼�Ò���»¯¼¯Ò×Î�×¯å�Ò�Î�µ��¯Á¼���Ò��Á¼�Ò�µ�Î¯ÁÒį� µ¯Ò×�����
funcionarios, adquisiciones de bienes, etc., pero no brindan la información 
ÒÁ�Î��µ���Á¼ÒÜµ×��Î��µ¯ñ�����¼��µ�VÁÎ×�µ����ž���ÒÁ���µ��2¼¨ÁÎ»��¯Â¼�VÝ�µ¯��Į19

Ante la falta de un monitoreo y control de posibles abusos por parte de estas 
instituciones del Estado, se han realizado litigios estratégicos para solicitar 
información sobre la adquisición, implementación y uso de algunas de estas 

15 Los derechos implicados sobre las recomendaciones son: libertad y seguridad de la persona, no violencia, derechos 
civiles y políticos y alcance de las obligaciones internacionales. Las instituciones implicadas en el cumplimiento 
y seguimiento de estas recomendaciones son: Comisión Nacional de Telecomunicaciones, Ministerio del Interior, 
Secretaría Nacional de Tecnologías de la Información y Comunicación (actualmente Ministerio de Tecnologías de la 
Información y Comunicación) y Ministerio de Defensa Nacional. El Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) afectado: 
����3URPRYHU�VRFLHGDGHV�SDF¯ȑFDV�H�LQFOXVLYDV�SDUD�HO�GHVDUUROOR�VRVWHQLEOH��IDFLOLWDU�HO�DFFHVR�D�OD�MXVWLFLD�SDUD�WRGRV�\�
FRQVWUXLU�D�WRGRV�ORV�QLYHOHV�LQVWLWXFLRQHV�HȑFDFHV�H�LQFOXVLYDV�TXH�ULQGDQ�FXHQWDV��2EVHUYDFLRQHV�JHQHUDOHV�GHO�([DPHQ�
Periódico Universal: N.º 16: Derecho a la intimidad (artículo 17) y Observación General N.º 35: Libertad y seguridad 
personales. Ministerio de Relaciones Exteriores de Paraguay - Sistema SIMORE, etiqueta “Vigilancia”, “Examen Periódico 
Universal”, acceso el 5 de octubre de 2020, https://www.mre.gov.py/simoreplus/ (etiqueta vigilancia).

16� ǘ6ROLFLWXG�������Ǚ��,QIRUPH�VREUH�([DPHQ�3HULµGLFR�8QLYHUVDO�GH�1DFLRQHV�8QLGDV��(38�Ǚ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�
,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO���GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�
solicitud/33586.

17� ǘ6ROLFLWXG���������([DPHQ�3HULµGLFR�8QLYHUVDO�GH�ODV�1DFLRQHV�8QLGDV��(38���0LQLVWHULR�GHO�,QWHULRUǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�
GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO����GH�VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����
ciudadano/solicitud/34610.

18� ǘ6ROLFLWXG���������([DPHQ�3HULµGLFR�8QLYHUVDO�GH�ODV�1DFLRQHV�8QLGDV��(38���6HQDGǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�
3¼EOLFD��DFFHVR�HO����GH�VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�
solicitud/34609.

19 Principales elementos de la consulta de Tedic al Ministerio del Interior y Senad:
1. Detallar las medidas y protocolos necesarios que se están llevando a cabo sobre el funcionamiento de las agencias 

de inteligencia: Sistema Nacional de Inteligencia (Sinai), Ministerio del Interior y Secretaría Nacional Antidrogas 
(Senad). Adjuntar copia de las resoluciones que detallen el tipo de tecnología que se utiliza y cómo se utilizan u otro 
funcionario que describa la tecnología y su funcionamiento.

2. Informar los detalles de implementación, protocolos y cualquier tipo de tratamiento de datos personales de las 
personas que se utilizan en el sistema de vigilancia de las agencias de inteligencia.

3. Detallar las medidas y protocolos necesarios para garantizar la transparencia y rendición de cuentas para que sean 
supervisados por mecanismos de seguimiento independientes. Adjuntar copia de las resoluciones que detallan 
estos protocolos para garantizar transparencia y rendición de cuentas.



379ddhhpy2020 ��Y��+J]��.&.c�=�]

tecnologías. La Asociación Tedic ha interpuesto una acción de inconstitucio-
¼�µ¯�����Á¼×Î��µ��Î�ÒÌÜ�Ò×����µ��ÒÁµ¯�¯×Ü��ÌÝ�µ¯���X�ÒÁµÜ�¯Â¼�FĮû�ăĄĉ���µ�E¯-
¼¯Ò×�Î¯Á���µ�2¼×�Î¯ÁÎ�ì�µ�Ò��Á¼Ò��Ü�¼×�Ò�Î�ÒÁµÜ�¯Á¼�Ò�±Ü�¯�¯�µ�Ò�ÍÜ��å�µ¯��ÎÁ¼�
dicha decisión. El Poder Judicial ha rechazado en las dos primeras instancias 
�µ�����ÒÁ���µ��¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ÌÝ�µ¯��į��Î©Ü»�¼×�¼�Á�ÍÜ���¼×Î���¼��µ��»�¯×Á����
seguridad nacional, a pesar de que la ley establece claramente que el carácter 
de reservado debe estar expresamente establecido en la ley (art. 22 de la Ley 
N.º 5282/2015). Este no es el caso, pues no existe normativa legal alguna que 
reserve el tipo de información requerida. Hasta la fecha, no se ha resuelto 
la acción y el caso se encuentra hace más de un año en la Corte Suprema de 
Justicia (CSJ)20.

Hasta el presente, el Paraguay no cuenta con un marco legal de protección 
integral de datos personales. Ello implica una falta de garantías de protec-
ción ante posibles abusos en el tratamiento de datos personales tanto en 
¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò���µ�Ò��×ÁÎ�ÌÝ�µ¯�Á��Á»Á�ÌÎ¯å��ÁĮ��Ò×Á���ÌÎÁåÁ���Á��µ��µ»�-
cenamiento, registro y utilización de datos personales y sensibles de forma 
indiscriminada. Esta preocupación se viene exponiendo en todos los infor-
mes anuales y recién este año 2020 aparece una tímida apertura para su dis-
cusión en el Congreso Nacional21.

vioLenCia De género en Línea

>��KF+�>Ü���ÁÎ�Ò����E�ë¯�Á���õ¼����µ��å¯Áµ�¼�¯���¼�µǞ¼����Á»Á�Ŋ��×ÁÒ����
violencia de género cometidos instigados o agravados, en parte o totalmen-
te, por el uso de las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC), 
plataformas de redes sociales y correo electrónico. Estas violencias causan 
��ÀÁ�ÌÒ¯�ÁµÂ©¯�Á�ì��»Á�¯Á¼�µį�Î�¨Ü�Îñ�¼�µÁÒ�ÌÎ�±Ü¯�¯ÁÒį���À�¼�µ��Î�ÌÜ×��¯Â¼į�
causan pérdidas económicas y plantean barreras a la participación en la vida 
ÌÝ�µ¯���ì�ÌÜ���¼��Á¼�Ü�¯Î��� ¨ÁÎ»�Ò����å¯Áµ�¼�¯��Ò�ëÜ�µ�ì�Á×Î�Ò� ¨ÁÎ»�Ò����
violencia física”22. En ese sentido, cabe mencionar en primer lugar que falta 
mucho camino por recorrer, pues no se considera que las TIC incidan en la 
��Ò¯©Ü�µ�������©�¼�ÎÁ�¼¯�ÍÜ��Î�ÌÎÁ�Üñ��¼�ìĺÁ�Î�¨Ü�Î��¼�µ��å¯Áµ�¼�¯�Į��±�»-
ÌµÁ�����µµÁ��Ò�µ����õ¼¯�¯Â¼�¯¼�Á»Ìµ�×������Ò×��å¯Áµ�¼�¯��ÍÜ��Ò���¼�Ü�¼×Î���¼�
la mencionada Ley N.º 5777/201623. Si bien acogemos con agrado el hecho de 

20 “¿Quién vigila al vigilante? Reconocimiento facial en Asunción - Paraguay”, %ORJ�GH�7HGLF,16 de septiembre de 2019, 
https://www.tedic.org/quien-vigila-al-vigilante-reconocimiento-facial-en-asuncion.

21 “Inició el ciclo de charlas de la Coalición de Datos Personales”, 10 de junio de 2020, %ORJ�GH�7HGLF, https://www.tedic.org/
inicio-el-ciclo-de-charlas-de-la-coalicion-de-datos-personales/.

22 Luchadoras de México, /D�YLROHQFLD�HQ�O¯QHD�FRQWUD�ODV�PXMHUHV�HQ�0«[LFR (México: Luchadoras de MX, 2017), https://
luchadoras.mx/wp-content/uploads/2017/12/Informe_ViolenciaEnLineaMexico_InternetEsNuestra.pdf.

23 Artículo 6, inciso l: Violencia telemática.b(V�OD�DFFLµQ�SRU�PHGLR�GH�OD�FXDO�VH�GLIXQGHQ�R�SXEOLFDQ�PHQVDMHV��IRWRJUDI¯DV��
audios, videos u otros que afecten la dignidad o intimidad de las mujeres a través de las actuales tecnologías de 
LQIRUPDFLµQ�\�FRPXQLFDFLµQ��LQFOXLGR�HO�XVR�GH�HVWRV�PHGLRV�SDUD�SURPRYHU�OD�FRVLȑFDFLµQ��VXPLVLµQ�R�H[SORWDFLµQ�GH�
OD�PXMHU��6H�HQWHQGHU£�SRU�ǘFRVLȑFDFLµQǙ�D�OD�DFFLµQ�GH�UHGXFLU�D�OD�PXMHU�D�OD�FRQGLFLµQ�GH�FRVD�
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ÍÜ���Ò×��×¯ÌÁ����å¯Áµ�¼�¯���ì��Ò¯�Á�̄ ¼�µÜ¯�Á��¼�µ��µ�ìį�ÒÜ���õ¼¯�¯Â¼��Ò�̄ ¼�Á»-
Ìµ�×�į�ì��ÍÜ��Ò���¼¨Á���Ý¼¯��»�¼×���¼�µ���¯¨ÜÒ¯Â¼����̄ »�©�¼�Ò�¼Á��Á¼Ò�¼ÒÜ�-
��Ò�ì�µ���ëÌÁÒ¯�¯Â¼�ÌÁÎ�µÁÒ�»��¯ÁÒ�����Á»Ü¼¯���¯Â¼Ĺ���±�¼�Á����µ��Á��µ���ÁÒÁ�
en línea, las amenazas, el seguimiento y el acecho, las expresiones discri-
minatorias, el descrédito, el acceso no autorizado, la suplantación / robo de 
identidad, el abuso y la explotación sexual relacionados con las tecnologías, 
afectando los canales de expresión y omisiones de los actores con poder re-
©Üµ�×ÁÎ¯ÁĮ��µµÁį������Ü�Î�Á��Á¼�µÁ�¯��¼×¯õ���Á��Á»Á�×¯ÌÁÒ����å¯Áµ�¼�¯���¼�µǞ-
nea en informes realizados por la sociedad civil, como ser el de la Asociación 
para el Progreso de las Comunicaciones (APC) y Luchadoras de México24, que 
¯��¼×¯õ���ĂĄ�×¯ÌÁÒ����å¯Áµ�¼�¯���¼�µǞ¼��Į��Ò×��¨�µ×������Á¼Ò¯��Î��¯Â¼�����Á»Á�
resultado que ciertas formas de violencia que forman parte de la violencia en 
línea se vuelvan invisibles y, por tanto, desprotegidas. Como resultado, ac-
tualmente no existen estudios ni puntos de referencia epistémicos que den 
cuenta del problema en sí en Paraguay; tampoco existe producción de datos 
representativos en el observatorio de género25 (perteneciente al Ministerio 
���µ��EÜ±�Îł�Î�¨�Î�¼×�����Ò×��×¯ÌÁ����å¯Áµ�¼�¯�Òį�ÌÁÎ�µÁ�ÍÜ��¼Á�Ò��©�¼�Î�¼���-
Ì��¯����Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ�Ò�ÍÜ����¯µ¯×�¼�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�Ì�Î��Ò�µå�©Ü�Î��Îį�
proteger y reparar a las personas víctimas de esta violencia.

ž�ÒÜ�å�ñį�ÌÎ�Á�ÜÌ��ÍÜ��µ�Ò�å¯Áµ��¯Á¼�Ò�����Î��ÁÒ����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�Á�ÜÎÎ¯��Ò��¼�
espacios digitales, además de no ser reconocidas en su totalidad, resultan en 
Ü¼��¼�©�×¯å��Ò¯Ò×�»�×¯������±ÜÒ×¯�¯���¼��µ�VÁ��Î�4Ü�¯�¯�µĮ�>��µ�©¯Òµ��¯Â¼�ÌÎ�-
existente a la Ley N.º 5777/2016, así como la legislación penal y los tratados 
internacionales de derechos humanos no son aplicados de igual forma a las 
violencias ocurridas en los espacios digitales, a pesar de que las acciones se 
subsuman en los tipos legales ya existentes, como es el caso del “acoso se-
xual”, reconocido en el artículo 133 del Código Penal Paraguayo26.

CASo BELéN wHITTINGSLow. �Ò×����ÒÁ��Á¼õ©ÜÎ��å¯Áµ�¼�¯�����©�¼�ÎÁ��¼�
µǞ¼�����¯µÜÒ×Î��µ��¨�µ×�����¯¼��Ì�¼��¼�¯��±Ü�¯�¯�µ�ì�����ÒÁ���µ��±ÜÒ×¯�¯���¼�V�Î�-
guay. Belén Whittingslow denunció a Cristian Kriskovich, profesor de la Uni-
å�ÎÒ¯������×Âµ¯������žÒÜ¼�¯Â¼�ì�Î�ÌÎ�Ò�¼×�¼×�����µ��»¯Ò»���¼×���µ��Á¼Ò�±Á����
la Magistratura, órgano central en el proceso de designación y nombramien-
×Á����±Ü���Ò�ì��©�¼×�Ò�õÒ��µ�Ò27į�ì��µ�4ÜÎ��Á�����¼±Ü¯�¯�»¯�¼×Á����E�©¯Ò×Î��ÁÒį�
ÂÎ©�¼Á��Á¼�¨��Üµ×���Ò�Ì�Î��Ò�¼�¯Á¼�Î���»�©¯Ò×Î��ÁÒ�ì��©�¼×�Ò�õÒ��µ�Ò28 por 

24 “13 formas de agresión relacionada con las tecnologías contra las mujeres”, /XFKDGRUDV�GH�0«[LFR, acceso el 1 de octubre 
de 2020, https://luchadoras.mx/13-formas-violencia-linea-las-mujeres/.

25 El Observatorio para las Mujeres es un espacio de la Secretaría Nacional de Tecnologías de la Información y 
Comunicación (actualmente Ministerio de las Tecnologías de la Información y Comunicación), para el seguimiento de 
casos de violencia hacia las mujeres, al que puede accederse desde su sitio web: http://observatorio.mujer.gov.py/.

26 “Artículo 133. Acoso sexual 1.º:�(O�TXH�FRQ�ȑQHV�VH[XDOHV�KRVWLJDUD�D�RWUD�SHUVRQD��DEXVDQGR�GH�OD�DXWRULGDG�R�
LQȠOXHQFLD�TXH�OH�FRQȑHUHQ�VXV�IXQFLRQHV��VHU£�FDVWLJDGR�FRQ�SHQD�SULYDWLYD�GH�OLEHUWDG�GH�KDVWD�GRV�D³RV��2.º: En estos 
casos se aplicará lo dispuesto en el artículo 59. 3.º: La persecución penal dependerá de la instancia de la víctima”.

27 Artículo 264 de la Constitución Nacional del Paraguay.

28 Artículo 11 de la Ley N.º 3759/2009.
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acoso sexual (llevado a cabo a través de medios digitales). Ella terminó siendo 
ÒÁµ¯�¯×�¼×�����Î�¨Ü©¯Á��¼�fÎÜ©Ü�ì�×Î�Ò����Î�Ò¯�Á�Ì�ÎÒ�©Ü¯���±Ü�¯�¯�µ»�¼×�Į�

Los hechos denunciados por Belén se remontan al año 2013, cuando alegó 
que, siendo alumna del Sr. Kriskovich, este la acosó sexualmente por me-
�¯ÁÒ��¯©¯×�µ�Òį��� ×Î�å�Ò����»�¼Ò�±�Ò��� ¯»�©�¼�Ò��¼å¯��ÁÒ�ÌÁÎ� µ���Ìµ¯���¯Â¼�
���»�¼Ò�±�ÎǞ��¯¼Ò×�¼×�¼���p�×ÒžÌÌ29. A pesar de haberse ordenado la rea-
lización de la pericia de los celulares –principal prueba del acoso denuncia-
�Áńį�×Î�Ò�Ü¼��Ò�Î¯×Á�ÌÎ�Ò�¼×��Á�ÌÁÎ�µ����¨�¼Ò����µ�\ÎĮ�<Î¯Ò³Áå¯�į��µ�õÒ��µ���µ�
caso decidió desconvocar las diligencias de la pericia y desestimar la causa30. 
a�µ����¯Ò¯Â¼�¨Ü��Î�×¯õ�����ÌÁÎ��µ�õÒ��µ���±Ü¼×Áį�ÍÜ¯�¼��Á¼Ò¯��ÎÂ�ÍÜ���µ��-
�Á���¼Ü¼�¯��Á�¼Á��Á¼õ©ÜÎ������ÁÒÁ�Ò�ëÜ�µį���µ¯õ��¼�ÁµÁ��Á»Á�Ŋ©�µ�¼×�Á�
Á��ÁÎ×�±ÁŌ31 en una resolución contra legem. Es así como, en este proceso, el 
E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á���Ò�Ò×¯»Â�ÌÁÎ��Á»Ìµ�×Á�µ��ÁÌÁÒ¯�¯Â¼������µ�¼���µÁÒ�»�¼-
Ò�±�Ò�Î��¯�¯�ÁÒ�ŁÌµ�Ò»�����¼�µÁÒ�»�¼Ò�±�Ò�Á¨Î��¯�ÁÒ��Á»Á�ÌÎÜ�����¼��µ��ëÌ�-
�¯�¼×�ł��¼���Ò�����Î©Ü»�¼×ÁÒ�ÒÜÒ×�¼×��ÁÒ��¼�ÌÎ�±Ü¯�¯ÁÒ����©�¼�ÎÁ�ì��å¯×�¼�Á�
analizar la posición de poder ostentada por el Sr. Kriskovich32.

>Ü�©Á����µ����Ò�Ò×¯»��¯Â¼į���µ�¼�¨Ü��¯¼åÁµÜ�Î�����¼��ÁÒ�ÌÎÁ��ÒÁÒ�±Ü�¯�¯�µ�Ò�
�¼�ÒÜ��Á¼×Î�į�ÍÜ���Á¼×¯¼Ý�¼��Ý¼�Áìį�ć��ÀÁÒ���ÒÌÜ�ÒĮ��Ò×ÁÒ�ÌÎÁ��ÒÁÒ��¼�
estado plagados de irregularidades y violaciones al debido proceso, tales 
como la cancelación de la defensa y la solicitud de orden de captura con-
tra la víctima tras una declaración de rebeldía, que carece de fundamentos 
legales33. Este caso pone de relieve dos temas fundamentales en Paraguay: 
por un lado, la marcada discriminación, estigmatización y denegatoria de 
±ÜÒ×¯�¯�į�ÍÜ���¨��×����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÍÜ����¼Ü¼�¯�¼��µ���ÁÒÁ�Ò�ëÜ�µ�ì�µ��å¯Áµ�¼�¯��
���©�¼�ÎÁĮ�VÁÎ�Á×ÎÁį�µÁÒ�Á�Ò×��ÜµÁÒ�±Ü�¯�¯�µ�Ò�ÍÜ���Ì�Î���¼���µ��ÁÎ������ÜÒ-
��Î�±ÜÒ×¯�¯��ì�Î�Ì�Î��¯Â¼��¼���ÒÁÒ�ÍÜ��µ��å¯Áµ�¼�¯�����©�¼�ÎÁ�Ò�������×Î�å�Ò����
medios digitales.

sitUaCiÓn DEl DErECHO En 2020

DroneS en TiempoS De emergenCia SaniTaria

El Ministerio del Interior adquirió drones para la vigilancia de espacios 
ÌÝ�µ¯�ÁÒ�Ì�Î��õÒ��µ¯ñ�Î� �µ� �Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á���µ� �Á¼õ¼�»¯�¼×Á�Á�µ¯©�×ÁÎ¯Á� �¼�
tiempos de pandemia. No es la primera vez que esta institución obtiene tec-
nología para la vigilancia no tripulada: en 2019 ya había adquirido un ve-

29 Causa N.º 8830/2014, caratulada “Cristian Kriskovich S/ Acoso Sexual”.

30� 5HVROXFLµQ�1�|���GHO����GH�DEULO�GH�������SURIHULGD�SRU�HO�ȑVFDO�&HQWXULµQ��&DXVD�1�|������������

31� 'LFWDPHQ�1�|������SURIHULGR�SRU�HO�ȑVFDO�DGMXQWR�-RUJH�6RVD��IROLRV���\����&DXVD�1�|�����������

32� 'LFWDPHQ�1�|�����GHO���GH�MXQLR�GHO�������SURIHULGR�SRU�HO�ȑVFDO�DGMXQWR�-RUJH�6RVD��&DXVD�1�|�����������

33 Causa N.º 2882/2014, caratulada “Víctor David Arce Y Otros S/ Producción De Documentos No Auténticos”.
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hículo no tripulado34. El entonces ministro, Juan Ernesto Villamayor, había 
Ò�À�µ��Á�ÍÜ���µ�Á�±�×¯åÁ�����¯���µ¯�¯×��¯Â¼��Î��Ü×¯µ¯ñ�Î��µ��ÎÁ¼��¼�»�¼¯¨�Ò×�-
�¯Á¼�Òį���Ò�µÁ±ÁÒ����¯¼»Ü��µ�Òį��µµ�¼�»¯�¼×ÁÒ�ì��å�¼×ÁÒ���ÌÁÎ×¯åÁÒ35.

El uso de tecnologías digitales para combatir la pandemia no puede quedar 
excluido de un examen de necesidad y proporcionalidad ante eventuales 
afectaciones a los derechos fundamentales. En esta línea, toda tecnología 
utilizada en el contexto de pandemia, como el uso de un dron, debe priori-
zar la protección de los datos personales y sensibles, así como garantizar un 
uso acotado –a la emergencia sanitaria actual– y habilitar procedimientos 
de rendición de cuentas. Todas estas medidas son claves para evitar impac-
tos desproporcionados en la discriminación de los grupos en situación de 
mayor vulnerabilidad, así como posibles impactos en la salud mental y en la 
estigmatización de las personas afectadas por la covid-19. Esto se remarca en 
las recomendaciones sostenidas por la Resolución N.º 1/2020 de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) sobre “Pandemia y Derechos 
Humanos en América”36.

DiSpoSiTivoS eLeCTróniCoS De 
ConTroL: parCheS LegaLeS

�µ�VÁ��Î�>�©¯Òµ�×¯åÁ�Ò�¼�¯Á¼Â�µ��>�ì�FĮû�ćĆĆĉĺăāăā�ÍÜ��»Á�¯õ���µ��Ŋ>�ì��Á¼-
tra la Violencia Doméstica”37Į�>��»¯Ò»��µ�ì���¯µ¯×���µ�±Ü�ñ���¯»ÌÁ¼�Î�»��¯-
das de vigilancia, como el sistema de monitoreo por dispositivos electróni-
cos de control, que permitan el reconocimiento de ubicación del agresor, de 
modo a realizar un seguimiento y control.

La propuesta legal es legítima. Sin embargo, pone en riesgo a la víctima, ya 
ÍÜ�į�Ì�Î��¯��¼×¯õ��Î�µ��ÌÎÁë¯»¯������µ��©Î�ÒÁÎį��Ò×��Ì�ÎÒÁ¼��×�»�¯�¼�����-
ría facilitar su localización a la Policía Nacional38.

34 “Adjudicación de la Licitación 368495 - Adquisición de vehículo aéreo no tripulado (UAV / DRON) y lanzador 
semiautomático de proyectiles no letales (balines de goma)”, 'LUHFFLµQ�1DFLRQDO�GH�&RQWUDWDFLRQHV�3¼EOLFDV, 4 de octubre 
de 2019, acceso el 30 de septiembre de 2020, https://www.contrataciones.gov.py/licitaciones/adjudicacion/368495-
adquisicion-vehiculo-aereo-no-tripulado-uav-dron-lanzador-semiautomatico-proyectiles-1/resumen-adjudicacion.html. 

35 “Drone Use: Does It Combat the Pandemic or Strengthen Surveillance?”, %ORJ�GH�7HGLF, 9 de julio de 2020, https://www.
tedic.org/en/drone-use-does-it-combat-the-pandemic-or-strengthen-surveillance/.

36 Adoptada por la CIDH el 10 de abril de 2020, http://oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion-1-20-es.pdf.

37� /H\�1�|�������GHO����GH�MXQLR�GH�������TXH�PRGLȑFD�HO�DUW¯FXOR���|�GH�OD�/H\�1�|�����������ǘ&RQWUD�OD�YLROHQFLD�
doméstica”, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/9284/ley-n-
�����PRGLȑFD�HO�DUWLFXOR���GH�OD�OH\�Q����������FRQWUD�OD�YLROHQFLD�GRPHVWLFD��

38 “Sancionan uso de tobilleras electrónicas para casos de violencia doméstica”, �OWLPD�+RUD, 16 de junio de 2019, acceso 
el 26 de septiembre de 2020, https://www.ultimahora.com/sancionan-uso-tobilleras-electronicas-casos-violencia-
domestica-n2890499.html.
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SUperpoDereS para La poLiCía naCionaL

Por otro lado, la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (Conatel) dictó 
µ��X�ÒÁµÜ�¯Â¼�FĮû�ĆĉĄĺăāăāį�ÌÁÎ�µ���Ü�µ�ŊÒ��»Á�¯õ����µ�Î�©µ�»�¼×Á����ÌÎÁ×��-
ción al usuario de telecomunicaciones”39į��Á¼��µ�õ¼����ÌÎ�å�¼¯Î��µ�¨Î�Ü���ì�µ��
extorsión. Con esta norma se faculta al Ministerio del Interior a solicitar el 
�µÁÍÜ�Á����µǞ¼��Ò�×�µ�¨Â¼¯��Ò�Ò¯¼��Ü×ÁÎ¯ñ��¯Â¼�±Ü�¯�¯�µį�¼¯��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á���µ�
debido proceso.

Por su parte, las operadoras de servicios de telefonía de Paraguay se mostra-
ron preocupadas por la normativa y solicitaron una revisión del marco legal.

Hasta la fecha no hay respuesta por parte de las autoridades de Conatel.

CiberpaTrULLaje en TiempoS De panDemia 
Y vigiLanCia en proTeSTaS paCíFiCaS

La Fiscalía de Delitos Informáticos imputó a una persona por la supuesta 
amenaza de contagiar covid-19. El hecho ocurrió en la red social Twitter 
cuando la persona publicó la siguiente frase: “Te vamos a entregar el virus 
en delivery”40.

La Fiscalía también realizó audiencias indagatorias e imputó a manifestan-
×�Ò�ÍÜ��ÌÎÁ×�Ò×���¼�Ì��Ǟõ��»�¼×��ÌÁÎ��µ��Ò�Ò¯¼�×Á�����ÁÒ�¼¯À�Ò���»�¼ÁÒ����
µ��*Ü�Îñ�����a�Î����Á¼±Ü¼×��Ł*a�ł41. La causa de la imputación tiene que ver 
con la violación de vedas y cuarentenas sanitarias, prevista en el artículo 10 
inciso b de la Ley N.º 716/1996 “Que sanciona delitos contra el medio ambien-
te”42Į�a�»�¯�¼�Ü×¯µ¯ñÂ�¯»�©�¼�Ò�ÌÜ�µ¯����Ò��¼�Î���Ò�ÒÁ�¯�µ�Ò�Ì�Î��¯��¼×¯õ��Î�
��µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ���Ò×Üå¯�ÎÁ¼��¼�Ü¼��»�¼¯¨�Ò×��¯Â¼�ÌÝ�µ¯����Á¼×Î���µ��Ò×��Áį�
que tuvo como desencadenamiento el daño con pintura a un monumento 

39 “Resolución de directorio N.º 584/2020”, %ORJ�GH�&RQDWHO, febrero de 2020, https://www.conatel.gov.py/conatel/
resolucion-directorio-n-24-2020-2/.

40� ǘ,PSXWDQ�D�PXMHU�TXH�KDEOµ�GH�ǕHQWUHJDU�HO�YLUXV�HQ�GHOLYHU\ʜ�HQ�7ZLWWHUǙ��$%&�&RORU, 31 de marzo de 2020, acceso el 20 de 
septiembre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/03/31/mujer-que-amenazo-con-contagiar-covid-19-se-
expone-a-pena-de-tres-anos/.

41 Claudia Korol, “¡Eran niñas!: el doble infanticidio en Paraguay | Sobre los crímenes de María del Carmen Villalba y Lilian 
Villalba en Paraguay”, 3£JLQD���, 11 de septiembre de 2020, acceso el 13 de septiembre de 2020, https://www.pagina12.
com.ar/291213-eran-ninas-el-doble-infanticidio-en-paraguay.

42 Causa N.º 5616/2020 “Paloma Chaparro y otras s/ S. H. P. Daños a cosas de interés común y otros, transgresión de la Ley 
N.º 716/1996 Delitos contra el medio ambiente en vedas y cuarentenas”, ante la Unidad Penal N.º 1 Especializada en 
Seguridad y Convivencia entre las Personas y la Unidad Penal Ordinaria N.º 2 de la Sede N.º 1 Capital.
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nacional43 44 45. Entre otras observaciones preocupantes, está el hecho de que 
�¼�µ����ÎÌ�×��õÒ��µ�¼Á�Ò��Ì�Î�¯���¼¯¼©Ý¼�ÌÎÁ��ÒÁ�µ�©�µ����Á�×�¼�¯Â¼�����Ò×ÁÒ�
»�×���×ÁÒ� åǞ�� �Ü×ÁÎ¯ñ��¯Â¼� ±Ü�¯�¯�µĮ������ Î�Ò�µ×�Î�ÍÜ�į� Ò�©Ý¼� µ���Á¼Ò×¯×Ü-
ción Nacional en su artículo 36, la interceptación de las comunicaciones (en 
esto se incluyen los metadatos de una comunicación) solo se realiza vía so-
µ¯�¯×Ü��±Ü�¯�¯�µĮ�

Las actividades de recolección de información a granel, de manera previa y 
sin una investigación asociada a un hecho punible, son problemáticas. Exis-
×��Ü¼��õ¼��µǞ¼���ÍÜ���¯å¯���µÁ�ÍÜ���Ò�Ü¼����×¯å¯�������å¯©¯µ�¼�¯��©�¼�Î�µ¯ñ�-
��į����Ü¼����×¯å¯�������¯¼×�µ¯©�¼�¯��Ì�Î��µ��ÌÎ�å�¼�¯Â¼��ÒÌ��Ǟõ��������µ¯×ÁÒĮ

�µ��¯��ÎÌ�×ÎÜµµ�±��¼Á�Ò��ÌÜ����Á»ÁµÁ©�Î��µ�Ì�×ÎÜµµ�±��¨ǞÒ¯�Áį�ÌÁÎÍÜ��µÁÒ��¨��-
tos de prevención y disuasión de este se relacionan más con la presencia vi-
ÒÜ�µ����µ���Ü×ÁÎ¯���Į��¼��µ��»�¯×Á��¯©¯×�µ�Ý¼¯��»�¼×��ÌÜ����Ò�Î�å¯©¯µ�¼�¯�į�
pues no tiene sentido hacerla azarosamente, sino de forma direccionada. 
Ķ�Á¼�ÍÜ���Î¯×�Î¯ÁÒ�Ò��Á�Ò�Îå�¼�µÁÒ�Ì�Îõµ�Òį�¯��¼×¯����Ò�Á�hashtags? Por tanto, 
�Ò×�Ò� ×��¼¯��Ò�¼Á�ÌÜ���¼�Ò�Î��Á¼Ò¯��Î���Ò�Ì�×ÎÜµµ�±�į� Ò¯¼Á�ÍÜ���Á¼¨ÁÎ»�¼�
mecanismos de vigilancia desproporcionada e innecesaria.

DaToS perSonaLeS SenSibLeS Y SaLUD

El Ministerio de Salud, en su Resolución S. G. N.º 146/2012 (artículos 4 y 6) 
�õÎ»��ÍÜ���ë¯Ò×�� µ��Á�µ¯©��¯Â¼����Î�ÒÌ�×�Î�ì�ÌÎÁ×�©�Î��µ���Î��Á��� µ�� ¯¼×¯-
midad, así como la obligación de todo personal de salud a respetar el carác-
×�Î� �Á¼õ��¼�¯�µ���� µ�� ¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ì���×ÁÒ���� ×Á��Ò� µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ�� Î��¯-
ben atención en salud o acuden para recibir información y orientación en 
un servicio de salud46Į�VÁÎ�µÁ�×�¼×Áį�¼Á������Ü×¯µ¯ñ�ÎÒ���Á»Á�±ÜÒ×¯õ���¯Â¼�µ��
salud para socavar y restringir desproporcionadamente los derechos y las 
libertades fundamentales.

En el contexto de la pandemia de covid-19, iniciada en marzo de 2020, se 
desató un miedo generalizado en la población y las respuestas a menudo 
fueron reacciones violentas y discriminación. La información de carácter 

43 Causa N.º 5616/2020 “Paloma Chaparro y otras s/ S. H. P. Daños a cosas de interés común y otros, transgresión de la Ley 
N.º 716/1996 Delitos contra el medio ambiente en vedas y cuarentenas”, ante la Unidad Penal N.º 1 Especializada en 
Seguridad y Convivencia entre las Personas y la Unidad Penal Ordinaria N.º 2 de la Sede N.º 1 Capital.

44� ǘ0£V�LPSXWDGRV�SRU�DFWRV�IUHQWH�DO�3DQWHµQ�\�SLGHQ�WHQHU�P£V�ȑVFDOHVǙ���OWLPD�+RUD, 16 de septiembre de 2020, acceso 
el 18 de septiembre de 2020, https://www.ultimahora.com/mas-imputados-actos-frente-al-panteon-y-piden-tener-
PDV�ȑVFDOHV�Q��������KWPO�

45 “La parcialidad de la Fiscalía lleva a peligrosas prácticas stronistas”, �OWLPD�+RUD, 17 de septiembre de 2020, acceso 
HO����GH�VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�XOWLPDKRUD�FRP�OD�SDUFLDOLGDG�OD�ȑVFDOLD�OOHYD�SHOLJURVDV�SUDFWLFDV�
stronistas-n2905243.html.

46 “La privacidad e intimidad de pacientes es un derecho que se protege desde el MSP”, 0LQLVWHULR�GH�6DOXG�3¼EOLFD�\�
%LHQHVWDU�6RFLDO, 24 de junio de 2015, acceso el 25 de septiembre de 2020, https://www.mspbs.gov.py/portal/5514/la-
privacidad-e-intimidad-de-pacientes-es-un-derecho-que-se-protege-desde-el-msp.html.
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Ò�¼Ò¯�µ��ÒÁ�Î��Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��×Üå¯�ÎÁ¼�µ���¼¨�Î»�����¨Ü��õµ×Î����ń×�¼×Á��¼�
�µ�Ò¯Ò×�»�����Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯�Á��Á»Á�ÌÎ¯å��Áńį�µÁ�ÍÜ��ÌÎÁåÁ�Â���ÒÁÒ����Ì�ÎÒ��Ü-
�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò47.

El Mitic desarrolló una aplicación móvil para registro y seguimiento de sín-
×Á»�Ò����Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Á¼��Áå¯�ŅĂĊĮ�\�©Ý¼��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ�į�ĆĮąĈĄ�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
la descargaron48, aunque solo se les dé el alta en el sistema a personas que 
dan positivo. Hasta la fecha no se pudo acceder a las políticas de privacidad y 
tratamiento de datos, así como la posibilidad de aplicar los derechos ARCO49 
Ì�Î���µ¯»¯¼�Î�ÒÜ�Ì�Îõµį�Ü¼��å�ñ�õ¼�µ¯ñ����µ���×�Ì���ÎǞ×¯������µ��Ì�¼��»¯�Į

Por otro lado, se busca crear la historia clínica electrónica en Paraguay a tra-
vés de una propuesta legislativa que se encuentra en análisis en el Congreso 
y pretende que el registro de documentos sea obligatorio, cronológico, indi-
vidualizado y completo en soporte digital y propiedad del paciente. A su vez, 
Ò��ÌÎ�å��ÍÜ���������×Ü��¯Â¼�»��¯����Á¼Ò×���¼�¨ÁÎ»������Ò�Î¯×ÁÒį�©Î�õ�ÁÒ���
imagenológicos o de cualquier otra índole realizada a una persona, desde 
el nacimiento hasta el fallecimiento50. Al cierre de este informe, no existe 
un análisis previo del posible impacto en los derechos humanos. En vista de 
que no existe una la ley que resguarde los datos personales, no parece haber 
garantías de protección ante posibles abusos de esta información sensible. 

SiSTemaS De aYUDa ñangareko Y pYTYvõ

Los sistemas de ayuda económica y kits de alimentos del Estado para gru-
pos en situación de vulnerabilidad en tiempos de pandemia, denominados 
Ñangareko y Pytyvõ, tuvieron varias debilidades en su implementación, 
provocando la vulneración de información sensible de las personas bene-
õ�¯�Î¯�ÒĮ�\��õµ×Î�ÎÁ¼���Ò�Ò��Á¼���×ÁÒ�Ì�ÎÒÁ¼�µ�Òį��ÒǞ��Á»Á� µ�� ¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�
sobre el cobro de recursos económicos por terceras personas que se hacían 
Ì�Ò�Î�ÌÁÎ���¼�õ�¯�Î¯�Ò51Į��Ò×�Ò���Ò�Ò�Ò���¼�Ü�¼×Î�¼��µÁ±���Ò��¼�Ò�Îå¯�ÁÎ�Ò����
empresas privadas y sus páginas web no cuentan con criterios mínimos de 
seguridad, como el protocolo seguro de transferencia (HTTPS). El riesgo es 

47 “Familia de paciente con Covid-19 recibe amenazas”, �OWLPD�+RUD, 16 de marzo de 2020, acceso el 20 de marzo de 2020, 
https://www.ultimahora.com/familia-paciente-covid-19-recibe-amenazas-n2875197.html.

48 Según datos obtenidos por Tedic en consulta al MSPyBS, de este total, 2.484 son mujeres y 2.989 son varones.

49 Los derechos ARCO son el conjunto de acciones por las cuales una persona física puede ejercer el control sobre 
VXVbGDWRV�SHUVRQDOHV��6RQ�VHLV��$FFHVR��5HFWLȑFDFLµQ��&DQFHODFLµQ��2SRVLFLµQ��/LPLWDFLµQ�\�3RUWDELOLGDG�

50 Lic. Nilza Florentín, “Legisladores proponen crear registro de historias clínicas electrónicas”, &£PDUD�GH�6HQDGRUHV, 
16 de junio de 2020, acceso el 29 de septiembre de 2020, http://www.senado.gov.py/index.php/noticias/noticias-
generales/5900-legisladores-proponen-crear-registro-de-historias-clinicas-electronicas-2020-06-16-22-55-57.

51� ǘ3\W\Y·��3ROLF¯D�GHVFDUWD�KDFNHR�H�LQYHVWLJD�TXL«QHV�ȑOWUDURQ�GDWRV�GH�EHQHȑFLDULRVǙ���OWLPD�+RUD, 2 de junio de 2020, 
acceso el 5 de junio de 2020, https://www.ultimahora.com/pytyvo-policia-descarta-hackeo-e-investiga-quienes-
ȑOWUDURQ�GDWRV�EHQHȑFLDULRV�Q��������KWPO��
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ÍÜ���Ò×�Ò���Ò�Ò������×ÁÒ�ÌÜ���¼�Ò�Î�Ü×¯µ¯ñ���Ò��Á¼�õ¼�Ò�ÌÁµǞ×¯�ÁÒį�ì��ÍÜ��¼Á�
existen control ni transparencia en la recolección de la información.

>���¯©¯×�µ¯ñ��¯Â¼����µÁÒ�Ò�Îå¯�¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�ÌÜ�����¨��×�Î�¼�©�×¯å�»�¼×����µ�Ò�
Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ì��Á»Ü¼¯����Ò�ÍÜ��ì���Ò×�¼��¼�Ò¯×Ü��¯Â¼������Òå�¼×�±��Ł¯¼�µÜ¯��Ò�
ÍÜ¯�¼�Ò�Ò���¼�Ü�¼×Î�¼��¼�Ò¯×Ü��¯Â¼������Òå�¼×�±�����¯�Á���ÒÜ��Á¼�¯�¯Â¼���Á-
¼Â»¯��į�ÒÁ�¯�µį�����µ�Ò��Á�±ÜÎǞ�¯��į��¼×Î��Á×ÎÁÒ�¨��×ÁÎ�Òłį���ÍÜ¯�¼�Ò���Ì�¼��¼�
del Estado para su sustento y el de sus familias y dependientes, así como a 
las comunidades y personas que ya estaban marginadas y han sido las más 
duramente golpeadas por las medidas de digitalización de los servicios, en el 
marco de la emergencia sanitaria.

proTeCCión De DaToS perSonaLeS

ž�×Ü�µ»�¼×�į��ì���×ÁÎ�Ò�ÌÁµǞ×¯�ÁÒ� ¯¼×�Î�Ò��ÁÒ�ÍÜ���¼��Á»�¼ñ��Áį� ±Ü¼×Á�
con la Coalición de Datos Personales52, la elaboración de un borrador de ley 
integral de datos personales en Paraguay. 

Esto no solamente ofrecerá protección de los derechos humanos, sino tam-
bién seguridad legal para empresas locales, así como para que empresas glo-
bales de tecnología puedan instalarse y realizar tratamiento de datos trans-
fronterizos con reglas acordes a los estándares internacionales.

COnClUsiOnEs

Como se viene insistiendo desde hace 5 años en cada informe anual, se evi-
dencia la incapacidad del Estado paraguayo de garantizar y proteger la vida 
privada de las personas en el entorno en línea. 

\��Á�Ò�Îå��Ü¼��×�¼��¼�¯���Á¼��¼¨ÁÍÜ�����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�×��¼ÁÒÁµÜÒ¯Á¼¯Ò-
tas, donde no aparecen los análisis de impacto en general y en particular 
sobre posibles afectaciones a los derechos humanos. Las instituciones del 
Estado no han logrado incluir en sus marcos normativos enfoques centrados 
�¼�µ��Ì�ÎÒÁ¼�į�Ì�Î���µ�å�Î�µ����µ¯�������å¯����¼�©�¼�Î�µ�ì��±�Î��Î�Ìµ�¼�»�¼×��
µÁÒ���Î��ÁÒ���� µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��¼��µ��¼×ÁÎ¼Á��¼� µǞ¼��Į��Ò×Á�Ò��»�¼¯õ�Ò×���¼�
el aumento de capacidades de las instituciones del Estado para perseguir 
delitos y crímenes, pero sin un marco legal basado en el derecho interna-
cional de los derechos humanos, ni en las recomendaciones de organismos 
internacionales que se encargan de temas como libertad de expresión y pri-
vacidad en Internet.

52 Conformada por Tedic, Asociación Paraguaya de Derecho Informático y Tecnógico (Apadit), Fundación Paraguay 
Ciberseguro, Internet Society - Paraguay Chapter y Abente Stewart Abogados. Más datos en https://www.
datospersonales.org.py.
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Entre algunos de los obstáculos que se pueden visualizar como estancamien-
to, es posible mencionar, por un lado, la existencia de un concepto erróneo 
sobre el uso y las consecuencias de la tecnología por parte de la ciudadanía 
ì����µÁÒ�ÌÁµǞ×¯�ÁÒ�ÍÜ��Á�ÜÌ�¼���Î©ÁÒ��¼��µ�ÌÁ��Î��Á»Á�µ�©¯Òµ��ÁÎ�Ò�ì�±Ü���ÒĮ�
Esto, por lo general, tiene consecuencias negativas en la generación de nor-
mativas y prácticas legales contrarias a los derechos humanos.

Por otro lado, se encuentran la precaria infraestructura de Internet y los al-
tos costos para acceder a esta tecnología, generando brechas digitales y de 
©�¼�ÎÁ��� ×Î�å�Ò����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò� ŊÌ�Î��ÒŌ�Ì�Î�� µ�� ¯¼�µÜÒ¯Â¼��¯©¯×�µ����
»Ü±�Î�Ò�ì��Á»Ü¼¯����Ò�åÜµ¼�Î��µ�ÒĮ�fÒ�Î�ÌÎÁ�Ü�×ÁÒ� ×��¼ÁµÂ©¯�ÁÒ�¼Á�ÒÁµ�-
mente representa ganancias para las industrias tecnológicas en este rubro, 
Ò¯¼Á�ÍÜ��Ò��Ì¯�Î����µ�¼ÁÎ×�����Ü¼��å�Î����Î��ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯�����Ò�����¼��Á¼-
textos locales y generando daños colaterales como la brecha digital.

Además, existe una gran opacidad por parte de las instituciones de vigilan-
cia del Estado en cuanto a la transparencia y rendición de cuentas de sus 
adquisiciones y procesos de vigilancia de las comunicaciones. Año tras año 
se observa cómo se amplían las capacidades del Estado en materia de vigi-
lancia de las comunicaciones a través de nuevas normativas y adquisiciones 
de Ë»ǡÐÝ}Ç� y hardware de vigilancia. Esto tiene como consecuencia una intro-
misión en la vida de las personas, que no se adecua a las pautas sugeridas por 
los estándares internacionales de derechos humanos y las relatorías especia-
les de los organismos internacionales como la ONU y la OEA (Organización 
de Estados Americanos).

Finalmente, en cuanto a las acciones en tiempos de emergencia sanitaria, es 
indiscutible que la tecnología puede ayudar a que el Gobierno sea capaz de 
dar respuestas y resolver algunos de los desafíos fundamentales que enfren-
×�¼��µ����ÎµÁį��Á¼��µ�õ¼����©�Î�¼×¯ñ�Î�ÍÜ��µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ì�µ�Ò��Á»Ü¼¯����Ò�
vivan con dignidad, a partir de algunas políticas como los programas de ayu-
da. Sin embargo, el Estado debe tener en cuenta, desde el inicio de estas so-
luciones tecnológicas, las salvaguardas y las garantías para ofrecer servicios 
digitales a una población desconectada. Asimismo, es indispensable insertar 
en sus políticas de inclusión digital y el desarrollo de tecnología para miti-
gar la covid-19, una evaluación previa de los principios de proporcionalidad 
y necesidad. En la experiencia expuesta en este artículo no quedan claros 
muchos criterios, entre ellos la duración del tratamiento de datos personales 
sensibles luego de que termine la emergencia.
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rECOMEnDaCiOnEs

El Estado paraguayo debe: 

a.  En referencia a la vigilancia:

 Ǻ ��ÁÌ×�Î�Ü¼��¼ÁÎ»�×¯å���ÒÌ��Ǟõ���ÒÁ�Î���µ�ÜÒÁ�����ÎÎ�»¯�¼×�Ò����å¯©¯µ�¼-
cia como piratería, malware, drones o tecnologías biométricas, teniendo 
en cuenta los principios de necesidad y proporcionalidad.

 Ǻ �µ��ÁÎ�Î�»���¼¯Ò»ÁÒ�����Á¼×ÎÁµ�ì��Ü×ÁÎ¯ñ��¯Â¼�±Ü�¯�¯�µ�¯¼��Ì�¼�¯�¼×�ÒĮ

 Ǻ establecer regulaciones que aseguren que el uso de tecnología de vigilan-
cia privada sea auditable por órganos de supervisión.

 Ǻ brindar transparencia acerca de las capacidades generales de vigilancia 
��µ��Ò×��Á���¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�Ò¯©¼¯õ��×¯å��ÒÁ�Î���µ��µ��¼����¼��µ�ÜÒÁ����×��¼Á-
logía de vigilancia privada.

 Ǻ �Ò�©ÜÎ�Î�ÍÜ��µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��ÒÁ¼�Á�±�×¯åÁ����µ�Ò�×��¼ÁµÁ©Ǟ�Ò����å¯©¯µ�¼�¯��
Ò��¼�¼Á×¯õ����Ò�ì�×�¼©�¼�����ÒÁ���©�Î�¼×Ǟ�Ò����ÌÎÁ×���¯Â¼Į

 Ǻ garantizar la existencia de órganos de control independientes e impar-
ciales, dotados de las facultades necesarias para auditar, investigar y per-
Ò�©Ü¯Î��õ��ñ»�¼×���Ü�µÍÜ¯�Î���ÜÒÁ��¼��µ�ÜÒÁ����×��¼ÁµÁ©Ǟ�Ò����å¯©¯µ�¼�¯��
por parte de actores estatales. Esto incluye tener acceso absoluto a cual-
quier información, instalaciones o equipos necesarios para el desempeño 
de sus funciones.

 Ǻ adoptar medidas de debida diligencia en materia de derechos humanos 
�¼�µ����ÍÜ¯Ò¯�¯Â¼����×��¼ÁµÁ©Ǟ�Ò����å¯©¯µ�¼�¯�į��Á¼��µ�õ¼�����å�µÜ�Î�ì�»Á-
nitorear posibles abusos o violaciones a los derechos humanos en el des-
pliegue de dichas tecnologías.

 Ǻ õÒ��µ¯ñ�Î���µ�Ò��»ÌÎ�Ò�Ò�ÍÜ����ÒÌµ¯�©�¼�×��¼ÁµÁ©Ǟ�Ò����å¯©¯µ�¼�¯��ÌÎ¯å����
�¼�ÒÜ�ÌÎÁÌ¯Á���¼�õ�¯Á��Á¼��µ�ÌÎÁÌÂÒ¯×Á����åÜµ¼�Î�Î���Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ�Á�
socioambientales e imponer las sanciones oportunas.
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b.  En cuanto a la violencia de género en línea:

 Ǻ ©�¼�Î�Î�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�Ì�Î��Ò�¼Ò¯�¯µ¯ñ�Î�ÒÁ�Î�� µ��å¯Áµ�¼�¯�����©�¼�ÎÁ�
en línea.

 Ǻ ÌÎÁ»Áå�Î�µ��»Á�¯õ���¯Â¼����µ��>�ì�FĮû�ĆĈĈĈĺĂćį��Î×Ǟ�ÜµÁ�ć�¯¼�Į�µ�Ì�Î��¯¼�µÜ¯Î�
µ�Ò��¯å�ÎÒ�Ò�å¯Áµ�¼�¯�Ò��Á¼×Î��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÍÜ���Á¼Ò×¯×Üì�¼�å¯Áµ�¼�¯��×�µ�-
mática.

 Ǻ ��ÁÌ×�Î�»��¯��Ò� ¯¼»��¯�×�Ò� ì� �õ����Ò�Ì�Î��ÌÎ�å�¼¯Î� ì���Î� Î�ÒÌÜ�Ò×�� ��
×Á��Ò� µ�Ò� ¨ÁÎ»�Ò����å¯Áµ�¼�¯���Á¼×Î�� µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼��Á¼×�ë×ÁÒ��¯©¯×�µ�Òį�
�µ¯»¯¼�¼�Á��µ�»��¯Ò»Á����µ����»¯¼¯Ò×Î��¯Â¼����±ÜÒ×¯�¯��ì�©�Î�¼×¯ñ�¼�Á�
que todas las personas involucradas en actos de violencia contra las mu-
±�Î�Ò�ì�¼¯À�Ò�Î¯¼��¼��Ü�¼×�Ò����ÒÜÒ���×ÁÒ�ì�Ò��¼�µµ�å���Ò��¼×��µ��4ÜÒ×¯�¯�Į�

 Ǻ garantizar una investigación efectiva, independiente e imparcial de las 
��¼Ü¼�¯�Ò����å¯Áµ��¯Á¼�Ò������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼�µǞ¼��Į

 Ǻ adoptar las medidas necesarias para asegurar el acceso a un recurso efec-
tivo en casos de violencia de género en línea, respetando sus compromi-
sos en materia de derechos humanos.

 Ǻ impulsar las medidas necesarias para la resolución de la acción de incons-
×¯×Ü�¯Á¼�µ¯����ÌÎ�Ò�¼×������¯¼å�Ò×¯©�Î���±Ü���Ò�ì�õÒ��µ�Ò�ÍÜ���¼�Ò¯�Á���-
nunciados por mal desempeño de sus funciones en el caso de Belén Whi-
ttingslow.

c.  Sobre la protección de datos personales en línea:

 Ǻ promulgar una ley integral de datos personales en Paraguay para garanti-
zar y resguardar la vida privada de las personas en el entorno en línea, de 
acuerdo con los más altos estándares de derechos humanos y protección 
de datos, así como crear una autoridad independiente para la supervisión, 
el control y la rendición de cuentas.

d.  En relación con las aplicaciones creadas para enfrentar la pandemia:

 Ǻ asegurar que las aplicaciones que aborden situaciones de emergencia sa-
¼¯×�Î¯��ÌÜ���¼�ÒÜÎ©¯Î����ÒÜ�ÜÒÁ�ì�ÒÜ�¯»Ì��×Á�ÌÁ×�¼�¯�µ��¼��µ��±�Î�¯�¯Á����
cualquier medida extraordinaria adoptada para responder y abordar la 
pandemia por covid-19, y estén en línea con las leyes y los estándares de 
derechos humanos, además de ser temporales y limitadas en el tiempo de 
la duración de esta.





derechos sexuales

�=�ɢDJɣ�Y��JDJ�.C.�DcJ����
LoS DereChoS SexUaLeS 
en TiempoS De panDemia

El año 2020 fue marcado, sin duda, por la pandemia de la covid-19. En ese 
contexto, “quedarse en casa” tuvo un impacto negativo para el recono-
cimiento y la protección de los derechos sexuales. Adicionalmente, fue 
un argumento perfecto para seguir eludiendo discusiones como las de la 

��ê���¬ÌÄ�.Äæ�¤Ú�½����½��]�ûê�½¬����ɚ�.]ɛɌ

paLabraS CLaveS: derechos sexuales, acoso sexual, violencia sexual, 
covid-19, educación sexual.

mirta moragas mereles
�JJY�.D��.KD����Cg9�Y�]���=�V�Y�&g�y�ɢ�CVɣ
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balanCE DE lOs 25 añOs 

Los derechos sexuales aluden a un elemento que todas las personas tienen en 
�Á»Ý¼ĭ�µ��Ò�ëÜ�µ¯���1. El concepto de derechos sexuales ha aparecido en la 
escena del derecho internacional de los derechos humanos a inicios de la dé-
cada de los 90 en la Conferencia de Población y Desarrollo de El Cairo (1994) 
ì��¼�µ���Á¼¨�Î�¼�¯��EÜ¼�¯�µ�ÒÁ�Î��µ��EÜ±�Î������¯±¯¼©�ŁĂĊĊĆłĮ��¼�µ��ÌÎ¯»�Î��
conferencia se intentó incorporar el término “derechos sexuales” sin éxito2. 
De todas maneras, el concepto de salud sexual fue incorporado al documen-
to3Į�>��Vµ�×�¨ÁÎ»�����ž��¯Â¼������¯±¯¼©��Ò×��µ��¯Â�ÍÜ��ŊµÁÒ���Î��ÁÒ�Ü»�-
¼ÁÒ����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�¯¼�µÜì�¼��µ���Î��Á����±�Î��Î��µ��Á¼×ÎÁµ����ÒÜ�Ò�ëÜ�µ¯���į�
incluyendo su salud sexual y reproductiva, libre de coerción, discriminación 
y violencia”4, aunque de nuevo el término “derechos sexuales” fue excluido5. 
A pesar de todo, estas conferencias marcaron la apertura de la legitimación 
política de los derechos sexuales en cuanto concepto6, que fue expandido y 
ampliado desde diversas perspectivas en el campo de los derechos humanos. 

�µ���ÁÎ��±�����µÁÒ���Î��ÁÒ�Ò�ëÜ�µ�Ò���×�¼¯�Á�å�Î¯�Ò��Á»Ìµ�±¯����ÒĮ��¼×Î��
otras, existió durante un tiempo la tendencia a considerar los derechos se-
ëÜ�µ�Ò��Á»Á�Ü¼�ÒÜ��Á¼±Ü¼×Á����µÁÒ���Î��ÁÒ�Î�ÌÎÁ�Ü�×¯åÁÒ�Á�ÌÎ¯å¯µ�©¯�Î�µÁÒ�
temas de salud sexual, omitiendo lecturas más integrales sobre los derechos, 
el poder y el placer7. Asimismo, es todavía persistente la idea de que los dere-
�ÁÒ�Ò�ëÜ�µ�Ò��Ò×�¼�å¯¼�Üµ��ÁÒ�Ý¼¯��»�¼×�����Ü�Ò×¯Á¼�Ò�¯��¼×¯×�Î¯�Ò�Á�����-
rechos vinculados a la orientación sexual, identidad y expresión de género8. 
En Paraguay, el informe de derechos humanos de la Codehupy empezó a in-
cluir un artículo autónomo referido al tema de los derechos sexuales a partir 
del año 2008. Inicialmente, el artículo era parte del capítulo de derechos de 
familia9. Ya en el año 2008 hubo un artículo sobre derechos sexuales y otro 
acerca de derechos reproductivos, pero ambos todavía en el mismo capítulo. 
Posteriormente, desde el 2009, fue incluido en el capítulo sobre libertad, re-
øµ�±�¼�Á�µÁÒ���»�¯ÁÒ��¼�µ��Î�øµ�ë¯Â¼�ÒÁ�Î���Ò×����Î��ÁĮ�

1 Alice Miller, 6H[XDOLGDG�\�GHUHFKRV�KXPDQRV (Consejo Internacional de Políticas de Derechos Humanos, 2010), 8.

2 Sonia Correa y Susie Jolly, “Sexualidad, desarrollo y derechos humanos”, 6HULDV�SDUD�HO�GHEDWH - N.º 5 (2007), 18.

3 Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo, UN Doc. A/CONF.171/L.1 Sección 
7.2 (junio de 1994).

4 Plataforma de Acción de la Conferencia Mundial de la Mujer, párrafo 96.

5 Correa y Jolly, “Sexualidad...”, 18.

6 Ibíd.

�� &DURO�9DQFH�KD�DȑUPDGR�TXH�ǘOD�VDOXG�SXHGH�VHU�XQ�HVSDFLR�SHOLJURVR�SDUD�OD�VH[XDOLGDGǙ�SDUD�PRVWUDU�TXH�KD\�
múltiples aspectos que quedan por fuera de las políticas de salud sexual. Miller, Sexualidad…, 133.

8 Correa y Jolly, “Sexualidad…”, 19.

�� (VWD�FODVLȑFDFLµQ�VH�GHELµ�SUREDEOHPHQWH�D�TXH�OD�&RQVWLWXFLµQ�1DFLRQDO�GH������FRORFµ�HO�GHUHFKR�D�OD�SODQLȑFDFLµQ�
familiar y la salud materno infantil (art. 61) dentro del capítulo de los derechos de la familia. Ver: Natalia Slepoy 
Benites, “Derechos sexuales y reproductivos, una asignatura pendiente”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2007), 308-325.
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o�Î¯�Ò�����Ò×�Ò��Á»Ìµ�±¯����Ò�Ò��å�¼�Î�øµ�±���Ò��¼��µ���µ�¼���ÍÜ��Ò��ÌÁ�ÎǞ��
���Î�ÒÁ�Î��¯×ÁÒį��å�¼��Ò�ì�Î�×ÎÁ��ÒÁÒ����µÁÒ���Î��ÁÒ�Ò�ëÜ�µ�Ò��¼�µÁÒ�Ýµ×¯-
mos 25 años en Paraguay, que coinciden con el tiempo que lleva la discusión 
��µ�×�»����¼¯å�µ�¯¼×�Î¼��¯Á¼�µĮ�VÁÎ��±�»ÌµÁį�ÌÎ¯å¯µ�©¯�Î��µ��»�¯×Á����µ��Ò�µÜ��
frente a políticas más integrales relacionadas a la sexualidad ha sido la carac-
terística principal de las acciones estatales con relación a los derechos sexua-
µ�ÒĮ�žÒǞį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ�ŁE\Vì�\ł��Ü�¼×��
con planes de salud sexual y reproductiva al menos desde el año 199910. A 
pesar de esto, el enfoque de salud se ha encontrado con grandes resistencias. 
Entre ellas, un proyecto de ley de salud sexual y reproductiva fue rechazado 
por amplia mayoría en la Cámara de Senadores en 200811. En ese mismo año, 
�µ�ÌÎÁì��×Á��Á¼�»Á�¯õ���¯Á¼�Ò�Ò��åÁµå¯Â���ÌÎ�Ò�¼×�Î�ì� Ò¯©Ü��Ì�¼�¯�¼×�����
tratamiento12Į����×Á��Ò�¨ÁÎ»�Òį��Ò×���¼¨ÁÍÜ��ì��µ�×Î���±Á�ÒÁµÁ���Ò���µ��Ò�µÜ��
�¼���»ÁÒ×Î��Á�Ò�Î�¯¼ÒÜõ�¯�¼×�Ò�Ì�Î��µ���»Ìµ¯×Ü�����µ����»�¼��Į

>��¼�©�×¯å���µ���ÁÎ��±�� ¯¼×�©Î�µ���µ� ×�»��Ò����ÌÁ�¯�Á�å�Î��¼��µ�ÌÎÁ��ÒÁ����
elaboración y posterior eliminación del Marco Rector Pedagógico para la Edu-
cación Integral de la Sexualidad (EIS), iniciado por el Ministerio de Educación 
y Ciencias (MEC) en 200713. En él se incluyó la participación de autoridades y 
docentes del MEC, padres y madres de familia, otras instancias del Estado, 
Iglesias y la sociedad civil14. El documento fue presentado en el 2011 y, a las 
pocas semanas, por presión de grupos antiderechos15, fue “suspendido” con la 
supuesta intención de revisarlo, lo que no ha sucedido hasta la fecha. 

El vacío de una política de EIS se profundizó en el 2017 cuando, en plena 
campaña electoral, el entonces ministro del MEC Enrique Riera emitió la 
Resolución N.º 29664/2017 que prohibió materiales “sobre teoría y/o ideolo-
gía de género”16. A pesar de no estar claro qué materiales en concreto fueron 
prohibidos17, el efecto práctico fue crear una especie de ley mordaza para que 

10 Una de las primeras políticas sobre salud sexual fue la Política Nacional de Atención a la Salud Integral de la Mujer, vigente 
a partir de su aprobación por Resolución Ministerial N.º 412 del MSPyBS de agosto de 1999, que incluía el tema de salud 
VH[XDO�GH�ODV�PXMHUHV��YHU��,QIRUPH�2ȑFLDO�GHO�(VWDGR�SDUDJXD\R�DO�&RPLW«�&('$:��GRFXPHQWR�&('$:�&�3$5���������GH�
febrero de 2004, párrafo 133). Posteriormente, iniciaron los Planes Nacionales de Salud Sexual y Reproductiva, con una 
perspectiva más amplia, mostrando la evolución del enfoque sobre la sexualidad desde el Estado.

11 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 16 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/1011.

12 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 16 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/2191.

13 Marco Rector Pedagógico para la Educación Integral de la Sexualidad, acceso el 16 de octubre de 2020, https://pdfslide.
net/reader/f/marco-rector-pedagogico-marco-rector-pedagogico-para-la-educacion-integral, 14.

14 Ibíd.

15 Mirta Moragas, “Año de retrocesos, triunfo de sectores conservadores. Derechos sexuales”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2011), 357.

16 Resolución N.º 29664/2017, MEC, acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.mec.gov.py/sigmec/resoluciones/29664-
2017-RIERA.pdf.

17 La autora interpuso un amparo por acceso a la información pública contra el MEC por no informar qué materiales 
fueron dados de baja por esta Resolución. Por S. D. N.° 375 del 13 de octubre de 2020, el Juzgado ordenó al MEC entregar 
a la autora la lista de materiales dados de baja. Al momento del cierre del informe, aún no se ha entregado la lista.
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los temas de género no sean tratados en las aulas18. A esta situación, dos años 
después, el ministro Eduardo Petta sumó la Resolución N.º 1917/201919, por 
la cual prohibió la utilización de un material sobre educación sexual para 
�Á��¼×�Ò����µ����Ü���¯Â¼�E��¯�į�µÁ�ÍÜ��ÌÎÁ¨Ü¼�¯ñÂ��µ�×��Ý�ÒÁ�Î���µ���ÁÎ��±��
de EIS en la educación formal. En el 2018 fue aprobada la Ley N.º 6202/2018 
“Que adopta normas para la prevención del abuso sexual y la atención inte-
gral de los niños, niñas y adolescentes víctimas de abuso sexual”20. El proyec-
to inicialmente establecía la obligatoriedad de la enseñanza de EIS, pero el 
artículo fue eliminado del texto en la Cámara de Senadores21. La ley aprobada 
establece que se deben realizar campañas de comunicación y formular pro-
tocolos de prevención en el ámbito escolar. La ley establecía un plazo para su 
reglamentación; sin embargo, en expresa violación de esta, al cierre de este 
informe, todavía no se ha reglamentado. 

�µ�Á×ÎÁ���ÁÎ��±��ÍÜ�����å�¼ñ��Á�ÒÁ�Î����Î��ÁÒ�Ò�ëÜ�µ�Ò�ń���»�Ò���µ�Ìµ�¼-
teado desde la salud sexual– ha sido el de la expansión penal como meca-
nismo de protección. Ante los reclamos por los abusos sexuales de niños y 
niñas y los embarazos derivados de estos abusos, el Estado ha respondido 
ÌÎ¯¼�¯Ì�µ»�¼×���Á¼�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÜ¼¯×¯å�ÒĮ��¼��Ò×��Ò�¼×¯�Áį��¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒ�
se han aprobado tres leyes. 

1. La Ley N.º 6002/2017, que elevó las penas por el tipo penal de abuso 
sexual a niños y niñas. 

2. La Ley N.º 6535/2020, que establece la imprescriptibilidad de los 
procesos penales por abuso sexual en niñas y niños. 

3. La Ley N.º 6572/2020, que crea el registro de agresores sexuales, que 
impediría que quienes sean condenados por este tipo penal puedan 
�±�Î��Î� µ�� �Á��¼�¯�� ì� µÁÒ�»¯¼¯Ò×�Î¯ÁÒ� Î�µ¯©¯ÁÒÁÒ� ÌÁÎ� �µ� Î�Ò×Á� ��� ÒÜ�
vida. 

El Estado paraguayo ha sido observado reiteradamente por los órganos de 
×Î�×��ÁÒį��ÒǞ��Á»Á�ÌÁÎ��µ��Á¼Ò�±Á������Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ��¼��µ��ë�»�¼�V�-
riódico Universal por la falta de aplicación de políticas de EIS22, así como 

18 Entrevista de la autora con organizaciones de la sociedad civil que trabajan EIS.

19 Resolución N.º 1761/2019, MEC, acceso el 16 de octubre de 2020, https://mec.gov.py/sigmec/resoluciones/1761-2019-
PETTA.pdf.

20 Ley N.º 5777, del 1 de noviembre de 2018, “Que adopta normas para la prevención del abuso sexual y la atención integral 
de los niños, niñas y adolescentes víctimas de abuso sexual”, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, https://
www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/8927/ley-n-6202-adopta-normas-para-la-prevencion-del-abuso-sexual-y-la-
atencion-integral-de-los-ninos-ninas-y-adolescentes-victimas-de-abuso-sexual-.

21 Mirta Moragas y Cintia Escurra, “Pequeños avances normativos, nula implementación de políticas”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2018), 386.

22� 9HU��SRU�HMHPSOR��&RPLW«�GH�'HUHFKRV�+XPDQRV��2EVHUYDFLRQHV�ȑQDOHV�D�3DUDJXD\��������S£UUDIR�����&RPLW«�GH�
'HUHFKRV�(FRQµPLFRV��6RFLDOHV�\�&XOWXUDOHV��2EVHUYDFLRQHV�ȑQDOHV�D�3DUDJXD\��������S£UUDIR����G���([DPHQ�3HULµGLFR�
8QLYHUVDO��������S£UUDIR����������5HFRPHQGDFLµQ�GHO�5HLQR�8QLGR���5HODWRU�(VSHFLDO�VREUH�HO�'HUHFKR�D�OD�6DOXG��3ĬUDV��
2016: párrafo 60).
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ÌÁÎ��µ�¯¼ÒÜõ�¯�¼×������ÒÁ����µ�Ò��Á»Ü¼¯����Ò���Ò�Îå¯�¯ÁÒ����Ò�µÜ��Ò�ëÜ�µ�ì�
reproductiva23. Asimismo, se ha recomendado reiteradamente derogar las 
Resoluciones N.° 2966424 y N.° 176125 del MEC. Ninguna de estas recomenda-
ciones ha sido cumplida hasta el momento. 

sitUaCiÓn DEl DErECHO

El 2020 es, sin duda, el año donde el tema dominante ha sido la covid-19. Esta 
pandemia hizo que el Estado ponga todo su interés en la atención de salud 
y la mitigación de la crisis económica derivada de las medidas sanitarias. 
Varios derechos fueron afectados y diversas situaciones que ya eran preocu-
Ì�¼×�Ò���ÍÜ¯Î¯�ÎÁ¼�¼Ü�åÁÒ�»�×¯��Ò�ÌÁÎ��µ��¯Òµ�»¯�¼×ÁĮ�VÁÎ��±�»ÌµÁį�¼¯ÀÁÒį�
niñas y adolescentes (NNA) que sufren violencia sexual en su contexto fami-
liar26 han tenido que quedarse obligadamente en casa, sin muchas posibili-
dades de contar con apoyo de la comunidad extendida, como podrían ser las 
escuelas y otros espacios de recreación. 

LegiSLaCión Y poLíTiCaS púbLiCaS

LEY N.º 6536/2020. \�¼�¯Á¼�����¼�»�ìÁį��Ò×��µ�ì�»Á�¯õ����µ��Î×Ǟ�ÜµÁ�ĂāĄ����
la Ley N.º 1160/1997 del Código Penal (CP). Declara la imprescriptibilidad de 
la persecución penal del hecho punible de abuso sexual en niños y niñas (art. 
135 del CP). Asimismo, establece que la prescripción de otros hechos puni-
bles contra la autonomía sexual de niños, niñas y adolescentes (arts. 128 al 
140 del CP) empezará a contarse desde la mayoría de edad.

LEY N.º 6572/2020. �Ò×��µ�ìį�Ò�¼�¯Á¼�����¼�±Üµ¯Áį��Î����µ�Î�©¯Ò×ÎÁ�����©Î�ÒÁ-
res sexuales de niños, niñas y adolescentes y el banco genético. Establece un 
Î�©¯Ò×ÎÁ����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ���Ü�¼×�¼��Á¼��Á¼��¼��õÎ»��ÌÁÎ���ÁÒ�ÌÜ¼¯�µ�Ò����
violencia sexual contra NNA27. El registro será llevado por el Poder Judicial 

23 Entre otros, ver: Comité de Derechos del Niño, 2010: párrafo 53 d.

24� 3RU�HMHPSOR��&RPLW«�&('$:��2EVHUYDFLRQHV�ȑQDOHV�D�3DUDJXD\��������S£UUDIR����&RPXQLFDGR�GH�3UHQVD�GH�OD�&RPLVLµQ�
Interamericana de Derechos Humanos (disponible en “CIDH lamenta la prohibición de la enseñanza de género 
en Paraguay”, &,'+, 15 de diciembre de 2017, acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.oas.org/es/cidh/prensa/
comunicados/2017/208.asp); Comité de Derechos Humanos, 2013 y 2019.

25 Entre otros, ver: Comité de Derechos Humanos, 2EVHUYDFLRQHV�ȍQDOHV�D�3DUDJXD\, 2019.

26 De acuerdo con datos proporcionados por Fono Lila, servicio de atención, orientación y contención a niños, niñas y 
adolescentes que sufren violencia, la gran mayoría de los casos que llegan a consulta sobre abuso sexual o violencia 
familiar corresponden a personas de la familia o el entorno cercano. Este servicio es ofrecido por BECA (Base Educativa 
y Comunitaria de Apoyo) e inició funciones en el contexto de la pandemia. Ver, además: “Día Internacional de la Niña: 
En Paraguay, el 80% de los abusos en el entorno familiar”, �DQGXWL�'LDULR�'LJLWDO, 10 de octubre de 2020, acceso el 16 de 
octubre de 2020, http://www.nanduti.com.py/2020/10/10/dia-internacional-la-nina-paraguay-80-los-abusos-entorno-
familiar/.

27 Los artículos y las leyes enumeradas por la ley son: Código Penal, artículos 128 (coacción sexual y violación), 130 (abuso 
sexual en personas indefensas), 131 (abuso sexual en personas internadas), 133 (acoso sexual), 135 (abuso sexual en 
niños y niñas), 136 (abuso sexual en personas bajo tutela), 137 (estupro), 138 (actos homosexuales con menores), 139 
(proxenetismo), ley integral contra la trata de personas y la ley que penaliza la pornografía infantil.
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��¯¼�µÜ¯Î����×ÁÒ����¯��¼×¯����ì�Ì�Îõµ�©�¼�×¯�Á�ì�Ò�Î������Ò¯�µ��Ý¼¯��»�¼×��
a petición de parte. El carácter permanente de este registro fue cuestiona-
do por organizaciones de derechos humanos28Į�aÁ���Ì�ÎÒÁ¼��ÍÜ��×Î���±���¼�
forma directa o indirecta con NNA, en instituciones educativas, deportivas, 
recreativas, religiosas, entre otras, deberá contar con una constancia que 
��Î×¯õÍÜ��Ò¯��Ò×��¯¼�µÜ¯���Á�¼Á��¼��Ò×��Î�©¯Ò×ÎÁĮ�>�Ò��»ÌÎ�Ò�Ò���¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�
�Ò×�¼�Á�µ¯©���Ò���ÒÁµ¯�¯×�Î��Ò×����Î×¯õ���Á�ì�×¯�¼�¼�ÌÎÁ¯�¯�Á��Á¼×Î�×�Î���µ�Ò�
personas incluidas en el mismo. La ley crea igualmente un banco genético 
con información de las personas incluidas en el registro.

PRoYECTo DE PENA PERPETuA. �¼�µ��µǞ¼������¯Ì�Î¯¼øµ��¯Â¼�ÌÜ¼¯×¯å¯Ò×��
ya señalada, en el mes de marzo el senador Víctor Ríos presentó un proyecto 
de ley que penaliza a perpetuidad los casos de homicidio doloso de niños, 
niñas y adolescentes29. Aunque esta iniciativa no esté directamente vincu-
µ������ µÁÒ���ÒÁÒ������ÜÒÁį��Ò�ÌÁÒ¯�µ��Ì�¼Ò�Î�ÍÜ��Ü¼�����µ�Ò� ±ÜÒ×¯õ���¯Á¼�Ò�
podrían ser los casos de abusos sexuales que derivan en homicidio o femi-
nicidio. 

PLAN NACIoNAL DE SALuD SExuAL Y SALuD REPRoDuCTIVA 
(PNSSYSR). Impulsado por el MSPyBS, el PNSSySR fue aprobado en di-
ciembre de 201930. El Plan “propone partir del reconocimiento y visibiliza-
ción de los derechos y en particular de los sexuales y reproductivos”31. Asi-
»¯Ò»Áį�×¯�¼���¼¨ÁÍÜ�������Î��ÁÒ�ì����©�¼�ÎÁĮ��µ�»¯Ò»Á��Ü�¼×���Á¼�ĂĂ��±�Ò�
estratégicos: 

ĂĮ�X��×ÁÎǞ�į�©�Ò×¯Â¼�ì�»Á¼¯×ÁÎ�Á��õ�¯�¼×������Ò×��Ìµ�¼Ĺ�ăĮ�E�×�Î¼¯����Ò�©ÜÎ�į�
Ì�×�Î¼¯����Ò�µÜ���µ��ì�Ò�µÜ��¼�Á¼�×�µĹ�ĄĮ�Vµ�¼¯õ���¯Â¼�¨�»¯µ¯�ÎĹ�ąĮ�žÒ�©ÜÎ�-
miento de insumos y medicamentos de salud sexual y reproductiva; 5. Pre-
vención y control de las infecciones de transmisión sexual (ITS), incluyendo la 
ÒǞõµ¯Òį��µ�o20�ì��µ�ñ¯³�Ĺ�ćĮ�\�µÜ��Ò�ëÜ�µ�ì�Î�ÌÎÁ�Ü�×¯å�����µÁÒ�Á»�Î�ÒĹ�ĈĮ�\�µÜ��
Ò�ëÜ�µ�ì�Î�ÌÎÁ�Ü�×¯å�������Áµ�Ò��¼×�ÒĹ�ĉĮ�\�µÜ��Ò�ëÜ�µ����µ�Ò�»Ü±�Î�ÒĹ�ĊĮ�VÎ�-
vención, detección y atención a personas en situación de violencia intrafami-
liar, violencia sexual y violencia basada en género (VBG); 10. Generación y uso 
de evidencia; y, 11. Comunicación estratégica sobre derechos y salud sexual y 
reproductiva.

28 La Coordinadora por los Derechos de la Infancia y la Adolescencia dirigió una nota a la Cámara de Senadores señalando 
que el carácter permanente atentaría contra los derechos humanos.

29 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 25 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/120090.

30 Resolución S. G. N.º 597/2019 “Por la cual se aprueba el Plan Nacional de Salud Sexual y Reproductiva 2019-2023; y se 
dispone su implementación y utilización en todos los establecimientos de salud y en la formación de profesionales de 
salud”, MSPyBS. Versión en pdf disponible en la página de Cepep, acceso el 16 de octubre de 2020, http://www.cepep.
org.py/archivos/Plan_Nacional_SSR_2019_2023.pdf.

31 Ibíd., marco jurídico, 14.
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LanzamienTo De La Campaña ñañangareko

En agosto, el MSPyBS, el Ministerio de la Niñez y la Adolescencia (MIN-
Fžłį��µ�E��į��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����aÎ���±Áį��»Ìµ�Á�ì�\�©ÜÎ¯����\Á�¯�µ�ŁEa�\\ł�
y el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA, por sus siglas en 
inglés), con la cooperación del Gobierno de la India, lanzaron la campaña 
Ñañangareko para prevenir la violencia sexual hacia niñas y adolescentes.

��±Á��µ�µ�»��ŊÜ¼��¼¯À���»��Î�ñ�����Ò�Ü¼��¼¯À����ÜÒ���Ōį�µÁÒ��±�Ò����µ����»-
paña son: hablar, educar y denunciar los casos32. En el acto de presentación, 
la ministra Teresa Martínez y varias personas de organizaciones de la socie-
dad civil pusieron énfasis en que es impostergable que el MEC asuma su rol y 
aplique una política de EIS33. En contrapartida, el MEC no aludió a la política 
de educación sexual34. El ministro de Salud Julio Mazzoleni informó que, en 
lo que iba del 2020, habían registrado 282 embarazos de niñas de entre 10 y 
14 años y 7.500 embarazos de adolescentes de entre 15 y 19 años35. Asimismo, 
informó que el MSPyBS cuenta con 32 consultorios amigables para adoles-
centes en todo el país36.

Si bien los materiales de la campaña37 hacen énfasis en la obligación de la 
��¼Ü¼�¯�į��Ò×Á��Ò�¯¼ÒÜõ�¯�¼×��Ì�Î���×���Î�µ�Ò���ÜÒ�Ò��Ò×ÎÜ�×ÜÎ�µ�Ò�ì�Ì�µ¯�Î��µ�
rol que debe asumir el MEC en el planteamiento desde la educación. Igual-
»�¼×�į�ÌÁ¼�Î��µ�¨Á�Á�Ý¼¯��»�¼×���¼�µÁÒ���ÒÁÒ������ÜÒÁ�Ò�ëÜ�µ�ÌÁÎ��µ��»��-
razo invisibiliza los casos de abuso sexual en niños y adolescentes varones. 
Finalmente, el hecho de que la campaña se sustente con cooperación inter-
nacional es un indicador de la poca prioridad y la escasa sustentabilidad que 
tiene la temática para el Estado. Numerosas iniciativas que parten exclusi-
vamente con apoyo externo desaparecen cuando se acaban los fondos, si no 
existe voluntad política de sostenerlas con genuinos recursos del Estado.

32 “Ñañangareko: Campaña que busca proteger a niñas y adolescentes del abuso sexual y embarazo precoz”, Ministerio 
de Salud Pública y Bienestar Social, 6 de agosto de 2020, acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.mspbs.gov.py/
portal/21443/ntildeantildeangareko-campantildea-que-busca-proteger-a-nintildeas-y-adolescentes-del-abuso-sexual-
y-embarazo-precoz.html.

33 Notas de la autora que participó en el acto de presentación. Véase también: “Hay que incorporar en la educación 
la sexualidad”, $%&�&RORU, 8 de agosto de 2020, acceso el 14 de octubre de 2020, https://www.abc.com.py/
nacionales/2020/08/08/hay-que-incorporar-en-la-educacion-la-sexualidad/; “Lanzamiento Ñañangareko” [Facebook 
Watch], UNFPA Paraguay [@UNFPAPy/], https://www.facebook.com/UNFPAPy/videos/531516467541521.

34 Notas de la autora que participó en el acto de presentación. Ver también: Ibíd.

35 Ibíd.

36 Ibíd.

37 Ver video de la campaña disponible en línea: “ÑAÑANGAREKO” [Facebook Watch], UNFPA Paraguay [@UNFPAPy/], 29 
de septiembre de 2020, https://www.facebook.com/watch/?v=4723634804328274.
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vioLenCia SexUaL

�¼×Î���¼�ÎÁ�ì�Ò�Ì×¯�»�Î�����ăāăāį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�Î�©¯Ò×ÎÂ�ĂĮĉĉĄ���¼Ü¼-
cias por abuso sexual en niños y niñas (art. 135 del Código Penal)38�Ł©Î�õ�Á�ĂłĮ�
Con esto, se mantiene el promedio de al menos 7 casos de abuso sexual por 
día. En el mismo periodo, el servicio Fono Ayuda 147 del MINNA recibió 432 
µµ�»���Ò�ÌÁÎ�å¯Áµ�¼�¯��Ò�ëÜ�µ�ì�ÒÁµÁ��¼×Î��»�ìÁ�ì�±Ü¼¯Áį��µ�E2FFž��×�¼�¯Â�ĂĈĄ�
casos39Į���¼×Î�µį�žµ×Á�V�Î�¼�į�2×�ÌÝ�į����©Ü�ñÝ�ì�žÒÜ¼�¯Â¼�ÒÁ¼�µÁÒ�µÜ©�Î�Ò���µ�
Ì�ǞÒ��Á¼�»�ìÁÎ�Î�©¯Ò×ÎÁ������¼Ü¼�¯�Ò������ÜÒÁ�Ò�ëÜ�µį�����¼�ÎÁ���±Üµ¯Á40.

*U£ȑFR����'HQXQFLDV�UHFLELGDV�SRU�HO�0LQLVWHULR�3¼EOLFR�SRU�YLROHQFLD�VH[XDO

Fuente: Ministerio Público.

\¯��¯�¼�µÁÒ���×ÁÒ���µ�ăāăā�ÒÁ¼�ÌÎ�µ¯»¯¼�Î�Òį�µÁÒ�¼Ý»�ÎÁÒ���µ�©Î�õ�Á�Ă�»Ü�Ò-
tran una disminución de denuncias en varios casos, lo que podría deberse 
��µ���¯õ�Üµ×������¨ÁÎ»Üµ�Î�µ�Ò���¼Ü¼�¯�Òį��Á¼Ò¯��Î�¼�Á�ÍÜ���ÜÎ�¼×��å�Î¯ÁÒ�
meses estuvieron vigentes medidas de restricción de circulación. Además, 
resulta interesante el aumento de casos de denuncias por coacción sexual 
y violación entre enero y septiembre, con respecto a todo el 2019. Tal como 

38 “Día Internacional...”, �DQGXWL�'LDULR�'LJLWDO.

39 Ibíd.

40 “En Paraguay, el 80% de los abusos se producen en el entorno familiar”, Hoy, 10 de octubre de 2020, acceso el 16 de octubre 
de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/en-paraguay-el-80-de-los-abusos-se-producen-en-el-entorno-familiar.

Abuso sexual en niños y 
niñas (art. 135 CP)

Acoso sexual (art. 133 CP)

Actos homosexuales con 
menores (art. 138 CP)

Estupro (art. 137 CP)

Coacción sexual y 
violación (art. 128)

Total

1.833

80

7

484

1.304

3.330

159

10

949

1.034

5.482
3.708

2020 (enero a septiembre) 2019
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se ha señalado, es frecuente que los casos de violencia sexual ocurran en el 
entorno cercano y por parte de familiares o personas conocidas de las vícti-
»�Òį�µÁ�ÍÜ��ÌÁ�ÎǞ���ëÌµ¯��Î��µ�¼Ý»�ÎÁ������¼Ü¼�¯�ÒĮ��Ò�¯»ÌÁÎ×�¼×��Î��ÁÎ��Î�
que, en abril de este año, el Comité de los Derechos del Niño advirtió a los 
Estados que los servicios de protección infantil deben considerarse servicios 
esenciales41. Entre otras cosas, se señaló que: 

�µ��Á¼õ¼�»¯�¼×Á�ÌÜ�����ëÌÁ¼�Î���µÁÒ�¼¯ÀÁÒ���Ü¼��»�ìÁÎ�å¯Áµ�¼�¯��¨ǞÒ¯���ì�ÌÒ¯-
cológica en el hogar, o forzar a los niños a quedarse en hogares que están su-
perpoblados y carecen de las condiciones mínimas de habitabilidad. Los niños 
con discapacidades y problemas de comportamiento, así como sus familias, 
ÌÜ���¼��¼¨Î�¼×�Î��¯õ�Üµ×���Ò���¯�¯Á¼�µ�Ò���ÌÜ�Î×����ÎÎ���42.

eiS

Con la suspensión de clases presenciales, se agudizaron los problemas para 
el ya casi inexistente acceso a información sobre EIS y prevención de todo 
tipo de violencia, incluida la violencia sexual. El MEC presentó la Guía de 
Prevención “La seguridad en casa”43, donde escuetamente se mencionan da-
tos para la denuncia en casos de maltrato y violencia sexual, pero no se da 
¼¯¼©Ý¼���×�µµ���µ�Î�ÒÌ��×Á�¼¯�ÁÎ¯�¼×��¯Á¼�Ò�»Ǟ¼¯»�Ò�����Â»Á�ÌÎÁ����Î��¼�
casos de abuso sexual. Por otra parte, la pandemia no impidió que el MEC 
profundizara su alianza con ONG religiosas que dan charlas de orientación 
Ò�ëÜ�µ�Ò¯¼���Ò���¯�¼×Ǟõ���ì�Ò¯¼��¼¨ÁÍÜ�������Î��ÁÒĮ�>��*Ü¼���¯Â¼�*Ü¼���4Á-
ven44 organizó un ciclo de conferencias virtuales para docentes sobre “Salud 
Emocional del docente” 45. En una de estas conferencias se insistió en el mito 

41 Declaración conjunta de presidentes de 10 órganos de tratado sobre medidas de derechos humanos en el marco de la 
SDQGHPLD��9HU��2ȑFLQD�GHO�$OWR�&RPLVLRQDGR���1DFLRQHV�8QLGDV���'HUHFKRV�+XPDQRV��ǘ/RV�µUJDQRV�FUHDGRV�HQ�YLUWXG�
de los Tratados de Derechos Humanos de las Naciones Unidas exigen un planteamiento respetuoso con los derechos 
humanos a la hora de combatir el COVID-19”, 24 de marzo de 2020, acceso el 25 de octubre de 2020, https://www.ohchr.
RUJ�63�1HZV(YHQWV�3DJHV�'LVSOD\1HZV�DVS["1HZV,' �����	/DQJ,' 6�

42 “El Comité de los Derechos del Niño de NNUU advierte del grave impacto físico, emocional y psicológico del COVID en 
los niños y pide a los Estados que tomen medidas”, 3ODWDIRUPD�GH�,QIDQFLD, 9 de abril de 2020, acceso el 16 de octubre de 
2020, https://plataformadeinfancia.org/el-comite-de-los-derechos-del-nino-de-nnuu-advierte-del-grave-impacto-
ȑVLFR�HPRFLRQDO�\�SVLFRORJLFR�GHO�FRYLG�HQ�ORV�QLQRV�\�SLGH�D�ORV�HVWDGRV�TXH�WRPHQ�PHGLGDV��

43 “El MEC comparte Guía de Prevención “La seguridad en casa”, 0(&, acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.mec.
gov.py/cms/?ref=299586-el-mec-comparte-guia-de-prevencion-la-seguridad-en-casa.

44 Fundación Funda Joven, acceso el 16 de octubre de 2020, http://fundajoven.org/.

45 Seminarios virtuales “Salud Emocional del Docente”. Ver: “Inició ciclo de seminarios virtuales que buscan fortalecer 
la salud emocional del docente”, 0(&, acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.mec.gov.py/cms_v4/?ref=299718-
inicio-ciclo-de-seminarios-virtuales-que-buscan-fortalecer-la-salud-emocional-del-docente; Seminario virtual 
“Manejo del Estrés, Ansiedad y Depresión” con gran convocatoria de docentes, 0(&, acceso el 16 de octubre de 2020, 
https://www.mec.gov.py/cms/?ref=299724-seminario-virtual-manejo-del-estres-ansiedad-y-depresion-con-gran-
convocatoria-de-docentes. Desde la página del Facebook del MEC se puede acceder a los distintos seminarios virtuales 
GHVDUUROODGRV�����6DOXG�PHQWDO�HPRFLRQDO�GHO�GRFHQWH��/D�LPSRUWDQFLD�\�EHQHȑFLRV�GH�XQD�EXHQD�VDOXG�HPRFLRQDO�����GH�
julio de 2020, https://www.facebook.com/161896953845363/videos/711846576029073/; 2. Seminario “Manejo del Estrés, 
Ansiedad y Depresión”, 17 de julio de 2020, https://www.facebook.com/161896953845363/videos/707632016479912; 
���6HPLQDULR�ǘ0DQHMR�GH�&RQȠOLFWRVǙ��������������KWWSV���ZZZ�IDFHERRN�FRP�����������������
videos/2907711256004371/; 4. Seminario “La Importancia del Autocuidado del Docente”, 23 de julio de 2020, https://
www.facebook.com/161896953845363/videos/3243601412396869/; 5. Salud Integral y Prevención, 15 de agosto de 2020, 
https://www.facebook.com/161896953845363/videos/425085558434745/.
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de que los agresores sexuales son mayoritariamente personas desconocidas 
por las víctimas46Į��ÜÎ�¼×���Ò×ÁÒ�Ò�»¯¼�Î¯ÁÒį�×Î�¼Ò»¯×¯�ÁÒ�ÌÁÎ���¼�µ�Ò�Áõ-
�¯�µ�Ò���µ�E��į�*Ü¼���4Áå�¼�ÌÎÁ»Á�¯Á¼Â�ÒÜÒ���¼×ÎÁÒ�����Á¼Ò�±�ÎǞ���Á¼Á�¯-
�ÁÒ�ÌÁÎ�Ò�Î��Á¼¨�Ò¯Á¼�µ�Ò�ì���Î���Î������Ò�Ò��¯�¼×Ǟõ��ÒĮ��¼��Á¼×Î�Ì�Î×¯��į�
ÌÁ���Á�¼¯¼©Ü¼�� ¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�Ò���Á»Ì�Î×¯Â�ÒÁ�Î�� ¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò����
denuncia y apoyo a NNA, mostrando una vez más que el MEC ha renunciado 
a su rol, a favor de ONG religiosas47.

CasOs OCUrriDOs En 2020

#aLexanoeSTÁSoLa. aCoSo SexUaL De Un SaCerDoTe 
haCia Una joven FeLigreSa LLega a jUiCio oraL

>Ü�©Á����å�Î¯�Ò�ÌÁÒ×�Î©��¯Á¼�Òį��¼�±Üµ¯Á�¯¼¯�¯Â��µ�±Ü¯�¯Á�ÁÎ�µ�ì�ÌÝ�µ¯�Á��Á¼×Î��
�µ�Ò���Î�Á×��\¯µå�Ò×Î��Kµ»��Áį���ÜÒ��Á������ÁÒÁ�Ò�ëÜ�µ��Á¼×Î��µ��±Áå�¼�žµ�ë��
Torres cuando era párroco de la iglesia San José de Limpio. Luego de varias 
±ÁÎ¼���Òį��µ�Ăā�����©ÁÒ×Á��µ�aÎ¯�Ü¼�µ�ń�Á¼¨ÁÎ»��Á�ÌÁÎ�µ�Ò�±Ü�ñ�Ò�>�×¯�¯�����
+�ÒÌ�Î¯�ŁÌÎ�Ò¯��¼×�łį��¯¼��E�Î�Ü³�ì��µ�±Ü�ñ�0Ü©Á�\�©Áå¯�ń��¯Á����Á¼Á��Î�
�µ� ¨�µµÁ������ÒÁµÜ�¯Â¼��µ���ÜÒ��Áį�ÌÁÎ�åÁ×Á��¯å¯�¯�Áį�Ì�Ò����ÍÜ��¼¯¼©Ý¼�¯¼-
tegrante del Tribunal puso en duda que el acusado habría manoseado los 
Ò�¼ÁÒ���µ��±Áå�¼Į�>��±Ü�ñ�����+�ÒÌ�Î¯į��¼�»¯¼ÁÎǞ�į�åÁ×Â�ÌÁÎ�µ���Á¼��¼�Į�>ÁÒ�
votos en mayoría por la absolución del sacerdote consideraron que la con-
ducta no podía ser subsumida en el tipo penal de acoso por diversas razones. 
�µ�±Ü�ñ�\�©Áå¯���Î©Ü»�¼×Â�ÍÜ��Ŋ»�¼ÁÒ��Î�Ü¼��å�ñ��µ�Ò�¼Á����Ü¼��»Ü±�Î�Ò¯¼�
su consentimiento no es acoso sexual”48. Asimismo, pese a que Alexa había 
Î�µ�×��Á��¼��µ�±Ü¯�¯Á�µÁÒ����Î��»¯�¼×ÁÒ�¼Á���Ò���ÁÒ��¼×�Î¯ÁÎ�Ò��µ���Á���µ�
manoseo, esto no fue tenido en cuenta por Segovia. El razonamiento de este 
magistrado concluyó que Alexandra Torres no había sido hostigada porque 
ella no cumplió con el estándar de lo que él consideraba debía ser la respuesta 
Î��¯Á¼�µ��� ¯���µ����Ü¼��»Ü±�Î�ÍÜ��Ò���¼�Ü�¼×Î���¼�Ü¼��Ò¯×Ü��¯Â¼������ÁÒÁ�
sexual. Entonces, concluyó que la naturaleza sexual del comportamiento de 
Silvestre Olmedo no existió, desconociendo incluso las palabras de la propia 
åǞ�×¯»�į�ÍÜ����Ǟ��Ò�À�µ��Á��¼��µ�±Ü¯�¯Á�ÒÜ�¯¼�Á»Á�¯�����Á¼�Î�µ��¯Â¼����ÒÁÒ�
actos por parte del acusado49. Es decir, el magistrado privilegió sus ideas pre-
concebidas con respecto al comportamiento esperado de Alexa Torres antes 
que la propia voz de esta.

46 Realizado el 22 de agosto por medio de la plataforma Teams con transmisión en vivo por Facebook, https://www.
facebook.com/161896953845363/videos/3110272745695352. Disertaron: la psiquiatra Dra. Cynthia Oviedo, la Mag. 
psicóloga Patricia Cañiza, el Lic. psicólogo Christian Verdún. Contó con la participación especial de la actriz mexicana 
María Antonieta de las Nieves, más conocida como “La Chilindrina”, de la serie televisiva (O�&KDYR�GHO��.

47 La autora agradece a Ana Portillo por la información compartida. 

48� 6��'��1�|������GH�IHFKD����GH�DJRVWR�GH�������FDXVD�ǘ6LOYHVWUH�2OPHGR�V��$FRVR�VH[XDOǙ��ȼV������9«DVH�WDPEL«Q��ǘ1R�KD\�
dudas: el cura párroco…” [Tweet], Santiago González [@Santula], 10 de agosto de 2020, https://twitter.com/Santula/
status/1292964278471987200?s=20.

49� $FWD�GHO�MXLFLR�RUDO�\�S¼EOLFR�����GH�MXOLR�GH�������GHFODUDFLµQ�GH�$OH[DQGUD�0DU¯D�,VDEHO�7RUUHV��ȼV������
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VÁÎ�ÒÜ�Ì�Î×�į�µ��±Ü�ñ���¯¼��E�Î�Ü³��Î©Ü»�¼×Â�ÍÜ���µ�Î�ÍÜ¯Ò¯×Á����Ŋ�Ü×ÁÎ¯-
����Á�¯¼øµÜ�¼�¯��ÍÜ��µ���Á¼õ�Î�¼�ÒÜÒ�¨Ü¼�¯Á¼�ÒŌį�¼���Ò�Î¯Á��¼��µ���Á�ÌÜ-
nible de acoso sexual, no se cumplía porque Alexa Torres no era empleada 
de la iglesia. Este razonamiento desconoce que el cura párroco es la máxima 
�Ü×ÁÎ¯�������Ü¼��Ì�ÎÎÁÍÜ¯�į��ÒǞ��Á»Á�µ��¯¼øµÜ�¼�¯���¨��×¯å��ÍÜ��Kµ»��Á�×�-
nía en la parroquia que encabezaba. El fallo despertó una gran indignación 
ciudadana, manifestaciones50�ì��ÌÁìÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�Ì�Î��žµ�ë�51, con el #Alexa-
FÁ�Ò×�\Áµ�Į��Ò×����ÒÁ�Ì�Î»¯×¯Â�×�»�¯�¼�ÌÁ¼�Î��¼�µ���¯Ò�ÜÒ¯Â¼�ÌÝ�µ¯���µ��Î��-
µ¯������µ���ÁÒÁ�ì�µ��å¯Áµ�¼�¯��Ò�ëÜ�µ�Ò��Á¼×Î��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼�V�Î�©Ü�ì52. La 
sentencia fue apelada por la Fiscalía y por la querella adhesiva que represen-
×����µ��±Áå�¼53 y está pendiente de resolución por la Cámara de Apelaciones 
de San Lorenzo. 

niña inDígena mUere LUego De vioLaCión

�¼�±Üµ¯Áį��µ���ÒÁ����Ü¼��¼¯À��¯¼�Ǟ©�¼��ÍÜ��»ÜÎ¯Â���Ò�¼©Î����µÜ�©Á�����-
ber sido abusada sexualmente despertó gran indignación54. Este caso, que 
se suma a varios otros55, visibilizó la violencia sexual y la desprotección en 
ÍÜ��å¯å�¼� µ�Ò�¼¯À�Ò�ì�»Ü±�Î�Ò� ¯¼�Ǟ©�¼�ÒĮ�KÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò����»Ü±�Î�Ò� ¯¼�Ǟ-
©�¼�Ò��õÎ»�ÎÁ¼�ÍÜ���µ��Ò×��Á�¼Á�µ��¯»ÌÁÎ×���µ��ÁµÁÎ����µ�Ò�¼¯À�Ò�ì�»Ü±�Î�Ò�
indígenas56.

50 Una caravana vehicular de apoyo a Alexa y de repudio al fallo se realizó el 15 de agosto. Ver: “Ni una sola vez…” [Tweet], 
Fotociclo [@Fotociclo], 15 de agosto de 2020, https://twitter.com/Fotociclo/status/1294793174058258432. 

51 Se manifestaron sobre el caso comunidades católicas (“Como Comunidad…” [Tweet], Comunidad de Vida Cristiana 
Paraguay, [@CVXParaguay], 11 de agosto de 2020, https://twitter.com/CVXParaguay/status/1293338387697610752; 
“RECHAZAMOS toda forma…” [Tweet], Gabriela Macchi [@gabrielamacchi], 15 de agosto de 2020, https://twitter.
FRP�JDEULHODPDFFKL�VWDWXV���������������������SKRWR�����HPSUHVDV��ǘǕ7HQJR�PLHGRʜ��QRV�GLMRǠǙ�>7ZHHW@��089�
[@app_muv], 13 de agosto de 2020, https://twitter.com/app_muv/status/1294003835992711168?s=20); dirigentes 
deportivos y deportistas (“No suelo opinar…” [Tweet], Marco Trovato [MarcoTrovatoV], 10 de agosto de 2020, https://
twitter.com/MarcoTrovatoV/status/1292997441789267969?s=09, “No entiendo cómo 3 jueces…” [Tweet], Bufalo Ovelar 
[@RobertoOvelarM], 10 de agosto de 2020, https://twitter.com/robertoovelarm/status/1292976387515723776?s=21) 
y políticos(as) (“Sobre el acosador Olmedo” [Tweet], Celeste Amarilla de Boccia [@CelesteDiputada], 13 de agosto 
de 2020, https://twitter.com/CelesteDiputada/status/1293778882060050433?s=08, “Los senadores @esperanza_py 
\�#FDUORVȑOL]]RODǠǙ�>7ZHHW@��6HQDGR3\�>#6HQDGRUHV3\@�����GH�DJRVWR�GH�������KWWSV���WZLWWHU�FRP�6HQDGRUHV3\�
status/1293906437416947720?s=20); entre otros. 

52� 9HU��SRU�HMHPSOR��ǘ'HȑQLWLYDPHQWH�1R�(VW£�6RODǠǙ�>7ZHHW@��/DWLWXG����>#HQODWLWXG��@�����GH�DJRVWR�GH�������KWWSV���
www.instagram.com/tv/CDzg53wDr_0/?igshid=1h55u9e0d96ht. 

53 La querella fue asumida por el Consultorio Jurídico Feminista a través de sus abogadas Sonia Von Lepel y Mirta Moragas.

54 “Violación y asesinato de una niña indígena desata la indignación pública en Paraguay”, 1RUWH, 18 de julio de 2020, 
acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.diarionorte.com/194209-violacion-y-asesinato-de-una-nina-indigena-
desata-la-indignacion-publica-en-paraguay.

55 Ver, por ejemplo: “Niña indígena maniatada y abusada es explotada desde los ocho años”, �OWLPD�+RUD, 29 de enero 
de 2020, acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/nina-indigena-maniatada-y-abusada-es-
explotada-los-ocho-anos-n2867285.html; Gilberto Ruiz Díaz, “Una niña indígena fue violada en Amambay”, $%&�&RORU, 
27 de agosto de 2020, acceso el 16 de octubre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/08/27/una-nina-
indigena-fue-violada-en-amambay/. 

56 “Violación y…”, 1RUWH.
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niña mUrió preSUnTamenTe LUego De Una vioLaCión

Una niña de 7 años falleció en agosto en Pedro Juan Caballero, a consecuen-
cia de lesiones por violación sexual57. Este es uno de varios casos registrados 
donde las niñas llegan a los hospitales con lesiones consecuencia de las vio-
laciones58. Estas situaciones muestran el nivel de desprotección en el que se 
encuentran las niñas frente a la violencia sexual y las fallas del sistema de 
protección y promoción de sus derechos. 

COnClUsiOnEs

El 2020 ha sido marcado por la pandemia de la covid-19. Esto supuso reno-
vados retos para el reconocimiento y la protección de los derechos sexuales. 
�µ�ŊÍÜ���×���¼���Ò�Ō�ÒÜÌÜÒÁ�Ì�Î��¼¯ÀÁÒį�¼¯À�Òį���Áµ�Ò��¼×�Ò�ì�»Ü±�Î�Ò�»�ìÁÎ�
exposición a violencia de todo tipo, incluida la violencia sexual. Igualmente, 
las restricciones de movilización derivadas de las medidas sanitarias afec-
taron el relacionamiento comunitario que podría haber sido clave para la 
detección y atención de casos de violencia. Al mismo tiempo, la pandemia 
fue una nueva excusa para que el Estado siga sin reconocer sus obligaciones 
�Á¼�Î�µ��¯Â¼���µ���2\Į��µ�Ý¼¯�Á�×¯ÌÁ����Î�ÒÌÜ�Ò×��Î�©¯Ò×Î��Á��¼��Ò×��Ì�Î¯Á�Á�
fue o punitivista o limitado en cuanto el marco conceptual y las posibilidades 
de impacto real.

rECOMEnDaCiOnEs

Debido a que gran parte de las recomendaciones de ediciones anteriores 
permanecen incumplidas, varias de ellas se reiteran a continuación.

El Estado paraguayo debe hacer efectiva la vigencia de un Estado laico, tal 
como lo establece la Constitución Nacional (art. 24). 

El Poder Legislativo debe:

 Ǻ aprobar el proyecto de ley de salud sexual, reproductiva y materno-peri-
natal, actualmente en estudio.

 Ǻ aprobar el proyecto de ley “Julio Fretes” contra toda forma de discrimina-
ción.

57� ǘ$XWRSVLD�FRQȑUPD�TXH�QL³D�GH���D³RV�PXULµ�SRU�OHVLµQ�SURGXFLGD�SRU�DEXVRǙ��$%&�&RORU, 24 de agosto de 2020, acceso 
HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�DEF�FRP�S\�QDFLRQDOHV������������DXWRSVLD�FRQȑUPD�TXH�QLQD�GH���DQRV�
murio-por-lesion-producida-por-abuso/. 

58 Ver, por ejemplo: “Niña de dos años muere tras salvaje violación”, Hoy, 10 de febrero de 2020, acceso el 14 de octubre de 
2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/nina-de-dos-anos-muere-tras-salvaje-violacion. 
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El Poder Judicial debe dar cumplimiento a las recomendaciones del CDH 
y tomar medidas efectivas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
Ò�ëÜ�µį�ÒÁ�Î��×Á�Á��Á¼×Î��»Ü±�Î�Ò�ì�FFžĮ

�µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ������Î�©µ�»�¼×�Î�µ��>�ì�FĮû�ćăāăĺăāĂĉ�ì��Ò×��µ���Î�»�-
didas efectivas para implementar las políticas allí formuladas y, principal-
mente, instaurar la Comisión Nacional de Prevención y Atención Integral 
del Abuso hacia la Niñez y Adolescencia del Paraguay.

El MEC debe: 

 Ǻ derogar la Resolución N.º 29664/2017 y tomar medidas efectivas para la in-
corporación de la perspectiva de género en la educación. Debe, asimismo, 
derogar la Resolución N.º 1761/2019. 

 Ǻ implementar una política de Educación Integral de la Sexualidad (EIS). 





derechos reproductivos 

La panDemia proFUnDizó 
LoS vaCíoS en eL 
reConoCimienTo 

De DereChoS

La pandemia de la covid-19 profundizó desigualdades en el acceso a in-
formación, insumos y servicios de salud reproductiva y retrasó el reco-
nocimiento de otros derechos reproductivos. Es esperable un aumento 
��� ½�Þ� ¬Ä£���¬ËÄ�Þ����æÚ�ÄÞÃ¬Þ¬ÌÄ�Þ�ûê�½� ɚ.c]ɛɇ��Þ®��ËÃË��½��êÃ�ÄæË����

�Ã��Ú�āËÞ�ÄË���Þ���ËÞ�Ë�ÄË�×½�Ä¬Ĉ���ËÞɌ�

paLabraS CLaveS: derechos reproductivos, aborto, embarazo adoles-
cente, embarazo de niñas, salud reproductiva.

mirta moragas mereles
�JJY�.D��.KD����Cg9�Y�]���=�V�Y�&g�y�ɢ�CVɣ
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balanCE DE lOs 25 añOs

La discusión sobre los derechos reproductivos como parte integrante de los 
derechos humanos inicia a nivel internacional con la Conferencia de Pobla-
ción y Desarrollo de El Cairo en 1994, donde el término “derechos reproduc-
tivos” fue incorporado por primera vez a un instrumento acordado por los 
Estados1. 

Los temas de derechos reproductivos fueron incorporados en los informes 
de derechos humanos de la Codehupy por primera vez en el año 20072, aun-
ÍÜ���¼��Á¼±Ü¼×Á��Á¼�µÁÒ���Î��ÁÒ�Ò�ëÜ�µ�Ò3 y en el capítulo de derechos de 
¨�»¯µ¯�Į��Ò×Á�Ýµ×¯»Áį� ×�µ� å�ñ� å¯¼�Üµ��Á��µ���Á����ÍÜ�� �µ� �Î×Ǟ�ÜµÁ� ćĂ���� µ��
�Á¼Ò×¯×Ü�¯Â¼�F��¯Á¼�µ�Ł�Fłį�ÍÜ��Ò��Î�õ�Î����µ��Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�¨�»¯µ¯�Îį�Ò���¼-
cuentra en el capítulo de derechos de la familia. Cabe recordar que la CN es 
anterior a la Conferencia de El Cairo. Ya en el 20084, el artículo de derechos 
reproductivos se vuelve un artículo independiente, aunque todavía en el 
mismo capítulo. A partir del año 20105į�Ì�Ò���µ���ÌǞ×ÜµÁ����µ¯��Î×��į�Î�øµ�±�¼-
do la evolución en el debate sobre el concepto.

0�Ò×��Áìį��µ��Ò×��Á�Ì�Î�©Ü�ìÁ��¼¨Î�¼×���Ý¼�å�Î¯ÁÒ���Ò�¨ǞÁÒ�Ì�Î���µ�Î��Á¼Á-
cimiento de los derechos reproductivos.

ConCepToS, LimiTaCioneS Y avanCeS jUríDiCoS

En estos 25 años, el progreso de la discusión sobre los contenidos y límites 
�� ×�¼¯�Á�»Ü�Á�ÍÜ�� å�Î� �Á¼� �µ� ×Î���±Á���� µÁÒ�»Áå¯»¯�¼×ÁÒ����»Ü±�Î�Ò� ì�
¨�»¯¼¯Ò×�Òį�ÍÜ���¼�¯¼�¯�¯�Á�Ì�Î��ÍÜ���µ��Ò×��Á�»Á�¯õÍÜ��µ���Á¼��Ì�¯Â¼����
µ��»�×�Î¼¯�����Á»Á�Ü¼���Ò×¯¼Á��¯ÁµÂ©¯�Á����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì�µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Á¼�
capacidad de gestar6Į�VÁÎ��±�»ÌµÁį�Ò����Ì�Ò��Á����Ì�¼Ò�Î�µÁÒ�×�»�Ò�����¼×¯-
�Á¼��Ì�¯Â¼��Á»Á�ŊÌµ�¼¯õ���¯Â¼�¨�»¯µ¯�ÎŌį��Ò����¯Îį��Á»Á�Ü¼�Ò�»��¯��Ò�ÍÜ��
Ò��×Á»�¼�ÒÁµÁ��¼�Ü¼��Á¼×�ë×Á���×�Î»¯¼��Á�Łµ��¨�»¯µ¯�ĺµ��Ì�Î�±�łį���Ì�¼Ò�ÎÒ��

�� 3URJUDPD�GH�$FFLµQ�GH�OD�&RQIHUHQFLD�,QWHUQDFLRQDO�GH�3REODFLµQ�\�'HVDUUROOR��FDS¯WXOR�Țȗȗ��S£UUDIR�����

2 Natalia Slepoy Benites, “Derechos sexuales y reproductivos, una asignatura pendiente”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\������(Asunción, Codehupy, 2007), 308-325.

3 En el artículo de derechos sexuales de este informe se hace referencia a la crítica –todavía persistente– de considerar los 
derechos sexuales como un subconjunto de los derechos reproductivos. 

4 Articulación nacional de la campaña por la Convención Interamericana de los Derechos Sexuales y los Derechos 
Reproductivos, “Personas Libres, Estados Laicos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2008), 
465-473.

5 Mirta Moragas, “Muchos ataques fundamentalistas y poco debate de argumentos. Derechos Reproductivos”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2008), 229-236.

�� 0DU¯D�%HWDQLD��YLOD��ǘ5HȠOH[LRQHV�VREUH�ORV�GHUHFKRV�5HSURGXFWLYRVǙ��HQ�'HUHFKRV�6H[XDOHV��GHUHFKRV�UHSURGXFWLYRV��GHUHFKRV�
KXPDQRV (Lima: Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer, 2002). Por otra parte, 
cuando se utiliza el término “capacidad de gestar” se reconoce que no todas las personas que tienen capacidad de 
gestar son mujeres o se reconocen identitariamente como mujeres. 
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desde marcos más amplios de gestión de la reproducción partiendo de pers-
pectivas más diversas. 

Sin embargo, el marco conceptual sigue siendo una de las grandes limita-
ciones para el reconocimiento de los derechos reproductivos porque, para el 
Estado paraguayo, en este cuarto de siglo ha estado mayormente vinculado 
al ámbito de la salud reproductiva.

2©Ü�µ»�¼×�į� Ò�� ���� �å¯��¼×�� Á×Î�� µ¯»¯×��¯Â¼� �Á¼��Ì×Ü�µĭ� µ�Ò� �¯õ�Üµ×���Ò�
para hablar del poder, el placer y la autonomía para la toma de decisiones 
reproductivas7Į��Ò×Á�Ò��Î�øµ�±�į�ÌÁÎ�Ü¼�µ��Áį��¼�ÍÜ��µ��ÌÁµǞ×¯���»�Ò�¯»ÌÁÎ×�¼-
×����å�¼¯�Á�¯Ò×ÂÎ¯��»�¼×����Ò����µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò-
×�Î�\Á�¯�µ� ŁE\Vì�\ł�ÍÜ�į���Ò���õ¼�µ�Ò���� µÁÒ�¼Áå�¼×�į���×�¼¯�Á�Ìµ�¼�Ò��µ�
respecto8�ÍÜ���¼�Ì�Ò��Á�����Ò×�Î�å¯¼�Üµ��ÁÒ�ÒÁµ�»�¼×����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò���µ�Ò�
¼Á�¯Á¼�Ò����ŊÌµ�¼¯õ���¯Â¼�̈ �»¯µ¯�ÎŌĮ���Ò×��å�Î�ÍÜ��ÒÜ�Vµ�¼�F��¯Á¼�µ����\�µÜ��
\�ëÜ�µ�ì�\�µÜ��X�ÌÎÁ�Ü�×¯å��ŁVF\\Xł�×Á��åǞ���Ò×���Ì�©��Á����Ò��µ�¼©Ü�±�Į

VÁÎ�Á×ÎÁ� µ��Áį�Ò��Î�øµ�±���¼� µ���åÁµÜ�¯Â¼���� µ���¯Ò�ÜÒ¯Â¼�ÒÁ�Î�� µ����ÒÌ�¼�µ¯-
zación/legalización del aborto, que es, en el fondo, la discusión sobre la real 
�Ü×Á¼Á»Ǟ�����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�©�Ò×�¼×�Ò�Ì�Î��×Á»�Î����¯Ò¯Á¼�Ò�ÒÁ�Î��
su reproducción9Į��Ò×��×�»����Ì�Ò��Á����Ò�Î�Ü¼Á�ÌÎ��×¯��»�¼×��×��Ý���Ò�Î�
más discutido, pero sin hasta el momento permear en el Estado. Muestra de 
�Ò×Á��Ò�ÍÜ���¼��µ��ÀÁ�ĂĊĊĈ�Ò��»Á�¯õ�Â��µ��Â�¯©Á�V�¼�µ����ĂĊĂą10, siendo los 
�Î×Ǟ�ÜµÁÒ�ÒÁ�Î����ÁÎ×Á�µÁÒ�Ý¼¯�ÁÒ�ÍÜ��¼Á�̈ Ü�ÎÁ¼�»Á�¯õ���ÁÒ��Ò×��µ��Î�¨ÁÎ»��
penal de 200811Į�o�Î¯�Ò�ÌÎÁÌÜ�Ò×�Ò����»Á�¯õ���¯Â¼����µ��µ�ì�Ì�¼�µ���Ò����µ�
movimiento feminista y organizaciones de derechos humanos fueron des-
echadas sin ser siquiera consideradas12. Un avance registrado en la materia 
se relaciona con las normas de atención humanizada posaborto aprobadas 
en 201213 y que buscan proteger los derechos de las pacientes que llegan a 
instituciones de salud con un aborto incompleto, en curso o en posaborto.

7 Moragas, “Muchos...”.

8 Una de las primeras políticas sobre salud reproductiva fue la Política Nacional de Atención a la Salud Integral de la 
Mujer, vigente a partir de su aprobación por Resolución Ministerial N.º 412 del MSPyBS de agosto de 1999, que incluía 
HO�WHPD�GH�VDOXG�UHSURGXFWLYD�GH�ODV�PXMHUHV��YHU��,QIRUPH�2ȑFLDO�GHO�(VWDGR�SDUDJXD\R�DO�&RPLW«�&('$:��GRFXPHQWR�
CEDAW/C/PAR/3-4, 11 de febrero de 2004, párrafo 133).

�� 0DU¯D�%HWDQLD��YLOD��ǘ5HȠOH[LRQHVǠǙ��

10 El Código Penal de 1914 penalizaba el aborto con varias complejidades: establecía menor pena si el aborto se realizaba 
para salvaguardar “el honor” de la mujer y, especialmente, cuando un hombre lo hiciera para salvar el honor de su 
esposa, madre, hija o hermana (arts. 349 y 353 del Código Penal de 1914). Esto estuvo vigente hasta el año 2008. 

11 Ley N.º 3440/2008. 

12 La Coordinación de Mujeres del Paraguay, Cladem, Amnistía Internacional Paraguay y Codehupy, entre otras 
RUJDQL]DFLRQHV��KDQ�SUHVHQWDGR�YDULDGDV�SURSXHVWDV�GH�PRGLȑFDFLµQ�GH�OD�OH\�SHQDO�VREUH�OD�SHQDOL]DFLµQ�GHO�DERUWR�
en diversos procesos de revisión de las normas penales. 

13 Resolución N.° 146/2012, versión en pdf, disponible en la página de Cepep, acceso el 24 de octubre de 2020, http://www.
cepep.org.py/archivos/Normas_atencion_human_pos_aborto.pdf. 



408 ddhhpy2020��Y��+J���=��=.��Yc��

Otros avances han sido la Ley N.º 4313/2011 “de aseguramiento presupuesta-
rio de los programas de salud reproductiva y de aprovisionamiento del kit 
de partos del MSPyBS”; la Ley N.º 5508/2015 de “promoción, protección de la 
maternidad y apoyo a la lactancia materna”14į�ÍÜ��¨Ü��Á�±�×Á�����×�ÍÜ�Ò���µ�
empresariado y de instituciones del Estado durante el tratamiento y la etapa 
de aplicación15, así como la existencia del PNSSR del MSPyBS. 

DeSaFíoS 

Paraguay ha sido observado por diversos órganos de tratados y por el Conse-
±Á������Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ��¼��µ�»�Î�Á���µ��ë�»�¼�V�Î¯Â�¯�Á�f¼¯å�ÎÒ�µ�Ł�Vfł�
por el incumplimiento de varios derechos reproductivos. Entre ellos, se ha 
señalado la necesidad de ampliar las causales de aborto legal16. La relevancia 
de tomar medidas para prevenir el embarazo adolescente ha sido señalada 
por diversos órganos de tratados de derechos humanos17. Sobre este tema, 
en el segundo ciclo del EPU, Paraguay recibió y aceptó recomendaciones del 
Reino Unido y Colombia18, sin que hasta el momento hayan sido abordadas 
adecuadamente. 

Así, varios desafíos persisten: la implementación de una política de educa-
ción integral de la sexualidad (EIS) por parte del Ministerio de Educación 
y Ciencias (MEC)19, la discusión sobre la despenalización/legalización del 
aborto; la paternidad irresponsable20 y la redistribución de las tareas de cui-
dado21.

14 Ley N.º 5508/2015, de promoción y protección de la maternidad y apoyo a la lactancia materna, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�
&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, acceso el 15 de octubre de 2020, https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/4428/
promocion-proteccion-de-la-maternidad-y-apoyo-a-la-lactancia-materna.

15� 0LUWD�0RUDJDV��ǘ(O�(VWDGR�UHDȑUPD�VX�SRVLFLµQ�DQWLGHUHFKRVǙ��HQ�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2016), 316. 

16� (Q�HO�VHJXQGR�FLFOR�GHO�(38��3DUDJXD\�UHFLELµ�XQD�UHFRPHQGDFLµQ�HVSHF¯ȑFD�VREUH�OD�QHFHVLGDG�GH�VXEVDQDU�ODV�
GHȑFLHQFLDV�MXU¯GLFDV�FRQ�UHODFLµQ�D�OD�SHQDOL]DFLµQ�GHO�DERUWR�FRQ�UHODFLµQ�D�QL³DV��UHFRPHQGDFLµQ�GH�$OHPDQLD��
párr. 102.156) y tres recomendaciones sobre despenalización del aborto, sobre las cuales el Paraguay tomó nota 
(recomendaciones de Australia, Eslovenia y Suiza, párr. 105.3, 105.5 y 105.6, respectivamente). 

17 Entre otros, el Comité de los Derechos del Niño (2010, CRC/C/PRY/CO/3, párrafo 53), el Comité DESC (2015, párrafo 29), 
CEDAW (2011, CEDAW/C/PRY/CO/6, párrafo 27).

18 Párrafos 102.57 y 102.153.

19 Para un análisis más exhaustivo sobre la EIS, ver el artículo de derechos sexuales de este capítulo. 

20 En marzo de este año se daba cuenta de que el 40% de las embarazadas que acuden al Hospital de Clínicas declara 
no estar acompañada por el padre de su hijo o hija. Ver: “Paternidad irresponsable: el 40% de las embarazadas en 
Clínicas da a luz sola”, /D�1DFLµQ, 19 de mayo de 2020, acceso el 13 de octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/
pais/2020/05/19/paternidad-irresponsable-el-40-de-las-embarazadas-en-clinicas-da-a-luz-sola/.

21 La distribución de las tareas de cuidado es un tema fundamental a la hora de tomar decisiones reproductivas, ya que la 
excesiva carga de cuidado en las mujeres impacta negativamente en varias facetas de su vida, entre ellas, la laboral. Ver, 
SRU�HMHPSOR��ǘ&RQȠOLFWR�WUDEDMR�IDPLOLD��HQ�PXMHUHV�SURIHVLRQDOHV�TXH�WUDEDMDQ�HQ�OD�PRGDOLGDG�GH�HPSOHRǙ��HQ�6FL(/2�
Ǔ�3HQVDPLHQWR�SVLFROµJLFR��9RO�����1�|����&DOL, junio de 2011, acceso el 14 de octubre de 2020, http://www.scielo.org.co/scielo.
SKS"VFULSW VFLBDUWWH[W	SLG 6�����������������������
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sitUaCiÓn DEl DErECHO

moDiFiCaCión De La LeY De regiSTro 
De ConCebiDoS no naCiDoS

�¼�»�ìÁ�Ò��ÌÎÁ»Üµ©Â�µ��>�ì�FĮû�ćĆąćĺăāăā�ŊWÜ��»Á�¯õ����µ��Î×Ǟ�ÜµÁ�ĂĂ����µ��
Ley N.º 5833/17 que establece el libro de defunciones de concebidos no naci-
�ÁÒ��¼��µ�X�©¯Ò×ÎÁ���µ��Ò×��Á��¯å¯µŌį��Á¼��µ�õ¼�����Ò×��µ���Î�Ü¼�Ìµ�ñÁ��ÒÌ��¯�µ�
hasta el 20 de octubre de 2020 para registrar a concebidos no nacidos sin im-
portar el tiempo que haya ocurrido desde el fallecimiento. Esta ley ya ha sido 
criticada por la inversión de recursos que constituye frente a los desafíos de 
registrar a niños y niñas22. 

Resultan preocupantes los datos obtenidos desde la Dirección General de 
Registro del Estado Civil (DGREC) sobre la cantidad de inscripciones que se 
han efectuado desde la vigencia de la ley. En la consulta realizada por la au-
tora, respondida en septiembre de 2019, se informó que se habían registrado 
100 concebidos no nacidos23 mientras que, en una consulta posterior respon-
dida en diciembre de 2019, dieron cuenta de 73 registros24, lo que muestra 
Ü¼��¯¼�Á¼©ÎÜ�¼�¯��ÍÜ��ÌÁ�ÎǞ��Ò¯©¼¯õ��Î�Á�ÍÜ���¼�Î�ÒÌÁ¼�¯�Á�¨�µ×�¼�Á���µ��
å�Î����Á�ÍÜ��µ���+X���¼¯�Ò¯ÍÜ¯�Î��×¯�¼��Ü¼���Á¼×��¯µ¯ñ��¯Â¼�õ���¯©¼�����
registros. 

pLaneS, poLíTiCaS Y CampañaS 

PLAN NACIoNAL DE SALuD SExuAL Y SALuD REPRoDuCTIVA 2019-
2023 DEL MSPYBS25. Aprobado en diciembre de 2019, este plan tiene como 
�µ©Ü¼ÁÒ��±�Ò��Ò×Î�×�©¯�ÁÒĭ�»�×�Î¼¯����Ò�©ÜÎ�į�Ì�×�Î¼¯����Ò�µÜ���µ��ì�Ò�µÜ��
¼�Á¼�×�µĹ�Ìµ�¼¯õ���¯Â¼�¨�»¯µ¯�ÎĹ��Ò�©ÜÎ�»¯�¼×Á����¯¼ÒÜ»ÁÒ�ì�»��¯��»�¼-
tos de salud sexual y reproductiva; salud reproductiva de hombres y adoles-
centes, y comunicación estratégica sobre derechos y salud sexual y repro-
ductiva. 

ATENCIÓN DE ADoLESCENTES EN LoS SERVICIoS DE SALuD SE-
xuAL. El MSPyBS informó que cuenta con 32 servicios amigables para ado-
lescentes en 13 regiones sanitarias (Concepción, San Pedro, Cordillera, Guai-

22 Moragas, “El Estado…”, 322. 

23� ǘ6ROLFLWXG���������,QIRUPH�VREUH�GDWRV�HVWDG¯VWLFRVǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO����GH�
VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

24� ǘ6ROLFLWXG���������,QIRUPH�GH�Q¼PHUR�GH�FRQFHELGRV�QR�QDFLGRV�LQVFULSWRVǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��
DFFHVR�HO����GH�VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG��������

25 Resolución N.º 597 del 2 de diciembre de 2019. 
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Î�į����©Ü�ñÝį����ñ�Ì�į�2×�ÌÝ�į�V�Î�©Ü�ÎǞį�žµ×Á�V�Î�¼�į���¼×Î�µį�J��»�Ü�Ýį�
Presidente Hayes y Capital)26. 

DISTRIBuCIÓN DE MéToDoS ANTICoNCEPTIVoS EN EL SISTEMA 
PúBLICo DE SALuD. Con relación al 2019, en el 2020 hay una disminución 
de la entrega, como puede notarse en el cuadro 1. En parte, esto puede de-
berse a las limitaciones para acceder efectivamente a los servicios de salud 
desde que se desató la emergencia sanitaria, lo que podría resultar en el in-
�Î�»�¼×Á�����»��Î�ñÁÒ�¼Á���Ò���ÁÒ�Á�¼Á�Ìµ�¼¯õ���ÁÒ27 y en el aumento de 
infecciones de transmisión sexual (ITS)28. Otra explicación posible podría 
encontrarse en la introducción de métodos anticonceptivos de larga dura-
ción, que harían innecesario volver a solicitar por un tiempo prolongado. 

Cuadro 1. Distribución de métodos anticonceptivos en el sistema público de salud

método
cantidad distribuida 

en el año 2019

cantidad distribuida 
de enero a 

agosto de 2020

Dispositivo intrauterino (DIU) 16.930 6.775

Orales combinados 1.037.520 561.330

Depo-Provera - inyectable 
trimestral 257.775 159.997

Condón masculino 6.429.600 3.416.400

Píldoras de anticoncepción 
de emergencia (PAE) 10.726 6.514

Implante subdérmico 3.000 5.000

Fuente: Dirección de Salud Sexual y Reproductiva del MSPyBS29.

Hasta marzo de 2020 se contaba con las PAE, no hubo stock hasta que se re-
cibió un nuevo lote de 2.700 a inicios de agosto30. Por otra parte, el implante 

26� ǘ6ROLFLWXG���������,QIRUPHV�GH�HVWDG¯VWLFDV�GHO�063\%6Ǚ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO����GH�
RFWXEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

27 Investigaciones del Fondo de Población de las Naciones Unidas estimaron un posible aumento de embarazos, 
entre otras cosas, por los problemas de acceso a métodos anticonceptivos. Ver: https://news.un.org/es/
story/2020/04/1473572.

28 Se señala, entre otras causas, el acceso a métodos de protección y la reasignación de personal médico para el 
tratamiento del coronavirus. Ver: http://gtt-vih.org/actualizate/la_noticia_del_dia/27-04-20.

29 Información entregada por el Portal de Acceso a la Información Pública, acceso el 24 de octubre de 2020, https://
LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

30� 6HJ¼Q�GDWRV�SURSRUFLRQDGRV�SRU�OD�'LUHFFLµQ�GH�6DOXG�6H[XDO�\�5HSURGXFWLYD��ǘ6ROLFLWXG����������Ǚ�
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subdérmico estuvo disponible este año hasta el mes de agosto y en el mes de 
septiembre estaba en proceso de compra31.

CAMPAñA ñAñANGAREko. El MSPyBS, el Ministerio de la Niñez y la Ado-
µ�Ò��¼�¯��ŁE2FFžłį��µ�E��į��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����aÎ���±Áį��»Ìµ�Á�ì�\�©ÜÎ¯����
Social (MTESS) y el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA, por 
sus siglas en inglés), con la cooperación del Gobierno de la India, lanzaron 
esta campaña para prevenir la violencia sexual hacia niñas y adolescentes 
partiendo desde el embarazo de niñas y adolescentes32. Los materiales de la 
campaña hacen principalmente referencia al embarazo como un problema 
��Î¯å��Á���µ���ÜÒÁ�Ò�ëÜ�µį���±Á��µ�µ�»��ŊÜ¼��¼¯À���»��Î�ñ�����Ò�Ü¼��¼¯À��
abusada”. Esta visión limitada sobre el abuso sexual excluye a los niños y 
adolescentes. Además, aunque el MEC está involucrado formalmente, esta 
��»Ì�À��¼Á�Ò¯©¼¯õ�Â�¼¯¼©Ý¼�Ì�ÒÁ����µ�¼×��Ì�Î���¯Ò�Ü×¯Î�µ���2\į�µÁ�ÍÜ��¯»-
plica que las causas estructurales no están siendo abordadas efectivamente. 
Asimismo, la vinculación casi ineludible entre abuso sexual y embarazo en la 
etapa de la adolescencia invisibiliza aquellos embarazos que no son produc-
to del abuso sexual, sino de la experimentación sexual entre pares adoles-
��¼×�ÒĮ����µ��»¯Ò»��¨ÁÎ»�į��Ò×���¼¨ÁÍÜ���Á¼×¯¼Ý��Ò¯¼���¼×Î�ÎÒ���¼�µÁÒ���ÒÁÒ�
�Á¼����µ��»��Î�ñÁ�Ò¯©Ü��Ò¯�¼�Á�Ì�Î���µ©Ü¼�Ò���Áµ�Ò��¼×�Ò��µ�Ý¼¯�Á�ÌÎÁì��×Á�
de vida que pueden visualizar33. Finalmente, el hecho de que la campaña sea 
õ¼�¼�¯�����Á¼�¨Á¼�ÁÒ�����ÁÁÌ�Î��¯Â¼�¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ�»Ü�Ò×Î��×�»�¯�¼�µ���Ò-
casa importancia que el Estado está dando a la temática. 

CAMBIoS EN LoS SERVICIoS DE SALuD REPRoDuCTIVA oBLIGADoS 
PoR LA PANDEMIA. La emergencia sanitaria por la covid-19 obligó a reali-
zar una reestructuración del sistema de salud y por medidas de prevención, 
lo que también repercutió en los servicios de salud reproductiva. Entre otras 
cosas, se limitaron las consultas prenatales presenciales y la presencia de los 
padres u otras personas acompañantes en la sala de parto34Į�o�Î¯�Ò�»Ü±�Î�Ò�
relataron sentir miedo al contagio y verse solas en el proceso del parto35.

31 Ibíd.

32 Ver video de la campaña disponible en línea: “ÑAÑANGAREKO” [Facebook Watch], UNFPA Paraguay [@UNFPAPy/], 29 
de septiembre de 2020, https://www.facebook.com/watch/?v=4723634804328274.

33 Una investigación cualitativa realizada en Paraguay en el año 2011 mostró que, para algunas adolescentes, la 
maternidad es el único proyecto de vida que ven como posible ante el fracaso de la movilidad social a través de la 
educación y el trabajo. Si bien no se ha avanzado en estudios más cuantitativos sobre el tema, sería importante que 
el Estado invierta tiempo y recursos en explorar este tipo de situaciones, lo que muestra lo poco que se está haciendo 
como sociedad para que las adolescentes puedan realmente pensar sus proyectos de vida desde enfoques más amplios. 
Si únicamente se ve a las adolescentes embarazadas como víctimas de abuso sexual, se está dejando de ver otras 
situaciones que merecen abordajes más complejos. Ver investigación: Emma Näslund-Hadley y Georgina Binstock, 
(O�IUDFDVR�HGXFDWLYR��HPEDUD]RV�SDUD�QR�LU�D�OD�FODVH�(Washington: BID, 2011), acceso el 25 de septiembre de 2020, http://
idbdocs.iadb.org/wsdocs/getdocument.aspx?docnum=36225399.

34 “Convertirse en mamá durante la pandemia”, (O�6XUWLGRU, 13 de mayo de 2020, acceso el 10 de octubre de 2020, https://
elsurti.com/coronavirus/scroll/2020/05/13/convertirse-en-mama-durante-la-pandemia/.

35 Ibíd.
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mUerTeS por CaUSa DeL embarazo,  
eL parTo Y eL pUerperio36 Y aborTo

>ÁÒ�Î�©¯Ò×ÎÁÒ�Áõ�¯�µ�Ò�»Ü�Ò×Î�¼�ÍÜ�į��¼�ăāĂĊį� µ�� Î�ñÂ¼����»ÁÎ×�µ¯����»�-
terna disminuyó levemente con relación a 2018, que cerró en 70,8 por cada 
100.000 nacidos vivos37. 

>ÁÒ�¼Ý»�ÎÁÒ��Á¼�Î�µ��¯Â¼��µ���ÁÎ×Á�ÌÁ�ÎǞ�¼��Ò×�Î�Á�Üµ×ÁÒ���±Á�Á×Î�Ò���×�©Á-
rías como toxemia, hemorragias y sepsis, que son consecuencias de abortos 
¯¼Ò�©ÜÎÁÒį�ì��ÍÜ��»Ü��Ò�å���Ò��Ò×�Ò�»Ü�Î×�Ò�ÒÁ¼�Î�©¯Ò×Î���Ò���±Á�Á×Î�Ò���-
×�©ÁÎǞ�Òį�ÌÁÎ�µÁ�ÍÜ��¼Á��Ò�ÌÁÒ¯�µ���Á¼×�Î��Á¼��¯¨Î�Ò�ÍÜ��Î�øµ�±�¼�õ�µ»�¼×��µ�Ò�
muertes por aborto. 

Asimismo, llama la atención la cifra tan alta de “otras complicaciones” (cua-
�ÎÁ�ăłį�ÍÜ��»Ü�Ò×Î��µ��¼���Ò¯�������»�±ÁÎ�Î�µ�Ò���×�©ÁÎǞ�Ò�����µ�Ò¯õ���¯Â¼�
��õ¼�����Á¼×�Î��Á¼�¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ÍÜ��Î�øµ�±��»�±ÁÎ�µ�Ò���ÜÒ�Ò����»ÁÎ×�µ¯����
materna. 

Cuadro 2. Número y razón de mortalidad materna, por años y causas 

causas
2019 2020*

n.° razón n.°

1. Aborto 1 0,9 4

2. Toxemia 16 14,8 18

3. Hemorragia 12 11,1 6

4. Sepsis 5 4,6 1

5. Tétanos obstétrico 0 0,0 0

6. Sida 0 0,0 0

7. Otras complicaciones del embarazo, parto y puerperio 39 36,1 29

Total 73 67,6 58

(*) Datos provisorios. Fecha de actualización: 17/09/2020. La tasa se calcula de forma anual, por lo que no es posible realizar 
el cálculo para el año 2020.

Fuente: MSPyBS/DIGIES/DES. Subsistema de Información de las Estadísticas Vitales. DGPS - UME - DGVS.

36 En términos estadísticos, el Estado registra estas muertes como “muertes maternas”, donde subyace la idea de 
maternidad, que es considerado por la autora algo que excede el hecho biológico del embarazo. De todas formas, se 
PDQWLHQH�OD�WHUPLQRORJ¯D�XWLOL]DGD�HQ�ODV�HVWDG¯VWLFDV�RȑFLDOHV�SDUD�PHMRUDU�VX�FRPSUHQVLµQ��

37 Mirta Moragas, “Naturalizando la postergación de los derechos”, en�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2019), 423. 
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�Á¼�Î�µ��¯Â¼��µ�¼Ý»�ÎÁ����»Ü�Î×�Ò�»�×�Î¼�Ò�ÌÁÎ���Ì�Î×�»�¼×Áį��Á»Á�Ò��
desprende del cuadro 3, llama la atención el aumento de las muertes en Con-
��Ì�¯Â¼�ì����©Ü�ñÝĮ�a�»�¯�¼�Ò��ÌÁ�ÎǞ���ÒÌ�Î�Î�ÍÜ����¼×Î�µ��¯�ÎÎ���µ�ăāăā�
con más muertes maternas que el 2019, ya que al mes de septiembre se regis-
tra una muerte menos que todo el año anterior (cuadro 3).

Cuadro 3. Número y razón* de mortalidad materna, por años y regiones sanitarias 

regiones sanitarias
2019 2020**

n.° razón n.°

Concepción 3 73,2 5

San Pedro 6 88,4 4

Cordillera 4 98,6 0

Guairá 2 73,3 0

Caaguazú 5 63,6 6

Caazapá 0 0,0 2

Itapúa 5 69,5 2

Misiones 1 58,2 1

Paraguarí 0 0,0 4

Alto Paraná 15 98,8 11

Central 14 41,5 13

Ñeembucú 1 121,4 0

Amambay 5 168,4 2

Canindeyú 3 86,8 3

Presidente Hayes 2 93,0 3

Boquerón 5 298,3 2

Alto Paraguay 0 0,0 0

Asunción 2 25,0 0

Total 73 67,6 58

* Razón por 100.000 nacidos vivos. 
** Datos provisorios. Fecha de actualización: 17 de septiembre de 2020. La tasa se calcula de forma anual, por lo que no es 

posible realizar el cálculo para el año 2020. 
Fuente: MSPyBS/DIGIES/DES. Subsistema de Información de las Estadísticas Vitales.
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>ÁÒ��©Î�ÒÁÒ�ÁÒÌ¯×�µ�Î¯ÁÒ�ÌÁÎ���ÁÎ×Á����¼�Î�¨�Î�¼�¯���µ�¼Ý»�ÎÁ����»Ü±�Î�Ò�
y personas con capacidad de gestar que han estado internadas en el sistema 
ÌÝ�µ¯�Á�ÌÁÎ��µ©Ü¼���Á»Ìµ¯���¯Â¼�Î�µ��¯Á¼�����µ���ÁÎ×ÁĮ��Ò×�Ò��¯¨Î�Ò�¼Á��¯Ò-
criminan entre abortos espontáneos y provocados. Existe una disminución 
�¼×Î���µ�ăāĂĉ�ì��µ�ăāĂĊ�Ł�Ü��ÎÁ�ąłĮ����×Á��Ò�»�¼�Î�Òį��Ò×ÁÒ�¼Ý»�ÎÁÒ�ÒÁ¼�»�-
yores al promedio estimado entre los años 2006 y 2010, que estaba en 8.343 
egresos hospitalarios anuales38. Es preocupante que, pese a que se solicitó in-
formación actualizada, el MSPyBS no remitió datos del 2020. Sin embargo, 
¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ÌÜ�µ¯������¼�»��¯ÁÒ�����Á»Ü¼¯���¯Â¼� Î�õ�Î�¼�ÍÜ������¼�ÎÁ�
a agosto de este año se registraron 3.877 complicaciones por aborto39. Esto 
Ò¯©¼¯õ��ÎǞ��ÍÜ��ÌÁÒ¯�µ�»�¼×��×�Î»¯¼�Î�»ÁÒ��µ�ăāăā��Á¼�»�Ò��Á»Ìµ¯���¯Á-
¼�Ò�ÍÜ���¼��µ�ăāĂĊį�µÁ�ÍÜ��ÌÁ�ÎǞ���ëÌµ¯��ÎÒ��ÌÁÎ�µ�Ò��¯õ�Üµ×���Ò��������ÒÁ���
servicios de salud reproductiva por la pandemia. 

Como puede notarse en el cuadro 4, los departamentos donde se registra-
ÎÁ¼��Ü»�¼×ÁÒ��¼×Î��ăāĂĉ�ì�ăāĂĊ�¨Ü�ÎÁ¼�\�¼�V��ÎÁį��ÁÎ�¯µµ�Î�į�J��»�Ü�Ýį�
Amambay y Alto Paraguay. Aun cuando estas cifras no representan la totali-
dad de casos –cantidad total difícil de obtener por la penalización del abor-
to–, es una muestra de la magnitud de la ocurrencia de este. Normalmente, 
ÍÜ¯�¼�Ò�×�Î»¯¼�¼��¼�µÁÒ�ÁÒÌ¯×�µ�Ò�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�ÌÁÎ��Á»Ìµ¯���¯Á¼�Ò�å¯¼�Üµ���Ò�
�µ���ÁÎ×Á�ÒÁ¼�µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼�Ò¯×Ü��¯Â¼����»�ìÁÎ�åÜµ¼�Î��¯µ¯���Į�FÁ�Ò�ÎǞ����-
sualidad que los departamentos donde se registran aumentos sean los más 
pobres del país. Frente a esta realidad, la penalización del aborto no es solo 
¯¼Ý×¯µ�Ì�Î��¯»Ì��¯Î�µ��ÌÎ��×¯��40, sino que expone la vida y la salud de niñas, 
��Áµ�Ò��¼×�Ò�ì�»Ü±�Î�ÒĮ

38  Clyde Soto y Mirta Moragas, “Aborto, sistema penal y derechos humanos de las mujeres”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2013), 32.

39 “Casi 4.000 complicaciones por aborto en el año 2020”, $%&�&RORU, 29 de septiembre de 2020, acceso el 10 de octubre de 
2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/09/29/casi-4000-complicaciones-por-aborto-en-el-ano-2020/.

40 En el 2019, el Ministerio Público recibió 66 denuncias por aborto y hasta septiembre de este año recibió 45 denuncias. 
Datos del Ministerio Público entregados por acceso a la información pública. Estos datos muestran el escaso interés en 
perseguir la práctica y la desproporción con relación a los casos de hospitalización.
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Cuadro 4. Egresos hospitalarios a causa de aborto, por 

años, según regiones sanitarias de internación* 

regiones sanitarias 2018 2019

Concepción 350 343

San Pedro 553 571

Cordillera 456 458

Guairá 260 240

Caaguazú 553 495

Caazapá 258 206

Itapúa 756 665

Misiones 268 237

Paraguarí 282 232

Alto Paraná 1.082 849

Central 2.923 2.674

Ñeembucú 86 93

Amambay 213 258

Canindeyú 383 383

Presidente Hayes 191 173

Boquerón 66 2

Alto Paraguay 12 18

Asunción 989 763

Total 9.681 8.660

* Los datos corresponden únicamente a instituciones dependientes del MSPyBS.
Fuente: MSPyBS/DIGIES/DES. Sistema de Egresos Hospitalarios (SEGHOSP).

embarazo De niñaS Y aDoLeSCenTeS

Los partos de niñas de 10 y 14 años se mantienen relativamente estables en el 
2019, ya que en el 2018 se registraron 588 partos de niñas41 (cuadro 5). Por su 
Ì�Î×�į��µ�E���¯¼¨ÁÎ»Â�ÍÜ��Î��¯�¯Â�ăĈ�¼Á×¯õ���¯Á¼�Ò�����»��Î�ñÁ�ì�»�×�Î¼¯-
dad de estudiantes en el 201942, lo que abre la pregunta sobre la situación de 

41 Moragas, “Naturalizando…”, 423.

42� ǘ�6ROLFLWXG��������,QIRUPHV�HVWDG¯VWLFRV�GHO�0(&�VREUH�PDWULFXODFLµQ�\�GHVHUFLµQ�HVFRODUǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�
,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����
ciudadano/solicitud/33996.
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las demás niñas y adolescentes embarazadas y acerca del sistema de registro 
de los casos en el espacio escolar. Si tomamos las cifras globales de partos 
de niñas y adolescentes entre el año pasado y lo que va de este (27.521), se 
puede estimar que al menos 40 niñas y adolescentes dan a luz diariamente 
en Paraguay, que es el segundo país con mayor fecundidad adolescente en la 
región43Į�ž�¯�¯Á¼�µ»�¼×�į����µÁÒ��»��Î�ñÁÒ�Î�©¯Ò×Î��ÁÒ��Ò×��õ¼�µ�Ò����Ò�Ì-
tiembre de 2020, llama mucho la atención que para 11 de las 339 niñas de 10 a 
14 años se trata de un segundo embarazo y 3, un tercer o más. Entre tanto, en 
µ��¨Î�¼±�����ĂĆ���ĂĊ��ÀÁÒį�ĂĮćĂć����µ�Ò�ĊĮĄĉă��Ò×���¼��¼�Ü¼�Ò�©Ü¼�Á��»��Î�ñÁ�ì�
212 en un tercer o más44.

Cuadro 5. Número de nacidos vivos por años, según grupos de edad de la madre
45

grupos de edad 2018 2019 2020* total 

10 a 14 años 588 590 339 1.517

15 a 19 años 16.788 15.191 9.382 41.361

Fuente: MSPyBS/DIGIES/DES. Subsistema de Información de las Estadísticas Vitales. DGPS –UME - DGVS.

COnClUsiOnEs

La pandemia de la covid-19 profundizó las brechas de acceso a los servicios 
de salud reproductiva y mantuvo la postergación del reconocimiento de 
otros derechos reproductivos. La reestructuración de los servicios de salud 
y la cuarentena sanitaria podrían derivar en el aumento de ITS y embara-
ñÁÒ�¼Á�Ìµ�¼¯õ���ÁÒ�Á�¼Á���Ò���ÁÒĮ�E¯�¼×Î�Ò� ×�¼×Áį� µ�Ò� �¯¨Î�Ò����Ì�Î×ÁÒ����
¼¯À�Ò�ì���Áµ�Ò��¼×�Ò�¼Á��Ò×�¼���±�¼�Áį��ÒǞ��Á»Á�µ�Ò����»ÁÎ×�µ¯����å¯¼�Üµ�-
����µ��»��Î�ñÁį�Ì�Î×Á�ì�ÌÜ�ÎÌ�Î¯ÁĮ�>�Ò�»��¯��Ò��Ò×�×�µ�Ò�ÒÁ¼�¯¼ÒÜõ�¯�¼×�Òį�
considerando sobre todo que muchas más podrían tomarse en las actuales 
�Á¼�¯�¯Á¼�Ò�õ¼�¼�¯�Î�ÒĮ�

43 UNFPA, &RQVHFXHQFLDV�VRFLRHFRQµPLFDV�GHO�HPEDUD]R�DGROHVFHQWH�HQ�3DUDJXD\��,PSOHPHQWDFLµQ�GH�OD�PHWRGRORJ¯D�SDUD�HVWLPDU�
HO�LPSDFWR�VRFLRHFRQµPLFR�GHO�HPEDUD]R�\�OD�PDWHUQLGDG�DGROHVFHQWHV�HQ�SD¯VHV�GH�$P«ULFD�/DWLQD�\�HO�&DULEH�0,/(1$���� 
(Asunción: UNFPA, 2019).

44� ǘ�6ROLFLWXG��������,QIRUPH�VREUH�PRUWDOLGDG�PDWHUQD��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO����GH�RFWXEUH�
GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

45 Ibíd., Informe sobre abuso sexual.
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rECOMEnDaCiOnEs

Teniendo en cuenta que se han registrado escasos o nulos avances, se man-
tienen las recomendaciones realizadas en informes anteriores46. 

 Ǻ Hacer efectiva la vigencia de un Estado laico, tal como lo garantiza la 
Constitución Nacional (art. 24). 

 Ǻ Aprobar el proyecto de Ley de Salud Sexual, Reproductiva y Materno-per-
inatal, que está pendiente de tratamiento desde su presentación en el año 
200847. 

 Ǻ Garantizar que los servicios de salud atiendan de manera inmediata y 
����Ü������µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÍÜ����Ü��¼���µÁÒ���¼×ÎÁÒ����Ò�µÜ���Á¼��Á»Ìµ¯��-
ciones posaborto. 

 Ǻ Extender el alcance y garantizar la calidad y calidez de los consultorios 
amigables para adolescentes.

 Ǻ Garantizar la vigencia efectiva de las “normas de atención humanizada 
posaborto”.

 Ǻ Elaborar e implementar un protocolo de atención médica para casos de 
aborto no punible. 

 Ǻ Garantizar sistemas de monitoreo del cumplimiento de los estándares de 
derechos humanos en materia de derechos reproductivos. 

 Ǻ +�Î�¼×¯ñ�Î� ÍÜ�� �ë¯Ò×�¼� ��×ÁÒ� Áõ�¯�µ�Ò� ÒÁ�Î�� ��Î��ÁÒ� Î�ÌÎÁ�Ü�×¯åÁÒ� ì�
que estos incluyan a lesbianas, gais, bisexuales, personas trans e intersex 
(LGTBI).

 Ǻ Realizar un debate social y político amplio sobre la ley penal en lo relati-
vo al aborto, presentando información acerca de su aplicación y efectos, 
ì�»ÁÒ×Î�¼�Á��Ü�µ�Ò�ÒÁ¼� µ�Ò��Á¼Ò��Ü�¼�¯�Ò�ÍÜ�� ×¯�¼��ÒÁ�Î�� µ�Ò�»Ü±�Î�Òį�
desde el enfoque de derechos humanos, considerando una perspectiva 
���¯©Ü�µ�������©�¼�ÎÁ�ì��Á¼�µ���ÒÌ¯Î��¯Â¼����Ü¼��ÒÁ�¯�����±ÜÒ×��ì���»Á-
crática.

 Ǻ X��µ¯ñ�Î�¯¼å�Ò×¯©��¯Á¼�Ò�Ì�Î��ÌÁ��Î��Ü�¼×¯õ��Î�µ��»�©¼¯×Ü��ì�»Á��µ¯��-
des de violencia obstétrica.

46 Moragas, “Naturalizando…”, 427-428.

47 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 14 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/2191.
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 Ǻ Contar con mecanismos concretos y accesibles para investigar y sancio-
nar los casos de violencia obstétrica. 

 Ǻ Garantizar prevención, sanción y reparación del abuso sexual de niños, 
niñas y adolescentes (NNA) y en especial de niñas y adolescentes embara-
zadas como consecuencia del abuso.

 Ǻ Dar cumplimiento a la recomendación de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos (CIDH) de “garantizar la disponibilidad y conti-
nuidad de los servicios de salud sexual y reproductiva durante la crisis 
de la pandemia, incrementando, en particular, las medidas de educación 
sexual integral y de diseminación de información por medios accesibles 
ì� �Á¼� µ�¼©Ü�±�� ����Ü��Áį� �Á¼� �µ� Á�±�×Á���� �µ��¼ñ�Î� �� µ�Ò�»Ü±�Î�Ò� �¼� ÒÜ�
diversidad”48.

48 CIDH/OEA, 3DQGHPLD�\�'HUHFKRV�+XPDQRV��5HVROXFLµQ�1�r�����, acceso el 24 de octubre de 2020, https://www.oas.org/es/
cidh/decisiones/pdf/Resolucion-1-20-es.pdf.



estado laico

eSTaDo LaiCo
en CUarenTena

A Julio Fretes1

]¬Ä��ê��ɇ��½��Þæ��Ë�½�¬�Ë��ËÄæ¬Äë���Ä��ê�Ú�Äæ�Ä�Ɍ��Þæ���ÊË�����Ã�Ú¤�Ä-
�¬��Þ�Ä¬æ�Ú¬�����¬�Ë���½��×�Ä��Ã¬����½��ËÚËÄ�õ¬ÚêÞ�ɚ�Ëõ¬�ɬǽȅɛɇ�ÄË�¬Ã×¬�¬Ì�
��õ�½�Ú� �½� ¬ÄõË½ê�Ú�Ã¬�ÄæË���� ½�Þ� .¤½�Þ¬�Þ�ü��½� ×Ë��Ú���� ÞêÞ�×ËÞ¬�¬ËÄ�-
mientos en la acción estatal. Así también, se torna preocupante la ma-
nera en que los fundamentalismos religiosos permean el pensamiento 
y la toma de decisiones de parte del funcionariado público en ejercicio, 
exponiendo la salud de las personas y utilizando recursos públicos de 

forma discrecional. 

paLabraS CLaveS: laicidad, Estado laico, discriminación religiosa, fun-
damentalismo, libertad de conciencia.

mirta moragas mereles y maría m. pereira
Y����JDcY��cJ���%JYC������.]�Y.C.D��.KD�ɢY�c�ɣ

1 Este artículo es un homenaje al activista fallecido Julio Fretes, fundador de la Red Contra Toda Forma de 
Discriminación.
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balanCE DE lOs 25 añOs 

EL TEMA EN LoS INFoRMES DE DERECHoS HuMANoS. Desde el año 
2007, los informes de la Codehupy contenían una introducción sobre los 
desafíos hacia la igualdad y la no discriminación, que coincidieron con la 
presentación del primer proyecto de Ley Contra Toda Forma de Discrimi-
nación2 y la conformación de la Red Contra Toda Forma de Discriminación 
(RCTD)3. Posteriormente, en el año 2011 se publica un artículo sobre discri-
minación por razones religiosas4, que es un aspecto vinculado a la laicidad. 
Desde el año 2012 se empezó a referir al Estado laico5.

SEPARACIÓN FoRMAL. La Constitución Nacional (CN) de 1992 establece 
ÍÜ��Ŋ¼¯¼©Ü¼���Á¼¨�Ò¯Â¼�×�¼�Î����Î��×�Î�Áõ�¯�µŌĮ�>����Á¼¨�Ò¯Á¼�µ¯���6 del Es-
tado paraguayo marca una separación formal de la Iglesia católica. 

¿qué ES LAICIDIDAD? �µ�¼��Î×�� ��õ¼�� �� µ�� µ�¯�¯���� �Á»Á� ŊÜ¼� Î�©¯»�¼�
social de convivencia, cuyas instituciones políticas están legitimadas prin-
cipalmente por la soberanía popular y (ya) no por elementos religiosos”7. Por 
su parte, Suárez señala que la laicidad “aparece ligada a un proceso histórico 
���Î��õÎ»��¯Â¼����µ���Ü×Á¼Á»Ǟ����µ�ÌÁ��Î�ÌÁµǞ×¯�Áį�ì��¼��Ò��Ò�¼×¯�Áį��Ò�Ü¼�
proceso emancipador”8. Una de sus funciones es “evitar que una ética se im-
ponga sobre otra [...] que asegura que no se concede mayor peso a un sistema 
de valores por su pretendido carácter revelado o supuestamente natural”9.

INJERENCIA RELIGIoSA. La intromisión de la Iglesia en política (princi-
Ì�µ»�¼×��µ����×Âµ¯��į�Ì�ÎÁ��¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒ�×�»�¯�¼�µ�Ò�2©µ�Ò¯�Ò��å�¼©�µ¯-
��Òł���Ò¯�Á�Ò¯�»ÌÎ��¯»ÌÁÎ×�¼×���¼�V�Î�©Ü�ìĮ��¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒį�µÁÒ��Á©-
mas o las visiones religiosas han permeado más fuertemente en las políticas 

2 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 4 de noviembre de 2020, http://
silpy.congreso.gov.py/expediente/1163. 

3 Toda la información sobre esta ley se puede encontrar en https://nodiscriminesparaguay.org/. 

4 Eduardo Yael, “Lentos avances hacia el Estado Laico”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2011), 
111- 121.

5 Mirta Moragas y Line Bareiro, “Vuelta al pasado” en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2012), 
139-146.

�� ǘ/D�DFRQIHVLRQDOLGDG�VLJQLȑFD�TXH�HO�(VWDGR�QR�WLHQH�XQD�UHOLJLµQ�RȑFLDO�R�TXH�QR�H[LVWH�XQD�,JOHVLD�R�FRQIHVLµQ�GH�
Estado”. Sergio Díaz Rendón, /DLFLGDG��&RQFHSWR��RULJHQ�\�SHUVSHFWLYDV�KLVWµULFD�\�FRQWHPSRU£QHD�HQ�0«[LFR (México: Editorial 
Tirant Lo Blanch, 2017), 33. 

7 Ibíd., citando a Blancarte, 36.

8 Ibíd., 37. 

9 Ibíd., 31. 
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ÌÝ�µ¯��Ò10� ì� �¼� �µ� �¯Ò�ÜÎÒÁ�ÌÝ�µ¯�Á11, llegando incluso a legitimar violencia 
hacia ciertos grupos de personas12. De acuerdo con Díaz:

Las intromisiones de lo político en lo religioso, obedecen a que el poder polí-
×¯�Áį��¼×��µ���Î¯Ò¯Ò�����Î��¯�¯µ¯����ÍÜ��µ���ÍÜ�±�į�¼���Ò¯×���¼�Á¼×Î�Î�¨ÁÎ»�Ò����
legitimación diferente a la que le es natural, o sea: la soberanía popular. Las 
intromisiones religiosas en lo político, obedecen a pretensiones ilegítimas de 
la religión de ocupar espacios que no le corresponden más13. 

RELIGIÓN EN NúMERoS. �����Ü�Î�Á��Á¼�Ü¼�����µ�Ò�Ýµ×¯»�Ò��¼�Ü�Ò×�Ò���µ�
Pew Research Center, Paraguay era uno de los países de América Latina con 
»�ìÁÎ�ÌÁ�µ��¯Â¼���×Âµ¯���ì�»�¼ÁÎ���¼×¯�������Ì�ÎÒÁ¼�Ò�¯��¼×¯õ����Ò��Á»Á�
“sin religión”14. Asimismo, de acuerdo con el Latinobarómetro 2018, Para-
©Ü�ì��Ò��µ�Ì�ǞÒ��Á¼�»�ìÁÎ��Á¼õ�¼ñ���¼�µ��2©µ�Ò¯�į��Á¼�Ü¼�ĉăŧ15. En contrapar-
×¯��į�µ���Á¼õ�¼ñ���¼�µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò���»Á�Î�×¯��Ò��Á»Á��µ�VÁ��Î�4Ü�¯�¯�µ�Á�
el Parlamento alcanza un 24 y 25%, respectivamente16. 

MoDESToS PRoGRESoS. Los avances con relación a la laicidad son tími-
dos y tienen que ver con el reconocimiento (al menos formal) de que las ideas 
Î�µ¯©¯ÁÒ�Ò�¼Á�ÌÜ���¼�Ò�Î�µ�Ò���Ò�Ò����µ�Ò����¯Ò¯Á¼�Ò�ÒÁ�Î��ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��ÒĮ�
�µ�»�Ò��µ�ÎÁ��±�»ÌµÁ�ÌÎÁ���µ�»�¼×��¨Ü���µ�Î�×¯ÎÁ����µ�����µ�Î��¯Â¼������Î-
men del Paraná como ciudad provida17Į��µ��Á¼��±�µ�ÍÜ��ÌÎ�Ò�¼×Â�µ��»¯¼Ü×��
aludió a la importancia de la laicidad para la democracia18.

TEMAS oBSTACuLIZADoS. Si bien las ideas religiosas no deberían per-
»��Î�µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Òį�Ò������Á�¯»ÌÁÒ¯�µ���¯Ò�Ü×¯Î�×�»�Ò����Ò�ëÜ�µ¯-
dad y reproducción. Igualmente, se han dado retrocesos en temas de género 
en las políticas educativas. De todas formas, como se verá más adelante, no 
solo los temas de sexualidad han sido atacados por grupos de presión vincu-
lados a las Iglesias, sino también otros como migración y políticas ambien-
tales. Por otra parte, la falta de una ley contra toda forma de discriminación 
impide la vigencia de un mecanismo de aplicación del principio de igualdad 
y no discriminación, de acuerdo con lo establecido en el artículo 46 de la CN. 

10 Myrian González Vera, Mirta Moragas y Rosa Posa Guinea, “La igualdad de género en el Estado paraguayo: los peligros 
ante las oleadas anti-derechos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2017), 633.

11 Mirta Moragas y María M. Pereira, “Cuando el discurso de odio legitima la violencia en democracia”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 430-440.

12 Ibíd.

13 Díaz, /DLFLGDG��&RQFHSWR��RULJHQ�\�SHUVSHFWLYDV..., 49. 

14 Cuadro presentado en José Luis Pérez Guadalupe, (QWUH�'LRV�\�HO�&«VDU��(O�LPSDFWR�SRO¯WLFR�HYDQJ«OLFR�HQ�3HU¼�\�/DWLQRDP«ULFD 
�/LPD��,QVWLWXWR�GH�(VWXGLRV�6RFLDO�&ULVWLDQR�\�.RQUDG�$GHQDXHU�6WLȻWXQJ������������

15 Corporación Latinobarómetro,�,QIRUPH����� (Santiago de Chile: Corporación Latinobarómetro, 2018), 48. 

16 Ibíd., 51-52. 

17 Moragas y Pereira, “Cuando el discurso de odio...”, 434.

18 Ibíd. 
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Uno de los argumentos del rechazo del primer proyecto, en el año 2014, fue 
que el mismo constituiría una “ley mordaza” para las religiones19. 

LEY “JuLIo FRETES”. La aprobación del proyecto de Ley Contra Toda For-
ma de Discriminación (Ley “Julio Fretes”), presentado por primera vez en 
el año 2007, es uno de los principales temas pendientes. El nombre es un 
Á»�¼�±����4Üµ¯Á�*Î�×�Òį���×¯å¯Ò×��ÌÁÎ�µÁÒ���Î��ÁÒ����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Á¼��¯Ò��-
pacidad y uno de los fundadores de la Red Contra Toda Forma de Discrimi-
nación (RCTFD). Julio fue un pilar fundamental de la mirada interseccional 
de la Red y falleció en el 2009 sin que Paraguay tenga ley. Teniendo su legado 
presente, la RCTFD sigue impulsando el proyecto, pendiente de tratamiento 
en su segunda presentación, en el año 201520. 

EL MAYoR DESAFío. El paso de la aconfesionalidad a la laicidad es todavía 
un gran desafío para la sociedad y el Estado paraguayo.

sitUaCiÓn DEl DErECHO

propUeSTa De qUe igLeSiaS reparTan kiTS De aLimenToS

Al inicio de las medidas de restricción, y en el estadio inicial de organización 
del programa Pytyvõ, la idea era repartir kits de alimentos. La entidad en-
cargada era la Secretaría de Emergencia Nacional (SEN). En ese contexto, el 
intendente de Asunción, Óscar “Nenecho” Rodríguez, había propuesto que 
sean las iglesias las encargadas de entregar los víveres, luego de una con-
versación con el monseñor Edmundo Valenzuela21. Rodríguez argumentó 
que era la manera de evitar que “se aprovechen” de la situación22, mostran-
do cómo la clase política busca legitimarse a través de su vinculación con 
las Iglesias, tal como se señalaba más arriba. El esquema inicial propuesto 
ÌÁÎ�µ��\�F�¯¼�µÜǞ��Ü¼��»�Ò���ÁÁÎ�¯¼��ÁÎ���Á¼�¯¼×�¼��¼×�Òį��Á¼��±�µ�Ò�»Ü-
nicipales, representantes de la Iglesia, de organizaciones sociales locales, 
entre otros23. Finalmente, se reemplazó la entrega de kits de alimentos por 
dinero24.

19 Mirta Moragas, “Se archivó el proyecto de ley, pero el debate no”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2014), 99-109.

20 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 24 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/106146.

21 “La situación actual no deja…” [Tweet], Oscar Nenecho Rodríguez [@oscarrodriguezpy], 21 de marzo de 2020, https://
twitter.com/oscarodriguezpy/status/1241531390291841024/photo/1. 

22 Ibíd. 

23 “Gobierno e intendentes de Central coordinan esquema de trabajo”, 6(1, 28 de marzo de 2020, acceso el 20 de octubre 
de 2020, https://www.sen.gov.py/index.php/noticias/gobierno-e-intendentes-de-central-coordinan-esquema-para-
entrega-de-kits. 

24 “Gobierno reemplaza kits de alimentos por dinero para más de 300.000 familias”, �OWLPD�+RUD, 25 de marzo de 2020, 
acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/gobierno-reemplaza-kits-alimentos-dinero-mas-
300000-familias-n2876845.html. 
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FUnDamenTaLiSmo reLigioSo Le CUeSTa 
La banCa a maría eUgenia bajaC

Las medidas sanitarias iniciaron el 9 de marzo25. El 11 de marzo, la senadora 
µ¯��Î�µ�E�ÎǞ���Ü©�¼¯����±���ì� µ���¯ÌÜ×������µ�V¯µ�Î�E��¯¼�į���Ò�õ�¼�Á� µ��
ÁÎ¯�¼×��¯Â¼�Ì�Î���å¯×�Î�å¯�±�Ò�¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ�Ò�¯¼¼���Ò�Î¯ÁÒį�å¯�±�ÎÁ¼���V�ÎÝ�
para el Congreso Evangélico Iberoamericano, que se llevó a cabo en Lima 
a partir del 12 de marzo26. El presidente del Congreso, Blas Llano, le habría 
Ŋ¯»ÌµÁÎ��ÁŌ���µ��Ò�¼��ÁÎ��ÍÜ��¼Á�å¯�±�Î���¼��Ò���Á¼×�ë×Á27. Después de solici-
×�Î�Ì�Ò�±�Ò���Î�ÁÒ�ì�å¯�×¯�ÁÒ�Ì�Î��å¯�±�Î���+Ü�×�»�µ�į��µµ��åÁµÂ���V�ÎÝ�Ò¯¼�¼Á×¯-
õ��Î���µ��ÌÎ�Ò¯��¼�¯�����µ����»�Î�����\�¼��ÁÎ�Ò28. En respuesta al escrutinio 
���ÒÜ�å¯�±�į���±����õÎ»Â�ÍÜ���Ò×��¨Ü��ÌÁÎ�Î�ñÁ¼�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�µ�ÒĮ�X�Ì¯��»�¼×��
ÒÜÎ©¯�ÎÁ¼�ÌÎÜ���Ò����ÍÜ�į�»¯�¼×Î�Ò�Ò���µµ�����¼�V�ÎÝį��Ò×����ÜÒ�¼�Á�å�Ǟ-
�ÜµÁÒ�Ì�Î×�¼��¯�¼×�Ò���µ���»��±�������V�Î�©Ü�ì29, en violación de la prohibi-
�¯Â¼����Ü×¯µ¯ñ�Î�Î��ÜÎÒÁÒ��Ò×�×�µ�Ò�Ì�Î��å¯�±�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�µ�ÒĮ�žµ�Î�©Î�Ò�Î��µ�Ì�ǞÒį�
ì�»¯�¼×Î�Ò��ÒÌ�Î����µÁÒ�Î�ÒÜµ×��ÁÒ����ÒÜ�ÌÎÜ��������Áå¯�ŅĂĊį���±����Ò¯Ò×¯Â���
una sesión en el Senado sin tapabocas y sin tomar ninguna medida de pro-
tección30Į�žµ�ÌÁ�Á�×¯�»ÌÁ�Ò��ÒÜÌÁ�ÍÜ��×�¼×Á���±����Á»Á�Ü¼�Ì�Ò×ÁÎ��å�¼©�µ¯�Áį�
ÍÜ��×�»�¯�¼��Ò¯Ò×¯Â��µ��Á¼©Î�ÒÁ����V�ÎÝį��¯�ÎÁ¼�ÌÁÒ¯×¯åÁ31. 

��ÒÌÜ�Ò����ÍÜ���µ�Î�ÒÜµ×��Á������±���Ò��¯�¯�Î��ÌÝ�µ¯�Áį�µ����»�Î�����\�¼�-
dores se vio obligada a declarar una cuarentena obligatoria para legislado-
res y legisladoras, funcionariado y la prensa que asistieron a las sesiones del 
Senado32Į��µ��Á»ÌÁÎ×�»¯�¼×Á������±���ì�ÒÜ�ÌÁÒ×�Î¯ÁÎ�¯¼×�¼×Á����±ÜÒ×¯õ���¯Â¼�
crearon un escándalo. El presidente del Congreso, que es del propio partido 
�����±��į��ë¯©¯Â�ÒÜ�Î�¼Ü¼�¯�33�ì�µ��*¯Ò��µǞ��¯»ÌÜ×Â�����±���ì���µ�V¯µ�Î�E��¯¼��

25 Decreto del Poder Ejecutivo N.º 3440/2020. 

26  “Primer día del Congreso Iberoamericano por la Vida y la Familia en Perú”, (YDQJ«OLFR�'LJLWDO, 13 de marzo de 2020, 
acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.evangelicodigital.com/latinoamerica/12288/primer-dia-del-congreso-
iberoamericano-por-la-vida-y-la-familia-en-peru. 

27 “Paraguay: el Senado destituyó a María Eugenia Bajac por mentir sobre uso de viáticos”, 1RGDO, 14 de abril de 2020, 
acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.nodal.am/2020/04/paraguay-el-senado-destituyo-a-maria-eugenia-
bajac-por-mentir-sobre-uso-de-viaticos/. 

28 “Senadora pidió pasajes para Guatemala, pero fue al Perú”, 5'1, 4 de abril de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, 
https://www.rdn.com.py/2020/04/04/senadora-pidio-pasajes-para-guatemala-pero-fue-al-peru/. 

29 “Bajac utilizó vehículo de Embajada en Perú”, 5'1, 6 de abril de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.
rdn.com.py/2020/04/06/bajac-utilizo-vehiculo-de-embajada-en-peru/.

30� ǘ/HJLVODGRUDV�HQ�OD�PLUD�GH�ȑVFDO¯D�\�FLXGDGDQ¯D�SRU�LQFXPSOLU�FXDUHQWHQDǙ��$%&�&RORU, 4 de abril de 2020, acceso el 20 de 
RFWXEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�DEF�FRP�S\�HGLFLRQ�LPSUHVD�SROLWLFD������������OHJLVODGRUDV�HQ�OD�PLUD�GH�ȑVFDOLD�\�
ciudadania-por-incumplir-cuarentena/. 

31� ǘ3DVWRU�YLDMµ�FRQ�SDUODPHQWDULRV�\�GLFH�HVWDU�FXUDGR�GH�FRURQDYLUXV��Ǖ(O�VH³RU�\D�PH�VDQµʜǙ���Hoy, 2 de abril de 2020, 
acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/pastor-viajo-con-dos-parlamentarias-y-dice-
estar-curado-de-coronavirus-el-senor-ya-me-sano; acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/
congreso-cerrado-caso-positivo-covid-19-y-piden-sesion-virtual-n2878273.html. 

32 “Congreso cerrado por caso positivo de Covid-19 y piden sesión virtual”, �OWLPD�+RUD, 3 de abril de 2020, acceso el 
20 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/congreso-cerrado-caso-positivo-covid-19-y-piden-sesion-
virtual-n2878273.html. 

33 “Presidente del Congreso exige a Bajac que renuncie a su banca en el Senado o impulsará destitución”, �OWLPD�+RUD, 5 
de abril de 2020, acceso el 20 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/presidente-del-congreso-exige-bajac-
que-renuncie-su-banca-el-senado-o-impulsara-destitucion-n2878675.html. 
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por violar la cuarentena y otros delitos relacionados con la transmisión del 
å¯ÎÜÒĮ�>��¯»ÌÜ×��¯Â¼���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�×�Î»¯¼Â��¼�µ���Ìµ¯���¯Â¼����Ü¼�
criterio de oportunidad luego de la donación de 20 millones de guaraníes34. 
>Ü�©Á����Ü¼���Ü�¯�¼�¯���¼��µ�\�¼��Á��µ�Ăą������Î¯µį���±���Ì�Î�¯Â�ÒÜ�¯¼å�Ò×¯-
dura como senadora35. 

�����Î��ÁÎ��Î�ÍÜ�į��¼��µ�ăāĂĊį�µ��¯¼å�Ò×¯�ÜÎ�������±�����Ǟ��Ò¯�Á�ÌÎ�å¯�»�¼-
×��ÌÜ�Ò×���¼�×�µ�����±Ü¯�¯Á�ÌÁÎ�ÒÜ���µ¯�������Ì�Ò×ÁÎ���å�¼©�µ¯��į���µÁ�ÍÜ���µµ��
había respondido que antes de su candidatura había renunciado36. Durante 
×Á���ÒÜ�©�Ò×¯Â¼į���±���ÒÁÒ×ÜåÁ�Ü¼��¯Ò�ÜÎÒÁ�¨Ü¼��»�¼×�µ¯Ò×��Î�µ¯©¯ÁÒÁ37 y dis-
criminatorio38. 

nUevaS CiUDaDeS proviDa Y proFamiLia

A inicios del mes de marzo, la ciudad de Villeta se declaró “provida y profa-
milia”39Į��¼�µ��»¯¼Ü×��ÌÎÁÌÜ�Ò×��ÌÁÎ��µ��Á¼��±�µ�>Ü¯Ò�žµ��Î×Á�o�ÎÂ¼į�Ò��ÒÁµ¯-
citó a la Intendencia la construcción de un “monumento representativo del 
milagro de la vida”40. De manera similar, Coronel Oviedo se declaró ciudad 
“provida y profamilia” en el mes de septiembre41. Por otra parte, organizacio-
nes antiderechos presentaron una nota a la Junta Departamental de San Pe-
dro solicitando que el departamento sea declarado “provida y profamilia”42. 
La declaración de ciudades “provida y profamilia” es una estrategia utilizada 
�¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒ�Ì�Î��ÌÎÁ¨Ü¼�¯ñ�Î�µÁÒ��¯Ò�ÜÎÒÁÒ��¼×¯��Î��ÁÒ�ì��¯Ò�Î¯»¯-
natorio desde el Estado. 

reTiro DeL aCUerDo De eSCazú por 
preSión De La igLeSia CaTóLiCa

En noviembre de 2019, el arzobispo de Asunción, Edmundo Valenzuela, pu-
�µ¯�Â�Ü¼�å¯��Á�µµ�»�¼�Á���µ��¨�µ¯©Î�ÒǞ����ÁÌÁ¼�ÎÒ����µ��Î�×¯õ���¯Â¼���µ�ž�Ü�Î-

34 Causa N.º 2266/2020 “María Eugenia Beatriz Bajac de Penner y Del Pilar Eva Medina de Paredes s/ violación de la Ley 
716/96 De Vedas y Cuarentenas Sanitarias”, ante el Juzgado Penal de Garantías N.º 6 de Capital.

35 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 24 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/120392.

36 Moragas y Pereira, “Cuando el discurso de odio...”, 432.

37 El fundamentalismo religioso hace alusión a las interpretaciones “fundamentales” de los textos sagrados. 

38 Moragas y Pereira, “Cuando el discurso de odio...”, 432.

39 “Concejales aprueban declarar a Villeta ciudad provida y profamilia”, Hoy, 10 de marzo de 2020, acceso el 24 de octubre 
de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/concejales-aprueban-declarar-a-villeta-ciudad-provida-y-profamilia.

40 Ibíd. 

41� ǘ-XQWD�0XQLFLSDO�DSUREµ�OD�GHFODUDU�>VLF@�D�&RURQHO�2YLHGR�ǕSUR�YLGD�\�SUR�IDPLOLDʜǙ��3UHQVD��, 28 de septiembre de 2020, 
acceso el 24 de octubre de 2020, https://prensa5.com/junta-municipal-aprobo-la-declarar-a-coronel-oviedo-pro-vida-
y-pro-familia/.

42 Nota no publicada, en poder de las autoras. 
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�Á�X�©¯Á¼�µ�ÒÁ�Î���µ�ž���ÒÁ��� µ��2¼¨ÁÎ»��¯Â¼į� µ��V�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�VÝ�µ¯���ì��µ�
Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, 
»�Ò��Á¼Á�¯�Á��Á»Á��µ�ž�Ü�Î�Á�����Ò��ñÝ43. Entre otras cosas, Valenzuela 
�õÎ»Â�ÍÜ��Ŋ¼ÁÒ��¼�Á¼×Î�»ÁÒ��¼×��Ü¼���»�¼�ñ��ÍÜ��ÌÎÁå¯�¼�����µ��KÎ©�¼¯-
zación de las Naciones Unidas (ONU) que quieren hacer un acuerdo de todos 
los acuerdos, prácticamente imponiéndonos aceptar todas las resoluciones 
anteriores de aborto, ideología de género, eutanasia”44. Valenzuela reconoció 
después que no tenía información completa sobre el mencionado acuerdo45. 
���×Á��Ò�¨ÁÎ»�Òį��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�Î�×¯ÎÂ��µ�ÌÎÁì��×Á����µ�ì����Î�×¯õ���¯Â¼į�
�Î©Ü»�¼×�¼�Á�ÌÝ�µ¯��»�¼×��ÍÜ�����Ǟ��ŊÎ�å¯Ò�ÎŌ�Ò¯��µ�×�ë×Á�ÌÎ�Ò�¼×��Á��Î��
el mismo criticado por sus detractores46, aunque no explicó este motivo en 
�µ�»�¼Ò�±����µ�Î�×¯ÎÁ47. Posteriormente, la discusión sobre el Acuerdo de Es-
��ñÝ��Á¼×¯¼ÜÂ�ì�Ò��ÒÜ»�ÎÁ¼�Á×ÎÁÒ���×ÁÎ�Òį��Á»Á��µ��»ÌÎ�Ò�Î¯��Á�ì�©Î�»¯ÁÒ�
de la producción con otros argumentos, pero en una primera instancia la 
principal oposición vino de la Iglesia católica48. 

preSión para reabrir TempLoS Y proToCoLoS 
DiFerenCiaDoS para igLeSiaS Y CaaCUpé

Una constante en el marco de las medidas sanitarias más restrictivas fue la 
presión de las Iglesias para la reapertura de templos, así como la diferencia 
de trato para ellas. A partir del mes de abril, varias Iglesias solicitaron la re-
apertura de templos49, pese a lo poco recomendable de la medida. La presión 
obligó al ministro de Salud, Julio Mazzoleni, a pedir comprensión y a expli-
car que, en el mundo, los rebrotes más importantes habían estado ligados a 
actividades religiosas50. De hecho, las Iglesias fueron de las primeras institu-
ciones que reabrieron de forma gradual51. 

43 Veáse información sobre el Acuerdo en el sitio de Cepal: https://www.cepal.org/es/acuerdodeescazu.

44 “Abdo retiró proyecto de acuerdo ambiental tras crítica del arzobispo Valenzuela”, �DQGXWL�'LDULR�'LJLWDO, 2 de diciembre 
de 2020, acceso el 24 de octubre de 2020, http://www.nanduti.com.py/2019/12/02/paraguay-revisara-acuerdo-
ambiental-latinoamericano-tras-critica-arzobispo/. 

45 “Valenzuela reconoce que no tenía información completa sobre Acuerdo de Escazú”, �OWLPD�+RUD, 23 de diciembre de 
2019, acceso el 24 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/valenzuela-reconoce-que-no-tenia-informacion-
completa-acuerdo-escazu-n2861412.html. 

46 Ibíd.

47 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 24 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/116743.

48 Sobre esta discusión desde otros gremios, ver el artículo de derechos ambientales. 

49� ǘ/DLFRV�FRQVLGHUDQ�ǕLQDFHSWDEOHʜ�FHOHEUDFLµQ�UHOLJLRVD�HQ�¼OWLPD�IDVHǙ��Hoy, 27 de abril de 2020, acceso el 24 de octubre 
de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/laicos-consideran-inaceptable-celebracion-religiosa-en-ultima-fase; 
“Laicos solicitan volver a celebrar las misas de forma pública”, �OWLPD�+RUD, 27 de abril de 2020, acceso el 24 de octubre 
de 2020, https://www.ultimahora.com/laicos-solicitan-volver-celebrar-las-misas-forma-publica-n2882161.html.

50 “Mazzoleni responde a feligreses que piden reapertura de iglesias”, 8QLFDQDO, 15 de junio de 2020, acceso el 24 de 
octubre de 2020, http://www.unicanal.com.py/pais/mazzoleni-responde-feligreses.

51 “Reabrirán parcialmente las iglesias católicas la semana próxima en Paraguay”, 7HODP, 9 de mayo de 2020, acceso el 24 
de octubre de 2020, https://www.telam.com.ar/notas/202005/465780-reabriran-parcialmente-las-iglesias-catolicas-la-
semana-proxima-en-paraguay.html.
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En septiembre se inició el levantamiento gradual de las restricciones sani-
tarias. De todas las actividades, las celebraciones religiosas y de culto tienen 
la autorización para un máximo de 150 personas, mientras que las activida-
des culturales tienen un máximo permitido de 50 personas52. La diferencia 
���×Î�×Á��¼��Ü�¼×Á��µ�¼Ý»�ÎÁ����Ì�ÎÒÁ¼�Ò��¼��»��Ò���×¯å¯����Ò�¼Á��Ò�Î�ñÁ-
nable, ya que ambas implican aglomeración, independientemente del pro-
pósito de la actividad. Asimismo, se empezó a aprobar el protocolo para las 
actividades relacionadas al 8 de diciembre, donde se permitiría un máximo 
���ąĆĮāāā�Ì�ÎÒÁ¼�Òį�µÁ�ÍÜ��ÌÁ�ÎǞ��Ò¯©¼¯õ��Î�µ���ëÌÁÒ¯�¯Â¼���Ü¼�©Î�¼�Î¯�Ò©Á�
en términos de aglomeración53Į��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�
Social (MSPyBS) pide a las personas evitar ir a Caacupé54 y, al cierre de este 
informe, se había suspendido la actividad55. 

nUevo inForme DeL reLaTor eSpeCiaL Sobre 
La LiberTaD De reLigión o De CreenCiaS 
Sobre LiberTaD reLigioSa Y género

En febrero, el relator especial sobre la libertad de religión o de creencias de 
la ONU, Ahmed Shaheed, presentó su informe “Violencia de género y discri-
minación en nombre de la religión o las creencias”56. En el mismo, expresó su 
preocupación sobre el uso de las creencias religiosas como argumento para 
violar derechos de lesbianas, gais, bisexuales, personas trans e intersexuales 
Ł>+a�2łį��ÒǞ��Á»Á�µ��±ÜÒ×¯õ���¯Â¼����µ��å¯Áµ�¼�¯����Ò�����¼�©�¼�ÎÁ�ì�µÁÒ�Î�×ÎÁ-
��ÒÁÒ��¼�µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ÒÁ�Î���Ò×ÁÒ�×�»�ÒĮ��¼×Î��Á×Î�Ò��ÁÒ�Òį�Ò�À�µÂĭ�

Los participantes en las consultas sobre América Latina informaron de que los 
programas de educación sobre salud reproductiva y sexual se habían reduci-
do en el Brasil, Chile, Colombia, el Ecuador y el Paraguay a raíz de la presión 
�±�Î�¯���ÌÁÎ�©ÎÜÌÁÒ�Î�µ¯©¯ÁÒÁÒĮ�ž��»�Òį��µ©Ü¼ÁÒ�©ÎÜÌÁÒ�Î�µ¯©¯ÁÒÁÒ��¼�µµ�å��Á�
a cabo una campaña en contra de la opinión consultiva de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos relativa a la identidad de género, la igualdad 
ì� µ��¼Á��¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼���� µ�Ò�Ì�Î�±�Ò���µ�»¯Ò»Á�Ò�ëÁį� �¼� µ��ÍÜ����õ¼Ǟ�¼� µ��
“ideología de género” como “contraria a la naturaleza humana” y alentaban 
explícitamente la discriminación de las personas LGBT+57.

52 Decreto del Poder Ejecutivo N.º 4220 del 25 de octubre de 2020, disponible en el sitio del MSPyBS, acceso el 1 de 
noviembre de 2020, https://www.mspbs.gov.py/dependencias/portal/adjunto/05e25a-DECRETO4220anl90l72.pdf.

53 “Intendente de Caacupé: Si el protocolo no funciona para atacar a la gente, se replantearán las medidas”, $'1�3RO¯WLFR, 
30 de octubre de 2020, acceso el 1 de noviembre de 2020, https://www.adndigital.com.py/intendente-de-caacupe-si-el-
protocolo-no-funciona-para-atajar-a-la-gente-se-replantearan-las-medidas/.

54 “Operativo Caacupé: ¡Quedate en casa”, 063\%6, 1 de noviembre de 2020, acceso el 2 de noviembre de 2020, https://
www.mspbs.gov.py/portal/22034/operativo-caacupe-iexclquedate-en-casa.html.

55 “Fiesta de Caacupé se transmitirá de forma virtual y será a puertas cerradas”, �OWLPD�+RUD, 5 de noviembre de 2020, 
DFFHVR�HO���GH�QRYLHPEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�XOWLPDKRUD�FRP�ȑHVWD�FDDFXSH�VH�WUDQVPLWLUD�IRUPD�YLUWXDO�\�VHUD�
puertas-cerradas-n2912681.html.

56 Documento A/HRC/43/48, acceso el 2 de noviembre de 2020, https://undocs.org/es/A/HRC/43/48.

57 Ibíd., párrafo 35. 



427ddhhpy2020 �]c��J�=�.�J

žÒ¯»¯Ò»Áį��µ�Î�µ�×ÁÎ��õÎ»Â�ÍÜ�

[...] esta superposición entre la libertad de religión o de creencias y el derecho 
a la no discriminación debe abordarse no mediante compensaciones o un or-
��¼�±�Î�ÎÍÜ¯�Áį�Ò¯¼Á�µÁ©Î�¼�Á�µ��Ŋ�Á¼�ÁÎ��¼�¯��ÌÎ��×¯��Ō����×Á�ÁÒ�µÁÒ���Î��ÁÒ�
humanos en cuestión, en la mayor medida posible, sobre la base de razones 
accesibles para tod[as las personas].58

�Á¼×¯¼Ý���Ò×�¼����� µ�� ¨ÁÎ»Üµ��¯Â¼�ì��Ìµ¯���¯Â¼����Ü¼��ÌÁµǞ×¯��������Ü��-
ción Integral de la Sexualidad (EIS)59. Uno de los grandes responsables es el 
ministro de Educación, Eduardo Petta, conocido por sus creencias religiosas 
y su pertenencia a una Iglesia evangélica60. 

La Fe eS privaDa, eL gaSTo eS púbLiCo 

�Á»Á��Î��ÌÎ�å¯Ò¯�µ�į��µ�©�Ò×Á�ÌÝ�µ¯�Á��¼��Á¼Ò×ÎÜ��¯Á¼�Ò�Á�Î�Ì�Î��¯Á¼�Ò����
¯©µ�Ò¯�Ò�Á�×�»ÌµÁÒ��¯Ò»¯¼ÜìÂ��Á¼Ò¯��Î��µ�»�¼×��ì��µ�Ý¼¯�Á�µµ�»��Á��µ�Î�Ò-
Ì��×Á���×�����õ¼�µ�Ò���µ�ăāĂĊį�ÍÜ��¨Ü�����µ�Î��Á���Ò¯�Î×Áį�Ò�¼×�¼�Á�Ü¼�Î�-
�ÁÎ���¼�µ���ÜÒ�¼�¯�����©�Ò×Á�ÌÝ�µ¯�Á�Ì�Î��µ�Ò�2©µ�Ò¯�Ò�Ł�Ü��ÎÁ�ĂłĮ

&XDGUR����/LFLWDFLRQHV�DELHUWDV�SDUD�FRQVWUXFFLµQ�UHIDFFLµQ�PDQWHQLPLHQWR�
GH�LJOHVLDV��HQ�JXDUDQ¯HV���2FWXEUH�GH������D�RFWXEUH�GH�����

fecha de publicación 11/11/19

1¼PHUR�GH�LGHQWLȑFDFLµQ�
del llamado 371986

Entidad Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones (MOPC)

Modalidad LPN - Licitación Pública Nacional

Nombre del llamado
Llamado MOPC N.º 197/2019 “Licitación pública nacional para 
los trabajos de restauración del retablo mayor de la Iglesia de 
San Agustín en la ciudad de Emboscada” (declarada desierta).

)XHQWH�GH�ȑQDQFLDPLHQWR Fuente 10

Monto (en guaraníes) 2.401.416.000

Fuente: Dirección Nacional de Contrataciones Públicas.

58 Ibíd., párrafo 52. 

59 Para más detalles sobre la situación de las políticas de EIS, dirigirse al artículo sobre derechos sexuales del capítulo de 
libertad de este informe. 

60 “Dos evangélicos, en el gabinete del nuevo gobierno de Paraguay”, 3URWHVWDQWH�'LJLWDO, 28 de agosto de 2018, acceso el 20 
de octubre de 2020, https://protestantedigital.com/internacional/45399/Dos_evangelicos_en_el_gabinete_del_nuevo_
gobierno_de_Paraguay.
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COnClUsiOnEs

Si bien se han dado algunas respuestas institucionales ante la intromisión de 
fundamentalismos religiosos en la esfera política –en especial en lo referente 
��ÌÎ��×¯��Ò����Ì�Î×����µ�¨Ü¼�¯Á¼�Î¯��Á�ÌÝ�µ¯�Á��¼��±�Î�¯�¯Á�ì�µ��¯¼Ò×�ÜÎ��¯Â¼�
de las denominadas “ciudades provida”–, es notorio cómo el Estado y su am-
plia estructura todavía funcionan por fuera de los principios de laicidad. 

Asimismo, este hecho se ve acrecentado por acciones de los gobiernos de 
turno que tampoco se orientan a separar a las Iglesias del Estado sino, más 
bien, suman privilegios a las mismas para la toma de decisiones. De esta ma-
nera, inciden de forma sesgada en la vida de la ciudadanía en general. Por 
�¯×�Î��µ©Ü¼ÁÒ��±�»ÌµÁÒĭ��µ�Î�×¯ÎÁ���µ�ž�Ü�Î�Á�����Ò��ñÝį��µ�¯»Ì��¯»�¼×Á���µ��
educación en sexualidad en los colegios por parte del Ministro de Educación 
ì��¯�¼�¯�Òį�µ��øµ�ë¯�¯µ¯ñ��¯Â¼����µ�Ò�»��¯��Ò�Ò�¼¯×�Î¯�Ò�Ì�Î��µ�Ò�2©µ�Ò¯�Ò��Á¼�
relación a otras instituciones o sectores, entre otros. 

VÁÎ� Á×Î�� Ì�Î×�į� Ò¯� �¯�¼� �µ� ©�Ò×Á� ÌÝ�µ¯�Á� ��Ò×¯¼��Á� �µ�»�±ÁÎ�»¯�¼×Á� ��� µ�Ò�
iglesias ha disminuido considerablemente este año, no se ha visualizado, en 
�Á¼×Î�ÌÁÒ¯�¯Â¼į�µ��»¯Ò»��¯¼å�ÎÒ¯Â¼�����ÀÁÒ��¼×�Î¯ÁÎ�Ò��¼�»�±ÁÎ�Ò����Á×Î�Ò�
ÌÎ¯ÁÎ¯����Ò���µ�Ì�ǞÒį��Á»Á�µ��Î�Ì�Î��¯Â¼�����Ò�Ü�µ�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ì����Ò�Îå¯�¯ÁÒ�
de salud que, incluso en emergencia sanitaria, han evidenciado su constante 
precariedad. 

Así, el Estado laico sigue en una cuarentena que no se da por causa de una 
Ì�¼��»¯�į�Ò¯¼Á����µ��¼Á�Ò�Ì�Î��¯Â¼���µ��Ò×��Áį�ÍÜ���Á¼×¯¼Ý��Ò¯�¼�Á��µ�ÌÎ¯¼-
cipal desafío.

rECOMEnDaCiOnEs 

Debido a que recomendaciones formuladas en años anteriores no se han 
considerado61, a continuación, se reiteran varias de ellas.

 Ǻ Hacer efectiva la vigencia de un Estado laico, tal como lo establece la 
Constitución Nacional (art. 24).

 Ǻ >¯»¯×�Î��µ�©�Ò×Á�ÌÝ�µ¯�Á��¼�̄ ¼¨Î��Ò×ÎÜ�×ÜÎ�����µÁÒ�×�»ÌµÁÒ�ìį��¼�©�¼�Î�µį��¼�
actividades de las Iglesias.

 Ǻ Aplicar los principios de equidad de género y no discriminación incluidos 
en la Ley Orgánica Municipal en las acciones, los programas y las iniciati-
vas de los municipios. 

61 Moragas y Pereira, “Cuando el discurso de odio...”, 439.
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 Ǻ Derogar las declaraciones de las cámaras del Congreso como “provida y 
profamilia”, así como el Frente Parlamentario por la vida y la familia de la 
Cámara de Diputados. 

 Ǻ Derogar las resoluciones municipales que declaran a diversos municipios 
como “provida y profamilia”.

 Ǻ Aprobar el proyecto de Ley Contra Toda Forma de Discriminación (Ley 
“Julio Fretes”), actualmente en estudio en la Cámara de Senadores desde 
el año 2015.





capítulo 4

DereChoS 
poLíTiCoS





participación política

Tiempo DeSaproveChaDo 
para avanzar en Una 
reForma eLeCToraL

La postergación de las elecciones municipales a causa de la pandemia de 
la covid-19 era una excelente oportunidad para que el Poder Legislativo 
pueda realizar con seriedad y tranquilidad cambios necesarios que pre-
cisa la legislación electoral, sin estar sujeto a la coyuntura propia de un 
año electoral, que trae consigo intereses de sectores de algunos partidos 
políticos; intereses que pueden ser contrarios a los avances que nece-
sita dicha legislación. Lamentablemente, no hubo progreso alguno en el 
tratamiento de propuestas de cambios legales que ya se encuentran a 
consideración de dicho poder del Estado. Esto constituye una indeseada 
dilación en la mejora de las condiciones para la participación política de la 
ciudadanía en general y de algunos sectores de la población en particular, 

en los procesos electorales.

paLabraS CLaveS: participación política, elecciones, comicios, legisla-
�¬ÌÄ��½��æËÚ�½ɇ�VË��Ú�=�¤¬Þ½�æ¬õËɇ�c]9�ɇ�ĈÄ�Ä�¬�Ã¬�ÄæË�×Ë½®æ¬�ËɌ

enrique gauto bozzano
decidamos, campaña por la expresión ciudadana
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balanCE DE lOs 25 añOs

En este apartado se procura hacer un breve balance y análisis de la situación 
del derecho a la participación política en el periodo 1996-2020, a la luz de los 
artículos publicados sobre este derecho en los sucesivos informes anuales 
dentro del citado periodo.

poCoS CambioS LegaLeS poSiTivoS, 
inSTiTUCionaLiDaD FrÁgiL Y parTiDoS 
CenTraDoS maYormenTe en Lo eLeCToraL

El actual Código Electoral, que derogó al anterior de 1990, fue promulgado 
en 1996, el año de la publicación del primer informe de derechos humanos en 
Paraguay. En esa primera edición, en el artículo sobre derechos políticos se 
aludía a esta reforma:

�¼���Î¯µ�����Ò×���ÀÁ��µ��Á¼©Î�ÒÁ�F��¯Á¼�µ��ÌÎÜ����µ�Ò�»Á�¯õ���¯Á¼�Ò��µ��Â-
�¯©Á��µ��×ÁÎ�µį���×Î�å�Ò����µ��>�ì�ĉĄąį��±ÜÒ×�¼�ÁÒ������Ò×��¨ÁÎ»����µ�Ò�¼Ü�å�Ò�
disposiciones constitucionales, y con estas se incorporan los mecanismos de 
�¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼�ÌÁÒ¯×¯å��Ł�ÜÁ×�ł�Ì�Î��µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼����µ��»Ü±�Î��¼�¯¼Ò×�¼�¯�Ò�
de decisión política1.

X�ÒÌ��×Á��� µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�ÌÁµǞ×¯������ µ�Ò�»Ü±�Î�Òį�ÒÁ�Î�� µ���¯ÒÌÁÒ¯�¯Â¼����
que al menos el 20% de los cupos de las listas que competirán en elecciones 
¯¼×�Î¼�Ò������Ò�Î�Á�ÜÌ��Á�ÌÁÎ�»Ü±�Î�ÒĹ��Ò����¯Îį�Ü¼���ÜÁ×��»Ǟ¼¯»����µ�ăāŧį�
�¼��µ��Î×Ǟ�ÜµÁ�Ŋ��Î��Á���µ��¯©Ü�µ����ì���µ��¼Á��¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼����µ��»Ü±�ÎŌ���µ�
mismo año, se expresaba lo siguiente:

El aporte es débil, sobre todo si se tiene en cuenta que entre las organizaciones 
políticas que ya han aprobado la cuota sólo el Partido Colorado tiene 20% como 
establece la nueva ley, los demás (Partido Encuentro Nacional y Partido Revo-
lucionario Febrerista) tienen un 30%. Varios partidos quedan por adecuarse a 
esta norma, como el Partido Liberal Radical Auténtico, el Partido Demócrata 
�Î¯Ò×¯�¼Áį��µ�V�Î×¯�Á����µÁÒ�aÎ���±��ÁÎ�Ò�ì�Á×Î�Ò��©ÎÜÌ��¯Á¼�Ò�Ì�ÍÜ�À�Ò2.

�¼×Á¼��Òį�ÌÁÎ�Ü¼�µ��Áį��µ�¼Ü�åÁ��Â�¯©Á�Ò������Ü������µ���Ý¼�Î��¯�¼×���Á¼Ò-
titución Nacional de 1992; y, por el otro, si bien se incorpora por primera 
vez en la legislación una cuota mínima para la participación política de las 
»Ü±�Î�Òį��Ò×���ÜÁ×��Î�ÒÜµ×Â�Ò�Î�»Üì�Î��Ü�¯��Į

1 Luis Vallovera Antúnez, “Derechos políticos en Paraguay”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida HW�
DO�, 1996). 

2 María Lilian Román y Clyde Soto, “Derecho a la igualdad y a la no discriminación de la mujer”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida HW�DO�, 1996). 
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En el periodo 1996-2020, los cambios a la legislación electoral se realizaron 
�¼�¨ÁÎ»�×Á����ŊÌ�Î��Ōĭ�Ò��»Á�¯õ����¼��µ©Ü¼ÁÒ��Î×Ǟ�ÜµÁÒ���µ��Â�¯©Á��µ��-
×ÁÎ�µį� Ò��ÌÎÁ»Üµ©�ÎÁ¼�Á×Î�Ò� µ�ì�Ò��¼�»�×�Î¯���µ��×ÁÎ�µ�ì��µ©Ü¼�Ò�»Á�¯õ��-
ciones volvían a ser cambiadas con nuevas leyes. Así, la legislación electoral 
se volvió muy dispersa. Una compilación de Decidamos, realizada en el año 
20073į��¼�Á¼×ÎÂ�ĂĊ�µ�ì�Ò��¼�»�×�Î¯���µ��×ÁÎ�µį�å�Î¯�Ò�����µµ�Ò�ÍÜ��»Á�¯õ��ÎÁ¼�
diversos artículos del Código Electoral. En años posteriores, continuaron 
los parches y la creación de nuevas normativas. Lamentablemente, el patrón 
predominante en este tiempo fue esta práctica que llevó a la dispersión de 
la normativa electoral. Hubo algunos cambios legales que fueron positivos, 
Ì�ÎÁ��Ò×��µ�±ÁÒ�×Á��åǞ���µ�Ò¯©¼¯õ��×¯åÁ��å�¼�����¯��»�±ÁÎ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�Ì�Î��
el derecho a la participación política. No fue realizada una reforma integral 
que ordene y armonice toda la normativa electoral y que priorice el acceso a 
este derecho.

žµ���ÒÁÎ��¼��Á�»�¼�±Á�Ì�Î��»Á�¯õ��Î�µ��¼ÁÎ»�×¯å���µ��×ÁÎ�µį������ÒÜ»�Î-
se otra situación de preocupación durante estos 25 años: la persistencia de 
Ü¼��¨Î�©¯µ�ì���±��¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ¯������µ�aÎ¯�Ü¼�µ�\ÜÌ�Î¯ÁÎ����4ÜÒ×¯�¯���µ��×ÁÎ�µ�
Ła\4�łį�����ÜÒ����� µ�� ¨Ü�Î×�� ¯¼øµÜ�¼�¯��ÌÁµǞ×¯�ÁŅÌ�Î×¯��Î¯���¼��¯��� ¯¼Ò×¯×Ü-
ción. El TSJE, en gran medida, fue el lugar donde fueron ubicadas muchas 
personas integrantes de algunos partidos políticos, quienes eran principal-
mente parte de la maquinaria electoral de estos partidos. Es decir, los recur-
ÒÁÒ���µ�a\4���Î�¼�Ü×¯µ¯ñ��ÁÒ�Ì�Î��õ¼�¼�¯�Î���µÁÒ��ÍÜ¯ÌÁÒ������»Ì�À�����µÁÒ�
Ì�Î×¯�ÁÒį�ÍÜ��Î��ÁÎÎǞ�¼��µ�Ì�ǞÒ���õ¼������Ì×�Î�åÁ×ÁÒĮ�v�µ���µ���¯Â¼����»¯¼¯Ò-
×ÎÁÒ�ì�»¯¼¯Ò×Î�Ò���µ�a\4���Ò×ÜåÁ��¼�×Á�Á�»Á»�¼×Á�ÒÜ±�×���µ��ÜÁ×�Á�Ì�Î×¯��-
Î¯Áį�Ò¯�¼�Á���¼�õ�¯���Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò����µ��žFX�ì���µ�V>Xž�Ì�Î���Á¼å�Î×¯ÎÒ���¼�
ministros(as). Este cuoteo claramente no favoreció un adecuado funciona-
miento del TSJE.

En este cuarto de siglo, fue tema de permanente debate si los partidos políti-
cos realmente estaban cumpliendo con las funciones que la Constitución les 
había asignado o si eran mayormente aparatos que se activaban para cam-
Ì�À�Ò��µ��×ÁÎ�µ�ÒĮ��µ�Î�»�¼×�į�µ��Î�©µ��ÌÎ��Á»¯¼�¼×���¼��µ�����×��ÌÝ�µ¯�Á��Ò�
ÍÜ��å�Î¯ÁÒ�Ì�Î×¯�ÁÒ�ÌÁµǞ×¯�ÁÒ��Ò×�¼�»Üì��µ�±��ÁÒ���µ�ÎÁµ�ÍÜ��µ���Á¼Ò×¯×Ü�¯Â¼�
µ�Ò�¯¼�¯��į�ÎÁµ�ÍÜ��������ÌÜ¼×�Îį�ÌÁÎ��±�»ÌµÁį���µ��¨ÁÎ»��¯Â¼��Ǟå¯������µ�Ò�ì�
los ciudadanos(as), y a ser espacios reales y efectivos de participación polí-
tica de la ciudadanía4. Su funcionamiento como aparatos electorales se vio 
potenciado con el aumento considerable de los subsidios electorales, y por el 
õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á����ÒÜÒ��ÍÜ¯ÌÁÒ������»Ì�À����×Î�å�Ò����µ��¯¼�µÜÒ¯Â¼����¯¼×�-
grantes de dichos equipos al funcionariado del TSJE.

3 Decidamos, 1RUPDWLYD�(OHFWRUDO�3DUDJXD\D��/HJLVODWLYD�\�5HJODPHQWDULD (Asunción: Decidamos, 2007). Disponible para 
visualización y descarga desde https://www.decidamos.org.py/2019/documentos/normativa-electoral-paraguaya-2/.

4 La segunda parte del artículo 124 de la Constitución, respecto a los partidos y movimientos políticos, expresa 
textualmente: “Deben expresar el pluralismo y concurrir a la formación de las autoridades electivas, a la orientación de 
la política nacional, departamental o municipal y a la formación cívica de los ciudadanos”.
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Otros aspectos dignos de mencionar de este periodo son:

 – La enmienda del artículo 120 de la Constitución, con la cual se habilitó el 
derecho al voto para las y los paraguayos residentes en el exterior. Esta en-
mienda fue aprobada a través de un referéndum nacional llevado a cabo 
en el año 2011.

 – >�Ò�õ©ÜÎ�Ò���µ� Î�¨�Î�¼�Ü»�ì���� µ�� ¯¼¯�¯�×¯å��ÌÁÌÜµ�Î� ÒÁµ�»�¼×�� ¨Ü�ÎÁ¼�
utilizadas una vez en cada caso. En tal sentido, es importante incorporar 
�¼��µ�����×��ÌÝ�µ¯�Á�µ��Î�µ�å�¼�¯������Ò×ÁÒ�»���¼¯Ò»ÁÒ�Ì�Î���Ü»�¼×�Î��µ�
�±�Î�¯�¯Á����µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�ÌÁµǞ×¯������µ���¯Ü����¼Ǟ��ìį�ÌÁÎ��¼��į�¯Î���¼�Á�
a la democracia un contenido más participativo, y que no solamente el 
sistema democrático se limite al modelo representativo. 

parTiCipaCión eLeCToraL

>��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼��µ��×ÁÎ�µ�ń�¼×�¼�¯����Á»Á��µ�ÌÁÎ��¼×�±������¯Ü����¼ÁÒŁ�Òł�
inscriptos(as) en el Registro Cívico Permanente (RCP) que acuden a votar en 
elecciones– ha sido mayor en las elecciones que se realizaron entre 1989 y 1998. 
Luego va presentando un descenso y, desde que se ha dado esta disminución, 
�¼�¼¯¼©Ü¼���µ���¯Â¼�µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼��µ��×ÁÎ�µ���µµ�©��Á��µ�Ĉāŧ�Ł©Î�õ�Á�ĂłĮ
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*U£ȑFR����3DUWLFLSDFLµQ�HOHFWRUDO�HQWUH����������

�3RU�XQD�FXHVWLµQ�GH�FODVLȑFDFLµQ��ODV�HOHFFLRQHV�SDUD�YLFHSUHVLGHQWH�UHDOL]DGDV�HQ�HO�D³R�������HQ�HVWH�JU£ȑFR�VRQ�
consideradas como elecciones generales.

Fuente: Elaboración propia en base a varias fuentes5. 

žÒǞ� ×�»�¯�¼į�Á�Ò�Îå�¼�Á� µÁÒ���×ÁÒ���µ�©Î�õ�Á�Ăį� Ò��ÌÜ�����Á¼Ò×�×�Î�ÍÜ�� µ��
participación electoral, en su mayoría, es superior en las elecciones genera-
les, en comparación a los comicios municipales. 

Estos datos generan un desafío en cuanto a qué acciones deben adoptarse 
para aumentar la participación electoral tanto en elecciones generales como 
municipales.

aCCeSo De LaS mUjereS a CargoS eLeCTivoS6

En el año 1996 tuvieron lugar elecciones municipales. En dichos comicios, 
¨Ü�ÎÁ¼��µ��×�Ò�»Ü±�Î�Ò�Ì�Î���µ�ĂĆįăŧ���µ�×Á×�µ�����Á¼��±�µǞ�ÒĮ�v��¼�µ�Ò��µ��-
�¯Á¼�Ò�»Ü¼¯�¯Ì�µ�Ò����ăāĂĆį� �µ�ÌÁÎ��¼×�±�� ¨Ü�����ăāŧĮ��¼� µÁ�ÍÜ�� Î�ÒÌ��×��
a elecciones generales, en 1998 el 9,3% de las bancas del Congreso corres-

5 Los datos de 1989 y 1993 corresponden a la entonces denominada Junta Electoral Central (JEC). El dato de 1991 se basa en 
una publicación del diario �OWLPD�+RUD (noticia del 22 de noviembre de 2006, que contenía datos de 1991 basados en los 
medios de comunicación). Los datos de todas las demás elecciones fueron tomados del sitio web del Tribunal Superior 
de Justicia Electoral (TSJE), www.tsje.gov.py, y del sitio datosabiertos.tsje.gov.py, también correspondiente al TSJE.

6 Para un abordaje ampliado sobre la situación de los derechos políticos de las mujeres, ver el artículo sobre 
participación política de las mujeres de este mismo capítulo. 
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ÌÁ¼�¯�ÎÁ¼���»Ü±�Î�ÒĹ�»¯�¼×Î�Ò�ÍÜ�į��¼� µÁÒ��Á»¯�¯ÁÒ�©�¼�Î�µ�Ò����ăāĂĉį��µ�
ÌÁÎ��¼×�±��¨Ü�����Ăĉŧ7.

Los datos presentados son indicativos de la necesidad de avanzar en la adop-
ción de medidas legales e institucionales que se orienten a alcanzar la pari-
dad. En particular, la cuota mínima del 20% ha sido mayormente utilizada 
por varios partidos y movimientos políticos como techo y no como piso mí-
¼¯»Á��¼��Ü�¼×Á���µ��ÌÎ�Ò�¼�¯�����»Ü±�Î�Ò��¼�µ¯Ò×�Ò�Ì�Î����Î©ÁÒ��µ��×¯åÁÒĮ

sitUaCiÓn DEl DErECHO En 2020

poSTergaCión De eLeCCioneS mUniCipaLeS

2¼¯�¯�µ»�¼×�į��µ�a\4��õ±Â��µ�ĉ����¼Áå¯�»�Î�����ăāăā��Á»Á�¨�������Î��µ¯ñ�-
�¯Â¼����µ�Ò��µ���¯Á¼�Ò�»Ü¼¯�¯Ì�µ�Ò�Ł¯¼×�¼��¼�¯�Ò�ì�±Ü¼×�Ò�»Ü¼¯�¯Ì�µ�ÒłĹ�ì�µ�Ò�
�µ���¯Á¼�Ò�¯¼×�Î¼�Ò�Ò¯»Üµ×�¼��Ò����µ�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�Ì�Î����õ¼¯-
�¯Â¼������¼�¯��×ÜÎ�Òį�Ì�Î���µ� Ăă���� ±Üµ¯Á����ăāăā8. Luego, ante el inicio de 
casos de personas con covid-19 y de las primeras medidas adoptadas por el 
VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�Ì�Î��¨Î��¼�Î�µ��ÌÎÁÌ�©��¯Â¼����µ���¼¨�Î»����į��µ�a\4��Î�ÌÎÁ-
gramó las fechas: 29 de noviembre para las municipales y 2 de agosto para 
las internas9.

VÁÒ×�Î¯ÁÎ»�¼×�į��Á¼�µ��ÌÎÁ¨Ü¼�¯ñ��¯Â¼����»��¯��Ò���Ò����µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�
(cuarentena), se inició el debate sobre la posibilidad de una nueva poster-
gación de estas elecciones. Así, se aprobó y promulgó la Ley N.º 6547/2020, 
que establece que la fecha de las elecciones municipales podrá postergarse 
hasta por un año10. Esto implica que el TSJE debe marcar nuevas fechas de 
elecciones municipales e internas, dentro del periodo de un año a contar 
desde el 29 de noviembre de 2020. Esta ley también estableció que queda 
�ë×�¼�¯���µ���ÜÎ��¯Â¼���µ�»�¼��×Á����¯¼×�¼��¼×�ÒŁ�Òł�ì��Á¼��±�µ�ÒŁ�Òł�»Ü-
nicipales electos(as) en 2015, hasta tanto asuman las nuevas autoridades a 
ser electas; y que, por consiguiente, la duración del mandato de las nuevas 
�Ü×ÁÎ¯����Ò�¯�����Ò�Î�»�¼ÁÎ���Ć��ÀÁÒį�Ì�Î��Ŋ�±ÜÒ×�ÎŌ�µ��¨Î��Ü�¼�¯�����µÁÒ��Á-
micios municipales y así volver en 2025 a la frecuencia de realización de los 
mismos cada 5 años.

7 Según datos del TSJE, www.tsje.gov.py.

8 Fechas establecidas en el primer cronograma electoral emitido por el TSJE. Posteriormente, a través de la Resolución 
N.º 11/2020, el TSJE convoca a elecciones para las fechas citadas. Ver resolución en http://www.tsje.gov.py/static/ups/
legislaciones/2020-resolucion-tsje_11.pdf. 

9 Resolución N.º 12/2020, del 11 de marzo de 2020, que establece una nueva fecha de elecciones, 76-(, acceso el 10 de 
octubre de 2020, http://www.tsje.gov.py/static/ups/legislaciones/2020-resolucion-tsje_12.pdf. 

10� /H\�1�|������������GHO���GH�MXQLR�GH�������TXH�ȑMD�HO�QXHYR�FDOHQGDULR�HOHFWRUDO�SDUD�ODV�HOHFFLRQHV�PXQLFLSDOHV�GHO�
2020, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, acceso el 10 de octubre de 2020, https://www.bacn.gov.py/
OH\HV�SDUDJXD\DV������OH\�Q������PRGLȑFD�WHPSRUDO�\�SDUFLDOPHQWH�HO�DUWLFXOR�����GH�OD�OH\�Q���������TXH�
establece-el-codigo-electoral-paraguayo-a-los-efectos-de-los-comicios-municipales-del-ano-2020-y-establece-un-
nuevo-calendario-electoral-para-las-elecciones-municipales-ano-2020. 
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De esta manera –y en aplicación de lo dispuesto en la Ley N.º 6547/2020–, el 
TSJE emite la Resolución N.º 22/202011į�ÍÜ��»Á�¯õ����µ��ÎÁ¼Á©Î�»���µ��×ÁÎ�µ�
y establece como nuevas fechas de elecciones (cuadro 1).

Cuadro 1. Nuevo cronograma electoral

elecciones fecha

Elecciones internas simultáneas de los partidos y movimientos 
SRO¯WLFRV��\�FRQFHUWDFLRQHV�HOHFWRUDOHV�SDUD�OD�GHȑQLFLµQ�GH�
candidaturas a intendentes(as) y concejales(as) municipales

20 de junio de 2021

Elecciones de intendentes(as) y concejales(as) municipales 10 de octubre de 2021 

Fuente: TSJE.

\�©Ý¼��Ò×���ÎÁ¼Á©Î�»�į�µ�Ò��Ü×ÁÎ¯����Ò��µ��×�Ò��ÒÜ»¯Î�¼�ÒÜÒ���Î©ÁÒ��µ�Ċ����
noviembre de 2021.

La postergación de elecciones ante la pandemia fue una realidad que se dio 
a nivel mundial. Datos incluidos en una publicación realizada por IIDH/CA-
PEL indican que, dentro del periodo comprendido entre el 11 de marzo de 
2020 (fecha en que la Organización Mundial de la Salud declaró la pande-
»¯�ł��Ò×��±Üµ¯Á����ăāăāį��¼��µ�»Ü¼�Á�Ò���¼�ÌÁÒ×�Î©��Á�ĉĉ��µ���¯Á¼�Ò�ì�Ò��
han realizado 74 comicios12.

�=���.JD�]��D�c.�CVJ]�����Jr.�ɰǽȅ

Considerando la muy alta posibilidad de que tanto las elecciones munici-
pales como los comicios internos se realicen aun en medio de la pandemia 
de la covid-19, se hace imprescindible la aplicación de medidas sanitarias de 
ÌÎ�å�¼�¯Â¼��¼��»��Ò�±ÁÎ¼���Ò��µ��×ÁÎ�µ�ÒĮ�ž��»�Òį�������Á¼Ò¯��Î�ÎÒ��ÍÜ���µ�
cronograma elect oral establece una amplia cantidad de acciones preparato-
rias para ambas elecciones, muchas de ellas de carácter presencial.

En la Resolución N.º 22/2020, el TSJE hace referencia a la necesidad de adop-
ción de medidas de prevención frente a la covid-19:

11� 5HVROXFLµQ�1�|����������GHO����GH�MXOLR�GH�������TXH�ȑMD�HO�FURQRJUDPD�HOHFWRUDO�SDUD�HO�SHULRGR������������76-(, acceso 
el 10 de octubre de 2020, http://www.tsje.gov.py/static/ups/legislaciones/res-tsje-2020-22.pdf. 

12 Alejandro Tullio, “Lecciones aprendidas en materia de organización de elecciones en contexto de pandemia y post-
pandemia”, en $P«ULFD�/DWLQD��(OHFFLRQHV�HQ�WLHPSRV�GH�SDQGHPLD (IIDH/CAPEL, julio de 2020), 17-18. Versión en pdf 
disponible desde el sitio de IIDH/CAPEL: https://www.iidh.ed.cr/capel/. 
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7. AGENDAR reuniones periódicas con las autoridades del Ministerio de Salud 
VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ���µÁÒ��¨��×ÁÒ����¯»Ìµ�»�¼×�Î�µ�Ò����¯Á¼�Ò�ÌÎ�å�¼×¯-
vas que mitiguen la propagación del COVID-19 durante el proceso electoral, 
estableciendo las medidas sanitarias que correspondan.

En tal sentido, el Centro de Asesoría y Promoción Electoral del Instituto In-
teramericano de Derechos Humanos (IIDH/CAPEL) ha elaborado una serie 
de publicaciones con una amplia cantidad y variedad de recomendaciones 
para la realización de eventos electorales, aplicando medidas sanitarias para 
reducir el riesgo de contagio de la covid-1913.

Más allá de la postergación de las elecciones municipales, sí han tenido lugar 
otros comicios de manera presencial y con medidas sanitarias, pero en fe-
chas donde ya se ha ido reduciendo la cuarentena. Entidades varias de la so-
ciedad civil han llevado a cabo elecciones de autoridades de manera presen-
cial con apoyo del TSJE14, donde ya se ha observado la aplicación de medidas 
sanitarias frente a la covid-19: miembros de mesa con tapabocas, recipientes 
con alcohol para desinfección de manos sobre las mesas receptoras de votos, 
Ì�ÎÒÁ¼�Ò�åÁ×�¼×�Ò��Á¼�×�Ì��Á��Òį��¯Ò×�¼�¯�»¯�¼×Á��¼�µ�Ò�õµ�Òį��¼×Î��Á×Î�ÒĮ

Está claro que los días de elecciones son sinónimo de aglomeración de per-
sonas, por lo tanto, es 100% necesaria la aplicación de diversas medidas sani-
tarias. Y, para aplicarlas con efectividad, el TSJE debe realizar una a decuada 
Ìµ�¼¯õ���¯Â¼Į

CambioS LegaLeS prioriTarioS, penDienTeS 
en eL poDer LegiSLaTivo

El periodo que abarca este informe (noviembre de 2019 a octubre de 2020) 
Î�øµ�±��µ���ÜÒ�¼�¯����µ�×Î�×�»¯�¼×Á�ńÌÁÎ�Ì�Î×����µ�VÁ��Î�>�©¯Òµ�×¯åÁń����ÌÎÁ-
ÌÜ�Ò×�Ò��¼��»¯¼���Ò���»�±ÁÎ�Î�ì�Î�¨ÁÎ»�Î�µ��µ�©¯Òµ��¯Â¼��µ��×ÁÎ�µį��Á¼�»�-
ìÁÎ��¼¨�Ò¯Ò��¼�»Á�¯õ���¯Á¼�Ò��µ��Â�¯©Á��µ��×ÁÎ�µ�Ł>�ì�FĮû�ĉĄąĺĂĊĊćłĮ�

>ÁÒ� �ÀÁÒ� ăāĂĉ� ì� ăāĂĊ� ¨Ü�ÎÁ¼��¯¨�Î�¼×�Òĭ� �ë¯Ò×¯Â�»Ü�Á�����×�� ÌÝ�µ¯�Á� ì� ��
nivel parlamentario sobre propuestas de cambios a la legislación electoral. 

13 Disponibles en el sitio web de IIDH/CAPEL: https://www.iidh.ed.cr/capel/ (en la misma página de inicio).

14 Aquí, algunas de las elecciones realizadas en el ámbito de organizaciones de la sociedad civil fueron las elecciones de 
la comisión vecinal Virgen de la Merced y la comunidad indígena del Cerro Poty, ambas del barrio Jukyty de Asunción. 
“Funcionarios del Registro Civil de San Roque acompañaron...” [Tweet], Justicia Electoral [@TSJE_Py], 29 de octubre 
de 2020, https://twitter.com/TSJE_Py/status/1321942387229425666?s=19. Al cierre de este informe, aún no se habían 
UHDOL]DGR�ORV�FRPLFLRV�GH�HOHFFLµQ�GH�DERJDGRV�DV��SDUD�LQWHJUDU�HO�&RQVHMR�GH�OD�0DJLVWUDWXUD��(O�76-(�ȑMµ�FRPR�
fecha de tales comicios el 21 de noviembre de 2020. Este evento electoral se venía organizando también incluyendo la 
adopción de medidas sanitarias ante la covid-19. Juan González, “Apoderados de listas de candidatos para Elecciones de 
Abogados son actualizados sobre seguridad sanitaria”,�,QIR�1RWLFLDV���76-(, 27 de octubre de 2020, acceso el 27 de octubre 
de 2020, https://tsje.gov.py/noticias/leer/8818-apoderados-de-listas-de-candidatos-para-elecciones-de-abogados-son-
actualizados-sobre-seguridad-sanitaria.html. 
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Entre los temas debatidos estuvieron el voto electrónico y el desbloqueo de 
listas, los cuales quedaron luego incorporados a la legislación con la Ley N.º 
6318/2019. Ambas disposiciones se implementarán en las elecciones munici-
pales de 2021, así como en los comicios internos simultáneos de las organi-
ñ��¯Á¼�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�Ì�Î��µ����õ¼¯�¯Â¼������¼�¯��×ÜÎ�Ò���¯¼×�¼��¼�¯�Ò�ì��Á¼-
��±�µǞ�Ò�»Ü¼¯�¯Ì�µ�ÒĮ

Una mesa de diálogo con organizaciones sociales y políticas, convocada des-
����µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ��� ×Î�å�Ò���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á���µ� 2¼×�Î¯ÁÎį� ì�Ü¼���Á»¯Ò¯Â¼�
Especial del Senado habían discutido y avanzado en propuestas sobre varios 
temas en 2018 (cuadro 2).

Cuadro 2. Temas tratados en 2018 por el Ministerio del Interior y el Senado

mesa de diálogo convocada 
por el ministerio del interior

comisión especial del senado

1. Desbloqueo de listas.
2. Escrutinio electrónico.
3. Integración de mesas receptoras de votos.
4. Forma de confección de actas electorales.
5. Voto de personas con discapacidad 
y privadas de libertad.
���,GHQWLȑFDFLµQ�ELRP«WULFD�
7. Subsidios electorales y aportes estatales.

1. Desbloqueo de listas.
2. Urnas electrónicas en los procesos 
de votación y escrutinio.
3. Integración de mesas receptoras de votos.
���,GHQWLȑFDFLµQ�ELRP«WULFD�GH�HOHFWRUHV�
5. Derecho al voto para personas ciegas y 
personas privadas de libertad sin condena.
6. Transporte público gratuito 
en los días de elecciones.
7. Subsidios electorales y aportes estatales. 

Fuente: Elaboración propia, basada en documentos del Ministerio del Interior y la Cámara de Senadores15 (énfasis agregados).

Solamente los temas subrayados tuvieron avances en su tratamiento, lo cual 
quedó plasmado en la Ley N.º 6318/2019 que incorpora el voto electrónico y 
el desbloqueo. Vale indicar que, en el caso de la mesa convocada por el Mi-
nisterio del Interior, la agenda de temas a tratar ya había sido previamente 
��õ¼¯���ÌÁÎ��¯�Á�»¯¼¯Ò×�Î¯ÁĮ

�Á»Á�Ò��å���¼��µ��Ü��ÎÁ�ăį�å�Î¯ÁÒ�×�»�Ò�ÍÜ���ÎÁ¼�Ì�¼�¯�¼×�Ò������õ¼¯Î��¼�
cuanto a ser o no incorporados a la legislación electoral. Además, debe con-
siderarse que también se encuentran en el Poder Legislativo dos proyectos 
ÌÎ�Ò�¼×��ÁÒ�ÌÁÎ��µ�a\4���¼��µ�ăāĂąĭ��µ����»Á�¯õ���¯Â¼����Ü¼��©Î�¼���¼×¯����

15 Informe “Proceso de diálogo Reforma Electoral”, elaborado por el Ministerio del Interior, noviembre de 2018. 
Documento “Estudio y análisis de los proyectos presentados ante la Honorable Cámara de Senadores”, de la Comisión 
Especial del Senado para el estudio y reforma del Código Electoral paraguayo.
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����Î×Ǟ�ÜµÁÒ���µ��Â�¯©Á��µ��×ÁÎ�µ�ì��µ�����±ÜÒ×�����å�Î¯ÁÒ��Î×Ǟ�ÜµÁÒ����µ��>�ì�FĮû�
635/1995 “Que reglamenta la Justicia Electoral”. 

Como también puede observarse en el cuadro 2, varios de los temas no trata-
dos hasta el momento por el Poder Legislativo revisten especial importancia 
y relevancia, y pueden tener un impacto favorable en la legislación electoral. 
Sin embargo, teniendo ya al 2021 como año electoral, se encuentra el riesgo 
de que los cambios a la ley sean en función a intereses político-partidarios 
ì�¼Á�Ì�Î��©�Î�¼×¯ñ�Î�»�±ÁÎ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�Ì�Î�� µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�ÌÁµǞ×¯������
la ciudadanía. Otro aspecto por considerar es que la realización de cambios 
profundos en la legislación electoral en un año con comicios implicará casi 
�Á¼�Ò�©ÜÎ¯����ÍÜ���Ò×ÁÒ��Ý¼�¼Á�ÌÜ���¼��Ìµ¯��ÎÒ���¼�µ�Ò��µ���¯Á¼�Ò���µ�»¯Ò-
mo año.

Pero, en línea con lo expresado en el artículo sobre el derecho a la participa-
ción política incluido en el informe de Derechos Humanos de 2019, existen al 
menos dos temas que, de ser aprobados e incorporados al Código Electoral, 
ya podrían ser aplicados en los comicios municipales de 2021, puesto que su 
¯»Ìµ�»�¼×��¯Â¼�¼Á��Á¼µµ�å�ÎǞ��Ü¼��ë×�¼ÒÁ�ì��Á»Ìµ�±Á�ÌÎÁ��ÒÁ����ÌÎ�Ì�Î�-
ción: a) la habilitación del derecho al voto para personas privadas de libertad 
Ò¯¼��Á¼��¼�Ĺ�ì��ł�×Î�¼ÒÌÁÎ×��ÌÝ�µ¯�Á�©Î�×Ü¯×Á��µ��Ǟ�����µ�Ò��µ���¯Á¼�ÒĮ

Con relación al primero, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Uni-
das emitió observaciones al Estado paraguayo en los años 2013 y 2019, en 
ocasión del examen del Comité al Estado paraguayo sobre la implementa-
ción del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP). En 
ellas, el Comité también hace alusión a la habilitación del derecho al voto 
para personas con discapacidad. Si bien el TSJE ya viene implementando 
¯¼¯�¯�×¯å�Ò����åÁ×Á�����Ò¯�µ���¼�µ�Ò��ÁÒ�Ýµ×¯»�Ò��µ���¯Á¼�Ò�Ł»Ü¼¯�¯Ì�µ�Ò�ăāĂĆ�
y generales 2018), se hace necesaria una adecuación de la normativa a estos 
procedimientos ya en aplicación.

En el 2013, el Comité de Derechos Humanos indicó al Estado paraguayo16:

11. Si bien toma nota del reconocimiento por la delegación de la necesidad de 
reformar el Código Electoral en plena conformidad con los principios de la 
Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, el Comité 
está preocupado por las restricciones desproporcionadas puestas al derecho 
de voto de las personas privadas de la libertad y de las personas con discapa-
cidad en aplicación de los artículos 91 y 149 del Código Electoral. Al Comité 
también le preocupa la falta de medidas prácticas para facilitar el acceso físico 
a las salas de votación o la disponibilidad de boletines de voto en Braille (arts. 
2, 25 y 26).

16� 2EVHUYDFLRQHV�ȑQDOHV�VREUH�HO�WHUFHU�LQIRUPH�SHULµGLFR�GHO�3DUDJXD\��DSUREDGDV�SRU�HO�&RPLW«�HQ�VX�VHVLµQ������l�����
de marzo de 2013), http://acnudh.org/comite-de-derechos-humanos-ccpr-paraguay-2013/.
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[…] El Estado parte debe reformar los artículos 91 y 149 del Código Electoral 
para: a) eliminar las restricciones desproporcionadas al derecho de voto para 
las personas privadas de la libertad; b) asegurar la eliminación de la discrimi-
nación en contra de las personas con discapacidad intelectual o psicosocial y 
las personas sordomudas, por medio de la negación de su derecho al voto por 
»Á×¯åÁÒ���ÒÌÎÁÌÁÎ�¯Á¼��ÁÒ�Á�ÍÜ��¼Á�×¯�¼�¼�Ü¼��Î�µ��¯Â¼�Î�ñÁ¼��µ��Ü�Á�±�×¯å��
con su habilidad para votar, tomando en cuenta el artículo 25 del Pacto y el 
artículo 29 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapa-
cidad. El Estado parte también debe asegurar la implementación de medidas 
prácticas en todo el país para promover el acceso de las personas con discapa-
cidad a las salas y a los boletines de voto.

Seis años después, el Comité de Derechos Humanos señaló al Estado para-
guayo17:

38. Si bien el Comité toma nota de la existencia de un proyecto de ley para 
eliminar la restricción en el derecho al voto de las personas privadas de liber-
tad y las personas sordas contenidas en el artículo 91 del Código Electoral, le 
preocupa el retraso en la aprobación de este (art. 25).

ĄĊĮŐ�µŐ�Á»¯×�ŐÎ��Á»¯�¼��Ő�µŐ�Ò×��ÁŐÌ�Î×�Őõ¼�µ¯ñ�ÎŐ�µŐÌÎÁ��ÒÁŐ��Ő»Á�¯õ���¯Â¼Ő
del artículo 91 del Código Electoral para garantizar así el derecho al voto de 
las personas privadas de libertad y las personas sordas.

Resta decir que quedaron sin ser tratadas otras cuestiones que habían te-
nido avances en su debate y tratamiento en 2018 y 2019. Es probable que el 
drástico cambio de escenario con la llegada de la pandemia de la covid-19 
pudo en parte incidir para no avanzar en el tratamiento de la reforma elec-
×ÁÎ�µį����Áį�ÌÁÎ��±�»ÌµÁį��µ���Á����ÍÜ���µ�VÁ��Î�>�©¯Òµ�×¯åÁ�×ÜåÁ�ÍÜ��×Î�×�Î�
numerosos proyectos de ley para hacer frente a los efectos de la pandemia. 
De todas formas, se podrían al menos haber tratado algunos puntos.

17� 2EVHUYDFLRQHV�VREUH�HO�FXDUWR�LQIRUPH�SHULµGLFR�GHO�3DUDJXD\��DSUREDGDV�SRU�HO�&RPLW«�HQ�VX�VHVLµQ������l�����
de julio de 2019), http://docstore.ohchr.org/SelfServices/FilesHandler.ashx?enc=6QkG1d%2FPPRiCAqhKb7yhs-
K<6X[08LI5,\��9Q$[4HF*�(X0�-Y:G/H�E2D��\RJ��)8,\$*MD:Y3*]��NVTK5�/]U�/8�9��+D9�MNVOXOȔ-6�E-
BhZVmk4lcrxpo%2BWw1Bw
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aCCeSo De LaS mUjereS a CanDiDaTUraS Y 
CargoS eLeCTivoS, oTro Tema penDienTe18

En el año 2018, el proyecto de Ley de Paridad Democrática fue vaciado de 
todo contenido de paridad por parte de la Cámara de Diputados. Posterior-
»�¼×�į��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�å�×Â��Ò×��µ�ìĮ�f¼�å�×Á�±ÜÒ×¯õ���Áį�ì��ÍÜ�į��¼�µ��µ�ìį�
la paridad solo quedó en el nombre y no en el contenido. Una ley de paridad, 
sin paridad. El veto no fue levantado por el Poder Legislativo.

Luego, lamentablemente, no se presentaron condiciones favorables para 
volver a tratar la paridad política. Muestra de ello es que el asunto no fue 
incluido entre los temas tratados por la mesa convocada por el Ministerio del 
Interior ni por la Comisión Especial del Senado.

Sigue siendo urgente y necesario que la paridad sea incorporada en la le-
gislación electoral. Los datos presentados en este artículo muestran un muy 
�Ò��ÒÁ�ì�µ�¼×Á��Î��¯»¯�¼×Á����µ����¼×¯�������»Ü±�Î�Ò���¼�¯��×�Ò�ì�»Ü±�Î�Ò�
electas. Es más, incluso se dieron retrocesos en las elecciones municipales de 
2015 y en los comicios generales de 2018, en comparación a los eventos elec-
torales de 2010 (municipales) y de 2013 (generales). Como mínimo, se debe 
»Á�¯õ��Î��µ��Î×Ǟ�ÜµÁ�Ąă�̄ ¼�¯ÒÁ�Î���µ��Â�¯©Á��µ��×ÁÎ�µį�ÍÜ��Ò¯©Ü���Ò×��µ��¯�¼�Á�
una cuota mínima de 20% en listas para comicios internos. Pero, por encima 
de todo, la meta ideal es que Paraguay cuente con una Ley de Paridad que 
incluya varias otras disposiciones para lograr la paridad en otros ámbitos. 

FinanCiamienTo poLíTiCoǽȅ

�ë¯Ò×�¼� �Ò×�� �µ�»Á»�¼×Á� �Ü�×ÎÁ� µ�ì�Ò� �Á¼� �¯ÒÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò� ÒÁ�Î�� õ¼�¼�¯�-
miento político (cuadro 3).

18 Para más información al respecto, ver el artículo sobre participación política de las mujeres de este mismo capítulo.

19 Uno de los insumos clave para la elaboración del contenido de esta sección fue una entrevista que el autor de este 
artículo realizó a Guzmán Ibarra, político e investigador. El autor agradece al mismo por la información facilitada en 
dicha entrevista.
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&XDGUR����/H\HV�FRQ�GLVSRVLFLRQHV�VREUH�ȑQDQFLDPLHQWR�SRO¯WLFR

ley n.° 834/96
código electoral

ley n.º 4743/2012 ley n.º 6167/2018
ley n.º 

6501/2020

El Código Electoral 
(Ley N.º 834/1996), 
en su versión aún 
VLQ�PRGLȑFDFLRQHV��
contemplaba algunos 
artículos relativos al 
ȑQDQFLDPLHQWR�SRO¯WLFR��
Pero tales disposiciones 
eran claramente 
LQVXȑFLHQWHV�\�G«ELOHV�
para un control efectivo 
GH�OD�DFWLYLGDG�ȑQDQFLHUD�
de los partidos y 
movimientos políticos.

Incorpora nuevos 
artículos al marco 
OHJDO�\�PRGLȑFD�YDULRV�
del Código Electoral.

En su mayoría, 
PRGLȑFD�DUW¯FXORV�TXH�
la Ley N.º 4743/2012 
PRGLȑFµ�HQ�HO�
Código Electoral.

0RGLȑFD�YDULRV�
artículos de las 
otras tres leyes 
anteriores.Ambas incorporaron aspectos adicionales 

para el control de los ingresos y gastos 
de las organizaciones políticas.

Fuente: Elaboración propia.

�Á¼�Î�ÒÌ��×Á���µ��»�Ò�Î��¯�¼×�į�µ��>�ì�FĮû�ćĆāĂĺăāăāį�ÒÜ�Á�±�×¯åÁ�ÌÎ¯¼�¯Ì�µį��¼�
teoría, fue adecuarse a la incorporación del desbloqueo de listas y voto pre-
¨�Î�¼�¯�µĮ��µ���Ò�µÁÍÜ�Áį��¼�µ��ÌÎ��×¯��į�ÌÁ�ÎǞ��¯¼øµÜ¯Î��¼�©Î�¼�»��¯����¼�ÍÜ��
las candidaturas de las listas realicen campañas individuales. Así, la compe-
tencia electoral ya no es tanto entre listas de partidos, sino principalmen-
te entre candidatos y candidatas de un mismo partido. Esta competencia 
al interior de una misma lista fue observada en países que implementaron 
�µ���Ò�µÁÍÜ�ÁĹ�ìį� Ò�©Ý¼�å�Î¯ÁÒ��¼�µ¯Ò×�Òį����¯µ¯×Â�ì���Ò©�Ò×Â��Ý¼�»�Ò��� µÁÒ�
partidos políticos. Es decir, profundizó la crisis en la que ya se encontraban.

El politólogo e investigador Guzmán Ibarra encuentra varios problemas 
�¼�µ��>�ì�FĮû�ćĆāĂĺăāăāį�µÁÒ��Ü�µ�Ò�ÌÜ���¼��¯õ�Üµ×�Î��Ý¼�»�Ò��µ��Á¼×ÎÁµ�ì�µ��
×Î�¼ÒÌ�Î�¼�¯����µ�õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�ÌÁµǞ×¯�ÁĮ��¼×Î��µÁÒ�å�Î¯ÁÒ�ÌÎÁ�µ�»�Ò�Ò�À�-
lados por Ibarra, a continuación se mencionan tres de ellos. 

1. El hecho de que todas las candidaturas deban rendir cuenta de sus 
ingresos y gastos, aumenta enormemente: a) la labor de control 
del TSJE y otras entidades estatales; b) la tarea de recolección de 
la documentación de cada candidato o candidata por parte de los 
partidos, quienes deben posteriormente remitirla al TSJE. Además, 
al disponer que cada candidatura deba llevar una amplia documen-
tación de sus ingresos y gastos, ¿cómo harán quienes provengan de 
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partidos pequeños y, actuando de buena fe, sin una asistencia ade-
cuada del TSJE y de la estructura orgánica de sus propios partidos?

2. Cuestiones como la asignación de espacios gratuitos en medios de 
comunicación para las campañas, la constitución de las mesas y la 
apertura de cuentas bancarias en la legislación actual están orga-
¼¯ñ���Ò�Ì�Î��Ì�Î×¯�ÁÒ�ì�»Áå¯»¯�¼×ÁÒ��Á»Á�Ü¼��Ü�ÎÌÁ�Ý¼¯�ÁĮ��Á¼�
el surgimiento de la competencia individual entre candidaturas 
dentro de una misma lista, ¿cómo se distribuirán los espacios en 
medios, si ahora las campañas serán individuales y no campañas de 
los partidos? ¿Cómo se organizarán los partidos para constituir las 
mesas, siendo que la competencia se centra al interior de los par-
tidos y no entre partidos? ¿Cómo se accederá a la cuenta bancaria 
del partido, si ahora cada candidatura puede generar sus propios 
ingresos? ¿Dónde depositará cada candidatura dichos recursos, si 
los ingresos para campañas obligatoriamente deben depositarse en 
µ���Ü�¼×����¼��Î¯��Ý¼¯�����µ�Ì�Î×¯�Á�ÌÁµǞ×¯�Áĵ

3. Podría favorecer el crecimiento del clientelismo (compra de votos): 
antes, las prácticas clientelares estaban centradas en las prácticas 
negativas de partidos como un colectivo. Pero ahora, en lugar de 
que sea solamente un partido en particular el que haga compra de 
votos, sería una gran cantidad de candidaturas haciendo cliente-
lismo por cuenta propia. El clientelismo multiplicado exponencial-
mente. 

ž¼×��µ���»Ìµ¯õ���¯Â¼����µ���Á�Ü»�¼×��¯Â¼�ÍÜ�������Ò�Î�Î��Áµ��×����ì��Á¼-
trolada, ¿tendrá el TSJE la capacidad para organizar e implementar un efec-
tivo sistema de control, teniendo las elecciones internas y municipales tan 
cerca? Ante una muy limitada y exigua capacidad de control, se potencian 
las condiciones para el uso –en las campañas– de recursos provenientes de 
actividades ilegales. Efecto contrario al deseado.

El desbloqueo requiere mucha fortaleza e institucionalidad de los partidos, 
y que los mismos funcionen acorde a lo establecido en el artículo 124 de la 
Constitución20. Con partidos debilitados, en crisis y funcionando más como 
aparatos electorales, la individualización de las campañas puede profundi-
ñ�Î�»�Ò��Ý¼�µ���Î¯Ò¯Ò����µ�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò�ÌÁµǞ×¯��Òį��¼×�Ò�ÍÜ��¨ÁÎ×�µ���Î-
las en la línea de los postulados del mencionado artículo constitucional. Si 
�¨��×¯å�»�¼×��µÁÒ�Ì�Î×¯�ÁÒ�¨Ü¼�¯Á¼�¼�Ò�©Ý¼�µ�Ò��¯ÒÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò��Á¼Ò×¯×Ü�¯Á-
nales, puede que la competencia interna que generará el desbloqueo no los 
desgaste.

20 Artículo 124.- De la naturaleza y de las funciones de los partidos políticos (segunda parte): “Deben expresar 
el pluralismo y concurrir a la formación de las autoridades electivas, a la orientación de la política nacional, 
departamental o municipal y a la formación cívica de los ciudadanos”.
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Queda, como desafío, que el TSJE, las demás instituciones estatales vincula-
das a esta ley y los partidos políticos inviertan todos los esfuerzos necesarios 
Ì�Î���µ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á����µ�Ò��¯ÒÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò�ÒÁ�Î��õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�ÌÁµǞ×¯�Á��¼�
el proceso de las elecciones municipales de 2021, para aportar así transpa-
rencia al proceso electoral, e impidiendo a la vez la utilización de recursos 
provenientes de actividades ilegales.

COnClUsiOnEs 

Ha habido muy poco movimiento en lo que respecta a situaciones vinculadas 
a este derecho. Claramente, la ausencia de avances en los cambios a la legisla-
ción electoral es una situación preocupante. Nuevamente, estando a las puer-
tas de nuevas elecciones, poco se ha aprovechado en el periodo entre elección y 
�µ���¯Â¼�Ì�Î�����Î�µ�Ò�»�±ÁÎ�Ò�ÍÜ��µ��¼ÁÎ»�×¯å���µ��×ÁÎ�µ�¼���Ò¯×�Į

rECOMEnDaCiOnEs

En su mayoría, se reiteran las recomendaciones del año anterior, debido al 
poco avance en las situaciones relativas a este derecho.

Sobre medidas importantes a adoptar respecto a las elecciones municipales y los co-
micios internos:

 Ǻ El TSJE no solamente debe dar continuidad a las charlas informativas 
sobre el voto electrónico y el desbloqueo de listas, sino que debe ampliar 
los mecanismos informativos y educativos respectivos, de modo que tan-
to ciudadanos(as) como agentes electorales (con particular énfasis en los 
»¯�»�ÎÁÒ����»�Ò�ł��Á¼Áñ��¼��Â»Á�Ò��å�¼�»Á�¯õ���ÁÒ�µÁÒ�ÌÎÁ���¯»¯�¼-
tos de voto y escrutinio con el desbloqueo de listas y el voto electrónico.

 Ǻ Las diversas agrupaciones políticas (partidos, movimientos, alianzas, 
concertaciones) deben desarrollar también una tarea informativa y edu-
cativa sobre ambos temas. Y lo tienen que hacer no solamente por el poco 
×¯�»ÌÁ�ÍÜ��¨�µ×��Ì�Î��µ�Ò��ÁÒ�±ÁÎ¼���Ò��µ��×ÁÎ�µ�Ò���µ���×Ü�µ�ÌÎÁ��ÒÁ�Ł¯¼-
×�Î¼�Ò��¼�±Ü¼¯Á�ì�»Ü¼¯�¯Ì�µ�Ò��¼�Á�×Ü�Î�łį�Ò¯¼Á�ÌÁÎÍÜ��µ��ÌÎÁÌ¯���Á¼Ò×¯×Ü-
ción Nacional asigna a las agrupaciones políticas un rol de contribuir a la 
formación cívica de las ciudadanas y los ciudadanos.

 Ǻ �µ�a\4�������Ìµ�¼¯õ��Î���¯»Ìµ�»�¼×�Îį��¼��»�ÁÒ��Ǟ�Ò�����µ���¯Á¼�Òį�×Á��Ò�
las medidas sanitarias necesarias para reducir el riesgo de contagio de la co-
vid-19. Y, tal como dispone una de sus resoluciones, debe articular esfuerzos 
con el Ministerio de Salud para responder adecuadamente a este desafío.
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Sobre la legislación electoral:

 Ǻ �µ�VÁ��Î�>�©¯Òµ�×¯åÁ�������ÌÎÁ��Î�µ��©Î�×Ü¯������µ�×Î�¼ÒÌÁÎ×��ÌÝ�µ¯�Á�Ì�Î��
µÁÒ��Ǟ�Ò�����µ���¯Á¼�ÒĮ�žÒ¯»¯Ò»Áį��µ¯»¯¼�Î�µ��ÌÎÁ¯�¯�¯Â¼���µ��±�Î�¯�¯Á���µ�
voto por parte de personas privadas de libertad sin condena, prohibición 
que se encuentra en el inciso d) del artículo 91 del Código Electoral. El tra-
tamiento y la aprobación de ambos puntos los debe hacer en la brevedad 
ÌÁÒ¯�µ��ìį�ÌÁÒ×�Î¯ÁÎ»�¼×�į��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ������ÌÎÁ»Üµ©�Î��Ò×�Ò��¯ÒÌÁ-
siciones, de manera que ya puedan entrar en vigencia para las elecciones 
municipales de 2021.

 Ǻ Si bien el TSJE ya viene implementando procedimientos para que las per-
sonas con discapacidad auditiva puedan votar en elecciones recientes, 
debe eliminarse el inciso b) del artículo 91, que establece restricciones al 
voto para personas con esta discapacidad.

 Ǻ Una vez concluido el proceso electoral de los comicios municipales, debe 
Î�×Á»�ÎÒ���µ�����×��ÒÁ�Î��µ���Ý¼�Ì�¼�¯�¼×��Î�¨ÁÎ»��¯¼×�©Î�µ����µ��¼ÁÎ»�-
tiva electoral y, en particular, el Poder Legislativo debe tener este tema 
como una prioridad en su agenda. Esta reforma integral puede contribuir 
a aumentar la participación electoral de la ciudadanía en general, reforma 
ÍÜ��×�»�¯�¼������Ì�¼Ò�ÎÒ���¼�ÌÎÁÌ¯�¯�Î�»�±ÁÎ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�Ì�Î��µ��Ì�Î-
×¯�¯Ì��¯Â¼������×�Î»¯¼��ÁÒ�Ò��×ÁÎ�Ò����µ��ÌÁ�µ��¯Â¼į��¼×Î���µµÁÒ�±Âå�¼�Òį�
»Ü±�Î�Òį� Ì�ÎÒÁ¼�Ò� ¯¼�Ǟ©�¼�Òį� Ì�ÎÒÁ¼�Ò� ��Üµ×�Ò� »�ìÁÎ�Òį� Ì�ÎÒÁ¼�Ò� �Á¼�
discapacidad y personas privadas de libertad.

Z»�Ç���¯�ǝ¶}¶�ª}µª�¶Ð»�Å»¯ǋÐª�»ĝ

 Ǻ El TSJE y las demás entidades estatales abocadas a la implementación de 
µ�� µ�©¯Òµ��¯Â¼�ÒÁ�Î��õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�ÌÁµǞ×¯�Á�����¼�Î��µ¯ñ�Î� µÁÒ��Ò¨Ü�ÎñÁÒ�
necesarios para una adecuada implementación de las disposiciones sobre 
dicha legislación, de manera a avanzar en el control de ingresos de los 
partidos, algunos de los cuales podrían ser provenientes de actividades 
ilegales (dinero sucio); y también prestar la máxima cooperación posible a 
µ�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�Ì�Î���ÌÁì�Îµ�Ò���õ¼����ÍÜ��Ò���±ÜÒ×�¼��µ��Á¼-
±Ü¼×Á�����¯ÒÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò�ÒÁ�Î��õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�ÌÁµǞ×¯�ÁĮ

 Ǻ Los partidos, movimientos, concertaciones y alianzas deben establecer 
sistemas internos que permitan que los diferentes candidatos y candida-
×�Ò����ÒÜÒ�¼Ü�µ���¯Á¼�Ò�ÌÜ���¼��Ü»Ìµ¯Î��õ��ñ»�¼×���Á¼��Ò×��µ�©¯Òµ��¯Â¼Į



participación política de las muJeres 

haY qUe aCeLerar eL Cambio. 
¡LeY De pariDaD Ya!

A lo largo de 25 años, desde diferentes espacios organizativos, las mu-
jeres han hecho un largo y persistente trabajo para exigir su derecho a 
la participación política en igualdad de condiciones con los hombres. A 
pesar de estos esfuerzos, persisten los mismos reclamos. El contexto de 
la pandemia por la covid-19 ha mostrado –una vez más– el poder comuni-
tario y organizativo de las mujeres frente a una ausencia de políticas pú-
�½¬��Þ�����Þæ��ËɌ�gÚ¤��õË½õ�Ú��½�Þ�Äæ¬�Ë��Ã×½¬Ë����½��VË½®æ¬���ɫ�Þ®ɇ��Ä�Ã�-
yúscula– como constante búsqueda del bien común y una ley de paridad 
que garantice a las mujeres igual participación política en los procesos de 

toma de decisiones, electorales e institucionales. 

paLabraS CLaveS: mujeres, participación política, paridad, cuota, de-
mocracia.

marcella zub Centeno
;gI��YK&��y���DcYJ����.Dr�]c.&��.KD�Cg=c.�.]�.V=.D�Y.��V�Y���=���]�YYJ==J�ɢ�.C��ɣ
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balanCE DE lOs 25 añOs

V�Î�©Ü�ì�Î��Á¼Á�¯Â��µ���Î��Á����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò���åÁ×�Î�ì�Ò�Î�åÁ×���Ò��¼�ĂĊćĂ�
mediante la Ley N.º 704, cuarenta y dos años después del primer proyecto 
de ley presentado por Telémaco Silvera en 19191. Sin embargo, fue recién 
��ÒÌÜ�Ò����µ����Ǟ������µ���¯�×��ÜÎ��Ò×ÎÁ¼¯Ò×��ŁĂĊĆąŅĂĊĉĊł�ÍÜ��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÌÜ-
dieron participar en elecciones libres, transparentes y competitivas. Con la 
�Á¼Ò×¯×Ü�¯Â¼����ĂĊĊă�Ò��Î��Á¼Á���ÍÜ��µÁÒ�Á»�Î�Ò�ì�µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�×¯�¼�¼�¯©Ü�-
les derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales. Para que la 
igualdad sea real y efectiva, la Carta Magna establece que el Estado creará los 
mecanismos adecuados (artículo 48) y, además, garantiza el compromiso del 
�Ò×��Á���ÌÎÁ»Áå�Î��µ�����ÒÁ����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò���µ��̈ Ü¼�¯Â¼�ÌÝ�µ¯���Ł�Î×Ǟ�ÜµÁ�ĂĂĈłĮ

A solo cuatro años de haberse aprobado la Constitución, el país se encontra-
����Ý¼��¼�Ü¼�ÌÎÁ��ÒÁ����×Î�¼Ò¯�¯Â¼�¯»ÌÁÎ×�¼×�į��Á¼�µ��ÎÜÌ×ÜÎ���¼×Î���µ�ÌÁ��Î�
político y el poder militar en una serie de acontecimientos que lo marcaron 
�¼×Î��ĂĊĊć�ì�ĂĊĊĊĮ�X�ÒÌ��×Á���µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�ÌÁµǞ×¯������µ�Ò�»Ü±�Î�Òį�Ò��Ò�-
À�µ����ÍÜ���¼�V�Î�©Ü�ì�Ŋ¼¯¼©Ü¼��»Ü±�Î���Á�ÜÌ��Á��Ò×��Áì��µ���Î©Á����
ÌÎ�Ò¯��¼×�����µ��X�ÌÝ�µ¯��Ō2į�ì�µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼���Î©ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ��Î�¼��Á¼×���Ò�
con los dedos de las manos: solo tres ocupaban cargos ministeriales (Salud, 
Educación y Relaciones Exteriores). Entre 1992 y 1994 fueron nombradas 
µ�Ò��ÁÒ�ÌÎ¯»�Î�Ò��»��±��ÁÎ�Ò� Ł4Üµ¯��o�µ¯µµ���¼��Áµ¯å¯��ì�ž¼×Á¼¯��FÝÀ�ñ����
>ÂÌ�ñ��¼��ÁµÁ»�¯�ł� ì�¼Á���Ǟ��¼¯¼©Ü¼��»Ü±�Î��¼� ¯¼Ò×�¼�¯�Ò� ¯»ÌÁÎ×�¼×�Ò�
como la Corte Suprema de Justicia, el Tribunal Superior de Justicia Electoral 
ì��µ��Á¼Ò�±Á����µ��E�©¯Ò×Î�×ÜÎ�Į��¼�ĂĊĊĆ�Ò���Á¼×�����Á¼�Ü¼�Ċŧ����»Ü±�Î�Ò��¼�
×Î¯�Ü¼�µ�Ò����Ò�©Ü¼���¯¼Ò×�¼�¯�į�ì�ĂăįĈŧ��¼�±Üñ©��ÁÒ����ÌÎ¯»�Î��¯¼Ò×�¼�¯�Į�

En el Poder Legislativo, “la participación femenina no ha variado demasiado 
�¼×Î���µ�õ¼�µ����µ���¯�×��ÜÎ�����\×ÎÁ�ÒÒ¼�Î�ì�µ���Ì�Î×ÜÎ����»Á�Î�×¯��ĭ����ĄįĈŧ�
en el periodo 1988-89 se pasó a un 4,6% en 1989, y de ahí al 5,6% en el periodo 
actual. El aumento se dio en razón de 1% por periodo”3. Hace 25 años no había 
¼¯¼©Ü¼��»Ü±�Î�©Á��Î¼��ÁÎ�į���×Á�Ò¯»¯µ�Î��µ���×Ü�µĮ�>�Ò�»Ü±�Î�Ò�Î�ÌÎ�Ò�¼×�-
��¼�ÒÁµÁ��µ�ąįĈŧ��¼�µ�Ò�±Ü¼×�Ò���Ì�Î×�»�¼×�µ�Òį��µ�ćŧ��¼�µ�Ò�¯¼×�¼��¼�¯�Ò�ì�
��Î�����µ�Ăāŧ��¼�µ�Ò��Á¼��±�µǞ�Ò�»Ü¼¯�¯Ì�µ�ÒĮ�FÁ�Á�Ò×�¼×�į��¼��ÍÜ�µµÁÒ��ÀÁÒ�
Ò��Î�Ò�µ×�¼�µÁÒ��å�¼��Ò�ÁÎ©�¼¯ñ�×¯åÁÒ����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼�×ÁÎ¼Á��µ�ÌÁ��Î�ì���µ��
Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼��Á¼�×Î�Ò�©Î�¼��Ò��Î×¯�Üµ��¯Á¼�Òĭ�µ��X������EÜ±�Î�Ò�VÁµǞ×¯��Òį�µ��
�ÁÁÎ�¯¼��ÁÎ��2¼×�ÎÌ�Î×¯��Î¯�����EÜ±�Î�Ò�VÁµǞ×¯��Ò���µ�V�Î�©Ü�ì�ì�µ��X������
EÜ±�Î�Ò�EÜ¼Ǟ�¯Ì�ÒĮ�

1 Mary Monte de López Moreira, Line Bareiro y Clyde Soto, $O�ȍQ�FLXGDGDQDV������������������D³RV�GH�GHUHFKRV�SRO¯WLFRV�GH�ODV�
PXMHUHV�HQ�3DUDJXD\ (Asunción: Centro de Documentación y Estudios [CDE], 2011), 69.

2 María Lilian Román y Clyde Soto. “Derecho a la igualdad y a la no discriminación de la mujer”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\������(Asunción: Alter Vida HW�DO�, 1996). y co de las mujeres y promover una cultura de igualdad, de derechos 
humanos, de democracia y de no violencia. las acciones del I 

3 Ibíd. 
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En 1996, con la Ley N.º 834/1996 “Código Electoral”, se incorporó una cuo-
×����µ�ăāŧ����»Ü±�Î�Ò��¼�µ�Ò�µ¯Ò×�Ò�ÌÎ¯»�Î¯�Ò�Ł�Î×Ǟ�ÜµÁ�Ąăį�¯¼�Į�Îłį���Ì�Ò�Î����
µ�Ò�ÌÎÁÌÜ�Ò×�Ò����µ��X������EÜ±�Î�Ò�VÁµǞ×¯��Ò�ì�µ��\��Î�×�ÎǞ�����µ��EÜ±�Î����
conformar con un máximo del 60% de participación de cualquiera de los se-
xos en las listas primigenias para las elecciones internas de los partidos po-
µǞ×¯�ÁÒĮ�>��ÌÎÁÌÜ�Ò×��¨Ü������×¯���ì�õ¼�µ»�¼×��ÍÜ��Â��¼��µ��Ò��ÒÁ�ăāŧį�ÍÜ��
sigue vigente.

En las Elecciones Generales 2003, aunque mínimo, se percibía un aumen-
×Á�ÌÎÁ©Î�Ò¯åÁ��¼�µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�ÌÁµǞ×¯������µ�Ò�»Ü±�Î�ÒĮ��µ��Á¼©Î�ÒÁ�ÍÜ��Â�
�Á¼¨ÁÎ»��Á��Á¼�Ăāįąŧ����»Ü±�Î�Òĭ�ĂĂįĂŧ��¼��µ�\�¼��Á�ì�Ăāŧ��¼�µ����»�Î�����
�¯ÌÜ×��ÁÒĮ�\¯¼��»��Î©Áį�¼¯¼©Ü¼��»Ü±�Î���Ǟ�������¯�Á���µ��ÌÎ�Ò¯��¼�¯��¼¯�
��µ��å¯��ÌÎ�Ò¯��¼�¯�����µ��X�ÌÝ�µ¯��į�ì����ĂĈ�©Á��Î¼��¯Á¼�Òį�ÌÁÎ�ÌÎ¯»�Î��å�ñ�
Ü¼��»Ü±�Î�¨Ü���µ��×��©Á��Î¼��ÁÎ��ŁE¯Î×��X�»Á¼��E�¼�Áñ���¼��Á¼��Ì�¯Â¼łį�
lo que representa el 5,9% del total4. Ese año también se aprobó el II Plan de 
2©Ü�µ���� ���KÌÁÎ×Ü¼¯����Ò� ŁăāāĄŅăāāĈłį� ÍÜ�� ×�¼Ǟ�� �Á»Á� Á�±�×¯åÁ� ©�¼�Î�µ�
“lograr el acceso equitativo y la participación en igualdad de oportunidades 
Ì�Î��»Ü±�Î�Ò�ì�Á»�Î�Ò��¼�µ�Ò��Ò×ÎÜ�×ÜÎ�Ò����ÌÁ��Î�ì�µÁÒ�ÌÎÁ��ÒÁÒ����×Á»��
de decisiones”, proponiendo cambios legislativos, entre otras acciones. Así, 
a mediados del 2003, el defensor del Pueblo, Manuel María Páez Monges, 
presentó a la Cámara de Diputados un proyecto donde propuso una cuota 
¼Á�¯¼¨�Î¯ÁÎ��µ�Ćāŧ����»Ü±�Î�Ò��¼�µ�Ò�µ¯Ò×�Ò�Ì�Î����Î©ÁÒ��µ��×¯åÁÒ5. Otra pro-
ÌÜ�Ò×��Ò¯»¯µ�Î� ¨Ü��ÌÎ�Ò�¼×����ÌÁÎ� µ���Á»¯Ò¯Â¼�2¼×�ÎÌ�Î×¯��Î¯�����EÜ±�Î�Ò�
��µ�V�Î�©Ü�ì�Ł�¯»Ì�ÎłĮ��¼���»�¯Áį�µ��X������EÜ±�Î�Ò�VÁµǞ×¯��Ò�ÌÎÁÌÜÒÁ�Ü¼�
aumento de la cuota al 33%6. Es decir, la propuesta de paridad en la confor-
»��¯Â¼����µ�Ò�µ¯Ò×�Ò�Ł�Ý¼���±Á�µ����¼Á»¯¼��¯Â¼�����ÜÁ×����µ�Ćāŧł�Ò��Î�»Á¼×��
al año 2003. 

Por otro lado, a pesar de las campañas emprendidas por la sociedad civil 
ŊĲEÜ±�Î�Ò���µ���ÁÎ×��v�ıŌ�ì�ŊEÜ±�Î�Ò���µ���ÁÎ×�ĭ��Ò�4ÜÒ×¯�¯�Ōį�¼¯¼©Ü¼��»Ü±�Î�
fue electa para integrar la Corte en 2003. Fue recién en 2004 cuando se reno-
vó casi la totalidad de la Corte Suprema de Justicia y, a pesar de que cuatro 
»Ü±�Î�Ò��Á¼�Ü¼��Î��Á¼Á�¯���×Î�ì��×ÁÎ¯���¼�µ��»�©¯Ò×Î�×ÜÎ��¨Ü�ÎÁ¼���¼�¯��-
tas, solo una fue electa, la Dra. Alicia Pucheta de Correa, siendo la primera 
»Ü±�Î�ÍÜ��¯¼×�©ÎÂ� µ���ÁÎ×���¼���Î��×�Î����»¯¼¯Ò×Î�Į��Á»Á��¼×�����¼×�į�Ò��
Ò����ÍÜ�į��¼�ĂĊĂāį�µ����Á©����¨�»¯¼¯Ò×��\�Î�õ¼����å�µÁÒ�¯¼×�©ÎÂ��¯���¯¼Ò-
×�¼�¯�� �Á»Á�ÒÜ�ÎÁ©�¼×���¼×�� µ�� ¯¼¯�¯�¯Â¼���� µÁÒ�»�©¯Ò×Î��ÁÒ�ì� ±Ü���Ò��¼�
algunos asuntos7. 

4 Ofelia Martínez y Myrian González, “La igualdad de las mujeres y los desafíos ante el nuevo gobierno”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2003), 98-99.

5 Ibíd.

6 Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de las Mujeres, /D�KRUD�GH�DYDQ]DU 
(Asunción: ONU Mujeres, 2015), 43. 

7 Line Bareiro, Clyde Soto y Mary Monte, $OTXLPLVWDV��'RFXPHQWRV�SDUD�OD�RWUD�KLVWRULD�GH�ODV�PXMHUHV (Asunción: Centro de 
Documentación y Estudios [CDE], 1993), 63.
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En los años 2005 y 2006, la Asociación Nacional Republicana (ANR) o Partido 
Colorado y el Partido Liberal Radical Auténtico (PLRA) aumentaron del 20 
�µ�ĄĄŧ�µ���ÜÁ×��»Ǟ¼¯»�����Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼����»Ü±�Î�Ò��¼�µ�Ò�µ¯Ò×�Òį�Î�ÒÌ��×¯å�-
mente. En 2006 también se dieron dos grandes hitos: por primera vez una 
»Ü±�Î�¨Ü���µ��×���Á»Á�¯¼×�¼��¼×���¼�µ����Ì¯×�µ���µ�Ì�ǞÒį�µ���ÁµÁÎ�����å�¼ì�
���+�µµ�©ÁÒį�ì�×�»�¯�¼�ÌÁÎ�ÌÎ¯»�Î��å�ñ�Ü¼��»Ü±�Î�ÌÎ�Ò¯�¯Â��µ���¼�Á���¼×Î�µ�
del Paraguay (BCP), la señora Mónica Pérez8.

Luego de 62 años de gobierno de la ANR, se logró la alternancia política en 
las Elecciones Generales 2008 con la victoria del exobispo Fernando Lugo a 
µ��ÌÎ�Ò¯��¼�¯�����µ��X�ÌÝ�µ¯��Į��¼��Ò��Á��Ò¯Â¼į��µ�»¯Ò»Á��¼¨Î�¼×Â����µ�¼���
Kå�µ�Îį���� µ��žFXį� µ��ÌÎ¯»�Î����¼�¯��×��»Ü±�Î��� µ��ÌÎ�Ò¯��¼�¯���Á¼�Î��µ�Ò�
posibilidades de resultar electa. En esas elecciones se registró nuevamen-
×��Ü¼� µ�å�� �Ü»�¼×Á���� µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼����»Ü±�Î�Ò� �¼��»��Ò� ��»�Î�Ò���µ�
Congreso9Į�ž�õ¼�µ�Ò�����Ò���ÀÁį�å�Î¯�Ò��¯ÌÜ×���Ò�×�»�¯�¼�ÌÎ�Ò�¼×�ÎÁ¼�Ü¼�
ÌÎÁì��×Á����µ�ì�Ì�Î���µ�å�Î��µ�Ćāŧ��µ�ÌÁÎ��¼×�±�����»Ü±�Î�Ò��¼�µ�Ò�µ¯Ò×�Ò�Ì�Î��
elecciones internas y además se creó la Unidad de Género del Tribunal Supe-
rior de Justicia Electoral (TSJE)10. 

�¼�ăāĂĂ�Ò���Ü»Ìµ¯�ÎÁ¼��¯¼�Ü�¼×���ÀÁÒ���µ���Î��Á��µ�åÁ×Á����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì�
nuevamente se presentó una propuesta de paridad en la vida política, con-
¨ÁÎ»�¼�ÁÒ���µ�*Î�¼×��F��¯Á¼�µ�ÌÁÎ�µÁÒ���Î��ÁÒ�VÁµǞ×¯�ÁÒ����µ�Ò�EÜ±�Î�Òį�¯¼-
×�©Î��Á�ÌÁÎ�Ì�Îµ�»�¼×�Î¯�Òį�»Ü±�Î�Ò���µ��±��Ü×¯åÁ�ì�ÌÁµǞ×¯��Ò�����¯¨�Î�¼×�Ò�
Ò��×ÁÎ�ÒĮ�\¯¼��»��Î©Áį���Ì�Ò�Î�����Ò×��ÁÎ©�¼¯ñ��¯Â¼��Á¼Ò×�¼×�����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�
por el reconocimiento de sus derechos, el proyecto fue pospuesto de manera 
¯¼��õ¼¯��į�Ŋ�¼�»��¯Á�����ëÌÎ�Ò¯Á¼�Ò�����ÜÎµ�����å�Î¯ÁÒ�Ì�Îµ�»�¼×�Î¯ÁÒŌ11. 

El 2013 fue nuevamente un año electoral, cuando se registró un leve aumento 
�¼�µ���µ���¯Â¼����»Ü±�Î�Ò12, y en 2014 se reinició el debate sobre el antepro-
yecto de ley de paridad. Ese año también se rechazó la paridad en la Conven-

8 Myrian González Vera y Verónica Villalba Morales, “Un Estado que desatiende los derechos de las mujeres”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2006), 100-101. 

9 En dichas elecciones generales, en la Cámara de Senadores fueron electas solamente 15,6% de mujeres; en la Cámara 
de Diputados 11,2% y solo una mujer (5,8%) fue electa en las gobernaciones. Elba Núñez, “Escaso cumplimiento de las 
obligaciones del Estado paraguayo”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2008), 324. María 
Cristina Villalba fue electa como gobernadora del departamento de Canindeyú por la ANR en el periodo 2008-2013.

10 Enrique Gauto, “Película repetida. Baja institucionalidad y falta de cambios legales siguen afectando a los derechos 
políticos”, en�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2009), 516.

11 Clyde Soto, “Un hito en el camino de la ciudadanía femenina”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2011), 406. 

12 20% en la Cámara de Senadores y 17% en la Cámara de Diputados; 17% en el Parlamento del Mercosur, 5,8% en las 
gobernaciones con una única mujer (Marlene Ocampos electa gobernadora en el departamento de Alto Paraguay); 
17% de mujeres en las juntas departamentales. Respecto a los gobiernos locales, solo 8% tenían una mujer como 
intendenta y había un 22% de mujeres en las juntas municipales. En el Ejecutivo, a nivel ministerial, había tres mujeres, 
lo que representaba el 27%. Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (Cladem 
Paraguay), “La otra mitad: resistiendo ante las desigualdades y luchando por la materialización de derechos”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2013), 152. 
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ción Nacional del PLRA13. Finalmente, el 8 de marzo de 2016 se presentó un 
nuevo proyecto de Ley de Paridad Democrática por parte de 9 senadoras y 4 
senadores de distintas agrupaciones políticas. El proyecto fue fruto de un 
×Î���±Á��Î×¯�Üµ��Á���µ�+ÎÜÌÁ� 2»ÌÜµÒÁÎ���� µ��V�Î¯������»Á�Î�×¯��� Ł+2V�łį�
¯¼×�©Î��Á�ÌÁÎ�»Ü±�Î�Ò�ÌÁµǞ×¯��Òį�ÁÎ©�¼¯Ò»ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�ì����µ��ÒÁ�¯������¯å¯µį�
con el apoyo de agencias de las Naciones Unidas. 

En mayo de 2018, la Dra. Alicia Pucheta renunció a la Corte Suprema de Justi-
�¯��ì�±ÜÎÂ��Á»Á�å¯��ÌÎ�Ò¯��¼×��¯¼×�Î¯¼�����µ��X�ÌÝ�µ¯�����µ�V�Î�©Ü�ìį��Á¼å¯Î-
×¯�¼�ÁÒ���¼�µ��ÌÎ¯»�Î��»Ü±�Î��¼�Á�ÜÌ�Î��¯�Á���Î©Á14. En las Elecciones Ge-
¼�Î�µ�Ò�ăāĂĉį�Ü¼��å�ñ�»�Ò�µÁÒ�ÌÁÎ��¼×�±�Ò�����µ���¯Â¼����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�¨Ü�ÎÁ¼�
��±ÁÒį�¯¼�µÜÒÁ��Á¼�µ�å�Ò�Î�×ÎÁ��ÒÁÒĭ��¼�¼¯¼©Ý¼���Î©Á�µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÒÜÌ�Î�ÎÁ¼�
�µ��Ò��ÒÁ�ăāŧ����µ���ÜÁ×��õ±�����¼�ĂĊĊćĮ��µ��Á¼©Î�ÒÁ��Ò×Ü�¯Â��µ�ÌÎÁì��×Á����
Ley de Paridad Democrática en 2018, logrando la aprobación dos veces en la 
Cámara de Senadores, conforme el proceso legislativo, pero vaciada de con-
tenido en la de Diputados, que terminó aprobando una “ley de paridad sin 
Ì�Î¯���ŌĮ��Á¼Ò��Ü�¼�¯������µµÁį��µ�+2V��ÒÁµ¯�¯×Â��µ�å�×Á���µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ15. 

La revisión de los informes anuales de derechos humanos respecto a la parti-
�¯Ì��¯Â¼�ÌÁµǞ×¯������µ�Ò�»Ü±�Î�Òį���Ò���ĂĊĊć��Ò×��µ��¨���į�»Ü�Ò×Î���µ�»�¼ÁÒ�
tres cosas: 

ĂĮ� >���ÜÁ×���Ò�¯¼ÒÜõ�¯�¼×��ÌÁÎ�å�Î¯�Ò�Î�ñÁ¼�Òĭ��¼�ÌÎ¯»�Î�µÜ©�Îį��Ò�»Üì�
��±�� Łăāŧł� ì� Ò�� �Ìµ¯���Ý¼¯��»�¼×�� �¼� µ�Ò� ¯¼×�Î¼�Ò�Ì�Î×¯��Î¯�Òį� ¼Á�
�¼��µ�Î�ÒÜµ×��Á����µ�Ò�»¯Ò»�ÒĮ��Ò×Á��¨��×����µ��ÌÎÁÌÁÎ�¯Â¼�õ¼�µ����
»Ü±�Î�Ò��¼�µ�Ò�µ¯Ò×�Òį�Ü�¯����Ò��¼�¼Ý»�ÎÁÒ��µ×ÁÒį�¼Á��µ�©¯�µ�ÒĮ�K×Î��
�¯õ�Üµ×����Ò�ÍÜ�į���Ì�Ò�Î����ÍÜ��µÁÒ�Ì�Î×¯�ÁÒ�×¯�¼�¼��ÜÁ×�Ò�»�Ò��µ×�Ò�
(ANR y PLRA del 33% y Frente Guasu del 50%), no la aplican correc-
tamente ni los tribunales electorales internos controlan su cumpli-
miento. Queda claro que, en más de veinte años de aplicación en 
diferentes procesos electorales, no se alcanzó siquiera el mínimo 
establecido del 20%. 

ăĮ� ž� ×Î�å�Ò� ��� �¯Ò×¯¼×�Ò� ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Òį� µ�Ò�»Ü±�Î�Ò� �¼�ÌÎÁ»Áå¯�Á�
a lo largo de estas dos décadas diferentes proyectos de leyes para 
µÁ©Î�Î�Ü¼��»�±ÁÎ� ¯¼�ÁÎÌÁÎ��¯Â¼���� µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼� µ�Ò� µ¯Ò×�Ò�ìį�ÌÁÎ�
ende, en los cargos de decisión. 

13 Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (Cladem Paraguay), “En alerta, por la 
igualdad y la no discriminación de todas las mujeres en Paraguay”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: 
Codehupy, 2014), 154.

14 La doctora Alicia Pucheta fue propuesta para integrar el cargo de vicepresidencia en sustitución de Juan Afara, quien 
se candidató y ganó una banca en el Senado para el periodo 2018-2023. La misma ocupó el cargo de mayo a agosto del 
2018. 

15 En las Elecciones Generales 2018 se registró un 39% de candidaturas, pero apenas 18% de elección de mujeres. En la 
Cámara de Senadores fueron electas 18% de mujeres, en Diputados el 15%, en el Parlamento del Mercosur 17%, en 
las juntas departamentales 20%. Marcella Zub Centeno, “La ciudadanía política de las mujeres en debate público”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2018), 438-441.
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ĄĮ� �ë¯Ò×��Ü¼��µ�ÎÁ��Ò×�¼��»¯�¼×Á���µ���Î��Á����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò���µ��Ì�Î-
ticipación política y urge la adopción de mecanismos, como la pari-
���į�Ì�Î��µÁ©Î�Î��å�¼��Ò�Ò¯©¼¯õ��×¯åÁÒ��¼��Ò×����Î��ÁĮ

E�Ò��µµ�����µÁÒ�¼Ý»�ÎÁÒį�µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼�µ��×Á»��������¯-
Ò¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��Ò�Ü¼���Ü�Ò×¯Â¼������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ�ì������»Á�Î��¯�Į�>��
�ÜÒ�¼�¯�����»Ü±�Î�Ò��Ò�µ���ÜÒ�¼�¯����µ��¯¼�Ü�¼×��ÌÁÎ��¯�¼×Á����µ��ÌÁ�µ��¯Â¼į�
de los intereses, de las miradas, de las propuestas, del pluralismo en sí, que 
¯»Ì¯����å�¼ñ�Î���¯��Ü¼��ÒÁ�¯�����»�Ò�±ÜÒ×����¯©Ü�µ¯×�Î¯�Į�

sitUaCiÓn DEl DErECHO 

A raíz de las medidas sanitarias tomadas para enfrentar la pandemia de la 
covid-19, el TSJE suspendió las elecciones municipales previstas para no-
viembre de 202016, decisión que fue refrendada por el Congreso y, con ello, 
µ���ë×�¼Ò¯Â¼����µÁÒ�»�¼��×ÁÒ����¯¼×�¼��¼×�ÒŁ�Òł�ì�±Ü¼×�Ò�»Ü¼¯�¯Ì�µ�Ò�ÌÁÎ�Ü¼�
año más17. Hay una gran expectativa en estas elecciones, pues se aplicará por 
primera vez el sistema de desbloqueo de listas y voto preferencial, así como 
se utilizarán urnas electrónicas tanto para las internas partidarias como 
para las municipales. 

ž�¼¯å�µ�»Ü¼¯�¯Ì�µį�µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�Á�ÜÌ�¼��Ì�¼�Ò��µ�Ăāŧ����µ�Ò�¯¼×�¼��¼�¯�Ò�ì��µ�
ăăŧ��¼�µ�Ò�±Ü¼×�Ò�»Ü¼¯�¯Ì�µ�ÒĮ���Ì�Î×�»�¼×ÁÒ��Á»Á���¼¯¼��ìÝį�E¯Ò¯Á¼�Òį�
ž»�»��ì�ì��ÁÍÜ�ÎÂ¼�¼Á�×¯�¼�¼�¼¯¼©Ü¼��»Ü±�Î��¼�µ�Ò�¯¼×�¼��¼�¯�ÒĹ�Á×ÎÁÒį�
�Á»Á�J��»�Ü�Ýį� VÎ�Ò¯��¼×��0�ì�Òį� žµ×Á� V�Î�©Ü�ì18, Caazapá, San Pedro 
ì� �Á¼��Ì�¯Â¼� ×¯�¼�¼� �Ì�¼�Ò� Ü¼�Į� �ÁÎ�¯µµ�Î�į� +Ü�¯Î�į� ���©Ü�ñÝ� ì� ��¼×Î�µ�
�Ü�¼×�¼į������Ü¼Áį��Á¼��ÁÒ�¯¼×�¼��¼×�ÒĮ�2×�ÌÝ��ì�V�Î�©Ü�ÎǞ�ÒÁ¼�µÁÒ���Ì�Î×�-
»�¼×ÁÒ��Á¼�»�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼�µ��̄ ¼×�¼��¼�¯�ĭ�2×�ÌÝ��×¯�¼��Ć�»Ü±�Î�Ò�̄ ¼×�¼��¼-
tas de 30 distritos y Paraguarí tiene 4 intendentas de un total de 17 distritos19. 

ž�×Ü�µ»�¼×�į��µ�ÌÁÎ��¼×�±�����»Ü±�Î�Ò��¼���Î©ÁÒ��µ��×¯åÁÒ�¼Á�ÒÜÌ�Î���µ�ĂĆŧĮ�
En el Congreso, durante los treinta años de democracia, no ha habido nin-
©Ü¼��»Ü±�Î��Á»Á�ÌÎ�Ò¯��¼×��¼¯���� µ����»�Î�����\�¼��ÁÎ�Ò�¼¯�����¯ÌÜ×�-
dos. En la Corte Suprema de Justicia, de nueve ministros, solamente dos son 
»Ü±�Î�Òĭ�µ���Î�Į���ÎÁµ¯¼��>µ�¼�Ò�ì�µ���Î�Į�+µ��ìÒ���Î�¯ÎÁ����EÂ�¯��Į��¼�µ�Ò�

16 Violeta Morínigo, “TSJE suspende plazos establecidos en el Cronograma Electoral para las Municipales 2020”,�76-(, 
30 de marzo de 2020, acceso el 10 de octubre de 2020, https://tsje.gov.py/noticias/leer/8530-tsje-suspende-plazos-
establecidos-en-el-cronograma-electoral-para-las-municipales-2020.html.

17� /H\�1�|�����������TXH�PRGLȑFD�WHPSRUDO�\�SDUFLDOPHQWH�HO�DUW¯FXOR�����GH�OD�/H\�1�|����������ǘ4XH�HVWDEOHFH�HO�&µGLJR�
Electoral Paraguayo”, a los efectos de los comicios municipales del año 2020 y establece un nuevo calendario electoral 
para las elecciones municipales año 2020. “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, 
acceso el 15 de octubre de 2020, http://silpy.congreso.gov.py/expediente/120266.

18 En Alto Paraná fueron electas dos mujeres: Sandra McLeod de Zacarías en Ciudad del Este y María Victoria Salinas 
en Santa Rosa del Monday. La primera fue destituida luego de una intervención en 2019, convocándose a nuevas 
elecciones, donde resultó ganador Miguel Prieto. 

19 Información extraída del sitio web del Tribunal Superior de Justicia Electoral www.tsje.gov.py. 
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Ýµ×¯»�Ò�×�Î¼�Ò��µ��ÁÎ���Ò�ÌÁÎ��µ��Á¼Ò�±Á����µ��E�©¯Ò×Î�×ÜÎ��Ì�Î��µ���ÁÎ×�į�¼¯�
Ò¯ÍÜ¯�Î��Ò���¼��Á¼Ò¯��Î��Á�»Ü±�Î�ÒĮ�VÁÎ�Á×ÎÁ�µ��Áį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�ì��µ�
E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ����¨�¼Ò��VÝ�µ¯����Ò×�¼��¯Î¯©¯�ÁÒ�ÌÁÎ�»Ü±�Î�Òĭ�µ���Î�Į�\�¼�Î��
Quiñónez y la Dra. Lorena Segovia, respectivamente. A nivel de relaciones 
�ë×�Î¯ÁÎ�Òį�����Ü�Î�¼×��ì��Ü�×ÎÁ��»��±���Ò�ì�Î�ÌÎ�Ò�¼×��¯Á¼�Ò�Ì�Î»�¼�¼-
×�Ò�ÍÜ��×¯�¼��V�Î�©Ü�ì��¼��µ�»Ü¼�Áį�Ý¼¯��»�¼×���ì�Ò¯�×��»Ü±�Î�Ò20, lo que 
representa apenas el 15,9%, lo que da cuenta de la falta de cumplimiento del 
artículo 8 de la CEDAW que dispone la obligación del Estado de garantizar, 
en igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, la 
ÁÌÁÎ×Ü¼¯�������µ�Ò�»Ü±�Î�Ò����Î�ÌÎ�Ò�¼×�Î���ÒÜ�+Á�¯�Î¼Á��¼��µ�Ìµ�¼Á�¯¼×�Î-
nacional y de participar en la labor de las organizaciones internacionales. 

nUeva LeY De FinanCiamienTo 
poLíTiCo: LeY n.º 6501/2020

�¼�¨��Î�ÎÁ���µ�ăāăā�Ò���ÌÎÁ�Â�µ��>�ì�FĮû�ćĆāĂĺăāăā�ÍÜ��»Á�¯õ���µ��>�ì�FĮû�
ąĈąĄĺăāĂă�ŊWÜ��Î�©Üµ���µ�õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�ÌÁµǞ×¯�Áį�ÍÜ��¨Ü�Î��»Á�¯õ���Á�ÌÁÎ�
>�ì�FĮû�ćĂćĈĺăāĂĉ�ì�»Á�¯õ���µ��>�ì�FĮû�ĉĄąĺĂĊĊć�ÍÜ���Ò×��µ�����µ��Â�¯©Á��µ��-
×ÁÎ�µ�V�Î�©Ü�ìÁŌĮ��Ò×��Ò��Ü�¼�¯�����»Á�¯õ���¯Á¼�Ò�µ�©�µ�Ò���µ��µ�ì����õ¼�¼-
�¯�»¯�¼×Á�ÌÁµǞ×¯�Á�ÌÎ�×�¼����Ò×��µ���Î�Ü¼��Ò�Î¯������Á¼×ÎÁµ�Ò�Ì�Î��±ÜÒ×¯õ��Î�
los fondos de las campañas, ampliando las funciones del TSJE, y se da prin-
cipalmente a raíz del desbloqueo de listas y voto preferente. No obstante, la 
µ�ì�¼Á���Ò¯�Á�Î�©µ�»�¼×�����Ò×��µ��¨���į�µÁ�ÍÜ���¯õ�Üµ×��ÒÜ��Ìµ¯���¯Â¼��¼�
los próximos comicios; tampoco establece límites a los gastos de campaña, 
lo que impide que las personas candidatas puedan competir en igualdad de 
condiciones. Por otro lado, la ley no contempló ni incorporó ninguna medi-
���ÍÜ���ìÜ�����Ì�µ¯�Î�µ�Ò��¯õ�Üµ×���Ò�ÍÜ��×¯�¼�¼�µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼��µ�����ÒÁ��µ�
õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�ÌÁµǞ×¯�ÁĮ�

aUSenCia De mUjereS en LoS ComiTéS 
����Y.].]�VJY��Jr.�ɰǽȅ�

�ÜÎ�¼×�� µ��¨�Ò����ÎÁ���� µ���Ü�Î�¼×�¼�����Î�×����ÌÁÎ��µ��±��Ü×¯åÁį��Á¼����µ�
E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ�ŁE\Vì�\ł�×Á»�������¯Ò¯Á¼�Ò�
��Ò¯����¯�Î¯Á�ÒÁ�Î���µ��Ò×��Á����µ��Ò¯×Ü��¯Â¼į�Ò��¼Á×�ÎÁ¼�µ���ÜÒ�¼�¯�����»Ü±�-
res y la ausencia de la perspectiva de género en las medidas adoptadas y las 
respuestas ante la crisis. A nivel departamental, se crearon comités de crisis, 
generalmente conducidos por las secretarías de Salud de las gobernaciones. 
X�Î�Ò�å���Ò�¯¼×�©Î�ÎÁ¼��¼��Ò×ÁÒ��Á»¯×�Ò���µ�Ò�Ò��Î�×�ÎǞ�Ò����µ��EÜ±�Î�ì���»Ü-
±�Î�Ò�µǞ��Î�Ò����µÁÒ���Ì�Î×�»�¼×ÁÒ�ì�»Ü¼¯�¯Ì¯ÁÒĮ�>���ÜÒ�¼�¯�����µ��»¯Î�������

20 Colombia, Bolivia, Perú, Canadá, Suiza y Portugal. En Suecia había una mujer como embajadora, pero la representación 
fue cerrada hace poco tiempo. Asimismo, recientemente el Ministerio de Relaciones Exteriores presentó el 
nombramiento de una mujer como embajadora en Alemania.
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©�¼�ÎÁ�ì��µ�ÎÁµ�ÌÎÁ×�©Â¼¯�Á����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì����µÁÒ�»���¼¯Ò»ÁÒ����¯©Ü�µ����
en la toma de decisiones durante la pandemia hoy se hacen tangibles con el 
aumento de las tareas de cuidado, la violencia doméstica y la intrafamiliar, 
µ��Ì�Î�¯������ÌÜ�Ò×ÁÒ����×Î���±Á�ÍÜ���¨��×����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÍÜ��Ò���¼�Ü�¼×Î�¼�
en el sector informal de la economía y el acceso a la salud sexual y repro-
ductiva21. Sobre este punto, cabe señalar que la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH), a través de la Resolución N.º 1/2020 Pandemia 
y Derechos Humanos en las Américas, recomienda: 

žÒ�©ÜÎ�Î�µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼����»Ü±�Î�Ò��¼�ÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò����×Á»��������¯Ò¯Â¼��¼�µÁÒ�
�Á»¯×�Ò�ì�©ÎÜÌÁÒ����×Î���±Á����Î�ÒÌÜ�Ò×���� µ���Î¯Ò¯Ò�Ò�¼¯×�Î¯����µ��Ko2�ŅĂĊį�
asegurando la incorporación de la perspectiva de género en el diseño, imple-
»�¼×��¯Â¼į� �±��Ü�¯Â¼� ì�»Á¼¯×ÁÎ�Á� ��� µ�Ò�»��¯��Ò� ì� ÌÁµǞ×¯��Ò� ��ÁÌ×���Ò� �¼�
respuesta a dicha crisis sanitaria. En particular, incorporar la perspectiva de 
género a partir [de] un enfoque transversal teniendo en cuenta los contextos 
y condiciones que potencializan los efectos de la crisis, como la precariedad 
económica, la condición de migrante o desplazada, la privación de libertad, 
origen étnico-racial, entre otras.22 

eFeCToS De La panDemia Y La poSTergaCión 
De LaS eLeCCioneS en La parTiCipaCión 
poLíTiCa De LaS mUjereS

\¯¼��Ü��į��Ò×���Á¼×�ë×Á���Ò�¨Ǟ����µ�Ò�»Ü±�Î�Òį��¼�ÌÎ¯»�Î�µÜ©�Îį�ÌÁÎÍÜ���¼�
Á�ÜÌ��Á�µ��ÌÎ¯»�Î��µǞ¼�����µ�×Î���±Á��Á»Ü¼¯×�Î¯Á��µ�¨Î�¼×�����Áµµ�Ò�ÌÁÌÜµ�-
res, actividades de solidaridad, acciones sanitarias como elaborar y proveer 
tapabocas e insumos médicos a la comunidad, barreras sanitarias, tareas 
ÁÎ©�¼¯ñ�×¯å�Ò�ì����õÒ��µ¯ñ��¯Â¼���¼×ÎÁ����ÒÜ�ÌÎÁÌ¯��µÁ��µ¯���į��×�Į23 En tér-
minos de candidaturas, si bien, en teoría, el proceso electoral quedó “para-
µ¯ñ��ÁŌ��Á¼�µ��ÒÜÒÌ�¼Ò¯Â¼����µ�Ò��µ���¯Á¼�Òį�¼Ü¼�����±Â�������ÎÒ��ÌÁµǞ×¯��Į�

Una encuesta24� �Ìµ¯������� ĂăĆ���¼�¯��×�Ò���� µÁÒ���Ì�Î×�»�¼×ÁÒ���� 2×�ÌÝ�į�
E¯Ò¯Á¼�Òį�J��»�Ü�Ýį�+Ü�¯Î��ì����ñ�Ì��»Ü�Ò×Î��ÍÜ���µ�ćĉŧ����µ�Ò���¼�¯��×�Ò�

21 En el conversatorio “Política y COVID-19: ¿cómo participamos las mujeres”, Line Bareiro expresó: “Es importante 
difundir la capacidad de las mujeres para enfrentar la adversidad”, %ORJ�GH�6XPDPRV�PXMHUHV, 7 de mayo de 2020, https://
sumamosmujeres.blogspot.com/2020/05/line-bareiro-es-importante-difundir-la.html. En el mismo evento, Lilian 
Soto expresó que “es importante discutir sobre cómo esta pandemia afecta diferenciadamente a las mujeres”. %ORJ�GH�
6XPDPRV�PXMHUHV, 5 de mayo de 2020, https://sumamosmujeres.blogspot.com/2020/05/lilian-soto-es-importante-
discutir.html.

22 CIDH/OEA, 3DQGHPLD�\�'HUHFKRV�+XPDQRV��5HVROXFLµQ�1�r�����, acceso el 24 de octubre de 2020, https://www.oas.org/es/
cidh/decisiones/pdf/Resolucion-1-20-es.pdf, 50.

23 Una serie de artículos sobre los trabajos de las mujeres durante la pandemia pueden ser leídos en el blog de Red de 
Mujeres del Sur: http://reddemujeresdelsur.blogspot.com.

24 Resultados de la encuesta pueden encontrarse en “El impacto del covid-19 en las candidaturas de las mujeres en 
5 departamentos del país”, %ORJ�GH�6XPDPRV�PXMHUHV, 5 de noviembre de 2020, https://sumamosmujeres.blogspot.
com/2020/11/el-impacto-del-covid-19-en-las.html.
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ya tenía un lugar en la lista antes de la pandemia o estaban negociando y 
×Î���±�¼�Á���¼×ÎÁ���µ��ÍÜ¯ÌÁ�ÌÁµǞ×¯�Á�ÒÜ�ÌÁÒ¯�¯Â¼į�ì�ÒÁµÁ�Ü¼�Ăĉŧ�¼Á�×�¼Ǟ���Ý¼�
Ü¼�µÜ©�Î��¼�µ��µ¯Ò×�į�Ì�ÎÁ��Ò×���¼�×Î���±�¼�Á��¼��µµÁĮ��µ�ąĊŧ����µ�Ò��¼×Î�å¯Ò×�-
��Ò��¯±Á�ÍÜ��µ���»�Î©�¼�¯��¼Á��¨��×Â�ÒÜÒ���¼�¯��×ÜÎ�Òį�¨Î�¼×����Ü¼�ĆĂŧ�ÍÜ��
�¯±Á�ÍÜ��ÒǞĮ��Ò×�Ò�Ýµ×¯»�Ò�Ò�À�µ�¼�å�Î¯�Ò�Î�ñÁ¼�Òĭ�

µ�Ò�Î�Ò×Î¯��¯Á¼�Ò�ÌÎÁÌ¯�Ò����µ���Ü�Î�¼×�¼��ÌÁÎÍÜ��×Á�Á��µ�×Î���±Á�ÁÎ©�¼¯ñ�×¯-
vo se paralizó, no pueden seguir con las actividades políticas de rutina (re-
Ü¼¯Á¼�Òį� å¯Ò¯×�Òį� �õµ¯��¯Á¼�ÒłĹ� Î�×ÎÁ��ÒÁÒ� ì� �¯õ�Üµ×���Ò� ��Á¼Â»¯��ÒĹ� ÌÁÎÍÜ��
µÁÒ�ŊÁõ�¯�µ¯Ò×�ÒŌ�Á�µÁÒ�ÍÜ���Ò×�¼��¼��µ�ÌÁ��Î�×¯�¼�¼�»�Ò�ÌÁÒ¯�¯µ¯����Ò�������Î�
��»Ì�À�Ĺ�ÌÁÎÍÜ��Ò��Î�Ìµ�¼×���×Á�Áĭ���»Ì�À�į�Á�±�×¯åÁÒ�ÌÁµǞ×¯�ÁÒį��×�Į

K×Î�����µ�Ò���ÎÎ�Î�Ò��Ò×ÎÜ�×ÜÎ�µ�Ò�ÍÜ���¼¨Î�¼×�¼�µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼�µ��ÌÁµǞ×¯����Ò�
�µ�����ÒÁ��µ�õ¼�¼�¯�»¯�¼×Áį��µ��Ü�µ�Ò��åÁµå¯Â�»�Ò�¯¼�¯�Î×Á��¼��µ�»�Î�Á����µ��
pandemia, pues es necesario retomar las negociaciones. La misma encuesta 
Ò�À�µ��ÍÜ�į����µ�Ò�ăĊ���¼�¯��×�Ò�ÍÜ���Á¼õÎ»�ÎÁ¼�ÍÜ���Á¼×���¼��Á¼�õ¼�¼-
�¯�»¯�¼×Á� �¼×�Ò� ��� µ�� �»�Î©�¼�¯�� Ò�¼¯×�Î¯�į� Ý¼¯��»�¼×�� ĂĂ� µÁ�»�¼×¯�¼�¼�
pospandemia, lo que representa el 45%. Las demás, 18 candidatas (64,5%), 
Î�ÒÌÁ¼�¯�ÎÁ¼�ÍÜ��¼Á��Ü�¼×�¼��Á¼��µ�õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�Á�¼Á�Ò���¼�Ò¯��Á¼×�Î�¼�
con el mismo para el 2021. 

A pesar de esta incertidumbre, el 60% de las candidatas han señalado que 
mantienen su candidatura para el 2021, frente a 11,2% que no, y 28,8% de 
�µµ�Ò�ÌÎ�õÎ¯�ÎÁ¼�¼Á�Î�ÒÌÁ¼��Î�ì�»�¼×¯�¼�¼�µ��¯¼��Î×¯�Ü»�Î�Į�X�ÒÌ��×Á���µ�Ò�
posibilidades de ocupar un cargo pospandemia, el 50,4% considera que sus 
posibilidades son las mismas, el 18,4% que tiene más posibilidades, y 16,6% 
�Î���ÍÜ��×¯�¼��»�¼ÁÒ�ÌÁÒ¯�¯µ¯����ÒĮ�f¼�Ăąįąŧ�ÌÎ�õÎ¯Â�¼Á�Î�ÒÌÁ¼��ÎĮ�

CasOs OCUrriDOs En 2020

kATTYA GoNZÁLEZ. ��Ò���ÒÜ�¯¼©Î�ÒÁ��¼�µ����»�Î����±�į�µ���¯ÌÜ×������µ�
Partido Encuentro Nacional (PEN) viene denunciando una serie de actos de 
violencia política: negación del uso de la palabra, corte del micrófono, in-
terrupción constante cuando está en uso de la palabra, expulsión de comi-
siones de investigación y agresiones verbales en las mismas plenarias. Todo 
esto, sin que en ninguna ocasión el presidente de Diputados haya aplicado el 
reglamento interno respecto a las interrupciones o llamado la atención y al 
orden, así como el Código de Ética de la Cámara de Diputados. 

CELESTE AMARILLA. El 7 de octubre, la Cámara de Diputados sancionó 
con la suspensión sin goce de sueldo por sesenta días a la diputada Celeste 
Amarilla, del PLRA. La sanción obedece a las expresiones vertidas por la mis-
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ma respecto al origen de los fondos utilizados para las campañas políticas de 
varios de sus colegas. La sanción aplicada es una censura a las expresiones 
y opiniones de la diputada, ampliamente amparada por la Constitución, ar-
×Ǟ�ÜµÁ�ĂĊĂį�ÍÜ���ëÌÎ�Ò�»�¼×��Ò�À�µ�ĭ�Ŋ¼¯¼©Ý¼�»¯�»�ÎÁ���µ��Á¼©Î�ÒÁ�ÌÁ�Î��
Ò�Î���ÜÒ��Á�±Ü�¯�¯�µ»�¼×��ÌÁÎ�µ�Ò�ÁÌ¯¼¯Á¼�Ò�ÍÜ���»¯×���¼��µ���Ò�»Ì�ÀÁ����
ÒÜÒ�¨Ü¼�¯Á¼�Ò�ĿİŀŌĮ��¼�Ü¼��Á»Ü¼¯���Áį��µ�+2V��»�¼¯õ�Ò×��ÍÜ��Ŋµ��Ò�¼�¯Â¼���
la diputada Amarilla evidencia el machismo exacerbado de la representación 
ÌÁµǞ×¯���Ì�Î�©Ü�ì�Ō�ì��Á¼×¯¼Ý���¯�¯�¼�Á�ÍÜ�ĭ�

es inaceptable que en el seno del Parlamento Nacional se busque acallar a las 
»Ü±�Î�Òį�ÍÜ���Á¼��¼ÁÎ»�Ò��Ò¨Ü�ÎñÁÒ��»ÁÒ�µÁ©Î��Á�ÍÜ��Ò��Î��Á¼Áñ���¼Ü�Ò×ÎÁ�
��Î��Á���×�¼�Î�Ü¼��åÁñ�ÌÎÁÌ¯�į��Á»Á�ì��µÁ�Î��µ�»���¼�»Ü±�Î�Ò��Á»Á�\�Î�õ-
na Dávalos hace más de 100 años. Este intento de silenciamiento agrede a las 
»Ü±�Î�Ò�ÍÜ��Ò�©Ü¯»ÁÒ�µÜ��¼�Á�ÌÁÎ�µ��Ìµ�¼��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�ÌÁµǞ×¯���ì�¼Á��ÜÒ���
más que un disciplinamiento que no estamos dispuestas a aceptar. 25

COnClUsiOnEs

Mientras en América Latina ya son 10 los países que han aprobado leyes de 
paridad26, siendo la segunda región del mundo con mayor participación po-
µǞ×¯������»Ü±�Î�Ò�ŁĄĂįĂŧ�ì�ÒÁµÁ�ÌÁÎ�����±Á����µÁÒ�Ì�ǞÒ�Ò�¼ÂÎ�¯�ÁÒ27), en Para-
©Ü�ì��Ò�ÜÎ©�¼×��Î�×Á»�Î��µ�����×��ÒÁ�Î��µ��µ�ì����Ì�Î¯���Į�v�»�Ò��Ý¼������Î��
�µ�¼Ü�åÁ�Ò¯Ò×�»�����µ¯Ò×�Ò���Ò�µÁÍÜ����Ò�ì�åÁ×Á�ÌÎ�¨�Î�¼×�į��Á¼���µ�Ò�»Ü±�-
Î�Ò�×¯�¼�¼�»�Ò��¯õ�Üµ×���Ò�����Á»Ì�×¯Îį�ÒÜ»��Á���µ�Ò���ÎÎ�Î�Ò���Á¼Â»¯��ÒĮ�

El marco constitucional paraguayo expresamente establece que: “El Estado 
promoverá las condiciones y creará los mecanismos adecuados para que la 
¯©Ü�µ����Ò���Î��µ�ì��¨��×¯å�į��µµ�¼�¼�Á�µÁÒ�Á�Ò×��ÜµÁÒ�ÍÜ��¯»Ì¯��¼�Á��¯õ�Üµ-
×�¼�ÒÜ��±�Î�¯�¯Á�ì�̈ ��¯µ¯×�¼�Á�µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼����µ��»Ü±�Î��¼�×Á�ÁÒ�µÁÒ��»�¯×ÁÒ�
de la vida nacional” (art. 48 ª¶�ǝ¶�). Además, el IV Plan Nacional de Igual-
����õ±���Á»Á�»�×��Ü¼��ŊX�ÌÎ�Ò�¼×��¯Â¼�Ì�Î¯×�Î¯�����»Ü±�Î�Ò�ì�Á»�Î�Ò��¼�
cargos electivos, mediante mecanismos del sistema electoral que lleven a la 
¯©Ü�µ����ÒÜÒ×�¼×¯å��ì�¼ÁÎ»�×¯å�Ō�Ł�±��ĄĮăłį��¼��Á¼�ÁÎ��¼�¯���Á¼�µÁÒ�K�±�×¯-
vos de Desarrollo Sostenible (ODS), en especial el N.º 5, y la Convención so-
�Î��µ���µ¯»¯¼��¯Â¼����aÁ��Ò�µ�Ò�*ÁÎ»�Ò�����¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼��Á¼×Î��µ��EÜ±�Î�
(CEDAW, por sus siglas en inglés - Ley N.º 1215/1986). No cabe duda de que 

25 “Diputados violentan...” [Facebook], Comunicado del GIPD, Somos la mitad, queremos 
paridad [@paridad – Comunidad], 8 de octubre de 2020, https://www.facebook.com/paridad/
photos/a.584921558292294/3264785853639171/.

26 México, Nicaragua, Panamá, Honduras, Costa Rica, Ecuador, Argentina, Venezuela, Bolivia y recientemente Perú. 
Además, en el plebiscito celebrado en Chile el 25 de octubre de 2020, que aprueba cambiar la Constitución, 
disponiendo, entre otras cosas, una constituyente paritaria. En Bolivia, las elecciones de 2020 dieron como resultado un 
����GH�PXMHUHV�HQ�OD�&£PDUD�GH�6HQDGRUHV�\�����HQ�OD�&£PDUD�GH�'LSXWDGRV��OR�TXH�HYLGHQFLD�OD�HȑFDFLD�GH�OD�OH\�GH�
paridad. 

27 ONU Mujeres e Unión Interparlamentaria, 0XMHUHV�HQ�OD�3RO¯WLFD������, https://www.unwomen.org/-/media/
KHDGTXDUWHUV�DWWDFKPHQWV�VHFWLRQV�OLEUDU\�SXEOLFDWLRQV������ZRPHQ�LQ�SROLWLFV�PDS������HV�SGI "OD HV	YV ����
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los compromisos del Estado en el plano nacional y en el marco del derecho 
internacional de los derechos humanos no se están cumpliendo en materia 
�������ÒÁ���µ�Ò�»Ü±�Î�Ò���µÁÒ���Î©ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ28. 

>���Î¯Ò¯Ò�ÌÎÁåÁ�����ÌÁÎ�µ��Ì�¼��»¯��µµ�åÂ���»Ü��Ò�»Ü±�Î�Ò����Ü��Î����ÒÜÒ�
��¼�¯��×ÜÎ�Ò��¼×��µ��¯¼��Î×¯�Ü»�Î��õ¼�¼�¯�Î��ì�×�»�¯�¼�ÌÁµǞ×¯��į�©�¼�Î����
por las divisiones internas partidarias cada vez más marcadas. Por otro lado, 
������Á¼Ò¯��Î�Î�µ���ë��Ò¯å����Î©�����×Î���±Á��Á»�Ò×¯�Á����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼��µ�
�Á¼×�ë×Á��Áå¯�ŅĂĊį����»�Ò���µ�×Î���±Á��Ò�Áµ�Î��Á¼�µÁÒ�¼¯ÀÁÒį�µ�Ò�¼¯À�Ò�ì���Á-
µ�Ò��¼×�Òį�×�Î��Ò����µ�Ò�ÍÜ��¼Á��Ò×�¼��ë�¼×�Ò�µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò29. 

ž�Ì�Ò�Î����×Á�Á�ì��¼×��µ���ÜÒ�¼�¯����µ��Ò×��Áį�µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�»ÁÒ×Î�ÎÁ¼�ÒÜ�µ¯-
derazgo comunitario: sus acciones de solidaridad, de organización y de vo-
luntariado evidencian que están capacitadas para enfrentar la adversidad y 
tomar decisiones en favor de las personas. Es necesario que esos liderazgos 
�Á»Ü¼¯×�Î¯ÁÒ�ì��Ò��×Î���±Á�ÌÁµǞ×¯�Á�ń�¼�Ò�¼×¯�Á��»Ìµ¯Áń�Ò��×Î��Üñ��¼��¼��Ò-
caños y puestos de decisión. De la misma manera, es fundamental seguir au-
»�¼×�¼�Á�µ��»�Ò���ÎǞ×¯������»Ü±�Î�Ò��¼�µ��ÌÁµǞ×¯��į�¨ÁÎ×�µ���Îµ�Ò��Á»Á���×Á-
ras con capacidad de intervención social, negociación política y articulación 
�Áµ��×¯å���¼�µ��µÜ���ÌÁÎ�µÁÒ���Î��ÁÒ����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì�µ��Ì�Î¯���į�ì�©�Î�¼×¯ñ�Î�
ÍÜ��Ü¼��å�ñ�ÍÜ��������¼�����Î©ÁÒ����Î�ÌÎ�Ò�¼×��¯Â¼�ÌÜ���¼��±�Î��ÎµÁÒ�µ¯�Î�Ò�
de toda forma de violencia y discriminación. 

rECOMEnDaCiOnEs 

 Ǻ Adoptar una Ley de Paridad que establezca la participación del 50% de 
»Ü±�Î�Ò�ì��µ�Ćāŧ����Á»�Î�Ò��¼�µ�Ò�µ¯Ò×�Ò��µ��×ÁÎ�µ�Òį����»�¼�Î���µ×�Î¼����
como mecanismo electoral que lleve a la igualdad sustantiva.

 Ǻ Incorporar en la Ley de Financiamiento Político límites o topes a los gas-
tos de campaña y establecer disposiciones que obliguen a los partidos, 
movimientos, alianzas y concertaciones políticas a destinar parte de los 
Î��ÜÎÒÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�ÍÜ��Î��¯��¼�Ì�Î��µ�Ò���»Ì�À�Ò����µ�Ò�»Ü±�Î�Òį��ÒǞ��Á»Á�
formación y capacitación al electorado con perspectiva de género. 

 Ǻ Aprobar ordenanzas de paridad y de maternidad a nivel local o municipal, 
��µÁÒ��¨��×ÁÒ����©�Î�¼×¯ñ�Î�µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á-

28 El Estado paraguayo ha recibido recomendaciones en materia de participación política de las mujeres. Algunas de 
ellas son del Comité de Derechos Humanos y del Comité CEDAW, que pueden encontrarse en https://www.mre.gov.py/
VLPRUHSOXV��EXVFDGRU�

29 Según datos del Ministerio de la Mujer, hubo un incremento del 78% de las llamadas al SOS 137 durante los meses de 
marzo y abril. “Denuncias de violencia contra la mujer aumentaron un 78%”, /D�1DFLµQ, 19 de mayo de 2020, acceso 
el 14 de octubre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/05/19/denuncias-de-violencia-contra-la-mujer-
aumentaron-un-78/.
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nes civiles como las comisiones vecinales y también resguardar los dere-
�ÁÒ����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ÍÜ�����¯��¼�Ò�Î�»��Î�Ò��Ò×�¼�Á��¼���Î©ÁÒ��µ��×¯åÁÒĮ

 Ǻ ž�ÁÌ×�Î�Ü¼��µ�ì��Á¼×Î��µ��å¯Áµ�¼�¯����¯��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��¼�µ��ÌÁµǞ×¯��į���µÁÒ�
efectos de enfrentar las distintas formas de discriminación y violencia por 
»Á×¯åÁÒ����©�¼�ÎÁ�ÍÜ��Î�Ò×Î¯¼©�¼�ìĺÁ��¼Üµ�¼��µ��±�Î�¯�¯Á�Ìµ�¼Á����µÁÒ���Î�-
�ÁÒ�ÌÁµǞ×¯�ÁÒ�ì��µ��×ÁÎ�µ�Ò����µ�Ò�»Ü±�Î�ÒĮ�

 Ǻ Impulsar, estudiar y aprobar un sistema nacional de cuidados, estructu-
rado con perspectiva de género, que permita redistribuir la carga desigual 
ÍÜ��Áì�Ì�Ò��ÒÁ�Î��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ìį��Á¼��µµÁį��Î¯¼��Î�»�ìÁÎ�Ò�ÁÌÁÎ×Ü¼¯����Ò�
��µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�Ì�Î��ÒÜ���Ò�ÎÎÁµµÁ��¼�Á×ÎÁÒ��»�¯×ÁÒ����µ��å¯��ĭ���Á¼Â»¯�ÁÒį�
políticos, académicos, profesionales, etc. 

 Ǻ Promover y llevar adelante procesos de formación críticos respecto a la 
ÌÁÒ¯�¯Â¼�ì�Ò¯×Ü��¯Â¼���� µ�Ò�»Ü±�Î�Òį� �Á¼��ÎÎ�»¯�¼×�Ò�ÌÎ��×¯��Ò�ÍÜ�� µ�Ò�
permitan potenciar su liderazgo social y político y promover una cultura 
de igualdad, de derechos humanos, de democracia y de no violencia.

 Ǻ Fortalecer técnicamente y destinar recursos presupuestarios a los meca-
¼¯Ò»ÁÒ����©�¼�ÎÁĭ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ��EÜ±�Î�ì�Ò��Î�×�ÎǞ�Ò����µ��EÜ±�Î����µ�Ò�
gobernaciones y municipios para llevar adelante el IV Plan Nacional de 
2©Ü�µ����ì��µ��¼ñ�Î�µÁÒ�Á�±�×¯åÁÒ�ì�»�×�Ò�ÌÎÁÌÜ�Ò×ÁÒĮ�

 Ǻ Impulsar campañas, conversatorios, etc., para promover la información 
ÌÝ�µ¯���ÒÁ�Î���µ�å�µÁÎ����µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�ÌÁµǞ×¯���ì��µ�µ¯��Î�ñ©Á����µ�Ò�»Ü-
±�Î�Òį��Á»��×¯�¼�Á��Ò×�Î�Á×¯ÌÁÒ����©�¼�ÎÁį�ÌÎ�±Ü¯�¯ÁÒ�ì�ÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò��¼×¯-
derechos. 

 Ǻ ��Ò�©Î�©�Î���×ÁÒ�ÌÁÎ�Ò�ëÁ�Î�ÒÌ��×Á���µ��Ì�Î×¯�¯Ì��¯Â¼����»Ü±�Î�Ò�ì�Á»-
bres en los diferentes poderes del Estado a nivel central y descentralizado, 
así como en las elecciones generales y municipales, de manera accesible 
en los sitios web institucionales.



capítulo 5

DereCho a La viDa 
Y La inTergriDaD 

perSonaL





derecho a la verdad,
Justicia y reparación

eL DinoSaUrio SigUe aLLí

Las políticas de verdad, justicia y reparación presentan una marcada pau-
sa en 2020. En particular, en lo que atañe a las reparaciones económicas. 
En una causa se dictó una sentencia condenatoria de primera instancia 
½ê�¤Ë����æÚ�¬Äæ���ÊËÞ����×ÚË��ÞË�·ê�¬�¬�½Ɍ�=���ËÚæ��]ê×Ú�Ã�����9êÞæ¬�¬��
estableció un grave precedente al aplicar la prescripción de las acciones 
resarcitorias en el caso de crímenes de lesa humanidad. La denuncia de 
un caso de apropiación de un niño desafía a investigar un fenómeno de la 

dictadura que quedó invisibilizado.

paLabraS CLaveS: impunidad, justicia transicional, indemnización, 
víctimas, crímenes de lesa humanidad.

hugo valiente
coordinadora de derechos humanos del paraguay



464 ddhhpy2020��Y��+J���=��r.���y���=��.Dc�&Y.����V�Y]JD�=

balanCE DE lOs 25 añOs

Las demandas de las víctimas de la dictadura se articularon alrededor de los 
�±�Ò����¯¼��»¼¯ñ��¯Â¼į�å�Î����ì�±ÜÒ×¯�¯�Į��Ò×�Ò�ÌÎ¯ÁÎ¯����Ò��Á¼õ©ÜÎ�ÎÁ¼�µÁ�
ÍÜ��¨Ü��µ��±ÜÒ×¯�¯��×Î�¼Ò¯�¯Á¼�µ��¼��µ�V�Î�©Ü�ì�ì�ÒÜÒ�Î�ÒÜµ×��ÁÒ�Î�øµ�±�¼�µ��¯¼-
tensidad y las limitaciones con las que el movimiento de víctimas articuló su 
incidencia alrededor de ellas.

�µ��±��ÌÎ¯ÁÎ¯×�Î¯Á�ÍÜ���Á¼��¼×ÎÂ�µ�����¯Â¼�ÌÁµǞ×¯������µ�Ò�åǞ�×¯»�Ò�¨Ü��µ��Î�-
paración económica por los daños ocasionados por la represión, situación 
agravada a causa de la avanzada edad y los padecimientos de salud de quie-
nes venían sufriendo las secuelas de la tortura desde los sesenta y setenta1. La 
urgencia por percibir indemnizaciones reveló las devastadoras consecuen-
�¯�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�µ�Ò�ÍÜ��µ��Î�ÌÎ�Ò¯Â¼���±Â���ÒÜ�Ì�ÒÁį��ÒǞ��Á»Á��µ�Á»¯¼ÁÒÁ�µ�©��Á�
de la dictadura en la forma de una sociedad radicalmente desigual.

En 1996, una ley estableció un sistema de indemnizaciones por daño moral 
Ì�Î��åǞ�×¯»�Ò�����±��Ü�¯Á¼�Ò��Î�¯×Î�Î¯�Ò�ì���Ò�Ì�Î¯�¯Á¼�Ò�¨ÁÎñ���Òį�×ÁÎ×ÜÎ�Ò�
y detenciones ilegales ocurridas entre 1954-1989. Sin embargo, no tuvo apli-
���¯µ¯����̄ ¼»��¯�×��ÌÁÎÍÜ���µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�Ìµ�¼×�Â�Ü¼�����¯Â¼����̄ ¼�Á¼Ò-
×¯×Ü�¯Á¼�µ¯���į�ÍÜ��µ���ÁÎ×��\ÜÌÎ�»�����4ÜÒ×¯�¯��Ł�\4ł�¼Á�Î�ÒÁµå¯Â��Ò×��±Üµ¯Á�
��� ĂĊĊĉĮ��µ��±��Ü×¯åÁ�Ìµ�¼×�����ÍÜ���µ��Ò×��Á�¼Á��Î��ÒÁµ¯��Î¯��¼¯�ÒÜ�Ò¯�¯�-
riamente responsable de indemnizar2. Aun declarada la constitucionalidad 
de la norma, la falta de designación del defensor del Pueblo impedía su im-
plementación, ya que la competencia para determinar las indemnizaciones 
había sido conferida a esa nueva institución creada por la Constitución de 
1992. Recién en octubre de 2001 se logró un acuerdo político para designar 
�Á»Á���¨�¼ÒÁÎ���µ�VÜ��µÁ���Ü¼��ÁµÁÎ��Áį��¼×¯©ÜÁ�¨Ü¼�¯Á¼�Î¯Á�ÌÝ�µ¯�Á���µ�Î�-
gimen, sin ninguna trayectoria ni experiencia en derechos humanos3. Las in-
demnizaciones no se empezaron a efectivizar sino hasta 20044. Este sistema 
prontamente fue señalado por sus resultados insatisfactorios, en tanto no 
aseguraba una reparación integral5, así como por la excesiva burocratización 
y revictimización que suponía el procedimiento para acceder a las indemni-
zaciones6. El defensor del Pueblo, que permaneció en el cargo luego de venci-

1 Dionisio Gauto y Nelson García Ramírez, “Derecho a la Indemnización”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Alter Vida HW�DO�, 1996), 227-232. Nelson García Ramírez, “Derecho a la Indemnización”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�
HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Adavi HW�DO�, 1997), 188.

2 Dionisio Gauto, “Indemnización”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 1999), 157-160.

3 Se trata de Manuel Páez Monges. Dionisio Gauto, Nelson García Ramírez y Raquel Talavera, “Reparación, rehabilitación 
e indemnización de violaciones a los Derechos Humanos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 
2001), 122-123. 

4 Dionisio Gauto, “Avances tímidos después de nueve años”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 
2004), 102-104.

5 Dionisio Gauto y Nelson García Ramírez, “Derecho a la Indemnización”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Alter Vida HW�DO�, 1998), 131-135.

6 Dionisio Gauto y Raquel Talavera, “Signo de esperanza de lograr la reparación: la Comisión de Verdad y Justicia”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2003), 122-123.
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do su mandato durante muchos años7, fue una pieza clave para hacer de este 
sistema de indemnizaciones una trampa para las víctimas8 y una nueva veta 
para la corrupción institucionalizada, al asignarse reparaciones a personas 
que invocaron fraudulentamente su condición de supuestas víctimas.

Emparentado con la demanda de reparaciones económicas, estuvo el tema de 
la recuperación de tierras malhabidas. Una de las tesis principales sostenida 
por la Comisión de Verdad y Justicia (CVJ) es que la dictadura cívico-militar 
de 1954-1989 fue un régimen totalitario que cometió ataques sistemáticos y 
generalizados contra la población civil para imponer un modelo basado en la 
�ÌÎÁÌ¯��¯Â¼����Î��ÜÎÒÁÒĮ�>����±Ü�¯���¯Â¼�¯µ�©�µ����×¯�ÎÎ�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò���±�Î�Î��Òį�
validos y colaboradores del régimen fue la clave para construir las redes de 
complicidad económica de la dictadura9. Sobrevivientes de la comunidad de 
4�±ÜǞį����µ�Ò�>¯©�Ò�ž©Î�Î¯�Ò��Î¯Ò×¯�¼�Òį�µµ�å�ÎÁ¼����µ�¼×��Ü¼��¯Ò×ÂÎ¯���µÜ���
Ì�Î��Î��ÜÌ�Î�Î�µ�Ò�×¯�ÎÎ�Ò����µ�Ò�ÍÜ��µ���ÒÁ�¯��¯Â¼���Ǟ��Ò¯�Á���ÒÌÁ±���10. No 
Ü�Á�Á×ÎÁÒ���ÒÁÒ��ë¯×ÁÒÁÒ����Î�å�ÎÒ¯Â¼������±Ü�¯���¯Á¼�Ò�¯µ�©�µ�Ò����µ���¯�-
tadura. Sin embargo, la demanda de recuperación de las tierras malhabidas 
�Ò�µ��Ý¼¯���ÍÜ��µÁ©ÎÂ�×Î�¼Ò»¯×¯ÎÒ��¯¼×�Î©�¼�Î��¯Á¼�µ»�¼×��ì�»�¼×¯�¼��Ü¼��
intensa actualidad en sus usos sociales.

El Archivo del Terror, descubierto en 1992, operó como el mayor evento de 
reconocimiento de verdad ocurrido en la transición y aportó un inagotable 
acervo probatorio para investigaciones penales e históricas. No obstante, 
siempre estuvo presente la demanda de una comisión de verdad11, en parti-
�Üµ�Î�µ����×�Î»¯¼��¯Â¼�Áõ�¯�µ���µ�Ì�Î���ÎÁ����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò���Ò�Ì�Î��¯��Ò12. 
En el 2000, una cumbre de los tres poderes del Estado suscribió un acuerdo 
político para, entre otros puntos de una agenda de derechos humanos, con-
formar una comisión de verdad13. En cambio, fueron otras iniciativas de la 
sociedad civil las que lograron en 2003 la creación de la CVJ14. Con algunos 
grandes aportes y otros grandes vacíos, esta comisión presentó su informe 
�¼��©ÁÒ×Á����ăāāĉĮ�>���¯Î�Üµ��¯Â¼�ÌÝ�µ¯���ì�µÁÒ�ÜÒÁÒ�ÒÁ�¯�µ�Ò���µ�¯¼¨ÁÎ»��¨Ü�-

�� 6H�PDQWXYR�HQ�HO�FDUJR�KDVWD�ȑQDOHV�GH������

8 Gauto, “Avances tímidos después de nueve años”, 105-106. Sin embargo, cabe señalar que el exdefensor del Pueblo 
0DQXHO�3£H]�0RQJHV�IXH�DEVXHOWR�GH�OD�DFXVDFLµQ�ȑVFDO�SRU�OHVLµQ�GH�FRQȑDQ]D�HQ�ORV�FDVRV�GHQXQFLDGRV�GH�
asignación indebida de indemnizaciones a víctimas de la dictadura. 

9 Comisión de Verdad y Justicia, ,QIRUPH�)LQDO�$QLYH�KDJX¥�RLNR��7RPR�,9�7LHUUDV�PDOKDELGDV (Asunción: Comisión de Verdad y 
Justicia, 2008).

10 Alejandra Estigarribia y Alejandra Torrents, “El caso Jejuí en el contexto postdictatorial. Un análisis de la lucha de 
la Asociación Campesina San Isidro del Jejuí por la recuperación de sus tierras” (tesina de licenciatura, Universidad 
Católica, 2014).

11  Gauto HW�DO�, “Derecho a la Indemnización”, 81.

12 Soledad Villagra de Biedermann y Juan Carlos Yuste, “Derecho a la Vida”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������
(Asunción: Alter Vida HW�DO�, 1996), 29.

13 Gauto HW�DO�, “Reparación, rehabilitación e indemnización de violaciones a los Derechos Humanos”, 119.

14 Gauto�HW�DO�, “Signo de esperanza de lograr la reparación: la Comisión de Verdad y Justicia”, 82-84.
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ron exclusivamente realizados por iniciativa de la sociedad civil15. En otro 
orden de políticas de memoria, un solo centro represivo fue recuperado para 
instituirlo como un sitio de conciencia16.

�¼�ăāĂĂ�Ò���Î�Â��µ��ÍÜ¯ÌÁ�F��¯Á¼�µ�Ì�Î��µ��¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼į��ÝÒÍÜ������¯��¼-
×¯õ���¯Â¼�Ìµ�¼�����Ì�ÎÒÁ¼�Ò���×�¼¯��ÒŅ��Ò�Ì�Î��¯��Ò�ì��±��Ü×���Ò��ë×Î�±Ü-
dicialmente, durante el periodo 1954-198917, la instancia interinstitucional 
Î�ÒÌÁ¼Ò��µ�����µ���ÝÒÍÜ������¯��¼×¯õ���¯Â¼����µ�Ò�ĄĄć�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�åǞ�×¯»�Ò����
desaparición forzada de la dictadura18Į�+Î��¯�Ò���µ���ÁÁÌ�Î��¯Â¼����µ��X�ÌÝ-
blica Argentina y del Equipo Argentino de Antropología Forense (EAAF) se 
�Î�Â�Ü¼���¼�Á�©�¼�×¯�Á����µÁÒ�¨�»¯µ¯�Î�Ò�ì��µ�Ì�Îõµ�©�¼�×¯�Á����µ��ÌÁ�µ��¯Â¼�
paraguaya19. Se localizaron osamentas correspondientes a 40 personas des-
�Ì�Î��¯��Ò�ìį��Ò×���ÁÎ�į�Ò��µÁ©ÎÂ�¯��¼×¯õ��Î����Ü�×ÎÁĮ�\¯¼��»��Î©Áį��µ�ÌÎÁ-
©Î�»��ÒÜ¨Î��Ü¼�Ò�å�ÎÁ���Òõ¼�¼�¯�»¯�¼×Á�ì�¨�µ×�����Î�ÒÌ�µ�Á���µ�+Á�¯�Î¼Áį�
lo que le impide avanzar con más exhumaciones.

�¼�V�Î�©Ü�ì�¼Á�Ü�Á�Ü¼��µ�ì�����Ü×Á�»¼¯Ò×Ǟ��Á�ÌÜ¼×Á�õ¼�µ�ÍÜ��¯»Ì¯�¯�Î��
±ÜÎǞ�¯��»�¼×��µ��¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼į��µ�±Ü¯�¯Á�ì�µ��Ò�¼�¯Â¼����µÁÒ��ÎǞ»�¼�Ò����µ�Ò��
Ü»�¼¯���Į�žÜ¼��ÒǞį�µ��¯»ÌÜ¼¯����ÁÌ�ÎÂ�ÌÁÎ�µ��¯¼�õ���¯��Ò¯Ò×�»�×¯������µÁÒ�
Î��ÜÎÒÁÒ� ±Ü�¯�¯�µ�Ò�Ì�Î�� µµ�å�Î� ±ÜÒ×¯�¯���� µ�Ò�åǞ�×¯»�ÒĮ��µ��Ò×��Á�¼Á��ÒÜ»¯Â�
como un deber propio las investigaciones y todo el peso de la acción penal 
Î���ìÂ��¼�µ�Ò�ÍÜ�Î�µµ�Ò����µ�Ò�åǞ�×¯»�ÒĮ�>ÁÒ�ÌÎÁ��ÒÁÒ�±Ü�¯�¯�µ�Ò�¨Ü�ÎÁ¼�µ�¼×ÁÒ�
ì�µÁÒ�ÌÁµ¯�Ǟ�Ò���ÜÒ��ÁÒ�Î��¯�¯�ÎÁ¼��Ò�ÒÁÎǞ��±ÜÎǞ�¯������µ��VÁµ¯�Ǟ�į��ÁÒ×�����ÌÁÎ�
los contribuyentes20Į�\��¯��¼×¯õ��ÎÁ¼��Á»Á�µÁÒ�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ�Ò�Á�Ò×��ÜµÁÒ�Ì�Î��
µ��Ì�ÎÒ��Ü�¯Â¼�Ì�¼�µ��µ��µ×Á��ÁÒ×Á����µ�Ò����¯Á¼�Ò�±Ü�¯�¯�µ�Ò�ì��µ��µ¯¼��±��ÍÜ��
ÒÜÌÜÒÁ��µ��Ò¯µÁ�ÌÁµǞ×¯�Á�Á×ÁÎ©��Á��� µÁÒ�»�Ò��µ×ÁÒ� ±�Î�Î��Ò���µ� Î�©¯»�¼21. La 
»ÁÎÁÒ¯����̈ Ü����×�µ�ÌÜ¼×Á�̈ Î�Ü�Üµ�¼×��ÍÜ�į�ÌÁÎ��±�»ÌµÁį��¼�ăāĂĊ�Ò�����µ�ÎÂ�µ��
extinción de la acción en una causa por tortura, tras diecisiete años de inac-
×¯å¯����ÌÁÎ�Ì�Î×����µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á22. Luego de 31 años de posdictadura, 
ocho perpetradores han sido condenados por la Justicia, lo que representa 
�Ì�¼�Ò��µ�ĂįĈŧ����µÁÒ�ąĆā�Î�ÌÎ�ÒÁÎ�Ò�¯��¼×¯õ���ÁÒ�ÌÁÎ�µ���o4�Ł�¼�ëÁ�ĂłĮ�ž��-
más, familiares de las víctimas de un emblemático caso de lesa humanidad 
ganaron una demanda ante la Corte Interamericana23.

15 María Stella Cáceres de Almada, “Los riesgos del presente. Los usos de la memoria en la construcción de los derechos 
culturales”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2010), 505-516.

16 Dionisio Gauto y Nelson García Ramírez, “Avances, estancamientos y deudas”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������
(Asunción: Codehupy, 2005), 151.

17� 'HFUHWR�1�|������GHO����GH�DJRVWR�GH�������PRGLȑFDGR�SRU�'HFUHWR�1�|������������

18 Comisión de Verdad y Justicia, ,QIRUPH�)LQDO�$QLYH�KDJX¥�RLNR (Asunción: Comisión de Verdad y Justicia, 2008).

19 Carlos Portillo Esquivel, “La memoria hace reaparecer hechos del pasado”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������
(Asunción: Codehupy, 2019), 400.

20 Villagra HW�DO�, “Derecho a la Vida”, 28-29. Soledad Villagra y Hugo Valiente, “Abusos y torturas cometidos por agentes 
públicos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida HW�DO�, 1996), 96-98.

21 Gauto HW�DO�, “Reparación, rehabilitación e indemnización de violaciones a los Derechos Humanos”, 120.

22 Portillo Esquivel, “La memoria hace reaparecer hechos del pasado”, 400.

23 Corte IDH, &DVR�*RLEXU¼�\�RWURV�9V��3DUDJXD\, sentencia del 22 de septiembre de 2006.
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�µ���µ�¼����¼��Ò×ÁÒ�ăĆ��ÀÁÒ��ÎÎÁ±��Î�ÒÜµ×��ÁÒ��¯ÒÌ�Î�ÒĮ�0Ü�Á�Î�µ�å�¼×�Ò��å�¼-
ces en cuanto a políticas de verdad, con el hito destacable de la CVJ que com-
plementa el anterior descubrimiento del Archivo del Terror. La política de 
¯¼��»¼¯ñ��¯Á¼�Òį�µ��Ý¼¯����Á¼�ÌÎ�×�¼Ò¯Á¼�Ò�����µ��¼���»�Ò¯åÁį���»ÁÒ×ÎÂ�Ò�Î�
insatisfactoria por falta de integralidad y una excesiva burocratización. En lo 
Î�µ�×¯åÁ���±ÜÒ×¯�¯��Ì�¼�µį��¯�Î×�»�¼×��Ò����Ò×¯©Â���¼Á×ÁÎ¯ÁÒ�Ì�ÎÌ�×Î��ÁÎ�Òį�Ì�ÎÁ�
��¼×ÎÁ����Ü¼��µÂ©¯�������¯åÁÒ��ëÌ¯�×ÁÎ¯ÁÒį�»�¼�ÁÒ�¯¼×�Î»��¯ÁÒ�ì��±��Ü×ÁÎ�Ò�
de órdenes que pertenecieron a uno de los varios centros represivos que ope-
raron durante la dictadura24, el Departamento de Investigación de Delitos de 
µ��VÁµ¯�Ǟ�į�Ì�Î����±�Î�µ¯�Î���µ�Î�Ò×ÁĮ��µ��å�¼�������Ò×ÁÒ���ÒÁÒ���Ì�¼�¯Â�Ǟ¼×�©Î�-
mente de la actividad probatoria y la acción de las querellas. El balance nos 
¯¼�¯���ÍÜ��µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò����±ÜÒ×¯�¯��×Î�¼Ò¯�¯Á¼�µ�¼Á�¨Ü�ÎÁ¼�¯¼×�©Î�µ�Ò�ì�ÍÜ��µ��
¯»ÌÜ¼¯�������µÁÒ�Ì�ÎÌ�×Î��ÁÎ�Ò�ì��µ×ÁÒ�±�Î�Î��Ò���µ�Î�©¯»�¼�¨Ü��Ü¼�¨��×ÁÎ�ÍÜ��
limitó fuertemente la ulterior construcción de la democracia.

sitUaCiÓn DEl DErECHO

USoS SoCiaLeS De La memoria

En todo sentido, el 2020 fue un año de intensos usos sociales de la memoria.

EL FuEGo quE ATIZÓ LA PANDEMIA PoR CoVID-19. La emergencia sa-
nitaria, las medidas de aislamiento general obligatorio y el temprano cierre 
de fronteras decretado por el Gobierno paraguayo tuvieron evidentes reso-
nancias que evocaron al sempiterno estado de sitio de la dictadura. La retóri-
ca nacionalista y belicista del Gobierno, así como el tono autoritario asumido 
por algunos de sus voceros25 contribuyeron a que ese pasado sea convocado 
desde todo el espectro de la opinión política. La estrategia comunicacional 
gubernamental que, en los primeros meses de la cuarentena, apeló al chovi-
¼¯Ò»Á��Á¼�»�¼Ò�±�Ò��¼�µ��ÁÒ��¼��µ�Ì�Ò��Á��ÎÁ¯�Á����µ�Ò�©Ü�ÎÎ�Ò��¼×�Ò�ÍÜ��
a la promoción de la colaboración consciente con información de base cien-
×Ǟõ��į�Ò��ÌÜ�����Á¼Ò¯��Î�Î���Ò���Î×����ÌÁÎ��ÜÒ��Î��µ��¯Ò�¯Ìµ¯¼�»¯�¼×Á�ÒÁ�¯�µ�
en vez del empoderamiento de la población para la prevención. Algunos con-
��Ì×ÁÒį�ì���¼���ÒÜÒÁ��¼��µ�����×��ÌÝ�µ¯�Áį��Á»Á�Ŋ×ÁÍÜ�����ÍÜ���Ōį�åÁµå¯�ÎÁ¼�
a ser pronunciados con toda la carga semántica que su uso conlleva en el Pa-
raguay posdictatorial26. La estrategia de los albergues de aislamiento obliga-

24 Como el servicio de inteligencia del Estado Mayor de las Fuerzas Armadas (D2 Esmagenfa), la Técnica, la Comisaría 
Tercera o la Guardia de Seguridad. Todas estas instituciones fueron notorios centros de tortura, detención ilegal 
prolongada y/o lugares de entierro clandestino de personas detenidas desaparecidas, dentro del circuito represivo del 
régimen de Stroessner.

25 Carlos Aníbal Peris Castiglioni, “Paraguay y su discurso bélico-autoritario contra el COVID-19”, +DUYDUG�5HYLHZ�RQ�/DWLQ�
$PHULFD, agosto 2020, acceso el 1 de octubre de 2020, https://revista.drclas.harvard.edu/book/paraguay-y-su-discurso-
b%C3%A9lico%E2%80%93autoritario-contra-el-covid-19-0.

26 “Gobierno descarta toque de queda por COVID-19” [Archivo de video], ABC TV Paraguay, 29 de junio de 2020, https://
www.youtube.com/watch?v=z0iCJQd16PU. “[URGENTE] A partir de las 20:00 Hs hasta las 4:00 Hs la circulación de 
personas y vehículos será absolutamente restringida…” [Tweet], ABC TV Paraguay [@ABCTVpy], 16 de marzo de 2020, 
https://twitter.com/ABCTVpy/status/1239529891558809600.
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torio para nacionales migrantes que retornaron al Paraguay con la crisis de 
la pandemia, que fue considerada como una limitación desproporcionada e 
innecesaria de libertades fundamentales27, implicó que el Estado custodie el 
mayor volumen de personas privadas de libertad de facto por razones no pe-
¼�µ�Ò���Ò����µ�õ¼�µ����µ���¯�×��ÜÎ�Į�žµ�»�¼ÁÒ�Ò¯�×��Ì�ÎÒÁ¼�Ò�¨Ü�ÎÁ¼�ÌÎÁ��Ò�-
��Ò�Ì�¼�µ»�¼×��ÌÁÎ��µ�ÒÁµÁ���Á�������Î�Ì�Î×¯�¯Ì��Á����Î�Ü¼¯Á¼�Ò�Ì��Ǟõ-
cas en las que se expresaron opiniones contrarias al Gobierno, so pretexto de 
una supuesta violación de las medidas sanitarias contra la covid-1928, lo que 
�¯ÒÌ�ÎÂ��¯ÒÌÜ×�Ò����»�»ÁÎ¯���¼×Î��ÍÜ¯�¼�Ò��Á¼åÁ��ÎÁ¼��µ�Ì�Ò��Á�Ì�Î��±ÜÒ×¯-
õ��Î�µ���Î¯»¯¼�µ¯ñ��¯Â¼����µ��ÌÎÁ×�Ò×��ì�ÍÜ¯�¼�Ò��µ�Î×�ÎÁ¼�ÒÁ�Î���µ�Î�×ÁÎ¼Á����
prácticas liberticidas. La vandalización del Panteón Nacional de los Héroes, 
lugar de la memoria nacional militarista, por parte de algunas manifestan-
tes, agudizó los enfrentamientos. Como cada año, el fuego de la memoria 
es atizado por inoportunas reivindicaciones de la dictadura que emprenden 
voceros gubernamentales. Esta vez, la afrenta a las víctimas provino del pro-
Ì¯Á�ÌÎ�Ò¯��¼×�����µ��X�ÌÝ�µ¯���ÍÜ¯�¼į��¼�Ü¼���×Á�Áõ�¯�µį��¯±Áĭ�“Ipu porã la 3 de 
noviembre o nahániri” (“¿Suena lindo el 3 de noviembre, o no?”)29, haciendo 
�µÜÒ¯Â¼��µ��Ü»Ìµ��ÀÁÒ���µ��¯�×��ÁÎį�¨��������Üµ×Á�Áõ�¯�µ���µ�Î�©¯»�¼�ì����
conmemoración para quienes permanecieron leales tras su caída. Antes de 
esto, en febrero, el Ministerio de Educación lanzó una edición conmemora-
tiva de dos libros de alfabetización que fueron icónicos de la reforma educa-
tiva promovida por la dictadura30.

CoNTRA EL MuLTILATERALISMo Y LoS DERECHoS HuMANoS. El 
�Á�ÁÎ¼ÁÒÁ�ÁÌ�Î�×¯åÁ��¼��µ�ÍÜ��¨Ü�Îñ�Ò�»¯µ¯×�Î�Ò�ÍÜ���������¼��µ��±�Î�¯×Á�
del Pueblo Paraguayo (EPP) dieron muerte a dos niñas de once años de na-
cionalidad argentina –lo que provocó las protestas del Gobierno argentino31, 
de la CIDH32�ì����µ��Áõ�¯¼����µ�ž�Ff�033– fue otro evento que disparó las 

27 Amnistía Internacional, &XDQGR�OD�SURWHFFLµQ�VH�YXHOYH�UHSUHVLµQ��&XDUHQWHQDV�REOLJDWRULDV�GXUDQWH�&RYLG����HQ�ODV�$P«ULFDV 
(Londres: Amnistía Internacional, 2020).

28 Causa N.º 5616/2020 “Paloma Chaparro y otras s/ S. H. P. Daños a cosas de interés común y otros, transgresión de la ley 
716/96 Delitos contra el medio ambiente en vedas y cuarentenas”, ante la Unidad Penal N.º 1 Especializada en Seguridad 
y Convivencia entre las Personas y la Unidad Penal Ordinaria N.º 2 de la Sede N.º 1 Capital. Causa N.º 319/2020 “María 
Esther Roa de Espínola y otros s/ Violación a la Ley 716/96 Que sanciona delitos contra el Medio Ambiente y otros”, ante 
la Unidad Penal N.º 1 Especializada en Seguridad y Convivencia entre las Personas.

29� ǘǕ,SX�SRU¥�OD���GH�QRYLHPEUH�R�QDK£QLULʜ��0DULR�$EGR�%HQ¯WH]��SUHVLGHQWH�GH�OD�5HS¼EOLFDǙ�>7ZHHW@��0RQXPHQWDO�$0�
1080 [@AM_1080], 21 de julio de 2020, https://twitter.com/AM_1080/status/1285572723658326016.

30 “Lanzan ediciones limitadas de los emblemáticos libros de lectura Semillita y Estrellita”, ,3�$JHQFLD�GH�,QIRUPDFLµQ�
3DUDJXD\D, 6 de febrero de 2020, acceso el 1 de octubre de 2020, https://www.ip.gov.py/ip/lanzan-ediciones-limitadas-
de-los-emblematicos-libros-de-lectura-semillita-y-estrellita/. “Homenaje a las creadoras de Estrellita y Semillita” 
[Archivo de video], mecdigitalmultimedia, https://www.youtube.com/watch?v=9-F81iKfcNg.

31 “Información para la Prensa N.º: 241/20”, Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de 
la República Argentina, acceso el 1 de octubre de 2020, https://www.cancilleria.gob.ar/es/actualidad/noticias/el-
gobierno-argentino-demanda-al-gobierno-paraguayo-el-esclarecimiento-y-la.

32� ǘ�3DUDJXD\�/D�#&,'+�UHSXGLD�OD�PXHUWH�GH�GRV��DGROHVFHQWHVǠǙ�>7ZHHW@��&,'+���,$+&5�>#&,'+@����GH�VHSWLHPEUH�GH�
2020, https://twitter.com/CIDH/status/1302219286807707648.

33� ǘ3DUDJXD\�GHEH�HVFODUHFHU�PXHUWH�GH�GRV�QL³DV�HQ�RSHUDWLYR�HVWDWDO��SLGH�218�'HUHFKRV�+XPDQRVǙ��2ȑFLQD�5HJLRQDO�
SDUD�$P«ULFD�GHO�6XU�GH�OD�2ȑFLQD�GHO�$OWR�&RPLVLRQDGR�GH�ODV�1DFLRQHV�8QLGDV�SDUD�ORV�'HUHFKRV�+XPDQRV��DFFHVR�HO�
24 de septiembre de 2020, https://acnudh.org/paraguay-debe-esclarecer-muerte-de-dos-ninas-en-operativo-estatal-
pide-onu-derechos-humanos%E2%80%A8/.
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ÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò�»�Ò� ��ÎÎ¯µ�Ò� ��� Ò��×ÁÎ�Ò� Áõ�¯�µ�Ò34 y convocó las rancias líneas 
discursivas de la dictadura: su mitología soberanista y su política refractaria 
hacia el multilateralismo basado en los derechos humanos. 

TIERRAS MALHABIDAS, uN DEBATE VIGENTE. La crisis climática glo-
bal, que en Paraguay está vinculada al modelo económico agroexportador 
basado en el latifundio, recuperó la discusión sobre las tierras malhabidas 
desde diversos sectores35. El senador por el Partido Patria Querida (PPQ) 
Fidel Zavala –quien ya ganara nombradía por adherir al negacionismo del 
cambio climático, atacar a prestigiosos centros de investigación social que 
afectan a los intereses de la clase terrateniente36 y participar de una alianza 
regional interpartidaria conservadora liderada por Jair Bolsonaro37– asumió 
la vocería de los sectores negacionistas de los crímenes del stronismo, po-
¼¯�¼�Á��¼��Ü���µ���Î��¯�¯µ¯������µ�¯¼¨ÁÎ»��õ¼�µ����µ���o4Į��Ò×���Á�Ü»�¼×Á�
Ò�À�µ��ÍÜ��¨�»¯µ¯�Î�Ò���µ�Ò�¼��ÁÎ�¨Ü�ÎÁ¼���¼�õ�¯��ÁÒ�¯µ�©�µ»�¼×���Á¼�×¯�-
rras destinadas a la reforma agraria durante la dictadura. La ocasión sirvió 
Ì�Î��×Î��Î��µ���¼×ÎÁ���µ�����×���µ�¯¼¨ÁÎ»��õ¼�µ����µ���o4�ì��Á¼Ò×�×�Î�ÍÜ���µ�
documento no estaba disponible en línea en la web institucional de organis-
mo del Estado alguno, pero tampoco de la sociedad civil.

inDemnizaCioneS

Desde que inició sus desembolsos en 2004 hasta agosto de 2020, el programa 
de indemnizaciones pagó poco más de 640 mil millones de guaraníes a favor 
���ĊĮĉćĂ���¼�õ�¯�Î¯ÁÒį��¼×Î��åǞ�×¯»�Ò��¯Î��×�Ò�ì�ÒÜÒ��Î���ÎÁÒ�Ł©Î�õ�ÁÒ�Ă�ì�
ăłĮ��µ�ÌÎÁ©Î�»��Ò����Ò���µ�ÎÂ��¼�ăāăāį��ÀÁ��¼�ÍÜ��Ý¼¯��»�¼×��Ò����Ì�©��Á�
���Ü�×ÎÁ���¼�õ�¯�Î¯ÁÒį���Ì�Ò�Î�����ë¯Ò×¯Î�Ü¼����Î×�Î�����¯¼��»¼¯ñ��¯Á¼�Ò����
más de 143 mil millones de guaraníes a favor de 1.653 víctimas directas ya 
acordadas y pendientes de pago, algunas desde el 201338. En 2020 (hasta el 

34� ǘ5HVSXHVWD�D�OD�2ȑFLQD�5HJLRQDO�SDUD�$P«ULFD�GHO�6XU�GHO�$OWR�&RPLVLRQDGR�GH�''++�GH�ODV�1188Ǚ��0LQLVWHULR�GH�
Relaciones Exteriores, acceso el 1 de octubre de 2020, https://www.mre.gov.py/index.php/noticias-de-embajadas-
\�FRQVXODGRV�5HVSXHVWD�D�OD�2ȑFLQD�5HJLRQDO�SDUD�$P�&��$�ULFD�GHO�6XU�GHO�$OWR�&RPLVLRQDGR�GH�''++�
GH�ODV�1188��(O�PLQLVWUR�GH�(GXFDFLµQ�UHFODPµ�D�OD�$UJHQWLQD��GHVGH�VX�SHUȑO�GH�7ZLWWHU��SRU�ORV�QL³RV�PXHUWRV�HQ�
la batalla de Acosta Ñu, el 16 de agosto de 1869, lo que generó encendidos debates que involucraron a historiadores 
que señalaron los abusos de la historia del ministro. Ver: “Sobre Acosta Ñu?” [Tweet], Eduardo Petta [@petta08], 4 de 
septiembre de 2020, https://twitter.com/petta08/status/1302023844560019459.

35 “El problema de la tierra en Py...” [Tweet], Pedro Arthuro Santa Cruz [@pedrosantacruz], 9 de octubre de 2020, https://
twitter.com/pedroasantacruz/status/1314586274184007687. “El valor de las 8 millones de hectáreas...” [Tweet], Hugo 
Richer [@HugoRicher], 15 de octubre de 2020, https://twitter.com/HugoRicher_/status/1316765239740968960. Véase 
también: “Pronunciamiento emitido por Partidos Políticos de Oposición...” [Tweet], Frente Guasu [@FrenteGuasuPy], 14 
de octubre de 2020, https://twitter.com/FrenteGuasuPY/status/1316391610570158080.

36� ǘ%$67$�GH�GHVWLQDU�IRQGRV�GH�&21$&<7���Ǚ�>7ZHHW@��)LGHO�=DYDOD�>#ȑGHO]DYDOD����@����GH�DJRVWR�GH�������KWWSV���
WZLWWHU�FRP�ȑGHO]DYDOD�����VWDWXV���������������������

37� ǘ&RPSDUWLPRV�HQ�OD�FLXGDG�GH�)R]�GH�,JXD]¼���Ǚ�>7ZHHW@��)LGHO�=DYDOD�>#ȑGHO]DYDOD����@����GH�GLFLHPEUH�GH�������
KWWSV���WZLWWHU�FRP�ȑGHO]DYDOD�����VWDWXV���������������������

38� ǘ6ROLFLWXG���������,QIRUPH�VREUH�LQGHPQL]DFLRQHV�D�Y¯FWLPDV�GH�OD�GLFWDGXUDǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��
DFFHVR�HO����GH�VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG������
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»�Ò����±Üµ¯Áłį�µ����¨�¼ÒÁÎǞ����µ�VÜ��µÁ���ÁÎ�Â�̄ ¼��»¼¯ñ��¯Á¼�Ò���ăĊ�åǞ�×¯»�Ò�
directas39. Se observa que después del bienio 2011-2012, cuando el Estado se 
puso al día con el pago de indemnizaciones pendientes, hay una tendencia 
a retacear el resarcimiento. A esto se suma otra situación planteada con el 
rechazo de solicitudes de indemnización por la aplicación retroactiva en 
Ì�Î±Ü¯�¯Á���� µ�Ò�åǞ�×¯»�Ò����Ü¼��»Á�¯õ���¯Â¼���µ�ÌÎÁ���¯»¯�¼×Á���»¯¼¯Ò-
trativo para acceder a las indemnizaciones40. En noviembre, el Ministerio de 
Hacienda informó que en este año se abonarían las indemnizaciones corres-
pondientes a 91 víctimas41. 

*U£ȑFR����,QGHPQL]DFLRQHV�SDJDGDV�D�Y¯FWLPDV�GH�OD�GLFWDGXUD������������

Fuente: Ministerio de Hacienda.

39� ǘ6ROLFLWXG���������,QIRUPH�VREUH�LQGHPQL]DFLRQHV�D�Y¯FWLPDV�GH�OD�GLFWDGXUD����������Ǚ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�
,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO����GH�VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����
ciudadano/solicitud/32739

40� (Q������VH�PRGLȑFµ�HO�SURFHGLPLHQWR�GH�UHFODPR�GH�LQGHPQL]DFLRQHV�\�VH�DFODUµ�HO�FDU£FWHU�YLQFXODQWH�GHO�GLFWDPHQ�GH�
la Procuraduría General de la República. Se denuncia que el nuevo procedimiento se aplica a los reclamos iniciados con 
DQWHULRULGDG�D�OD�PRGLȑFDFLµQ�GH�OD�OHJLVODFLµQ��$V¯�WDPEL«Q�VH�UHJLVWUDURQ�FDVRV�HQ�ORV�TXH�HO�0LQLVWHULR�GH�+DFLHQGD�
denegó el pago de indemnizaciones resueltas por la Defensoría del Pueblo, por contar con un dictamen no vinculante 
desfavorable de la Procuraduría General de la República, lo que señala una forma aún más abusiva de aplicación 
retroactiva de la ley.

41 “Hoy se desembolsa más de G. 10.500 millones para Víctimas de la Dictadura”, 0LQLVWHULR�GH�+DFLHQGD, 6 de noviembre de 
������DFFHVR�HO���GH�QRYLHPEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�KDFLHQGD�JRY�S\�ZHE�KDFLHQGD�LQGH[�SKS"F ���	Q ������
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*U£ȑFR����%HQHȑFLDULRV�GH�LQGHPQL]DFLRQHV�D�
víctimas de la dictadura (2004-2020)

Fuente: Ministerio de Hacienda.

La jUSTiCia FrenTe a LoS CrímeneS De LeSa hUmaniDaD

SoBRE LA IMPRESCRIPTIBILIDAD DE LA ACCIÓN INDEMNIZATo-
RIA.��¼��µ�Ì�Î¯Á�Á�Ò��Î�©¯Ò×Î�¼��ÁÒ����¯Ò¯Á¼�Ò�±Ü�¯�¯�µ�Ò����Î�µ�å�¼�¯��Ì�Î��
esta discusión. La Sala Civil de la CSJ, en su actual conformación, mantiene 
dos tesis contrapuestas42. En noviembre de 2019, la mayoría de la Sala decla-
ró la aplicación de la regla de la imprescriptibilidad de la acción civil resar-
�¯×ÁÎ¯�į��¼�Ü¼����»�¼���ÌÎÁ»Áå¯���ÌÁÎ�Ü¼��»Ü±�Îį�¯±��ÒÜÌ�ÎÒ×¯×�����Ü¼��
víctima de tortura43Į��¼�±Üµ¯Á����ăāăāį�Á×Î���Á¼¨ÁÎ»��¯Â¼����µ��\�µ�����µ�ÎÂ�

42 Si bien la Sala coincide en que la imprescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad declarada por la Constitución 
VROR�UHȑHUH�D�OD�DFFLµQ�SHQDO��HQ�HO�DQ£OLVLV�LQWHUQR�GHO�GHUHFKR�FLYLO�DSOLFDEOH�VH�PDQLȑHVWDQ�GRV�SRVLFLRQHV��(O�PLQLVWUR�
Eugenio Jiménez Rolón sostiene la aplicación de la prescripción ordinaria de la responsabilidad extracontractual a las 
acciones resarcitorias por crímenes de lesa humanidad, estableciendo que el plazo de inicio del cómputo debe darse 
con la sanción y promulgación de la Constitución de 1992, considerando la suspensión del plazo durante la vigencia 
del régimen dictatorial y su Constitución; por lo tanto, todas las demandas presentadas después del 20 de junio de 
1994 deben ser rechazadas. El ministro Alberto Martínez Simón, aplicando la teoría de los actos propios, sostiene 
TXH�OD�VDQFLµQ�GH�ODV�OH\HV�GH�UHSDUDFLµQ�D�Y¯FWLPDV�GH�OD�GLFWDGXUD��OD�/H\�1�|����������\�VXV�PRGLȑFDFLRQHV��HQ�
particular la Ley N.º 4381/2011, que dispuso la imprescriptibilidad de las reclamaciones en sede administrativa) supuso 
un reconocimiento de la obligación y una renuncia al plazo liberatorio, aplicables a la totalidad de los rubros de la 
obligación indemnizatoria del Estado, que es una sola, que no puede dividirse ni regirse por reglas normativas diferentes.

43 Corte Suprema de Justicia, Acuerdo y Sentencia N.º 95 del 5 de noviembre de 2019 en el juicio “María Zunilda López Torres 
c/ Procuraduría General de la República s/ Indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad extracontractual”. En 
este caso, la ministra Miryam Peña Candia se adhirió a la tesis de Martínez Simón, con lo que se conformó la mayoría.
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que era aplicable el régimen de prescripción ordinaria, con lo cual fue recha-
ñ����µ��ÌÎ�×�¼Ò¯Â¼�Î�Ò�Î�¯×ÁÎ¯�����Ü¼��»Ü±�Îį�åǞ�×¯»���¯Î��×�����×ÁÎ×ÜÎ���µµ��
ì�×Á�Á�ÒÜ�¼Ý�µ�Á�¨�»¯µ¯�Îį��ÜÎ�¼×��µ���ÜÎ����»Ì�À��Î�ÌÎ�Ò¯å�����ĂĊĈć44. Nin-
guna de estas decisiones de la Corte aplicó el control de convencionalidad ni 
resolvió la cuestión conforme a los estándares de derecho internacional de 
los derechos humanos que determinan la imprescriptibilidad de la acción 
resarcitoria en caso de crímenes de lesa humanidad45� ìį� �ÒÌ��Ǟõ��»�¼×�į�
respecto de tortura46.

CAuSAS PENALES ACTIVAS. Ante la Justicia se encuentran activas 141 
causas relacionadas a crímenes de lesa humanidad. En su totalidad, estas 
causas investigan hechos de tortura y/o desaparición forzada de personas 
(cuadro 1). En su mayor parte, se encuentran sin imputación, es decir, sin 
Ü¼�Î�ÌÎ�ÒÁÎ�¯��¼×¯õ���Á�¼¯�Ü¼��¯ÌÂ×�Ò¯Ò�¯¼å�Ò×¯©�×¯å��¨ÁÎ»Üµ����ÌÁÎ��µ�E¯-
¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�ÁĮ�\Áµ�»�¼×���Ü�×ÎÁ���ÜÒ�Ò��Ò×�¼��Á¼���ÜÒ��ÁÒ�¯��¼×¯õ���ÁÒĮ�
En la Unidad 1 existe una causa con una acusación presentada en contra de 
Eusebio Torres y otra con una reciente condena en primera instancia (véase 
infra). La Unidad 2 tiene una causa con una acusación presentada en 2017 
en contra de nueve represores, que se encuentra paralizada en la Sala Penal 
de la CSJ, pendiente de una recusación. La Unidad 3 tiene una acusación 
presentada en febrero de 2019 en una causa contra cinco represores (Luci-
lo Benítez, Camilo Almada Morel, Juan Martínez, Agustín Belotto y Eusebio 
Torres)47.

Cuadro 1. Causas por crímenes de lesa humanidad (1954-1989) 

bajo investigación de la Unidad Especializada de Derechos 

Humanos. Por hecho punible y unidad penal asignada

hecho punible unidad 1 unidad 2 unidad 3 total

Desaparición forzada y tortura 39 - 3 42

Desaparición forzada 11 11 9 31

Tortura 35 13 20 68

Fuente: Ministerio Público. Unidad Especializada de Derechos Humanos. Los datos están actualizados hasta agosto de 2020.

44 Corte Suprema de Justicia, Acuerdo y Sentencia N.º 76 del 13 de julio de 2020 en el juicio “Juana Guerrero de Cardozo c/ 
Procuraduría General de la República s/ Indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad extracontractual”. En 
este caso, luego de la salida de la ministra Peña Candia por jubilación, la Sala se integró con el ministro Garay, quien se 
adhirió a la tesis de Jiménez Rolón.

45 Corte IDH, &DVR��UGHQHV�*XHUUD�\�RWURV�YV��&KLOH, Sentencia del 29 de noviembre de 2018 (Fondo, Reparaciones y Costas).

46 Comité contra la Tortura, 2EVHUYDFLµQ�JHQHUDO�1�|�����������$SOLFDFLµQ�GHO�DUW¯FXOR����SRU�ORV�(VWDGRV�SDUWHV (Doc. ONU CAT/C/
GC/3, 13 de diciembre de 2012), párr. 40.

47 Además, se registran en la Unidad 2 cinco causas que fueron declaradas extintas por fallecimiento de los denunciados, 
fueron archivadas o desestimadas. La Unidad 3 tiene tres causas desestimadas o archivadas.
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En una de estas causas, el 20 de diciembre de 2019 se dictó condena en pri-
mera instancia contra Lucilo Benítez (doce años), Camilo Almada Morel (sie-
te años) y Lorenzo Fortunato Laspina (siete años), por la privación ilegítima 
de libertad y torturas físicas y psicológicas sufridas por Martín Almada y Ce-
lestina Pérez de Almada, que derivaron en la muerte de ella en 197448. La de-
nuncia en la causa fue presentada en mayo de 1989 y la Justicia demoró trein-
ta años en dictar una sentencia, que todavía está pendiente de apelación. La 
causa rescata, en cierta medida, lo que fue el patrón de tortura psicológica 
ÍÜ��å¯�×¯»¯ñÂ��� µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��ÜÎ�¼×�� µ���¯�×��ÜÎ�į� �Ü��ÎÁ�ÍÜ�� ×ÜåÁ�»�¼ÁÒ�
destaque que el sufrimiento masculino en la narrativa de la experiencia de 
la represión49Į�V�ÎÁ�µ���ë��Ò¯å����»ÁÎ���¼�ÒÜ�Î�ÒÁµÜ�¯Â¼���±��ÌÁ��Ò���¼��Ò�
para que su impacto se proyecte a futuro en otras causas. Con la excepción 
de Laspina, el castigo recayó sobre represores que ya se encontraban conde-
nados (anexo 1), por lo que la Justicia en este caso aporta muy poco respec-
to de la ampliación del espectro de represores sometidos a la acción de la 
Justicia. El auto de procesamiento inicial incluía a 24 represores, entre ellos 
el exdictador, su ministro del Interior y quien fuera su secretario privado, 
Ì��Î����µ���×Ü�µ�ÌÎ�Ò¯��¼×�����µ��X�ÌÝ�µ¯��į���Òå¯¼�Üµ��ÁÒ�Ì�Üµ�×¯¼�»�¼×��
de la causa por fallecimiento.

poLíTiCaS De memoria

Existen varios proyectos de ley presentados en ambas cámaras del Poder Le-
©¯Òµ�×¯åÁį��ÜìÁ���¼Á»¯¼��ÁÎ��Á»Ý¼��Ò��¼�Á¼×Î�ÎÒ���Ò×�¼���ÁÒį�Ò¯¼��å�¼��Ò�
y sin respaldo político. Son iniciativas cuyos proyectistas, en general, ya no 
forman parte del Legislativo y/o que tuvieron poca participación o respaldo 
de las organizaciones de víctimas. 

INCLuSIÓN DEL TEMA EN EL PRoGRAMA DE ESTuDIoS DEL MINIS-
TERIo DE EDuCACIÓN Y CIENCIAS. Un grupo de cinco diputados y dipu-
tadas propone incluir en la malla curricular de todos los niveles de enseñan-
ñ�į��Á»Á�»�×�Î¯��ì��±��×Î�¼Òå�ÎÒ�µį��µ��Á¼Á�¯»¯�¼×Á����µ��E�»ÁÎ¯��0¯Ò×ÂÎ¯���
de la Dictadura y sus violaciones a los Derechos Humanos. El proyecto no ha 
tenido trámite desde octubre de 201750. 

48 S. D. N.º 3 del 20 de diciembre de 2019 en la causa N.º 3154/1989 “Pastor Milcíades Coronel, Sabino Augusto Montanaro, 
Alcibíades Brítez Borges y otros s/ Lesión Corporal y otros”, ante el Juzgado Penal de Liquidación y Sentencia N.º 3 de 
Capital.

49 El Tribunal dio por probado que Celestina Pérez de Almada falleció de una hemorragia cerebral masiva por estallido 
de un aneurisma, provocado por el estrés que le produjo la tortura psicológica a que fue sometida mediante llamadas 
telefónicas en las que le hacían escuchar los alaridos del marido al ser torturado o mediante el envío de paquetes que 
contenían las ropas ensangrentadas y las uñas arrancadas de su esposo.

50 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 2 de septiembre de 2020, http://
silpy.congreso.gov.py/expediente/101947.
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SISTEMA DE GESTIÓN DE LoS SITIoS DE MEMoRIA RELACIoNADoS 
A LoS CRíMENES DE LESA HuMANIDAD DuRANTE LA DICTADuRA. 
Originado en la Defensoría del Pueblo, este proyecto se encuentra sin movi-
miento en la Cámara de Senadores desde mayo de 201851. 

PRoPuESTA DE REPARACIÓN INTEGRAL. También paralizado en el Se-
nado desde noviembre de 2016, este proyecto –también presentado por la 
Defensoría del Pueblo– propone un “sistema de reparación integral” para las 
víctimas de la dictadura, pero consiste básicamente en el mismo sistema ac-
tualmente vigente52. 

CoNMEMoRACIoNES. Existe un proyecto de ley para declarar el 30 de sep-
tiembre Día Nacional por los Derechos LGTBI, que tiene como fundamento 
las recomendaciones de la CVJ sobre represión a la diversidad sexual y busca 
que ese día se incorpore al calendario escolar para recordar la persecución 
a las personas LGTBI durante la dictadura; se encuentra paralizado desde 
el 201353. Asimismo, otro proyecto propone establecer el 3 de febrero como 
Día Nacional de la Democracia, en recordación de la caída de la dictadura 
de Stroessner, con media sanción en Diputados en agosto de 202054. Estas 
iniciativas se sumarían al 22 de diciembre, declarado Día Nacional de la Dig-
nidad (Ley N.º 561/1995), en recordación del descubrimiento del Archivo del 
a�ÎÎÁÎ�ì�Á»�¼�±����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��µÜ��ÎÁ¼��Á¼×Î��µ���¯�×��ÜÎ�Į

reComenDaCioneS, Sin avanCeS

El Estado no reportó avances sobre la implementación de las recomendacio-
¼�Ò��ÒÌ��Ǟõ��»�¼×���¯Î¯©¯��Ò�ÒÁ�Î��å�Î���į�±ÜÒ×¯�¯��ì�Î�Ì�Î��¯Â¼�̈ ÁÎ»Üµ���Ò�
por el Comité contra las Desapariciones Forzadas (2014), el Comité contra la 
Tortura (2017) y el Comité de Derechos Humanos (2019) en sus respectivas 
Á�Ò�Îå��¯Á¼�Ò�õ¼�µ�Ò55. El Paraguay tenía que presentar su segundo informe 
periódico al Comité contra las Desapariciones Forzadas el 26 de septiembre 
de 2020 y no lo hizo; por otro lado, debe presentar su siguiente informe al 
Comité contra la Tortura hasta el 11 de agosto de 2021.

51 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 7 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/107169.

52 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 7 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/105673.

53 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 7 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/102033.

54 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 7 de octubre de 2020, http://
silpy.congreso.gov.py/expediente/119888. A inicios de la transición, el 2 y 3 de febrero fue conmemorado dentro del 
FDOHQGDULR�RȑFLDO�SRU�SDUWH�GH�ORV�PLOLWDUHV�WULXQIDQWHV�GHO�JROSH��/D�QHFHVLGDG�GH�XQD�DPSOLD�UHFRQFLOLDFLµQ�FRORUDGD�
y el retorno de los stronistas a la conducción partidaria relegaron la fecha y sus sentidos en la liturgia de ceremonias 
gubernamentales.

55 SIMORE Plus, Ministerio de Relaciones Exteriores, accedido el 8 de septiembre de 2020, https://www.mre.gov.py/
simoreplus/.
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CasO OCUrriDO En 2020

�¼�»�ìÁ����ăāăā�Ò��ÌÎ�Ò�¼×Â��¼×���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�µ��ÌÎ¯»�Î����¼Ü¼�¯��
formal sobre apropiación de niños y niñas durante la dictadura56, un fenómeno 
violatorio de derechos humanos que fue invisibilizado en el caso paraguayo57, 
como ocurrió, en general, con el sufrimiento de niños, niñas y adolescentes en 
el marco del terrorismo de Estado. La víctima y denunciante, Emilio Cricera, 
¼��¯Â��¼�ĂĊććį�¯±Á����Ü¼��»Ü±�Î�����¯��¯Á�Á��ÀÁÒ���×�¼¯���ÌÁÎ��©�¼×�Ò����
policía de la Comisaría Tercera por un supuesto hecho de “abandono de me-
¼ÁÎŌį�Ò�©Ý¼��µ�¯¼¨ÁÎ»��ÌÁµ¯�¯�µĮ��»¯µ¯Á�¨Ü���¼×Î�©��Á�ÌÁÎ�µÁÒ�ÌÁµ¯�Ǟ�Ò��µ�0Á©�Î�
Santa Teresita, donde permaneció ocho meses, hasta que fue apropiado por 
el matrimonio de una paraguaya y un argentino, quienes le sustituyeron la 
¯��¼×¯���į�¨�µÒ¯õ��¼�Á��Á�Ü»�¼×ÁÒ����¯¼Ò�Î¯Ì�¯Â¼���µ�¼��¯»¯�¼×ÁĮ�>��»��Î��
¨Ü����Î¯å�����µ��ÁÎÎ���¯Á¼�µ����»Ü±�Î�Ò���µ��Ü�¼�V�Ò×ÁÎį�����Á¼�����Ò�Ì�Î�-
�¯Â�Ò¯¼���±�Î�Î�Ò×ÎÁÒĮ�>����Ò�Ì�Î¯�¯Â¼���µ�¼¯ÀÁ�×�»�¯�¼�¨Ü��»�ÍÜ¯¼����ÌÁÎ�µ�Ò�
personas encargadas del hogar, quienes informaron a los familiares mater-
nos que el niño había fallecido. Como suele suceder en esos casos, Emilio fue 
reconstruyendo su historia e identidad a partir de las mentiras, los vacíos y 
silencios de sus apropiadores58. Investigando por cuenta propia, llegó a ubicar 
ÒÜ�õ���Ì�ÎÒÁ¼�µ��¼��µ�ÁÎ¨�¼�×Áį����Ò×��µ���Î��Á¼×��×Á��Á¼�ÒÜ�¨�»¯µ¯���¯ÁµÂ©¯���
y a realizarse una prueba que determinó la relación de parentesco con su abue-
µ��»�×�Î¼��»��¯�¼×��µ���Á»Ì�Î��¯Â¼���µ�Ì�Îõµ�©�¼�×¯�ÁĮ��µ���ÒÁ�Ò���¼�Ü�¼×Î��
��×Ü�µ»�¼×����±Á�¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼�ì��µ�õÒ��µ�\�¼×¯�©Á�+Á¼ñ�µ�ñį����µ��f¼¯�����Ò-
Ì��¯�µ¯ñ���������Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Áį�Î��µ¯ñÂ�Ü¼��µµ�¼�-
miento del hogar con el comiso de la documentación relacionada al caso.

COnClUsiOnEs

>ÁÒ�ÌÁ�ÁÒ��å�¼��Ò��¼�»�×�Î¯�����±ÜÒ×¯�¯��Ì�¼�µ�¨Ü�ÎÁ¼��ë��Ò¯å�»�¼×��µ�¼×ÁÒĮ�
>�� ±ÜÒ×¯�¯��ÍÜ��¼Á�¨Ü��ÌÎÁ¼×��×�»ÌÁ�Á�Ò�Î���õ��ñĮ��¼�ÌÁ�Á�»�¼ÁÒ�����¯�ñ�
�ÀÁÒ�Ò���Ü»Ìµ¯Î�¼��Ü�×ÎÁ�������Ò���µ�õ¼����µ���¯�×��ÜÎ��ìį�ÌÎ�å¯Ò¯�µ�»�¼×�į�
ya no quedarán represores vivos. Las nuevas condenas aplicadas en el 2020 
vuelven a focalizarse en el mismo equipo operacional del Departamento de 
Investigaciones, sin incluir a militares o agentes que actuaron en otros cen-
tros del circuito represivo del régimen de Stroessner.

56 Causa N.º 74/2020 “Personas innominadas s/ Desaparición Forzada” ante la Unidad N.º 1 de la Unidad Especializada de 
Derechos Humanos.

57 A pesar de ser un fenómeno muy extendido en la dictadura y que se proyectó años después durante la transición 
a la democracia. Véase, al respecto: Rosa María Ortiz, $GRSFLµQ�LQWHUQDFLRQDO�R�WU£ȍFR�GH�QL³RV (Asunción: Centro de 
Documentación y Estudios, 1994). La CVJ documentó otros fenómenos que victimizaron a niños y niñas, como el 
traslado forzoso de niños y niñas aché a hogares de paraguayos de manera a forzar su asimilación, la violación de niños 
y niñas en el marco de ataque a comunidades como el caso de Costa Rosado o las redes de trata y abuso sexual de niñas 
y adolescentes para el solaz de jerarcas del régimen y del mismo Stroessner.

58 Un testimonio en primera persona de Emilio Cricera se puede observar en: “El niño al que la dictadura le robó 
su historia - Primera parte” [Archivo de video], �OWLPD�+RUD, 20 de agosto de 2020, https://www.youtube.com/
watch?v=Hpbqhh4RZwI.
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FÁ� Ü�Á� �å�¼��Ò� �¼� �Ü�¼×Á� �� µÁ��µ¯ñ��¯Â¼� �� ¯��¼×¯õ���¯Â¼� ��� Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
��Ò�Ì�Î��¯��Ò�ì��µ�ÌÎÁ©Î�»������ÝÒÍÜ����ÒÜ¨Î��Î�Ò×Î¯��¯Á¼�Ò�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×�-
rias. Los recortes provocados por la crisis de la pandemia previsiblemente 
tendrán un impacto regresivo en el pago de indemnizaciones. La decisión 
��ÁÌ×����ÌÁÎ�µ���ÁÎ×��\ÜÌÎ�»�����4ÜÒ×¯�¯�į��¼�±Üµ¯Á����ăāăāį����µ�Î�¼�Á�µ��
ÌÎ�Ò�Î¯Ì�¯Â¼���� µ�����¯Â¼��¯å¯µ� Î�Ò�Î�¯×ÁÎ¯�����Ü¼��»Ü±�Î�åǞ�×¯»����� ×ÁÎ×Ü-
ra durante la dictadura, es regresiva respecto de estándares legales ya re-
conocidos previamente por el Estado paraguayo, incumple gravemente los 
�Á»ÌÎÁ»¯ÒÁÒ��¼�»�×�Î¯������Ò�µ�Î��¯»¯�¼×Á����µÁÒ���ÁÒ�ì�±ÜÒ×¯�¯��Ì�Î��µ�Ò�
víctimas de crímenes de lesa humanidad, que son de carácter fundamental. 
>�����¯Ò¯Â¼����µ��»�ë¯»��¯¼Ò×�¼�¯��±Ü�¯�¯�µ�Î�ÌÎ�Ò�¼×��Ü¼��å¯Áµ��¯Â¼����ÒÜ�
deber de asegurar un efectivo control de convencionalidad. 

Las urgencias actuales, materializadas en el 2020 con la pandemia, llevaron 
�µ��¯Ò�ÜÎÒÁ�Áõ�¯�µ����Á¼åÁ��Î��µ�Ì�Ò��Á��Á»Á�Ü¼��Î©Ü»�¼×Á�ÌÁµǞ×¯�Á�Ì�Î��µ��
±ÜÒ×¯õ���¯Â¼����µ���Á»¯¼��¯Â¼��¼��µ�×¯�»ÌÁ�ÌÎ�Ò�¼×�Į��µ�»¯��Á���µ�+Á�¯�Î-
no a que la pandemia se lo lleve por delante puso al descubierto otro temor, 
más profundo, visceral y de larga data: el pánico que las élites hegemónicas 
paraguayas le tienen a la democracia. Parafraseando el célebre microrrelato 
de Augusto Monterroso, la pandemia despertó a la sociedad paraguaya de su 
intranquilo sueño en el sopor de la siesta de treinta años de democracia, solo 
para constatar que el dinosaurio todavía estaba allí.

rECOMEnDaCiOnEs

�µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�ì��µ�VÁ��Î�4Ü�¯�¯�µ�����¼����µ�Î�Î�µ��¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼�ì��µ�
�¼±Ü¯�¯�»¯�¼×Á��Î¯»¯¼�µ����µÁÒ��ÎǞ»�¼�Ò����µ�Ò��Ü»�¼¯���į��Ò�©ÜÎ�¼�Á��µ�
deber de investigar de manera pronta, exhaustiva e independiente.

�µ�VÁ��Î� 4Ü�¯�¯�µ������ ¯¼�ÁÎÌÁÎ�Î��µ��Á¼×ÎÁµ�����Á¼å�¼�¯Á¼�µ¯�����µ� ±Üñ©�-
miento de las acciones civiles resarcitorias relativas a crímenes de lesa hu-
manidad, en particular, respecto de la observancia del principio de impres-
criptibilidad de la acción civil.

�µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�����ĭ

 Ǻ asegurar la reparación pronta y oportuna de las víctimas de la dictadura, con-
forme a las normas vigentes, asegurando el desembolso de las indemnizacio-
nes ya acordadas y pendientes de pago a favor de 1.653 víctimas directas.

 Ǻ �Á×�Î����Î��ÜÎÒÁÒ�õ¼�¼�¯�ÎÁÒį�Ü»�¼ÁÒį� ×��¼¯�ÁÒ�ì��¯�¼×Ǟõ�ÁÒ�����Ü��ÁÒ�
�µ��ÍÜ¯ÌÁ����¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼į�µÁ��µ¯ñ��¯Â¼���¯��¼×¯õ���¯Â¼����Ì�ÎÒÁ¼�Ò���Ò�-
parecidas.

�µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á������Ü���¯Â¼�ì��¯�¼�¯�Ò��������Î��¯¨ÜÒ¯Â¼��µ�¯¼¨ÁÎ»��õ¼�µ����
la Comisión de Verdad y Justicia en todos los niveles del sistema educativo.
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Anexo 1. Condenas penales impuestas por crímenes de lesa humanidad

hecho r0�c.C�ɢ]ɣ represores y condenas
año de la 
sentencia 

firme

Homicidio 
por tortura Mario Schaerer Prono

Lucilo Benítez (25 años)
Camilo Almada Morel (25 años)
Juan Aniceto Martínez (25 años)
Pastor Milcíades Coronel (25 años)

1999

Desaparición 
forzada

Amílcar Oviedo 
Duarte

Pastor Milcíades Coronel (25 años)
Lucilo Benítez (25 años)
Agustín Belotto Vouga 
(12 años y 6 meses)
Más una multa de 5.500.000 
guaraníes a cada uno.

2002

Detenciones 
ilegales y 
torturas

Gumercindo Galeano
Leopoldo Morínigo
Bernardo Morínigo
Isabelino Silva
Antonio Silva
Hilario Martínez

Camilo Almada Morel (7 años) 2000

Detención 
ilegal y 
torturas

Alberto Alegre Portillo Pastor Milcíades Coronel (8 años)
Lucilo Benítez (8 años) 1999

Desaparición 
forzada Miguel Ángel Soler

Camilo Almada Morel (16 
años, 6 meses y 6 días)
Lucilo Benítez (16 años, 
6 meses y 6 días)
Juan Aniceto Martínez (16 
años, 6 meses y 6 días)

2007

Desaparición 
forzada

Benjamín y Rodolfo 
Ramírez Villalba

Pastor Milcíades Coronel (25 años)
Alberto Buenaventura Cantero 
(12 años y 6 meses)
Lucilo Benítez (12 años y 6 meses)
Agustín Belotto Vouga 
(12 años y 6 meses)
Juan Aniceto Martínez 
(12 años y 6 meses)

1999

Desaparición 
forzada

Carlos Mancuello 
Bareiro

Pastor Milcíades Coronel (17 años)
Camilo Almada Morel 
(13 años y 9 meses)
Lucilo Benítez (13 años y 9 meses)
Alberto Buenaventura 
Cantero (7 años y 6 meses)
Agustín Belotto Vouga 
(7 años y 6 meses)

2008
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Detención 
ilegal y 
torturas

Julián Cubas Camilo Almada Morel (12 años)
Lucilo Benítez (12 años) 2003

Desaparición 
forzada Agustín Goiburú Francisco Ortiz Téllez (10 años)* 2007

Detención 
ilegal y 
tortura

Sebastián Castillo Ramón Duarte Vera 
(13 años y 4 meses)* 2002

�/DV�FRQGHQDV�LPSXHVWDV�QR�IXHURQ�FXPSOLGDV�SRUTXH�ORV�UHSUHVRUHV�VH�EHQHȑFLDURQ�FRQ�HO�DUUHVWR�GRPLFLOLDULR��WHQLHQGR�
en cuenta que sobrepasaban el límite de 70 años.
Fuente: Tabulación propia sobre los expedientes: “Pastor Milcíades Coronel y otros s/ muerte y torturas. Capital”; “Sabino 
Augusto Montanaro y otros s/ Abuso de autoridad, secuestro, privación de libertad torturas, homicidio en Capital”; “Camilo 
Almada Morel y otros s/ Tortura, apresamiento ilegal, abuso de autoridad y otros”; “Pastor Milcíades Coronel, Lucilo 
Benítez y otros s/ abuso de autoridad y otros. Capital”; “Francisco Alcibíades Brítez Borges y otros s/ homicidio, violación de 
domicilio, abuso de autoridad, privación ilegítima de libertad, secuestro, torturas y amenaza de muerte – Capital”; “Sabino 
Augusto Montanaro y otros s/ secuestro, privación ilegítima de libertad, abuso de autoridad, tortura y doble homicidio. 
Capital”; “Francisco Alcibíades Brítez Borges y otros s/ secuestro, privación ilegítima de libertad, abuso de autoridad, 
tortura y supuesto homicidio en Capital”; “Pastor Milcíades Coronel y otros s/ abuso de autoridad, privación ilegítima de 
libertad, secuestro, torturas y amenaza de muerte. Capital”; “Sabino Augusto Montanaro y otros s/ delitos contra la vida, la 
integridad orgánica, la salud y las garantías constitucionales”.



prohibición de la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes

panDemia De garroTazoS

En los últimos 25 años, la impunidad de la tortura ha sido el factor estruc-
tural que ha impedido erradicar la práctica. La situación y los casos regis-
trados en 2020 no han dado señales de cambio sustancial en este senti-
do. La emergencia sanitaria de la covid-19 y las medidas que se aplicaron 
para hacer respetar la cuarentena pusieron en evidencia cuestiones que 
pasan desapercibidas en el cotidiano: la arbitrariedad y el uso abusivo de 
la fuerza, así como la ausencia de espacios adecuados y dignos para la 
custodia policial. La tortura sigue presente en la práctica de las fuerzas 

×ë�½¬��Þ�ü�½��æË½�Ú�Ä�¬��ËĈ�¬�½��Þ�êÄ�£��æËÚ�Ùê���½¬�Äæ��Þê�Ú�×�æ¬�¬ÌÄɌ

paLabraS CLaveS:� æËÚæêÚ�ɇ� ¬Ã×êÄ¬���ɇ�×Ë½¬�®�ɇ�C¬Ä¬Þæ�Ú¬Ë�Vë�½¬�Ëɇ�
víctimas.

hugo valiente
coordinadora de derechos humanos del paraguay
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balanCE DE lOs 25 añOs

�µ��Â�¯©Á�V�¼�µ�å¯©�¼×���¼� ĂĊĊć�¼Á� ×¯Ì¯õ������µ� �Î¯»�¼���� ×ÁÎ×ÜÎ�į� µÁ�ÍÜ��
Á�µ¯©������Ì�ÎÒ�©Ü¯Î�µÁÒ���ÒÁÒ���×Ü�µ�Ò�ì����µ���¯�×��ÜÎ����±Á�Á×Î�Ò�õ©ÜÎ�Ò�Ì�-
nales que no sancionaban adecuadamente la gravedad de esta práctica1. Su 
renovación, en 1997, que entró en vigor al año siguiente, incorporó el crimen 
���×ÁÎ×ÜÎ���Á¼�Ü¼��Ì�¼���ÌÎÁÌ¯������ÒÜ�©Î�å����į�Ì�ÎÁ��Á¼�Ü¼����õ¼¯�¯Â¼�
×ǞÌ¯���ÍÜ��¼Á�Ò������Ü������µ�Ò���õ¼¯�¯Á¼�Ò��Á¼×�¼¯��Ò��¼�µÁÒ�×Î�×��ÁÒ�¯¼-
ternacionales relativos a la tortura2Į��¼�ăāĂă�Ò��»Á�¯õ�Â�µ��×¯Ì¯õ���¯Â¼�µ�©�µ�
Ì�Î���±ÜÒ×�Îµ����µ�Ò��Á¼å�¼�¯Á¼�Ò�ì��Ü»Ìµ¯Î�Ü¼��Ò�¼×�¼�¯�����µ���ÁÎ×��2¼×�-
ramericana3Į�FÁ�Á�Ò×�¼×�į� µ����õ¼¯�¯Â¼���×Ü�µ� Ò¯©Ü��Ò¯�¼�Á�Á�Ò�Îå����ÌÁÎ�
�µ��Á»¯×���Á¼×Î��µ��aÁÎ×ÜÎ��ÌÁÎ�¼Á��Á¼×�»Ìµ�Î�µ���¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼��Á»Á�õ¼�
�ÒÌ��Ǟõ�Á����µ���Á¼�Ü�×����µ��Ü×ÁÎ4. En 2016, por ley se prohibieron expre-
samente el castigo físico y el trato humillante como métodos disciplinarios, 
tanto en ámbitos privados como institucionalizados5. 

�¼�µ��ÌÁÒ�¯�×��ÜÎ�į�µ��×ÁÎ×ÜÎ��Ò�����Â�ÒÁ�Î��Ü¼�Ì�Îõµ�å¯�×¯»ÁµÂ©¯�Á���Î��×�-
rizado por la vulnerabilidad y la exclusión social6. Se señaló con preocupa-
ción el excesivo uso de la fuerza en la represión de la protesta social, sobre 
todo la campesina7. Entre el 2000 y el 2002, se alertó sobre el retorno de la 
×ÁÎ×ÜÎ���Á¼×Î��Ì�ÎÒÁ¼�Ò���ÜÒ���Ò������µ¯×ÁÒ��Á»Ü¼�Ò��Á»�×¯�ÁÒ��Á¼�õ¼�Ò�
políticos8.

�¼�ĂĊĊć�Ò��Î��Á»�¼�Â�ÍÜ��µ�Ò�åǞ�×¯»�Ò�ÌÜ�¯�Î�¼�������Î���Ü¼�Î��ÜÎÒÁ�±Ü�¯�¯�µ�
Î�Ì¯�Á�ÍÜ��©�Î�¼×¯ñ�Î�� ¯¼å�Ò×¯©��¯Á¼�Ò��õ����Ò��� ¯¼��Ì�¼�¯�¼×�Òį����¯�¼-
�ÁÒ���Á»��×¯Î�µ��¯»ÌÜ¼¯������ÜÒ����ÌÁÎ�µ��µ�¼×¯×Ü����µ�Ò¯Ò×�»��±Ü�¯�¯�µ9. La 

1 Soledad Villagra y Hugo Valiente, “Abusos y torturas cometidos por agentes públicos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\�
���� (Asunción: Alter Vida HW�DO�, 1996), 95-114.

2 Soledad Villagra, “Abusos y torturas por agentes públicos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Adavi HW�
DO�, 1997), 55-70. Hugo Valiente, “¿Retorna la tortura?”, en Derechos Humanos en Paraguay 2002 (Asunción: Codehupy, 
2002), 46-49.

3 Corte IDH, &DVR�*RLEXU¼�\�RWURV�9V��3DUDJXD\, sentencia del 22 de septiembre de 2006.

4 Comité contra la Tortura, 2EVHUYDFLRQHV�ȍQDOHV�VREUH�HO�V«SWLPR�LQIRUPH�SHULµGLFR�GHO�3DUDJXD\ (CAT/C/PRY/CO/7, 5 de 
septiembre de 2017), párrs. 8-9.

5 Ley N.º 5659/2016 de Promoción del Buen Trato, Crianza Positiva y de Protección a Niños, Niñas y Adolescentes contra el 
Castigo Físico o cualquier tipo de violencia como método de corrección o disciplina.

6 Carlos Portillo, “Preámbulo y adendas de las prácticas de tortura”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2009), 71.

7 Villagra, “Abusos y torturas por agentes públicos”, 58. Claudia Cuenca Franco, Ximena López y Dante Leguizamón, 
ǘ,QYHVWLJDFLRQHV�LQHȑFDFHV�DVHJXUDQ�OD�LPSXQLGDG�HQ�ORV�FDVRV�GH�WRUWXUDVǙ��HQ�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2014), 553-579.

8 César Báez Samaniego, “Abusos y torturas de agentes públicos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2000), 43-50. Valiente, “¿Retorna la tortura?”, 50-59.

9 Villagra y Valiente, “Abusos y torturas cometidos por agentes públicos”, 113. Villagra, “Abusos y torturas por agentes 
públicos”, 65.
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impunidad y los privilegios de los torturadores facilitaron nuevos casos10. La 
impunidad también operó para blindar responsabilidades políticas en el en-
cubrimiento de notorios casos, lo que alertó sobre la falta de independencia 
del Poder Judicial como causa preponderante de la impunidad11. Para 2017, 
solo el 0,2% de las denuncias terminó en una condena, lo que evidencia la 
¯¼�õ���¯�����µ�Ò�¯¼å�Ò×¯©��¯Á¼�Ò�ì�µ��¼�©µ¯©�¼�¯��Á�×Áµ�Î�¼�¯�����ÍÜ¯�¼�Ò�¯¼-
vestigan12.

��±Á��µ�Ò¯Ò×�»��Ì�¼�µ�¯¼ÍÜ¯Ò¯×¯åÁ�Ò��¯¼�¯�Â�ÍÜ���µ�ÌÎÁ���¯»¯�¼×Á������×�¼-
ción policial no cumplía salvaguardias mínimas de prevención de la tortura, 
�¼×Î���µµ�Òį��µ��Á¼×ÎÁµ�±Ü�¯�¯�µ���¼×ÎÁ����µ�Ò�ăą�ÁÎ�Ò�ì�µ���Ò×Î¯�×��µ�©�µ¯�������
las aprehensiones13. La entrada en vigor de un nuevo Código Procesal Penal 
�¼��µ�ăāāā�ŁÌÜ�µ¯���Á��ÁÒ��ÀÁÒ��¼×�Òł�¼Á�Î��Ü±Á��µ�»�Î©�¼�����Î�¯×Î�Î¯����į�
porque la Policía continuó con la incorrección de sus procedimientos y el 
E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�Á»¯×¯Â��¼å¯�Î�Ò�À�µ�Ò��µ�Î�Ò�Ì�Î�����Î��Ü»Ìµ¯Î�µÁÒ�ÌÎ�ÒÜ-
puestos legales de la aprehensión. El parte policial siguió siendo el principal, 
��å���Ò��µ�Ý¼¯�Áį�Î�ÍÜ¯Ò¯×Á�Ì�Î��̈ Ü¼��Î�Ü¼��̄ »ÌÜ×��¯Â¼14. La Policía no se ade-
cuó al sistema acusatorio garantista y el personal policial “sin instrucciones, 
��Ì��¯×��¯Â¼į��¯Î��×Î¯��Ò����ÌÁµǞ×¯���ì�Ò¯¼��Á¼×ÎÁµ�±ÜÎ¯Ò�¯��¯Á¼�µŌ�Î��ÜÎÎ¯ÎǞ�¼�
a lo que siempre hicieron15. La tortura sigue siendo funcional al modelo de 
procesamiento penal. La resistencia policial al garantismo es un factor que 
explica el fracaso de las salvaguardias antitortura traídas por la reforma ga-
rantista de los Códigos Penal y Procesal Penal.

Desde 1996 se recomendó el establecimiento de instituciones que realicen 
visitas preventivas sin previo aviso a lugares de reclusión16. No obstante, re-
cién desde el 2013 empezó a funcionar el Mecanismo Nacional de Prevención 
de la Tortura (MNP), que permitió visibilizar este crimen endémico en las 
instituciones de encierro. Para ese entonces, todas las instituciones estata-

10 Villagra, “Abusos y torturas por agentes públicos”, 65. Valiente, “¿Retorna la tortura?”, 49-50. Hugo Valiente y Yeny 
Villalba, “Escasos esfuerzos para eliminar la tortura”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 
2005), 59-79. Juan Martens, “Impunidad sistémica alienta casos de tortura”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2010), 75-85. Claudia Cuenca Franco y Dante Ariel Leguizamón, “La inacción del Estado para 
sancionar la tortura sostiene la utilización sistemática de esta práctica por parte de las fuerzas de seguridad”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2015), 467-483. Sonia von Lepel, “La investigación y sanción de 
los responsables de actos de tortura para el Estado sigue siendo materia pendiente”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\�
���� (Asunción: Codehupy, 2017), 499-510.

11 Valiente, “¿Retorna la tortura?”, 61-63.

12 Codehupy, ,PSXQLGDG��$SUR[LPDFLµQ�D�ODV�$FWXDFLRQHV�GH�OD�)LVFDO¯D�GH�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�OD�3HUVHFXFLµQ�\�6DQFLµQ�GH�OD�
7RUWXUD�\�2WURV�'HOLWRV (Asunción: Codehupy, 2017).

13 Villagra, “Abusos y torturas por agentes públicos”, 56-57. Soledad Villagra, “Abusos y torturas de agentes públicos”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida HW�DO�, 1998), 45-51.

14 Hugo Valiente, “Torturas y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2001), 53-74.

15 Hugo Valiente, “Tortura, fuera de la agenda pública”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 
2004), 60.

16 Villagra y Valiente, “Abusos y torturas cometidos por agentes públicos”, 113.
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les involucradas en el circuito punitivo contaban con unidades de derechos 
Ü»�¼ÁÒĮ��¼�ăāāĂį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á��Î�Â�Ü¼��f¼¯�����ÒÌ��¯�µ¯ñ�������
Derechos Humanos, entre cuyas funciones está la persecución de la tortura.

2©Ü�µ»�¼×�į��¼��µ��ÀÁ�ĂĊĊć�Ò��Î��Á»�¼�Â�µ����±������©�¼×�Ò�ÌÁµ¯�¯�µ�Ò�ì�»¯µ¯-
tares involucrados en la tortura mediante procesos disciplinarios adminis-
trativos17. No se depuraron las instituciones de sus represores, sobre todo en 
los mandos medios, circunstancia que permitió que notorios torturadores 
Ò�À�µ��ÁÒ�ÌÁÎ� µ���Á»¯Ò¯Â¼�o�Î����ì� 4ÜÒ×¯�¯�� Ł�o4ł�Á� ¯��¼×¯õ���ÁÒ�ÌÁÎ�ÒÜÒ�
víctimas llegaran a niveles superiores18.

En 1996 y 1998, la Corte Suprema de Justicia (CSJ) acogió el principio de im-
prescriptibilidad de la acción en la persecución de la tortura en los prece-
dentes de Napoleón Ortigoza19 y Julián Cubas20, respectivamente. En 2008, 
la CSJ hizo extensiva la imprescriptibilidad de la tortura tanto a la acción, la 
�±��Ü�¯Â¼����µ��Ì�¼��ìį��ÒÌ��Ǟõ��»�¼×�į���µ���ÜÎ��¯Â¼���µ�ÌÎÁ���¯»¯�¼×Á21. 
Sin embargo, en 2019, tras diecisiete años de inacción por parte de la Fisca-
lía, se declaró la extinción de la acción en una causa de tortura de la dicta-
�ÜÎ�Į��Ò×����Á�¨Ü����µ¯õ���Á�ÌÁÎ�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò����µ��ÒÁ�¯������¯å¯µ��Á»Á�
“fraude en la persecución penal”22�ì���±Â��¼��å¯��¼�¯��µ���ÜÒ�¼�¯�����Ü¼��µǞ-
nea coherente de la Justicia con el precedente previo de la máxima instancia 
±Ü�¯�¯�µ�ì�µ�Ò�Á�µ¯©��¯Á¼�Ò��¼�»�×�Î¯�������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ23. La CSJ declaró 
�¼�ĂĊĊć�µ��¼Üµ¯�������Ü¼���Á¼��¼��¨Ü¼������¼��Á¼¨�Ò¯Á¼�Ò�Á�×�¼¯��Ò���±Á�

17 Villagra y Valiente, “Abusos y torturas cometidos por agentes públicos”, 114.

18 Báez, “Abusos y torturas de agentes públicos”, 48.

19 Corte Suprema de Justicia, Acuerdo y Sentencia N.º 585 del 31 de diciembre de 1996, en el expediente “Acción de 
inconstitucionalidad en el juicio: Modesto Napoleón Ortigoza s/ Supuesto homicidio del cadete Alberto Anastacio Benítez”.

20 Corte Suprema de Justicia, Acuerdo y Sentencia N.º 9 del 18 de febrero de 1998, en el expediente “Acción de 
Inconstitucionalidad en el Juicio: Pastor M. Coronel y otros s/ Abuso de autoridad, privación ilegítima de libertad, 
secuestro, torturas y amenaza en muerte en esta Capital”.

21 Andrés Ramírez, “Entre imprescriptible y perpetua. El crimen de tortura y sus horizontes entre la imprescriptibilidad 
absoluta y reconocida por la justicia y su perpetuación como práctica generalizada”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\�
���� (Asunción: Codehupy, 2008), 183-186. Ver el precedente citado en: Corte Suprema de Justicia, Acuerdo y Sentencia 
N.º 195 del 5 de mayo de 2008, en el expediente “Excepción de Inconstitucionalidad en el juicio: Basilio Pavón, Merardo 
Palacios, Osvaldo Vera y Walter Bower s/ lesión corporal en el ejercicio de las funciones públicas”.

22 Carlos Portillo Esquivel, “La memoria hace reaparecer hechos del pasado”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2019), 400.

23 Sobre la ponderación de la imprescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad y el derecho al plazo razonable, 
QR�KD\�XQD�SRVLFLµQ�XQLȑFDGD�HQ�ODV�RUJDQL]DFLRQHV�GH�OD�VRFLHGDG�FLYLO��6L�ELHQ�HVWH�GHEDWH�H[FHGH�FRPSOHWDPHQWH�
HO�REMHWLYR�\�SURSµVLWR�GH�HVWH�DUW¯FXOR��HO�DXWRU�GHVHD�MXVWLȑFDU�VX�SRVLFLµQ�SHUVRQDO�TXH�SRVWXOD�TXH�HO�PDQGDWR�
de optimización de esta ponderación debe hacerse cargo de los lineamientos establecidos en los precedentes de 
%DUULRV�$OWRV�\�$OPRQDFLG��HQ�HO�VHQWLGR�GH�OD�PDQLȑHVWD�LQFRPSDWLELOLGDG�FRQ�OD�&RQYHQFLµQ�$PHULFDQD�GH�WRGDV�ODV�
disposiciones de prescripción que representen un obstáculo para la investigación de los crímenes de lesa humanidad 
\�SDUD�OD�LGHQWLȑFDFLµQ�\�HO�FDVWLJR�GH�VXV�UHVSRQVDEOHV��&RUWH�,'+��&DVR�%DUULRV�$OWRV�>&KXPELSXPD�$JXLUUH�\�RWURV�
vs. Perú], sentencia de 14 de marzo de 2001, párr. 41; Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, sentencia del 26 de 
septiembre de 2006, párr. 112). La solución congruente con la legitimidad democrática del Estado Social de Derecho y 
aun con la seguridad jurídica debe dar carácter precedente a la persecución penal de los más graves crímenes contra 
los derechos humanos. Además, la doctrina y el derecho comparados nos indican que la extinción de la acción no es 
el único método de sanción de la mora judicial violatoria del derecho al plazo razonable, aunque este sea el más afín 
al paradigma garantista (Daniel Pastor, “Acerca del derecho fundamental al plazo razonable de duración del proceso 
penal”, 5HYLVWD�GH�(VWXGLRV�GH�OD�-XVWLFLD, N.º 4, 2004, 51-76.
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tortura en un emblemático caso24. A pesar de todo, este valioso precedente 
no fue replicado en una línea sistemática. Ni los Juzgados Penales de Garan-
×Ǟ��¼¯��©�¼×�Ò�õÒ��µ�Òį��¼�©�¼�Î�µį��Ü�Ò×¯Á¼�¼��Ò×���ÁÎ��µ��µ�©�µ¯�������µ�Ò�
actuaciones policiales abusivas que dan inicio a un proceso penal, y mucha 
�å¯��¼�¯��Á�×�¼¯�����±Á��ÌÎ�»¯ÁÒ�¯µ�©�µ�Ò�Ò¯©Ü��Ò¯�¼�Á�å�µ¯������¼�±Ü¯�¯Á25.

Se han llevado casos ante el sistema internacional de protección de derechos 
humanos y el Paraguay fue observado por hechos de tortura por órganos 
supranacionales, lo que constituye un signo positivo que evidencia que las 
víctimas han ganado agencia y la sociedad capacidad de defenderse26.

�¼�ăāāĄ�Ò��Ò�À�µÂ�ÍÜ��µ��×ÁÎ×ÜÎ��Ò��ÒÁÒ×�¼Ǟ��ÒÁ�Î��Ü¼��×ÎǞ���ĭ�Ü¼��¯¼ÒÜõ�¯�¼-
�¯��µ�©�µį�µ��¨�µ×�����Ü¼��ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯����Á¼×Î��µ��×ÁÎ×ÜÎ��ì�µ��¯»ÌÜ¼¯���27. La 
gravedad de la impunidad ha sido apuntada, además, por órganos de trata-
dos28Į��µ���µ�¼������µÁÒ�ăĆ��ÀÁÒ�¼ÁÒ�»Ü�Ò×Î��ÍÜ��Ò��ÒÜÌ�Î�ÎÁ¼�µ�Ò���õ�¯�¼-
cias legales y se han creado instituciones, tales como el MNP y la Unidad 
�ÒÌ��¯�µ¯ñ���������Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Áį�ÍÜ��ÌÁ�ÎǞ�¼�Ò�Î�
¯¼Ò×ÎÜ»�¼×ÁÒ��õ����Ò��¼�µ��µÜ����Á¼×Î��µ��×ÁÎ×ÜÎ�į�Ò¯�»ÌÎ��ÍÜ��Ò���Ò�©ÜÎ�¼�
ÒÜ� ¯¼��Ì�¼��¼�¯�� ì�Ü¼�����Ü��Á�õ¼�¼�¯�»¯�¼×ÁĮ��µ�Á�Ò×��ÜµÁ��Ò×ÎÜ�×ÜÎ�µ�
para enfrentar la tortura radica en la impunidad, factor que contribuye a 
perpetuar su práctica en las instituciones del circuito penal y penitenciario.

sitUaCiÓn DEl DErECHO

La pandemia de la covid-19 y las medidas de aislamiento general obligatorio 
y/o cuarentena dispuestas por la autoridad sanitaria facilitaron situaciones 
de violencia policial, so pretexto de la cuarentena. Las desacertadas expre-
siones del ministro del Interior, quien amenazó que “a los inadaptados la-
mentablemente se los garrotea, así nomás es…”, aludiendo a quienes violen 
la prohibición de circulación29į�¯¼�¯��ÎÁ¼�µ���ë¯Ò×�¼�¯�����Ü¼��×Áµ�Î�¼�¯��Áõ-
cial con el uso excesivo de la fuerza. Numerosos videos grabados por quie-

24 Villagra, “Abusos y torturas por agentes públicos”, 59. Acuerdo y Sentencia N.º 585/1996 en el juicio “Acción de 
Inconstitucionalidad en el juicio: Modesto Napoléon Ortigoza s/ Supuesto Homicidio del Cadete Alberto Anastacio 
Benítez”.

25 Valiente, “Torturas y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes”, 54-55.

26 Comité de Derechos Humanos, FRPXQLFDFLµQ�����������%HQ¯WH]�*DPDUUD�F��3DUDJXD\ (CCPR/C/104/D/1829/2008, 30 de 
abril de 2012). Corte IDH, &DVR�$UURP�6XKXUW�\�RWURV�9V��3DUDJXD\, sentencia del 13 de mayo de 2019; &DVR�9DUJDV�$UHFR�9V��
3DUDJXD\, sentencia de 26 de septiembre de 2006; &DVR�*RLEXU¼�\�RWURV�9V��3DUDJXD\, sentencia de 22 de septiembre de 
2006; &DVR�ǘ,QVWLWXWR�GH�5HHGXFDFLµQ�GHO�0HQRUǙ�9V��3DUDJXD\, sentencia del 2 de septiembre de 2004.

27 Hugo Valiente, “Tortura: impunidad garantizada”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2003), 39.

28 Comité de Derechos Humanos, 2EVHUYDFLRQHV�ȍQDOHV�VREUH�HO�FXDUWR�LQIRUPH�SHULµGLFR�GHO�3DUDJXD\ (CCPR/C/PRY/CO/4, 
20 de agosto de 2019), párrs. 12-13, 22-23 y 24-25. Comité contra la Tortura, 2EVHUYDFLRQHV�ȍQDOHV�VREUH�HO�V«SWLPR�LQIRUPH�
SHULµGLFR�GHO�3DUDJXD\ (CAT/C/PRY/CO/7, 5 de septiembre de 2017), párrs. 16-17.

29 “Coronavirus: A los inadaptados simplemente se los garrotea dice ministro Acevedo sobre medidas de restricción”, 
$%&�&RORU, 23 de marzo de 2020, acceso el 26 de agosto de 2020, https://www.abc.com.py/730am/la-primera-
manana/2020/03/23/coronavirus-a-los-inadaptados-simplemente-se-los-garrotea-dice-ministro-acevedo-sobre-
medidas-de-restriccion/.
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nes presenciaban los hechos y hasta por agentes policiales intervinientes se 
viralizaron en redes sociales, dando testimonio de la manera en la que inte-
grantes de la institución policial entendieron sus facultades en el marco de 
la emergencia30Į�0�Ò×��õ¼�Ò�����©ÁÒ×Á����ăāăāį�µ��VÁµ¯�Ǟ��F��¯Á¼�µ�Î�ÌÁÎ×Â�µ��
aprehensión de 8.634 personas por trasgresiones al aislamiento sanitario, la 
mayoría de ellas en la capital y en los departamentos Central y Alto Paraná31.

Si bien no hay manera de dimensionar la práctica de la tortura, por falta de 
Ü¼�Î�©¯Ò×ÎÁ�»�×Á�ÁµÂ©¯��»�¼×���Á¼õ��µ��ÍÜ��Ì�Î»¯×�����Î�ÌÎÁì���¯Á¼�Ò32, 
µ�Ò���¼Ü¼�¯�Ò�¯¼©Î�Ò���Ò��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�Î�øµ�±�¼�ÍÜ�į��¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ�
nueve años, se han presentado 150 denuncias por tortura y 1.308 por lesión 
�ÁÎÌÁÎ�µ��¼��µ��±�Î�¯�¯Á����µ�Ò�¨Ü¼�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�Ł�Ü��ÎÁ�ĂłĮ�>����µ¯õ���¯Â¼�
inicial del hecho denunciado es realizada por la Fiscalía, por lo que esta no 
�Ò���õ¼¯×¯å��¼¯�Î�ÌÎ�Ò�¼×�×¯å�����µ��©Î�å�����Î��µ���µ���Á�Á�õ�µ���µ��å�ÎÒ¯Â¼�
de la víctima.

30 Una compilación de los videos más viralizados se puede observar en: “Fiscalía de Derechos Humanos solicitó informes 
sobre Video en redes sociales” [Tweet], Fiscalía Paraguay [@MinPublicoPy], 23 de marzo de 2020, https://twitter.com/
MinPublicoPy/status/1242824707969335296; “Castigos de efectivos de grupo Lince a quienes no se quedan en sus 
casas” [Archivo de vídeo], 3ULPHU�3OLHJR, 24 de marzo de 2020, https://www.youtube.com/watch?v=Ctpm3c7sUZA; “Otro 
FLXGDGDQR�TXH�QR�UHVSHWµ�OD�FXDUHQWHQD��4XHGDWH(Q&DVDǙ�>$UFKLYR�GH�YLGHR@��/LQFH�3<�2ȍFLDO, 24 de marzo de 2020, 
https://www.youtube.com/watch?v=zptyzDDZn5Y: “Intervenciones del Grupo Lince 24.3.2020” [Archivo de video], 
$%&'LJLWDO3\, 24 de marzo de 2020, https://www.youtube.com/watch?v=FVJFnbtLAtU.

31� ǘ6ROLFLWXG���������$SUHKHQVLRQHV�SRU�YLRODFLµQ�GH�FXDUHQWHQD�VDQLWDULDǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��
DFFHVR�HO����GH�VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������

32 Algunos datos del MNP, basados en censos, indican que el 35,3% de las mujeres privadas de libertad y el 68,3% de 
los(as) adolescentes alegaron haber sido víctimas de tortura y/o malos tratos al momento de su aprehensión policial. 
Véase Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, &HQVR�GH�PXMHUHV�SULYDGDV�GH�OLEHUWDG����� (Asunción: MNP, 2016) 
y José Galeano y Óscar Balbuena, $EULHQGR�SXHUWDV�DO�HQFLHUUR��5HDOLGDG�GH�DGROHVFHQWHV�HQ�SULYDFLµQ�GH�OLEHUWDG�HQ�3DUDJXD\ 
(Asunción: MNP - CDIA, 2015).
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Cuadro 1. Denuncias ingresadas a la Unidad Especializada de Derechos 

Humanos por hecho punible y unidad penal asignada. Años 2011-2020

hecho punible unidad 1 unidad 2 unidad 3 total

Lesión corporal en el ejercicio 
de las funciones públicas 443 481 384 1.308

Desaparición forzada 43 22 9 74

Tortura 26 69 55 150

Persecución de inocentes 62 64 55 181

Coacción respecto de las declaraciones 4 6 2 12

Ejecución penal contra inocentes 1 0 7 8

Privación de libertad 2 9 0 11

Crímenes de guerra 0 0 0 0

Genocidio 0 0 0 0

Violación del secreto de 
correo y comunicaciones 0 0 1 1

Homicidio doloso 1 0 0 1

Perturbación de servicio público 1 0 0 1

A determinar / Atípico 36 35 0 71

Fuente: Ministerio Público. Unidad Especializada de Derechos Humanos. Los datos abarcan hasta julio de 2020.

La Fiscalía no explicita sus criterios para determinar en qué circunstancias 
un hecho es tortura y en qué otras maltrato o lesión. El protocolo de inves-
tigación no determina este aspecto33 y la práctica más bien parece indicar 
que el criterio seguido es una decisión política encaminada a subsumir la 
»�ìÁÎ�Ì�Î×�����µ�Ò���¼Ü¼�¯�Ò���±Á�Ü¼��¯ÌÂ×�Ò¯Ò�̄ ¼å�Ò×¯©�×¯å��ÍÜ���Á¼×�»Ìµ��
marcos penales más benignos. La relación indica que por cada caso que el 
E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á����¯���¯¼å�Ò×¯©�Î��Á»Á�×ÁÎ×ÜÎ�į��ì�¼Ü�å���¼�µÁÒ�ÍÜ���µ�
��Á�µ�Ò�»�Î����Ü¼����µ¯õ���¯Â¼�»�¼ÁÒ�©Î�å�Į

Por otro lado, los resultados de gestión de la Unidad Especializada de Dere-
�ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ��Á¼×¯¼Ý�¼�Ò�À�µ�¼�Á�¯»ÌÁÎ×�¼×�Ò�¼¯å�µ�Ò����¯¼�õ���¯�Į�f¼�
75,5% de las causas ingresadas se encuentra en la etapa de investigación sin 
imputados y/o archivadas, es decir que las denuncias ni siquiera cuentan 
con una hipótesis investigativa formulada. Un 3% de las causas se halla ac-
×¯å�į��Á¼�Ì�ÎÌ�×Î��ÁÎ�Ò�¯��¼×¯õ���ÁÒį�¯»ÌÜ×��ÁÒ�Á���ÜÒ��ÁÒį��¼��¯¨�Î�¼×�Ò�
etapas del procedimiento. Se impusieron condenas en siete causas y otras 26 

33 Ministerio Público, 0DQXDO�SU£FWLFR�GH�LQYHVWLJDFLµQ�HQ�FDVRV�GH�WRUWXUD (Asunción: Ministerio Público, 2012).
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Ò���¼�Ü�¼×Î�¼�õ¼¯ÍÜ¯×���Ò��Á¼���ÒÁµÜ�¯Â¼�Á�ÒÁ�Î�Ò�¯»¯�¼×Á�Ł�Ü��ÎÁ�ăłĮ�>��
ratio de condenas respecto del total de denuncias es 1/256 y la de condenas 
con relación a casos cerrados con la impunidad del perpetrador es 1/14.

Cuadro 2. Denuncias ingresadas a la Unidad Especializada de Derechos 

Humanos por estado procesal y unidad penal asignada. Años 2011-2020

estado procesal up n.º 1 up n.º 2 up n.º 3

causas activas

En etapa investigativa (sin personas imputadas) 324 264 324

En etapa investigativa (con personas imputadas) 20 3 1

Con acusación en etapa intermedia 10 1 5

Elevadas a juicio oral y público 6 1 2

Con recurso de apelación pendiente 2 2 1

Con recurso de casación pendiente 2 1 0

causas con salidas alternativas al Juicio oral

Archivadas 221 112 106

Desestimadas 28 178 67

Con suspensión condicional 15 33 7

Con criterio de oportunidad 11 7 2

con condena firme

Condena en procedimiento abreviado 0 5 0

Condena en juicio oral 0 2 0

causas finiquitadas sin condena

Causas absueltas en juicio oral 5 0 0

&RQ�VREUHVHLPLHQWR�GHȑQLWLYR 0 0 14

Con sobreseimiento provisional 3 0 4

Fuente: Ministerio Público. Unidad Especializada de Derechos Humanos. Los datos abarcan hasta julio de 2020.

�µ�EFV�¼Á�����Ò�ÎÎÁµµ��Á�Ü¼���õ��ñ��Ò×Î�×�©¯��»�×Á�ÁµÂ©¯������ �Á¼×ÎÁµ�
sobre el procedimiento de detención policial. A nivel internacional existe un 
modelo metodológico promocionado por la Asociación para la Prevención 
contra la Tortura (APT), que se basa en la adopción de cuatro salvaguardias: 
µ��¼Á×¯õ���¯Â¼���×�Î��Î�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò����µ����×�¼�¯Â¼į��µ�����ÒÁ����Ò¯Ò×�¼�¯��µ�-
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gal, el examen médico independiente y la información sobre los derechos de 
la persona detenida34Į�>��̄ »Ìµ�»�¼×��¯Â¼�����Ò×�Ò�Ò�µå�©Ü�Î�¯�Ò��Ò��Ý¼�̄ ¼Ò�-
×¯Ò¨��×ÁÎ¯�į��¼�Ì�Î×¯�Üµ�Î�Ò����Î�������ÌÎÁÌÜ�Ò×�Ò�×��¼¯��Ò�ì�õ¼�¼�¯�Î�Ò�Ì�Î��
©�Î�¼×¯ñ�Î��µ�����ÒÁ��� µ����¨�¼Ò��ÌÝ�µ¯�����Ò���µÁÒ�ÌÎ¯»�ÎÁÒ�»Á»�¼×ÁÒ����
detención y el examen médico independiente35Į�V�Î��±Üµ¯Á����ăāăāį��µ�EFV�
utilizó el 38% de su presupuesto aprobado, o el 42% de su presupuesto real, 
µÜ�©Á���� µÁÒ� ×ÁÌ�Ò�õ¼�¼�¯�ÎÁÒ��Ò×��µ��¯�ÁÒ�ÌÁÎ��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����0��¯�¼��Į�
V�Î���µ�ăāăĂį��µ�ÌÎÁì��×Á���µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ��Ò×��µ����Ü¼�Î��ÁÎ×����µ�ĂĂŧ��Á¼�
respecto al presupuesto aprobado para el 2020, o del 2,3% respecto del pre-
ÒÜÌÜ�Ò×Á�Î��µ��±��Ü×��µ����µ�»¯Ò»Á��±�Î�¯�¯Á�õÒ��µ36Į�>ÁÒ�Î��ÁÎ×�Ò�ÒÁ¼�±ÜÒ×¯õ-
���ÁÒ�ÌÁÎ�µ�Ò�»��¯��Ò�����ÜÒ×�Î¯����¨Î�¼×����µ��Ì�¼��»¯��ì�ÌÁÎ�µ����±���±�-
cución; impactan en viáticos y combustibles de las visitas de monitoreo del 
Programa Central de la entidad, comprometiendo su capacidad operativa en 
×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Áį��¼�Ì�Î×¯�Üµ�Îį��¼�Ò¯×¯ÁÒ��µ�±��ÁÒ����µ����Ì¯×�µĮ

La emergencia sanitaria de la covid-19 agravó las condiciones de detención en 
los centros primarios de detención y el riesgo de sufrir malos tratos durante 
la custodia policial. Desde marzo de 2019, el Ministerio de Justicia dispuso en 
los establecimientos penitenciarios la restricción de visitas familiares y nue-
vos ingresos de personas privadas de libertad. Esta decisión provocó el haci-
¼�»¯�¼×Á����Ì�ÎÒÁ¼�Ò��¼�ÌÎ¯Ò¯Â¼�ÌÎ�å�¼×¯å���µÁ±���Ò��¼��Á»¯Ò�ÎǞ�ÒĮ�>�Ò���-
pendencias policiales no son lugares adecuados para la privación de libertad. 
Carecen de espacio mínimo, atención médica y presupuesto para alimentar 
a las personas detenidas. Para agosto de 2020, la Policía Nacional reportó 
que se encontraban 1.224 personas (1.119 hombres adultos, un adolescente y 
ăą�»Ü±�Î�Ò���Üµ×�Òł�©Ü�Î��¼�Á�ÌÎ¯Ò¯Â¼�ÌÎ�å�¼×¯å���¼���µ��ÁñÁÒ�ÌÁµ¯�¯�µ�Ò37, 
una cifra récord que supera el aforo de las dependencias policiales.

�¼��Ü�¼×Á���µÁ�±ÜÎǞ�¯�Áį��ë¯Ò×��Ü¼�ÌÎÁì��×Á����µ�ì�ÌÎ�Ò�¼×��Á��¼�ăāĂĉ�ÌÁÎ�Ü¼�
©ÎÜÌÁ�����¯¼�Á��¯ÌÜ×��ÁÒ�ì��¯ÌÜ×���Ò�ÍÜ��Ìµ�¼×���µ��»Á�¯õ���¯Â¼���µ�×¯ÌÁ�
penal de tortura. Si bien el proyecto se fundamenta en la Convención contra 
la Tortura y en la recomendación del Comité relativa a la incorporación de la 
�¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼��Á»Á�Ü¼�õ¼��ÒÌ��Ǟõ�Á����µ���Á¼�Ü�×�į�ÌÁÎ�Á×ÎÁ�µ��Áį�ÒÜÌÎ¯»��
otros elementos del crimen que están presentes en la legislación vigente y 

34 Richard Carver y Lisa Handley, (eds.), 'RHV�7RUWXUH�3UHYHQWLRQ�:RUN" (Liverpool: Liverpool University Press, 2016). 
Asociación para la Prevención de la Tortura, 6¯��OD�SUHYHQFLµQ�GH�OD�WRUWXUD�IXQFLRQD��&RQFOXVLRQHV�SULQFLSDOHV�GH�XQ�HVWXGLR�
PXQGLDO�VREUH����D³RV�GH�SUHYHQFLµQ�GH�OD�WRUWXUD (Geneva: APT, 2016).

35 Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, ,QIRUPH�DQXDO�GH�JHVWLµQ����� (Asunción: MNP, 2020), 72-80.

36 Listado de Ejecución Presupuestaria por el Objeto del Gasto sobre el Movimiento desde el 01/01/2020 al 31/07/2020, 
Mecanismo Nacional de Prevención de Tortura, acceso el 7 de septiembre de 2020, http://www.mnp.gov.py/index.
php/about/informacion-publica/func-startdown/405/. Ley N.º 6489 Ejercicio Fiscal 2020 15 - 02, Mecanismo Nacional 
de Prevención de la Tortura, 013, acceso el 7 de septiembre de 2020, http://www.mnp.gov.py/index.php/about/
informacion-publica/Informaci%C3%B3n-p%C3%BAblica/Presupuestos-de-Gastos/Presupuesto-2020/. Proyecto de 
Ley de Presupuesto Ejercicio Fiscal 2021 15 - 02 Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, 0LQLVWHULR�GH�+DFLHQGD, 
acceso el 7 de septiembre de 2020, https://www.hacienda.gov.py/pgn-2021/archivos/GASTOS/G15-02.pdf.

37� ǘ6ROLFLWXG���������3HUVRQDV�HQ�SULVLµQ�SUHYHQWLYD�HQ�FRPLVDU¯DVǙ��3RUWDO�8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO����
GH�VHSWLHPEUH�GH�������KWWSV���LQIRUPDFLRQSXEOLFD�SDUDJXD\�JRY�S\�SRUWDO����FLXGDGDQR�VROLFLWXG�������
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ÍÜ��Á������¼���µ����õ¼¯�¯Â¼����µ���Á¼å�¼�¯Â¼į��Á»Á�µ���Á¼�¯�¯Â¼����¨Ü¼�¯Á-
naria de la persona autora o la autorización o aquiescencia de ésta cuando la 
autoría directa provenga de una persona particular. El proyecto no ha tenido 
trámite desde septiembre de 201938.

VÁÎ�Ýµ×¯»Áį��µ��Ò×��Á�¼Á�Î�ÌÁÎ×Â��å�¼��Ò�ÒÁ�Î��µ��¯»Ìµ�»�¼×��¯Â¼����µ�Ò�Î�-
comendaciones formuladas por el Comité contra la Tortura (2017) y el Comi-
×�������Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ�ŁăāĂĊł��¼�ÒÜÒ�Î�ÒÌ��×¯å�Ò�Á�Ò�Îå��¯Á¼�Ò�õ¼�µ�Ò39. El 
Paraguay tiene plazo para presentar su siguiente informe al Comité contra 
la Tortura hasta el 11 de agosto de 2021.

CaSoS oCUrriDoS en 2020

En 2020 se dieron casos que han apuntado al sistema penitenciario y a la 
Policía Nacional como los actores institucionales más involucrados. 

PENALES DE CoNCEPCIÓN Y PEDRo JuAN CABALLERo. El 19 de enero 
Ò��ÌÎÁ�Ü±Á�Ü¼���ÒÌ��×��Üµ�Î�¨Ü©�����Ĉć�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÌÎ¯å���Ò����µ¯��Î×������µ��
Penitenciaría Regional de Pedro Juan Caballero, la segunda de mayor en-
vergadura registrada en Paraguay40. Miembros de la organización criminal 
�����Ò��Ì�¼¯×�¼�¯�Î¯��VÎ¯»�¯ÎÁ��Á»�¼�Á������Ì¯×�µ�ŁV��ł���å�ÎÁ¼�Ü¼�×Ý¼�µ�
��Ò���ÒÜ�Ì���µµÂ¼��Ò×��µ����µµ�į�Ì�Ò�¼�Á�ÌÁÎ�����±Á���µ�»ÜÎÁ�Ì�Î¯»�×Î�µĮ�>��
mayoría de los fugados fueron miembros del PCC, pero hubo algunos que 
no: o aprovecharon la situación para fugarse o fueron obligados a salir en 
primer lugar, como escudos humanos en prevención de una emboscada. La 
¯¼»��¯�×��ÁÌ�Î��¯Â¼����Î���Ì×ÜÎ����ÒÌµ�©����ÌÁÎ�µ�Ò�¨Ü�Îñ�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��×Î�-
pó a ocho fugados. Otro se entregó voluntariamente. Ninguno era miembro 
de la organización criminal. Varios de los recapturados señalaron que hubo 
¨Ü©��ÁÒ�ÍÜ��¼Á�Ò�µ¯�ÎÁ¼�ÌÁÎ��µ�×Ý¼�µį�Ò¯¼Á�ÌÁÎ��µ�����ÒÁ�ÌÎ¯¼�¯Ì�µį�¯¼Ò¯¼Ü�¼�Á�
la complicidad de agentes penitenciarios. Las personas recapturadas fueron 
sometidas a golpes y amenazas de muerte por parte de policías durante el 
traslado entre el sitio de captura y los penales de Concepción y Pedro Juan 
Caballero, a los que fueron devueltos. Los policías dieron patadas y golpes 
ń�Á¼�µ��»�¼Á��¼åÜ�µ×���¼�Ü¼��×Á�µµ��Ì�Î��¼Á���±�Î�»�Î��Òń�Ì�Î��Á�×�¼�Î�¯¼-
formación sobre el paradero de los demás fugados. Pero las torturas más 
graves y prolongadas las propinaron los guardias penitenciarios. Durante 
horas, los guardias aplicaron popyte (golpes con cachiporras en la palma de 
las manos) y pypyte (nombre en guaraní de la falanga, una técnica universal 
de tortura que consiste en aplicar golpes en la planta de los pies). Después de 

38 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 2 de septiembre de 2020, http://
silpy.congreso.gov.py/expediente/113966.

39 SIMORE Plus, Ministerio de Relaciones Exteriores, accedido el 8 de septiembre de 2020, https://www.mre.gov.py/
simoreplus/. 

40 La mayor fuga registrada en el Paraguay fue el escape masivo de 106 personas privadas de libertad de la Penitenciaría 
de la Antigua Emboscada, ocurrida el 26 de febrero de 1998.
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cada sesión de golpes, las víctimas eran obligadas a saltar para agravar el do-
lor. También aplicaron el “submarino seco”, método de tortura consistente 
�¼�ÌÎÁåÁ��Î��Òõë¯���±ÜÒ×�¼�Á�Ü¼���ÁµÒ��Ìµ�Ò×¯����¼�µ������ñ�Į�ž»�ÁÒ�Ì�¼�µ�Ò�
tienen un notorio historial de aplicar tormentos físicos similares como téc-
¼¯�������Á¼×ÎÁµ��¯Ò�¯Ìµ¯¼�Î¯ÁĮ�>��*¯Ò��µǞ��¼Á���¯»ÌÜ×��Á���¼¯¼©Ý¼�©Ü�Î�¯��Á�
policía por estos hechos41.

CIuDAD DEL ESTE. �¼�µ��¼Á�����µ�ĂĆ����±Üµ¯Áį�Ü¼��Ì�×ÎÜµµ�����µ��VÎ�¨��×ÜÎ��
Naval de Ciudad del Este mantuvo un enfrentamiento con presuntos con-
trabandistas en el seno del río Paraná, a la altura del barrio San Miguel de 
la capital esteña. En el intercambio de disparos fue herido de gravedad un 
ÒÜ�Áõ�¯�µ����µ��žÎ»���į�ÍÜ¯�¼�ÌÁÒ×�Î¯ÁÎ»�¼×��¨�µµ��¯ÂĮ�E��¯��ÁÎ��µÜ�©Á����
la balacera, una patrulla de militares atacó el barrio, ingresando de manera 
å¯Áµ�¼×��ì�Ò¯¼�ÁÎ��¼�±Ü�¯�¯�µ�����µµ�¼�»¯�¼×Á���µÁÒ��Á»¯�¯µ¯ÁÒ���µ�å��¯¼��Î¯ÁĮ�
Los militares aprehendieron arbitrariamente a las personas y las sometie-
ron a torturas en sus propias casas o en la calle, interrogándolas sobre la 
identidad de quienes habían efectuado los disparos y preguntando sobre el 
Ì�Î���ÎÁ�����Ü�×ÎÁ�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��ÒÌ��Ǟõ��»�¼×�Į�>��å¯Áµ�¼�¯��¨Ü���Ìµ¯��������
manera indiscriminada contra cualquier persona del barrio, incluso niños 
y niñas. Al término del operativo, los militares aprehendieron a 35 perso-
¼�Ò�ń�¼×Î���µµ�Ò�Ò¯�×����Áµ�Ò��¼×�Òį�Ü¼������µµ�Ò�»Ü±�Îį�×Î�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î�¼Ò�ì�
un adulto mayor– y las trasladaron a la base naval de la Prefectura. Allí, las 
torturas prosiguieron hasta las diez de la mañana del día siguiente. Las per-
ÒÁ¼�Ò��ÌÎ��¼�¯��Ò�¨Ü�ÎÁ¼�Á�µ¯©���Ò���Ì�Î»�¼���Î��¼��µ�ÒÜ�µÁį��Á������±Áį�ì�
siguieron los golpes de puño, con cachiporras, mangueras o sogas. Algunas 
personas fueron torturadas con picana eléctrica, mediante quemaduras con 
agua hirviendo o con el “submarino seco”; mientras que a otras las obligaron 
�����Î��±�Î�¯�¯ÁÒ�¨ǞÒ¯�ÁÒį���Á»Ì�À��ÁÒ����¯¼ÒÜµ×ÁÒ��¯Ò�Î¯»¯¼�×ÁÎ¯ÁÒĮ�žÌÎÁ-
ximadamente a las 07:00 horas, personal de Investigaciones de la Policía Na-
�¯Á¼�µ�×Á»Â�»Ü�Ò×Î�Ò����Ì�Î�õ¼�����µ�Ò�»�¼ÁÒ����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò���×�¼¯��Òį�
momento en el cual las torturas cesaron42.

>��*¯Ò��µǞ��¯¼¯�¯Â��ÁÒ�¯¼å�Ò×¯©��¯Á¼�Òį�Ü¼���¼�µ��ÍÜ��¨Ü�ÎÁ¼�¯»ÌÜ×���Ò���±Á�
�µ���Î©Á����Á»¯�¯�¯Á���µ�ÒÜ�Áõ�¯�µ��ÁÒ����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò���×�¼¯��ÒĹ��¼�×�¼×Á�
que otras 26 se encuentran procesadas por resistencia, violación de la cua-
rentena sanitaria y otros cargos menores. En otra carpeta de investigación 
se acumularon las denuncias por tortura. En esta causa, a la fecha del cierre 
��µ� ¯¼¨ÁÎ»�į� µ��*¯Ò��µǞ��¼Á���¯��¼×¯õ���Á���¼¯¼©Ý¼�Î�ÒÌÁ¼Ò��µ��¼¯���¨ÁÎ-
»Üµ��Á�¯»ÌÜ×��¯Á¼�ÒĮ�>��¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼�õÒ��µ��Á¼Ò¯Ò×¯Âį��Ò×���Ò��»Á»�¼×Áį�
en una inspección médico-forense de 26 personas adultas detenidas y cin-
�Á���Áµ�Ò��¼×�ÒĮ��¼�¼¯¼©Ý¼���ÒÁį��µ�¯¼¨ÁÎ»��¨ÁÎ�¼Ò���Ü»Ìµ���Á¼�µÁÒ�Î�ÍÜ¯-

41 Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, ,QIRUPH�&RQȍGHQFLDO�GH�,QWHUYHQFLµQ�1�|����������6LWXDFLµQ�GH�ODV�SHUVRQDV�
UHFDSWXUDGDV�GH�OD�IXJD�GH�OD�3HQLWHQFLDU¯D�5HJLRQDO�GH�3HGUR�-XDQ�&DEDOOHUR, 24 de enero de 2020.

42 Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, ,QIRUPH�3UHOLPLQDU�GH�,QWHUYHQFLµQ�1�|����������'HQXQFLDV�GH�WRUWXUD�HQ�
LQWHUYHQFLµQ�GH�OD�$UPDGD�1DFLRQDO�HQ�&LXGDG�GHO�(VWH, 20 y 21 de julio de 2020.
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sitos mínimos del Protocolo de Estambul43. Un dictamen de la Dirección de 
Asuntos Jurídicos del Comando de la Armada determinó que no se dieron por 
probadas la comisión de torturas o malos tratos por parte de personal naval 
interviniente en los hechos ni otra falta disciplinaria44. Aunque este dictamen 
¼Á�Î�ÌÎ�Ò�¼×��Ü¼�Á�Ò×��ÜµÁ�Ì�Î��µ��¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼�õÒ��µį�¯¼�¯���Ü¼��Î����¯Â¼�
corporativa encaminada a asegurar la impunidad de los posibles autores.

SegUimienTo De CaUSaS anTerioreS

CASo ToRTuRAS DEL Año 2000. El 30 de diciembre de 2019, un Tribunal 
de Sentencia absolvió de una acusación de tortura al exministro del Interior 
Walter Bower y a los agentes de policía Merardo Palacios y Osvaldo Vera. El 
��ÒÁ�Î�õ�Î����µ�Ò�×ÁÎ×ÜÎ�Ò�ÍÜ��¨Ü�ÎÁ¼��Ìµ¯����Ò���Á×ÎÁÒ��©�¼×�Ò����ÌÁµ¯�Ǟ��ÍÜ��
habrían participado del intento de golpe de Estado del 18 y 19 de mayo de 
2000, protagonizado por leales al exgeneral Lino Oviedo45. El Tribunal consi-
deró que el cargo de tortura no fue probado por la Fiscalía y que, para arribar 
���Ò���Á¼�µÜÒ¯Â¼į�Ò����ÒÂ�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ»�¼×���¼�µ����Ò��µ¯õ���¯Â¼����µÁÒ�×�Ò×¯»Á-
nios de cargo46Į�>�����¯Ò¯Â¼�¨Ü���Ì�µ����ÌÁÎ��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�ÁĮ

CASoS DERIVADoS DE LA REPRESIÓN PoR LA quEMA DEL CoNGRE-
So EN MARZo DE 2017. En agosto de 2020 fue condenado el agente de poli-
�Ǟ��*�Î¼�¼�Á�ž©ß�ÎÁ���¼Ǟ×�ñį����µ�Î��Á�Î�ÒÌÁ¼Ò��µ����µ���µ¯×Á����µ�Ò¯Â¼��ÁÎ-
ÌÁÎ�µ��¼��µ��±�Î�¯�¯Á����µ�Ò�¨Ü¼�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Òį�ÌÁÎ����Î�ÌÎÁåÁ���Á�µ�Ò¯Á¼�Ò�
�¼��µ��Ü�ÎÌÁį�Á±ÁÒį�����ñ�į�ÁǞ�Áį��Á¼�©ÁµÌ�Ò����ÌÜÀÁį����¯ÌÁÎÎ�į��Üµ�×�����
escopeta, disparos con balines de goma y pisotones a las hermanas Blanca y 
Diana Brizuela, durante la represión en horas de la tarde del 31 de marzo de 
201747. El policía fue condenado a una pena de dos años y seis meses de pri-
sión, pero se encuentra en apelación. Es la tercera causa en la que se impone 
una condena en el marco de la causa de la quema del Congreso. En otro caso, 
�¼�±Üµ¯Á����ăāĂĊį�Ò���Á¼��¼Â���¼Ü�å���ÀÁÒ����ÌÎ¯Ò¯Â¼��µ�ÌÁµ¯�Ǟ����¼¯×Á�\�¼�-
bria Duarte, por haber provocado varias lesiones al diputado Edgar Acosta 
�Á¼��¯ÒÌ�ÎÁÒ��Á¼���µ¯¼�Ò����©Á»�Į�>���Á¼��¼��¨Ü���Á¼õÎ»�����¼�¨��Î�ÎÁ����
202048. En mayo de 2019 se condenó a cuatro años al agente Jorge Ramírez 

43 Carpeta Fiscal Causa N.º 8779/2020 “Personas innominadas s/ tortura y otros”, ante la Unidad Fiscal N.º 3 de la Unidad 
Especializada de Derechos Humanos.

44 Dictamen N.º 496/20 del 30 de julio de 2020 de la Dirección de Asuntos Jurídicos del Comando de la Armada.

45 Antecedentes del caso podemos encontrar en Báez, “Abusos y torturas de agentes públicos”, 44-48, y Valiente, “¿Retorna 
la tortura?”, 51.

46 S. D. N.º 1 del 30 de diciembre de 2019 en la causa N.º 2606/2000 “Basilio Pavón, Merardo Palacios, Osvaldo Vera, Walter 
Bower s/ lesión corporal en el ejercicio de funciones públicas y otros”, ante el Tribunal de Sentencia de la circunscripción 
judicial de capital.

47 S. D. N.º 223 del 4 de agosto de 2020 en la causa N.º 140/2017 “Fernando Agüero Benítez s/ lesión corporal en el ejercicio 
de funciones públicas”, ante el Tribunal de Sentencia N.º 6 de capital.

48 Causa N.º 51/20017 “Benito Joel Sanabria s/ Lesión Corporal en Ejercicio de Funciones Públicas”, ante el Tribunal de 
Sentencia N.º 5 de Capital.
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Bogarín, hallado responsable de las lesiones sufridas por Alicia Cabrera du-
rante el ataque a la sede del local partidario del Partido Liberal Radical Au-
×�¼×¯�ÁĮ�>���Á¼��¼��¨Ü���¼Üµ�����¼��Ì�µ��¯Â¼��¼�±Üµ¯Á����ăāăā�ì�Ò���¯ÒÌÜÒÁ��µ�
Î��¼åǞÁ���µ���ÒÁ���Ü¼�¼Ü�åÁ�±Ü¯�¯Áį�Ì�ÎÁ�µ�����¯Ò¯Â¼�¨Ü��Á�±�×Á����Ü¼�����¯Â¼�
���¯¼�Á¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ¯����ÌÁÎ�Ì�Î×����µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á49. 

CoNDENAS EN uNA CAuSA DE LA DICTADuRA. Con respecto a las más 
de cien causas en investigación sobre casos de la dictadura50, en una de ellas, 
las torturas sufridas por Martín Almada y Celestina Pérez, el 20 de diciem-
bre de 2019 se dictaron condenas en primera instancia de entre doce y siete 
años en contra de tres represores del Departamento de Investigaciones de la 
Policía de la Capital51.

CAuSAS ESTANCADAS. La mayor parte de los demás casos no registra 
�å�¼����µ©Ü¼ÁĮ�VÁÎ��±�»ÌµÁį��¼��µ���ÒÁ�ÍÜ��¯¼å�Ò×¯©��µ�Ò�×ÁÎ×ÜÎ�Ò�ÌÁÒ×�Î¯ÁÎ�Ò�
��µ��»�Ò��Î�����E�Î¯¼���Ü�į��¼�±Ü¼¯Á����ăāĂăį��¼�µ��ÍÜ�Î�µµ�����Ò¯å��ÌÎÁ»Á-
vida por la Codehupy en representación de Miguel Ángel Correa, la víctima, 
�¼�ÒÜ����µ�Î��¯Â¼�×�Ò×¯õ��µ��Î¯¼������¼�±Üµ¯Á����ăāĂăį���Ǟ��¯��¼×¯õ���Á�ÌÁÎ�
sus apellidos a tres agentes de policía que lo habían torturado. En septiem-
�Î�����ăāĂăį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á��¨��×ÜÂ�Ü¼���Á¼Ò×¯×Ü�¯Â¼��¼�µ���Á»¯Ò�ÎǞ��
����ÜÎÜ©Ü�×ì��¼�µ��ÍÜ��Á�×ÜåÁ��µ�Î�©¯Ò×ÎÁ���µ�µ¯�ÎÁ����¼Áå�����Òį��Á¼���õ-
©ÜÎ���¼�µÁÒ�¼Á»�Î�Ò����µÁÒ�×Î�Ò��©�¼×�Ò�¯��¼×¯õ���ÁÒ�ÍÜ��Ò���¼�Á¼×Î���¼�
���©Ü�Î�¯���µ��Ǟ�����µÁÒ���ÁÒĮ�>��*¯Ò��µǞ����»ÁÎÂ�¯¼±ÜÒ×¯õ����»�¼×���Ò×��
�µ�ăāĂĉ�Ì�Î��ÒÁµ¯�¯×�Î��µ�µ�©�±Á�����Ò×ÁÒ�×Î�Ò�ÌÁµ¯�Ǟ�ÒĮ�f¼Á�����µµÁÒ�¨Ü���¯×��Á���
prestar declaración indagatoria, pero no se presentó. Desde entonces, la in-
vestigación no registra movimiento52Į�K×Î�Ò���ÎÌ�×�Ò����¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼�õÒ��µ�
por torturas en los incidentes de Marina Cué del 2012 tampoco cuentan con 
imputaciones.

COnClUsiOnEs

>ÁÒ� ��ÒÁÒ� Î�©¯Ò×Î��ÁÒ� �¼� ăāăā� ��±�¼� �µ� ��Ò�Ü�¯�Î×Á� ÍÜ�� µ�� ×ÁÎ×ÜÎ�� �Ò� Ü¼��
ÌÎ��×¯����¯�¼��ÎÎ�¯©�����¼�µ���Üµ×ÜÎ��¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ����µ�Ò�¨Ü�Îñ�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ì�
en el circuito penal y penitenciario. La Fiscalía General del Estado sigue sin 
¨ÁÎ»Üµ�Î�Ü¼��ÌÁµǞ×¯����Î¯»¯¼�µ�ÍÜ��µ���¼¨Î�¼×�����»�¼�Î���õ��ñĮ�Kį��¼���ÒÁ�
de existir una directriz no expresa, esta sería consistente con un patrón que 
��±�� ¯»ÌÜ¼���� µ��»�ìÁÎ�Ì�Î×����� µ�Ò���¼Ü¼�¯�Ò�Î�©¯Ò×Î���ÒĮ�>�� ¯»ÌÜ¼¯����

49 S. D. N.º 158 del 22 de mayo de 2019 y S. D. N.º 41 del 6 de julio de 2020 en la causa N.º 53/2017 “Jorge Ramírez Bogarín s/ 
lesión corporal en el ejercicio de las funciones públicas”.

50 Véase el artículo sobre Derecho a la verdad, justicia y reparación del presente informe.

51 S. D. N.º 3 del 20 de diciembre de 2019 en la causa N.º 3154/1989 “Pastor Milcíades Coronel, Sabino Augusto Montanaro, 
Alcibíades Brítez Borges y otros s/ Lesión Corporal y otros”, ante el Juzgado Penal de Liquidación y Sentencia N.º 3 de 
capital.

52 Causa N.º 46/2012 “Personas Innominadas s/ tortura”, ante la Unidad Fiscal N.º 3 de la Unidad Especializada de 
Derechos Humanos.
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es el principal aliciente para los perpetradores y es tan generalizada que al-
��¼ñ��Ü¼�Ü»�Î�µ����×Áµ�Î�¼�¯��Áõ�¯�µĮ����Á×ÎÁ�»Á�Á�¼Á�Ò���ëÌµ¯���ÌÁÎ�ÍÜ��µ��
formación profesionalizada que reciben los agentes, los controles internos 
ì��ë×�Î¼ÁÒ�ÍÜ���ë¯Ò×�¼�Á�µ���Á¼�Ü��¯Â¼�±�Î�ÎÍÜ¯������»�¼�ÁÒ�Î�ÒÌÁ¼Ò��µ�Ò�
ante autoridades civiles no hayan contribuido en nada a su erradicación. 

El escenario de la emergencia sanitaria por la pandemia de la covid-19 fue 
complementario a la falta de señales claras de las instituciones frente a los 
abusos policiales. El miedo de la población al contagio abonó la tolerancia 
social con los abusos y la receptividad de la audiencia al exhibicionismo de 
la brutalidad policial. Este contexto y estas prácticas contribuyen peligrosa-
»�¼×����¼ÁÎ»�µ¯ñ�Î�ì�¼�×ÜÎ�µ¯ñ�Î�µ��×ÁÎ×ÜÎ�Į�2©Ü�µ»�¼×�į�µ���»�Î©�¼�¯����±Â�
en evidencia las pésimas condiciones de las comisarías como lugares com-
pletamente inadecuados para mantener a las personas privadas de libertad, 
�Ü¼ÍÜ�� Ò��� ×Î�¼Ò¯×ÁÎ¯�»�¼×�Į�vį� Ò¯� �¯�¼� µ�Ò� ©Î�¼��Ò� �»�Î©�¼�¯�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�
requieren controles extraordinarios para prevenir el abuso de poder, esa no 
Ò�Î�� µ��Ò¯×Ü��¯Â¼į��µ�»�¼ÁÒ�ÌÁÎ� µÁ�ÍÜ��Î�ÒÌ��×���µ�EFVį�ÍÜ��å�Î���Ý¼�»�Ò�
�¯Ò»¯¼Ü¯�ÁÒ�ÒÜÒ�Î��ÜÎÒÁÒ�õ¼�¼�¯�ÎÁÒ�ÁÌ�Î��¯Á¼�µ�Ò�Ì�Î���µ�ăāăĂĮ

rECOMEnDaCiOnEs

�µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�����ĭ

 Ǻ formular una política criminal contra la tortura que sea consistente con la 
obligación del Estado de prevenir y sancionar este crimen.

 Ǻ investigar de manera rápida, imparcial y exhaustiva, de acuerdo con el 
E�¼Ü�µ� Ì�Î�� µ�� ¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼� ì� �Á�Ü»�¼×��¯Â¼� �õ����Ò� ��� µ�� ×ÁÎ×ÜÎ�� ì�
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (Protocolo de Es-
tambul), todas las denuncias de tortura y otros tratos crueles, inhumanos 
ì���©Î���¼×�Òį��Ò�©ÜÎ�¼�Á�ÍÜ��µÁÒ��Ü×ÁÎ�Ò�Ò��¼��¼±Ü¯�¯��ÁÒ�ìį����Ò�Î���-
clarados culpables, sean castigados con penas adecuadas.

El Estado paraguayo debe:

 Ǻ garantizar que el MNP disponga de los recursos necesarios para el pleno 
cumplimiento de sus misiones operativas.

 Ǻ cumplir las recomendaciones formuladas por el Comité contra la Tortura 
y el Comité de Derechos Humanos formuladas al Estado paraguayo en 
2017 y 2019, respectivamente, y las recomendaciones del MNP.



capítulo 6

DereChoS 
generaCionaLeS





derechos de niñas,
niños y adolescentes

eL paraDigma De La 
proTeCCión eSpeCiaL De La 

niñez Y La aDoLeSCenCia: 
Una DeUDa en paragUaY

La realización de este balance sobre los derechos de la niñez y la adoles-
cencia en Paraguay toma lugar en un contexto de profundización de las 
exclusiones y las desigualdades. La pandemia de covid-19 trajo consigo la 
desaceleración económica y la polarización social. Esta crisis, que emer-
gió como sanitaria, desnuda para este año los persistentes problemas es-
tructurales que amenazan el cumplimiento de los derechos humanos de 

niñas, niños y adolescentes.

paLabraS CLaveS: niñez y adolescencia, derechos de grupos espe-
ciales, protección de los derechos humanos, promoción de los derechos 

humanos. 

analía martínez aldana y Camila Corvalán
observatorio de políticas públicas y derechos de la niñez y la adolescencia
���=���JJY�.D��JY��VJY�=J]���Y��+J]����=��.D%�D�.��y�=����J=�]��D�.��ɢ��.�ɣ
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balanCE DE lOs 25 añOs 

Las recomendaciones relativas a la garantía de los derechos de niñas, niños 
y adolescentes (NNA) integran los informes anuales de derechos humanos 
de manera transversal desde el primer tomo en 1996, presentadas en la co-
ìÜ¼×ÜÎ����µ�õ¼�µ���� µ�� ×Î�¼Ò¯�¯Â¼���¯�� µ����»Á�Î��¯���¼�Ü¼��Á¼×�ë×Á�ÍÜ��
�Ü©ÜÎ�����µ�ÒÜÎ©¯»¯�¼×Á�����Á¼�¯�¯Á¼�Ò����»�ìÁÎ�¯©Ü�µ���Į��µ��±�Î�¯�¯Á����
condensar 25 años en materia de derechos de la niñez y la adolescencia per-
mitió observar que ese camino es sinuoso, y que avanzar hacia el bienestar 
de todas las personas requiere de estrategias de incidencia y vigilancia soste-
¼¯��Òį���µ��Ì�Î����Ü¼�×Î���±Á��Á¼±Ü¼×Á��Á¼��µ��Ò×��Áį�ÍÜ��¯¼×�©Î���ë¯©�¼�¯�Òį�
pero también la cooperación para el desarrollo de capacidades y la institu-
�¯Á¼�µ¯ñ��¯Â¼����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ÍÜ��©�Î�¼×¯��¼����»Á�Á�ÌÎÁ©Î�Ò¯åÁ�×Á�ÁÒ�
los derechos humanos. 

>�� Î�×¯õ���¯Â¼� ��� µ�� �Á¼å�¼�¯Â¼� ÒÁ�Î�� µÁÒ� ��Î��ÁÒ� ��µ� F¯ÀÁ� ì� µ�� F¯À��
(CDN)1 y la promulgación por Ley N.º 1680/2001 del Código de la Niñez y 
µ��ž�Áµ�Ò��¼�¯��Ł�Fžłį� ±Ü¼×Á��Á¼�µ���Î���¯Â¼����µ��\��Î�×�ÎǞ�����µ��F¯À�ñ�ì�
la Adolescencia (SNNA), y la elevación de la SNNA al rango de Ministerio 
de la Niñez y la Adolescencia (MINNA) por Ley N.º 6174/18, son hitos en la 
responsabilidad del Estado de promover y garantizar derechos para NNA en 
Paraguay. A través de este marco normativo se estableció además el Sistema 
Nacional de Protección y Promoción Integral de los Derechos de la Niñez y la 
Adolescencia (SNPPINA), que regula e integra los programas y las acciones a 
nivel nacional, departamental y municipal. 

Las acciones de fortalecimiento institucional en el sentido de la adopción 
de los tratados internacionales, las homologaciones locales de acuerdos e 
instrumentos de protección, la infraestructura y los mecanismos de coordi-
¼��¯Â¼�Ì�Î��µ��¯»Ìµ�»�¼×��¯Â¼����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��¼�Ò¯�Á�ÒÁÒ×�¼¯�ÁÒ��¼�
este cuarto de siglo. 

�¼�×�Î»¯¼ÁÒ���µ�»�±ÁÎ�»¯�¼×Á����µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò����å¯������FFž��¼�V�Î�-
guay, desde el año 2009 se han creado programas emblemáticos que impac-
taron de forma directa o indirecta sobre la niñez y la adolescencia, como: 
Tekoporã, Abrazo, el Programa Nacional de Seguridad Alimentaria para la 
Agricultura Familiar, el Programa Alimentario Nutricional Integral (Pani) 
y las Unidades de Salud Familiar (USF), pero su continuidad y calidad han 
quedado a merced de las prioridades político-partidarias de los gobiernos. 

Uno de los avances más recientes y de gran relevancia en materia de protec-
ción social es la próxima implementación del Sistema de Protección Social 

�� 3DUDJXD\�KD�DSUREDGR�\�UDWLȑFDGR�OD�&'1�SRU�/H\�1�|����������DO�LJXDO�TXH�HO�3URWRFROR�)DFXOWDWLYR�UHODWLYR�D�OD�
SDUWLFLSDFLµQ�GH�ORV�QL³RV�HQ�FRQȠOLFWRV�DUPDGRV��/H\�1�|�������������HO�3URWRFROR�)DFXOWDWLYR�UHODWLYR�D�OD�YHQWD�GH�
niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía (Ley N.º 2134/2003) y el Protocolo Facultativo 
relativo a un procedimiento de comunicaciones (presentaciones individuales de quejas) (Ley N.º 5770/2016).
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“¡Vamos!”, �µ�ÍÜ��Ò�Î���±��Ü×��Á�ÌÁÎ��¯�µÁ����å¯��Į��Ò×��×�¼�ÎǞ��Ü¼��¼¨ÁÍÜ��
integral de coordinación entre los distintos Organismos y Entidades del Es-
tado (OEE) que componen el sistema en los tres niveles de gobierno. Cuenta 
con un apoyo presupuestario de la Unión Europea. El principal desafío es su 
perspectiva universalista, carente de un enfoque para situaciones de vulne-
rabilidad2.

En materia educativa, la promulgación de la Ley N.º 4088/2010 “Que esta-
blece la obligatoriedad y gratuidad de la Educación Inicial y la Educación 
Media” representa un hito para la garantía de este derecho, al igual que –más 
adelante– la Ley N.º 5136/2013 “De Educación Inclusiva” es un avance res-
Ì��×Á���µ���×�¼�¯Â¼����µ�Ò�¼���Ò¯����Ò��ÒÌ��Ǟõ��Ò����FFž��Á¼��¯Ò��Ì��¯���Ĺ�
pero ambas leyes no garantizan, en sí mismas, calidad ni cobertura. Además, 
en el caso de la Ley de Educación Inclusiva, si bien ha sido reglamentada, 
�Ý¼�ÒÜ�Ò¯Ò×�¼�¨Ü�Î×�Ò��Î���Ò��¼�ÒÜ��Ìµ¯���¯Â¼��Á»Á�Ü¼�¼Ü�åÁ�Ì�Î��¯©»��
educativo. Todavía existen “escuelas especiales” para la niñez con discapaci-
dad y persiste la práctica del rechazo a NNA con discapacidad intelectual y 
psicosocial en las instituciones, o su inscripción es aceptada solo si la familia 
cubre los costos de un maestro o una maestra integrador(a)3.

Las diferentes expresiones de la violencia contra NNA retratan que la pre-
vención, protección y restitución de derechos siguen sin ser garantizadas 
integralmente. 

Con respecto a la protección contra las formas de violencia hacia NNA, re-
cientemente se han promulgado varias leyes. En primer lugar, la Ley N.º 
5659/2016 de “Promoción del Buen Trato, Crianza Positiva y de Protección a 
Niños, Niñas y Adolescentes contra el castigo físico o cualquier tipo de vio-
lencia como método de corrección y disciplina”. Además, la Ley N.º 5777/2016 
Ŋ���ÌÎÁ×���¯Â¼�¯¼×�©Î�µ���µ�Ò�»Ü±�Î�Ò��Á¼×Î��×Á���¨ÁÎ»�����å¯Áµ�¼�¯�Ōį���Ì�-
sar de que la versión promulgada no cuenta con perspectiva de género y to-
davía se requiere de un desarrollo institucional, esta instala un sistema de 
prevención, protección y atención a nivel local que contempla a niñas y ado-
µ�Ò��¼×�Ò�»Ü±�Î�ÒĮ�VÁÎ�Ýµ×¯»Áį�µ��>�ì�FĮû�ćăāăĺăāĂĉ�ŊWÜ����ÁÌ×��¼ÁÎ»�Ò�Ì�Î��
la prevención del abuso sexual y la atención integral de los niños, niñas y 
adolescentes víctimas de abuso sexual”. Estos marcos normativos establecen 
responsabilidades claras en materia de prevención de la violencia y el abuso 
sexual para diferentes instituciones del Estado, entre ellas el Ministerio de 
Educación y Ciencias (MEC). Sin embargo, acciones protagonizadas por sus 
más altas autoridades retratan la falta de voluntad política a la hora de cum-
plir a cabalidad con estas disposiciones legales.

2 Villeta (Central), San Juan Nepomuceno (Caazapá), Santa Rosa del Aguaray (San Pedro) y Mcal. Estigarribia (Boquerón).

3 Mario Rubén Marecos, Emilio Pineda y Eva Insfrán, “La gran brecha”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\�����, (Asunción: 
Codehupy, 2019), 151-162.
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En el 2017, el entonces ministro de Educación Enrique Riera Escudero pro-
hibió la difusión y utilización de materiales que hicieran referencia a la 
perspectiva o teoría de género en instituciones educativas dependientes del 
MEC4į���¯¼�µÜÒÁ��»�¼�ñÂ��Á¼�ÍÜ�»�Î�µ¯�ÎÁÒ�����Ò×��Ǟ¼�Áµ���¼�Ìµ�ñ�Ò�ÌÝ�µ¯-
cas5. En el 2019, el actual ministro de Educación, Eduardo Petta, quien es 
además líder de una Iglesia evangélica6, prohibió la Guía de Educación Se-
xual Integral para Docentes de Educación Permanente7, al tiempo que per-
mitió capacitaciones realizadas por una ONG de carácter religioso llamada 
���¯Ò¯Á¼�ÒĮ��µ��ÌÁìÁ���µ���¯Ò�»¯¼��¯Â¼����¯���Ò��¼×¯�¯�¼×Ǟõ��Òį���×Î�å�Ò����
��Îµ�Ò�ì�»�×�Î¯�µ�Ò�¯»ÌÎ�ÒÁÒ��Á¼�Î��ÜÎÒÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ8, afecta seriamente los 
derechos sexuales y reproductivos de NNA9.

La negativa de modo constante de los sucesivos gobiernos a implementar la 
��Ü���¯Â¼�\�ëÜ�µ�2¼×�©Î�µ�Ł�\2ł��¼��µ�Ò¯Ò×�»����Ü��×¯åÁį�±Ü¼×Á��Á¼�»Á��µÁÒ�
Ì���©Â©¯�ÁÒ��Á¼���ÁÎ��±�����©�¼�ÎÁį��Ò�Ü¼�̈ ��×ÁÎ�ÍÜ��ÒÁÒ×¯�¼���µ��Ü»�¼×Á����
las cifras de violencia sexual hacia NNA10 que pasaron en promedio11 de dos 
por día en 2010 a doce por día en 2019. 

A lo largo de los años se ha insistido en que los casos de abuso, violencia 
y muertes de NNA no esclarecidos no pueden quedar impunes. Entre mu-
chos de ellos, pueden mencionarse la muerte de la niña Felicita Estigarri-
bia (2004), de la niña Idalina Coronel en Capilla del Monte (2006), la de dos 
niños de 10 y 11 años en Concepción (2008)12 y la muerte de la niña Viviana 
Paredes (2016) en un operativo de la Secretaría Nacional Antidrogas (Senad).

4 Resolución N.° 29664/2017, del 5 de octubre de 2017, por la cual se prohíbe la difusión y utilización de materiales 
impresos como digitales, referentes a la teoría y/o ideología de género, en instituciones educativas dependientes 
del Ministerio de Educación y Ciencias, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.mec.gov.py/sigmec/
resoluciones/29664-2017-RIERA.pdf.

5 “Ministro Riera se ofreció a quemar libros sobre ideología de género”, $%&�&RORU, 6 de octubre de 2017, acceso el 5 de 
noviembre de 2020, www.abc.com.py/edicion-impresa/locales/ministro-riera-se-ofrecio-a-quemar-libros-sobre-
ideologia-de-genero-1638050.html.

6 Ana Portillo y Ramón Corvalán, “Un derecho colonizado por la religión”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2019), 221-232.

7 Resolución N.° 1761/2019, del 6 de marzo de 2019, por la cual se dispone la no utilización del material denominado 
“Guía para docentes sobre educación integral de la sexualidad - Educación permanente”, en instituciones educativas de 
JHVWLµQ�RȑFLDO��SULYDGD�\�SULYDGD�VXEYHQFLRQDGD�GH�WRGR�HO�SD¯V��DFFHVR�HO���GH�QRYLHPEUH�GH�������KWWSV���PHF�JRY�S\�
sigmec/resoluciones/1761-2019-PETTA.pdf.

8 Maximiliano Manzoni, “La ONG evangélica que se mete con tus hijos usando dinero del Estado”, (O�6XUWLGRU, 20 de 
febrero de 2019, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://archivo.elsurti.com/decisiones/.

9 Los materiales difundidos alegan la falta de efectividad del condón para prevenir infecciones de transmisión sexual 
(ITS), la patologización de la homosexualidad y la culpabilización de las mujeres que sufren violencia sexual, entre 
otros contenidos falsos o discriminatorios.

10 El término incluye los tipos penales: abuso sexual en niños, abuso sexual en personas bajo tutela, actos homosexuales 
con personas menores y estupro.

11 CDIA Observa, 2020. Recuento de datos sobre niñez y adolescencia, vinculados a salud (embarazo y nacimientos) y 
hechos de violencia, entre los años 2008 y 2019.

12 No se tienen datos sobre sus identidades. “Dos niños son asesinados a balazos en Concepción”, $%&�&RORU, 14 de julio 
de 2008, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.abc.com.py/edicion-impresa/policiales/dos-ninos-son-
asesinados-a-balazos-en-concepcion-1084193.html. 
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Se ha hecho hincapié en la necesidad de la aplicación de la doctrina de la 
protección integral indicada en la CDN y el CNA, por medio de la capacita-
�¯Â¼����ÁÌ�Î��ÁÎ�Ò���µ�Ò¯Ò×�»�����±ÜÒ×¯�¯��ì��µ�¼Á»�Î�»¯�¼×Á�����Üë¯µ¯�Î�Ò�
���±ÜÒ×¯�¯���¼�µ��±ÜÎ¯Ò�¯��¯Â¼��ÒÌ��¯�µ¯ñ�������¼¯À�ñ�ì���Áµ�Ò��¼�¯�Į��µ���ÒÁ�
Cristina Aguayo (2000/01) con Acuerdo de Solución Amistosa en la Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), la falta de celeridad de 
la Justicia en el caso de Carolina Marín (2014) o las controversias alrededor 
���µ����×Ü��¯Â¼���µ�±Ü�ñ� �©�Î�X�»ǞÎ�ñ��¼��µ���ÒÁ�V�¼�»�Ǟ�ŁăāĂćł�ÒÁ¼�»Ü�Ò-
×Î�Ò����µ��µ�Î©��Ì�ÎÒ¯Ò×�¼�¯�����µ��¼���Ò¯�������Ü¼��ÌÁµǞ×¯���±Ü�¯�¯�µ��©¯µį�¯¼-
clusiva, imparcial, oportuna y no revictimizante13.

Un hito que involucra a la Justicia penal adolescente fue la condena al Estado 
paraguayo por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) en 
septiembre de 2004, en la causa por la violación de los derechos humanos de 
los adolescentes privados de libertad en el Instituto de Reeducación del Menor 
“Coronel Panchito López”. Entre esas violaciones se encuentra la muerte de 12 
adolescentes en un incendio en el establecimiento. Desde entonces, Paraguay 
»�±ÁÎÂ� µÁÒ�ÌÎÁ©Î�»�Ò�Ì�¼¯×�¼�¯�Î¯ÁÒ�Ì�Î�� ��Áµ�Ò��¼×�Ò� �Á¼Ò¯��Î��µ�»�¼×�į�
pero el modelo socioeducativo ha resultado difícil de sostener. Además, a pe-
sar de que Paraguay asumió el compromiso internacional de aplicar medidas 
de no repetición ante esos hechos, en el año 2014 otros dos adolescentes fueron 
asesinados por disparos de armas de fuego dentro del Centro Educativo de 
Itauguá. Por otro lado, en el 2017, dos adolescentes perdieron la vida en cir-
cunstancias similares en el Centro Educativo de Ciudad del Este.

La niñez rural e indígena ha sido protagonista de recomendaciones que exi-
gen para ellas una protección urgente. Para avanzar hacia el cumplimiento 
����Ò×�Ò��ë¯©�¼�¯�Òį�µ�Ò��Á¼Ò�±�ÎǞ�Ò�EÜ¼¯�¯Ì�µ�Ò�ÌÁÎ�µÁÒ���Î��ÁÒ���µ�F¯ÀÁį�
la Niña y el Adolescente (Codeni) son fundamentales, pues son la puerta de 
entrada al SNPPINA, por lo cual es una prioridad potenciarlas y continuar 
��»¯¼�¼�Á� ��¯�� �µ� �Ò×��µ��¯»¯�¼×Á� ì� �¨��×¯åÁ� ¨Ü¼�¯Á¼�»¯�¼×Á� ��� µ�Ò� Áõ-
cinas en el 100% de los distritos14Į� >�� �Á��Î×ÜÎ��ì��µ�õ¼�¼�¯�»¯�¼×Á���� µÁÒ�
programas siguen siendo uno de los principales obstáculos en este sentido.

La progresiva disminución de recursos del MINNA desde el 2013 indica que 
para el Estado no es prioritaria la atención de uno de los grupos de población 
»�Ò�¯»ÌÁÎ×�¼×�Ò���µ�Ì�ǞÒĮ�X�ÒÌ��×Á��µ�»�¼�±Á����µÁÒ�µ¯»¯×��ÁÒ�Î��ÜÎÒÁÒį�Ò��
ha insistido en varias ocasiones con que la forma de organización del presu-
puesto implica un escollo para tornar visibles las áreas de inversión y trans-
Ì�Î�¼×�Î��µ�ÜÒÁ����Î��ÜÎÒÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒĮ��µ��Á»¯×�����µÁÒ���Î��ÁÒ���µ�F¯ÀÁ���
recomendado en el 2010 la utilización de “un enfoque basado en los derechos 

13 Otros casos reconocidos internacionalmente que involucran derechos de niñas, niños y adolescentes son las medidas 
previsionales del caso LM, la sentencia del caso Xakmok Kasek vs. Paraguay, el caso Vargas Areco vs. Paraguay y el caso 
Mainumby.

14 Según datos proveídos por el MINNA, del 2015 al 2020 el número de las Codeni habilitadas ha pasado de 177 a 232. El 
90% de los municipios en Paraguay cuenta con Codeni para el año 2020.
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del niño al elaborar el presupuesto del Estado, aplicando un sistema de se-
guimiento para la asignación y el uso de los recursos destinados a los niños 
en todo el presupuesto, que permita asegurar la visibilidad de la inversión 
en la infancia”15. 

Desde el año 2000 persisten observaciones sobre la importancia de contar con 
sistemas de información y mecanismos de monitoreo de datos que permitan 
×Á»�Î����¯Ò¯Á¼�Ò����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò� ¯¼¨ÁÎ»���Ò�ì�Ü×¯µ¯ñ�Î���� ¨ÁÎ»�����-
�Ü����ì��õ�¯�¼×���µ�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á�ÌÝ�µ¯�ÁĮ��¼�×�»�Ò����FFžį�µ��»�ìÁÎ�ÌÎÁ�Ü�-
ción de datos, informaciones y generación de conocimientos proviene de las 
organizaciones de la sociedad civil, aunque se reconoce el rol de la Dirección 
General de Estadística, Encuestas y Censos (DGEEC) y de algunas instancias 
ÌÝ�µ¯��Òį��Á»Á��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯���ì��¯�¼�Ò×�Î�\Á�¯�µ�ŁE\Vì�\ł�ì�
�µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�ŁEVł��¼�©�¼�Î�Î���×ÁÒ�ÍÜ��å¯Ò¯�¯µ¯��¼���FFžĮ

La escasa inversión social en Paraguay recrudece las circunstancias de po-
breza económica que impactan de forma directa y particular sobre la niñez 
y la adolescencia. Esta situación implica la privación de oportunidades esen-
ciales para su desarrollo integral y es además un factor que pone a NNA en 
riesgo de sufrir diferentes formas de explotación laboral, ser víctimas de la 
captación por redes de trata de personas o ser reclutados forzosamente. 

Los problemas estructurales van más allá del acceso a recursos económicos: 
la cultura patriarcal y machista imperante en nuestra sociedad, arraigada 
también como violencia institucional, se erige como amenaza concreta para 
µ��å¯������µ�Ò�¼¯À�Ò�ì�µ�Ò���Áµ�Ò��¼×�ÒĮ�žÒ¯»¯Ò»Áį�µ�Ò��¯õ�Üµ×���Ò��¼�µ��ÌÎÁ-
moción de una cultura democrática con enfoque de derechos humanos y la 
persistencia del adultocentrismo relegaron la participación de NNA en las 
���¯Ò¯Á¼�Ò�ÍÜ��µ�Ò��×�À�¼į�»Ü��Ò�å���Ò���±�¼�Á����µ��Á��µ�VÎ¯¼�¯Ì¯Á���µ�2¼-
terés Superior de la Niñez, y desmotivando su involucramiento cívico.

sitUaCiÓn DEl DErECHO

�=�.CV��cJ����=��V�D��C.�����=���Jr.�ɰǽȅ��D�=�]�
ConDiCioneS De viDa De niñaS, niñoS Y aDoLeSCenTeS

En un año signado por la urgencia y la incertidumbre alrededor de la apa-
rición del nuevo coronavirus, las condiciones de vida de NNA cambiaron 
drásticamente, haciéndoles experimentar de manera particular los impac-
tos de las medidas sanitarias adoptadas por el Gobierno para enfrentar la 
pandemia. 

15 Comité de los Derechos del Niño, “Examen de los informes presentados por los Estados partes con arreglo al artículo 44 
de la Convención” (53.º periodo de sesiones, Paraguay, 29 de enero de 2010), acceso el 5 de noviembre de 2020, https://
acnudh.org/comite-de-los-derechos-del-nino-crc-paraguay-2010/.
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Esta realidad puso a prueba la capacidad de respuesta de los OEE, exigiéndo-
µ�Ò�Ü¼�×¯ÌÁ�����×�¼�¯Â¼�����ë×Î�»��¯¼»��¯�×�ñ�ì��õ�¯�¼�¯��Ò¯¼�ÌÎ�����¼×�ÒĮ�
Sin embargo, el cierre inicial de gran parte de las Codeni, una vez decretada 
la cuarentena total en el territorio nacional, puso en evidencia la ausencia 
de una perspectiva de derecho para NNA y el desconocimiento del rol clave 
de las Codeni dentro del sistema de protección por parte de los municipios. 

\ÁµÁ�Ò¯�×��»Ü¼¯�¯Ì¯ÁÒ�»�¼×Üå¯�ÎÁ¼���×¯å�Ò���µ�Ò�Áõ�¯¼�Ò����µ�Ò��Á��¼¯16, si-
tuación ante la cual la ministra de la Niñez y la Adolescencia, Teresa Martí-
¼�ñį�ÒÁµ¯�¯×Â��µ�×Î�Òµ��Á����µ�Ò�Áõ�¯¼�Ò���µ�Ò�©Á��Î¼��¯Á¼�ÒĮ�*Ü�Î�����µÁÒ�Î¯�Ò-
gos particulares que representa la pandemia y la atención especial que las 
Codeni deben brindar, se observa la urgencia de fortalecer estas instancias. 
Un reciente diagnóstico situacional de las mismas17 revela que, de 184 Codeni 
encuestadas, el 89% no tiene un Plan Municipal de la Niñez y Adolescencia, 
y 85% no cuenta con un presupuesto propio18Į��µ�\FVV2Fž�¼Á�ÌÜ����Ò�Î��õ-
�¯�¼×��¼¯��õ��ñ��¼��Á¼×�ë×Á��µ©Ü¼Áį�Ò¯�¼Á�Ò��»�×�Î¯�µ¯ñ�¼�Î��ÜÎÒÁÒ�Ì�Î��ÒÜ�
funcionamiento en los tres niveles de gobierno.

Aunque el coronavirus sea una amenaza sanitaria, uno de sus principales 
impactos en NNA se dio en el ámbito del derecho a la educación. La sus-
pensión de las actividades académicas en todos los sectores fue anunciada 
el 10 de marzo, refrendada por el MEC vía Resolución N.º 308, en principio, 
por el término de 15 días. El 24 de mayo, la institución dispuso medidas de 
contingencia a ser aplicadas por las instituciones privadas y privadas sub-
å�¼�¯Á¼���Òį���õ¼�����Ò�©ÜÎ�Î��µ�Ò�Îå¯�¯Á���Ü��×¯åÁ���µÁÒ�ì�µ�Ò��Ò×Ü�¯�¼×�Òį�
con la implementación y aplicación de herramientas tecnológicas para el 
cumplimiento del calendario académico. 

Como parte del plan de contingencia adoptado por el MEC para la continui-
dad de los procesos educativos, fue lanzada la plataforma virtual “Tu escuela 
en casa”. El ministro Petta aseguró que las clases virtuales llegaron a un 87% 
de los estudiantes; sin embargo, las perspectivas respecto a la efectividad 
����Ò×��ì�Á×Î�Ò�»��¯��Ò���µ��¼×���Á¼×Î��¯��¼�ÒÜÒ����µ�Î��¯Á¼�ÒĮ�\�©Ý¼� µÁÒ�
resultados de un estudio realizado por el Fondo de las Naciones Unidas para 
la Infancia (Unicef) Paraguay19, solo el 22% de los estudiantes se conecta a las 
Ìµ�×�¨ÁÎ»�Ò�å¯Î×Ü�µ�Ò�ì�Á×ÎÁ�Ćăŧ�Î��¯���×�Î��Ò�»��¯�¼×��p�×ÒžÌÌĮ�\�©Ý¼�
µ��»¯Ò»���¼�Ü�Ò×�į��µ�ĉăŧ����µ�Ò�»��Î�Ò�ì�µÁÒ�Ì��Î�Ò�¯��¼×¯õ��ÎÁ¼��µ��»�¯×Á�

16 “Ministra de la Niñez insta a los municipios a mantener activas sus Codenis”, �OWLPD�+RUD, 21 de abril de 2020, acceso el 
5 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/ministra-la-ninez-insta-los-municipios-mantener-activas-sus-
codenis-n2881210.html.

17 CDIA Observa, “Diagnóstico situacional de las Consejerías Municipales por los Derechos de la Niñez y la Adolescencia, 
Paraguay” (Asunción: CDIA Observa, 2020). 

18� (V�GHFLU��QR�FXHQWDQ�FRQ�XQ�SUHVXSXHVWR�DVLJQDGR�GH�PDQHUD�HVSHF¯ȑFD�D�OD�FRQVHMHU¯D�SDUD�VX�IXQFLRQDOLGDG��

19 Andrés Osorio y Valeria Walder, &RQRFLPLHQWRV��DFWLWXGHV�\�SU£FWLFDV�GH�FRPSRUWDPLHQWR�GH�IDPLOLDV�SDUDJXD\DV�VREUH�OD�
FRYLG�����UHVXOWDGRV�GH�OD�HQFXHVWD (Asunción: Unicef Paraguay, 2020), acceso el 5 de noviembre de 2020, https://uni.
cf/2I4anDc.
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educativo como el segundo más impactado por las medidas sanitarias adop-
tadas para hacer frente a la pandemia, después del ámbito económico.

El documento “Nuestros Derechos, Nuestras Voces”20 recogió algunos tes-
timonios de NNA respecto a esta situación. Los participantes manifestaron 
que: “se supone que la educación es un derecho de todos y en esta situación 
no todos recibe[n] una buena educación, ya antes de esta pandemia la edu-
���¯Â¼�¼Á��Ò×����Ò¯�¼�Á�����Ü�¼����µ¯���ŌĮ��¼×Î��µÁÒ�»Á×¯åÁÒ�¯��¼×¯õ���ÁÒ�
�Á»Á�¨��×ÁÎ�Ò�ÍÜ��¯¼�¯��¼��¼��Ò×����±����µ¯���į��¯±�ÎÁ¼ĭ�

Algunos profesores21 ni siquiera entienden cómo explicarnos las tareas, o no 
conocen y se les complica. Todas las tareas de todos los cursos están siendo 
iguales, lo que está viniendo del Ministerio es más avanzado y no va con el 
plan diario que armaban nuestros profesores para la clase. Lo que ellos se 
acostumbraban a dar es diferente, por así decirlo: nos están poniendo a todos 
en nivel de los asuncenos, pero ni sus asuncenos entienden sus tareas.

[...] ¿qué pasa con la educación online? Mi papá solamente entró a la escuela 
hasta el segundo grado, mi mamá hasta el tercer grado. ¿Qué educación me 
van a brindar mi papá y mi mamá a mí, siendo que lo que recibieron ellos 
hace años atrás ya no sirve, ya no es lo mismo? Hay temas que ellos ni siquiera 
saben [...].

Los datos del estudio “1.000 Voces”22 indican que el 67,8% de las y los encues-
tados manifestaron que los mecanismos de educación a distancia tienen 
��Òå�¼×�±�Òį�¯��¼×¯õ��¼�ÁÒ��µ���¯õ�Üµ×����¼��µ��¼×�¼�¯»¯�¼×Á����µÁÒ�×�»�Ò�
como principal obstáculo. El 83,8% de las familias solo tiene acceso a celula-
res como principal dispositivo para la realización de las tareas, y la conec-
tividad se reconoce como un problema importante en las zonas rurales. El 
3,6% de las personas encuestadas en el estudio “1.000 Voces” �¯±Á�¼Á�×�¼�Î�
forma de continuar sus estudios. Esta cifra aumenta al 29,4% en el caso de 
las familias indígenas.

žÒ�©ÜÎ�Î�µ���µ¯»�¼×��¯Â¼����FFž�¨Ü��Ü¼��×�Î����Á¼��Î��¯�¼×���¯õ�Üµ×���Ì�Î��
las familias, al tener que enfrentar el desempleo de forma repentina o la dis-
minución drástica de sus ingresos. El Estado implementó dos programas de 

20 Testimonios de niñas, niños y adolescentes en el encuentro “Nuestros derechos, nuestras voces” en el marco de la 
elaboración del Informe alternativo de niñas, niños y adolescentes presentado al Consejo de Derechos Humanos 
para el tercer ciclo del Examen Periódico Universal de Paraguay, con el apoyo técnico de la CDIA, Fundación Alda, 
Callescuela, Plan International y Fundación Maristas, en el 2020.

21� &DEH�DFODUDU�TXH�HO�OHQJXDMH�XWLOL]DGR�HQ�ODV�FLWDV�GLȑHUH�GHO�OHQJXDMH�LQFOXVLYR�LPSOHPHQWDGR�HQ�HO�UHVWR�GH�HVWH�
documento; ello se debe a que las mismas son citas directas de NNA, quienes no han utilizado dicha forma del 
lenguaje en el contexto en el cual tuvieron lugar estas manifestaciones. Esta situación se repite en otras citas textuales 
incluidas en este documento 

22� &',$�2EVHUYD�������(VWXGLR�������9RFHV��$PSOLȑFDQGR�ODV�YRFHV�GH�ODV�SHUVRQDV
referentes de las comunidades (Asunción: CDIA, 2020).
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emergencia para paliar la crisis alimentaria23, pero las medidas fueron insu-
õ�¯�¼×�Òį�Á�µ¯©�¼�Á���µ�Ò��Á»Ü¼¯����Ò���µ���Ü×Á©�Ò×¯Â¼�ÜÎ©�¼×�Į�

Utilizando como fuente la encuesta “1.000 Voces”24, se constata que estas 
×Î�¼Ò¨�Î�¼�¯�Ò�Ì�µ¯�ÎÁ¼����¨ÁÎ»����õ�¯�¼×���µ�ÌÎÁ�µ�»���µ¯»�¼×¯�¯ÁĮ�\��Á�-
servó que las organizaciones sociales, comunitarias y barriales mantuvieron 
o incrementaron sus actividades a pesar de las medidas sanitarias en un 50% 
de los casos, siendo las convocatorias para la elaboración de ollas populares 
el principal motivo. El 94,1% de las personas referentes de comunidades in-
dígenas rurales, así como el 87,5% de referentes de comunidades indígenas 
urbanas, mencionan que durante la cuarentena activaron para organizar 
ollas populares.

La misma fuente relevó que, durante la aplicación de la cuarentena (total e 
inteligente), la ingesta alimentaria de las familias y, por supuesto, de NNA 
ÍÜ��µ�Ò�̄ ¼×�©Î�¼į�Ò��Î��Ü±Áį�Ì�Ò�¼�Á����×Î�Ò����ÁÒ�Ìµ�×ÁÒ�����Á»¯���ÌÁÎ��Ǟ���¼�
más de un 40% de los casos. En lo que respecta a la calidad de la alimentación 
de las familias, el 66,6% de las personas consultadas indicó que durante la 
cuarentena total se comió peor25.

�µ�¯¼¨ÁÎ»���µ×�Î¼�×¯åÁ����FFž�ÌÎ�Ò�¼×��Á��µ��Á¼Ò�±Á������Î��ÁÒ�0Ü»�-
nos para el tercer ciclo del Examen Periódico Universal (EPU) de Paraguay, 
recogió expresiones que indican que, debido al desempleo, “[se] generó mu-
chísima pobreza, de ahí vinieron muchísimas problemáticas por el tema de 
µ����Á¼Á»Ǟ��ÍÜ����±Â�»Ü�ǞÒ¯»Áį�ÍÜ���Ü»�¼×Â�µ��ÌÁ�Î�ñ�į�ÍÜ���Ò×�Ŀ¼ŀ�ÒÁ-
breviviendo de ollas populares”26.

El 29 de marzo, el ministro Petta anunció la entrega de kits alimentarios a 
alumnos de escuelas de Asunción, destinando los fondos programados para 
la entrega del almuerzo y la merienda escolar. Desde la Federación Nacional 
de Estudiantes Secundarios (Fenaes) se denunció que estos kits, al ser en-
tregados, contenían productos vencidos o incluso en descomposición y que, 
en algunos casos, la cantidad de kits a ser distribuidos no se condecía con la 
cantidad de estudiantes matriculados. 

23 El MEC tuvo a su cargo la distribución de kits de alimentos para estudiantes de todos los niveles en las instituciones 
de enseñanza pública, en reemplazo de la entrega del almuerzo y la merienda escolar. Además, el Gobierno nacional 
FUHµ�HO�3URJUDPD�GH�6HJXULGDG�$OLPHQWDULD��DQJDUHNR��SRU�'HFUHWR�1�|������������XQ�EHQHȑFLR�DGPLQLVWUDGR�SRU�
la Secretaría de Emergencia Nacional (SEN). Por otra parte, por Ley N.º 6587/2020 fue creado el Programa Pytyvõ de 
subsidios para trabajadoras y trabajadores por cuenta propia, dependientes de micro, pequeñas y medianas empresas 
(mipymes) y despedidos aportantes al Instituto de Previsión Social (IPS). Para más datos, véase el artículo sobre 
derecho a la alimentación en este informe.

24 Ibíd.

25 Ibíd.

26 Testimonios de niñas, niños y adolescentes en el encuentro “Nuestros derechos, nuestras voces”, en el marco de la 
elaboración del Informe alternativo de niñas, niños y adolescentes presentado al Consejo de Derechos Humanos 
para el tercer ciclo del Examen Periódico Universal de Paraguay, con el apoyo técnico de la CDIA, Fundación Alda, 
Callescuela, Plan International y Fundación Maristas, en el 2020.
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El 27 de abril, el ministro de Educación anunció por medios de comunica-
ción que el reparto de los kits alimentarios estaría condicionado a la entre-
ga de tareas por parte de los familiares, dando instrucciones a los equipos 
docentes de negar el suministro de dichos kits a las familias que no las en-
tregasen27Į�ž�Ì�Ò�Î����ÍÜ��¼Á��ë¯Ò×��Ü¼��Á�Ü»�¼×Á�Áõ�¯�µ� ÒÁ�Î���µ� �Ü�µ� Ò��
fundamentan las declaraciones del ministro, su actuación como autoridad 
máxima del ente rector en el ámbito educativo convierte sus expresiones en 
hechos políticos de relevancia, en manifestaciones de las prioridades guber-
namentales y ubica sus términos en posición de órdenes para la práctica en 
los niveles locales del sistema educativo.

La niñez y la adolescencia son etapas de desarrollo evolutivo que requieren 
���Ü¼���µ¯»�¼×��¯Â¼��ÍÜ¯µ¯�Î����ì�ÒÜõ�¯�¼×�į�Ò�¼�į��¯ÒÌÁ¼¯�µ�����¨ÁÎ»����-
cesible, estable y duradera, es responsabilidad del Estado movilizar todos los 
»��¯ÁÒ�ÍÜ��×¯�¼�����¯ÒÌÁÒ¯�¯Â¼�Ì�Î��©�Î�¼×¯ñ�Îµ�į�Ò¯¼�¼¯¼©Ý¼�×¯ÌÁ�����Á¼�¯-
cionantes. Además –en el contexto de una amenaza para la salud–, el deterio-
ro de la alimentación implica la fragilidad para hacer frente a enfermedades.

Al 2 de noviembre de 2020 se registran cuatro fallecidos de entre 0 y 19 años 
ÌÁÎ��Áå¯�ŅĂĊ�ì�ąĮăăĈ���ÒÁÒ��Á¼õÎ»��ÁÒ�ŁćįĆŧ���µ�×Á×�µł��¼��µ�»¯Ò»Á�Î�¼©Á����
edad28. En Paraguay se sostiene una diferencia en el acceso a la salud entre 
quintiles de pobreza y zonas rurales29, en especial para comunidades indíge-
nas, que siguen siendo las más rezagadas al momento de generar respuestas 
��Ò���µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��ÒĮ�

La pandemia implicó el regreso en masa de compatriotas que se encontra-
ban en el exterior de forma temporal o permanente por una diversidad de 
»Á×¯åÁÒį��¼×Î���µµÁÒį�µ��»¯©Î��¯Â¼���Á¼Â»¯��Į�>��Ýµ×¯»��¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ÌÝ�µ¯���
actualizada brindada por la Secretaría Nacional de Inteligencia (SNI) data 
���̈ ����Ă����»�ìÁ����ăāăāį��¼��Á¼���Î�õ�Î��ÍÜ���ÜÎ�¼×���µ��¯�ÎÎ��×Á×�µ����µ�Ò�
fronteras ingresaron al país un total de 2.257 connacionales, 1.104 hombres, 
Ĉĉă�»Ü±�Î�Ò�ì�ĄĈĂ�¼¯ÀÁÒ�Ł¼Á�Ò���Ü�¼×���Á¼���×ÁÒ��¯Ò�Î¯»¯¼��ÁÒ�ÌÁÎ�����į�Ò�ëÁ�
y lugares de albergue)30. 

27 “Petta condiciona entrega de kits alimenticios a cambio de tareas”, �OWLPD�+RUD, 27 de abril de 2020, acceso el 
5 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/petta-condiciona-entrega-kits-alimenticios-cambio-
tareas-n2882299.html.

28 “Reportes - covid-19”, 0LQLVWHULR�GH�6DOXG�3¼EOLFD�\�%LHQHVWDU�6RFLDO, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.mspbs.
gov.py/reporte-covid19.html.

29 Milda Rivarola, coordinadora general, )LVFDOLGDG�SDUD�OD�HTXLGDG�VRFLDO�(Asunción: Decidamos, 2018), acceso el 5 de 
noviembre de 2020, https://bit.ly/3n059XS.

30 “Hasta la fecha, tras el cierre total de las fronteras han ingresado al país el total de 2.257 connacionales” [Tweet], MDN 
Paraguay [@MDN_Paraguay], 1 de mayo de 2020, acceso el 4 de noviembre de 2020, https://twitter.com/MDN_PY/
status/1256323574089957377.
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�µ�Ăć����»�ÎñÁ����ăāăāį��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ����µ�ÎÂ��Ò×��Á�����»�Î©�¼�¯��Ò�-
nitaria en todo el territorio nacional31, y se dispuso el aislamiento preventivo 
general de toda la población, en el horario comprendido entre las 20:00 has-
ta las 04:00 h32į�±Ü¼×Á��Á¼��µ��¯�ÎÎ��Ì�Î�¯�µ�ì�×�»ÌÁÎ�µ����VÜ�Ò×ÁÒ�����Á¼×ÎÁµ�
Migratorio en Frontera, como medida de prevención de riesgo de expansión 
del coronavirus33.

La situación en los albergues distó de lo planteado en la normativa. Se regis-
traron inconvenientes que afectaron a embarazadas, niñas y niños en edad 
lactante, y a NNA en general, entre ellos el hacinamiento, la falta de espa-
cios sectorizados, la provisión de leche, frutas y pañales, así como artículos 
de limpieza. La mayoría de las familias albergadas no contaba con recursos 
para comprar estos productos. Las condiciones de espera en el Puente de la 
Amistad fueron todavía más graves, pues las familias no contaron con asis-
tencia mínima de alimentación, sufrieron hacinamiento en la intemperie y 
no tenían cubiertas siquiera sus necesidades sanitarias.

Informes del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura (MNP) indi-
can que en el albergue ubicado en Ciudad del Este34 fueron encontrados dos 
adolescentes varones que fueron separados de sus personas cuidadoras en el 
Puente de la Amistad a la hora de ser ubicados en los albergues. Asimismo, 
Ò��å¯Á�ÍÜ��¼Á�Ò��Î��µ¯ñ�ÎÁ¼�¼Á×¯õ���¯Á¼�Ò���4Üñ©��ÁÒ����µ��F¯À�ñ�ì�µ��ž�Á-
lescencia, al MINNA u otra entidad sobre la situación de los adolescentes. 
Posteriormente, fue realizada una comunicación a la Codeni de Ciudad del 
�Ò×�į�Ì�ÎÁ��µµǞ�»�¼¯¨�Ò×�ÎÁ¼�ÍÜ��¼Á��Á¼×���¼��Á¼�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��Ò×��µ�-
cidas ni diseñadas para asistir a NNA en esta particular situación. En este 
albergue, el promedio de estadía era de 75 días. Allí se registraron denuncias 
por maltrato verbal por parte de los agentes de seguridad: Grupo Especial de 
Operaciones (GEO) y militares. Ninguna de las personas recibió informa-
ción alguna sobre sus derechos dentro de dicho albergue, tampoco consulta 
con un médico privado, comunicación libre con sus familiares o personas de 
�Á¼õ�¼ñ��¼¯��Ò�ÒÁÎǞ��±ÜÎǞ�¯��Į�>��»�ìÁÎǞ�����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×�¼Ǟ�¼�Î��µ�»ÁÒ�
Î�ÒÌ��×Á���µ����µ¯�������µ���Á»¯��į�µ���Ü�µ�¨Ü����µ¯õ������Á»Á�»�µ��ì�Î�©Üµ�ÎĮ�

Por otro lado, al momento de ser visitado por el MNP, en el albergue Casa de 
la Familia Salesiana se encontraban ocho niñas y cinco niños de entre dos 

31 En base a los artículos 13, 25, 32 y 298 de la Ley N.°836/1980 “Código Sanitario”.

32 Decreto N.° 3456/2020, del 16 de marzo de 2020, por el cual se declara estado de emergencia sanitaria en todo el 
territorio nacional para el control del cumplimiento de las medidas sanitarias dispuestas en la implementación de las 
acciones preventivas ante el riesgo de expansión del coronavirus (covid-19), acceso el 5 de noviembre de 2020, https://
bit.ly/32jQ77v.

33 Decreto N.º 3526/2020, del 9 de abril de 2020, por el cual se autoriza al Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social 
habilitar albergues destinados para el aislamiento supervisado de personas que han dado positivo en los test de 
coronavirus (covid-19), acceso el 5 de noviembre de 2020, https://bit.ly/36dfd8T.

34� 0HFDQLVPR�1DFLRQDO�GH�3UHYHQFLµQ�GH�OD�7RUWXUD��ǘ,QIRUPH�GH�0RQLWRUHR���$OEHUJXH���(VFXHOD�GH�$UWHV�\�2ȑFLRVǙ�����GH�
agosto de 2020, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://bit.ly/2TZRMKF.
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meses y 13 años. El MNP dio la misma recomendación que en Ciudad del 
�Ò×�ĭ��Ò×��µ���Î�Ü¼�ÌÎÁ���¯»¯�¼×Á����¼Á×¯õ���¯Â¼��µ�4Üñ©��Á����µ��F¯À�ñį���µ��
Codeni local y/o al MINNA. Ninguno recibió información sobre por qué esta-
��¼��µÁ±��ÁÒ��¼�Ü¼��µ��Î©Ü�į�×�»ÌÁ�Á�Ò��µ�Ò�¯¼¨ÁÎ»Â����Î������ÒÜÒ���Î��ÁÒĮ�
No se contemplaron protocolos contra la discriminación ni la posibilidad de 
dietas especiales. 

Otra situación de gravedad involucró el abandono de NNA posibles víctimas 
de trata de personas y explotación en la zona fronteriza. El 7 de mayo tomó 
�Ò×��Á�ÌÝ�µ¯�Á35 que 22 niñas y adolescentes de entre 12 y 17 años fueron 
���¼�Á¼���Ò���Î�����µ�VÜ�¼×�����µ��ž»¯Ò×��į���µ�µ��Á��Î�Ò¯µ�ÀÁĮ�\�©Ý¼�¯¼-
formación publicada por la prensa, algunas eran explotadas en fábricas de 
\�¼�V��µÁ�ì�Á×Î�Ò�Î��µ¯ñ���¼�×�Î��Ò��Á»�Ò×¯��ÒĮ�ž�Ì�Î×¯Î�����Ò×����ÒÁį�Ò�©Ý¼�
información proveída por la Fiscalía de la Unidad Especializada en la Lucha 
Contra la Trata de Personas y Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adoles-
centes, se abrieron cinco causas penales en investigación.

Siendo Paraguay uno de los países más desiguales de la región, no son de 
sorprender las consecuencias socioeconómicas que la pandemia tiene y ten-
drá en el territorio. El 68,5% de los hogares del país declaró que al menos una 
persona en ellos sufrió una disminución de ingresos, especialmente en áreas 
urbanas: 72,9% (73% en Asunción y Central). El 37,8% de los casos (42,4% de 
los urbanos) perdió su fuente de ingresos, mientras que el 27,7% (32,4% ur-
��¼ÁÒ�ì�ĄĆįĄŧ��¼�žÒÜ¼�¯Â¼�ì���¼×Î�µł�ÒÜ¨Î¯Â�ÒÜÒÌ�¼Ò¯Â¼���µ�×Î���±Á�Ò¯¼�Ì�©ÁĮ�
El 41,8% a nivel país (47,1% en áreas urbanas) declaró problemas para pagar 
deudas, alquileres o créditos. El 41% de los hogares declaró tener inconve-
¼¯�¼×�Ò�Ì�Î���Á¼Ò�©Ü¯Î�×Î���±Á�Á�¯¼¯�¯�Î�Ü¼�¼�©Á�¯Á�Ł¨Î�¼×���µ�ăćįĉŧ�ÎÜÎ�µłĮ�
FÁ�Á�Ò×�¼×�į��¼��Î��Ò�ÎÜÎ�µ�Ò��µ�ĂĆįĊŧ����µ�ÎÂ��¯õ�Üµ×���Ò�Ì�Î���Á¼Ò�©Ü¯Î��µ¯-
mentos o productos de limpieza, mientras que solo 14,1% en zonas urbanas 
(10,9% en Asunción y Central) se encontró con ese inconveniente. Durante la 
�Ü�Î�¼×�¼��×Á×�µ�Ł��µ�ăā����»�ÎñÁ��µ�Ą����»�ìÁłį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����aÎ���±Á�Î�-
gistró 1.500 despidos, pero un mes más tarde estimaba que la crisis generada 
ÌÁÎ� µ��Ì�¼��»¯����±�ÎǞ����Ü¼�Ò�ăĆāĮāāā�Ì�ÎÒÁ¼�Ò���Ò�»Ìµ����ÒĮ�ž��»�Òį�
2V\� ¯¼¨ÁÎ»Â�ÍÜ��»�Ò����Ċā�»¯µ� ×Î���±��ÁÎ�Ò� ¨Ü�ÎÁ¼���Ò��ÁÒ��¼��µ�ÌÎ¯»�Î�
semestre del año36. Esto implica una disminución sustancial en la calidad 
de vida de las familias, cuya recuperación será paulatina y estrechamente 
vinculada a la adopción e incremento de políticas estatales de protección y 
promoción del empleo digno y el sistema de protección social.

35 “Unas 22 niñas paraguayas víctimas de trata en Brasil fueron abandonadas en la frontera”, �OWLPD�+RUD, 8 de mayo de 
2020, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/unas-22-ninas-paraguayas-victimas-trata-
brasil-fueron-abandonadas-la-frontera-n2884090.html

36 “IPS recibió 50 mil nuevos pedidos de suspensión laboral y podría aumentar”, /D�1DFLµQ, 18 de junio de 2020, acceso el 
5 de noviembre de 2020, https://www.lanacion.com.py/negocios/2020/06/18/ips-recibio-50-mil-nuevos-pedidos-de-
suspension-laboral-y-podria-aumentar/.
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LoS eFeCToS De La CriSiS en LaS poLíTiCaS 
DirigiDaS a niñaS, niñoS Y aDoLeSCenTeS

El proyecto de Presupuesto General de la Nación (PGN) 2021 plantea recor-
×�Ò�ÍÜ��¯»Ì��×�¼��¯Î��×�»�¼×���¼�µ��¯¼å�ÎÒ¯Â¼�ÒÁ�¯�µį�Ü¼�����µ�Ò�»�Ò���±�Ò�
de la región. En el caso del MINNA, el PGN 2021 aplica un recorte del 3,7% en 
comparación a lo otorgado en el 2020 (casi unos 400 mil dólares), una dismi-
¼Ü�¯Â¼�Ò¯©¼¯õ��×¯å����Ü¼���¯ÒÌÁÒ¯�¯Â¼����Î��ÜÎÒÁÒ����ÌÁÎ�ÒǞ�ì��»Üì�µ¯»¯×�-
da. De ser aprobado, el MINNA contará con el irrisorio monto de Gs. 28.550 
por NNA, por año, lo cual pone en riesgo de regresión a planes y programas 
orientados a la garantía de derechos de NNA, en particular de aquellos en 
situaciones de mayor vulnerabilidad. Uno de los argumentos para la reduc-
ción de su presupuesto fue la integralidad del Sistema de Protección Social 
(SPS), pues la inversión en niñez y adolescencia se encuentra “dividida” en-
tre distintas instituciones. Sin embargo, las reducciones alcanzan a todo el 
sistema, registrándose drásticos recortes en el Instituto Paraguayo del In-
dígena (Indi) (16,38% menos entre 2021 y 2020), el Ministerio de la Vivienda 
(28,46%), el MEC (7,62%) y el MSPyBS (3,2%).

poLíTiCaS para niñaS, niñoS Y aDoLeSCenTeS 
Sin La parTiCipaCión proTagóniCa De 
niñaS, niñoS Y aDoLeSCenTeS

La pandemia de la covid-19 originó cambios sustanciales en las formas de 
comunicación, manifestación y participación social. A raíz de la pandemia, 
la capacidad de participación de NNA se ve condicionada por su acceso (des-
igual) a los espacios digitales, los mismos factores que limitan la participa-
�¯Â¼��¼�µ���Ò�Ü�µ���¼���Ò�ĭ�����ÒÁ���2¼×�Î¼�×�ì�µ��Ü�¯���¯Â¼�©�Á©Î�õ��Į

Respecto a la situación de las Codeni en relación con la participación de 
NNA, un diagnóstico realizado por la CDIA en el contexto de la pandemia 
muestra la punta del iceberg: solo tres de cada 10 Codeni (28%) indican que 
cuentan con la participación de NNA siempre; mientras que el 72% restante 
contempla esta participación solo a veces (39%) o nunca (33%). En las condi-
ciones actuales se incrementan y emergen nuevos y mayores desafíos para 
asegurar que NNA sean oídos, sin distinción.

Creo que nuestra opinión cuenta más en estos tiempos que la de un adulto 
respecto a lo que las niñas, niños y adolescentes vivimos. [...] Algunas veces, 
las autoridades no hacen caso a las niñas, niños y adolescentes porque somos 
chicos, tan solo toman lo que a ellos les parece bien y toman decisiones por 
nosotros sin preguntarnos si está bien, si lo que están haciendo ellos por noso-
×ÎÁÒ��Ò�µÁ��ÁÎÎ��×ÁĮ�ž�µÁÒ�±Âå�¼�Ò�¼Á�¼ÁÒ�¯¼�µÜì�¼��¼�»Ü��Ò����¯Ò¯Á¼�Ò��¼�µ�Ò�
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que deberían incluirnos, porque somos también los afectados. Hay muchas 
veces en que se habla muy técnicamente y pocos llegan a entender lo que en 
realidad se quiere decir37.

La participación protagónica de NNA es más que nunca un desafío a ser 
�×�¼�¯�Á��¼�µ�Ò�¼Ü�å�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�ÍÜ��×Î�±Á��Á¼Ò¯©Á��µ��¯Ò×�¼�¯�»¯�¼×Á�ÒÁ-
cial, pero es además un derecho que contempla la libre expresión de la opi-
¼¯Â¼����FFžį�µÁÒ�Î��Á¼Á������µµÁÒ��Á»Á�ÒÜ±�×ÁÒ������Î��Áį�µÁ�ÍÜ�������Ò�Î�
tenido en cuenta en el horizonte de las acciones de las instituciones. En este 
sentido, se observa con extrema preocupación que en el nuevo organigra-
»����µ�E2FFž�¼Á�õ©ÜÎ�¼�µ�Ò��¯Î���¯Á¼�Ò����V�Î×¯�¯Ì��¯Â¼�VÎÁ×�©Â¼¯���ì����
Pueblos Indígenas, un retroceso en materia del enfoque de acción que había 
µÁ©Î��Á�¯¼Ò×�µ�ÎÒ���Á»Á�ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯����¼�µ��¯¼Ò×¯×Ü�¯Â¼38.

Mientras los espacios de potencial formación política sigan siendo restrin-
gidos, los resultados respecto a la participación efectiva seguirán siendo 
¨Î�©»�¼×��ÁÒ�ì� µ�� ¨ÁÎ»��¯Â¼����©�¼�Î��¯Á¼�Ò��¼��µ��±�Î�¯�¯Á�ì�Î��µ�»Á����
sus derechos resultará en una ciudadanía indiferente a la construcción no 
ÒÁµ�»�¼×�����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��õ����Òį�Ò¯¼Á����Ü¼��ÒÁ�¯�����¯©Ü�µ¯×�Î¯��ì�
Ò¯¼�¼¯¼©Ý¼�×¯ÌÁ�����¯Ò�Î¯»¯¼��¯Â¼Į

avanCeS LegiSLaTivoS en eL ConTexTo De La panDemia

En términos legislativos, se ha dado un celebrado avance en términos del de-
recho a vivir en familia: la promulgación de la Ley N.º 6486/2020 “De promo-
ción y protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes a vivir en 
familia”, que regula las medidas de cuidados alternativos y la adopción. Esta 
µ�ì�×¯�¼��ÌÁÎ�Á�±�×Á��Ò�©ÜÎ�Î��µ���Î��Á����FFž���å¯å¯Î�ì���Ò�ÎÎÁµµ�ÎÒ���¼�ÒÜ�
¨�»¯µ¯��Á��¼�Ü¼��¼×ÁÎ¼Á�̈ �»¯µ¯�Îį���×Î�å�Ò����ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��¯Î¯©¯��Ò��µ�̈ ÁÎ-
talecimiento familiar de prevención de la separación, y se ve como un hito de 
avance hacia la disminución de la institucionalización de la niñez, si cuenta 
�Á¼�Ü¼�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á�ÌÝ�µ¯�Á���¼¯å�µ�µÁ��µ�ì�¼��¯Á¼�µ�ÍÜ��µ��Î�ÒÌ�µ��Į�>��Î�©µ�-
mentación de esta ley se encuentra en proceso de implementación a cargo 
del MINNA, en consulta con los equipos de la Dirección General de Cuidados 
žµ×�Î¼�×¯åÁÒ�Ł�¯�Ü¯��ł�ì��µ��Á¼Ò�±Á��¯Î��×¯åÁ���µ���¼×ÎÁ����ž�ÁÌ�¯Á¼�ÒĮ

Por otro lado, fue promulgada la Ley N.º 6572/2020 que crea el Registro Na-
cional de agresores sexuales de niños, niñas y adolescentes (RNAS) y el Banco 
Genético. Si bien este nuevo marco legal podría constituirse en una herra-

37 Testimonios de niñas, niños y adolescentes en el encuentro “Nuestros derechos, nuestras voces”, en el marco de la 
elaboración del Informe alternativo de niñas, niños y adolescentes presentado al Consejo de Derechos Humanos 
para el tercer ciclo del Examen Periódico Universal de Paraguay, con el apoyo técnico de la CDIA, Fundación Alda, 
Callescuela, Plan International y Fundación Maristas, en el 2020.

38 Según Decreto N.º 4132/2020 que reglamenta la Ley N.º 6174/2018.
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mienta para garantizar el derecho de NNA a una vida libre de violencia39, se 
�Á¼Ò¯��Î��ÍÜ���Ò×Á�Ò�ÎǞ��ÌÁÒ¯�µ��Ý¼¯��»�¼×��Ò¯��Ò×��ń�µ�¯©Ü�µ�ÍÜ���µ��Ü�ÎÌÁ����
leyes de prevención, protección y atención a NNA referidas a violencia, abu-
sos y agresiones, ya aprobadas, promulgadas y en vigencia– tuviera: presu-
puesto adecuado, institucionalidad real, recursos técnicos y materiales para 
el desarrollo efectivo de programas concretos en cada departamento del país.

Por otro lado, la decisión legislativa de que las sentencias de condena de 
agresores sexuales se inscriban al registro con carácter permanente contra-
viene la Constitución Nacional e instrumentos internacionales de derechos 
humanos y los compromisos adquiridos por el Estado paraguayo, puesto 
que se propugna que las condenas a penas privativas de la libertad tengan 
�Á»Á�õ¼�µ¯����µ��Î����Ì×��¯Â¼�ÒÁ�¯�µ����µÁÒ��Á¼��¼��ÁÒ�ì�µ�Ò��Á¼��¼���Òį�
y la progresividad de los derechos esenciales de la persona. De declararse su 
inconstitucionalidad, esta ley sería inaplicable.

En cuanto a la Justicia penal adolescente, el 26 de septiembre de 2020, lue-
go de 18 años de implementación del Proyecto Piloto de Atención a Adoles-
centes Infractores (PAI), la Corte Suprema de Justicia (CJS) ha dispuesto la 
institución de un Equipo Asesor de la Justicia, cuya función principal será 
asesorar a la Justicia Penal de la Adolescencia, como equipo auxiliar adscrito 
al Juzgado, realizando las actividades de Atención Directa a los adolescen-
tes. La Acordada N.° 1.440 que dispone esta resolución indica, además, que 
en adelante la Dirección de Derechos Humanos de la CSJ se encargará de 
µ��VÁµǞ×¯�����µ�VÎÁ©Î�»�����ž×�¼�¯Â¼�����Áµ�Ò��¼×�Ò��¼��Á¼øµ¯�×Á��Á¼�µ��µ�ìį�
¯¼Ò×�µ�¼�Á�µÁÒ��ÍÜ¯ÌÁÒ�žÒ�ÒÁÎ�Ò�ì�×Î�¼ÒõÎ¯�¼�Á��µ�»Á��µÁ�ÒÁ�¯Á±ÜÎǞ�¯�Á���µÁÒ�
técnicos integrantes del Equipo Asesor.

La vioLenCia qUe perSiSTe 

ž�¼¯å�µ�©�¼�Î�µį� µ�Ò�»��¯��Ò�����Á¼õ¼�»¯�¼×Á��Á¼µµ�å�ÎÁ¼�Ü¼��Ü»�¼×Á����
las denuncias por violencia intrafamiliar40, y se ha visualizado una agudi-
ñ��¯Â¼����µ��å¯Áµ�¼�¯����¯��FFžĮ�\ÁµÁ�����¼�ÎÁ���±Ü¼¯Á����ăāăā�¨Ü�ÎÁ¼�Î�-
gistrados 12 mil casos de violencia familiar por el MP41 42, pasando de 61 a 72 
denuncias por día en el mes de marzo43.

39� /D�OH\�FRQWHPSOD�XQ�UHJLVWUR�GH�DJUHVRUHV�VH[XDOHV�FRQ�VHQWHQFLD�ȑUPH��XQ�EDQFR�JHQ«WLFR�TXH�SHUPLWH�PHMRUDU�OD�
LQYHVWLJDFLµQ�FLHQW¯ȑFD�\�OD�REOLJDFLµQ�GH�ODV�LQVWLWXFLRQHV�S¼EOLFDV�\�SULYDGDV�GH�VROLFLWDU�HO�FHUWLȑFDGR�H[SHGLGR�SRU�HO�
RNAS a las personas que trabajen de manera directa e indirecta con niñas, niños y adolescentes.

40 Ver el artículo sobre derechos de las mujeres a una vida libre de violencia en este informe.

41 “Aumentaron los casos de violencia familiar durante la cuarentena”, Hoy, 14 de agosto de 2020, acceso el 5 de noviembre 
de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/aumentaron-los-casos-de-violencia-familiar-durante-la-cuarentena.

42 “Casos de violencia familiar aumentaron en Paraguay durante aislamiento social”, �DQGXW¯�'LDULR�'LJLWDO, 15 de agosto 
de 2020, acceso el 5 de noviembre de 2020, http://www.nanduti.com.py/2020/08/15/casos-violencia-familiar-
aumentaron-paraguay-aislamiento-social

43 “Fiscalía registra más de 12 mil denuncias por violencia familiar durante los primeros 6 meses del año” [Facebook], 
Ministerio Público, Fiscalía General de la República del Paraguay, [@FiscaliaParaguay], 14 de agosto de 2020, acceso el 6 
GH�DJRVWR�GH�������KWWSV���P�IDFHERRN�FRP�VWRU\�SKS"VWRU\BȠELG ����������������	LG ����������������



ȉӊȄ ddhhpy2020��Y��+J]�&�D�Y��.JD�=�]�

Más de 7.442 llamadas al servicio Fono Ayuda 147 fueron registradas entre 
�¼�ÎÁ� ì� ±Ü¼¯Á���µ� ăāăāĮ��µ� ĄĄŧ���� µ�Ò�»¯Ò»�Ò� �ÁÎÎ�ÒÌÁ¼��¼� ��¼Á×¯õ���¯Á-
nes sobre vulneración de derechos de NNA44. A partir de estas llamadas de 
��¼Ü¼�¯��¨Ü�ÎÁ¼�ÒÜ±�×ÁÒ����¯¼×�Îå�¼�¯Á¼�Ò�ĄĮāćĈ�FFžį����ÍÜ¯�¼�Ò��µ�Ĉĉįăŧ�
tendría menos de 14 años. Cabe destacar que, si bien en el primer semestre 
de 2019 se recibieron 3.166 llamadas más que en el correspondiente al 2020 
(10.608 en total), en ese año solamente el 21% fue sobre vulneración de dere-
chos (unas 2.225 llamadas en el 2019, lo que representa menos casos que en 
2020)45. 

NNA sostienen que los casos de violencia fueron agravados por factores re-
lativos a la pandemia, como la extendida convivencia de todas las personas 
ÍÜ�� ¯¼×�©Î�¼��µ�Á©�Î�ì� µ�Ò��¯õ�Üµ×���Ò�ÍÜ�� ¯»Ìµ¯�Â�»�¼×�¼�Î� µ�Ò� �µ�Ò�Ò���
través de los sistemas virtuales:

Lo que yo más veo es que ahora que los niños se quedan en la casa es como 
que la violencia es más constante hacia ellos, si antes luego cuando se iban al 
colegio o la escuela sufrían violencia por parte de sus padres o de parte de sus 
�¼��Î©��ÁÒ��ÁÎ��Ò�©ÜÎ�»�¼×���Ò�»�ìÁÎį�ì�ÌÁÎ�����ÌÁÎ��±�»ÌµÁ�ÌÁÎ�»¯��Á»Ü-
nidad yo veo mucho eso y realmente me indigna saber que hay padres que no 
µ��×¯�¼�¼�Ì��¯�¼�¯����ÒÜÒ�¯±ÁÒ�ì��ÒǞ�µ��»�µ×Î�×�¼�ì��Ò���¨ǞÒ¯��»�¼×��Á�»�¼×�µ-
»�¼×��ì��¯õ�Üµ×�¼�Á�ÌÁÎ��µ�×�»��±ÜÒ×�»�¼×�����ÍÜ��µ�Ò�×�Î��Ò���µ��Áµ�©¯Á�ÒÁ¼�
»�Ò��Á»Ìµ¯���ÁÒ�����¼×�¼��Î�ì��Á»Á�ÍÜ���Ǟ�Î��¯��¼��µ©Ý¼�×¯ÌÁ����å¯Áµ�¼�¯��
verbal vamos a decirlo, eso de lo que yo más veo46.

Datos de Unicef47 sobre la situación en el hogar y la violencia muestran que 
un 12% de las personas encuestadas reportan que castigan más a los NNA 
��±Á�ÒÜ��Ü¯���Á�ì�ĂĆŧ�ÍÜ��µ�Ò��¼�©Î¯×��ÁĮ�>��×�Ò�����¼Á�Î�ÒÌÜ�Ò×��ÒÁ�Î���Ò×�Ò�
situaciones es alta (47% y 45%, respectivamente), lo cual indicaría que este ha 
sido un tema difícil de abordar.

En cuanto a los casos de abuso sexual hacia NNA, se recibieron 1.202 denun-
�¯�Ò��¼×Î���¼�ÎÁ�ì�±Ü¼¯Á�����Ò×���ÀÁį��Á¼�åǞ�×¯»�Ò�ÍÜ��×�¼�ÎǞ�¼����ā���ĂĄ��ÀÁÒĮ�
El 85% de los casos de abusos fueron cometidos por personas de su entorno 
familiar cercano48Į��¼�Î�µ��¯Â¼��Á¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒį�Ò����å¯Ò×Á�ÍÜ��µÁÒ���-
sos de intervención del equipo técnico de la unidad de trata de personas del 
E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á��¼�¯�Á��¼��Ü»�¼×Áį�Ì�Ò�¼�Á����Ĉā�¯¼×�Îå�¼�¯Á¼�Ò�ÍÜ��

44 Datos proveídos por el MINNA a CDIA Observa, 2020.

45 Ibíd.

46 Testimonios de niñas, niños y adolescentes en el encuentro “Nuestros derechos, nuestras voces”, en el marco de la 
elaboración del Informe alternativo de niñas, niños y adolescentes presentado al Consejo de Derechos Humanos 
para el tercer ciclo del Examen Periódico Universal de Paraguay, con el apoyo técnico de la CDIA, Fundación Alda, 
Callescuela, Plan International y Fundación Maristas, en el 2020.

47 (QFXHVWD�GH�SHUFHSFLµQ�VREUH�OD�FRYLG����HQ�3DUDJXD\, Unicef, 26 de junio de 2020, https://www.unicef.org/paraguay/
informes/encuesta-de-percepci%C3%B3n-sobre-la-covid-19-en-paraguay.

48 Datos proveídos por el Ministerio Público a CDIA Observa, 2020.
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involucran a NNA con menos de 16 años en el 2018 a 115 intervenciones en lo 
que va del 202049. 

Dos casos han evidenciado la multiplicidad de vulnerabilidades a las que 
se encuentran expuestas las niñas y adolescentes indígenas en particular. 
El 28 de enero, una adolescente indígena que fue rescatada en el predio de 
la excervecería del centro de Asunción había sido encontraba maniatada y 
con signos de abuso50. El viceministro de protección integral de la niñez del 
E2FFžį���Ü�Î�Á��Ò�Á��Îį��Á¼õÎ»Â�ÍÜ��µ����Áµ�Ò��¼×���Ò�ÁÎ¯Ü¼������µ���Á-
»Ü¼¯����<�å�±Ü�V�ÒÁ���µ��¯Ò×Î¯×Á����vÌ�±Ýį���Ì�Î×�»�¼×Á������¼¯¼��ìÝį�ì 
había sido víctima de una red de explotación sexual51. Por otro lado, el 24 de 
febrero fue encontrado el cuerpo de una niña indígena de 12 años, oriunda 
����ÜÎÜ©Ü�×ìį���Ì�Î×�»�¼×Á������¼¯¼��ìÝį���¼×ÎÁ����Ü¼��»Á�¯µ���¼� µ�Ò�
inmediaciones de la Terminal de Asunción52Į� >��VÁµ¯�Ǟ����×ÜåÁ���Ü¼� ±Áå�¼�
mbya guaraní en el marco de esta investigación. 

La violencia tomó otras expresiones fuera del hogar, que involucraron a 
�©�¼×�Ò�ÌÝ�µ¯�ÁÒĮ�\���¼�å¯Ò×Á�Ü¼�Î��ÎÜ���¯»¯�¼×Á����µ�Ò�»��¯��Ò�Î�ÌÎ�Ò¯å�Ò�
y el uso desproporcionado de la fuerza. Durante la aplicación de las medidas 
����Á¼õ¼�»¯�¼×Á�ÌÁÎ�µ���Ü�Î�¼×�¼��¨Ü�ÎÁ¼�Î�©¯Ò×Î��ÁÒ�å�Î¯ÁÒ���ÒÁÒ������Ü-
so de poder por parte de las autoridades policiales53 54.

Diversas denuncias fueron realizadas por redes sociales por casos de humi-
llación y malos tratos por parte de las fuerzas de seguridad a distintas per-
sonas, principalmente en barrios populares55 56 57. Euclides Acevedo, ministro 

49 Información proveída por la Unidad Especializada en la Lucha Contra la Trata de Personas y la Explotación Sexual de 
Niños, Niñas y Adolescentes.

50 “Hallan a niña indígena desnuda y maniatada en depósito de Asunción”, �OWLPD�+RUD, 28 de enero de 2020, acceso 
el 5 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/hallan-nina-indigena-desnuda-y-maniatada-deposito-
asuncion-n2867100.html.

51 “Niña hallada en depósito céntrico es víctima de explotación sexual”, �OWLPD�+RUD, 28 de enero de 2020, acceso el 
5 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/nina-hallada-deposito-centrico-es-victima-explotacion-
sexual-n2867117.html.

52 “Hallan cadáver de una niña indígena en una mochila”, $%&�&RORU, 24 de febrero de 2020, acceso el 5 de noviembre 
de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/02/25/hallan-el-cadaver-que-seria-de-una-indigena-en-
inmediaciones-de-la-terminal/.

53 “Policías y militares realizan estrictos controles en varios puntos”, /D�1DFLµQ, 24 de marzo de 2020, acceso el 5 de 
noviembre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais/2020/03/24/policias-y-militares-realizan-estrictos-controles-
en-varios-puntos/.

54 “Paraguay decretó toque de queda en Asunción y departamento Central”, 5DGLR�1DFLRQDO�3HU¼, 23 de agosto de 2020, 
acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.radionacional.com.pe/noticias/internacionales/paraguay-decreto-
toque-de-queda-en-asuncion-y-departamento-central.

55� ǘ3ROLF¯D�SLGH�D�VXV�DJHQWHV�HYLWDU�ǕGHVOLFHVʜ�GXUDQWH�FXPSOLPLHQWR�GH�OD�FXDUHQWHQDǙ��$%&�&RORU, 25 de marzo de 2020, 
acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/03/24/policia-pide-a-sus-agentes-evitar-
deslices-durante-cumplimiento-de-la-cuarentena/.

56 “Fiscalía investigará denuncia de abuso de autoridad de Lince”, /D�1DFLµQ, 25 de marzo de 2020, acceso el 5 de noviembre de 
������KWWSV���ZZZ�ODQDFLRQ�FRP�S\�SDLV������������ȑVFDOLD�LQYHVWLJDUD�YLGHR�\�GHQXQFLD�GH�DEXVR�GH�DXWRULGDG�GH�OLQFH��

57 “Hombre denuncia que linces lo agredieron con su hijo en brazos”, �OWLPD�+RUD, 29 de marzo de 2020, acceso el 
6 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/hombre-denuncia-que-linces-lo-agredieron-su-hijo-
brazos-n2877363.html.
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del Interior, en un principio apoyó estos hechos58, tildándolos de “creativos” 
e insistiendo en que la ciudadanía los tome “con humor”. Luego de duras 
críticas se retractó y pidió disculpas59 60.

Las Fuerzas Armadas hicieron gala del uso desproporcionado de la fuerza 
en los hechos ocurridos en los barrios San Miguel y Remansito de Ciudad 
del Este, donde con la excusa al combate del contrabando detuvieron ilegal-
mente y sometieron a tortura y malos tratos a 35 personas, entre ellas, seis 
adolescentes61.

ejeCUCión De DoS niñaS: Una SínTeSiS De La 
DeSproTeCCión eSTaTaL. Un CaSo paraDigmÁTiCo

En la mañana del 2 de septiembre de 2020 fue reportada la muerte de dos 
Ì�ÎÒÁ¼�Ò����Ò�ëÁ�¨�»�¼¯¼Á��¼�Ü¼�ÁÌ�Î�×¯åÁ����µ��*Ü�Îñ�����a�Î����Á¼±Ü¼×��
Ł*a�ł��Á¼×Î��¯¼×�©Î�¼×�Ò���µ��±�Î�¯×Á���µ�VÜ��µÁ�V�Î�©Ü�ìÁ�Ł�VVł��¼�Ü¼���Ò-
×�¼�¯��Ü�¯������¼�v�ì�v�Ýį���Ì�Î×�»�¼×Á�����Á¼��Ì�¯Â¼Į��µ��¼¨Î�¼×�»¯�¼×Á�
¨Ü�į���Ò���Ü¼�ÌÎ¯»�Î�»Á»�¼×Áį���µ��Î��Á�ÌÁÎ��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ��Á»Á�Ü¼�
ŊÁÌ�Î�×¯åÁ� �ë¯×ÁÒÁŌį� �Á»Ü¼¯��¼�ÁÒ�� �Ò×�Ò� Ŋ��±�ÒŌ� ��� ÒÜÌÜ�Ò×�Ò� µǞ��Î�Ò� ��µ�
©ÎÜÌÁ�©Ü�ÎÎ¯µµ�ÎÁ��Á»Á�Ü¼��å¯�×ÁÎ¯����µ��Ò×��Á��¼�ÒÜ�Á�±�×¯åÁ����µÁ©Î�Î�Ò�©Ü-
ridad y paz para la población paraguaya62. 

Con el paso de las horas, diferentes versiones sobre la identidad de las per-
sonas abatidas tomaban lugar en los medios de comunicación, entre ellas, 
ÍÜ�����Ǟ��µ��ÌÁÒ¯�¯µ¯�������ÍÜ��Ò��×Î�×�Î������ÁÒ�Ŋ»Ü±�Î�Ò�»Üì�±Âå�¼�ÒŌ o de 
Ŋ»Ü±�Î�Ò���Áµ�Ò��¼×�ÒŌ63 64. 

58� ǘ7UDV�SHGLU�JDUURWH�SDUD�ORV�LQDGDSWDGRV��DKRUD�$FHYHGR�VH³DOD�ǕTXH�QR�KD\�VLWLR�SDUD�OD�YLROHQFLDʜǙ��$%&�&RORU, 26 de 
marzo de 2020, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/03/26/tras-pedir-garrote-
para-los-inadaptados-ahora-acevedo-senala-que-no-hay-sitio-para-la-violencia/.

59 “Acevedo pide disculpas por comportamiento del Grupo Lince durante la cuarentena”, �OWLPD�+RUD, 25 de marzo de 
2020, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/acevedo-pide-disculpas-comportamiento-del-
grupo-lince-la-cuarentena-n2876855.html.

60 “Apartan a policías por abuso de autoridad y advierten con severos castigos”, $%&�&RORU, 27 de marzo de 2020, acceso el 5 
de noviembre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/03/27/apartan-a-policias-por-abuso-de-autoridad-y-
advierten-con-severos-castigos/.

61 “Fue tortura”, (O�6XUWLGRU, 21 de junio de 2020, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://elsurti.com/poder/
scroll/2020/07/21/fue-tortura/.

62� ǘ0DULR�$EGR�DȑUPD�TXH�SULQFLSDOHV�PLHPEURV�GHO�(33�HVWDEDQ�HQ�FDPSDPHQWRǙ���OWLPD�+RUD, 2 de septiembre de 
������DFFHVR�HO���GH�QRYLHPEUH�GH�������KWWSV���ZZZ�XOWLPDKRUD�FRP�PDULR�DEGR�DȑUPD�TXH�SULQFLSDOHV�PLHPEURV�
del-epp-estaban-campamento-n2902953.html.

63� ǘ3ROLF¯D�LQIRUPD�TXH�PXMHUHV�DEDWLGDV�HUDQ�MµYHQHV�\�TXH�D¼Q�QR�SXHGHQ�LGHQWLȑFDUODVǙ���OWLPD�+RUD, 2 de septiembre 
de 2020, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/policia-informa-que-mujeres-abatidas-eran-
MRYHQHV�\�TXH�DXQ�QR�SXHGHQ�LGHQWLȑFDUODV�Q��������KWPO�

64 “Gobierno de Paraguay denuncia que grupo guerrillero utiliza a niños y adolescentes”, ,QIREDH, 4 de septiembre de 2020, 
acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.infobae.com/america/agencias/2020/09/04/gobierno-de-paraguay-
denuncia-que-grupo-guerrillero-utiliza-a-ninos-y-adolescentes/.
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>ÁÒ��Ü�ÎÌÁÒ�¨Ü�ÎÁ¼�µµ�å��ÁÒ��Ò×���µ�ÁÒÌ¯×�µ����v�ì�v�Ý�Ì�Î��µ��¯¼ÒÌ���¯Â¼�
»��¯��Į�\�©Ý¼��µ�ÌÎÁ¨�Ò¯Á¼�µ�¨ÁÎ�¼Ò�į�µ��¯¼ÒÌ���¯Â¼�»��¯�����×�Î»¯¼Â�ÍÜ���µ�
ÌÎ¯»�Î��Ü�ÎÌÁ�×�¼Ǟ��Ò�¯Ò��Î¯��Ò�����Î»�����¨Ü�©Áĭ��ÁÒ��¯ÒÌ�ÎÁÒ��¼��µ�©µÝ×�Á�
derecho, uno en la región axilar derecha, uno en el tórax y dos en la pierna 
izquierda65. 

Caída la noche, el equipo de gobierno de Mario Abdo reconoció que estas 
»Ü±�Î�Ò��Î�¼�¼¯À�ÒĮ��µ�åÁ��ÎÁ����µ��*a�į�×�¼¯�¼×���ÁÎÁ¼�µ�>Ü¯Ò�žÌ�Ò×�©ÜǞ�į�
�Á¼õÎ»Â��¼� å¯åÁ� �¼����µ�Î��¯Á¼�Ò� ��Ü¼�Ì�Î¯Á�¯Ò×�66 que las abatidas eran 
¼¯À�Òį�¯±�Ò���� µǞ��Î�Ò���µ��VV�¼��¯��Ò��¼� µ���µ�¼��Ò×¯¼¯���į�»Á×¯åÁ�ÌÁÎ��µ�
�Ü�µ�¼Á��Ò×�ÎǞ�¼��¼�µÁÒ�Î�©¯Ò×ÎÁÒ�Áõ�¯�µ�ÒĮ�\�À�µÂ�ÍÜ���Ò×�Ò���ÎǞ�¼��Ò×��Á�
de guardia, por lo que cayeron en la incursión de la FTC. Sin embargo, la 
¯¼�ÜÎÒ¯Â¼� ��µ� �±�Î�¯×Á� ¼Á� ¨Ü�� Î�©¯Ò×Î���į� ¯»ÌÁÒ¯�¯µ¯×�¼�Á� Á�×�¼�Î� ÌÎÜ���Ò�
Á�±�×¯å�Ò�����Ò×����ÁĮ�

>�Ò�¼¯À�Ò�>¯µ¯�¼��ì�žÜÎÁÎ��¨Ü�ÎÁ¼��¼×�ÎÎ���Ò��¼�×Ü»��Ò�FF�Ò¯¼�¯��¼×¯õ��Îį�
el mismo día en el que fueron abatidas67, y sus pertenencias fueron quema-
das por orden de la Fiscalía, alegándose que este procedimiento se debía al 
protocolo sanitario establecido para evitar el contagio de covid-19. El proto-
�ÁµÁ����»�¼�±Á��������å�Î�Ò��¼��µ�»�Î�Á����µ��Ì�¼��»¯���Áå¯�ŅĂĊ68 no estipu-
la la quema de prendas como obligación en el procedimiento; sin embargo, 
�ëÌÎ�Ò��ÍÜ�į��¼���ÒÁÒ����»Ü�Î×�Ò�å¯Áµ�¼×�Òį������ÌÎÁ����ÎÒ��Ò�©Ý¼��µ�ÌÎÁ×Á-
colo de actuación de medicina legal del MP. De la inspección médica de los 
cuerpos no habrían participado representantes de la Defensoría de la Niñez 
y la Adolescencia ni del MP.

�¼�µ��»�À�¼��Ò¯©Ü¯�¼×�į��µ�õÒ��µ��¼×¯Ò��Ü�Ò×ÎÁ�*���Î¯�Á���µõ¼Á�µ�»�¼×Â�µ��
»Ü�Î×�����µ�Ò��ÁÒ�¼¯À�Òį�Ì�ÎÁ���Ò×��Â��µ�×Î���±Á�Î��µ¯ñ��ÁĮ��¼�ÒÜÒ����µ�Î��¯Á-
nes expresó: “Lastimosamente, tenemos que hablar de dos ciudadanas para-
©Ü�ì�Òį�ÍÜ��ÌÎ�õÎ¯�ÎÁ¼��¼¨Î�¼×�ÎÒ����µ�Ò��Ü×ÁÎ¯����Ò��¼�å�ñ�����¼¨Î�¼×�Î���µ��
Justicia”69. Pronto, se tendrían informaciones de que las niñas eran de nacio-
¼�µ¯�����Î©�¼×¯¼�į�ÍÜ��Ò�ÎǞ���Á¼õÎ»����ÌÁÎ��µ�+Á�¯�Î¼Á��Î©�¼×¯¼Á���×Î�å�Ò�
de su Cancillería, que indicó también que las dos niñas tendrían 11 años. 

65 “Forense indica que todo el operativo de la FTC es demostrable”, 5DGLR�0RQXPHQWDO������$0, 3 de septiembre de 2020, 
acceso el 5 de noviembre de 2020, https://monumental.com.py/avisa-no-traiciona/03/09/2020/forense-indica-que-
WRGR�HO�RSHUDWLYR�GH�OD�ȻWF�HV�GHPRVWUDEOH��

66� ǘ$SHVWHJX¯D�PH�FRQȑUPD�TXH�ODV�DEDWLGDV�VRQ�PHQRUHV�GH�HGDGǠǙ�>7ZLWWHU@��/XLV�%DUHLUR�>#/XLV%DUHLUR@��
2 de septiembre de 2020, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://twitter.com/LuisBareiro/
status/1301334189212684289?s=20.

67� ǘ*UHPLDO�GH�DERJDGRV�GH�$UJHQWLQD�GLFH�TXH�QL³DV�DVHVLQDGDV�YLQLHURQ�ǕGH�YLVLWDʜ�\�FXOSDQ�DO�JRELHUQRǙ�$%&�&RORU, 4 de 
septiembre de 2020, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/09/03/gremial-de-
abogados-de-argentina-dice-que-ninas-asesinadas-vinieron-de-visita-y-culpan-al-gobierno/.

68 “Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, 3URWRFROR�SDUD�0DQHMR�GH�&DG£YHUHV�HQ�HO�PDUFR�GH�OD�3DQGHPLD�FRYLG���, 
https://www.mspbs.gov.py/dependencias/portal/adjunto/a91160-ProtocoloManejodeCadveres.pdf.

69 “¿Fracaso? Más de 10 personas habrían escapado del campamento del EPP”, 0HJDFDGHQD, 3 de septiembre de 2020, 
acceso el 5 de noviembre de 2020, https://megacadena.com.py/fracaso-mas-de-10-personas-habrian-escapado-del-
campamento-del-epp/.
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El comunicado de prensa de la Cancillería argentina, de fecha 4 de septiem-
bre de 2020, demanda al Gobierno paraguayo el esclarecimiento y la iden-
×¯õ���¯Â¼����Î�ÒÌÁ¼Ò��µ�Ò�ÌÁÎ� µ��»Ü�Î×������ÁÒ��¯Ü����¼�Ò��Î©�¼×¯¼�Ò����
once años70.

�Á»Á� �Á¼Ò��Ü�¼�¯�į� �ÁÒ� �Ǟ�Ò� ��ÒÌÜ�Ò� ��µ� �¼¨Î�¼×�»¯�¼×Áį� µ�� ±Ü�ñ�� V�-
nal de Garantías Lici Sánchez ordenó la exhumación y las autopsias de los 
cuerpos71, que llegaron a la capital en una ambulancia y con fuerte custodia 
»¯µ¯×�ÎĮ��µ�»��¯�Á�¨ÁÎ�¼Ò��V��µÁ�>�»¯Î�Ò���¼��Î©Â����µÁÒ�×Î���±ÁÒ����×Á»�����
»Ü�Ò×Î�Ò����ž�F����µ�Ò�¼¯À�Ò�Ì�Î��¯��¼×¯õ��Îµ�ÒĮ�FÁ�Ò��Î�©¯Ò×ÎÂ�µ��ÌÎ�Ò�¼�¯��
���¼¯¼©Ý¼�¨�»¯µ¯�Î�Á����Î�ÌÎ�Ò�¼×�¼×�Ò����µ�Ò�»¯Ò»�Ò��¼��µ�»Á»�¼×Á����µ��
exhumación72.

La abogada de la familia, Daysi Irala, manifestó que acudió hasta la Mor-
gue Judicial con un familiar de la víctima y una carta poder para acompa-
À�Î��µ�ÌÎÁ���¯»¯�¼×Áį�ì���¼Ü¼�¯Â�ÍÜ��µ��±Ü�ñ�����+�Î�¼×Ǟ�Òį�>¯�¯�\�¼��ñį�¼Á�
permitió que ella ni el cónsul argentino participaran del procedimiento en la 
Morgue Judicial73Į��Á»Á�Î�ÒÜµ×��Áį��µ�»��¯�Á�¨ÁÎ�¼Ò��V��µÁ�>�»¯Î��Á¼õÎ»Â�
que las niñas tenían 11 años (y no 15 y 17, como se había sostenido anterior-
mente), con una diferencia de unos meses, e informó que se tomaron mues-
tras de ADN y que los cuerpos fueron entregados a uno de los familiares.

Sobre estos hechos, se expresó el Frente Parlamentario por los Derechos de 
la Infancia y la Adolescencia en un comunicado: 

El uso de la fuerza debe ser proporcional, necesario y racional. Todas aquellas 
personas y especialmente los menores de edad, que se encuentren en situa-
ción de reclutamiento forzoso por parte de grupos armados no estatales de-
ben ser protegidos y sus derechos restituidos. Los niños, niñas y adolescentes 
deben crecer en condiciones seguras a ser brindadas por sus familias, la socie-
dad y el Estado: esa triada de protección, el caso que nos ocupa, ha fallado. Sus 
familias han decidido exponerlos, lo cual resulta repudiable en todo sentido, 
sin embargo, ello no habilita al Estado a acabar con sus vidas y además sepul-
tarlas sin siquiera tener la identidad de las mismas. El Frente Parlamentario 
ÌÁÎ�µÁÒ���Î��ÁÒ����µ��2¼¨�¼�¯��ì�µ��ž�Áµ�Ò��¼�¯��¯¼Ò×���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á���

70� ǘ(O�*RELHUQR�DUJHQWLQR�GHPDQGD�DO�*RELHUQR�SDUDJXD\R�HO�HVFODUHFLPLHQWR�\�OD�LGHQWLȑFDFLµQ�GH�UHVSRQVDEOHV�SRU�OD�
muerte de dos ciudadanas argentinas de once años de edad”, &DQFLOOHU¯D�GHO�*RELHUQR�$UJHQWLQR, https://www.cancilleria.
gob.ar/es/actualidad/noticias/el-gobierno-argentino-demanda-al-gobierno-paraguayo-el-esclarecimiento-y-la.

71 “Cadena de omisiones del Estado les costó la vida a las niñas, señala CDIA”, �OWLPD�+RUD, 7 de septiembre de 2020, 
acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.ultimahora.com/cadena-omisiones-del-estado-les-costo-la-vida-las-
ninas-senala-cdia-n2903716.html.

72 “Cuerpos de las niñas abatidas fueron sometidos a una autopsia”, /D�1DFLµQ, 6 de septiembre de 2020, acceso el 5 de 
noviembre de 2020, https://www.lanacion.com.py/pais_edicion_impresa/2020/09/06/cuerpos-de-las-ninas-abatidas-
fueron-sometidos-a-una-autopsia/.

73� ǘ(FKDQ�GH�OD�PRUJXH�D�DERJDGD��Ǖ1R�QRV�GHMDQ�YHU�SRUTXH�HVW£Q�RFXOWDQGR�DOJRʜǙ��Hoy, 5 de septiembre de 2020, acceso 
el 5 de noviembre de 2020, https://www.hoy.com.py/nacionales/echan-de-la-morgue-a-abogada-no-nos-dejan-ver-
porque-estan-ocultando-algo.
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la apertura de una investigación penal, en la cual se extremen los esfuerzos 
Ì�Î���Ò�µ�Î���Î�µÁÒ���ÁÒ����»�¼�Î��Á�±�×¯å�Į74

�µ� Ĉ���� Ò�Ì×¯�»�Î�į� �� �¯¼�Á��Ǟ�Ò���µ� ¯¼�¯��¼×�į� �Ü×ÁÎ¯����Ò���µ�VÁ��Î��±�-
cutivo anunciaron la presentación de una denuncia penal ante el MP, para 
que investigue la utilización de NNA en actividades del EPP. La denuncia 
Ì�¼�µ���µ��±��Ü×¯åÁ�Ò�����ÌÁÎ�ÌÎ¯»�Î��å�ñį�×Î�Ò�µ���Ì�Î¯�¯Â¼�����å¯��¼�¯�Ò��¼�
�µ� ��»Ì�»�¼×Á�ÍÜ�� ¯¼�¯��¼� µ��ÌÎ�Ò�¼�¯�������Áµ�Ò��¼×�Ò��¼� µ�Ò�õµ�Ò���� µ��
agrupación, a pesar de que las denuncias respecto al reclutamiento forzoso 
de adolescentes ya llevan larga data75. 

A la fecha, ha sido abierta también una carpeta de investigación a cargo de la 
õÒ��µ�\¯µå¯�����Î�Î�į����µ��*¯Ò��µǞ���ÒÌ��¯�µ¯ñ���������Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒį���õ¼�
de investigar si las niñas fueron víctimas de tortura por miembros de la FTC. 
La representante legal de los familiares de las niñas ha solicitado interven-
ción en la carpeta, la autopsia de las niñas y el ingreso del Equipo Argentino 
���ž¼×ÎÁÌÁµÁ©Ǟ��*ÁÎ�¼Ò�į�µÁ��Ü�µ���Ò¯�Á���¼�©��Á�ÌÁÎ�µ��õÒ��µ����µ����ÜÒ�Į

La muerte de estas niñas se interpreta como resultado de una serie de malas 
prácticas y omisiones estatales. El Estado, teniendo información de inteli-
gencia, no activó los mecanismos de prevención y protección hacia ellas para 
resguardarlas, garantizando su derecho a vivir una vida libre de violencias o 
vulneración en sus derechos y, una vez muertas, tampoco las reconoció como 
víctimas ni dictó medidas de protección para la restitución de sus derechos 
vulnerados. Por lo tanto, el Estado paraguayo es el principal responsable en 
esta cadena de omisiones que costó la vida de ambas niñas y ha fallado en su 
obligatoriedad del respeto de los derechos humanos.

COnClUsiOnEs

�¼�µ��Ò¯Ò×�»�×¯ñ��¯Â¼����µ�Ò�Î��Á»�¼���¯Á¼�Ò����µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ�ăĆ��ÀÁÒ�����Ò×��
informe, es posible observar que, en general, el principio menos aplicado 
en cuanto a las recomendaciones es el Principio de no discriminación en el 
ámbito de los derechos de la niñez y la adolescencia. Así también, la partici-
Ì��¯Â¼�ÌÎÁ×�©Â¼¯����Á¼×¯¼Ý��Ò¯�¼�Á�Ü¼����Ü���Ì�¼�¯�¼×�į��Á¼���µ�Ò�åÁ��Ò�
���FFž�Ò¯©Ü�¼�Ò¯¼�Ò�Î�¯¼�µÜ¯��Ò�¼¯��Á¼×�»Ìµ���Ò��¼�µÁÒ��ÒÌ��¯ÁÒ��ÒÌ��Ǟõ��-
mente diseñados para su participación. En este sentido, las preocupaciones 
por la correcta aplicación de los principios que rigen a la CDN en general 
��¼×ÎÁ����µÁÒ�K���ì�µ�Ò�����Ü��¯Á¼�Ò�µ�©¯Òµ�×¯å�Ò���¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ�Ò���±�ÎÁ¼�

74 “El Frente Parlamentario por los Derechos de la Infancia y Adolescencia emitió un comunicado…” [Tweet], FPDNYA-
HCD [@FrenteParlamen3], 4 de septiembre de 2020, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://twitter.com/
FrenteParlamen3/status/1301902283148537858?s=20.

75 “Comunicado ante situación de reclutamiento y muerte de adolescentes en zonas rurales de Paraguay - CDIA”, &',$, 13 
de enero de 2016, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.cdia.org.py/2016/01/13/comunicado-ante-situacion-
de-reclutamiento-y-muerte-de-adolescentes-en-zonas-rurales-de-paraguay/.
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���µ��Á��µ�Î��µ�»Á�ÌÁÎ�µ�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Ò����»¯¼ÁÎǞ�Ò�ÍÜ��ÒÁ¼�Á�±�×Á����×Á�Á�
tipo de violencia estructural e invisibilizadas en su diversidad, como comu-
nidades afrodescendientes, comunidades rurales e indígenas lo son en sus 
��Î��ÁÒ�µ¯¼©ßǞÒ×¯�ÁÒ�ì��Üµ×ÜÎ�µ�ÒĮ�

En este sentido, una de las mayores deudas es la heterogeneización de sus 
Î�ÒÌÜ�Ò×�Ò���ÌÎÁ�µ�»�×¯��Ò�ÍÜ��ÌÁÒ��¼�Ü¼�ÁÎ¯©�¼��Ò×ÎÜ�×ÜÎ�µ�ì��Á»Ý¼į�Ì�ÎÁ�
Î�ÍÜ¯�Î�¼�Î�ÒÌÜ�Ò×�Ò��ÒÌ��Ǟõ��ÒĮ��Á¼�Ü¼���Á��Î×ÜÎ��µ¯»¯×���į�µ�Ò�ÌÁ�µ��¯Á-
nes de NNA en situación de mayor vulnerabilidad quedan desamparadas 
ante la inefectividad de las políticas y los programas en alcanzar a los grupos 
poblacionales en mayor riesgo: ya sea solo un 10% de niñas, niños y adoles-
��¼×�Ò� ×Î���±��ÁÎ�Ò� �Ü�¯�Î×ÁÒ�ÌÁÎ� �µ� ÌÎÁ©Î�»��ž�Î�ñÁ76 o la educación no 
�¯µ¯¼©ß����¼×ÎÁ����µ�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��ÒĮ�

La solidez de las instituciones, y en particular del SNPPINA, se encuentra a 
ÌÎÜ�����¼��µ���×Ü�µ��Á¼×�ë×Á�����©Ü�¯ñ��¯Â¼����µ�Ò��¯õ�Üµ×���Ò���Á¼Â»¯��Òį�
base de la desigualdad que genera exclusión para NNA. 

V�Î�©Ü�ì� �Ü�¼×�� �Á¼� �µ� Ǟ¼�¯��� ���+¯¼¯�»�Ò� �µ×Á� ��� µ�� Î�©¯Â¼� ń�Á�õ�¯�¼×��
0,4– y es el tercer país más desigual de América del Sur, donde el 70% de 
µ��ÌÁ�µ��¯Â¼���Üµ×��ÍÜ�� ×Î���±��©�¼��»�¼ÁÒ���µ� Ò�µ�Î¯Á�»Ǟ¼¯»Á�ì��µ� ĈăįĊŧ�
de la población paraguaya se encuentra en situación de pobreza o con alto 
riesgo de formar parte de ella, debido a un casi inexistente sistema de pro-
×���¯Â¼�ÒÁ�¯�µĮ��Ò×��ÌÁÎ��¼×�±��Ò¯©¼¯õ���Ü¼��µ×ǞÒ¯»Á�Ì�µ¯©ÎÁ��Ü�¼�Á�×�¼�»ÁÒ�
en cuenta las distintas crisis socioeconómicas acarreadas por la pandemia. 

Durante este periodo, la suspensión inicial de los servicios de las Codeni 
evidenció la amenaza constante al desamparo al que están expuestos NNA, 
además del desconocimiento sobre su naturaleza esencial. Esto reclama una 
revaluación de la aplicación del sistema de protección y el reconocimiento y 
conocimiento real que las instancias gubernamentales poseen sobre la fun-
ción de las Codeni, así como del SNPPINA en general.

Los actuales recortes implementados a los distintos OEE que componen el 
sistema de protección social agravan las debilidades que tiene Paraguay en 
la garantía de los derechos de toda la población, obstaculizando la continui-
dad de sus avances y poniendo en riesgo derechos básicos, como la alimen-
×��¯Â¼į��µ�×Î���±Á��¯©¼Áį�µ��Ò�µÜ�į�µ����Ü���¯Â¼�Á�µ��ÌÎÁ×���¯Â¼�¨Î�¼×����µ��å¯Á-
lencia para enormes segmentos de la población de NNA. 

�Ò×�Ò���Òå�¼×�±�Ò����»�Ò�Î�ÌÎ�Ò�¼×�¼�Î¯�Ò©ÁÒ��¼�×�Î»¯¼ÁÒ����µ��ÌÎ�å�¼�¯Â¼�
de la violencia, pues las condiciones sociales de marginalización y exclusión 

76 Datos proveídos por el MINNA a la CDIA en el año 2020 sostienen que la población alcanzada por el programa 
Abrazo es de 9.767 NNA, mientras que la Organización Internacional del Trabajo y la Dirección General de Estadística, 
Encuestas y Censos en 2013 (Encuesta Nacional de Actividades de NNA 2011) determinaron que existían más de 400 
mil NNA trabajando en el país. 
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social incrementan los factores de riesgo para la perpetración de violencias 
�Á¼×Î��¼¯À�Òį�¼¯ÀÁÒ�ì���Áµ�Ò��¼×�ÒĮ��Ò�×�Î�����µ��Ò×��Á�Ò�Î��©�¼×�����±ÜÒ×¯�¯��
en un escenario todavía incierto, pero que vaticina enormes desafíos. 

*¯¼�µ»�¼×�į� Ì�ÎÒ¯Ò×�¼��¯õ�Üµ×���Ò� �¼� µ�� �Á¼Ò×ÎÜ��¯Â¼� ì� �µ� Ò�©Ü¯»¯�¼×Á� ���
indicadores de derechos humanos para el procesamiento de datos que ge-
neren evidencia, tanto del resultado como de los efectos y los impactos de 
µ�Ò�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò��Ìµ¯����Ò�Á�µÁÒ�å��ǞÁÒ�Ì�Î��ÒÜ��Ìµ¯���¯Â¼Į�>���Î���¯Â¼����
sistemas estadísticos permitirá evaluar el alcance de los planes y programas, 
�µ�»�±ÁÎ���Ò�ÎÎÁµµÁ�ì��Á��Î×ÜÎ�����Ò�Îå¯�¯ÁÒ�ÍÜ��Ì�ÎÒ¯©�¼�µ��Ü¼¯å�ÎÒ�µ¯����ì�
calidad, y el fortalecimiento del sistema de protección de NNA de manera 
general.

rECOMEnDaCiOnEs

Relativas al Principio de no discriminación de la CDN

 Ǻ Sancionar y promulgar una Ley Contra Toda Forma de Discriminación, 
�Á¼� �¼¨ÁÍÜ�� ��� ��Î��ÁÒ� Ü»�¼ÁÒ� ì� �µ� ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á� ÌÝ�µ¯�Á� ¼���Ò�Î¯Á�
para su implementación en todo el país.

 Ǻ �ÁÁÎ�¯¼�Î��¼×Î��µ�Ò��¯Ò×¯¼×�Ò�¯¼Ò×�¼�¯�Ò���µ��Ò×��Á�Ü¼��ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯������
����ÒÁ��µ�Ò�Îå¯�¯Á����2¼×�Î¼�×�Ì�Î��×Á���µ��ÌÁ�µ��¯Â¼į���õ¼����¯Î��µ¯»¯¼�¼-
do las desigualdades en el acceso, principalmente para la implementación 
efectiva de la educación a distancia.

 Ǻ Realizar planes educativos en base a la evidencia, con enfoque de desarro-
llo territorial y descentralizado, para lograr una mayor pertinencia.

 Ǻ Reincorporar una dirección de nivel en el organigrama del MINNA que 
�×¯�¼����ÒÌ��Ǟõ��»�¼×��µ�Ò�¼���Ò¯����Ò����µ��¼¯À�ñ�ì���Áµ�Ò��¼�¯��¯¼�Ǟ-
genas.

Relativas al Principio de observar siempre el interés superior del niño

 Ǻ E�±ÁÎ�Î�µ���Î×¯�Üµ��¯Â¼�ì��ÁÁÎ�¯¼��¯Â¼�¯¼×�Î¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ���¯¼×�ÎÒ��×ÁÎ¯�µ�
del SNPPINA en los tres niveles de gobierno (nacional, departamental y 
municipal).

 Ǻ 2¼�µÜ¯Î��¼�µÁÒ�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×ÁÒ���� µÁÒ�©Á�¯�Î¼ÁÒ� µÁ��µ�Ò�Ì�Î×¯��Ò��ÒÌ��Ǟõ��Ò�
para la implementación de los planes locales de niñez y adolescencia, para 
prevenir la violencia y promover los derechos de NNA. 
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 Ǻ +�¼�Î�Î�¯¼�¯���ÁÎ�Ò��ÒÌ��Ǟõ�ÁÒ��¼�µÁÒ�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×ÁÒ�ì�ÌÎÁ©Î�»�Ò�å¯¼�Ü-
µ��ÁÒ���FFžį���õ¼����Î��µ¯ñ�Î�Ü¼�»Á¼¯×ÁÎ�Á�ÒÁ�Î��µ����¼×¯����ì�µ����µ¯����
��µ�©�Ò×Á�ÌÝ�µ¯�Á��¼�µ��©�Î�¼×Ǟ�����ÒÜÒ���Î��ÁÒĮ

 Ǻ Implementar procesos de difusión y promoción del acceso a la Justicia de 
NNA a nivel de las Defensorías de la Niñez y la Adolescencia, Defensoría 
del Pueblo, Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura (MNP) y la 
aplicación efectiva del Tercer Protocolo Facultativo relativo a comunica-
ciones.

 Ǻ E�±ÁÎ�Î� �µ� ����ÒÁ� �� µ�� 4ÜÒ×¯�¯�� ���FFžį� ¯¼�Î�»�¼×�¼�Á� �µ� ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Á�
Ì�Î��µ��±ÜÎ¯Ò�¯��¯Â¼��ÒÌ��¯�µ¯ñ�������¼¯À�ñ�ì���Áµ�Ò��¼�¯�į���»Á�Á�����ë-
pandirla a todo el país.

 Ǻ X���õ¼¯Î�µÁÒ�ÌÎÁ©Î�»�Ò����Î���¯µ¯×��¯Â¼������Áµ�Ò��¼×�Òį�å�ÎÁ¼�Ò�ì�»Ü-
±�Î�Òį��¼�µÁÒ���¼×ÎÁÒ���Ü��×¯åÁÒį��Á¼��¼¨ÁÍÜ�������Î��ÁÒį���Ò���µ����Ü-
cación formal y no formal, y con alternativas de formación técnica pro-
fesional.

 Ǻ Repensar las políticas de alimentación escolar dándoles un sentido comu-
nitario, pedagógico y nutricional, más allá de la entrega de víveres. Or-
ganizar programas de huertas escolares, cantinas saludables, talleres de 
ciencias a través de la cocción de alimentos.

 Ǻ 2¼×�¼Ò¯õ��Î�µ��Î��ÁÌ¯µ��¯Â¼�ì��µ��¼�µ¯Ò¯Ò������×ÁÒ�Ì�Î���µ��ÁÎ�Î��Ò×��ǞÒ×¯��Ò�
–a nivel nacional, departamental y local– que utilicen datos desglosados 
por edad, sexo, origen étnico, renta familiar y discapacidad.

 Ǻ Fortalecer los sistemas de información para la toma de decisiones de pla-
¼¯õ���¯Â¼į��Ò¯©¼��¯Â¼�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×�Î¯��ì��±��Ü�¯Â¼���Ò���Ò��¼��å¯��¼�¯�Į

 Ǻ Poner en práctica mecanismos de monitoreo, evaluación y rendición de 
cuentas.

 Ǻ Reglamentar, dotar de presupuesto para su aplicación adecuada y capa-
citar a equipos técnicos en todos los niveles de gobierno respecto a la Ley 
N.º 6486/2020.

Relativas al Principio del derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo

 Ǻ Incrementar la cobertura de los programas de transferencias moneta-
rias condicionadas (TMC) a familias de NNA de las zonas rurales, su-
burbanas y pueblos indígenas con mayor riesgo de vulnerabilidad social 
y económica.
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 Ǻ Garantizar los recursos necesarios para la implementación universal del 
SPS, que atienda de manera prioritaria a la población de niñez y adoles-
cencia y sus familias que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad 
social y económica.

 Ǻ Reglamentar e implementar la Ley N.º 6202/2018 “de prevención del abu-
so sexual y la atención integral de los NNA víctimas de abuso sexual”, 
principalmente en el sistema educativo, con recursos pedagógicos de base 
�¯�¼×Ǟõ��į��Á¼��¼¨ÁÍÜ�������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ�ì�Ì�Î×¯¼�¼�¯��ÒÁ�¯Á�Üµ×ÜÎ�µĮ

 Ǻ Implementar un programa articulado a nivel territorial entre el Estado y 
la sociedad civil para la atención integral a NNA victimizadas por la tra-
ta de personas, con enfoque de DD. HH., interculturalidad y género, con 
presupuesto requerido.

 Ǻ Acelerar la expansión de las USF a las comunidades con mayor riesgo de 
vulneración social y económica, principalmente en zonas rurales y comu-
nidades indígenas, para incrementar la cobertura de atención primaria 
de salud.

 Ǻ Expandir los servicios amigables de salud para adolescentes a todos los 
×�ÎÎ¯×ÁÎ¯ÁÒ��Á¼�»�ìÁÎ�ÌÁÎ��¼×�±������»��Î�ñÁ���Áµ�Ò��¼×����µ�Ì�ǞÒį���õ¼�
�����Á»Ì�À�Î����¯Á¼�Ò����ÌÎ�å�¼�¯Â¼�����»��Î�ñÁÒ��¼�»Ü±�Î�Òį�¼¯À�Ò�ì�
adolescentes menores de 18 años.

 Ǻ Generar medidas de prevención del reclutamiento forzado, tanto por gru-
ÌÁÒ��Î»��ÁÒ��Ò×�×�µ�Ò��Á»Á�¼Á��Ò×�×�µ�ÒĮ�a¯Ì¯õ��Î�Ì�¼�µ»�¼×���µ� Î��µÜ-
tamiento de adolescentes de menos de 18 años como crimen. Atender a 
µ�Ò�ì�µÁÒ���Áµ�Ò��¼×�Ò��Á»Á�ÒÜ±�×ÁÒ����ÌÎÁ×���¯Â¼��ÒÌ��¯�µ��¼�¨Ü¼�¯Â¼����
lo indicado por el Protocolo Facultativo de las NN. UU. relativo a niños 
ÒÁµ���ÁÒį�õÎ»��Á�ì�Î�×¯õ���Á�ÌÁÎ�V�Î�©Ü�ìĮ�

 Ǻ ��ÎÁ©�Î�µ��>�ì�FĮû�ĆāćĄĺăāĂĄį�ÍÜ��»Á�¯õ���ì��»ÌµǞ��µÁÒ��Î×Ǟ�ÜµÁÒ�ăį�Ą�ì�Ćć�
de la Ley N.º 1337/1999 “De Defensa Nacional y Seguridad Interna”, que 
habilita a operar a las FF. AA. en territorio nacional y en cuestiones de 
seguridad interna. Y por extralimitar las funciones de las FF. AA., propi-
ciando violaciones de DD. HH. en la zona norte del país, sin control, in-
vestigaciones y sanciones.

 Ǻ Abrir una investigación independiente e imparcial, con apoyo internacio-
nal, para esclarecer el asesinato de las dos niñas por parte de la FTC, y 
generar medidas de no repetición.
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 Ǻ žÌµ¯��Î�ÌÎÁ×Á�ÁµÁÒ��ÒÌ��Ǟõ�ÁÒ������×Ü��¯Â¼�Ì�Î�� µ�Ò� ¨Ü�Îñ�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò����
Ò�©ÜÎ¯�����¼��µ���ÁÎ��±�����FFžį��¼�å¯Î×Ü�����ÒÜ���Î��×�Î����ÒÜ±�×ÁÒ����
protección.

 Ǻ Aumentar el presupuesto de educación en al menos un 0,5% anual, has-
ta alcanzar el 6% del PIB, como parte de la estrategia de lucha contra la 
pobreza.

Principio de participación y ser escuchado

 Ǻ Implementar el Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos, 
�Á»Á��ÎÎ�»¯�¼×��Ì���©Â©¯���Ì�Î��¨ÁÎ×�µ���Î��µ��±�Î�¯�¯Á����µ��Ì�Î×¯�¯Ì�-
ción protagónica. 

 Ǻ Establecer mecanismos de rendición de cuentas que permitan recoger las 
opiniones e inquietudes de NNA, tomando en cuenta su autonomía pro-
gresiva.

 Ǻ Alentar la organización y la libre expresión de la opinión de NNA.

 Ǻ Reincorporar una dirección de nivel en el organigrama del MINNA relati-
va a la participación protagónica de NNA.



capítulo 7

SiSTemaS De 
proTeCCión 

De DD.hh.





sistema internacional de protección 
de derechos humanos

nUmeroSaS obLigaCioneS 
Y moDeSTaS aCCioneS 

DeL eSTaDo paragUaYo

A 25 años de la presentación ininterrumpida del informe de derechos hu-
manos, y a más de tres décadas del retorno de la democracia, la conside-
ración de los avances normativos e institucionales experimentados, así 
como los estancamientos operativos en el cumplimiento de sus respon-
sabilidades con relación al respeto y la garantía por parte del Estado pa-
Ú�¤ê�üË�æÚ�Þ�½����®������½���¬�æ��êÚ�ɇ��ÚÚË·�Ä�êÄ���½�Ä���ÃË��ÞæËɌ�]¬��¬�Ä�
ante el sistema universal existen contadas demoras, una nueva sentencia 
ü��½�×ÚÌû¬ÃË�·êā¤�Ã¬�ÄæË����êÄ���ÞË��Äæ��½���ËÚæ��.Äæ�Ú�Ã�Ú¬��Ä�������-
Ú��©ËÞ�+êÃ�ÄËÞ��Ã�Ú¬æ�Ä�¬Ã×Ú¬Ã¬Ú�Ã�üËÚ���½�Ú¬�����Ä��½��êÃ×½¬Ã¬�ÄæË�

de las reparaciones que aún se encuentran pendientes.

paLabraS CLaveS: pueblos indígenas, niños soldados, independencia 
���½��Ã�¤¬ÞæÚ�æêÚ�ɇ�½¬��Úæ�������û×Ú�Þ¬ÌÄɇ��ËÚæ��.Äæ�Ú�Ã�Ú¬��Ä�������Ú�-

�©ËÞ�+êÃ�ÄËÞɌ

mario j. barrios Cáceres
��DcYJ����.Dr�]c.&��.KD�Cg=c.�.]�.V=.D�Y.��V�Y���=���]�YYJ==J�ɢ�.C��ɣ
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balanCE DE lOs 25 añOs

En un cuarto de siglo de cumplimiento de obligaciones internacionales en 
derechos humanos se dieron avances, retrocesos y estancamientos. 

avanCeS LegiSLaTivoS Y raTiFiCaCión De 
inSTrUmenToS inTernaCionaLeS

Tras gobernar una de las dictaduras más largas del Cono Sur, fue derrocado 
Alfredo Stroessner en febrero de 1989. Tras su caída, se dio inicio a una tran-
sición democrática con celebración de nuevas elecciones en 1991 y a un pro-
ceso de reforma constitucional al año siguiente, que culminó con una nueva 
constitución apartada en lo axiológico y teleológico de la Carta Magna stro-
nista, adoptando un gobierno democrático, representativo, participativo y 
pluralista, fundado en la dignidad humana (art.1), adoptando la protección 
internacional de los derechos humanos como principio en sus relaciones in-
ternacionales (art. 143 inc. 5), además de dotar a los tratados internacionales 
de derechos humanos de una protección especial, al requerir las formalida-
des de la enmienda para su denuncia.

�Ò×ÁÒ��å�¼��Ò�¨Ü�ÎÁ¼��Á»Ìµ�»�¼×��ÁÒ�ÌÁÎ�Á×Î��Ì�Î×���Á¼�µ��Î�×¯õ���¯Â¼����
la mayoría de los instrumentos en materia de derechos humanos, tanto del 
sistema regional como el universal1, que se inicia en este periodo2; pero no se 
×Î��Ü±Á�¼���Ò�Î¯�»�¼×���¼�µ����ÁÌ�¯Â¼��¼�¨ÁÎ»��¯¼»��¯�×�����µ�Ò�»��¯��Ò�
��õ¼����Î�ÒÌ�×�Î�ì�©�Î�¼×¯ñ�Î�µÁÒ���Î��ÁÒ��Á¼Ò�©Î��ÁÒĮ�\¯¼��»��Î©Áį��Ò×Á�
permitió que víctimas de violaciones de derechos humanos accedan al litigio 
interamericano o a la presentación de peticiones individuales ante órganos 
convencionales de Naciones Unidas3Į�ž�ÒÜ�å�ñį��Ò×Á�ÌÁÒ¯�¯µ¯×Â�µ��õÎ»�����µÁÒ�
primeros acuerdos de solución amistosa ante la Comisión Interamericana 

1 Por ejemplo, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Ley N.º 
�����������IXH�OD�¼QLFD�HQ�VHU�UDWLȑFDGD�GHO�VLVWHPD�GH�1DFLRQHV�8QLGDV��GXUDQWH�OD�GLFWDGXUD�VWURQLVWD��/XHJR�GH�VX�
FD¯GD��VHU¯DQ�UDWLȑFDGRV��OD�&RQYHQFLµQ�FRQWUD�OD�7RUWXUD�\�2WURV�7UDWRV�R�3HQDV�&UXHOHV��,QKXPDQRV�\�'HJUDGDQWHV�
(Ley N.º 69/1989); la Convención sobre los Derechos del Niño (Ley N.º 57/1990); el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (Ley N.º 4/1992); el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Ley N.º 5/1992). 
<D�HQ�OD�VLJXLHQWH�G«FDGD�VH�UDWLȑFDU¯DQ�OD�&RQYHQFLµQ�,QWHUQDFLRQDO�VREUH�OD�(OLPLQDFLµQ�GH�7RGDV�ODV�)RUPDV�GH�
Discriminación Racial (Ley N.º 2128/2003), la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos 
los Trabajadores Migratorios y sus Familiares (Ley N.º 3452/2008), la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad (Ley N.º 3540/2008) y la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas (Ley N.º 3977/2010), entre otras.

2 Andrés Ramírez, “A veinte años del encuentro con los tratados”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2008), 730.

3 A modo ilustrativo, hasta el momento, el Comité de Derechos Humanos ha aprobado dictámenes en comunicaciones 
presentadas en relación a violaciones de derechos humanos donde resultaron víctimas Ernesto Benítez Gamarra 
(detención en el curso de una manifestación); Eulalio Blanco Domínguez (privación de la vida de una persona en 
el curso de una manifestación); Juan Asensi Martínez (traslado al extranjero de las hijas menores del autor sin su 
FRQVHQWLPLHQWR���(YHOLR�5DPµQ�*LP«QH]��GHELGR�SURFHVR�\�GHUHFKR�D�OD�UHXQLµQ�SDF¯ȑFD���\�P£V�UHFLHQWHPHQWH�5XE«Q�
Portillo Cáceres y otros (fumigaciones con agroquímicos y sus consecuencias para la vida).
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de Derechos Humanos (CIDH)4, así como las primeras condenas del Para-
guay ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), que 
hasta la fecha suman ocho condenas y una absolución5. Si bien las sentencias 
del tribunal interamericano constituyen per se una forma de reparación para 
las víctimas, no garantizaron el cumplimiento irrestricto por parte del Esta-
do de todos los puntos resolutivos, ya sea por causas que van desde una de-
õ�¯�¼×���Ò×ÎÜ�×ÜÎ��ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�µ�Á�ÌÁÎ�µ��¨�µ×�����»���¼¯Ò»ÁÒ�¯¼×�Î¼ÁÒ���µ�
dictado de normas que se adecuen a la Convención. Los informes elaborados 
por la sociedad civil en esa década dan cuenta de la necesidad, entre otras, 
de una coordinación interinstitucional dentro del Estado6, debido a “la con-
fusión reinante en el seno de los agentes estatales y la falta de liderazgo para 
�ÒÜ»¯Î�µ���ÁÁÎ�¯¼��¯Â¼����µ�Ò����¯Á¼�Ò�×�¼�¯�¼×�Ò���µ���±��Ü�¯Â¼�����¯�ÁÒ�
puntos resolutivos por parte del Estado”7.

reTroCeSoS Y eSTanCamienToS

žÁÎ���¯�¼į�µ�Ò��¯õ�Üµ×���Ò�����Ü»Ìµ¯Î�������µ¯�����Á¼�µ�Ò�Á�µ¯©��¯Á¼�Ò�©�¼�-
rales en materia de derechos humanos no han sido privativas de los compro-
misos asumidos a nivel regional: de igual manera, ante el sistema universal, 
el Estado paraguayo se ha caracterizado por el atraso en la presentación de 
sus informes periódicos. En este sentido, los de la Convención Internacional 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial consti-
×Üì�¼��µ�Î�×Î�ÒÁ�»�Ò�Ò¯©¼¯õ��×¯åÁ�ì�ÌÎÁµÁ¼©��ÁĮ�žÒ¯»¯Ò»Áį��¼��µ©Ü¼ÁÒ���ÒÁÒį�
las demoras en la presentación de informes periódicos han llevado a que se 
presentaran varios en forma combinada. 

Reiteradas recomendaciones de los órganos de supervisión se hicieron eco 
de tal circunstancia, por lo que los esfuerzos estatales estuvieron dirigidos a 
�Î��Î���¯¼×�©Î�Î�Ü¼���Á»¯Ò¯Â¼�¯¼×�Î¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ�Î�ÒÌÁ¼Ò��µ�����µ���±��Ü�¯Â¼�
de las acciones necesarias para el cumplimiento de las sentencias interna-
cionales dictadas por la Corte IDH y las recomendaciones emanadas de la 
CIDH8, ampliándose posteriormente el ámbito de competencia de la comi-

4 En este contexto, dos denuncias de incumplimiento de compromisos internacionales planteadas ante la CIDH fueron 
solucionadas por el Gobierno paraguayo en esta instancia, sin pasar a la Corte IDH. Son los casos de las comunidades 
indígenas Lamenxay y Keyleyphapopyet (1999), víctimas del despojo de sus tierras en el Chaco, y el de Víctor Hugo 
Maciel (2006), quien había muerto mientras prestaba el servicio militar obligatorio siendo adolescente. Ramírez, “A 
veinte años...”, 734.

5 A día de hoy, el Estado paraguayo fue condenado ante la Corte IDH en los casos: Ricardo Canese vs. Paraguay (2004), 
Instituto de Reeducación del Menor vs. Paraguay (2004), Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay (2005), 
Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay (2006), Goiburú y otros vs. Paraguay (2006), Vargas Areco vs. 
Paraguay (2006), Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay (2010) y Noguera y otra vs. Paraguay (2020). Fue 
absuelto en el caso Arrom Suhurt y otros vs. Paraguay (2019).

6 Raquel Talavera, “Cumplimiento de compromisos internacionales”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2001), 346.

7 Óscar Ayala Amarilla y María Julia Cabello, “Entre la realidad y los avances de la justicia internacional”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2006), 363. 

8 Decreto N.º 1595 del 26 de febrero de 2009.
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sión a las obligaciones derivadas de los tratados de derechos humanos del 
sistema de Naciones Unidas9. Finalmente, la comisión adoptó en nombre 
����Á»¯Ò¯Â¼�2¼×�Î¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ��±��Ü×¯å��Î�ÒÌÁ¼Ò��µ�����µ���±��Ü�¯Â¼������-
ciones necesarias para el cumplimiento de Sentencias, Recomendaciones, 
Solicitudes y otros compromisos internacionales en materia de Derechos 
Humanos (CICSI)10.

SiSTema Simore

La necesidad de evitar dispersiones y duplicaciones de acciones para garan-
tizar la implementación efectiva de las recomendaciones impulsó al Estado 
a desarrollar el Sistema de Monitoreo de Recomendaciones (SIMORE)11, otra 
de las herramientas empleadas en su esfuerzo por dotar de una instituciona-
lidad para el cumplimiento de sus obligaciones internacionales.

poSiCionamienTo en eL eSCenario inTernaCionaL

Cabe destacar un hecho relevante para la política internacional paraguaya y 
las consecuencias en relación con el cumplimiento de obligaciones interna-
cionales en materia de derechos humanos. El 21 de octubre de 2014, Paraguay 
¨Ü�� �µ��×Áį�ÌÁÎ�ÌÎ¯»�Î�� å�ñį� �Á»Á�»¯�»�ÎÁ���µ��Á¼Ò�±Á������Î��ÁÒ�0Ü-
manos de Naciones Unidas, lo que implicó su visibilización ante el sistema 
universal de protección. Este posicionamiento en el escenario internacional 
lo llevó a tomar ciertos recaudos respecto a sus pendientes, pero ciertas me-
didas regresivas llevadas en paralelo –como el vaciamiento y recorte de los 
recursos y una reconversión institucional en materia de derechos humanos– 
ponen en duda la autenticidad del compromiso político del Gobierno12.

9 Decreto N.º 10744 del 5 de mayo de 2013.

10 Decreto N.º 4367 del 9 de noviembre de 2015.

11 Plataforma informática que facilita la sistematización de las recomendaciones internacionales de derechos humanos 
realizadas al Paraguay por los diferentes órganos y procedimientos especiales de derechos humanos, los sistemas 
universal e interamericano, que debería permitir el acceso a información actualizada sobre las acciones desplegadas 
por las instituciones del Estado, vinculadas al cumplimiento e implementación de las mismas. Su versión ampliada, 
SIMORE Plus, vincula el seguimiento de las recomendaciones internacionales de derechos humanos a los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS) y sus metas, además de las observaciones generales. Esta versión incluye mejoras en la 
funcionalidad, fortaleciendo el mecanismo estatal de seguimiento e implementación, dando así un salto innovador, en 
línea con las prioridades de la comunidad internacional.

12 Julia Cabello Alonso y Mario J. Barrios Cáceres, “Doble discurso en la política internacional de protección de derechos 
humanos”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2018).
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sitUaCiÓn DEl DErECHO En 2020

SiSTema UniverSaL

informes

En cuanto al calendario de vencimientos de informes ante el sistema univer-
sal, varios se encuentran en curso.

TERCER CICLo DEL ExAMEN PERIÓDICo uNIVERSAL (EPu). El plazo 
de remisión de informes de la sociedad civil y de las Instituciones Nacionales 
de Derechos Humanos (INDH) venció el 8 de octubre de 2020. El Estado de-
berá presentar su informe nacional en febrero de 2021. La sesión del Grupo 
���aÎ���±Á���µ��Vf��¼�µ��ÍÜ��Ò���ë�»¯¼�Î���µ�V�Î�©Ü�ì��Ò×��ÌÎ�å¯Ò×��Ì�Î���µ�
5 de mayo de 2021.

CoMITé CoNTRA LA ToRTuRA. El próximo compromiso estatal lo cons-
tituye el informe a la lista de cuestiones13į�µ���Ü�µ�Ò��ÌÜ�µ¯�Â��µ�ĂĂ����±Ü¼¯Á����
2020. En la misma se destacan las medidas adoptadas respecto: 

 – ��µ���Î»Á¼¯ñ��¯Â¼���µ��Î×Ǟ�ÜµÁ�ĄāĊ����¨��×ÁÒ����¯��¼×¯õ��Î�µ���¯Ò�Î¯»¯¼�-
�¯Â¼��Á»Á�Ü¼�����µ�Ò�õ¼�µ¯����Ò��ÒÌ��Ǟõ��Ò����µ���Á¼�Ü�×�Ĺ

 – �µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ����¨�¼Ò��VÝ�µ¯���Ì�Î��Î�¨ÁÎñ�Î�ÒÜ���Ì��¯����ÁÌ�Î�×¯å�Ĺ�

 – al Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, la dotación de recur-
ÒÁÒ�ÒÜõ�¯�¼×�Ò�ì��µ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á����ÒÜÒ�Î��Á»�¼���¯Á¼�ÒĹ�

 – a la prevención, el combate y la sanción de los feminicidios, la trata de 
personas y otras formas contemporáneas de esclavitud y todos los actos 
���å¯Áµ�¼�¯���Á¼×Î��µ�Ò�»Ü±�Î�Òį�¼¯À�Ò�ì���Áµ�Ò��¼×�Òį���Ò����µ�ăāĂĈĹ�

 – al establecimiento en los centros de detención del país de un mecanismo 
¯¼��Ì�¼�¯�¼×��ì��Á¼õ��¼�¯�µ����ÌÎ�Ò�¼×��¯Â¼������¼Ü¼�¯�Ò���µ��*¯Ò��µǞ�Ĺ�ì�

 – al combate de la brutalidad policial y el uso excesivo de la fuerza por par-
×�� ��� µÁÒ� �©�¼×�Ò� ��µ� ÁÎ��¼į� ¯¼�µÜì�¼�Á� µ�Ò� �±��Ü�¯Á¼�Ò� �ë×Î�±Ü�¯�¯�µ�Ò�
(art.16).

2©Ü�µ»�¼×�į��µ��Ò×��Á�Ì�Î�©Ü�ìÁ�����Î��¯¼¨ÁÎ»�Î�ÒÁ�Î�ŏµÁÒ��å�¼��Ò�ÍÜ��Ò��
�ì�¼�ÌÎÁ�Ü�¯�Á��¼�µ��¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼�ì��µ��¼±Ü¯�¯�»¯�¼×Á����å¯Áµ��¯Á¼�Ò�©Î�-
å�Ò������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ���±Á�µ���¯�×��ÜÎ��ŁĂĊĆąŅĂĊĉĊł�ì��ÜÎ�¼×���µ�Ì�Î¯Á�Á�

13 Comité contra la Tortura, CAT/C/PRY/QPR/8, /LVWD�GH�FXHVWLRQHV�SUHYLD�D�OD�SUHVHQWDFLµQ�GHO�RFWDYR�LQIRUPH�SHULµGLFR�GHO�
3DUDJXD\, 11 de junio de 2020, http://docstore.ohchr.org/SelfServices/FilesHandler.ashx?enc=6QkG1d%2fPPRiCAqhKb-
�\KVSPKJ��IFZ4Q\<GSZ--��M�:�<]OR4T7�+.V�\L/4RW9WIR9P�2&�7(*4]PQ'J,��E*����I6.H��4ȔJ�8��-
2f9pIR3LsbZsout8lu51Ko1rZj%2fOXGsP.
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de transición hasta 2003, incluidos casos de torturas y desapariciones forza-
das (arts. 12 y 13).

CoMITé DE DERECHoS HuMANoS. El próximo compromiso lo constitu-
ye el quinto informe periódico, con el vencimiento previsto para el día 26 de 
±Üµ¯Á����ăāăĆĮ

CoMITé CoNTRA LAS DESAPARICIoNES FoRZADAS. La siguiente 
entrega constituye el segundo informe periódico, que se tuvo que haber 
ÌÎ�Ò�¼×��Á� �µ� ăā���� Ò�Ì×¯�»�Î����� ăāăā���� ��Ü�Î�Á� �µ� Ìµ�ñÁ�õ±��Á� �¼� µ�Ò�
Á�Ò�Îå��¯Á¼�Ò�õ¼�µ�Ò���µ�ÌÎ¯»�Î��ë�»�¼į�Ò¯¼�ÍÜ����µ��¨�����ë¯Ò×��»�Ò�¯¼¨ÁÎ-
mación al respecto.

CoMITé PARA LA ELIMINACIÓN DE ToDAS LAS FoRMAS DE DIS-
CRIMINACIÓN CoNTRA LA MuJER (CEDAw, PoR SuS SIGLAS EN IN-
GLéS). Su próximo compromiso es el octavo informe periódico, con venci-
miento al 30 de noviembre de 2021. En las observaciones sobre el séptimo 
informe periódico, el Comité había solicitado al Estado que proporcione, en 
un plazo de dos años, información sobre las medidas adoptadas en cumpli-
»¯�¼×Á����µ�Ò�Î��Á»�¼���¯Á¼�Ò�ÍÜ��õ©ÜÎ�¼��¼�µÁÒ�Ì�ÎÎ�¨ÁÒ�Ċ��łį�ĂĆ��łį�ăĄ��ł�ì�
35 c) del informe14. 

�¼�×�µ�Ò�¼×¯�Áį� µ��Î�µ�×ÁÎ��Ì�Î���µ�Ò�©Ü¯»¯�¼×Á����µ�Ò�Á�Ò�Îå��¯Á¼�Ò�õ¼�µ�Ò�
��µ��Á»¯×���Á»Ü¼¯�Âį��¼�¨����Ăą����±Üµ¯Á����ăāăāį�ÍÜ���µ��Á»¯×���ë�»¯¼Â�
este informe de seguimiento15�ì��Á¼Ò¯��ÎÂ�ÍÜ���µ��Ò×��Á��Ý¼�¼Á���×Á»��Á�
medidas concretas para derogar la Resolución N.º 29664/2017 del Ministerio 
de Educación y Ciencias (MEC) y solicitará para el próximo informe perió-
dico información sobre las medidas adoptadas para combatir los ataques 
contra la igualdad de género; así como aquellas encaminadas a dar priori-
�����µ�»�¼��×Á���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ��EÜ±�Î�ì��Ü»�¼×�Î�ÒÜÒ×�¼�¯�µ»�¼×��µÁÒ�
Î��ÜÎÒÁÒ�Ü»�¼ÁÒį�×��¼¯�ÁÒ�ì�õ¼�¼�¯�ÎÁÒ��Ò¯©¼��ÁÒį��ÒǞ��Á»Á�¯»Ìµ�»�¼×�Î�
políticas y legislación relativa a la igualdad de género en todas las unidades 
administrativas del Estado.

También solicitará información relativa a la asignación de recursos huma-
nos y técnicos adecuados para el Programa Nacional de Prevención, Repre-
sión y Apoyo a las Víctimas de la Trata de Personas en el Ministerio de la 
EÜ±�Îį���õ¼������ÁÎ��Î�µ��åÜµ¼�Î��¯µ¯����Ì�Î×¯�Üµ�Î����µ�Ò�»Ü±�Î�Ò�ì�µ�Ò�¼¯À�Ò�
�µ�×Î�õ�ÁĮ�žÒ¯»¯Ò»Áį�Î�ÍÜ�Î¯Î����×ÁÒ����Î������µ�Ò�»��¯��Ò���ÁÌ×���Ò�Ì�Î��
���µ�Î�Î�µ���ÌÎÁ���¯Â¼���µ�ÌÎÁì��×Á����µ�ì�ÍÜ��Ì�¼�µ¯ñ��µ��ÌÎ��×¯������×Î���±Á�
infantil doméstico y asegurar así la implementación efectiva de la Estrate-

14 Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, CEDAW/CPRY/CO/7, 2EVHUYDFLRQHV�
ȍQDOHV�VREUH�HO�V«SWLPR�LQIRUPH�SHULµGLFR�GHO�3DUDJXD\, 22 de noviembre de 2017, https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/
WUHDW\ERG\H[WHUQDO�'RZQORDG�DVS["V\PEROQR &('$:��I&��I35<��I&2��I�	/DQJ HV�

15 El reporte de la relatora Lia Nadaraia se encuentra disponible en versión pdf (en idioma inglés), en este enlace: https://
tbinternet.ohchr.org/Treaties/CEDAW/Shared%20Documents/PRY/INT_CEDAW_FUL_PRY_42759_E.pdf.
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©¯��F��¯Á¼�µ�Ì�Î�� µ��VÎ�å�¼�¯Â¼�ì��ÎÎ��¯���¯Â¼���µ�aÎ���±Á�2¼¨�¼×¯µ�ì�Ì�Î��
µ��VÎÁ×���¯Â¼���µ�ž�Áµ�Ò��¼×��aÎ���±��ÁÎ�ŁăāĂĊŅăāăąłį��¼��µ�Ò�©Ü¯»¯�¼×Á�ì�µ��
erradicación de esta práctica.

CoMITé PARA LA ELIMINACIÓN DE ToDAS LAS FoRMAS DE DISCRI-
MINACIÓN RACIAL. El séptimo y el octavo informes periódicos combina-
dos vencieron el 17 de septiembre de 2018 y no hay mayores detalles al res-
pecto.

CoMITé DE DERECHoS ECoNÓMICoS, SoCIALES Y CuLTuRALES. 
Tampoco se tienen novedades sobre su siguiente compromiso, el del quinto 
informe periódico, que venció el 30 de marzo de 2020. El Estado paraguayo 
¼Á�ÌÎ�Ò�¼×Â��Ý¼��¯�Á�¯¼¨ÁÎ»�Į

CoMITé DE PRoTECCIÓN DE LoS DERECHoS DE ToDoS LoS TRA-
BAJADoRES MIGRAToRIoS Y DE SuS FAMILIARES. El segundo informe 
periódico fue presentado en diciembre de 2019; y su examen fue agendado 
para el 32.º periodo de sesiones (30 de marzo al 9 de abril de 2020), siendo 
pospuesto sine die a causa de la pandemia de la covid-19. 

CoMITé DE DERECHoS DEL NIño. El cuarto y el quinto informes perió-
dicos combinados fueron presentados el 5 de marzo de 2018, pero hasta el 
momento no existen más información, lista de cuestiones ni sesión agenda-
da para el examen del informe. 

CoMITé SoBRE LoS DERECHoS DE LAS PERSoNAS CoN DISCAPA-
CIDAD. El segundo y el tercer informes periódicos combinados fueron pre-
sentados el 19 de marzo de 2019. Cabe destacar la presentación del informe 
alternativo por parte de la Fundación Saraki para ser considerado en ocasión 
del examen del informe, sin que a la fecha haya sesión agendada para tal 
efecto.

situación de peticiones individuales

�¼��¯�¯�»�Î�����ăāĂĊ�Ò��õÎ»Â��µ�ž�Ü�Î�Á�ÒÁ�Î��E��¯��Ò����X�Ì�Î��¯Â¼��¼-
tre el Estado paraguayo y Ernesto Benítez Gamarra, víctima de tortura por 
parte de agentes estatales luego de participar en una manifestación en 2003. 
�Á¼�µ��õÎ»������Ò×����Ü�Î�Áį��µ�V�Î�©Ü�ì����Ì×��µ��Î�ÒÌÁ¼Ò��¯µ¯����¯¼×�Î¼�-
cional establecida en el Dictamen del Comité de Derechos Humanos de la 
Organización de las Naciones Unidas, dando así cumplimiento de manera 
amistosa a su obligación de proporcionar a la víctima una reparación inte-
gral, que incluya una indemnización adecuada16.

16 Comunicado de Codehupy, (O�(VWDGR�SDUDJXD\R�ȍUPµ�DFXHUGR�GH�UHSDUDFLµQ�HQ�HO�FDVR�GH�(UQHVWR�%HQ¯WH]�*DPDUUD, 10 de 
GLFLHPEUH�GH�������KWWS���FRGHKXS\�RUJ�S\�HO�HVWDGR�SDUDJXD\R�ȑUPR�DFXHUGR�GH�UHSDUDFLRQ�HQ�HO�FDVR�GH�HUQHVWR�
benitez-gamarra/.
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Por otra parte, en los casos de Norma Portillo (Yerutí) y Evelio Ramón Gimé-
nez, han transcurrido los 180 días impuestos por el Comité sin que el Estado 
haya enviado el acuerdo de reparación.

SiSTema regionaL

corte interamericana de derechos humanos

CASo NoGuERA Y oTRA VS. PARAGuAY

La Corte IDH dictó, el 9 de marzo de 2020, su sentencia en el caso con re-
lación a la muerte de Vicente Ariel Noguera, de 17 años, ocurrida el 11 de 
enero de 1996, mientras prestaba servicio militar. El Estado había suscrito 
ante la CIDH un Acuerdo de Solución Amistosa en el año 2011, reconociendo 
su responsabilidad internacional, el cual no fue homologado por la misma, 
ÌÁÎ��Á¼Ò¯��Î�Î�µ��Ò¯×Ü��¯Â¼����¯¼�Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á���µ��Á»ÌÁ¼�¼×�����±ÜÒ×¯�¯��
dispuesto por las partes en el acuerdo.

El tribunal regional dispuso por unanimidad que el Estado paraguayo era 
responsable por la violación de los derechos contenidos en los artículos 4.1 
(derecho a la vida), 5.1 (derecho a la integridad personal) y 19 (derechos del 
¼¯ÀÁł���� µ���Á¼å�¼�¯Â¼�ž»�Î¯��¼��ÒÁ�Î����Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ��¼�Ì�Î±Ü¯�¯Á�
���o¯��¼×��FÁ©Ü�Î�Ĺ�ì�µÁÒ��Î×Ǟ�ÜµÁÒ�ĉĮĂ�Ł©�Î�¼×Ǟ�Ò�±Ü�¯�¯�µ�Òłį�ăĆĮĂ�ŁÌÎÁ×���¯Â¼�
±Ü�¯�¯�µł�ì�ĆĮĂ� Ł��Î��Á��� µ�� ¯¼×�©Î¯����Ì�ÎÒÁ¼�µł��¼�Ì�Î±Ü¯�¯Á����ÒÜ�»��Î�į�
María Noguera. 

Entre las reparaciones ordenadas se encuentran la continuidad de la inves-
tigación en trámite, las publicaciones en el plazo de seis meses y la acredita-
ción que dentro de la curricula de formación académica militar de la Escuela 
de Estado Mayor y Escuela de Capitanes de las Tres Armas se incluyan pro-
©Î�»�Ò������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒį��ÒÌ��Ǟõ��»�¼×���¼��Ü�¼×Á���µÁÒ��Ò×�¼��Î�Ò�
internacionales sobre su posición especial de garante frente a las personas 
que prestan el servicio militar. El Estado rendirá un informe sobre el avance 
��µ�×Î�»¯×��µ�©¯Òµ�×¯åÁ�Î�µ�×¯åÁ���µ��Î�¨ÁÎ»�����µ��±ÜÎ¯Ò�¯��¯Â¼�Ì�¼�µ�»¯µ¯×�Îį�
�µ�Ì�©Á����µ�Ò���¼×¯����Ò�õ±���Ò��¼��Á¼��Ì×Á������ÀÁ�»�×�Î¯�µ�ì��µ�Î�¯¼×�©ÎÁ�
de costas y gastos, la reintegración al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas 
de la Corte IDH por los gastos erogados durante la tramitación del presente 
caso. Asimismo, el Estado deberá rendir un informe dentro del plazo de un 
�ÀÁį��Á¼×��Á���Ì�Î×¯Î���� µ��¼Á×¯õ���¯Â¼���� µ��Ò�¼×�¼�¯�į�ÒÁ�Î�� µ�Ò�»��¯��Ò�
��ÁÌ×���Ò�Ì�Î���Ü»Ìµ¯Î��Á¼�µ��»¯Ò»�į�Ò¯¼�Ì�Î±Ü¯�¯Á����µ�Ò�»��¯��Ò�ÍÜ���µ��Ò-
×��Á�����Î����ÁÌ×�Î�Ì�Î���¯åÜµ©�Î�Áõ�¯�µ»�¼×���µ��Á¼×�¼¯�Á����µ��Ò�¼×�¼�¯��
por diversos medios.
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CASo RíoS ÁVALoS Y oTRo VS. PARAGuAY

Tal como se informó en el reporte anterior, en octubre de 2019, la CIDH re-
mitió a la Corte IDH el Caso N.º 12702, por la supuesta serie de violaciones 
�¼��µ�»�Î�Á����µÁÒ�±Ü¯�¯ÁÒ�ÌÁµǞ×¯�ÁÒ�ÍÜ���Üµ»¯¼�ÎÁ¼��Á¼�µ�Ò���Ò×¯×Ü�¯Á¼�Òį��¼�
el 2003, de los exministros de la Corte Suprema de Justicia, Bonifacio Ríos 
Ǵå�µÁÒ�ì���ÎµÁÒ�*�Î¼�¼��ñ�+����į��Ò×��Ýµ×¯»Á�¨�µµ��¯�Á��¼�ăāĂāĮ

En este sentido, se argumenta que el Reglamento para la Tramitación del 
Juicio Político –que no permitía las recusaciones contra el órgano discipli-
¼�Î¯Áńį��ÒǞ��Á»Á�¼ÁÎ»�Ò�ÌÎÁ��Ò�µ�Ò�Ì�Î���µ� ±Ü¯�¯Á�ÌÁµǞ×¯�Á�ÍÜ��×Üå¯�ÎÁ¼�Ü¼�
¯»Ì��×Á�ÒÜÒ×�¼×¯åÁ��¼��µ��±�Î�¯�¯Á������Î��Á������¨�¼Ò��ì��¼�Á×ÎÁÒ��ÒÌ��×ÁÒ�
relacionados con las garantías del debido proceso, llevaron a que el Estado 
å¯Áµ�Î���µ���Î��Á����Á¼×�Î��Á¼�Ü¼�±Ü�ñ�¯»Ì�Î�¯�µĮ�

žÒ¯»¯Ò»Áį�Ò���Î©Üì��µ��å¯Áµ��¯Â¼����µÁÒ�ÌÎ¯¼�¯Ì¯ÁÒ����¯¼��Ì�¼��¼�¯��±Ü�¯�¯�µ�
y de legalidad, al igual que el derecho a contar con decisiones debidamen-
te motivadas, dado que la decisión que destituyó a las víctimas no contiene 
motivación y se limita a indicar que se aprobó la moción para removerlos. 
Además, se alega que el Estado violó el derecho a recurrir el fallo y el derecho 
�� µ��ÌÎÁ×���¯Â¼� ±Ü�¯�¯�µį�ÌÜ�Ò��µ�X�©µ�»�¼×Á�Ì�Î�� µ��aÎ�»¯×��¯Â¼���µ� 4Ü¯�¯Á�
Político expresaba que las resoluciones que dictara la Cámara de Senadores 
�Á»Á�aÎ¯�Ü¼�µ�¼Á�ÌÁ�ÎǞ�¼�Ò�Î�Á�±�×Á����Î��ÜÎÒÁ��µ©Ü¼ÁĮ

Durante el presente año, en trámite ante la Corte IDH fue recibido el Escrito 
de Solicitudes, Argumentos y Pruebas (ESAP) y sus anexos, formulándose el 
ĂĈ����±Üµ¯Á�µ���Á¼×�Ò×��¯Â¼���µ��Ò×��Áį��ÒǞ��Á»Á�µ��ÌÎ�Ò�¼×��¯Â¼����ÒÜÒ��¼�ëÁÒį�
�¼�Á¼×Î�¼�ÁÒ����µ��¨����Ì�¼�¯�¼×�Ò�µ����µ��Î��¯Â¼����µ���Ü�¯�¼�¯��ÌÝ�µ¯���ì�
µ��ÌÎ�Ò�¼×��¯Â¼�����µ�©�×ÁÒ�ì�Á�Ò�Îå��¯Á¼�Ò�õ¼�µ�ÒĮ

CASo CoMuNIDAD YAkYE AxA VS. PARAGuAY

Coincidente con el Día Internacional de los Derechos Humanos, el Poder 
�±��Ü×¯åÁ��¼Ü¼�¯Â��µ�Ăā�����¯�¯�»�Î�����ăāĂĊ�µ��ÌÎÁ»Üµ©��¯Â¼����µ��>�ì�FĮû�
ćąćĆ�ÍÜ���ëÌÎÁÌ¯��µ��¨Î�¼±������Á»¯¼¯Á�å¯�µį��Á¼Á�¯����Á»Á�Ŋ��»¯¼Á���v�³ì��
Axa”. Sin embargo, la corrección de una información errónea brindada por 
×��¼¯�ÁÒ��Ò×�×�µ�Ò�Î�ÍÜ¯Î¯Â�Ü¼��»Á�¯õ���¯Â¼�µ�©¯Òµ�×¯å�į��Á¼�Î�×������×Î�å�Ò�
de la Ley N.º 6607 en agosto de 2020, a los efectos de posibilitar el acceso a la 
propiedad que fuera adquirida en 2012 por el Estado para esta comunidad 
indígena17. En septiembre de 2020 se dio inicio al enripiado del camino de 
acceso a la comunidad Yakye Axa (pueblo enxet), ubicada a la altura del km 
368 de la ruta PY 05 Pozo Colorado-Concepción.

17 “Tras un largo camino, Yakye Axa podrá acceder a sus tierras”, 7LHUUDYLYD, http://www.tierraviva.org.py/tras-un-largo-
camino-yakye-axa-podra-acceder-a-sus-tierras/.
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comisión interamericana de derechos humanos

CASo Y’Akã MARANGATu (ACuERDo DE SoLuCIÓN AMISToSA)

El 28 de septiembre de 2020, la CIDH aprobó el Acuerdo de Solución Amis-
tosa relativo a la “Petición 747-05 Comunidad Indígena Y’akã Marangatu del 
Pueblo Mbya”18į���µ���Ì�Î×�»�¼×Á����2×�ÌÝ�Į

�µ���Ü�Î�Á�¨Ü��õÎ»��Á��µ�ă����»�ÎñÁ����ăāāĊ��¼×Î��µ�Ò�åǞ�×¯»�Òį�ÒÜÒ�Î�ÌÎ�-
Ò�¼×�¼×�Ò�ì��µ��Ò×��Á�Ì�Î�©Ü�ìÁĮ��Ò×��Ýµ×¯»Á���Ǟ��Î��Á¼Á�¯�Á�ÒÜ�Î�ÒÌÁ¼Ò�-
bilidad internacional y se había comprometido a implementar medidas de 
reparación consistentes en: i) dar cumplimiento de sentencia de amparo y 
medida cautelar; ii) proveer los mecanismos para que el Juzgado de Paz de la 
zona tomase conocimiento efectivo de las resoluciones relacionadas con la 
protección del territorio y realizara las acciones pertinentes para su cumpli-
»¯�¼×ÁĹ�¯¯¯ł�¯¼¯�¯�Î�µ��õÒ��µ¯ñ��¯Â¼�ÒÁ�Î���Á¼×�»¯¼��¯Â¼����µ��ñÁ¼��ì�Î��µ¯ñ�Î�
un estudio de evaluación de impacto ambiental; iv) dar seguimiento a delitos 
ecológicos presuntamente ocasionados en el espacio territorial señalado; v) 
desarrollar un programa de apoyo para el cultivo de subsistencia de la co-
munidad; vi) proveer a la comunidad de alimentación básica y agua potable; 
vii) investigar los supuestos daños causados a la comunidad; viii) proveer 
asistencia médica periódica a la comunidad y dotarla de los insumos para 
×�µ�õ¼Ĺ�¯ëł��Á¼Ò×ÎÜ¯Î�ì���¯µ¯×�Î�Ü¼���Ò�Ü�µ�į��Á¼�µ���Ò¯©¼��¯Â¼����»��Ò×ÎÁÒ�ì�
maestras, además de la provisión de materiales didácticos y muebles bási-
cos; x) realizar la compra directa o expropiación de 219 hectáreas a favor de 
la comunidad; xi) deber de mantener informadas a las partes.

Tras valorar los avances en relación al grado de cumplimiento del acuer-
do, la CIDH aprobó los términos del acuerdo suscrito por las partes el 2 de 
marzo de 2009 y declaró el cumplimiento total en cuanto a la prevención de 
los mecanismos para que el Juzgado de Paz de la zona tome conocimiento 
efectivo de las resoluciones relacionadas con la protección del territorio y 
Î��µ¯���µ�Ò����¯Á¼�Ò�Ì�Î×¯¼�¼×�Ò�Ì�Î��ÒÜ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×ÁĹ�µ��õÒ��µ¯ñ��¯Â¼�ÒÁ�Î��
contaminación de la zona; lo relativo al programa de apoyo para el cultivo de 
subsistencia de la comunidad; la construcción y habilitación de una escuela 
y asignación de maestros y maestras, provisión de materiales didácticos y 
muebles básicos. 

Asimismo, declaró el cumplimiento parcial con relación a la sentencia de am-
paro y medida cautelar y la provisión de alimentación básica y agua potable, 
así como el deber de mantener informadas a las partes del Acuerdo de Solu-
ción Amistosa. También declaró cumplimiento parcial sustancial respecto a 
la asistencia médica periódica a la comunidad y la dotación de los insumos, 

18 CIDH, ,QIRUPH�1�|���������3HWLFLµQ���������,QIRUPH�GH�6ROXFLµQ�$PLVWRVD��&RPXQLGDG�,QG¯JHQD�<ʘDN¥�0DUDQJDWX�GHO�3XHEOR�
0E\D���3DUDJXD\, 28 septiembre 2020, http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/2020/PYSA747-05ES.pdf.
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así como la compra directa o expropiación de 219 hectáreas. Finalmente, las 
declaró pendientes de cumplimiento a las cláusulas parcialmente cumpli-
das, estableciendo el deber de mantener informadas a las partes sobre los 
avances en su concreción, declarando que el Acuerdo de Solución Amisto-
Ò�����µ��¼ñ��Á�Ü¼�¼¯å�µ�����±��Ü�¯Â¼�Ì�Î�¯�µ� ÒÜÒ×�¼�¯�µį� Ò�©Ý¼��µ� �¼�µ¯Ò¯Ò�
�Á¼×�¼¯�Á��¼��µ�¯¼¨ÁÎ»�į�ì����¯�¯Â����ÎµÁ�ÌÝ�µ¯�Á���¯¼�µÜ¯ÎµÁ��¼�ÒÜ�2¼¨ÁÎ»��
Anual a la Asamblea General de la OEA.

CASo JoRGE ENRIquE PATIño PALACIoS    
(ACuERDo DE SoLuCIÓN AMISToSA) 

>���2�0��ÌÎÁ�Â��¼�̈ ����Ă����±Ü¼¯Á����ăāăā��µ�ž�Ü�Î�Á����\ÁµÜ�¯Â¼�ž»¯Ò×ÁÒ��
que había sido suscrito el 30 de noviembre de 2012 entre representantes del 
�Ò×��Á�ì�̈ �»¯µ¯�Î�Ò����4ÁÎ©���¼Î¯ÍÜ��V�×¯ÀÁ�V�µ��¯ÁÒį�±Áå�¼����ăā��ÀÁÒį�ÍÜ¯�¼�
falleció el 21 de octubre de 1994 por un disparo de arma de fuego presunta-
mente por parte de civiles. 

La petición inicial fue motivada por la falta de investigación y sanción de 
los responsables derivada de las irregularidades en la investigación de los 
��ÁÒ�ÌÁÎ�Ì�Î×�����Ì�ÎÒÁ¼�µ�ÌÁµ¯�¯�µ�ì�����Ü×ÁÎ¯����Ò�±Ü�¯�¯�µ�Ò�ÌÁÎ�µ��å¯Á-
lación de los derechos humanos contemplados en los artículos 8 (garantías 
±Ü�¯�¯�µ�Òł�ì�ăĆ�ŁÌÎÁ×���¯Â¼�±Ü�¯�¯�µłį��¼�Î�µ��¯Â¼��Á¼��µ��Î×Ǟ�ÜµÁ�Ă�ŁÁ�µ¯©��¯Â¼�
de respetar) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

En tal sentido, la CIDH aprobó los términos del acuerdo suscrito19 por las 
partes y declaró el cumplimiento total respecto a la capacitación sobre debi-
da diligencia en la investigación, la recolección y valoración de evidencia, así 
como las medidas de satisfacción del Acuerdo de Solución Amistosa. Tam-
bién declaró el cumplimiento parcial respecto a la elaboración de un proto-
colo de buenas prácticas sobre la temática de la cadena de custodia. Por otra 
parte, la CIDH decidió continuar con la supervisión de los puntos cumplidos 
Ì�Î�¯�µ»�¼×��ì����»�Ò����Î�ÌÝ�µ¯�Á��µ�ÌÎ�Ò�¼×��¯¼¨ÁÎ»����¯¼�µÜ¯ÎµÁ��¼�ÒÜ�
Informe Anual.

RELAToRíA ESPECIAL PARA LA LIBERTAD DE ExPRESIÓN   
DE LA CIDH

La noche del 12 de febrero de 2020 fue asesinado brutalmente el periodista 
Lourenço “Leo” Veras, encargado del informativo web Porã News y corres-
ponsal de medios del Brasil, quien recibió aproximadamente doce disparos 
por parte de dos presuntos sicarios mientras se encontraba cenando con su 
familia en su domicilio particular, en la ciudad de Pedro Juan Caballero.

19 CIDH, ,QIRUPH�1�|��������&DVR���������,QIRUPH�GH�6ROXFLµQ�$PLVWRVD��-RUJH�(QULTXH�3DWL³R�3DODFLRV��3DUDJXD\, 1 de junio 2020, 
http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/2020/PYSA12374ES.pdf.
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La Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) condenó el hecho y llamó al Estado 
paraguayo a “investigar de forma completa, efectiva e imparcial este crimen 
ì�Á×ÎÁÒ�ÍÜ��Ò���¼�Ü�¼×Î�¼�¯»ÌÜ¼�ÒĹ��Ò�µ�Î���Î�ÒÜÒ�»Âå¯µ�Ò�ì���×�Î»¯¼�Î�±Ü-
dicialmente la relación que pudieran tener con la actividad periodística y la 
libertad de expresión”20.

�Ò×Á��Á�Î���Ý¼�»�Ò�Î�µ�å�¼�¯�į�Ò¯�Ò���Á¼Ò¯��Î��ÍÜ���¼�ăāăā�µ���2�0�Î�»¯×¯Â�
el informe de fondo sobre la responsabilidad del Estado paraguayo en el caso 
\�¼×¯�©Á�>�©Ü¯ñ�»Â¼į�Ì�Î¯Á�¯Ò×���Ò�Ò¯¼��Á�ÌÁÎ�µ��»�õ�����µ��¼�Î�ÁÌÁµǞ×¯���
en la misma ciudad el 26 de agosto de 1991 y cuyo caso quedara impune por la 
¼�©µ¯©�¼×��¨�µ×�����¯»ÌÜµÒÁ��¼�µ��¯¼å�Ò×¯©��¯Â¼�ÌÁÎ�Ì�Î×�����µÁÒ�ÂÎ©�¼ÁÒ�±Ü�¯-
�¯�µ�Ò���µ�V�Î�©Ü�ìį�Ò�©Ý¼��Ò×��µ��¯�Î��µ���2�021. El asunto podría llegar a la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, lo que servirá para establecer 
estándares de protección para periodistas y sus familiares en situación de 
riesgo y combatir el patrón de impunidad frente a amenazas y muertes que 
ÒÜ¨Î�¼�µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ���±�Î��¼��µ�Ì�Î¯Á�¯Ò»Á��¼�V�Î�©Ü�ìĮ

eSTanCamienTo en eL proCeSo De 
aDeCUaCión normaTiva

El futuro de la propia protección internacional de los derechos humanos de-
pende, en gran parte, de la adopción y el perfeccionamiento de las medidas 
nacionales de implementación, ya que el derecho internacional y el derecho 
interno conforman un todo armónico. Sin embargo, desde el año 2013, apro-
ë¯»���»�¼×�į��µ�V�Î�©Ü�ì���±Â����Î�×¯õ��Î�¼Ü�åÁÒ�×Î�×��ÁÒ������Î��ÁÒ�Ü-
»�¼ÁÒį���ÒÌÜ�Ò����»�Ò����Ü¼������������ÌÁ¼�ÎÒ���µ��Ǟ��ì�Î�×¯õ��Î�×Á�ÁÒ�µÁÒ�
instrumentos.

�¼��µ�Ì�Î¯Á�Á���µ�¯¼¨ÁÎ»�į��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�Î�×¯ÎÂ���µ�\�¼��Á��µ�»�¼Ò�±��
ÍÜ���¼å¯����µ��Î�×¯õ���¯Â¼���µ�ž�Ü�Î�Á�����Ò��ñÝ22, una medida que respon-
de al fuerte lobby que se efectuó desde el sector agroexportador, con apoyo de 
la Iglesia católica23 y del mismo ministro de Agricultura y Ganadería24. 

20 CIDH, Comunicado de Prensa R41/20, “Relatoría Especial condena asesinato del periodista Leo Veras en Paraguay y 
llama a adoptar acciones decididas para prevenir e investigar crímenes de periodistas en la frontera”, 17 de febrero de 
������KWWS���ZZZ�RDV�RUJ�HV�FLGK�H[SUHVLRQ�VKRZDUWLFOH�DVS"O,' �	DUW,' ������

21 CIDH, ,QIRUPH�1�|��������3HWLFLµQ��������$GPLVLELOLGDG��6DQWLDJR�/HJXL]DPµQ�=DY£Q�\�IDPLOLD��3DUDJXD\, 15 de abril de 2016, 
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/2016/PYAD66-07ES.pdf. 

22 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 13 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/116743.

23� ǘ/REE\�GH�OD�,JOHVLD�\�VHFWRU�JUDQHUR�ǕREOLJDQʜ�DO�(MHFXWLYR�D�UHWLUDU�DFXHUGR�TXH�UHPLWLµ�DO�3DUODPHQWRǙ��$'1�'LJLWDO, 3 de 
diciembre de 2019, https://www.adndigital.com.py/lobby-de-la-iglesia-y-sector-granero-obligan-al-ejecutivo-a-retirar-
acuerdo-que-remitio-al-parlamento/.

24 “MAG pide rechazar tratado de Escazú”,�$%&�&RORU, 5 de octubre de 2020, https://www.abc.com.py/
nacionales/2020/10/05/mag-pide-rechazar-tratado-de-escazu/.
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�¼��Á¼×�ë×Áį��Ò×Á�����Á¼×¯¼Ü¯������ µ��ÌÁµǞ×¯���¼�©�×¯å���� µ��Î�×¯õ���¯Â¼����
instrumentos de derechos humanos tales como el Protocolo Facultativo del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PI-
��\�ł�ìį��¼��µ�Ò¯Ò×�»��Î�©¯Á¼�µį�µ��¼�©�×¯å����õÎ»�Î�µ���Á¼å�¼�¯Â¼�2¼×�Î�-
mericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de 
Intolerancia, la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discri-
minación e Intolerancia y la Convención Interamericana sobre la Protección 
de los Derechos Humanos de las Personas Mayores.

COnClUsiOnEs

A un cuarto de siglo de publicación ininterrumpida del informe de derechos 
Ü»�¼ÁÒ� �¼� V�Î�©Ü�ìį� Ò�� ÌÜ���� �õÎ»�Î� ÍÜ�į� �¼�»�×�Î¯�� ��� Á�µ¯©��¯Á¼�Ò�
convencionales ante los sistemas internacionales de protección, la adecua-
�¯Â¼�¼ÁÎ»�×¯å�� �� ¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ�¼Á�¼���Ò�Î¯�»�¼×�� Ò�� ×Î��Ü±Á� �¼� Î�ÒÌ�×Á� ì�
garantía de los derechos fundamentales para la ciudadanía. Desde la inclu-
Ò¯Â¼���µ�ÌÎ�Ò�¼×���Î×Ǟ�ÜµÁį��¼�ăāāĉį�Ò��¯��¼×¯õ���Ü¼�Ì�×ÎÂ¼�����å�¼��Ò�ÍÜ�į���
Ì�Ò�Î����Ò�Î�µ�¼×Á�ì�ÒÁÒ×�¼¯�Áį�¼Á�ÌÁÎ��µµÁ�����±��Á����Ò�Î��¯õ�Üµ×ÁÒÁĮ�

žÜ¼��ÒǞį�Ò¯©¼¯õ�Â��¼� µ��å¯������»Ü��Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�Ü¼�»��¯Á� ¯»ÌÁÎ×�¼×�����
protección, especialmente para las víctimas quienes, en muchos casos, en-
frentan discriminación estructural, abuso, abandono y aislamiento. Por otra 
Ì�Î×�į��µ�»�Î�Á��Î¯¼�Â�Ü¼�¼ÁÎ»�×¯åÁ�¼��¯Á¼�µ�ì�µ�Ò��ÎÎ�»¯�¼×�Ò�±ÜÎ¯ÒÌÎÜ-
denciales a nivel internacional cuya adecuación constante se debe alentar. 

El presente año, con el calendario de obligaciones del Estado paraguayo ante 
el sistema de Naciones Unidas con pocos atrasos con relación a su situación 
histórica, casi al día, el escenario a nivel global generado por la pandemia 
de la covid-19 ha obligado a recalendarizar las audiencias programadas con 
anterioridad, por lo que en algunos casos podrían existir demoras.

Cabe destacar que, en este contexto, recomendaciones sobre participación, 
¯¼×�Î�Üµ×ÜÎ�µ¯���į���Î��ÁÒ��ÒÌ��Ǟõ�ÁÒį��×�Įį� ¨Ü�ÎÁ¼�¨ÁÎ»Üµ���Ò�ÌÁÎ� µÁÒ�ÂÎ-
ganos internacionales25, tales como la Resolución N.° 1/2020 de la CIDH26. 
El análisis más exhaustivo sobre su grado de cumplimiento en cada derecho 
�¼��ÒÌ��Ǟõ�Á�ÍÜ����Ì�¼�¯�¼×�į�ÌÜ�Ò�¯»ÌÁÎ×��Ü¼��×�Î����¼�ÒÜ»���ë×�¼Ò�Ĺ�Ò¯¼�
embargo, puede ser apreciada en otros artículos del presente informe. 

En cuanto al sistema regional, mientras que la aprobación de acuerdos de 
solución amistosa en casos ante la CIDH brinda ciertas perspectivas de re-

25 A modo de ejemplo, en el marco de la pandemia de covid-19, el Comité de Derechos del Niño emitió una Declaración, 
con 11 recomendaciones relacionadas al impacto físico, emocional y psicológico en la niñez y la adolescencia, que 
estuvo en sintonía con la declaración realizada por diez órganos de tratados de la ONU.

26 CIDH, 3DQGHPLD�\�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�ODV�$P«ULFDV��5HVROXFLµQ�1�|�������, acceso el 10 de octubre de 2020, https://www.
oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion-1-20-es.pdf.
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paración a casos violatorios de derechos humanos que llevan ya larga data, 
la nueva sentencia de la Corte IDH en el caso Noguera engrosa la lista de 
pendientes en el cumplimiento de las reparaciones, y cuyo cumplimiento 
�����Ò�×¯Ò¨���Î�Ò¯¼���»ÁÎ�į��¼�å¯Ò×�����Ü¼�¼Ü�åÁ�±Üñ©�»¯�¼×Á��¼��µ���ÒÁ�XǞÁÒ�
Ávalos.

rECOMEnDaCiOnEs

El Estado paraguayo debe cumplir efectivamente y en la brevedad:

 Ǻ las reparaciones ordenadas en la sentencia de la Corte IDH recaída en el 
caso Noguera vs. Paraguay, así como las reparaciones pendientes de cum-
plimiento en los casos dictados con anterioridad por el mismo tribunal.

 Ǻ los puntos pendientes en los acuerdos de solución amistosa de los casos de 
la comunidad indígena Y’akã Marangatu y Jorge Enrique Patiño Palacios.

Además, debe:

 Ǻ imprimir mayor agilidad a los efectos de evitar la mora que, aunque es 
menor, también es constante en la presentación de informes ante los ór-
ganos de protección de derechos humanos.

 Ǻ ÌÎÁ»Áå�Î� ì��¯¨Ü¼�¯Î�ÌÝ�µ¯��»�¼×�� �µ� �Á¼×�¼¯�Á���� µÁÒ� ×Î�×��ÁÒį� �Á¼å�-
¼¯ÁÒį� ÌÎÁ×Á�ÁµÁÒį� �ÒǞ� �Á»Á� ��� µ�Ò� Á�Ò�Îå��¯Á¼�Ò� õ¼�µ�Òį� Á�Ò�Îå��¯Á¼�Ò�
generales, los informes de relatorías temáticas, etc., para promover el 
conocimiento de todas las personas sobre su contenido, aplicación y su 
seguimiento, y de las brechas que deben ser cubiertas por el Estado.



sistema nacional de protección 
de derechos humanos

DiSpareS reSpUeSTaS a 
hiSTóriCaS FaLenCiaS en 

Un año De emergenCia 
SaniTaria

El contexto de la crisis sanitaria por la pandemia de la covid-19 puso al Es-
tado paraguayo en el aprieto de limitar los derechos humanos para prote-
¤�Ú�¬Äæ�Ú�Þ�Þ��Ë½��æ¬õËÞɌ�=Ë�©¬āË�Þ¬Ä�×Ë��Ú�¤�Ú�Äæ¬ā�Ú�ÞêĈ�¬�Äæ�Ã�Äæ��Ùê��
las medidas afectaran a personas en situación de vulnerabilidad. Ante 
esta coyuntura extraordinaria, los órganos estatales dieron respuestas 
dispares. Esto hace evidente, una vez más, la necesidad de redoblar es-
fuerzos para fortalecer el sistema nacional de protección de los derechos 

humanos.

paLabraS CLaveS: ��£�ÄÞËÚ®����½�Vê��½Ëɇ�×Ë½®æ¬��Þ�×ë�½¬��Þɇ� ����ÞË�
a la justicia, independencia de la magistratura, personas privadas de li-

bertad.

mario j. barrios Cáceres
��DcYJ����.Dr�]c.&��.KD�Cg=c.�.]�.V=.D�Y.��V�Y���=���]�YYJ==J�ɢ�.C��ɣ
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balanCE DE lOs 25 añOs

Desde la caída de la dictadura en 1989, Paraguay se ha ido adhiriendo a di-
ferentes sistemas de protección de derechos humanos, el sistema universal, 
�µ�Ò¯Ò×�»��Î�©¯Á¼�µ�ì�µ��±ÜÎ¯Ò�¯��¯Â¼�Ì�¼�µ�¯¼×�Î¼��¯Á¼�µĮ���Ò���ÒÜ�¯¼�µÜÒ¯Â¼�
en el informe de derechos humanos en su edición de 2008, el artículo re-
ferente al sistema paraguayo de protección de derechos humanos ha pre-
tendido dar cuenta de la incorporación de mecanismos concretos de pro-
tección dentro del Estado, presentando tanto la normativa interna para la 
protección y promoción de los mismos como también una panorámica de 
las dependencias responsables en los diferentes poderes1; los avances en el 
diseño institucional a través de la creación de direcciones y redes de dere-
�ÁÒ�Ü»�¼ÁÒį�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ»�¼×���¼�µ���Ò¨�Î����µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ2; así como 
un recuento del diseño institucional de los poderes del Estado y una presen-
tación y análisis de las acciones realizadas por la Red de Derechos Humanos 
��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ3.

En el año 2011, y siguiendo el mandato del Protocolo Facultativo de la Con-
å�¼�¯Â¼��Á¼×Î��µ��aÁÎ×ÜÎ�į�Ò���Î���ÌÁÎ�>�ìŏFĮû�ąăĉĉĺăāĂĂ��µ�E���¼¯Ò»Á�F��¯Á-
nal de Prevención de la Tortura (MNP), para prevenir prácticas de torturas 
y proteger a las personas privadas de su libertad o en situación de encierro 
que pudieran sufrir tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o de-
gradantes. Sin embargo, luego del quiebre institucional acontecido en el año 
2012, que tuvo como detonante los hechos acontecidos en Marina Kue, se 
¯��¼×¯õ��ÎÁ¼��¯�Î×ÁÒ�Î�×ÎÁ��ÒÁÒĮ��¼×Î���Ò×ÁÒį�Ò����Ò×���¼�µ��¯¼å¯Ò¯�¯µ¯�������
la perspectiva de derechos en las políticas de desarrollo, las declaraciones 
ÌÝ�µ¯��Ò��Á¼×Î�Î¯�Ò���µ��©�Î�¼×Ǟ�������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ�����µ×�Ò��Ü×ÁÎ¯����Ò�
estatales, la relativización de los crímenes de lesa humanidad cometidos por 
µ���¯�×��ÜÎ��Ò×ÎÁ¼¯Ò×�į�µ��»Á�¯õ���¯Â¼�¯¼�Á¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ����µ��>�ì������¨�¼-
Ò��F��¯Á¼�µ�ì�\�©ÜÎ¯����2¼×�Î¼��ì��µ�ÌÎÁ��ÒÁ�±Ü�¯�¯�µ�å¯Áµ�×ÁÎ¯Á����©�Î�¼×Ǟ�Ò�
constitucionales y legales contra personas campesinas del caso Curuguaty. 
Como avances puntales se rescató el Acuerdo y Sentencia de la Corte Supre-
»�����4ÜÒ×¯�¯��Ł�\4ł�ÒÁ�Î���µ���Î��Á���µ��¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ÌÝ�µ¯��į�µ�ì�¯¼×�©Î�µ�
contra la trata de personas4.

Con el gobierno de Horacio Cartes, la institucionalidad en materia de de-
rechos fundamentales se debilitó con las desapariciones de la Dirección de 
Educación en Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura y 

1 Line Bareiro y Maridí González Parini, “Institucionalidad de la protección de los derechos humanos en el Estado 
paraguayo”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2008), 707-728. 

2 Julia Cabello Alonso, “A la espera de resultados de los nuevos mecanismos de protección”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2009), 529-538.

3 Katia Gorostiaga y Mirta Moragas, “Antecedentes y desafíos de los mecanismos nacionales de protección”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2010), 599-607.

4 Milena Pereira Fukuoka, “¿Dónde está el sistema nacional de protección de derechos humanos?”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�
HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2013), 559-581.



539ddhhpy2020 ].]c�C��D��.JD�=

del Viceministerio de Justicia y Derechos Humanos. Como aspectos positi-
vos durante este tiempo, se destacan la consolidación de un sistema de se-
guimiento de recomendaciones internacionales (SIMORE)5 y la aprobación 
��µ�Vµ�¼�F��¯Á¼�µ������Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒĮ��Ò×��Ýµ×¯»Áį�Ò¯¼��»��Î©Áį���±Â����
µ��Á�ÌÜ¼×ÁÒ��µ�å�į��Á»Á�µ���ë�µÜÒ¯Â¼����µ�Ò�Î��Á»�¼���¯Á¼�Ò��ÒÌ��Ǟõ��Ò��¼�
materia de igualdad y no discriminación, así como cuestiones sobre dere-
chos sexuales y reproductivos. Entretanto, en el Poder Legislativo, la Cámara 
de Senadores rechazó el proyecto de Ley Contra Toda Forma de Discrimina-
ción, argumentando, principalmente, la inclusión de la identidad de género 
y el no reconocimiento de derechos en pie de igualdad de personas LGTBI6.

>��õ©ÜÎ����µ���¨�¼ÒÁÎ���µ�VÜ��µÁ���Ò¯�Áį�Ò¯¼��Ü��į�Á×Î�����µ�Ò�©Î�¼��Ò���Ü-
das institucionales desde su creación, con la Constitución de 1992. Manuel 
Páez Monges estuvo más de ocho años en el cargo después de haber vencido 
su mandato como el primer ombudsman en la historia del Paraguay. El se-
©Ü¼�Á��¼�Ò�Î��Á¼õÎ»��Áį�E¯©Ü�µ�+Á�Áìį�¯¼¯�¯Â�ÒÜÒ�¨Ü¼�¯Á¼�Ò�Ò¯¼���¼ÒÜÎ�Î�
ÌÝ�µ¯��»�¼×�� µÁÒ���×ÁÒ��Á¼×Î�Î¯ÁÒ��� µÁÒ���Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ�¼¯���ÁÌ×�Î�Ü¼��
ÌÁÒ¯�¯Â¼�õÎ»���Á¼×Î���µ��å�¼������µ��Î�¯å¯¼�¯���¯Â¼���µ�Î�©¯»�¼��¯�×�×ÁÎ¯�µ�ì�
a favor del fortalecimiento de la cultura democrática7.

v���¼�µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒį�µ���¯Ò�ÜÒ¯Â¼�ÌÝ�µ¯������×�»�Ò�Î�µ��¯Á¼��ÁÒ���µ���Á-
rrupción y las expresiones de repudio a que dieron lugar pusieron de relieve 
la importancia de la transparencia y el rol que cumple el Portal de Acceso a 
µ��2¼¨ÁÎ»��¯Â¼�VÝ�µ¯��8. Por otra parte, se presentaron los planes nacionales 
de cultura, así como el de igualdad (2018-2023)9.

*¯¼�µ»�¼×�į�Ò����¯¼�Î�»�¼×��Á�µ��¨�µ×�����¯¼��Ì�¼��¼�¯�����µ��±Ü�¯��×ÜÎ��
en el Paraguay. Esta circunstancia viene siendo una sentida preocupación 
de los órganos de supervisión tanto del sistema universal como regional. 
Ante el empeoramiento de la circunstancia aludida, el Estado paraguayo fue 
�Á¼åÁ���Á���Ü¼���Ü�¯�¼�¯��ÌÝ�µ¯���ÌÁÎ�µ���Á»¯Ò¯Â¼�2¼×�Î�»�Î¯��¼�������-
rechos Humanos (CIDH) en septiembre de 2017. Entre otras circunstancias, 

5 Plataforma informática que facilita la sistematización de las recomendaciones internacionales de derechos humanos 
realizadas al Paraguay, hechas por los diferentes órganos y procedimientos especiales de derechos humanos de los 
sistemas universal y regional, permitiendo el acceso a información actualizada sobre las acciones desplegadas por las 
instituciones del Estado para el cumplimiento e implementación de las mismas. Su versión ampliada, SIMORE Plus, 
vincula el seguimiento de las recomendaciones internacionales de derechos humanos a los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS) y sus metas, además de las observaciones generales. Esta versión incluye mejoras en la funcionalidad, 
fortaleciendo el mecanismo estatal de seguimiento e implementación, dando así un salto innovador, en línea con las 
prioridades de la comunidad internacional.

6 Mario J. Barrios Cáceres, “La desconstrucción de la institucionalidad del Estado en materia de derechos humanos”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2014), 633-643.

7 Mario J. Barrios Cáceres, “Ni a favor ni en contra del stronismo: Los desafíos y dilemas del nuevo Defensor del Pueblo”, 
en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2016), 439-445.

8  Mario J. Barrios Cáceres, “Es necesario seguir fortaleciendo el sistema nacional de protección de derechos humanos”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2018), 525-531.

9 Mario J. Barrios Cáceres, “Sin presupuesto ni voluntad, peligra el cumplimiento de los planes”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 559-567.
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en dicha ocasión se recalcó cómo, desde sus instituciones como el Jurado 
����¼±Ü¯�¯�»¯�¼×Á����E�©¯Ò×Î��ÁÒ�ì��µ��Á¼Ò�±Á����µ��E�©¯Ò×Î�×ÜÎ�į��µ��Ò×�-
do paraguayo somete “a procesos disciplinarios que pueden acarrear la re-
»Á�¯Â¼���¨Ü¼�¯Á¼�Î¯ÁÒ�ÍÜ���Ìµ¯��¼�µ�Ò�Î�©µ�Ò���µ����¯�Á�ÌÎÁ��ÒÁį��±ÜÒ×��ÁÒ�
a estándares internacionales del sistema regional de protección, mientras 
que premian a funcionarios que se adhieren al sistema y esquema de instru-
mentalización política”10. Estos órganos, incorporados con la Constitución 
���ĂĊĊăį��¼�Ò¯�Á���ÒÁµÜ×�»�¼×��¯¼ÒÜõ�¯�¼×�Ò�Ì�Î��µÁ©Î�Î�µ��¯¼��Ì�¼��¼�¯��
±Ü�¯�¯�µ�ì�»�±ÁÎ�Î�µ����µ¯�������µ��4ÜÒ×¯�¯�į����¯�Á�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ»�¼×����µ���Á¼ÒÁ-
µ¯���¯Â¼�����ÒÍÜ�»�Ò�����µ¯�¼×�µ¯Ò»Á�ì��ÁÎÎÜÌ�¯Â¼�±Ü�¯�¯�µ�ÍÜ��µÁ©Î�¼�»�¼-
×�¼�Î�µÁÒ�µ�ñÁÒ����ÒÜ�ÁÎ�¯¼��¯Â¼����µÁÒ�±Ü���Ò���µÁÒ�ÌÁµǞ×¯�ÁÒĮ

sitUaCiÓn DEl DErECHO

reD De DereChoS hUmanoS DeL poDer ejeCUTivo

Durante el presente año, y en su carácter de coordinador de la Red de De-
Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ���µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�ŁX��00V�łį��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����4ÜÒ×¯�¯��
socializó con las instituciones miembros un material que contiene pronun-
�¯�»¯�¼×ÁÒ� ì� Î��Á»�¼���¯Á¼�Ò� ¼��¯Á¼�µ�Ò� �� ¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ�Òį� �� õ¼� ��� ÍÜ��
las medidas adoptadas por los integrantes de la Red para la prevención del 
coronavirus sean tomadas atendiendo a los estándares de derechos huma-
nos11. De igual forma, la Corte Suprema de Justicia, a través de su Dirección 
de Derechos Humanos, puso a disposición la Guía Práctica de Respuestas 
Inclusivas y con Enfoque de Derechos ante el COVID-19 en las Américas de 
la Organización de los Estados Americanos (OEA) y la Resolución N.º 1/2020 
“Pandemia y Derechos Humanos en las Américas” de la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos12. Además, la Comisión de Derechos Huma-
nos de la Cámara de Diputados proclamó de interés nacional la declaración 
adoptada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) 
titulada “Covid y Derechos Humanos: los problemas y desafíos deben ser 
abordados con perspectiva de derechos humanos y respetando las obligacio-
nes internacionales”13.

10 “Falta de independencia del Poder Judicial paraguayo fue tema central en Audiencia Pública de la Comisión 
Interamericana de DDHH”, &RGHKXS\, 26 de octubre de 2017, http://codehupy.org.py/falta-de-independencia-del-
poder-judicial-paraguayo-fue-tema-central-en-audiencia-publica-de-la-comision-interamericana-de-ddhh/.

11 “Socializan recomendaciones de DDHH a tener en cuenta en [la] lucha contra el COVID-19”, 'LUHFFLµQ�*HQHUDO�GH�'HUHFKRV�
+XPDQRV���0LQLVWHULR�GH�-XVWLFLD, 27 de abril de 2020, acceso el 2 de octubre de 2020, https://www.derechoshumanos.gov.
py/index.php/noticias/socializan-recomendaciones-de-ddhh-tener-en-cuenta-en-lucha-contra-el-covid-19.

12 “Dirección de DDHH pone a disposición guía práctica ante el COVID-19”, &RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLD, 17 de abril de 2020, 
acceso el 2 de octubre de 2020, https://www.pj.gov.py/notas/18264-direccion-de-ddhh-pone-a-disposicion-guia-
practica-ante-el-covid-19.

13 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, http://silpy.congreso.gov.py/
expediente/120634.
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VÁÎ�Á×Î��Ì�Î×�į�µ��X��į�±Ü¼×Á��µ�o¯��»¯¼¯Ò×�Î¯Á����VÎÁ×���¯Â¼����µÁÒ���Î��ÁÒ�
���µ�Ò�EÜ±�Î�Ò���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ��EÜ±�Îį���×Î�å�Ò����µ���¯Î���¯Â¼�+�¼�Î�µ����
Prevención y Atención contra la Trata de Personas, dieron inicio a un ciclo 
��¼Á»¯¼��Á�Ŋ��Ì��¯×��¯Â¼��¼��µ���ÁÎ��±�����µ��×Î�×�����Ì�ÎÒÁ¼�ÒŌį��¯Î¯©¯�Á���
contribuir a la formación de los integrantes de la RDDHHPE para construir 
competencias y habilidades en materia de trata de personas14.

En otro espacio de formación y capacitación, representantes de las organi-
zaciones de la sociedad civil que integran la Comisión Nacional por los De-
rechos de las Personas con Discapacidad (Conadis), fueron capacitados vía 
Á¼µ¯¼��Ì�Î��»�¼�±�Î��µ�\2EKX��VµÜÒ15.

VÁÎ�Ýµ×¯»Áį�µÜ�©Á����Ü¼�×¯�»ÌÁ����¼Á�Î�©¯Ò×Î�Î�»Áå¯»¯�¼×ÁÒį�Ò��Î�×Á»Â��µ�
×Î���±Á����µ��E�Ò��EÜµ×¯Ò��×ÁÎ¯�µ�ÒÁ�Î��µ��Ò¯×Ü��¯Â¼������Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ�
de Personas Trans, un espacio que nació en 2015 y que la conforman institu-
�¯Á¼�Ò���µ��Ò×��Á�ì�µ��ÒÁ�¯������¯å¯µį��Á¼��µ�Á�±�×¯åÁ������¨�¼��Î�ì�ÌÎÁ»Áå�Î�
los derechos y el respeto hacia las personas trans16.

meCaniSmo naCionaL De prevenCión ConTra La TorTUra

El Mecanismo Nacional de Prevención contra la Tortura (MNP) ha expresado 
su preocupación en el contexto de la emergencia sanitaria por la pandemia 
de la covid-19 por la aplicación de ciertas medidas que afectan e impactan 
µ��å¯������µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�ÒĮ�VÁÎ��±�»ÌµÁį�µ��å¯Áµ�¼�¯��ÌÁµ¯�¯�µ�ì�»¯µ¯×�Î�ì��µ�Ò�Ò©Á�
con el que se imputa a personas de escasos recursos, así como la situación de 
vulnerabilidad a la que se sometía a personas que eran detenidas en forma 
»�Ò¯å��ÌÁÎ���Î���Î�¼¯�ÌÁÎ×�Î�±ÜÒ×¯õ��×¯åÁÒ��¼�µÁÒ�ÌÎ¯»�ÎÁÒ�»�Ò�Ò����Î�Ò×Î¯�-
ción de la circulación17.

Por otra parte, en uno de los casos más notorios, relacionado tanto al homici-
�¯Á��ÁµÁÒÁ���µ�ÒÜ�Áõ�¯�µ�E�Î�ÁÒ�ž©ß�ÎÁ��Á»Á���µ�Ò�ÌÁÒ¯�µ�Ò�×ÁÎ×ÜÎ�Ò�Î��µ¯ñ�-
das por personal militar de la Armada Nacional, entre la noche y madrugada 
��µ�ĂĆ�ì�Ăć����±Üµ¯Á��¼��µ���ÎÎ¯Á�\�¼�E¯©Ü�µ�����¯Ü������µ��Ò×�į��µ�EFV�Î�»¯-
×¯Â�ÒÜ�¯¼¨ÁÎ»��ÌÎ�µ¯»¯¼�Î��Á¼�µ�Ò�Î��Á»�¼���¯Á¼�Ò��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Áį�µ��

14 “Inician ciclo de Capacitación en el abordaje de la trata de personas”, 'LUHFFLµQ�*HQHUDO�GH�'HUHFKRV�+XPDQRV���0LQLVWHULR�GH�
-XVWLFLD, 10 de mayo de 2020, https://www.derechoshumanos.gov.py/index.php/noticias/inician-ciclo-de-capacitacion-
en-el-abordaje-de-la-trata-de-personas.

15 “Organizaciones de CONADIS fueron capacitadas para manejo del SIMORE Plus”,�'LUHFFLµQ�*HQHUDO�GH�'HUHFKRV�+XPDQRV�
��0LQLVWHULR�GH�-XVWLFLD, 10 de mayo de 2020, https://www.derechoshumanos.gov.py/index.php/noticias/organizaciones-
de-la-conadis-fueron-capacitadas-para-manejo-del-simore-plus.

16 “Instituciones del Estado y Sociedad Civil se unen para trabajar derechos de la comunidad LGTBI”, &RGHKXS\, 19 de junio 
de 2020, http://codehupy.org.py/instituciones-del-estado-y-sociedad-civil-se-unen-para-trabajar-derechos-de-la-
comunidad-lgtbi/.

17  “MNP resalta situaciones preocupantes de medidas en la cuarentena que impactan en la vida de las personas”, 013, 2 
de mayo de 2020, http://www.mnp.gov.py/index.php/comunicacion/2015-08-23-04-11-31/136-mnp-resalta-situaciones-
preocupantes-de-medidas-en-la-cuarentena-que-impactan-en-la-vida-de-las-personas.
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Municipalidad de Ciudad del Este, la Comisión de Derechos Humanos del 
Senado, la Comandancia en Jefe de las Fuerzas Armadas y el Ministerio de 
Salud, tras una visita interinstitucional de intervención sobre las denuncias 
�����ÜÒÁ���� µ�� ¨Ü�Îñ��ÌÝ�µ¯���ÌÁÎ�Ì�Î×�����Ì�ÎÒÁ¼�µ�»¯µ¯×�Î�ì�Î�µ�åÂ� ¯¼¨ÁÎ-
mación sobre los supuestos hechos de tortura y malos tratos, realizando un 
registro pormenorizado de las posibles víctimas18.

Asimismo, en el contexto de la emergencia sanitaria, la necesidad de con-
siderar alternativas a la detención para las personas con mayor riesgo para 
la salud, sobre todo en condiciones de posibilidad de contagio, derivado de 
µ��Á�µ¯©��¯Â¼� µ�©�µ����ÌÎÁ×�©�Î�ì� ×Î�×�Î��� µÁÒ�Î��µÜÒÁÒ�ÍÜ��Ì�Î»�¼���¼���±Á�
�ÜÒ×Á�¯�į�����Á�ÍÜ���µ�Ò¯Ò×�»��Ì�¼¯×�¼�¯�Î¯Á�Ì�Î�©Ü�ìÁ���±�Î��ń�µ�»�¼ÁÒ�
nominalmente– su población de 15.846 en marzo de 2020 a 13.300 en septiem-
bre de 202019. Sin embargo, es preciso contrastar esta disminución de 2.546 
personas privadas de libertad en los establecimientos penitenciarios con las 
1.224 personas en prisión preventiva en comisarías en todo el territorio nacio-
nal hasta agosto de 202020į�µÁ�ÍÜ���ÎÎÁ±��Ü¼�¼Ý»�ÎÁ�»�Ò�»Á��Ò×Áį����»�¼ÁÒ�
de un millar, además de considerar las condiciones precarias de reclusión en 
Ò����ÌÁµ¯�¯�µį�Ò¯¼�ÒÜõ�¯�¼×���Á»¯��į��Á¼�¯�¯Á¼�Ò�Ò�¼¯×�Î¯�Òį��×�Į21.

Al cierre del periodo que cubre el presente reporte, mediante una misiva di-
rigida a la ministra de Justicia, el MNP expresó su preocupación, ante la de-
signación de Antonio Bazán, funcionario denunciado por supuestos hechos 
de torturas y malos tratos, en el cargo de director interino de la Dirección 
General de Establecimientos Penitenciarios del Ministerio de Justicia, expo-
niendo los graves antecedentes con que cuenta el funcionario con relación 
a su desempeño como director de los centros educativos de Concepción e 
Itauguá22.

Finalmente, en el presente año se dio inicio al proceso por el cual el MNP 
renovará su Comisión Nacional con la elección de nuevos miembros titula-
res, en atención al fenecimiento de mandato –en diciembre próximo– de tres 
integrantes.

18 Véase información adicional en el artículo sobre Prohibición de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes.

19 MNP, 3HUVRQDV�SULYDGDV�GH�OLEHUWDG�HQ�3DUDJXD\�Ǔ�6HWLHPEUH�����, http://www.mnp.gov.py/index.php/investigacion-
social/2015-08-23-04-10-39/Estad%C3%ADsticas/Personas-privadas-de-libertad-en-Paraguay---Setiembre-2020/.

20� ǘ6ROLFLWXG���������,QIRUPH�GH�OD�2ȑFLQD�GH�$FFHVR�D�OD�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��GHSHQGLHQWH�GHO�'HSDUWDPHQWR�GH�
Transparencia y Anticorrupción de la Policía Nacional sobre personas en prisión preventiva en comisarías”, Portal 
8QLȑFDGR�GH�,QIRUPDFLµQ�3¼EOLFD��DFFHVR�HO����GH�VHSWLHPEUH�GH������

21 Véase más información en el artículo sobre Derecho al trato humano a las personas privadas de libertad de este 
informe.

22 “MNP expresa preocupación por la designación de un funcionario denunciado por tortura en un cargo del Ministerio 
de Justicia”, 013, 30 de octubre de 2020, acceso el 31 de octubre de 2020, http://www.mnp.gov.py/index.php/
comunicacion/2015-08-23-04-11-31/151-mnp-expresa-preocupacion-por-la-designacion-de-un-funcionario-
denunciado-por-tortura-en-un-cargo-del-ministerio-de-justicia.
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DeFenSoría DeL pUebLo

La afectación de derechos de la ciudadanía ante la emergencia sanitaria ha 
marcado en el presente año la agenda, los esfuerzos y recursos de la buro-
cracia estatal. Tal situación, que devino urgente e impostergable, requirió de 
una manera capital el cumplimiento de deberes y atribuciones del defensor 
del Pueblo, comisionado parlamentario cuyas funciones constitucionales 
son la defensa de los derechos humanos, la canalización de los reclamos po-
pulares y la protección de los intereses comunitarios. 

La labor del ombudsman, si bien pretendió ser solícito en el cumplimiento 
���ÒÜÒ�����Î�Ò�ì��×Î¯�Ü�¯Á¼�Òį�Ò���Ò�»�±Â�»�Ò���ÂÎ©�¼ÁÒ��Ò×�×�µ�Ò�����Ò¯Ò-
tencia social con la realización de ollas populares, desayunos y meriendas 
en asentamientos, campañas de recolección de abrigos, así como la repa-
triación de una compatriota. Entre los puntos positivos, la Defensoría del 
Pueblo asistió a adolescentes víctimas de torturas por parte de personal 
policial y militar de la Marina tras la ya mencionada balacera en el barrio 
\�¼�E¯©Ü�µ�����¯Ü������µ��Ò×����»��¯��ÁÒ���� ±Üµ¯Á����ăāăā23, y promovió 
amparos a favor del acceso efectivo a la salud de pacientes oncológicos en 
plena pandemia de la covid-19, que incluyó visita de monitoreo al Instituto 
Nacional del Cáncer (Incan). Desafortunadamente, sin embargo, no presen-
×Â�åÁ×Á������¼ÒÜÎ��ÌÝ�µ¯���ńÌÁ��ÎÁÒ���ÎÎ�»¯�¼×��ÌÁµǞ×¯����Á¼�µ��ÍÜ���Ü�¼×��
el defensor del Pueblo– con relación a procesos de adquisición amañados de 
insumos médicos y otros casos notorios de corrupción. 

En tal sentido, oportuno es remarcar lo expresado por la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos, en cuanto que “la corrupción impacta di-
rectamente en la satisfacción de la obligación de los Estados de destinar has-
ta el máximo de sus recursos disponibles en materia de derechos humanos, 
�¼�Ì�Î×¯�Üµ�Î�Ì�Î��©�Î�¼×¯ñ�Î��µ�©Á���ì��±�Î�¯�¯Á����µÁÒ���\�žŌ24. Ante el futu-
ro incierto de superar prontamente la situación extraordinaria del contexto 
����»�Î©�¼�¯��Ò�¼¯×�Î¯�į��µ���¨�¼ÒÁÎ���µ�VÜ��µÁ�����ÎǞ���Á¼Ò¯��Î�Î��±ÜÒ×�ÎÒ��
al cumplimiento de sus deberes y atribuciones constitucionales, sobre todo 
µÁÒ�Î�¨�Î�¼×�Ò���µ���»¯Ò¯Â¼������¼ÒÜÎ��ÌÝ�µ¯���ÌÁÎ���×ÁÒ�Á��Á»ÌÁÎ×�»¯�¼×ÁÒ�
contrarios a los derechos humanos, al igual que elaborar y divulgar informes 
ÒÁ�Î��µ��Ò¯×Ü��¯Â¼����µÁÒ���Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ�ÍÜ�į���ÒÜ�±Ü¯�¯Áį�Î�ÍÜ¯�Î�¼�ÌÎÁ¼×��
�×�¼�¯Â¼�ÌÝ�µ¯���Ł�Î×Į�ăĈĊį�¯¼�ÒĮ�Ą�ì�Ćį��FłĮ�

Cabe recordar, asimismo, que no fueron adoptadas las medidas positivas en-
caminadas a cumplir las recomendaciones que el Subcomité de Acreditación 
de la Alianza Global de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos 

23 “CDE: Abren carpeta para investigar brutalidad militar tras balacera”, $%&�&RORU, 16 de julio de 2020, acceso el 2 de 
octubre de 2020, https://www.abc.com.py/este/2020/07/16/abren-carpeta-para-investigar-brutalidad-militar-tras-
balacera-en-cde/.

24 CIDH, &RUUXSFLµQ�\�'HUHFKRV�+XPDQRV��(VW£QGDUHV�LQWHUDPHULFDQRV (Washington: CIDH, 2019), párr.9.
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le hizo a la Defensoría del Pueblo de Paraguay para que levante su estatus B, 
es decir, se le reconoce internacionalmente entre sus pares como Institución 
F��¯Á¼�µ������Î��ÁÒ�0Ü»�¼ÁÒ�ÍÜ��¼Á�Ò���±ÜÒ×����µÁÒ�VÎ¯¼�¯Ì¯ÁÒ����V�ÎǞÒĮ�
En dicha ocasión, se le recomendaron varias medidas correctivas, principal-
»�¼×�ĭ��µ�ÌÎÁ��ÒÁ������Ò¯©¼��¯Â¼���µ�×¯×Üµ�Î�¼Á��Ò�µÁ�ÒÜõ�¯�¼×�»�¼×���»Ìµ¯Á�
ì� ×Î�¼ÒÌ�Î�¼×�į� �µ�ÌÎÁ��ÒÁ���� Î�»Á�¯Â¼�¼Á��Ò� ¯¼��Ì�¼�¯�¼×�� ì�Á�±�×¯åÁį� µ��
�¼×¯����¼Á�×¯�¼��Ü¼�¼¯å�µ�Î�ñÁ¼��µ�����õ¼�¼�¯��¯Â¼į�¼Á��±�Î���Ü¼�»�¼��×Á�
����µ�¼×�Î�µ��Î�×¯õ���¯Â¼����×Î�×��ÁÒ������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ�ì�¼Á�¯¼×�Î��×Ý��
con los sistemas de protección universal de derechos humanos presentan-
do informes y/o comunicaciones, apoyando o participando de las misiones 
���µÁÒ�ÌÎÁ���¯»¯�¼×ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ��ÒÌ��¯�µ�Ò�ì�ÒÜÌ�Îå¯Ò�¼�Á�Á�ÌÎÁ»Áå¯�¼�Á��µ�
cumplimiento de recomendaciones internacionales25.

poDer jUDiCiaL

En el periodo que se reporta, el Poder Judicial, principal órgano garante del 
sistema nacional de protección, restringió notablemente el acceso físico a 
×Î¯�Ü¼�µ�Ò�ì�Ü¼¯����Ò�õÒ��µ�Òį�ÒÜÒÌ�¼�¯�¼�ÁÒ��Ìµ�ñÁÒ�ÌÎÁ��Ò�µ�Òį�©�¼�Î�¼-
do de parte de los profesionales disconformidad acerca de lo que todo esto 
ÒÜÌÁ¼���Á¼�Î�µ��¯Â¼���µ��»ÁÎ��±Ü�¯�¯�µ�ì����Ý¼�»�ìÁÎ���»ÁÎ���¼��µ�����ÒÁ���µ��
Justicia26. Buscando paliar ese atraso, la Corte Suprema de Justicia presentó 
un anteproyecto de ley27�Ì�Î��ÒÜÒÌ�¼��Î�µ��¨�Î¯��±Ü�¯�¯�µ�ăāăĂį�¼ÁÎ»�×¯å��ÍÜ��
fue sancionada y promulgada como Ley N.º 6581/2020.

\����¯µ¯×�ÎÁ¼�µ�Ò��Á¼ÒÜµ×�Ò�����ëÌ��¯�¼×�Ò�ì�µÁÒ�¼Ý»�ÎÁÒ����×�µ�¨Á¼Á������-
tuarias y actuarios están a disposición en la página web del Poder Judicial. 
VÁÎ�ÒÜ�Ì�Î×�į��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ����¨�¼Ò��VÝ�µ¯���¯ñÁ�µÁ�»¯Ò»Á��Á¼�µÁÒ���-
tos de defensoras y defensores, habilitando además la línea telefónica 133. 
Otro punto a considerar es que, en estos tiempos de covid-19, aumentaron 
las audiencias telemáticas, cuestión que no necesariamente ha redundado 
en la agilidad de los procedimientos. Sin embargo, en muchos casos se ha 
�Á¼å�Î×¯�Á��¼�Ü¼���ë�ÜÒ�� ¯¼»�±ÁÎ��µ��Ì�Î����Îµ�� ±ÜÒ×¯õ���¯Â¼� µ�©�µ����µ©Á�
�¼�µ��ÌÎ��×¯���ÜÒÜ�µĭ��µ�±ÜÒ×¯�¯��µ��Ì�Î×¯�¯Ì������Ü�¯�¼�¯�Ò��Á¼���Ò��åÜµ¼�Î��
el principio de inmediatez, o sea, el vínculo personal, permanente, directo y 
Ò¯»Üµ×�¼�Á���µ�±Ü�ñ��Á¼�µ�Ò�Ì�Î×�ÒĮ�

25 Alianza Global de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos (GANHRI), Informe y recomendaciones del 
periodo de sesiones del Subcomité de Acreditación, Ginebra, 11 al 15 de marzo de 2019, 10-14.

26 “Colegio de Abogados cuestiona funcionamiento del sistema judicial en el marco de la pandemia”, $%&�&RORU, 1 de 
agosto de 2020, acceso el 2 de octubre de 2020, https://www.abc.com.py/nacionales/2020/08/01/colegio-de-abogados-
cuestiona-funcionamiento-del-sistema-judicial-en-el-marco-de-la-pandemia/.

27 “Promulgada Ley que suspende la Feria Judicial 2021”, &RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLD, 4 de agosto de 2020, https://www.
SM�JRY�S\�QRWDV�������SURPXOJDGD�OH\�TXH�VXVSHQGH�OD�IHULD�MXGLFLDO�������a�WH[W (O���3RGHU���(MHFXWLYR���
promulg%C3%B3%20en,durante%20el%20mes%20de%20enero.
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VÁÎ�Á×ÎÁ�µ��Áį��¼�»�×�Î¯�����¯¼��Ì�¼��¼�¯��±Ü�¯�¯�µį��µ�ÌÎ¯¼�¯Ì�µ��×�ÍÜ��Ò��
ÌÎÁ�Ü±Á��¼�±Ü¼¯Á����ăāăāį��¼��µ�»�Î�Á����Ü¼�±Ü¯�¯Á�����»Ì�ÎÁ�Î�µ�×¯åÁ���µ��
ÌÜ�µ¯�¯�������µ�Ò����µ�Î��¯Á¼�Ò�±ÜÎ���Ò�����¯�¼�Ò�ì�Î�¼×�Ò����¨Ü¼�¯Á¼�Î¯ÁÒ�
ÌÝ�µ¯�ÁÒ�����µ×Á�Î�¼©ÁĮ�f¼�©ÎÜÌÁ�����¯��¯Ò¯�×���¯ÌÜ×��ÁÒ���µ�+Á�¯�Î¼Á�ì��Ü�-
tro diputados del principal partido de oposición realizaron una intervención 
indebida en el marco del procedimiento, para impedir que la Corte Suprema 
��� 4ÜÒ×¯�¯���Ü×ÁÎ¯ñ�Î���¼�Ýµ×¯»�� ¯¼Ò×�¼�¯�� µ��ÌÜ�µ¯�¯��������ÒÁÒ��Á�Ü»�¼-
tos28. La Cámara de Diputados había aprobado un proyecto de ley que, entre 
Á×Î�Ò�»Á�¯õ���¯Á¼�Ò� �� µ�� Î�©µ�»�¼×��¯Â¼���µ� �Á¼×ÎÁµ� ��µ� �¼Î¯ÍÜ��¯»¯�¼×Á�
¯µǞ�¯×Á����µÁÒ�¨Ü¼�¯Á¼�Î¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒį��Ò×��µ��Ǟ��ÍÜ��µ�Ò����µ�Î��¯Á¼�Ò�±ÜÎ���Ò�
����Ò×ÁÒ�Ý¼¯��»�¼×��Ò��ÌÁ�ÎǞ�¼���Î���ÌÜ�µ¯�¯�����¼��������ÒÁ�ì�»��¯�¼×��
ÁÎ��¼�±Ü�¯�¯�µĮ

COnClUsiOnEs

En el presente año, las circunstancias excepcionales traídas por la pandemia 
����Áå¯�ŅĂĊ��Á¼�Ü±�ÎÁ¼��µ��Ò×��Á���Î�Ò×Î¯��¯Á¼�Ò���� µÁÒ���Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ�
más extensas, tanto en su alcance como en su duración, que en tiempos ha-
�¯×Ü�µ�ÒĮ��µ��Ò×��Á�Ò����å¯Ò×Á�¯¼»�ÎÒÁ��¼�µ���¼�ÎÜ�¯±�������µ¯»¯×�Î��µ��±�Î�¯-
cio de los derechos humanos por la necesidad de proteger los derechos de 
otros o los intereses colectivos; en muchos casos, sin poder garantizar que 
µ�Ò�»��¯��Ò�©�¼�Î�µ�Ò���ÁÌ×���Ò�¼Á�Ì�Î±Ü�¯��Î�¼����»�¼�Î����ÒÌÎÁÌÁÎ�¯Á-
nada a las personas en situación de vulnerabilidad.

En tal sentido, al abordar sus funciones en tan delicado contexto, y especial-
mente en casos puntuales, se evidencian fortalezas de algunos organismos 
y se desnudan los modestos resultados de otros. En el entendimiento de que 
una situación extraordinaria como la experimentada en el presente año re-
ÍÜ¯�Î��Î��Á�µ�Î�×Á�ÁÒ�µÁÒ��Ò¨Ü�ÎñÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ�ń�ÒǞ��Á»Á�µ���õ���¯��ì��õ�¯�¼�¯��
de tales esfuerzos–, la labor dispar de ambos órganos estatales queda a la 
vista.

rECOMEnDaCiOnEs

El Estado paraguayo debe:

 Ǻ aprobar, sin demora, el proyecto de Ley Contra Toda Forma de Discrimi-
nación (Ley “Julio Fretes”).

28 El expediente en cuestión se caratula: “Acción de Inconstitucionalidad promovida por la Contraloría General de la 
República en los Autos Caratulados: Amparo Constitucional promovido por el señor Juan Carlos Lezcano Flecha c/ 
Contraloría General de la República”.
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 Ǻ cumplir las recomendaciones del Subcomité de Acreditación de la Alianza 
Global de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos formuladas 
a la Defensoría del Pueblo para la recategorización de su estatus.

El defensor del Pueblo debe: 

 Ǻ �±ÜÒ×�ÎÒ���µ��Ü»Ìµ¯»¯�¼×Á����ÒÜÒ�����Î�Ò�ì��×Î¯�Ü�¯Á¼�Ò��Á¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ�Òį�
ÒÁ�Î��×Á�Á�µÁÒ�Î�¨�Î�¼×�Ò���µ���»¯Ò¯Â¼������¼ÒÜÎ��ÌÝ�µ¯���ÌÁÎ���×ÁÒ�Á��Á»-
portamientos contrarios a los derechos humanos.

 Ǻ elaborar y divulgar informes sobre la situación de los derechos humanos 
ÍÜ�į���ÒÜ�±Ü¯�¯Áį�Î�ÍÜ¯�Î�¼�ÌÎÁ¼×���×�¼�¯Â¼�ÌÝ�µ¯���Ł�Î×Į�ăĈĊį�̄ ¼�ÒĮ�Ą�ì�Ćį��FłĮ

�µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����4ÜÒ×¯�¯��ì��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�����¼��å�¼ñ�Î��¼�µ��¯¼å�Ò×¯-
gación y sanción de hechos de tortura atribuidos a Antonio Bazán, funciona-
rio denunciado por supuestos hechos de torturas y malos tratos, tanto en la 
�Ò¨�Î����»¯¼¯Ò×Î�×¯å���Á»Á�µ��±Ü�¯�¯�µĮ



derechos de las personas refugiadas 

proTeCCión De 
perSonaS reFUgiaDaS Y 
SoLiCiTanTeS De aSiLo: 
Una reSponSabiLiDaD 
eSTaTaL poSTergaDa1

]��Þ¬¤ê����Ä�Ë�êÄ��êÃ�ÄæË����ÞË½¬�¬æê��Þ�����Þ¬½Ë�×�Ä�¬�Äæ�Þ����Ú�ÞË½ê-
ción. Estas requieren una respuesta del Estado con reglas claras en base 
a las normas del sistema de asilo internacional, como principal medida 
para un efectivo cumplimiento de los derechos humanos e integración 
socioeconómica de la población solicitante de asilo en Paraguay. Esto ya 

no puede ser postergado. 

paLabraS CLaveS: solicitantes de asilo, refugiados, asistencia huma-
nitaria, sistema de asilo, protección social.

paulo gonzález
semillas para la democracia

1 Los aspectos mencionados en este balance serán profundizados en este artículo, que no se centra en casos 
paradigmáticos ni resalta casos particulares, sino que busca establecerse como un seguimiento de las generalidades 
evidenciadas y sistematizadas concernientes a la situación de las personas solicitantes de la condición de refugiado en 
Paraguay.
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balanCE DE lOs 25 añOs

En el año 2002, Paraguay sancionó la Ley General de Refugiados N.º 
1938/2002, la cual considera a las personas refugiadas2�×�¼×Á��¼�ÒÜ���õ¼¯�¯Â¼�
“clásica” (Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados) como en 
µ����õ¼¯�¯Â¼�Î�©¯Á¼�µ�Ŋ�»Ìµ¯���Ō����µ�����µ�Î��¯Â¼������Î×�©�¼��ÒÁ�Î��X�-
fugiados de 1984: 

Ŀİŀ�µ����õ¼¯�¯Â¼�Á��Á¼��Ì×Á����Î�¨Ü©¯��Á�Î��Á»�¼���µ��Ì�Î��ÒÜ�Ü×¯µ¯ñ��¯Â¼��¼�
la región es aquella que además de contener los elementos de la Convención 
de 1951 y el Protocolo de 1967, considere también como refugiados [sic] a las 
personas que han huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad 
�¼�Ò¯�Á��»�¼�ñ���Ò�ÌÁÎ�µ��å¯Áµ�¼�¯��©�¼�Î�µ¯ñ���į�µ���©Î�Ò¯Â¼��ë×Î�¼±�Î�į�µÁÒ�
�Á¼øµ¯�×ÁÒ�¯¼×�Î¼ÁÒį�µ��å¯Áµ��¯Â¼�»�Ò¯å�����µÁÒ���Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ�Ü�Á×Î�Ò��¯Î-
�Ü¼Ò×�¼�¯�Ò�ÍÜ���ì�¼�Ì�Î×ÜÎ���Á�©Î�å�»�¼×���µ�ÁÎ��¼�ÌÝ�µ¯�Á3.

Esta ley facultó al Estado paraguayo para la resolución de solicitudes de asi-
lo4 por medio de evaluaciones de elegibilidad de acuerdo con los criterios es-
tablecidos por las convenciones y los procedimientos del Alto Comisionado 
de la ONU para Refugiados (ACNUR), gestión que antes se realizaba directa-
»�¼×���¼×Î��µ����¼�¯µµ�ÎǞ��Ì�Î�©Ü�ì��ì�Áõ�¯�µ�Ò�����µ�©¯�¯µ¯������µ�ž�FfXį�
quienes recibían, analizaban y resolvían los casos. 

\�©Ý¼�µ���Á»¯Ò¯Â¼�F��¯Á¼�µ����X�¨Ü©¯��ÁÒ�Ł�Á¼�Î�łį��¼×Î��ăāāĄ�ì�ăāĂćį��µ�
¼Ý»�ÎÁ����Ì�ÎÒÁ¼�Ò� Î�¨Ü©¯���Ò� Î��Á¼Á�¯��Ò��µ��¼ñÂ��¼� ×Á×�µ� ăāĉ5, siendo 
�µ�¼Ý»�ÎÁ������ÒÁÒ�Ì�¼�¯�¼×�Ò����Î�ÒÁµÜ�¯Â¼�ăă��¼�ăāĂć6. La Codehupy aler-
taba en su informe del 20167 sobre la acumulación de solicitudes de asilo no 
resueltas y cómo esto se traduce en mayor vulnerabilidad y precariedad para 
personas que ya llegan a Paraguay en busca de mayor protección. 

Dos años después, se advertía sobre el aumento de personas desplazadas y 
solicitantes de asilo, y el desafío que podría representar para el Gobierno 
paraguayo tener que dar respuesta a cientos de personas sabiendo las limi-

2 Son aquellas que ya han sido reconocidas por el Estado como refugiadas.

3 Adoptada en el “Coloquio Sobre la Protección Internacional de los Refugiados en América Central, México y Panamá: 
Problemas Jurídicos y Humanitarios”, la Declaración de Cartagena sobre Refugiados se adoptó en la ciudad colombiana 
GHO����DO����GH�QRYLHPEUH�GH�������/D�GHȑQLFLµQ�VH�HQFXHQWUD�HQ�VX�FRQFOXVLµQ�WHUFHUD��$&185��KWWSV���ZZZ�DFQXU�RUJ�
ȑOHDGPLQ�'RFXPHQWRV�%'/�����������SGI "ȑOH W��ȑOHDGPLQ�'RFXPHQWRV�%'/�����������

4 Una persona solicitante de asilo es quien se encuentra en proceso de ser reconocida o rechazada (con derecho a apelar). 

5 Mario Costa, “Un Estado nacional, solidario y humanitario con la persona desprotegida: un anhelo de la ONU”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2016), 473-482. Son 204 según el Mid-Year Statistical Fact 
Sheet ACNUR, de junio de 2020, https://www.acnur.org/op/op_fs/5f93892e4/unhcr-mid-year-statistical-fact-sheet-
paraguay-june-2020.html. 

6 Son 34 de acuerdo con el Mid-Year Statistical Fact Sheet ACNUR, de junio de 2020, https://www.acnur.org/op/op_
fs/5f93892e4/unhcr-mid-year-statistical-fact-sheet-paraguay-june-2020.html. 

7 Costa, “Un Estado…”.
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tadas capacidades de la Conare8. Estas cifras fueron elevándose con el correr 
���µÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ��ÀÁÒĮ

sitUaCiÓn DEl DErECHO En 2020

SoLiCiTanTeS De aSiLo en paragUaY

Actualmente se registran 1.514 solicitudes de asilo pendientes de resolución 
Ł©Î�õ�Á�ĂłĮ�

*U£ȑFR����6ROLFLWDQWHV�GH�DVLOR�HQ�3DUDJXD\�������������

Fuente: Mid-Year Statistical Fact Sheet ACNUR, de junio de 2020.

>���ÜÎå������Ü»�¼×Á�ÍÜ��Ò��å���¼��µ�©Î�õ�Á�Ă�»Ü�Ò×Î���Â»Á�¯»Ì��×���¼��µ�
sistema de asilo paraguayo el crecimiento de la movilidad forzada venezola-
na en la región, y que Paraguay se establezca como país de destino, sumado 
a la demora de la Conare para resolver casos pendientes de años anteriores. 

Ante un exceso de casos sin resolver, la determinación individual de la con-
dición de refugiado resulta impracticable. En este caso particular, la Cona-
re venía realizando registros y entrevistas para cada solicitud por medio de 

8 Paulo González, “Nuevos desafíos del Estado de Derecho para garantizar la integración y el cumplimiento de los 
derechos humanos del creciente número de solicitantes de refugio”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������(Asunción: 
Codehupy, 2018), 533-540.

ɁɃ Ƀɇ ɃɄ ɇɂ

ɃɆɆ

ɆɉɄ

1.514

ɂɀɁɄ ɂɀɁɅ ɂɀɁɆ ɂɀɁɇ ɂɀɁɈ ɂɀɁɉ jun-20
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un procedimiento fusionado, lo que ayudó a tener información pertinente de 
cada caso. Este consiste en agregar preguntas adicionales durante el proceso 
���Î�©¯Ò×ÎÁ��Á¼��µ�õ¼������Ì×ÜÎ�Î�¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼���¯�¯Á¼�µ����µ��Ì�ÎÒÁ¼��ÍÜ��Ò��
registra.

VÁÎ��±�»ÌµÁį�Ò��ÌÜ����Î��ÁÌ¯µ�Î�¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼���¯�¯Á¼�µ�ÒÁ�Î���µ�µÜ©�Î����ÁÎ¯-
gen o nacionalidad, los motivos de la huida, la exclusión, consideraciones y 
åÜµ¼�Î��¯µ¯����Ò�Á�¼���Ò¯����Ò��ÒÌ��Ǟõ��ÒĮ�>ÁÒ�Ì�ÒÁÒ���µ�ÌÎÁ��ÒÁ����Î�©¯Ò×ÎÁ�
y de determinación de condición de refugiado (DCR) se fusionan efectiva-
mente, cuando la entrevista de registro es más detallada y sirve como base 
para reconocer a las personas como refugiadas. No obstante, también pue-
���¨��¯µ¯×�Î�µ����Î¯å��¯Â¼���Á×ÎÁÒ�øµÜ±ÁÒ����ÌÎÁ��Ò�»¯�¼×Á������ÒÁÒ�ì�¨��¯µ¯×�Î�
otras formas de intervenciones de protección. 

Si bien la Conare mencionó que aplicó el reconocimiento colectivo de la con-
dición de refugiado9, en realidad lo que se hizo fue tratar en un mismo día la 
aprobación de casos evaluados individualmente en un procedimiento fusio-
¼��Á��¼��Á¼±Ü¼×Á����¯�Á���µ���ë��Ò¯å����Ü»Üµ��¯Â¼Į�

\��Î��Á¼Á���µ��©�Ò×¯Â¼����µ��\��Î�×�ÎǞ���±��Ü×¯å������Á¼�Î��Ì�Î���å�¼ñ�Î��Á¼�
la aprobación de las 720 solicitudes de asilo de venezolanos y 4 cubanos. Sin 
�»��Î©Áį���Ò����Ò��Ýµ×¯»��Ò�Ò¯Â¼����µ���Á¼�Î�10 hasta ahora, las personas re-
conocidas como refugiadas no cuentan con la resolución de aprobación del 
Î�¨Ü©¯Á�õÎ»����ÌÁÎ�µ���Á¼�Î��Ì�Î��×Î�»¯×�Î�µ��Î��¯���¯Â¼��¼�E¯©Î��¯Á¼�Ò�ì�
�Á¼��Ò×Á�Á�×�¼�Î�µ���¼Ò¯�������Üµ�����¯��¼×¯�����¼�2��¼×¯õ���¯Á¼�ÒĮ�

>�Ò�ÒÁµ¯�¯×Ü��Ò�����Ò¯µÁ��Á¼×¯¼Ý�¼�ÒÜ�Î¯×»Á������Ü»Üµ��¯Â¼į��Á¼�ĈăĊ�¼Ü�å�Ò�
solicitudes de asilo de población venezolana pendientes, aumentando a 702 
las solicitudes de la población cubana que se acumulan sin tratarse desde el 
año pasado.

Sin la cédula de identidad paraguaya, los derechos de las personas refugia-
das siguen siendo vulnerados, ya que mientras tanto solo cuentan con una 
�Á¼Ò×�¼�¯����� ÒÁµ¯�¯×Ü�� �¼� ¨ÁÎ»�×Á�Á±�����Ì�Ì�µ�žą11. Recordemos que la 
cédula es la herramienta fundamental para tener acceso a los ya de por sí 
precarios sistemas de inserción económica y protección social12. 

�� (VWR�VLJQLȑFD�TXH�VH�SUHVXPH�TXH�FDGD�LQGLYLGXR�GH�XQ�JUXSR�HQ�SDUWLFXODU�FDOLȑFD�SDUD�OD�FRQGLFLµQ�GH�UHIXJLDGR��(VWD�
presunción se fundamenta en la información objetiva relacionada con las circunstancias que originan su huida.

10 “2019: Paraguay concede refugio a 720 venezolanos y 4 cubanos”,��OWLPD�+RUD, 5 de enero de 2020, acceso el 
10 de octubre de 2020, https://www.ultimahora.com/2019-paraguay-concede-refugio-720-venezolanos-y-4-
cubanos-n2863347.html.

11 Actualmente, la constancia de solicitud de refugio tiene vigencia por un año. La medida adoptada por la Conare 
pretende ahorrar a los solicitantes de asilo tiempo y dinero (pasajes de bus, a veces desde otras ciudades hasta 
Asunción), considerando la situación socioeconómica de la gran mayoría. 

12 Paulo González, “Derechos Humanos, refugiados, refugiadas y solicitantes de asilo en Paraguay”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�
HQ�3DUDJXD\������(Asunción: Codehupy, 2017), 591-600. González, “Nuevos desafíos…”. Paulo González, “A mayor 
cantidad de solicitantes de asilo, menor respuesta del Estado paraguayo”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\������
(Asunción: Codehupy, 2019), 569-574.
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A todo esto, se sumó el contexto de la covid-19 con las medidas de distancia-
miento social de la cuarentena que afectaron en mayor medida a las perso-
nas solicitantes de asilo y refugiadas, ya que casi en su totalidad se encontra-
ban realizando precarias tareas remuneradas en el sector informal. 

proCeSo para aCCeDer aL reConoCimienTo 
Como perSona reFUgiaDa en paragUaY13

Para ilustrar el procedimiento, los temas priorizados son el acceso al sistema 
de asilo, el acceso al territorio y cómo afecta la situación del derecho a las 
personas de interés en términos de protección social.

acceso al sistema de asilo

La resolución de las solicitudes de asilo sigue siendo un tema central para las 
Ì�ÎÒÁ¼�Ò��ë×Î�¼±�Î�Ò�ÍÜ���ÜÒ��¼���Á©�ÎÒ���µ���Î��Á��µ��Ò¯µÁ��¼�¼Ü�Ò×ÎÁ�Ì�ǞÒĮ�
En las evaluaciones de casos realizadas por Semillas para la Democracia, las 
personas hacen constante referencia no solo a la demora e incertidumbre 
para la obtención de la constancia provisoria en la Conare y la documenta-
�¯Â¼��� Î�¨Ü©¯��ÁÒ�Î��Á¼Á�¯�ÁÒ���õ¼�µ�Ò���µ�ăāĂĊį� Ò¯¼Á� ×�»�¯�¼��� µ�Ò�ÌÁ��Ò�
posibilidades –y limitaciones– que resultan al presentar esa documentación 
�¼��ÜÒ�������»Ìµ�Á�Á�¯¼Ò�Î�¯Â¼�õ¼�¼�¯�Î�Į�

Para afrontar el distanciamiento social y límites para la movilidad interna 
por la covid-19, la Conare gestionó la posibilidad de solicitar la condición de 
persona refugiada de forma virtual. Esta gestión ya se realizaba antes de la 
Ì�¼��»¯�į�Ì�ÎÁ��Á¼��Ò×��Ò���Á¼å¯Î×¯Â��¼�µ��Ý¼¯���åǞ�į�ÌÜ�Ò×Á�ÍÜ��Ò��ÒÜÒÌ�¼�¯Â�
µ���×�¼�¯Â¼��µ�ÌÝ�µ¯�Á�ÌÁÎ��µ��¯�ÎÎ�����ÒÜ�Áõ�¯¼�Į

Esta iniciativa permite la descentralización de un proceso que años atrás re-
quería que los y las solicitantes se trasladaran hasta el centro de Asunción, 
asumiendo los costos y riesgos que pudieran presentarse durante dicha mo-
vilidad. De este modo, las personas que han logrado ingresar al país no en-
¨Î�¼×�ÎÁ¼�Á�Ò×��ÜµÁÒ�Ì�Î��ÌÎ�Ò�¼×�Î�ÒÜ�ÒÁµ¯�¯×Ü������Ò¯µÁĮŏ

Desde que se iniciaron las restricciones de acceso al territorio, Paraguay no 
estableció ninguna posibilidad normativa para que personas con necesida-
des de protección internacional puedan acceder al territorio nacional. En 
este sentido, si bien se reconoce la facultad soberana de los Estados para 
regular la entrada de no nacionales a su territorio y también de establecer 
Î�ÍÜ�Î¯»¯�¼×ÁÒ� Ò�¼¯×�Î¯ÁÒ� Ł�ë�»�¼�Òį� �¯Òµ�»¯�¼×Á� ÌÁÒ×¯¼©Î�ÒÁį� ÌÁÎ� �±�»-

13 Se basa en información sistematizada de las experiencias realizando diagnósticos participativos, entrevistas y 
evaluaciones con personas refugiadas y solicitantes de asilo, y la sistematización de datos sobre el trabajo de asistencia 
humanitaria de Semillas para la Democracia.
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plo), el Derecho Internacional14 impide negar una oportunidad efectiva de 
solicitar asilo o dar lugar a una devolución.

žÁÎ���¯�¼į� µ���¯õ�Üµ×���Ò��ÌÎ�Ò�¼×Â��¼�µ��¯¼��Î×¯�Ü»�Î����Ì�Î×¯Î����µ����-
mora y la falta de información por parte de la Conare a pedidos concretos de 
renovación de constancias o apoyo de la institución para el efectivo acceso a 
derechos. Con esto contribuyó que, desde que inició el cese de atención pre-
Ò�¼�¯�µ���»��¯��ÁÒ����»�ÎñÁį�Ü¼�¼Ý»�ÎÁ����p�×ÒžÌÌ��Á¼Ò×¯×ÜǞ���µ�Ý¼¯�Á�
��¼�µ�����Á»Ü¼¯���¯Â¼��Á¼�µ��\��Î�×�ÎǞ���±��Ü×¯å����µ�ÁÎ©�¼¯Ò»ÁĮ

>�Ò��å�µÜ��¯Á¼�Ò��ÎÎÁ±�¼�ÍÜ�� µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��Ü��¼�Ò�¼Á�×¯�¼�¼� ¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�
sobre el estado de sus solicitudes de asilo, en tanto que las personas vene-
zolanas expresan su preocupación por no recibir la documentación (cédula) 
ÍÜ��µ�Ò��ÁÎÎ�ÒÌÁ¼�����ÍÜ¯�¼�Ò�¨Ü�ÎÁ¼�Î��Á¼Á�¯��Ò��Á»Á�Î�¨Ü©¯���Ò���õ¼�Ò�
de 201915. Esto no es un dato menor, ya que evidencia que la incertidumbre 
no culmina una vez que se cuenta con el refugio aprobado. 

Finalmente, es preocupante la continua sensación de diferencia en el trato 
manifestada por la población cubana, la cual percibe que la falta de respuesta 
a sus solicitudes es una cuestión de abandono adrede por su nacionalidad y, 
por lo tanto, les afecta la sensación de seguridad, en el relacionamiento con 
las organizaciones e instituciones responsables del sistema de asilo y apoyo 
a la población. 

acceso al territorio en el contexto de la covid-19

Desde mediados de marzo de este año se limitó el ingreso al país a naciona-
µ�Ò�ì��ë×Î�¼±�ÎÁÒ�Î�Ò¯��¼×�Ò�»��¯�¼×��µÁÒ����Î�×ÁÒ�FĮû�ĄąĆĉ�ì�FĮû�ĄąćĆ16 del 
VÁ��Î��±��Ü×¯åÁĮ�>�Ò��Ü×ÁÎ¯����Ò�Ì�Î�©Ü�ì�Ò� Î�Ò×Î¯¼©¯�ÎÁ¼��µ�����ÒÁ��µ� ×�-
rritorio a personas que explícitamente solicitaban protección internacional 
en frontera. Hubo casos excepcionales que fueron autorizados por el Centro 
de Coordinación Interinstitucional17 a ingresar al país, previa cuarentena 
obligatoria en albergues supervisados. Se tiene registro del ingreso de una 
familia (2 adultos, 3 menores) y dos hombres adultos (casos individuales)18.

Asociaciones de personas migrantes19 venezolanas, residentes cubanas y 
solicitantes de asilo alertaron en los meses de la pandemia sobre casos de 

14 UNHCR, &RQVLGHUDFLRQHV�MXU¯GLFDV�VREUH�HO�DFFHVR�DO�WHUULWRULR�SDUD�ODV�SHUVRQDV�HQ�QHFHVLGDG�GH�SURWHFFLµQ�LQWHUQDFLRQDO�HQ�HO�FRQWH[WR�
GH�OD�UHVSXHVWD�IUHQWH�DO�&29,'���, acceso el 16 de marzo de 2020, https://www.refworld.org.es/docid/5e74e29a4.html.

15 Última sesión de resolución de solicitudes de asilo de la Conare.

16 Luego derogados por el Decreto N.º 4026/2020, de apertura parcial y temporal de puestos de control migratorio, 
https://www.mspbs.gov.py/dependencias/portal/adjunto/b239d9-DecretoN4026.PDF. 

17 Creado por resolución del Consejo de Defensa Nacional, ante la intervención de la Conare.

18 Siempre según los datos recogidos por Semillas para la Democracia.

19 La persona migrante que busca regularizar su estadía en el país por la vía migratoria regular.
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personas refugiadas y residentes en Paraguay que se encuentran en el ex-
×Î�¼±�ÎÁ�Ò¯¼�ÌÁÒ¯�¯µ¯�������Î�¯¼©Î�ÒÁ��µ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á��¼�µÁÒ�ÌÜ¼×ÁÒ�¨ÎÁ¼×�Î¯ñÁÒ�
de Pedro Juan Caballero, Ciudad del Este y Encarnación. 

�Ò×��Ò¯×Ü��¯Â¼��å¯��¼�¯��Ü¼�ÌÎÁ�µ�»������Á»Ìµ�±��ÒÁµÜ�¯Â¼į�ÌÜ�Ò�×¯�¼��ÒÜÒ�
raíces en una cuestión estructural del funcionamiento del Estado paragua-
yo. Existe una escasa cooperación entre la Dirección General de Migraciones 
(Ministerio del Interior) –a cargo del control fronterizo– y la Conare (Minis-
terio de Relaciones Exteriores) –autoridad competente en la determinación 
de la condición de refugiado–. Por lo tanto, es necesaria una mayor coopera-
ción interinstitucional entre estos ministerios. 

ž��»�Òį�Ò�©Ý¼�µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò����¯¼×�Î�Ò20, hay cierta discrecionalidad en los 
�Î¯×�Î¯ÁÒ��Ìµ¯���ÁÒ�ÌÁÎ�µÁÒ�Áõ�¯�µ�Ò�»¯©Î�×ÁÎ¯ÁÒ��¼�¨ÎÁ¼×�Î�į�ÍÜ¯�¼�Òį��µ�Ì�Î�-
cer, desconocen los derechos de solicitantes de asilo. 

Asimismo, sigue siendo preocupante que se solicite documentación no obli-
gatoria21 a personas venezolanas y el otorgamiento de permisos de estadía 
por 10 días sin criterio o razón claros. En ese contexto, se repiten los relatos 
sobre episodios de amenazas (de encarcelamiento o devolución al Brasil, por 
�±�»ÌµÁł�ì�Ì��¯�ÁÒ�����Á¯»��ÌÁÎ�Ì�Î×�����µ��VÁµ¯�Ǟ��ì�̈ Ü¼�¯Á¼�Î¯ÁÒį�×�¼×Á��¼��µ�
VÜ�¼×�����µ��ž»¯Ò×���Ł�¯Ü������µ��Ò×�Ņ*Áñ����v©Ü�ñÝł��Á»Á��¼��µ�\�¼�XÁÍÜ��
González de Santa Cruz (Encarnación-Posadas).

reconocimiento y garantía de derechos 
en el contexto de la covid-19

V�Î�©Ü�ì�Ò����Î��×�Î¯ñ��ÌÁÎ�×�¼�Î�Ü¼����±���Á��Î×ÜÎ���¼�×�Î»¯¼ÁÒ����ÌÎÁ×��-
ción social, con servicios de asistencia social fragmentados, segmentados y 
poco conocidos. 

Las personas solicitantes de asilo encuentran barreras para acceder a edu-
���¯Â¼�ì�Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯��Òį��ÒǞ��Á»Á��µ��»Ìµ�Á�¨ÁÎ»�µĮ��¼��Ü�¼×Á����Ò×Á�Ýµ×¯»Áį�
hay muchas reclamaciones sobre las trabas para las inscripciones en el RUC 
(Registro Único de Contribuyentes) e IPS (Instituto de Previsión Social), 
requisitos fundamentales para un empleo formal. Esto, porque los emplea-
dores desconocen (o no quieren reconocer) los derechos establecidos en las 
constancias otorgadas por la Conare. Pocas personas pudieron acceder a 

20 Personas de interés son a quienes Semillas para la Democracia debe asistir por mandato del ACNUR: solicitantes 
de asilo, refugiados, y personas venezolanas desplazadas residiendo en Paraguay, independientemente de su 
estatus migratorio. Estas expresiones son resultado de evaluaciones hechas por Semillas para la Democracia a casos 
individuales y grupos familiares, sumadas a los diagnósticos participativos (con hombres, mujeres y población LGTBI).

21 El pasaporte vigente no es requerido por ley, según Resolución N.º 062 de fecha 01/02/19 de Migraciones. Por otro 
lado, aunque esta resolución establezca facilidades, la alta tasa a pagar por ella excluye a la mayoría de las personas 
venezolanas que buscan radicarse. En http://www.migraciones.gov.py/index.php/tramites/radicaciones/radicacion-
temporaria-venezolanos.
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este tipo de registros y las que lo hicieron, fue tras muchos esfuerzos y con el 
apoyo de sus empleadores.

Lo relatado contraviene lo que establece el artículo 7 de la Convención In-
×�Î¼��¯Á¼�µ�ÒÁ�Î��µ��VÎÁ×���¯Â¼����µÁÒ���Î��ÁÒ����aÁ�ÁÒ�µÁÒ�aÎ���±��ÁÎ�Ò�
Migratorios y de sus Familiares, acerca de la obligación de los Estados de 
�Ò�©ÜÎ�Î�×Á�ÁÒ�µÁÒ���Î��ÁÒ����»¯©Î�¼×�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò�ì�ÒÜÒ�¨�»¯µ¯�Î�Òį�ÍÜ��
se hallan dentro de su territorio. Igualmente, en la Opinión Consultiva N.º 
1822, la Corte IDH establece que la condición migratoria de una persona no 
ÌÜ�����Á¼Ò×¯×Ü¯Î����»�¼�Î���µ©Ü¼��Ü¼��±ÜÒ×¯õ���¯Â¼�Ì�Î��ÌÎ¯å�Î���µ�©Á���ì�
�±�Î�¯�¯Áį��¼×Î��Á×ÎÁÒį����ÒÜÒ���Î��ÁÒ�µ��ÁÎ�µ�ÒĮ

Con relación al empleo formal en el contexto de la pandemia, la situación 
�»Ì�ÁÎÂĮ�>�Ò�ÌÁ��Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ���Ò×���¼�×Î���±�¼�Á�¨ÁÎ»�µ»�¼×��¨Ü�ÎÁ¼�
las primeras en ser cesadas. Con esto, colapsaron la demanda de asistencia 
humanitaria y los subsidios para cubrir gastos de alimentación, vivienda y 
salud. 

Por encima de esto, la población migrante y refugiada fue excluida de la po-
Ò¯�¯µ¯�������Á�×�¼�Î��µ�ÒÜ�Ò¯�¯Á�Ì�Î��Ì�ÎÒÁ¼�Ò�×Î���±��ÁÎ�Ò��¼�Ò¯×Ü��¯Â¼����
informalidad aprobado por la Ley de Emergencia N.º 6524/2020 en su artí-
culo 22. En efecto, el Decreto N.º 350623, que reglamentó esta ley, estableció 
�Á»Á���¼�õ�¯�Î¯�Ò�Ý¼¯��»�¼×����Ì�ÎÒÁ¼�Ò����¼��¯Á¼�µ¯����Ì�Î�©Ü�ì��ÌÁÎ�
nacimiento o por naturalización, requisito que no estaba establecido en la 
ley, constituyendo esto un caso de discriminación por nacionalidad.

Ante esta exclusión, fueron las asociaciones de personas migrantes y re-
fugiadas (Asociación de Venezolanos en Paraguay, Asociación de Cubanos 
y Descendientes en Paraguay), la Organización Internacional para las Mi-
graciones (OIM), la Pastoral de Movilidad Humana, Red de Migrantes y 
Semillas para la Democracia quienes coordinaron acciones para mitigar el 
efecto de la cuarentena. Cabe destacar el rol de la Conare en la gestión para 
acceder a kits de alimentos entregados por la Secretaría de Emergencia Na-
cional (SEN) que fueron distribuidos a solicitantes de asilo y migrantes24. 
También se resalta la solidaridad de fundaciones y organizaciones, como el 
Banco de Alimentos, que realizaron donaciones para los kits de alimentos 
no perecederos. 

22 Andrea Arriola y M. Raquel Rivaldi, “Situación de las personas migrantes venezolanas refugiadas en Paraguay al tiempo 
de la pandemia del coronavirus covid-19”, en Sandra Regina Martini, Janaína Machado Sturza, Charlise Paula Colet 
Gimenez, 2�GLUHLWR�¢�VD¼GH�IUHQWH�¢�SDQGHPLD�&29,'�����GD�FULVH�VDQLW£ULD�¢�FULVH�KXPDQLW£ULD�QR�0HUFRVXO, (Porto Alegre: 
Evangraf, 2020). Versión digital disponible en http://rediberoamericanadisa.com/wp-content/uploads/2020/09/miolo-
web-o-direito-a-saude.pdf.

23 Decreto N.º 3506/2020, Ministerio de Industria y Comercio, http://www.mic.gov.py/mic/w/mic/pdf/DECRETO%20
3506_2020%20Que%20reglamenta%20la%20Ley%206524_2020.pdf.

24 Esto, siguiendo el procedimiento de asistencia de emergencia de Semillas para la Democracia como agencia socia del 
ACNUR en Paraguay.
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Como dato positivo, es importante destacar la conformación de un equipo 
especializado25������¨�¼ÒÁÎ�Ò�ÌÝ�µ¯�ÁÒ���Ò¯©¼��Á�ÌÁÎ��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á����µ����-
¨�¼Ò��VÝ�µ¯���Ì�Î��×Î���±�Î���ÒÁÒ����»¯©Î�¼×�Òį�ÒÁµ¯�¯×�¼×�Ò�����Ò¯µÁ�ì�Î�¨Ü-
giados. Estos podrían consolidarse en brindar asistencia legal, si cuentan 
�Á¼�»�ìÁÎ��ÌÁìÁ�ì��Á»Ü¼¯���¯Â¼��Á¼�µ�Ò�Á×Î�Ò�¯¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�¯¼åÁ-
lucradas en el sistema de asilo. 

En el caso de resoluciones que deniegan el reconocimiento de la condición 
de refugiado, la normativa establece la posibilidad de interponer recursos 
administrativos que pueden ser resueltos por la propia Conare o por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores. Posteriormente, queda habilitada la 
ÌÁÒ¯�¯µ¯�������¯¼¯�¯�Î����¯Á¼�Ò� ±Ü�¯�¯�µ�ÒĮ�\¯¼��»��Î©Áį� µ��ÌÁÒ¯�¯µ¯����Î�-
cursiva no se encuentra debidamente implementada en la práctica, siendo 
��Ò¯�¼Üµ�� µ��ÌÎÁ���¯µ¯��������±�Î��Îµ��Î�ÒÌ��×Á����µÁÒ�ÒÁµ¯�¯×�¼×�Ò�ÍÜ��å�¼�
denegadas sus solicitudes, especialmente quienes no cuentan con repre-
sentación letrada.

COnClUsiOnEs

La resolución de los casos que solicitan asilo en Paraguay no puede estar su-
peditada a la voluntad política de las instituciones responsables, atendiendo 
a que el derecho al asilo es de carácter apolítico. 

�Ò�¼�¯�µ»�¼×�į� �µ��Ò×��Á�������ÒÜ»¯Î� �Á¼�»�±ÁÎ� ��Ì��¯�������©�Ò×¯Â¼� ÒÜ�
responsabilidad de velar por el efectivo cumplimiento de los derechos de la 
población solicitante de asilo en Paraguay. Para esto, el principal reto es la 
formalización del sistema, además de la correcta difusión de las regulacio-
nes de las gestiones a cumplirse para acceder en tiempo y forma a una res-
puesta sobre una solicitud de asilo.

Asimismo, es importante visibilizar y potenciar la coordinación interinstitu-
cional entre organizaciones de la sociedad civil, asociaciones de migrantes y 
refugiados, ACNUR y OIM para brindar respuestas a la población de interés 
vulnerable con el agravante de la situación causada por la pandemia. 

En cuanto al acceso a derechos fundamentales previstos en los artículos 23 y 
ăĆ����µ��>�ì�+�¼�Î�µ�ÒÁ�Î��X�¨Ü©¯��ÁÒ�FĮû�ĂĊĄĉ�Ł×Î���±Áį�Ò�Îå¯�¯ÁÒ���Ò¯�ÁÒ����
salud, educación, seguridad social), también deben apreciarse los esfuerzos 
���µ�Ò��Ü×ÁÎ¯����Ò����µ��\��Î�×�ÎǞ���±��Ü×¯å�����µ���Á¼�Î��×�¼�¯�¼×�Ò�����Á»-
pañar a solicitantes individuales y personas refugiadas que recurren a tal 
entidad para resolver problemas de acceso efectivo a derechos. 

25 “Ha quedado conformado el Equipo Especializado en Derechos de las Personas Migrantes y en Condición de Refugio”, 
0LQLVWHULR�GH�OD�'HIHQVD�3¼EOLFD, 22 de agosto de 2019, acceso el 22 de agosto de 2019, http://www.mdp.gov.py/biblioteca/
noticias/ha-quedado-conformado-el-equipo-especializado-en-derechos-de.
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Sin embargo, es evidente la falta de políticas gubernamentales destinadas 
��¨��¯µ¯×�Î��µ��±�Î�¯�¯Á��¨��×¯åÁ�����Ò×ÁÒ���Î��ÁÒ���µ��ÌÁ�µ��¯Â¼����¯¼×�Î�Ò���µ�
ACNUR, especialmente a quienes portan una constancia provisoria como 
solicitantes de asilo. 

La responsabilidad del Estado paraguayo ya no puede ser postergada por 
más tiempo.

rECOMEnDaCiOnEs

Las recomendaciones de este informe se establecen en el marco de las que 
fueran realizadas por el ACNUR para el Examen Periódico Universal (EPU).

El Estado paraguayo debe:

 Ǻ garantizar el derecho a solicitar protección internacional ante las autori-
����Ò����×Á�ÁÒ�µÁÒ�ÌÜ�Ò×ÁÒ�¨ÎÁ¼×�Î¯ñÁÒį��Ò×��µ��¯�¼�Á���×�µ�õ¼�Ü¼�ÌÎÁ���¯-
»¯�¼×Á��µ�ÎÁ�ì��¨��×¯åÁ�ÍÜ��̄ ¼åÁµÜ�Î����µ��\��Î�×�ÎǞ���±��Ü×¯å�����µ���Á¼�Î��
y a la Dirección General de Migraciones.

 Ǻ ¨ÁÎ×�µ���Î�µ�Ò���Ì��¯����Ò����µ���Á¼�Î��ì����ÒÜ�\��Î�×�ÎǞ���±��Ü×¯å����µÁÒ�
õ¼�Ò����Î��Ü�¯Î�µÁÒ�Ìµ�ñÁÒ����Î�ÒÁµÜ�¯Â¼����µ�Ò�ÒÁµ¯�¯×Ü��Ò�����Ò¯µÁ�ì�ÌÎÁ-
Ì¯�¯�Î�Ü¼���Á�Ü»�¼×��¯Â¼�Î�Ì¯���ì��õ��ñ����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ���ì�¼�Ò¯�Á�
reconocidas como refugiadas. Ello, sin menoscabar las garantías del debi-
do proceso de las que gozan los solicitantes del estatuto de refugiado, in-
cluyendo la posibilidad de recurrir decisiones denegatorias, recurso que 
todavía no es debidamente implementado en la práctica.

 Ǻ promover reuniones periódicas de la Conare no solamente para resolver 
las solicitudes, sino para debatir cuestiones inherentes al funcionamien-
×Á����ÒÜ�\��Î�×�ÎǞ���±��Ü×¯å��Ł��Ì��¯����Òį�ÌÎ�ÒÜÌÜ�Ò×Áį�ÌÎÁ���¯»¯�¼×ÁÒį�
buenas prácticas) y al acceso a derechos fundamentales por parte de soli-
citantes y refugiados.

 Ǻ garantizar el acceso efectivo a derechos fundamentales (tareas remune-
radas, educación, salud, prestaciones sociales) por parte de personas so-
licitantes de asilo y refugiadas reconocidas con acciones a grande escala. 



derechos de las personas 
defensoras de derechos humanos 

y libertades fundamentales

enTre FaLTa De garanTíaS 
Y repreSión perSiSTenTe, 

Se LUCha por LoS 
DereChoS hUmanoS

La situación de la pandemia hizo que el año 2020 sea particular en todos 
los ámbitos, así también lo fue en lo que respecta a la defensa de los dere-
chos humanos y la de sus defensores y defensoras. A los desafíos propios 
que año tras año se dejan constar en los informes, se suma como argu-
mento de estigmatización y hostigamiento el supuesto incumplimiento 
de los protocolos sanitarios por personas que ejercen el legítimo dere-
cho a la protesta. El Estado paraguayo sigue negando a los defensores 
de derechos humanos las garantías que deben gozar como ciudadanos al 

servicio de la población.

paLabraS CLaveS: defensores de derechos humanos, criminalización, 
hostigamiento, estigmatización, pandemia.

Walter isasi y juan b. rivarola Cáceres
�JJY�.D��JY�������Y��+J]�+gC�DJ]���=�V�Y�&g�y�ɢ�J��+gVyɣ
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balanCE DE lOs 25 añOs

La adopción por parte de la Asamblea de las Naciones Unidas de la Decla-
ración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las institu-
ciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fun-
damentales universalmente reconocidos (A/RES/53/144), conocida también 
como “Declaración sobre los defensores y defensoras de derechos humanos”, 
»�Î�Â�Ü¼�ÌÜ¼×Á����¯¼øµ�ë¯Â¼��¼��µ�Î��Á¼Á�¯»¯�¼×Á�ì�µ��¯��¼×¯�����Á»Á�ÒÜ±�-
tos de derechos de este colectivo de personas y organizaciones. La declara-
�¯Â¼��Ìµ¯���µÁÒ���Î��ÁÒ����Á×ÎÁÒ�×Î�×��ÁÒ�Î�×¯õ���ÁÒ���µ��Ò¯×Ü��¯Â¼�ì��µ�×Î�-
��±Á����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ì�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò�ÍÜ����õ�¼��¼�µÁÒ���Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒĮ�
La declaración reconoce que todas las personas tienen el deber de defender 
los derechos humanos, como parte de sus deberes generales para con la co-
munidad. El Estado debe proteger el espacio de participación ciudadana en 
defensa de los derechos humanos y adoptar medidas para que se valore so-
cialmente esta importante función.

�Ò×��¯¼¨ÁÎ»�����¯���Ü¼���ÌǞ×ÜµÁ��ÒÌ��Ǟõ�Á���µ��Ò¯×Ü��¯Â¼����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò���-
fensoras de derechos humanos desde 2016. No obstante, desde un inicio, ha 
sido patente la preocupación por la protección del espacio de acción de las 
Ì�ÎÒÁ¼�Ò� ì� ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò� ÍÜ�� ��õ�¼��¼� µÁÒ� ��Î��ÁÒ� Ü»�¼ÁÒĮ� �¼� ĂĊĊĈ�
se reportó que dos abogados de la Asociación Americana de Juristas (AAJ), 
quienes llevaban la querella en representación del capitán Napoleón Orti-
©Áñ���¼��Á¼×Î����µ�Î�ÌÎ�ÒÁÎ�X�»Â¼��Ü�Î×��o�Î�į��ë±�¨�����VÁµ¯�Ǟ���ÜÎ�¼×��
la dictadura, recibieron amenazas de muerte y, por tal motivo, fueron bene-
õ�¯��ÁÒ��Á¼�»��¯��Ò���Ü×�µ�Î�Ò��¯�×���Ò�ÌÁÎ� µ���Á»¯Ò¯Â¼� 2¼×�Î�»�Î¯��¼��
de Derechos Humano (CIDH). Los abogados habían denunciado que Duarte 
Vera, quien guardaba una supuesta prisión preventiva en la cárcel militar de 
2×�Ü©Ü�į�Ò�µǞ��×Á�ÁÒ�µÁÒ�õ¼�Ò����Ò�»�¼�1. 

La dura represión que enfrentaban las personas defensoras de derechos 
campesinos fue uno de los temas que se destacaron con singular preocu-
pación en los artículos relativos al derecho de asociación y reunión de las 
organizaciones campesinas2. Desde 2007, la Codehupy ha investigado este 
Ì�×ÎÂ¼����å¯Áµ�¼�¯���Ò×�×�µ���¯»ÌÜ¼¯����±Ü�¯�¯�µį��¼��ÜìÁ�»�Î�Á�Ò����¼Ü¼-
�¯�ÎÁ¼�ĂĂĆ��±��Ü�¯Á¼�Ò��Î�¯×Î�Î¯�Ò�ì���Ò�Ì�Î¯�¯Á¼�Ò�¨ÁÎñ���Ò�����¯Î¯©�¼×�Ò�ì�
militantes de organizaciones campesinas entre 1989-20133. Estos hechos se 
perpetraron en el contexto de un plan sistemático encaminado a forzar el 

1 Soledad Villagra, “Derecho a la Vida”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Adavi HW�DO�, 1997), 40-41.

2 Quintín Riquelme, “Organizaciones campesinas”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Alter Vida HW�DO�, 
1996), 271-290. Quintín Riquelme, “Participación y reunión en organizaciones campesinas”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�
3DUDJXD\����� (Asunción: Adavi HW�DO�, 1997), 218-228. Quintín Riquelme, “Movimiento campesino: Siguen los mismos 
problemas”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2005), 281-290. Quintín Riquelme, “Otro año 
sin soluciones de fondo”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2007), 213-226.

3 Codehupy, ,QIRUPH�&KRNRNXH������������(O�SODQ�VLVWHP£WLFR�GH�HMHFXFLRQHV�HQ�OD�OXFKD�SRU�HO�WHUULWRULR�FDPSHVLQR�(Asunción: 
Codehupy, 2014).
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desplazamiento de la población campesina para apropiarse de sus territo-
rios, mediante métodos del terrorismo de Estado que gozaron de la impuni-
����±Ü�¯�¯�µį��Î×¯�Üµ��Á��¼×Î��×�ÎÎ�×�¼¯�¼×�Ò���¯¼×�Î�Ò�Ò��ÁÎÌÁÎ�×¯åÁÒ�µ¯©��ÁÒ�
a los agronegocios que, aliados con líderes políticos tradicionales, captura-
ron al Estado para perpetrar estos crímenes y garantizarse impunidad. Para 
el 2020, ya suman 123 defensores y defensoras de derechos campesinos y am-
bientales asesinados o desaparecidos en dicho marco4.

Si bien se observó que, en particular, se encuentran en mayor situación de 
riesgo las personas defensoras de derechos campesinos, defensoras ambien-
tales y defensoras LGBTI, persiste en el Estado paraguayo la práctica de utili-
zar el sistema penal en cualquier circunstancia para hostigar a la labor de las 
Ì�ÎÒÁ¼�Ò���¨�¼ÒÁÎ�Ò�ì���Ò�µ�¼×�Î�ÒÜÒ����¯Á¼�Ò�Ì��Ǟõ��Ò5. Asimismo, se re-
gistran discursos de deslegitimación y estigmatización hacia ellas emitidos 
desde altos cargos políticos gubernamentales o autoridades partidarias de 
Gobierno que las difaman, vinculándolas con el terrorismo o la delincuencia, 
©�¼�Î�¼�ÁÒ������Ò×��¨ÁÎ»���µ��»�¯�¼×�����ÁÌ¯¼¯Â¼�ÌÎÁÌ¯�¯Á�Ì�Î��±ÜÒ×¯õ��Î�
los ataques6.

Por otra parte, el Estado paraguayo ha sido declarado responsable por vio-
laciones a los derechos humanos en el marco de acciones para la represión 
y criminalización de la protesta social en casos emblemáticos de defensores 
de derechos campesinos7.

Paraguay adoptó un protocolo policial de seguridad para periodistas en si-
tuación de alto riesgo8. Sin embargo, persisten los casos de hostigamiento, 
amenazas y agresiones físicas en contra de periodistas por parte de auto-
Î¯����Ò�ÌÝ�µ¯��Ò� ì�Ì�ÎÒÁ¼�ÎÁÒ����ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò� �Î¯»¯¼�µ�Ò9. Se registran 
20 asesinatos de periodistas entre 1991-2020 en la frontera de Paraguay, lu-

4 Abel Irala, “Campesinos/as e indígenas criminalizados por un modelo excluyente”, en &RQ�OD�VRMD�DO�FXHOOR, coord. por 
Marielle Palau (Asunción: Base Investigaciones Sociales, 2019), 88-93.

5 Maximiliano Mendieta, “La lucha ante la estigmatización, el amedrentamiento y la criminalización del Estado 
paraguayo”, en�'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2017), 604-619. Maximiliano Mendieta, 
“El riesgo que implica ser defensora y defensor de derechos humanos y libertades fundamentales en Paraguay”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2018), 543-553. Óscar Ayala Amarilla, “Contexto regresivo para 
la defensa de las personas defensoras de derechos en el Paraguay”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: 
Codehupy, 2019), 580-584.

6 Óscar Ayala Amarilla, “El derecho a defender los derechos humanos, una tarea esencial que hace a la democratización 
de toda la sociedad”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2016), 485-486. Ayala, “Contexto 
regresivo…”, 578-579.

7 En los casos “Blanco Domínguez c. Paraguay” (Comunicación N.º 1828/2008), “Benítez Gamarra c. Paraguay” 
(Comunicación N.º 1829/2008) y “Giménez c. Paraguay” (Comunicación N.º 2372/2014) ante el Comité de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas.

8 Resolución N.º 538 del 22 de junio de 2017 de la Policía Nacional.

9 Flavia Borja y Pablo Gastón Ortiz, “Libertad de expresión en Paraguay: censura y retroceso en derechos laborales”, en 
'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2019), 442-451. Jazmín Acuña, “La violación a los derechos 
laborales y la violencia de género, obstáculos al ejercicio del derecho a la comunicación e información”, en 'HUHFKRV�
+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� (Asunción: Codehupy, 2017), 367-378.
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©�Î���õ¼¯�Á�ÌÁÎ�µ���2�0��Á»Á�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á�����µ×Á�Î¯�Ò©Á�Ì�Î���µ��±�Î�¯�¯Á���µ�
periodismo10. Desde el 2013 aumentaron los casos de cierres y decomiso de 
equipos de transmisión de radios comunitarias de organizaciones campesi-
nas, por parte de la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (Conatel). Se 
destacó particularmente que el silencio informativo se impuso en territorios 
ÍÜ���Ò×�¼���±Á�µ��»¯µ¯×�Î¯ñ��¯Â¼����µ��*Ü�Îñ�����a�Î����Á¼±Ü¼×��Ł*a�ł�ì��Á¼�
�Á¼øµ¯�×ÁÒ�ÒÁ�¯�µ�Òį��»�¯�¼×�µ�Ò�ì�ÌÁÎ��µ�×�ÎÎ¯×ÁÎ¯Á���»Ì�Ò¯¼Áį��Á¼×�ë×Á���¼-
tro del cual las emisoras comunitarias desempeñaban un trascendente papel 
en la defensa de las comunidades11.

En el marco del Examen Periódico Universal (EPU), en el 2016 se recomendó 
�µ�V�Î�©Ü�ì�ÍÜ����ÁÌ×��»��¯��Ò�±ÜÎǞ�¯��Ò�ì����ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯���Ì�Î��µ��ÌÎÁ-
tección de los defensores de derechos humanos12, para la investigación de los 
atentados y agresiones que estos sufren13 y para la difusión de la Declaración 
sobre los Defensores de los Derechos Humanos o para reconocer y valorar su 
×Î���±Á14Į��Ò×�Ò�»��¯��Ò�¼Á�¨Ü�ÎÁ¼��Ý¼��Ü»Ìµ¯��Òį���Ì�Ò�Î����µÁÒ��Á»ÌÎÁ»¯-
sos del Estado al respecto. En 2019, el Comité de Derechos Humanos refor-
zó la recomendación al Estado paraguayo de garantizar protección efectiva 
a personas defensoras de derechos humanos a través de mecanismos que 
aseguren la aplicación efectiva de medidas cautelares frente a amenazas y 
violencia15. En 2017, la protección de defensoras de Derechos Humanos fue 
recomendada por el Comité de la CEDAW16. Si bien existe un proyecto de ley 
sobre la protección de periodistas y personas defensoras de derechos huma-
nos que plantea establecer un mecanismo nacional de protección, el mismo 
está sin tratamiento desde el 201617. 

El balance que podemos realizar de la situación de las personas defensoras 
de derechos humanos repite las conclusiones del informe del año anterior: 
persiste un contexto hostil a la labor de defensa de los derechos humanos, 
que está propiciado por un discurso de desinformación emitido desde las 
mismas esferas gubernamentales, que luego se traduce en el incremento de 

10 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH. =RQDV�
VLOHQFLDGDV��5HJLRQHV�GH�DOWD�SHOLJURVLGDG�SDUD�HMHUFHU�OD�OLEHUWDG�GH�H[SUHVLµQ (Doc. OEA/Ser.L/V/II, CIDH/RELE/INF.16/17, 15 de 
marzo de 2017), pp. 54-63.

11 Mendieta, “El riesgo que implica…”, 550-551.

12 A/HRC/32/9, 102.126 (Brasil); párr. 102.128 (Honduras); 102.129 (Noruega); 102.130 (Suecia); 102.131 (Costa Rica); 102.132 
(Países Bajos); 102.133 (Noruega); 102.134 (Suiza).

13 A/HRC/32/9, 102.115 (Austria); 102.116 (Canadá); 102.117 (Noruega); pár. 102.119 (Italia).

14 A/HRC/32/9, párr. 102.127 (Noruega); 102.132 (Países Bajos).

15 Comité de Derechos Humanos, 2EVHUYDFLRQHV�ȍQDOHV�VREUH�HO�FXDUWR�LQIRUPH�SHULµGLFR�GHO�3DUDJXD\ (Doc. ONU CCPR/C/PRY/
CO/4, 20 de agosto de 2019), párr. 36-37.

16 Comité CEDAW, 2EVHUYDFLRQHV�ȍQDOHV�VREUH�HO�V«SWLPR�LQIRUPH�SHULµGLFR�GHO�3DUDJXD\ (Doc. ONU CEDAW/C/PRY/CO/7, 22 de 
noviembre de 2017) párr. 28.

17 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 4 de agosto de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/108113. Véase también: Paulo César López, “Ataques, amenazas, censura y persecución 
laboral: principales afectaciones al derecho a la comunicación e información”, en 'HUHFKRV�+XPDQRV�HQ�3DUDJXD\����� 
(Asunción: Codehupy, 2016), 268.
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violencia –tanto en redes como en violencia física– hacia personas y orga-
nizaciones por parte de sectores antiderechos y grupos de poder. Por otra 
Ì�Î×�į� �µ��Ò×��Á�¼Á���ÁÌ×��»��¯��Ò� �õ�¯�¼×�Ò�Ì�Î�� �Î¯©¯ÎÒ�� �Á»Á�©�Î�¼×��
de los derechos y para proteger el espacio de participación de las personas 
defensoras.

sitUaCiÓn DEl DErECHO

El 2020 fue un año marcado por la pandemia de covid-19 y por las medidas 
sanitarias dictadas por el Estado para reducir la propagación de la enfer-
medad. Sin duda, las medidas han sido necesarias, y ciertas restricciones, 
ÌÎ¯¼�¯Ì�µ»�¼×���� µ�� µ¯��Î×�������¯Î�Üµ��¯Â¼į�ÒÁ¼� ±ÜÒ×¯õ����Ò��¼���¨�¼Ò�����
derechos como la vida y la salud de la población. 

�Ò�ÌÎ��¯ÒÁ�ÍÜ��Ì�Î��ÍÜ��µ�Ò�»��¯��Ò�Ò�¼¯×�Î¯�Ò�Ò���±ÜÒ×�¼���Ü¼��Ò×��Á�ÒÁ�¯�µ�
de derecho cumplan ciertos requisitos para ser aceptables, dados por pro-
pios órganos de derechos humanos: legalidad, necesidad, proporcionalidad 
y temporalidad. Estos requisitos no siempre fueron contemplados, lo que 
conllevó a la comisión de abusos autoritarios y, en ocasiones, afectó a defen-
sores y defensoras de derechos humanos. 

La CIDH, entre otros órganos de protección de derechos humanos, ha obser-
vado oportunamente estos riesgos, y ha contemplado en su resolución “Pan-
demia y Derechos Humanos”18�ÍÜ��Ò�À�µ��µ���ÒÌ��Ǟõ���µ��ÁÎ����µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
defensoras. En Paraguay, la defensa de los derechos humanos también se ha 
å¯Ò×Á�Ì�Î±Ü�¯�����ÌÁÎ�µ�Ò�Î�Ò×Î¯��¯Á¼�Òį��¨��×�¼�Á��¼��ÒÌ��¯�µ���©ÎÜÌÁÒ�ÒÁ�¯�-
les como los campesinos y las campesinas que luchan por obtener tierras, 
�Á»Á�ÒÜ±�×ÁÒ����µ��Î�¨ÁÎ»���©Î�Î¯�Į�

La criminalización de defensores y defensoras de derechos humanos, muy 
�ÒÌ��¯�µ»�¼×���¼�µÁÒ��Á¼øµ¯�×ÁÒ�ÌÁÎ�µ��×�¼�¼�¯�����µ��×¯�ÎÎ�į�¼Á�Ò����×ÜåÁ��¼�
el presente año. Se repitieron órdenes de detención emitidas arbitrariamen-
×��ÌÁÎ��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Áį�ì��¼��µ©Ü¼ÁÒ���ÒÁÒ�Ò�������Î�×��Á� µ��ÌÎ¯Ò¯Â¼�
preventiva, medida excepcional en nuestro sistema penal, y se utilizan ac-
ciones civiles o garantías constitucionales para posteriormente imputar por 
supuestos hechos de desacato. Lo que generalmente la Justicia no hace es 
analizar a fondo los derechos de las personas, el contexto y los orígenes de 
µÁÒ��Á¼øµ¯�×ÁÒ�ÌÜ�Òį�Ò¯�µÁ�¯�¯�Î�į�ÌÁ�ÎǞ���Ò��Î��Î�ÒÁ�Î��Ü¼Á����µÁÒ�×�»�Ò���¼-
×Î�µ�Ò����µ���Á¼øµ¯�×¯å¯����ÒÁ�¯�µ��¼��µ�V�Î�©Ü�ìį�ÍÜ���Ò��µ�ÁÎ¯©�¼����µ�Ò�×¯�ÎÎ�Ò�
malhabidas, ubicando a Paraguay como el país con el mayor nivel de des-
¯©Ü�µ�������×¯�ÎÎ�Ò��¼��µ�»Ü¼�Á��Á¼�Ü¼��Á�õ�¯�¼×��+¯¼¯����āįĊĄ19.

18 CIDH, 3DQGHPLD�\�'HUHFKRV�+XPDQRV��5HVROXFLµQ�������, https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion-1-20-es.pdf.

19 Banco Mundial, 3DUDJXD\��1RWDV�GH�SRO¯WLFD����� (Asunción: Banco Mundial, 2018).
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Otro de los hechos relevantes en materia de defensores y defensoras de de-
Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ�¨Ü��µ���Î¯»¯¼�µ¯ñ��¯Â¼����Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��Ò��»�¼¯õ�Ò×�¼��¼�
ÌÎÁ×�Ò×�Į�žÒǞ�×�¼�»ÁÒ��µ���ÒÁ����E�ÎǞ���Ò×�Î�XÁ�į�ÍÜ¯�¼��Ò�Ü¼�����µ�Ò�õ©Ü-
Î�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò����Ü¼�»Áå¯»¯�¼×Á��¯Ü����¼ÁÒ�žÜ×Á�Á¼åÁ���ÁÒį��Á»¯Ò¯Â¼��Ò-
crache, o la de las y los manifestantes que exigían el esclarecimiento de las 
»Ü�Î×�Ò����¼¯À�Ò��¼�Ü¼��¼¨Î�¼×�»¯�¼×Á��Á¼�µ�Ò�¨Ü�Îñ�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ÍÜ���Á»-
��×�¼��µ��±�Î�¯×Á���µ�VÜ��µÁ�V�Î�©Ü�ìÁ�Ł�VVł��¼��µ�¼ÁÎ×����µ�Ì�ǞÒĮ�>���ë�Ü-
sa de la supuesta violación a las restricciones impuestas por el Estado para 
Ò�µå�©Ü�Î��Î�µ��Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯����¼��ÌÁ������Ì�¼��»¯����Ò¯�Á�Ü×¯µ¯ñ����Ì�Î��
la persecución política, recurriendo el Estado en varias ocasiones a la crimi-
nalización de la protesta.

�µ��Ò×��Á�¼Á������Á�ÒÜõ�¯�¼×�Ò�©�Î�¼×Ǟ�Ò�Ì�Î���µ���Ò�»Ì�ÀÁ������¨�¼ÒÁÎ�Ò�
y defensoras de derechos humanos, en el entendimiento de que el papel que 
estos cumplen es esencial para la salud democrática. Al contrario, sus posi-
ciones han apuntado a la estigmatización, persecución y criminalización, en 
especial cuando existen confrontaciones con el poder político o económico.

Un símbolo claro de esto es el retiro de la Cámara de Senadores del proyecto 
���µ�ì�ÌÁÎ��µ��Ü�µ�Ò��Î�×¯õ������µ�ž�Ü�Î�Á�����Ò��ñÝį���µ��Ü�µ��µ�Ì�ǞÒ��Ò�Ò¯©-
natario20, en respuesta al fuerte lobby ÍÜ��Ò��¯�¯�Î���¼��Á¼×Î�����ÒÜ�Î�×¯õ-
���¯Â¼Į��¼����ñ�ÎÁ¼�ÌÝ�µ¯��»�¼×��µ����»Ì�À���¼��Á¼×Î�����µ��Î�×¯õ���¯Â¼�
los gremios vinculados al agronegocio21, el propio ministro de Agricultura y 
Ganadería Moisés Bertoni22 y la Iglesia católica23. Este tratado regional, entre 
Á×ÎÁÒ�Á�±�×¯åÁÒį�Ò��ÌÎÁÌÁ¼��¨ÁÎ×�µ���Î�µ��ÌÎÁ×���¯Â¼�µÁ��µ���¯¼×�Î¼��¯Á¼�µ����
las personas defensoras del ambiente, además de contener nuevas obligacio-
¼�Ò�Î�µ��¯Á¼���Ò��µ�����ÒÁ����µ��¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ÌÝ�µ¯����¼�»�×�Î¯���»�¯�¼×�µĮ�
Y la temática ambiental es resistida por los sectores de grandes productores 
que, en su protección, ven peligrar sus intereses.

La mirada internacional sigue puesta en Paraguay. Recientemente, familia-
res del periodista Santiago Leguizamón, asesinado en el año 1991, dieron a 
conocer avances sustanciales en la tramitación del proceso llevado adelante 
ante la CIDH. El caso de Santiago Leguizamón es uno de los más emblemá-
ticos en materia de crímenes destinados a limitar la libertad de prensa, y que 
µ��4ÜÒ×¯�¯��Ì�Î�©Ü�ì������±��Á��¼�µ��»�Ò���ÒÁµÜ×��¯»ÌÜ¼¯���Į

20 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 4 de agosto de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/116743.

21� ǘ5HFKD]R�D�OD�UDWLȑFDFLµQ�GHO�$FXHUGR�GH�(VFD]¼Ǚ��&$'$0, 5 de octubre de 2020, en https://www.cadam.com.py/noticia/
apoyo-mag-rechazo-escazu.

22� ǘ7LWXODU�GHO�0$*�VREUH�HO�$FXHUGR�GH�(VFD]¼��Ǖ6H�SLHUGH�VREHUDQ¯D�FRQ�OD�DSOLFDFLµQ�GH�HVWD�QRUPDWLYDʜǙ��$%&�&RORU, 5 de 
octubre de 2020, 5 de octubre de 2020, acceso el 14 de octubre de 2020, 

23 “Monseñor Valenzuela sobre el Tratado de Escazú” [Archivo de video], $%&'LJLWDO3\, https://www.youtube.com/
watch?v=PJeu1oPqIzo.
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�¼×Î�×�¼×Áį��µ��Á¼©Î�ÒÁ�Ò¯©Ü��Ò¯¼��ÌÎÁ��Î��µ©Ý¼�»���¼¯Ò»Á������¨�¼Ò�����
defensores y defensoras de derechos humanos, estando pendientes un pro-
yecto de ley y un proyecto de declaración que se encuentran estancados des-
de hace varios años24.

CaSoS oCUrriDoS en 2020

caso alter vida

La organización Alter Vida ha sido víctima de una campaña de desinforma-
ción,25 en un programa de televisión, se han hecho eco de denuncias infun-
dadas que recibieron en su contra. Ha quedado en evidencia la inclinación 
en apoyo a sectores del rubro de ganadería, al publicar información que hace 
referencia exclusivamente a intereses de quienes presuntamente han inva-
dido tierras que corresponden a la comunidad indígena Loma, del pueblo 
guaraní ñandéva. 

Las publicaciones hacían referencia a que miembros de la comunidad ha-
brían hecho denuncias, por una parte, y a su vez habrían presentado denun-
cias ante la Comisión de Pueblos Indígenas del Senado. 

Desde la ONG Alter Vida emitieron un comunicado aclarando las informa-
�¯Á¼�Ò�ÌÜ�µ¯����Òį�ÍÜ��×�Î©¯å�ÎÒ���¼�µÁÒ�ÌÎÁì��×ÁÒ�ÒÁ�Î��µÁÒ�ÍÜ��×Î���±�ÎÁ¼į�
y las tareas que realizaron con la comunidad indígena Loma, desde el año 
2018.26 Así también, dieron a conocer la versión sobre lo que estaría ocu-
rriendo en tierras indígenas de esa comunidad, revelando que estaría siendo 
¯¼å��¯���ÌÁÎ�×Î�Ò�©�¼���ÎÁÒĭ�E¯©Ü�µ�žĮ�EÜÀÁñį�KÒ��Î�0�¯¼�X�×ñµ�÷¨�ì�<ÜÎ×�
*Î¯�Ò�¼�\�ÎÁ���ÎĮ�žÌ�Î�¼×�»�¼×�į��Ò×ÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ���ÎǞ�¼���Á�̄ ¼å�ÎÒ¯Á¼�Ò�
Ì�Î��ÌÎÁ�Ü��¯Â¼�©�¼���Î�į�Ò¯¼�×�¼�Î�õ���¯©¼�»�¼×��µ��ÌÁÒ�Ò¯Â¼�¼¯�»Ü�Á�
menos títulos, considerando la Resolución N.º 640/1984. Teniendo incluso 
las Resoluciones del Indert N.º 2415/2011; N.º 2414/2011; N.º 2413/2011, que 
�¯µÜ�¯��¼��ÒÌ��Ǟõ��»�¼×��ÒÁ�Î��µÁÒ�×Ǟ×ÜµÁÒ����ÌÎÁÌ¯��������µ�Ò�×¯�ÎÎ�Ò����µ��
comunidad Loma.

Con este escenario, queda en evidencia la intención maliciosa de apañar, ter-
giversar y estigmatizar a la ONG Alter Vida, organización que viene acompa-
À�¼�Á��¼��Ò¯Ò×�¼�¯��±ÜÎǞ�¯���ì�ÌÎÁì��×ÁÒ������Ò�ÎÎÁµµÁ�ÒÁÒ×�¼¯�µ������¼�õ�¯Á�

24 “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 14 de octubre de 2020, http://silpy.
congreso.gov.py/expediente/108113; “Ficha Técnica del Expediente”, SilPy - Sistema de Información Legislativa, acceso el 
14 de octubre de 2020, http://silpy.congreso.gov.py/expediente/112909.

25 “Denuncian que la ONG Alter Vida se quedó con G. 1.700 millones para indígenas”, Hoy, 7 de octubre de 2020, acceso 
el 15 de octubre de 2020, https://www.hoy.com.py/investigaciones/denuncian-que-la-ong-alter-vida-se-quedo-con-g.-
1.700-millones-para-indigenas.

26 “Alter Vida aclara información sobre la comunidad indígena Loma”, 3RMRDMX, 18 de septiembre de 2020, https://www.
pojoaju.org.py/archivos/5749.
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de la comunidad Loma. Esto, a la luz de los hechos, reduce o limita las posibi-
lidades del sector empresarial de ganaderos a avanzar con la ocupación que, 
Ò�©Ý¼�µ�Ò��Á�Ü»�¼×�µ�Ò��ëÌÜ�Ò×�Òį��Ò×�ÎǞ�¼���¯�¼�Á��¼�¨ÁÎ»��×Á×�µ»�¼×��
ilegítima, siguiendo el patrón del desplazamiento forzoso de sectores más 
vulnerables, como lo es el de las comunidades indígenas.

caso docente cristian zayas. denuncias contra la utcd 
(universidad técnica de comercialización y desarrollo)

La Codehupy ha recibido información de fuente directa sobre denuncias que 
viene resistiendo en su contra el excoordinador académico y docente de la 
Universidad Técnica de Comercialización y Desarrollo (UTCD) Cristian Za-
ì�ÒĮ��µ��Á��¼×��Î�õÎ¯Â�ÍÜ���¼��µ��ÀÁ�ăāĂĉ���Ǟ��Î��¯�¯�Á�ÂÎ��¼�Ò�����¯Î��×¯åÁÒ�
de la UTCD, solicitándole que prescinda de servicios de docentes que a crite-
Î¯Á���µ��¯Î��×¯åÁ��Î�¼��Á¼Ò¯��Î��ÁÒ��Á»Á�Ŋ�Á¼øµ¯�×¯åÁÒŌĮ�{�ì�Ò�Ò�À�µÂ�ÍÜ��µ�Ò�
molestias eran con relación a reclamos y denuncias por el incumplimiento 
del pago de salarios atrasados en hasta un año. El docente menciona que, al 
igual que otros excoordinadores, hizo caso omiso, por lo que todos fueron 
õ¼�µ»�¼×����Òå¯¼�Üµ��ÁÒĮ�E�¼�¯Á¼���µ�\ÎĮ���¼¯�µ�*Î�×�Ò�o�¼×Î���Á»Á�Î�Ò-
ÌÁ¼Ò��µ�����µ�Ò���¼Ü¼�¯�Ò�¯¼±ÜÒ×¯õ����Ò�ì�Ì�ÎÒ��Ü�¯Â¼���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯-
co. La Asociación de Empleados y Exempleados de la UTCD, por otra parte, 
×�»�¯�¼�ÒÁµ¯�¯×Â��µ��Á¼Ò�±Á�F��¯Á¼�µ������Ü���¯Â¼�\ÜÌ�Î¯ÁÎ�Ł�Á¼�Òł�µ��̄ ¼×�Î-
vención por situación académica irregular de estudiantes, falta de pago de 
salarios, carreras virtuales sin habilitación, entre otros motivos27.

Tras las diferentes denuncias por hechos de corrupción e irregularidades 
en la universidad, Zayas soporta varias causas penales abiertas en su con-
tra, promovidas por directivos de la UTCD. Como en otras circunstancias, 
Ò��¼Á×���Â»Áį�Ò¯Ò×�»�×¯��»�¼×�į��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�å¯�¼�����¯Á¼�¼�Á��¼�
contra de personas que requieren y fungen la labor de defensoras y defenso-
res desde diferentes ámbitos de los derechos humanos. Se viene observando 
que se ha extendido gravemente la criminalización a defensoras y defenso-
res. Sobre esto, Michel Forst, relator especial de la Organización de las Na-
ciones Unidas sobre la situación de los defensores de derechos humanos, 
mencionó que:

µ�Ò��»�¼�ñ�Ò����ÍÜ��ÒÁ¼�Á�±�×Á�µÁÒ���¨�¼ÒÁÎ�Ò�ÒÁ¼�»Üµ×¯¨ÁÎ»�Ò�Ł¨ǞÒ¯��Òį�
ÌÒ¯�ÁµÂ©¯��Òį���Á¼Â»¯��Ò�ì�ÒÁ�¯�µ�Òłį�Î�ÒÌÁ¼��¼���»Ýµ×¯Ìµ�Ò�̈ ��×ÁÎ�Ò�Ł»�µ��
gobernanza o ausencia de Estado de Derecho, aumento de las intoleran-
cias y fundamentalismos religiosos, y tensiones sobre los desafíos del de-
sarrollo) y proceden de una pluralidad de actores (políticos, económicos, 
religiosos, estatales o privados)28.

27 “Piden intervención del Cones en la UTCD”, $%&�&RORU, 5 de agosto de 2020, acceso el 14 de octubre de 2020, https://
www.abc.com.py/nacionales/2020/08/05/piden-intervencion-del-cones-en-la-utcd/.

28 Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas, Situación de los defensores de los derechos humanos, 
A/70/217, 30 de julio de 2015, párr. 36.
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caso maría ester roa y otros. criminalización de defensoras 
y defensores en el ejercicio del derecho a la protesta

E�ÎǞ���Ò×�Î�XÁ�į�±Ü¼×Á�����¼�¯�Á�žµ��Î×Á��Î¯ñÜ�µ�į��¯�©Á�E�¼�Áñ���ÁÎÁ¼�µ�
y Juan Domingo Galeano Grassi fueron procesados penalmente por supues-
ta violación de cuarentena, luego de organizar y participar en una reunión 
Ì��Ǟõ����µ�Ą����±Ü¼¯Áį��¼�ÌÎÁ×�Ò×��ÌÁÎ�µ���ÁÎÎÜÌ�¯Â¼���µ�+Á�¯�Î¼Á��¼��µ�»�-
¼�±Á����µÁÒ�¨Á¼�ÁÒ�����»�Î©�¼�¯���ÌÎÁ���ÁÒ�Ì�Î��µ��Ì�¼��»¯�Į��Ò×�Ò�Ì�ÎÒÁ-
nas, referentes del grupo Ciudadanos Autoconvocados, Comisión Escrache 
(CACE), debieron someterse a medidas cautelares solicitadas por la Fiscalía, 
que incluyeron la prohibición de su participación en actos de manifestación. 
De este modo, el proceso penal implicó la suspensión del derecho de reunión 
y manifestación y una restricción desproporcionada e incompatible con 
la especial protección para los denunciantes de hechos de corrupción y las 
garantías que protegen a la sociedad civil en la participación y exigencias 
en materia de transparencia y denuncias de hechos de corrupción, confor-
me a la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción (Ley N.º 
2535/2005).

�Ò� ×�»�¯�¼�»Üì� Ò¯©¼¯õ��×¯åÁ� �µ� Î�ÍÜ�Î¯»¯�¼×Á� �Á¼�µÜÒ¯åÁ� ÍÜ�į� �¼×Î�� ÒÜÒ�
�Î©Ü»�¼×ÁÒį��ëÌÁ¼���µ�õÒ��µ�×�ë×Ü�µ»�¼×���¼�Ü¼��Ì�Î×�ĭ�Ŋ>ÁÒ���ÜÒ��ÁÒ�¨ÁÎ-
maron parte de un grupo de personas que se hallaban aglomerados [sic] (re-
unión o amontonamiento grande y desordenado de algo, especialmente de 
gente reunida en un lugar) con las demás personas que formaban parte del 
grupo, sin cumplir con las medidas de bioseguridad...”29. En las primeras fe-
chas de cuarenta, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ya se 
había expedido con recomendaciones a los Estados partes, de no limitar a 
µ�Ò���¨�¼ÒÁÎ�Ò�ì�µÁÒ���¨�¼ÒÁÎ�Ò������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒį��µ��±�Î�¯�¯Á����ÒÜÒ�¨Ü¼-
�¯Á¼�Òį��Á¼�»��¯��Ò�Î�ÌÎ�Ò¯å�Ò���±Á��µ�ÌÎ�×�ë×Á����Î�Ò×Î¯��¯Á¼�Ò�ÌÁÎ�»��¯��Ò�
sanitarias30.

En tiempos de pandemia, y en especial a inicios de las restricciones aplica-
das como medidas sanitarias, en forma de cuarentena, ha sido notorio el 
abuso de las sanciones y penas aplicadas, sin un análisis proporcional entre 
la lesión o riesgo de lesión en intereses difusos que persigue la penalización 
de violación de cuarentena31. De lo mencionado no escaparon a las reprimen-
��Ò���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�µ�Ò���¨�¼ÒÁÎ�Ò�ì�µÁÒ���¨�¼ÒÁÎ�Ò������Î��ÁÒ�Ü»�-
nos, como el caso que se ha citado.

29� 5HTXHULPLHQWR�ȑVFDO�GH�DFXVDFLµQ�HQ�OD�&DXVD�1�|����������ǘ0DU¯D�(VWKHU�5RD�GH�(VS¯QROD�\�RWURV�V��9LRODFLµQ�D�OD�/H\�
716/96 Que sanciona delitos contra el Medio Ambiente y otros”, ante la Unidad Penal N.º 1 Especializada en Seguridad y 
Convivencia entre las Personas.

30 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 3DQGHPLD�\�GHUHFKRV�KXPDQRV�HQ�ODV�$P«ULFDV��5HVROXFLµQ�1�|�������. Esta 
resolución fue adoptada el 10 de abril de 2020.

31 Véase el artículo correspondiente a derecho a la seguridad en este informe.
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caso diana bañuelos y miguel ángel fernández

Ocurrida la muerte de dos niñas en un supuesto enfrentamiento entre la 
*Ü�Îñ�����a�Î����Á¼±Ü¼×��Ł*a�ł�ì��µ��±�Î�¯×Á���µ�VÜ��µÁ�V�Î�©Ü�ìÁ�Ł�VVł32, 
µ�Ò� �ëÌµ¯���¯Á¼�Ò� ����Ò� ÌÁÎ� �µ� +Á�¯�Î¼Á� ì� �µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á� VÝ�µ¯�Á� ÒÁ�Î�� µÁÒ�
��Á¼×��¯»¯�¼×ÁÒ�¼Á�¨Ü�ÎÁ¼��Á¼å¯¼��¼×�Òį���±�¼�Á��Ü��Ò��¼�µ��ÁÌ¯¼¯Â¼�ÌÝ-
�µ¯���ÒÁ�Î��µ��å�ÎÒ¯Â¼�Áõ�¯�µĮ�

El sábado 5 de septiembre se desarrolló una manifestación en Asunción, 
¨Î�¼×���µ�V�¼×�Â¼�F��¯Á¼�µ����µÁÒ�0�ÎÁ�Òį���¯õ�¯Á�ÍÜ���µ��Î©��µÁÒ�Î�Ò×ÁÒ����
personas reconocidas por el papel que desempeñaron en la historia del país. 
>��ÌÎÁ×�Ò×���ë¯©Ǟ��×Î�¼ÒÌ�Î�¼�¯�����µÁÒ���ÁÒ�ÒÜ���¯�ÁÒ��¼�v�ì�v�Ýį����»�Ò�
de pedir el inicio de una investigación exhaustiva sobre la muerte de las ni-
À�Ò�ì�µ��¯��¼×¯õ���¯Â¼����µÁÒ�Î�ÒÌÁ¼Ò��µ�ÒĮ

\¯��¯�¼�µ��Î�Ü¼¯Â¼�Ò����Ò�¼åÁµå¯Â����»�¼�Î��Ì��Ǟõ��į��¼�Ü¼�»Á»�¼×Á����Áį�
�µ©Ü¼�Ò�»�¼¯¨�Ò×�¼×�Ò�Ì¯¼×�ÎÁ¼��Á¼���ÎÁÒÁµ� µ�Ò�Ì�Î���Ò���µ���¯õ�¯Á�ì�ÍÜ�-
»�ÎÁ¼�Ü¼ÁÒ���ÁÎ¼ÁÒ����×�µ�Ò��¯Ò×¯¼×¯åÁÒ���� µ����¼��Î��Ì�Î�©Ü�ì�Į�>ÁÒ�õÒ-
cales Fabián Centurión y Ángel Ramírez imputaron a estas personas por el 
presunto delito de daño al patrimonio cultural.

VÁÒ×�Î¯ÁÎ»�¼×�į�µÁÒ��©�¼×�Ò�õÒ��µ�Ò��Á¼åÁ��ÎÁ¼���Ü¼���Á¼¨�Î�¼�¯�����ÌÎ�¼-
Ò�į��¼�µ��ÍÜ��¯�¯�ÎÁ¼�ÌÝ�µ¯��Ò�¨Á×Á©Î�¨Ǟ�Ò����ÍÜ¯�¼�Ò���Ǟ�¼�Ì�Î×¯�¯Ì��Á����
la manifestación, recolectadas por la Policía, solicitando apoyo a la ciudada-
¼Ǟ��Ì�Î��ÍÜ���Áµ��ÁÎ���Á¼�µ��Ì�ÎÒ��Ü�¯Â¼�Ì�¼�µ�¯��¼×¯õ��¼�Á���µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
que participaron de la protesta.

aÎ�Ò����ÎµÁÒ� ¯��¼×¯õ���Á���� �Ò��»Á�Áį� �µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á� µµ�»Â�����-
claración indagatoria a Elizabeth Escobar, Diana Bañuelos y Miguel Ángel 
*�Î¼�¼��ñĮ�>ÁÒ��ÁÒ�Ýµ×¯»ÁÒ���Ǟ�¼�×Á»��Á�Ì�Î×�����µ��Î�Ü¼¯Â¼����»�¼�Î��
espontánea, participando brevemente, respetando el distanciamiento so-
�¯�µį���¯�¯�ÎÁ¼�ÜÒÁ����µ��Ì�µ��Î���¼��µ©Ý¼�»Á»�¼×Áį�Î�×¯Î�¼�ÁÒ���¼×�Ò�ÍÜ��
µ��Î�Ü¼¯Â¼�Ò���¯�Î��ÌÁÎ�õ¼�µ¯ñ���į����Á�ÍÜ��¼Á�¨ÁÎ»���¼�Ì�Î×�����ÒÜ��Á¼åÁ-
��×ÁÎ¯�Į�žµ�»Á»�¼×Á�����Á»Ì�Î���Î������µ�Î�Îį��µ��©�¼×��õÒ��µ�µ�Ò��Á»Ü¼¯�Â�
el presunto hecho punible que se les atribuía, que consistía en haber tomado 
parte “de la manifestación realizada sobre la calle Palma esq. Chile, frente al 
Panteón de los Héroes […], actos que se encuentran vedados conforme a la 
recomendación del Ministerio de Salud y del Decreto Presidencial emitido 
al Respecto [sic]”33. 

�¯�¼��XÁÒ����ÀÜ�µÁÒ�ì�E¯©Ü�µ�Ǵ¼©�µ�*�Î¼�¼��ñ�žÎ©ß�µµÁ��Ü�¼×�¼��Á¼��»-
plia trayectoria en la defensa de los derechos humanos. Bañuelos es una 

32 Véase más información en el artículo sobre derechos de niños, niñas y adolescentes.

33 Causa N.º 5616 “Paloma Chaparro Panimboza y otras s/ daños a cosas de interés público”, Unidad Fiscal N.° 3 
Especializada en Hechos Punibles contra la Seguridad y Convivencia de las Personas.
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activista política del Partido Revolucionario Febrerista (PRF) y Fernández, 
poeta y profesor universitario, quien posee una reconocida trayectoria cul-
×ÜÎ�µĮ�ž»��Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�¨Ü�ÎÁ¼��ëÌÜ�Ò×�Ò�ÌÁÎ��µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á��Á»Á�Ò¯�
de delincuentes se tratara, por el hecho de haber participado en una reunión 
ÌÝ�µ¯����¼�µ��ÍÜ���ëÌÎ�Ò�ÎÁ¼�ÁÌ¯¼¯Á¼�Ò��Á¼×Î�Î¯�Ò��µ�+Á�¯�Î¼Áį�åÜµ¼�Î�¼�Á�
la presunción de inocencia.

\¯��¯�¼�¼Á��¼�Ò¯�Á�¨ÁÎ»�µ»�¼×��¯»ÌÜ×��ÁÒ�ì�¼Á�Ò�������Î�×��Á��Ý¼�ÒÜ���-
tención, fueron citados a prestar declaración indagatoria, acto coercitivo del 
proceso penal, previo a una imputación. No fue el caso de Elizabeth Escobar 
quien, en base a las mismas circunstancias, fue imputada y obligada a cum-
plir medidas para evitar la prosecución del procedimiento penal.

El 21 de octubre de 2020, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia recha-
zó una acción de hábeas corpus preventivo promovida a favor de Bañuelos y 
*�Î¼�¼��ñĮ�>�����¯Â¼�×ÜåÁ��µ�Á�±�×¯åÁ�������Î���Ò�Î�µ�Ò��»�¼�ñ�Ò�¯µ�©Ǟ×¯»�Ò�
a la libertad personal que representaban las medidas coercitivas adoptadas 
por la Fiscalía. La Corte entendió que no era procedente el hábeas corpus por-
ÍÜ���Ò×���¼��ÜÒ�¼×�Ò�×�µ�Ò��»�¼�ñ�Òį�ì��ÍÜ���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�¯¼¨ÁÎ»Â�
que no existía una causa penal formada ni orden de detención en contra de 
dichas personas34Į�FÁ�Á�Ò×�¼×�į��¼��Á¼¨�Î�¼�¯�����ÌÎ�¼Ò�į��µ��©�¼×��õÒ��µ�Ǵ¼-
gel Ramírez había anticipado que imputaría a Bañuelos y Fernández por vio-
µ��¯Â¼����µ���Ü�Î�¼×�¼�į�Ì�Î��µÜ�©Á�ÍÜ���Î���±Á��ÎÎ�Ò×Á��Á»¯�¯µ¯�Î¯Á35. Hasta 
el cierre de este informe, la causa no había sido desestimada.

En este sentido, el de los defensores de derechos humanos ha sido uno de los 
grupos sociales más atacados, exponiéndolos como defensores del EPP. Se in-
tenta lograr de esta manera legitimar cualquier abuso por parte de los órganos 
�Ò×�×�µ�Òį��¼��ÒÌ��¯�µ����µ�Ò�¨Ü�Îñ�Ò����Ò�©ÜÎ¯����ì���µ�Ò¯Ò×�»�����±ÜÒ×¯�¯�Į�

caso colonia yvypé, sexta línea, distrito de 
lima, departamento de san pedro

Ceferino Peralta (59 años) y Aida González (41 años), agricultores, poblado-
res de la colonia Yvypé, Sexta Línea, distrito de Lima, departamento de San 
Pedro, dirigentes de la comisión vecinal que reclama la antigua colonia cam-
pesina, fueron detenidos e imputados por delitos de desacato e invasión de 
¯¼»Ü��µ��ì���×�¼¯�ÁÒ�ÌÁÎ�ÁÎ��¼�õÒ��µĮ��Ò×Üå¯�ÎÁ¼�ÌÎ¯å��ÁÒ����ÒÜ� µ¯��Î×���
por catorce días y en la actualidad se encuentran procesados36. 

34 Acuerdo y Sentencia N.º 1006 del 21 de octubre de 2020 en el Expediente N.º 111/2020. +£EHDV�FRUSXV preventivo 
presentado por Óscar Ayala Amarilla a favor de la Dra. Diana Bañuelos y el Sr. Miguel Ángel Fernández, ante la Sala 
Penal de la Corte Suprema de Justicia.

35 “Solicitarán prisión domiciliaria para manifestantes del Panteón de los Héroes” [archivo de video], 15 de septiembre de 
2020, https://www.youtube.com/watch?v=Tqbx6Fdfu18. 

36 Causa N.º 1146/2020 “Ceferino Peralta López, Aida González Peralta s/ Desacato en Sexta Línea, Yvypé - Lima”. Causa 
N.º 1120 “Ceferino Peralta López, Aida González Peralta s/ invasión de inmueble ajeno en Lima”. Causa N.º 1102 “Aida 
González Peralta, Ceferino Peralta López s/ Desacato en Sexta Línea Yvypé - Lima”.
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�¼��µ��ÀÁ�ăāĂĈį�Ü¼�©ÎÜÌÁ������»Ì�Ò¯¼ÁÒ�ì���»Ì�Ò¯¼�Ò�Ò¯¼�×¯�ÎÎ�į��¼�ÒÜ�±ÜÒ-
ta reivindicación del derecho constitucional, han ocupado lotes de la Sexta 
>Ǟ¼������µ���¼×¯©Ü���ÁµÁ¼¯��våìÌ�Į��Ò×Á�����Î¯å��Á��¼�Ü¼��Á¼øµ¯�×Á��¼×Î���µ�
empresariado agrícola y los campesinos y campesinas, que ya lleva varios 
�ÀÁÒ�ì���ÌÎÁ�Ü�¯�Á�Ü¼��Ò�Î¯�����±Ü�¯�¯�µ¯ñ��¯Á¼�ÒĮ�\���Á¼Ò×¯×ÜìÂ�Ü¼���Á»¯-
sión vecinal sin tierra de la localidad Yvypé, Sexta Línea, distrito de Lima, 
departamento de San Pedro, reconocida por el Instituto de Desarrollo Rural 
y de la Tierra (Indert).

�µ�2¼��Î×�����±Ü�¯���Á��¼���×Î¯»�¼×Á������»Ì�Ò¯¼ÁÒ�ì���»Ì�Ò¯¼�Òį�ÒÜ±�×ÁÒ�
��� µ�� Î�¨ÁÎ»���©Î�Î¯�į����»�¼�Î�� ¯ÎÎ�©Üµ�Îį� ��Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��¼Á� Î�Ý¼�¼� µÁÒ�
requisitos del Estatuto Agrario, por Resolución Indert R. P. N.º 1389/2018.

>��±Ü�¯�¯�µ¯ñ��¯Â¼���µ��ÍÜ���ÌÜ�Ò×�¼�µÁÒ�ÜÒÜÎÌ��ÁÎ�Ò�����ÍÜ��±Ü���Ò�ì�±Ü�ñ�Ò�
�¯�×�¼�Î�ÒÁµÜ�¯Á¼�Ò�±Ü�¯�¯�µ�Ò�ÍÜ��Á�µ¯©Ü�¼���µ�Ò�ì�µÁÒ�Á�ÜÌ�¼×�Ò������¼�Á¼�Î�
µÁÒ�ÌÎ��¯ÁÒį���Ò¼�×ÜÎ�µ¯ñ�¼�Á�±Ü¯�¯ÁÒ�ÌÁÒ�ÒÁÎ¯ÁÒ�ì�©�Î�¼×Ǟ�Ò��Á¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�-
µ�Òį��Á»Á�µÁÒ�¯¼×�Î�¯�×ÁÒ�Á��µ��»Ì�ÎÁį�Ò¯�¼�Á�Ü×¯µ¯ñ��ÁÒ��Á¼��µ�Ò¯»Ìµ��Á�±�×Á�
de criminalizar a los dirigentes campesinos. 

�¼�ÒǞ¼×�Ò¯Òį��µ��»ÌÎ�Ò�Î¯��Á���µ��©ÎÁ��ÌÎÁå����ÒÜ� ¯¼øµÜ�¼�¯��ì�ÒÜ���Ì��¯-
�������×�¼�Î�Ò�Îå¯�¯ÁÒ�±ÜÎǞ�¯�ÁÒ�Ì�Î��Ì�ÎÒ�©Ü¯Î�»��¯�¼×���×�±ÁÒ�ÌÎÁ��Ò�µ�Ò���
los dirigentes campesinos, quienes muchas veces no tienen la posibilidad de 
�Á¼×�Î��Á¼��Ò¯Ò×�¼�¯��±ÜÎǞ�¯����Á¼Ò×�¼×��Á������µ¯���į���»�Ò����µ���¯ÒÌµ¯��¼�¯��
×�¼×Á���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á��Á»Á���µ�VÁ��Î�4Ü�¯�¯�µĮ

�Á»Á�ÒÜÒ×¯×Ü�¯Â¼���µ��ÌÎ¯Ò¯Â¼į��µ�±Ü�ñ����+�Î�¼×Ǟ���¼�µÁ�V�¼�µ����\�¼×��XÁÒ��
del Aguaray ordena el arresto domiciliario, y los mismos no pueden salir de 
sus domicilios que es, irónicamente, el lugar donde supuestamente ocupan 
“ilegalmente”.

�µ��Á¼øµ¯�×Á��¼�µ���ÁµÁ¼¯��våìÌ���Ò�Ü¼���ÒÁ�×ǞÌ¯�Á�������Ì�Î�»¯�¼×Á����×¯�ÎÎ�Ò�
��Ò×¯¼���Ò���µ��Î�¨ÁÎ»���©Î�Î¯��ÍÜ��¨Ü�ÎÁ¼���±Ü�¯����Ò����»�¼�Î��¯µ�©�µ���
�»ÌÎ�Ò�Ò�ÌÎÁ�Ü�×ÁÎ�Ò����ÒÁ±��×Î�¼Ò©�¼¯���ÍÜ��¼Á�ÒÁ¼���¼�õ�¯�Î¯�Ò���µ��Ò-
tatuto Agrario, además de que la producción de monocultivos transgénicos 
¼Á��Ò×��Ì�Î»¯×¯����¼�µ�Ò��ÁµÁ¼¯�Ò���»Ì�Ò¯¼�ÒĮ�\��¯¼Ò�Î¯����¼�Ü¼��Á¼øµ¯�×Á����
×¯�ÎÎ�Ò�ÌÎÁåÁ���Á�ÌÁÎ� µ����±Ü�¯���¯Â¼�¯ÎÎ�©Üµ�Îį���Ì�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ��¼Á�Î�Ý¼�¼�
los requisitos del Estatuto Agrario, de lotes de tierra agrícola en la colonia 
våìÌ�į��¼���×Î¯»�¼×Á����µÁÒ�ÒÜ±�×ÁÒ����µ��Î�¨ÁÎ»���©Î�Î¯�37 38.

�¼��Ò×����ÒÁį�µ���Ò×Î�×�©¯�����±Ü�¯�¯�µ¯ñ��¯Â¼����µÁÒ�ÜÒÜÎÌ��ÁÎ�Ò����µ�Ò�×¯�-
ÎÎ�Ò��ÌÜ�Ò×����Á�×�¼�Î�Î�ÒÁµÜ�¯Á¼�Ò�±Ü�¯�¯�µ�Ò�ÍÜ��Á�µ¯©Ü�¼���µ�Ò�ì�µÁÒ�Á�Ü-

37 Resolución Indert R. P. N.º 1389/2018.

38� 6REUH�FRQȠOLFWRV�GH�WLHUUDV�HQ�3DUDJXD\�H[LVWHQ�PXFKRV�HVWXGLRV�FRPR��SRU�HMHPSOR��HO�,QIRUPH�&KRNRNXH�������������
Plan sistemático de ejecuciones en la lucha por el territorio campesino, disponible en http://codehupy.org.py/wp-
content/uploads/2013/03/INFORME-CHOKOKUE-1989-2013.pdf.
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pantes a abandonar los predios, a veces por intermedio de medidas caute-
lares o interdictos, para criminalizar a la dirigencia de la organización con 
posteriores imputaciones por desacato. Por otro lado, el Indert rechaza en 
sede administrativa cada uno de los pedidos realizados por la organización 
campesina.

caso raúl marín

X�Ýµ�E�ÎǞ¼į��Á¼Á�¯�Á���Á©��Á���¨�¼ÒÁÎ����µÁÒ���Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒį�ÍÜ¯�¼��¼-
×�Î¯ÁÎ»�¼×��Á�ÜÌÂ��µ���Î©Á������¨�¼ÒÁÎ���µ�VÜ��µÁ���±Ü¼×Áį������ÀÁÒ�å¯�¼��
ÒÜ¨Î¯�¼�Á�µ��Ì�ÎÒ��Ü�¯Â¼���µ�Ò¯Ò×�»��±Ü�¯�¯�µį�ÌÁÎ��µ�ÒÁµÁ���Á�����±�Î��Î�µ��
representación de los pobladores sin vivienda (sin techo) de Asunción y la 
Gran Asunción.

No han sido pocas las causas penales que se le han abierto al abogado, por 
×Î���±�Î��Á¼�Ü¼Á����µÁÒ�Ò��×ÁÎ�Ò��¼�»�ìÁÎ�Ò¯×Ü��¯Â¼����åÜµ¼�Î��¯µ¯�������µ��
población paraguaya. En enero de 2016 fue detenido por supuestamente ser 
autor del delito de invasión de inmueble39.

0��×ÁÎ�X�Ýµ�E�ÎǞ¼��Ò×ÜåÁ�ÌÎ¯å��Á����ÒÜ�µ¯��Î×���Ü¼��ÀÁ�ì�»��¯Áį�ì�ÒÁ»�×¯�Á�
a un proceso penal por cuatro años y medio, para posteriormente ser sobre-
Ò�Ǟ�ÁĮ�\¯¼��»��Î©Áį��ÜÎ�¼×��×Á�Á��Ò×��×¯�»ÌÁ��µ�Ò¯Ò×�»�����±ÜÒ×¯�¯��Ì�Î�©Ü�-
ìÁ�¯¼×�¼×Â��å¯×�Î�ÍÜ���µ���Á©��Á��±�Îñ��ÒÜ�×Î���±Á������¨�¼ÒÁÎ������Î��ÁÒ�
Ü»�¼ÁÒį�ÌÁÎ�Ü¼�ÌÎÁ��Ò�»¯�¼×Á�¯¼±ÜÒ×Áį�ì�µ¯»¯×�Î�ÒÜÒ�¨Ü�¼×�Ò����¯¼©Î�ÒÁ��µ�
¼Á�ÌÁ��Î��±�Î��Î�µ��ÌÎÁ¨�Ò¯Â¼��Á¼�ÒÜõ�¯�¼×��µ¯��Î×��Į�

Efectivamente, el 18 de agosto de 2020, se declaró operada la prescripción, 
�ë×¯¼©Ü¯��� µ�����¯Â¼į�ì�0��×ÁÎ�X�Ýµ�E�ÎǞ¼� ¨Ü��ÒÁ�Î�Ò�Ǟ�Áį�ą��ÀÁÒ�ì�»��¯Á�
después de ser detenido, en un proceso largo y tedioso. La resolución ha sido 
�Ì�µ����ì�Ò���¼�Ü�¼×Î���Ý¼�Ò¯¼�Î�ÒÁµå�ÎĮ

K×ÎÁ�õÒ��µį��¼��Ò×����ÒÁ����Ü¼��f¼¯�����ÒÌ��¯�µ¯ñ�����¼���µ¯×ÁÒ�ž»�¯�¼×�-
les, lo cita para indagatoria, por supuestamente haber ordenado el derribo 
de árboles en un terreno en disputa, sin que en la Carpeta de Investigación 
Fiscal exista un solo testimonio directo, mucho menos otros elementos pro-
batorios que sostengan el procesamiento del abogado40.

����Ò×��̈ ÁÎ»�į�Ò¯©Ü�¼��Ü»�¼×�¼�Á���ÜÒ�Ò��Á¼×Î��0��×ÁÎ�X�Ýµ�E�ÎǞ¼į��¼�Ü¼��
clara persecución del sistema penal por su labor en defensa de los intereses 
de los sin techos.

39 “Héctor Raúl Marín y Vicente Ireneo Fleitas Vera s/ invasión de inmueble ajeno”, Juzgado de Garantías N.º 1 de la ciudad 
de San Lorenzo.

40 “Héctor Raúl Marín y otros s/ Transgresión a la Ley N.º 716/96”, Unidad Especializada en Delitos Ambientales.
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caso bernarda pesoa

La lideresa Bernarda Pesoa, de la comunidad Santa Rosa, del pueblo toba 
qom, denunció la agresión recibida el 27 de octubre de 2020, tras intentar 
hacer respetar la decisión de la comunidad de frenar la plantación de euca-
liptos que se viene realizando a instancia de la Fundación Paraguaya41.

>��Î�Ǟñ���µ��Á¼øµ¯�×Áį�ÍÜ��×�Î»¯¼Â��Á¼��µ�µ�»�¼×��µ����Á�����©Î�Ò¯Â¼��Á¼×Î��
��Î¼�Î���V�ÒÁ�į��Ò�µ���±��Ü�¯Â¼����Ü¼�ÌÎÁì��×Á����»Á¼Á�Üµ×¯åÁ�����Ü��µ¯Ì×ÁÒ�
�¼�×¯�ÎÎ�Ò���µ�ÌÜ��µÁ�×Á���ÍÁ»į�ÍÜ¯�¼�×¯�¼��ăĮĂĂĈ���×�Î��Ò����µ�Ò�ÍÜ�į�Ò�©Ý¼�
el proyecto impulsado por la Fundación Paraguaya, 20 hectáreas quieren ser 
destinadas para el monocultivo. Sobre este proyecto, no todas las comunida-
des están de acuerdo, y tampoco se ha hecho debidamente la consulta previa, 
a los efectos de respetar voluntades de todas las comunidades42. 

Además de sobrepasar los derechos de la autonomía que tienen las comuni-
����Ò�¯¼�Ǟ©�¼�Ò�ÒÁ�Î��ÒÜÒ�×¯�ÎÎ�Òį�Ò��Î�øµ�±�� µ��¨�µ×����� µ�©¯Òµ��¯Â¼�ÒÜõ�¯�¼×��
para el monitoreo y la participación ciudadana en materia de agronegocio y 
sus implicancias a posibles vulneraciones de garantías a vivir en un ambiente 
saludable. Seguidamente, ya con el efecto de las irrupciones del agronegocio, 
es ineludible el urgimiento de poder garantizar las tareas desarrolladas por de-
fensoras y defensores de derechos humanos y ambientales no solamente por 
el reconocimiento de ello, sino por la situación de riesgo que, como en el caso 
Ò���ëÌÁ¼�į�Ò���¼�Ü�¼×Î�¼�µ�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò��¼��µ��±�Î�¯�¯Á����µ����¨�¼Ò�������Î��ÁÒ�
humanos. Los órganos del Estado no han tomado las medidas necesarias para 
garantizar las consultas previas, libres e informadas, en cumplimiento de sus 
obligaciones legales asumidas internacionalmente43.

COnClUsiOnEs

A veinticinco años del primer informe sobre la situación de los derechos hu-
manos, hasta el día de hoy no se han visto avances sustanciales en la pro-
tección de defensores y defensoras de derechos humanos en el Paraguay. Al 
contrario, las prácticas de estigmatización, de hostigamiento y de crimina-
lización se han ido consolidando, en una sociedad que aumenta de manera 
ostensible discursos de odio y de intolerancia que son incentivados por algu-
nos actores del Estado. 

41� ǘ$TX¯�HVW£�HO�UHȠOHMR�GH�OD�YLROHQFLD�GHO�DJURQHJRFLRǠǙ��>)DFHERRN@��&RQDPXUL�3DUDJXD\�>#FRQDPXULSDUDJXD\@�����GH�
octubre de 2020, https://www.facebook.com/conamuri.paraguay/posts/3650481911654934.

42 Causa N.º 2338/2020 “Innominado s/ infracción a la Ley N.º 716/96 - Delitos Ambientales”, ante la Unidad Penal 
Especializada en la lucha contra el abigeato de la ciudad de Villa Hayes.

43� 3DUDJXD\�KD�UDWLȑFDGR�HO�&RQYHQLR�����GH�OD�2,7�SRU�/H\�1�|����������
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Dentro del Congreso Nacional se ha notado un aumento de parte de algu-
nos sectores conservadores en las campañas de desprestigio contra quienes 
×Î���±�¼��¼��µ��»�¯×Á����µÁÒ���Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒį�Ò¯�¼�Á��Ò×ÁÒ�©�¼�Î�µ»�¼×��
representantes directos de grupos económicos de gran poder, como los gre-
mios de los ganaderos (Asociación Rural del Paraguay - ARP) o de empresa-
rios del agro (Unión de Gremios de la Producción - UGP). 

La pandemia de la covid-19 ha sido utilizada para tratar de limitar y persua-
dir el derecho a la libre manifestación y a la protesta, por medio de persecu-
ciones penales y fuertes campañas de desprestigio desde los medios masivos 
de comunicación y las redes sociales. 

El Estado paraguayo sigue negando las garantías con que deben contar to-
das las personas defensoras de derechos humanos.

rECOMEnDaCiOnEs

�µ��Ò×��Á�Ì�Î�©Ü�ìÁį��¼�ÒÜ��Á¼±Ü¼×Áį�����ĭ

 Ǻ Î��Á¼Á��Î�ÌÝ�µ¯��»�¼×���µ�ÎÁµ������¨�¼ÒÁÎ�Ò�ì���¨�¼ÒÁÎ�Ò������Î��ÁÒ�Ü-
manos.

 Ǻ avanzar en la concreción de un sistema nacional de protección de defen-
soras y defensores de derechos humanos.

 Ǻ implementar políticas de educación para la concientización social e ins-
×¯×Ü�¯Á¼�µ��Ò×�×�µ��Á¼�Î�µ��¯Â¼��µ��¼×�¼�¯»¯�¼×Á���µ��ÌÁÎ×��ÍÜ��Ò¯©¼¯õ��¼�
las tareas de los defensores y las defensoras de derechos humanos.

 Ǻ garantizar y proteger la vida y la integridad física de defensores y defen-
soras de los derechos humanos.

 Ǻ dar cumplimiento a las recomendaciones de los organismos multilatera-
les de defensa y reconocimiento de los derechos humanos.

 Ǻ erradicar el uso indebido del sistema penal y la criminalización hacia de-
fensores y defensoras de derechos humanos.

 Ǻ ©�Î�¼×¯ñ�Î��µ�µ¯�Î���±�Î�¯�¯Á����µ��ÌÎÁ¨�Ò¯Â¼����µÁÒ���Á©��ÁÒ�ì�µ�Ò���Á©���Ò�
quienes llevan la defensa de defensores y defensoras de derechos huma-
nos y/o que desarrollan su labor al servicio de conquistas de derechos fun-
damentales.
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 Ǻ erradicar las prácticas desde el Estado de estigmatización y criminaliza-
ción de defensores y defensoras de derechos humanos.

 Ǻ Î�×¯õ��Î��µ�ž�Ü�Î�Á�X�©¯Á¼�µ�ÒÁ�Î���µ�ž���ÒÁ���µ��2¼¨ÁÎ»��¯Â¼į�µ��V�Î×¯�¯-
Ì��¯Â¼�VÝ�µ¯���ì��µ�ž���ÒÁ���µ��4ÜÒ×¯�¯���¼�žÒÜ¼×ÁÒ�ž»�¯�¼×�µ�Ò��¼�ž»�Î¯���
>�×¯¼��ì��µ���Î¯���Ņ�ž�Ü�Î�Á�����Ò��ñÝĮ



Tema
DeL año





tema del año

Una CriSiS ConTeniDa 
en mUChaS oTraS qUe 
La panDemia DeSveLa 

Con niTiDez

�½�ǿǽ����Ë�æê�Ú�ɇ�ǽɌȀǼȀ�ÞËÄ�½�Þ�Ãê�Úæ�Þ��æÚ¬�ê¬��Þ���½���Ëõ¬�ɬǽȅ�üɇ��Ä�êÄ�
hecho sin precedentes, los cuerpos de las personas fallecidas fueron in-
©êÃ��ËÞ� Þ¬Ä� Þ�Ú�õ¬ÞæËÞ� Ä¬� õ�½��ËÞ� ×ËÚ� ÞêÞ� £�Ã¬½¬�Ú�ÞɌ�C¬�ÄæÚ�Þɇ� ȂǿɌǼǼǼ�
personas eran ya las alcanzadas por el nuevo coronavirus1. Pero el im-
pacto de la pandemia no se reduciría al campo de la salud pública, sino 
que se extendería –por efecto de las medidas adoptadas para contener 
su propagación– a los más diversos ámbitos de la economía y la sociedad 

y, desde luego, de los derechos humanos. 

paLabraS CLaveS: derecho a un ambiente saludable, derecho a la sa-
lud, covid-19, políticas públicas, Estado.

óscar ayala amarilla
secretario eJecutivo

codehupy

1 MSPyBS, &RURQDYLUXV���&29,'����HQ�3DUDJXD\, https://www.mspbs.gov.py/dependencias/portal/adjunto/b12768-
COVID19Prensa.pdf.
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la Crisis aMbiEntal COMO 
PErManEntE tElÓn DE fOnDO

La crisis desatada por la pandemia parece estar contenida en otra crisis, 
Ì�ÎÁ��¼×�� µ���Ü�µ�¼Á�Ò����×Ý����� µ��»¯Ò»��Î�Ì¯���»�¼�Î��ÍÜ���Á¼��µ��ÁÎÁ-
navirus. La crisis ambiental, de lento, pero de continuo desarrollo, ahí está, 
ensanchando su amenaza y afectando la vida de diversos modos, al punto de 
extinguirla, incluso. La propia Organización Mundial de la Salud (OMS), a 
nivel planetario, ha advertido reiteradamente que la contaminación del aire 
–una de las manifestaciones más comunes de la crisis ambiental que vive el 
planeta– es un factor de riesgo crítico para las enfermedades no transmisi-
bles (ENT), ya que se estima que causa una cuarta parte (24%) de todas las 
muertes de personas adultas por cardiopatías, el 25% de las muertes por acci-
dentes cerebrovasculares, el 43% de las muertes por neumopatía obstructiva 
crónica y el 29% de las muertes por cáncer de pulmón2.

En Paraguay, de igual modo, las evidencias de que se está ante una crisis 
climática, con su consecuente impacto en la biodiversidad, la fauna y la salud 
de las personas, son cada vez más inocultables3. Las cíclicas inundaciones y 
sequías, así como la regular manifestación de epidemias como el dengue, 
ÒÁ¼�¯¼�¯���ÁÎ�Ò�ÍÜ��×�¼��ÎǞ�¼����Á¼õÎ»�Î�µ��Î�µ��¯Â¼��ë¯Ò×�¼×���¼×Î���Ò×�Ò�
dos crisis que enfrenta el mundo entero, y que de diversos modos ponen en 
riesgo la salud y la vida de las personas4. 

Al respecto, el sociólogo portugués Boaventura de Sousa Santos señala que 

[una de] las características esenciales de este modelo es la explotación ilimi-
tada de los recursos naturales. Esta explotación está violando fatalmente el 
lugar de la humanidad en el planeta Tierra. Esta violación se traduce en la 
muerte innecesaria de muchos seres vivos en la Madre Tierra, nuestro hogar 
�Á»Ý¼į�×�µ��Á»Á�µÁ���õ�¼��¼�µÁÒ�ÌÜ��µÁÒ�¯¼�Ǟ©�¼�Ò�ì���»Ì�Ò¯¼ÁÒ����×Á�Á��µ�
mundo, hoy apoyados por los movimientos ecologistas y la teología ecológica. 
Esta violación no quedará impune. Las pandemias, como las manifestaciones 
de la crisis ecológica, son el castigo que sufrimos por tal violación. No se trata 
de una venganza de la naturaleza. Es pura defensa propia. El planeta debe 
defenderse para garantizar su vida5.

2 “Nueve de cada diez personas de todo el mundo respiran aire contaminado”, Organización Mundial de la Salud, 2 de 
mayo de 2018, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.who.int/es/news/item/02-05-2018-9-out-of-10-people-
worldwide-breathe-polluted-air-but-more-countries-are-taking-action.

3 “Hoy somos víctimas de las llamas que ayer el Estado pretendía no ver”, &RGHKXS\, 2 de octubre de 2020, acceso el 5 de 
noviembre de 2020, http://codehupy.org.py/hoy-somos-victimas-de-las-llamas-que-ayer-el-estado-pretendia-no-ver/. 

4 Helen Peña, “Análisis y resumen de los resultados de la encuesta realizada en el año 2017 y con tópicos para publicación 
en las redes sociales”, 0DGHV, 2019, acceso el 5 de noviembre de 2020, http://www.mades.gov.py/wp-content/
uploads/2019/01/An%C3%A1lisis-y-resumen-de-la-Encuesta-Ambiental-2017-2018.pdf. 

�� ǘ>$GHODQWR�HGLWRULDO@��Ǖ/D�FUXHO�SHGDJRJ¯D�GHO�YLUXVʜ��GH�%RDYHQWXUD�GH�6RXVD�6DQWRVǙ��/D�0DUHD, 29 de mayo de 2020, 
acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.lamarea.com/2020/05/29/adelanto-editorial-la-cruel-pedagogia-del-
virus-de-boaventura-de-sousa-santos/. 
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COnDiCiOnantEs E inCaPaCiDaD 
EstrUCtUral Y DEnEgaCiÓn DE DErECHOs

Dadas las condicionantes económicas predominantes en el país –derivadas 
de un modelo económico extractivista que en su desarrollo ha generado fe-
nómenos ampliamente denunciados, como el acaparamiento de tierras, la 
deforestación indiscriminada y la degradación ambiental–, el Estado carece 
de una institucionalidad que sea capaz de imponer su imperio y hacer respe-
tar sus propias leyes ante la voracidad capitalista, que solamente encuentra 
resistencia a su expansión en las poblaciones locales campesinas e indíge-
nas, que luchan por sobrevivir sin ser expulsadas de sus hábitats.

A lo largo de muchos años, la experiencia de exigibilidad de derechos y de 
desarrollo institucional para los derechos humanos demuestra que una eco-
nomía basada en los agronegocios es contraria a los derechos económicos y 
sociales. Esta condiciona y moldea el desarrollo institucional del Estado, ha-
ciéndolo operar a expensas de los derechos humanos, para transformarlo en 
Ü¼��Ì�Î�×Á�¨Î�©¯µ�ì���Ò�¯�Ü±��Áį�¯¼��Ì�ñ����©�Î�¼×¯ñ�Î�ì�Ò�×¯Ò¨���Î���Î��ÁÒį�
como resultado del proceso de cooptación empresarial que no admite, por 
�±�»ÌµÁį�µ��±ÜÒ×¯�¯��×Î¯�Ü×�Î¯��¼¯�µ��å¯©�¼�¯�����µ��µ�ì�»¯Ò»�į��ÒÌ��¯�µ»�¼×��
cuando esta supone el menoscabo en sus ganancias.

�¼��Ò×�Ò��Á¼�¯�¯Á¼�Òį�µ��Ò�µÜ��ÌÝ�µ¯���ì�µ��ÌÎÁ×���¯Â¼�ÒÁ�¯�µ����µ��ÌÁ�µ��¯Â¼�
Ò������×�¼��¼��µ�V�Î�©Ü�ìĮ�ž»�ÁÒ�×ÂÌ¯�ÁÒ��Ò�¼�¯�µ�Ò����×Á���ÌÁµǞ×¯���ÌÝ�µ¯���
quedaron, desde el inicio de la pandemia, comprometidos y al albur de un 
Gobierno que, en líneas generales, demostró permanentemente debilidad y 
escaso talento para tomar decisiones en una coyuntura cuya transcendencia 
histórica requería audacia, más allá de los parámetros ideológicos refren-
���ÁÒ�ÌÁÎ��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�ì��Ü�¼��Ì�Î×����µ��Á¼©Î�ÒÁį�Ì�Î���¼¨Î�¼×�Î��µ�
embate.

El Gobierno dispuso medidas de respuesta para la contención del coronavi-
rus, que en todo momento fueron seguidas con mucha expectación a lo largo 
de todo el país, pese a cualquier discrepancia.

La estrategia principal fue demorar la propagación del virus, exigiendo a la 
población el distanciamiento físico y el aislamiento social que, así como las 
demás medidas adoptadas, requerían de cierta disciplina social, algo difí-
cil de lograr en una sociedad educada en el individualismo, donde buena 
parte de la misma –al carecer, a su vez, de programas amplios y efectivos 
���ÌÎÁ×���¯Â¼�ÒÁ�¯�µ�ÍÜ��µ��ÌÎÁ×�±�¼����µ�Ò�Ò¯×Ü��¯Á¼�Ò����ÌÁ�Î�ñ��ì�ÌÁ�Î�-
za extrema en las cuales vive– es obligada a arreglarse en las calles para 
sobrevivir.
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Por otra parte, la estrategia para suplir la inveterada falta de inversión en 
infraestructura, equipamiento y capacitación del personal de blanco fue el 
�¼��Ü��»¯�¼×Á��ë×�Î¼Áį��Á»Á�µ��Ý¼¯���¨ÂÎ»Üµ��Ì�Î��õ¼�¼�¯�Î�µ�Ò���ÍÜ¯Ò¯-
ciones y acciones de requerimiento inmediato, situación que previsiblemen-
te también iba a tropezar con uno de los grandes problemas de la transición 
paraguaya: la corrupción.

la DUaliDaD En la POlÍtiCa MarCa Una rEaliDaD 
PErManEntE qUE sE sEPara DE las fOrMas

En este contexto, también se abre un debate sobre la posibilidad de reali-
zar negociaciones directas con uno de los principales países proveedores 
���¯¼ÒÜ»ÁÒ�»��¯�ÁÒ��¼��µ�»Ü¼�Áį� µ��X�ÌÝ�µ¯���VÁÌÜµ�Î��¯¼�į�Ì�ǞÒ��Á¼��µ�
cual Paraguay no tiene relaciones diplomáticas, pero sí crecientes relaciones 
�Á»�Î�¯�µ�ÒĮ��µ�VÁ��Î��±��Ü×¯åÁ�ì��µ�Áõ�¯�µ¯Ò»Á��¼��µ��Á¼©Î�ÒÁ�ńÍÜ���¯Ò¯»Ü-
lan su posición contraria a la relación con China basados en una anacrónica 
agenda política que data de la Guerra Fría– se negaron a cualquier acerca-
miento.

Al poco tiempo, sin embargo, se hizo evidente que el problema no era ne-
gociar la compra de insumos médicos con China, sino hacerlo de Estado a 
Estado. Y, mientras altas autoridades del Gobierno simulaban una posición 
diplomática de rechazo hacia China, las amistades del poder dentro del em-
ÌÎ�Ò�Î¯��Á��Î�¼�ÌÎÁå�Ǟ��Ò����¯¼©�¼×�Ò�Î��ÜÎÒÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ��¼��µ�»�Î�Á����µ¯�¯-
×��¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�Ì�Î��ÍÜ����ÍÜ¯�Î�¼�µÁÒ�¯¼ÒÜ»ÁÒ�ì��ÍÜ¯ÌÁÒ�»��¯�ÁÒĮĮĮ�Ķ���
dónde? De China. 

Situación compatible con una farsa, sin dudas, que resultó desvelada por la 
�ÁÎÎÜÌ�¯Â¼�Ò¯Ò×�»¯����ë¯Ò×�¼×���¼�µ�Ò��Á¼×Î�×��¯Á¼�Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ì����µ���Ü�µ�ń
¯Ò×ÂÎ¯��»�¼×�ń�¯»ÌÁÎ×�¼×�Ò�Ò��×ÁÎ�Ò��Á¼�åǞ¼�ÜµÁÒ��¼��µ�Áõ�¯�µ¯Ò»Á�ÌÁµǞ×¯-
co son sus tributarios. Se trata de una demostración más de la permanente 
dualidad que vive la política en el Paraguay, que por décadas ha soportado 
apariencias de lo que no es, sin asumir aquello que materialmente es consta-
table con un simple análisis.

Por supuesto, esto no es nuevo. En la historia reciente, a lo largo de la dic-
tadura existió un régimen con fachada de legalidad, donde había un Con-
greso que funcionaba y elecciones regularmente llevadas a cabo, mientras 
se torturaba y proscribían libertades fundamentales de la ciudadanía. Si-
»�×Î¯��»�¼×�į�Áì��Ǟ��×�»�¯�¼�ÌÁ�ÎǞ���õÎ»�ÎÒ��µ���ë¯Ò×�¼�¯�����Ü¼��Ò×��Á�
democrático y social de derecho en las formas, pero que –en sus modos de 
��×Ü�Îń��¼�å�ñ����×�¼�Î��¼��µ���¼×ÎÁ����ÒÜÒ�ÌÎ�Á�ÜÌ��¯Á¼�Ò�ì�©�Ò×¯Â¼�ÌÝ�µ¯���
a las personas, lo que hace es favorecer el enriquecimiento de una élite en el 
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poder, ya sea mediante la corrupción, el comercio ilícito o el fomento de un 
modelo económico excluyente y depredador del medio ambiente.

inCaPaCiDaD EstrUCtUral Y 
DErECHOs En la inCErtiDUMbrE

En este marco, y ya durante los primeros meses de la pandemia, tal como 
µ���Á��ÜÌì� µÁ� ��å¯Î×¯Â� �¼�Ü¼�ÌÎÁ¼Ü¼�¯�»¯�¼×Á�ÌÝ�µ¯�Á���� �Á»¯�¼ñÁÒ����
marzo, el Paraguay entero empezaba a palpar la incapacidad estructural del 
Estado para enfrentar la contingencia sanitaria, social y económica derivada 
del avance de la pandemia.

En la oportunidad, la Codehupy, al caracterizar la incapacidad estructural 
del Estado, sostenía que la misma no solamente comprometía la realización 
del derecho a la salud, sino el derecho a una vida digna de toda la población, 
×�µ��Á»Á�Ò��ÌÁ�Ǟ��Á�Ò�Îå�Î��¼��µ���õ�¯×�Î¯Á�Ò�Îå¯�¯Á����µ��Ò�¼¯����ÌÝ�µ¯���ì��¼�
µ����Î�¼�¯�����Ü¼�Ò¯Ò×�»�����ÌÎÁ×���¯Â¼�ÒÁ�¯�µ��õ��ñį���Ì��¯����Ò�¯¼�¯ÒÌ�¼-
sables para mermar el impacto de la epidemia que se pretendía contener6.

rEsPUEsta sOCial En Un HOrizOntE  
sin PrOtECCiÓn Estatal a la vista

�Ò×��Ò¯×Ü��¯Â¼�¯ñÁ�ÍÜ�����µ�Î���»�¼×���µ�Ì�¯Ò�±���¯�Ü±��Á�ÌÁÎ�µ��Ì�¼��»¯��
Ò����µ����Ì�ÎÒÁ¼�Ò��ë�µÜ¯��Ò����ÒÜÒ�ÌÜ�Ò×ÁÒ����×Î���±ÁĮ�>�Ò�ĆĊćĮĂĉĆ�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�
desocupadas y las 111.162 personas inactivas económicamente7 están, hasta 
el presente, en la incertidumbre y sin posibilidades reales de poder reclamar 
µÁ�ÍÜ���¼�±ÜÒ×¯�¯��µ�Ò��ÁÎÎ�ÒÌÁ¼��Į�V�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ�į���µ��ÌÎ�Á�ÜÌ��¯Â¼����µ���Ì¯-
demia, debían sumar la preocupación por la propia alimentación y la de sus 
¯±ÁÒ���¯±�ÒĮ�

La Codehupy vio en todo esto una crisis alimentaria que se iría profundizan-
do, sin que el Estado ofrezca reales condiciones para hacerle frente. Infor-
×Ü¼���»�¼×�į�µÁÒ���Á¼×��¯»¯�¼×ÁÒ�µÁ�¨Ü�ÎÁ¼��Á¼õÎ»�¼�Á��Á¼��µ�Ì�ÒÁ����µ�Ò�
semanas y los meses. Y esta circunstancia fue afrontada con la organización 
y la solidaridad en los barrios y asentamientos menos favorecidos.

La organización social y la solidaridad de la población, en el caso de las 
ollas populares, no solamente contribuyeron a proteger contra el hambre 

6 “Incapacidad estructural de garantizar una vida digna y necesidad urgente de una justicia tributaria”, &RGHKXS\, 30 de 
marzo de 2020, acceso el 6 de noviembre de 2020, http://codehupy.org.py/incapacidad-estructural-de-garantizar-una-
vida-digna-y-necesidad-urgente-de-una-justicia-tributaria/. 

7 Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, Dirección de Observatorio Laboral, 3ULQFLSDOHV�LQGLFDGRUHV�GH�HPSOHR�GH�
OD�(QFXHVWD�3HUPDQHQWH�GH�+RJDUHV�&RQWLQXD��(3+&���3HULRGR�DQDOL]DGR��,,,�7ULPHVWUH�GH�����, acceso el 4 de noviembre de 
������KWWSV���ZZZ�PWHVV�JRY�S\�DSSOLFDWLRQ�ȑOHV����������������,QWHUSUHWDFLRQHV(3+&�HU7ULPHVWUH�SGI��
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��Ü¼�¼Ý»�ÎÁ�¯»ÌÁÎ×�¼×�����Ì�ÎÒÁ¼�Ò��¼�Ò¯×Ü��¯Â¼������Ò�Ü�¯Á��� µÁ� µ�Î©Á�
de prácticamente todo el país, sino también obligaron al Estado a legislar 
en la materia, para que esta iniciativa, genuinamente social y ciudadana, 
adquiera mayor envergadura y se transforme en una de las respuestas más 
�õ�¯�¼×�Òį��¼��Î����ÌÁÎ�µ�Ò�»�¼ÁÒ�¨Î�×�Î¼�Ò����µ��©�¼×���¨��×���į�ÍÜ���ÒǞ�
supo enfrentar y enseñar lo que era correcto y necesario hacer ante la crisis 
alimentaria, en un horizonte con muchas incertidumbres y sin protección 
estatal a la vista8.

la COErCiÓn Y lOs abUsOs DE PODEr, 
rECUrsOs rEPrEsivOs DE Un gObiErnO 
COn lEgitiMiDaD DECrECiEntE

Por otra parte, al repasar lo ocurrido, hay que recordar que la ampliación del 
poder de la Policía durante los meses de “estado de emergencia sanitaria” ha 
sido particularmente reveladora de las formas más degradantes de actua-
�¯Â¼����µ��¨Ü�Îñ��ÌÝ�µ¯��į�ÍÜ��Ì�Îå¯å�¼�ì�Ò���±�Î��¼��Á¼�Î�©Üµ�Î�¯»ÌÜ¼¯����
�¼�ÒÜÒ�õµ�ÒĮ�>ÁÒ��ë��ÒÁÒ��ÜÎ�¼×��µ��å¯©¯µ�¼�¯��ÌÁµ¯�¯�µ��¼�µ���Ü�Î�¼×�¼��¼Á�ÒÁ¼�
hechos meramente anecdóticos: son conductas “abrumadoras y llenas de ar-
bitrariedad”, que perviven desde tiempos de la dictadura, con el agravante 
de que no son investigadas penalmente, tal como lo denunció la Codehupy 
en diversos momentos.

aPrOvECHaMiEntO POlÍtiCO, El rOstrO 
MisErablE DE la POlÍtiCa En PanDEMia

Asimismo, a pesar del delicado escenario presentado en los más diversos 
ámbitos y que evidenciaba las carencias señaladas aquí y muchas otras que 
se fueron contabilizando a lo largo de los siete meses de pandemia, el Poder 
�±��Ü×¯åÁį� �¼�Ü¼�� ��¼ÒÜÎ��µ�� ���¯Â¼į�ÌÎ�×�¼�¯Â�ÌÁµǞ×¯��»�¼×�� �ÌÎÁå���Î-
se de la coyuntura de desmovilización social, producto de las limitaciones 
¯»ÌÜ�Ò×�Ò���µÁÒ���Î��ÁÒ����Î�Ü¼¯Â¼�ì�»�¼¯¨�Ò×��¯Â¼�ÌÝ�µ¯��į�ÌÎ�Ò�¼×�¼�Á�
Ü¼��ÌÎÁÌÜ�Ò×�����Î�¨ÁÎ»����µ��Ò×��ÁĮ�ž�±Üñ©�Î�ÌÁÎ�µ��¨Á×Á�ÒÜÎ©¯�����µ��å�¼×Á�
donde se hizo el anuncio, esta no pasaba de ser, cuando mucho, una reforma 
del poder para el poder, sin contemplar en modo alguno la participación de 
organizaciones sociales, de derechos humanos, ni del campo popular9.

8 Ley N.º 6603, del 14 de septiembre de 2020, “De apoyo y asistencia a las ollas populares...”, %LEOLRWHFD�\�$UFKLYR�&HQWUDO�GHO�
&RQJUHVR�GH�OD�1DFLµQ, acceso el 5 de noviembre de 2020, https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/9365/ley-n-6603-
de-apoyo-y-asistencia-a-las-ollas-populares-organizadas-en-todo-el-territorio-de-la-republica-del-paraguay-durante-
la-pandemia-declarada-por-la-organizacion-mundial-de-la-salud-a-causa-del-covid-19.

9 “¡Cuidado, puede ser una trampa! Una reforma del poder para el poder”, &RGHKXS\, 7 de abril de 2020, acceso el 5 de 
noviembre de 2020, http://codehupy.org.py/cuidado-puede-ser-una-trampa-una-reforma-del-poder-para-el-poder/. 
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La falta de consulta y garantías de participación de las organizaciones de la 
sociedad civil y los movimientos sociales, en líneas generales, es un rasgo 
notorio de la gestión restrictiva del Gobierno ante la pandemia.

Ante esto, la Codehupy señaló la impostergable “necesidad de reducir la des-
igualdad existente” –una “demanda que ha vertebrado las acciones de exigi-
�¯µ¯�������µ�Ò�ÁÎ©�¼¯ñ��¯Á¼�Ò�ÒÁ�¯�µ�Ò�ì������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ��¼�µ�Ò�Ýµ×¯»�Ò�
décadas”– como el principal reclamo que debía ser atendido por el peso mis-
mo de la coyuntura desde el ámbito gubernamental, que debía partir de una 
amplia participación, pero en un contexto de pospandemia. 

�Ü�¼×Á�»�Ò��ÜÎ�Î��µ��Ì�¼��»¯��ì��µ�¯»Ì��×Á�õ¼�µ�ÍÜ���Ò×��×�¼�Î���¼�×Á�ÁÒ�
µÁÒ��»�¯×ÁÒį��Ò×���¼��µ�×�ÎÎ�¼Á����µ��̄ ¼��Î×¯�Ü»�Î���Ý¼Į�\¯¼��»��Î©Áį���Ì�Î×¯Î�
de las medidas dispuestas por el Gobierno para contenerla, hay cada vez más 
certezas sobre las tareas del futuro, en cuanto a su enfoque y el ineludible 
carácter participativo que cualquier iniciativa para reforma del Estado debe 
tener. A la luz de la emergencia sanitaria y las evidencias que la misma nos 
ha deparado, esto adquiere, además, una dimensión histórica que no se debe 
eludir, si realmente se anhela que el Paraguay se transforme en un Estado 
ÒÁ�¯�µ������Î��Á�ì�¼Á��¼�Ü¼��å�ÎÒ¯Â¼���Ò�¯�Ü±������µ�»¯Ò»ÁĮ





anexoS





pronUnCiamienToS 
inSTiTUCionaLeS 

DivULgaDoS por La 
CoDehUpY DUranTe eL 
perioDo DeL inForme

�D�xJ�ǽ

Se Debe aCabar Con paDrinoS poLíTiCoS 
Y empreSariaLeS De LaS maFiaS, para 
enFrenTar La CriSiS peniTenCiaria

La fuga masiva del penal de Pedro Juan Caballero ha demostrado que el Po-
��Î��±��Ü×¯åÁ��Ò�¯¼��Ì�ñ������ÁÌ×�Î��¯ÒÌÁÒ¯�¯Á¼�Ò������Î��Á�¯¼×�Î¼Á��õ��-
ces, así como de organizar adecuadamente el aparato estatal que adminis-
tra, para lograr el regular funcionamiento del sistema penitenciario y dar 
seguridad en las cárceles.

f¼�µ�Î©Á�ÌÎÁ¼×Ü�Î¯Á����»Ü�Î×�Ò���±Á��ÜÒ×Á�¯�į� ¨Ü©�Òį� µ¯��Î��¯Â¼����ÌÎ�ÒÁÒ�
��¯¼±�Î�¼�¯����µ¯�×¯å��ì��Î¯»¯¼�µ��¼�µ��©�Ò×¯Â¼�ÌÝ�µ¯��į�Ü�¯��¼���¼Ü�Ò×ÎÁ�Ì�ǞÒ�
con el triste record de ser uno de los más corruptos del mundo y el de una 
creciente violencia que amenaza severamente a toda la sociedad.

La fuga de 76 personas privadas de libertad, caracterizadas por las autorida-
des policiales y penitenciarias como “peligrosos miembros” de una organi-
ñ��¯Â¼��Î¯»¯¼�µį��Ò�Ü¼��Î�»�×¯�Á��±�»ÌµÁ����µÁ��õÎ»��Áį��ÒǞ��Á»Á����µ���Á-
rrupción y la displicencia criminal de un Estado que parece haber abdicado 
ante el crimen organizado en vastos sectores del quehacer gubernamental.

>��»Ü�Î×�����>¯�¯��E�ñ����»�¼ÁÒ����Ü¼�ÌÎ�å�¼¯�Á���±Á��ÜÒ×Á�¯��ÌÁµ¯�¯�µ��¼�
la Agrupación Especializada, la decapitación de 10 presos en la cárcel de San 
V��ÎÁį��µ�Î�Ò��×�����Ü¼�ÌÎÁ��Ò��Á�ÌÁÎ�×Î�õ�Á�����ÎÁ©�Ò�ì�µ��»Ü�Î×����µ��Á»¯-
sario Félix Ferrari durante la emboscada de un grupo armado en la Costane-
ra Norte, son hechos que en menos de un año demuestran la existencia de un 
Ì�×ÎÂ¼����å¯Áµ�¼�¯��ÒÁÒ×�¼¯�Á�ÍÜ��×¯�¼������Á¼ÒÁµ¯��ÎÒ�į�ì��Ò���ÌÁÎ�µ��̄ ¼�õ��-
cia de los organismos de seguridad, como por la corrupción de sus agentes.
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ž¼×���Ò×Áį�µ��¨�µµ¯���¨ÂÎ»Üµ�����µ��»¯µ¯×�Î¯ñ��¯Â¼�Ò¯©Ü��Ò¯�¼�Á�µ��õ©ÜÎ���¼Ü¼-
ciada, sin que nadie asuma la responsabilidad política por la improvisación 
y la falta de una política integral que aborde el grave problema penitenciario, 
de criminalidad y de corrupción sistémica existente en el aparato estatal.

La política de seguridad penitenciaria no puede limitarse al resguardo peri-
metral de las cárceles. En esta coyuntura, de lo que se trata es de acabar con 
µÁÒ�Ì��Î¯¼ÁÒ�ÌÁµǞ×¯�ÁÒ�ì��»ÌÎ�Ò�Î¯�µ�Ò����µ�Ò�»�õ�Ò�ÍÜ�į�����Î����Ò�Ü�¯�Î×��ì�
con total impunidad, se siguen presentando a las elecciones.

Asunción, 24 de enero de 2020

�ÁÁÎ�¯¼��¯Â¼� ��� ×ÜÎ¼Áĭ�+Ü¯µµ�Î»¯¼��<�¼¼Á¼¼¯³Á÷¨į�+�Ò×¯Â¼� >Á��µĹ�F�Ò×ÁÎ�
o�Î�į�+ÎÜÌÁ�\Ü¼ÝĹ�ì� 4Ü�¼�\���Ò×¯�¼����Î�µį�*Ü¼���¯Â¼�o�¼��ÎĮ�\��Î�×�Î¯Á�
�±��Ü×¯åÁĭ�MÒ��Î�žì�µ��žĮ

anExO 2

a 31 añoS De La CaíDa De La DiCTaDUra

�¼�åǞÒÌ�Î�Ò�����Á¼»�»ÁÎ�ÎÒ��Ü¼��ÀÁ�»�Ò���µ�õ¼����µ���¯�×��ÜÎ�į�¼ÁÒ�ÌÎÁ-
¼Ü¼�¯�»ÁÒ�Î��õÎ»�¼�Á�¼Ü�Ò×ÎÁ��Á»ÌÎÁ»¯ÒÁ��Á¼�µ����»Á�Î��¯��ì��Á¼��µ�ÌÁ-
tencial emancipador de los derechos humanos en el Paraguay. Enfatizamos 
en la necesidad de la expansión del proceso de participación social existente, 
y en la atención de las demandas de igualdad y no discriminación con le-
yes, instituciones y una práctica gubernamental respetuosa de la dignidad 
de todas las personas. Esto permitirá otorgar sentido histórico a la gestión 
ÌÝ�µ¯��į�×�¼���å�µÜ�����¼�µ����×Ü�µ¯���į�ÁÎ¯�¼×�¼�Áµ����µ���×�¼�¯Â¼��õ��ñ����
los sectores menos favorecidos y más discriminados de la sociedad.

>���Á¼��¼×Î��¯Â¼���� ×¯�ÎÎ�Ò��¼�»�¼ÁÒ����Ü¼��ë¯©ÜÁ�¼Ý»�ÎÁ����ÌÎÁÌ¯�×�-
rios, la inequidad en el pago de los tributos, la falta de un gravamen a la 
�ëÌÁÎ×��¯Â¼���� ÒÁ±�į� µ�� ��Ò×ÎÜ��¯Â¼���µ� Ì�×Î¯»Á¼¯Á� ¨ÁÎ�Ò×�µ� ��µ� V�Î�©Ü�ìį�
la contaminación generalizada de las fuentes de vida por el uso irracional 
����©ÎÁ×Âë¯�ÁÒį� µ�� ¨�µ×�����Ü¼��Ò�µÜ��ì���Ü���¯Â¼�ÌÝ�µ¯��������µ¯���į����-
más de la discriminación estructural que padecen los Pueblos Indígenas, 
ÒÁ¼��Ü�Ò×¯Á¼�Ò�å�Î×��Î�µ�Ò�ÍÜ��»�Î��¼�µ�Ò�×Î�Ò�Ýµ×¯»�Ò�������Òį�ì�ÍÜ����-
berían ser puestas en el centro de la discusión política, pero sin embargo, 
ÒÁ¼�ÒÜÒ×¯×Ü¯��Ò�ÌÁÎ�×�»�Ò�ÒÜÌ�ÎøµÜÁÒ�ÍÜ��×�Î»¯¼�¼����Ì�Î�¼�Á�µ���×�¼�¯Â¼�
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���µ��ÁÌ¯¼¯Â¼�ÌÝ�µ¯��į����µ��»�¼Á������»Ì�À�Ò�»��¯�×¯��Ò�¯»ÌÜµÒ���Ò�ÌÁÎ�
intereses corporativos.

žÒ¯»¯Ò»Áį�µ��¨�µ×�����±ÜÒ×¯�¯���¼�Î�µ��¯Â¼���µÁÒ��ÎǞ»�¼�Ò�Ì�ÎÌ�×Î��ÁÒ��ÜÎ�¼-
te la dictadura, resultado de la impunidad y la falta de integralidad de las 
medidas de reparación a las víctimas, ubica a la sociedad paraguaya en una 
zona de riesgo permanente ante las tentaciones de un retorno autoritario, 
producto del escaso desarrollo de la memoria histórica y la ausencia total de 
políticas educativas que otorguen relevancia a la necesidad de no olvidar el 
Ì�Ò��Á�Î��¯�¼×�į��Á»Á�Ì�ÒÁ�ÌÎ�å¯Á���¯»ÌÎ�Ò�¯¼�¯�µ����µ���õÎ»��¯Â¼����ÌÎ¯¼-
cipios y valores de derechos humanos que tanto se necesitan en el Paraguay.

Asunción, 1 de febrero de 2020

�ÁÁÎ�¯¼��¯Â¼� ��� ×ÜÎ¼Áĭ� +Ü¯µµ�Î»¯¼�� <�¼Á¼¼¯³Á÷¨į� +�Ò×¯Â¼� >Á��µĹ� F�Ò×ÁÎ�
o�Î�į�+ÎÜÌÁ�\Ü¼ÝĹ���2¼�Ò�*Î�¼��Ò��µµ¯į�0�ÀÁ¯Į�\��Î�×�Î¯Á��±��Ü×¯åÁĭ�MÒ��Î�
Ayala A.

anExO 3

eL FeminiCiDio Y La DiSCriminaCión Son eL reSULTaDo 
De Una SoCieDaD Sin vaLoreS De DereChoS hUmanoS 
Y Sin poLíTiCaS De prevenCión DeSDe eL eSTaDo

Existe un Paraguay feminicida y discriminador que llena de violencia y luto 
a nuestra sociedad. Esta es una dolorosa constatación que surge del sinfín 
����ÎǞ»�¼�Ò����ÎÎ�¼×�Ò����»Ü±�Î�Ò�ì�¼¯À�Òį�ÍÜ���Áµ»�¼�µ���ÎÂ¼¯���ÎÁ±�����µ��
ÌÎ�¼Ò���¼�µ�Ò�Ýµ×¯»�Ò�Ò�»�¼�Òį�¯Î¯�¼�Á�µ�Ò�Ò�¼Ò¯�¯µ¯����Ò�»�Ò�ÌÎÁ¨Ü¼��Ò�
de quienes anhelamos un país diferente.

EÜ�ÁÒ�����Ò×ÁÒ��ÎǞ»�¼�Òį��Á»Á��µ���� µ�Ò�¼¯À�Ò�ì�»Ü±�Î�Ò� ¯¼�Ǟ©�¼�Òį�ÍÜ��
nos entristecen y agravian particularmente, empezaron a perpetrarse mu-
cho antes que los mismos se consumaran en las calles y baldíos de la ciudad. 
La denegación sistemática y generalizada de derechos y la falta de una edu-
cación con perspectiva de género, están en la base de la violencia irracional 
desatada hacia estas personas, víctimas entre las víctimas, que son reduci-
das a una situación de pobreza extrema, desplazamiento forzoso y vida en 
situación de calle, por un modelo económico y social excluyente que las priva 
de todo, hasta humillar su propia identidad originaria.
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Ante esta alarmante realidad, se torna imperioso que la sociedad paraguaya 
Î�©Î�Ò�����µ��Ò¯¼Î�ñÂ¼�ì��Á»ÌÎ�¼���ÍÜ��µ��å�Î����Î��±ÜÒ×¯�¯��ì�µ��»�±ÁÎ���Ü-
cación que se reclama solo será posible alcanzar, al menos plenamente, en la 
misma medida que avancemos también hacia una transformación política y 
ÒÁ�¯�µį�ÍÜ���õÎ»��µÁÒ�ÌÎ¯¼�¯Ì¯ÁÒ�ì�å�µÁÎ�Ò������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ��Á»Á�¼Ü�Ò-
tro principal paradigma de convivencia, y no como resultado de una simple 
���¯Ò¯Â¼���»¯¼¯Ò×Î�×¯å��Á�±Ü�¯�¯�µ���µ��Ò×��ÁĮ

*¯¼�µ»�¼×�į� �¼� �µ� »�Î�Á� ��µ� �Ǟ�� 2¼×�Î¼��¯Á¼�µ� ��� µ�� EÜ±�Î� aÎ���±��ÁÎ�į�
alentamos la participación activa de la ciudadanía en las diferentes marchas 
conmemorativas y en todas las actividades el próximo 8 de marzo, adhirién-
donos a sus postulados y reivindicaciones.

Asunción, 5 de marzo de 2020

�ÁÁÎ�¯¼��¯Â¼� ��� ×ÜÎ¼Áĭ� F�Ò×ÁÎ� o�Î�į� \Ü¼ÝĹ� 2¼�Ò� *Î�¼��Ò��µµ¯į� 0�ÀÂ¯Ĺ� ì�
*Î�¼�¯Ò�Á���¼Ǟ×�ñį�X������KF+ōÒ�ÍÜ��×Î���±�¼�o20ĺ\2�žĮ�\��Î�×�Î¯Á��±��Ü-
tivo: Óscar Ayala A.

anExO 4

inCapaCiDaD eSTrUCTUraL De garanTizar Una viDa 
Digna Y neCeSiDaD UrgenTe De Una jUSTiCia TribUTaria

La declaración de estado de emergencia sanitaria, vigente ante la amenaza 
del nuevo coronavirus, ha patentizado en el Paraguay la incapacidad estruc-
tural del Estado para garantizar no solamente el derecho a salud, sino una 
å¯����¯©¼����×Á���µ��ÌÁ�µ��¯Â¼į�×�µ��Á»Á�Ò��Á�Ò�Îå���¼��µ���õ�¯×�Î¯Á�Ò�Îå¯�¯Á�
���µ��Ò�¼¯����ÌÝ�µ¯���ì��¼�µ����Î�¼�¯�����Ü¼�Ò¯Ò×�»�����ÌÎÁ×���¯Â¼�ÒÁ�¯�µ��õ-
caz, capacidades indispensables para mermar el impacto de la epidemia que 
se pretende contener.

0Áì�å�»ÁÒ���Ì�ÎÒÁ¼�Ò��ë�µÜ¯��Ò����ÒÜÒ�ÌÜ�Ò×ÁÒ����×Î���±Á�Ò¯¼�ÌÁÒ¯�¯µ¯����Ò�
Î��µ�Ò����ÌÁ��Î�Î��µ�»�Î�µÁ�ÍÜ���¼�±ÜÒ×¯�¯��µ�Ò��ÁÎÎ�ÒÌÁ¼��Į�V�ÎÒÁ¼�Ò�ÍÜ�į���
la preocupación de la epidemia, deben sumar la preocupación por la propia 
�µ¯»�¼×��¯Â¼į�µ�����ÒÜÒ�¯±ÁÒ���¯±�ÒĮ�o�»ÁÒ�ÍÜ���ÒÁ»��Ü¼���Î¯Ò¯Ò��µ¯»�¼×�Î¯��
que se irá profundizando sin que el Estado tenga reales condiciones de hacer 
frente a ello. El Paraguay de las profundas desigualdades está ante nuestros 
Á±ÁÒĮ
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Asimismo, hemos observado cómo la ampliación del poder de la policía ha 
sido particularmente reveladora de las formas más degradantes de actua-
�¯Â¼�ÍÜ��Ì�Îå¯å�¼�ì�Ò���±�Î��¼��Á¼�Î�©Üµ�Î�¯»ÌÜ¼¯�����¼�ÒÜÒ�õµ�ÒĮ�>���Á��-
hupy cuenta con indicios razonables sobre los excesos y violaciones de de-
rechos humanos cometidos durante la vigilancia policial en la cuarentena, 
que no son hechos meramente anecdóticos, tal como el ministro del Interior 
Euclides Acevedo los quiere presentar; muy por el contrario, son conductas 
abrumadoras y llenas de arbitrariedad que deben ser investigadas penal-
mente como presuntos hechos punibles. En las redes sociales proliferan los 
vídeos y testimonios que documentan muchos de esos casos.

V�ÎÁ���Ì�Ò�Î�����Ò×��Ì�¼ÁÎ�»�į�µ���Á��ÜÌì��Á¼Ò¯��Î�����±ÜÒ×¯�¯����Ò×���Î�
la actuación rápida y el enorme esfuerzo que está realizando un vasto sector 
del Estado para preparar al país ante la epidemia de coronavirus, así como 
el liderazgo sobrio y comprometido de las principales autoridades del Mi-
¼¯Ò×�Î¯Á����\�µÜ��VÝ�µ¯��į�×�Î���ÍÜ��Ò¯¼��Ü��Ò�»�Î����Ü¼�Î��Á¼Á�¯»¯�¼×Á����
µ���¯Ü����¼Ǟ�į�Ò¯¼�Áµå¯��Î���ÍÜ¯�¼�Ò��Ò×�¼�×Î���±�¼�Á��¼�µÁÒ�ÁÒÌ¯×�µ�Ò�ì�µÁÒ�
demás servicios de salud en un contexto de precarización de las condiciones 
µ��ÁÎ�µ�Òį����Á�ÒÜÒ���±ÁÒ�Ò�µ�Î¯ÁÒį�¨�µ×�����¯¼ÒÜ»ÁÒ�ì��ÍÜ¯Ì�»¯�¼×Á�¯¼���-
cuado.

Por otra parte, la impostergable necesidad de reducir la desigualdad existen-
te, demanda que ha vertebrado las acciones de exigibilidad de las organiza-
�¯Á¼�Ò������Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ��¼�µ�Ò�Ýµ×¯»�Ò�������Òį��Ò�Ü¼�Î��µ�»Á�ÍÜ�������
ser atendido por el peso mismo de la coyuntura. Su atención, a la luz de la 
emergencia sanitaria, para la Codehupy adquiere una dimensión histórica 
que no se debe eludir si realmente deseamos vivir en un Estado Social de 
Derecho.

VÁÎ��µµÁį�¼Ü�Ò×Î��ÌÎÁÌÜ�Ò×���Ò�Ì�¼Ò�Î��¼�µ��±ÜÒ×¯�¯��×Î¯�Ü×�Î¯���Á»Á���¼��Î��
Ü¼¯õ���ÁÎ�����µ�Ò���»�¼��Ò�ÒÁ�¯�µ�Òį��ÒǞ��Á»Á��¼��µ�õ¼�×Á����µ�Ò�����ÌÎ¯å¯µ�-
gios, a modo de horizonte que nos haga caminar para alcanzar un futuro con 
»�ìÁÎ�¯©Ü�µ���į�����ÒÁ���×Á�ÁÒ�µÁÒ���Î��ÁÒ�ì�Ò�Îå¯�¯ÁÒ�ÌÝ�µ¯�ÁÒ������µ¯����
para todas las personas en el Paraguay.

Asunción, 30 de marzo de 2020

�ÁÁÎ�¯¼��¯Â¼����×ÜÎ¼Áĭ�*Î�¼�¯Ò�Á���¼Ǟ×�ñį�X������KF+�ÍÜ��×Î���±�¼�o20ĺ
\2�žĹ�2¼�Ò�*Î�¼��Ò��µµ¯į�0�ÀÂ¯Ĺ�oǞ�×ÁÎ���Î�¯ÎÁį�\�24žĮ�\��Î�×�Î¯Á��±��Ü×¯åÁĭ�
Óscar Ayala A.
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anExO 5

LíDereS inDígenaS DeL DpTo. De CaagUazú 
Son DeTeniDoS Y proCeSaDoS jUDiCiaLmenTe 
LUego De reUnirSe Con La CoDehUpY

A poco más de un mes de haberse formulado una denuncia penal por un 
presunto abuso sexual de una niña Mbya Guaraní, madre de una bebé de 2 
�ÀÁÒį�ÍÜ¯�¼�Ò�ÌÎ�Ò�¼×�ÎÁ¼�µ����¼Ü¼�¯�į�µÁÒ�µǞ��Î�Ò�¯¼�Ǟ©�¼�Ò�VÁÎõÎ¯Á�+�ìÁÒÁ�
ì�oǞ�×ÁÎ�\ÁÒ�į���� µ���Á»Ü¼¯����2¼�Ǟ©�¼��4�©Ü�Îìį���µ��Ì×ÁĮ�������©Ü�ñÝį�
¨Ü�ÎÁ¼���×�¼¯�ÁÒ�ÌÁÎ�µ��ÌÁµ¯�Ǟ���µ��Ǟ��µÜ¼�Ò�ĂĄ����±Üµ¯ÁĮ�žÒ¯»¯Ò»Áį�ÒÜ���Á©���į�
Elizabeth Alcaraz, amenazada con igual suerte, luego que la Agente Fiscal en 
lo Penal de J. E. Estigarribia (ex Campo 9), Norma Salinas Daiub, solicitara 
prematuramente la desestimación de la investigación penal.

A la Codehupy preocupa especialmente esta situación, dado el contexto de 
impunidad que existe en relación a los hechos punibles donde son víctimas 
los indígenas, en particular las niñas y niños. En relación a la Comunidad 
4�©Ü�Îìį�Ò�©Ý¼�Î�µ�×�¼��µ©Ü¼ÁÒ����ÒÜÒ�»¯�»�ÎÁÒį�¼Á��Ò�ÌÁÒ¯�µ����±�Î�¨Ü�Î��
del análisis que la misma es víctima de la apropiación ilegal de sus tierras 
mediante formas de arrendamiento prohibidas, que permiten el cultivo de 
ÒÁ±�� ÌÁÎ� Ì�Î×�� �©�¼×�Ò� ��µ� �©ÎÁ¼�©Á�¯Á� ÍÜ���¼�»Á¼×��Á�Ü¼� �ÒÍÜ�»�����
alianzas, cooptando a un sector de la comunidad, haciéndolos funcionales a 
intereses económicos, en desmedro de los derechos de la comunidad en su 
�Á¼±Ü¼×ÁĮ

En ese contexto, la Codehupy ha llegado hasta la zona y ha accedido a tes-
timonios de diversos sectores indígenas y no indígenas, que dan cuenta de 
forma creíble y que amerita la consideración de los órganos responsables de 
investigación. Esta es una situación generalizada de abusos y explotación 
sexual de la cual serían víctimas los niños y niñas de la comunidad Jaguary, 
incluso de otras dos comunidades más de la zona que se encuentran enmar-
����Ò��¼�Ü¼�µ�Î©Á��Á¼øµ¯�×Á�¯ÎÎ�ÒÜ�µ×Á����ÌÎÁÌ¯�����×�ÎÎ¯×ÁÎ¯�µĮ

El caso denunciado penalmente sería representativo de una situación mu-
�Á�»�Ò�©Î�å��ÍÜ���µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�Ò��¼¯�©����¯¼å�Ò×¯©�Î����¨ÁÎ»���¨��-
tiva, clausurando la ventana abierta con la denuncia que acaba de ser des-
estimada, sin que se hayan realizado pesquisas esenciales en detrimento de 
la seguridad de niñas y niños que podrían seguir en riesgo y sobre quienes 
×�»ÌÁ�Áį��Ý¼�Î¯©�¼�»��¯��Ò��¨��×¯å�Ò����ÌÎÁ×���¯Â¼�ì�Î�Ì�Î��¯Â¼�¯¼×�©Î�µį�
��±�¼�Á����Ò×ÁÒ�¼¯ÀÁÒ�ì�¼¯À�Ò�ì���ÒÜÒ�¨�»¯µ¯�Ò��¼�Ü¼��¯¼��¨�¼Ò¯Â¼�ÍÜ��¼Á��Ò×��
siendo revertida de forma interinstitucional y culturalmente apropiada.
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VÁÎ�Ýµ×¯»Áį��Ü¼��Á¼�µ��¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�Î��¯�¯�����Ò����µ�E¯¼¯Ò×�Î¯Á�VÝ�µ¯�Á�ÍÜ��
�ÜÒ���±ÜÒ×¯õ��Î�µ�Ò���×�¼�¯Á¼�Ò����µÁÒ�µǞ��Î�Ò�¯¼�Ǟ©�¼�Ò���±Á�Á×Î�Ò�ÌÎ�»¯Ò�Ò�
que también deben ser investigadas, la Codehupy, considera que la desesti-
mación de la denuncia penal prematura y posterior detención e imputación 
���oǞ�×ÁÎ�\ÁÒ��ì�VÁÎõÎ¯Á�+�ìÁÒÁį��ÒǞ��Á»Á�µ���»�¼�ñ�����ÌÎÁ��Ò�»¯�¼×Á���
su abogada patrocinante, Elizabeth Alcaraz, constituye una inaceptable re-
ÌÎ�Ò�µ¯��ÍÜ��×¯�¼��ÌÁÎ�Á�±�×¯åÁ��×�»ÁÎ¯ñ�Î���Á×Î�Ò�Ì�ÎÒÁ¼�Ò�Ì�Î���å¯×�Î�Á×Î�Ò�
denuncias sobre las graves violaciones a los derechos humanos de las niñas 
y niños que se estarían registrando en la Comunidad Jaguary. En este senti-
do, solicitamos una exhaustiva auditoría de las causas penales vinculadas al 
��ÒÁį����×�µ�»Á�Á����Ò×��µ���Î�µ��Î�ÒÌÁ¼Ò��¯µ¯�������µÁÒ��©�¼×�Ò�õÒ��µ�Ò�¯¼-
tervinientes, y la investigación exhaustiva de la situación que derivó en esto 
y que tiene en vilo a la comunidad indígena y sus miembros.

žÒÜ¼�¯Â¼į�ĂĆ����±Üµ¯Á����ăāăā

Coordinación de turno: Lila Molinier, Tape’a; Lidia Ruiz Cuevas, Tierraviva; 
ìį��Ü�¼�å�¼×ÜÎ������À�Òį�fF�\Į�\��Î�×�Î¯Á��±��Ü×¯åÁĭ�MÒ��Î�žì�µ��žĮ

anExO 6

eS momenTo De reviSar La  
inConSTiTUCionaL exiSTenCia De La FTC

>ÁÒ�ÒÜ��ÒÁÒ����v�ì�v�Ýį��µ� ¯©Ü�µ�ÍÜ��Á×ÎÁÒ� ×�»�¯�¼�ÌÎÁ×�©Á¼¯ñ��ÁÒ�ÌÁÎ� µ��
*Ü�Îñ�����a�Î����Á¼±Ü¼×��Ł*a�ł��¼��µ�Ì�Ò��Áį�ÌÎ�Ò�¼×�¼���Î��×�ÎǞÒ×¯��Ò�¯¼-
quietantes de un nuevo crimen de Estado, esta vez con dos niñas asesinadas, 
quienes habrían tenido apenas 11 y 12 años, presentadas como partícipes de 
un supuesto enfrentamiento armado.

Además de lo criminal del operativo, resulta inexplicable el apresuramien-
×Á�ÌÁÎ�Ò�ÌÜµ×�Î�µÁÒ��Ü�ÎÌÁÒ��¼×�Ò�ÍÜ��Ò��¼�¯��¼×¯õ���ÁÒ�ì��¼×Î�©��ÁÒ���ÒÜÒ�
familiares. Pareciera existir premura por intentar borrar evidencias del te-
rrible suceso.

Asimismo, el acento triunfalista del gobierno, en relación a un hecho que 
está más cerca de ser caracterizado como terrorismo de Estado que como un 
logro en materia de seguridad, es de por sí incompatible con todo principio 
de derechos humanos.
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Además del esclarecimiento completo de estos hechos, es el momento de 
��Î¯Î�¼Ü�å�»�¼×���µ�����×�� ÒÁ�Î�� µ�� ¯¼�Á¼Ò×¯×Ü�¯Á¼�µ�»Á�¯õ���¯Â¼����>�ì�
de Defensa Nacional y Seguridad Interna, así como el decreto respectivo que 
¯¼Ò×¯×Üì��µ�Ò�*Ü�Îñ�Ò����a�Î��Ò��Á¼±Ü¼×�ÒĮ�v����»�Ò¯��Á��ÁµÁÎ�ì���ÁÒ�ÌÜ-
¼¯�µ�Ò�Ò��µ���×Î¯�Üì�¼į�ÍÜ��Ò���å¯��¼�¯��»Üì���Òå¯Î×Ü�������µÁÒ�õ¼�Ò�Ì�Î��µÁÒ�
que fue creada.

Lo anterior, porque la muerte de estas niñas, en un escenario y circunstan-
�¯�Ò�ÍÜ��Ò�©Ý¼�Ì�Ò�¼�µ�Ò�ÁÎ�Ò�ÒÜÎ©�¼�ÒÁÒÌ���Ò�ÍÜ����ÎǞ�¼�Ò¯�Á�»Á¼×�-
�ÁÒį�ì�µ��¯¼ÒÂµ¯×��Î����¯Â¼���µ��±��Ü×¯åÁį�¼Á�ÒÁ¼�»�Ò�ÍÜ��µ��ÌÎÜ����Ì�µÌ��µ�����
la más vil podredumbre que suman a las demandas de, al menos, revisar la 
ÌÎÁÌ¯���ë¯Ò×�¼�¯�����µ�Ò�*Ü�Îñ�Ò����a�Î��Ò��Á¼±Ü¼×�ÒĮ

Asunción, 4 de septiembre de 2020

Coordinación de turno: Lidia Ruiz, Tierraviva; Buenaventura Cabañas, 
fF�\Ĺ�ì�ž��µ�2Î�µ�į���Ò��2\Į�\��Î�×�Î¯Á��±��Ü×¯åÁĭ�MÒ��Î�žì�µ��žĮ

anExO 7

CoDehUpY expreSa SU SoLiDariDaD Con 
LaS FamiLiaS De LoS SeCUeSTraDoS

Ante un nuevo crimen que agravia y sacude a la sociedad, a una semana de 
µÁÒ��Î�»�×¯�ÁÒ�ÒÜ��ÒÁÒ����v�ì�v�Ýį�µ���Á��ÜÌì��ëÌÎ�Ò��ÒÜ�ÒÁµ¯��Î¯������µÁÒ�
familiares de los señores Oscar Denis Sánchez y Adelio Mendoza, víctimas 
de un nuevo secuestro propiciado por la dimisión de un Estado, cuya política 
de seguridad ha fracasado reiteradamente en prevenir estos graves hechos.

En este sentido, auguramos que la solidaridad necesaria de este momento 
con las personas secuestradas y sus familiares, se transforme después en la 
acción movilizadora de los cambios que impostergablemente necesitamos 
en el país que, por efectos de la corrupción y la irracionalidad política en la 
©�Ò×¯Â¼�ÌÝ�µ¯��į��¼¨Î�¼×��©Î�å�Ò�Î¯�Ò©ÁÒ�Ì�Î��µ��å¯©�¼�¯��Ìµ�¼�����µÁÒ���Î�-
�ÁÒ�Ü»�¼ÁÒ�ì�µ���Á¼å¯å�¼�¯��Ì��Ǟõ����¼��µ�V�Î�©Ü�ìĮ

Asunción, 10 de septiembre de 2020

Coordinación de turno: Liz Torres, Callescuela; Buenaventura Cabañas, 
fF�\Ĺ�ì�ž��µ�2Î�µ�į���Ò��2\Į�\��Î�×�Î¯Á��±��Ü×¯åÁĭ�MÒ��Î�žì�µ��žĮ
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anExO 8

Un DoLor mÁS qUe eL paragUaY no Se mereCe

La Codehupy, como entidad defensora de derechos humanos, rechaza el cri-
men y la villanía de una pretendida causa social invocada, que busca apro-
vecharse de la lacerante situación de numerosas comunidades indígenas y 
campesinas que conviven con el hambre y el abandono, mediante el some-
timiento de la familia del ex vicepresidente Oscar Denis a exigencias irra-
cionales, tal como se ha difundido por los medios de comunicación el día de 
ayer, 11 de septiembre.

Este hecho, cuya crueldad delata el carácter indiscutidamente violento de 
sus promotores y la ausencia total de principios o ideas compatibles con la 
dignidad humana en el discurso y accionar que reivindican, debe ser enfáti-
camente rechazado por toda la sociedad.

La situación de las comunidades empobrecidas no se revierte con actos de 
entrega de alimentos sino con acciones sostenidas por parte de un Estado 
Î��µ»�¼×���Á»ÌÎÁ»�×¯�Á��Á¼�µÁÒ���Î��ÁÒ�Ü»�¼ÁÒį�ÍÜ����±��µ���ÁÎÎÜÌ�¯Â¼�
como cotidianeidad de su quehacer y garantice la participación plural de la 
sociedad.

�¼��Ò×��Ò�¼×¯�Áį��¼×���µ��Î¯»�¼��Á¼×¯¼ÜÁ�ÍÜ���¼��Ò×ÁÒ�»Á»�¼×ÁÒ��øµ¯©����µ��
sociedad, exigimos al gobierno, en primer lugar, que recupere con vida a los 
señores Óscar Denis y Adelio Mendoza, en el marco de la ley y el Estado de 
��Î��ÁĹ�ìį��Ò¯»¯Ò»Áį��¼��Ò��»¯Ò»Á�»�Î�Áį��Á¼��¼×Î��ÒÜÒ�»�±ÁÎ�Ò��Ò¨Ü�Î-
zos para que nunca más se produzcan hechos de esta naturaleza.

Reiteramos nuestra más profunda solidaridad con los señores Oscar Denis, 
Adelio Mendoza y sus familiares.

Asunción, 12 de septiembre de 2020

Coordinación de turno: Buenaventura Cabañas, UNES; Abel Irala, Base IS; 
>¯ñ�aÁÎÎ�Òį���µµ�Ò�Ü�µ�Į�\��Î�×�Î¯Á��±��Ü×¯åÁĭ�MÒ��Î�žì�µ��žĮ
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�D�xJ�ȅ

hoY SomoS víCTimaS De LaS LLamaS qUe 
aYer eL eSTaDo preTenDía no ver

¿Quiénes asumen la responsabilidad de los 12.000 focos de incendio que se 
registran en estos días? ¿De sus adversas consecuencias en los derechos de 
la población, su salud y bienestar, en los derechos de la naturaleza misma?

Cielos brumosos por el humo, temperaturas a niveles históricamente altas, 
aire seco a niveles inauditos por la peor sequía en la historia de la cuenca 
del Río de la Plata. Esa es la situación que estamos viviendo y que, en al-
guna medida, se relativiza intentándose responsabilizar exclusivamente a 
µ���¯Ü����¼Ǟ�į���ÎÎ�¼�Á�µÁÒ�Á±ÁÒ���Ü¼�»Á��µÁ�����Î��¯»¯�¼×Áį���Ò��Á��¼��µ�
acaparamiento de la tierra, que recurre a prácticas que propician esta situa-
�¯Â¼Į�>���ÝÒÍÜ�������»�ìÁÎ�ÌÎÁ�Ü�×¯å¯�����¼�¨Ü¼�¯Â¼��Ò×Î¯�×����µ�µÜ�ÎÁį�ÍÜ��
incluso recurre sistemáticamente a la quema y otras prácticas, en desmedro 
del buen vivir de la gran mayoría de la población, se muestra ya insostenible 
y sus consecuencias a la vista seguirán recrudeciéndose si no se analiza y 
��×Ý���¼�¨Ü¼�¯Â¼����µ�Ò��å¯��¼�¯�Ò����µÁÒ���×Ü�µ�Ò�ÌÎÁ��ÒÁÒ���µ���»�¯Á��µ¯»�-
tico, de su crisis.

La destrucción de la totalidad de los montes de la Región Oriental de nues-
tro país y el sometimiento al mismo destino a los montes y matorrales del 
Chaco, se presenta como situación derivada de la irresponsabilidad de auto-
ridades, desequilibrios extremos en curso, donde las manos institucionales 
Ì�Î��µ��ÌÜ�Ò×���¼��±��Ü�¯Â¼����»��¯��Ò�ÌÎÁ×��×ÁÎ�Ò����µÁÒ��¯�¼�Ò�¼�×ÜÎ�µ�Ò�Á�
de las sanciones que la normativa establece se ven muy lentas, muy débiles, 
o sencillamente ausentes. Esta situación además convierte al país, en el se-
gundo con mayor pérdida de cobertura arbórea en Sudamérica, solamente 
superado por Brasil

\�©Ý¼�¯¼¨ÁÎ»��¯Â¼�ÌÝ�µ¯����Á¼�µ��ÍÜ���Á¼×�»ÁÒį�¼¯�×�¼�Ò¯ÍÜ¯�Î��µ�Ò�»�Ò����
300.000 hectáreas arrasadas por el fuego en el 2019, ha provocado medidas 
�ÒÌ��Ǟõ��Ò�ì�ÒÜõ�¯�¼×�Ò����ÌÎ�å�¼�¯Â¼į�õÒ��µ¯ñ��¯Â¼�ì�Ò�¼�¯Â¼����µ�Ò�Î�ÒÌÁ¼-
sabilidades encontradas, lo que podría haber permitido otro escenario este 
2020; generando, consecuentemente un escenario igual o peor en la actuali-
dad. Mucho menos, ha implicado acciones de reconstrucción ambiental. En 
este escenario de alerta a nivel nacional, la ausencia naturalizada del Minis-
terio del Ambiente y Desarrollo Sostenible resulta alarmante. Ni la pande-
mia con su consecuente encierro obligatorio logró parar las actividades de 
deforestación y destrucción.
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El Estado pudo prever la destrucción de hoy, ya que tenía las condiciones para 
�¼×¯�¯Ì�ÎÒ���µ�ÌÎÁ�µ�»��ì��¯Ò�À�Î��Ò×Î�×�©¯�Ò�Ì�Î���¨ÎÁ¼×�Îµ�Į�>��¯¼ÒÜõ�¯�¼×��
ì�ÒÜÌ�Îõ�¯�µ�ÌÎ��×¯���������Î�ÌÁµǞ×¯��Ò�ÌÝ�µ¯��Ò�ÒÁ�Î��µ����Ò�����ÒÜ��Ò¯å�Ò�
���µ�Î��¯Á¼�Ò�����»�Î©�¼�¯��ì�¼Á����Ìµ�¼�Ò��Á¼Ò�¼ÒÜ��ÁÒį��¯�¼×Ǟõ��»�¼×��
Î�ÒÌ�µ���ÁÒį�±ÜÎǞ�¯���ì��Üµ×ÜÎ�µ»�¼×��Ì�Î×¯¼�¼×�Òį�¼ÁÒ��Ò×��ÒÁ»�×¯�¼�Á�»�Ò�
temprano que tarde al extermino irreparable de nuestro ambiente.

Alertamos sobre la grave situación que hoy nos sobrecoge, la vemos, sufrimos 
y respiramos todos los días. Estamos en situación de emergencia climática. 
�Ò�ÁÎ�����ÌÁ¼�Î�Ü¼�ÌÜ¼×Á���õ¼¯×¯åÁ����Ò×��¯Ò×ÁÎ¯��¼�¨�Ò×�Į��Ò�»Á»�¼×Á����
visibilizar la dimensión real de esta tragedia, de frenar esta destrucción y de 
recuperar nuestras estructuras naturales. Exigimos la rendición de cuentas 
a las autoridades y el cese de la destrucción de nuestra tierra, de nuestro 
territorio, nuestro país y nuestro mundo.

Asunción, 2 de octubre de 2020

Coordinación de turno: Liz Torres, Callescuela; Buenaventura Cabañas, 
fF�\Ĺ�ì�ž��µ�2Î�µ�į���Ò��2\Į�\��Î�×�Î¯Á��±��Ü×¯åÁĭ�MÒ��Î�žì�µ��žĮ
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CODEHUPY

Coordinadora de Derechos Humanos del Paraguay
Capítulo Paraguayo de la Plataforma Interamericana de Derechos Huma-
nos, Democracia y Desarrollo (PIDHDD)
Ayolas 1703 esquina Dupuis
Asunción - Paraguay
Telefax: (595 21) 200356 - (595 971) 726000
codehupy@codehupy.org.py
www.codehupy.org.py
Facebook: http://www.facebook.com/codehupy 
Twitter: @Codehupy99

OrganizaCiOnEs titUlarEs

Aireana - Grupo por los derechos de 
las lesbianas
Eligio Ayala 907 casi Tacuary
Asunción - Paraguay
Tel.: (595 21) 492835
aireanaparaguay@gmail.com
www.aireana.org.py 

Asociación Callescuela 
(Callescuela)
Doctor Sosa 436 casi Soldado Ovelar   
y Teniente Rivarola
Fernando de la Mora - Paraguay
callescuela.callescuela@gmail.com

Panambi - Asociación de travestis, 
transexuales y transgéneros
Colón y Montevideo
Asunción - Paraguay 
Tel.: (595 21) 446710
panambiasotrans@gmail.com
info@panambi.org.py
www.panambi.org.py

BASE Investigaciones Sociales, 
Base-IS
Ayolas 807 esquina Humaitá 
Asunción - Paraguay
Tel.: (595 21) 451217 
Fax: (595 21) 498306
baseis@baseis.org.py 
www.baseis.org.py

Centro de Documentación y 
Estudios (CDE)
Cerro Corá 1426 entre Pa’í Pérez   
ì�žå��Į�V�ÎÝ
Asunción - Paraguay 
Tel.: (595 21) 225000 / 204295 
Fax: (595 21) 213246
cde@cde.org.py 
www.cde.org.py

Centro de Estudios Rurales 
Interdisciplinarios (CERI)
Tel. y Fax: (595 21) 607580
ceri@ceri.org.py
www.ceri.org.py
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Comité de América Latina y el Caribe 
para la Defensa de los Derechos de la 
Mujeres (Cladem - Py)
Cerro Guy 1530 
Asunción - Paraguay
Áõ�¯¼��µ���»Ììů©»�¯µĮ�Á»
www.cladem.org.py

Coordinación de Mujeres del 
Paraguay (CMP)
Eligio Ayala 973 casi EE. UU.
Asunción - Paraguay
Tel.: (595 21) 446617
cmp.feminista@gmail.com 
www.cmp.org.py

Comité de Iglesias para Ayudas  
de Emergencia (CIPAE)
Gral. Santos 1618 y Raimundo Rolón
Asunción - Paraguay
Tel.: (0985) 677500 
cipae@cipae.org.py
www.cipae.org.py

Decidamos, Campaña por la 
Expresión Ciudadana
París 1031 casi Colón
Asunción - Paraguay
Tel.: (595 21) 425850
direccion@decidamos.org.py
www.decidamos.org.py

Enfoque Territorial
San Francisco 1288 casi San Antonio 
Kõ�¯¼��Ĉ�
Barrio Jara
Asunción - Paraguay
info@enfoqueterritorial.org.py
www.enfoqueterritorial.org.py

Fundación Vencer
Picuiba 2665 y Mayor López de Filippi
Asunción - Paraguay 
Tel.: (595 21) 331139
info@fundacionvencer.org.py
www.fundacionvencer.org.py

Fundación Dr. Andrés Rivarola 
queirolo (Fundar)
Bogotá 609 casi Santísima Trinidad
Asunción - Paraguay 
a�µĮĭ�ŁĆĊĆ�ăĂł�ăĉĄćĈĄŏŅ�ŁāĊĈćł�ĉĊĆĄćă
fundar@rieder.net.py
Facebook / Fundación Dr. Andrés 
Rivarola Queirolo

Gestión Local
De la Conquista 1343
Barrio Carlos Antonio López
Asunción - Paraguay
Tel.: (595 21) 423448
rm@gestionlocal.org.py
www.gestionlocal.org.py

Grupo Sunu de Acción 
Intercultural
Celsa Speratti 3865 casi Radio  
Operadores del Chaco
Tel.: (595 21) 208 641
Asunción - Paraguay
gruposunu@gmail.com

Heñói
Yvyra Pytã 1151 casi Encarnación
Asunción - Paraguay
henoi@henoi.org.py

Iniciativa Amotocodie
Yvyra Pytã 1151 casi Encarnación
Asunción - Paraguay 
Tel.: (595 21) 553083
info@iniciativa-amotocodie.org
www.iniciativa-amotocodie.org

Movimiento de objeción de 
Conciencia - Paraguay (MoC - Py)
moc_py@yahoo.com 

Red de oNG’s que trabajan VIH/
sida en Paraguay
Venezuela 888 casi Mariano Molas 
Asunción - Paraguay
Tel.: (595 21) 3298980 
redongsida@gmail.com
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Servicio Jurídico Integral para   
el Desarrollo Agrario (Seija)
Estrella 892 casi Montevideo 
VÎ¯»�Î�Ì¯ÒÁį�Áõ�¯¼��ž�
Asunción - Paraguay
Tel.: (595 21) 492516
Ò�¯±�ĊăůÁ×»�¯µĮ�Á»

Servicio Paz y Justicia - Paraguay 
(Serpaj-Py)
Tte. Prieto 354 casi Dr. Insfrán 
Asunción - Paraguay
Tel.: (595 21) 481333 / 481340
Ò�ÎÌ�±ÌìůÒ�ÎÌ�±ÌìĮÁÎ©ĮÌì�
æææĮÒ�ÎÌ�±ÌìĮÁÎ©ĮÌì

Sindicato de Periodistas del 
Paraguay (SPP)
Asunción - Paraguay 
periodistaspy@gmail.com.py
Facebook / Sindicato de Periodistas  
del Paraguay

Tape’a para el desarrollo   
social sostenible
Cerrada Villarrica 557 casi Mompox
Zona Norte, Barrio Domingo Savio 
Fdo. de la Mora - Paraguay
Telefax: (595 21) 522 434
tape.a.org@gmail.com

Tedic - Tecnología y Comunidad
15 de Agosto 823 casi Humaitá
Asunción - Paraguay
hola@tedic.org
www.tedic.org

Tierraviva a los Pueblos Indígenas 
del Chaco
Cerro Corá 1060 entre EE. UU. y Brasil
Asunción - Paraguay 
Tel.: (595 21) 202039 / 209092
tierraviva@tierraviva.org.py 
www.tierraviva.org.py

unidas en la Esperanza (unes)
Yegros 1159 casi Rodríguez de Francia 
Tel.: (0983) 946132
Asunción - Paraguay
unidasenlaesperanza.paraguay@gmail.com

OrganizaCiOnEs aDHErEntEs 

Amnistía Internacional - Paraguay 
Hassler 5229 entre Cruz del Defensor y 
Cruz del Chaco 
Villa Morra
Asunción - Paraguay 
Tel.: (595 21) 604822 / 663272
ai-info@py.amnesty.org
www.amnesty.org.py

Coordinadora por los Derechos de 
la Infancia y la Adolescencia (CDIA)
Celsa Speratti 3865 casi Capitán Cañiza
Asunción - Paraguay
Tel.: (595 21) 227061 / 232021
cdia@cdia.org.py 
www.cdia.org.py
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Centro de Estudios Paraguayos 
Antonio Guasch (CEPAG)
O’Leary 1847 entre 6.ª y 7.ª Pytda.
Asunción - Paraguay 
Telefax: (595 21) 373821 
cepag@cepag.org.py 
www.cepag.org.py

Centro Paraguayo de Teatro 
(Cepate)
žå��Į�X�ÌÝ�µ¯���ăĉą��¼×Î��ĂĆ����ž©ÁÒ×Á�ì�
O’Leary
Asunción - Paraguay
cepatepy@gmail.com

Coordinadora Nacional de Pastoral 
Indígena (Conapi - CEP)
Chile 625 esquina Gral. Díaz
Asunción - Paraguay 
Tel.: (595 21) 443752
conapi@episcopal.org.py
www.conapi.org.py

Fundación Celestina Pérez de 
Almada (FCPA)
Avda. Carlos A. López 2273 
Asunción - Paraguay
Tel.: (595 21) 425873 / 425345
fundacion@fcpa.org.py 
direccion.museo@fcpa.org.py
www.fcpa.org.py

Gente, Ambiente y Territorio (GAT)
San Francisco 934 casi Libertad
Barrio Jara
Asunción - Paraguay 
Tel.: (595 21) 232812
asociaciongat@gmail.com

Instituto de Ciencias Sociales  
de Paraguay (ICSo)
Ntra. Sra. de la Asunción 1339 entre 
Lugano y Milano
Asunción - Paraguay
Tel.: (595 21) 490290
icso@icso.org.py
www.icso.org.py

Instituto de Estudios Comparados 
en Ciencias Penales y Sociales de 
Paraguay (Inecip Py)
Vicepresidente Sánchez 612
Asunción - Paraguay
Tel.: (595 21) 222511
inecip@inecip.org.py
www.inecip.org.py

Semillas para la Democracia
Roma 1055 casi Colón
Asunción - Paraguay
Tel.: (595 21) 420323
semillas@semillas.org.py
www.semillas.org.py 






